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Introducción

La especificidad y la originalidad del conjunto político e institucional de la Catalunya
autónoma del postfranquismo han sido reconocidas a nivel estatal y a nivel internacional

como un ejemplo exitoso de cómo una colectividad nacional ha podido alcanzar cotas de

realización política sin marco estatal propio. Tal ha sido el consenso en tomo a este punto

que incluso la expresión modelo· catalán, empleada para referirse al sistema político e

institucional procedente de la experiencia vivida por las instituciones y la sociedad catalana

en los últimos veinticinco años, se ha ido extendiendo y asentando tanto en el lenguaje

periodístico como en el lenguaje más culto.

Las contribuciones más importantes a la comprensión de este fenómeno, de sus

características y de sus actores más importantes han procedido fundamentalmente desde el

ámbito de las ciencias sociales y políticas, de las ciencias jurídicas y económicas y

finalmente - aunque a diferente nivel- del periodismo de investigación.
En linea general, la bibliografía disponible se podria dividir en tres grandes grupos: los

estudios de carácter general; los estudios sectoriales, centrados en uno u otro aspecto

relativo a la realidad política y institucional del país; Y por último, las contribuciones -

fundamentalmente procedentes del periodismo de investigación- centradas en los actores

más destacados de la vida política catalana del último cuarto del siglo XX, y en particular
sobre la figura de Jordi PujoL
Los prismas y las perspectivas de observación de qUIen se ha acercado a partir de

cualesquiera de las tres modalidades indicadas han sido diferentes, dependiendo del objeto
concreto de la investigación, de la procedencia disciplinar del autor y principalmente del

público a quien estaban dirigidos los estudios.

En el primer grupo, los análisis de carácter general, quizás ocupe el lugar más destacado el

volumen colectivo dirigido por Miquel Carninal y Jordi Matas Dalmases, titulado El sistema

polític de Catalu'!Ya" que representa, a dia de hoy, la más completa radiografia del sistema

surgido a partir de la carta estatutaria de 1979. Con vocación de ser un manual

universitario, analiza diversos aspectos que van desde la estructura de la sociedad catalana y

los sentimientos de pertenencia de sus ciudadanos hasta los movimientos sociales, el

sistema de partidos y las dinámicas electorales, el edificio institucional y administrativo, la

organización tetritorial, las relaciones financieras con el Estado y el encuadramiento

europeo de Catalunya. Por otra parte, vale sin duda la pena mencionar en este primer

1M. CAMINAL y J. MATAS DALMASES: El tisl,mapolíticdl CalalnnyaTecnos Madrid: 1998.
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grupo, el volumen colectivo dirigido por Joan Subirats y Ricard Goma, titulado Gooem i

polítiquef publique¡ a Cata/unya'. Quizás más orientado a un debate entre especialistas, se ha

centrado en el intento de trazar un balance de conjunto de las políticas públicas seguidas

por las instituciones autonómicas de 1980 a 2000. Los aspectos tratados a lo largo de los

dos volúmenes que componen la obra son diversos, desde las políticas de más relieve

político y presupuestario que han caracterizado la acción de. la Generalitat -la política
educativa y la sanidad, por ejemplo- a políticas quizás menos implementadas pero de claro

interés para e! futuro, como las políticas medioambientales, las políticas sociales y de

inmigración o las políticas energéticas. Sin embargo, aunque ofrezca una importante mirada

retrospectiva sobre la realidad política y administrativa catalana, la seña característica de esta

importante y vasta contribución parece ser la proyección hacia el futuro. En más de un

caso -sobre todo con referencia a los campos en los cuales ahora la Generalitat dispone de

pocas o nulas competencias-, aliado de! análisis sobre lo que las instituciones autonómicas

han hecho en el pasado, aparecen sugerencias con respecto a la dirección hacia donde los

autores creen que es preciso avanzar.

También el análisis comparado de la experiencia catalana con respecto a situaciones

político-identitarias juzgadas similares, o como mínimo confrontables, ha tenido en los

últimos años un auge importante. En este sentido, siempre desde e! campo de la ciencia

política, ha habido quien ha puesto e! acento más sobre los aspectos ideológicos, como en

el caso de· la celebrada discípula de Anthony D. Smith, Montserrat Guibernau', o e!

estudioso británico Michael Keating", y quien ha elegido el prisma jurídico y constitucional,

como Ferran Requejo y Enrie Fossas, con su ya celebérrimo estudio sobre el federalismo

asimétrico'. Finalmente, entre las contribuciones de carácter general, vale la pena citar aquí
el libro colectivo Memoria de Cataluña, aparecido primero en fascículos y después en forma

de volumen y publicado por el periódico El Pais a lo largo de 19976• Sin carecer de la

estructura propia de una obra científica -como mínimo en la definición de los temas

analizados-, representa en todo caso una contribución periodística y divulgativa que intenta

tocar los ejes claves de la situación política catalana de 1977 hasta 1996.

, J. SUBlRATS y R. GOMA: GoveT1l ipO¡¡lique!ptibliqu8J a Cala/unya (1980-2000) UB/UAB Barcelona: 2001.
3 M. GUIBERNAU i BERDUM: Los Nadonalísmos Ariel Barcelona: 1996 De la misma autora: Nasions sm"
mat. Nacionalismo i diverntat en l'era globalColwnna Barcelona: 1999 y El Naciona/i.¡me cataJa:fralUjllisme, lransició i
"'mocriiáa Pórtic, Barcelona: 2002.
4 M. KEATING: Naciones GO.1ra e/Estado: ,/ nacionalismo de Cala/unya, Québeey Esaxia ARIEL Madrid: 1996.
5 F. REQUEJO y E. FOSSAS: Asim,tríafidera/y "lado p/flrinaáona/Trotta Madrid: 1999.
6 AA.VV.: Memoria de Cala/t{/ia. De/ regreso d, Tarrad,l/as hace 20 años a/paao Plrjo/-AiJlar El País copo Barcelona:
1997
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El segundo grupo de contribuciones, el de los estudios sectoriales, constituye el más

numeroso, diverso y, a la vez, más rico. Desde la vertiente de la ciencia política, se ha

podido contar con una buena cantidad de estudios monográficos dedicados a diversos

aspectos importantes de la acción de gobierno de la Generalitat. La lista seria larga y se

remite, para una panorámica, a la bibliografía ajuntada a este trabajo. Quizás valga la pena

citar aquí, por la importancia de la política en cuestión, por la gran cantidad de

informaciones proporcionadas y por la especial sugerencia de sus paradigmas

interpretativos, los estudios llevados a cabo por Jordi Argelaguet, relativos a las políticas de

normalización lingüística', y el análisis de las políticas europeas de la Generalitat, llevada a

cabo por Ruth Elisa Roller'.

También han sido muchos los estudios publicados a lo largo de los años que se han

ocupado del modelo de desarrollo económico catalán y de las relaciones económicas entre

Catalunya y el estado, así como, más en concreto, del sistema de financiación. En este

cuadro, destacan la verdadera crónica de la economía y de las finanzas de la Catalunya de

los últimos veinticinco años realizada por Francesc Cabana, aparecida recientemente', y los
estudios más técnicos pero no menos comprensibles de L. Manuel Alonso Gonzálea'", y,
sobre todo, del profesor Antoni Castells i Oliveres".

Por otra parte, ha sido objeto de especial atención para los estudiosos la propia

configuración jurídico-constitucional del estado surgido de la carta de 1978, y las fuentes

normativas de la autonomía catalana. En este sentido, revisten una importancia destacada

los trabajos de Miguel.Ángel Aparicio" y, sobre todo, la monumental obra colectiva relativa

al estatuto de autonomía, realizada por los mejores jurístas catalanes y publicada por el

Institut d'Estudis Autonómica a principio de los años 9013•

7 J. ARGELAGUET i ARGEMÍ: Partits, llengua; <scola: andliJi tk la politica lingüística tk la GmlTalitat tk Catalm[ya
en /''''''!Jament obligatori: 1980-1995 Mediternlnia, Barcelona: 1999. Del mismo autor Elproc" d',labor",:;ó tk la
LIei tk Política lingüística Mediterránia, Barcelona: 1998.
, R. E. ROLLER: Catalonia and tb« EI/rop,an int'grotion: a regiona/íst strate.!!:! fo� nationalid oijl<titlls. Tesis de PHD
de la LSE: 1999. Inédito.
• F. CABANA i VENCELLS: 25 fl1!J: tk llibertat, autonomia i "ntralüme: 1976-2000. Una visió economica Portie
Barcelona: 2002.

.

10 L. M. ALONSO GONZÁLEZ: La· bismda tk Cataú"!ya en el sistema tkjinanfament autonomi< lEA, Barcelo';a:
2003.
11 A. CASTELLS i OLIVERES: "Les relacions fiscals de Catalunya amb Espanya: algunes reflexions en el
context europeu" en: AA.VV.: Catallf'!Jo i Espa1!Ja. Una reladó eronómica a nvisarProa Barcelona: 1998 pp.127-
150.
12 M. A. APARICIO: Introducción al sistema político y constitllcional español Ariel, Barcelona: 1994. Del mismo
autor: "Aproximación a la regulación contenida en el texto de la Constitución española de 1978 sobre la
distribución territorial del poder político", en: MA. APARICIO (dir.): La descentralitzación y el federalismo.
Nuevos modelos tU anttmomiapo/í!i,a Cedece, Barcelona 1999 págs. 32 e ss.
13 AA.VV.: Comentarios ,obre el Estatllto de OIl/01101nía de C:a!(//¡nia Instirut d'Estudis Autonómics, Barcelona:
1991.
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Varios investigadores se han interesado -sobre todo desde la ciencia política, la sociología e

incluso la antropología-, por el análisis de las prerrogativas ideológicas, la estructura y el

comportamiento electoral de las fuerzas políticas catalanas mayoritarias. En este sentido,

sin duda tienen un lugar destacado los estudios llevados a cabo por. l'vIiquel Caminal

relativos a todos los grandes partidos catalanes" y los realizados por el Equipo de

Sociología Electoral de la Universitat Autónoma de Barcelona, centrados más

concretamente en las dinámicas electorales". Por otra parte, se puede contar también con

poderosas monografias, como la realizada ya hace unos años por Gabriel Colomé sobre e!

partido de los socialistas catalanes", la más reciente historia de ERC coordinada por

Ramón Alquézar, Enric Marín y Mercé Morales '7 y la más orientada a la antropología de

Carme Cebrián, dedicada al PSUC'8. Sin embargo, la monografia quizás más completa y

más útil para la comprensión de! desarrollo institucional catalán de los últimos veinticinco

años es, en este sentido, la obra colectiva dirigida por el historiador J.B. Cuila, dedicada a la

coalición CiU y titulada sugerenternente Elpal depalld'.
Finalmente, el último grupo de contribuciones es el representado por los ensayos de�cados
a los personajes más destacados de la vida política catalana de los últimos veinticinco años,

y, en particular a Jordi Pujol, En este sentido, la mayor parte de las contribuciones han

procedido del mundo de! periodismo de investigación. Reseñar aquí y ahora la enorme
.

cantidad de títulos existentes sería imposible. Quizás valga la pena destacar dos: la biografia

atípica pero rica en informaciones del President Pujol realizada por el actual director de La

Vanll'ardia, José Antich, titulada El Virrifl, y finalmente, Ara si que foca! del periodista
Francesc-Marc Alvar02'. Ésta última obra, además de ofrecer un retrato magistral de los

últimos años del liderazgo del fundador y dirigente de Convergencia Democrática,

constituye una verdadera mina de informaciones relativas a los protagonistas, las

sensibilidades y los equilibrios internos de la coalición nacionalista CiU a lo largo de sus

últimos mandatos al frente de la Generalitat y proporciona una interesante lectura de los

" M. CAMINAL BADIA: Nadonalism, ipartits nado"als a CataÚlnya Empúries, Barcelona: 1998.
rs R. M'. CANALS [et al.] (EQUIP DE SOCIOLOGIA ELECTORAL DE LA UA.B.): Attas ,Iecloral d,

Calalanya 1976-1980 Fundació Jaume Bofill Barcelona: 1981. De los mismos autores: .Atlas ,Iecloral d, Ca/aÚlnya
1982-1988.Fundació Jaume Bofill, Barcelona: 1990.
16 G. COLOMÉ: El Partít tkls Sodalisle¡ tk Calalanya. Eilnlaura,fundonamenl i ,I,aoral (1978-1984) Edicions 62

Barcelona: 1989.
t7 R. ALQUÉZAR ¡ALlANA (coord.): Bsquerra Republicana d, Calall/nya: 70 anyi d'Históría (1931-2001)
Columna, Barcelona: 2001
18 C. CEBRIÁN: Estimat PSUC Empúries, Barcelona: 1997.
ts J.B. CULLA i CLARÁ (coord.): El pal d, palier. Conv''l,lnda D,mor:ral;,o tk Calah/nyo 1974-2000 Portie
Barcelona: 2001.
lO J. ANTICH: El Virrry Planeta, Barcelona: 1994.

'

21 F. M. ÁLVARO: Ara ií qu, toca![ardi Pujo/, ,1pttjolitm, i ,Is iUCCIUOTi Edicions 62 Barcelona: 2003.
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mecanismos estratégicos que llevaron a la afirmación del actual leadersbip del nacionalismo

moderado.

La lista de los estudios -científicos o divulgativos- que a lo largo de los últimos años han

analizado bajo diferentes perspectivas aspectos relacionados con lo que se ha definido

genéricamente como el modelo catalán es, pues, realmente larga y evidentemente excede las

breves menciones aquí realizadas. Sin embargo, si se exceptúan los últimos dos volúmenes

de la prestigiosa y monumental Historia de CatalU1!}a, realizados por Borja de Riquer y

J.Maluquer de Motes", falta a día de hoy un ensayo de carácter histórico que analice la

consolidación institucional de la Catalunya autónoma y las políticas realizadas por su

institución más importante a lo largo del ciclo político caracterizado por los veintitrés años

de gobierno nacionalista. Intentar avanzar por este camino, a través de un estudio que

pueda cumplir con la doble exigencia de profundización del análisis de los procesos

políticos asociados a la acción de gobierno a lo largo de los años y de síntesis

contextualizada de la etapa considerada, es al mismo tiempo la razón de ser y el objetivo
último de esta tesis.

El tipo de comprensión de cualquier realidad depende, en definitiva, de los elementos que

se consideran necesarios para su -análisie y, sobre todo, de los objetivos para los cuales se

decide investigar justamente esa realidad. En este sentido, los estudios procedentes de la

ciencia política, sin conducir evidentemente a resultados unívocos, tienen como objetivo
último una comprensión sistémica de la realidad, que haga de ella un elemento fungible,
comparable y, por lo tanto obligatoriamente más dependiente de algunos factores juzgados
determinantes y substancialmente inalterados a lo largo del tiempo. En el caso que nos

ocupa, el análisis de corte esencialmente politológico de la realidad catalana ha significado,
por ejemplo, centrar la atención en los resultados de la labor ejecutiva del Govern de la

Generalitat en términos de eficacia administrativa y de rendimiento institucional.

Por otra parte, los estudios de carácter sectorial, si bien algunos de ellos han conseguido
introducir importantes perspectivas de complejidad tanto temporal como de interrelación,

por su projJia naturaleza no han salido de óptica de la explicación de un elemento entre

otros muchos de los que han contribuido a la plasmacién de la realidad política y

institucional catalana tal y como hoy-la conocemos.

Por último, los estudios que han centrado su atención sobre los personajes más destacados,

y en particular sobre la fIgura de Jordi Pujol, han sabido enfocar y subrayar la importancia
de aquella relación indudablemente existente entre todo un ciclo de la vida política y
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institucional del país y el' pensamiento y la acción del dirigente catalán más relevante y

determinante de la segunda mitad del siglo XX. La lectura del desarrollo político,
institucional y nacional de la Catalunya autónoma como un epifenómeno de la afirmación

del pujolismo como sistema e incluso -se ha llegado a teorizar- como régimen, ha tenido

tempranos defensores". Sin embargo, sin dejar de ser una perspectiva fecunda y sugerente,

parece substancialmente insuficiente para explicar procesos de �ambio que han interesado

al conjunto del sistema político-institucional y de la sociedad catalana.

Intentar ofrecer un análisis de la experiencia politica y institucional identificada con el

nombre de modelo catalán y de las políticas de gobierno a ella asociadas a partir de un

planteamiento histórico es, en este momento, extremadamente dificil y, --quien escribe es

conciente de ello- altamente arriesgado. Centrándose en momentos cercanos en el tiempo,
los temas y los debates aquí analizados son objeto más de tertulias radiofónicas que de tesis

doctorales, y aún menos de tesis de historia.

Pero aceptando todos los riesgos que esto conlleva, se ha creído que es justamente un

enfoque metodológico histórico el que más puede contribuir a integrar una visión, quizás
demasiado fragmentaria y a la vez estereotípica, de lo que ha representado y representa la

experiencia política de la Catalunya autónoma en la larga etapa de gobierno nacionalista.

La propuesta que se avanza en este trabajo es empezar por considerar el modelo catalán

como un fenómeno complejo determinado por el tiempo y por el espacio: por encima de

cualquier otra cosa, corno el fruto de la acción combinada en el tiempo de diferentes y

diversos actores y del contexto político en el cual éstos -yen primer lugar la coalición

nacionalista que hagobernado durante más de veintitrés años- están insertados. En otras

palabras, se ha querido privilegiar expresamente lo que el historiador norteamericano J. L.

Gaddis ha definido como un método de investigación ecológico, que intenta. explicar los

procesos a partir de la idea de que no existen variables dependientes sino únicamente

interdependientes'".
El objetivo de esta tesis ha sido, pues, intentar contar con toda la complejidad planteada en

una investigación de este tipo, sin considerarla un estorbo a la comprensión. Al contrario,
se ha intentado valorizarla y buscar una síntesis que se alejara lo más posible de las

simplificaciones.

Ciertamente, a la hora de realizar un estudio de estas características y con estas premisas

metodológicas, el primer problema con e! cual se ha topado ha sido, sin duda alguna, el de!

22 B. DE RIQUER y J. MALUQUER DE MOTES: La Cafalu1!]a allfonomica 1975·2003. Colección Historia de

Catalunya Voll. 9-10. Edicions 62 Barcelona: 2003.
23 J. LORÉS: La (mnndó a Cafallll!ya 1977·1984 Empúries Barcelona: 1985.
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exceso de fuentes. Sin dejar de ser éste un elemento común a la mayoría de los estudios de

historia contemporánea y todavía más de los estudios de la historia de las instituciones

contemporáneas, en este caso, la tarea de selección de las fuentes y de los temas a

considerar ha sido especialmente dura.

Si bien se han tenido en cuenta las contribuciones bibliográficas existentes, se ha apostado

por valorizar las infinitas fuentes primarias con las cuales se puede contar. Por esta razón

han recibido una atención privilegiada en la génesis de este trabajo las análisis de la prensa,

de la legislación, de la jurisprudencia constitucional, de la documentación de la

administración, de los partidos políticos y de las fuerzas sociales, las entrevistas a testigos
cualificados, y por encima de todo, las actas parlamentarias. Se puede encontrar una lista

del material bibliográfico y de los archivos consultados, así como de las entrevistas

realizadas a lo largo de la investigación, al fi.nal de estas páginas.
Por lo que se refiere a los temas escogidos, el criterio adoptado ha intentado cumplir con la

exigencia tanto de realizar una profundización, como de proporcionar una síntesis que, en

su inevitable parcialidad, pudiera ser mínimamente significativa. En esta óptica, se ha

optado por dividir el trabajo en dos partes.

Una primera parte se dedica al análisis de la consolidación y del desarrollo institucional de

la autonomía catalána del postfranquismo durante la etapa de gobierno nacionalista.

Después de unas primeras páginas introductorias dedicadas a los procesos y los debates que

dieron origen a las fuentes normativas de la autonomía -la Constitución y el Estatut-, se ha

centrado la atención en la consolidación de la Generalitat estatutaria y las relaciones de ésta

con el poder central En esta primera parte también se centra el interés en los debates

asociados a la financiación de las instituciones autonómicas y a la organización interna del

territorio catalán. Se ha creído que ambos temas hayan sido centrales en la propia
definición del edificio político e institucional de la Catalunya autónoma.
La segunda parte, en cambio, se detiene a examinar los debates asociados a la formulación y

a la aplicación de la acción de gobierno de la Generalitat presidida por Jordi Pujol entre

1980 y 2003. El análisis se ha conducido tomando como referencia cuatro campos

fundamentales: lengua y medios de comunicación; sanidad; enseñanza; y proyección
exterior.

Dos de ellas -lengua y proyección exterior- han sido históricamente decisivas, estratégicas,
en el proyecto de reconstrucción nacional impulsado por la coalición nacionalista a lo largo

"J. L. GADDIS: Elpaisaje Mio historia Anagrama Barcelona: 2004, en especial, págs. 81-103.
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de los más de cuatro lustros en que ha ostentado el poder. Por esta razón, sobre todo a la

primera, se ha dedicado un análisis extenso y lo más detallado posible.
Se ha creído, por otra parte, imprescindible focalizar la atención en las otras dos -sanidad y

enseñanza- porque representan las políticas más importantes desde un punto de vista

presupuestario y las que más inciden en la vida diaria de los ciudadanos.

Con estos plantearníentos se ha intentado dar respuestas a algunas preguntas de fondo en

relación a cómo se ha desarrollado el modelo catalán, a qué lo hizo posible, a los debates que

acompañaron su definición, a sus características y, sobre todo, al porqué y al cómo se

desarrolló con el liderazgo ininterrumpido de una sola fuerza política.
Estos son algunos de los interrogantes a las cuales este trabajo intenta contestar, sabiendo,

ya de entrada, que las respuestas serán parciales, complejas y sujetas a objeciones, pero -así

se espera- portadoras de nuevas preguntas más sugerentes y más ambiciosas.

Finalmente, un último y obligado pero sincero apunte. Esta tesis doctoral no habría sido

posible sin la ayuda y la disponibilidad de muchas personas, dentro y fuera .de la

Universidad. Un agradecimiento especial para Gemma Torrent, diseñadora gironina, mi

primer contacto con la Catalunya real. Con sus relatos de niña de la generación de La

Norma y de Dalias en cataltl, y sus broncas bilingües con su novio castellanohablante supo

hacerme entender cosas importantes que dificilmente se encuentran en los libros. Otro

agradecimiento importante y lastimosamente póstumo para Armand Caraben. Artista de la

palabra, del pensarníento y de los fichajes, supo transmitirme la idea de una Catalunya

respetuosa consigo misma, moderna, abierta, y discreta y sagazmente universal.

Gracias también a loan Colomines i Puig, por su amabilidad en dejarme consultar su

extenso archivo personal y por su determinación en querer discutir punto por punto, sin

escudarse en nuestras diferencias, ya fueran ideológicas o generacionales.
y un agradecimiento especial también para los archiveros del Parlament de Catalunya, y en

particular a la Sra Rosa López. Sin su colaboración, esta tesis sencillamente no existiría.

Muchas son las personas que he tenido la suerte de encontrar en el Departament d'História
.

Contemporánia de la UB, del cual he sido becaria a lo largo de los últimos cuatro años.

Gracias al profesor ]ordi Casassas por haber apostado por mi trabajo en el Departament, y
al también profesor CarIes Santacana, sobre todo por nuestras largas conversaciones entre

su despacho y el aula de becarlos. Gracias también a la profesora Susanna Tavera por haber

creído en mis posibilidades, por haberme ayudado en los momentos dificiles y por no

haber tenido miedo a mi discutible nivel de inglés.
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Gracias al prof. Joan Villaroya, por la franqueza de sus consejos, académicos y personales.
Gracias a la profesora Teresa Abelló y al profesor Andreu Mayayo. A la primera por

haberme dado consejos decisivos, y por haber seguido, discretamente pero

interrumpidamente, mis avatares de investigadora en ciernes. Al segundo, gracias por

nuestras conversaciones de política y de historia, de Italia y de Catalunya, y por haber

tenido siempre, pero siempre, un momento para explicarme cosas y intercambiar

opiniones.
Gracias también a mis compañeros de! Departament Albert Palá y Gerard Pedret, con los

cuales he compartido largas horas de trabajo, de dificultades y de satis�acciones de la vida de

becario. Gracias a las insustituibles Maria José Ramírez Roca y Cristina Mestres. Sin ellas, en

mi vida de becaria habría encontrado muchas más dificultades y muchas menos

satisfacciones.

Gracias a los profesores y compañeros de! Grup d'Estudis d'História de la Cultura i deis

Intellectuals (GEHCI) de la UB, que cada dos semanas me han dado la posibilidad de

comprobar cómo la cultura catalana ha sido, es y será parte de la cultura propia de los que

nos sentimos europeos.

Gracias a todas y cada una de las personas que hacen del Centre d'Estudis Histórica

Intemacionals (CEHI-UB) y de la Biblioteca Pavelló de la República lugares que cada dia

hacen trizas las previsiones de aquellas sirenas pesimistas que nos quieren convencer de que

es imposible -o, todavía peor, inútil- investigar y tratar de entender nuestro pasado y

nuestro presente. Gracias al profesor Antoni Segura y al profesor Rafae! Aracil, directores
del CEHI, que han querido abrirme sus puertas, poner a mi disposición sus muchos

recursos y darme la oportunidad de participar en todas sus actividades. Gracias a Jordi

Planes, por haber compartido conmigo sus opiniones, y, especialmente, a Mercé Bruguera,
por el apoyo que me ha dispensado a lo largo de todos estos años. Gracias también a

aquellas magas de los libros, de las carpetas, de las cajas y de los recursos informáticos que

son Lourdes Prades, Lídia Martínez, Olga Giralt, Fuensanta Marmolejo y Lola Harana. y

gracias sobre todo a Gemma Caballer, por su ayuda constante y indispensable. La

profesionalidad y la disponibilidad de todas estas personas, así como la riqueza 'del fondo •

de! archivo y de la biblioteca CEHI-Pavelló de la República han sido sencillamente

imprescindibles para la realización de esta tesis.

Gracias también a Giovanni C. Cattini, compañero de inmersión en la realidad catalana, por
la lucidez y la sabiduría de sus consejos. Un agradecimiento especial a José Manuel Rúa y a

Queralt Solé: con ellos compartí, a lo largo de estos años, inquietudes y proyectos de los

9



cuales nació una profunda relación personal y profesional, que espero haber sido capaz de

honrar.
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CAPITULO PRIMERO
La autonomía catalana en la Constitución y en el Estatut

1.1 El Estado de las Autonomías

La doctrina jurídico-constitucional comparada y la ciencia política' han ido sistematizando

los estados no centralizados básicamente en tres grandes grupos: regionales, federales y

confederales.

Los primeros se caracterizan por ser el resultado de una reforma constitucional que afecta

generalmente a estados previamente centralizados, y que crea entes administrativos

periféricos titulares de competencias legislativas y ejecutivas respecto a algunas materias.

Casi nunca los nuevos entes suelen tener competencias judiciales'y fiscales. El ejemplo más

clásico de este tipo de estados ha sido hasta hace poco Italia.

Los segundos, en cambio, realizan un verdadero desdoblamiento de niveles de gobierno y

se pueden caracterizar por ser simétricos o asimétricos, según sean otorgando a todos los

territorios los mismos poderes o existan algunos territorios que en virtud de hechos

diferenciales o específicos dispongan de más poderes. En ese tipo de organización, el

estado central comparte los poderes legislativo ejecutivo y judicial con los entes territoriales

sobre la base de una rígida repartición de competencias. A los entes territoriales se les

otorga un alto grado de soberanía fiscal y normalmente en el complejo institucional del

estado, una de las dos cámaras tiene la función de representar a los distintos territorios de

la federación. El ejemplo clásico es Alemania para la versión simétrica y Canadá para la

versión asimétrica.

Finalmente, las confederaciones se configuran corno la unión de estados soberanos con el

objetivo de llegar a fines comunes. De hecho, el confederal no es realmente un tipo de

estado, ya que, en el momento de la unión no se realiza la creación de una verdadera única

nueva organización estatal, sino una cooperación de grado "superior" entre diferentes

estados. En la confederación siempre se admite el derecho de los estados integrantes de

rescindir los vínculos de cooperación. Dos ejemplos son la Comunidad de Estados

Independientes y la Comunidad del Caribe.
El estado español del postfranquismo, pese a no poder ser considerado bajo ningún

concepto un estado centralizado, no parece poderse situar en ningún punto concreto de

, Por una panorámica, véase F. REQUEJO y S. WYNANTS: "Democracia, federalisme i plurinacionalitat:
una perspectiva des de Catalunya" en el volumen colectivo dirigido por R. GOMA Y J. SUBlRATS: Gonm j
polítiqUII pubGqulS a Catalu'!Ya (1980-2000) UB-UAB, Barcelona 2000 pp.38-42; D. LOPEZ GARRIDO; D.
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este esquema. No se puede asimilar al estado regional clásico porque el nivel de autononúa

del cual gozan las diecisiete comunidades autónomas es significativamente superior al de las

regiones italianas. Siguiendo la letra constitucional, se podría acercar a la organización
federal de tipo asimétrico por la existencia de hechos diferenciales y la relativa

deshomogeneidad del nivel de competencias de sus comunidades, pero le faltarían en todo

caso algunas de las características fundamentales que definen un estado federal:

descentralización de las funciones judiciales; soberanía fiscal de los entes federados,

verdadera cámara de representación territorial

En ningún caso se podría considerar una confederación porque se tr�ta indiscutiblemente

de una organización estatal única.

Pero sobre todo el estado español no puede entrar en esta clasificación por las mismas

características de su Constitución, es decir, por la conciente falta en ella de un modelo

acabado de organización territorial

En el momento de la aprobación de la Constitución, el problema de la superación de la

forma de estado centralista franquista, a fin de devolver o conceder una amplia autonomia

política a las nacionalidades históricas, representaba una de las cuestiones políticas centrales

que iba a condicionar profundamente el éxito de toda la transición democrática.

y a la emergencia del problema estrictamente político del encaje de minorías nacionales

presentes en el estado, se respondió con una solución jurídico constitucional lo más dúctil

posible. Es decir, se supeditó la coherencia formal (y siendo el caso de una norma, en

alguna medida ideológica) del texto y la posibilidad de adaptar al caso español fórmulas ya

experimentadas en otros países, a la búsqueda de una formula nueva, atrevida por su nivel

de indefinición, pero capaz de garantizar un objetivo mínimo: absorber y sintetizar los

distintos y contrarios empujes presentes en la compleja situación política española de la

transición.

A la exigencia de ."congelar" las discrepancias, a la necesidad de encontrar soluciones
' .... _., ...

rápidas y lo menos conflictivas posible, se debe la elección de .� modelo abierto, dinámico,

cambiante, substancialmente inédito, que al mismo tiempo que intenta dar respuestas a los

problemas planteados por la situación política de 1978, busca ante todo la construcción de

un marco en el cual tengan cabida las reivindicaciones de corte identitario y político ya

presentes y ineludibles, las posibles oscilaciones de los sentimientos de autonomia que los

distintos territorios experimentarían a lo largo del tiempo y, finalmente, las resistencias, que

MASSÓ GARROTE Y L. PEGORARO: N",IJO tim,ho ""utima.nal<fJmparad., Tirant Lo Blanch, Valencia 2000

pp. 503 Y ss. Y el clásico de C. MORTATI: Ltform, digo"'''''' CEDAM, Padova 1973 pp.3-9.
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nunca han cesado, a hacer del estado español un estado políticamente descentralizado y

plurinacional.
En el texto aprobado en 1978, se encuentran, de hecho, sólo las "normas de partida" del

sistema. Serán los estatutos de las comunidades autónomas y las sentencias del Tribunal

Constitucional las que vendrán a completar el sistema de las fuentes y a definir el grado de

descentralización final del modelo.

Las normas constitucionales se límitan a reconocer la existencia de distintas nacionalidades

y regiones dentro del estado y a garantizar el derecho a la autonomía, mediante el art.2, y a

indicar las formas de su posible ejercicio mediante las normas contenidas en el Capítulo III
,

del Título VIII. Ambas normas, resultado de un debate durísimo en sede de ponencia
constitucional, como se verá, se configuran al momento de su aprobación como normas

enunciativas más que programáticas .

.

Por tanto, pese a que la definición Estado de las Autonomías (o estado autonómico) para
indicar el modelo de organización territorial del estado que dibuja la Constitución Española
de 1978 se haya afirmado ya a partir de los primeros años 80', esta expresión parece servir

más para definir un conjunto de experiencias político jurídicas desarrolladas en los últimos

veinticinco años que un modelo de organización territorial fijado por los constituyentes

españoles.

1.2 Las fuentes constitucionales de la autonomía: el art.2 y el Título VIII

Ya en el primer anteproyecto presentado por la ponencia encargada de redactar el nuevo

texto constitucional', la conciencia de la existencia de una diversidad y de una pluralidad
irreducible de la comunidad que iba a darse a si misma una nueva norma máxima, parecía

compartida tanto por Manuel Fraga, representante de AP, como por Jordi Solé Tura,

representante del PSUC, atravesando todo el espectro político. Sin embargo, es en el

alcance y en las consecuencias políticas de esta reconocida diversidad donde se escenificó el

2 Véase J. FERRANDO BADÍA: EI.nado Itnitari8, ,1F,tlmtly ,1 Estath atttonómi�, Tecnos, Madrid: 1978; M.
CLAVERO ARÉVALO: Igualdad, llhiformidad y varildad In ,1 tratami.nto �1UIi1Ntio1ltJ1 '" lar allklnD11IÍas,
Universidad de Granada, Granada: 1979; S. MÚ1\IOZ MACHADO: D".eho Pt1bli� tk lar Colllunithtks
AlllÓnomas, Clvitas, Madrid: 1982; L.VANDEU.I: El mlmamUnm .spañol '" lar tomtmidatks lIIIlÓnomas, lEAL,
Madrid: 1982;J. LEGUINA VILLA: Esmms solmllllmnDlllfas tmitoriaIM, Tecnos, Madrid: 1984; E. GARCÍA
DE ENTERRIA: Esllldias solm allklnomías tmimriaks, Ovitas, Madrid: 1985; E. AJA et.a!: El sistlmajllJidiro '"
lar Comunithtks Autónomas, Tecnos, Madrid: 1985; J. GARCÍA ROCA: Contribución al .¡lNdio tk la forma tmitorial
tkl Estath ,spaño� Universidad Compluteose, Madrid: 1985; lJ. GONZÁLEZ ENCINAR: El estath unitario
ftdmt4 Tecnos, Madrid: 1985.
, La ponencia constitucional estaba integrada por: J.P. Pérez Lorca, M.H. Rodríguez Cisneros, de UCO;
Gregorio Peces Barba, del PSOE; Jordi Solé Tura del PSUC; Miquel Roca, de CDC y Manuel Fraga lrribarne
de AP. El primer anteproyecto constitucional fue presentado el5 de enero de 1978. Después del estudio de
los motivos de desacuerdo presentados por los grupos parlamentarios, lapo••ntia publicó un informe, el 19 de
abril de 1978, que, de hecho constituye-un segundo anteproyecto
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desacuerdo entre las diversas tendencias políticas de los constituyentes, desacuerdos que ya

se mostraron en la discusión sobre el art.Z; la norma que tendría que garantizar el derecho a

la autonomía. Dicha norma, en el primer texto rezaba:

"La Constitución se basa sobre la unidad de España y sobre la solidaridad entre los pueblos y reconoce el
derecho a la autononúa de las nacionalidades y de las regiones que la integran":'.

La formulación del artículo postulaba la unidad de España como el resultado de un

sentimiento de solidaridad que unía pueblos que disponían de diferentes grados de

conciencia identitaria, que iban del extremo de la nacionalidad hasta el de la regionalidad.
La mayor parte de las enmiendas presentadas con relación a esta redacción por VCD y AP

se referían especificamente al uso del térmíno nacionalidad. Los dos mayores partidos del

centro-derecha y de la derecha española, proponían directamente la eIímínación del término

y su sustitución por el de "patria", reconduciendo la definición de nación española en los

cauces clásicos del estado nación. Otras enmiendas, presentadas por el Partido Aragonés

Regionalista, pedían la desaparición del térmíno conflictivo argumentando que hubiera

podido favorecer discriminaciones para los territorios definidos como "regiones".

Esquematizando, se podria decir que el conflicto en tomo a la introducción del término

"nacionalidad" en el texto constitucional, vio contraponerse por un lado, y como

defensores a comunistas y nacionalistas vascos y catalanes (ya fueran de CDC, VDC y

PNV o de ERC, de la coalición senatorial izquierdista de la Entesa deis Catalan! y Euzkadiko

Ezkerra) y, con algunos matices, a socialistas', y, por el otro, al PAR Y AP, cuyo máximo

representante, Manuel Fraga Ittibarne, se demostró el más tenaz a la hora de oponerse a la

admisión en el texto constitucional del concepto de España como nación de naciones,

implícito en la primera versión del art.Z. Los diputados de VCD expresaban posiciones
diferentes entre ellos: algunos se alineaban y incluso se situaban más a la derecha de AP y

otros, en cambio, defendian la redacción propuesta". El conflicto fue muy duro, y más de

• Citado en J. SOLÉ TURA: Nado1l4lidatksy lIado1l4lümos '" EspaRa, Alianza, Madrid: 1984 p.98
5 Si el PSC, que por aque! entonces todavía contaba con un grupo parlamentario propio, con una declaración
de su secretario Joan Reventós, hablaba de España como un "Estado común basado en la autonomía de
nacionalidades y regiones", e! grupo parlamentario del PSOE se había pronunciado de manera somera a favor
de una fórmula federal. Véase J. JARIA i MANZANO:,"La forma del estado en los debates constituyentes",
en: M.Á. APARICIO (dit.): La dm,n1m/izad4l1J ,1 flrilralisl11D. NU,lMs ",orillos riI autollO",la poHtica Cedees,
Barcelona: 1999 p. 15.
6 Si los diputados García-Margallo y Dornlnguez Garda proponían, a través de la enmienda 750, de añadir un

segundo párrafo al art.2 que puntualizara que "a nación española no enajena ninguna parte de su territorio,
que es único y indivisible ni ninguno de los derechos de soberanía que él ejerce", el diputado Arias Salgado,
en la intervención delante de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas del 12 de mayo
de 1978, manifestaba una opinión totalmente diferente. En la defensa de la inclusión del termino
"nacionalidades" en el art.Z, alegaba cuatro razones: proporcionaría W1a respuesta al problema de la

diversidad, descargaría la presión anticentralista que manifestaban las n!,ionlI que tenían personalidad propia y
diferenciada, seda un instrumento para superar la crisis que vive el estado centralista autoritario y, sobre todo,
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una vez llegó a amenazar la supervivencia de un consenso constitucional que al tratar los

temas de las nacionalidades y de la autononúa se hizo muy precario. Después de una larga
serie de contactos y reuniones entre los grupos políticos, la situación se había encallado en

un punto muerto. Se había producido una polarización que hacía dificil encontrar vías de

salida. Comunistas y nacionalistas parecian no querer ceder un solo metro en su defensa del

reconocimiento constitucional de la pluralidad nacional del estado y, aunque con los

matices ya mencionados, el PSOE se había sumado también a esta reivindicación. Por el

otro lado, DCD, al quedarse sin la posibilidad de una mediación ''hacia el centro" con el

PSOE, era incapaz de imponer una línea unitaria, rompiéndose as� �lquier posibilidad de

diálogo. La resolución del conflicto, como en otros casos durante la redacción de la

Constitución, llegó a través de una mediación "almargen" de la sede de la ponencia.

Jordi Solé Tura relata en su Nacionalidadesy nacionalismo en España que una nueva redacción

del art.2 llegó escrita a mano directamente de la Moncloa. En el nuevo texto se podia leer:

"La Constitución se basa en la unidad de España como Patria común y indivisible de los españoles y reconoce
el derecho a la autonomía de las nacionalidades y de.las regiones que integran la indisoluble unidad de la
nación española'",

Al mantenimiento del térnúno "nacionalidad" correspondía la introducción del término

"patria", reforzado por la introducción de la expresión "nación española", que se

caracteriza por ser única y indivisible. Aunque el nuevo texto se diferenciaba sensiblemente

del que se había presentado en el anteproyecto, Fragase mantuvo firme en su oposición y
se declaró en contra. El nuevo texto fue finalmente aprobado, pero la ponencia se

reservaba ·el derecho de corregir las debilidades sintácticas B, de las cuales inevitablemente

padecía por ser el resultado de una difícil. mediación.

El texto que definitivamente se aprobó dice:

"La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivistble de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la

integran y la solidaridad entre todas ellas....

Así como remarcó el mismo Solé Tura10, tampoco la versión definitiva parece ser un

modelo de perfección sintáctica en el campo de los textos legislativos. Al contrario, refleja y
no resuelve las contradicciones que. se vivieron durante el complejo proceso de su

contribuiría a la adopción de un texto constitucional aceptado en todo el territorio. Véase F. SAINZ
MORENO: ConmllJr:i4n Española. Trab'!iosparlamlntarios IIOl1 PubL Cortes Generales, Madrid: 1980 pág. 469-
470 yJ.JfllilA i MANZANO: ''La forma de estado..... op.citp. 24.
7 J. SO� TURA: NadonalidaduJ.•. cit. p.99
• J. SOLE TURA:NadonalitlatksJ.•• cit. p.l0l
• Constitución Española 1978, art.2. Aquí y más adelante se hará referencia a la edición preparada por Luís
López Guerra y editada por Tecnos, Madrid en 1999.

16



aprobación. Si bien se reconoce la existencia y e! derecho a la autononúa de distintas

nacionalidades y regiones, introduciendo finalrnente la idea de que la pertenencia a una

nacionalidad no es asociable necesariamente al concepto de estado, la paralela reiteración

de la unidad y indivisibilidad de la nación española hace que la norma asuma un carácter

fuertemente ambiguo, la definición de la significación material de la cual se aplazó, ante la

imposibilidad de encontrar un acuerdo satisfactorio, remitiéndola a la discusión sobre el

Título VIII de! texto constitucional, dedicado a la organización territorial del estado.

Así como era previsible, el debate sobre e! Título VIII, evidenciará un nivel de conflicto

parecido al que se vivió con el art.2.

Dibujando una especie de mapa de las orientaciones presentes en la ponencia

constitucional, se podría decir que la izquierda socialista y comunista se decantaba, aunque
con matices diferentes, por un modelo si no federal como núnimo "federalizante", que

extendiera a todo e! territorio del estado una autonomía que ya parecía indiscutible para las

nacionalidades históricas; VCD no disponía de un proyecto orgánico (los núembros de

VCD de la ponencia tenían opiniones diferentes entre ellos respecto al terna) y AP era

partidaria de una descentralización meramente administrativa". En el otro extremo tanto

ERC como EE defendían una forma estatal que tendía a la confederalidad, pidiendo la

posibilidad de federación entre territorios nacionalmente homogéneos y e! derecho de

autodeterminaciónl2•

La posición de los nacionalistas catalanes de CDC en este contexto parecía clara y

pragmática: no obstante no se opusieran en principio a formas de autonomía para los

demás territorios del estado, se resistían a un cierto federalismo homogenizador de corte

socialista y comunista, y tenían como objetivo prioritario garantizar el máximo de

autonomía política para las nacionalidades históricas13• Esta orientación llevó a más de una

vez los ponentes y los diputados nacionalistas a trabar acuerdos con VCD, deseosa de

cortar e! paso al proyecto de las izquierdas y dispuesta a ceder a cambio en e! terreno de la

autononúa de las nacionalidades históricas. A complicar el cuadro de una negociación ya

dificil contribuyó la falta de un representante vasco en la ponencia constitucional. Esta

circunstancia obligó más de una vez los ponentes a experimentar la práctica de las

,. J. sOLÉ TURA: Nar:ionaGdatú,.J •.• cit. p. 100
11 La propuesta de Manuel Fraga fue, a lo largo de todo el proceso de discusión del Título VIII, la de un

"estado regional" a la italiana que pudiera encontrar - según sus palabras - "el necesario equilibrio entre la

sagrada y indisoluble unidad de España, como nación y estado nacional, y las autonomías que permiten una

mejor integración de la variada riqueza de nuestras regiones y comarcas". V éase ]. JARIA i MANZANO: "La
forma del estado..."ob.cit.p.1S.
12 Véase]. JARIA i MANZANO: "La forma del estado ..."ob.cit.p.17 y ss,
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negociaciones al margen de las sedes oficiales (por otra parte, como se V10, ya

experimentada ampliamente a lo largo del debate sobre el art.2).
El texto final del Título VIII, De la organización territorial del Estado, fue - igual que el art.2 -

el resultado de una larguísima y tensa discusión en la cual se intentó componer sin superar

los motivos de desacuerdo entre las fuerzas políticas'", La parte del texto específicamente
dedicado a la organización de las autonomías se compone de los artículos de 137 a 158 de

la CE y refleja el tipo de orientación compnnsiva que se acaba de anotar.

El artículo 137, en este marco, parece paradigmático:

"El estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se

constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses"lS.

En el subjuntivo "constituyan" se encuentra la clave del compromiso que subyace al

concepto de autonomía imaginado por el texto de 1978. Con el acuerdo que llevó a su

codificación se intentó dar respuesta a tres cuestiones candentes. En primer lugar se

permitiría la inmediata constitución en comunidades autónomas de las nacionalidades

históricas, dando satisfacción a las instancias nacionalistas. En segundo lugar, se reforzaría

(a través de la explícita inclusión en el texto) el papel de las provincias que habían sido

históricamente el ente a través del cual el estado central había afirmado su presencia en el

territorio, dando satisfacción a quienes más se resistían a la transformación del estado. Y,

finalmente, se aplazaba el proceso que debía desarrollarse después de la aprobación de la

Constitución: la determinación del carácter de las otras eventuales autonomías, dejando
abierta la posibilidad de medir y orientar el grado y el carácter de la descentralización. Por

esta misma razón, en la Constitución no se determinaron los sujetos depositarlos del

derecho a la autonomía solemnemente afirmado en el art.2, sino que se dejó que fueran las

mismas Comunidades las que se reconocieron como tales.

El texto, en su art.143.1, se limitaba a señalar solamente que podían activar el proceso de

constitución de una Comunidad Autónoma las provincias limitrofes con características

históricas, culturales y económicas comunes; los territorios insulares y las provincias con

'3 Véase "CdC reafirma els seus principis" en AVUI, 18 de enero de 1978; ''La Constitución espanyola i les
les nacions" enAVUI, 26 Y 31 de enero de 1978.
,. Sobre el tema, el constitucionalista M. Ángel Aparicio expresaba un lapidario juicio al esctibir que "el Título
VIII vino a suponer un auténtico modelo de ocultación de intenciones contradictorias". Véase M, Á.
APARICIO: "Aproximación a la regulación contenida en el texto de la constitución española de 1978 sobre
la distribución territorial del poder politico", en M. Á. APARICIO (dir.): La d""n/rrJli'(flrióny .1 fttkralismo.
Nuevos modelos de autonomía política Cedecs, Barcelona 1999 p. 32.
"Constitución Española de 1978, art.137.
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entidad regional histórica. Al menos teóricamente", y sólo por motivos de interés nacional,

de la constitución de comunidades uniprovinciales, de territorios no integrados en la

organización provincial, o de sustitución de la iniciativa de las corporaciones locales a fines

autonómicos, la iniciativa de constituir una CA podía recaer en las Cortes Generales. En

realidad, en muchos casos la creación de comunidades autónomas se impulsó políticamente
desde Madrid, sobre todo después de los pactos a1ltonómicos de 1981 firmados por UCD y

PSOE.

Según el Título VIII de la Constitución Española de 1978, el nivel de autonomía a la cual

pueden aspirar todas las Comunidades que se constituyan es el mismo
',

El reparto de las competencias depende fundamentalmente de los estatutos de autonomía,

ya que la Constitución indíca sólo una lista "mínima" de competencias por asumir en el

caso en que un territorio quiera constituirse en comunidad autónoma (en el art.148.1) y otra

de competencias de exclusiva titularidad estatal (32 materias enumeradas en el art.149.1).

Junto a estos dos extremos ya fijados, el art.148.2 introduce la posibilidad de constituir una

autonomía de "segundo nivel", que supere la lista de "mínimos" prevista en el punto 1 del

mismo artículo y, yendo todavía más allá, el art. 150.2 establece la posibilidad de ceder

competencias de titularidad exclusiva del estado medíante Ley Orgánica.
Si en principio, el sistema de reparto de competencias parece determinado, en realidad, en

la amplia !(fina gris existente entre las dos listas, tanto los estatutos como la posibilidad de

ampliar las'competencias - ya sea para acceder al "segundo nivel" de autonomía previsto

por el par.2 del artículo 148, ya sea por la previsión de cesiones ulteriores prevista al arto

150.2 -, contribuyen a la configuración de un sistema dúctil y diversificado. Dos elementos

más refuerzan esta tendencia: por un lado, la llamada clá1lS1lla resid1lal (art.149.3), en virtud

de la cual toda competencia no prevista en los estatutos se considera que corresponde al

Estado; por el otro, la doctrina del TC que ha reducido muchas de las 32 competencias
estatales previstas en el art.149.1 a facultades y ha cambiado a 10 largo del tiempo la

distribución originaria.
La CE imagina cuatro maneras de constituir Comunidades Autónomas, que se diferencian

no sólo en materia de sujetos legitimados a "reconocerse" como Comunidad Autónoma y

al proceso relativo a su constitución, sino también por 10 que se refiere a la estructura

institucional, al número de competencias asumidas y al tiempo necesario para aumentarlas.

'6 Según el art.144: "Las Cortes, mediante ley orgánica, podrán por motivos de interés nacional: a) autorizar la
constitución de una Comunidad Autónoma cuando su ámbito territorial no supere el de una provincia y no
reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143; b)autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de
Autonomía para territorios que no estén integrados en la organización provincial; c)sustituir la iniciativa de las

Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del art.143".
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La vía general, cuyas fuentes son el arto 143.2 y la Disposición Transitoria Primera, asigna la

iniciativa del proceso a una comisión ad boc formada por los parlamentarios del territorio en

cuestión y por los miembros de las respectivas administraciones provinciales. La comisión,

dentro del plazo de seis meses a partir de los primeros acuerdos adoptados al respecto por

las administraciones interesadas, tendrá que redactar un proyecto de Estatuto y presentarlo
a las Cortes para que éstas lo tramiten como ley. La vía general concibe el Estatuto como

una ley de las Cortes, al par de las otras, ya que una vez redactado el proyecto de estatuto,

es posible que en la discusión parlamentaria éste sea modificado. Sólo pasados cinco años

de vigencia, la Comunidad Autónoma puede aspirar a obtener más .competencias que la

lista "mínima" y pasar entonces al "segundo nivel" ideado por el art.148.2. Por lo que se

refiere a la estructura institucional, el arto 147.2 indica como condiciones mínimas de

validez para los estatutos de las autonomías de vía general, la delimitación del territorio de

la nueva CA, la denominación, la organización y la sede de las instituciones autónomas, y la

lista de las competencias asumidas con las consecuentes bases para el traspaso. No se exige,
ni se excluye, sin embargo, la existencia de una cámara de representación elegida
directamente y a sufragio universal por los ciudadanos. A lo largo del tiempo, todas las

comunidades fueron adoptando una estructura institucional que incluyera un parlamento.
La vía especial, o rápida, regulada por el art.151.1, se aplica a aquellos territorios que deseen

acceder directamente a la titularidad de más competencias que las previstas en "la lista de

mínimos" del art.148.1, siempre que no estén vetadas por el art.149. Esta vía exige que la

iniciativa sea aprobada, además de por las Diputaciones Provinciales o los órganos
interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios de cada una de

las provincias afectadas que representen, por lo menos, la' mayoría del censo electoral de

cada una de ellas. Dicha iniciativa tendrá, además, que ser ratificada mediante referéndum

por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de los electores de cada provincia. La
redacción y la aprobación del estatuto, en este caso, son realizadas por la Asamblea de los

Diputados y de los Senadores del territorio. El proyecto es envíado a la Comisión

Constitucional del Congreso de los Diputados que lo examina en colaboración con una

delegación de la Asamblea. Una vez se haya alcanzado un acuerdo, el proyecto es sometido

a referéndum popular, y si es aprobado por mayoría en cada provincia de la futura

comunidad, es ratificado por las Cortes y entra en vigor. Si al contrario no se alcanza un

acuerdo, el proyecto vuelve a las Cortes y empieza su normal íter legislativo. Una vez

aprobado por las Cortes será finalmente refrendado y posteriormente ratificado por éstas.

El estatuto aprobado por vía rápida no puede definirse como ley parlamentaria tOllt co1ll1, ya
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que se configura como un pacto entre el parlamento estatal y los representantes de la

Comunidad interesada. Las diferencias con las Comunidades de "vía lenta" se refieren

también a la estructura institucional: según el art.152, las Comunidades de vía rápida tienen

que contar obligatoriamente con una cámara elegida a sufragio universal y secreto. El

acceso directo y más rápido a un nivel superior de competencias y la previsión del

constituyente de un aparato institucional más consistente y democráticamente legitimado

exigen, en la intención del legislador, la demostración de una intensa y reiterada voluntad

"autonómica" del cuerpo electoral de la futura comunidad. Esta mayor exigencia podría ser

interpretada como un factor potencialmente disuasorio, quizá con el, propósito de que el

acceso a la autonomía se realice por vía general La opción de la vía rápida fue utilizada en

la constitución, en 1981, de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

La vía excepciona� válida sólo para las nacionalidades históricas, constituye una variante de la

vía rápida o especial y difiere de ella sólo porque no se exige el primer referéndum, con el

argumento de que la voluntad de acceder a la autonomía ha sido expresada en el pasado de

manera suficiente. Esta manera de acceder a la autonomía encuentra sus fuentes legales en

la Disposición Transitoria II, según la cual "Jos territorios qlle en pasado hllbiesen plebiscitado

afirmativamente prqyectos de Estamto de A.1Itonomia y menten, al tiempo de promlllgane esta

Constitllción, con regímenesprovisionales de alltonomía, podránproceder inmediatamente en laforma qlle .re

prevé en el apartado 2 del art.148 ", es decir, disponiendo de un techo más alto de autonomía.

En este caso, el proyecto de Estatuto sería redactado por la Asamblea de los

Parlamentarios del territorio interesado, '\1 convocatoria del órgano colegiado prealltonómico" y el

texto presentado seguiría el mismo íter previsto en el caso de acceso vía art.151. La norma,

y su colocación en las disposiciones transitorias parece subrayarlo, está pensada para los

casos específicos de Catalunya, Euskadi y Galicía, territorios que habían aprobado con

referéndum durante la II República proyectos o estatutos de autonomías y que disponían
en 1978 de una institución preautonómica, para que pudieran acceder de manera inmediata

al nivel más alto de autonomía sin necesidad de seguir el complejo camino de la vía

especial
Y, finalmente, la tlCmalización del régimen fora� prevista en la Disposición Adicional Primera,

regula la constitución de Navarra en Comunidad Autónoma. En realidad, no se trata de un

verdadero nuevo tipo de acceso a la autonomía, sino más bien de una actualización de un

sistema preexistente, que debió reformarse para ajustarse al nuevo marco constitucional La

norma establece que "La Constittlción amparay respeta los derechos históricos de los territoriosfora/eI'

y dispone que "la actua/izyción general de dicho régimenforal se llevará a cabo, en SIl caso, en elmarco
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de la Constitucióny de los Estatutos de Autonomía!'. Así que, para Navarra, se configuraba una

situación en que ésta se podía constituir directamente en Comunidad Autónoma

manteniendo el marco preexistente, o, en el caso de querer actualizar las relaciones

siguiendo lo dispuesto en el art.143, adoptar el estatuto de autonomía utilizando el acceso

por vía general La L.O. 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del

Régimen Foral de Navarra, se sitúa, por tanto, en una posición peculiar en cuanto al acceso

a la autonomía, pero su actualización (la adopción de un régimen autonómico en el marco

de la Constitución contenido en una ley orgánica al igual que las otras comunidades) ha

sido la creación de una Comunidad autónoma "con sometimiento, como.. las restantes CA" así

como estableció definitivamente la STC 16/1984, "a lospreceptos constilllcionales que regulan el

proceso autonómico".

El texto final del Título VIII, además de proporcionar una rápida posibilidad de acceso a la

autonomía para las nacionalidades históricas, reproduce el carácter enunciativo y posibilista
del art.2, construyendo un marco de referencia, cobrando tiempo y esperando que fuera la

evolución del sistema político y la relación de las fuerzas a determinar de qué maneta y con

qué profundidad se superaría el viejo estado centralista heredado del franquismo.
El modelo de organización territorial que dibuja la Constitución Española en 1978, es en

definitiva, un acuerdo de mínimos. Un marco amplio que contempla diferentes escenarios y

que confía a los estatutos y a la doctrina del Te el cometido de garantizar una satisfactoria

evolución del sístema.

Las Comunidades Autónomas que se constituirán con el tiempo, su determinación a la

hora de reivindicar poder político real, su capacidad de ser vehículos de innovación

institucional y las consecuentes respuestas del poder central son los factores que

contribuirán a lo largo del tiempo a configurar el modelo del Estado de las Autonomías de

nuestros días.

1.3 El Estatut d'Autonomis de Catalunya: el proceso de redacción del primer texto

Los progresos que experimentaba, entre finales de 1977 y principio de 1978, el proceso de

aprobación de la Constitución en Madrid y la posibilidad de acceso rápido y difer�nciado a

la autonomía para las nacionalidades históricas llevaron a una aceleración de la actividad

política en Catalunya con vista a la redacción del futuro estatuto.

En los mísmos días en que se hacía público el primer anteproyecto de la Constitución, a

principios de enero de 1978 la coalición senatorial Entesa deis Catalans, lanzó una gran
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campaña de sensibilización sobre los temas de la Constitución y del Estatuto de

Autonomía".

El experimento político de la Entesa se configuraba a principios de 1978 como la última

grande iniciativa unitaria de la política catalana. La Assemblea de CalalU/rya, el gran

movimiento unitario que durante los últimos años del franquismo y los primeros de la

transición había encabezado la reivindicación democrática y nacionalista catalana, una vez

celebradas las primeras elecciones democráticas había vivido una rápida crisis paralela a la

reconstrucción de los partidos políticos organizados. Se podría decir que, en el momento

de la discusión de la nueva carta fundamental de los ciudadanos. del estado español,

después de una fase de protagonismo de los movimientos, se había entrado ya

definitivamente en una fase de delegación de las reivindicaciones.

En ese contexto la iniciativa de la Enlesa vino a representar un intento de inversión de

tendencia. La campaña GlIanyem la Constimció, GlIanyem l'Estaml, lanzada por los senadores

catalanes entre el invierno y la primavera de 1978, llevó otra vez en el corazón de la

sociedad catalana una discusión fundamental que parecía haberse confinado a las aulas de

las Cortes madrileñas.

El razonamiento propuesto por la En/esa a la sociedad era claro y descansaba por lo menos

sobre cuatro consideraciones.

En primer lugar, era bien presente en la mente de los senadores catalanes la memoria de la

experiencia de redacción y aprobación del estatuto de autonomía durante la II República.
En aquella circunstancia, los parlamentarios y juristas catalanes redactaron y el pueblo
catalán refrendó el texto del estatuto de autonomía antes que se aprobara la constitución

republicana. Esta circunstancia hizo que se tuviera que "encajar" un testo estatutario muy

"autonomista" en una constitución que resultó ser más cerrada, y consecuentemente a

tener que modificar en sede parlamentaria un texto ya aprobado en las urnas electorales.

Así que resulta central para los senadores de la Entesa llamar la atención sobre la necesidad

de discutir 'conjuntamente el texto constitucional y el estatuto de autonomía'B. De la

aprobación de una buena constitución y de la capacidad de los parlamentarios y de la

17 Sobre toda la campaña, véase T,/,/ ,xpris, 13 de febrero de 1978; Posibk, 23 de marzo de 1978; TrrbaH, 30 de
marzo de 1978; Cuad4mospara,1 Diálogo, 18 de abril de 1978; T,k/,Xprrs 29 de abril de 1978; AVUI, 11 de

mayo de 1978.
18 En la convocatoria unitaria que acompañaba la plataforma de la campaña GUaI!J,m la COlUtiturió, Gua'!l,m
l'Estatut se podía leer: "EIs catalans sabem que, sense democracia a !'estat espanyol, no hi haurá cap mena

d'autonomia. Pero els ciutadans deis altres pobles han d'adonarse, al mateix temps, que no hi pot haver
Constitució democrática ni vida democrática a Espanya sense un reconeixement de la personalitat nacional­
i, per tant, del dret a I'autonomia - de Catalunya i de les altres nacionalitats hístóriques". Véase AVUI, 18 de
febrero de 1978.
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sociedad catalana de participar tempestivamente en la discusión, dependería, en definitiva,

la profundidad de la nueva autonomía y la rapidez con la cual se conquistarla.
En segundo lugar, la elección de realizar la campaña respondía a la necesidad de

"popularizar" una discusión que empezaba a parecer lejana y incomprensible para los

ciudadanos, ofreciéndose la Entesa como puente entre Madrid y la sociedad catalana.

En tercer lugar, la campaña representaba el intento de reactivar e! espíritu unitario que

había sido patrimonio de la Assemblea de Catam'!Ya. En la opinión de los parlamentarios, este

patrimonio resultaba fundamental para que la negociación con Madrid sobre el Título VIII

y la redacción de las normas estatutarias fueran el resultado de unas orientaciones lo más

consensuadas posible.
y finalmente, en e! momento en que en Madrid se discutían y se aprobaban las normas de

acceso a la autonomía de las comunidades históricas y parecia cada vez más cierta la

necesidad de una participación de los organismos preautonómicos a dicho proceso, la

campaña respondía a una necesidad muy concreta de "normalización" de las relaciones

entre los parlamentarios y e! President de la Generalitat restaurada Josep Tarradellas.

El honorable Josep Tarradellas, President de la Generalitat en exilio desde 1954, había vuelto

en otoño de 1977 y había demostrado, con una cierta sorpresa por parte de todo e! mundo

político catalán, de non querer estar a la espera de los sucesos, sino de querer jugar un

pape! decididamente activo. La demostración más elocuente de esta actitud había sido sin

ninguna duda e! margen de autonomía con el cual Tarradellas había actuado en la

negociación con Suárez para e! restablecimiento de la Generalitat y la construcción del

régimen preautonómíco".
Tarradellas había vuelto después de las elecciones de! 15-:)" sobre la base de un acuerdo

directo con Suárez, en e! cual las fuerzas catalanas, y sobre todo las fuerzas de izquierdas
que se habían revelado mayoritarias en e! país, habían jugado un papel activo pero no

determinante. El presidente del gobierno español, de hecho, al activismo y a la tenacidad

demostrados por una Asamblea de los Parlamentarios dinámica y de mayoría izquierdista
había preferido avalar la reintegración de! viejo político exiliado, y el consiguiente
reconocimiento legal de la Generalitat procedente de la experiencia republicana como

legitima representación del derecho al autogobierno de los catalanes, con el fin de cobrar

tiempo y disminuir el protagonismo demostrado por la emergente clase política de las

cuatro provincias. Pero Tarradellas se había demostrado más activo de lo que todos, tanto

" Véase A. OSaRIo: T"!Y,aoria de IIn ministro de h COrrlna, Planeta, Barcelona: 1984 pp.341 y ss. ; J. BENET:
Elpnsid<nt Tamukllas In.1s "liS t4xtM 1954-/988 Empúries, Barcelona: 1988 pp.341-346; J. TARRADELLAS:
fa só< aquí, Planeta, Barcelona 1988, pp.79-127 yA. MAYAYO: La ntptJirrz ratahna Afers, Catarroja: 2002.
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Suárez como los parlamentarios, imaginaban. En pocos meses, no obstante pudiera contar

con el apoyo sólo de una ERC en evidente crisis, consiguió dar a su Generalitat

preautonómica una fisonomía propia y un valor simbólico a los ojos de los ciudadanos que

hicieron de aumentar considerablemente su peso político.
Todos. los partidos catalanes habían querido y celebrado la restauración de la Generalitat

procedente de la República.
Pero como ya se había demostrado durante las negociaciones para el retomo de

Tarradellas, las relaciones entre las fuerzas mayoritarias de la escena política catalanas y el

anciano President no fueron nunca excelentes. En septiembre de 1.977� antes de su retomo,

un contraste que vio como protagonista Tarradellas y el senador de la EntesaJosep Bener",
había obligado la Asamblea a rongelar su actividad en la imposibilidad, delante de la opinión

pública, de abrir un conflicto demasiado duro con la Generalitat en un momento político
tan importente", En los meses siguientes la situación pareció apaciguarse, por lo menos

aparentemente, gracias a la euforia de la restauración de la Generalitat y del retomo de

Tarradellas a Barcelona y la constitución del Consell Executiu unitario.

Pero a mediados de 1978, mientras éste realizaba continuos viajes a la capital con el fin de

acelerar un proceso de transferencias de las competencias que parecia largo y complicado -

y, también en esta ocasión, obrando en total autonomía respecto a los parlamentarios, y en

cierta medida, respecto incluso al Consell Executiu -; de la letra constitucional todavia en

discusión, se aprendia de la necesidad de una participación del ente preautonómico (y de su

presidente) en el proceso de redacción del estatuto como condición ineludible para un

acceso rápido a la autonomía. Así que el problema de las relaciones "institucionales" volvia

a presentarse con toda su actualidad

En esa circunstancia las opciones que quedaban a los parlamentarios catalanes eran

substancialmente tres: esperar que la constitución entrara en vigor y después "exigir" sin

más a Tarradellas su deber constitucional de convocar la Asamblea de Parlamentarios, así

como preveía la Disposición Transitoria II; encomendar directamente la redacción del

texto a una Asamblea de Parlamentarios autoconvocada y hasta el momento de aprobación

2IJ El conflicto fue bautizado rápidamente por la prensa "Afer Benet" y tenía como objeto la composición y la
legitimación de la delegación de parlamentarios que acompañaría TarradeIlas en los contactos con el gobierno
para el restablecimiento de la Generalitat. Véase J. SOBREQUÉS i CALLICÓ: Hislória COnkmporánia di

Caialn'!YQ Colunma, Barcelona: 1997-1998, p.608 Y las declaraciones de Benet a M,miÚJ Diario, del 30 de

agosto de 1977 y de TarradelIas alAVUT, del 30 de agosto de 1977.
n El conflicto se cenó aparentemente con un acuerdo entre los partidos y el President en enero de 1978, muy
celebrado por la prensa, según el cual la Asamblea se comprometía a no actuar como organismo político hasta
la aprobación de la Constitución y el President a delegar más poder a los ((JIU'U"" políticos. Si bien el acuerdo
fue formalmente respetado por las dos partes, no cesaron por esto los reciprocas recelos, los contrastes y las

consiguientes polémicas.
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de la constitución sin poderes legales efectivos, reservando al momento de la aprobación de

la Constitución la búsqueda de aquella colaboración con la GeneraJitat que el texto preveía;
o buscar una formula alternativa que permitiera que el President participara a un proceso

de redacción del estatuto que se quería paralelo a la aprobación de la Constitución.

La adopción de la primera opción significaría esperar como minimo un año más para la

tramitación de la norma estatutaria y, puesto que la orientación mayoritaria de los

parlamentarios era la de disponer de un texto redactado ya el día siguiente a la aprobación
de la Constitución, fue inmedíatamente descartada.

La segunda hipótesis, a pesar de haber no pocos parlamentarios que� de manera velada o

manifiesta22 se decantaran por ella, además de comportar el significativo problema legal
relativo al hecho de que la constitución todavía no había estado aprobada y por lo tanto no

se habría podido convocar legítimamente la Asamblea de Parlamentarios, habría abierto

otra vez, y en una coyuntura política clave, un conflicto durísimo con Tarradellas y por esta

razón fue también arrinconada.

En este cuadro, el dinamismo político y la orientación unitaria demostrada por la En/esa a

través de la campaña, ofreció una posible vía de salida a una situación que parecía

peligrosamente bloqueada. La campaña, en la cual la Generalitat, después de unas duras

criticas participó limitadamentef', contribuyó cada vez más a configurar la En/esa como el

sujeto alternativo, diferente de la Generalitat y de la Asamblea de Parlamentarios,

depositario de la fuerza y de la legitimidad - política suficiente para dar inicio al proceso

estatutario.

En el mayo de -1978, coincidiendo con el momento de más popularidad de la campaña, la

Entesa decidió convocar una reunión de parlamentarios catalanes en Madrid" por la

22 Véase P. vAllÉS: ''E1s InIspassos a I'octubre", en: Trrball, 16 de junio de 1978.
23 El 23 de febrero se hizo pública una carta que Tarradellas había enviado a los t()/U'1krs en la cual suspendía
la reunión del Consell Executiu prevista por el día 27 Y convocaba los t()1tH11Irs políticos para el dla 3 de
marzo. La razón que agregaba Tarradellas era la "existencia de graves problemas relativos a las relaciones con
el estado". Unos dlas después, Josep Faulí, jefe del gabinete de prensa de la Generalitat explicitaba las
declaraciones del Prrsitún/ declarando que según el máximo representante preautonómico la campaña de la
Enusa podía crear problemas con Madrid en mérito 2 los InIspasos de competencias que Tarradellas estaba

negociando. En una segunda fase, cuando la campaña de la Entesa llegó a su momento álgido Tarradellas,
accedió a participar, aunque de manera crítica, a la manifestación organizada por SJordi en la Placa S. Jaume
de Barcelona. Véase J. SOBREQUÉS i CALLICÓ: L'Estalltt d'AH/onomía tú Cataltt'!Ya, Edicions 62, Barcelona:
1982 vol.! p.83 y J. DALMAU: "Dubtes sobre una campanya" en: Avm,5 de marzo de 1978.
'" La elección de celebrar la reunión a Madrid y no a Barcelona despertó no pocas polémicas, porqué por
parte por parte del ambiente de la Generalitat y de los partidos más moderados se consideró un expediente
utilizado por los partidos de la En/tia para poder actuar al margen del ente preautonómico. Los
parlamentarios de PSC, PSUC y CDC respondieron a las críticas argumentando que por aquella fecha era

mucho más fácil reunir los representantes catalanes enMadrid, puesto que mucho de ellos estaban trabajando
en la aprobación de la Constitución, que en la capital catalana. La preocupación por la polémica llegó a

marcar hasta la primera intervención de la reunión. El senador de la Entesa Felip Solé Sabarls, abriendo la
reunión, se expresaba con estas palabras: "No volem que s'ineerpreti el fet de reunir-nos a Madrid com una
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primera quincena de junio, con el fin de intentar coordinar el proceso de redacción del

estatuto. Todos los partidos de izquierda respaldaron inmediatamente la iniciativa así como

los parlamentarios de CDC. Entre finales de mayo y principio de junio confirmaron su

asistencia VCC y VCD. Más tarde se sumaron ERC y AP.

Finalmente, todos25 los representantes catalanes se reunieron a Madrid, en la sede de la

Entesa al Senado, el 15 junio de 1978. El debate fue intenso, y el primer problema que se

presentó, así como se esperaba, fue el del método de trabajo que se tendría que seguir y,

implícitamente, del papel que habría tenido que jugar la presidencia de la Generalitat en la

redacción del texto. La cuestión fue abordada por una propuesta del diputado convergente
. .

Macia Alavedra. Según la propuesta convergente, una ponencia formada ad hoc y integrada

por todos los partidos catalanes presentes en las Cortes tendría que empezar la redacción

del estatuto cuanto antes. Dicha ponencia tendría que trabajar "de acuerdo" con la

presidencia de la Generalitat y el proyecto tendría que ser discutido antes en la ponencia y

después llevado al pleno de la Asamblea de Parlamentarios, convocado por el ConseO

Execunu de la Generalitat por su aprobación definitiva. La propuesta de Macia Alav:edra,
fue finalmente aprobada, no obstante el senador del PSUC Solé Barbera sostuvo durante la

reunión la propuesta que la Generalitat fuera solamente "informada" del trabajo de la

ponencía'", Tanto las reuniones de la ponencia como las de la Asamblea de Parlamentarios,

no podían ser convocadas por la Generalitat, ni por el President ill por el ConseOExecutiu.

Así que, bajo propuesta del senador Benet, se optó por considerar las siguientes reuniones,

que se celebrarían en territorio catalán, como la continuación de la primera, convocada por
la Entes;'. Esta solución reforzaba el acierto realizado por los parlamentarios en no forzar

la situación y en dejar que fuera la Entesa a llevar la iniciativa.

Bajo estas premisas se abría la verdadera fase de elaboración del texto estatutario y se

convocaba para el 3 de julio una reunión oficial en el Saló de Cent del Ajuntament de

Barcelona. No fue una casualidad que la reunión no se celebrara en el Palau de la

Generalitat. Con este expediente "logístico" se había querido evitar polémicas sobre un

forma vergonyosa de clandestinitar. Ens hem reunit a Madrid pe! fet qUe per raans de treball parlamentari tots
els diputats i els senadors mm aquí. Confiem que, si hom decideix de prosseguir aquestes reunions, en e!
futut es puguin realitzar a Catalunya". Citado en J. SOBREQUÉS i CAILICO: L'EIlalIIf d'Alltonomía... cit,
p.6S.
25 El único representante ausente fue Antón Cañellas, ocupado en los trabajos constitucionales.
26 Solé Barberá se expresó en estos términos: "En 6., nosaltres pensem que, com exemple, la visita d'Eduard

Martín, Miquel Roca i Jordi Solé 'Iura al President de la Generalitat per donar-li compte de com manca

l'elaboracié de l'Estatut continua eaeent, més o menys, la manera com haurem de predeterminar el nostre
treball dintre d'una metologia com la que ha dit en Macia Alavedra, que a nosaltres ens continua agradant i
ens continua semblant la més possiblement perfecta". Citado en J. SOBREQUÉS i CAILICÓ: L'Esfafllt
d'Allfonomía... vol.II pp. 73-74,
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supuesto conttaste entte "institucionalidad" de la sede y carencia de "oficialidad"de la

Asamblea, puesto que hasta la enttada en vigor de la Constitución no se hubiera podido
convocar la Asamblea de Parlamentarios diputada a la redacción del estatuto.

La Generalitat, por su parte, demosttando una cierta voluntad - al menos provisional - de

apartar los conflictos, se comprometió a pagat todos los gastos del proceso de redacciórr'•.

En la reunión del 3 de julio, el primer tema que se abordó fue el de la composición de la

Comisión redactora. Otta vez se aprobó una propuesta de Macia Alavedra que preveía una

Comisión integrada por veinte miembros (4 del PSC; 3 del PSUC; 3 de la coalición UCD­

UCC; 3 de CDC; 1 de ERC; 1 de AP; 1 de UDC y 4 de la Entesa).
La Commissió deis Vint, que ya en la rueda de prensa que siguió su primera reunión quiso

explicitat que no se ttataba bajo ningún concepto de una delegación de una Asamblea de

Patlamentarios que no podía haber sido convocada, celebró su primera sesión el 1 de

agosto en las salas del Ajuntament de' Barcelona. Aprobada una propuesta sobre la

necesidad de seleccionar un grupo que se constituyera en ponencia redactora, la primera
discusión se produjo sobre las características que tendría este grupo. CDC, UDC, Y el

senador Benet (hablando a título personal y no como representante de la Entesa) se

declaraban por un grupo ágil y restringido, que contara al máximo con cinco o seis

miembros, así como se había hecho por la redacción de la Constitución. Conttarios a esta

propuesta, eran tanto los partidos con menos representación que veían un peligro de

matginalización, como PSC y PSUC que, negando la mayor eficacia de un grupo

restringido, reclamaban la ttansformación de la Comissió en ponencia redactora'. En el

debate no fue posible componer las divergencias y en el primer voto, se impuso la

propuesta socialista y comunista. En la misma reunión se ttató también la cuestión de la

participación de los partidos sin representación parlamentaria a la redacción del estatuto. El

problema se refería sobre todo a dos partidos pequeños, el PIE y el FNC, que, aunque no

obtuvieron diputados, habían participado en coaliciones que conquistaton en las elecciones

dellS-J representación patlamentaria29• Finalmente se votó una propuesta de la presidencia
de la Comissió que preveía la posibilidad para grupos políticos y entidades de enviar

'!:1 Véase las intervenciones de Solé Barbetá y Macia Alavedra en J. SOBREQUÉS i CALUCÓ: L'Es/atrlt
d'Autonomía... vol.II pp.85-86.
,. Véase las Órdenes del President de la Generalitat del 31 de diciembre de 1978 (DOGC núm.13, del 16 de
enero de 1979 y núm. 15 del 1 de febrero de 1979); del 12 de marzo de 1979 (DOCG núm. 18, del 2 de abril
de 1979); del 25 de abril de 1979 (DOGC núm.21 del 16 de mayo de 1979).
29 El Front Nacional de Catalunya se había presentado, junto a EDC, PSC-R y CDC en la coalición Pact,
Democrátic d4 Cata/lI'!la y el Partit del TrebaH d'Espanya junto a ERC (que en el junio 1977 todavía no había
sido cancelada del registro de las asociaciones ilícitas y por eso no podía presentarse con su nombre) en la
coalición ESlJlltmS d4 CataÚl'!la.
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propuestas escritas. Más adelante, se dedicó una sesión de la Comissió a la presentación, sin

debate, de las propuestas presentadas a lo largo del proceso de redacción.

Definidas las no marginales cuestiones de "método", se entraba así en el vivo de la

discusión y empezaban a manifestarse las diferencias en la concepción del perfil que la

autonomia catalana tendría que asumir.

Las dos cuestiones fundamentales en tomo a las cuales los miembros de la Comissió

empezaron a dividirse ya a partir de las primeras reuniones, fueron la estructura del poder

ejecutivo y la ley electoral.

Por lo que se refería a la primera cuestión, los comunistas abogaban 'por un sistema en el

cual el President de la Generalitat fuera una figura predominantemente representativa, y se

atribuyeran a un conse//er en cap funciones de impulso y ejecutivas parecidas a las que en un

sistema parlamentario, desarrolla un primer ministro. Los socialistas, al contrario

propugnaban una solución de' tipo "presidencialista", alegando que la dualidad de figuras
hubiera podido representar un motivo de división y, implícitamente de debilidad del

complejo institucional catalán. VeD, no obstante defendiera la elección a sufragio universal

del President de la Generalitat, que era - según lo que se estaba aprobando a Madrid -

anticonstitucional, se ceñía a la opción comunista del conselkr en cap. Los diputados de eDe

no se decantaron por ninguna de las dos hipótesis, reclamando sólo una formulación

normativa que no cerrara el paso, en un futuro, a la posibilidad de nombrar un conselkr en

cap.
Es evidente que la discusión sobre este tema fue fuertemente influida por las

preocupaciones respecto al inmediato futuro político. Los comunistas, sabiendo de no

poder aspirar, por todo un conjunto de razones, a gobernar en solitario, se declaran

partidarios de la idea del conseller en cap en la esperanza que en un futuro gobierno de las

izquierdas por lo menos uno de los dos cargos pudiera corresponder a uno de sus

representantes; los socialistas, fuertes del éxito electoral de 1977 y convencidos de poder

repetir en las autonómicas que se preveían por el 1979, confiaban sus esperanzas a una

Genera/itat decididamente presidencialista. eDe, al contrario, presionaba porque el conjunto
de las normas relativas al poder ejecutivo fuera regulado por un estatuto interior a

redactarse después de las elecciones autonómicas, contando con la posibilidad de obtener,

en aquellas circunstancias, el consenso que los ciudadanos en 1977 le habían, al menos en

parte, negado".

lO Sobre las preocupaciones pujolistas respecto al tema, véase J. LORÉS: La transidó a Catalu'!Ya. ElPldolirm, i
,ú ohm Empuries, Barcelona :1985 pp.73-77 y del mismo autor "Aproxirnació al pujolisme" en: Taula tú Can';
(1980) núm 23-24, pp.5-37.
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Al mismo tipo de preocupaciones se ha de atribuir la dureza del debate sobre la ley

electoral, que ocupó no sólo muchas de las reuniones de la Comissió sino también las

páginas de los periódicos". VCD y VCC proponían que el futuro parlamento catalán fuera

bicameral, cosa que - así como la elección directa del President de la Generalitat que

también habían reclamado - resultaba en manifiesta contradicción con el proyecto

constitucional que se estaba discutiendo en Madrid. En el sistema imaginado por los

diputados centristas, la cámara baja se elegiría con sistema proporcional, y la cámara. alta

sería una cámara territorial, en la cual serían representadas todas las comarcas

independientemente de su población. Resulta significativa la atención para el mundo

catalán de las comarcas demostrada por VCD, un partido creado a partir de las estructuras

gobemativas franquistas y con pocas o ninguna raíz en la realidad comarcal. La batalla

conducida sobre este tema dentro de la Comissió, que encontró su dimensión de verdadera

"operación cultural" en la masiva presencia de las posiciones del partido de gobiemo en la

prensa3' se resolvió en un intento, fallido, de poder contar con el respaldo de una Catalunya

.

no urbana tradicionalmente más conservadora. Por semejantes motivos, pero con una

tradición, una implantación, unos objetivos últimos y, consecuentemente, unos resultados

diferentes, CDC defendía la constitución de una sola cámara en la cual primara la

representación de las comarcas.

Socialistas y comunístas en cambio, eran partidarios de una ley que asegurara una

representación lo más proporcional posible. No obstante el debate cogió, durante muchos

meses, tonos aparentemente muy "trascendentales", era evidente que en el fondo se

discutía una. cuestión política a breve término. Un sistema electoral estrictamente

proporcional habría favorecido los grandes partidos obreros fuertemente implantados en

las realidades urbanas y industriales, sobre todo en Barcelona y en su cinturón, que desde

un punto de vista demográfico representaba alrededor del 70%33de la población total de

31 Véase Mundo Diario, 9 de agosto de 1978, T,t./,Xprls 31 de agosto de 1978; AVUI, 3 Y 9 de noviembre de
1978; Mundo Diario 15 de noviembre de 1978; ElnOMm} Unitlmal16 de noviembre de 1978; LaMañana, 21 de
noviembre de 1978: Lss SiIiM, 21 de noviembre de 1978; &G1II1, 2 de diciembre de 1978: TrrbaU, 22 de
noviembre de 1978: Olot-MisiólI 24 de noviembre de 1978; Los SiIiM, 26 de noviembre de 1979; AVUl29 de
noviembre de 1978: Mllnth Diario, 29 de noviembre de 1978: TrimifO 2 de diciembre de 1978; La Vanguardia,
5,6,8 y 12 de diciembre de 1978; Las Sitios, 6 de diciembre de 1978; T,.bnl� 13 de diciembre de 1978: AVUI,
20 de diciembre de 1978: M1I1tdo Diario 29 de diciembre de 1978; La Vanguardia, 31 de diciembre de 1978:
L 'OPinió Sodalista 1 de enero de 1979 .

•

32 J. MIRÓ i Al!DÉVOL: "Les comarques i el Parlament de Catalunya", en: AVUI 15 de septiembre de
1978: C. SENTIS: "El cap-gros barcelonl" en: La Vanguardia 12 de noviembre de 1978: C. GÜELL de
SENTMENAT: "Así no se reconstruye un país", en: La Vanguardia 12 de diciembre de 1978.
33 La así llamada Regió 1 - de la antigua división republicana _, que comprendía las comarcas del Baix

Llobregat, Barcelonés, Maresme, Vallés Occidental y Vallés Oriental, en 1975 representaba el 68,8% de la
población total de Catalunya con 3.895851 habitantes. En 1981, representaba el 68,9% con 4.104897
habitantes. Véase LL.RECOLONS :« La població» en: AA.VV: Calalu'!la 77-88, sodelat, ,((}nomia, poDtieay
G1Iltura Fundació Bofill, Barcelona: 1989 pp. 38-41.
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Catalunya. Un sistema centrado sobre la "territorialidad", al contrario, por lo menos sobre

el papel, habría favorecido las instancias moderadas de las zonas rurales, y

consecuentemente los partidos del centro y de la derecha.

Reflejando las relaciones de fuerza presentes en la Comissió y siguiendo las indicaciones de

las normas que se estaban aprobando a Madrid'", el debate fue planteado sobre nuevas

bases. Lo que era preciso debatir era el grado de "corrección territorial" de un sistema que

seria obligatoriamente proporcional. Consecuentemente, la discusión se centró entonces

sobre las circunscripciones electorales. Los socialistas propusieron un sistema basado sobre

las antiguas veglleries - las regiones de la época republicana - y los comunistas llegarán a
.

.

proponer la circunscripción única. El debate será largo y articulado dentro de la ponencia y
llenará las páginas de los diarios a lo largo de todo el proceso de redacción del estatuto.

Mientras tanto, a la mitad de agosto, la Comissió formalizaba los criterios relativos a la

aprobación del texto estatutario.

Los Vint presentarian un primer proyecto, y recogidas todas las enmiendas presentadas por
los ponentes un segundo proyecto será sometido al pleno de los parlamentarios. En aquella
sede podrán ser presentados otra vez las enmiendas rechazadas en sede de ponencia y

encontrarán su espacio las propuestas presentadas por los partidos sin representación

parlamentaria y por las distintas entidades. Finalmente, el texto será aprobado, como

previsto en los acuerdos preliminares, por el pleno de la Asamblea de los Parlamentarios.

Este método, que preveía una redacción "en cierta manera provisional fue reclamado sobre

todo por los partidos minoritarios, en el convencimiento de que retrasar una redacción

definitiva posibilitaria discutir por lo menos dos veces sus enmiendas y consecuentemente

aumentar las posibilidades que estas últimas pudieran conquistar el apoyo de los partidos

mayoritarios.

Después de unos debates preliminares que se habían demostrado largos y llenos de puntos

conflictivos, la redacción del primer texto empezó finalmente, en el parador de turismo de

Sau, el 8 de septiembre de 1978.

Si sobre los artículos 1 (decisión de constituirse en CA y reconocimiento de la Generalitat

como institución de gobierno), 2 (territorio de la CA), 4 (bandera), 5 (capitalidad de

Barcelona) se llegará a un acuerdo a lo largo de la primera sesión; sobre el art. 3, relativo a

la lengua, se abrió una discusión que hizo reenviar su aprobación.

,. El art.152 de la Constitución Española establece que las asambleas legislativas de las comunidades
autónomas serían elegidas upar sufragio universal, con arreglo a un sistema de representación proporcional
que asegure, además, la representación de las diversas zonas del territorio".
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El problema era representado por la necesidad de incluir la idea de la"obligatoriedad" del

conocimiento del catalán, que tanto CDC como ERC defendían como irrenunciable.

En la imposibilidad de llegar a un acuerdo que preservara la unanimidad, fue puesta a

votación y aprobada por mayoría una redacción del art.3 propuesta por PSC y PSC en la

cual se'podía leer:

"La llengua propia de Catalunya és el catali. Els idiomes catal.. i castellá són oficials a Catalunya i tothom té el
dret d'uear-los. La Generalitat garantirá l'úe oficial del catalá i del castellá i posan les mesures necessáries per
assegurar el coneixement d'ambdues llengues"'s.

Si salía perdiendo la hipótesis de un control, efectivo o simbólico, sobre el conocimiento
.

.

del catalán, se establecía un importante vínculo de responsabilidad y, a la vez de garantía,
entre extensión del conocimiento del catalán y poder de actuación de la Generalitat.

En otras palabras, se dotaba la Generalitat de las fuentes legislativas para el desarrollo de

una incisiva política lingüística.
Otros dos temas que ocuparon los ponentes ya en la primera estancia en Sau, y

sucesivamente, las otras reuniones que siguieron en las salas del Ayuntamiento de

Barcelona, fueron e! de la "condición política de catalán" o sea de quien tenía derecho a

participar en las elecciones autonómicas, que posteriormente acabó en e! art.6; y el de las

finanzas de la Generalitat que ocupó, en e! texto final, e! título III.

Respecto al primer tema, que evidentemente tocaba el problema de! enorme peso

demográfico y electoral de los inmigrantes llegados de otras partes de! estado español y
establecidos en Catalunya, las fuerzas políticas se expresaron con tonos y soluciones muy

diferentes, originando un debate que se prolongó durante meses. A una propuesta inicial de

CDC que preveía la posibilidad por los ciudadanos procedentes de otras zonas del estado

de conservar su "ciudadanía de origen", se opuso y acabó imponiéndose por unanimidad

una propuesta socialista y comunista según la cual "tiene la condición política de catalán,

quien tenga la residencia administrativa en cualquier municipio catalán". La cuestión podría
parecer secundaria, pero se podrá constatar, analizando los resultados de las primeras
elecciones autonómicas, que no lo fue.

Cuanto al segundo tema, e! debate no pareció llegar a los extremos experimentados con

relación a otras cuestiones. CDC proponía una suerte de concierto económico en que a la

Generalitat correspondería la recaudación, la gestión y incluso la inspección de todos los

tributos recogidos en Catalunya. El PSC subrayaba e! problema de la determinación de los

costes de los servicios en e! periodo transitorio y optaba para la cesión parcial a la
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Generalitat de algunas figuras impositivas. UCD proponía un sistema mixto formado por

los impuestos cedidos, los impuestos propios y los recargos sobre los impuestos estatales

(incluso el IRPF). El PSUC ponía la atención sobre los poderes de planíficación y

intervención que corresponderían a la Generalitat en cuanto poder público y, respecto a la

financiación, imaginaba un sistema basado sobre impuestos cedidos, participación en los

impuestos no cedidos, en los ingresos de las diputaciones provinciales en los impuestos

propios y en los ingresos procedentes de las operaciones de crédito y débito. Como se verá,

muchos de estos temas acabarán dando cuerpo al texto final del Título III y constituirán

una importante base para la discusión en el ámbito estatal en los, añc¡>s siguientes sobre el

sistema de financiación de todas las Comunidades Autónomas.

Una vez conocida la última redacción de la Constitución, el 28 de octubre de 1978, el

debate interno a la Comirsió viviría una aceleración.

La segunda estancia a Sau de los comisarios, del 3 al 5 de noviembre, resultó ser mucho

más efectiva que la primera y llevaría a la aprobación del primer texto. Se tuvieron que

introducir cambios en consecuencia de la aprobación del título VIII de la Constitución que,

de hecho, llevaron a un primer consistente y general "rebajamiento" de la totalidad del

proyecto estatutario. Resultó afectado sobre todo el título relativo _a las competencias, del

cual desapareció la exclusividad de la Generalitat en muchas materias. Pasaban de

exclusivas a plenas las competencias en materia de patrimonío cultural, medio ambiente,

régimen local y ordenación farmacéutica. Quedaban rebajadas, y pasaban a ser de

competencia plena y no exclusiva también la mayoría de las competencias en campo

económico (planificación de la actividad económica; industria; agricultura; comercio

interior, sector público económico de la Generalitat; cajas de ahorro). Resistían pero las

competencias exclusivas en materia de enseñanza. En lo relativo a las finanzas, se

descartaba definitivamente la opción del concierto económico, orientándose hacía un

modelo de corresponsabilidad fiscal basado en de ingresos diversificados, que recogían el

debate de los meses anteriores y comprendían entre otros recursos, la posibilidad de la

participación en grandes figuras impositivas estatales. Finalmente, el tema más conflictivo,

el de la ley electoral, se solucionó con una votación que vio prevalecer los criterios de los

partidos de izquierda. Las circunscripciones electorales serian constituidas sobre una base

provincial y el Parlament de Catalu1!Ya tendria 114 diputados (82 por Barcelona; 12 por

Tarragona; 11 por Girona; 9 por Lleida). Si bien se facilitaba ligeramente la representación
de las provincias menos pobladas, la "corrección territorial" era mínjma y la provincia de

]S Avantproyel:Ú d'Estafllt d'Alltonomia .laborat p.r la Communó deis Vint, art.3. Citado en: J. SOBREQUÉS i
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Barcelona recibiría el 72% de los escaños. Esta norma pero, resultó ser todavía provisional.
El debate, tanto en la Asamblea de Parlamentarios, como en la prensa siguió y el tema

finalmente sería regulado de manera diferente.

Así, ellO de noviembre de 1978, el primer texto llegó al pleno de la Asamblea de

Parlamentarios y se abrió e! periodo en que los partidos tendrian la posibilidad de presentar

sus enmiendas, que se prolongaría hasta e! 22 del mismo mes. Los centristas (UCD-UCC)
fueron el grupo parlamentario que presentó más enmiendas (48), seguido por el PSC (42),
CDC (38), ERC (23), y AP (6). Terminado el plazo de presentación para los partidos

parlamentarios, una sesión - la de! 27 de noviembre, como resultaba de los acuerdos

firmados en sede de constitución de la Comissió - fue dedicada a la presentación, sin debate,
de las enmiendas de los grupos no parlamentarios.
En general se trataba de partidos minoritarios, sobre todo de izquierda, que durante todos

los meses que vieron la redacción del texto, contestaron e! método con e! cual se había

puesto en marcha e! proceso estatutario y reclamaban su derecho a participar en el

convencimiento que tuviera que ser un futuro Parlament de Catalunya a aprobar la máxima

norma de la comunidad autónoma". Aliado de los partidos, y de los grupos estrictamente

políticos, enviaron sus enmiendas también sindicatos, entidades cívicas, culturales y

económícas". En general, se puede decir que las sugerencias de estas fuerzas fueron

escasamente o marginalmente introducidas en e! texto. Vale la pena subrayar pero como el

proceso de redacción de! estatuto comprometió sectores diversos, que superan los límites

de la que normalmente se acostumbra denominar "clase política".
En un debate larguísimo que se desarrolló entre e! 29 de noviembre y e! 16 de diciembre, la

Asamblea de Parlamentarios aprobaba, artículo por artículo el proyecto de estatuto de

autonomía. Era e! resultado de la propuesta hecha por los comisarios de Sau más las

modificaciones originadas por la presentación de las enmiendas.

Si bien habla cambiado levemente la disposición de las materías en los artículos, e! texto

parecía confirmar de manera substancíallas indicaciones finalmente contenidas en e! texto

CAllICÓ: L 'Boamt d'AllkJnol1lÍ4... voLIl, ob. cit. p. 253.
.

,. Véase E. PINEDA: "Un Estatut de todos" en: MlIndo Diario, 1 de julio de 1978;J. ZURRIARRAIN: "Qué.
Estatut. Cómo elaborarlo" en: Mundo Diario, 13 de julio de 1978; M. AGUIRRE: "Tener voz en el Estatut",
en: Tlk/IXpris, 24 de julio de 1978; M. AGUIRRE: "Un Estatuto de todos y para todos" en: Diario '"
Barnhna, 16 de julio de 1978; C. MATÉU: "Los no parlamentarios y el Eatatut" en: MlIndo Diario 28 de julio
de 1978; J. PLANCHART: "Sobre el futur Estatut de Catalunya" en: AVUI, 20 de septiembre de 1978; F.
CODINA: ''Sobrel'elaboració del Estatut" en: AVUI, 22 de septiembre de 1978 y J. CASAS SALAT: "Carta
oberta a Andréu i Abelló" en:AVUI, 11 de octubre de 1978.
31 La lista completa de los grupos y de las entidades que enviaron materiales y propuestas a la C011lmissió es

larga y muy heterogénea. Se va desde partidos no parlamentarios, a sindicatos, entidades cívicas, territoriales,
económicas (como por ejemplo el FTN), culturales y profesionales. Todos los materiales enviados por estas
entidades son recogidos en: J. SOBREQUÉS i CAllICÓ: L'Bstatllt d'ARklnomía... voLU ob. cit. pp.319-419.
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de Sau. La única materia que venia regulada de manera diferente era, como se esperaba, los

criterios de elección del primer Parlament de Catalunya. Después de un largo debate,

prevaleció finalmente una propuesta socialista que individuaba en las vegueries republicanas
las circunscripciones electorales.

Finalmente, según la Disposición Transitoria II de la Constitución Española que se acababa

de aprobar, quedaba el problema de la convocación oficial de la Asamblea por parte de las

instituciones preautonórnicas, para que el texto aprobado forzosamente de manera informal

por la Asamblea pudiera ser definitivamente aprobado y enviado a las Cortes para el

control de la Comisión Constitucional.

El proyecto llegó a las manos de Tarradellas que, a partir del día18 de diciembre empezó a

enlazar contactos con el Gobierno central y con los parlamentarios hasta que el día 20 de

_diciembre, convocó tanto el Con!ell Exexutiu como la Comissió deis Vint. En aquella sede,

remarcando una vez más la distancia que le separaba de los grupos parlamentarios, el

anciano político declaró que a lo largo de todo el periodo de redacción del proyecto, la

presidencia de la Generalitat había recibido una enorme cantidad de telegramas de

ciudadanos que pedían la reconsideración del texto redactado a Sau y modificado en sede

de aprobación, y la redacción de un nuevo texto que pudiera superar los contrastes y las

divisiones que se habían hecho patentes a lo largo de todo el período de la labor de la

Commissió deis Vint.

Una reconsideración global retrasaría de manera considerable el proceso en marcha,

además porqué muy probablemente dentro de poco se iría a la disolución de las Cortes y a

nuevas elecciones legislativas.
La confrontación directa entre las fuerzas políticas y el President tuvo lugar en la reunión

del Conse" Executiu celebrada el 28 de diciembre. Tarradellas hacía presiones para una

reconsideración por lo menos de las normas relativas al proceso electoral, que tan

profundamente habían dividido los partidos catalanes, pero delante de la unidad

demostrada por PSC, PSUC y CDC en la defensa de la letra del acuerdo al cual se había

fatigosamente llegado, y del derecho, constitucionalmente garantizado para los

parlamentarios de redactar el texto estatutario en plena autonomía, el President se vio

obligado a ceder. Sólo se reservaba el derecho a escribir el preámbulo del proyecto de

estatuto en el cual, además de reconocer la importancia del trabajo llevado a cabo por los

parlamentarios, formularía el auspicio que esta nueva "carta magna" recogiera las instancias

más profundas del pueblo catalán.
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El 29 diciembre 1978, mientras el President y el Consell Executiu convocaban solemnemente

la Asamblea de Parlamentarios, a Madrid se disolvían las Cortes.

El texto final fue aprobado por los parlamentarios catalanes con 58 votos favorables,

ningún contrario y la abstención de! senador Xirinacs38•

No obstante e! proceso había sido largo, y en algunas materias fundamentales se había

asistido a un debate intenso y acalorado que había acabado con una decisión por mayoría,
e! proyecto parecía ser asumido con más o menos entusiasmo, prácticamente por todas las

fuerzas políticas catalanas.

Sin embargo, una vez aprobado e! proyecto, uno de los mayores ,obstáculos para una

conclusión rápida del proceso era representado por e! tiempo: e! texto aprobado tenia que

llegar a las Cortes antes de que saliera publicado en e! BOE e! decreto de disolución de las

Cortes. Una nueva composición de éstas últimas, no sólo habría retrasado los tiempos de

discusión y aprobación de! texto sino que hubiera podido alterar los equilibrios políticos
sobre la base de los cuales se había llegado a esta delicada fase de! proceso.

El proyecto de estatuto de autonomía de Catalunya fue depositado a las 20 y 45 minutos

de! 29 diciembre, aproximadamente media hora después del proyecto vasco, que

consecuentemente sería discutido antes en las Cortes. Poco después, el gobierno de Adolfo

Suárez convocaba elecciones legislativas por e! 1 de marzo y municipales por e! 1 de abril,
frustrando así las esperanzas catalanas de poder tener definitivamente un estatuto de

autonomía en pocos meses.

1.4 La discusión en las Cortes sobre el proyecto y las enmiendas

Los temores de los parlamentarios catalanes respecto a un repentino y.profundo cambio de

los equilibrios políticos que hicieron posible llegar a la redacción de! proyecto de estatuto

resultaron substancialmente injustificados. De hecho, los resultados de las elecciones

legislativas de 1979 no hicieron más que confirmar los de dos años antes.

38 El senador Xirinacs explicaba así en W1 artículo de prensa sus razones: "Presses, presses, presses. Política
cojuntw:al. Política d'oportunitats.(...). Aquesta tarda hauré de votar la totalitat del proyecte d'Estatut. Una
decisió no cojuntural, no oportunista, decidida sense presses, després de mesos de meditació. Votaré
abstenció. Amb més dolor del que patia en votar no a la Constitució en el Senat. La raó profunda és que no
puc acceptar un text que s'oblida la sobirania deis catalans. S'hi afegeix una roó accidental: no s'ha negociat
bé, ni en la Constitució ni en l'Estatue, BIs responsables han estatmassa febles i, de vegades, han anteposat els
interessos de partit als interessos generals. Podíem haver obtingutmolt més. Sobre un tema tan trascendental
s'ha dut a terme una política mediocre. Pero no puc dir no a la possible devolució d'un cert poder a

Catalunya". IL.M'. XIRINACS: "Abstencló davant l'Estatut" en:AVUI, 30 de diciembre de 1978.
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En el ámbito estatal, UCD se reafirmaba como primer partido, seguido por el PSOE. En

orden decreciente se encontraban el PCE-PSUC y, con resultados más modestos, la Alianza

Popular de Fraga que se consolidaba como cuarta fuerza del país.
En el ámbito catalán, el PSC encabezaba la lista con 17 diputados, UCD superaba con 12

diputados el PSUC que elegía 8 representantes, así como CDC que se presentaba junto a

Unió Democrática. ERC se quedaba con un solo diputado así como Ap39•

Puesto que PSOE y PCE, confirmando las posiciones de sus aliados catalanes (pSC y

PSUC) ya se habían declarado favorables al texto elaborado en Sau y discutido y aprobado

por la Asamblea de Parlamentarios, la negociación se realizaría sobre �odo con UCD y, en

particular, con el mismo presidente Suárez.

El 9 de abril, el ConseO Executill de la Generalitat, a través de un decreto, convocaba los

parlamentarios para que se constituyeran en Asamblea y, cumpliendo con la letra

constitucional, eligieran la delegación que tenía que examinar el texto del estatuto junto a la

Comisión Constitucional de las Cortes.

La primera reunión de la Asamblea tuvo lugar el 20 de abril, y se llegó a un acuerde¡ que

preveía una delegación catalana de 21 miembros, que a partir de ese motuento fue

identificada por la prensa con el nombre de Commissió deis Vim-i-U.n.

Mientras tanto, el 3 de abril, las primeras elecciones municipales del posfranquismo veían

en Catalunya un rotundo éxito de las fuerzas protagonistas de la redacción del proyecto de

Sau. PSC, PSUC y CiU, que en muchos casos gobernarán juntos en los que se llamaron

Pacte de Progrés, conquistaban inmensa mayoría de los municipios catalanes" y abrían

virtualrnente un debate sobre el papel que las nuevas instituciones locales democráticas

habrían tenido que jugar a lo largo de la discusión parlamentar sobre el estatuto.

La orientación de las fuerzas que se impusieron en las consultaciones de abril era, en ese

sentido, clara: las nuevas administraciones democráticas tendrían que presionar para una

rápida y integral aprobación del texto de Sau.

A esta orientación se opondrá rotundamente Tarradellas, también en calidad de presidente
de la Diputación Provincial de Barcelona, cargo que ocupa desde el otoño de 197741• Según

" Estos los porcentajes a nivel estatal: UCD 35,1; PSOE 30,S; PCE-PSUC 10,8: CiU 2,7: UN 2,1; PSA 1,8:
PNV 1,7: HB 1,0: ERC 0,7: EE 0,4: UPC 0,3: PAR 0,2: UPN 0,2. Estos los porcentajes a nivel catalán: PSC

29,2; UCD 19,0: PSUC 18,2: Ciu 16,1: ERC 4,1; AP 3,6. Fuente: J. DE ESTEBAN Y L. LÓPEZ GUERRA:
Lar ,k«ion" kgislatiua.r túll tú marzo tú 1979, Madrid: 1979 pp.303·304 y 447.
40 Estos los porcentajes: PSC 26,6: PSUC 20,2; CDC 18,6: UCD-CC 13,3: ERC 3,8: .Otros 2,7: Agrupac.
Independ. 11,7. Véase EQUIP DE SOCIOLOGIA ELECfORAL DE LA UAB: Atlas ,ketoral d. CataÚJ'!Ya
1976-1980 Fundació Jaume Bolill, Barcelona: 1981 pp. 206-207.
41 El Real Decreto del 29 de septiembre de 1977 que había hecho posible la restauración de la Generalitat,
(derogando el decreto de 5 de abril de 1938 con el cual Franco había disuelto la Generalitat republicana), no
preveía una dotación económica para el nuevo ente. Para superar este obstáculo, el gobierno había nombrado
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éste, forzando la situación, se podría poner en peligro el proceso de transferencia de

competencias que lentamente se estaba realizando.

La confrontación, que otra vez encontró una eco importante en las páginas de la prensa, se

hizo patente en ocasión de la manifestación organizada por el PSC y el PSUC en víspera de

S.Jordi, a la cual se adhirió también CDC, bajo el lema "Catalunya ara vol el Estatut",

Tarradellas tendrá palabras muy duras para los organizadores de la iniciativa42. De hecho, la

manifestación, era parte de una campaña más amplia de movilizaciones prevista por los

partidos de izquierda (y sobre todo por el PSUC), que en los continuos contactos del

presidente Suárez con personalidades de la vida política catalana (y et;t primer lugar con el

President Tarradellas), en la lentitud demostrada por el gobierno en reanudar la actividad

parlamentaria, en algunas declaraciones del partido de gobierno sobre la necesidad de

aprobar antes que los estatutos vasco y catalán otras leyes orgánicas" habían visto un doble

peligro. En primer lugar en una situación fluida, de contactos informales y por eso no

necesariamente públicos habían visto peligrar la solidez del proceso democrático a través

del cual se había llegado a la aprobación del proyecto. Y en segundo lugar, relacionado con

el primer aspecto, habían visto que una excesiva y probablemente deseada lentitud habría

contnbuido a bajar enormemente en Catalunya aquella "tensión democrática" que había

acompañado la redacción del proyecto de estatuto. Se verá como las preocupaciones

expresadas por la izquierda catalana pudieran considerarse, al menos eri parte, ciertas.

Mientras tanto en Madrid, el 27 de abril, se hizo pública la composición de la Comisión

Constitucional'" elegida por el pleno de las Cortes.

Tarradellas presidente de la Diputación de Barcelona y puesto a disposición de la preautononúa el

presupuesto provincial.
.2 El honorable fonnuló, en un mensaje radiofónico de una hora emitido excepcionalmente por todas las
emisoras catalanas, alusivas y contundentes declaraciones contra la manifestación que en el dla de SJordi
había visto unidos, junto a sus partidos y a millares de catalanes, Andreu i Abelló, Barrera, Pujo!, Gutiérrez
Díaz y Reventós. Como telata la prensa del dla siguiente, Tarradellas declaró: "(...)Pennitidme que os diga que
los catalanes cometemos W1 error que siempre nos acarrea graves consecuencias y que no quisiera que
volviese a producirse. Y este error es pensar que siempre tenemos razón, y que nuestros interlocutores nos la
darán fácilmente. Hemos de pensar que sean cuales fueren los propósitos del Estado, aquellos que le

representen también tienen sus razones y, por tanto, teniendo en cuenta este principio, nos será más fácil no
caer en el error. Pero si de antemano, sin saber lo que, el estado piense ni lo que pueda hacer, empezamos a

realizar una polltica demagógica de amenazas que y que carezca de un alto sentido de responsabilidad,
podemos tener serios fracasos. (...) Hoy, después de considerar bien lo que os voy a decir y sopesar bien las
consecuencias que pueda tener lo que voy a manifestaros, os digo, así como a todos los ciudadanos de

Cataluña, que mientras yo sea President no se producirá otro 6 de octubre, es decir, que yo lucharé para qué
Cataluña siga siendo un pueblo democrático y se mantenga en paz y en bienestar, que el pueblo catalán haga
las cosas bien y no se deje llevar por ilusiones que ya sabemos de antemano que son irrealizables", Véase La

Vanguardia, 24 de abril de 1979.
43 Véase J. SOBREQUÉS i CALLICÓ: L'Estafllt d'Autonomía.•• vol.I ob.cit p.306

.

44 La Comisión Constitucional se compondría de: 17 diputados de UCD; 9 del PSOE; 2 de la coalición
Socialistes de Catalunya; 2 del grupo PCE-PSUC; un diputado del Partido Socialista de Euskadi; uno del PSA,
un diputado de la coalición CiU; uno del Centro Democrático y uno del grupo Mixto.
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El primer problema que la Comisión tuvo que encarar fue lo de la "simultaneidad" de la

discusión de los proyectos catalán y vasco. La cuestión fue solucionada, después de dos

meses de contactos y de reuniones informales, constituyendo dos ponencias, que trabajaron

paralelamente pero en distintas sedes. Para respetar la orden con la cual fueron presentados
los dos proyectos, se empezaría a discutir antes el proyecto vasco.

El 12 de mayo el texto presentado por los parlamentarios catalanes venía publicado en el

BOE y, justo después los partidos empezaron a presentar los motivos de desacuerdo.

Además de AP y de los dos minoritarios grupos de PSA y del PAR, como se esperaba, el

grupo que más motivos de desacuerdo presentó fue el partido de gobi�o.
Los motivos de desacuerdo de UCD45 se podrían dividir en tres grandes bloques: principios

generales; competencias; organización de las instituciones autonómicas.

Por lo que se refiere al primer bloque, entre otras cosas, los centristas impugnaban la

definición de Catalunya como "realidad nacional", las referencias directas al pueblo como

fuente de legitimación del poder de la Generalitat, y, sobre todo, amparándose al art.141 de

la Constitución, la división territorial sobre la base de las comarcas y no de las provincias y
la posibilidad que las funciones de estas últimas pudieran ser absorbidas por la Generalitat.

El partido del presidente del gobierno central consideraba negativamente además la manera

en la cual se había tratado el problema de la lengua y finalmente se ponía en tela de juicio la

legitimidad de la autonomía del parlamento autonómico en la toma de toda una serie de

decisiones, sobre todo en materia de reforma del estatuto.

En lo referente al segundo bloque, ciñéndose a una interpretación fuertemente extensiva

del art.149.1 de la Constitución - que enumera las competencias exclusivas del estado -, se

puede decir que UCD contestase todos los articulos relativos a las competencias más

importantes: desarrollo legislativo, ejecución, sanidad y seguridad social Con particular
intensidad dirigía sus críticas a la manera a través de la cual e! texto regulaba las

competencias en materia de orden público.
y finalmente, respecto al último bloque, el partido de! presidente del gobierno, formulaba

objeciones a casi todos los artículos, con e! fin de rebajar autonomía e importancia de todas

las instituciones creadas por el estatuto.

En esta sede también continuará la polémica sobre la ley electoral, aunque con una

significativa diferencia. Si en la batalla librada por los centristas catalanes se intentó, y no

sólo en matería electoral, valorizar el pape! de las comarcas, en este caso, al presentar

motivo de desacuerdo respecto al método con e! cual finalmente los representantes

.¡s Véase J. SOBREQUÉS i CALLICÓ: L 'Boalllt d'ANtono1llia ... vol.IV ob. cit. pp.1357 -1370.
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catalanes habían decidido, por lo menos provisionalmente, elegir sus diputados, se hacía

referencia sólo a la necesidad, reconocida por el art.152 CE que las asambleas legislativas de

las comunidades autónomas sean elegidas con un sistema proporciona! "que asegure,

además, la representación de las diversas zonas del tenirodo'?".

Desaparecía del léxico del partido de gobierno el término "comarca", y con ello el intento

de operación cultural hacía las zonas no urbanas de Cata!unya que, a lo largo de todo el

período de redacción del texto estatutario la UCD catalana había llevado a cabo.

La cantidad y el abasto de los motivos de desacuerdo presentados por el partido de mayoría

ponían una serie de obstáculos de dificil superación para la definitiva a�robación del texto.

Quedaban "desautorizados" por la directiva estatal del partido los centristas catalanes, que

a! fin Y a! cabo habían dado su consenso a! proyecto de los parlamentarios y se ponía de

manifiesto la inexistencía de una estrategia común, concertada, aprobada y respetada por

los miembros del partido.
El 26 de junio de 1979 se constituyeron finalmente en Madrid las dos ponendas, integradas

por representantes de los parlamentarios vascos y catalanes y miembros de la Comisión

Constitucional que tenían que controlar la constitucíonalídad de los textos presentados, y,
acto seguido empezó la discusión sobre el texto vasco.

En el caso de Euskadi, la discusión fue caracterizada por la abundancia de encuentros y

acuerdos realizados "a! margen" del debate oficial A menudo los textos e los articulos por

aprobar, fruto de la mediación realizada en dichos encuentros llegaban a la ponencia ya

redactados completamente. Suárez, que de hecho no hubiera podido ni siquiera participar
en las negocíaciones por no estar integrado en la Comisión Constitucional, fuerte de la

experiencía del estatuto vasco, había manifestado más veces la voluntad de involucrar

como representante de los intereses catalanes a! President Tarradellas y de hacerlo artífice

de una mediación extraparlamentaría sobre el texto catalán, pero éste se había declarado

contrario a sustituirse los representantes catalanes en la recta final de la aprobación del

estatuto.

Sin embargo, las características del proceso de aprobación del estatuto de Euskadi y las

presiones de Suárez para incluir a Tarradellas en la negocíación, no habían pasado
desapercibidas por parlamentarios, que, respecto a! tema, habían abierto una discusión. Si

... El texto integral del motivo de desacuerdo rezaba:" El artículo 152 de la Constitución señala que las
Asamblea legislativas de las Comunidades Autónomas habrán de ser elegidas 'por sufragio universal, con
arreglo a un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las diversas
zonas del territorio'. En ese sentido pudiera ser necesario que el Estatuto recoja dicho principio,
especialmente en las primeras elecciones al Parlamento de Cataluña, y fije unas circunscripciones electorales
acorde con el mismo. Con est;: motivo se formula desacuerdo con la disposición transitoria 4 del proyecto de
Estatuto". En:]. SOBREQUES i CALLICÓ: L'E,latllt d�lIt.nomía... vol N, ob. cito p.1370.
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los centristas - como no podía ser de otra manera - eran partidarios de repetir la "vía

vasca", a ellos se opusieron duramente tanto eDe, como el pse y sobre todo el psue,

conciente que en caso de negociación "paralela" a la oficial, los primeros perjudicados (por
no ser ni siquiera admitidos a la mesa de negociación) serían justamente ellos.

La firmeza en la actitud de esos partidos fue reforzada también por toda una serie de

iniciativas, llevadas a cabo por los nuevos alcaldes democráticos a favor de una aprobación

rápida y sin modificaciones del texto presentado por los diputados catalanes41•

En ese contexto, el 20 de julio de 1979 se reunió por primera vez Iaponencia catalana.

UeD presionaba para una negociación directa con Suárez y "u�?" a este fin Manuel

Fraga: el ex ministro de información y turismo de Franco, impugnando todos y cada uno

de los artículos en discusión (algunos ni siquiera habían estado objeto de motivos de

desacuerdo presentados por su partido), paralizó desde el primer momento los trabajos

parlamentarios.
La lentitud y la esterilidad de las discusiones llevaron los mayores partídos catalanes a una

moderada reconsideración de su posición: pse y eDe accederían a la celebración de

contactos directos con Suárez, que "integrarían" y no sustituirían el trabajo de la ponencia,

pero el presidente de! gobierno español tendría que garantizar la participación de los

comunistas catalanes a la negociación.
Una circunstancia más contribuyó al cambio de actitud de los representantes de los

parlamentarios catalanes. El factor tiempo, que en un primer momento parecía favorable al

gobierno, se transformó rápidamente en una arma en las manos de los negociadores
catalanes. Aprobado el 17 de julio e! estatuto vasco, éste representaría un precedente
jurídico del cual las fuerzas catalanas ahora disponían. Así que, en e! momento en que la

amplitud de la autonomía catalana aparece como un dato "indiscutible", pse, eDe y

psue parecían poder disponer finalmente de la fuerza suficiente para sostener una

47 E112 de julio de 1979, cincuenta alcaldes de poblaciones capital de comarca y mayores de 20000 habitantes
se reunían en el Saló de les Cróniques del Ayuntamiento de Barcelona en base a unos acuerdos tomados por
los mayores partidos políticos el día 6. Según el documento final de la reuníón los alcaldes acordaban cinco

puntos : "1. Manifestar la seva adhesió al conttngut del projecte d'Estatut aprovat per l'Assemblea de
Parlamentario de Catalunya (Estatut de Sau) que reclamen tots cls ciutadans de Catalunya independentment
del seu lIoc d'origen. 2. Exigir l'aprovació amb urgencia i sense modificacions del contingut del projecte
d'Estatut. 3. Transmetre la ncstra resolució als vint-i-un parlamentario catalans que han asswnit la defensa del

projecte a les Corts i manifestar el nostre suport a la seva tasca. 4. Mantenir-se en contacte permanent i albora
amb els parlamentaris per a endegar les actuacions que la consecució d'aquest objectiu demani. 5. Iniciar,
poble per poble i comarca per comarca la tasca que canalitzi la voluntat de tots els ciutadans de Catalunya, a
través deis seus municipis, a favor del Estatut de Autonomia. Els alcaldes catalans volem per Catalunya el
nostre Estatut abano de l'onze de setembre de 1979". La segunda parte del documento representa un

verdadero plan de acción de la campaña, con las etapas, la división de las tareas y un primer calendario de
intervenciones de los parlamentarios comprometidos en la redacción la aprobación y la defensa delante de las
Cortes del proyecto estatutario. El texto integral del documento se puede consultar en: J. SOBREQUÉS i
CALLICÓ: L'Esfallltd'AlltonomÍ4. •• vol IV ob. cit. pp.1384-1385.

_"41



negociación directa y "al margen" de las sedes oficiales. En ese contexto, Suárez, en

posición de relativa debilidad, y forzado a cerrar rápidamente y con éxito el acceso a la

autonomia de las grandes nacionalidades históricas, accedió a la aclnúsión de los comunistas

catalanes a la negociación.
Definidos los términos "reales" de la negociación, los temas que se revelaron más

conflictivos fueron el orden público (los negociadores catalanes pedian una igualdad de

trato con la autonomia vasca que el gobierno se negaba a conceder en materia de policia

autonómica), la financiación (el gobierno se oponía a la posibilidad de cesión de grandes

figuras impositivas), la división territorial (los negociadores catalane�, pese a la letra del

art.141CE, defendían la idea de la desaparición del ente provincial), las competencias en

materia de enseñanza (el estado pedía competencias sobre todo en lo referente a la

enseñanza universitaria), la definición de Catalunya como "realidad nacional" (se pedía por
parte del gobierno una perfecta correspondencia con el término nacionalidad del art2 CE), la

radiotelevisión (los partidos catalanes reclamaban la cesión de un tercer canal que seria

público y autonómico) y la ley electoral (se volvía a la eterna discusión sobre la "corrección

territorial" del sistema).
En este nuevo cuadro, la semana entre el 30 de julio y el 7 de agosto de 1979 se demostró

decisiva. Mientras los trabajos de la ponencia procedían muy lentamente, el 3 de agosto

Suárez encontraba en la Moncloa Pujol, Reventós y Gregorio López Raimundo. E!

encuentro se reveló fundamental porqué se legaron a tocar muchos de los temas de

contraste que se acaban de apuntar.

E! precio del desbloqueo de la situación, seria para los negociadores catalanes nada

simbólico: Catalunya perdía definitivamente su apelativo de "realidad nacional"; la

construcción de una policía autonómica se aclnútía sólo sobre la base de una futura Ley
Orgánica; se perdían algunas importantes competencias sobre todo en materia económica y

de seguridad social; la competencia de la Generalitat en materia de enseñanza de exclusiva

pasaba a ser solamente plena; se volveria otra vez al sistema electoral basado sobre las

provincias y, sobre todo, éstas últimas se consolidaban el texto estatutario.

En la misma tarde'de la reunión a la Moncloa, Pujol, Roca, López Raimundo y Reventós

encontraban la Comissió deis Vint-i-Un para inforrnatla de los resultados de la reunión y,

horas más tarde, la ponencia aprobaba un importante número de articulos que habían

permanecido encallados durante varios días. El 7 de agosto la ponencia aprobaba el

delicado título relativo a las finanzas, que había sido integralmente reformulado, y

convocaba la sesión en la cual el texto sería aprobado definitivamente.
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En la sesión del 13 de agosto de 1979 (a la cual no participó Manuel Fraga que mientras

tanto había dimitido como ponente), el texto del estatuto de autonomia de Catalunya fue

aprobado con 54 votos favorables, 1 contrario (Bias Piñar) y dos abstenciones (por motivos

opuestos Heribert Barrera, de ERC y Hipólito Gómez de las Roces, del PAR).
Ahora para que entrara en vigor del estatuto quedaban la aprobación de los ciudadanos

catalanes vía referéndum y la definitiva ratifica por parte de las Cortes.

El referéndum había sido convocado por el 25 de octubre.

1.5 El referéndum

El referéndum del 25 octubre hizo que los partidos catalanes, después de largos meses de

contactos y negociaciones entre las Cortes y la Moncloa, volvieran otra vez a desplegar una

intensa actividad política en Catalunya. CDC, PSC y PSUC, los partidos que habían sido

protagonistas del proceso que había conducido a Sau y a la aprobación del proyecto de

estatuto en las Cortes, a pesar de reconocer los límítes del texto que se sometía al juicio de

los electores, pedían un voto afirmativo en el convencimiento que no obstante el proyecto

originario había sido profundamente modificado, el texto final representara en conjunto
una aproximación a la voluntad de autonomia de los catalanes y, en todo caso, un punto de

partida positivo". En cambio, ERC", FNCso, aunque pidieran un voto afirmativo se

decantaron por llevar a cabo una campaña electoral "critica", que pusiera de manifiesto las

.. Véase R. RIBÓ: "Sense trionfalismes, sí a l'Estatut", en: AVW, 21 de agosto de 1979; R. TRIAS
FARGAS: "L'Estatut por for qué?", en: AVW, 9 de ocubre de 1979;J. REVENTOS: "Carta oberta a tots cls
ciudadans de Catalunya", en: AVUI, 22 de octubre de 1979; J. LLIMONA: "Por un sí responsable a

l'Estatut", en: AVUI, 11 de octubre de 1979; R. ESPASA i OLIVER: ''L'Estatut una realitat oberta", en:
AVUI,21 de octubre de 1979; M.A. CAPMANY: "Les mcvcs raons afavor de l'Estatut", en: AVUI, 23 de
octubre de 1979;J. BENET: "Sí, com l'any '32 .. ", en:AVUI, 24 de octubre de 1979.
'9 Véase H. BARRERA: "Sí a l'Estatut.. .malgrat tot", en: AVUI, 21 de agosto de 1979 y ''L'Estatut de
'semillas selectas' " en: La HlUllallifat, 1 de septiembre de 1979.
so En el documento final del Consejo Nacional del FNC del 4 de septiembre se puede leer: " ..el FNC
considera insuficient el Projecte de Estatut d'Autonomia i pobra la actuació deis parlamentaris negociadors, a
excepció d'Heribert Barrera. És por aixé que estem totalment en contra que s'intentt presentar el text.
estatutari com un triunf per a Catalunya, Ara. bé, nosaltres som conscients que si aqucst Estatut no és
referendat pel poble hi surm perdent el pals. La oostra posició més coherent - tcnint en compte que ja vam
ser abstencionistes davant la Constitucié - serla la abstencié, Pero no oblidem que l'Estatut afecta oomés

Catalunya i que l'abstenció, darrcrament, ha estar molt importanr a les consultes electotals. A més és molr

possible que molts immigrants se sentín indiferents a l'hora de votar l'Estatut. I aixó també podria passar amb
els funcionario de l'estar i d'a!tres corporacions públiques; militants de drcta i de UCD; de catalans de comarca

que es consideren vexats per la no-desaparició de les provincies i, scnzillament, catalans desencisats o que
consideren una un insulr o una burla l'Estatut que se'ns ofereix. Tor plegar podria significar que no s'arribés a

les cotes de votació mínimes, la qua! cosa representarla la no-aprovació de l'Estatut.(...) Per aquest motiu, i
pensant en Catalunya abans que en nosaltres, ens veiem en la necessitat de demanar que es voti sí a I'Estatut.

Perqué, si aquest no s'aprovés, s'obriria un procés d'involució nacional a Catalunya, que necessita, encara que
només sigui de nom, tenir un reconeixement institucional per a recatalanitzar-se i avanr;ar cap a una societat
nova, més justa i progressiva en tots els ordres". En: J. SOBREQUÉS i GALLICÓ: L'Edahlt d'.Alltonomía...
vol. IV ob. cit. pp.1667-1668
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mermas que había comportado por las aspiraciones catalanas el paso del texto en las

Cortes. VCD se orientó por una campaña a favor del sí decididamente menos acalorada y

pedagógica respecto a la de los demás partidos". Los grupos no parlamentarios que, como se

vio, criticaron desde el principio el proceso a través del cual se había llegado a la

aprobación del estatuto, pedían al electorado una abstención, ahora criticando la falta del

derecho de autodeterminación y de soberanía fiscal (pSAN);2, ahora la falta de

competencias en materia de policía y justicia (BTC) S3, ahora pidiendo una abstención en

señal de "protesta" para unas modificaciones que habían intervenido en sede de Comisión

Constitucional que afirmaban ser demasiado relevantes.

La campaña por el "no" fue llevada a cabo sólo por grupos minoritarios de derecha aunque

un comunicado de los obispos catalanes hecho público el día 6 de octubre exhortaba de

manera sibilina la ciudadanía en ocasión del referéndum a "liberarse de todo lo que puede
ser un estorbo para la comunidad"S4.

Aliado de los partidos políticos, otras entidades intervinieron en la campaña referendaria.

Los Municipios que en su enorme mayoría eran gobernados por los Paaes de Progré.r,
realizaron una activa campaña a favor del "sí". La Generalitat también participó, no sin

conflictos también en este caso. El 14 septiembre, el ComeD ExeC1ltill, después de una

reunión a la cual participó el mismo Tarradellas, pedía oficialmente al pueblo catalán de

aprobar el texto. Con esta declaración los &lJn.relter.r políticos habían intentado dar una salida

unitaria a algunas discrepancias existentes entre el President - al cual algunos medios"

atribuían opiniones negativas respecto a muchos contenidos del Estatuto - y los

representantes catalanes en mérito al papel que éste tendría que jugar en los trámites que

todavía quedaban para la aprobación del estatuto y inauguraban una decidida campaña de la

máxima institucíón catalana a favor del "sí", Pocos días después, el 28 de septiembre, en el

pleno de la Diputación de Barcelona, los representantes del PSUC pidieron un

compromiso activo de aquella entidad en la campaña referendaria. Tarradellas expresó con

determinación su opinión contraria y sería acusado de desatender la sustancia de los

acuerdos realizados en la reunión del 14.

SI VéaseA. CAJ:\rEILAS i BALCELLS: "Sí por Cataluya", en: La Vangnardia20 de octubre de 1979.
52 Véase J. F�RRER: "La fi de la comedia", en: Uuita núm. 5, septiembre de 1979.
53 Véase]. SANCHEZ i CARRETÉ: "Crit d'alerta", en:AVUI, 24 de octubre de 1979.
;.¡ VéaseAVUI, 6 de octubre de 1979.
55 VéaseAVUI, 29 de septiembre de 1979.
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La nueva fractura, que vio dividirse las fuerzas políticas protagonistas de la redacción del

Estatut, ya que CDC se alineó junto a VCD-CC a las posiciones del President, se pudo

superar sólo después de una larga mediación;'.

En concreto, el pleno acabará estableciendo, sobre la base de una propuesta socialista, que
la Diputación de Barcelona pediría a los electores sólo que participaran masivamente a las

votaciones'", La polémica, en todo caso, tuvo duras secuelas". Y el 4 de octubre, la

Generalitat hacía públicos los criterios y los objetivos que guiarían la institución

preautonórnica en la campaña institucional por el referéndum que había sido anunciada

después de la reunión del conseO exeC1ltiu del 14 de septiembre. El planteamiento es lo mismo
. .

expresado en el seno del pleno de la Diputación de Barcelona: la Generalitat intentaría

56 La propuesta de moción del PSUC, expuesta por el representante provincial Conil1 se componía de dos

partes: "1. apoyar la campaña iniciada por la Generalitat encaminada a conseguir que la convocatoria del

próximo 25 de octubre se convierta, por la participación masiva y entusiasta, en una jornadas sin precedentes
en la historia de Cataluña 2. que el pleno de la Diputación matúfieste su postura favorable al Estatut llamando
la población a votar "sí" como corresponde a una Corporación emanada, aunque de forma indirecta, de la
voluntad popular". En aquella sede, Tarradellas contestó contundentemente: "Estoy de acuerdo con el primer
punto. La Diputación no puede quedarse al margen del Referéndum, ni del pueblo, ni de tener un Estanit No

estoy de aeuerdo con el segundo punto. Ni la Diputación, ni la Generalitat puede recomendar ni el "sí" ni el
"no" ni la abstención. (...) Es inadecuado que una Corporación pública tome una posición que pueda parecer
partidista. No hay que romper la unanirnidad". y más adelante: " (...)Es un hecho grave que el Estatut se haya
hecho al margen de la Generalitat y de las instituciones que rigen este pueblo. (...) Es grave que se haya hecho
el Estatut sin que el pueblo pueda opinar sobre el mismo. Cuatro partidos - CiU, PSC, PSUC, UCD - y el
seña: Suárez han hecho un Estatut para Cataluña. Los demás no hemos dicho nada porque no se ha pedido
nuestra opinión. Pero no quiero polémicas. Seña peligroso iniciar un debate sobre el por qué se ha hecho de
una u otra manera. A pesar de todo, acepto el Estatut Lo votaré." Véase La VangtlanJia, 29 de septiembre de
1979.
57 El texto final, aprobado por unanimidad en la reunión del 28 de septiembre fue: ''Demanar la participació
massiva de tots els ciutadans en la votació del referéndum per rEstatut d'autonomia com amostra

contundent de la voluntat decidida i forma de tot un poble de recuperar els órgans i eIs seus signes d'identitat
nacional" . VéaseAVUI, 29 de septiembre.
58 Tanto el PSC como el PSUC, inmediatamente después del pleno de la Diputación del 28 de septiembre
hicieron públicas dos notas de prensa en las cuales estigmatizaban la actitud demostrida por el anciano
P",¡t4nt. Se podía leer en la nota del PSC: "La comisión ejecutiva nacional de Partit deis Socialistes de

Catalunya (pSC-PSOE) ha conocido las afitrnaciones del President Tarradellas en el pleno de la Diputación
Provincial de Barcelona en torno al Estatut, y entiende que son inaceptables.". La posiciones del PSUC se

haclan notas a través deAntoni Gutiérrez Díaz, que entre otras cosas, declaraba: "El PSUC considera que las

instituciones, y de una forma muy especial aquellos miembros que han sido elegidos democráticamente tienen
la obligación de pronunciarse antes hechos de importancia colectiva, como hizo la GeneraUtat en el
referéndum de la Constitución. El PSUC respeta, pero no comparte aquellas actitudes tendientes a frenar la
toma de posición clara ante una responsabilidad histórica para Cataluña como es la aprobación del Estatut y,

o

asimismo, está. en contra de cualquier actitud que represente, directa o indirectamente, menosprecio de los

partidos políticos o menosprecio de los cargos obtenidos por designación. El PSUC seguirá defendiendo,
junto con las demás fuerzas políticas, el pleno apoyo afirmativo del pueblo catalán en el referéndum del
Estatut y la exigencia de la plena autoridad y del pleno respeto a los representantes del pueblo elegidos
democráticamente". Pocos días más tarde) el ConnU EX«IItiu, el 2 de octubre, hacía pública una nota en la
cual se podía leer: " El Com,1I Bx<GlltiII ha decidir avui ratificar l'acord que va prendre en la seva sessió del 14
de setembre de recomanar al poble de Catalunya que doni el seu sI al projecte d'Estatut en el referéndum que
sera convocat a l'efecte. (...) El Conull EXlGlltiu ha examinat la situació política a Catalunya i tots eIs
condicionaments que acompanyen el procée de l'esmentat referéndum i, per tal d'evitar qualsevol clima de
confusió que pugui produir-se en l'opinió pública catalana ha acordat reforcar el carácter afirmatiu en la

campanya del referéndum per l'Estatut". Véase La Vanguardia, 30 de septiembre de 1979 y AVUI, Segunda
edición, 2 de octubre de 1979.
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obtener el "máximo de la participación conciente y responsable por parte del pueblo
catalán";'. A este fin la Generalitat imprimió centenares de miles de copias del texto objeto
de la consultación que fueron distribuidas a todas las familias catalanas.

El conflicto que oponía Tarradellas a los políticos catalanes, cambiaba de objeto pero en el

fondo siempre era el mismo. Se trataba de un conflicto de poder y de influencia, pero
también y sobre todo de concepción de lo que era la Generalitat preautonómica. Para los

partidos se trataba de una institución de alto valor simbólico que permitía una fecunda

relación con la memoria histórica del país pero que carecia todavía de la necesaria

legitimidad democrática para actuar plenamente como tal. Para Tarradellas, en cambio, a
,

'

pesar de los limites que padecía a causa de las circunstancias, era una institución con

legitimidad y peso político real y por eso mismo no podía que comportarse como una

institución, o sea, en el caso de una contienda referendaria, mantenerse neutral'",

La campaña para el referéndum se cerró con un mitin multitudinario celebrado al palacio
de los congresos de Montjuic, al cual participaron en un clima de aparente y reconquistada
unidad todos los partidos políticos bajo la presidencia de Tarradellas.

El 25 de octubre, el texto del Estatuto de Autonomía de Catalunya, redactado por la

Asamblea de Parlamentarios, modificado y aprobado en las Cortes Españolas, era

aprobado por el 88,14% de los ciudadanos catalanes que en aquel día se presentaron a las

urnas. Analizando la consultación el dato que inmedíatatnente destaca es la altísima

abstención, que llegó al 40;3% en todo el territorio catalán y que en algunas comarcas de

Tarragona superó incluso el 50%.

Sobre los motivos que produjeron una tan alta deserción por parte de los ciudadanos en

una ocasión tan importante las hipótesis avanzadas por los historiadores y los estudiosos de

los comportamientos electorales son muchas. El historiador Jaume Sobrequés i CalIicó·'

imputa una abstención tan alta al substancial desacuerdo demostrado tanto por los grupos

nacionalista y izquierdistas más radicales, como por los sectores conservadores y cercanos a

las posiciones de Tarradellas respecto a las posiciones y las actuaciones de los

parlamentarios además que de los contenidos del texto estatutario. El análisis de Sobrequés, .

S' El texto integral de las b.ases y de los objetivos de la campaña institucional de la Generalitat se puede
encontrar en: J. SOBREQUES i c..>ULICÓ: L 'Estalllt d�Nt,".mla... vol.IV ob. cit. pp. 1777-1778.
60 De hecho, Tarradellas tomaba posición en la contienda electoral justo antes de la celebración del'
referéndum, durante la manifestación unitaria que ponía fin a la campaña referendaria, y afirmaba:"Avui el
Consell Executiu de la Genoralitat ve a demanar-vos el sí, pero ja sabem que no només anireu a votar sinó

que fareu tot el que calgui perque tothom digui sí, (...)Estem ccnseneuts del que representari aquest estatuto
Catalunya ha demostrat que és un poble que no només té el dret a governar-se sinó que sap governar-se. (...)
Un poble que pot fer una reunió com la d'avui és un poble que mereix governar-se". En: AVUI, 24 de
octubre de 1979 .

• '). SOBREQUÉS i CALLICÓ: Hist6ria conttmporáma. ••• ob. cit.pp.744 e ss.
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en definitiva, pone el acento sobre el carácter indudablemente político de la abstención del

octubre del 1979. Esquematizando y secundando la análisis de Sobrequés, las raíces de la

escasa participación al referéndum se encontrarían por un lado en las posiciones críticas

expresas durante todo el proceso estatutario por el senador Xirinacs, y, por el otro en el

volver de los contrastes entre Tarradellas y los parlamentarios en los meses de septiembre y

.octubre.

A esta análisis valdria la pena añadir por lo menos tres consideraciones. La primera,
evidenciada por el estudioso de los comportaJni.entos electorales Josep Maria VallésG2 es

relativa a un cierto "cansancio" del pueblo catalán llamado a votar en tres años, seis veces.
, \

Las otras dos derivan de la observación de la geografia de la abstención'", La abstención

más fuerte parece concentrarse en dos zonas determinadas.

En primer lugar, en las zonas de las comarcas de Lleida y Tarragona, socialtnente

dominadas por fuerzas más conservadoras, donde incluso se podían encontrar en 1979

rastros de caciquismo, y donde en las elecciones de 1977 y 1979 e había revelado

mayoritaria VCD, que, como se vio, no movilizó su electorado a favor del estatuto, Este

tipo de electorado podria así expresar una cierta desconfianza respecto a un estatuto que

posibilitaba un gobierno autónomo de las izquierdas.
En segundo lugar, en las muy pobladas zonas del cinturón de la ciudad de Barcelona,
donde se ha registrado una abstención mayor en todas las consultaciones autonómicas,

debida según algunos estudiosos a la menor atención atribuida a este tipo de consultaciones

por una amplia parte de "catalanes de adopción"".
Pero no obstante la alta abstención, se había llegado al quórum necesario para que la

consultación fuera valida. El último paso que se tenía que dar sería la ratificación por parte

de las Cortes.

El texto aprobado por los ciudadanos de Catalunya fue ratificado por el Congreso de los

Diputados el 29 de noviembre de 1979, con 317 votos favorables, 13 abstenciones y un

solo voto en contra. En el Senado, el 12 de diciembre fue aprobado con 68 votos

favorables, tres abstenciones y un voto en contra. El 18 diciembre de 1979, Juan Carlos,

Rey de España, promulgaba el Estatut d'Autonomia de Catalunya, y el 22 de diciembre se

publicaba en el BOE.

G2 EQUIP DE SOCIOLOGIA ELECTORAL DE LA UAB: AtlaJ ,"ctoro/ tk Catafm!)la 1976-1980 Fundació

]aume Bofill, Barcelona: 1981 pp.44 Y ss.

'

" Véase R. VIRÓS: "Els resultats a les comarques de Catalunya", en: Tmtfa tk Can'; (1980) Núm.2 EXTRA
maig p.252. Éstos, según el estudio los porcentajes de abstención en las distintas provincias: Barcelona 40,4;
Girona 36,6; Lleida 41,8; Tarragona 45,4.

... Véase M.CACIAGLI: E/e:doni Iparlitipolitid n./Ia spagnaponJrrm<hista Liviana, Padova: 1989 pp.l09-113.
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EI17 de enero de 1980 entraba finalmente en vigor.

1.6 El texto definitivo

El texto de! Estatut d'Autononlla de Catalunya", en 57 artículos divididos en cuatro títulos,

dibuja finalmente los caracteres del autogobierno reconquistado por los catalanes. A los

artículos se tienen que añadir un preámbulo, siete disposiciones. adicionales y ocho

transitorias.

En el preámbulo, como se ha visto escrito por e! President Tarradellas, se puede leer:

"El present Estatut és la expressió de la identitat col iectiva de Catalunya i defineix les seves institucions i les
seves relacions amb l'Estat en un mate de lliure solidatietat atnb les restants nacionalitats i regions. Aquesta
solidarietat és la garantia de l'autentica unitat de tots els pobles d'Espanya"

La relación con e! art.2 CE es manifiesta al recoger la expresión "nacionalidades y

regiones", aunque en el texto estatutario se introduzca la noción de "pueblos" y

desaparezca totalmente la idea de la "indivisibilidad"; al contrario, la unión encuentra una

condición de autenticidad en e! concepto de "solidaridad entre pueblos distintos". Y a

continuación:

"El poble catal. proclama com a valors superiors de la seva vida col �ectiva la llibertat, la justicia i la igualtat, i
manifesta la seva voluntat d'avan�ar por una via de progrés que asseguri una qualitat de vida cligna por a tots
ele qui viuea, resideixen ¡ treballen a Catalunya"

La fórmula "viven y trabajan en Catalunya" no sólo recoge e! debate que se había

producido en ocasión de redacción de! Estatuto sobre la cuestión de la "condición política
de catalán", sino que da también una primera cristalización normativa al razonamiento que

ya a partir de los años '60 comunistas y católicos habían empezado sobre inmigración y

identidad nacional. Con la norma estatutaria, e! catalán, se reafirma, al principio de los años

'80, como un nacionalismo decididamente integrador.
Más adelante se encuentra e! solemne reconocimiento de la Generalitat como institución

propia de! autogobierno catalán y como símbolo de una historia caracterizada por el
. .

respeto de la libertad individual y de los pueblos. En el mismo párrafo, en el momento en

que se exalta el pasado, se proclama la voluntad de los hombres y de las mujeres catalanas

de construir, a través de la Generalitat, una sociedad democrática avanzada. Posiblemente

esta sea la norma que puede resumir muchas de las orientaciones de Tarradellas durante la

"El texto al cual se hace referencia en estas páginas es el publicado en el DOGC núm.38, 31 de diciembre de
1979.
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transición, su obstinación en no querer nunca crear ambigüedades en tomo a la idea de que

como el pasado del pueblo catalán había pasado por la Generalitat, sus aspiraciones de

futuro no podrían encontrar otro medio de expresión fuera de su institución propia. El

preámbulo se cierra con:

"Per fidelitat a aquests principia i por fer realirat el dret inalienable de Catalunya a l'autogovem, els
Parlamentaria catalans propasen, la Comissié Constitucional del Congrés dels Diputara acorde, el poble catalá
referma i les Corts Generals ratifiquen el present Estatut."

En el último párrafo destacan a! menos dos elementos significativos: el reconocimiento de

la autonomía como derecho inalienable del pueblo catalán y, a la vez; la mención, como si

fuera un "negativo" del texto constitucional, del proceso a través del cual se realiza este

derecho inalienable, proceso que vio comprometerse en un marco pactista el pueblo y sus

representantes, tanto catalanes como españoles.
En el Título Preliminar (artt.1-8), encontramos las normas que definen los caracteres

generales de la autonomía catalana y regulan algunos aspectos fundamentales: la voluntad

de Catalunya, como nacionalidad, de constituirse en Comunidad autónoma; la Generalitat

como institución en la cual se organiza políticamente el autogobierno, que deriva sus

poderes de la Constitución, del Estatut y del pueblo; la definición del territorio como suma

del territorio de las comarcas comprendidas en las provincias de Barcelona, Girona,

Tarragona y lleida.

El artículo 1 había sido modificado en el paso por las Cortes. En el texto aprobado por la
Asamblea de Parlamentarios Catalunya se definía como "realidad nacioual" y el orden de

"derivación" del poder de la Generalitat era invertido, pasando en primer lugar el pueblo.
El art3, relativo a! idioma, a! contrario, no fue modificado. Así que en el primer punto se

afirma que ''la lengua propia de Catalunya es el catalán" y en el punto 2 se establece que "la

lengua catalana es oficial en Catalunya así como 10 es el castellano, lengua oficial en todo el

estado español", El reconocimiento del catalán como lengua originaria se afirmaba así

como habían establecido los parlamentarios catalanes y la oficialidad parece tenía así dos

razones de ser: una procedente de la pertenencia a una nacionalidad, la otra a un estado.

Siempre en tema lingüístico, el Estatut establecia definitivamente que sería la Generalitat el
órgano diputado a garantizar el uso de ambas lenguas y crear las condiciones para su total

igualdad66• Como ya se ha habido manera de evidenciar, esta norma se revelará fundamenta!

a la hora de perfilar la política lingüística del ente autonómico .

.. Poco después de la aprobación del texto, haciendo una comparación entre el Esratut de 1932 y el de 1979,
el senador Benet escribía: " (...)També ée millor el text actual pe! que fa a la qüesrió de l'idioma. La declaració
que consra a l'article 3 de l'actual titol preliminar: 'a llengua propia de Catalunya és el catala', no consrava,
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El art.S, que aborda el tema de la organización territorial interna, aparece fuertemente

modificado respecto al texto aprobado por los parlamentarios. Se compone de cuatro

párrafos. Con el primer párrafo se introducía la comarca como ente local fundamental de

la organización territorial catalana. Con el segundo se establecia que la Generalitat podría
crear "agrupaciones basadas en hechos urbanísticos y metropolitanos y otras de carácter

funcional y específicos"". El tercero aplazaba a una ley del futuro Pormen! el conjunto de

la organización territorial de la comunidad. La negociación con Suárez obligó a añadir un

cuarto párrafo según "Lo que establecen los párrafos anteriores .se entenderá sin perjuicio
de la organización de la provincia como ente local y como división territorial para el

. ,

cumplimiento de las actividades del Estado, en conformidad con lo previsto en los artículos

137 Y 141 de la Constitución"··. Posiblemente estas pocas líneas representen la derrota más

significativa de los negociadores catalanes.

La provincia, que había constituido el instrumento más importante de .control estatal sobre

el territorio a partir del siglo XIX, en la mente de los parlamentarios catalanes hubieta

tenido que desaparecer y sus funciones asumidas por la Generalitat en virtud de su

condición de máximo poder público Ca parte del estado) en el territorio de la comunidad. El

Estatut reafirmaba su existencia y, haciendo referencia directa a unas norrnas

constitucionales, despejaba definitivamente cualquier duda sobre la inviabilidad de una

solución territorial de alguna forma diferenciada para Catalunya. Se verá como, almomento

de redactar la normativa de organización territorial catalana este artículo generaría el

conflicto más amplio (y todavía irresuelto) de· la historia de la vida política catalana del

postfranquismo.
El art.6 ponía solución a la cuestión, largamente debatida, de la "condición política de

catalán". Substancialmente quedará invariado respecto a la redacción de los parlamentarios,
estableciendo que "gozan de la condición política de catalán todos los ciudadanos

com hem dit a l'Estatut de 1932. 1 si bé és cert que no tenia massa importincia el fet que no constés en un

text deis anys trenta, en canvi en té molta que consti en Un deis anys setaota, quan l'intent de genocidi cultural
del franquisme pot sOI substitüit pOI alguns pOI un intent de colonialisme Iingüístic, fórmula més subtil pOI
posar fi a l'idioma mil·leoari del poble cataIa. J. BENET: "Notes sobre el titol preliminar de l'Estatut" en:

TaNIa '" Can'; (1980) Extra 2, p.15 .

•7 En el texto: "Aix! mateix podran ser creades agrupacions basades en fets urbanístics i metropolitana i altres
de carácter funcional i amb fin. específics".

.. En el texto: "Allo que estableixen el. apartats anteriors s'entendrá seas perjudici de l'organització de la

provincia com a entitat local i com a divisió territorial pOI a l'acompliment de les activitats de l'Estat, de
confornUtat amb alló que preveuen el. artícles 137 i 141 de la Constitució". El articulo 141 de la CE,
textualmente, dice: "La provincia es una entidad local con petsonalidad jurídica propia, determinada por la

agrupación de municipio. y división tetritorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier
alteración de lo. limites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante Ley Orgánica".
DOGC nÚIn.38, 31 de diciembre de 1979.
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españoles que, de acuerdo con las leyes, tengan residencia admirústrativa en cualquier de los

municipios de Catalunya't'".
El Título 1 (artt.9-28), se refiere a las competencias de la Generalitat. La estructura del

Título es "diversificada": el art.9 individua en 34 puntos las competencias exclusivas de la

Generalitat, el art.1O fija en 8 puntos las materias para las cuales, dentro del marco de la

legislación estatal, la admirústración autonómica ejerce funciones legislativas y ejecutivas (se

configuran éstas como competencias delegadas), el art.11 finalmente establece las 11

materias en las cuales la Generalitat tendrá competencias meramente ejecutivas.
Por lo que se refiere al primer grupo, substancialmente permanecía invariado respecto al

texto aprobado por los parlamentarios", Al punto 34, en correspondencia con el art.150.2,

se encontraba la posibilidad de ampliación de las competencias transferidas por parte del

estado a través de una ley orgánica.
Por lo que se refiere a las materias comprendidas en el art.l0 - las competencias de

desarrollo legislativo de ley marco estatales - se encuentran muchas competencias de

carácter económico, que van desde la intervención en empresas, has ta la ordenación del

crédito, bancos y seguros. Estas materias, en el proyecto de los parlamentarios integraban
un artículo separado y eran consideradas competencias exclusivas71. Finalmente, en lo

referente al último grupo - el de las competencias meramente ejecutivas - se puede decir

que en el proyecto presentado por los parlamentarios fuera decididamente menos

numeroso y significativo. Ahora en ello se pueden encontrar materia de una cierta

relevancia como el trabajo, inmigración, puertos y aeropuertos con calificación de interés

. general.
Al lado de esta primera división operada en los artículos 9, 10, y 11, algunos artículos

específicos regulan la distribución de competencias en las materias más relevantes .

.. En el texto: "AIs efectes del present Estatut, gaudcixen d. la coodició política de catalans el. ciutadans
espanyols que, d'acord amb les lleis generaIs de l'Estat, tinguin ve1natge administratiu a qualseecl dels

municipio de Catalunya". DOGC núm.38, 31 de diciembre de 1979.
70 Entre otras, se encuentran: orga:nización de sus instituciones; conservación, modificación y desarrollo del
derecho civil catalán; normas de procedimiento que deriven del derecho sustantivo catalán; cultura; archivos,
bibliotecas y hemerotecas que no sean de titularidad estatal; investigación (sin perjuicio respecto a lo que dicta
el núm 15 del apartado 1 del artículo 149 de la CE); régimen local (sin perjuicio respecto a lo que dicta el
aparrado 1 del artículo 149 CE), topónimos y alteración de términos municipales; ordenación del territorio,
urbanismo y vivienda; turismo; obras públicas que no sean cuali6carlas como de interés general del estado y
no afecten otras comunidad autónoma; carreteras y caminos internos a la comunidad autónoma; transportes;
centros de contratación de mercancías y valores conforme con la legislación mercantil; cooperativas.
mutualidades no integradas en la Seguridad Social; asistencia social; cimeras de la propiedad y del comercio;
juventud¡ promoción de la mujer; tutela de menores; casinos, juegos y apuestas; estadísticas de interés de la
Generalitat.
71 Integraban el art.12 del proyecto. Véase J. SOBREQUÉS I CALLICÓ: L'Eslall1t•• vol.lII ob.cit. p.1213.
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El art.12, establece la competencia exclusiva, en el marco normativo definido por los

art.131 y 149 CE, en materia de industria, comercio, agricultura, y sobre todo, cajas de

ahorro y el art.13 se refiere a la posibilidad de crear una policía autonómica. Como se ha

visto, este fue, junto a otros, uno de los puntos conflictivos de la negociación con Suárez.

Si bien el estatuto preveía la creación de un cuerpo de Mossos d'Esquodro (que en todo caso

no podría ejecutar los servicios de policia extracomunitario y supracomunitario), el proceso
de transferencia de las competencias en esta materia fue lento y terriblemente conflictivo.

En este momento se puede decir que todavía no haya terminado72.

El art.IS, establece que son de competencia plena de la Generalitat la regulación y la
. .

administración de la enseñanza en todos sus niveles en el marco de leyes orgánicas
estatales. La enseñanza había sido otra de las materías conflictivas. En el proyecto de los

parlamentarios, la competencia había sido pensada como exclusiva, pero delante de las

resistencias del gobierno y de la obstinación de éste último a establecer una reserva estatal

sobre el control de las instituciones universitarias, los partidos catalanes habían preferido
mantener la posibilidad de regular, aunque en el marco de la legislación orgánica estatal,
todo el proceso formativo.

Elartículo 16 Qa matería del cual volverá a aparecer en la disposición adicional octava), se

refiere a la Radiodifusión, la Televisión y la normativa general sobre la prensa y los medios

de comunicación social: a la Generalitat se atribuye competencia de desarrollo legislativo

pero sobre todo, el artículo establece que la administración autonómica "podrá crear,

regular y mantener, para sus finalidades, un propio servicio de televisión, radio, y prensa y,
en general, de todos los medios de comunicación social'>73. Este punto, en el cual los

negociadores catalanes se demostraron inflexibles, permitió en breve tiempo la

constrncción de un sistema de comunicación integtalmente en idioma catalán y contribuyó
de manera determinante al proceso de normalización lingüística.
El art.17 garantiza para la Generalitat competencia de desarrollo legislativo sobre la gestión
de la sanidad interna y de la seguridad social y, con el art.18, se entra en el importante

grupo de normas relativas a la justicia. El estatuto establece que, a parte el caso de la militar,

72 La efectiva sustitución, en todas las funciones, de los cuerpos de seguridad del estado por los MOllM

d'Elquadra empezó en 1994, y hasta la fecha de hoy se ha completado sólo en las comarcas comprendidas en

el territorio de las provincias de Girona y Lleida,
73 En el texto: " (...) la Generalitat podrá regular, crear i mantenir la seva propia televisió, radio i premsa i, en
general, tots els mitjans de comunicació social per a l'acompliment deis seus fins". DOGC núm.38, 31 de
diciembre de 1979.
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"la administración de la justicia corresponde a la Generalitat", que ejerce todas las

facultades que le atribuyen las leyes orgánicas sobre el Poder Judicial14•
El estatuto crea también, con su art.19, el Tribunal Superior de Justicia de Catalunya, cuyo

presidente es nominado por el Rey bajo propuesta del Consejo General del Poder Judicial
La creación de este órgano, competente como tribunal de casación y revisión por lo que se

refiere al orden civil, en materia de derecho civil catalán o en el orden de contencioso

administrativo cuando se trate de actos dictados por el COl1seU ExeC1ltiu de la Generalitat O

por la administración autonómica en general, (pero no por lo que se refiere al orden penal),
creó unas cuantas polémicas.

Catalunya ya había tenido durante la II República un tribunal superior. Era éste el Tribunal

de Casación de Catalunya, que era en todo un tribunal de casación con competencia en el

nivel máximo en todos los órdenes. No obstante muchos parlamentarios (sobre todo los de

ERC), sostuvieron durante todo el proceso estatutario la necesidad de volver a reivindicar

para el TSJC funciones sirnilares a las que había tenido el Tribunal de Casación en los años

'30, tanto la Constitución en su art.152, como el nuevo estatuto puntualizaban que el nuevo

tribunal traía su "superioridad" del ser el órgano máximo de justicia en su territorio, no por
tener competencias como tribunal de casación. Así que el sistema jurisdiccional catalán si

es "completo" y autónomo por lo que se refiere a los órdenes civiles (en caso de aplicación
de derecho civil catalán) y contencioso administrativo (en el caso de actos realizados por la

administración autonómica), en lo penal depende en su grado máximo del Tribunal

Supremo, al par del resto del territorio del estado español. Reforzando esta orientación, el

art.23, si bien en su primer párrafo establecia que será titulo de mérito el conocimiento del

derecho catalán para cubrir plazas de magistrado, juez o secretario judicial especificaba que

su nombramiento se efectuará según las leyes orgánicas del Poder Judicíal En todo caso,

en su segundo párrafo, puntualizaba que corresponde al estado la organización y el

funcionamiento del ministerio fiscal

El art.27 se ocupa de regular normativamente la cuestión de las "relaciones exteriores" de la

Comunidad Autónoma catalana. Dos párrafos parecen, por diferentes razones, de enorme

interés. El primero se refiere a la posibilidad de adoptar medidas de ejecución de tratados

intemacionales en las materias de competencia de la Generalitat Si esta previsión
normativa podía parecer no particularmente relevante en 1979, lo será, y mucho, solo

14 En el texto: "Quant a l'administració de justicia, lleear de la militar, correspon a la Generalitat 1. Exercir
totes les facultats que les Lleis Orgániques del Poder Judicial i del Consell General del Poder Judicia!
reconeguin o atribueixin a! Govern de l'Estat", DOGC nWn.38, 31 de diciembre de 1979.
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pocos años después
75 al entrar España en la CEE. El segundo, se refería a la posibilidad de

enlazar acuerdos de cooperación y convenios con otras comunidades autónomas. Para

convenios relativos a servicios que se refieren a competencias exclusivas, bastaría con

informar las Cortes que tendrán un término de treinta días para oponerse. En cambio, para
todo otro tipo de acuerdo de cooperación sería necesaria la autorización de es ras últimas.

La Generalirat, por otra parte, podría solicitar al Gobierno proyectos de ley sobre acuerdos

de cooperación entre comunidades de lengua caralana. Resulta interesante observar, en este

sentido, como un debate y una reivindícación tan profunda como la que se desarrolló

durante todos los años 70 acerca la existencia de una área; cultural y política

correspondíente a los Pairos Cala/ans y la viabilidad de un proyecto político común para

estos territorios, en 1979 quede reducida prácticamente sólo a estas escuetas disposiciones
normativas'",

El Título II (art.29-43), dividído en cuatro secciones, se ocupaba del poder legislativo y del

poder ejecutivo. Con el art.29 se establece que la Generalirat se compone de: Parlament,

President, y ConseO ExeC1ltill o Govern. El Parlament (sección I, artt.30-34), "representa el

pueblo de Catalunya y ejerce el poder legislativo", aprueba los presupuestos, empuja y

controla la actividad del gobierno. Es inviolable, tiene su sede en Barcelona y tiene un

mandato de cuatro años. El sistema electoral que regula su elección es el proporcional,

pero, así como establece el art.152CE, se "asegurará una adecuada representación de todas

las zonas del territorio". Este era el resultado final del largo debate que acompañó todas las

fases de redacción y aprobación del estatuto.

Dentro de estos principios, se encargaría al Parlament la redacción de una ley electoral

Mientras tanto - y de hecho hasta nuestros días ya que las fuerzas políticas todavía no han

encontrado un acuerdo a más de veinticinco años de la aprobación de la carta estatutaria -

la materia se regularía a través de la Disposición Transitoria cuarta, Así, el Parlament se

compondría finalmente de 135 diputados, elegidos sobre la base de circunscripciones

provinciales. La provincia de Barcelona elegirá un diputado por cada 50000 habitantes, con

un máximo de 85 diputados. Las provincias de Gitana, Lleida y. Tarragona degirán un

75 En realidad, la política exterior de la Generalitat, será una de las preocupaciones más presentes y.
compartidas por todas las fuerzas políticas ya antes de la formación del primer gobierno autonómico. En esos

términos se expresaba en mayo de 19801.M. Rodés "La reconstrucció nacional d'aquest país té també una

vessant exterior que no cal negligir i que és possible atendre en contacte i amb una certa convergencia amb les
instancies centrals del Estat. És una tasca delicada i dificil, pero que sovint prejudicis i recances d'una i d'altra
banda poden posar en perilL Pero Pobjectiu CXÍ5teÍJc i és abastable. La voluntat política, cm sembla, no hi

manca". J. M. RODÉS: "Comunitat autonotna i política internacional. Una nota prospectiva sobre el cas
catalá" en Tallla d, Can"; (1980) Extra2, p.208.
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mínimo de seis diputados más uno por cada 40000 habitantes, y se les atribuirán 17, 15, Y

lB, respectivamente. Como la disposición establece que por todo lo que no aparece

regulado por la norma estatutaria se hará referencia al sistema español, la fórmula de

repartición de los restos será la fórmula d'Hondt. En esta materia también había pesado el

paso de! proyecto de los diputados en las Cortes. Se había cambiado la circunscripción
basada sobre la veguería, impulsada por el PSC, por la circunscripción provincial con reparto

de los restos según la fórmula d'Hondt que por sí sola representaba un significativo
mecanismo de "corrección territorial". Esta solución fue impulsada sobre todo por la UCD

en e! intento de aprovechar los votos de la Catalunya no urb� y limitar la fuerza de la

izquierda en la capital y en su cinturón. De hecho, quien se aprovecharía más del sistema

adoptado en las elecciones autonómicas de! marzo de! 1980 seria la formación de jordi

Pujol.
Los diputados, elegidos sin vinculo de mandato, gozarían de inmunidad y serian

enjuiciables sólo por el TSjC en caso de flagrancia de delito. El Parlament tendría un

presidente, una oficina de presidencia y de una Diputación Permanente, organizaría sus

trabajos en sesión plenaria y en comisiones y contaría con grupos parlamentarios
coordinados por una junta. La iniciativa legislativa corresponderia a los diputados, y, en los

límites establecidos por la ley, a los entes territoriales.

El poder legislativo, al contrario, correspondería al Parlament y, por delegación, según las

modalidades previstas en la Constitución por la delegación de las Cortes al Gobierno, al

ConseU ExeClltiN. Al Parlament, corresponderia también de designar una parte de los

"senadores autonómicos", la elaboración de proyectos de ley por presentar al Congreso de

los Diputados y la iniciativa de los recursos al Tribunal Constitucional.

Las leyes catalanas serían promulgadas por e! P1'6.rident en nombre de! Rey y publicadas
tanto en el Diari Oficial de la Generalitat de Catam'!]a como en e! BOE. Es interesante notar

que al párrafo 2 del art.33 consta que la versión castellana de la ley será redacta por la

Generalitat.

Fuera de la clasificación en secciones, e! art.35 creaba el Síndi, de Gm/ges,. institución
catalana inspirada al ombNásman de los países nórdicos, nombrado por el Parlament para la

defensa de los derechos fundamentales y de las hbertades públicas de los ciudadanos y que,

a este fin, podrá supervisar las actividades de la administración.

76 Hay que tener presente que el asunto ya había sido, por lo menos parcialmente, zanjado en sede de debate
constitucional al aprobarse el arto 145 que establece que en ningún caso se admitiría la federación de
Comunidades Autónomas.
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La segunda sección, que se componía del sólo art.36, se refería a la figura del President. Ya

se vio como las distintas fuerzas políticas expresaron convencimientos diferentes acerca del

papel que tendría que jugar esta figura dentro del complejo institucional de la autonomía

catalana. Según establece el estatuto, éste sería elegido entre los miembros del Par/amen! •

algunos sostuvieron en su día que esta norma fue establecida para impedir un segundo
mandato de Tarradellas " tiene la función de dirigir y coordinar la acción de gobierno, es el

máximo representante de Catalunya. Es políticamente responsable delante del parlamento y

su método de elección sería establecido por una futura ley de la cámara catalana. Mientras

no estuviera aprobada la ley, la disposición transitoria regulaba la cuestión estableciendo

que el candidato, propuesto por el presidente del Parlament después de haber consultado

los portavoces de los partidos, tendría que presentarse en el aula, exponíendo su programa

de gobierno. Después de un debate, tendría que recibir la mayoría absoluta para ser elegido.
En la circunstancia en que no obtuviera la mayoría absoluta, tendría que presentarse otra

vez en aula para la votación y si tampoco obtuviera la mayoría absoluta de los votos,

presentándose por tercera vez le sería suficiente la mayoría simple. Si tampoco obtuviera la

mayoría simple se procedería a una nueva designación. Si tampoco el nuevo candidato

consiguiera ser elegido y fueran pasados tres meses de la primera votación, se tendría que

disolver el Parlamenty convocar nuevas elecciones.

Finalmente, se incluyó la posibilidad de nombrar un r:onsel/er en cap. En el marco de un

sistema sustancialmente parlamentario, la. figura del President resulta oscilar entre los

extremos de un sistema parlamentario clásico en el caso de nombramiento del r:onseller en cap

y de un sistema singularmente presidencialista en el caso en que el President asuma tanto la

función ejecutiva como la representativa.
La tercera sección (art.37-39), se ocupaba, al contrario, del Consel! Executiu. Este era

definido como "el órgano colegiado de gobierno con funciones ejecutivas" y respondería

políticamente y de forma solidaría delante del Parlament. Entre sus atribuciones, destacaba

también la de interponer recursos delante del Tribunal Constitucional. Sus miembros, que

no tenían que ser imperativamente parlamentarios, gozaban de inmunídad, con las mismas

modalidades de estos últimos. El Consell, en definitiva, parecía acercarse al modelo típico de

gobierno de sistema parlamentario, aunque en la experiencia del sistema catalán se

apreciaría a lo largo de los años, una cierta primacía tanto política como simbólica del

Presiden: de la Ceneralitat.

La cuarta sección se ocupaba del delicado tema de los controles. Las leyes aprobadas por el

Par/ament, serian excluidas de la jurisdicción administrativa y serán sometidas sólo, en su

56



caso, al control ejercitado por el Tribunal Constitucional. Además, en el texto se prevé, al

art.41, la creación de un organismo de carácter consultivo (que será el Consell Consultill) que

vigilará la adecuación al estatuto de los proyectos de ley en debate en el Par/amen!'.

Para lo que se refiere a los controles presupuestarios sobre las leyes catalanas, e! art.42

creaba la Sindicatura de Comptes de Catalnnya, en definitiva algo parecido al Tribunal de

Cuentas presente en casi todos los sistemas.

El Título II! (43-55) regula la materia de las Finanzas y de la Economía. Ya se vio como e!

tema fue uno de los más debatidos en el proceso de elaboración del estatuto y uno de los

más conflictivos en la negociación en las Cortes. El tema se tratará, difusamente en otra

parte de este trabajo. De momento, quizás sólo sea importante recordar que, descartada la

hipótesis del concierto económíco, se afirmaba la hipótesis de la financiación

"diversificada". El texto establecia, con su art.44, que las principales fuentes de financiación

de la administración autonómíca serán los rendimientos de los impuestos propios de la

Generalitat, los de los impuestos cedidos por el estado, la emisión de débito y e! recurso al

crédito, y los ingresos procedentes de un porcentaje de participación en los ingreso�
generales de! estado.

Cuanto a este último punto, e! estatuto fijaba los criterios través de los cuales a partir del

sexto año de vigencia de! mismo, se tendría que calcular ese porcentaje. Entre los criterios

destacaban, entre otros, la mediana de los coeficientes de población y esfuerzo fiscal de

Catalunya, este último calculado sobre la base de! mPF, la solidaridad interterritorial, y la

cantidad equivalente a la aportación proporcional de Catalunya por cargas y servicios

generales. Por los primeros cinco años, considerados el "período transitorio", en e! cual se

llevaría a cabo el proceso de traspaso de competencias y servicios de! Estado a la

Generalitat, la financiación se calcularia a partir de las indicaciones contenidas en las

disposiciones transitorias tercera y sexta, o sea sobre la base de! coste efectivo en e!

momento de la transferencia de los servicios. Se verá como la experiencia catalana en

materia de financiación marcará todo e! proceso en e! ámbito estatal.

Casi desaparecía en el impulso "intervencionista" y socializante que e! PSUC había querido
imprimir a esta parte del texto a lo largo de! proceso de redacción y que ya había parecido
redirnensionado en e! proyecto final de los parlamentarios. Sólo quedaba, al art.52, la

77 Será este el COtm/l C01tJJlltiu '" la GtII4f"lita� creado por la Ley 1/1981 del Parlament de Catalunya. Se trata
de un organismo formado por 7 juristas, cinco elegidos por el Porlamtnt. por mayoría de 3/5 y dos nombrados
por el gobierno, que se renueva parcialmente cada dos años. Tiene como función la de asesorar el Porlamenty
el GOIImI y formular dictámenes jurídicos sobre la constitucionalidad y la conformidad con el Estatut de las
normas que se están debatiendo en la cámara. No obstante haya casos en que es imprescindible la emisión de
dictámenes, éstos no son nunca vinculantes.
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facultad para la Generalitat de constituir instituciones que fomenten la plena ocupación, al

art.54, el fomento del cooperativismo, y finalmente, la facultad de construir empresas

públicas aunque sólo como medio para ejecutar sus competencias.
En general, el Título III, en el cual originariamente había encontrado su sitio una cierta

voluntad de construir un espacio de actuación autónomo para la Generalitat en campo

económico, aparece finalmente reducido a normas sintéticas, de mucha efectividad,

construido sobre la base de una necesidad de regular minuciosamente y rápidamente la

cuestión fundamental de la financiación del proceso de traspaso de las competencias.
El Título IV (art.56-57) regulaba el proceso de reforma del estatuto, que, según la letra del

texto, puede ser emprendido por las Cortes, por el Comell Exeaai», o por el Parlament,

cuando lo pidan un quinto de sus diputados. El proyecto necesita la aprobación del

Parlament con mayoría de los dos tercios, de las Cortes mediante Ley Orgánica y finalmente

de los electores a través de un referéndum. Si no supera con éxito uno de los trámites, no

podrá ser sometido otra vez a debate por lo menos durante un año. En el caso en que el

proyecto no modifique el cuadro de las relaciones entre el estado y la CA y sea presentado

por el Parlament, el proceso será diferente. La cámara autonómica redactará el proyecto y lo

enviará a las Cortes; éstas últimas tendrán treinta dias para analizarlo y emitir un dictamen.

En este punto se abren dos carninas: si las Cortes manifiestan "interés" en el lapso de

treinta días, el proyecto seguirá adelante; si éstas no se pronuncian, será convocado un

referéndum78 sobre el texto propuesto. Si los electores confirmarán su consentimiento, el
texto será enviado a las Cortes para que lo ratifiquen.
Las siete disposiciones adicionales y oebo transitorias completaban el texto estatutario..

Entre las previsiones normativas presentes en las adicionales destacaban la tutela de las

particu1aridades lingüísticas y históricas del Vall D'Aran, la gestión compartida Estado­

Generalitat del Archivo de la Corona de Aragón (cuestión que se reveló extremadamente

conflictiva), pero sobre todo la lista de los primeros impuestos cedidos por el Estado a la

Generalitat'",

Cuanto a las transitorias, de algunas ya se ha hablado, al tocar los temas de la ley electoral,
del President de la Ceneralitat y del sistema de financiación. Quedan por recordar, en esta

sede, la disposición transitoria sexta, que creaba la Comissió Mixta, órgano integrado de

manera paritaria por vocales de la Generalitat y del Estado y encargado de realizar el

seguimiento del proceso de traspaso de bienes y servicios y personal del estado a la

78 Sólo en este caso, según el apartado b del art.56 del Estatut, la Genetalitat podrá convocar autónomamente
un referéndum popular.
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Generalitat que incorporaría automáticamente y sin solución de continuidad los servicios ya

transferidos a partir de la constitución de la preautonomía'", Finalmente, la disposición
transitoria octava, que establecía los térrnínos para la cesión por parte del estado a la

Generalitat de un canal televisivo.

El texto definitivo del estatuto, respecto al texto presentado por los parlamentarios,

encajaba, sin ser desvirtuado del todo, las modificaciones impuestas por la negociación con

Madrid. Mantenía, aunque significativamente redirnensionado respecto a las esperanzas que

el conjunto del proceso de transición había suscitado en la sociedad y en la clase política
catalana y que ya la aprobación de la Constitución había sensiblemente rebajado, un

, .

horizonte de autonomía amplia. Si bien en el campo de la organización territorial se

imponen definitivamente y "sin retomo" los criterios sostenidos por el gobierno central,

que tanto pesarán a la hora de estructurar la nueva adrnínistración, el texto final había

podido contener con éxito los intentos de "devaluación" del complejo institucional

autonórníco.

Pero, sobre todo, el Estatut d'Autonomia de Catalunya de 1979 lograba conquistar una

"posibilidad codificada" (de menor o mayor profundidad y facilidad de acceso) para

Catalunya de llegar a decidir sobre todo un conjunto de materias de indudable importancia
consolidando el conjunto de las instituciones autonórnícas en un punto de referencia

insustituible para los ciudadanos. Seria la determinación y la vivacidad de la nueva

administración catalana a tener que decretar en que medida esa posibilidad legal se

transformaría en una posibilidad real

79 Se trataba de: impuesto sobre el patrimonio neto; impuesto sobre las transmisiones patrimoniales; impuesto
sobre sucesiones y donaciones; impuesto sobre bienes de luxo.
80 Una CD1II11IÍSsió Mixta c� lasmis� nu:cio.""� y trunb�é? !n�grada en manera paritaria por representantes
del Estado y de la Generalitat, había sido instituida, por ímcíatrva del ente preautonómico, el 23 de enero de
1978. Como resultado, ya se habían transferido, a lo largo del año, las primeras competencias en materia de
agricultura, industria, urbanismo, turismo y actividades insalubres.
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CAPITULO SEGUNDO

LA CONSOLIDACIÓN INSTITUCIONAL DE LA GENERALITAT DE
CATALUNYAy LAS RELACIONES CON LOS GOBIERNOS

CENTRALES

2.1 Las actuaciones de la Generalitat preautonómica y las primeras
transferencias

Las vicisitudes que llevaron a la restauración de la Generalitat de.Catalunya y a! retomo de

su presidente exiliado Josep Tarradellas en el octubre de 1977 han sido a menudo objeto de
, .

estudio para los investigadores que se han ocupado de esta delicada y dificil etapa de la

historia más reciente del Principados'.
Sin querer entrar en el fondo de la cuestión, intentando una enésima reconstrucción de los

acontecimientos que llevaron a la restauración de la Generalitat, estas.páginas intentarán

hacer, de manera sintética, un estado de la cuestión con referencia a que significó la

experiencia de la institución presidida por Josep Tarradellas desde el punto de vista de la

consolidación de las instituciones catalanas y de las transferencias de competencias.
Cuanto a! primer aspecto, como mínimo por lo que afecta a la vertiente simbólica - el

apego y la fidelidad de los catalanes a la Generalitat en cuanto institución de autogobierno

percibida como propia - se puede decir que los dos años y medio de la experiencia de la

preautonomía, parecen marcar un momento decisivo.

Como es sabido, en la decisión de restaurar la. Generalitat y de permitir el retomo de

Tarradellas jugaron un papel elementos y circunstancias muy diversas.

Los resultados electorales de 1977 en Catalunya que consagraban un claro predominio de

las fuerzas antifranquistas, catalanistas y de izquierdas empujaron a un Suárez receloso a

aceptar el retomo de un Tarradellas substancialmente más moderado que los partidos

catalanes, y históricamente enfrentado con ellos.

Por otra parte, Tarradellas - sorprendiendo tanto a! gobierno central como a las mismas

fuerzas políticas catalanas - no se conformó con jugar un papel de figurante, sino que

demostró, a lo largo de todo el proceso de negociación, querer ser un punto de referencia

real en el cuadro político.

81 Entte otros, los recientes j.SOBREQUÉS i CAILICÓ: Laji d,1 s;l.nd: la ..t1IjJeració d. la G.n.ralitat; ,I ..mm
tklp,.sitknt Tarraddías Base, Barcelona: 2002; CSENTÍS: J, tk sobt" Tarrad,l/as, La Campana, Barcelona: 2002,
los clásicos ].BENET: El P..sitknt Tarratkl/as '" els !lIIS textos Empúries Barcelona: 1992 y AARBÓS:
Tarratkllas, la ronci.ncia d'mt pobt., Grijalbo, Barcelona: 1998 y finalmente AMAYAYO: La 17IJ>ttlra eatatana

Afen, Catarroja: 2002.
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La casi "obsesión" del anciano político republicano para conseguir una salida lo más

institucional posible a las demandas de autonomía expresadas por las fuerzas políticas y la

sociedad catalana durante la transición, es un elemento reconocido tanto por la

historiografia, como, en definitiva, por el mismo Tarradellas82•

De esta visión institucionalista, y de la voluntad mostrada por Tarradellas de encamar

activamente e! autogobierno de Catalunya durante las primeras fases de la transición,

surgirán los duros contrastes entre e! anciano presidente y las fuerzas políticas catalanas

que ,acompañarán la vida de la institución preautonómica. Pero a la vez, gracias a esta

misma visión, a una proverbial tozudez en querer hacerla realidad, la Generalitat en cuanto
.

.

institución, y por consiguiente, su President hasta entonces exiliado y desconocido,

volvieron a una considerable popularidad entre los ciudadanos catalanes.

Con un Real Decreto promulgado a finales de septiembre se restablecía la Generalitat de

Catalunya y ]osep Tarradellas volvia finalmente a Barce!ona e! 23 de octubre de 1977,

después de haber conducido personalmente una negociación con e! Rey y con e! Presidente

de! Gobierno Adolfo Suárez en la cual habían participado, no sin contrastes con el anciano

político republicano, los diputados y senadores elegidos en Catalunya en las consultaciones

del 15 de junio.
El dia después de su llegada, operarios de la Diputación de Barce!ona sustituían e!letrero

Palacio de la Diputación situado encima de la puerta del edificio de la barcelonesa Plaza Sant

Jaume, por otro que recuperaba la antigua denominación en catalán de Pala« de la Generalitat

mientras se preparaba e! edificio de la Casa deIs Canonges, que históricamente había sido la

residencia oficial de los presidentes catalanes, para hospedar al nuevo e ilustre inquilino.
La recepción de Tarradellas en e! aeropuerto de! Prat y su recorrido en coche hasta la Plaza

SantJaume habían sido preparados hasta los últimos detalles por Pere Portabella, cineasta y
miembro de la Assemblea de Catalunya.
Muchisimos ciudadanos salieron a la calle para saludar e! coche oficial con el cual el

President cruzó la ciudad hasta comparecer en e! balcón de! Palau de la Generalitat y

pronunciar delante de una gran masa de ciudadanos reunidos en la plaza las ya celebérrimas

palabras: "Ciutadans de Catalunya, ja soc aquíl".
Como se verá más adelante, e! decreto real que posibilitó e! retomo de Tarradellas y el

establecimiento de la Generalitat preautonómica dejaba muy poco margen de actuación real

a la nueva institución, que sería, técnicamente, a lo largo de toda su existencia hasta la

82 Véase en este sentido,]. TARRADEllAS i]OAN:Ja IÓ<a'lUí. R....rd d'1I1f ,.torn, Planeta, Barcelona: 1988.
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primavera de 1980, una clase de Mancomunitat de las cuatro diputaciones provinciales con

muy pocos recursos y competencias.
Sin querer entrar en la eterna polémica sobre las razones y las consecuencias sobre la

transición catalana de la que se denominó no sin malicias la "Operación Tarradellas", es

indudable que la solemnidad de! acto de restauración, e! propio protagoniamo demostrado

por e! President y la decisión de los parlamentarios de respaldar - aunque fuera al precio de

perder parte de su protagonismo en toda la operación -, la construcción de un ente

preautonómico presidido por el anciano político republicano, contribuyeron a la

consolidación de una institución que a duras penas, a finales de la di�tadura, era conocida

por los ciudadanos catalanes.

En diciembre de 1977, después de más de un mes en que e! presidente pennaneció
enfenno, se constituia e! primer Consell Exexutiu presidido por Tarradellas.

Se trató, así como se había establecido en los acuerdos de última hora firmados por los

partidos, por e! President y e! gobierno central en Perpiñán, de un gobierno de unidad, en

e! cual eran representados la totalidad de los partidos políticos que habían obtenido

representación parlamentaria en Catalunya en las elecciones de! lS-J, con la excepción de

AP.

En concreto, lo integraban cinco consejeros políticos sin cartera (Joan Reventós, de! PSC­

C; Antoni Gutiérrez Díaz, del PSUC;Jordi Pujol, de CDC; Caries Sentís, de la UCD;Josep
Maria Ttigener, de la Federación Catalana de! PSOE) Y siete consejeros técnicos pero

políticamente cercanos a las. diferentes fuerzas políticas, estos últimos con cartera y

atribuciones propias. Así, se creaban los Departamentos de Gobernación, dirigido por

Frederic Rahola, independiente y colaborador de Tarradellas; Economía y Finanzas dirigido

JoanJosep Folchi, de UCD83;Enseñanza y Cultura, dirigido por Pere Pi i Sunyer, de EDC;
Sanidad y Asistencia Social, dirigido por Ramon Espasa, del PSUC; Política Territorial y
Obras Públicas dirigido por NarCÍ5 Serra, de! PSC-C; Agricultura, dirigido por Josep Roig,
de ERC y Trabajo, dirigido por e! socialista y sindicalista de la UGTJoan Codina.

., Según todas las previsiones, el designado para ocupar la cartera de Economia i Finances debía ser el

economista y líder de la EDC Ramón Trias Fargas pero finalmente éste renunció a postular su candidatura.

Después de la renuncia de Trias Fargas, hubo muchas especulaciones sobre la posibilidad de que finalmente la
cartera fuera ocupada por Josep María CulleIl, jóven economista socialdemócrata de CDC, pero finalmente,
para respetar los equilibrios internos entre CDC y EDC se optó por proponer Pece-Pi i Sunyer, militante de

EDC, para la cartera de Ensenyarnent i Cultura. As!, accedía a la Consellería de Economia Josep Joan Folchi,
abogado de estado, exfraguista y secretario de UCD de Tarragona. El historiador Andreu Mayayo relata que,
cuando los representantes de los partidos democciticos presentaron sus quejas al President Tarradellas por el

nombramiento de un Conseller de claro pasado derechista y ligado al franquismo éste contestara

lacónicamente:"La democracia no es pot fer sense oblidar". Véase A.MAYAYO i ARTAL: La nplnra catalana

Afers, Catarroja: 2002 p.184.
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Esta solución de desdoblamiento de funciones entre consejeros políticos y consejeros

ejecutivos había sido el medio a través del cual se había podido l!egar en Perpiñán al

acuerdo que había dato el paso al decreto de restablecimiento firmado en septiembre.
Si por un lado se había descartado la hipótesis de un Consel! Executiu reducido y

directamente vinculado a los resultados del 15-], que verla una preponderancia de las

fuerzas de izquierdas - eventualidad temida tanto por el gobierno de Madrid como por el

mismo Tarradellas -, se abogaba por una presencia más o menos paritaria (con las únicas

excepción de los socialistas que tenían más representación y de -!\.P que no tenía ninguna)
de todas las fuerzas parlamentarias catalanas. Por otra parte, los partidos habían obtenído la

, .

posibilidad de indicar entre sus simpatizantes las "personalidades de probada capacidad

profesional" - así como indicaba el decreto de restablecimiento de la Generalitat - que

ocuparían las consejerías con cartera, y por consiguiente que disponían de mayor peso

político real.

Así, mientras en Madrid se empezaban los trámites para la elaboración de la Constitución,

Catalunya disponía de una institución que entroncaba con la tradición de autogobierno y de

un Consel! Executiu de unídacl, en el cual figuraban (única excepción en toda la Europa
alineada en el bloque occidental) incluso los comunistas del PSUC.

Independientemente de los poderes reales que dicha institución tenía, desde un punto de

vista simbólico, la conjunción realizada (no siempre fácilmente) entre la legitimidad
histórica representada por Tarradellas y su Generalitat y la nueva legitimidad democrática

surgida de las urnas en las primeras consultaciones ya representó un elemento decisivo para

la consolidación de la Generalitat y su arraigo entre la población.
Entrando en el segundo aspecto, el más ligado directamente a la obra de gobierno de la

Generalitat preautonómica, lo primero que se tienen que tener en cuenta es el marco

juridico en el cual esta institución se encontró a operar.

El Real Decreto 41/1977, de 29 de septiembre, en este sentido se limitaba a afirmar que se

restablecía con carácter provisional la Generalitat de Catalunya, derogando así el decreto de

5 de abril de 1938 con el cual Franco había disuelto las instituciones autónomas catalanas.

Sus competencias se extenderían a los territorios comprendidos en las provincias de

Barcelona, Tarragona, Girona y Ileida y sus órganos serían el President y el Conse!!

Executiu. El articulo sexto del decreto detallaba las competencias directamente atribuidas a

la nueva institución: la aprobación de las normas de funcionamiento interno (que no fueran

en contraste con la letra del decreto), la progresiva integración de las funciones y las

competencias de las Diputaciones Provinciales (que mantendrían pero en todo caso intacta

63



su personalidad jurídica), la posibilidad de proponer al gobierno central las medidas que se

juzgaran necesarias con relación a los intereses catalanes.

Desde un punto de vista estrictamente jurídico, el ente preautonómico diseñado por el

decreto 41/1977 era poco más que un órgano de coordinación técnica de las funciones de

las cuatro provincias. Las normas y los acuerdos de carácter general, sólo podían ser

adoptados conjuntamente por el Consell Executiu y la Presidencia, previsión que otorgaba
a la institución un fuerte carácter "presidencialista". No disponía de un parlamento, y,
consecuentemente, tampoco de capacidad legislativa propiamente dicha y las competencias
que le había atribuido el decreto, resultaban ser reducidas, confusamente formuladas y, en

.
.

todo caso, más de carácter consultivo que deliberativo.

Poco más tarde se aprobarían también unas normas que preveían la creación de unas

comisiones bilaterales Diputaciones Provinciales-Generalitat y Estado-Generalitat que

gestionarían la transferencia de competencias y servicios al ente preautonómico, Las dos

comisiones se crearían efectivamente a finales de enero de 1978 y en marzo del mismo año

la Generalitat adoptaría su reglamento interior", según el cual seria la Presidencia - aunque

"de acuerdo" con el Consell Executiu - la única instancia capacitada para aprobar normas y
medídas de carácter general.
En lo que se refiere a la efectiva trascendencia politica de las medidas adoptadas por el ente

preautonómico, el balance es - tenida en cuenta la extrema precariedad, de medíos y de

espacio político real- moderadamente positivo.
Entre 1978 y 1980, la Comisión Mixta Estado-Generalitat firmó un total de 8 acuerdos de

traspaso de competencias85, en materia de comercio, agricultura, urbanismo, interior,

transporte, cultura, sanidad y trabajo. En el mismo período hubo acuerdos también de la

Comisión Mixta Diputaciones-Generalitat, cuyo mayor resultado fue la inauguración de

una práctica de coordinación entre los presidentes de las Diputaciones y la Generalitat y la

preparación del terreno para una efectiva transferencia de competencias.
En este cuadro, dos iniciativas parecen tener un contenido político de más alta

significación.
En primer lugar, la creación, por parte de la presidencia de la Generalitat, del Servei

d'Ensenyament del CataIa en el mayo de 1978. Esta iniciativa dará lugar un mes más tarde

.. Art.8 del R4glament de Rigim b,t,,;or d.1a G,n.ralitat tú Cataftntya, 18 de marzo de 1978.
SS RO 1383/1978, en materia de agricultura; RO 1384/1978, en materia de industria energía y minas; RO
1385/1978, en materia de urbanismo; RO 1386/1978, en materia de comercio; 2115/1978, en materia de

transportes y actividades dañinas y insalubres; Orden Ministerial de 17 de enero de 1979, RO 2210/1979 Y
RO 2917/1979 en materia de agricultura, ganadería y pesca.
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a un Real Decreto" que establecia la obligación de la enseñanza del catalán en todas las

escuelas del Principado.
Y, en segundo lugar, la aprobación del Plan Único de Obras y Servicios que centralizaba en

manos del Consell Executiu la iniciativa de las Diputaciones Provinciales en este campo."
Pero más allá de los contenidos políticos concretos de las medidas adoptadas por la

Generalitat presidida por Tarradellas, tres elementos parecen ofrecer indicios del como y

del cuanto aquella primera experiencia contribuyó a consolidar las instituciones de

autogobierno de Catalunya.
Por un lado, un dato que salta inmediatamente a la vista es la extremada producción

. .

normativa del ente preautonórnico. Entre 1978 y 1980, la Presidencia de la Generalitat

aprobó más de doscientas disposiciones entre decretos, reglamentos y acuerdos". En

analizar la magnitud de este dato quizás se tenga que tener en cuenta un cierto deseo de

protagonismo expresado por un President a menudo enfrentado con unos partidos

políticos más ocupados en la redacción del estatuto (en e! cual, según e! anciano político

republicano, no quisieron que participara)·' que en la gestión del día a día de un ente.

preautonórnico dotado de relativo poder político y, además, marcadamente

"presidencia1ista". Pero más allá de la trascendencia real de estas disposiciones, y de las

razones que llevaron a su adopción, lo que parece evidente es que de alguna manera la

experiencia preautonórnica y su exuberancia normativa, contribuyeron a visualizar delante de

los ciudadanos la existencia de una institución autónoma catalana, que, pese a los límites

legales y políticos impuestos por las circunstancias, tomaba posición con respecto a la

situación política, adoptaba medidas y se configuraba como un referente percibido como

real.

Y, por e! otro, la experiencia de! gobierno de unidad, a la fuerza o por consentimiento,

situó definitivamente los partidos políticos catalanes en un contexto institucional

compartido del cual la Generalitat se configuraba como elemento centtal. Así que la

experiencia Generalitat provisional, paralelamente al proceso de elaboración del estatuto,

86 Real Decreto 2092/1978, de 23 de junio.
87 Traspaso incluido en el ya citado Real Decreto 2115/1978, de 26 de julio.
8B La lista completa de las disposiciones aprobadas es posible consultarla en GENERALITAT DE
CATALUNYA: La G,neralital tÚ Cata/IJ'!Ya. Jllllio 1977- septi,mbrr 1978 Servei de Publicacions de la Generalltat
de Catalunya, Barcelona: 1978 y GENERALITAT DE CATALUNYA: La Gmeralital tÚ Cata/IJ'!JO Servei de
Publicacions de la Generalitat de Catalunya, Barcelona: 1980.
89 En el ya citado agitado pleno de la Diputación de Barcelona de 28 de septiembre, Tarradell.. afirmaba:"Ha
sido un grave error para Catalunya que instituciones como la Diputación y la Generalltat no hayan tenido

ninguna intervención en el Estatut ni se les haya pedido su opinión. Es un hecho grave que el Estatut se haya
hecho al margen de la Generalltat y. de las instituciones que rigen este pueblo.(...) Es grave que se haga un

Estatut sin que el pueblo pueda opinar sobre el mismo. Cuatro partidos - CiU, PSC, PSUC, UCD - y el
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fueron las diferentes y complementarias experiencias que contribuyeron a la construcción

de un marco de referencias y valores compartidos que seguirá produciendo sus frutos hasta

nuestros dias.

Y, finalmente, no obstante, como se vio, los márgenes de actuación legal para la nueva

institución fueran reducidos y su carácter de ente representativo de la voluntad popular
catalana fuera substancialmente débil y indirecto, la práctica inaugurada con la constitución

de las Comisiones mixtas marcará un precedente importante en el marco de las relaciones

entre el gobierno central y las instituciones catalanas en materia de transferencia de

competencias y funciones.

Por todas estas razones, se puede decir que, si bien desde el punto de vista de las

transferencias de competencias la experiencia preautonómica no representó un avance

significativo hacia la construcción de un autogobierno real, con respecto a la consolidación

institucional, tanto con relación a 19S ciudadanos, como a los partidos políticos catalanes

como, finalmente, al gobierno central, constituyó, en vísperas de las primeras elecciones

autonómicas del marzo de 1980, un precedente del cual todos estos actores tendrian que

tener en cuenta.

2.2 Las elecciones de 1980

Con un decreto de la Presidencia de la Generalltat del 17 de enero de 1980, se convocaban

para el dia 20 de marzo siguiente las primeras elecciones autonómicas catalanas.

Se cerraba así, después de poco más de dos años la experiencia de la Generalitat

preautonómica y se abria una nueva fase en la cual de la victoria de una o de otra fuerza

política dependeria una diversa aplicación de la carta estatutaria que había sido redactada

por amplísimo consenso por las fuerzas políticas y aprobada por referéndum por los

ciudadanos pocos meses antes.

Por otra parte, estos comicios representaban por el conjunto del estado español un primer
test importante después de la aprobación del Título VIII de la Constitución, y, como se

verá, esta circunstancia será subrayada por la presencia en Catalunya durante la campaña
electoral de los mayores líderes políticos del estado.
Las fuerzas políticas que finalmente se presentaron delante de los electores eran en su

mayoría las mismas que habían participado a las elecciones legislativas del año precedente,

aunque se asistirá a una cierta reubicación de las fuerzas y de los intereses en campo - tanto

Señor Suárez han hecho un Estatut para Catalunya. Los demás no hemos dicho nada porque no se nos ha

pedido nuestra opinión". En: La Vanguardia, 29 de septiembre de 1979, p.18.
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por lo que se refiere al perfil ideológico de los partidos, como por lo que atañe a las alianzas

entre ellos - y a la aparición de algunas candidaturas nuevas, como la del Partido Socialista

de Andalucía, que en 1977 se había presentado junto a los nacionalistas de PDC, y de los

grupos nacionalistas más radicales del BEAN y de Nacionalistes d'Esquerra, que de alguna
forma recogían una cierta tradición crítica con la manera en que se había, por parte de los

partidos mayoritarios gestionado la fase constituyente y estatutaria.

A la derecha, en el cuadro de los partidos de ámbito estatal, Alíanza Popular, después de la

enésima operación de imagen, se presentaba bajo el cartel de. Solidaritat Catalana que

aunaba los correligionarios catalanes del partido de Manuel Fraga X varios personajes de la

vida económica y productiva del país, en un intento de mejorar los desastrosos resultados

que la derecha más reaccionaria y ligada a los intereses de Madrid había cosechado en las

consultaciones anteriores.

UCD y Centristes de Catalunya, convertidos ahora en un partido político, con pocas y

confundidas referencias a un modelo de sociedad occidental, jugaban la carta de la

continuidad y de la vinculación con el gobierno de Madrid, intentando atribuir

directamente los éxitos de la transición a la gestión gubernamental de Adolfo Suárez.

En el ámbito de las fuerzas catalanas, sea nacionalistas, sea de izquierda y de alguna forma

coaligadas con fuerzas estatales, fueron otra vez ERC, PSC, PSUC y la coalición CiU que

intentarán y conseguirán contenderse el grueso de los votos de los ciudadanos catalanes.

En realidad, ya desde el otoño precedente, parecía claro a más de un observador cuales

serian.las candidaturas con más probabilidades de éxito.

"Hay dos hombres que no duermen en Catalunya. Uno por miedo a no ser President de la

Generalitat, el otro por miedo a serlo". Esta frase, atribuida a Josep Tarradellas, habría sido

pronunciada durante una conversación informal con Josep Pla en el octubre de 1979, y­
más allá de su veracidad - describía gráficamente la situación política catalana a la vigila de

la primera campaña electoral!JO.

Los dos hombres en cuestión serian respectivamente Joan Reventós, líder socialista y Jordi

Pujo!, que encabezaba la candidatura de la coalición Convergencía i Unió.

El primero, fuerte de los resultados obtenidos por los socialistas en todas las anteriores

consultaciones era considerado por todos los comentaristas y por la opinión pública en

general como favorecido, pero (y de aquí el miedo) seguía, ya en campaña electoral sin

definir claramente con cuales fuerzas, una vez ganadas las elecciones, compartiría

responsabilidades de gobierno, si con el PSUC o con CiU.
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El segundo, después de los poco confortantes resultados de su formación política en las

legislativas de 1977 y 1979 Y de las municipales, en las cuales su formación no había

conseguido despegar del todo, había puesto todo el empeño en una campaña en que había

hecho todo lo necesario para presentarse como el verdadero· único presidenciable.
El partido de Pujol, Convergencia Democrática de Catalunya ya en 1978 había

definitivamente abjurado las sugestiones del socialismo sueco que habían animado su

programa de los inicios y, formando una coalición electoral estable con Unió Democrática

habia reforzado su perfil moderado en cuanto a las grandes opciones de política
económica, intentando así captar una parte de electorado que. ha�ía depositado hasta

entonces su confianza en la UCD.

Para los socialistas, la alianza con el PSUC constituía un problema y al mismo tiempo una

posibilidad. Los resultados del PSUC en las consultaciones precedentes habían demostrado

que, aunque con una tendencia ligeramente descendiente - que sufrirá una aceleración

imparable al principio de los años 80 después de la implosión del partido en su congreso

de 1982 - los comunistas catalanes podían recoger, en las previsiones, un porcentaje de

votos entre el 15 y el 20% que, sumado al 25-30% previstos para los socialistas y

eventualmente al apoyo de ERC, podía garantizar una sólida mayoría de gobierno.
Además, el PSUC para estas consultaciones había abogado por presentar como candidato a

la presidencia al senadorJosep Benet - el senador más votado de todo el estado español en

las consultaciones de 1977 - hist6rica figura antifranquista de extracción católica y fundador

y dirigente de la Assemblea de Catalunya.
Pese a que los comunistas se hubieran manifestado desde el principio a favor de mantener

el gobierno de unidad que había caracterizado la etapa de la preautonomía, sobre la base del

razonamiento según el cual la primera legislatura autonómica seguiría siendo constituyente,
era bien presente en la mente de comentadores y de los mismos partidos que si se hubiera

mantenido la tendencia electoral del bienio 1977-1979, la posibilidad de una Genera1itat de

izquierda, presidida por Reventós y apoyada externamente por el PSUC era más altamente

probable.
Contra esta perspectiva, ya la coalición UCD-CC había comenzado a alertar bien antes del

inicio de la campaña electoral proponiendo a CiU la creación de un "grande centro" que

pudiera aislar políticamente a los partidos marxistas.

Pero al lado de la UCD, ya antes que empezara la campaña propiamente dicha, otra fuerza,

mucho más poderosa había decidido mover ficha para evitar a toda costa la posibilidad de

.. Citado en S. SERRANO:"La victoria por sorpresa de Pujol" en Memoria tk Catabtl!Ja El País, Barcelona::
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una Generalitat roja. Alfredo Malinas, entonces dirigente de la Confederación Española de

Organizaciones Empresariales (CEOE), presidida por Carles Ferrer Salat, explica así la

intervención de aquella organización en la campaña electoral de 1980: "Decidimos dar la

cara porque nos encontrábamos en un momento decisivo" en el cual la victoria de la

izquierda podía "poner en peligro la economía del país?". Estas palabras, observadas casi

veinticinco años después de los hechos, parecen más que excesivas. Pero en el fondo,

incluso en 1980 resultaban un tanto salidas de tono: la propia dinámica de elaboración del

estatuto y las modificaciones que el texto había sufrido en su pase por las Cortes habían

reducido drásticamente los poderes de control sobre la economía catalana que socialistas y
, '

sobre todo comunistas habían querido atribuir a la Generalitat.

Pero en todo caso esta directa y contundente intervención del empresariado contribuyó a

teñir toda la campaña electoral de tonos fuertemente ideológicos y a sembrar entre el

electorado una cierta sensación de que la campaña sería una batalla ideológica entre un

modelo marxista iliberal, dirigista y colectivista representado por el PSC y el PSUC

(verdadero destinatario de la campaña' de caza de brujas) y un modelo occidental,

respetuoso con las libertades individuales y sobre todo con la propiedad privada y la

libertad de empresa.

La intervención de la patronal, que se concretizó en la organización de toda una serie de

actos públicos convocados por los empresarios (congresos, jornadas, asambleas,
encuentros...), en la adquisición de espacios publicitarios en los medios de comunicación y

en un cierto soporte financiero a la campaña electoral de los diversos partidos "no

marxistas", tenía como destinatarios un abanico de fuerzas muchos más amplios con

respecto a las que la UCD en su momento había indicado como posibles integrantes de un

grande centro: de Solidaritat Catalana hasta ERC, pasando, naturalmente, por CiU. En

otras palabras, todas las fuerzas con excepción de los independentistas, del PSA, del PSUC

y del PSC recibieron apoyo y ayudas más o menos significativas por parte de la patronal
catalana".

1997 p.131 .

• 1 En S. SERRANO: "La victoria por sorpresa de Pujol" en M,moria tk Cata"''!Ya, El País, Barcelona: 1997,
p.133. Sobre el papel del empresariadc en las elecciones autonómicas de 1980 véase también A. BALCELLS:
El nacionalismo <atolón Historia 16, Madrid: 1991, págs. 191 Y ss,;J. vAlLÉS: "La vida electoral a Catalunya"
en EQUIP DE SOCIOLOGIA ELECTORAL DE LA U.A.B: At"s ,"aoral d, Cata"''!Ya 1976.1980
Fundación Jaume Bofill Santa Eulália de Ron9"'a: 1981 p.48 Y J.LoRÉS: La lraltsició a Catallll!Ja 1977-1984.
Elp'!iolism, i ,Ir altrrs Empúries, Barcelona: 1985 págs.38-40 .

•2 Ramón Viñals, responsable de la campaña electoral de ERC en 1980, declaré, después de haber
abandonado el partido, que los republicanos recibieron en aquella ocasión, 40 millones de pesetas de la
patronal. Heribert Barrera siempre negó el extremo y Joan Hortal.. , secretario de ERC a partir de 1984,
declaró al respecto que él no tuvo la sensación que durante la campaña de 1980 hubiera financiación
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La acción de los empresarios catalanes empeñados en aquella campaña electoral no parecía
asimismo responder a un proyecto político definido y concreto. En otras palabras, el

empresariado no parecía apostar directamente por un partido o por una coalición

determinada sino que intervenía al lado de todas aquellas fuerzas, a menudo con proyectos

políticos enfrentados entre sí (como era e! caso de Solidaridad Catalana y ERC, por

ejemplo) pero que en todo caso se caracterizaban por ser no marxistas.

El único objetivo de la patronal fue, en definitiva, cortar el paso a la perspectiva de una

Generalitat "social-comunista" que habría, según los empresarios, alejado las inversiones

extranjeras y empeorado la ya clificíl situación económica en la cual se �ncontraba el país.
El PSUC, por su parte, para paliar los efectos del ataque al cual era diariamente sometido,

intentó reforzar su imagen de partido moderado y dialogante, 'organizando varios actos

orientados a captar las inquietudes de la pequeña y mediana empresa y de los trabajadores
autónomos.

En este cuadro, puede ser interesante analizar la actitud demostrada por CiU con relación a

las iniciativas puestas en marcha por la patronal Alfredo Molinas cuenta como los

candidatos de la coalición nacionalista asistieron a todos y cada uno de los más de 70 actos

organizados por la patronal" sin intervenir directamente casi nunca. Bien conscientes de las

previsiones que seguían dando' a los socialistas como seguros ganadores, los dirigentes

convergentes, aunque se mostraron muy receptivos a las demandas y a los intereses que la

intervención de la patronal quería subrayar, no se alinearon completamente con ellas".

CDC compartía con PSC y PSUC e! gobierno de las mayores ciudades catalanas desde e!

abril de 1979, bajo aquella fórmula de los Pactes de Progm que había permitido en Catalunya
- a diferencia de cuanto estaba ocurriendo en e! resto de! tei:citorio de! estado - la

renovación a fondo de gran parte de la clase dirigente municipal
El tema de las alianzas para el futuro gobierno de la Generalitat, había sido tratado por e!

Consell Nacional de CDC sólo en e! febrero de 1980. A diferencia de! PSC, CDC se

pronunciaba claramente con respecto a este punto. Recogía sólo parcialmente la presión

"externa" pero que, en todo caso, quien manejaba el dinero era V1ñaIs. Véase S. SERRANO: "La victoria, ..
cit, p.133. .

93 La mayoría de los actos estaban orientados a dignificar la figura del empresario, a resaltar su perfil de
creador de riqueza y no como explotador. Sin embargo, el empeño de la CEOE en la campaña rozaba a veces

los extremos de la amenaza. En un anuncio publicado a toda página por la Sefes del Baix Llobregat -

trsdicional bastión de PSC y PSUC - se subrayaba corno '10s empresarios no tienen demasiada confianza en

crear puestos de trabajo allí donde existan ayuntamientos marxistas y un electorado de dicho signo político,
habida cuenta de que nada se puede experar de aquellos que propugnan principios absolutamente contrarios a

la libertad individual, a la libre empresa, y en definitiva pretenden destruirla para proponer modelos estatistas

incompatibles con la propia democracia". En S. SERRANO: ''La victoria... cit. p.133.
94 Al respecto Molinas recuerda:"venían a todos los actos que organizábamos con empresarios y se ponían en

primera fila para dejarse ver, aunque casi nuncaintervenlan". En S. SERRANO: "La victoria... cit, p.133.
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ejercitada por la patronal: descartado el gobierno de unidad y confirmada la voluntad de

mantener la coalición con Unió Democrática, e! único partido del posible arco

parlamentario catalán con el cual CDC reconocia la imposibilidad de un pacto por

manifiesta "incompatibilidad ideológica" era e! PSUc. Por lo demás, una CiU que todavía

no aspiraba y no podía imaginar de poder ser la primera fuerza del país, dejaba abierta toda

clase de posibilidad: desde un gobierno de centro-derecha, por construir con la UCD, hasta

un gobierno nacionalista y moderadamente progresista con ERC hasta finalmente una

especie de grande acuerdo "a la alemana" constrnido juntamente <;:on el PSC.

La impresión que se desprende de este posicionamiento es que tod�vía a la vigilia de la

campaña electoral, los dírigentes nacionalistas - como, por otra parte, la mayoría de la

opinión pública - estaban convencidos que los socialistas serian los ganadores de las

elecciones, pero intuían que éstos últimos posiblemente no conseguirían, ni

aritméticamente, ni políticamente, por las presiones ejercitados por varios sectores, formar

una mayoria con e! PSUC.

De este convencimiento, nacía la apuesta de CDC de convertirse, en un escenario de

probable falta de mayorias absolutas, en el elemento central del sistema político, en la

fuerza con la cual cualquier coalición posible tendría que contar.

ERC, por otra parte, no acabó de definirse directamente sobre el tema de las alianzas

postelectorales. Sin declarar directamente una incompatibilidad con el PSUC, hacía resaltar

las díferencias entre las posiciones de estos últimos y las del PSC y subrayaba las

coincidencias de las instancias republicanas con las socialistas. Además, coherentemente

con las posiciones que había sostenido durante el debate constituyente y estatutario, ERC

planteó toda su campaña sobre la necesidad de cambiar la carta estatutaria que, en la

opinión de su máximo dírigente, Heribert Barrera, había diseñado una autonomía

insuficiente y limitada.

La campaña electoral de 1980 había sido caracterizada pues, por dos elementos

fundamentales: por un lado, por la convicción casi absoluta de una victoria socialista que

llevaría Joan Reventós a ser President de la Generalitat; y, por el otro, por un continuo

debate sobre las alianzas posibles entre las fuerzas políticas. Un debate que la intervención

directa de! FIN había trasformado en marcadamente ideológico, y en el cual los socialistas

no quisieron o no supieron pronunciarse claramente y tomar la iniciativa.

Los números pusieron literalmente patas arriba todos los escenarios previstos. CiU

resultaba ser la candídatura más votada, con el 27,68% y 43 escaños, seguida por la del PSC

que conquistaba el 22,33% de los sufragios y 33 diputados, mientras que e! PSUC,
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manteniendo prácticamente intacta su fuerza electoral, contabilizaba el 18,68% de los votos

y elegía 25 diputados.

Elecciones al Parlament de Catalunya. 20 de marzo de 1980.

Resullados globales 11 Tolales 1I 11 1
Censo electoral _JI 4.436.459 11 1
Particieación 11 2.725.558 (61.44 %) 11 1

Votos a candidaturas 11 2.693.986 II 1I I
Votos en blanco 11 18.004 11 1
Votos nulos 13.568 11 11 '

,

1
Votos I % sobre 1I Escaños 1votantes

CiU 754.448 27.68 43 1
PSC 608.689 22.33 33 1
PSUC 509.014 18,68 25 1
UCD 287.610 10,55 18 1
ERC 241.711 11 8,87 14 1
PSA 72.071 11 2.64 2 1
Otros 220.443 11 9.25 - 1

Fuente: W.b Oficial del Parlament de Cat:dunya. www.parlament-cat.net. 2004

La UCD conquistaba un modesto 10,55% y enviaba 18 representantes en el nuevo

Parlament y ERC conquistaba un buen resultado alcanzando casi el 8,9% de los votos y

eligiendo 14 diputados. El PSA recogía el 2,64% y elegía dos diputados y las fuerzas

nacionalistas y independentistas del BEAN y de los Nacionalistes d'Esquerra se quedaban
finalmente sin representación parlamentaria, aunque estos últimos recogieran casi 40 mil

votos correspondientes al 1,66% de los sufragios emitidos. El experimento de Solidaridad

Catalana finalmente confirmaba el poco arraigo que el partido de Fraga tenía en el

Principado: recogiendo esta formación sólo el 2,37% de los sufragios se quedaba fuera del

primer parlamento autonómico catalán.

El FIN publicaba una nota oficial con la cual felicitaba los candidatos "defensores de la

libre empresa" y Josep Mella, portavoz de la Moncloa a Barcelona declaraba satisfecho que

Catalunya había finalmente apostado por "la opción política occidental'�95.
Los resultados de las consultaciones de 1980 dibujaban finalmente un cuadro político de

equilibrio de las fuerzas substancialmente diferente de las consultaciones legislativas de

pocos meses antes. Las razones patecen diversas, complejas y multíplices.

os Véase La VanguartGa, 21 de marzo de 1980.
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En primer lugar, un dato que salta a la vista y que condiciona profundamente los resultados

finales es representado por la alta abstención, que alcanzó casi el 38% en el conjunto del

territorio, superó el 50% en algunas comarcas de la provincia de Tarragona y que pareció
afectar sobre todo el PSC96• El aproximadamente 6% de votos que pierde el PSC en pocos

meses parece ser absorbido en una parte por el PSA, por ERC e incluso por CiU, pero en

su gran mayoría parece perderse en beneficio de la abstención. Verosímilmente es posible

pensar a una cierta dificultad de los socialistas catalanes en movilizar su electorado no

militante - sobre todo el de las zonas de más reciente inmigración - en vista de las

consultaciones autonómicas. El fenómeno - no siempre en las mismas proporciones - se ha
, .

ido verificando puntualmente en otras convocatorías electorales para el Parlament de

Catalunya, la modalidad en la cual los socialistas han cosechado históricamente en

Catalunya sus peores resultados.

En segundo lugar, hay que tener en cuenta la naturaleza de estas consultaciones, que siendo

referibles a un horizonte integralmente catalán, premiaron a las formaciones que más

"invirtieron" políticamente en ellas, o sea, las formaciones nacionalistas.

En tercer lugar, cabe destacar las repercusiones que sobre todo el proceso electoral pueda
haber tenido la experiencia "presidencialista" de la Generalitat de Tarradellas que, de

hecho, se transformó en una atípica y larguísima precampaña electoral.

La aceptación por parte de las fuerzas políticas catalanas de una preautonomía en la cual la

posición del President se había demostrado singularmente destacada pareció afectar de

manera absolutamente contraría a los dos mayores competidores de 1980.

Por un lado, los más de dos años en que Tarradellas permaneció al frente de la Generalitat

provisional privaron a Reventós, líder del partido más votado en las consultaciones de 1977

y 1979, de la posibilidad de ejercer una verdadera acción de gobiemo independiente y

"vendible" al electorado. A la vez, en su posición de cabeza visible de la fuerza mayoritaria

que había sido determinante en la restauración de la Generalitat, el dirigente socialista se

encontró a actuar - en alguna medida también decidió actuar - como si realmente fuera el

jefe de un gobierno que se presentaba para una confirmación en el cargo, actitud que le

llevó a tener que cargar con un cierto inevitable desgaste.
Por el otro, la personalización de la contienda derivada del presidencialismo tarradellista,

contribuyó a potenciar el valor añadido que un hombre como Jordi Pujol podía aportar a

su formación política y a situarlo en una posición favorable para librar una campaña en la

cual, en las previsiones, no tenía nada que perder. El liderazgo de Pujol nace de la apuesta

.. Véase J. M. VALLÉS: "La vida electoral en Cata!unya" en EQUIP DE SOCIOLOGIA ELECTORAL

73



moderada de reconstrucción nacional que, a partir de 105 años 50 y 60, protagonizó una

parte importante del mundo católico y burgués catalán. En este sentido, Jordi Pujol era - y,

además nunca dejó de presentarse como tal - ya mucho antes de la transición,

presidenciable catalán'". Sólo hace falta pensar que después de los Fets del Palae

un futuro

de 196098,

que llevaron al líder nacionalista a las cárceles franquistas, aparecieron varias pintadas por
las calles y las carreteras de Catalunya que reproducían la equivalencia:"Pujol=:Catalunya".
En definitiva, veinte años después fue exactamente esta equivalencia la sustancia del

mensaje que la campaña de los nacionalistas quiso y supo subrayar y que acabó haciendo

mella en los electores catalanes que acudieron a las urnas en aquel jueves de marzo de 1980.

y finalmente, como ya se ha apuntado brevemente, lo que había cambiado profundamente
entre 1977 y 1980 era la colocación político-ideológica de la coalición liderada por Jordi
PujoL Atenta a los intereses empresariales, evitaba de alinearse explícitamente con éstos y

se dirigía no sólo a la gran empresa representada por el FIN sino sobre todo a la media y

pequeña empresa, verdadera columna vertebral de la economía catalana. De este modo,

proponía a amplios sectores moderados catalanes una alternativa integralmente nacional

que los liberaba de la elección obligada de confiar en la UCD, que, a la suma, era y

permanecía un partido estaral con profundas raíces en el régimen anterior.

CDC, desde 1978 reforzada "a la derecha" por la alianza orgánica con UDC, se configuraba
entonces como una fuerza a salvo de cualquier claudicación anterior con respecto al

franquismo, que nacía de la alternativa moderada de la oposición anrlfranquista, aquella
misma alternativa que había tenido sus momentos más significativos con la experiencia del

"fer país", de la Banca Catalana y del Ómnium Cultural En marzo de 1980, cuando lo que

estaba en juego era la posibilidad, a través de los instrumentos proporcionados por el

Estatut, de empezar a reconstruir una Catalunya autónoma, la propuesta de CiU sumaba al

16% de sus votos, una parte importante de los sufragios de aquella parte de ciudadanos

que, catalanistas y moderados, habían estado oscilando entre estas dos naturalezas y que

hasta entonces habían votado por la UCD, frustrando así la dimensión nacional de su voto.

Ateniéndose a los resultados, el día después de las elecciones, pues, las hipótesis de

gobiemo posibles, eran substancíalmente tres: un gobierno de progreso, integrado por PSC,

PSUC y ERC; un gobierno de amplísima mayoría, integrado por PSC, CiU y ERC; o

finalmente un grande acuerdo PSC y CiU que contaría con 76 diputados sobre 135.

DE LA UAB: Atk¡ .kcflJral tk CatamlrJa 1976·1980 Fundació Jaume BofiIl, Barcelona: 1981 págs. 50 Y ss.
97
Véase: R.WIRTH:Jonfi Pujo� honorobk romdord.jondo Grfjalbo, Barcdona: 1981 y S. BAIGES:Jordi Pujo/,

historia tk una obm;ón Temas de Hoy, Madrid: 1991.
98 Véase J. CREXELL: E!JfttJ tklPa""';,1 rollJ,n tkguerra a Jordi PlfiolLa Magrana, Barcelona: 1982.
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Descartada muy rápidamente la hipótesis del gobierno de progreso - en este sentido ERC

había hablado de una cierta compatibilidad con el PSC pero nunca se había pronunciado a

favor de una colaboración con el PSUC -, la iníciativa pasó en las manos de CiU en cuanto

candidatura más votada, y los dirigentes nacionalistas pidieron formalmente tanto a los

socialistas cómo a los republicanos de compartir responsabilidades de gobierno.
La dirección del PSC, reunida el 24 de marzo, después de una larguísima reunión durada

varias horas, decidió finalmente de desestimar la oferta de los nacionalistas'". Muchos

dirigentes socialistas consideraron después, a la luz de tantos años de gobierno de CiU,

como un error!oo.

El problema que se ponía para el PSC era mantener la recién constituida unidad del

partido,'?' que podía quedar seríamente comprometida si finalmente sus dirigentes hubieran

decidido participar en un gobierno presidido por Jordi Pujo!' En este sentido, el riesgo de

unas duras acusaciones - procedentes de dirigentes, cuadros, militantes, pero también de

simples simpatizantes - de subordinación y de entreguismo político hacia la coalición que se

había significado claramente a 10 largo de la campaña como alternativa al socialismo,
.

.

demostró ser un precio que los dirigentes del PSC no estuvieron dispuestos a pagar .

.. El único dirigente socialista que defendió en el seno del Consell Nacional del PSC celebrado el día siguiente
de las elecciones fue Francesc Ramos. El dirigente socialista Jordi Font relata que la propuesta de Pujol fue
discutida en una improvisada reunión la misma nocbe electoral por el mismo Font, Raimon Obiols y Joan
Reventós y que fue desestimada, así como después fue confirmado en el Consell Nacional. Según Font la
oferta "no es podia acceptar per UDS quants motius: el primer, per la campanya que hav:ia dut a terme

Convergencia, la qua! condicionava el .egon aspecto, que era l'acceptació. Haver-ho fet hauria fet eselatar el

partit en mil rcossoe". Y para Raimon Obiols "El dubte era si l'oferta de Pujol era real o només una figura
retOrica. En tot as, lamajoria total del partit hi estava en contra. Cree que vam cometre dos errors; el primer,
no haver intentat l'apropament a une. altres fo",es de progrés, ERC i PSUC; el segon, pensar que la situaeié a

Catalunya estava normalitzada, i, per tant permetia una un joc majoria-minoria/ govern-oposició". En: G.
COLOMÉ: El partit tkls sodalñt" tk Catabt'!Ja. EslnldIIra, fimaonamtnt i ,¡'domt (1978-1984) Edicions 62,
Barcelona: 1989 p.35.
100 Véase las declaraciones de Joan Reventós en E. BASTARDES: "La lIarga marxa vers Punificació poHtica
del socialisme a Catalunya" ea: L'opmió socialista (1987) núm.4 p. 85.
101 La unidad de los socialistas catalanes habla sido alcanzada en 1978 poniendo fin a más de cincuenta años
de divisiones y enfrentamientos entre las diferentes familias socialistas catalanas. El PSC-C, formación
liderada por Joan Reventós, el PSC-R heredera de la tradición socialdemócrata anticomunista y nacionalista
del difunto Josep Pallach y la Federación Catalana del PSOE hablan sabido encontrar la forma de confluir en
un único proyecto político que, además, las urnas, en 1979, hablan claramente premiado. El nuevo PSC (pSC­
PSOE) habla también finalmente intentado solucionar el grave problema de la relación con los socialistas del
estado, problema que habla sido históricamente a la base de la incapacidad de construir un espacio poHtico
claramente socialista en Catalunya. El nuevo partido seria un partido autónomo y como tal inscrito en el

registro de los partidos poHticos. Si bien tendrla relaciones "federales" con el PSOE, mantendrla (hasta 1982)
un grupo propio en el Congreso de Diputados. Cabe decir que, en el momento en que se realiza la definitiva
unidad socialista en Catalunya, todo el mundo socialista de los diferentes territorios del estado se encontraba
en plena reorganización. El caso posiblemente más emblemático de esta política es el ingreso en el PSOE del
Partido Socialista Popular de Tierno Galván, o también de los socialistas valencianos del Partit Socialista del
País Valenciá, Los socialistas catalanes en este cuadro fueron prácticamente el único partido socialista que
mantuvo, por medio de una relación federal que será cada vez más estrecha, un perfil autónomo, construido
sobre la base de dificiles equilibrio. entre sus componentes internas. Sobre la historia del PSC, véase G.
COLOMÉ: El Pamt d,1s Soeia/ims tk CataÚl'!Ja: _ra, junaonoment i ,¡"torat (1978.1984) Edicions 62
Barcelona: 1989.
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Por otra parte, aunque esta motivación haya quedado menos explícita tanto en la

historiografia como en las memorias de los dirigentes socialistas, parece verosímil pensar

que e] PSC estimara que la decisión de no pactar con CiU dejaría estos últimos en la

imposibilidad de construir un gobierno estable y que, como máximo en cuatro años, los

socialistas accederían a la presidencia de la Generalitat. Se verá como este cálculo se

demostró profundamente equivocado.
La experiencia de gobierno de Pujol, la crisis de la UCD y del PSUC, las pérdida de

autonomía del PSC frente al PSOE (cuyo caso emblemático fue representado por la

aprobación de la LOAPA), la pérdida de fuerza de ERC a favor de CiU en el campo

nacionalista y finalmente la reiterada incapacidad de los socialistas de movilizar su

electorado en vista de las elecciones autonómicas, contribuirían a modificar ulteriormente

e] sistema político catalán y crearían las condiciones para una espectacular mayoría absoluta

de CiU en 1984.

Pero volviendo al escenario postelectoral de 1980, después de] rechazo socialista, para CiU

sólo quedaba una posibilidad de formar gobierno: un gabinete nacionalista en minoría que

recibiera apoyo en parlamento de la UCD y de ERe.

La negociación con la UCD fue relativamente rápida y no presentó demasiados obstáculos

ya que los diputados de CiU a Madrid garantizaban con sus votos la existencia de] gobierno
Suárez.

El acuerdo entre CiU y ERC, al contrario, como mínimo' en las premisas, se presentaba
como más problemático. Finalmente la situación se desbloqueó gracias al acceso de.

. Heribert Barrera a la presidencia de] parlamento y a la aceptación, por parte de CiU, de

toda una serie de condiciones programáticas. Es interesante notar como una de ellas fuera -

coherentemente con cuanto sostenido por los representantes republicanos hasta aquel
momento - el inicio de los trámites para una revisión del estatuto de autonomía aprobado
sólo pocos meses antes. No obstante la iniciativa figurara poco más tarde entre las

prioridades políticas del Govem detalladas en el discurso de investidura de Pujol, este

compromiso se quedará rápidaniente letra muerta y será sólo más de veinte años más tarde,

a lo largo de la sexta legislatura que se volverá a hablar de la cuestión.

El 24 de abril de 1980, Jordi Pujol se consagraba finalmente como 1150 President de la

Generalitat.
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2.3 El impulso del primer gobierno autonómico

Jordi Pujol había sido elegido President de la Generalitat en segunda votación el 24 de abril

de 1980. Por admisión propia, en el debate de investidura, había declarado que la fórmula

de gobierno y la propuesta programática que presentaba a los diputados catalanes para su

b
. , día la h bi id t02

apro ación, no se correspon con que u lera quen o.

Como es noto, había pedido tanto a los socialistas como a los republicanos de entrar en el

gobierno para protagonizar una experiencia de gobierno que pudiera contar con una amplia

mayoría. Los socialistas habían declinado el envite y los republicanos se limitaron a

garantizar su apoyo externo. Así, CiU había tenido que recorrer a -los votos centristas,

garanti2:ados por el apoyo externo que Minoría Catalana proporcionaba al gobierno Suárez

en Madrid.

El gobierno nacía así débil y dotado de una mayoría parlamentaria que se había formado

más por las circunstancias que sobre la base de un proyecto político común.

Sin embargo, la precariedad parlamentaria con la cual nacía el gobierno, no le impidió ser

ambiciosot03 a la hora de presentar sus objetivos y sus líneas de actuación.

En primer lugar, y para despejar cualquier duda, el recién nacido ejecutivo hacía saber que

su programa y su propuesta de gobierno era, antes de cualquier otra cosa, un programa

nacionalistat04.

Según cuanto explicó delante de la cámara catalana el mismo Pujol, las prioridades políticas

que el nuevo ConseH Executiu perseguirla, serian fundamentalmente tres: la

institucionalización de la nueva administración catalana; la defensa de la identidad y una

política económica orientada a la recuperación y reconversión del tejido productivo catalán.

Cuanto a la primera línea, el gobierno proponía en primer lugar de continuar, ampliar y

profundizar el trabajo de las Comisiones Mixtas ya creadas durante el periodo

102 Declaraba Pujol a los diputados reunidos para la sesión de investidura al principio de su intervención: "És
sabut que la proposta de govem que jo personalment i en nom de Convergencia i Unió els hauria volgut fer
no és ben bé la que faré". Véase DSPC núm.4, 22 de abril de 1980 p.19.
103 Así, el candidato presidente continuaba afirmando en la misma sesión de investidura: "(...)E! que depén de
nosaltres avui. és presentar un programa fiable i politicament va1id i un equip de govem solvent, i fer-ho en

termes de legislatura, és a dir, de quatre anys. Porque entenem que el país ha de superar l'etapa de la

provisionalitat. Entenem que cal donar-li la confian�a i la seguretat que existeix una voluntat d'atacar els seus

problemes i d'atacar-lce de debo, és a dir, amb decisió i amb perspectiva de temps. No ens volem refugiar en
les dificultats politiques, evidents, d'altra banda, del momear, per donar voltes als temes, per defugir deis
problemes, per posposar les coses, per fer veure que fero seose realment fer". Véase DSPC nÚln.4, 22 de abril
de 1980 p.19.
tM Con estas palabras lo explicaba Jordi Pujol: "(...)E! nostre programa tindra una altra característica: sed. un

programa nacionalista. Si vostés ens voten, votaran un programa nacionalista, un govern nacionalista i un

president nacionalista. Votaran un detennini: el de construir un país, el nostre.Votaran la voluntat de defensar
un país, el nostre, que ée un país agredit en la seva identitat. Votaran una ambició: la de fer de Catalunys no
pas un país gran per la seva for�a ma�erial, que sera sempre limitada, sinó un país gran per la seva cultura, el
seu civisme i la seva capacitar de convivéncia". Véase DSPC nÚln.4, 22 de abril de 1980 p.19.
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preautonómico manteniendo el principio de la presencia en ellas de todas las fuerzas

políticas parlamentarias. Por otra parte, el gobierno se responsabilizaba de promover toda

una serie de iniciativas legislativas. Entre ellas, las más importantes eran, a juicio del

ejecutivo, una ley para la organización territorial catalana que redujera drásticamente el

papel de las provincias y introdujera la comarcalización del territorio; las leyes de

funcionamiento de las propias instituciones catalanas y los mecanismos fiscalizadores de la

acción del gobierno (lo que en época republicana se había llamado Estatu: Interiot'); una
norma sobre la función pública autonómica y, finalmente, la ley electoral catalana que en

sede de discusión y aprobación del estatuto, los grupos políticos no habían sido capaces de

consensuar.

Cuanto a la segunda línea, la de la defensa de la identidad, el elemento central era sin duda

alguna la recuperación de la lengua. En este sentido, el gobierno anunciaba la voluntad de

elaboración de una normativa de normalización lingüística y un especial empeño en la

construcción de unos medios de comunicación propios que emitirían integralmente en

lengua catalana, y mientras tanto garantizaba una voluntad decidida de presión sobre el

ejecutivo central para la obtención de aquella "programación especifica" de RTVE que la

disposición transitoria sexta del estatuto preveía.
Con respecto al programa económico, el ejecutivo si bien hacía referencía a unas líneas

generales de actuación, se reservaba para más adelante en el tiempo la presentación de un

plan de actuación global para el cuadrienio 1980-1984 y esta falta de concreción del

programa económico del candidato recibió varias críticas de las oposicioneslOs•
En su defensa, el ConseUExeculÍlI alegaba la imposibilidad de diseñar una estrategia eficaz de

política económica puesto que, en este campo, la letra estatutaria dejaba a los nuevos

poderes catalanes muy poco margen de actuación. En cambio sí que se proponía incidir en
la situación económica a través del fortalecimiento de las instituciones y a la consecuente

potenciación de su convocatoria con respecto a inversores españoles y extranjeros, públicos
y privados. En general, y este será el mayor reproche que le harán las oposiciones de

izquierdas - incluida ERCI06 -, el modelo hacía el cual apuntaban las. pocas indicaciones

contenidas en esta primera parte del programa económico del gobierno, era un modelo de

lOS Así valoraba el diputado del PSUC Antoni Gutiérrez Díaz las propuestas programáticas del gobierno en

campo económico:
"

(...)Pero quan el senyor Pujol passa al terrear econórnic, terreny que li hauria de ser tan

propi, les vaguetats aniben a un punt incomrnensurable: ni una paraula sobre la crisi de la perita i mitjana
empresa que estem sufrint; ni una paraula sobre la necessitat de reconversió del textil, de la situació real, no
ficticia, de la construcció, de la petroleoquúnica; ni una paraula sobre la situació d'arts grafiques; ni un paraula
sobre la transformació del metall", Véase DSPC núm.4, 22 de abril de 1980 p.40
106 Véase la intervención del diputado republicano Torres en la sesión de investidura, en: DSPC núm.4, 22 de
abril de 1980 p. 34.
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corte substancialmente liberal y liberalista que frustraba, justo en el momento en que se

sentarían las bases de la nueva Catalunya autónoma, las aspiraciones de mayor justicia social

de una gran parte del electorado catalán.

Las propuestas relativas a la institucionalización y a la identidad - estas sí, más concretas

con respecto al programa económico - habían sido en su mayoría enunciativas y relativas a

normas y acciones políticas orientadas a la consolidación de las nuevas instituciones y a la

recuperación de la lengua y de la cultura catalana, dos objetivos ampliamente compartidos

por la totalidad de las fuerzas políticas. El programa legislativo del nuevo ejecutivo se

configuraba, de alguna forma, como constituyente, consecuencia; directa del proceso

estatutario.

Esta consideración era bien presente en la mente del President Pujol y de todo su gobierno,
al punto que el mismo Pujol propuso, en el mismo debate de investidura, que la mayoría de

las propuestas legislativas que el ejecutivo había individuado como prioritarias - con la

excepción de las propuestas económicas -, fueran elaboradas no ya a partir de una iniciativa

del ejecutivo sino de una iniciativa conjunta de todos los grupos parlamentarios y que sobre.
todo, por lo que afectaba a las negociaciones para el traspaso de competencias, en las

distintas comisiones Estado-Generalítat, fueran presentes todas las fuerzas políticas

parlamentarias catalanas.

Así, durante la primera legislatura, mientras la coalición nacionalista había rechazado la

continuación del gobierno de unidad y apostaba por la construcción desde el gobierno de

una hegemonía política del nacionalismo moderado que, al menos en parte, las urnas

habían negado, al mismo tiempo se comprometía a mantener una estricta práctica de

unidad- a pacto de liderarla - en todos aquellos campos que afectaban la construcción y la

consolidación del aparato político y institucional autónomo catalán.

En este sentido, para analizar los resultados de esta orientación del nuevo ejecutivo catalán

y la respuesta de las otras fuerzas políticas, puede ser interesante analizar separadamente
por un lado la labor de exigencia y asunción de competencías desartollada a través de los

acuerdos de traspaso firmados por las comisiones mixtas Estado-Generalítat, y, por el otro,
la verdadera acción legislativa ejercitada a lo largo de la primera legislatura por la cámara

catalana.

Con referencía a la gestión de los traspasos de competencías y a la labor de la Comisión

Mixta de Valoraciones, los resultados, como mínimo en los tres primeros años fueron

francamente sorprendentes: entre 1980 y 1982 se firmaron un total de 46 acuerdos de

traspaso de competencias que incluían, entre otras, materias tan importantes como la

79



enseñanza'!", cultura'''', sanidad y seguridad social'"; ordenación de! territorio "";
hacienda." El vertiginoso aumento de competencias de la Generalitat sufrirá un primer

bloqueo en consecuencia de los efectos del 23-F, de los pactos autonómicos y, sobre todo

de la pérdida de influencia parlamentaria de los diputados catalanes en Madrid después de

las elecciones de! octubre de 1982 que consagraron una espectacular mayoría absoluta para

e! PSOE. Así que entre 1983 y 1984 e! número de acuerdos de traspasos descendió a 19,

aunque figuraban entre ellos importantes transferencias en materia de comercioj!" medio
ambiente"3 y justicia.'!"
Por bien que, como se verá más adelante, los efectos de la involución autonómica

consecuente a! intento de golpe de estado de 1981 y a un cierto centralismo socialista

dejaron sus consecuencias evidentes sobre e! ritmo y la importancia de los acuerdos de

traspaso de competencias, en genera! se puede afirmar que durante la primera legislatura se

acabó traspasando una parte a! menos cualitativamente significativa de las competencias

previstas por e! Estatut.

Un dato que parece corroborar esta afirmación es representado por la verdadera levitación

de! presupuesto general de la Generalitat que aumentó más de cuarenta cinco veces entre

1980 y 1984.

Evolución del presupuesto de la Generalitat de Catalunya durante la

primera legislatura autonómica (1980-1984). En millones de Pesetas

Año M/PTAS

1980 6.971

1981 64.701

1982 246.150

1983 319.814

1984 321.215

Fuente: Departament de Economia i Finances PmSllj>orfos tk la Ge1l4fQfjtat dI Cataf1l'!Ya, Generalitat de

Catalunya, Barcelona.
.

.07 Real Decreto 2809/1980.
'08 Real Decreto 1010/1981 .

•09 Real Decreto 1292/1981.
110 Real Decreto 3302/1982.
iu Real Decreto 3305/1981.
112 Concretamente en materia de disciplina de mercado y defensa del consumidor, respectivamente Reales

Decretos 2019/1983 y 2575/1983.
113 Real Decreto 2496/1983.
'14 En concreto, en materia de administración penitenciaria, a través del Real Decreto 3482/1983.
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Mirando, en cambio, a la actividad legislativa llevada a cabo por el Parlament a lo largo de

la primera legislatura, lo primero que salta a la vista es la cantidad de normas aprobadas por
la cámara que asciende, a lo largo de todo el penado considerado, a 78.

Si se toma como punto de referencia las lineas generales de! programa expuesto por Pujol
en e! debate de su investidura, se puede decir que, con destacadas - y, se verá como

importantísimas - excepciones, e! Parlament llegó a tocar y reglamentar la mayor parte de

las materias relativas a lo que e! entonces candidato convergente había definido

institucionalización del autogobiemo y defensa de la identidad.

En junio de 1980, la cámara se estrenaba aprobando por unanimidad, la ley sobre la fiesta

nacional de Catalunya;US en julio aprobaba una norma para la ampliación de créditos

destinados al funcionamiento de los nuevos Departamentos'P, en diciembre, con los votos

favorables de CiU, PSC y, en parte, de! PSUC, se intentaba abordar .la problemática de la

organización territorial, aprobando una ley que pedía la transferencia de todas las

competencias provinciales a la GeneralitatU7

En 1981 la cámara empezaba e! año creando por ley e! ConseU ConsllltiN de la Generalitatll8_
y, más tarde, decidía finalmente de entrar en e! delicado tema de los medios de

comunicación aprobando una norma que disciplinaba la composición y las funciones de!

nuevo Consejo Asesor de R1VE en Catalunya, e! órgano que tendría que orientar la

programación de! ente radiote!evisivo en e! Principado y garantizar la ya famosa

"programación específica" para Catalunya a la cual se refería la disposición transitoria sexta

del estatuto de autonomía.u,

A principio de 1982, llegaba en aula lo que en época republicana se había llamado Estamt

Interior y que regulaba e! funcionamiento de las mayores instituciones autonómicas: e!

Parlament, e! President y e! ConseUExeClltill.'2D

Poco más tarde, se aprobaba una norma que disciplinaba e! procedimiento para los

cambios de nombre de los municipios catalanes.lal Esta última disposición podría parecer

secundaria, aunque sin embargo no lo fue, ya que significaba desde un punto de vista

U5 Llei 1/1980, de 12 de junio.
ne Llei 3/1980, de 29 de julio, th tJJnGtsión th crfdikl ,xfrr¡ortlinariopara laft""ttCiariÓ1l th fa¡ nemidaths dnivadas th la
marión th mmlOS tkpartamtnlosypara ,lfoncWnamimlo thl Parlamenl th CataÚl1!Ja.
ll7 Llei 6/1980, de 17 de diciembre, th IrrtI,sJ".nda tIIgenlty plena th fa¡ diputarion" a la Gentralital. La ley fue
posteriormente recurrida por el gobiemo central y declarada inconstitucional por la STe 32/1981, de 28 de

julio.
118 Llei 1/1981, de 25 de febrero, thl ComeDConmltiu d, la Gen,ralilal.
u. Llei 6/1981, de 19 de junio, "lI'ladora thl COnlyo .Asuo« d, RTVE en Cata/m!ya, posteriormente modificada
por la Llei 5/1982, de 6 de mayo, th nforma th la Lki "!,uladom thl COnlyo .Asesor d. RTVE en CalaÚt'!Ya.
t20 Llei 3/1982, de 23 de marzo, thlParlamenl. thl Pmithnty thl Con,,1IExecu/Üi th la Ge"""litat
t21 Llei 12/1982 de 8 de octubre, por la cual" "gula ,1p_dimientopara ,1 cambio de nombre th "JI mllniripios de
CataÚl1!Ja.
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simbólico, superar y eliminar el rastro, aunque fuera solo nominal, de cuarenta años de

dictadura y de negación de la identidad y de la lengua catalanas en el territorio.

En la primavera de 1983 finalmente sería aprobada por unanimidad la normativa sobre la

normalización lingüística.122 Los debates que acompañaron la aprobación de esta

importante norma duraron casi tres años y serán analizados con más detalle en ora parte de

este trabajo. Aquí sólo parece interesante subrayar que habían comportado una larga y

dificil discusión en la cual la recién nacida cámara catalana había dado prueba de

dedicación, voluntad de diálogo y capacidad de establecer claramente prioridades con

respecto a un tema que todos, con plena razón, habían considerado central no sólo por la

defensa de la identidad, sino también por e! mantenimiento de convivencia.

y un mes más tarde, el parlamento autonómico daba vida a la Corporació Catalana de Radio i

Televirió, e! ente radiote!evisivo autonómico.F' Es interesante notar como, más allá de las

dificultades de desarrollo que los medios de comunicaciones catalanes tuvieron sobre todo

en la primera época del gobierno socialista, e! nacimiento de la CCRTV fue respaldado por
todas las fuerzas políticas catalanas, como ya había demostrado pocos meses antes la

votación, a la unanimidad, de unos créditos suplementarios para la puesta en marcha de!

proyecto de la radio y de las televisiones autonómicas.

Ya en el último tramo de la legislatura, se completaba e! edificio institucional catalán

creando la Sindicatura de Comptes y e! Síndic de Greuges, e! omblldsman catalánl24 y se

abrían las puertas a la creación de un sistema de apuestas propias que de alguna forma

contribuía a aumentar la cantidad de recursos propios de las instituciones autonómicas.l25

En general, pues, aunque con la exclusión importante y grávida de consecuencias de la ley
electoral - que no llegó ni siquiera a plantearse - el primer parlamento catalán había

empezado a tocar k mayoría de los temas substantivos en vista de la consolidación del

autogobierno.
En general, en los casos de normas de más significación política y institucional, éstas fueron

aprobadas por amplísimas mayorías o incluso por unanimidad. Es este e! caso, como ya se

vio, de la normalización lingüística.
Así que, sí bien parece absolutamente reconocible un liderazgo de la coalición nacionalista

.

en haber llevado la iniciativa de la construcción de la nueva administración autonómica y en

122 Llei 7/1983 de 12 de abril, tk l1oTfllali!zación lingiiístka In CataÚl'!Ya
123 Llei 10/1983 de 30 de mayo, tk macron tkl entepúb/ito Coporoci6 l.atalana tk Radio i T,!,viri4 i tk ngulació tkIJ
serveis tk radiodijllfi6 i ükvisi6 tk la Gm,ralitat tk CataÚl'!Ya
124 Llei 6/1984 de 5 de marzo, tk la Sindicatllra tk Comptes tk CataÚl'!Yay Llei 14/1984, de 20 de marzo, tk! Slndic
tk Greuges d. Cataln'!Ya.
12S Llei 15/1985, de 20 de marzo, tk!ju'go.
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la fijación de prioridades, se puede hablar de un cierto consenso de fondo en mérito a las

cuestiones más importantes que acabó definiendo la primera legislatura como una

legislatura substancialmente constituyente, en la cual todas y cada una de las fuerzas

políticas catalanas, en mayor o menor medida, participaron de forma activa a la definición

de las líneas fundamentales de lo que sería finalmente la nueva Catalunya autónoma.

La experiencia de la primera legislatura - o, como mínimo de la primera parte de ella -

mientras sentó las bases de la hegemonía política del nacionalismo moderado

(sucesivamente ratificada por las urnas en 1984) contiene todavía muchos elementos del

clima político de consenso que había saludado la aprobación del estatuto de autonomía en
, .

1979.

El clírna de consenso había empezado a quebrarse lentamente' a partir de 1982 cuando

ciertos enfoques centralistas de un PSOE con mayoría absoluta pusieron en entredicho las

posiciones y la misma autonomía del PSC, restándole capacidad de maniobra tanto en las

Cortes como en el parlamento catalán12'. El caso más evidente de esta nueva tendencia,
como se verá más adelante, será representado por la batalla legal y política en tomo a la

LOAPA.

Por otra parte, las consultaciones autonómicas de 1984 revelarían la existencia de un

panorama político completamente diferente y mucho menos plural
La gestión al frente de la. Generalitat y la desaparición de UCD llevaban CiU a conquistar la

mayoría absoluta con 72 escaños condenando ERC a un papel testimonial e incierto en el

campo nacionalista.

126 El PSC dejó de tener grupo parlamentario propio eo las Cortes en 1982, como consecuencia de la reforma
del reglamento del Congreso de los Diputados. No obstante, al meoos formalmente, el PSOE se hubiera
comprometido en oponerse a la reforma y a permitir as! la supervivencia del grupo socialista catalán,
num�osas amencias en los bancos del PSO� en el día de la votación hicieron que la modificación prosperara y
los diputados del PSC se vieran forzados a Integrarse en el grupo parlamentario del PSOE. Véase L. MAURI:
"La dificil unidad del socialismo" en: Memoria th Catafmr¡a El País, Barcelona: 1997 p.57.
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Elecciones para el Parlament de Catalunya. 29 de abril de 1984

Resultados globales 11 Tolales I I
Censo electoral 11 4.501.851 I I
Participación 11 2.892.987 (64,26 %) 11 I

Votos a candidaturas II 2.863.698 I I
Votos en blanco 11 14.317 I I
Votos nulos 11 14.972 11 I

1I Votos % sobre I Escaños Ivotantes

CiU 11 1.346.917 46,56 72

PSC 11 866.425 29,95 41

AP 11 221.605 7,66 11

PSUC 11 160.629 5,55 6

ERC 11 126.971 II 4,39 5,

Otros II 141.151 11 5,89 -

Fuente: Web Oficial del Parlament de Catalunya. www.parlament-cat.ne!. 2004

Los socialistas pagaban con creces su incapacidad de movilizar su electorado en ocasión de
.

las elecciones autonómicas y la falta de autonomía, funcional y programática, con respecto

al PSOE,

El PSUC, después de vivir una crisis durísima en el bienio 1981-1982, asistía a la

dilapidación de su patrimonio político y contemplaba el ocaso definitivo del partido
comunista que había sido, después del PCI de Encico Berlinguer, el más fuerte de la

Europa Occidental: pasaba de 25 a 6 diputados,
Finalmente, como resultado complementario de la crisis de .vCD, Alianza Popular entraba

finalmente en la cámara catalana con la representación nada desdeñable de 11 diputados,
Y, además, en 1984 estallaría el caso Banca Catalana, que vio Jordi Pujol acusado y

sucesivamente absuelto por presuntos delitos de corrupción económica en su época de

dirigente de la antigua entidad bancaria, Las incidencias judiciales del President de la

Generalitat fueron interpretadas por sus seguidores, y, más en general, por el mundo

nacionalista, como el intento de un socialismo español con mayoría absoluta de acabar

políticamente con el nacionalismo catalán, y, indirectamente, con la misma Catalunya, La

crispación que derivó del episodio envenenó durante mucho tiempo las relaciones entre el

PSOE y CiU y; por consiguiente, entre el gobierno central y la Generalitat,

En otras palabras, ya sea por los diferentes equilibrios políticos electorales en Catalunya y
en España, ya sea por algunos episodios concretos de crónica político-judicial, el clima

político de 1984 no tenia nada que ver con el de 1980,

El gobierno salido de las segundas consultaciones electorales autonómicas, ya no era un

débil pero ambicioso gobierno de minoría obligado a ganarse la confianza de diversos y a

veces antagónicos grupos políticos, ni la Catalunya de 1984 era ya un país totalmente a
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reconstruir, sino que la gestión nacionalista de la institución y la experiencia de consenso de

los primeros años de la autonomía había contribuido a una significativa consolidación de

sus instituciones que expresaba ahora la exigencia de un liderazgo claro y inequivoco.

Empezaba la larga etapa de la hegemonía del nacionalismo moderado, de su imbatibilidad

en Catalunya y de su voluntad de ser el referente politico único del país en la relación con el

estado central

2.3 El 23-F, los pactos autonómicos y la crisis de la LOAPA .

"[Quieto todo el mundo! ¡Todos al suelol". Con estos gritos, el terrlente de la Guardia Civil

Tejero Molina, poco después de las seis de la tarde del 23 de febrero de 1981 irrumpía en el

Congreso de los Diputados justo míentras los parlamentarios españoles estaban votando la

investidura del gobierno del centrista Calvo Sotelo.

Más tarde vendrían los tanques de los golpistas por las calles de Valencia, el mensaje
televisado del Rey desautorizando los sublevados, y, finalmente, después de dieciséis horas,

la rendición de los militares que habían tomado el parlamento y la detención de los mandos

que habían planeado y dirigido la intentona.

Sobre lo que realmente ocurrió aquel día, sobre el cómo se proyectó y desarrolló aquella
iniciativa que pareció hacer temblar desde las fundamentas la joven y todavía precaria
democracia española, existen sentencias de tribunales militares y también una vasta

literatura, científica (es decir, historiográfica), periodística y incluso memorialística.l21 .

Después de unos años en que pareció absolutamente dominante la versión oficial según la

cual el golpe había sido el fruto de una maquinación de un grupo de militares reducido -

los que finalmente fueron condenados por los tribunales - y la situación había sido

desbloqueada por la intervención inequívoca aliado de las recién conquistadas libertades

democráticas del un monarca, en los últimos años, desde la historiografia y el periodismo

121 Entre otros, véase J. PALACIOS: ZJ-F: El go/p4 tÚI CESID Planeta, Barcelona: 2001; A. MARTÍNEZ
INGLÉS: ZJ-F: Elgolp, '111, IUInta <Xistió FOC1I, Madrid: 2001; AA.VV.: ZJ-F: la conjuro tÚ /os n,áol Foca, Madrid:

.

2001; R. PEDRO ZANCADA: ZJ-F: la piqJt qu, falta Plaza & Janés, Barcelona: 1998; D. CARCEDO: ZJ-F:
tabo/SII,hol Temas de H?y, Madrid: 2001; J.A. PEROTE: ZJ-F: ni Mi/ans ni Td'ro, ,1 inform. qu, l' otIIftó Foca,
Madrid: 2001; J. FERNANDEZ LÓPEZ: Di.ásüf4 boras.J m,dia: ,1 enigma tÚIZJ-F Taurus, Madrid: 2000; J.M.
CUENCA TORIBIO: COntllf'laGÚJn'l mn AfoIllO Armada: ,12J-F Actas, Madrid: 2001; F. MORA: El e"¡ant,
blanco: la inVlltigaáón más completa lob,.. .1 ZJ-F Ediciones B, Barcelona: 2000; J. BUSQUETS: Elgolpe: anammÍtl.J
tlavel tÚI asaho al Con!,"lo Arie!, Barcelona: 1981; S. SEGURA: ¡aqN' al '!1: "" '�nigmal".J /os ''incongru.náas'' del
ZJ-F Planeta, Barcelona: 1983; F. MORA: Ni ¡'¡"'I ni bribonu: mIpersonajes tÚI ZJ-F Planeta, Barcelona: 2002; J.
ONETO: La nothe tÚ Tdtro Planeta, Barcelona: 1981; E. FUENTES GÓMEZ: Elpatto tÚl tapó: ,1 f4ltimonio
tlaVl tÚ un militar lob,.. el ZJ-F Temas de Hoy, Madrid: 1994; V. ALBA: La IOledad tÚI 10 Planeta, Barcelona:
1981; M. PRIETO: Tltnital tÚ IIngo/p4 tÚ utado: ,Ifuido tÚI2J-F Grijalbo, Barcelona: 1982; R. CrD: Todos al
SII,m: la conspiraáón.J ,1 golp, Punto Crítico, Madrid: 1981; J. PU: La lraI1Ja ávil tÚIgolpe Planeta, Barcelona:
1982; S. SEGURA: Lat virptras tÚI ZJ-F Plaza & Janés, Barcelona: 1984.
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de investigación, varios han sido los autores que han apuntado interpretaciones diferentes,
a menudo contradictorias entre ellas, sobre lo que realmente ocurrió.

Pero más allá de la dinámica concreta de aquel ya controvertido episodio de la historia

española, lo que aquí parece más interesante analizar son las consecuencias políticas de lo

que en la prensa pronto se denominó tejerazo.
y sobre este punto, todas las reconstrucciones, historiográficas, periodisticas y incluso

memorialisticas parecen coincidir: uno de los objetivos fundamentales del golpe de estado

era limitar el protagonismo de las autonomías ya constituidas, que, por aquel entonces eran

substancialmente las autonomías de los territorios que el TItulo VII.I de la Constitución

había llamado nacionalidades históricas.

Por otra parte, en Catalunya, la sensación que aunque el golpe finalmente hubiera fracasado

nada sería como antes, se había revelado casi instintivamente durante la grande
manifestación que, cuatro días después de la intentona, todos los partidos y los sindicatos

habían convocado. Si en Madrid el lema había sido Democracia, Libertady Constitución, a

Barcelona a estos tres elementos, los organizadores habían significativamente añadido la

palabra Autonomía.
En realidad, ciertas inquíetudes por el dinamismo que habían manifestado tanto Catalunya
como Euskadi (y en menor medida Galicia y Andalucía) en la construcción de sus órganos
de autogobiemo y la asunción de competencias, ya era presente desde antes del golpe en

amplios sectores gubernamentales. En particular, el centrista ministro de las

Administraciones Territoriales Rodolfo Martin Villa, ya en el otoño de 1980 había

repetidamente subrayado la necesidad de TB/:ond1lar el proceso autonómico,

substancialmente a través de la idea de generalizar a todo el territorio el proceso de

constitución de las comunidades autónomas e igualar los techos competenciales de las

mismas.

La Constitución de 1978, por otra parte, ofrecía una cierta posibilidad legal en este sentido,

gracias a su artículo 150.3, que, lacónicamente, establecía que "el Estado podrá dictar leyes

que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones normativas de las

Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de éstas,

cuando así lo exija el inte.rés general" y que "corresponde a las Cortes Generales, por

mayoria absoluta de cada Cámara, la apreciación de esta necesidad,,¡:,a. En diciembre de

1980, siguiendo este planteamiento, el gobierno ya tenía preparado un borrador para una

ley en este sentido.

,,.Art 150.3 Constitución Española.
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En este cuadro, la intentona del 23-F contribuyó a acelerar el proceso planteado por el

ministro, empujando el PSOE a alinearse con las tesis gubernamentales en aras del

mantenimiento de una democracia amenazada por las posibles respuestas violentas de

aquellos sectores que poco y mal habían digerido aquella, todavía embrionaria, organización

plurinacional del estado.

Así pocos días después del golpe llegaba en las Cortes el borrador preparado en diciembre

y que se convertiria en el Proyecto de ley por el que se establecen /os principios para armonizar las

disposiciones normativas de las comunidades autónomas sobre determinadas materias.
129

Para la discusión del proyecto, que, en opinión del gobierno, traía �u legitimidad justamente

por el artículo 150.3 de la Constitución, era necesaria la declaración explícita de interés

general, que así como establecía el artículo invocado, tenía que obtenerse por mayoria
absoluta en las dos cámaras. Ya en ese momento, y sobre todo en el debate que sobre este

tema se celebró en el Congreso de los Diputados, se empezó a visualizar la dura oposición
de los grupos nacionalistas vascos y catalanes, la reticencia de los comunistas y la

moderadamente favorable postura de Alianza Popular, mientras que los socialistas catalanes

- que por aquel entonces tenían grupo parlamentario propio - empezaban su largo calvario

de íncomprensiones y ínhibiciones, aplastados entre las presiones del PSOE y su fidelidad a

la causa del autogobierno catalán.

De todas formas, los votos de UCD y del PSOE eran más que suficientes para declarar la

naturaleza de interés general del proyecto y proceder a su tramitación y así ocurrió sin

obstáculos en el Congteso el 26 de marzo de 1981 Y en el Senado sólo cinco días después.
En concreto, el texto finalmente presentado constaba de seis artículos y tres disposiciones
finales, tenía como objetivo el de armonizar las disposiciones normativas de las

comunidades autónomas con respecto a la utilización de los términos "nación", "nacional"

y "nacionalidad"; al uso y la enseñanza del castellano y de las otras lenguas oficiales; a las

normas relativas a la adquisición y pérdida de la condición política de miembros de una CA

y a la sujeción de los poderes públicos a la Constitución.

Cuanto .al primer aspecto, el texto señalaba que los términos "nación" "nacional" y

"nacionalidad" podían referirse sólo a la "patria común de todos los españoles"'''' a sus

129 El texto del proyecto es reproducido integralmente en: Minoria Catalana: La minona Catalana davant ,1
project, tk llei d'Ha1711onitzati6Minoria Catalana, Barcelona: 1981, pp. 21-27.
1'" Art2 a) del P"!Y,d<¡ tk I!J por ,1 '1u, " 'sfable"n los principios para a17110nizar los disposidonu normativas d, los
((Jmllnidatks autbnomas sobrr tktmninadasmatmas.
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instituciones y a sus ciudadanos, relegando el uso del término nacionalidad sólo al

"supuesto contemplado en el artículo 2 de la CE".m

Cuanto a la cuestión lingüística, entre otras cosas la norma establecía la obligación de la

publicación simultanea, en castellano y en el otro idioma eventualmente oficial, de todas las

normas y resoluciones adoptadas por las instituciones autonómicas. Por lo que se refería a

la enseñanza, además de fijar la obligatoriedad de la enseñanza del castellano, la norma

configuraba un verdadero derecho de elección lingüística para los padres (o, en su caso, de

los alumnos) a la hora de elegir la lengua vehicular en todos los niveles escolares. Esta

última norma, de ser sucesivamente aprobada y aplicada, hubiera impedido cualquier
, .

intento de no-separación de los alumnos por razones de lengua en los sistemas escolares de

los territorios con más de una lengua oficial.

Cuanto al tercer y cuarto punto, la norma establecía escuetamente que la condición política
de miembros de una Comunidad Autónoma se fijaría con relación a la vecindad

administrativa y que finalmente todos los cargos y órganos de las administraciones

autonómicas, parlamentarios incluidos, deberían prestar juramento de fidelidad a la

Constitución.

El proyecto presentado por el gobierno centrista de Calvo Sotelo, recibió las críticas de

nacionalistas catalanes, vascos, de los republicanos de ERC, de un grupo comunista

fuertemente influenciado por las tesis del PSUC, y finalmente, aunque con tonos

decididamente menos beligerantes, también de los socialistas catalanes�
En concreto, el grupo de Minoría Catalana formulaba un total de 7 enmiendas, ERC

aportaba 5, los diputados del PCE-PSUC 7 y finalmente el grupo del Socialistes de

Catalunya, 3.
Pero la presentación del Proyecto de ley por el que n e.rtablecen los principios para armonizar las

disposiciones normativas de las com1lnidades atltónomas sobre determinadas materias - que nunca acabó

de completar su íter parlamentario - no cerró la discusión sobre el terna de una posible

armoni:(flción del proceso autonómico.

De hecho, las disposiciones contenidas en aquel texto, desde la perspectiva del gobierno

central, sólo abordaban parcialmente el asunto y no cumplían con el objetivo explícito,

expresado por varios exponentes centristas, de proporcionar un instrumento de regulación

global del proceso autonómico.

Las vicisitudes ligadas a la constitución de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en este

sentido, contribuyeron a crear entre varios sectores de UCD y del PSOE, la sensación que

131 Art.2.2 a) del Fray,rto tk /':1 por ,/ qu, " ,dab/mll 1M principios poro armomzar las diJposiciones normativas de las
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sería necesario ir más allá y plantear un acuerdo de estado que de alguna forma acotara la

indefinición de la cual, en su opinión, sufría el conjunto del titulo VIII de la CE.

En este cuadro, UCD y PSOE se disponían a abrir aquella fase que pronto se denominó de

"concertación autonómica" y que se desarrollaría sobre la base de dos ejes fundamentales.

Por un lado, se empezaría un diálogo - fundamentalmente extraparlamentario - entre las

fuerzas políticas sobre el terna. Cabe decir que la condición puesta por las dos fuerzas

impulsoras de las conversaciones para la participación en ella es que se tratara de fuerzas de

ámbito estatal. Quedaban así automáticamente excluidas las fuerzas nacionalistas y

regionalistas, que - como es evidente - quizás fueran las más in�ere�adas a poder opinar
sobre la cuestión.

Y, por el otro, por impulso del gobierno y con el apoyo del PSOE, se creaba una comisión

formada por especialistas de derecho administrativo, presidida por el catedrático Eduardo

García de Enterria y integrada por Tomás Ramón Fernández, Santiago Muñoz Machado,

Miguel Sánchez Morón, Luis Cosculluela (que posteriormente será rnínístro de

Admjnjstración Territoríal en el gobierno de Calvo Sotelo), Tomás de la Quadra Salcedo y_

Francisco Sosa Wagner (el primero Ministro y el segundo director general técnico de

Administración Territorial en 1982 en el primer gobierno socialista).
La creación de la comisión fue duramente criticada por los grupos parlamentarios
nacionalistas tanto catalán como vasco ya que opinaban que había sido una manera de

revestir de una áurea de neutralidad una discusión eminentemente política - a la cual los

dos grandes partidos estatales no se atrevían a enfrentarse en la cámara - que se

desarrollaba fuera del parlamento y de la cual ellos habían sido excluidos.

El 19 de mayo de 1981, la comisión elevaba a los partidos un Informe sobre las Alltonomías

(conocido también por la prensa con el nombre. de Informe Carda de Enterria). El documento

de los expertos ofrecía a los partidos substancialmente dos soluciones.

Por una parte sugería la vía de la explotación de mecanismos armollizadores ya existentes en

la Constitución (y, en particular, el art. 150.3). Esta solución implícaba una intervención ex

post con respecto a las disposiciones normativas que las futuras autonomías aprobarían.
Por otra parte, los expertos señalaban una segunda vía, según la cual a partir de un gran

pacto político de estado firmado por todos los partidos se establecieran la organización y
las competencías de las Comunidades Autónomas que se constituirían. En el caso en que la

vía elegida hubiera sido la segunda - continuaban los expertos - la salida política lógica

&O/lJll'nidarkS OIIlóno",as Jobn tÚ/eminadas lJIatnias.
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hubiera tenido que ser la redacción de una normativa básica de ordenación del proceso

autonómico.

Un mes más tarde, ya en julio, la comisión acababa sus trabajos entregando al gobierno
toda una serie de propuestas sobre la financiación de las Comunidades Autónomas en la

línea de la recién aprobada Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas

(LOFCA)132, sobre la ordenación del proceso de transferencias y coordinación de los

distintos niveles de gobierno.
Los dos informes presentados por la comisión presidida por Garcia de Enterria, se

transformaron en los dos documentos principales a partir de los cuales trabajarian los
.

.

partidos para la redacción de un acuerdo en materia autonómica. A lo largo de las primeras
semanas de julio, UCD y PSOE intentaron sumar a las negociaciones el PCE y AP, que
finalmente no aceptaron integrarse133.

Así e! 31 de julio de 1981, UCD y PSOE, en la persona de su secretario general Felipe
González, fumaban, en solitario, los que se lIarnaron -.en evidente alusión a los Pactos de la

Moncloa -los PactosAlIfQnómicos.

En realidad, e! documento fumado por las dos grandes fuerzas políticas estatales iba

mucho más allá de las indicaciones proporcionadas por los expertos.
No sólo se dibujaba ya de entrada e! mapa autonómico en 17 comunidades acordando que

se constituirían antes de! 1 de febrero de 1983, se fijaba e! techo competencia! de las

mismas, se establecían criterios comunes para el funcionamiento de sus instituciones, los

criterios de colaboración con las diputaciones provinciales, y se acordaba crear organismos
que asesoraran las comisiones. mixtas de traspasos, sino que los dos partidos estatales

convergian en ir todavía más allá y plasmar legislativamente estos acuerdos a través de una

norma de carácter orgánico que armonizara e! proceso autonómico.

En definitiva, lo que se estaba planteando era una intervención legislativa de harmonización

sobre el conjunto de las autonomías, que fuera "preventiva" con respecto a las autonomías

todavía no constitnidas y imperativa - o sea, vinculante - en los casos vasco y catalán, los

únicos territorio que ya contaban con instituciones constituidas. Además, la nueva norma

por su naturaleza ?e ley orgánica resultaba ser del mismo rango de los estatutos y no podía

132 Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas.
133 La salida del PCE y de AP de la mesa negociadora se realizó en el último moment�. Los repre�entantes
comunistas argumentaron su decisión alegando su disconformidad con el carácter orgántco y armoruzador de
la iniciativa legislativa contenida en el documento final y los miembros de AP declararon su desacuerdo con la

práctica seguida por los dos partidos mayoritarios que habían actuado - en palabras de los dirigentes
aliandstas • "como un gobierno de coalición" proponiendo a las otras dos fuerzas políticas un pacto ya
decidido de antemano. Véase AVUI, 1 de agosto de 1981, p.13.
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ser modificada por una ley ordinaria, ni de las Cortes, ni, por supuesto, de los dos únicos

parlamentos autonómicos constituidos.

Como más de un exponente político y de un comentarista dijo en aquella circunstancia, lo

que se estaba intentando era interponer una norma entre la Constitución y los estatutos,

que, a la práctica, condicionaría la interpretación de la misma carta magna y mermaría las

atribuciones que, en este sentido, la Constitución asignaba al Tribunal Constitucional.

Hubo más de un diputado que habló, al respecto, de! proyecto como de una reforma

encubierta del título VIII de la Constitución134.

La Ley Orgánica de Armonización de! Proceso Autonómico (LOf\P4), llegarla en aula en

el marzo de 1982 y sería aprobada a finales de julio de! mismo año con 206 votos a favor,

36 en contra y 6 abstencionesl". Más de cien diputados no habían participado al voto·36•

El íter había sido relativamente rápido y no había ofrecido sorpresas puesto que a la hora

de presentar e! proyecto en aula UCD y PSOE habían acordado no presentar ninguna
enmienda y aceptar sólo las propuestas de modificación que contaran con e! consenso de

ambos grupos.

No obstante, finalmente habían sido presentadas un total de 240 enmiendas, de las cuales 8

a la totalidad de devolución del proyecto.

En concreto, e! texto aprobado constaba de 38 artículos, repartidos en 6 títulos y 3

disposiciones adicionales, una final y una transitoria.

Tres parecían ser los aspectos más polémicos de la nueva normativa, correspondientes a los

artículos 4 Y 2.2, al art. 5 yal título IV .

• 34 Rafael Ribó, diputado autonómico del PSUC expresaba entonces a la prensa este duro juicio: "Si el pacto
autonómico llega a aplicarse representará, en la práctica, una reforma de la Constitución en el terreno
autonómico. UCD y PSOE bajo el cobijo y la protección de la pretendida objetividad de unos expertos y con
la dirección y la coordinación de personajes de probada incomprensión hacia las autonomías, como Martin
Villa Y Broseta se disponen a reformar ilegalmente el título VIII de la Constitución vaciándolo de contenido,
rebajando y desnaturalizando los estatutos aprobados, entre ellos, el catalán", Véase ElPaIs, 4 de agosto de
1981, p.13.
l3S Votaron a favor los diputados centristas y socialistas y en contra los diputados del PCE-PSUC, de cm, del
PNV y del PSA además de los diputados del grupo mixto Ramón Tamames y Juan María Bandrés.
"6 Entre las ausencias destacadas, figura la de Adolfo Suárez. Más de un comentarista subrayó en aquel
momento como la decisión del ex presidente del Gobierno de no participar al voto se tenía que interpzetar
como una disconformidad clara con respecto a los critetios de la LOAPA, criterios que, a la práctica,
contradedan la política autonómica seguida por los gobiernos presididos por el fundador y máximo dirigente
de la VCD. Pero hubo más ausencias excelentes en las filas centristas: los ministros Soledad Becerril, Pío
Cabanillas, Alberto Oliart y José Pedro Pérez Lorca, los diputados catalanes MaecelIl Mareta, Caries Sentís y
Josep Amau, el diputado canario Lorenzo Oliarte y los prestigiosos "barones" del partido Salvador Sánchez
Terán, Óscar Alzaga, Javier Rupérez y Rafael Calvo Ortega. La división centrista con respecto a la LOAPA se

hizo patente también en el debate monográfico que pocos días antes del voto en el Congreso celebró el
parlamento vasco. En aquella ocasión los diputados centristas, en su mayoría fieles a Adolfo Suárez,
declararon abiertamente su "poco entusiasmo" por la LOAPA y, a la práctica, se abstuvieron de defenderla en

el parlamento autonómico. Véase ElPaís, 24 de julio de 1982.
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Según el artículo 4 " las normas que el estado dicte en el ejercicio de las competencias que

le reconoce el art.149.1, prevalecerán sobre las normas de las Comunidades Autónomas".

Como es sabido, el art.149.1 detalla las materias respecto a las cuales existe una

competencia exclusiva por parte del estado con lo cual, por lo menos aparentemente, no

interfería con las potestades asignadas por la misma Constitución a las CA. La polémica

pero surgió con respecto al hecho de que implícitamente el mismo artículo 4 de la LOAPA

permitía una reserva estatal de desarrollo y ejecución legislativa a la cual el texto

constitucional no hacía ninguna referencia, reserva que el artículo 2.2 de la ley explicitaba al

establecer que la autoridad central podía ejercer poderes de desarrollo legislativo y
, .

reglamentación atribuidas por los estatutos a las CA en los supuestos que debían

"considerarse contenido básico de la regulación legal por afectar a intereses generales de la

Nación o exigir su tratamiento prescripciones uniformes".

De esta forma la LOAPA superaba la división de competencias establecidas en la CE y en

los estatutos, supeditando las disposiciones previstas en estos últimos a la apreciación de

unos indefinidos "intereses generales de la Nación" o de una imprecisa necesidad de

regulación uniforme.
El artículo 5, en su primer punto establecía que ''La armonización normativa por razones

de interés general podrá hacerse antes O después de que las Comunidades Autónomas

hayan dictado las correspondientes disposiciones que han de ser objeto de las mismas".

Esta norma facultaba el estado a una armonización "preventiva", a la posibilidad de

establecer leyes de bases más allá de las previstas por la Constitución, la cual cosa

equivaldría a exponer a las comunidades autónomas a un constante peligro de recorte de su

potestad legislativa.
Finalmente, el título IV, dedicado a la Transferencia de Servicios, en seis artículos dibujaba
minuciosamente los diferentes. pasos. que componían el proceso de transferencias, desde la

programación de los mismos (art.22), al contenido específico y concreto de los Reales

Decretos de traspasos (art.24), y sobre todo al sistema de valoraciones (art.26).
Estas normas, de hecho, se mostraban evidentemente en contradicción con las normas

constitucionales que atribuian la potestad de fijar las bases para las transferencias de los

servicios a los estatutos de autonomías.m

Se podría decir, entonces, que indirectamente el Título IV de la LOAPA, de ser aplicado,
modificaría los mismos estatutos de autonomía ya aprobados. Más concretamente, por
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ejemplo, en el caso de Catalunya la norma vendría a contradecir claramente las

disposiciones contenidas en la Disposición Transitoria Sexta de! Estatut de 1979 que ya

regulaba detalladamente la materia y que ya en el momento de aprobarse la LOAPA se

había amplíamente aplicado.
La polémica en tomo a la LOAPA, posiblemente una de las más profundas y encarnizadas

de la joven historia constitucional española, tuvo una vertiente política que se desarrolló en

los medios de comunicación, en las Cortes y en los parlamentos autonómicos vasco y

catalán, pero tuvo también una importante vertiente genuinamente jurídica.
Contextualmente a la aprobación del texto, a finales de julio de 1982, cumpliendo con

. .

prevías resoluciones aprobadas en los meses anteriores, los parlamentos vasco y catalán, así

como sus respectivos ejecutivos y más 50 diputados del Congreso, recurrían la ley delante

el Tribunal Constitucional mediante la modalidad de! recurso previo de

inconstitucionalidad, que garantizaba la suspensión de la aplicación de la norma mientras e!

Tribunal no dictaminara.

En e! agosto signiente llegaría la sentencia'38: la Ley no podía ser ni orgánica'3' ni
armonizadora y 14 artículos!40 de los 38 de! texto eran claramente inconstitucionales.

Los magistrados de! tribunal acabaron dando plena razón a ios recurrentes y a sus

argumentaciones. El tribunal, en un dictamen en que reivindicaba e! papel de la alta Corte

como única instancia interpretativa de la carta magna, entre otras cosas afirmaba que

"(...) carece de base constitucional la pretendida igualdad de derecho. de las Comunidades Autónomas.
Precisamente el régimen autonómico se caracteriza por un equilibrio entre la homogeneidad' y diversidad
del «status» jurídico público de las Entidades territoriales que lo integran. Sin la primera, no habría unidad ni

integración en el conjunto estatal; sin la segunda, no existiría verdadera pluralidad ni capacidad de

autogobierno, notas que caracterizan al Estado de las AutonomíasU14t

y seguía afirmando que e! art, 150.3 de la Constitución, que era e! artículo sobre la base

del cual se había puesto en marcha todo e! proceso de GOncerlación autonómica

"constituye una norma de cierre del sistema, aplicable sólo a aquellos supuestos en que el legislador estatal
no disponga de otros cauces constitucionales para el ejercicio de su potestad legislativa o- éstos no sean

137 Se trata del art 147.2 CE, letra d) según el cual: "pos Estatutos de Autonomía deberán contener] Las
competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso de los
servicios correspondientes a las mismas"

138 STC 76/1983, de 5 de agosto. BOE núrn. 197, 18 de agosto de 1983.
13' Según el art.81.1 de la Constitución: "Son Leyes orgánicas las relativas a! desarrollo de los derechos
fundamentales y de las libertades públicas, las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen
electora! genera! y las demás previstas en la Constitución".
1"'" Se trata de los arts, 1,2,3,4,5.1,2 y 3; 7.1 Y 2 (párrafo segundo), 9, 10, 22 c), 23, 24.2, 32.2 al, 34.1 y
37.2.
141 STC 76/1983, de 5 de agosto. BOE núrn. 197, 18 de agosto de 1983.
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suficientes para garantizar la armonía exigida por el interés general, pues en otro caso el interés que se

pretende tutelar y que justificaría la utilización de la técnica armonizadora se confunde con el mismo interés
general que ya fue tenido en cuenta por el poder constituyente al fijar el sistema de distribución de
competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Las leyes de armonización vienen a

complementar, no a suplantar, las demás previsiones constitucionalesn141.

Finalmente, despejando definitivamente cualquier duda sobre las razones que habían

llevado a tan contundente pronunciamiento, el Tribunal añadía:

"Las Cortes Generales, como titulares «de la potestad legislativa del Estado» (art. 66.2 de la Constitución),
pueden legislar en principio sobre cualquier materia sin necesidad de poseer un título específico para ello,
pero esta potestad tiene sus límites, derivados de la propia Constitución. y, en todo caso, lo que las Cortes
no pueden hacer es colocarse en el mismo plano del poder constituyente realiaandc actos propios de éste,
salvo en el caso en que la propia Constitución les atribuya alguna función constituyente"'143.

Quedaba así descartada cualquier posibilidad de regular imperativamente el alcance de la

autonomía de las comunidades ya constituidas y de las que se constituyeran, y se volvía, por
lo menos desde un punto de vista juridico, al esquema variable imaginado por los

constituyentes, sin que ni siquiera la ley negara a entrar en vigor como tal. Después del

pronunciamiento del tribunal, entraría en vigor una Ley del Proceso Autonómico''', que
perdía la calidad de orgánica y que estatÍa depurada de todos los artículos inconstitucionales.
En todo caso, no obstante la LOAPA no produjo efectos legales, hubo varias

consecuencias políticas derivada del acuerdo firmado en 1981 porUCD y PSOE.

En primer lugar, en el ámbito de estado, no obstante ya no existiera posibilidad de utilizar

un instrumento normativo de nivel orgánico, el acuerdo de los grandes partidos estatales

llevó a la creación en el plazo de poco más de un año, de la mayoría de las comunidades

autónomas, respetando, en gran parte, el esquema consensuado por UCD y PSOE con los

PaaosA1Itonómit:O/".

y en segundo lugar, por lo que se refiere a Catalunya, toda la polémica iniciada con la

concertación autonómica y desembocada en la aprobación y la consiguiente declaración de

inconstitucionalidad de la LOAPA comportó unas fracturas y unos contrastes destinados a

cambiar profundamente el conjunto del sistema político del Principado.
Ya desde los primeros momentos de las negociaciones entre los dos grandes partidos
estatales en la primavera de 1981, la iniciativa de una posible armonización del proceso

14' STC 76/1983, de 5 de agosto. BOE núm. 197, 18 de agosto de 1983.
'" Ibidem.
,.. Se trata de la Ley 12/1983, de 14 de octubre, del Proceso Autonómico, BOE núm.247, 15 de octubre de
1983.
14. Entre 1982 y 1983 se constituían así las comunidades de La Rioja (L. O. 3/1982), Murcia (L. O. 4/1982),
Comunidad Valenciana (L.O. 5/1982), Aragón (L. O. 8/1982), Castilla-La Mancha (L. O. 9/1982), Canarias
(L. O. 10/1982), Navarra (L. 0.13/1982, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra),
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autonómico fue vivida en Catalunya no sólo como una amenaza real a las posibilidades del

autogobierno, sino además como un fruto directo del fallido golpe de estado.''''

Como ya se vio, los cuatro grandes partidos catalanes de la época, el PSC, CiU, el PSUC y

ERC, se opusieron a la primera iniciativa legislativa protagonizada en la primavera de 1981

por el gobierno de Calvo Sotelo. Como se vio, las cuatro fuerzas políticas presentaron

enmiendas, defendieron sus argumentaciones en las Cortes y alertaron la opinión pública
catalana sobre los peligros que podia comportar una iniciativa de este tipo.
Pero en la medida en que las conversaciones entre UCD y PSOE, avanzaban y parecía cada

vez más que el resultado de las negociaciones seria la redacció';l de un texto legislativo

amplio y incisivo en la dirección de lo que la prensa pronto bautizó el caft para todos, la

situación se radicalizó progresivamente.
Víctimas y corresponsables a la vez de esta situación, los socialistas catalanes, vivian

posiblemente las horas más dificiles de toda su historia reciente.

Si hasta la primavera de 1981 PSC, CiU, ERC y PSUC consiguieron mantener una actitud

unitaria en contra del primer proyecto de armonización, partir de la firma de los pactos

autonómicos, las presiones del PSOE, Y la conformidad con el proyecto de una parte de los

dirigentes socialistas catalanes con la LOAPA forzaron la ruptura definitiva de un frente

anti-annonizador en Catalunya.
La gravedad de la situación interna del PSC se hizo patente en ocasión de la presentación
de las enmiendas a la ley en el Congreso de los diputados. Una reunión de las más altas

instancias del partido, a principio de diciembre de 1981, había acordado la presentación de

un total de 14 enmiendas que, de ser aprobadas, hubiesen cambiado significativamente el

texto de la ley.
Finalmente, Ernest Lluch, portavoz del PSC en las Cortes, desentendiéndose de las

indicaciones proporcionadas por la dirección de su partido, se negaba a firmarlas y

presentarlas y sería destituido por el partido. Eduardo Martín Toval y Joan Prats, dos

prestigios miembros de la ejecutiva dimitirían en solidaridad con Lluch,

Destacados dirigentes socialistas catalanes declararon años después que la renuncia se había

producido después de una reunión entre el dirigente socialista catalán Reventós, Alfonso

Extrernadura (L. O. 1/1983), Baleares (L. O. 2/1983), Comunidad de Madrid (L. O. 3/1983) y Castilla y León
(L. O. 4/1983).
'46 En este sentido, el Peesident Pujol declaraba poco después del23-F a la prensa: "Sena pernicioso presentar
a la autonomía catalana como chivo expiatorio, porqué con ello se levantatia una cortina de humo protectora
de otras responsabilidades". Véase El Como Catalán, 13 de =0 de 1981. Y el secretado socialista Joan
Reventós por las mismas fechas alertaba con estas palabras: "La ola antiautonórnica se vislumbra, y hay
indicios por todas partes de que puede abarcar aspecto formales de la autonomía ya de por si importantes,
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Guerra y Felipe González en la cual, según declaró el primero, los dos dirigentes del PSOE
amenazaron al PSC con romper e! partido a través de la escisión de la Federació Catalana

del PSOE - que sólo cuatro años antes era confluida en el PSC - en el caso en que los

socialistas catalanes hubiesen mantenido sus propuestas de modificación'·7. Pero el

problema, para e! sector antiloapista del PSC iba todavía más allá, ya que algunos dirigentes
históricos de! PSC no procedentes de la FC de! PSOE - como por ejemplo Emest Lluch'48
- se habían claramente alineado con las posiciones del PSOE, así que e! riesgo no era

únicamente el de una confrontación entre PSC y una futura. reconstituida Federación

Catalana del PSOE, sino lo que estaba en juego era la misma frá¡¡il �dad de! socialismo

catalán procedente de la antigua Convergencia Socialista de Catalunya.
Los socialistas finalmente optaban por la unidad de! joven partido nacido en 1978, en la

convicción que seria demasiado peligroso para la misma convivencia en Catalunya peanitir
una confrontación entre un socialismo catalanista no del todo hegemónico y un socialismo

"españolista" que hubiera podido contar con fuerzas superiores a las de la antigua FC del

PSOE"· Y que además, contaría con e! respaldo económico y político del partido de Felipe
González. En la mente de los dirigentes socialistas catalanes contrarios a la LOAPA se iba

así afianzando la idea que la única manera de evitar la reaparición de viejos y peligrosos
fantasmas lerrouxistas, era retirar las enmiendas, sabiendo que por ello e! socialismo catalán

pagarla un precio. Y el precio pagado resultará ser altísimo.

pero que en un roturo más o menos inmediato pueden afectar los contenidos de nuestro autogobierno".
Véase La V"nglltmlia, 21 de maIZO de 1981.
'47 Joan Reventó. recordaba as! aquelmomentor'Yo tomé la decisión [de no presentar las enmiendas n.d.R.] y
me costó muchísimo. Yo estaba en contra de la LOAPA porque consideraba que era un fruto directo del

golpe de estado y que se echaban Iasculpas a quien menos las tenían, las autonomías. Pero decidí no presentar
las enmiendas después de bablar con Felipe González y Alfonso Guerra. Si lo hubiéramos hecho se babrla
roto la unidad del socialismo, un objetivo que presidió la lucha de toda mí vida que por fin se estaba

consiguiendo en Catalunya". A la pregunta sobre si los peligros de ruptura eran en aquel momento reales o

sólo presuntos, el antiguo dirigente socialista catalán contestaba.lacóoicamente: "No era una impresión. Era
una certidumbre y una amenaza. 'Si no aprobáis la LOAPA, rompemos la unidad socialista por la 'vía de la
Federación Catalana del PSOE';me dijeron". Testimonio recogido en J. BOIX ANGELATS: "Del golpe de
estado .1. LOAPA" en AA.VV.:: Mtmoria di C"laÚi'!Y" El Pa/s Barcelona: 1997 p. 168.
,... Muchos años después, Ero;"t Uuch seguía defendiendo su postura de entonces: "La LOAPA, por·
ejemplo, introdujo una cuestión fundamental para la autonomía: la obligación del funcionanado de conocer el
catalán. Este articulo estaba en la LOAPA y fue de los que no fueron declarados inconstitucionales y luego
pudo ser aprovechado para Catalunya". Citado en: J. BOIX ANGELATS: "Del golpe de estado a la
LOAPA" en AA.VV.: M.moria di CalaÚi'!Ya El Pals Barcelona: 1997 p. 168.
'49 De hecho, en el PSC la alineación de una parte de dirigentes socialistas procedentes de Convergencia
Socialista de Catalunya, como Emest Uuch y Martín Tova! con los sectores más pro-PSOE, ya se había
hecho patente en ocasión del II Congreso del PSC, celebrado en 1980 después de la derrota en las primeras
elecciones autonómicas. El Congreso se había cerrado con una victoria de los sectores más catalanistas, cuyo
máximo exponente era Raimon Obiols, Véase G.COLOMÉ: Elpartit d.1s sorialistes di CataÚi'!Y'" Eslnictura,
foncionament i ,kcmrat (1978-1984) Edicions 62, Barcelona:1989 pags. 36-38.
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El PSC seria el gran ausente de las movilizacioneslSo que ERC, CiU y PSUC organizaron a

lo largo de toda Ia primavera del 1982, y, por bien que muchos militantes socialistas

decidieron participar a título personal desentendiéndose de las indicaciones del partido.!"
aquellas protestas en las calles y la ausencia del PSC se transformarían en la escenificación

de la ruptura de la tradicional unidad en la defensa del autogobiemo que había

caracterizado la historia común de los partidos antifranquistas en Catalunya.
Más tarde vendría el éxito socialista del octubre de 1982 que significó en Catalunya también

una afirmación electoral estrepitosa del PSCt51, que contaría además con dos ministros en el

primer gabinete de Felipe González153• Pero las heridas creadas p.or � LOAPA tardarán a

cicatrizarse, si es que se puede decir que se hayan jamás cicatrizado.

Los efectos más evidentes y más directos de aquella actuación de los socialistas catalanes -

o, para ser más exactos, de la falta de actuación -, se pudieron ver ya pocos meses más tarde

de la promulgación de la sentencia que, a la práctica, anulaba la LOAPA.

Por un lado, en la tradicional manifestación del 11 de septiembre, Diada Nacional de

Catalunya, los dirigentes del PSC fueron el blanco preferido de los manifestantes que los

acogieron al grito de botif/ers. Si a lo largo de 1981 y hasta la primavera de 1982 la ausencia

socialista había producido un silencio atónito y en alguna medida todavía expectante,

después de la aprobación de la ley!S4 y de su posterior anulación, el silencio se había

transformado en una verdadera acusa de traición.

1;0 Las movilizaciones en centra de la LOAPA fueron constantes a lo largo de todo el 1982. Aliado de los

partidos mencionados, fueron muchas y diversas las realidades que mostEaron su disconformidad con el

proyecto presentado. Una de ellas, la Crida o la Solidaritat In DtfilUo tú la LIIngwz, la CIlItum; la NadQ Catalatus­
más sencillamente conocida como la Crida - había surgido en 1981 como respuesta a un manifiesto fumado

por 2300 intdectuales que hadan públicas sus preocupaciones sobre la situación de la lengua castellana en

Catalunya. La Crida, cuyo máximo dirigente seIlÍ el futuro secretario de ERC y del PI Angel Colom i Colom
tuvo su momento de mayor esplendor justo en 'correspondencia de las campañas anti-LOAPA. Pero junto a

ella jugará un papel muy rdevante también el Colegio de Abogados de Catalunya, que en febrero, después de
emitir un informe jurídico sobre el proyecto pedid el retiro de sus artículos 2 y 4. Asimismo, el 23 de febrero
de 1982, un año después del fallido golpe de estado más de 300 municipios catalanes se pronunciaron en

contra de la LOAPA y el 11 de marzo se celebraba un acto de apoyo a la Genetalitat y en contra del proceso
armOI1Í2ador en el cual CDC, UVe, ERC, PSUC Y otros partidos extraparlamentarios firmaban un manifiesto
titulado "Tots per Catalunya, no als pactes autcnómics, no a la LOAPA". El momento <mil de las
movilizaciones fue representado por una enorme manifestación celebrada a Barcelona el14 de marzo.
151 Sobre el número de militantes y votantes socialistas que tomaron parte en lo. diferentes actos de protesta,
evidentemente, no se dispone de datos. Lo qué se puede constatar es la presencia, en el acto de apoyo a la
Generalitat celebrado el 11 de marzo de 1982, de dos significados alcaldes socialistas, el de Mataró y el de
Girona.
152 En las elecciones generales de 1982 el PSC conquistó 1.575.601 votos (que representaban el 7,52 del total)
y eligió 25 diputados.
153 Se trata de Emest Lluch, Ministro de Sanidad y de Nards Serra, Ministro de Defensa.
154 El PSC se abstuvo en la votación en la cual el Parlament de Catalunya formuló, por mayorla absoluta (con
los votos de CiU, ERC y PSUC) el recurso de inconstitucionalidad contra la LOAPA. En la explicación de
voto, en evidente dificultad, el diputado socialista Eduardo Martín afirmaba que su grupo acataría la sentencia
del Tribunal Constitucional y que por parte de los grupos contrario. a la ley se había practicado una

"instrumentalización sin control y con intolerancia". VéaseAVUI 1 de agosto de 1982 p.6.
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Y, por el otro, en abril de 1984 CiU conquistaba una arrolladora y espectacular mayoría
absoluta en las segundas elecciones autonómicas y consolidaba el predominio del

nacionalismo moderado en las instituciones catalanas.

Pero los efectos más duraderos se notarían en la constante acusación de "sucursalismo"

lanzada por CiU y que acompañará a los socialistas catalanes a lo largo de muchos años,
acusación en parte justificada por vanos episodios de incoherencia parlamentaria de unos

socialistas catalanes que, en más de una ocasión, cambiaron el sentido de su voto según se

encontraran en los parlamentos de Madrid o de Barcelona.

El episodio de la LOAPA puso dramáticamente en tela de juicio la solvencia catalanista del
. .

PSC. Una cierta interiorización de las acusaciones de "sucursalismo" y la incapacidad de los

socialistas de movilizar su electorado en ocasión de las elecciones catalanas, posiblemente
estén a la base de la travesía en el desierto de 23 años que el PSC tendrá que cumplir para
llegar al gobierno de la Generalitat, aunque los socialistas hayan sido, y con creces, la fuerza

política mayoritaria en todas las convocatorias electorales municipales y legislativas
celebradas en Catalunya desde la transición.

La pérdida objetiva de autonomía del PSC con respecto al PSOE que había empezado con

el proceso de aprobación de la LOAPA y que se completó poco después con la integración
de los socialistas cata1anes en el grupo parlamentario del PSOE, no tendria repercusiones

'1
sólo sobre el perfil ideológico y nacional del partido de los socialistas cata1anes y sobre sus

resultados electorales, sino que modificaría, a nivel cuantitativo y cualitativo, las relaciones

de fuerzas entre los partidos cata1anes y marcaría el inicio de una nueva fase de las

relaciones entre la política cata1ana y la política española.
Unida a la crisis del PSUC y a la dificultad de ERC de encontrar un espacio político propio,
la debilitación catalanista del PSC comportó una importante reestructuración del sistema

político catalán en su conjunto.
La reivindicación nacional, que había sido a lo largo de toda la primera fase de la transición

un patrimonio compartido por todos los partidos antifranquistas cata1anes, parecía ahora

pasar a ser patrimonio de una sola fuerza hegemónica, la coalición liderada por Jordi PujoL

2.5 L'Operaci6Refonnista

En abril de 1982, en el pleno de la polémica desatada a raíz de los pactos autonómicos y de

la LOAPA salía publicado en Barcelona un breve ensayo de Miquel Roca i Junyent, ex

ponente constitucional, secretario adjunto de Convergencia Democrática de Catalunya y

portavoz del grupo parlamentario de Minoría Cata1ana en el Congreso de los Diputados.
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El libro, cuyo prólogo fue escrito por el President de la Generalitat Jordi Pujol, era titulado

sugerentemente "Per que no?"m y el subtitulo explicitaba claramente el contenido de la

reflexión del dirigente nacionalista: "Una proposta catalana per a la modemizació de

I'estat".

En el ápice del conflicto sobre el modelo de desarrollo autonómico, en que los dos grandes

partidos estatales intentaban, en función de lo que se presentó como un grande pacto de

estado, desacreditar a las fuerzas políticas nacionalistas vascas y catalanas responsables -

según ellos - de olvidar los intereses colectivos de estabilidad democrática en favor de sus

intereses, un altísimo dirigente del nacionalismo mayoritario catalán pr.oponía públicamente
un proyecto político de conjunto. Una propuesta que intentaba, a partir de las posiciones
clásicas del nacionalismo catalán, proporcionar un modelo de estado y de sociedad nuevo y

moderno para España.
Cabe decir que en el momento en que el libro salió a la luz se trataba de una propuesta y de

una reflexión hechas explícitamente a título personal porMiquel Roca.'56

En este sentido, en 1982 la propuesta roquista no es todavía - como lo será hasta casi tres

años después, y ya se verá con cuales características - una propuesta de CDC, y todavía

menos de la coalición CiU .

. -

La reflexión del eterno número dos de]ordi Pujol arrancaba de la tristeza - este la expresión
utilizada por el autor'57 - provocada-por el clima de regresión democrática y autonómica

vivido por el estado español después del fallido golpe del 23-F Y que había llevado no sólo

las dos fuerzas políticas estatales, sino también algunas fuerzas catalanas -. en evidente

alusión al PSC - a renegar de sus iniciales convicciones en materia de reconocimiento de la

naturaleza plurinacional del estado.

El problema del estado español era, en opinión de Miquel Roca, un genuino problema de

falta de cultura democrática y liberal Cuarenta años de franquismo habían dejado
inevitablemente tanto en el aparado del estado como en la propia sociedad un exceso de

intervencionismo, corporativismo y centralismo que impedia - no obstante el milagro que

había representado la Constitución de 1978 - la transformación de España en un país
definitivamente moderno, asimilable a sus vecinos europeos occidentales.

155 M.ROCA iJUNYENT: Per9"' no? UnaProJmda <ala/OlIOpu a la 1110dmUzadó d, I'sstat Portie, Barcelona: 1982.
156 Textualmente Miquel Roca afirmaba al respecto: "(...)Valia la pena de raonar i aprofundir, des d'un

plantejarnent de for,a el que ha estat i ha d'ésser ser el programa que dinamitza o guia la meva actuació

polltica. 1 m'ha semblat que, a titol de compromís individual, valia la pena de fer-ho d'una manera pública,
posant eom a testimonio d'aquest compromís els meus possibles lectors". Véase M.ROCA i JUNYENT: Per
qnl .o? Una proposla <atalana}Ir a la modemizadó tú /',dal Portie, Barcelona: 1982 pág.10.
ts7 Véase M.ROCA i ]UNYENT: Pu qll, IW? Una proposta <alalana }Ir a la modemizadó tú l'estat Portie,
Barcelona: 1982 págs. 9-10
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La constatación de encontrarse el estado español en una coyuntura negativa y peligrosa,
lejos de desanimar al dirigente nacionalista catalán, lo habían llevado a reafirmarse en sus

convicciones nacionalistas y a valorizar precisamente en su actuación la tradicional

vocación del nacionalismo catalán como agente de modernización del estado español.
En términos ideológicos ctJnvencionales, la propuesta roquista se podría situar en el campo del

liberalismo progresista, reformista, europeísta y atlantista, centrado políticamente y

defensor de un modelo económico decididamente anclado en la disciplina de mercado,

aunque no ajeno a algunas preocupaciones sociales.

La reflexión de Roca se deslizaba en tono a cuatro ejes fundamentales: la transformación
, .

del aparato estatal español en un aparato moderno y eficientejIa libertad económica y el

desarrollo de la iniciativa privada; la apuesta atlantista y europeísta y, finalmente, la

profundización de la cultura democrática. Y era justamente de esta última instancia - en el

razonamiento de Miquel Roca - que derivaba necesariamente el reconocimiento de la

pluralidad económica, social y sobre todo nacional del estado, circunstancia que habría

tenido que conducir a un nuevo planteamiento de las relaciones políticas y sociales.
Los argumentos expuestos en 1982 por Roca, en su mayoría, pertenecían claramente a

aquel ideario de Convergencia que él mismo había contribuido, desde su fundación, a

perfilar.
Pero más allá del mérito ideológico de las propuestas contenidas en el ya famoso ensayo de

1982, lo que parecía revestir un interés significativo y en parte inédito desde el principio de

la transición era justamente la procedencia de las propuestas formuladas.

Si bien es incontestable la influencia que tuvo el nacionalismo catalán - y, en sentido más

amplio, el catalanismo difuso de la mayoría de las fuerzas políticas catalanas - en el proceso

de transición en aspectos tan importantes como la redacción de la Constitución o el empuje
hacía el modelo autonómico, la propuesta de Roca representó la primera propuesta

orgánica de transformación del estado procedente de aquel sector del nacionalismo catalán

postfranquista que se estaba demostrando hegemónico. Una propuesta que, además, se

orientaba claramente a la captación de consensos fuera del Principado.
Durante un año, el ensayo de Roca - que en Catalunya llegó a las ocho ediciones

consecutivas - se quedó como una propuesta teórica, que si bien había sido formulada por
.

uno de los hombres políticos más prestigiosos, activos y admirados del Congreso, en

definitiva parecía destinada más al debate político-intelectual que a la estm�ción de una

inicíativa política concreta.
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El gran giro hacía la acción, en este sentido, se consumió entre finales de 1982 y la

primavera de 1983.

Las elecciones generales del octubre de 1982 consolidaban una espectacular mayoría
absoluta socialista y ratificaban la defunción política de DeD que, sin Adolfo Suárez (ahora
líder del Centro Democrático y Social) y en el medio de luchas intestinas incomprensibles al

gran público, se quedaba con 11 diputados yel3,14%.

Distribución de votos y escaños en el Congreso
Elecciones generales de 28 de octubre.de 1982

votos (%) Escaños (%)

Partido SocIaJlsta Obrero EspaiIoJ (PSOE) 8.551.791 40,82 177 50,57

Alianza Popular (AP) 5.543.107 26,46 107 30,57

Partlt deis Socialistas de Calalunya (PSC) 1.575.601
.

·7,52 25 7,14

Unión de Cenlro Oemocnillco (UCO) 1.354.858 6,47 11 3,14

Partido Comunlsla de EspaHa (PCE) 686.423 3,28 3 0,86

Convergencia I Unió (CIU) 772.726 3,69 12 3,43

Cenlro Democnitlco y SocIaJ (COS) 600.842 2,87 2 0,57

Partido NacIonalista Vasco (PNV) 395.656 1,89 8 2,29

Hen1 Balasuna (HB) 210.601 1,01 2 0,57

Partlt SocIallsla Unifica! da Calalunya (PSUC) 158.553 0,76 1 0,29

Esquerra RepublIcana da Calalunya (ERC) 138.116 0,66 1 0,29

Euskadlko Ezkerra (EE) 100.326 0,48 1 0,29

Total 20.088.600 350

Otros 863.000 4,12

Total volos a candidaturas 20.951.600

Fuente: Junla Electoral Central M' del Interior. Elaboración propia.

Alianza Popular pasaba a ser la segunda fuerza parlamentaria, pero aunque recibía una

buena parte de antiguos votos centristas, se quedaba a más de ochenta diputados del
•
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partido de Felipe González y, además, su perfil ideológico todavía ligado demasiado al

franquismo le impedía de interpretar completamente las aspiraciones del voto moderado.

Por otra parte, el 8 de mayo de 1983 se celebraban las segundas elecciones municipales
democráticas en las cuales los socialistas consiguieron revalidar sus mayorías en todas las

mayores ciudades del estado.

La marea electoral socialista en las legislativas y en las municipales y la falta de una alternativa

política clara díeron así alas al proyecto reformista, que empezó a configurarse, por lo
menos para algunos sectores, como una alternativa válida para vertebrar aquel espacio
político de centro que la desaparición de la UCD había dejado vacante para frenar el

. .

control socialistas de la mayoria de las instituciones, fueron ellas estatales, autonómicas o

municipales.
El 11 de mayo, tres días después de las elecciones municipales, Miquel Roca - siempre a

título personal - presentaba en Madrid el embrión de lo que después se convertirá en el

Partido Reformista Democrático.

Durante todo lo que quedaba de 1983 la propuesta, por bien que en el ámbito teórico había

sido suficientemente concretada a través del ensayo de Roca de 1982, tuvo sus díficultades

para encontrar dirigentes y grupos políticos que la hicieran suya.

La prensa continuamente especulaba sobre las personalidades hipotéticamente involucradas

en el proyecto. Se citaba a Juan Antonio Garcia Díez, Federico Mayor Zaragoza, Rafael

Arias Salgado, Pío Cabanillas, entre otros. Incluso se llegará a hablar de un acuerdo con el

CDS de Adolfo Suárez. Se trataba, en su mayoría, de personajes que representaban la flor y

la nata de la antigua UCD. Ninguno de ellos pero finalmente se comprometerá con el

proyecto roquista.
El primer apoyo oficial al proyecto reformista llegó a finales de año del minúsculo Partido

Demócrata Liberal de Antonio Garrigues Walker, que acababa de obtener doscientos mil

votos en las elecciones municipales del mayo y que podía contar en sus filas con

significados ex centristas como Juan José Rosón Carlos Bustelo y Ignacio Camuñas,

además de otros personajes de procedencia díversa como Joaquin Satrústegui, Justino de

Ázcarate, Pedro López Jiménez, entre otros. Finalmente se sumarian al proyecto - y

constituirán quizás la parte más significativa de los cuadros del partido - también una parte

importante de los que fueron en su día, durante los gobiernos de Adolfo Suárez, jóvenes

políticos y administradores de segunda fila ligados a la UCD, como el actual presidente del

RealMadrid Florentino Pérez.
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y poco más tarde llegarla el apoyo de varias formaciones de ámbito regional, como la Unió

Mallorquina de Jerónimo Albertí, Convergencia Canaria, Exttemadura Unida y Coalición

Galega, mientras que el PNV, después de unas negociaciones iniciales, decidía mantenerse

al margen del proyecto. Así, poco a poco, la Operación Roca - como fue llamada por la

prensa -llegaba a tener unas caras visibles, reconocidas.

Pero el verdadero giro hacía la concreción de un partido político necesitaba un respaldo
decidido por parte de CDC, en realidad el único posible socio de la formación capaz de

proporcionar capital humano, económico, político y de experiencia al futuro partido.

De hecho, durante todo el 1982 y el 1983 CDC se había manifestado muy poco
,

'

públicamente sobre la propuesta de Roca. La propuesta había quedado, incluso durante las

negociaciones con las otras fuerzas políticas, una propuesta hecha a carácter individual por

Miquel Roca y habían sido muchos los dirigentes nacionalistas, ellos también a carácter

individual, que a lo largo de los meses habían expresado sus reticencias con respecto al

proyecto, a causa de su víabilidad - que estimaban escasa - y también por los riesgos que

una operación tal hubiera podido tener para CDC ya que un compromiso total con el

proyecto hubiera podido posiblemente poner en tela de juicio su perfil de partido
netamente nacionalistal58•

Será sólo después de la extraordinaria victoria convergente del abril de 1984 que el Consejo
Nacional de CDC, celebrado a principio de mayol59, dará luz verde al proyecto y pondrá
definitivamente a servicio sus fuerzas para la vettebración del PRD.I60

Asimismo, como algún estudioso ya ha señalado, el compromiso de CDC con el PRD será

concebido como una "responsabilidad adicional" del partido, como una voluntad, a partir
de Catalunya, de construir un referente político válido para CDC en la arena estatal'",

En definitiva, para muchos dirigentes nacionalistas el Partido Reformista Democrático no

dejaba de ser una apuesta política que tenía sus repercusiones en el ámbito estatal pero que

158 Véase J. ANTICH: ElPin!r Planeta, Barcelona: 1994 p.208.
15. Sin embargo, más allá de la aceptación formal del Consejo Nacional, las perplejidades en mérito al
proyecto reformista por parte de pesos pesados de CDC siguieron. En este sentido, J. Antich relata que justo
durante la celebración del Consejo Naciona1, Trias Porgas, hablando de Roca, habrla comentado a Macii
A1avedra:"Este chico se est:rellará". En: J. ANTICH: El tIirrry Planeta, Barcelona: 1994 p,208,
'00 Véase El Paú, 14 de mayo de 1984. El vn Cocgresc de CDC, celebrado en enero de 1985, oficializaba
definitivamente la posición manifestada en el mayo por el Consejo Nacional, En una de las ponencias
aprobadas por el Congreso se podía leer:"CDC creu necessari que a la resta del estat es configuri una nova

forya política (",) CDC - des de la seva lena sobirania COm a forya política - es proposa actuar en la política
espanyola, ajudant a construir una op�ó política d'aquesta naturales..Véase CDC: UlttIlStraligia lIoCÍDlttl1irtaptr
o la Cata/J¡'9o tú f0'!Y 2000, ponenCIaS aprobadas en el VII Congreso de Convergencia Democritica de
Catalunya, enero de 1985 p.17,
161 Véase M, CAMINAL BADÍA: "El pujolisme i la ideologia naciona1ista de CDC" en: J. B. CUILA i
CLARA ElPoI tú Polln: Colltlf1l.'acio D,mo&rdtKa tú Catabn[Jo (1974-2000), Portie, Barcelona: 2000 p,145.
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finalmente se concebía como instrumental para los objetivos del partido en la escena

política catalana, que seguía siendo, a todos los efectos, el horizonte político de referencía.

Sea como fuera, el pronunciamiento positivo del máximo órgano dirigente de CDC con

respecto a la cuestión, no tardó a producir sus frutos.
Veinticuatro horas después de la reunión del Consejo Nacional, Pujol y Roca se

entrevistaban en Barcelona con Antonio Garrigues Walker. De la reunión saldrá un

calendario de actuaciones y la propuesta de solicitar la entrada del nuevo partido en la

Internacional Liberal. Las gestiones llevadas a cabo en este sentido por Ramón Trías Fargas
se demostrarán extremadamente efectivas: a finales de 1984 el PRD ya era socio de pleno,

derecho de la prestigiosa organización intemacional.

Yen noviembre de 1984 se celebraba en Madrid el primer congreso del nuevo partido.

Bajo el lema Al fin, la alternativa - en evidente alusión al PSOE - se congregaban 2500

delegados procedentes de todas las provincias españolas, excepto las catalanas, las vascas y

las gallegas, en las cuales el PRD había decidido de no presentarse directamente, puesto que

en estos territorios el partido confiaba su representación respectivamente a CDC, al PNV y

a Coalición Galega.
El clima del congreso - que en su escenografía recordaba las conventions de los partidos
norteamericanos - revelaba un cierto entusíasmo subido de tono. En aquella ocasión Roca

no ahorró criticas a socialistas y populares, a los primeros por despreciar el diálogo con las

otras fuerzas políticas dada la fuerza de su mayoría absoluta, y a los segundos por estar
todavía anclados en un pasado autoritario, y a ambos por ser incapaces de asumir el

carácter autonómico y plurinacional del estado. Al PSOE Y a AP Roca contraponía la

ambición del PRD de hacer de España un estado finalmente liberal, moderno y respetuoso
de las colectividades nacionales'62.

Las otras intervenciones, además de ratificar a Miquel Roca como máximo líder del Partido,
se dirigieron principalmente en contra de los socialistas, en particular modo en contra de

Alfonso Guerra, reo de haber despachado el nacimiento del PRD como ''una cosa de

cuatro catalanes". El más duro en este sentido fue el vicepresidente del parlamento andaluz

y dirigente del Partido Reformista Andaluz Luis Marin, que auguró en toda España la

derrota socialista, así como había pasado en Catalunya en las últimas elecciones

autonómicas a mano de CiU.'63

"'Véase EIPals, 26 de noviembre de 1986, p.15.
'" Véase"Euforia y críticas a socialistas y aliancistas en la apertura del congreso del Partido Reformista" en:
La Vall!,lIardia,24 de noviembre de 1984, p.13.
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En las palabras de Luis Marín posiblemente se pueda encontrar el porqué, después de casi

dos años de haber sido lanzado el proyecto, el PRD había aumentado vertiginosamente su

andadura después de la victoria convergente en los coruicios del abril de 1984.

En el momento en que el PSOE se estaba demostrando electoralmente imbatible, CDC -

en coalición con Unió Democrática - se había demostrado capaz de derrotar - y además de

hacerlo de manera inequívoca - a los socialistas. Por ello, una inicíativa de alcance estatal

liderada por los nacionalistas catalanes de CDC empezaba a parecer, a los ojos de algunos,
un buen instrumento para limitar el poder socialista.

El entusíasmo del congreso de Madrid se vio parcia1mente confirmado un año después en
, '

ocasión de las consultaciones autonóruicas gallegas, las primeras en las cuales el PRD recién

constituido - y, a la práctica, CDC - había puesto a disposición de Coalición Galega
hombres y medios para hacer frente a la campaña electoral

Los resultados marcaban finalmente una cierta incapacidad de la derecha de Fraga de

constituirse como referente único del centro-derecha gallego, quedándose AP con 34 de los

71 escaños en juego y marcaban un importante avance de los socialistas que conquistaban
finalmente 22 representantes. En este cuadro, los socios gallegos del PRD se consolidaban

como tercera fuerza parlamentaria con 11 parlamentarios, llegando a capitalizar una buena

parte de los votos que en 1981 habían permitido a la UCD de elegir 24 diputados. Además,

y quizás este fuera el argumento más favorable a la lectura positiva de los comicios que

hicieron en su día los reformistas, el Centro Democrático y Social de Adolfo Suátez se

hundía en el extraparlamentarismo, elemento que los dirigentes del PRD interpretaron
como una clara victoria a en la batalla que el reformismo estaba librando con el antiguo

presidente del gobierno por la ocupación del espacio centrista.

Los buenos resultados de Coalición Galega aceleraron las actividades del PRD para la

preparación de los comicios generales de 1986. Roca empezó así una campaña de

recaudación de fondos y de obtención de préstamos que permitieran al nuevo partido
alcanzar la cuota necesaria para enfrentarse a la campaña y encontró una buena acogida
entre los sectores bancarios y financieros, además de movilizar un amplio número de

donantes particulares, El objetivo económico fijado era muy alto - se habló de 5000

millones de pesetas - y el político quizás todavía más: los cinco millones de votoS.'M

En enero de 1986 se presentaba a la prensa el Comité de Enlace de CDC con el PRD,

presidido por Miquel Roca.· La creación y la presentación del nuevo organismo
formalizaban oficialmente la relación entre el nuevo partido y los nacionalistas catalanes.

'64Véase J. ANTICH: El lli17!Jl Planeta, Barcelona: 1994 p.214.
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Entre el febrero y el mayo de 1986, los cuadros intermedios del PRD viajaban a Barcelona

pata perfeccionar sus competencias en materia de campañas electorales gracias a la

formación ofrecida por el aparato convergente.

y en marzo, posiblemente aconsejados por los malos augurios procedentes de varias

encuestas encargadas por CDC, los dirigentes nacionalistas hacian un último intento de

comprometer con el nuevo proyecto a Suárez y su Centro Democrático y Social forzando

así la formación de una nueva coalición centrista. Pero la respuesta del antiguo dirigente de

UCD fue negatival6S•
El inicio de la campaña para las elecciones del 22 de junio de, 19�6 no pudo ser más

decepcionante para las aspiraciones reformistas: un sondeo publicado por la prensa en los

primeros días de campaña
166 cifraba unas expectativas de voto para el PRD de entre uno y

dos escaños. En todo caso los dirigentes convergentes - y, en especial modo Miquel Roca
- no se desanimaron y declararon a la prensa que las aspiraciones del reformismo se

situaban entre veinte y veinticinco diputados.167
Miquel Roca, candidato del PRD a la presidencia del gobierno, empezaba así una larga y

doble campaña electoral Una a Barcelona, como cabeza de lista de CiU, y la otra, a lo largo

y a lo ancho de la geografía española, como candidato a la presidencia del Gobierno del

PRD. En tres semanas recorrió treinta y siete provincias españolas.
No obstante la abundancia y la calidad de medios finalmente desplegada por los reformistas

y el empeño incansable demostrado por el candidato, la participación en los actos fue

comparativamente baja desde un punto de vista cuantitativol68•

Los peores presagios finalmente estaban destinados a cumplirse en el día de las elecciones:

el PRD sacaba finalmente, en las circunscripciones en que se presentaba como tal, un total

de 200000 votos escasos que correspondían a cero diputados. Se trató de una derrota

completa e implacable: el reformismo moría antes de nacer como fuerza política

parlamentaria

165 Ibidem
1116 Véase E/Pair, 15 de junio de 1986, p.1

.

167 Roca declaraba a la prensa que un sondeo del Centro de Investigaciones Sociológicas, todavía no

publicado daba al PRD un porcentaje del 8% del electorado, que traducido en escaños, vendría a suponer
entre 20 y 24 diputados. Véase ''Roca revela que el sondeo del gobierno da al PRD un mínimo del 8% de los
votos" en: E/Paú, 16 de junio de 1986, p.15.
108 En el mitin final de campaña del PRD celebrado en el Parque de Atracciones de la Casa de Campo de
Madrid sólo asistieron unas 4000 personas cuando las previsiones de asistencia eran cómo mínimo de 15000

personas. Véase E/Pair, 21 de junio de 1986, p.15.
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Distribución de votos y escaños en el Congreso
Elecciones generales de 22 de junio de 1986

votos (%) escaños (%)

Partido Socialista Obrero Espaftol (PSOE) 8.90t.718 44,33 184 52,57

Coalición Popular (CP) 5.247.677 26,13 105 30,00

Centro Democrático y Social (CDS) 1.838.799 9,16 19 5,43

Convergencia I Unió (CiU) 1.014.258 5,05 18 5,14

Izquierda Unida (IU) 768.158 3,83 6 1,71

Partido Nacionalista Vasco (PNV) 309.610 1,54 6 1,71

Herrl Batasuna (HB) 215.282 1,07 5 1,43

Unió de L'Esquerra Catalana (UEC) 123.912 0,62 1 0,29

Euskadlko Ezquerra (EE) 107.053 0,53 2 0,57

Coalición Galega (CG) 79.972 0,40 1 0,29

Partido Aragonés Regionalista (PAR) 73.004 0,36 1 0,29

Agrupaciones Independientes de 65.664 0,33 1 0,29
Canarias (AIC)

Unió Valenciana (UV) 64.403 0,32 1 0,29

Total 18.809.510 350

Otros 1.272.223 6,34

Total votos a candidaturas 20.081.733

Fuente: Elab. propia a partir de datos de Ministerio del Interior

Los socialistas revalidaban su mayoría absoluta con 184 diputados, mientras que Coalición

Popular se quedaba con poco más del 25% de los votos y más de cien diputados, y el gran

rival del PRD, el CDS de Adolfo Suárez conseguía ocupar prácticamente todo despacio

que en su día Roca había individuado como centrista, conquistando 19 diputados.
Hechos todos los cálculos y las posibles combinaciones, la legislatora que empezaba en

1986 sería otra vez caracterizada por un indiscutido dominio parlamentario socialista.

El socio gallego del PRD, Coalición Galega cumplía con su objetivo de obtener

representación parlamentaria, conquistando un diputado, mientras que en Euskadi, la otra

circunscripción donde el PRD no se presentaba, el PNV revalidaba su condición de eje

portante del sistema político conquistando 6 diputados.
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Pero el verdadero éxito del reformismo - o, mejor dicho, de la estrategia reformista de CDC -

se registró en Catalunya. La coalición CiU duplicaba prácticamente sus votos y alcanzaba su

mayor representación en las Cortes enviando a Madrid 18 diputados.

Miquel Roca, aparecía delante de los periodistas en Barcelona justo al conocerse los

resultados evitando de hablar del desastre reformista y subrayando los excelentes resultados

de CiU en Catalunya. Más tarde volaba a Madrid para encontrarse con la plana mayor del

PRD. Unos dias más tarde enviará su análisis de los resultados a Garrigues Walker: el

problema fundamental, según el alto dirigente nacionalista había sido su condición de

político catalán y catalanista, que le había impedido conectar con la gran masa de electores
,

.

españoles todavia poco receptivos a la pluralidad nacional del estado.'o,

Seguramente el análisis del ilustre padre de toda la Operación Reformista pueda explicar
una parte, incluso substantiva, de las razones del mayor fracaso político y electoral de la

historia post constitucional del sistema político español
La condición del candidato y su importancia en la construcción del consenso en tomo a

una opción política determinada ha sido y es una constante de las consultaciones

democráticas celebradas en España. Suárez en primer lugar, González sucesivamente y

finalmente, en a1guna medida, incluso Aznar son el ejemplo de cómo cada opción política

que se haya revelado mayoritaria podia - y en cierto grado, debía - contar con un líder que

excediera con su carisma o su proyección personal los límites de la implantación tradicional
de cada fuerza política.
Sin embargo, la condición o la importancia del líder tampoco parecen poder explícarlo
todo. Aliado de la efectividad del candidato - que en el caso de Roca, por competencia,
carisma y prestigio no se podia poner en discusión - el espectacular fracaso del proyecto
reformista parece encontrar sus raíces en un error de valoración y perspectiva cometido por
sus mayores arquitectos.
El argumento más repetido a lo largo del triunfal congreso del noviembre de 1984 había

sido la ecuación según la cual si los nacionalistas catalanes habían sido capaces de barrar el

paso a los socialistas en las autonómicas de 1984 y, incluso de hacerlo con una mayoria

arrolladora, entonces era razonable pensar que el fenómeno se repetiría en 1986 a escala

estatal gracias a una fuerza política nueva articulada a partir del nacionalismo moderado de

CDC. Este análisis, que había sabido tocar las cuerdas sensibles de más de un sector que

finalmente se había embarcado en la aventura reformista, se revelaría trágicamente
infundado y fundamentalmente por tres razones.

'6' Véase J. ANTICH: EI"'"!7...ob.cit.218.
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En primer lugar porqué la extraordinaria implantación electoral de CDC en Catalunya no

se había construido en dos años, sino que había necesitado de casi un decenio y a partir de

t 980 se había llevado a cabo a partir de posiciones de gobierno.
En segundo lugar, porqué las pautas económicas, culturales y políticas de la sociedad

española en su conjunto eran, a la mitad de los años 80, profundamente distintas de las

pautas de la sociedad catalana: la alternativa moderada, liberal y europeísta en Catalunya

podía contar con bases sociológicas y culturales muy amplias que CDC había sabido

capitalizar, pero que no había tenido que crear desde cero.

Y, finalmente, sobre todo porqué Convergéncia además de liberal, moderado y europeísta,
• •

era fundamentalmente un partido nacionalista y por esta razón, después del trauma que

pata Catalunya había representado la LOAPA, se había transformado en una opción
electoral válida pata muchos sectores - no necesaríamente ni liberales, ni moderados - pata

defender el autogobierno de Catalunya y se había impuesto a los socíalistas en las

elecciones autonómicas de t 984.

La experiencía del PRD pasaba a la historia y la mayoría de los que habían protagonizado
su breve vida, como Garrigues Walker, dejaban la política pata dedicarse al sector privado,
mientras que Miquel Roca volvía a ejercer de jefe de filas del grupo parlamentario
nacionalista en el Congreso de los Diputados.
El reformismo dejaba tras si dos consecuencías, una de carácter práctico y la otra de

carácter más genuinamente político.
En lo práctico, dejaba una deuda de varios millares de millones de pesetas, todo el dinero

que los reformistas habían gastado en la campaña electoral ya que al no obtener

representación parlamentaria, el PRD no disponía, según la ley, de ningún derecho a

percibir un reembolso. Finalmente la cuestión fue solucionada a través del un compromiso
decidido pero discreto por parte de Convergencía Democrática de Catalunya'70•
En lo político, dejaba un nacionalismo catalán moderado hegemónico en Catalunya y más

fuerte que nunca en las Cortes. Estas dos circunstancías marcarán el definitivo abandono

de cualquier intento de influir en la política española a partir de la vertebración de una

fuerza política estatal impulsada desde Barcelona. Esto no significaría en absoluto que la

coalición liderada por Jordi Pujol decidiera de dejar de influir en la política estatal, al

contrarlo. Pero a partir de entonces los instrumentos que utilizará serán totalmente

diferentes con respecto a los que se habían imaginado con la construcción del PRD Y se

170 Véase "Garrigues y Pujol reafirman que las deudas del PRD serán cubiertas adecuadamente" en La
Vanguardia, 26 de junio de 1986.
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basarán no ya en la búsqueda de un referente de ámbito estatal sino en la valorización de su

hegemonía política en el ámbito catalán.

Si en Madrid el grupo parlamentario de CiU optará por erigirse como la única

representación catalana en los foros parlamentarios españoles, en Barcelona, optará por una

progresiva identificación entre la coalición nacionalista y la Generalitat.

Así, después de la desviación roquista del PRD, el nacionalismo c�talán de CiU volvía a la

estrategia dellobl?Y catalán ya practicada entre finales de los 70 y principio de los 80, pero
con una importante diferencia. Ahora, después de las consultaciones de 1984 y de 1986,

CiU ya no era una de las fuerzas catalanistas sino la fuerza catalana y catalanista por
• •

excelencia que gobernaba la Generalítat por mayoría absoluta y tenía un gran peso

parlamentario en las Cortes. De manera que cualquier proyecto-de gobierno para España
que no quisiera pasar por encima de los intereses catalanes democráticamente

representados - tanto en Barcelona como en Madrid - no podía no tener en cuenta la voz y

el voto de los representantes de CiU.

2.5 Las relaciones con los gobiernos socialistas de mayoria absoluta: entre alta
conflictividad institucional y consenso en los grandes temas.

El fracaso de la Operación Reformista había evidenciado para el nacionalismo catalán

moderado ya hegemónico en Catalunya, la imposibilidad de poder contar con un aliado

estable en el panorama estatal y la necesidad de influir en la política española - tanto en el

ámbito parlamentario como en el terreno de las relaciones interinstitucionales - sólo y

exclusivamente a partir de sus fuerzas y además de deberlo hacer en una situación en que la

mayoría absoluta socialísta podía fácilmente prescindir, al menos en términos aritméticos,
de la búsqueda de un consenso más amplio entre las fuerzas políticas.
En este cuadro, la estrategia de CiU, en la legislatura entre 1986 y 1989, fue la de la

diversificación: dura y intransigente oposición al gobierno de Felipe González con respecto

a la política autonómica'", "oposición constructiva" en lo que concernía la política
económica y, finalmente, colaboración - que no-alineación - en las cuestiones que el

111 Aliado de la oposición parlamentaria, la oposición nacionalista a la política autonómica de los gobiernos
socialistas de mayoría absoluta se hizo notar también en la cantidad de recursos interpuestos por la
Generalitat en contra de normativas estatales, por entender que violaban prerrogativas autonómicas. Entre
1981 y 1991, e! gobierno de la Generalitat interpuso un total de 307 recursos a! Tribuna! Constitucional, que
tepresentaron, en la etapa analizada, e! 40% de! número total de impugnaciones de las Comunidades
Autónomas en contra de normativas estatales. VéaseAVill, 23 de abril de 1991.
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mismo presidente de los diputados de CiU había definido "temas generales de la política

española"l72, y en particular las políticas de erradicación del terrorismo y la política exterior.

Los diputados capitaneados por Miquel Roca fueron sin duda alguna los más constantes y

duros hostigadores de las políticas autonómicas del gobiemo de Felipe González, que

acusaban de desentenderse de la trascendencia que con respecto al tema había tenido la

sentencia que finalmente había anulado la LOAPA, y de querer no ya, como finalmente

había sugerido el alto tribunal, volver a los planteamientos contenidos en la Constitución y

desarrollar desde cero el nuevo estado de las autonomías, sino al contrario encontrar una

manera de mantener el viejo estado centralista sobreponiéndolo al estado autonómico que
, '

inevitablemente se estaba construyendo. Esta política, en opinión de los diputados

nacionalistas, no sólo era intrinsecamente inconstitucional y peligrosa para las prerrogativas
de las CCAA, sino que además conducía a una costosa duplicación de las estructuras

administrativas.

La crítica a la política autonómica del gobierno no se limitó sólo a la denuncía programática
en los debates de política general, sino que se tradujo en más de un caso en una oposición,
a menudo intransigente, a algunos proyectos de ley presentados por el gobierno que los

diputados nacionalistas consideraban lesivos de las competencias de las Comunidades

Autónomas. Éste es el caso, por ejemplo del proyecto sobre la Ley de Detetrninación de las

condiciones de Trabajo del Personal al Servicio de las AA.PP, presentado en el marzo de

1987, o de la Ley de Costas, presentado en el febrero de 1988, respecto al cual los

diputados nacionalistas presentaron una enmienda a la totalidad, o de la ley de Regulación
de la Televisión Privada, finalmente aprobada en la primavera de 1988. Estos fueron los

casos más significativos, en los cuales la oposición de los parlamentarios de CiU fue

particularmente dura, pero, sin embargo, importantes criticas - después traducidas en

abundantes enmiendas - fueron formuladas también a la Ley de Carreteras, de Adaptación
del IRPF, de Defensa de la Competencia, del Funcionamiento de Tribunal de Cuentas, de

Mercados de Valores entre otras.

Por lo que se refiere a los otros dos ámbitos - el económico, y el de "los ternas generales de

la política española" - si bien la voluntad de mantener en menor o mayor grado según los

casos una actitud más dialogante había sido anunciada en las primeras sesiones de la

cámara, no fue hasta el año siguiente que pudo defuútivamente materializarse, ya que no

fue hasta la defuútiva exculpación de Jordi Pujol de las acusaciones formuladas en contra

172 Texto originario del Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados del 23 de julio de 1986, citado en

GRUP PARLAMENTAR! DE MINORÍA CATALANA: LA FD'fIl eh la flina foto Minoria Catalana.
Barcdona: 1989. p.391.
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de él por el caso de Banca Catalana que las relaciones entre los socialistas y los nacionalistas

volvieron a un cierto grado de normalidad.

Más allá de los sucesos estrictamente judiciales, que en esta sede no se entrarán a valorar,

para CiU y para el nacionalismo catalán en general, la peripecia en los tribunales del

presidente de la Generalitat había sido vivida no sólo como un verdadero ataque político
orientado a desbancar por la vía judicial la única fuerza que en Catalunya - y, en parte se

había creído que también en España -, se había demostrado capaz de enfrentarse a los

socialistas con posibilidad de éxito, sino incluso como un ataque al propio autogobierne
catalán y, en definitiva, a la misma Catalunya. El conflicto había tenido sus fases más duras

, .

fuera de las aulas de los tribunales y había visto en un bando a dirigentes del PSOE hacer

declaraciones imprudentes y malintencionadas sobre la posible detención de Pujolt73 y, en el

otro bando, había visto la organización de actos de apoyo masivos al President de la

Generalitat.174

En un contexto tal, más allá de algunas declaraciones de intenciones, resultaba muy dificil

construir una política de concertación, de mayor o menor profundidad, entre el gobierno
socialista y los nacionalistas catalanes. Una prueba de hasta que punto la querella de Banca

Catalana afectó a las relaciones entre las dos fuerzas políticas quizás sea representada por el
referéndum sobre la permanencia en la OTAN celebrado en marzo de 1986. Delante de las

dificultades que tenía el gobierno socialista para justificar su rápida y total modificación de

posiciones con respecto al asunto, CiU optó por dejar libertad de conciencia a sus electores

evitando así, aunque fuera a costa de abdicar parcialmente de sus consabidas convicciones

atlantistas, de dar la impresión a sus electores de querer apoyar, aunque fuera

implícitamente, una posición expresa por el gobierno de Felipe Gonzálezl75•

173 Tomás AzoIÍn, delegado del gobiemo en Andalucía habla declarado a la preosa en abril 1986 que los
socialistas iban a "meter a Pujol en la cárcel". Citado en ]. ANTICH: Elvimy Planeta, Barcelona: 1994 p.134.
174 El 30 de mayo de 1984 Jordi Pujol venía investido con una aplastllnte mayoría (87 votos, lo. diputados de
CiU, pero también de CP y de ERC, que declaró votar la investidura por "deber patriótico"), President de la
Geoenlitat por .egunda vez. Acabada la sesión y el debate de investidura, en el cual fueron constantes las
referencias a la querella del cual era objeto el dirigente nacionalista, el neo presidente se trasladaba del Parc de
la Ciutadela - sede del Parlament _ al Palau de la Generalitat, situado la plaza Sant Jaume. Le acompañaba
una mucbedumbre de 200000 ciudadanos congregados para dar muestra de apoyo a las instituciones de

Catalunya y a su máximo representante, Los diputados socialistas, también presentes, tuvieron que recurrir a

la protección de los Mossos d'Esquadra para salir del parlamento puesto que se hablan trasformado en el
blanco de lo. manifestante•. Pujol, ya llegado en la Plaza Sant Jaume .alió al balcón del Palau y pronunció un

br.... discurso en el cual reiteró la voluntad de diálogo con las instituciones centrales pero remarcó

rotundamente que "somos capaces de responder ante una jugada indigna". Vé..eLA VangHarrlia, 31 de mayo
de 1984.
175 En el conjunto del estado votó favorablemente a la permanencia en la Alianza Atlántica un 52,49% de los
electores mientras que en Catalunya sólo se mostró favorable el 43,59%. Alrededor de un millón y medio de
catalanes (el 50,56% de los votantes) contesté negativamente a la pregunta referendario. Las zonas donde más
se había votado negativamente eran Zonas de alta implantación nacionalista, como las comarcas de Osona,
Berguedi y Bages, Pujol pagarla su ambi¡¡i.tIad con respecto a la cuestión atlántica cuando dos años más tarde,
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A finales de noviembre de 1986, después de casi tres años de peripecia judicial durante los

cuales apenas había habido relaciones entre la Generalítat y el gobierno central, la

Audiencia Territorial de Barcelona exculpará definitivamente a Pujol de todos los cargos

que se le habían contestado.

El desbloqueo favorable de la querella tendrá su traducción directa en la actuación de los

parlamentarios de CiU en el Congreso y a lo largo de 1987, los representantes de Minoría

Catalana apoyarán toda una serie de importantes iniciativas gubernamentales.
La aprobación conjunta de la normativa de despliegue de la LQDE176 y de la LRU177, la

concertación de la política antiterrorista y un importante grupo de normativas de
, '

adaptación al mercado común constituyen la prueba del comienzo de una nueva fase.

Por otra parte, la nueva disposición dialogante de los diputados nacionalistas producirá

gestos también por parte del gobierno, como la substancial mejora de las relaciones entre

RTVE y la CCRTV y la deroga de un decreto que impedía a las comunidades autónomas

de desarrollar sus actividades de promoción turísticas en el extranjero.
Es en esta fase que empezó a utilizarse por parte de los diputados guíados por Míquel Roca

la expresión de la "oposición constructiva,,178 al gobierno socialista.

En este sentido, el intento de los diputados nacionalista fue el de separarse del resto de los

partidos de la oposición, afianzar su imagen como fuerza responsable y utilizar la soledad en

la cual se encontraba la mayoría socialista para insertar, aunque fuera sólo en algunos temas

y parcialmente, en la agenda política del gobierno algunas inquietudes propias y

tradicionales del nacionalismo de CiU.

La nueva estrategia nacionalista tampoco se debe interpretar como una alineación con las

posiciones gubernamentales y mucho menos como un pacto de legislatura encubierto:

Prueba de ello será la negativa de los diputados de MC a aprobar los presupuestos para

1988.179 Se trató más bien, como algunos estudiosos han subrayado, de una lenta y

progresiva "aproximación" al PSOE, intercalada con duros contrastes, sobre todo en

materia autonómical80•

los representantes de los partidos dem6cratas cristianos boicotearon su candidalllra para la presidencia de la
Asociación de las Regiones de Europa, favoreciendo la elección del democristiano italiano Carla Betnini.
176 Ley Otginica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del Derecho a la Educación.
177 Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Univusitru:ia.
178 Véase GRUP PARLAMENTARI DE MINoRíA CATALANA: La FIJ'f'l '" laflina. .. ob.cit. p.393 y El
Paú, 7 de octubre de 1987.
170 Minoría �a�ana present? una enrnien�. a la to�dad Y finalmente votó en contra alegando que el

proyecto socialista no garantizaba unos obJetivos mlnimos de descentralización y racionalización del gasto
público. Véase ElPaú, 21 de noviembre de 1988.
180 Véase M. M. CORNUDEILA LAMARCA: "El grup parlamentari de CiU al Congtés deis diputats" en].
B. CULLA:Elpal '"palllrPortie, Barcelona: 2000 págs. 161 Y ss.
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La "aproximación" continuó a lo largo de 1988 y contribuyó a una mejora substancial de

las relaciones entre la Generalitat y e! Gobierno central, mejora que se hizo patente a la

hora de solucionar los contenciosos relativos a la implantación del segundo canal

autonómico. Si en 1983 TV3 había nacido a-legalmente y su supervivencia había sido puesta
en tela de juicio a causa de los durísimos contrastes entre la dirección de RTVE y la

Generalitat de Catalunya, cinco años más tarde la misma a-legalidad con la cual había

nacido e! segundo canal autonómico sería subsanada a través de una breve reunión entre

Mique! Roca y el ministro socialista José Bartionuievo.
Sin embargo, dentro de la coalición nacionalista no faltaron voces discordantes con los

, \

nuevos criterios según e! cual había actuado a lo largo de todoel 1987 Y e! 1988 e! grupo

parlamentario a Madrid. Voces, incluso excelentes, de la coalición subrayaban la necesidad

de volver a una política de oposición más rigurosa y dura con respecto al gobierno de

Felipe González. Pero será el mismo Pujol en varias declaraciones a la prensa
IBI

que

ratificará la estrategia de la "aproximación" y de la oposición constructiva, estrategia que

encontrará sus momentos más altos
-

en el apoyo ofrecido al gobierno por los

parlamentarios nacionalistas en ocasión de la huelga general convocada por los sindicatos

por el 14 de diciembre de 1988.

Finalmente, la estrategia seguida a partir de 1987 encontrará una nueva y completa
formulación teórica en el VIII Congreso de Convergencia Democrática, celebrado a

principio de 1989. El cometido de forrnalizarla recayó - como no podía ser de otra manera

- otra vez en Mique! Roca, que esta vez, a diferencia de lo que había ocutrido casi siete

años antes, hablaba por cuenta y nombre de todo e! partido.
Abandonando para siempre la hipótesis de la vertebración de una alternativa política de

ámbito estatal, el jefe de filas de los diputados nacionalistas en el Congreso, reivindicaba la

efectividad de la estrategia de la oposición constructiva como método de participación en la

política española y subrayaba no sólo los logros que ésta había proporcionado con respecto
al fortalecimiento del autogobierno catalán sino el pape! moderador y limitador que había

sabido ejercer el nacionalismo catalán con respecto a la mayoría absoluta socialistal82•

IBI Véase La Vll1t!l'artlia, 21 de noviembre de 1988.
IB2 As! Miquel Roca desaibla y reivindicaba el trabajo hecho eo los últimos años por los parlamentarios
nacionalistas: "Per un costat hem defensat ela drets i eompeténcies de la Generalitat, vetllant porque la

legislació del Estat i l'acció del govem central respectin el contingut de l'Estatut d'Autonomia de Catalunya;
d'a!tra banda hem defensat els intereesos dela nostres electnrs, en tate. les vessants de la vida social, de, dela
col 'iectius mis nombro sos, com poden su eh pensionistes, fin! als Inés petits col -íectius

. � �e senten

abandonats o menystingut per la política del govem central 1, finalment, hem defensat una V1S10 diferent de
I'Esrar i de la societat, tal com s'entenea de, del centralisme intervencioni,ta del PSOE. Hem lIuitat en
defensa del pluralisme, de la realitat plural i diversa del estat; pel protagonisme de la ,�ci�tat .civil; �":" la
'ensibilitat social; por les manifestacions modernitzadores de l'aparell de l'Estat, per cla cligrutat 1 peesngr de
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De alguna forma la reflexión de Roca sugería implícitamente la posibilidad de dar un paso

más en la valorización de la práctica de diálogo con el PSOE, anticipando la posibilidad,
declarada después explícitamente en el curso de la campaña para las elecciones generales

del octubre, de ofrecer el apoyo de los diputados nacionalistas en el caso - considerado

probable - en que el PSOE perdiera finalmente la mayoría absoluta.18l

Los resultados electorales del octubre, dieron la razón sólo a medias al prestigioso dirigente
nacionalista.

Distribución de votos y escaños en el Congreso
Elecciones generales de 29 de octubre de 1989

Votos (%) escaños (%)

Partido Socialista Obrero Espanol (PSOE) 8.115.568 39.87 175 50.0

Partido Popular (PP) 5.117.049 25.14 101 28.86

izquierda Unida (IU) 1.627.136 8,00 14 4,00

Centro Oernocn!Uco y Social (COS) 1.617.716 7,95 14 4,00

Convergencia I Unió (CIU) 1.032.243 5,07 18 5,14

Eusko Alderdl Jelzalea - Partido Nacionalista Vasco (EAJ-PNV) 252.119 1,24 5 1,43

Iniciativa per Cstalunya (IC) 231.452 1,14 3 0,86

Heni Batasuna (HB) 217.278 1,07 4 1,14

Partido Andaluciata (PA) 212.687 1,05 2 0,57

Unión Valenciana (UV) 144.924 0,71 2 0,57

Eusko Alkartasuna (EA) 138.955 0,67 2 0,57

Euskadlko Ezkena (EE) 105.238 0,52 2 0,57

Unión del Pueblo Navarro - Coalición PP (UPN-PP) 92.216 0,45 3 0,86

PP- Coalición Cenbistas de Galicla (PP.cG) 76.707 0,38 3 0,86

Partido Aragonés Regionalista (PAR) 71.733 0,35 1 0,29

Agrupaciones Independlentas de Canarias (AlC) 64.767 0,32 1 0,29

Total 19.%15.788 350

Otros 1.238.099 6,07

Total votos a candidaturas 20.351.887

Fuente: Junta ElecIoral Ce_l. MD dellntarlor. Elaboración propia

les insti�cio?, dernocci�ques: 1 aixo �o bem fet seaee �ecessitat de caure en la cursa forassenyada d'insults i
desqualificacions, acusaeions 1 grollenes que molt sovtnt ha catacteritzats la vida política espanyola en els
datten anys". Véase M. ROCA: "Informe del Comité Executiu Naciooal" en: CDC: Unpartils« la CaI4/u'!lQ
deisQ'!l' 90. VIII. Congrés, Barcelona: 1989 págs. 19-20.
183 �on estas l?"!,,b� lo cxplicab.a Miquel Roca el� día de las elecciones: ''El objetivo de CiU es

posible: la parncipacron en el gobierno desde la propia persoaalidad catalana". Véase La Van!,llarrlia 29 de
octubre de 1989.
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El PSOE no alcanzaba la mayoría absoluta por un solo escaño pero la negativa de los

cuatro diputados de Herrí Batasuna de incorporarse al Congreso garantizaba - al menos

aritméticamente - a los socialistas la posibilidad de gobernar en soledad.

Igualmente, los dirigentes del PSOE propusieron tanto a los nacionalistas vascos como a

los catalanes y también al CDS de firmar un pacto de legislatura que les permitiera gobernar
sin demasiados sobresaltos. Ninguna de las tres fuerzas politicas aceptó y incluso el Gnp
Parlamentan Catata (este era el nuevo nombre del grupo integrado por los diputados de CiU)
votó en contra de la investidura de Felipe González, remarcando las críticas a las posiciones
socialistas en campo económico y sobre todo autonómico.

Sin embargo, la estrategia de diversificación ensayada en la
. legislatura precedente no

cambió en sus lineas generales, pero quizás sí en su profundidad. Si bien como tres años

antes, los diputados de CiU se negaron rotundamente a integrarse globalmente en las

politicas gubernamentales, aumentaba sensiblemente la colaboración en algunos temas

concretos, sobre todo económicos y de carácter más general, como la politica exterior.

Del buen clima de colaboración surgirán en 1990 los acuerdos para la implantación de la

policia autonómical84 y la signatura de un pacto sobre la normalización de la lengua catalana

en las estructuras de la administración periférica del estado. lBS

A lo largo de 1991 las relaciones entre los nacionalistas catalanes y el PSOE no dejaron de

mejorar, al contrario, parecían cada vez más estrechas. Reflejos de estas mejoras serán la

actuación mediadora de CiU que permitió aprobar la Ley Corcuera a finales de año y los

dos acuerdos de finarlciación extraordinaria de la normalización lingüística (los famosos

semis lingiií.rtics) 186, el proyecto del tren de alta velocidad para unir finalmente Catalunya a la

frontera francesa y finalmente la ampliación de los efectivos de los Mossos d'Esquadra.
Así en el debate sobre el estado de la nación de 1992, Miquel.Roca reiteraba su voluntad de

su grupo de seguir contribuyendo en la gobernabilidad y en la práctica de los acuerdos

bilaterales CiU-PSOE. Frutos de estos acuerdos serán, ya al final de la legislatura, la

114 El acuerdo, firmado en el junio de 1990, representaba un verdadero giro ya que comportó un cambio de
un modelo policial descentralizado y basado en la coordinación de las polidas locales a otto, centtado en 1,
construcción de una policía autonómica integral.185

De la signatura del pacto derivarla en el julio de 1990 una Orden del Ministerio de Aclministtaciones
Públicas (Orden del 20 de julio dé 1990) con la cual se daba finahnenle cumplimiento a las previsiones
nottnatim art.19.1 de la Ley 30/1984, de Medidas pars la Reforma de la Función Pública. La norma citada
obligaba la aclministtación periférica del estado operante en territorios de doble oficialidad IingüIstica, a

dotarse de personal debidamente capacitado en las dos lenguas. La Orden establecía en este sentido dos

obligaciones fundamentales para las administtaciones periféricas del estado: la redacción de un informe anual
sobre la situación IingüIstica de sus estructuras; y la confección de listas anuales en que constaran el número y
las características de las plazas para las cuales se configuraba como imprescindible el conocimiento de las dos

lenguas.
'86 Se trataba de una financiación adicional orientada a la promoción y a la normalización de la lengua
catalana.
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reforma del reglamento del Congreso y las normas de reorganización de las prestaciones

sociales en caso de paro.

Haciendo un balance de conjunto de los siete años que separan el excepcional fracaso de la

Operación &formula de las elecciones generales de t 993, se podría decir que quedaba bien

lejos la antigua aspiración de Roca de encabezar una modernización centrista y autonomista

del estado alternativa a la del PSOE.

Si en t 986 la participación en la política española de los nacionalistas catalanes se había

planteado como la posibilidad de alterar el tradicional esquema bipartidista español, entre

1986 y 1993 la apuesta de CiU había sido la de condicionar, a p� d� su posición - real o

presunta - de representación legitima de la globalidad de los intereses catalanes, la política
del partido gobernante. Así había ofrecido al PSOE estabilidad y colaboración

parlamentaría en los campos de la política económica y de los grandes temas de estado y

pedido contrapartidas en el terreno autonómico orientadas a mejorar el nivel del

autogobierno catalán pero extensibles en un nivel más general a todas las comunidades,

incidiendo así de manera significativa en la propia formulación de la política autonómica

de! gobierno.
En definitiva, había actuado replanteándose su intervención a partir de 10 que realmente era

y pretendía ser: una fuerza genuinamente nacionalista.

Los resultados de esta actuación, teniendo en cuenta e! hecho de que a lo largo de las dos

legislaturas que se están examinando el PSOE había más o menos cómodamente podido
contar con una mayoría absoluta, habían sido, a fin de cuentas, todo menos despreciables.
Por un lado CiU había claramente cumplido con su objetivo de diferenciarse de! resto de la

oposición, consiguiendo escaparse de peligrosas clasificaciones y presentándose como una

fuerza integralmente nacionalista pero capaz de tomar responsabilidad con respecto a la

política general y a los grandes temas de estado.

Por e! otro, la política de aproximación había tenido unos resultados concretos en e!

terreno del fortalecimiento del autogobiemo catalán suavizando los obstáculos y las

dificultades que habían caracterizado la primera legislatura socialista.

Las elecciones del junio de 1993 finalmente registraJ:án la pérdida de mayoría absoluta por

parte del PSOE y las elecciones caerán justo en el momento más dulce de las relaciones

entre CiU y el socialismo españoL Felipe González, pidiendo oficialmente la entrada de los

diputados nacionalistas en la mayoría de gobierno volvía así, después de casi una década, a

reabrir una discusión profunda sobre los métodos y la profundidad de la intervención del

nacionalismo catalán en la política española.
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2.7 El pacto de legislatura entre CiU y PSOE.

En víspera de las elecciones generales de 1993, todos los pronósticos auguraban la falta de

una mayorla absoluta. En este cuadro, los votos de los diputados de CiU se vislumbraban

claramente como indispensables para la concreción de cualquier mayoría de gobierno y

obligaban a los nacionalistas catalanes a plantearse una intervención mucho más

comprometida en la política española. Así quisieron subrayarlo los dirigentes nacionalistas,

que, para la ocasión, eligieron un lema breve cuanto explícito:"ara decidirem".
A pesar de que, como se vio, entre 1989 y 1992 las relaciones entre 'CiU y PSOE habían

mejorado sensiblemente, a lo largo de las dos semanas de campaña electoral, los dirigentes
nacionalistas no desvelaron sus intenciones post electorales y optaron por una equidistancia

que le garantizara capitalizar al máximo el voto nacionalista, reforzando su perfil de único

grupo parlamentaría catalán en Madrid.

Los resultados electorales finalmente darían razón a los pronósticos. Si bien el PSOE sufría

una importante hemorragia de votos, debida al desgaste de tantos años en el poder, a los

escándalos de corrupción y a los primeros avísos de la verdadera ''bomba'' representada
por el destape del escándalo de los GAL, los socialistas conseguian mantener la mayorla
relativa, quedándose a 17 escaños de la mayorla absoluta. Por otra parte, la dura campaña
llevada a cabo por un joven y agresivo José María Aznár, que había hecho hincapié
justamente en la corrupción y en la mala gestión económica de los últimos gobiernos del

PSOE, no había sido suficiente para moderar la imagen de partido derechista que el PP

tenía. Si bien conquistaba 37 escaños más de los que había conquistado en 1989, en 1993 el

PP todavía no se había consolidado como una alternativa válida al socialismo.

Cuanto a CiU, sus resultados no igualaban el máximo histórico conquistado en 1986 y

revalidado en 1989, pero en todo caso con 17 diputados se consolidaba como la tercera

fuerza parlamentaria.
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Distribución de votos y escaños en el Congreso
Elecciones generales de 6 de junio de 1993

Votos (%) Escaños (%)

Partido Popular (PP) 8.089.235 34,56 138 39,43

Partido Socialista Obrero Espaftol (PSOE) 9.150.083 39,1 159 45,43

Izquierda Unida (IU) 1.905.673 8,14 15 4,29

Convergencia I Unió (CIU) 1.165.783 4,98 17 4,86

,

Eusko Aiderdl Jetzalea - Partido Nacionalista Vasco (EAJ-PNV) 291.448 1,25 5 1,43

Iniciativa par catalunya (IC) 273.444 1,17 3 0,86

Coalición canaria (CC) 207.077 0,88 4 1,14

Herrl Batasuna (HB) 206.876 0,88 2 0,57

Esquerra Republicana de catalunya (ERC) 189.632 0,81 1 0,29

Partido Aragonés Regionalista (PAR) 144.544 0,62 1 0,29

Coallcl6n Eusko Alkariasuna - Euskal Ezkerra (EA-EUE) 129.293 0,55 1 0,29

Unl6 Valenciana (UV) 112.341 0,48 1 0,29

Unl6n del Pueblo Navarro - Partido Popular (UPN-PP) 112.228 0,48 3 0,86

Total 21.977.657 350

Otros 1.425.528 6,09

Total votos a candidaturas 23.403.185

Fuente: Junta Electoral Central. MO del Interior. Elaboracl6n propia.

Teniendo presente el buen clima que había cancterizado las relaciones entte CiU y PSOE

en los últimos años y sobre todo teniendo en cuenta la aritmética parlamentaria, si Felipe
González quería seguit gobernando, no podía no contar con el apoyo de los nacionalistas

catalanes y estos últimos no podían desprestigiar la posibilidad de hacer realidad el lema

que había caracterizado su campaña.
Así el día después de las elecciones, la única incógnita era en qué forma se realizaría la

colaboración entte el PSOE Y CiU, si en elmarco de una verdadera coalición de gobierno o
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si, a! contrario, los socialistas gobernarían en solitario gracias a! apoyo parlamentario
proporcionado por los nacionalistas.
En los días inmediatamente sucesivos a las elecciones, la prensa especuló mucho sobre las

intenciones nacionalistas, y el mismo Jordi Pujol se encontró a tener que zanjar el asunto

públicamente declarando que siendo el PSOE la fuerza más votada debía ser ella a

proponer una fórmula a CiU, que la debatiría y tomaría una decisión'",

Así después de pocos días llegaba la propuesta socialista: el PSOE se inclinaba para la

formación de un gobierno de coalición a! cual participaran tanto el PNV como CiU'"·.

Dentro de Convergencia i Unió y dentro de la misma Covergéncía Democrática de
, ,

Catalunya, la oferta socialista generó un largo y duro debate interno. Esquematizando, si el

sector más cercano a Miquel Roca se decantaba por una participación activa en la

construcción de un gobierno de coalición, tanto Pujol como sobre todo Unió Democrática

consideraban extremadamente peligroso ligar demasiado el destino de CiU a lo de un

PSOE poco acostumbrado a gobernar en coalición yen evidente crisis de consensoe'".

La discusión, que tuvo incluso tonos dramáticos, fue solucionada finalmente a través de

una reunión de la dirección de CDC que acordó poner como condición para cualqnier

negociación la aceptación integra por parte del PSOE del programa electora! de CiU, lo

cual significaba una implícita desestimación de la oferta de entrar en el gobierno"".
Quedaban así las posiciones de Miquel Roca y de sus partidarios claramente en minoría.

Todavía más se consolidaría esta situación cuando poco días después una reunión del

Comité de Enlace de CDC y Unió Democrática ratificó la decisión tomada por la dirección

convergente. Pero a pesar del.frenazy que había representado la decisión nacionalista, la

negociación continuaría igualmente a lo largo de las semanas siguientes en el seno de una

comisión bilateral PSOE-CiU.

No obstante las insistencias socialistas, del sector roquista, y de una parte significativa del

etnpresaríado catalán'91 para la formación de un gobierno de coalición, lo que :finalmente

'87 Véase La Vanll'arrJia,9 de junio de 1993, p.9
'88 La propuesta fue formulada por González en un encuentro conJordi Pujol el 17 junio de 1993. Véase El

Periódi<o, 18 de junio de 1993.
18. En este sentido, Josep Antoni duran i LIeida, líder de Unió Democrática declara a la prensa pocos días

después de las elecciones:"La oferta de González a Pujol sólo ratifica que los nacionalistas seremos decisivos"

y que los objetivos programáticos de CiU se podían lograr "sin entrar en el Gabinete". Véase ElPeriódktJ, 18
de junio de 1993.
'90 En la reunión del Comité Ejecutivo de CDC sólo seis dirigentes sobre treinta y uno expresaron una

opinión favorable a la entrada de los nacionalistas en el gobierno. Entre los contrarios, Jordi Pujol, Macia
AIavedra y Josep María CullelL Miquel Roca, al salir de la reunión declaró a la prensa:"Varnos a cometer un

error histórico". Véase EIPaú, 23 de junio de 1993.
19' Véase "Financieros catalanes piden a Pujol un pacto de gobierno" en:ElPaIs, 23 de junio de 1993.
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cuajará será la voluntad de un "amplio acuerdo", no escrito, en materia económica y

autonómica.

La buena disposición nacionalista se manifestó ya a partir de la sesión de investidura,

cuando los diputados de CiU votaron a favor de Felipe González en la primera votación

rompiendo así la tradición nacionalista de no proporcionar sus votos al candidato

propuesto antes de que fuese estrictamente necesario y sobre todo sin la exigencia del

cumplimiento de determinadas condiciones.

Así, como explicaron en aquel momento los diputados na.cionalistas192, aquel voto

favorable a priori había visualizado la disposición nacionalista, a contribuir a la
, '

gobemabilidad del estado y a colaborar con el gobierno en la solución de la dificil crisis

económica que vivía el país.
Pero la buena disposición demostrada en el debate de investidura no significaría que CiU se

conformaría con respaldar el programa de gobierno socialista sin plantear exigencias.
Al contrario, a lo largo de los primeros meses de legislatura, y en víspera del debate sobre

presupuestos del 1994, CiU haría públicas sus condiciones. La más importante de las ellas

será la cesión de un tramo del 15% del IRPF a la Generalitat, seguida por importantes
modificaciones de la política gubernamental en los campos de política económica y

industrial

La dinámica se repetirá prácticamente idéntica en víspera de la aprobación de los

presupuestos de 1995, que el GPC condicionará a importantes cesiones de competencias en

materia de infraestructuras y transportes y sobre todo de policía autonómica. En cambio,
los nacionalistas ofrecieron su apoyo al gobierno tanto en ocasión de la huelga general de

enero de 1994 como más en general en todo 10 referente a la reforma del mercado laboral.

La multiplicación de los escándalos de corrupción que salpicaban continuamente al

gobierno socialista y, más adelante, ya a principio de 1995, la apertura de la investigación y
del debate parlamentario sobre el caso de los GAL, sin embargo empezaron a quebrar el

clima de colaboración entre socialistas y nacionalistas.

De alguna forma, mientras cada vez más el PSOE perdía consensos y credibilidad y

mientras se realizaba un verdadero acoso al gobierno por parte de algunos medios de

comunicación, CID decidía replantearse su estrategia de colaboración con los socialistas,

192 Miquel Roca declaraba en el marco del debate de investidura:"No rehuyo de nuestras responsabilidades ni
de la coincidencia si es posible, pero ello se dará si se puede coincidir con el programa que ofrecimos (... ) El
catalanismo político afronta una vez más con una visión de estado la administración de una situación
compleja y dificil. En ningún caso hemos evitado asumir las responsabilidades pertinentes. En esta ocasión lo
hacemos apostaodo por la estabilidad Espero que se nos baga justicia. (...) Confiamos que el desarrollo de la
normativa comunitaria respete la división competencia! entre el estado y las autonomlas, y esto no son temas

particulares, son temas de estado" La Vangllarrlia 9 de julio de 1993, p.12.
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preocupada por los efectos negativos que podía generar el pacto CiU-PSOE en víspera de

las elecciones autonómicas previstas para el otoño de 1995.

Los efectos del cambio de clima en las relaciones entre nacionalistas y socialistas se

empezaron a notar a lo largo de la discusión sobre la Ley del Cable, que tuvo que aplazarse
y se puso definitivamente de manifiesto en el momento en que en la primavera de 1995

cuando un acuerdo entre el PP y el PSOE sancionaba la permanencia de la figura del

Gobernador Civil, desatendiendo así una de las demandas principales de CiU. A este

acuerdo seguirá la negativa del PSOE a la modificación de la Ley. de Costas que precipitará
definitivamente las relaciones entre las dos formaciones.

A finales de junio de 1995, CiU anunciaba el fin del "amplio acuerdo" que había permitido
la supervivencia del gobierno socialista, aunque manifestaba su 'voluntad de mantener en

vida el gobierno hasta finales de año de manera que se pudiera asegurar la estabilidad

interna durante los meses del semestre de presidencia española de la Unión Europea'"'.
La pérdida de la mayoría absoluta por parte de CiU en las elecciones autonómicas del

octubre acababa por reforzar la decisión de retirar la confianza al gobierno socialista y la

negativa nacionalista a aprobar los presupuestos para 1996 aceleraría la ruptura y llevaría a

la convocación de elecciones anticipadas.
Así se concluían los dos años y medio en que la fuerza mayoritaria del espectro político
catalán y que ostentaba la representación de la máxjma institución del Principado había

colaborado más profundamente en la gobernabilidad y en la definición de las políticas del

gobierno estatal

Sin embargo, se había tratado de' una colaboración que volvía a remarcar el carácter

profundamente nacionalista de CiU. Si bien el pacto había sido estable y continuado -la

votación de la investidura de González aPriori y la salida negociada constituyen en este

sentido la prueba más evidente - se trató de una colaboración en la cual para CiU el

horizonte político de referencia seguía siendo Catalunya.
Las contrapartidas exigidas por la formación nacionalista tenían como primer objetivo el

fotralecimiento del autogobiemo catalán aunque los efectos de las más importantes de ellas

- como ocurrió en el caso de la cesión del 15% del IRPF - acabaron extendiéndose a la

totalidad de las comunidades y, a la práctica, modificando aspectos importantes del

conjunto de la política autonómica del gobierno.
En este sentido, si bien la etapa 1993-1995 represente el momento de máxima implicación
del nacionalismo catalán mayoritario con la definición de las políticas del conjunto del

193 Véase las declaraciones del diputado nacionalistaJoaquimMolins en 1.4 Vanfllarrlia, 30 de junio de 1995.
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estado español, ésta no dejaba de partir de las consecuencias del fracasado intento de la

Operación Reformirta. La idea, en definitiva, de que la representación estricta de los intereses

catalanes en el Congreso de los Diputados constituiría la contribución más adecuada que el

nacionalismo catalán pudiera aportar al conjunto de la política española.

2.8 El Pacto delMajestic

Así como había pasado tres años antes, en la campaña electoral para las elecciones

generales de 1996 CiU se volvió a presentar con el objetivo explícito de evitar que ninguno
de los dos grandes partidos estatales alcanzara la mayoría absoluta y dispuesto a llegar a

pactos con la fuerza más votada, independientemente de la que fuera. El lema elegido por

la coalición nacionalista fue en este sentido todavía más explicito que el elegido en la

consultación anterior: Smm deci.rius.

Los resultados electorales confirmaron los mejores auspicios de la coalición nacionalista.

Distribución de votos y escaños en el Congreso
Elecciones generales de 3 de marzo de 1996

votos 1%\ Escaños 1%\

Partido Popular (PP) 9.595.671 38.69 154 44,0

Partido Socialista Obrero Espanol (pSOE) 9.425.678 38,0 141 40,29

izquierda Unida (IU) 2.342.789 9,45 19 5,43

Convergencia I Unió (CIU) 1.151.633 4,84 16 4,57

Eusko Alderdl JelZalea-Partldo NaclonaDsta Vasco (EAJ-PNV) 318.951 1,29 5 1,43

Iniciativa per catalunya - EIs Verds (1c.EV) 296.985 1,20 2 0,57

Coalición Ganaria (CC) 220.418 0,89 4 1,14

Bloque NaclonaDsta Galego (BNG) 220.147 0,89 2 0,57

Herrl Batasune (HB) 181.304 0,73 2 0,57

Esquerra Rapubllcana de catalunya (ERC) 167.841 0,68 1 0,29

Unión del Pueblo Navarro - Partido Popular (UPN-PP) 120.335 0,49 2 0,57

Eusko Alkartasuna (EA) 115.861 0,47 1 0,29

Unió Valenciana (UV) 91.575 0,37 1 0,29

Total 24.248.988 350

Otros 553.943 2,23

Total votos a candidaturas 24.802.931

Fuente: Junta Electoral Cenlral. MO del Interior. Elaboración propia.
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El Partido Popular de José María Aznar conquistaba una ajustada mayoría relativa con 154

escaños, frente a un PSOE que perdía finalmente el liderazgo conquistado en el octubre de

1982.

La situación, pues, en el marzo de 1996 se presentaba para CiU bastante parecida a la del

junio de 1993, aunque con una importante diferencia. Si en 1993 los nacionalistas todavía

gozaban de mayoría absoluta en el Parlament de Catalunya, después de las elecciones

autonómicas de 1995, con sólo 60 diputados habían tenido que recurrir a la práctica del

gobierno en minoría,

En este sentido, con respecto a las negociaciones llevadas a cabo c,on los socialistas en

1993, CiU se encontraba en una posición de menor independencia, ya que se daba la

circunstancia de que el pacto con el PP en Madrid solucionaría los problemas de

gobemabilidad en Barcelona.

Las negociaciones entre CiU y el PP, que excluyeron ya desde los primeros momentos la

hipótesis de un gobierno de coalición, fueron largas y comparativamente más dificiles que

las que se realizaron con el PSOE. Si bien la coincidencia entre populares y nacionalistas en
temas económicos se presentaba como muy alta, la debilidad endémica del PP en Catalunya
y su imagen de partido substancialmente marginado de la vída política catalana, así como la

virulencia de los ataques de los populares a las políticas lingüísticas de la Generalitat en el

bienio 1993-1994, ciertamente contribuyeron a que fuera dificil el arranque de la

negociación.
Posiblemente se debió también a estas dificultades que el Partido Popular ofreció a CiU, a

diferencia de 10 que había hecho tres años antes el PSOE, la fuma de un pacto escrito por

firmar antes de la sesión de investidura.

La propuesta poplllar, formalizada en los días siguientes a las elecciones,'" se mostraba

particularmente interesante para los nacionalistas catalanes. Entre otras cosas, el PP ofrecia

ampliar el tramo autonómico del IRPF (llegando así este a un total del 30%), la revisión de

la Ley de Costas _ que tantos enfrentamientos había creado con el PSOE -, la substitución

de los gobernadores civiles por delegados del gobierno elegidos entre funcionarios de

carrera, y el traspaso de las competencias en materia de tránsito.

A finales de marzo, las negociaciones seguían en sentido favorable, como VÍDo a evídenciar

la elección, mediante los votos de los diputados nacionalistas, de un presidente popular del

Congreso.

194 Véase "Azoar negociará con los nacionalistas sin imponer limitaciones" en: La Vanguardia, 6 de marzo de

1996, p.l.
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Pero no fue hasta el 26 de abril que se cerró el Acuerdo de Legislatura y

Corresponsabilidad - más conocido por la prensa con el nombre de Pacto delMajestic, del

nombre del hotel barcelonés donde finalmente fue firmado - según el cual los diputados
nacionalistas se empeñaban en garantizar la supervivencia del gobierno de José María

Aznar a lo largo de toda la legislatura.
El pacto entre el PP y el CiU, estructurado cuatro apartados, de hecho representaba un

verdadero giro con respecto a las posiciones tradicionalmente sostenidas por la derecha

española en temas autonómicoe.l"

En un primer apartado, dedicado a la financiación autonómica, se introducía el concepto de
, ¡

corresponsabilidad fiscal, que comportaba no sólo la cesión de un tramo adicional de IRPF

para las autonomías sino también la posibilidad para estas últimas de intervenir

legislativamente, aunque en proporción reducidas, sobre las alícuotas. Un segundo apartado
dedicado a la producción legislativa, anunciaba la decisión de aprobar una nueva ley que

reformara la administración periférica del estado y otra que aboliera la figura del

gobernador civil. Además se hacía referencia explícita a la modificación de la Ley de Costas

y de la Ley del Suelo. En el tercer apartado, relativo a los traspasos de competencias, se

preveía, entre otras cosas, la asunción por parte de la Generalitat de las competencias de

tránsito, la cesión del INEM, y la gestión de los puertos de interés internacional

Un último apartado hacía referencia a la participación de las autonomías en los procesos de

decisión del gobierno en materia europea y dos cláusulas adicionales preveían la supresión
del servicio militar obligatorio y la reducción al 7% del NA que grababa sobre los peajes de

autopistas.
El Pacto delMaje.rtic representaba, por lo menos en el papel, la culminación de la estrategia
madurada por CiU en los últimos años de mayoría absoluta del PSOE Y después practicada
con cierto éxito en el bienio 1993-1995. Comparativamente, las contrapartidas autonómicas

que el PP ofrecía al nacionalismo catalán mayoritario eran infinitamente mayores de las que

en su dia había ofrecido el partido de Felipe González y a partir de las cuales se había

construido el pacto de legislatura con el PSOE.

Pero a diferencia de lo que había pasado tres años antes, como ya se recordó, ahora el

margen de maniobra de los diputados catalanes a Madrid era más reducido puesta la difícil

situación parlamentaria del gobierno de la Generalitat a Barcelona.

Así, no obstante al principio de la legislatura fueron constantes las reclamaciones

nacionalistas de un cumplimiento rápido y integral del pacto suscrito y incluso de la

1.5 Véase La Vanguardia, 27 de abril de 1997.
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formulación de nuevas demandas, finalmente CiD acabará votando los presupuestos para el

1997 Y el 1998 sin que ni la mitad de las medidas previstas en el acuerdo de 1996 se

hubieran cumplido. A lo largo de todo el 1996 y el 1997, los intentos de presionar al

ejecutivo de Aznar por parte de CiD a través de colaboraciones puntuales con otros grupos
de manera de poner de manifiesto la debilidad del gobierno, serían contrarrestados a

Barcelona por votos contrarios de los diputados populares en el Parlament de Catalunya a

las iniciativas del gobierno de la Generalitat.

El 1998 fue un año particularmente complicado por las relaciones entre el PP Y cm. Si

bien en el X Congreso de CDC, celebrado a finales de 1996 se había ratificado la estrategia
.

.

del pacto con el ppl96, poco de un año más tarde, los sectores más soberanistas y los

jóvenes del partido empezaban a expresar serias dudas sobre la conveniencia del pacto con

el partido conservador españoL
La indisposición del PP a materializar nuevos traspasos de competencias y a aceptar sólo

un aumento de las inversiones del gobierno en infraestructura en Catalunya acabó por

empeorar las relaciones. En el debate sobre el estado de la nación de 1998, se acabará

visualizando este malestar, cuando CiD consiguió aprobar dos resoluciones sin el concurso

del PP y cuando, pocos meses más tarde, en julio CiD firmará, junto al PNV Y al BNG la

Declaración de Barcelona, un documento con el cual se sellaba una alianza entre las tres

fuerzas nacionalistas con el objetivo de reivindicar un reconocimiento definitivo de la

pluralidad nacional del estado y un papel destacado para las tres nacionalidades en el cuadro

de la construcción europea.!"

1.. El mismo Jordi Pujol afirmaba en el acto de apertura del congreso: "Nosaltres estero aquí per a consolidar
una for�a nacionalista potent. (oo.) I és perque sempre tinguem ben ciar que quan no ha sigut aixI, un partit
potent, nacionalista, i per al qua! aconseguir progressos per a Catalunya fos la priotitat, quan no ha estar així
no bem progressat, i fino i tot hi va haver-hi moments en que no es van aprofitar bé bones oportunitats. I
aixó ha estar hisrorjcarnent així. Ha estat així duranr la época de la LIiga, ha estat així a la época de Esquerra
Republicana, y ha estat així en eIs ú1tims anys amb Convergencia. Ha estat així durante eIs anys 80 i ha estat
així en aquests ú1tims anys. Abans amb la colaboració amb el PSOE i ara amb el Partit Popular". Vésse CDC:
LAflJl'ff' "'Muap" a CataIN'!Ya, actas del X Congreso de CDC, L'Hospitalet de L1obregat, 8-10 novernbre de
1996, p.ll.
197 Según el texto de la Deelsración, las tres fuerzas afinnaban que "al cabo de veinte años de democracia
continúa sin resolverse la articuíación del Estado español como plurinacional. Durante este periodo hemos
padecido una falta de reconocimiento jurldico-político e incluso de asunción social y cuítutal de nuestras

respectivas realidades nacionales en el ámbito del Estado" y que ''Este reconocimiento, además de justo y
democrático, resulta absolutamente necesario en una Europa en proceso de articulación económica y política
y que, además, apunta a medio plazo hacia una redistribución del poder político entre sus diversas instancias y
niveles. Una Europa cuya unión debe basarse en el respeto y la vertebración de los diversos pueblos y culturas
que abarca". Por estas razones, los tres grupos firmantes acordaban una estrategia de colaboración
continuativa con el objetivo de "hacer un llamantiento a la sociedad española para compartir y dialogar acerca
de una nueva cultura política acorde con esa comprensión del Estado y promover una concienciación
colectiva que refuerce la idea de su plurinacionalidad", de "ofrecer a Europa y al mundo nuestras propuestas
en defensa de la diversidad" y de "encabezar la política de las identidades, y de su convivencia positiva y
creativa". Véase La VangnarJiayAVUI, 16 de julio de 1998.
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Pero las circunstancias que modificaron definitivamente las relaciones entre populares y

nacionalistas fueron sin duda la celebración de las elecciones autonómicas catalanas en el

noviembre de 1999 y de las elecciones generales de la primavera del 2000.

Durante la campaña electoral de las autonómicas, ambas fuerzas - como, por otra parte, es

natural - se esforzaron en diferenciarse una de la otra. Los nacionalistas de CíO

profundizaron sus críticas al ejecutivo central en materia de política autonómica y hicieron

bandera de su campaña la renovación del sistema de financiación de la Generalitat.

A través de lo que se denominó Pacto Fisca4 los nacionalistas catalanes reclamaban unas

relaciones económicas y fiscales entre el estado y la Generalitat, similares a las que
, .

entretiene el gobierno central con la autonomía vasca a través del concierto económico.

Los resultados de los comicios autonómicos catalanes del otoño de 1999 asestaron un

primer golpe a las aspiraciones.nacionalistas de volver a orientar la política autonómica del

gobierno central con una cierta efectividad. La ajustadísima victoria nacionalista en los

comicios del noviembre de 1999 dejaba a CiU sólo dos posibilidades de poder formar

gobierno en Barcelona. Con 56 diputados, la coalición de Jordi Pujol sólo podria formar

mayoria con ERC o con el PP. Finalmente la elección fue la de repetir la colaboración con

los populares, y esta decisión llevará CíO a volver a aprobar los presupuestos del gobierno
central. Sin embargo CiU mantuvo incluso después de las elecciones sus reivindicaciones

acerca el nuevo modelo de financiación.

Pero fueron las elecciones generales del marzo de 2000 que alteraron definitivamente el

cuadro de las relaciones entre los dos grupos y cambiaron profundamente su sentido.
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Distribución de votos y escaños en el Congreso
Elecciones generales de 12 de marzo de 2000

Votos (%) escalios (%)

PP 10.321.178 45.24 183 52.29

PSOE 7.918.752 34.71 125 35.71

IU 1.263.043 5.54 8 2.29

CiU 970.421 4.25 15 4.29

EAJ-PNV 353.953 1.55 7 2.00

BNG 306.268 1.34 3 0.86

CC 248.261 1.09 4 1.14

PA 206.255 0.90 1 0.29

ERC 194.715 0.85 1 0.29

IC-V 119.290 0.52 1 0.29

EA 100.742 0.44 1 0.29

CHA 75.356 0.33 1 0.29

Total 22.078.234 96.77 350 100.00

Otros 736.233 3.23

Total 22.814.467 100.00

Fuente: Junta Electoral Central. MO del Interior. Elaboración propia

El Partido Popular conquistaba la mayotÍa absoluta quedándose con 183 de los 350

escaños. Los 15 diputados finalmente elegidos por la coalición nacionalista a Madrid ya no

eran imprescindibles para garantizar la gobernabilidad, cuando, al contrario a Barcelona el

gobierno de ]ordi Pujol veía garantizada su supervivencia justo por el voto de los diputados
populares catalanes.
En este cuadro, CiU siguió, sobre todo al principio de la legislatura, aportando sus votos a

las iniciativas del gobierno Azoar. Los diputados nacionalistas votaron la investidura y

acabaron - sin que sus votos fueran estrictamente necesarios en el Congreso - dando

apoyo a los presupuestos para los años 2001, 2002, 2003 Y 2004. Si bien consiguieron hacer

prevalecer sus planteamientos en alguna u otra incluso importante cuestión - como en el
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caso de la primera ley de extranjería y de algunas modificaciones a la Ley Orgánica de

Universidades-, la capacidad de influenciar el gobierno central no sólo en el campo de las

políticas autonómicas sino también en el campo de las políticas económicas, sociales y

exteriores parecía ahora francamente reducida. Finalmente, a partir de la primavera de

2003, casi en víspera de las elecciones autonómicas catalanas, las relaciones entre CiU y PP

se deterioraron ulteriormente hasta la ruptura formal en otoño de 2003.

Se cerraba así una etapa de la historia de la intervención del nacionalismo catalán en la

política española. Se cerraba ciertamente porqué la conquista de la mayoría absoluta por

parte del Partido Popular había hecho descender bruscamente su margen de maniobra,
, .

rompiendo el esquema de actuación seguido al fracaso de la Operación Reformista.
Pero sobre todo se cerraba porqué CiU, con la lenta pero inexorable pérdida de consenso

y de centralidad política en Catalunya había visto modificados desde las raíces el sentido y la

efectividad de su acción.

CiU, y todavía más después de la pérdida del control del gobierno de la Generalitat en el

novíembre de 2003, ya no era elpartido del nacionalismo catalán, y por extensión el partido
de Catalunya, hegemónico en el Principado y expresión de un lobby catalán homogéneo, sino

el partido más grande de un sistema político en el cual otros actores reclamaban,

respaldados por la fuerza de los números y de sus actuaciones, ser legítimos representantes
de los intereses del país.

Así, en la campaña electoral para los comicios autonómicos de 2003, cuatro de cada cinco

fuerzas políticas en competición - todas menos el PP - presentaban como ejes
fundamentales de sus programas la reforma del estatuto para aumentar las cotas de

autogobierno del país y un nuevo sistema de financiación, cuestionando no sólo la

capacidad de CiU de seguir siendo la representación por antonomasia de los intereses

catalanes sino también las formas a través de la cual estos intereses se habían hasta la fecha

representado.
El nuevo horizonte del nacionalismo catalán, en sus diferentes expresiones, era ahora no

tanto condicionar las actuaciones del gobierno central con respecto a su política
autonómica contingente, sino contribuir a dibujar normativamente un nuevo y más

ambicioso esquema de relaciones entre Madrid y Barcelona.
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CAPITULO TERCERO
LA FINANCIACIÓN DE LAAUTONOMÍA

3.1 La financiación en el Estatuto

José Víctor Sevilla Segura, profesor de derecho tributario y colaborador de los primeros
gobiernos de Felipe González, escribió hace unos años que en España la cuestión de la

financiación autonómica y las relaciones entre la hacienda central y las haciendas

autonómicas había sido demasiado un juego político a "suma cero,,19".

Dejando de lado una valoración sobre el resultado de la "suma", 1<;> que resulta claro es que

el tema de financiación, no obstante aparentemente sea un tema puramente técnico, ha

representado una de las claves eminentemente políticas, probablemente la más importante,
de todo el desarrollo del Estado de las Aurocomías!",

Decidir el cuanto y el cómo recibirán recursos unas nuevas administraciones significa, de

hecho, decidir el cuanto y el cómo podrán asumir competencias, proporcionar servicios
directos a los ciudadanos, decidir estrategias de intervención: en otras palabras consolidarse

y actuar como instituciones.

En general, se podría decir que la historia de la dificil búsqueda de un...sistema de

financiación consensuado y efectivo, reproduzca un poco las características de la historia

del mismo modelo del estado de las autonomías: un acuerdo general de mínimos, que

dibuja un modelo fundamentalmente abierto - que remitía a la letra de los distiotos

estatutos de autonomía la definición de toda una serie de importantes aspectos - y una

conflictualidad prolongada (representada por los numerosos recursos al Tribunal

Constitucional y por las largas negociaciones entre Estado central y autonomías) que

contribuirían a cambiar y condicionar progresivamente elmodelo.

Esta consideración, aplicada al caso de la historia de la financiación de la autonomía

catalana, parece especia1mente sugerente ya que como ya se ha recordado en otra parte de

este trabajo, el proceso de discusión y aprobación del proyecto estatutario por parte de las

fuerzas políticas parlamentarias catalanas, fue, en buena medida, contemporáneo al proceso

de redacción de la Constitución.

En concreto, en junio de 1978, cuando empezó el proceso de redacción del texto

estatutario, todavía no había concluido del todo la discusión en mérito al Título VIII de la

...J.V. SEVILLA SEGURA: Las ./aVlS th /afotantiati4n _n6mi&a Ctítica, Barcelona: 2001 p.42
19.A. CASTELLS i OLIVERES: ''Models i polítiques de finan�ament de la Generalitat pautes d'estabilitat,
can'; i conflicte" en:R. GOMA i J.SUBIRATS: GDvenu j po/itit¡tlU ptíbliqtllS a Catalu'!Ya (1980-2000) UAB
Bellaterra : 2001 p.55
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Constitución, que contenclria finalmente los principios generales de la financiación de las

Comunidades Autónomas.200

Esta circunstancia, unida al hecho de que en los mismos meses se estaba discutiendo

tambiénel texto del estatuto vasco - que plantearla soluciones de financiación radicalmente

diferenciadas con respecto a las que finalmente se adoptarian para Catalunya y para el resto

de las Comunidades Autónomas- produjo una cierta fluctuación del debate entre las

fuerzas políticas catalanas. Éstas, en efecto, por un lado estarían obligadas a tener en cuenta

cuanto se estaba cristalizando en la Constitución, y, por el otro, todavía impulsarían
acciones orientadas a aprovechar los espacios políticos qu� � negociación vasca

virtualmente había abierto. En otras palabras, en un tema tan delicado e importante como

el de la financiación, en el momento en que se abrió la discusión estatutaria, pocas cosas

parecían poder darse por descontadas y esto se reflejaría en la diferencia de posiciones con

la cual las fuerzas políticas catalanas llegarían a la discusión.

A lo largo del verano de 1978, después de la ya famosa reunión de parlamentarios
convocada por la Entesa deis Catalans que daría inicio al proceso de redacción del

Estatuto, prácticamente todos los partidos catalanes presentaron detalladas propuestas
sobre los mecanismos legales que garantizarían la financiación de las nuevas instituciones

autonómicas.

Si en mérito a la necesidad de conferir a la Generalitat el poder de recaudar y gestionar
todos los impuestos, con excepción de AP yUCD, aunque con significativos matices, todas

las fuerzas políticas catalanas estaban substancialmente de acuerdo, fue en primer lugar
sobre la composición de la hacienda de la Generalitat y el sistema de distribución de los

rendimientos fiscales que se evidenciaron las diferencias entre CDC, UDC y ERC por un

lado y el PSC y el PSUC por el otro.

200 Finalmente, los artículos de la Constitución que se ocupa:ían de la financiación de las Comunidades
Autónomas serian el 156, 157 Y 158. El artículo 156 establecía que era necesario dotar las CA de autononúa
financiera para que pudieran desarrollar y ejercer las competencias de la que dispondrían, en acuerdo con los

principios de coordinación con la hacienda estatal y solidazidad entre los españoles. El artículo 157, en
cambio, enumeraba los recursos a disposición de las Comunidades Autónomas: los impuestos cedidos
totalmente o parcialmente por el estado, los recargo' sobre los impuestos estatales y otras participaciones en

lo. ingresos del estado; los impuestos propios, tasas y otras contribuciones; las transferencias a cargo de un

Fondo de Compensación Interterritorial (FC!), que tenía la función de reducir los desequilibrios entre los
diferentes territorios del estado, y otras asignaciones a cargo del Presupuesto General del Estado; los
rendimientos procedentes de su patrimonio y los ingresos de derecho privado y, finalmente el producto de las

operaciones de crédito. El mismo artículo también prohibla a las CA de adoptar medidas tributarias sobre
bienes situados fuera de su territorio ó que supusieran un obstáculo a la libre circulación de bienes,
mercancías y penan.. y, sobre todo, que serfa sólo a través de una ley orgánica aprobada por las Cortes
Generales que se podrlan reglamentar las competencias financieras de las CCAA. El artículo 158, finalmente,
obligaba a que entre los instrumentos de financiación estuviera comprendido el Fondo di Compensación
Interterritorial con el fin de contribuir a la disminución de los desequilibrios económicos entre las
Comunidades Autónomas.
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Convergencia Democrática de Catalunya presentaba un proyecto según el cual la hacienda

de la Generalitat se compondría de los impuestos cedidos por el estado, de los impuestos y

de las tasas propios de la administración autonómica, de las transferencias del FCI y de los

rendimientos de las operaciones de créditos y de los ingresos generados por el mismo

patrimonio de la Generalitat. Según el proyecto convergente además, todos los

rendimientos fiscales obtenidos en Catalunya, incluidos los procedentes de impuestos
estatales, irían a parar en las arcas autonómicas. La Generalitat, en un segundo momento,

se ocuparia de transferir al estado las cantidades necesarias a financiar los servicios que el

estado seguiría prestando en Catalunya y las cantidades destinadas al Fondo de
, .

Compensación Interterritoriaf'", UDC, por su parte, presentaba. un proyecto muy parecido
al de la fuerza política que durante más de veinte años seria su socio de coalición. La única

diferencia, en el proyecto democristiano, era representada por el hecho de que quedaban
directamente a disposición de la hacienda estatal - y, por lo tanto, la hacienda de la

Generalitat se abstendría de recaudarlos - los impuestos y las contribuciones derivadas de

los monopolios y las aduanas202• Finalmente, aunque ERC no presentó directamente

propuestas articuladas, sus dirigentes se manifestarían a lo largo de todo el debate en línea

con las propuestas de CDC y UDC203•

En cambio, las fuerzas de la izquierda catalana, el PSC y el PSUC, así como, por otra parte,

VCD, proponían un sistema de financiación mixto, construido sobre la idea de que habria

tres fuentes principales de financiación de la hacienda autonómica: los tributos propios de

la Generalitat, los tributos cedidos por el Estado a la administración catalana y, finalmente,
un porcentaje de participación en los rendimientos de los impuestos estatales'"".

Entre las propuestas presentadas por las tres fuerzas políticas existían diferencias

importantes - que serán analizadas - en mérito a las figuras tributarias individuadas como

propias o cedidas y sobre todo en mérito a la fórmula a través de la cual seria preciso
calcular el porcentaje de participación en los impuestos estatales. Sin embargo, habia un

elemento que era común a los tres proyectos y que marcaba una diferencia insalvable con

las propuestas de CDC, UDC y ERC: tanto la izquierda catalana como los centristas

invertian el mecanismo de distribución de los recursos. Si en el proyecto nacionalista seria

201 Véase:]. SOBREQUÉS i CALLICÓ: L'Estalllt d�mnom{a di CataÚl'!Ja vol n Edicions 62, Barcelona:
1982 pp.161-165.
202 Véase:]. SOBREQUÉS i CAU.ICÓ: L'EstaIIIt d�m1tOmfa. ..cit. pp.121-123.

._203 En este sentido véase la intervención de Hertbert Barrera en el debate de aprobación del proyecto
estatutario, en: ]. SOBREQUÉS i CALLICÓ: L'Esfafllt d�mnDm{a di CataÚI'!Ja vol [[[ Edicions 62,
Barcelona: 1982 pp.964 Y ss,
"" Véase:]. SOBREQUÉS i CALLICÓ: L'Estafllt d�utDnom{a di CataÚl'!JO vol [[ Edicions 62, Barcelona:
1982, respectivamente, pp. 176-179, pp. 192-195 ypp.210-214.
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la Generalitat a recaudar la totalidad de los impuestos y, en un segundo momento, a

destinar al estado los recursos destinados a financiar los servicios que éste seguiría

prestando en Catalunya y a la solidaridad interterritorial; socialistas, comunistas y centristas,

en cambio, desglosaban de la gestión - que no de la recaudación - de la Generalitat los

impuestos estatales. Así, si en el caso de los tributos propios y de los tributos cedidos, la

Generalitat dispondría directamente, ya desde el momento de la recaudación, de los

rendimientos correspondientes, en el caso de los impuestos estatales, éstos serían enviados

a Madrid, desde donde, en la medida del porcentaje previsto por.el estatuto, serían puestos

a disposición de la administración autonómica.

El modelo de financiación preconizado por las fuerzas nacionalistas, no obstante se

amparara en supuestos totalmente distintos, tenía un esquema ·conceptual similar al que,

por las mismas fechas, se estaba discutiendo y aprobando en el caso del estatuto vasco.

En Euskadi, las razones del sistema que pronto se conoció con el nombre de "concierto

económico" se habían hecho remontar a la existencia de una relación económica y fiscal

diferenciada procedente de la tradición foral. En Catalunya, no obstante ninguna de las

fuerzas nacionalistas había empleado argumentaciones históricas para la reivindicación del

grado más alto de autonomía fiscal y financiera, ésta se había reivindicado en el marco más

general de la aspiración a un autogobierno pleno y había querido traer su legitimidad del

tratamiento que en las negociaciones con el gobierno central se había dado a la autonomía

vasca.

Pero sin embargo, la hipótesis de un concierto económico "a la catalana" sería destinada a

tramontar bien antes de ser discutida con el gobierno central.

Ya en la primera estancia de los parlamentarios catalanes en el parador de San, en el

septiembre de 1978, no obstante finalmente no se hubiera llegado a la discusión sobre el

título dedicado a la hacienda autonómica, las distancias entre las fuerzas nacionalistas y

PSC, PSUC y UCD se habían mostrado evidentes. y los dos meses que separaron la

primera reunión de Sau de la segunda, en noviembre del mismo año no serían suficientes

para acercar las posiciones.
Finalmente, en el anteproyecto redactado a principio de noviembre se imponclria el sistema

mixto preconizado por la izquierda catalana y respaldado por los centristas. Así, el texto del

anteproyecto, en su artículo 43, establecía la hacienda catalana se compondría
fundamentalmente de cinco elementos.

En primer lugar, de los tributos, de las tasas y de las contribuciones especiales que la

Generalitat podría establecer.
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En segundo lugar, de los tributos que el estado cedería a la administración autonómica. El

texto fijaba ya una primera lista de tributos a ceder: sucesiones y donaciones, patrimonio
neto, transmisiones y actos juridicos documentados e impuestos especiales.
En tercer lugar, de los recargos que la Generalitat podría establecer sobre los impuestos
estatales y en otras participaciones en los presupuestos generales del estado.

En cuarto lugar, de las subvenciones derivadas del Fondo de Compensación Interterritorial,

Finalmente, la parte más conspicua del total de recursos a disposición de la administración

autonómica procedería de los rendimientos resultantes de la participación catalana en toda

una serie de impuestos estatales. En el texto, así como había acaecido en el caso de los
. .

tributos cedidos, se insertaba una lista de estos tributos. Se trataba de figuras impositivas
importantes, como el IRPF, el impuesto sobre la renta de sociedades, el impuesto sobre el

tráfico y el lujo - el texto además hacía referencia a la próxima introducción del NAZlS
- y

los rendimientos de los monopolios. Un último punto, finalmente, establecía una c/CÍ1Isula de

garantía, según la cual la Generalitat participaría de un porcentaje de la recaudación en

Catalunya de todos aquellos impuestos de nueva creación por los cuales no fuera prevista la

cesión. La norma, además, se completaba con la previsión explícita de que en caso de

reforma fiscal- y, consecuentemente, de modificación o supresión de figuras impositivas y
de disminución de los ingresos autonómicos- el estado estaría obligado a garantizar un

crecimiento de los recursos de la hacienda catalana como mínimo en las mismas

proporciones en que crecieran los ingresos estatales206•

Por otra parte, el texto, además de establecer el principio según el cual la Generalitat

recaudaría, liquidaría y gestionaría todos los impuestos estatales - con la única excepción de

los monopolios fiscales y de la renta de aduanas -, afrontaba uno de los elementos que se

revelarán más conflictivos a lo largo de todo el proceso, fijando los términos de la jÓ17II1I1a a

través de la cual se calcularía el porcentaje de participación en los impuestos estatales

enumerados. Así, establecía que la cifra resultante de la participación en los impuestos

estatales, sería, como mínimo, equivalente a la cifra resultante de la aplicación de la mediana

de los coeficientes de población y recaudación fiscal a los ingresos generales del estado en

Catalunya menos los recursos necesarios a sufragar los costes de los servicios que el estado

seguiría proporcionando en el Principat. El porcentaje se actualizaría normalmente cada

:ros En concreto, la letra b) del art.43.1.3 en la enumeración de los impuestos estatales para los cuales era

prevista una participación por parte de la Generalitat especificaba:"Impost sobre el trific, i sobre el luxe, i, en
el seu cas, el del valor afegit". ElIVA sería introducido en el estado español a partir de 1986, año de su

entrada en la Comunidad Económica Europea. El texto del anteproyecto puede ser consultado en: J.
SOBREQUÉS i CALLICÓ: L'EstaItIl d'AMlonol1lla.•• voLll, ob. cito pp.253-271.
206 Art.43.2 del anteproyecto de Estatuto de autonomla de Ca1:'alunya. En: J. SOBREQUÉS i CALLlCÓ:
L '&ta1Nt d�lIfqnomla... vol.ll, ob. cito p.266.
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cinco años, aunque hasta que no se hubiera completado el proceso de transferencia de las

competencias, una comisión mixta Estado-Generalitat se encargaría de revisarlo cada año.

El texto del anteproyecto aprobado en Sau hacia una primera síntesis normativa de las

orientaciones expresadas por los distintos grupos políticos. Se trató sin embargo de un

texto que todavía seria objeto de discusiones y propuestas de modificación, pero anticiparía
- almenos in n1lce - las grandes líneas de lo que será finalmente la propuesta presentada por
los parlamentarios catalanes en las Cortes.

No obstante CDC seguirla defendiendo la hipótesis del conciertoeconómico prácticamente
hasta el día de la aprobación del proyecto final, alertando sobre las .posibilidades de una

,

inesperada disponibilidad del gobierno central a igualar la situación fiscal y financiera

catalana a la vasca"", la discusión de Sau y la adopción del texto del anteproyecto

descartaría a la práctica la hipótesis inicial de los nacionalistas.

El debate - en el cual, pese a no renunciar a defender sus posturas iniciales, participaron
activamente los parlamentarios de CDC - no seria ya sobre qué sistema de financiación

adoptar, sino sobre cual seria, dentro de un sistema de financiación mixto, caracterizado

por una alta corresponsabilidad fiscal, la fórmula más adecuada para garantizar -'

fundamentalmente a través del porcentaje de participación en los impuestos estatales - la

autonomía no ya fiscal sino meramente financiera de la futura Generalitat de Catalunya.

Y, en ese sentido, la discusión - que, en buena parte volvió a contraponer las fuerzas

nacionalistas a PSC, PSUC y UCD - se desarrolló en tomo a cuatro puntos fundamentales.

En primer lugar, la presencia en el texto del anteproyecto de estatuto - en su arto 43 - de las

listas de los impuestos cedidos totalmente o objeto de una participación en razón de un

porcentaje a la Generalitat. Especialmente contrarios a la enumeración de las figuras
tributarias fueron sobre todo los representantes de CDC. Como ya se ha recordado, los

parlamentarios encabezados por Jordi Pujo]' no renunciarlan a la defensa de una solución

parecida a la vasca, pero concientes de la debilidad numérica de las fuerzas que habían

podido finalmente recoger en tomo a su propuesta, subrayaban en un nuevo voto

lm Así lo expresarla e! didgente h'beral Ram6n Trias Forgas en el debate de aprobación del Título nr
celebrado poco después:"( ...) nosaltres ens hem refugiat en e! vot particular porque hem vist que era

impossible tirar endawnt e! nostre projecte inicial. Pensavml presentar, i així ho vam for a Sau, un

capgirarnent total de! plantejament que, al final, ha quedat recollit a l'awntprojecte. Pensávern que tolS els
dinero recaptats a Catalunya eren de Catalunya i que solament s'havien de transferir a Madrid els dinero que
corresponguessin por a finan�ar els servels públics indivisibles i, al mateix temps, por a un fons d'igualació
d'oportunitalS regionals. Aqueot canvi d'óptica -no estudiar el que Madrid ens ha de donar, sinó e! que
nosaltres hem de donar a Madrid- té una serie d'awntatgcs, que ara no és el cas d'exposar aquí, que havíen
justificat i encara justifiquen que poséssim en marxa aquest criterio Hem de die que hi ha la possibilitat que a

Madrid aquest criteri acahi triomfant i, en aquest sentir, voldria que quedé. ciar que nosaltres, amb el que
dirern avui, no ens sentinne defu;itivament lligats si a Madrid fos posible una fórmula millor al nostre judici".
En: J. SOBREQUÉS i CALLICO: L'Eslalllt d'AII/4""IIlÍa... vol.IlI,ob. cit. p.961.
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particular - que interesaba el título III en su conjunto - la oportunidad de no especificar los
tributos para no limitar la cuantía de los recursos a disposición de la Generalitat y, sobre

todo, para mantener una unidad de las asignaciones autonómicas que garantizaran su

carácter incondicionado, y por lo tanto, pusieran a salvo la autonomía de las instituciones

catalanas en las decisiones de gast0208•
La posición nacionalista había sido subrayada ya por el mismo Pujol a lo largo del debate

general que precedió la discusión y a la aprobación del texto209, pero finalmente fue Ramón

Trias Fargas que asumió el grueso de la responsabilidad en defender las tesis nacionalistas

sobre este punto.

El antiguo dirigente de EDC daba fundamentalmente cuatro razones para la eliminación de

las listas de los tributos cedidos y participados. La primera razón hacía referencia al hecho

de que en unmomento histórico caracterizado da una evolución constante y profunda de la

normativa fiscal en el estado español, mencionar directamente en un texto fundamental

como el estatuto toda una serie de figuras impositivas llevaría consigo el riesgo de tener que

modificar la máxima norma catalana cada vez que una reforma fiscal aprobada por las

Cortes eliminara o modificara alguna figura tributaria. La segunda razón, en cambio,
ahondaba sus raíces en una cuestión de estrategia parlamentaria. En opinión del dirigente

liberal, una fijación normativa de la lista de tributos significaría a la práctica quedarse sin

fuerza negociadora a la hora de discutir el proyecto en las Cortes210•

La tercera razón hacia referencia a una cuestión puramente fiscal. Según CDC los

impuestos que finalmente habían estado incluidos en la lista eran impuestos de bajo
rendimiento que condenaban ya de antemano la hacienda de la Generalitat a una

infrafinanciación que pondría en peligro la posibilidad de consolidar las instituciones

autonómicas.

20' El voto particular de CDC se pede consultar en: J. SOBREQUÉS i CAllICÓ: L'EdattIt d�kmomfa...
vol.lII p.626-627.
209 Pujol afirmaba en aquella sede:''E! segon punt [unportant per CDC N .d.R] és la hisenda. 1 ho és en un

doble sentit: en e! sentit que la Catalunya autónoma ha de poder disposar de recursos suficients, sense els

quals l'autonomia tindría un contingut buit, i en e! sentit que no els tingui només com a resultat d'unes
transferéncies annexes a unes funcions determinades. Catalunya hauria de poder dur a terme una política
pressupostiria i enginyar una política que no fos només e! trasllat mecánie d'unes partides pressuposclties
necessanament lligades a uns aspectes concrets. 1 no és que jo vulgui treure valor a aquestes dues

eventwilitats, que més seda fer una acció de gestió esttictament política, no és que jo vulgui treure valor,
perque si es fan traspassos importants aquests traspassos tindran, es digui e! que es digui, un valor polític
IDalgrat tal. Pero en aquest cas anirlern molt condicionats, molt mancats de la possibilitat de prendre
autCntiques apcions de política económica més adequades a la nostra realitat que no les que ens vinguin
donados pe! quadre general del esta!". En: J. SOBREQUÉS i CAllICÓ: L'Edahlt d'AJlfllnomla... vol.III

p.680.
210 Con una expresión muy gráfica Trias Fargas argumentaba en e! Pleno de los parlamentatios: "(...)
Ensenyero e! joc a Madrid abans d'hora. No oblidern que aqui estem parlant d'una cosa que haura de ser
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Finalmente, la última razón que alegaba el futuro Conseller de Economía para eliminar la

lista de los tributos - y en particular de los tributos estatales con participación autonómica -

hacía referencia al hecho de que focalizar la participación fiscal de la Generalitat en unas

figuras impositivas concretas, perjudicaría el grado de automatismo y de adecuación a la

realidad de todo el sistema.

El voto particular presentado por Convergencia saldría duramente derrotado de la

votación, ya que cosecharía los únicos votos favorables de los proponentes, el voto

contrario de PSC, PSUC, UCD Y AP y la abstención de ERC2I'.

Los argumentos esgrimidos en contra de la eliminación de las lista� � de diferente orden

y, aunque fueron expuestos básicamente por los representantes socialistas, fueron a la

práctica asumidos por los otros grupos. Así, Emest Lluch, subrayaba como los peligros de

una excesiva mutabilidad del cuadro fiscal temida por CDC eran más ficticios que reales ya

que la próxima entrada del estado español en la CEE obligaría cualquier gobierno de

Madrid, fuese del color que fuese, a atenerse a las directivas comunitarias. Por otra parte,

según el representante socialista, no enumerar las figuras tributarias objeto de cesión o de
-

participación sería extremadamente peligroso porque llegar a Madrid sin una previsión
concreta podría ser interpretado como una falta de voluntad de establecer ya desde el

estatuto un alto grado de corresponsabilidad fiscal. Finalmente, y en mérito a la lista de los

tributos objeto de participación, Lluch argumentaba que referirse genéricamente a una

participación en los ingresos tributarios generales del estado, podría ser peligrosamente

interpretado como una búsqueda de subvenciones.

En el pleno, finalmente, se acabó consolidando la orientación hacía el sistema mixto, con la

doble lista de los impuestos cedidos y participados que ya se había impuesto en Sau. Las

tesis convergentes en mérito a este punto, aunque ya profundamente revisadas, se habían

demostrado incapaces de convencer más diputados de los de su propio grupo. As� el

proyecto aprobado por el pleno de los parlamentarios establecía que la hacienda de la

Generalitat se compondría de los tributos propios, de toda una serie de tributos cedidos

especificados en el texto (sucesiones y donaciones, patrimonio neto, transmisiones y actos

jurídicos documentados, impuestos especiales) y de la participación - en razón de un

discutida a �aclrid i, per tanto cal que distingim entre el que diem aquí i el que haurem de dir allano En: J.
SOBREQUES i CAlllCÓ: L'Esta1llt d�lIkJno",Ia. .. voLITI p. 963.
211 El r_esultado de la V?�ción del voto. particular de �DC al art.43 fue: 7 favorables, 26 contrarios y 3
abstenciones, La abstenaon de los republicanos fuemotivada, según la explicación de voto proporcionada en

sede de Pleno de parlamentarios por el mis�o Heribert Barrera, por el hecho de que, aunque ERC habla

abogad? en Sau y todavía �bogaba P?r. � formul� del concierto económico, la fórmula elaborada por la

ponenCia contenía las garanttas de flexibilidad sufiaentes para que la hacienda autonómica pudiera absorber,
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porcentaje - en importantes figuras impositivas estatales, también enumeradas (IRPF; Renta
de Sociedades; tráfico y lujo, y en su caso, IVA). A las dos listas se añadía una importante
cláusula de garantía según la cual en el caso en que se adoptara una reforma del sistema

impositivo que implicara una disminución de los ingresos de la Generalitat, el estado se

comprometería a garantizar un crecimiento de los ingresos autonómicos como mínimo en

la misma proporción de los ingresos estatales. Finalmente, además de los ingresos
puramente fiscales, el texto añadía a la lista de las fuentes de financiación autonómica

también las tasas propias de la Generalitat, los recargos sobre los impuestos estatales, los

ingresos procedentes del Fondo de Compensación Interterritorial, los rendimientos del

patrimonio de la Generalitat, los ingresos de derecho privado, las asignaciones a cargo de

los presupuestos generales del estado y, sobre todo, el endeudamiento y el recurso al

crédit02".

La segunda cuestión que se reveló conflictiva en el debate de aprobación del proyecto
estatutario hacia referencia al porcentaje de participación en los impuestos estatales, y en

particular a los coeficientes utilizados para su cálculo.

En este sentido, como se vio, el texto del anteproyecto - en su art. 44 - había inicialmente

establecido que la participación en los impuestos estatales enumerados se fijaría en un

porcentaje que garantizara que los ingresos de la Generalitat representaran como mínimo,
la cifra resultante del aplicar la mediana de los coeficientes de población y recaudación

fiscal en Catalunya al valor total de los ingresos del estado. El texto, además, establecía que

el porcentaje se revisaría cada cinco años.

Con respecto a esta redacción inicial, tanto el PSC como CDC presentaron sus propuestas
de modificación. Así el PSC proponía de considerar como base mínima para calcular el

porcentaje sólo los ingresos derivados de los rendimientos de los impuestos para los cuales

estaba prevista una cuota de participación y de los impuestos cedidos.
Por otra parte, CDC, abandonados los planteamientos iniciales "a la vasca" que habían

caracterizado el texto del voto particular presentado antes del comienzo del debate,

presentaba una enmienda in 1IOC4, con el objetivo de acercar posturas e introducir en el texto

al menos una parte de sus planteamientos. La nueva enmienda convergente tenía

fundamentalmente (Fes objetivos. Por un lado, se intentaba introducir una cláusula de

garantía según la cual las cuotas de participación debían imperativamente garantizar una
situación de igual trato por lo que hacía la provisión de bienes y servicios en el ámbito de

.in perder recursos, las posibles mutaciones del cuadro fiscal estatal. Véase: J. SOBREQUÉS j CALUCÓ:
L 'Estatllt d'AlltoJW11IÍQ... vol.III p. 965.
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los servicios públicos con respecto al resto de los ciudadanos españoles. Por el otro, los

diputados nacionalistas, proponían sustituir el coeficiente de recaudación fiscal con el de

renta, por considerarlo un criterio más apto para definir la situación económica real del

país, porque garantizaría un nivel más alto de solidaridad interterritorial213 y, sobre todo, no

se vena afectada por los problemas derivados de la evasión y de domiciliación fiscal fuera

del territorio catalán2!4. Y, finalmente, con la enmienda in 110", CDC intentaba dar a la

Generalitat más posibilidades de ajustar a las exigencias de una administración que se quena
en continua expansión los recursos procedentes de la participación en la imposición estatal,

proponiendo una revisión del porcentaje cada dos y no cada <=!ncq años. La propuesta

nacionalista fue objeto de una larga discusión y de una transacción entre los grupos

políticos que obligó a posponer la definitiva aprobación del articulo en cuestión.

Finalmente, el proyecto final desestimaría la cláusula de garantía y la revisión bianual

propuesta por CDC, pero aceptaría la substitución del coeficiente de recaudación fiscal por

el de renta. Por otra parte, y como resultado de una larga mediación en la cual tuvieron un

papel relevante tanto Heribert Barrera como Laureano López Rodó, el texto final

desestimaba la propuesta socialista de limitar la base de cálculo del porcentaje al total de los

ingresos estatales derivados de los impuestos cedidos o participados, por una fórmula más

general que tuviera en cuenta "el valor total de los ingresos impositivos del estado"2!s.

La discusión sobre lo que a lo largo de los debates en el Pleno de Parlamentarios se había

empezado a llamar sintéticamente la fórmllla, había sido posiblemente la discusión más

encarnizada después de la disyuntiva concierto económico/sistema mixto, y había

evidenciado la diversidad de los planteamientos de las fuerzas políticas catalanas.

Esquematizando, en el debate, frente a un bando no nacionalista que había ya hecho

triunfar sus tesis en mérito a la adopción del sistema mixto, y a la introducción de las listas

212 Véase art. 43 de! Projecte d'Estatut d'AutonotnÍa de Catalunya, en: J. SOBREQUÉS i CALUCÓ:
L'Enaltll d�lIlolllJ1llía... voLIII p. 1225.
213 Según los cálculos presentados en e! debate por e! dirigente liberal y futuro Conseller d'Economia,
tomando los datos relativos al año 1977, si se hubiera aplicado e! coeficiente de recaudación fiscal, a

Catalunya hubiera correspondido e! 84,7% de cuanto recaudado, si en cambio se hubiera aplicado e!
coeficiente de renta, sólo hubiera correspondido e! 79%. Véase: J. SOBREQUÉS i CALUCÓ: L'EJloItit
d�lonomfa... voLIII cito pp.977-978.
214 Véase la intervención de Ramón Trias Fargas en: J. SOBREQUÉS i CALUCÓ: L'EJtaltll d�tonomía...
voLIII cito pp.975-979.
2t5 El texto final del art.44 en el Proyecto de Estatuto de AutonomIa rezaba:"l,La participació en eIs impostos
esmentats en e! número 3 de l'article anterior es fixari en un tant per cent de forma que eIs ingressos de la
Generalltat procedents deis números 2 i 3 de I'apartat 1 de I'article 43 no siguin inferiors a la xifra que
resultar.i.: a) D'aplicar al valor total deis ingressos impositius de l'Estat la mitjana de coeficients de població i
renda a Catatalunya. b) De deduir-en la quantitat equlvalent a I'aportació proporcional corresponent a

Catalunya pels serveis que I'Estat continui assumínr com a propio. 2. L'esrnentat percentatge podri ésser
actualitzat cada cinc anys". Véase: J. SOBREQUES i CALUCÓ: L'EJIoItIt d�lonomía ... voLIII cit. p.634-
635.
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de las figuras tributarias, CDC había po rudo, al menos, recobrar un cierto protagonismo a

la hora de decidí! cuál serían, dentro del sistema mixto, los coeficientes y las bases a partir
de las cuales se calcularía el porcentaje de participación. En otras palabras, a base de

ductilidad y pragmatismo parlamentario, una vez que las circunstancias habían

irreversiblemente fijado el tipo de fórmula, los nacionalístas habían sido capaces de

contribuir a modificar sus elementos numéricos e incluso algunas de sus más importantes
variables.

La tercera gran cuestión que ocupó el debate de los parlamentarios, en cambio, tuvo que

ver con las modalídades de participación de los representantes autonómicos en las
,

.

instancias económicas de rango estatal y hacía referencia al art. 50 del anteproyecto.

El texto que había llegado al examen del Pleno, en este sentido, había establecido

genéricamente que la Generalítat quedaría facultada para escoger representantes en ''los

organismos económicos, las instituciones financieras y las empresas públicas del Estado"

siempre y cuando sus actividades se extendieran al territorio catalán y por su natura1eza no

fueran objeto de traspas02l6• Contrarios a esta redacción, los nacionalistas de CDC habían

propuesto en su un voto particular, una norma orientada a añadir, a la mención genérica de

instituciones y organismos económicos, una referencia directa a la posibilidad para la

Generalítat de elegir un miembro del Consejo de Administración del Banco de España.
En la argumentación nacionalista - otra vez llevada en el pleno por Ramon Trias Fargas -

el punto central era representado por el hecho de que en el momento en que se iban

rediseñando las funciones del máximo órgano de control monetario del estado español,
resultaba fundamental blindar la presencia de un representante catalán en el consejo de

administración. La introducción de la norma habría comportado, en opinión de CDC,

como mínimo dos consecuencias positivas. Por un lado habría supuesto una clara muestra

de la voluntad de todas las fuerzas políticas catalanas de avanzar hacia la descentralización

del Banco de España. Y, por el otro, en el caso en que finalmente rucha centralización no

se llevara a cabo, supondría en todo caso una cierta capacidad de influencia de las

instituciones catalanas en las políticas monetarias seguidas por el estado central.

Puesta en votación, la propuestas fue finalmente rechazada con los votos de socialistas y

comunistas cata1anes, que en sus explicaciones subrayaron como, si bien la necesidad de

una descentralización de la máxima autoridad de el estado en materia económica y

monetaria era una reivindicación ampliamente compartida, sería en las Cortes y no en el

debate de aprobación del texto estatutario donde se tendría que plantear la cuestión.

216 Véase: J. SOBREQUÉS i CAILICÓ: L'EstaI1It d�tonomla... voLII cito p.268.
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En este sentido, la única gran diferencia en la dislocación de las fuerzas parlamentarias con

respecto a los otros puntos conflictivos, fue representada por el hecho de que no sólo

ERC, sino también UCD y AP votaron favorablemente a la propuesta nacionalista, en un

evidente intento de garantizar los intereses de sus bases electorales. Pero no obstante el

esfuerzo de todo el centro y la derecha catalana - nacionalista y no - el texto final del

proyecto con respecto a este punto se quedaría substancialmente idéntico al del

anteproyecto: la presencia catalana en los organismos económicos y financieros estatales se

garantizaría sólo a través de una fórmula genérica.
y finalmente, el último punto conflictivo fue representado por las �on¡nas que presidirían la

financiación de la Generalitat a lo largo del periodo transitorio, es decir, el lapso de tiempo
necesario para cumplir con el proceso de traspaso de las competencias y de los servicios,

normas que en el anteproyecto aparecian en la disposición transitoria cuarta.

El texto llegado al examen de los parlamentarios catalanes había intentado dar solución a la

cuestión estableciendo que hasta que no se cumpliera el traspaso definitivo de los servicios

y de las competencias previstas por el Estatut, la financiación de los mismos se llevarla a

cabo a través de una transferencia por parte del estado de una cantidad de recursos

equivalente al costo medio ponderado del servicio, calculado éste en el momento en que se

produciría la transferencia. Para garantizar la financiación adecuada, el texto establecia

escuetamente que sería una comisión mixta Estado-Generalitat a fijar anualmente un

porcentaje de participación de la Generalitat en los impuestos estatales enumerados en el

art.43.

De hecho, la propuesta elaborada a Sau situaba en la capacidad negociadora de la parte

catalana de la Comisión Mixta prácticamente todo el peso de conseguir del estado la

financiación suficiente para todo el proceso de construcción de las nuevas instituciones

autonómicas y, por consiguiente, su capacidad real de asumir las competencias previstas

por el estatuto.

No obstante CDC otra vez había llegado en aula con una propuesta de modificación de la

norma que regulaba toda la materia atendiéndose a los criterios generales de concierto

económico, finalmente presentarla a lo largo del debate una nueva enmienda in I/OCC que

tenía finalmente en cuenta la elección ya consolidada a favor del sistema mixto. Así, el

grupo nacionalista proponía la introducción de una cláusula de garantía según la cual, hasta

que no se completara el proceso de traspaso de servicios, el estado atribuiría a las finanzas

de la Generalitat el equivalente del incremento anual de la recaudación obtenida en
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Catalunya'". Aunque la propuesta convergente no fue asumida en su totalidad, un nuevo

apartado intentaría objetivar en la medida de lo posible tiempos y modos del sistema de

financiación durante el periodo transitorio estableciendo explícitamente que mientras el

estado no estuviera en condición de publicar anualmente la distribución territorial de la

renta, la fórmula prevista en el art.44 se aplicaría utilizando el coeficiente de recaudación

fiscal en lugar del de la renta.

El conjunto del titulo III del proyecto de estatuto de autonomía, no obstante finalmente

venia asumido por la totalidad de los grupos políticos, había sido finalmente el resultado de

una larga discusión a la cual los mayores partidos políticos catalanes habían llegado y,
. .

sustancialmente salían con posturas diferentes. En particular, había pesado a lo largo del

debate una posición por parte de los nacionalistas de CDC - y, en parte también de ERC y

de UDC - que había cuestionado radicalmente y constantemente todo el planteamiento
que habían propugnado la izquierda y los centristas catalanes que, desde el principio, se

había impuesto por mayoría. Sin embargo, esta diversidad de planteamientos no se había

traducido en una parálisis de los trabajos. Al contrario, dentro del esquema definido,

aunque contrarios, los nacionalistas catalanes habían querido y sabido jugar un papel
importante que si no había podido decantar en ningún momento las orientaciones

mayoritarias de los grupos hacia sus tesis, había contribuido a modificaciones significativas
del texto inicial y llevado a la aprobación de un proyecto que todos los parlamentarios -

incluidos los de CDC - estarían dispuestos a defender en d proceso de discusión en las

Cortes.

Pero, más allá de las discrepancias entre las fuerzas políticas catalanas, sería en la

negociación en Madrid en donde sería puesto duramente en discusión todo el

planteamiento finalmente formulado en el proyecto de estatuto.

En realidad, como acaeció por otras importantes parte del texto estatuario, la negociación,
en verano de 1979, no se desarrolló sólo en las sedes formales previstas por la Constitución
- igualmente el debate sobre el Título III había ocupado más de 70 horas en sede de

ponencia conjunta - sino también en aquellas que la prensa tuvo a llamar pronto las noches

blancas de la Moncloa y que tuvieron como protagonistas por un lado los líderes de las fuerzas

políticas catalanas y por el otro el mismo presidente del gobierno central Adolfo Suárez y el

mayor partido de la oposición, el PSOE.
El resultado de toda la negociación, trasladado en el informe que la ponencia conjunta
remitió a la delegación de la Asamblea de Parlamentarios y a la Comisión constitucional

217 Véase: J. SOBREQUÉS i CAillCÓ: L'Eda/lltd'A1lt01Wmía..• vol.m cit. p.650.
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del Congreso y cristalizado finalmente en el texto definitivo, en este sentido, no daba lugar
a dudas en mérito a la envergadura de las modificaciones introducidas.

Así, había desparecido ya la norma que pennitiría a la Generalitat recaudar todos los

impuestos a través de una agencia tributaria autonómica. Finalmente se mantendrían las

competencias plenas de recaudación, liquidación e inspección por lo que hacía referencia a

los tributos propios, y las mismas funciones serían ejecutadas por la Generalitat como

competencias delegadas del estado en el caso de los tributos cedidos. Pero por lo que atañía

a los tributos estatales objeto de una cuota de participación autonómica, una nueva norma

establecía que éstos sería gestionados, recaudados, liquidados r inspeccionados por la

Agencia Tributaria estatal, manteniendo como mera posibilidad una futura cesión de estas

funciones por delegación"·,
Por otra parte, se eliminaría la lista de los tributos estatales objeto de participación por

parte de la Generalitat, sustituyéndola con una fórmula que planteaba como base de la

participación ''la recaudación total del Estado por impuestos directos y indirectos"

incluyendo también los monopolios fiscales y se movía del cuerpo del estatuto a las

disposiciones adicionales la lista de los tributos cedidos, especificando además que la

eventual supresión o modificación de algunos de los impuestos indicados implicaría la

modificación o la extinción de la cesión acordada2lP• Esta disposición cobrará una especial

importancia sólo pocos años después cuando, al entrar el estado español en la CEE, se

suprimiría el impuesto sobre el lujo y se introduciría el 'NA, que, al contrario de su

inmediato predecesor, acabaría en las arcas del estado.

Pero quizás las modificaciones más significativas fueron las relativas a la fórmula de cálculo

del porcentaje de participación en los impuestos estatales y a la financíación durante el

periodo transitorio.

Cuanto a la primera cuestión, el informe de la ponencia - que acabará trasladándose

prácticamente intacto al texto definitivo del estatuto - empezaba por introducir un

218 As!, el artículo 46 del Estatuto de Autonomía establece que:" 1. La gestió, recaptació, liquidació i inspecció
deis seus propis tributs correspondri a la Genera1itat, la qua! disposari de plenes atribucions por a I'execució i
organització d'squestes tasques, sens perjudici de la eol'laboració que pugui establir-se amb l'Administració
Tributaria de l'Estar, especialment quan així ho exigeixi la naturales. del tribut 2. En el eas deis impostos eIs
rendiments deis quals hagucssin estat cedits, la Genera1itat as.wniri por delegacié de l'Estat lIur gestió,
recaptació, liquidació i inspeeció, seas perjudici de la col iabonció que pugui establir-se entre ambdues
administracioas, tot aixe d'acord arnb allé que especifiqui la Ilei que fixari l'abast i condicions de la cessi6. 3.
La gestió, recaptació, liquidació i inspeeció deis altees imposto. de l'Estat recaptats a Catalunya cottespondr.l.
a l'Administraci� !ribut1u:ia ?e l'Es�r, seas p�udici de la delegació que la Genoralltat pugui rebre d'aquest, i
de la col -laboracié que pugut establir-se espeaalment quan així ho exigeixi la naturalesa del tribu!". D.O.G.C
núm. 38, del 31 de desembre de 1979.
219 As{ la Disposición Adicional sexta del Estatuto de Autonomía, después de mencionar los tributos cedidos
establecía que:" L'eventual supressió o modificació por l'Estat d'algun deis tributs darnunt assenyalats implica
I'extinció o lamodi!ieació de la cessió". D.O.G.C. núm. 38, del 31 de desembre de 1979.
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elemento de novedad al establecer que la fórmula se empezaría aplicar no ya sólo

genéricamente "cuando se completara el traspaso de servicios" sino que también "cuando

se cumplirian los seis años de vigencia del estatuto". Por otra parte, cambiaban también los

coeficientes de cálculo del porcentaje - que serian abora la población y el esfuerzo fiscal de

Catalunya medido a partir de la recaudación del IRPF - Y se introducía un nuevo criterio de

cálculo -la solidariedad interterritorial aplicada en función de la relación inversa de la renta

real por habitante en Catalunya con respecto a la del resto del Estado -. Finalmente, para

completar la fórmula se había añadido a la cantidad por restar por los servicios prestados
en Catalunya por el estado la cantidad correspondiente a las cargas generales220•

, .

Y, por lo que se refería a la financíación durante el periodo. transitorio, el texto de la

ponencia establecía que una comisión mixta Estado-Generalitatestudiaría una fórmula de

participación provisional en los impuestos estatales que garantizaría la financiación de los

servicios transferidos que tuviera como resultado una cantidad correspondiente no ya al

coste medio ponderado sino al coste efectivo de los mismos en el momento de su

transferencia22l•

Estas habían sido las modificaciones más relevantes, pero se puede afirmar que más en

general, el conjunto del título III había sido objeto de una importante puesta en tela de

juicio tanto por parte de la presidencia del gobierno, como - no obstante la solemnemente

220 Así el art.4S establecía que:" 1. Quan os completi el traopas de serveis, o en complir-se el sise any de

vigencia d'aquest Estatut, si la Generalitat ho sol licita, la participació anua! en els ingreesoe de l'Estat citada al
número 3 de I'article anterior i definida a la disposició trllnsitória tercera es negociara damunt les bases
següents: a) La mitjana deis coeficients de població i osEoe<¡: fiscal de Catalunya, aquest ú1tim mesurat per la

recaptació al seu territori de I'impost sobre la renda de le. persones Hsiques. b) La quantitat equivalent a
I'aportació proporcional que correspongui a Catalunya pels serveis i ci.ttegues generals que I'Estat continui
assumint com a propis, c) El principi de solidaritat interterritorial al qua! es refereix la Constitució, que
s'aplicara en funció de la relació inversa de la renda real per habitant a Catalunya respecte a la de la resta

d'Espanya. el) A1tres criteris que es considerin procedeats. 2. La fixació del nou pereentatge de participació
sera ebiecre de negociació inicial i sera revisable a sol licitud del Govera o de la Generalitat carla cinc anys".
D.O.G.C. núm, 38, del 31 de desembre de 1979
22. Asl en la Disposición Transitoria Quarta del texto final:" 1. Fino que s'hauri. completat el traopa. deis
serveis corresponents a les competenciee fixades a la Generalitat por aquest Estatut, l'Estat garantiri el
Iinan�ament deis servéis tr.lnsferits • la Generalitat amb una quantitat igual al cost efectiu del servei a

Catalunya en el moment de la tr.lnsferencia. 2. Per tal de garantir el finan�arnent deis sereeis eementata, es

crea una Comissió Mixta paritaria Estat-Geneealitat, que adoptari un métode encaminat a fixar el percentatge
de participació previst a I'apartat 3 de l'article 44. El métode a seguir tindei. en compte tan� els costos dir���
com els costos indirectos deis serveis, i també les despeses d'inversió que correspongwn. 3. La COrnlSSIO
Mixta de I'apartat anterior fixara el citat percentatge, meatre duri el perlode transitori, amb una antelació
mínima d'un mes a la preseatacié deis Pressupostos Generals de l'Estat a les Corto. 4. A partir del méecde
fixat a I'apartat segon, s'establiri. un percentatge en el qua! es considerara el cost efectiu global del� serveis
transferits por I'Estat a la Generalitat, minorat pel total de la recaptació obtinguda per la Generalitat pels
tributs cedits, en relació amb la suma deis ingressos obtinguts por l'Estat en els capítols 1 i II de l'ú1tim

pressupost anterior a la transferencia deis servéis valorats". D.O.G.C. núm. 38, del 31 de desembre de 1979
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manifestada voluntad de respectat y secundar el fruto del trabajo de los parlamentarios
catalanes - por parte del PSOE222•

Finalmente, los diputados catalanes se habían encontrado en una posición de substancial

debilidad a la hora de negociat. Los diputados centristas y del PSC habían finalmente

aceptado como mejoras - al menos de cata a la galeria -las modificaciones introducidas; en

cambio, los diputados comunistas y sobre todo, patadójicamente, los de CDC - sin llegat

nunca a bloqueat la negociación - destacaton por ser los más acérrimos defensores del

proyecto presentado.
Las razones de una intervención tan poderosa y destacada en esta materia por parte de los

, '

dos grandes partidos estatales, en este sentido, tenían sus raíces no sólo en una cierta

cultura centralista compartida por la VCD y el PSOE, que veían con recelo la cristalización

de una autonomía fiscal y financiera de Catalunya - autonomía que, por otra parte, en el

texto enviado a las Cortes ya había sido notablemente rebajada -, sino también en una

preocupación económica. Después de haberse acordado la estipulación del concierto

económico con Euskadi - que gatantizaba para esta comunidad un trato fiscal

decididamente favorable -, en un momento de profunda crisis económica, las atcas estatales

no podían prescindir del máximo de la contribución fiscal que podía aportat un territorio

desarrollado y económicamente dinámico como Catalunya.
Pero quizás la razón más importante para explicar la enorme atención que tanto el gobierno
como el PSOE reservaron al sistema de financiación contenido en el estatuto catalán, sea

de orden genuinamente político. De hecho, como tuvieron a destacat en más de una

ocasión los representantes de VCD y del PSOE a lo latgo de los debates, los grandes

partidos estatales buscaban en el titulo III del estatuto de Catalunya un modelo que pudiera
ser válido y generalizable al resto de las futuras comunidades autónomas, una suerte de

ensayo de lo que sería poco después la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades

222 El Grupo Socialista habla reiterado, en julio de 1979, su disponibilidad a favorecer la aprobación del
estatuto de autonomla de Catalunya y, por esta razón no habIa formulado, al menos en un primer momento,
enmiendas al texto, sino que habla remitido un documento de valorsción general. En ello, entre otras ces•• se

podla leer:"El Estatuto de Cataluña, llamado de Sau, al margen de sus valores intrínsecos, ha sido elaborado
en un clima social Y político de serenidad y ha concitado el apoyo unánime de las fuerzas políticas que en el
ámbito catalán intervinieron en su redacción. Esto contribuye a que el inicio del proceso autonónúco esté
enmarcado por actitudes permanentemente abiertas al diálogo y a la negociación". Sin embargo, en el debate
de aprobación del texto celebrado por la Delegación de la Asamblea de Parlamentarios catalanes y por l.
Comisión Consti�onal � Congreso,. el d!Putad� .o�ta Alfonso Guerra destacó por defender de
manera como mlnimo energtca las modificaciones introdUCIdas y por considerar "insolidario" el proyecto
inicial presentado por los parlamentarios catalanes. En estos términos se expresaba en aquella sede: " El texto
inicial tal corno estaba, que afortunadamente ha sido modificado (oo.) a mi juicio tenía una redacción que no

podía concebirse con un planteamiento más regresivo, menos solidario, ni menos autonomista". Véase: J.
SOBREQUES i CAlLICO: L'Estatlttd'AJmJlWIIIfa... voLlV pág.1374-1375 y 1450.
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Autónomas, que, en el momento de aprobarse el estatuto de Catalunya, ya había sido

presentada en las Cortes.

Sin embargo, el resultado de estas circunstancias se tradujo en una extensión de la díscusión

- en la cual se empezó a entrever aquella voluntad de generalización y armonízación

autonómica de UCD y PSOE que cobrará una aceleración imparable después del 23-F _

que, a la postre, llevó a una substancial desvirtuación de los mismos presupuestos a partir
de los cuales las fuerzas políticas catalanas habían imaginado que se desarrollaría la

negociación del texto estatutario.

El texto final del Estatuto de Autonomía de Catalunya díbujaba un sistema de financiación
,

'

caracterizado por un peso decidídarnente marginal de los tributos y las entradas propias de

la Generalitat y los tributos cedídos (éstos últimos además podían ser suprimidos sin más).
Un sistema en el cual, el grueso de los recursos procederian de un porcentaje en la

recaudación de unos tributos estatales sobre los cuales la administración autonómica no

tendría prácticamente ningún poder de decisión. Un sistema que, explícitamente aunque

todavía no normativamente, se había imaginado como extensible al resto de las

Comunidades Autónomas y que por lo tanto - al menos virtualmente -, ya postulaba un

cambio sustancial en el planteamiento de fondo de la financiación autonómica y ineluso del

mismo estado de las autonomías: se pasaría de un cuadro de negociación bilateral a una

negociación necesariamente multilateral.

3.2 La discusión y la aprobación de la LOFCA

Como ya se ha recordado, en elmomento en que el gobierno centrista de Adolfo Suárez se

disponía a .presentar un proyecto de ley orgánica que regulara los mecanismos de

financiación del conjunto de las comunidades autónomas, los díputados y los senadores de

las Cortes se encontraban empeñados en el tramo final de la discusión y aprobación del

estatuto de autonomía de Catalunya. Lejos de constituir una mera coincidencia temporal,
esta circunstancia influyó de manera determinante sobre todo el largo íter parlamentario

que una de las leyes más importantes de todo el edificio institucional del estado español del

postfranquismo estaba destinado a recorrer.

El Proyecto de Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas fue

presentado por el gobierno central y publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Generales

a principio de julio de 1979, justo mientras los distintos grupos parlamentarios estaban

redactando sus enmiendas al proyecto de Estatuto de Autonomía de Catalunya.
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El proyecto, en su versión inicial, pues, reproducía todas y cada una de las reticencias hacia

una hacienda múltiple y descentralizada que habían caracterizado las argumentaciones
centristas en contra de las soluciones que, para la financiación catalana, había postulado el

proyecto llevado por los parlamentarios del Principado.

Así, en la primera versión de la LOFCA, después de un largo preámbulo, en 23 artículos y

dos disposiciones adicionales, se dibujaba un horizonte de financiación de las comunidades

autónomas extremadamente limitado223•

Si se toman como referencias los temas claves que habían. constituido los escollos

principales en la negociación entre las fuerzas políticas catalanas ?�ero y después entre

los parlamentarios catalanes y los dos grandes partidos de ámbitos estatal, se verá como e!

planteamiento inicial de los centristas resultaba marcadamente restrictivo con respecto a las

posibilidades de las Comunidades Autónomas.

En primer lugar, por 10 que hacía referencia a la composición de la hacienda autonómica, e!

proyecto, recalcando en cierta medida las soluciones que se estaban discutiendo para e!

estatuto catalán, establecía una larga y variada lista de fuentes de financiación para las CA.

Así, según e! texto, la hacienda autonómica se compondría de los ingresos de derecho

privado, de los impuestos y de las tasas propias de las CA, de los impuestos cedidos total o

parcialmente, de los recargos sobre los impuestos estatales, de la participación en los

ingresos de! estado, de! producto de las operaciones de crédito y de las asignaciones a cargo

del FC! y de los presupuestos generales de! Estado"'.

Sin embargo, unas cuantas previsiones normativas hacían que, no obstante la lista de

fuentes de recursos fuera larga, a la hora de la verdad existiera más de un obstáculo para

que ésta se tradujera en una verdadera autonomía financiera. Así, por ejemplo, además de

insertar fuertes limitaciones a la capacidad de realizar operaciones de crédito225, se vetaba a

las Comunidades Autónomas la posibilidad de establecer impuestos sobre hechos

imponibles ya gravados por e! estado, se reducía la misma posibilidad en e! caso de hechos

imponibles gravados por impuestos municipales, y se establecía toda una serie de

limitaciones territoriales, que acababan así por restringir, a la práctica, la misma posibilidad

223 Se puede consultar el proyecto en: MINISTERIO DE HACIENDA: 4Y Orgdnka tÚ jinandad4" tÚ las
COfllllnidatÚlAlltóllOmal. El tÚbaJ,,,, lasComl G'''",,''IMadrid: 1982 p.215 Y ss.
224 PrrtI"1o tÚ 4Y tÚ Finanr:iadón tÚ las Comllnidadu Alltónomas, art.4. En: MINISTERIO DE HACIENDA: L!J
Orgánil:a tÚjinanciarión tÚ las Comllnidat!tlAlltónomas. EltÚbaJ4I1I1as Corlll G,,,,,,,1u Madrid: 1982 p.216.
225 AsI, según la letra b) del art, 15.2 uno de los requisitos obligatorios pata las CA pata concertar operación
�e crédito superiores a un año eta:"Que el imP.orte total de las anualidades de amortización, por capital y
Intereses, no exceda del 15% de los tngresos comentes de la Comunidad Autónoma". En: MINISTERIO DE
HACIENDA: 4Y Orgánil:a tÚ jinanr:iadó" tÚ las COIIImtiáaduAIIfó1lomas. El tÚbaf. ", las Coml Cmera"l Madrid:
1982p.221.
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de implantar una tributación autonómica""'. Por otra parte, con respecto a las soluciones

barajadas a lo largo de la negociación para el estatuto de Catalunya, el texto centrista

reducía enormemente el número y, sobre todo, la rentabilidad de los impuestos
considerados cedibles, limitándolos a los impuestos sobre transmisiones patrimoniales
entre particulares, sobre las ventas en su fase minorista, sobre los consumos específicos y

sobre el juego2Z7• Pero, sobre todo, el texto establecía una lista de tributos que se excluían

imperativamente de cualquier hipótesis de cesión y que eran, a la práctica, los que más

poder de recaudación tenían: rRPF, patrimonio, beneficio de sociedades, producción y

venta (menos en su fase minorista), tráfico exterior, sucesiones y �onllciones y monopolios
fiscales228•

En segundo lugar, el texto se enfrentaJ:Ía a otro gran tema que había planteado la discusión

sobre el título Hl del estatuto de autonomía catalán: la potestad de exigir, recaudar, liquidar
e inspeccionar los tributos. En este sentido, la propuesta centrista zanjaba la cuestión de

manera drástica, estableciendo que sólo en el caso de la recaudación de los tributos propios
las CA podrían disponer de las facultades de ejecución en materia de "gestión tributaria",
mientras que en el caso de los tributos cedidos dicha facultad recaería conjuntamente en la

administración autonómica y estatal y, finalmente, en el caso de los tributos estatales sería

única y exclusivamente competencia de la Administración Tributaria del Estado"'.

En tercer lugar, el articulado presentado por el gobierno entraba en la fijación de la fórmllla
a través de la cual las autonomías participarían en los que se definían genéricamente ¡norsos
del estado.

Quizás, más allá de los componentes algébricos de la fórmula, valga la pena detener la

atención sobre la expresión "ingresos del estado". Si bien, en efecto, los ingresos de un

estado son en su enorme mayoría producto de la imposición fiscal, en el texto centrista

había desaparecido por completo cualquier vinculación explícita con ella. En otras palabras,
se hacía referencia sólo y exclusivamente a una cantidad de recursos, sin mencionar - ni

mediante una breve alusión -, los mecanismos que habían hecho posible la existencia de

dicha cantidad de recursos, postulando así la participación de las CA más como un

conjunto de transferencias que como un mecanismo de coparticipación fiscal Por otra

"6 F'tr[y.do IÚ I..-!J IÚ Fi1Iall&iodón IÚ las CDJ1III"¡daJuAIIt4nomOl, artt.6 y 9. En: MINISTERIO DE HACIENDA:

4Y OtgÓ1til:a IÚfinanriadón IÚ las C01ll1l1ÚlÚ1IÚSANlÓnomOl. EllÚbalt en las CmuC,n_ks Madrid: 1982 p.217·218.
m F'tr[y'do IÚ I..-!J IÚ Finan&ia&ión IÚ las C.I111I"¡dalÚsAlltónomOl, art.11.1. En: MINISTERIO DE HACIENDA:

4Y Otgánica IÚfotall&iori6n ik las C.1II1I1ÚIÚ1IÚsAllfónomOl. EllÚbat. en las Coms Gen_ks Madrid: 1982 p.219.
22& Proy.cto ik I..-!J IÚ Finanriarión d, las COhIllnidalÚsAfllÓn.mOl, art.ll.2. En: MINISTERIO DE HACIENDA:
4Y Otgánica d.finall&iorión ik las C'lIIl1nidolÚsAlllÓnOhlOl. El ikbalt en las CorttsGm.",ks Madrid: 1982 p.220.
229 F'tr[yecto IÚ I..-!J ik Fi1Iall&iorión IÚ las C.mllnidalÚsAIItó.omOl, art.19. En: MINISTERIO DE HACIENDA: L!)I
Otgówica IÚfinall&iorión ik las COfIIlInidodu AIItón'11IaJ. EllÚbaltm las C.rtts Cm""ksMadrid: 1982 p.224.
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parte, además, la fórmula establecida por la norma - porcentaje resultante de los costes de

los servicios transferidos, menos los rendimientos de los impuestos totalmente o

parcialmente cedidos, dividido por los ingresos obtenidos por el estado anualmente - se

había imaginado como definitiva.

En otras palabras, la idea de una financiación basada en su gran parte en unas

transferencias - según un porcentaje establecido, pero al fin y al cabo unas transferencias -

se concebía como permanente. Si a efectos cuantitativos de la financiación esta

circunstancia podia ser más o menos relevante según cómo se. valoraran los costes, era

desde el punto de vista cualitativo que podía representarun importante freno a la capacidad
.

"

de desarrollo de las autonomías. Si, en efecto, se mantendría como uno de los elementos

definitorios del porcentaje la estimación de los costes para los servicios transferidos, esto

podría llevar a una cierta interpretación que concibiera la financiación procedente de los

ingresos generales del estado - la parte más importante de toda la financiación autonómica -

como en cierto modo siempre vinculada a determinados servicios, y por lo tanto, de alguna
manera condicionada, y, a la postre, lesiva de la posibilidad de las CA de plantear
autónornarnente políticas de gasto.

Pero más allá de la como mínimo poca ambición que el proyecto centrista presentaba en

mérito a la cantidad de los recursos disponibles para las CA y sobre todo en mérito a los

márgenes de maniobra políticos existentes para que las nuevas instituciones pudieran
desarrollar y gestionar su autonomía financiera, existían otros dos elementos de la ley que

se demostrarían decididamente polémicos, al menos por lo que se refería a Catalunya: la

existencia de mecanismos de coordinación y negociación centralizada de la financiación

autonómica, y, sobre todo la posición de la nueva ley en la jerarquía de las fuentes

normativas, es decir, su aplicabilidad.
Cuanto a la primera cuestión -la existencia de mecanismos de coordinación y negociación
centralizada -, el texto centrista hacía una clara elección al crear el Consejo de Política Fiscal

y Financiera, un órgano consultivo y de deliberación encargado de garantizar la

"coordinación entre la actividad financiera de las Comunidades Autónomas y la de la

Hacienda del Estado,>230, integrado por los ministros de hacienda, de administración

territorial y de economía y por los consejeros de economía y hacienda de las comunidades

autónomas. Según el proyecto del gobierno, entre las muchas atribuciones que tenia -

coordinación las políticas de intervención pública, fijación de los criterios de repartición de

los fondos procedentes del FCI, coordinación de las políticas presupuestarias de las CA....
-
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figuraba una previsión más genérica - y virtualmente contraria a cuanto establecido en el

EAC - según la cual el CPFF se ocuparia de "todo aspecto de la actividad financiera de las

Comunidades y de la Hacienda del Estado que, dada su naturaleza, precise de una actuación

coordinada"2JI.

Y, cuanto a la segunda cuestión -la aplicabilidad territorial de la LOFCA y su preeminencia
con respecto a los estatutos de autonomía -, el texto se refugiaba en unas formulaciones

substancialmente ambiguas. Si por lo que hacía referencia a los territorios forales, establecía

que la ley se aplicaría "de acuerdo" con la Disposición Adicional I de la CE - que garantiza
el respecto de los derechos forales - en cambio no hacía referencia alguna a los casos en

, .

que preexistiera a la aprobación de la ley un estatuto de autonomía. Este sería, justo poco

después, el caso de Catalunya. La cuestión planteaba un problema jurídico de calado - si

ambas leyes, la LOFCA y los estatutos eran leyes orgánicas, ¿a cual se tendrían que atener

las nuevas instituciones autonómicas? - pero también postulaba una importante cuestión

de contenidos ya que las soluciones de financiación que se estaban barajando para el

estatuto catalán eran decididamente más favorables a una real autonomía financiera de las

instituciones autonómicas que las planteadas por el proyecto centrista.

La iniciativa del gobierno Suárez, resultaba claramente en ruta de colisión con cuanto

habían sostenido los partidos catalanes y, en buena medida también con cuanto se estaba

decidiendo en mérito al estatuto catalán, como mínimo en dos aspectos fundamentales.

Uno, ligado a la (poca) autonomía financiera que la ley otorgaba a las comunidades

autónomas; y, otro, ligado en cambio a la cIara voluntad de generalización del sistema que

el texto planteaba.
Y, en este sentido, con más o menos dinamismo, todas las fuerzas políticas catalanas se

manifestaron profundamente en contra del proyecto presentado. Si comunistas y sobre

todo socialistas habían centrado sus enmiendas a los aspectos de autonomía financiera,
reclamando la introducción y la generalización de las soluciones que por aquellas mismas

fechas se estaban adoptando en la negociación estatutaria, serían los nacionalistas de

Convergencia i Unió los que más destacaron por su radical crítica al conjunto del proyecto,

coincidiendo con PSUC y PSC en la parte dedicada a la autonomía financiera, pero

230 I'r'!)'1<1o tk l..-!f de Fi1l41ldadlÍll de las COI1J1InitJatlu ANt4nOflJos, art.3. En: MINISTERIO DE HACIENDA: l..-!f
Orgánica definanciadón de las C.mllnitlatksANlón.mas. El tkbaf4 '" las C.rl4J G",,,,,IIIMadrid: 1982 p.214.
23IIbidem
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quedando prácticamente en solitario en criticar los aspectos relativos a la generalización del

sistema y a los mecanismos de coordinación centralizada que el proyecto postulaba232•
Sin embargo, el proyecto centrista, en su versión inicial, tampoco había satisfecho a los

partidos estatales: mientras Coalición Democrática había llegado a presentar incluso un

proyecto alternativo, el PSOE había demostrado sus profundas perplejidades con respecto

a la propuesta y había presentado pocas pero significadas enmiendas.

En realidad, como ya se ha apuntado, el grueso de la discusión sobre la LOFCA entre el

PSOE Y VCD no se desarrollaría sobre el proyecto presentado por el gobierno sino sobre

el título 111 del estatuto de autonomía catalán. Serían los acuerdos substanciales sellados en
, .

las ya famosas noches blancas de la Moncloa y en sede de ponencia conjunta que marcarían de

manera decisiva el futuro parlamentario de la Ley Orgánica de Financiación de las

Comunidades Autónomas.

Así, ya en el informe presentado por la ponencia redactora de la LOFCA a principio de

1980233, al menos por lo que se refería a la vertiente. de la autonomía financiera de las CA,
se habían incorporado prácticamente sin modificaciones los criterios finalmente

establecidos para el Estatuto de Autonomía de Catalunya.
En efecto, en el informe, aunque había resistido la lista de los impuestos para los cuales

estaba vetada la cesión, había cambiado sensiblemente la lista de los tributos cedibles,

incluyendo impuestos tan importantes como el del patrimonio neto, de transmisiones

patrimoniales y de sucesiones y donaciones. Por otra parte, se habían hecho menos

gravosas las limitaciones a la posibilidad para las CA para contratar crédito234 y se habían

aumentado las posibilidades de ejercer una cierta gestión tributaria para las CA, llegando al

modelo establecido en el estatuto catalán. Así, en el nuevo texto, los poderes de

recaudación, gestión, liquidación e inspección serían plenos en el caso de los tributos

propios, delegados en el caso de los tributos estatales cedidos y nulos en el caso de los

tributos estatales.

Pero sobre todo, lo que cambiaría profundamente sería la misma concepción y los

mecanismos de funcionamiento de la participación autonómica en los ingresos estatales.

Así, en primer lugar, desaparecía la ambigua definición "ingresos estatales" para ser

232 En concreto, � grupo p:u=lamentario de! PSC había presentado 7 enmiendas, e! PSUC _ integrado en e!
grupo parlamentano comumsta PCE-PSUC- había presentado 16 enmiendas y e! grupo de Minoría Catalana,
un total de 27 enmiendas.
:l33 Proyecto de Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas. Informe de la Ponencia. 15 de
febrero de 1980. En: MINISTERIO DE HACIENDA: L!J Otgánira tú fi11anciación tú /as Comunidad"
Autó11omas. El túbal4l11/as Coml Gnum/uMadrid: 1982 pp.341-354.
234 As!, en e! ya citado art.15.2.b) de! texto, e! importe total de las anualidades de amortización, por capital y
intereses pasaba del 15 al 25%.
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substituida con la expresión procedente de! texto estatutario catalán "participación en los

impuestos estatales no cedidos", que subrayaba la existencia de un nexo, aunque implícito,
entre hacienda autonómica y imposición fiscal general.
Por otra parte, se introducía la distinción entre fórmula general de participación y

participación durante e! período transitorio. La primera, rescatada de las disposiciones
adicionales y situadas finalmente en e! articulado - concretamente en art.13 -, sería

exactamente igual a la aprobada para el estatuto de autonomía de Catalunya y se negociaría
con arreglo a los mismos criterios.

Para lo que se refería a período transitorio, cuantificado en seis años ,a partir de la entrada
, '

en vigor de la ley, una nueva disposición establecería que e! estado financiaría los servicios

transferidos con una cantidad igual al coste efectivo de los mismos en e! momento de la

transferencía.

El acuerdo sellado por los dos grandes partidos estatales en ocasión de la tramitación de!

estatuto eatalán en el Congreso - cuyos actores principales hablan sido e! centrista

Fernández Ordóñez y e! socialista Alfonso Guerra - había sido profundo y había tenido

como primer efecto el de blindar el núcleo de! contenido de la LOFCA, que se mantendría

inalterado prácticamente hasta la promulgación de la ley.
Con respecto al texto inicial presentado por e! gobierno, si había comportado una mutación

de cierto calado en los aspectos referidos a la autonomía financiera, acercándola al techo

previsto para e! estatuto catalán, en cambio había consolidado, gracías al apoyo socialista,
los aspectos relativos a la voluntad de generalización y armonización del sistema, incluso

acentuándolos. Quedaban así substancíalmente inalteradas las previsiones relativas al

CPFF, se añadían unos cuantos criterios para la adjudicación de los recursos procedentes
de! FC! y se establecía que éste tenía que representar obligatoriamente e! 30% de! total de la

inversión pública estatal.

Pero sobre todo, con referencia a la aplicabilidad de la ley - definidas las reservas relativas a

los sistemas forales de Euskadi y Navarra - hacía su primera aparición en un texto

legislativo un término que sería destinado a devenir la fuente de duros conflictos en e!

inmediato fututo: la disposición final de! texto establecía ambiguamente que la ley sería

aplicable a todas las CA, debiéndose interpretar "armónicamente" con las contenidas en los

distintos estatutos.

El pacto entre UCD y e! PSOE, cuyo resultado se había plasmado en e! informe de la

ponencia - y se trasladó substancíalmente intacto en e! dictamen presentado a principio de

marzo de 1980 _, pues, modificó sensiblemente la posición de los partidos catalanes con
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respecto a la LOFCA. El PSC se mostraba substancialmente satisfecho con el nuevo texto

- no presentaría ni una enmienda -, y el PSUC mantenía algunos motivos de desacuerdo

reivindicando la eliminación de algunos de los residuos vínculos a la posibilidad de

establecer tributos propios y a la posibilidad para las CA de realizar la gestión tributaría de

los impuestos estatales por delegación.

CiU, en cambio, se significaría por su oposición al nuevo texto manteniendo parte de sus

enmiendas relativas a la autonomía financiera de las CA y todas y cada una de las

propuestas de modificación con respecto a la generalización del sistema, las más

importantes de las cuales eran la supresión del CPFF y la condición de norma supletoria de

LOFCA con respecto a los estatutos. Es más, con una declaración formal adjuntada a las

enmiendas, expresaba un dw:o jnicio sobre el conjunto del texto23S•

Todas las enmiendas nacionalistas serían finalmente rechazadas en el pleno del Congreso,

pudiendo contar sólo con los votos de CiU, y, en algún caso con el apoyo - numéricamente

insuficiente - del grupo comunista.

En realidad, de las pocas enmiendas finalmente presentadas en el pleno del Congreso -

UCD y PSOE habían retirado todas las suyas - sólo prosperó una presentada por el grupó
comunista que preconizaba la posibilidad de delegar la gestión de los tributos estatales,

gracias a los votos nacionalistas y socialistas.

En el Senado, no obstante en un primer momento los senadores centristas, incluso

situándose fuera de las indicaciones de la dirección de su partido, intentaron cambiar en

sentido fuertemente centralista los contenidos de la lei"6, el pacto UCD-PSOE finalmente

se mantuvo vigente y se aprobó finalmente el texto prácticamente tal y como habla salido

de la cámara baja. Los senadores de CiU habían vuelto a presentar las mismas propuestas

23S La declaración, depositada en el Palacio del Congreso de los Diputados el 14 de febrero de 1980, hacia
constar que:"La Minoría Catalana mantiene todas sus enmiendas que no hayan sido expresamente adoptadas
por la ponencia y hace constar que considera el texto del Proyecto de Ley de Financiación de las Autononúas,
resultante del informe y a pesar de los esfueaos realizados por los ponentes para hacerlo más aceptable,
como altamente limitativo de las autononúas en general y de la autonnnúa catalana en particular". En:
MINISTERIO DE HACIENDA: 4J Otgánka tIIjinandadón tII las COI/I/lnidatlnANtónol11m. El tIIbaf4 '"' las Cortu
G,1IIrtlk,Madrid: 1982 p.358.
236 En concreto, al llegar el texto en el Senado, varios senadores centristas presentaron un total de 58
enmiendas. El resultado de los trabajos en la ponencia de la cámara alta, fue un texto que, en palabras de
Alfonso Guerra "acababa con la posibilidad de que las autononúas funcionasen en los aspectos econónúcos".
La aprobación del nuevo texto en Comisión estaba prevista para el 18 de junio de 1980. La sesión, convocada
para las nueve y media de la mañana, fue suspendida repetidas veces y no comenzó realmente basta la una y
media de la tarde. En esas cuatro horas se produjeron negociaciones entre el vicesecretario general de! PSOE,
Alfonso Gucrta, y el secretario general de UCD, Rafae! Calvo Ortega, en las que participó también e!

diputado centrista Francisco Fernández Ordóñez, autor principal de la LOFCA, junto a los senadores de
UCD. Las negociaciones - no obstante la viva oposición de los senadores enmendantes _ llevaron a la

presentación y a la aprobación, en poco más de quince minutos, de un nuevo texto, que eliminaba gran parte
de las modificaciones introducidas. Véase ElPals, 19 de junio de 1980.

153



de modificación que los diputados nacionalistas habían presentado en el Congreso,
volviendo a perder todas y cada una de las votaciones.

Finalmente, la LOFCA fue aprobada el 10 de septiembre de 1980 con los votos favorables

de VCD, PSOE y PCE y los votos contrarios de CD, andalucistas y nacionalistas catalanes,
tanto de ERC como de CiU.

En sus líneas generales retomaba las previsiones contenidas en el estatuto de autonomía de

Catalunya aprobado el año anterior, pero con algunas remarcables diferencias.

En lo referente a la autonomía financiera, las limitaciones impuestas a la posibilidad de

establecer tributos y a la capacidad de contratar créditos y la existencia de una lista de
, '

tributos estatales imperativamente no cedibles hipotecaba de manera severa la posibilidad
de un desarrollo futuro del sistema de financiación orientado a una mayor

corresponsabilidad fiscal Y, en lo referente a la generalización del sistema, además de no

esclarecer del todo - amparándose en la fórmula de la interpretación "armónica,>231 - la

jerarquía de las normas referentes a 12 financiación de la autonomía catalana, forzaba la

Generalitat a plantear la negociación con el gobierno central no ya en contexto bilateral,
sino, a través del CPFF, en un contexto que sería obligatoriamente multilateral238•

En definitiva, los nacionalistas de CiU - recién y sorprendentemente llegados al gobierno
de la Generalitat en la primavera de 1980 - en la batalla para el establecimiento de los

mecanismos que regularían la financiación de la autonomía catalana, habían sufrido una

derrota política sin paliativos. Inicialmente partidarios en el proceso estatutario de una

237 En realidad la discusión sobre el sentido de la interpretación armónica babla enfrentado en varias

ocasiones, a lo largo del debate en el Pleno del Congreso, centristas y nacionalistas, uno. reclarnsndo una

toma de posición clara con respecto a la .ubsidiariedad de la LOFCA con respecto a lo. Estatutos, y otros
defendiendo, de manera más O meno. fimagosa, la hipótesis de la interpretación conjunta como la única

políticamente y jurídicamente viable. .Así, en una de las rases del debate Miquel Roca babia afinnado: "(...)no.
da mucho miedo la interpretación armónica porque no sabemos exactamente que quiere decir, y porque se

abre, a través de este cauce, algo que quiere decir que si existe coo.tradicción no la queremos, y si no existe
contradicción y lo que prevalece ea el estatuto, no. gustarla que los demás estatutos, en muestra de

solidaridad, pudieran tener lo mismo que nosotros". Y el diputado Fem3ndez Ordóñez había contestado:
"Esta ley no puede ser concebida, de ninguna. manera come derecho supletorio. (...) Ni los estatutos ni la ley
de Financiación tienen alcance privativo, excluyente o exclusivo en materia de competencia finan�era. (...)
Por ello, e. mucho mejor la fórmula de la hermenéutica o la interpretación armónica que no la clásica de los
'sin perjuicio' a que nos tienen babituados otros texto. y que tantas complicaciones han producido". Véase:

MINIS1ERIO DE HACIENDA: I..-!J Orgáflka tiIjittandadón tilla! CDJlJlI1tidatksANtónomas. El tilbatl In la! COrUs
GI11InZ¡'sMadrid: 19.82 pp.450.451. .

:!lO Con respecto a este punto, también recurrente a lo largo del debate, en cambio, el pattido de gobierno
babla sido claro y contundente. As! se expresarla sobre el tema el centrista Femández Ordóñez: U(.••) no

podemos, en primer lugar, caer en el error de creer que el sistema financiero puede articularse sólo a través de

relaciones bilaterales entre el Estado y las Comunidades Autónomas. Porque es necesario algo que dote de
sentido global a este sistema financiero. Un estado es, por definición, algo multilateral, no unil�teral. (...) Las
Comunidadea autónomas no son islas que están unidas al continente del Estado sólo por los IStmos de los

Estatutos de Autononúa. Esto no es un estado. Un estado no es una suma de relaciones bilaterales, no es

solamente una suma de estatutos de autonooúas". Véa.e: MINISTERIO DE HACIENDA: I..-!J Orgánifa tiI
financiación tilla! ComunidatilsAut4nomas. Eltilbaú In la! Cortn em""tuMadrid: 1982 p.385.
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solución "a la vasca", habían tenido que asumir un sistema de financiación mixto que

limitaba la autonomía financiera y prácticamente hacía desaparecer del todo la reivindicada

autonomía fiscal Y, en la negociación de la LOFCA, se habían quedado solos en defender

una preeminencia clara de las normas establecidas en la carta estatutaria y, sobre todo, la

posibilidad de una negociación diferenciada con respecto a las otras comunidades

autónomas. En otras palabras, justo en el momento en que se disponían a poner en marcha

la construcción de la administración autonómica tendrían que contar, en un aspecto tan

fundamental como el de la financiación, con instrumentos qu� ni habían contribuido a

Perfilar ni consideraban adecuados. Ya se verá como y cuanto esta circunstancia pesará en
, '

las varias etapas de la larga negociación con el gobierno central

3.3 La financiación en el perlodo transitorlo (1980-1986)

No obstante, como se vio, la LOFCA había finalmente dado concreción normativa

extensible a todas las comunidades a los mecanismos de cálculo que habían de presidir la

financiación durante el periodo transitorio, no fue fácil llegar a la puesta en práctica de

dichos mecanismos.

La negociación fue especialmente dura en el caso de Catalunya. Para 1980 - como era

natural dado que la LOFCA entraría en vigor sólo a finales de año - se había prorrogado la

metodología para la determinación del coste presupuestario de las funciones y servicios

transferidos por el Estado ya utilizada en el periodo preautonómico, elaborada no por el

CPFF sino por la Comisión de Racionalización y Descentralización del Gasto Público, y, en

un segundo momento, negociada con la Comisión Mixta.

Ya vigente la LOFCA, en 1981, la Generalltat se había dispuesto a preparar la negociación
con el gobierno central según los términos que había finalmente marcado la ley. Así, a

principio de 1981, la parte catalana de la Comisión Mixta de Valoraciones había empezado
a trabajar en la redacción de un anteproyecto de ley de cesión de tributos para la

Generalltat - que será finalmente aprobada en 1982 - y en el establecimiento de unos

primeros criterios para la valoración de los servicios transferidos.

Sin embargo, el 23-F, Y el proceso de concertación autonómica que siguió pusieron
gravemente en entredicho las esperanzas del gobierno catalán de poder llegar rápidamente a

un acuerdo.

Como es sabido, el ya famoso Informe de MS Expertos, que sirvió de guión para la firma de los

pactos autonómicos firmados por UCD y PSOE y que en gran parte constituía el núcleo de

la que poco después sería la LOAPA, contenía toda una parte referente a la financiación de
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las comunidades autónomas, y más en concreto, al método de cálculo del porcentaje de

participación de las CA en los ingresos estatales.

El método sugerido por los expertos, que se conoció pronto como "coste efectivo" fue

finalmente aprobado por el CPFF en febrero de 1982 239. Al menos aparentemente, seguiría
de manera literal cuanto establecido por la ley orgánica de dos años antes: se tendrían que

evaluar los costes de los servicios transferidos a las comunidades y ceder una cantidad de

recursos equivalentes para que éstas pudieran seguir proporcionando el servicio.

Desde un punto de vista matemático, la fórmula de cálculo se podía simplificar de la

siguiente manera:

Pe = Ct-l - Tt-l
It-l

Donde

Pt = porcentaje de participación para una CA para el año t

Ct-l = Coste efectivo de los servicios transferidos a la comunidad valorados en el año t-1

Tt-l= Rendimientos procedentes de los tributos cedidos, obtenidos en la Comunidad en el año t-I

It-l = Ingresos impositivos del Estado, excluidos los rendimientos de los tributos susceptibles de
cesión.

En lineas generales, el método prima ría el principio de suficiencia, en detrimento del

principio de autonomía financiera y del de responsabilidad fiscal. Pero sobre. todo -

dejando de lado los efectos del método en el medio periodo, que serán analizados máS
adelante - la fórmula barajada por los expertos había voluntariamente omitido una parte

del sentido substancial de las disposiciones contenidas en la LOFCA y en el Estatuto de

Autonomía de Catalunya240: no se contemplarían en la composición del coste efectivo los

gastos de inversión nueva. Utilizando una ejemplificación que se puso de moda en aquel
momento, en el caso de la transferencia de los servicios de enseñanza, por ejemplo, el

". Acuerdo 1/1982, de 18 de febrero, BOE 31 de mayo de 1982. Este acuerdo se firmó en una reunión en

que Catalunya no fue representada por nadie, puesto que el Conseller Trias Fargas habla excusado su

presencia. Se aprobó con todos votos a favor excepto el del consejero de econonúa de Euskadi que el
acuerdo constituía una intromisión en la metodología de detecminación del "cupo". Véase M. VILALTA i
FERRER: "El 6nanfatnent de la hisenda autonómica i local" en: M. CAMINAL: ElsidmJapoHtiI di Catabnga,
Tecnos, Madrid: 1998 p.371.
240 Según los puntos 1 y 2 de la Disposición Transitoria III: "1. Fins que s'haura completat el traspás deis
serveis cottesponents a les eompeténcies fixades a la Generalitat por aquest Estatut, I'Estat garantid el

linanfament deis serveis traneferits a la Generalitat amb una quantitat igual al cost efectiu del servei a

Catalunya en el moment de la transferencia. 2. Per tal de garantir el finanfament deis serveis esmentats, es

crea una Cotnissió Mixta paritiria Estat-Generalitat, que adoptara un métode encaminat a fixar el percentatge
de participació previst a l'apartat 3 de l'article 44. El metcde a seguir tinclr.l. en compte tant els costos directes
com els costos indirectes deis servéis, i també les despeses d'inversió que cottesponguin" . La LOFCA habla

integralmente retomado el precepto en los puntos 1 y 2 de suDisposición Transitoria 1.
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estado se empeñaba a pagar el coste de los sueldos de los profesores ya en plantilla - la así

llamada inversión de reposición -, pero no e! de las eventuales nuevas incorporaciones.
Así las cosas, la Generalitat de Ca talunya había decidido desertar la reunión del CPFF en el

cual había sido aprobado el método de cálculo. Sin embargo, pocos días después de la

reunión, los representantes catalanes accederían a llegar a un acuerdo con e! Ministro

G 'A-
,

1 'd d 241
arcia noveros y aceptarlan e meto o pacta o .

La razón de esta aparente mutación de posición, se tiene que buscar fundamentalmente en

dos direcciones. Por un lado, la Generalitat comprendía. que el gobierno sería

fundamentalmente inamovible con respecto a este punto. Si bien es verdad que los

diputados de CiU, desde 1979 habían sido decisivos a la hora de mantener en vida los

ejecutivos centristas, los nacionalistas catalanes tenían la conciencia de que la situación

política seguida al 23-F y e! desarrollo de la concertación autonómica garantizaría a la UCD,

en estos temas, e! firme apoyo de! PSOE. Por lo tanto, una negativa a aceptar e! acuerdo

por parte de CiU no habría tenido consecuencias políticas de calado.

Por e! otro, la Generalitat se había avenido a firmar porque, a pesar de todas sus

limitaciones, e! método permitía una financiación adicional para las Comunidades

autónomas derivada de lo que se llamó a partir de aquel momento e! "efecto financiero".

Este fenómeno, consistía en una sobrefinanciación de las autonomías derivada de! hecho

de que los ingresos estatales procedentes de tributos no cedidos crecían más rápidamente

que los gastos que componían e! coste de los servicios transferidos, puesto que éstos se

calcularían tomando como base de referencia no ya e! año en curso sino e! año anterior a la

transferencia de! servicio (en la fórmula, e! año t-1). Al diferir e! ritmo de evolución de

ingresos y gastos, siendo mucho más elevado e! primero, las comunidades recibirían, a la

práctica, más recursos de los estrictamente necesarios a cubrir e! coste de los servicios

transferidos. Así que, en e! anunciado, y ya palpable clima de regresión autonómica - la

LOAPA sería aprobada sólo pocos meses después - los dirigentes nacionalistas habían

percibido e! peligro de despreciar una oportunidad que hubiera podido revelarse sólo poco

tiempo después como altamente ventajosa. En otras palabras, aunque los representantes
catalanes discrepaban en e! mérito de la fórmula, considerándola discriminatoria para las

autonomías y contraria a cuanto establecido en e! Estatuto y en la LOFCA, en términos

cuantitativos la existencia del efecto financiero paliaría los defectos del sistema y

garantizaría en todo caso la posibilidad de avanzar en e! terreno de la transferencia de

servicios.

241 La reunión se celebré el 25 de febrero de 1982.
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El acuerdo alcanzado - extendido en los meses siguientes a las otras autonomías'" -, llevó

incluso el gobierno central a presentar y aprobar - en marzo de 1982 - un proyecto de ley a

través del cual se fijaba el porcentaje de participación establecido según pactado en la

reunión del febrero, pero la disolución de las cámaras y la celebración de elecciones impidió
que el proyecto llegara a cumplir con su íter parlamentario.
La victoria socialista del octubre de 1982, en la fase más polémica del proceso desatado con

los pactos autonómicos, en cierta manera dio la razón a aquellos dirigentes nacionalistas

que más habían presionado por aceptar el acuerdo del febrero: en una reunión de la

comisión mixta de valoraciones celebrada a principio de 1983, lo� negociadores del nuevo

gobierno socialista hacían saber que consideraban el método, pactado por el gobierno
centrista y la Generalitat de Catalunya pocos meses antes como inaplicable porque repleto
de "errores materiales". El ejecutivo encabezado por Jordi Pujol había protestado de

manera formal por la actitud del nuevo gobierno, pero no había obtenido resultado alguno.
La situación de conflicto y de incomunicación entre las dos administraciones se prolongó
prácticamente a lo largo de todo el 1983. Finalmente, el nuevo ejecutivo socialista, fuerte de

la arrolladora mayoría absoluta de la cual disponía, a principio de 1984 propiciaría en el

seno del CPFF una vuelta al método del coste efectivo pactado en febrero de 1982, aunque
con una importante diferencia. Ahora se tomaría como año base para el cálculo del coste de

los servicios ya no el año anterior al de la transferencia, sino el año en curso. Esta nueva

metodología - que se acabó denominando del porcmtaje deslizante - acabaría con la

posibilidad de que se produjera un efecto financiero importante, ya que la actualización

anual de la composición de los costes comportaría una progresiva reducción entre su tasa

de crecimiento y la de los ingresos generales del estado'43. Con esta medida y con la

aprobación, unos meses antes, de una normativa que permitía la cesión de tributos a las

CA"', el nuevo gobierno había dado muestra de querer abordar con energía el problema de

la generalización y de la estabilización de una parte importante del sistema de financiación

de las Comunidades Autónomas.

,., Entre el febrero de 1982 y el junio de 1983 fimuron el acuerdo Galicia, Cantabda, Asturias, Andalucla,
Murcia, Angón, Comunidad Valenciana, Cananas, Castilla la Mancha, La Rioja, Baleares, Extremadura,
Castilla León y Madrid.
2<3 La fijación de los porcentajes según el método acordado en el CPFF, se establecería por ley - así como

establecía el arto 13 de la LOFCA - a través de la Ley 43/1984, de 13 de diciembre, de Porcentajes de

Participación en 1984.
,.. Ley 30/1983, de 28 de diciembre, de Cesión de Tributos.
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Calendario de cesión de impuestos a las comunidades autónomas
de régimen común

Comunidad Patrimonio Sucesiones Transmisiones Actos jurídicos Tasa sobre
Autónoma y patrimoniales documentados juego

donaciones
Andalucia 1984 1984 1984 1988 1984
Araqón 1984 1984 1984 1988 1984
Asturias 1986 1986 1986 1988 1986
Baleares 1986 1986 1986 1988 1986
Canarias 1984 1984 1984 1988 1984
Cantabria 1986 1986 1986 1988 -

Castilla v León 1985 1985 1985 1988 1985
Cas!. La 1985 1985 1985 1988 1985
Mancha

Catalunva 1982 1982 1982 1988 ¡ 1982
C.Valenclana 1984 1984 1984 1988 1984
Extremadura 1984 1984 1984 '1988 1984

Galicia 1984 1984 1984 ·1988 1984
Madrid - 1990 1990 1997 1990
La Ricia 1986 1986 1986 1988 1986

Fuente: BADESPE, Institutos de Estudios Financieros, Madrid: 2001.

Total de coste efectivo de los servicios traspasados a las CA (MPTA de

1985)

Ministerios Justicia Hacienda Interior MOPU Educac. Trabajo Industria
Comunidades
Andalucla 1853.7 1462.7 182.7 6184.4 106852.2 6605.6 423.4
Araqón 457.6 1449.6 42.0 3179.0 - 619.3 125.9
Asturias 555.7 15.6 14.4 2174.5 - 295.8 96.2
Baleares 4.4 7.4 12.2 1708.8 - 181.8 61.1
Canarias 742.4 161.8 62.4 3084.9 30752.4 859.0 125.8
Cantabria 77.5 8.9 13.4 1021.5 - 231.9 1.5
C. León 989.2 541.8 129.1 63.64.5 - 1273.9 405.6

C La Mancha 368.7 250.3 41.8 4430.2 - 856.9 .161.0
Catalunva 3178.5 894.8 96.2 6025.6 83576.3 3146.8 458.3
Extremadura 347.3 101.0 19.1 1558.7 - 1232.6 62.4

Galicia 648.1 629.8 70.7 3645.2 47124.0 1957.6 251.5
Madrid 2129.7 96.0 11.0 5530.1 - 3569.8 282.1
Murcia 232.8 10.2 11.6 975.3 - 373.6 52.4
La Rioia 90.5 8.3 12.7 575.9 - 145.6 39.1
Valencia 1208.2 961.5 104.4 2850.3 56310.0 2055.9 146.5
Total 12884.3 6599.7 823.5 49309.0 324614.0 23406.1 2692.9

Ministerios
%Ministerios 2.3 1.2 0.1 9.0 59.1 4.3 0.5

Fuente: Elaborac. propia a partir de J. RUIZ HUERTA: EdatIo.ftdmzllutaáo ngio1tOlDip. Salamanca: 1986

159



Financiación de las CA en el periodo transitorio (1986)*

Comunidad MPTA PTAlh
Andalucía 267492.2 39396
Canarias 63743.2 43469

Catalunya 167.055.6 27942

Galicia 108867.9 38274

Valencia 109254.1 29270
TotalCA art.151 716413.0 34423

Aragón 21912.9 18503

Asturias 12596.4 11326
Baleares 7136.2 10480

Canlabria 6952.3 13302
Cast.León 52552.3 20351

Cast.La Mancha 34560.5 20624

Extremadura 26938.3 24795

Madrid 41967.7 8779

Murcia 9850.9 9784

La Rioja 4208.8 16186

Total CA art.143 218676.3 14684

TOTAL 935089.3 26190

'Se incluye el porcentaje de participación, los tributos cedidos, el FCI, las subvenciones pata enseñanza y las
otras subvenciones incluidas en la financiación incondicionada.

Fuente: Acuerdo de financiación de las CA pata el período 1987-1991.

Sin embargo, para la Generalitat, que había accedido a firmar el acuerdo de 1982245 sólo por
la existencia del efecto financiero, las medidas implementadas por el nuevo gobierno
socialista y su reiterada voluntad de abordar el problema de la financiación desde un punto

de vista general, representaron, en términos de iniciativa política, un duro golpe. Pero

quizás todavía más dura había resultado la paralización de las negociaciones vivida a 10

largo de buena parte de 1983, paralización que - unida a la falta de la liquidación de las

valoraciones de los servicios transferidos a la administración catalaoa en los años 1981,

1982, y 1983 - había matería1mente llevado a amenazar la misma posibilidad de presentar

presupuestos viables para 1984.

Así finalmente, el ejecutivo autonómico catalán - después de una tensa y larga entrevista

entre Pujol, González, el ministro Boyer y el subsecretario Sevilla - había preferido ceder,

aceptando de participar en los trabajos del CPFF. Como resultado de la negociación, la

Generalltat se empañaba en firmar el acuerdo que consagraba el nuevo método delporrcntaje

dulizante y el gobierno central aceptaría de liquidar rápidamente las valoraciones de los

servicios transferidos a la administración catalana en los años 1981, 1982, Y 1983.

245 Véase J.M. CUI T ET I . Eljintm¡ammt ",dlmomi< de Catakl'!Ya Curial, Barcelona 1987, pp.26-27.
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La firma del acuerdo, si bien había podido cerrar una de las fases más conflictiva de las

relaciones entre las dos administraciones, dejaba detrás de él toda una serie de problemas.
En primer lugar, más en general, desde un punto de vista cuantitativo, había condenado las

autonomías a una financiación modesta en términos absolutos. Esta circunstancia era

especíalmente grave en el caso de autonomías con altos techos competenciales y en plena

expansión como Catalunya, ya que finalmente se había consolidado el principio según el

cual en el coste efectivo sólo se computarían las inversiones de reposición y no los gastos

de inversión nueva.

En segundo lugar, la adopción del método del pon:entqje deslizante - revisable cada año - si se
. .

prestaba mejor al seguimiento directo del proceso de transferencia de las competencias,
eliminaba la posible sobrefinanciación vía efecto financiero para' las autonomías, rompía el

principio del automatismo del sistema y obligaba a extenuantes negociaciones cada año.

En tercer lugar, la cristalización de la fórmula del coste efectivo, en los términos en que se

había fijado, tendría como efecto colateral - pero no secundario en cuanto a su

envergadura - de desincentivar una buena y responsable gestión de los tributos cedidos. En

efecto, si se mira a los componentes de la fórmula de cálculo, los rendimientos para los

tributos cedidos constituían una cantidad que se tenía que restar del total. En otras

palabras, cuanto menos las autonomías recaudarían de los tributos a ellas cedidos, más

recibirían de los ingresos del estado. Si esto podría no tener efectos importantes con

respecto a la cantidad total de los recursos a transferir, sí que los tendría con respecto a la

misma Cl/lmra.fiscal de las instituciones autonómicas, que durante un largo período
arrastraron profundas dificultades para emanciparse de los tics propios de un modelo

fuertemente basado en las subvenciones.

Y, finalmente, la infrafinanciación que consagraba el método, obligó la mayoría de las

comunidades - y Catalunya entre ellas - a recurrir a la utilización de otros mecanismos de

financiación. Si una parte de los recursos necesarios procedieron finalmente de la creación

de deuda pública, la mayoría de los recursos necesarios a los gastos de inversión

procedieron del FC! -constituido en 1981 gracias a un acuerdo del CPFF y normativizado

finalmente en 1984246_ Y de las subvenciones directas del estado. Esta circunstancia produjo
dos importantes consecuencias. Por un lado, desvirtuó totalmente el sentido que la misma

Constitución había otorgado al FC!, impidiendo su correcta utilización. Y, por el otro,

impidió que las comunidades autónomas pudieran decidir libremente como y cuanto

246 Acuerdo 2/1981, �'; 16 de scp�=:bre, BOE de 10 de noviembre 1981 y Ley 7/1984, de 31 de marzo, del
Fondo de Compensación Intertemtoria1, BOE, n080, de 3 de abril de 1984.
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destinar a sus gastos de inversión, ya que las subvenciones directas, en su enorme mayoría,
eran subvenciones condicionadas.

En todo caso y, a pesar de las limitaciones ahora mencionadas, e! desbloqueo de la

negociación había contribuido a evitar una peligrosa parálisis de la actividad de traspaso de

las competencias, que no obstante las dificultades politicas y financieras no se había

detenido247•

Por otra parte, en Catalunya, e! desarrollo de la polémica había evidenciado como la

voluntad de avanzar rápidamente en la configuración de la nueva administración y de

llenarla de contenidos fuera en esta fase una exigencia compartida por todos los partidos
, '

políticos catalanes, como había demostrado la unanimidad con la cual vinieron

adoptándose las reivindicaciones de traspaso de competencias en e! seno de la parte
catalana de la Comissió Mixta Estado-Generalítar-"'.

Esta unanimidad interna a la Comissió, no cambió ni siquiera después de! golpe de! 23-F,
de! duro conflicto que en Catalunya desató la aprobación y la sucesiva anulación de la

LOAPA, y finalmente de la victoria por mayoría absoluta de! PSOE.

Más complejo es e! discurso relativo a las valoraciones que, en e! mérito, los distintos

partidos catalanes hicieron sobre el sistema de financiación de! "coste efectivo". En

general, se puede decir que todo e! espectro político catalán considerase negativamente e!

método finalmente adoptado.
Si e! PSUC lo criticaba por ser insuficiente y poco equitativo y ERC reclamaba un tipo de

financiación similar a la de Euskadi y Navarra, las dos mayores fuerzas, PSC y CiU tuvieron

posiciones relativamente más matizadas.

El PSC, aunque mantuviera una linea de elaboración teórica autónoma del PSOE sobre el

tema de la financiación autonórnica249, que valorizaba e! principio de autonomía y

responsabilidad financiera de las haciendas de las comunidades y por lo tanto imaginaba un
sistema radicalmente diferente de lo de! "coste efectivo", se encontró en la dificil posición
de no poder (y, en cierta medida no querer) criticar a fondo las medidas de un gobierno
formado, al fin y al cabo, por compañeros de partido. La "incomodidad" del PSC respecto
a las medidas adoptadas por los gobiernos de Felipe González en tema de financiación

247 Entre 1981 y 1984, entre otras, fueron transferidas • la Generalitat las competencias en materia de:

patrimonio arquitectónico, edificación y vivienda, ganadería y producción agrícola, promoción de la mujer,
energía; Seguridad social, régimen de asociaciones, prensa y publicidad, radiodifusión y televisión, disciplina
del mercado, medio ambiente, defensa del consumidor, administración penitenciaria.
,.. Véase M. VILALTA FERRER: "El finan�ament. ..

" ob. cit p. 370
'" Véase ll.ARMET y A. CASTELLS: "Autonomía y financiación" en: El Paú, 5,7 y 8 de junio de 1985 y
LL.ARMET, A. CASTEllS, ].COLOM y R.OBIOLS: El jinanfat1Jl1It auhJnOl1IÍ<. Contribllw1U a IIn dlbat
Edicions 62, Barcelona: 1985.
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autonómica, fue una constante que se presentó a 10 largo de toda la década siguiente y trajo

consigo muchos conflictos originados sea por las acusaciones de "sucursalismo" que el

PSC recibió por parte de sus adversarios políticos, sea por las no siempre fáciles relaciones

entre PSC y PSOE, Y sea, finalmente, por las discrepancias dentro del mismo partido de los

socialistas catalanes.

La posición política de Convergencia i Unió, en cambio, pareció en esta fase ser influida en

manera determinante por dos factores, uno ideológico y el otro, más genuinamente de

estrategia política.
En primer lugar, la coalición nacionalista confirmaba la preeminencia,en su interior de una

, '

orientación ideológica pragmática. No obstante tanto CDC, como Unió Democrática

habian sostenido a 10 largo del proceso de redacción del estatuto soluciones radicalmente

diferentes de las que finalmente acabaron por plasmarse en el título II! del Estatut y sobre

todo había destacado poco después por ser el grupo más critico con la LOFCA, las críticas

más duras al método de! "coste efectivo" llegarán de los nacionalistas sólo a partir de la

definitiva institucionalización del método en el bienio 1983-84, cuando empezó a

demostrarse el agravio comparativo que la "fórmula" configurada por el ministro socialista

Miguel Boyer representaba para las arcas catalanas.

En segundo lugar, CiU era coalición de gobierno en Catalunya y tenía como reto principal
10 de construir y consolidar la nueva administración autonómica.

Conseguir este objetivo parecía en esta fase absolutatuente prioritario para los dirigentes
nacionalistas. En este sentido, un sistema de financiación que se basaba en las subvenciones

y ahorraba los "costes políticos" ligados a las políticas de imposición fiscal, mientras fuera

capaz de cubrir e! traspaso de competencias, podía ser incluso nmtabk.25O

En definitiva, el "periodo transitorio" se caracterizó por el choque entre una autonomía

catalana dinámica, substancíalmente unitaria y voluntariosa de implantarse y un sistema de

financiación incierto, provisional e insuficiente.
El método del "coste efectivo" será criticado, con diferentes tonos y por diferentes razones

por todas las fuerzas políticas en 1985, cuando, al cumplirse el sexto año de vigencia de!

estatuto, según la letra del mismo y de la LOFCA, se abriría el debate sobre el sistema de

financiación definitivo.

2SO En este sentido, véase: P. VAN HOUI'EN: "Fiseal autonomy and party polities in Catalonia" PSA
Conferenee, University ofLeicesten 2003 p.15, inédito.
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3.4 El acuerdo para la financiación definitiva: un sistema fundamentado en las
transferencias.

La necesidad de una revisión y estabilización del sistema de financiación, fue objeto de

varios y repetidos posicionamientos de las fuerzas políticas catalanas ya a partir de 1984.

De hecho, el desbloqueo de las negociaciones con el gobierno socialista, y las muestras de

disponibilidad de la Generalitat, que a fin de cuentas había aceptado un método que

ninguno de los partidos catalanes - incluso, en buena parte, el PSC - consideraban

suficiente y válido, provocó una cierta distensión de la situación política general que

permitió a las instituciones autonómicas encarar el debate en vista de la revisión del sistema
. '

- prevista para 1985 - con grande detenninación.

La Generalitat, en este sentido, había intentado llegar al debate con el máximo de respaldo
político, social e incluso académico, renunciando, al menos en una primera fase, a situar al

centro de sus reivindicaciones el problema de la cantidad de los recursos. A lo largo de toda

la polémica que había enfrentado el ejecutivo autonómico al gobierno central en 1983, la

fuen:a de las reivindicaciones catalanas había sido contrarrestada - con o sin razón - con

una potente ofensiva del PSOE que había, en más de una ocasión, hablado de una cierta

insolidaridad de Catalunya con respecto a las otras autonomías. Dejando de lado el peso de

las razones de los dos gobiernos enfrentados en aquella polémica, parece interesante

observar como, por parte de la Generalitat aquella experiencia había sido interiorizada y

había llevado sus dirigentes a la convicción que ahora se harla necesario plantear la cuestión
- almenos en una primera fase -, de manera radicalmente diferente"l.

Así, la Generalitat optaba por una nueva estrategia, basada sobre tres ejes fundamentales y

orientada a fortalecer sus posiciones en vista de la negociación.
En primer lugar, optaba situar el problema de la financiación catalana en un horizonte

cientifico y políticamente más amplio, referido a todas las comunidades autónomas, en el

intento de generalizar el peso de sus reivindicaciones. En este sentido, ya en abril 1984,

después de la arrolladora mayoría absoluta conquistada por CiU, el Parlament de Catalunya
había aprobado una resolución que -por unanimidad- pedía al Govern de elaborar un

Libro Blanco que analizara no sólo la financiación de la Generalitat de Catalunya sino más

en general la financiación de todas las Comunidades Autónomas. El estudio, compilado por

personalidades de alto perfil cientifico, será publicado y presentado en el Parlament más de

un año más tarde, enmayo de 1985252•

251 Véase j.M, Cuu.ELL: Elftnanfam,n/ atltonOmiG tÚ�a Curial, Barcelona: 1987, pp.63 y es.

m DEPARTAMENT D'ECONOMIA i FINANCES: LIibrr blat« tklgolJl17l tÚ la Gmmz/ilat tÚ CataIH'!Ja sob",1
ftnanfamlnt l1IIIoniJmiGGeneralitat de Catalunya, Barcelona: 1985.
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En segundo lugar, buscarla, en el horizonte institucional catalán, el máximo respaldo por

parte de todas las fuerzas políticas. Como ya se vio, posiblemente los partidos catalanes

tuvieran opiniones bien diferentes con respecto al mérito del método de financiación. Sin

embargo, pero, compartian una opinión fuertemente negativa con respecto al modelo

vigente y a la necesidad de buscar soluciones que contribuyeron a superar la precariedad
vivida hasta entonces. En este sentido, se potenciarán, a lo largo de todo el 1984, las tomas

de posiciones oficiales a favor de la revisión del modelo tanto en la parte catalana de la

Comisión:Mixta de Valoraciones, como en el Parlament

Y, finalmente, a través de diversos cauces - en el parlamento� en los medios de
,

comunicación, en las reuniones de la Comisión :Mixta - por parte de los representantes del

ejecutivo autonómico se insistió en el hecho de que la revisión del sistema además de ser

un problema político, representaba un genuino problema jurídico. En otras palabras, la

Generalitat extremaría sus esfuerzos en subrayar que, puesto que el Estatut d'Autonomia

de Catalunya como la LOFCA indicaban en 1985 el tétrnino último para iniciar una

negociación para la adopción de un sistema de financiación definitivo, la revisión del

sistema no se configuraba sólo como una necesidad política, sino también como la

exigencia de no violar normas.

Con estas premisas, el gobierno de la Generalitat se disponía, a principio de 1985, a

reivindicar el inicio oficial de las negociaciones para el sistema definitivo.

En enero, la parte catalana de la Comisión :Mixta enviarla al gobierno central una petición
formal en este sentido y, poco más tarde, en febrero presentarla. a Madrid un primer
documento en el cual se fijaban las lineas generales de lo que debía ser - en su opinión - el

nuevo modelo de financiación. El ejecutivo socialista, substancialmente pasarla por alto las

peticiones catalanas, limitándose a responder que éstas serían tomadas en consideración en

una futura reunión del CPFF e insinuando que no sería hasta 1986 que se podría abrir el

proceso de negociación formal

La poca consideración demostrada por elGobierno central hacia el documento presentado
en febrero, y, sobre todo la velada alusión a una postergación de la negociación al año

siguiente, provocarla un cierto cambio de estrategia por parte de la Generalitat, que decidió

finalmente extender el debate fuera de las sedes técnicas y políticas y llevarlo directamente

al terreno de la opinión pública, catalana y española, en el intento de forzar un compromiso
más firme por parte del ejecutivo de Felipe González.

Así, en el abril de 1985, la Generalitat publicaba en los periódicos catalanes una "publicidad
institucional" orientada a la información de los ciudadanos respecto a la situación de la

165



financiación autonómica y al "saldo fiscal" catalán respecto a España"", reivindicando un

cambio en el sistema de financiación e ilustrando el agravio comparativo que Catalunya
sufría con el sistema vigente.
La iniciativa no pasó nada desapercibida. El mismo ministro de Administración Territorial,
Tomás de la Quadra Salcedo, intervino con un largo artículo publicado en las páginas de

La Vanguaroül" estigmatizando la iniciativa del gobierno de Pujol Al articulo del ministro

siguió una intervención2S5 en el mismo diario del Conseller de Finanzas de la Generalitat

J.M.Cullell en que se defendia el carácter informativo y no partidista de la campaña. Dos
días más tarde el ministro volvía a intervenir desatando una polémica que duraría varios

• l

meses, y en la cual intervendrán varios miembros del gobierno de González y

prácticamente la totalidad de los partidos catalanes y de los dirigentes autonómicos de todo

el estado.

Ríos de tinta relataron casi diariamente las declaraciones cruzadas de los varios dírigentes
que apelaban ahora a la necesidad del cumplimiento de la lei'6 ahora a la necesidad de

experimentar modelos alternativos de financiación, recogiendo otras experiencias europeas,

abora a la necesidad de no sofocar el naciente proceso autonómico, ahora finalmente

subrayando la necesidad de reducir el déficit del estado.

En este contexto, hay unos elementos que vale la pena subrayar.
En primer lugar que el intento llevado a cabo por la Generalitat de generalizar el problema
de la revisión del sistema de financiación y ponerlo al centro de la agenda política tuvo

substancialmente éxito. La reivindicación de un sistema definitivo y único para todas las

autonomías pareció ser compartida desde el principio por todas las comunidades2S7• Esto

podría representar el acto de nacimiento de una "clase política autonómica" en la cual los

políticos catalanes ocupaban un lugar de primera relevancia, que en los años siguientes
tomará cada vez más conciencia de si misma y representará una de las novedades más

importantes de todo el cuadro político del estado español
En segundo lugar, que el amplio debate que se hizo público a través de los medios de

comunicación enseñó, dentro de la nueva clase política autonómica, alianzas nuevas e

inusuales. Catalunya se vio unida en la polémica del bienio 1985-1986 con comunidades

aparentemente muy diferentes de ella & entre sí) como Andalucía, Comunidad Valenciana,

2S3 Véase La Vanguardia y S'gn. 14 de abril de 1985.
"'V' Laease Vangutmlia, 22 de abril de 1985
2SS Véase La Vanglltmlia, 24 de abril de 1985
2S6 Véase La Vangutmlia, 26 de abril de 1985
257 En jwúo. los representantes de los parlamentos de todas las comwú?a��s. en un enc_uentro a Valencia

subrayaron unánimemente la importancia de un nuevo sistema de linan=on que garantIZara la autonomía

financiera. VéaseAVU1. 8 de jwúo de 1985
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Madrid, y Galicia. Estas comunidades, desfavorecidas por el sistema de financiación

entonces vigente, compartian la necesidad de avanzar rápidamente en la construcción de

sus instituciones, independientemente de su condición de autonomía de vía lenta o de vía

rápida.
Y, finalmente, para lo que se refería en concreto al sistema político catalán, no obstante la

dureza de la polémica la reivindicación de una solución definitiva al problema de la

financiación se siguió configurando como una reivindicación substancia1mente unitaria.

Las votaciones de la parte catalana de la Comissió Mixta y. de muchas resoluciones

presentadas en el Parlament a lo largo de 1985, que pedían el cw:nplipriento del art.45 del

Estatut tuvieron todas resultados unánimes y favorable"8. Se trató, en buena medida, de un

esfuerzo unitario que en cierto modo recordaba los primeros años de la transición. No

obstante hubo más de un conflicto, en t 985 el sistema de financiación parecía percibirse
todavía como un elemento básico del nuevo sistema político catalán, más bien como un

medio para que las normas del juego fijadas entre todos -o sea, el Estatut- pudieran
hacerse realidad y, por eso, merecedor del más amplio acuerdo.

Pero debajo de los "gritos" de la prensa, que entre amenazas de "restituir" competencias
cedidas"· y anatemas sobre el déficit público260 anunciaban también varias y diferentes

propuestas de reorganización del sistema, en el ámbito de la negociación política, se

discutió básicamente de cifras, más que de métodos.

La negociación en las sedes formales, que habla tenido una larga, pública y polémica

interrupción a lo largo de todo el 1985, se reemprendió finalmente en otoño de t986,

después del referéndum sobre la permanencia del estado español en la OTAN Y la

celebración de unas elecciones generales que hablan marcado la derrota inapelable del

reformismo de marca roquista y una nueva mayoría absoluta del PSOE.

Finalmente, el 7 de noviembre de t 986, después de la presentación de tres diferentes

proyectos por parte del gobierno central"., las Comunidades acordaban con éste, en el

"8 Véase El Ptriódko, 27 julio de 1985. En particular, en octubre de 1985, el Parlament aprobaba por
unanimidad una resolución fuertemente erítica según la cual: "El Parlament de Catalunya constata les greus
insuficii!ncies i mancances del sistema de finan�ament vigent a Catalunya durant el període transitori i la

urgent necessitat de revisar aquest sistema d'acord amb allb que estableix l'article 45 de l'Estatut d'Autonomia
i l'article 13 i la Disposició TransitOria Primera de la Ilei Org:l.nica de Fman�ament de les Comunitat>
Autónomes, i en aquest sentit acorda: 1. Instar al Govem Central a accelerar les negociacions per tal que dins
de l'any 1986 sigui posible l'aplicació d'unes noves clausules Dnanceres que dunin compliment a les

disposicions estatutiries. (...)4. Que el nou rnodel de finan�ament es basi en els criterio de suficiencia de
recursos, autonomía de la despesa i solidaritat i en garanteixi l'automatisme". Resolució 51/II, de 10 de
octubre de 1985.
". Véanse las declaraciones del Presidente Pujol a La Vangllardia de 18 de julio de 1985, después de l.

presentación del balance del primer año de segundo mandato.
"" Véase la entrevista alMinistro Félix Pons mABe de 8 de septiembre de 1985.
2<1 Véase ElPaú, 24 de octubre de 1986
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seno del Consejo de Política Fiscal y Financiera, un nuevo método de financiación válido

para el quinquenio 1987-1991, que habría de corregir las disfunciones y problemas
observados en el periodo transitorio. El acuerdo sería ratificado por la Comisión Mixta de

Valoración Estado-Generalitat con el único voto contrario de Emili Gasch, representante
delPSUC.

El acuerdo configuró un sistema definitivo que determinaba la financiación de las CA no ya

sobre la base de la disposición transitaría l de la LOFCA, sino sobre la base del artículo 13

de la norma, relativo a la fijación del porcentaje de partícipaciónde cada Comunidad a los

ingresos del estado. Así el porcentaje se desconectaba finalmente del coste efectivo del
. .

servicio pasando a negoclarse sobre la base de las variables socio-económicas recogidas en

.

el referido artículo 13 LOFCA y en el art.45 del EAC: población, esfuerzo fiscal en el

lRPF, inversa de la renta real, cantidad equivalente a la aportación proporcional que
correspondía a las CA por las cargas y los servicios que el estado seguía asumiendo como

propios.
El nuevo sistema, en concreto, distinguía entre dos grandes bloques de transferencias

financieras mediante las cuales la administración del estado proporcionaba recursos a las

comunidades autónomas.

Un primer bloque, de cantidad más reducida, estaría compuesto por las transferencias de

carácter condicionado y se constitniría a partir de las subvenciones del FCl, de las

subvenciones directas a cargo de los Presupuestos Generales del Estado. Una parte

importante de estas transferencias se referiría a las subvenciones para garantizar la

gratuidad de la enseñanza.

Y, un segundo bloque - de más significación cuantitativa - estaría constituido por las

transferencias financieras de carácter incondicionado, que tendrían la finalidad de dotar las

Comunidades de los recursos necesarios para la prestación de los servicios transferidos y

para realizar inversiones nuevas.

Este bloque se sustanciaría a partir de la definición de una masa total de los recursos a

transferir, que era correspondiente a la suma de los recursos que el sistema anterior había

proporcionado en el último año de funcionamiento (1986) más una cuarta parte de las

dotaciones del FCl y toda una serie de subvenciones situadas al margen del sistema.

Definida la masa total, se procedería a la distribución de los recursos entre las CA según
los criterios establecidos en el art.13 LOFCA, atendiendo además a su nivel de

competencias y, dentro del mismo nivel, fundamentalmente al número de habitantes. A
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todas las CA, se les garantizaba, como mínimo, los recursos obtenidos por el anterior

sistema.

Y, finalmente, se procedería a la fijación de los porcentajes de participación por cada

comunidad. Éstos eran la resultante de la proporción existente entre los recursos asignados

a cada comunidad y el ITAE (Ingresos Tributarios Ajustados Estructuralmente), una nueva

base de cálculo que incluia la recaudación por los tributos no cedidos y además las

cotizaciones a la seguridad social y al desempleo deducida la aportación española al

presupuesto comunitario.

Por otra parte, pata garantizar la flexibilidad y al mismo tiempo el �ut�matismo del sistema,
el acuerdo fijaba una norma de evolución del ITAE (y, .por consiguiente, de los

porcentajes) que preveía que éste tuviera que representar como mínimo la evolución de los

gastos del estado, y como máximo la evolución del PIB.

Del sistema transitorio al definitivo: porcentajes de participación
Comunidad 1986 1987
Andalucía 27.33 27.10
Araaén 2.57 2.44
Asturias 1.45 1.59
Baleares 0.84 0.94
Canarias 6.55 6.92
Cantabria 0.83 0.95

Castilla y León 6.49 5.66
Casto La Mancha 4.28 3.87

Catalunva 16.90 18.84
C.Valenciana 11.01 11.34
Extremadura 3.40 2.91

Galicia 11.87 10.74
Madrid 4.88 5.00
Murcia 1.12 1.16
La Rioia 0.47 0.55
Total 100.0 100.0

Fuente: N. FERNANDEZ GÓMEZ: L4jinanáati4n" las "'lIIIttátlatlu tJtIlÓ"''''as: 11110propllU/4" ",msp.lllabilitJaáfocalrFE
Madrid: 1993 p.159

El tránsito del sistema transitorio al sistema definitivo, llevarla consigo mejoras importantes
sobre todo con respecto a dos ámbitos. Por un lado favoreció sin duda alguna una mejor

gestión tributaria de las CA, ya que al apartar de la fórmula de definición de los porcentajes
los rendimientos de los tributos propios y cedidos y al considerarlos como recursos

adicionales, se eliminaba por completo el efecto desincentivador que caracterizaba la

fórmula del coste efectivo. Y, por el otro, la introducción del ITAE y de las no!1llllS
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relativas a su evolución contribuyó a dar estabilidad y a la vez flexibilidad al sistema,

dejando atrás las largas y extenuantes negociaciones anuales.

Pero sin embargo, e! nuevo método no supuso grandes cambios en la misma estructura del

modelo de financiación. No cambió sensiblemente la cantidad de recursos transferidos a las

CA ya que éstas recuperarían los rendimientos procedentes de los tributos propios y

cedidos, pro a la vez perderian contextualmente los recursos procedentes de los impuestos
sobre bienes de luxo que hasta entonces habían percibido directamente. Éstos, con la

entrada de! estado español en la CEE fueron substituidos por el. IVA, y sus rendimientos

acabaron en las arcas de! estado.

Pero sobre todo, lo que se mantenía invariado era el grado de dependencia de las haciendas

autonómicas de la hacienda estatal Las transferencias siguieron siendo e! recurso

fundamental a través de! cual las administraciones autonómicas garantizaron sus servicios.

y si bien - como se vio - aumentó la masa global de transferencias incondicionadas y e!

grado de automatismo de! sistema, el nuevo método seguía perpetuando la falta absoluta de

corresponsabilidad fiscal. Esta circunstancia había sido prácticamente inevitable durante la

primera fase de la construcción de las instituciones autonómicas. Pero ahora, en e!

momento en que cada vez más las CA se iban erigiendo como claros referentes para la

prestación de servicios imprescindibles para la ciudadanía, y, por lo tanto, como centros de

genuino poder político, un sistema de financiación que no valorizara e! pape! de las

haciendas autonómicas llevaría consigo numerosos problemas tanto para las autonomías

como, más en general, por e! funcionamiento de! conjunto de! estado.

Por un lado, restaría a las instituciones auton6micas capacidad de decidir sobre la

envergadura, la orientación y e! alcance de sus políticas. Y, por e! otro, reduciría la

efectividad de los recursos asignados ya que no teniendo ningún tipo de capacidad de

decidir sobre la imposición fiscal, las autonomías no se responsabilizarían, a la práctica, de

los costes políticos y electorales de la utilización de los recursos asignados.
En este sentido, e! tema de la corresponsabilización fiscal - para bien o para mal - de las

autonomías había sido e! gran ausente de! gran debate vivido acerca de la financiación

autonómica a lo largo de! bienio 1985-86.

Existió sin duda y se manifestó una especulación teórica importante orientada a la

necesidad de superar e! sistema de financiación centralizado, llevada a cabo sobre todo por

parte de los socialistas catalanes, que llegaron a proponer la cesión de una parte de los
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rendimientos IRPF a las comunidades262• Sin embargo, en sede política y deliberativa

parecieron prevaler, por un lado una concepción ideológica y política todavía reacia a la

construcción de una hacienda múltiple y descentralizada, compartida por todos los partidos
de ámbito español; y, por el otro, una fuerte necesidad de obtención de recursos que acabó

por subrayar más la importancia de la cantidad de los recursos obtenidos que la concepción

ideológica subyacente al sistema por aprobar.
En general, como apunta el mismo ].V.Sevilla, en 1986 todavía no había "clima político"
adecuado para cambiar a fondo toda la concepción de la financiación autonómica e ir hacia

una verdadera descentralización financiera263•

En ese sentido, la reforma del FC! parece ilustrativa de como tanto e! gobierno central

como de los dirigentes autonómicos estuvieran, todavía entre los años 80 y 90, instalados

en una cultura que concebía la financiación autonómica como algo substancialmente

relacionado con e! concepto de subvención.

Ya se recordó en estas páginas, que e! sentido de! FC! como instrumento de solidaridad

intertertitorial quedó desvirtuado por ser utilizado en la etapa provisional come

instrumento orientado a garantizar la suficiencia financiera. En 1990, en el momento en

que el estado español empezó a percibir los fondos de cohesión europeos, con el FC! se

reformó, se redujo su tamaño y se destinaron sus recursos sólo a las comunidades menos

desarrolladasf", No obstante ello, para compensar a las comunidades relativamente más

ricas, que a partir de ese momento dejarían de percibir sus recursos, se estableció una

"compensación transitoria" equivalente a tales recursos. Poco más tarde, en 1992, esa

compensación pasaría a ser permanente, automática e incondicionada, al integrarse en e!

porcentaje de participación en los ingresos de! estado de cada una de estas comunidades.

En todo caso, para Catalunya, e! sistema de financiación 1987-1991 representó un avance,

por muy pequeño que fuera, en términos absolutos por lo que se refiere a los recursos

respecto al sistema precedente, y su carácter incondicionado y automático ayudó a una

definitiva consolidación de la administración catalana.

262 Véase 1.M. CUT TET T· Eljinanft1J1l""atltonómi&tÚ CataÚl1!Jtl Curial, Barcelona: 1987, p.99 yA. CASTELLS i
OLIVERES: "Reflexiona a propóeit del sistema de finan,.unent de les comuoitats autónomes" en:

LL.ARMET, A.CASTELLS, J. COLOM, R. OBIOLS: El jinanft1J1l"'l tIIIlonomÍ&. Colllribe"o", a ,m tÚbal
Edicions 62, Barcelona: 1985 pp.89-108.
263 1.V. SEVILLA SEGURA: Las tlavu tÚ lafinaneiadón... ob.cit p.33
264 Ley 29/1990, de 26 de diciembre, del Fondo de Compensación Interterritorial, BOE núm.310 de 27 de
diciembre de 1990.
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Financiación de las CA durante el período definitivo (1986)
En millones de pesetas.

Comunidad Aumento de Recursos PTAlh
recursos asignados

Andalucfa 16507.1 231231.4 34056
Canarias 3488.6 58230.3 39710
Catalunva 28782.7 181182.6 30305
Galicia 5256.0 93221.1 32773
Valencia 11579.0 109162.7 29245

TotalCA art.151 65613.4 673028.1 32339

Araqón 1100.1 19108.7 16135
Asturias 2581.8 11664.5 10470
Baleares 512.3 6335.1 ; .. 9304
Cantabria 1192.6 6607.0 12641
Cast.Le6n 3905.9 40860.5 15823

CaslLa Mancha 5159.4 27167.5 16212
Extremadura 4047.4 16866.7 15525

Madrid 8420.2 41482.6 8677
Murcia 2468.7 8993.4 8933
La Rioia 710.7 4340.9 16694

Total CA art.143 30099.4 183.406.9 12316
TOTAL 95.712.8 856435.0 23987

Fuente: Acuerdo de financiación de las Comunidades Autónomas para el perlodo 1987-1991.

Pero más en general, entre 1986 y 1991 todas las autonomías, se fueron consolidando

interviniendo en el conjunto de los campos de la administración, configurándose como

verdaderos puntos de referencia política para los ciudadanos.

Deuda de las CA. 1992

Comunidad MPTA %
Andalucfa 150000 12.45

Araoón 25000 2.09

Asturias 18000 1.50

Baleares 21929 1.83

Canarias 1.92
Cantabrla 53506 4.47

Cast.La Mancha 21000 1.75
Cast.Le6n 33000 2.76

Catalunva 234974 19.65

Valencia 126000 10.53
Extremadura 13100 1.09

Galicia 61624 5.15
Madrid 23000 19.23

Murcia 38.264 3.20

Navarra 555 0.04

Euskadi 116631 9.75

La Rioia 16913 1.41

Fuente: ElPlfildico 24 de enero de 1992
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Esa consolidación requirió no sólo cada vez más recursos 0t la prueba más evidente fue e!

imperioso aumento de las deudas de las administraciones autonómicas y que, en definitiva

recayó sobre e! déficit estatal), sino que también evidenció la necesidad de un sistema capaz

de ofrecer medios de autonomía y responsabilidad financiera a una autonomía política que

se había hecho cada día más fuerte. El debate sobre la corresponsabilidad fiscal estaba

servido, y serán justamente las fuerzas políticas catalanas que se encargarán de poner e!

problema encima de la mesa.

3.5 La prolongación del acuerdo para el quinquenio 1992-1996 y laguerra del 15%

El modelo de financiación que rigió en e! quinquenio 1992-1996, fue aprobado por e!

Consejo de Política Fiscal y Financiera e! 20 de enero de 1992. El. sistema finalmente

acordado mantenía una relación de absoluta continuidad con e! anterior6S•

Acuerdo de financiación de las CA 1992-1996

(valores en MPTA de 1990)

Comunidad Dol Acuerdo Diferencia
inicial

Andalucra 465723 487700 21977
Canarias 117582 119147 1565
Catalunva 376474 393506 17032
Galicia 195721 205241 9519
Valencia 214347 237165 22817
Total CA 1369848 1442757 71910
art.151
Araa6n 39332 40211 879
Asturias 24570 28961 4392
Baleares 13418 15816 2398
Cantabria 13876 15232 1357
Cast.Le6n 88783 90767 1984

Cas!. La Mancha 54553 59125 4572
Extremadura 36833 40125 3292

Madrid 88658 98412 9755
Murcia 16762 22405 5643
La Rioia 8902 9101 199
Total CA 385687 420156 34469
art.143
TOTAL 1755534 1852913 107379

Fuente: M. BASSOLS: Elfoumfam.nJ '" la GmmJ6tat '" CatoItug4Genenlilllt de Catalunya Bateelona: 1999 p.19

La firma de! acuerdo fue relativamente rápida, como mínimo con respecto a la negociación

que había llevado a la firma de! acuerdo de 1986. Sin embargo, a diferencia de cuanto había

26S En palabras de Calle Sáiz, este acuerdo "supone, simpletnente, un retoque de la situación previa que deja
abiertos los problemas esenciales, que no son otros que configurar otro modelo de financiación que sea
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pasado SeIS años antes, el sistema propuesto y acordado no tenía vocación de ser un

acuerdo definitivo. Muchas habían sido las voces que, a lo largo de la negociación habían

defendido un cambio radical en la misma óptica del sistema y habían pedido un esfuerzo a

favor de la corresponsabilización fiscal de las autonomías.

En particular, el gobierno catalán había vinculado su adhesión al acuerdo a la creación de

un grupo de trabajo interno al CPFF, formado por representantes autonómicos y estatales,

que pudiera examinar las posibilidades que ofrecía la LOFCA en este sentido,

especialmente en el párrafo 1.b de su artículo 13, relativo a la variable esfuerzo fiscal.

El Grupo designado por el CPFF trabajo a lo largo de todo el primer semestre de 1992 y
,

.

finalmente indicó en la participación territorializada de las CA en el 15% del IRPF una

medida idónea para aumentar razonablemente el grado de corresponsabilización fiscal de

las autonomías. Sin embargo, la trasposición de las indicaciones del CPFF en unas medidas

concretas y aplicables no fue nada fácil, al contrario.

De hecho se desató, entorno a la adopción de esta medida, como la prensa de la época

rápidamente indicó, una verdadera guerra del 15%.

La propuesta, en realidad, no representaba en si misma nínguna revolución desde un punto

de vista financiero. Consistía en la sustitución de una porción equivalente de la

participación en los ingresos impositivos del estado derivados del IRPF por la

correspondiente participación territorializada, entendiendo que este último instrumento

contribuía a la corresponsabilización de las comunidades al evidenciar delante de los

ciudadanos de cada comunidad autónoma que una parte del impuesto sobre la renta

satisfecho iba a financiar la hacienda de su comunidad. De hecho, todavía subsiste un vivo

un debate entre estudiosos sobre si aquella propuesta podía considerarse una medida de

corresponsabilización fiscal o una subvención territorializada266•

No cambíaría significativamente el volumen de recursos destinado a cada comunidad al no

ser que el volumen de recursos recaudados en concepto de IRPF creciera en una

comunidad mucho más del ITAE, que como se vio, era la base según la cual se calculaba la

evolución del porcentaje de participación de las comunidades en los ingresos del Estado.

acorde con la estructura política descentralizada". Véase: M. CALLE sArz: HarUnda Ptíblka Española,
CEURA, Madrid: 1996, p.56
'" En ese sentido parece interesante apuntar las dos opiniones divergentes de José V. Sevilla Segura y Antoni
Castells. Según el primero ''El establecimiento de participaciones territorializadas en impuestos (...) en nada

contribuye en a reforzar la autononúa financiera de las comunidades autónomas" Las ,10..s.•.• ob.cit. p.47.
Según Castells "si se me pregunta desde un punto de ";'ta técnico, si la participación territorializada equivale a

una subvención, mi respuesta es no". Entrevista aA.Castells, 19 de febrero de 2002.
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La guerra del 15%, como subraya Antoni Castells267, fue en primer lugar política, casi

simbólica. Obligó todas las fuerzas políticas y todas las comunidades a tomar posición,
desvelando alianzas y conflictos nuevos que superaron en buena parte las pertenencias

ideológicas y los cleavages tradicionales y poniendo de manifiesto la importancia que la

financiación tenía y tiene ella misma concepción del estado.

Si se miraba, pues a la dislocación partidista de las comunidades respecto a la propuesta, se

podía encontrar más de una sorpresa.

En un bando, a favor de la propuesta, se juntaban Catalunya, verdadero centro propulsor
de la reivindicación (gobernada por la coalición CiV), Madrid y Comunidad Valenciana

. '

(gobernadas ambas por el PSOE), Y Baleares (gobernada por el PP).
y en el otro, en orden decreciente de contrariedad respecto a la propuesta, Extremadura

(gobernada por el PSOE), Galicia (gobernada por el PP), Andalucía Y Murcia (ambas

gobernadas por el PSOE).

Quedaban así rotos todos los esquemas partidistas.
Si se quisiera interpretar, como hizo la prensa de la época aquel conflicto como una

contraposición entre comunidades "ricas", a favor de la propuestas, y comunidades

"pobres", preocupadas por las posibles consecuencias para las arcas de sus

administraciones, la efectividad y el alcance de la medida propuesta, su incidencia en

términos financieros reales, no justifica la dureza con la cual se enfrentaron los dos bandos.

y si se intentara utilizar, finalmente, el viejo esquema de la división entre comunidades de

vía lenta y comunidades de vía rápida, éste también se revelaría un marco interpretativo
insuficiente, como demuestra la valiente defensa que de la propuesta hizo la comunidad de

. Madrid y la igualmente radical oposición que manifestó la comunidad de Galicia.

Lo que evidenció la guerra del 15%, más allá de las divisiones tradicionales, fue un conflicto

sobre el tabú de la imposición fiscal única por parte del estado y, por consiguiente, sobre lo

que los dirigentes políticos, del estado central y de las comunidades, querían que fuera en el

futuro el mismo Estado de las Autonomías.

Lo que se discutió durante el bienio 1992-1993, partiendo de una medida simbólica, casi

insignificante desde un punto de vista de la efectividad, fue la disponibilidad a avanzar hacía

una descentralización política y financiera real, hacia un progresivo aumento del poder de

decisión de las autonomías en materia de imposición fiscal Dicho de otra manera, hacia un

aumento considerable del peso político de las autonomías respecto al Estado.

267 Castells habla de "un punto político en que se produce una inflexión". Entrevista a A. Castells, 19 de
febrero de 2002.
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El enfrentamiento entre los dos bandos - que tampoco fueron monolíticos a lo largo de

toda la polémica - empezó justo después de la constitución del Grupo de Trabajo y fue

simbolizado sobre todo por las continuas y durísimas polémicas entre los representantes

catalanes y el presidente de la Junta de Extremadura,].C. Rodríguez Ibarra.

Una parte del gobiemo del PSOE - sobre todo la más influida por las tesis de los

socialistas catalanes - había demostrado inicialmente una cierta tímida disponibilidad a

abordar el tema de la corresponsabilidad. Después del comienzo de la guerra, cuando se vio

claramente que el conflicto iba a dividir profundamente los. socialistas españoles, el

ejecutivo de Felipe González se encontró en el difícil papel de m�dia?or no sólo entre las

distintas posiciones dentro del CPEP, sino también dentro de su propio partido.
En Catalunya, en cambio, la convicción que fuera imprescindible avanzar en el terreno de

la corresponsabilidad fiscal ya se había manifestado mucho antes de 1992. Sólo hace falta

pensar, por ejemplo, en las propuestas inicialmente contenidas en el proyecto de estatuto

de autonomía. La situación política vivida a lo largo de los años 80 había vanificado, ya sea

por pragmatismo del gobierno autonómico, ya sea por debilidad de los socialistas catalanes

con respecto al PSOE, cualquier intento de introducir elementos de corresponsabilidad
fiscal en los métodos aprobados en 1984 y 1986. Pero sin embargo, tanto a nivel político
como académico, el debate no se había interrumpido nunca. Es más, había interesado todas

las fuerzas políticas - incluso el pp268 - Y había dado origen a varios pronunciamientos.en las

sedes institucionales. Ya en 1990 en reuniones de la parte catalana de la Comissió Mixta y

en mociones del Parlamenf69 se había consensuado una orientación en ese sentido270•

Pero quizás el elemento más importante que se visualizó en la polémica del bienio 1992-93

fue la construcción no sólo de un consenso sobre el terna sino una verdadera estrategia

conjunta entre las dos mayores fuerzas políticas catalanas, el PSC y CiU. Día tras día,

reunión tras reunión, no sin conflictos, el tema de la cesión de una parte de un impuesto
estatal- en concreto, después de la constitución del Grupo de Trabajo, del 15% de la cuota

líquida del IRPF - como medida para acabar con una subordinación financiera excesiva

respecto a la hacienda estatal será el núcleo de una colaboración directa que producirá sus

frutos en el bienio 1992-1993.

Evidentemente, los puntos de vista ideológicos y políticos de partida de las dos fuerzas,

eranmuy diferentes.

268 Véase AVUI, 5 de abril de 1990.
'" Véase La Vanguardia, 19 de abril de 1990.
270 Véase Cinc. Dím, 5 de julio de 1990.
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El PSC, desde un punto de vista ideológico, abogaba por un sistema de federalismo fiscal

por aplicar al conjunto del estado. En este sentido, una de las reivindicaciones constantes

del PSC en tema de financiación, había sido desde siempre la de un aumento de la

corresponsabilidad para todas las comunidades y de una progresiva y rápida eliminación de

las distancias existentes entre el sistema de financiación de las comunidades de régimen
común y foral, así como ya se había demostrado clatamente en la negociación para el

sistema definitivo. Y desde un punto de vista político, como ya se ha recordado hablando

de la permanente "incomodidad" de los socialistas catalanes,. el PSC se encontraba a

defender una posición relativamente minoritaria dentro del conjunto del PSOE.
, '

CiU al contrario, partía de una concepción ideológica menos orgánica que derivaba

fundamentalmente de un proverbial y característico pragmatismo del nacionalismo

mayoritario catalán que, si en sus programas siempre había defendido el principio de la

corresponsabilidad fiscal, por ser coalición de gobierno, había dado prioridad a la necesidad

de construir la administración catalana. En 1992, la situación política general era

radicalmente diferente de la del principio de los años 80, la administración de la Generalitat

ya era una realidad política importante y reconocida, que se encontraba en el etnpasse

derivado de la necesidad de expandir y completar su consolidación, (quedando pendientes
aquellas transferencias, como la de la policia autonómica, que la prensa bautizó flecos

autonómicos) y un enorme déficit originado por la necesidad de paliar las deficiencias del

sistema de financiación anterior. En otras palabras, entre a principio de los años 90 entre

los dirigentes de CiU se había abierto definitivamente camino la conciencia que seria

imposible "dar alas" a la autonomía política sin poder contar sobre una mayor y más

consistente corresponsabilidad fiscal.

Convergiendo en la reivindicación efectiva y concreta ofrecida con la propuesta de cesión

del 15% del IRPF, a partir de la constitución del grupo de trabajo dentro del CPFF los dos

mayores partidos catalanes construyeron un tandem que actuó contemporáneamente en el

seno del CPFF, en la Comissió Mixta, en las Cortes, en el Parlament, en los medios de

comunicación, y en los contactos políticos formales y informales y que, de hecho, condujo
toda aquella batalla política.
y con la excepción de Iniciativa per Catalunya, que restando importancia a la

"trascendencia" de la propuesta formulada dentro del CPFF, defendió coherentemente y

hasta las últimas consecuencias un modelo de concierto solidario según el cual se hubiera

tenido que ceder la totalidad de los impuestos a todas las comunidades y construir un
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fondo que garantizara la igualdad del nivel de servicios en todas las comunidadest"; las

otras fuerzas políticas catalanas, no obstante formularon diferentes propuestas272, acabaron

por respaldar con más o menos convicción la iniciativa expresada por la colaboración entre

PSC y CiU.

La polémica ocupó el centro del debate político durante más de un año y tuvo

innumerables episodios que llenaron diariamente las páginas de los periódicos de todo el

estado, que no vale la pena, en esta sede, recordar en detalle.

Resumiendo, se podría decir que el cuadro se compuso de una reivindicación catalana

relativamente compacta y constante (con una "incomodidad" que el PSC asumió hasta las
• •

últimas consecuencias y que le llevó a continuos conflictos con la ditectiva del PSOE)273, a
la cual se contrapuso una vehemente campaña del presidente· extremeño empeñado en

demostrar como la cesión del 15% equivaliese a una repentina y irreversible ruptura del

estado, respaldado en sus posiciones por una parte de la ejecutiva del PSOE; de un

gobiemo socialista en crisis, cuyos dirigentes intentaron contener unas fisuras internas que

se hacían cada dia más grandes; y un Partido Popular, substancialmente desorientado, entre

una tradición decididamente centralista, la voluntad de atacar frontalmente al gobiemo y

unas nuevas sensibilidades autonóruicas de sus dirigentes periféricos que la ditección no

podia ni negar ni asuruit plenamente.
El acuerdo del 7 de octubre de 1993, denominado ''Procedimiento para la aplicación de la

corresponsabilidad fiscal" establecía finalmente la participación territorializada de las CA en

el IRPF274• Según el acuerdo el estado cedería un 10% de la cuota líquida del impuesto a las

comunidades de Asturias y Baleares, un 5% a la Comunidad de Madrid y un 15% a las

restantes.

Se trataba de un modelo válido por los ejercicios 1994 y 1995 (renovado finalmente

también por el 1996), cuya transitoriedad tenía que relacionarse con las numerosas criticas

formulada contra el mismo, que, como se vio, o bien cuestionaban su idoneidad como

instrumento de corresponsabilidad fiscal y su encuadre en el sistema constitucional, o bien

27' Véase EIObltnlador, 7 de abril de 1993. En la reunión de la Parte Catalana de la Comissió Mixta de 19 de
febeeeo de 1993, lC habla llegado a plantear que Catalunya saliera del CPFF. Véase AVUI, 21 de febrero de
1993.
272 ERe habla planteado más veces la cesión del 100% dellRPF. VéaseAVVI, 23 de octubre de 1992.
213 Véase El País, 8 de febrero de 1992; La Vanguanlia, 12 de febrero de 1992; La Vanguardia, 7 de junio de

1992; El Paú, 16 junio 1996; El Paú, 1 de julio de 1992; AVVI, 9 de septiembre de 1992; El Paú 11 de

septiembre de 1992;AVVI, 13 de septiembre de 1992; La Vanguardia 16 de septiembre de 1992; EIPaú, 22
de septiembre de 1992; AVUI, 23 de septiembre de 1992; ElPaú, 29 de septiembre de 1992; El Paú, 3 de

octubre de 1992; AVUI, 5 de octubre de 1992; El Paú, 6 de octubre de 1992; Diati IÚ Bamhna, 8 y 9 de

octubre de 1992;ABC, 12 de octubre de 1992; AVUI, 12 de enero 1993; EIPaú, 17 de enero de 1993; El
Paú, 9 de febrero de 1993' AVVI 14 de marzo de 1993;EIPlfiódim, 20 de marzo de 1993.
21...

J J
- Acuerdo 1/1993, de 7 de octubre.
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estimaban que el principio de solidaridad no quedaba garantizado275• Se quedaban fuera del

nuevo sistema, por no firmar el acuerdo, Castilla León, Extremadura y Galicia que poco

después recurrió - sin éxito -, al Tribunal Constitucional. En 1994 el Parlamento de

Andalucia forzará la Junta a salir del acuerdo.

Financiación de las CA a través de la cesión de la cuota líquida IRPF
Valores año neutra/1993 (MPTA)

Comunidad %IRPF
Andalucfa 74887
Canarias 20258
Catalunva 144381
Valencia 58115

Aragón 15911
Asturias 12410
Baleares 8587
Cantabria 8471

Cast. La Mancha 18183
Madrid 52583
Murcia 11894
Rioia 4681

Fuente: M. BASSOLS: Elflnanfllllttttl ,¡, la G,.,ralilal'¡' Ctdallll[Jll, Genetalitat de Catalunya,Batcelona: 1999, p.32

La comisión mixta Estado-Generalitat aprobó el acuerdo con todos los votos a favor,

menos el voto particular de Iniciativa per Catalunya276 en su sesión del 23 de noviembre de

1993.

Pero, como era de esperarse, el conflicto había evidenciado una cuestión controvertida y al

mismo tiempo de fondo y por eso era destinado a producir otras consecuencias.

La primera, que se produjo contextualmente a la firma del acuerdo, fue que en la misma

reunión del CPFF del 7 de noviembre, se encomendó a un grupo de expertos

independientes un estudio sobre la financiación de las Comunidades Autónomas y las

posibles propuestas de revisión, que fue finalmente entregado en marzo de 1995277•

El informe se manifestaba claramente a favor de un proceso de descentralización de los

ingresos de la hacienda central como fórmula para sacar al sistema del etnpasse en que se

hallaba y proporcionar a las CA el grado de corresponsabilidad, que, en cuanto realidades

políticas en definitiva expansión, habían demostrado necesitar. A diferencia de la

27S En este sentido lo manifiestan RuIz Hetta y Lopez Laborda, ''la provisionalidad de este mecanismo eiene

motivada, en buena medida, por una parte por las críticas que se habían formulado sobre su idoneidad como

instrumento genuino de corn:sponsabilidad fiscal y, por otra, por temores sobre un eventual debilitamiento
de la solidaridad"J en: "Hacia un nuevo modelo de financiación autonómica", llljof'11l' C01llunidadesAIIt6nomasJ
Instituto de Derecho público, Barcelona: 1995, p.621.
276 Voto particular de E.Gasch.
277 Estudio que, conocido con el nombre de Libm BIan... , ha sido publicado con el título Inf017ll' !ob" ,1 ad1lal
sistema tÚjinantiadón all/onómica.J !ti!problemas, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid: 1995
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descentralización intentada con la cesión de tributos contenida en la LOFCA (que había

dado escasos resultados), el informe se inclinaba por una nueva fórmula, la de los tributos

compartidos con márgenes normativos, que entendía superar la participación
territorializada recién inaugurada278• Se verá como los motivos del informe condicionarán

todo el debate en víspera de la renovación del sistema en 1996.

No cabe duda sobre el hecho de que el elemento "de peso" que llevó a una repentina

aunque controvertida resolución de aquella larga polémica, fueron las elecciones legislativas
de junio de 1993 en que el PSOE perdió la mayoría absoluta y tuyo que recurrir a los votos

de CiU para formar un nuevo gobierno.
Pero es cierto también que reducir la introducción de la medidaadoptada a un peaje que el

gobierno pagó a los intereses de los nacionalistas catalanes, en· definitiva a un fenómeno

coyuntural, sería un grave error de perspectiva interpretativa.
El debate sobre la corresponsabilidad fiscal de las CA se había abatido sobre el cuadro

político español y le había sacudido desde le fundamenta. Y si bien es verdad que el debate

había nacido y se había desarrollado fundamentalmente a partir de unas reivindicaciones

formuladas desde Catalunya, acabó interesando e interpretando las inquietudes de una clase

política autonómica diversa, tanto políticamente como geográficamente.
Lo que se produjo, más allá de la significación concreta de la medida de la participación
territorializada en el 15% del IRPF, y más allá de las contingencias políticas que

desbloquearon aquel conflicto, fue un verdadero punto de inflexión, una mutación de una

parte consistente de la cultura política española enmateria autonómica.

Después de la guerra del 15% y de todo lo que conllevó, ningún ditigente político, central o

autonómico, por mucho que hubiera sido contrario a la introducción de la medida de la

discordía pudo plantearse una revísión del sistema de financiación sin tener en cuenta la

esistencia de un debate profundo y condicionante sobre la corresponsabilidad fiscal.

Esto se revelará evidente en el momento en que, ganadas el PP las elecciones legislativas
de 1996, se procedió a la negociación para la revísión del modelo de financiación para el

quinquenio 1997-2001.

3.6 El pacto delMajestic y el modelo de financiación para el periodo 1997-2001

La dinámica de la negociación del sistema de financiación para el quinquenio 1997-2001,

fue substancialmente diferente de la que se había seguido en todos los acuerdos

precedentes. La polémica pública que se había vivido a 10 largo del bienio 1992-93

278 Véase Cinro DIa.r, 17 de abril de 1995.
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alrededor de la cesión del 15% de la cuota liquida territorializada del IRPF, había

contribuido a que los temas ligados a la financiación autonóruica y, en particular a la

corresponsabilidad fiscal, salieran prepotentemente de las sedes académicas, de las

reuniones formales en el seno del CPFF, de los encuentros entre los grupos políticos para

situarse en el medio de la agenda política pública. La publicación, en marzo de 1995 del ya

citado Libro Blanco sobre la financiación, que obtuvo una difusión mediática importante,
había reforzado y dado continuidad a este fenómeno, había contribuido a que el debate se

mantuviera vivo y había forzado la mayoría de las fuerzas políticas a tomar posición pública

con respecto al asunto.

Esta tendencia se había manifestado con fuerza especialmente en Catalunya, y

fundamentalmente por dos razones.

En primer lugar, porque como se vio, a lo largo de !l'erra del 15%, Catalunya, y más en

particular sus dos partidos mayoritarios - el PSC y CiU - habían sido el verdadero centro

propulsor de la reivindicación a favor de una mayor corresponsabilidad fiscal La ruptura de

las barreras políticas y incluso simbólicas que había comportado la resolución de la

poléruica vivida entre 1992 y 1993 Y la presentación del Libro Blanco - que en buena

medida no sólo había valorado positivamente la medida de la discordia sino que había

fundamentalmente emplazado a profundizar en el camino de la corresponsabilidad fiscal­

había dado alas a un debate que en Catalunya, no obstante todas las dificultades políticas,
nunca se había interrumpido.
Y, en segundo lugar, porque ya en vispera de las elecciones generales de 1996, todos los

pronósticos auguraban la falta de una mayoría absoluta de los dos grandes partidos
estatales. En este cuadro, los nacionalistas catalanes de CiU, habían intentado capitalizar al

máximo los resultados de su colaboración con el último gobierno de Felipe González, y se

habían presentado como el único grupo político capaz de garantizar la gobernabilidad.
Activo importante, cuando no fundamental en términos de resultados políticos concretos,

de aquella colaboración había sido para los nacionalistas justattiente el acuerdo sobre el

15% del IRPF. Por lo tanto ahora - y con buenas probabilidades de condicionar las

políticas del próximo gobierno central, fuese del color que fuese - habían hecho de la

profundización de la corresponsabilización fiscal empezada con el acuerdo de 1993 uno de

los pilares de su programa político.
Así, a diferencia de cuanto había sucedido en las consultaciones anteriores, no sólo habían

dedicado un espacio preeminente a los ternas de la financiación autonóruica en su campaña,
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sino que además habían presentado, en su programa toda una serie de medidas concretas

en este sentido.

En efecto, las indicaciones contenídas en el programa nacionalista eran escuetas cuanto

claras: cesión de un ulterior 15% de IRPF a las autonomías, participación en un 30% del

IVA Y en los impuestos especiales, potestad normativa sobre los impuestos cedidos y

participados e intetvención de las instituciones autonómicas en la gestión de la Agencia
Tributaria Estatal27". El mismo programa contenía también una suerte de aviso a los

navegantes: las medidas propuestas estaban orientadas a disminuir la diferencia de

financiación entre las comunidades de régimen común y las comunidades forales y que de
. .

no lograr su aplicación, CiU se verla forzada a impulsar ''los cambios legislativos necesarios

para que Catalunya tenga un sistema de concierto económíco como Euskadi y Navarra,,280.

Los resultados de los comicios generales de 1996, como es sabido, pondrían fin a catorce

años de gobierno socialista y marcarian la llegada al gobierno al PP de José Maria Aznar.

Sin embargo, se cumplieron todos los pronósticos: la nueva mayorla popular no podria
sumar los escaños necesarios para gobernar en solitario y tendria que recurrir al apoyo de

los nacionalistas catalanes y vascos para asegurar la tranquilidad de la legislatuta que iba a

empezar. Y, como se había vislumbrado a lo largo de la campaña electoral uno de los temas

centrales - sino el más relevante en absoluto - de las negociaciones que llevarán a la fuma

del pacto de legislatura entre el PP Y CiU sería justamente la revisión del sistema de

financiación para las comunidades de régimen común.
Las negociaciones entre los representantes nacionalistas por un lado y el que sería pronto

Ministro de Economía de los sucesivos gobiernos presididos por José Maria Aznar,

Rodrigo Rato, empezaron unos días después de la celebración de los comícios y se

prolongaron durante más de un mes.

CiD había fijado los térmínos de su posición de manera clara y se diría que contundente a

lo largo de la campaña electoral y, al principio de la negociación, se había demostrado, al

menos públicamente, inflexible. Es más, había vinculado su posible adhesión a un acuerdo

de legislatura a la posibilidad de que - al menos en sus términos fundamentales - sus

postulados en materia de financiación fueran asumidos por el PP. La dureza de los

negociadores nacionalistas con respecto a este punto - a diferencia de cuanto había pasado
con respecto a otras y importantes cuestiones - se debiera posiblemente a dos órdenes de

factores.

27. Véase CiU: Para fjII' CafaÚl'!Ya sea ,tav.. Programa tÚ Gobúrno 1996.2000 Barcelona: 1996 p. 3842.
2BOV' CiU R

.

ease : ara '1'" CataÚl'!Ya. •••cit, p.39.

182



Uno, de carácter interno a la coalición, ligado a la conciencia de que sólo una victoria

política relativamente clara sobre un aspecto sensible como el de la financiación podría
facilitar la aceptación de un acuerdo con la derecha española que las bases de CiU tendrían

cierta dificultad a entender y respaldar. Sólo hace falta pensar que en el bienio 1994-1995,la

oposición del PP al último gobierno de Felipe González se había significado por una

dureza sin precedentes y que uno de los instrumentos más utilizado para desgastar y
desacreditar el PSOE había sido precisamente el ataque al pacto con CiU. Esto se había

materializado en un feroz anticatalanismo, dispensado en dosis despropositadas por los

dirigentes del partido conservador español y por su entorno me�ticq. Por lo tanto, existía

una necesidad imperiosa, por parte de los negociadores nacionalistas, de conseguir
resultados elatos e inequívocos, decididamente superiores a los obtenidos en el mismo

ámbito con la colaboración con los socialistas.

Por otra parte, la ¡'!flexibilidad mostrada por CiU a 10 largo de la negociación estaba

orientada a fortalecer sus posiciones dentro del sistema político catalán. El objetivo, en este

sentido, era visualizar delante de la opinión pública catalana que los mejores y más eficaces

representantes de los intereses catalanes, en un terna tan crucial como el de la financiación,

eran los nacionalistas de CiU. Como ya se ha recordado, la reivindicación de una mayor

cottesponsabilidad fiscal, y, en particular modo, de la cesión y de la participación
autonómica en figuras tributarias importantes como el IRPF y el IVA, no había sido

históricamente un patrimonio exclusivo del nacionalismo catalán. Es más, los primeros en

reivindicar oficialmente - sin éxito - medidas de este tipo, habían sido los socialistas

catalanes cuando, entre 1985 y 1986, se estaba discutiendo la superación del método del

coste efectivo y la adopción del sistema de financiación definitivo. Entre 1992 y 1993,

ciertamente el Conseller nacionalista Alavedra había tenido, en nombre del gobierno de

Catalunya, una parte importante del mérito de la firma del acuerdo sobre la cesión del 15%

del IRPF, pero tanto en las sedes políticas como en la opinión pública se había evidenciado

como el acuerdo nunca habría sido posible sin el empeño del PSC dentro del socialismo

español
Ahora, después de unas elecciones autonómicas de 1995 que habían marcado el inicio del

lento pero incesante declino electoral de CiU y de la progresiva debilitación de la coalición

liderada por Jordi Pujol como único y indiscutido portador de los intereses catalanes,

conseguir del PP una profundización substancial de los mecanismos de

cottesponsabilización fiscal, significaba también recuperar delante de la opinión pública
catalana una posición dominante que las urnas habían empezado a hacer tambalear. En
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otras palabras, la capacidad de CiU de forzar la derecha española a avanzar de manera

significativa en el camino de la corresponsabilidad fiscal, contribuiría a renovar y consolidar

la aspiración de CiU de presentarse - más allá de cualquier otra cosa - como "el partido de

Catalunya". De conseguirlo, los nacionalistas dejarían dramáticamente en evidencia el PSC,

presentándolo como incapaz de hacer avanzar en la misma dirección sus propios
compañeros de partido.
Como ya se ha recordado, la negociación fue relativamente larga, compleja y caracterizada

por la necesidad de fijar de manera clara los compromisos de cada una de las dos fuerzas

políticas. Finalmente, como es sabido, el 26 de abril de 1996 se cerraba oficialmente en
, .

Barcelona el Acuerdo de Legislatura y Corresponsabilidad - más conocido como Pacto del

Majestic, del nombre del hotel de la capital catalana en el cual fue fiualmente firmado - que

comprometía el apoyo de CiU al primer ejecutivo de José María Aznar hasta 2000.

Contenía, a diferencia de cuanto había acaecido en pasado, un acuerdo específico para la

reforma del sistema de financiación ya definido en todos sus aspectos.
Así que cuando el nuevo sistema fue oficialmente aprobado en la reunión del CPFF del 23

de septiembre de 199628., se trató básicamente de una ratificación de cuanto había sido

establecido unos meses antes en la negociación entre CiU y PP que había dado vida al

Pacto del Majestic.
Votaron en contra del acuerdo, y por eso se quedaron fuera del nuevo sistema, Andalucía,
Castilla La Mancha y Extremadura, las comunidades gobernadas por el PSOE.
Las novedades más importantes previstas por el acuerdo eran básicamente cinco.

En primer lugar se introducía un "tramo autonómico" de la tarifa del IRPF del 15%. Se

trataba de una cesión diferente y de mucha más envergadura con respecto a la que se había

realizado en 1993: en este caso lo que se cedería no sería un porcentaje de la "cuota líquida"
- es decir de los rendimientos directos de la cuota líquida - sino un porcentaje de la figura
impositiva en su globalidad. Esta medida rompía con aquella filosofía que había presidido
el nacimiento de la LOFCA y que había declarado algunos impuestos - y, primero entre

ellos, el IRPF - no cedibles y llevaría poco después a una modificación de la normativa de

198()"'2. La nueva cesión, sumada a la participación territorializada del 15% que se mantenía

en vigor, proporcionaba a cada comunidad los rendimientos procedentes de un total del

30% del IRPF recaudado en su territorio. Las CA recibirían además la atribución de

determinadas competencias normativas en la configuración del tramo autonómico. En

2&1 Acuerdo 1/1996, de 23 de septiembre, por el que se aprueba el sistema de financiación de las
COl1lwúdades Autónomas para el quinquenio 1997-2001.
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concreto éstas se referían a la fijación del tipo impositivo, pudiendo las CA modificarlo

hasta un 20% por encima o por debajo, llegando así hasta un 33% como máximo,

disponiendo de más recursos, y hasta un 27% como mínimo, disponiendo de menos

recursos. También se otorgaban poderes importantes a las CA en la regulación de las

deducciones de la cuota en toda una serie de circunstancias.

En segundo lugar, el acuerdo atribuía a los gobiernos autonómicos algunas competencias

normativas respecto a los tributos ya cedidos anteriormente, en concreto sobre la tarifa del

impuesto de donaciones, sucesiones y patrimonio y sobre la fijación del tipo impositivo de

determinados conceptos del impuesto sobre transmisiones pa�o�les y actos jurídicos

documentados.

En tercer lugar, el acuerdo establecía la creación de un fondo para garantizar la evolución y
la distribución de los recursos del nuevo modelo de financiación. El fondo estaba integrado

por diferentes mecanismos, que se demostraron ya desde el principio no siempre eficaces,

orientados a evitar que resultaran discriminadas las comunidades que realizaran un bajo
crecimiento del IRPF"".

En cuarto lugar, el acuerdo preveía que no se calcularla nuevamente el porcentaje de

participación en los ingresos del estado sino que éste se adaptarla a los cambios

introducidos deduciendo de la cantidad asignada por el modelo anterior los ingresos

previstos a través de la cesión del "tramo autonómico".

Y, finalmente - coherentemente con los cambios implementados - se introducían nuevos

mecanismos orientados a favorecer la participación de las autonomías en la recaudación de

los tributos estableciendo que las haciendas autonómicas colabora!Ían en régimen de

cooperación con la Agencía Tributaria Estatal en el caso de los tributos estatales

parcialmente cedidos.

Las propuestas formuladas y mantenidas por CiU a lo largo de toda la negociación no

habían sido asumidas por completo por el PP, pero de todas formas el acuerdo alcansado

representaba una aproximación más que significativa a las tesis nacionalistas. Si se repasa en

efecto la lista de las reivindicaciones contenidas en el programa electoral presentado por la

CiU en la campaña de 1996, substancialmente, con la excepción de la cesión del NA Y de

2JI2 Ley Orgánica 3/1996, de 27 de Diciembre, de Modificación parcia! de la Ley orgánica 8/1980, de 22 de

Septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, BOE de 28 de diciembre de 1996.
283 El fondo se habla creado a! amparo del art.15.2 de la LOFCA, según el cual: "Cuando una Comunidad

Autón�ma, con la utilización �e los �ecursos .financieros regulados en los artículos 11 Y 13 de la presente Ley
Orgánica, no llegara a cubrir el nivel mlnimo de la prestación del conjunto de los servicios públicos
fundamentales que haya asumido, se establecerá, a través de los Presupuestos Generales del Estado, con
especificación de su destino, una asignación complementaria cuya finalidad será la de garantizar el nivel de
dicha prestación en los términos que señala el artículo 158.1 de la Constitución".
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los impuestos especiales, en sus grandes líneas el PP había dado satisfacción a cuanto había

reclamado la coalición liderada por Jordi Pujo!.
El sistema representaba una novedad importante, no tanto por la cantidad de recursos

finalmente disponibles para las Comunidades sino sobre todo por la introducción de un

poder normativo, aunque limitado, sobre los tributos cedidos, que marcaba un decidido

avance en el camino de la construcción de una hacienda descentralizada.

La prensa interpretó entonces el acuerdo de manera muy esquemática: por un lado el

"doblaje" de los intereses gubernamentales a los intereses catalanes a cambio de los votos

de CiU en las Cortes; y, por el otro, una oposición partidista y frontal del PSOE a los
, .

cambios introducidos.

Pero mirando más detenidamente - sin dejar de considerar que la interpretación llevada a

cabo por los comentaristas tenía cierto grado de verdad - la situación parece un tanto más

compleja.
En primer lugar, hay que tener en cuenta que las elecciones autonómicas de 1995,
verdadero preludio a la victoria popular del año siguiente, había cambíado radicalmente el

mapa autonómico de España. El PP conquistó autonomías tradicionalmente socialistas y

"punteras" en el tema de la corresponsabilidad fiscal como Madrid y la Comunidad

Valenciana. Así que entre 1995 y 1996 aquellas "sensibilidades autonómicas" internas al PP

que en los años inmedíatamente anteriores no habían tenido la posibilidad y la fuerza de

expresarse completamente, alcanzaron dentro del PP una relevancia y un poder consistente.
En el momento de negociar el sistema de financiación, éstas se hicieron oír, moviendo el

PP hacía la decisión de aceptar cuanto planteado por los negociadores nacionalistas.
En segundo lugar, si bien es verdad que la oposición del PSOE fue frontal y sin fisuras, la

critica fue más articulada de lo que pareció en aquel momento y orientada a dos cuestiones

concretas.

La critica socialista, por un lado se dirigió, con más o menos hipocresía, en contra de las

modalidades a través de las cuales ha sido firmado el acuerdo, acusando al PP y a CiU de

falta de rigor. Según los dirigentes del PSOE, la financiación era una cuestión que implicaba
una relación formal entre estado y autonomías, y por lo tanto tenía que resolverse dentro

del CPFF, y no a través de un pacto político realizado integralmente fuera de las sedes

institucionales. Las polémicas sobre este punto volverian meses más tarde cuando el

Gobierno se negó a publicar en los Presupuestos del Estado las cifras exactas del nuevo

sistema de financiación:l84. Sin embargo, históricamente, todos los acuerdos firmados en el

,.. Véase ElPair, 13 d. octubre d. 1996.
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seno del CPFF habían estado precedidos por una negociación extrainstitucional entre los

representantes del gobierno central y los representantes de los ejecutivos autonómicos y a

veces, incluso entre grupos políticos. Pero igualmente, en ningún caso - ni durante la

polémica del bienio 1992-1993, cuando también el acuerdo parlamentario, y no

institucional entre el PSOE y CiU había jugado un papel destacado en la resolución de la

crisis - se había llegado a la confección de un pacto que ya de antemano había definido

todos y cada uno de los aspectos en juego, impidiendo tan sólo un debate formal en el cual

pudieran participar en pie de igualdad todas las autonomías.

Y, por el otro, incluso aquellos dirigentes autonómicos socialistas 8ue tres años antes

habían emprendido una dura batalla en contra de la participación territorializada aprobada
en 1993, no criticaron - por convicción, al menos formal, o por darse cuenta que la guerra

del 15% había producido cambios de cultura política importante - el principio de la

corresponsabilidad fiscal sino la decisión de elegir para la cesión un impuesto como el

IRPF. El carácter redisttibutivo del impuesto y la falta de mecanismos claros (de hecho, en

1998 se tuvieron que modificar los criterios del fondo de garantía instituido sólo un año

antes)285 de implementación de la solidaridad interterritorial asocíados a la medida de cesión

hubieran podido, según los socíalistas, profundizar las desigualdades territoriales y generar

situaciones de competencía fiscal desleal entre las comunidades.

Centrando, en cambio, la atención en Catalunya, más allá de las consideraciones de mérito

sobre las novedades introducidas, lo que quizás vale la pena subrayar es que el método a

través del cual se había llegado a la adopción del nuevo sistema, marcaría con claridad una

mutación profunda de la misma percepción de las cuestiones relativas a la financíación: de

reivindicación compartida a objeto de la controversia política y, incluso se' verá como,

electoraL Como ya se ha señalado en otra parte de este trabajo, si bien es verdad que desde

los primeros momentos de la transición las fuerzas políticas catalanas habían tenido y

tenían opiniones substancíalmente diferentes en mérito a como garantizar la financíación

de las instituciones autonómicas y el correcto desarrollo de sus políticas, es verdad también

que en los pasajes clave de las sucesivas negocíaciones con el gobierno central, el espectro

político catalán había sabido demostrar una unidad substancial Esta circunstancía se había

producido a principio de los años 80 en la negocíación con el primer gobierno de Felipe
González; había tenido su punto álgido en 1986, en el momento en que se discutió el

285 Por una visión crítica sobre la manera en que el ejecutivo puj»tlar constituyó y gestionó el Fondo, véase
A.CASTELLS i OLIVERES: ''Models i polltiques de linan�ament de la Generalitat: pautes d'estabilitat, canvi
i conflicto» en : R. GOMA iJ. SUBIRATS: GOIJII7I iPOlitiqMUptibliqllu••• ob.cit.p.55
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sistema de financiación definitivo, y se había en buena medida repetido en el bienio 1992-

93 cuando las dos fuerzas políticas catalanas mayoritarias habían sabido incluso liderar

conjuntamente una batalla destinada a cambiar profundamente el conjunto de la culturafocal
en el estado español. El acuerdo del 1996, en cambio, había sido planteado y llevado a cabo

substancialmente almargen del consenso entre las fuerzas políticas catalanas.

La financiación autonómica pasaba de este momento en adelante a ser percibida como un

asunto relativo a una opción política y no una reivindicación, a pesar de las diferencias de

opinión, compartida y llevada adelante a partir de las instancias institucionales.
Eso se verá muy claramente, y traerá sus consecuencias a partir de 1998, cuando con un

, .

largo plazo de anticipo respecto a las negociaciones para la renovación del sistema, CDC

lanzará en solitario (en buena medida también respecto a Unió Democrática) y con vista a

las elecciones autonómicas previstas para el octubre de 1999, una fuerte ofensiva política,
cultural y mediática a favor de un Podo Fiscalentre Catalunya y el estado español

3.7 El Pacto Fiscaly el sistema de financiación vigente.

La negociación para el modelo de financiación todavía en vigor, como se verá, no fue muy

larga. Fue precedida pero por un amplio debate surgido en Catalunya alrededor de la

propuesta del gobierno de la Generalitat de Jordi Pujol de un Pacto Fucal entre Catalunya y
el estado español, que dominó la campaña electoral autonómica catalana de 1999.

En enero de 1999, el Conseller de Economía y Finanzas Artur Mas anunciaba una campaña
institucional de la Generalitat a favor de un nuevo sistema de financiación que garantizara
un tratojusto para Catalunya en materia fiscaf86.
El Pacto Fiscal, ilustrado en sus detalles por el Conseller Mas en una conferencia del Círculo

de Economía de Barcelona a finales de febrero de 1999, preveía un esquema de

financiación según el cual Catalunya saldría del sistema LOFCA para adoptar un sistema

.

caracterizado por una relación bilateral entre la Generalítat y el estado central

El proyecto convergente representaba en cierto modo una síntesis entre el modelo vigente
y el concierto económico aplicado en Euskadi y Navarra.

'" Véase AVVI, 4 de enero de 1999. La campaña, sin embargo, provocó las protestas de todos 1as fuerzas

políticas catalanas, que acusaron al gobierno de utilizar fondos públicos a fines electorales. Así, .t?dos los

gtup,:". _parlamentarios _ con la excepción de CiU - reclamaron en el P�t �a co�vocaClon de la
COtruSlon Consultiva Para la Publicidad Institucional. El Govem, ya en un clima de cnspacíon preelectoral,
contestó en aquella sede que la Comisión na era competente a decidir sobre el tema. VéaseAVVI, 14 de abril
de 1999.
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Los puntos de contacto con el sistema foral eran representados por el carácter bilateral de

la relación económica planteada entre el Estado Central y la Generalitat, por la existencia de

amplios poderes normativos para las instituciones autonómicas en materia fiscal y sobre

todo por la dirección según la cual se disttibuirian los recursos. A diferencia de cuanto se

había producido hasta entonces, en el proyecto convergente una Agencia Tributaria

Catalana se encargaría de recaudar todos los impuestos pagados en el Principado y sólo en

un segundo momento destinaría una parte de los rendimientos a las arcas del estado. Sin

embargo, difería del sistema foral y mantenía cierto punto de. contacto con el sistema

vigente - aunque en la dirección opuesta - al establecer que los recurso� destinados al estado
,

procederían no ya de un cupo pagado por los servicios asumidos por la administración

central, sino de los rendimientos de un porcentaje fijo de algunas figuras impositivas.
En concreto, se hacía en este sentido una primera propuesta de repartición. A la

Generalitat correspondería una "cesta" de impuestos compuesta por los rendimientos

procedentes del 60% del IRPF; el 50% del impuesto de sociedades; el 50% del NA; el

100% de los impuestos especiales (tabaco, bebidas, gasolina); el 100% del impuesto sobre

vehículos y el 100% de los tributos cedidos (sucesiones, patrimonio, transmisiones

patrimoniales, actos jurídicos documentados y tasa sobre el juego). Y, consecuentemente, al

estado corresponderían los rendimientos del 40% del IRPF, del 50% del NA y del 50% del

Impuesto de Sociedades recaudados en Catalunya.
La propuesta nacionalista sería destinada a originar una fuerte polémica no sólo por sus

contenidos - se trataba en efecto de una propuesta que ponía literalmente patas arriba todo

el esquema de financiación autonómica aplicado en Catalunya hasta entonces - sino sobre

todo por las formas a través de las cuales había estado planteada por el momento en que

había sido hecha pública.
Unió Democrática, aliado de gobierno de Convergencia, ya el día siguiente lamentaba que

sus dirigentes hubieran sido informados del contenido de la propuesta sólo después de la

conferencia del Círculo de Economía287• El conflicto con UDC se tenía que enmarcar sin

duda alguna en la eterna polémica sobre las relaciones de fuerza interna a la coalición que,

en años electorales como lo era el 1999, se manifestaba de manera destacada. Pero sin

embargo, los tonos de verdadera reprobación utilizados en la ocasión por los dirigentes
democratacristianos, habían delatado una írritación posiblemente más profunda, la

manifestación de una disensión política real que interesaba las mismas maneras de hacer

287 Véase las declaraciones de los dirigentes democristiano. enElMlltldo, 26 de enero de 1999 y enElP,,¡ódk.,
9 de abril de 1999.
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política de los dos partidos y que iba posiblemente, más allá de las fisiológicas y recurrentes

querellas internas.

Y, poco después, todos los demás partidos parlamentarios catalanes, coincidiendo además

con una parte importante de los comentaristas políticos, incluso cercanos a las tesis

nacionalistas288, se habían apresurado a criticar la cúpula del gobierno catalán antes que por

los contenidos de la propuesta, por la elección de presentarla en una sede no institucional,

insinuando un cierto menosprecio del partido más grande de la coalición de gobierno tanto

por la búsqueda del consenso político como por las instituciones representativas.
Pero la polémica seria destinada a extenderse más allá de los �te� del sistema político
catalán: los dos grandes partidos de ámbito estatal, el PSOE Y. el PP, intervendrían en el

debate despachando la propuesta del Pacto Fiscal como una mera maniobra electoralista.

Así, si el candidato socialista a la presidencia del gobierno Josep Borrell pedía a Jordi Pujol
de presentar y debatir su propuesta en el Senado y no a "golpes de conferencia", Rodrigo
Rato, Ministro de Economía del gobierno del PP instaba, no sin una cierta irritación, a

posponer la discusión sobre el modelo de financiación para 2002-2006 hasta el momento

en que se demostrara, cifras a la mano, que el modelo pactado en 1996 por CiU y el PP

proporcionaba un trato fiscal injusto para Catalunya, o sea, no antes de 2001289•

El Pacto Fisca4 y más en general la cuestión de la financiación, constituyó durante meses el

centro de la campaña electoral para las elecciones autonómicas del otoño de 1999, y por esa

razón, a la hora de hacer un análisis parece dificil separar los ataques polémicos de las

propuestas reales de los distintos partidos respecto a la cuestión.

En este sentido, todas las fuerzas políticas catalanas parecían compartir la necesidad de

cambiar un sistema de financiación290 que se consideraba ineficaz ya que condenaba

Catalunya a un saldo fiscal negativo respecto a España. Sin embargo, las soluciones

indicadas para cambiar el sistema eran substancialmente diferentes entre ellas.

CDC asumía la propuesta del Pacto Fisca4 mientras que Unió Democrática, renovaba las

disensiones con el socio más grande de la coalición reclamando una fórmula más general
que no estableciera porcentajes fijos de los impuestos compartidos.
El PSC, después que su líder y candidato a la Presidencia de la Generalitat Pasqual Maragall

llegara a niveles de polémicas con su oponente tan duros que pidió sus dimisionesi",

abogaba por un sistema guiado por tres directrices: corresponsabilidad fiscal (cesta de

288 Véase el articulo deJordi Sánchez "Comen9l" amb mal peu" enAVUT, 28 de enero de 1999 .

.... Véase EIPaIs, 27 de enero de 1999.
"" Bu ese sentido se expresaron todas las fUerzas políticas catalanas, incluido el PP, en una votación

parlatnentaria elS de febrero de 1999. Véase EIPtriótliGfJ, 6 de febrero de 1999.
291 Véase ElPtri6dico, 4 de febrero de 1999.
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impuestos con poder normativo, gestión de la Agencia Tributaria), reducción de la

distancias entre sistema foral y sistema común, participación de los entes locales

(municipios) en e! sistema de reparto de los recursos según una proporción 40%-30%-30%

(respectivamente administración central, autonómica, local).
Iniciativa per Catalunya, centraba su propuesta en e! traspaso de la Agencia Tributaria

(manteniéndose para e! estado la alta inspección), en la cesión de todos los impuestos con

poder normativo a todas las comunidades, en e! desarrollo de la fiscalidad ecológica, en un

fondo de nivelación que tendrla que desaparecer a medida de qu� e! sistema garantizaría la

reducción de las diferencias, en un fondo de solidaridad en e! cual cada autonornia aportarla
. ,

o recibirla según la renta pro capita relativa.

Esquerra Republicana y el Partit per I'lndependéncia abogaban por un concierto

económico, similar al vasco, la consiguiente salida de! sistema LOFCA y por una drástica

reducción de! saldo fiscal negativo a través de un considerable aumento de las inversiones

estatales en Catalunya que, según e! PI, por ejemplo, tenían que llegar a ser e! 15,9% de!

total, porcentaje equivalente al de la población catalana respecto al total de la española.
El PP de Catalunya, siguiendo las directrices de sus dirigentes estatales, no incluía en su

programa e! modelo de financiación en la convicción que éste tenía que discutirse a partir
de 2001292•

Esquematizando, se puede decir que si bien todas las fuerzas políticas que se habían

pronunciado sobre e! tema habían abogado por una profundización de la autonornia fiscal y

financiera - prueba de ello era la presencia en todos los programas electorales de la "cesta"

de impuestos y de la Agencia Tributaria Catalana, aunque con diferentes matices, según las

propuestas -, sería sobre la "unicidad" y la bilatetalidad de! sistema que se mariifestarian las

divergencias.
Por un lado, se encontraban las propuestas que reivindicaban sistemas de financiación fruto

de un pacto bilateral entre Catalunya y e! estado español Estas opciones iban desde Paao

Fiscal propugnado por la Generalitat hasta las opciones más radicales representadas por las

propuestas de ERC y PI. Por e! otro, estaban las propuestas que insertaban la nueva

financiación catalana en un nuevo sistema de financiación para todo e! estado, e iban de!

modelo de gestión tributaria y financiera compartido (con el estado y con los entes locales)
de! PSC hasta e! modelo de concierto solidario de IC.

El PP, como se ha recordado, no obstante respaldaba la opinión general de la necesidad de

un cambio en el modelo de financiación, no se pronunciaba sobre e! asunto considerando

292 Sólo en enero de 2002 el PP de Catalunya publicabaun "Decálogo para la financiación autonómica".
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todavía imposible hacer un balance completo sobre un modelo que tenía como mínimo

otros dos años de vida.

Así el debate sobre un nuevo y diferente modelo de financiación, "empujado" por el

clamor provocado por la propuesta formulada desde la Generalitat a principio de 1999 y las

polémicas que, con respecto al tema, se estaban viviendo en la larga precampaña electoral

catalana, sería destinado a entrar en la agenda política estatal bien antes de la fecha prevista

para la revisión del sistema. En este cuadro, ya en la primavera de 1999 intervendría el

presidente de la Generalitat valenciana Eduardo Zaplana, exponente de aquella "clase

política" autonómica del PP que había ganado posiciones de releve en_su propio partido:"".
, .

Según Zaplana, la propuesta de Pujol era inaceptable por lo que hacia referencia a la

delegación de todas las competencias de recaudación a la Agencia Tributaria Catalana y

tenía el fallo de haber sido concebida como una solución parcial, relativa sólo a la

financiación de la autonomía catalana. Sin embargo, el dirigente Poplllar no expresaba un

juicio totalmente negativo sobre la propuesta nacionalista. Al contrario, la idea de una

profundización de la participación de las comunidades en los impuestos estatales contenida

en la propuesta de CiU era, según Zaplana, una idea por considerar seriamente.

Y, en el julio de 1999 en Sevilla, Manuel Chaves, socialista y presidente de la Junta de

Andalucia, presentaba, junto a Pasqual Maragall y en linea con las propuestas del PSOE Y

del PSC, un proyecto para un modelo de federalismo fiscal que aumentara la

corresponsabilidad de las comunidades, subrayara el papel de los municipios y redujera
drásticamente las distancias entre sistema de financiación foral y común"'.

El debate sobre la financiación volvia, en víspera de las elecciones catalanas y

entrelazándose con ellas, a ser un debate general. En este sentido contribuyó a hacerlo

todavía más vivo la publicación por parte del gobierno central, en el verano de 1999, de los

datos oficiales relativos al incremento de la financiación del año 1997.

'" Véase DiarioMontaiílt, 8 de mayo de 1999.
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Incremento financiero
Procedente de la cesión del 30"10

deIIRPF. MPTA.

Autonomias en el sistema
Catalunva 6262.6
Galicia 10773.7
Valencia 6963.9
Canarias 6202.4
Asturias 59.0
Cantabria 368.9
La Riola 80.2
Murcia 123.4
Arao6n 320.7
Baleares 212.2
Madrid -743.3

Cast.Le6n 1762.3

Autonomias fuera del sistema
Andalucla -26140.4
Extremadura -1979.0
Cast.La -1661.1
Mancha
TOTAL 62166.3

Fuente: El Mundo 27-7-1999

No obstante Catalunya después de Galicia y de la Comunidad Valenciana resultaba haber

sido la tercera comunidad más beneficiada por el sistema pactado por CiD y PP en 1996, el

aumento de recursos respecto al sistema anterior, había sido más bien modesto, sobre todo

con respecto a los tonos triunfalistas con los cuales, en su momento, los dirigentes
nacionalistas habían saludado la firma del acuerdo.

La Generalitat se daba prisa en puntualizar, respondiendo a las criticas de los que indicaban

en el acuerdo un verdadero fracaso29S, que los beneficios para las arcas catalanas habían

sido mayores de los que aparecian en las cifras oficiales por no contarse en su publicación
los beneficios generados por los acuerdos bilaterales estado-Generalitatf",

Los ''bailes de cifras" y los lanzamientos de propuestas más o menos electoralistas por

parte no sólo de las fuerzas catalanas, continuaron incluso después de la celebración de los

comicios autonómicos catalanes el 17 de octubre de 1999.

Como es sabido, CiU ganó por la mínima e incluso fue superada por el PSC en términos de

votos. La confirmación de la tendencia electoral negativa de la coalición nacionalista asestó

un primer duro golpe a la viabilidad política del Pacto Fiscal. Sin haber obtenido la mayoría
absoluta, CiU ahora se encontraba a tener que depender, para la formación de un nuevo

gabinete, de los votos de ERC o del PP. Finalmente, CiU elegía desestimar la posibilidad de

2!14 Véase LA Vanguardia, 13 de julio de 1999.
295 ElP,riódko de 27 de julio de 1999 hablaba de una ''victoria pírrica" de la Genezalitat.
296 Véase AVVI, 27 de julio de 1999.
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un gobierno nacionalista y dar paso a una transposición del pacto con los conservadores

también en Barcelona. Sin embargo, en el nuevo escenario, las reivindicaciones del Pacto

Fiscal siguieron en pié - aunque ya fuertemente debilitadas - a lo largo de unos cuantos

meses más gracias a la necesidad de los votos de los diputados catalanes en las Cortes2!>7.

La apabullante mayoria absoluta conquistada por el PP en las elecciones del 12 de marzo de

2000 sin embargo acabó por modificar sensiblemente el cuadro.

Ya el 17 de marzo el gobierno de la Generalitat enterraba el Pacto Fiscal y se declaraba listo

para negociar a partir de la propuesta formulada en su dia por Zaplana, mientras en abril el

PP de Catalunya hacía posible aprobar los presupuestos de la Generalitat'l9s.
, .

Entre la victoria de los populares y la firma del pacto de financiación, que tendría lugar
finalmente en julio de 2001299, se asistió a un progresivo y sustancial rebajamiento de las

reivindicaciones del gobierno catalán, dividido entre unas posiciones más beligerantes del

Conseller Mas, favorable al mantenimiento del núcleo de las propuestas presentadas en

1999 y unas posiciones más conciliatorias del Conseller Homs que intentó negociar a partir
de una colaboración más estrecha con el presidente valenciano Zaplana.
El acuerdo de julio, al cual se sumaron finalmente también las comunidades gobernadas
por el PSOE - incluso las que se habían quedado fuera del acuerdo del 1996 y por eso se

habían encontrado díscrimicadas financieramente - ampliaría el porcentaje y el numero de

los tributos cedidos a las comunidades autónomas. Así, se reservaría pata las CA el 33% de

la tarifa del IRPF, el 40% de los impuestos especiales y el 35% del IVA, concediéndose

además a estas últimas unmoderado poder normativo sobre los nuevos impuestos cedidos.

En cambio, el estado se reservaba el control total sobre la Agencia Tributaria y el 100% de

los rendimientos del Impuesto de Sociedades.

El modelo de financiación finalmente adoptado había sido fruto de una mediación y de un

debate, no siempre visible, integralmente interno a un PP que disponía de una mayoria
absoluta y de un numero de autonomías en sus manos que había hecho superfluo y inviable

un debate más amplio.
En este debate interno se conyugaron los empujes hacía una progresiva y más profunda
descentralización representados por las propuestas de Zaplana y de un sector autonómico

cada vez más importante y la voluntad de limitar claramente esa descentralización a una

'" L. propuesta del Par({) Firra/volvió de actualidad en vfsperas de las elecciones generales del marzo de 2000.

Así, pocos días antes de los comicios, CiU negó a pedír para Catalunya, a cambio de. un apoyo parlamo;ntario,
un acuerdo de financiación que garantizara un volumen de recursos de 400000 millones de ptas. Vease El
MNnlÚl, 8 de marzo de 2000.
", Véase LA Vanguardia, 17 demarzo de 2000.
'" Acuerdo 2/2001, de 27 de julio.

194



dimensión financiera y administrativa, en todo caso nunca política - como había

demostrado la rotunda negativa a la creación de verdaderas Agencias Tributarías

autonómicas - y no proyectada en el futuro: poco más tarde los dirigentes populares
declaraban que el "proceso autonómico se ha cumplido"300.
La resultante fue un modelo que a la vez que avanzaba en la descentralización fiscal y en

participación de las autonomías a las grandes figuras tributarías, dejaba claro que en el

proyecto popular no cabía, ni en el futuro, la idea de una integral coparticipación de las

autonomías en la dirección del conjunto de la política fiscal del estado español
Una de las pruebas más evidentes de esta orientación fue la aprobación, contextualmente al

, .

acuerdo de financiación, de la L!J del Déficit Cero'OI que, indirectamente pero

imperativamente, ponía las administraciones autonómicas delante la disyuntiva de aumentar

drásticamente la presión fiscal en sus comunidades o paralizar muchas de sus inversiones,

subrayando la permanencia de una concepción fundamentalmente centralista con respecto

a las grandes decisiones en materia de política fiscal

La polémica vivida acerca del Pacto Fiscal, en Catalunya había sido dura, encarnizada y había

puesto de manifiesto dos elementos que condicionarían todo el futuro debate entre las

fuerzas políticas sobre el sistema de financiación.

En primer lugar, había demostrado que las dificultades en la configuración de un sistema de

financiación percibido como justo y equitativo - no sólo por los nacionalistas sino más en

general por todos los grupos políticos catalanes -, habían contribuido en que las antiguas
disensiones que se habían vivido a lo largo del proceso estatutario de 1978-79 y del debate

sobre la LOFCA, veinte años después seguían substancialmente vigentes. Por un lado los

partidos nacionalistas, fautores de un pacto bilateral entre las instituciones catalanas y el

estado español, caracterizado por una altísima autonomía financiera y por una substancial

autonomía fiscal Y, por el otro, la izquierda catalana, favorable al grado máximo de

corresponsabilidad fiscal pero convencida de la necesidad de insertar la cuestión de la

financiación catalana en elmarco más general de la financiación autonómica.

Pero, en segundo lugar, y por encima de cualquier otra cosa, la polémica acerca del pacto

focal había subrayado que, más allá de las distintas opiniones de las fuerzas políticas en el

mérito de la cuestión, la reivindicación de una mejora del sistema de financiación exigía por

300 Véase la entrevista del Ministro Cristóbal Montoto en AVUI, 5 de agosto de 2001, y AVUI, 28 de
diciembre de 2001.
301 En realidad se trata de dos normas: Ley 18/2001, General de Estabilidad Presupuestarla, de 12 de
diciembre y la complementaria Ley Orgánica 5/2001, de 13 de diciembre. En marzo de 2002, el PSOE ha

presentado un recurso de inconstitucionalidad contra ambas normas. En la opinión socialista, y de muchas
autonomías, las dos leyes vulneran el art.156 de la Constitución Española, que garantiza la autonomía
financiera para las CA.
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parte de todas las fuerzas políticas catalanas un consenso amplio y construido dentro de las

sedes institucionales. La elección de CiU - empezada en 1996 y llevada a su máxima

expresión en la campaña electoral de 1999 - de sustraer la cuestión de la financiación a la

tradicional colaboración entre los partidos políticos catalanes para llevarla al terreno de la

confrontación política había finalmente obtenido resultados como mínimo dudosos.

Más allá de los resultados concretos en términos de aumento de recursos y de

corresponsabilidad fiscal - sobre los cuales hubo, hay, y habrá diferentes y acreditadas

opiniones - la elección de CiU había, a la práctica, acabado por ligar las suertes de una

cuestión vital para el país como el de la financiación a los avatares de la trayectoria de una
, '

fuerza política. Y, además, lo había hecho en el momento en.que ésta estaba perdiendo
cada vez más su capacidad de configurarse como una opciónmayoritaria y capaz de generar

pactos y consensos amplios en el país.
En este cuadro, ya en la última legislatura presidida por Jordi Pujo!, todas las fuerzas

políticas catalanas -con la excepción del PP- habían coincidido en señalar la necesidad de

volver -no obstante sus diferencias de planteamientos- a una discusión global sobre los

temas de la financiación, insertada en una más general discusión sobre la reforma de la

carta de 1979. Esta circunstancia llevó primero a la creación, en 2000, de una comisión

específica para el estudio de las posibilidades de profundización del autogobierno y, en un

segundo momento, ya al final del último mandato de Jordi Pujo!, en marzo de 2003, de una

ponencia encatgada de redactar un informe para la reforma de la catta estatutaria302•

La iniciativa tomaría todavía más cuerpo cuando, habiendo sido los temas de la reforma del

estatuto y del sistema de financiación la cuestión clave de la campaña electoral del otoño de

2003, en la actual legislatura se abrirá oficialmente el proceso de redacción del nuevo

estatuto y se nombrará una ponencia redactora.

Sin embatgo, sin querer entrar en los contenidos de los trabajos que la nueva ponencia
redactora del estatuto de autonomía está actualmente llevando a cabo, quizás valga la pena

apuntar brevemente los rasgos principales de las distintas propuestas en materia de

financiación con las cuales las fuerzas políticas catalanas han llegado a la discusión de estos

meses303•

En este sentido, si bien todas las propuestas patecían apostar por un mayor grado de

autonomía fiscal y financiera, las divisiones tradicionales - aunque alguna pequeña pero

lO> Véase BOpe nW¡,.398, de 3 de marzo de 2003.
,., Las propuestas a las cuales se hace ref=ncia en estas páginas son las oficiales, presentadas por los

?istintos grupos parlamentarios en la primavera de 2003, en el marco de la ponencia�cargada de redactar un
IQforme para la reforma de la carta estatutaria creada en el último tI:lIlnO de la sexta legislatura.
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significativa novedad - se mantenían: por un lado el modelo ligado al concierto económico

- propugnado por los grupos nacionalistas -, y, por el otro las propuestas insertadas en un

sistema multilateral.

En el proyecto de la federación nacionalista, se recuperaba la propuesta del pacto fiscal,

basado sobre la construcción de una Agencia Tributaria Catalana responsable de recaudar,

gestionar, liquidar e inspeccionar todos los impuestos recaptados en Catalunya. En este

cuadro, todos los impuestos estatales serían cedidos al 100%. La Generalitat gozaría de

potestad normativa sobre todos los impuestos, por bien que con una reserva genérica
relativa al respeto de "la estructura general impositiva del Estad,o". pna comisión mixta

estado-Generalitat, se encargaría, en un segundo momento, de establecer la "cuota de

retomo" -en otras palabras, el "cupo"- sobre los rendimientos ·de los impuestos cedidos,

destinada a financiar los gastos estatales en Catalunya y la contribución al FC¡304.

Por otra parte, ERC, en su documento ConslÍl1Ició de I'Estal LJiIln de Catalu'!Ya, adoptaba sin

mediaciones la terminología vasca al afirmar escuetamente que ''las relaciones de orden

tributarlo entre el estado español y la Generalitat se regulan a través del sistema de

concierto económico". También presente, en el documento de ERC, la reserva de garantía
relativa a la "estructura general impositiva del estado"30s.

En cambio, el PSC, retomaría los temas que desde siempre habían caracterizado sus

posiciones en mérito a la cuestión de la financiación. Así, no obstante el documento

planteaba la existencia de una agencia tributaria autónoma ésta se ocuparía de toda las fases

en el caso de los tributos propios y en el caso de los tributos compartidos, trabajaría en

régimen de cooperación con la agencia tributaria estatal. Tres parecen ser los elementos

distintivos del modelo socialista. En primer lugar, la indefinición en la indicación de los

porcentajes de participación en las grandes figuras impositivas estatales. Si para todas es

prevista una participación e incluso una amplia porestad normativa, el documento no

entraba en una cuantificación de dicha participación. En segundo lugar, en el documento se

consolidaba y se subrayaba uno de los conceptos clave que el PSC ha llevado adelante,

tanto en la dialéctica política catalana como dentro del socialismo español: pagar según la

capacidad fiscal y recibir según población. Y, finalmente, el documento socialista planteaba
y volvía a subrayar la necesidad - incluso normativizándola - que en el medio periodo los

recursos a disposición de las comunidades del sistema LOFCA se aproximaran a los

recursos a disposición de las comunidades dotadas de concierto económico. En su

conjunto, la propuesta socialista aparecia como la menos ambiciosa y la más realista, pero

304 Véase: CiU: BOJ"per a 1111 nOIl Islamt nacional tÚ CafaÚl'!1a Barcelona: 2003, pp.90-92.
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sobre todo la menos rígida. Más allá de las fórmulas, lo que emergía del documento

presentado por los socialistas catalanes era la voluntad de fijar principios y límites'"".

Finalmente, la propuesta presentada por Iniciativa per Catalunya en abril de 2003,

representaba en cierta medida una forma de mediación entre los dos modelos. Si bien se

trataba de una propuesta que, en lo específico, se podía insertar en el campo del concierto

económico, sin embargo era precedida por una propuesta más global tendida a la

generalización a todas las autonomías de esta modalidad de relación tributaria y a la

creación de nuevos y más significativos mecanismos de compensación interterritoríal. Por

lo tanto, se trataba claramente de una propuesta orientada a dar al problema de la
" '

financiación una solución a escala estatal307•

Se confirmaban así, casi un cuarto de siglo después, en su' núcleo, las tradicionales

divisiones que, a partir de la discusión estatutaria habían opuesto los partidos catalanes. Sin

embargo, las declaraciones contenidas en los distintos documentos presentados en la

primavera de 2003, - muy alejadas entre sí - representan orientaciones de máxima, el punto
a partir del cual empezaría la discusión. Es más, la experiencia de más de veinte años de

financiación autonómica, las dificultades que habían caracterizado y todavía caracterizan las

relaciones con el gobierno central, más allá de las propuestas teóricas, parecen haber

generado una conciencia compartida de la importancia de un sistema de financiación eficaz

y consensuado. Este elemento - que parece en alguna medida, haber sido asimilado también

por el PP de Catalunya - invitaría hoy a pensar que las fuerzas políticas podrían deponer
cualquier tentación electoralista en mérito a tal importante debate para construit un

consenso capaz de superar virtuosamente las diferencias. Excede los límites de este trabajo
verificar si finalmente esto será posible.

lOS Véase: ERC: Constiflld4 tÚ IEdall1imr tÚ CataIm!Ja Barcelona; 2003 pp.23-25.
306 Véase: PSC: Basespera 1�laboTrJd4 tÚ ¡"/ami tÚ CataIm!JaBarcelona: 2003 pp.7-8
307 Véase: ICV: Bas"pIT a la "forma rollJtitJtdonal i ulamtatia Barcelona; 2003 pp. 27-29.
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CAPITULO QUARTO

AUTONOMÍAY ORGANIZACIÓN DEL TERRITORIO

4.1 De las veguer/es feudales a las comarcas republicanas. Elementos para un

análisis de la organización del territorio en Catalunya.

El territorio es el marco en que se organiza en su nivel básico la vida económica, civil y
social de los ciudadanos, en el cual se desarrolla la participació.n a la vida colectiva y se

experimentan directos sentimientos de identificación.
,

1

La organización territorial de la Catalunya autónoma del postfranquismo, establecida a

través de las cuatro leyes de organización territorial aprobadas en el abril de 1987,

representa el objeto de estas páginas.
El sistema de organización todavía vigente, fue el fruto de la discusión posiblemente más

trascendente vivida por el sistema político catalán en los últimos veinte años, que no seria

posible entender en su complejidad sin enmarcarla en una perspectiva histórica

extraordinariamente amplia. Con la intención de poder proporcionar un cuadro de

referencia, se ha considerado preciso dedicar algunas páginas a un breve repaso de las

divisiones territoriales que el país ha vivido, y a los debates que éstas han originado, a lo

largo de los últimos siglos.
Con el fin de los reinados feudales308 y hasta los Decretos de NuevaPlanta, Catalunya adoptaba
organización territorial propia, derivada de la necesidad de afirmación· del poder
monárquico sobre el poder señorial.
Tal organización era empernada sobre la figura de un representante del rey, el veguCT', que

ejercía por cuenta de la corona funciones administrativas, militares y fiscales.
Desde el siglo XII hasta principio de siglo XVIII, las vegueries, de muy diferente extensión

territorial entre ellas, han oscilado en su número desde un mínimo de 10 hasta un máximo

de 18. En algunos casos, para ajustar estos instrumentos administrativos instituidos de

alguna forma artificialmente y desequilibradamente para la rápida imposición del poder real
- sin tener, a menudo, suficientemente en cuenta las necesidades de territorios geográfica y

'" Para una panorámica de la historia de la sucesión de 1.. divisiones administrativas del territodo catalán,
véose el clásico CONSELLElÚA D'ECONOMÍA DE LA GENERALITAT DE CATALUNYA: La divisW
tnrif¡¡rial tI4 Catafmrya Gcn=litat de Catalunya, B:u:celona: 1937 págs.11-48; l. RUEDA MÁRQUEZ:
L'AdminiJtració públka a CataÚIt!Ja: tln lIIot14l d'o'1."ttitzadó tmitorial? Fundació Ja= Bofill, Barcelona: 1994
PP·4-31; J.VILA VALENTÍ: "L'evolució histérica de les unitats terrltodals majon a Catalunya", en el
volUl1len colectivo AA.VV.: LA Rlgiottalització tl41 Imito'; i ,ú IIU itt/mmtlü Diputació de B-arcelona, Barcelona:
1990 y J.M" FRANQUET i BERNIS: L'0'1.attització t",itorial In "!,11m,,: tln lIIot14l ",&ionalp.r a CatalJl/IYa, B.I,
Tortas.: 1991 págs. 29-41.
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humanamente cohesionados -, se crearon unidades administrativas más pequeñas, las sots­

velJleríes.
La guerra de sucesión española y la entrada de las tropas borbónicas en 1714, modificaron

sensiblemente el cuadro. Desaparecían las vegueríes y las sots-velJleríes para dejar sitio a 12

corregimientos y un distrito (la Vall d'Aran). Los corregimientos, además de desarrollar funciones

militares y de representación territorial de los nuevos soberanos, inauguraban una doctrina

y una práctica de intervencionismo del poder central en los asuntos municipales.
La división territorial felipista era substancíalmente más orgánica y equilibrada de la

precedente y los corregimientos aparecían más ajustados a la estructura geográfica, humana y
I

•

poblacional del país.
Pero el verdadero giro copernicano en la división territorial de Catalunya se producirá a

partir de la ocupación francesa a principio del siglo XIX. El territorio catalán ocupado en

1808 y anexionado finalmente al estado francés en 1812, seria dividido en cuatro

departaméntr, que constituirian unidades territoriales, al par de las otras, de la administración

central del estado galo""'. La ocupación cesó definitivamente en 1814, pero la importancia
del ejemplo de la organización administrativa transalpina, se proyectarla a lo largo de todo

el siglo XIX.

La cuestión de la centralidad de unas fuertes administraciones territoriales del estado fue

una parte importante y decisiva del proyecto de construcción del estado liberal español en

el siglo XIX y encontrarla su primer momento decisivo en Cádiz. Según el art. 11 del texto

constitucional aprobado en la ciudad andaluza, se establecía una primera y provisional
división territorial en la cual la administración del estado, tanto en territorios históricos

como en territorios mancos de una particularidad histórico-cultural, se organizaba en

unidades denominadas "provincias". Consecuentemente, la sede de la administración en el

principado, es decir, la Diputación Provincial, se establecerla en Barcelona y recibirla el

nombre de Diputación de Catalunya.
La aprobación del art.ll había sido particularmente dificil Así como los representantes
catalanes habían defendido el derecho a no ver dividido el territorio de Caralunya, muchas

otras colectividades habían expresado y defendido sus perplejidades y sus intereses respecto
a una cuestión tan importante. En 1813, la regencia, bajo consejo de las Cortes

309 La división napoleónica adoptaba la tradición francesa de indicar las unidades administrativas utilizando
una nomenclatura de tipo geográfico. As! que Catalunya sería dividida en los tkpartammfJ de: Ter, con capital a
Girona; Montserrat, con capital Barcelona; Boques de l'Ebre, con capital a Ueida y Segre, con capital a
PuigcercIa. Véase CONSEILERÍA D'ECONOMÍA DE LA GENERALITAT DE CATALUNYA: La
divisió tmitDrial tIt••• oh.cit. págs. 36-37 y]'M' FRANQUET i BERNIS: L 'otganitzati4 tmiturial m;.. oh.cit. págs.
32-33.
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Constituyentes, encomendaba al capitán de fragata Felip Bausá de llevar a cabo un estudio

y presentat un nuevo proyecto de división provincial. En el proyecto Bausá, el territorio

español sería dividido en 44 provincias (después reducidas a 39 en el paso por la comisión

de las Cortes encargada de estudiatlo) y el territorio catalán resultaba dividido en tres

provincias, dos marítimas (con capitales Barcelona y Tatragona) y una interior (con capital
en la Seu d'Urgell). El Consejo de Estado consideró inadecuado el proyecto presentado y

encargó un nuevo estudio a una ponencia de expertos'IO.
La vuelta al absolutismo de Fernando VII dejó el nuevo proyect!J sin posibilidad de ser ni

siquiera presentado, y se volvió a la división felipista en corregimientos.
, \

Pero el convencimiento de que la provincia fuera el instrumento más efectivo para la

vertebración de un nuevo estado fuerte y centralizado - al 'estilo francés - se había

extendido a la mayor parte de la élite liberal española. Ya a finales de marzo de 1820,

cuando se volvió a proclamar la Constitución, en la mayoría de las ciudades de la península,
la cuestión de la división provincial tomó a presentatse como una de las cuestiones

políticas clave.

Sobre la base de estos convencimientos, el nuevo gobierno central volvió a encomendat a

Bausá, que sería esta vez ayudado por el intendente José Agustín Larramendi, un nuevo

proyecto. Mientras Bausá y Larramendi no acabatían su tatea, se volvería a la división

adoptada en 1813 y, por consiguiente, se procedió a la reconstitución de la Diputación
Provincial de Catalunya. El trabajo de Bausá y Larramendi prosiguió hasta el junio de 1821.

El nuevo proyecto primaba la "proximidad" de la administración al territorio, es decir,

abogaba por un mayor número de provincias, más pequeñas y más fácilmente

administrables. Este criterio, según la Comisión Constitucional que aprobó el proyecto, se

fundamentaba en evidentes criterios de funcionalidad y en las indicaciones que a lo largo
del trabajo de la comisión habían llegado de las administraciones provinciales.
Destacadamente - según el informe de Bausá y Larramendi - la Diputación Provincial de

Catalunya había reclamado "la pronta división de provincias en tamaño proporcionado al

periodo de funciones de las diputaciones respectivas, como medida de la mayor y más

urgente perentoriedad,>3I1. El estado español quedaba dividido en 51 provincias, y el

Principado quedaba troceado en cuatro provincias: Barcelona, Lleida, Tarragona, y Girona.
Los criterios sobre la base de los cnales fue formulada la propuesta de división, y la elección

'ID Según el estudio llevado a cabo por la CUfIJ,1Inia d'EGrJ114mia de la Generalitat republicana, el expediente �e
la nueva división territorial desapareció del archivo de las Cortes. Véase CONSEu.ERíA D'ECONOMIA
DE LA GENERALITAT DE CATALUNYA: La divisió flrritoriold4 Cata�...ob.cit. pág.38.
311 Recogido en CONSELLERÍA D'ECONOMÍA DE LA GENERALITAT DE CATALUNYA: La divisió

ItrritoriaJd4 Catalu'!Ya.•• ob.cit. pág. 40.
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de las capitales, no parecían responder a razones de tipo histórico, geográfico o

poblacional, sino que se ceñían a consideraciones de pura funcionalidad administrativa

(como en el caso de Tarragona, preferida a Reus substancialmente sólo por su ubicación

costera).
La Diputación de Catalunya, una vez conocido el proyecto aprobado por la Comisión

Constitucional, encomendó a Joan Baptista Galobardes, inspector de montañas y a Jaume

Padró, arquitecto, un estudio sobre los límites territoriales de la propuesta elaborada a

Madrid. En octubre de 1821, la Diputación de Catalunya aprobaba las rectificaciones

propuestas por los dos expertos y las enviaba a Madrid. El 14 de enero de 1822 las Cortes
, .

aprobaban la nueva división provincial.
No es posible saber exactamente hasta que punto las rectificaciones propuestas por parte

catalana fueron atendidas, así como no es posible saber exactamente hasta que punto se

tuvieron en cuenta las propuestas formuladas por los otros territorios. Lo único que se

puede, con buena aproximación, afirmar, es que el proyecto presentado por la Comisión

Constitucional debió de recibir muchas propuestas de rectificación ya que la que se acabó

aprobando fue otra vez una división provincial con carácter provisional

Tampoco en 1823 llegó a entrar en vigor: la intervención de las tropas de la Santa Alianza

provocó la abolición de la Constitución y con ella, de la división provincial.
Sólo diez años más tarde se llevará a cabo finalmente la división provincial definitiva. Con

un decreto real del 30 de noviembre de 1833, firmado por la reina María Cristina y por el

ministroJavier de Burgos se aprobaba la división provincial del estado españoL
El mapa provincial de 1833, recogía las directrices del proyecto presentado diez años antes

(aunque no lo reprodujera completamente) pero cambiaba parcialmente las funciones de las

diputaciones provinciales. Añadía a las "tradicionales" funciones de instrumentos

territoriales de la administración central de las provincias, las de entes territoriales con un

cierto margen de actuación3l2• Según las nuevas disposiciones, Catalunya quedaba dividida

en cuatro provincias y 32 partidos judiciales (que pasaron años después a 35).
La división provincial de Javier de Burgos, se diferenciaba tanto de las antiguas tlelJlerles,
directamente dependientes del Conde de Barcelona, como de los corregimientos que, pese

al haber nacido como instrumentos de consolidación de un nuevo poder monárquico,
habían permanecido, a lo largo de toda su existencia, bajo el mando de la Real Academia de

312 Una interesante y original reflexión sobre el papd de entes locales de las provincias creadas con la división
de 1833, se puede encontrar en F. QUIRÓS: "La división provincial de 1833" en AA.VV.: La Rlgionalitzadó
tÚl tmitori i,ls,tU inlmn,diJDiputació de Barcdona, Barcelona: 1990.
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Barcelona, y habían implicado el reconocimiento de la unidad administrativa del territorio

catalán.

En 1833, en el momento en que se encomendaban a las provincias funciones reales de

gobierno del territorio, estrechando las relaciones con éste último, en Catalunya se perfilaba
una situación en que división provincial era y se percibía como una mera abstracción

administrativa, fruto de la confianza de los gobernantes españoles en la absoluta validez del

modelo administrativo galo y sin vinculación aIguna con las características geográficas,
históricas y demográficas del territorio.

Será a partir de este momento que se difundirá y se transformará en uno de los elementos
, .

constitutivos del catalanismo naciente, en oposición a la división provincial impuesta y

centralizadora, el concepto de demarcación natural, que evolucionará, a lo largo del siglo
XIX, hasta definirse más precisamente como comarca.

El concepto de comarca llegará a cristalizarse a finales del siglo XIX en el patrimonio

ideológico del nacionalismo catalán, y aparecerá junto al municipio como ente básico de la

estructuración administrativa del territorio en el programa de las Bases de Mamesa en 1892.

Pero sólo un siglo después de la división de Javier de Burgos, en época republicana, se

volvería a reconsiderar la división provincial. En 1931, la Generalitat se dispuso a presentar

y aprobar un nuevo proyecto de división territorial de Catalunya, que fuera acorde con las

mutadas circunstancias políticas y con el objetivo de proporcionar finalmente una

organización territorial que superara la división provincial para reemplazarla con una

división establecida por el Parlarnent de Catalunya basada sobre la comarca313• A tal fin, la

administración autónoma encomendó a una comisión de expertos de llevar a cabo un

estudio en ese sentido.

La Ponenciaper a I'estudi de I'e.rtnlcturació comarcal de Catalunya, formada por personalidades de

altísimo nivel político y científic03l4, presidida por el Conseller de Cultura Ventura Gassol y

cuyos miembros destacados fueron los geógrafos Pau Vila y Josep Iglésies, empezó sus

trabajos en octubre de 1931315•

313 La nueva divis.ión se basarla sobre lo dispuesto por el art.l0 del Estatut d'Autonomia de Catlllunya de
1932.
314 Además que por ViIa y Iglés.ies y Gassol, la ponencia era integrada por: Antoni Bergós; Pere Blasi; Antoni
Estove; Manuel Galés; Antoni Rovira i Vugili; Miquel Santllló y Felip Solé. Organizó su trabajo en cuatro sub­

ponencias, una por cada provincia. Los ponentes se dividieron en las sub-ponencias según su provincia de

procedencia, la pres.idencia fue asumida por el Conseller de Cultura y la vicepres.idencia y la secretarIa

respectivamente por Pau Vila yJosep Iglés.ies.
315 La documentación del trabajo de la ponencia fue recogida y publicada en los dos volúmenes (documentos
y tnapas) curados por ELLUCH i O.NEL f.O: La ginesi tÚ la Divisió territorial tÚ CataÚIf!Ya (1931-1936). Edid4
tÚls doctunenlJ tÚ 1'a1'XÍll tÚ la POn4nciaDiputació de Barcelona, Barcelona: 1983.
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Apareció evidente ya desde el principio a los ponentes que no se podía plantear en aquella
sede un trabajo de carácter meramente geográfico. Es decir, posiblemente resultaría una

contribución difícil de perfilar, incierta y sobre todo innecesaria aquella que se propondría
de delimitar con exactitud y sólo sobre la base de un criterio geográfico el número y la

extensión de las comarcas catalanas. Se trataría más de un trabajo académico que un

instrumento válido para ajustar la organización de los nuevos poderes públicos a la realidad

del país. Así que la misma Ponencia empezó por cuestionar el objetivo para el cual había sido

nombrada y acabó por reorientar sus esfuerzos hacía la presentación de un estudio más

general sobre la estructuración territorial de Catalunya, que valorizara una orientación
, .

capaz de armonizar la tradicional reivindicación comarcal nacionalista con las exigencias de

proporcionar instrumentos efectivos para el legislador. Junto -al cambio fo:rmal de los

objetivos, que cambíaría formalmente también el nombre de la Ponencia en Ponencia d'Eslllm

de la Divisió Territotial de Catalu'!Ya, aprobaba también sus líneas de trabajo: en primer lugar
se documentaría sobre el concepto popular de comarca; en segundo lugar, fijaría las

demarcaciones económicas (las "zonas de mercado'') y finalmente confrontaria este último

dato con las demarcaciones de los partidos judiciales. El método que la Ponencía eligió fue

el de la consultación de los municipios. A todos los ayuntamientos de Catalunya se envió

un cuestionario con las siguientes preguntas: a cual comarca piensa pertenecer, cual es la

zona en que se desarrollan las actividades económicas de su población y si también hay
otras zonas en que éstas últimas se producen. El resultado de la encuesta permitió delinear

dos propuestas, que preveían en todo caso la desaparición de las cuatro diputaciones
provinciales.
La primera, presentada el 13 de septiembre de 1932, imaginaba una administración

estructurada sobre tres niveles: la Generalitat; 28 demarcaciones -que serían las unidades a

través de las cuales la Generalitat administraría el territorio-; y los municipios. Esta

propuesta si tenía la ventaja de reducir al mínimo las estructuras burocráticas, creaba unas

demarcaciones muy extensas que ignoraban la relevancía económica, histórica y social de

algunas importantes ciudades y obligaba necesariamente las demarcaciones a relacionarse

directamente con Barcelona, rebajando la capacidad de la administración de actuar

tempestivamente.
La segunda, presentada el dia siguiente, delineaba la administración territorial de Catalunya

según en esquema de cuatro niveles: la Generalitat; 9 vegtleries; 38 comarcas y los municipios.
Esta propuesta, que finalmente fue aprobada el 12 de octubre, parecía ser una síntesis

obtenida sobreponiendo el mapa de los partidos judiciales (cuyas capitales habían
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demostrado ser percibidas en la encuesta como verdaderas "capitales de comarca'') y el

mapa surgido de la interpelación a los municipios sobre las zonas de actividad económica.

La creación de las veglleríes - de hecho se trataba de "supercomarcas" - respondía sea al

reconocimiento de fenómenos de carácter indudablemente supercomarcal (como en el caso

de las comarcas del cinturón de Barce!ona, agrupadas en una sola veguería), sea a la

necesidad de encontrar un interlocutor intermedio entre las comarcas y la Generalitat.

Pese a que el 31 de diciembre de 1933, los gobernadores civiles y los jefes de provincia
delegados de la administración estatal dejaban de actuar en Catalunya, la división en

comarcas y vegueríes no pudo ponerse inmedíatamente en práctica. Los hechos de! 6 de
, 1

octubre de 1934, como es sabido, llevaron a la suspensión del Estatut d'Autonomía de

Catalunya, y, consecuentemente de la división territorial establecida al amparo de su art 1 O.

Después de la victoria del Frente Popular en febrero de 1936 e! Estatut volvía a tener

vigencia y en e! agosto de! mismo año, ya empezada la guerra civil, e! president Companys
encomendaba a la recién nacida Conselleria tk Economia e! nombramiento de una nueva

ponencia de expertos que retomara la iniciativa. La nueva ponencia, integrada por Joan P.

Fábregas, Joan Fronjosá y Joaquim Pon, recogió e! trabajo llevado a cabo cuatro años

antes, proponiendo sólo alguna pequeña modificación territorial316,y e! cambio de nombre

de las vegueríes que adoptarían la más neutra denominación de regions.
El 27 de agosto de 1936, Joan Comorera, Conselkr de Economía de la Generalitat aprobaba e!

proyecto que seria puesto en marcha finalmente con un decreto firmado por e! President

Companys e! 23 de diciembre de! mismo año. La división territorial de Catalunya entraba

en vigor de manera expeditiva durante la guerra y serviría sobre todo, en aquella

circunstancia, para coordinar la actuación de la Generalitat con la de las fuerzas políticas y
sindicales en vista de una lucha que se demostró larga y, finalmente, perdida.

Después de casi un mes de ofensiva continua en e! frente de Aragón, e! 4 abril de 1938 las

tropas franquistas entraban en lleida. El día siguiente, Franco derogaba formalmente el

Estatut d'Autonomía de Catalunya "en mala hora concedido por la República", se abolía la

división en comarcas y regiones y se restablecía plenamente la división en cuatro provincias
de 1833.

Sólo cincuenta años después en ya avanzado proceso de consolidación de la nueva

Generalitat autonómica el panorama legislativo de la división territorial de Catalunya
volverá a cambiar.

316 Las moclificaciones de mayor trascendencia consistieron en la asignación de la comarca de la Garrotxa a la

�egión de Girona y a la ruptuIa de la dualidad La Seu d'Urgcll- Tremp, orientándose la ponencia por dejar esta
últuna como capital de la región homónima.
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4.2 Las comarcas: ¿mito o realidad?

Entre finales del siglo XIX y el principio del siglo xx, el concepto de comarca como

unidad natural y propia del territorio catalán empezó a difundirse en contraposición a

I'esquarterament del Principado producido por la adopción del modelo provincial de Javier
de Burgos, hasta llegar a entrar en el patrimonio ideológico del catalanismo, consagrándose
en el programa de las bases de Manresa317• Pero, de hecho, la profunda relación que acabó

ligando la reivindicación comarcal a la historia del nacionalismo catalán, no implicó nunca,

a lo largo de todo el siglo XIX y hasta bien entrado el siglo xx, un consenso sobre la
, .

naturaleza, el número y la extensión de las comarcas catalanas.

Entre 1880 y 1931, año de nombramiento de la Ponenciapera I'estudi de la estructuració comarcal

de Catalu1!Ja, se publicaron como mínimo quince diferentes mapas comarcales de Catalunya.

Empezando por Auléstia i Pijoan318, que en su Historia de Catalunya, publicada en 1887

incluye un "Mapa Comarcal de Catalunya", pasando por Esteve Sunyo1,319 que diez años

más tarde en una conferencia en el Ateneu Barcelonés presentó una primera concreta

división comarcal como organización administrativa de Catalunya.
La incertidumbre acabaría pasando al siglo siguiente: en 1924, J.M" Rendé presentaba un

proyecto de división comarcal320, y en 1928, la Asamblea Constituyente del Separatismo
Catalán reunida a La Habana, aprobaba una Constitución Provisional de la República Catalana en

la cual figura una división del país sobre la base de un nuevo y diferente mapa comarcal

Tres años más tarde, en 1931, la Casa del Valtés, entidad que se declaraba especificamente
comarcalista, organizó un ciclo de conferencias sobre el tema, en el cual participaron varios

expertos, y entre ellos el famoso geógrafo Pau Vila, que presentó una ponencia titulada

"Per a la solució del problema comarcal" seguida por el estudio "Una divisió de Catalunya
en comarques" que constituyó la base del trabajo llevado a cabo pocos meses después por
la primera Ponencia nombrada por la Generalitat.

La misma Ponencia, en 1932, en el. informe final de su trabajo reconocía, a su pesar, que

existía una enorme vaguedad acerca del mundo comarcal y del mismo concepto de

comarca3•1

317 Véase C. SANTACANA: "Política y ordenación teeitoeial en Catoluña durante la transición y la
autonomía" en:Ana¡', '" Historia Connmporán,a (2004) n"20, pp.224-225.
318 A. AULESTIA i PIJOAN: Hist8ria '" CataÚlt!Ja Impr, La Renaixensa, Barcelona: 1887-1889
319 Véase CONSELLERÍA D'ECONOMÍA DE LA GENERALITAT DE CATALUNYA: La divisió
tmitorial'" CataIN'!)'a...ob.cit. pág.37.
320 J.M· RENDÉ: Pla'" o'l,anización ,oriala� '" CatalN'!7a [s.n], Barcelona: 1924
321 Véase CONSELLERlA D'ECONOMIA DE LA GENERALITAT DE CATALUNYA: La di.isió
tmitorial'" CataÚl'!)'a...ob.cit. pág.52.
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Con este lapidario juicio daba constancia de la material imposibilidad de definir

exactamente desde un punto de vista geográfico el mapa comarcal de Catalunya. Si bien -

se argumentaba - la enorme mayoría de los catalanes se sentía efectivamente identificada

con una unidad territorial propia, llamada comarca, que cogía su nombre de la toponimia
autóctona tradicional que a veces incluso remontaba a la época de las veglleríes prefelipistas,
no existía, en la práctica, en el imaginario colectivo del país, un mapa ni siquiera
mínimamente compartido de la extensión y de la capitalidad de cada comarca.

Fueron éstas las consideraciones que llevaron Pau Vila y sus compañeros, realizando de

alguna forma un forcejeo político'22 respecto a la consellería que � �bia encomendado el

estudio, a querer cambiar, incluso formalmente, el nombre y los objetivos de la Ponencia

nombrada en 1931.

El razonamiento de los ponentes era claro: más que dedicarse a un cientlficamente

escrupuloso (y probablemente inabarcable) trabajo de delimitación de un mapa comarcal,

en esa circunstancia era prioritario poder proporcionar al legislador un mapa de la división

territorial nuevo, que tuviera en cuenta los sentimientos de identificación de la población
con las comarcas naturales, pero que sobre todo realizara una representación fiel de la

realidad económica y social del país y pudiera ser utilizado como instrumento para la

superación de la división provincial y la implantación eficaz de la administración territorial

de la Generalitat de Catalunya.
Los resultados directos de esta orientación se pudieron ver sólo brevemente y en

circunstancias decididamente excepcionales durante la guerra civil

Pero desde un punto de vista político, el trabajo de Pau Vila y de sus compañeros y la
','

efectiva adopción de la división comarcal de 1936 tuvieron consecuencias muy profundas,

que trascendieron la breve y accidentada experiencia administrativa de las comarcas y de las

regiones republicanas.
En primer lugar, por primera vez Catalunya y con ella el nacionalismo catalán tenía. un

mapa comarcal único, que, independientemente del ser más o menos "exacto"

geográficamente - en una materia en que la exactitud había demostrado ser una quimera -,

representó un instrumento válido y efectivo, pese a las excepcionales circunstancias en las

cuales se encontró a ser utilizado.

y en segundo lugar, la actitud de la ponencia de PauVila, hizo que se concretara finalmente

el concepto de comarca asociándolo materialmente al de administración territorial,

322 Sobre la relación entre el gobierno de la Generalitat y la Ponencia, véase J. OUVERES: "Vigencia i realitat
de la divisió territorial" enAA.VV.: La &!ionaliJ:rpdó tUI tmiltiri Loo. ob.cit. pág.118.
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desacralizándolo, y transformándolo de referencia ideológica a instrumento político para la

afirmación de una administración de base nacional

Todas las propuestas y los estudios formulados en los cincuenta años siguientes323, ya sea

las que reivindicaron como viable la división republicana, ya sea las que abogaron para una

organización radicalmente diferente y incluso, en cierta forma, algunas medidas de la

administración franquista, hasta llegar a los proyectos presentados por los partidos

antifranquistas a principio de los años 80, encontraron en aquella división y en la actitud de

la Ponencia de 1931, puntos de referencia insustituibles.

Es evidente que sería incorrecto hablar de un debate político publico y abierto sobre los
, '

temas de la división territorial en la Catalunya de los años 40 y 50. Pero el debate continuó

en otras formas, sin llegar nunca a interrumpirse, en las instituciones académicas.

Ya en 1939, se creaba a Barcelona, al amparo del Institut Francés dirigido por Pierre

Deffontaine, el Cerck de Geográft, institución que constituyó un espacio de encuentro entre

viejos (y republicanos) y más jóvenes geógrafos catalanes. En esta iniciativa colaboraron

varios ex exponentes de la Ponencia del 1931, como Josep Iglésies y nuevos geógrafos

emergentes como Iluls Solé i Sabarís y Salvador Iladó. En 1943, Solé i Sabaris ganó la

cátedra de Geograffa Física a la Universitat de Barcelona y en tomo a él se empezó a

organizar un nuevo grupo de estudiosos, que a partir de 1945 comenzaron a trabajar al

amparo del Instituto de Geograffa Juan Sebastián Elcano de Madrid.

Este tímido pero significativo despertar del debate, hada que en 1947 la Societat Catalana de

Geografia volviera a la actividad y en 1950, el Centre d'Estudis Comarcals d'Igualada

organizaba a MartoreIl, con la intervención destacada de Josep Iglésies, la 1 Assembka

IntercomarcaJ de EsI1Idiosos. Pero de hecho, se trató de trabajos realizados al límite de la

clandestinidad.

Entre 1939 y 1959, pese a que pueda haber habido otras propuestas que no superaron la

difusión entre círculos estrictamente académicos, sólo se publicó un libro en el cual se

afrontaba directamente el terna de la división territorial y se formulaba una propuesta en

este sentido. Se trata del trabajo del geógrafo Pete Blasi, titulado Les tems catalanes, que fue

publicado en 1954324• El estudio recogía una propuesta de división territorial que difería

tanto de la división del 1936, como de otra elaborada por el mismo autor en 1935325•

323 Por una panorámica de! debate sobre la organización territorial de Catalunya durante e! franquismo, véase
e! estudio de Enric Lluch y Oriol Nel-lo que introduce la antología documental El tkbat tk la dMsi6 ttrritorial di

Catam'!Ya: ,dki6 d�sf¡¡dú. Propoms i do<1l11ll1WDiputació de Barcelona, Barcelona: 1984 .

.,. P. BLAS!: LIs Ú1TISl:t1ta1an1lAYMÁ, Barcelona: 1954
32S P. BLAS!: Gtografta ,¡'mental tIt Catam'!Yo Editora Pedagógica Associació Protectora de la Ensenyan�a
Catalana, Barcelona: 1935.
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Pero la reaparición de una cuestión comarcal importante y pendiente de resolución no tardó en

manifestarse. Y, paradójicamente, volverla de actualidad gracias a aquellas mismas

autoridades franquistas que negaron veinte años antes su existencia.

En 1956, como consecuencia de la promulgación de la Ley sobre Régimen del Suelo y

Ordenación Urbana, se encomendaba la redacción de unos Planos Urbanísticos

Provinciales. La Oficina de la Diputación encargada de redactar el Plan Provincial de

Barcelona había estado dirigida desde el 1948 por el arquitecto de Tarragona Manuel

Baldrich i Tibau y, a lo largo de los años, bajo su dirección habían trabajado un numeroso

grupo de técnicos en el cual se pueden encontrar varios profesionales que habían
, .

colaborado con los estudiosos de la Ponencia del 1931, como Puchades i Benito y Salvador

Llobet, El objetivo principal de Plan era conseguir "el equilibrado desarrollo de la

provincia", frenando el crecimiento de la ciudad de Barcelona y dispersando las actividades

económicas y la población en el resto del territorio. Como estrategia para conseguir este

objetivo, el Plan recomendaba la potenciación de toda una serie de núcleos urbanos, en

tomo a cada uno de los cuales hubiera tenido que gravitar una parte del territorio

provincial Estos núcleos urbanos resultaban ser las antiguas capitales de comarcas de la

división del 1936 y sus zonas de influencia coincidían con la extensión de las mismas. En el

Plan se hablaba sin más justificaciones de "comarcas naturales" y la misma Oficina

reutilizaría plenamente el concepto dos años más tarde al redactar, como instrumento de

actuación del Plan Provincial, los dos Planes Comarcales Sectoriales del Vallés Oriental y

delMaresme.

Entre finales de los años cincuenta, la cuestión de la división territorial empezaba a salir de

los reducidos circulas académicos para volver, todavía en una vertiente eminentemente

científico-divulgativa, al gran público, gracias á la iniciativa' de varías editoriales"6. En 1958

empezaba a publicarse en fascículos, la obra Geograjia de Calam'!YtF', directa por Lluís Solé

Sabaris, realizada por el mismo grupo de geógrafos que en los años 40 había reemprendido
la actividad científica en el Cercle de Geógraft del Institut Francés. En ella trabajaron, entre

otros,Josep Iglésies, Salvador Ilobet yVila iValentí.

En 1961, Pau Vila, volvía del exilio y aceptaba de entrar en el grupo redactor de la obra y

entre 1961 y 1974 salieron tres volúmenes que utilizaban en su descripción la división

comarcal de 1936 contribuyendo a difundirla entre la población.
En la segunda mitad de los años '60, Iglesies volvía a hacer pública su reflexión sobre la

natutaleza de la comarca publicando en la colección Quaderns de Cultura los dos

326Entre otras, las editoriales AYMA, Aedo. y Bruguera.
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volúmenes La rea/itat comarcal de Catalunya (A¡¡aig ¡obre el concepte de comarca)3111 y La dilJúió

comarcal catalanep9.

y en 1968, el editor Joan Ballester cumplía una condena de tres meses de cárcel por haber

publicado el mapa Pafios Catalans. Divirió Comarcal a escala 1:1,1,25 MJJO, firmada por el

cartógrafo Antoni Bescós y utilizada por varias entidades excursionistas, que reproducía la

división comarcal de 1936 aunque no la en veguer(es.
En el momento en que el debate sobre la división territorial parecía salir de las aulas

universitarias para volver a una reducida, pero ya más significativa parte de opinión

pública'", fueron las entidades económicas, sobre todo los bancos, a recuperar
,

masivamente la división del 1936 para llevar a cabo sus estudios ..

Se calcula332 que entre 1966 y 1971 se publicaron como mínimo una docena de trabajos,
dato que indica que se involucraron un gran número de profesionales. En todos estos

casos, así como había ocurrido por los trabajos geográficos de divulgación, se solía utilizar

la división comarcal y no la en vegueríes, prefiriendo a éstas en el caso de estudios relativos a

más comarcas, otros tipos de demarcaciones.

Los bancos utilizaron la división comarcal del 1936 para conocer mejor el terreno en que

operaban o querían penetrar, pero los resultados más inmediatos de estos estudios fueron

substancialmente otros. Por un lado, se contribuyó a difundir todavía más en la población
la división comarcal del 1936, Y por el otro, se abrió un debate sobre las desigualdades
económicas, sociales y demográficas interterritoriales entre las comarcas y sobre las

transformaciones ocurridas en los últimos treinta años.

El paso de la conciencia de las desigualdades a la formulación de estrategias de actuación

para su superación se produjo con claridad a principio de los años'70 y el debate entre las

diferentes opciones llegó a extremos de profunda intensidad.

Dos momentos parecen ser más conflictivos que otros. En 1970 se confrontaron una

hipótesis intervencionista, orientada a fomentar el máximo equilibrio económico territorial,

327 LL.SOLÉ i SABARÍS: GtouaJia '" CataÚlt!JtlAedo., Barcelona: 1958-1972.
3111 J. IGLÉSIES: La "alitat &Om_al '" CataÚl1!Ja (Atsaig sob" .1&ol1"PlI '" &omarra), Bruguera, Barcelona: 1966.
329 J. IGLÉSIES: La tlivisi6 &omarral&ofalana Bruguera, Barcelona: 1967.
330 A. BESCÓS: Pairos Catalatu. Divisió eomarr:ala tscah 1:1,1,25M, Barcelona: 1962.
331 La revistaS"", d'Orcomenta la aparición de la Geograña de Catalunya con tres artículos: "Estat actual del.
estudia geogrilics al Principat", de Maria de Bolós (julio de 1960, págs. 23-25); "El primer volwn de la

G.olí"fia '" CafaÚl1!Jd' de Enrie lluch (enero de 1964, págs. 23-25 Y febrero-mareo de 1964, págs. 29-31); Y
"Una obta fonrunental, la Geograña de Catalunya: una conversa amb el seu director, lluls Solé Sabarls" de

Joan Antón Benach (abril de 1969, págs. 37-40)
332 Véase F. ROCA: "Literatura económica 1960-1970: els econotnÍstes dintre del debat polític actual" en el
volumen colectivo dirigido por F. ARTAL: E&OlIomia trltica: finapmp.mlltl catalana Edicions 62, Barcelona: 1972
págs.315-334.
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sostenida sobre todo por]osep María Muntaner i Pascual"'; y otra opción, que consideraba

ya las desigualdades económicas territoriales como irreversibles y propugnaba una

intervención sobre las consecuencias sociales originadas por ellas, soportada sobre todo por

]osep Maria Carreras, Eugeni Giralt y Emest Uuch334• y en 1974, se abrió una profunda
discusión en consecuencia de la publicación del libro de]osep Miró, Emest Sena y Frederic

Miralles La Catalu1!Ja pobra. Introdllcció a IIna análisi territorial de la pobres;35. Respecto a la

polémica de cuatro años antes se puede apreciar un aproche decididamente más político,

que de a1gnna forma ya vislumbra y plantea opciones de cambio que se perciben como

realizables sino en un breve por lo menos en unmedio plazo.
La aparición del libro despertó críticas negativas y positivas en aquellas nuevas revistas

catalanas que empezaban a recoger los grandes debates que 'se plantearían durante la

transición y la división territorial volvía a ser un tema genuinamente político.
De hecho, ya había empezado a serlo en la práctica a partit de varios años antes. No sólo

muchos partidos y sindicados clandestinos utilizaron la división de 1936 como criterio de

organización territorial, sino que también la Asamblea de Catalunya, en el momento de su

creación, en 1971 se organizó sobre base comarcal y la Unió de Pagesos, incluso, además

de las comarcas, adoptó en sus estatutos las 1/IJgtleríes como ámbito de actuación.

A principio de los años 70, como subrayan Enric Uuch y Oriol Nel·lo "la idea que la

división territorial no era una materia neutra, sino que dependería de las opciones políticas

generales, se iba abriendo paso con fuerza".336 Consecuencia directa de esta circunstancia

fue la inclusión de la ordenación territorial en los trabajos del Congrés de Cultura Catalana.

El VIIIe Ambit del Congres de C1I1t1l1YJ Catalana, de Ordenació del Territori deis Paisos Cata/ans,

desarrolló sus trabajos entre el junio de 1976 y el septiembre de 1977. En el marco de la

iniciativa, se celebraron un gran número de asambleas locales, siete asambleas generales y
un acto de clausura. Se puede sin duda afirmar que la experiencia del VIIIe Ambit

representó un punto crucial para la divulgación de los estudios sobre la estructura del

espacio catalán y para sensibilizar la futura clase política y la opinión publica sobre la

importancia capital de cuestión territorial en la reconstrucción del país. Allí confluyeron
muchas de las inqnietudes y muchas de las expectativas que hasta aquel momento se habían

333 Véase J.M" MUNTANER i PASCUAL: Granollm ; ,1 Va/lis Orimtal Banco de Expansión Comercial,
Barcelona: 1967.
334 Véase E. GlRALT: EvolNdó dt 111 amI dt transit dtir f11IIo1mt'1 lit /{n,a a Úlla!tlt!Ja Banca Catalana, Barcelona:
1970; E. LLUCH; J.M" MUNTANER i PASCUAL: !JI Comatr¡1Iet lit Catafmr¡a Cercle d'Economia,
Barcelona: 1970; E. LLUCH: !JI tont,qlllndet t:rJmarralr litllllritm, a la COIta Brava Banca Catalana, Servei

d'Estudis, Barcelona: 1972.
335 J. MIRÓ; E. SENA Y F. MlRALLES: La Catafmr¡apobra. Introdu«ió a lInO anóliti tmitorial lit lapobma, Nova
Terra, Barcelona: 1974.
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manifestado casi exclusivamente en ámbito académico, y que ahora enlazaban con las

crecientes reivindicaciones políticas de corte territorial.

Las resoluciones finales del VIlIe Ambit postularon que la recuperación de la democracia y

de la autonomía tenía que representar la disolución de las estructuras provinciales y la

restauración provisional de la división del 1936 como pasos previos a una reordenación

territorial que se quería establecida por un futuro Parlament de Catalunya y basada sobre

cinco niveles: Generalitat, supercomarcal, comarcal, municipal, de barrio.

Pero citar sólo las conclusiones finales de aquella experiencia seria reducir un debate

participado y amplísimo en que se intentó, aunque reivindicando la experiencia comarcal
, .

republicana, repensar de nuevo el espacio catalán. El eje viario transversal; la relación entre

la conurbación metropolitana de Barcelona y el resto de Catalunya; las desigualdades
económicas y demográficas; las transformaciones urbanas; el rninifundismo municipal; la

construcción de mecanismos de participación de base territorial; el fenómeno

metropolitano no barcelonés; las especificidades de los territorios pirenaicos y de les Terres

de l'Ebre fueron sólo algunos de los temas que se abordaron.

Dentro de este amplio debate, una sesión específica, celebrada en el noviembre de 1976 en

la Seu d'Urgell337 se proponía de analizar la cuestión de la división territorial. Los títulos de

las tres ponencias presentadas "Questions sobre el per a que de una división territorial"

(Mar!tal Tarragó); "Que són i per a que les comarques" (Manuel Ribas i Piera); ''Incidencia

deis nous fets urbans i territorials en la divisió territorial del 1936" (Lluís Cantallops) dan

un poco la idea de la orientación de aquel encuentro.

Si bien se reivindicaba la vigencia de la división comarcal del 1936 como punto de partida,
se apuntaban todas las cuestiones candentes a la hora de perfilar una nueva, eficaz y válida
división territorial y se reinterpretaba con elasticidad y inteligencia aquel legado del pasado.
Como una inmensa Ponen&ia, el VIII¡ Ambit del Congrés de CultNra Catalana había sabido

proporcionar nuevas lecturas del hecho comarcal, transformando una reivindicación

tradicional del catalanismo y del antifranquismo en un instrumento político vivo, al servicio

de la reconstrucción del país. Se verá como la nueva clase política catalana será capaz de

utilizarlo.

336 E. LLUCH y O. NEL ·LO: El tkbat tk la dMsió tmifIJrial tk CataIu1!Ja: ,didó d�sfllt/i¡. propo.strs..•.ob.cit. pág.xL.
337 Las actas de la sesión han sido publicadas por en: P.RIERA (dir.): La nova divisió tmitmial tk CataÚl'!Ya
Universitat Autónoma de Barcelona. Departament de Geografia, Bellaterra: 1983.
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4.3 Marco legal y lucha política. La Ley de Diputaciones de 1980

La reivindicación de una nueva vertebración del territorio catalán, que superara el esquema

estado-provincias-municipios, habia encontrado su primer momento de cristalización

político-científica colectiva con los trabajos del VIlIe Ambit del Congrés de Cllltura Catalana.

En aquella sede, como se vio, se realizó una discusión amplia, abierta, que en el momento

en que reivindicaba la restauración provisional de las comarcas del 1936, barajaba, en un

plan todavía forzosamente hipotético, diferentes opciones de organización territorial.

La discusión será retomada con fuerza unos meses más tarde cuando, una vez celebradas
. .

las primeras elecciones democráticas, restaurada la Generalitat provisional y en pleno

proceso constituyente y estatutario, se iban a sentar las bases legales que posibilitarían la

nueva organización territorial.

Las fuerzas políticas catalanas antifranquistas optaron entonces para posponer la discusión

sobre las diferencias entre sus respectivos proyectos, y para formular una estrategia común

que pudiera guiar su actuación durante la negociación tanto de la Constitución como del

Estatut.

Dicha estrategia se basaba sobre tres pilares fundamentales: la desaparición de las

provincias (con la consecuente desaparición de los Gobiernos Civiles); la restauración de

las comarcas como entes locales supramunicipales; y la reivindicación que la organización
del conjunto del territorio catalán se estructutata imperativamente y exclusivamente a partir
de una ley del futuro Parlament de Catalunya.
Pese a que, con la excepción de AP y VCD, los partidos políticos catalanes mantuvieron

una sólida unidad en tomo a estas tres reivindicaciones, ninguna de ella pudo finalmente

hacerse realidad. Los artículos 137 y 141 de la Constitución Española de 1978 perpetuaban
definitivamente el doble papel de las provincias que seguirían siendo tanto demarcaciones

para la actuación del estado en el territorio, como entes locales con personalidad y

atribuciones propias.
La carta magna afirmaba definitivamente que "el estado se organiza territorialmente en

municipios, en provincias y en las CA que se constituyan" (art.137 CE) y que "(la provincia
es N.d.R.) una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la

agrupación de municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del

estado"(art. 141 CE). El art.149.1.18 CE establecía que entre las competencias exclusivas

del estado figurara también la redacción de las normas de ''bases de régimen de las

administraciones públicas", es decir también de las administraciones locales. No obstante la

213



presencia de dos ponentes catalanes procedentes de fuerzas decididamente antifranquistas

(Miquel Roca y ]ordi Solé Tura) entre los redactores del. texto constitucional, en la

adopción de estas tres normas había influido inexorablemente el peso parlamentario de

VCD en el ámbito estatal y una cierta cultura jacobina indudablemente presente en las filas

de los socialistas españoles.
La aprobación de estas tres previsiones normativas, en un primer momento no pareció
cambiar sensiblemente la determinación de las fuerzas catalanas.

En el proyecto de estatuto aprobado por los parlamentarios del. principado, sin embargo,

permanecía intacta la orientación expresada durante la negociación del texto constitucional:
, .

la administración de la Generalitat se estructuraría territorialmente en municipios en

comarcas y la organización territorial se realizaría exclusivamente a través de una ley del

nuevo Parlament de Catalunya338. Como ya se apuntó anteriormente en este trabajo, tanto

el arto 5 como el art.9 - relativos a la organización territorial -, saldrán parcialmente pero

profundamente modificados por la aprobación de las normas constitucionales y, en un

segundo momento por la negociación del estatuto con el Gobierno. Si según el art.5 EAC

la Generalitat seguiría organizándose territorialmente en municipios y comarcas, que traían

su posibilidad de existencia de los artículos. 141.3 y 152.3 CE339, un párrafo querido

expresamente por la presidencia del gobierno central, especificaba que la nueva

organización territorial se realizaría "sin perjuicio de la organización provincial":WO. El
art.9.8, finalmente, establecía que la Generalitat tendria competencia exclusiva en materia

de régimen local "sin perjuicio de lo establecido en el número 18 del apartado 1 del artículo

149 de la Constitución" esto es, que la nueva legislación aprobada por el Parlament de

Catalunya en materia de organización territorial y gobierno local tendria que seguir las

directrices contenidas en una leymarco estatal

De hecho se trató de una verdadera derrota para las tesis sostenidas por la mayorla de las

fuerzas políticas catalanas. Pese a que la transacción final sobre este tema permitió la

aprobación sin modificaciones de un importante número de artículos del proyecto de Sau,

es indudable que representó un primero y significativo frenazo al desarrollo de una

autonomía que se queria rápida y profunda y comportó un general rebajamiento del

conjunto de las aspiraciones catalanas.

338 El proyecto de estatuto aprobado por los parlamenllU:ios camiones es posible consultarlo en J.
SOBREQUÉS i CALLICÓ: L 'Eslalllt d�tonomla di CataIN'!7a vol m Edicions 62, Barcelona 1982.
339 El punto 3 del articulo 141 establece que "Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la

provincia" y el punto 3 del articulo 152 que ''Mediante la agrupación de municipios litnítrofes, los Estatutos

podrán establecer circwtscripciones territoriales propias que gozaran de plena personalidad jurídica".
,.., Art.5.4 del Estatue d'Autonomia de Camlunya de 1979.
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En todo caso, la substancial unidad del núcleo duro y electoralmente más consistente de

las fuerzas políticas catalanas (y en especial modo de CiU, PSC y PSUC) en el momento

constituyente de la autonomía, de la cual la defensa de la desaparición del ente provincial y
del derecho de la Generalitat a organizarse territorialmente en plena autonomía representó
una vertiente significativa, era destinada a seguir prácticamente intacta por lo menos a lo

largo de la primera legislatura. Esta circunstancia no tardó mucho en producir sus frutos.
No obstante, en efecto, tanto la letra constitucional como el Estatut hacían objetivamente
dificil una resolución rápida de la cuestión territorial, todos los partidos catalanes (con la

constante excepción de UCD-CC y AP), incluyeron en sus pro¡¡r�s para las primeras
elecciones al Parlarnent de Catalunya la superación del ente provincial y la estructuración

del territorio en comarcas'", a demostrar que no obstante la cuestión se había querido
cerrar, por lo menos legalmente, con la aprobación del estatuto en 1979, quedaba una

cuestión política importante todavía pendiente.
]ordi Pujo!, el 22 de abril de 1980 en su discurso de investidura como President, recordaba

la importancia de que una nueva ley de ordenación territorial de Catalunya permitiera hacer

desaparecer las actuales Diputaciones y hablaba de la necesidad "urgente" de una nueva ley
de régimen local catalana que supiera adecuar la vida municipal a la nueva realidad

comarcal. Y, para ser todavía más concreto y despejar cualquier duda sobre las intenciones

del nuevo gobierno, manifestaba que el nuevo ejecutivo en general, daba por válida la

división territorial de 1936.342

Las palabras de Pujol parecían expresar un sentir compartido por la mayoría de las fuerZas

políticas catalanas y no se quedaron letra muerta:
En el mayo de 1980 la Generalítat empezaba a discutir un importante un grupo de decretos

relativos al traspaso de competencias de las Diputaciones a la Generalítat y el 12 de junio
los diputados comunistas ]ordi Borja y loan Alernany presentaban en el Parlarnent una

moción a favor de la desaparición del ente provincial y de la creación de una comisión de

estudio sobre la nueva organización territorial de Catalunya343. El mismo día, el PSC

presentaba una proposición de ley que planteaba la urgencia de los traspasos de todos los

servicios y recursos de las Diputaciones a la Generalitat""'.

'" Véase los programas electorales "Aixequem Caa.lunya" de CiU; ''Programa de Govern de Esquerra
Republicana de Caa.lunya" de ERC; ''En el Parlament el pueblo ba de ser mayoría y gobernar" del PSUC; y
"Pro� de gobierno socialista para la Caa.lunya nueva" del PSC. Archivo CEHI-PAVEllÓ DE LA

REPUBLICA, BARCELONA: carp.78.224, 78.223 y 78.241.
'" VéaseAVUI, 23 de abril de 1980.
34' La tnoción fue finalrnente rechazada con 64 votos en contra (CiU; ERC; Ce-UCD); 24 a favor (psue más
los dos independientes Portabella y Benet) y 33 abstenciones (pSC y PSA). Véase AVUI, 13 de junio de 1980.

"'Ibidem
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El 17 de diciembre de 1980, el Parlament de Catalunya, aprobaba finalmente la Ley de

Transferencia Urgente y Plena de las Diputaciones a la Generalitat, que ordenaba e! vaciado

de las competencias provinciales a favor de la Generalitat.

La Ley de Diputaciones, como pronto fue bautizada por la prensa, no perseguia la

desaparición directa de las provincias, sino que permitia su existencia como ámbitos de

actuación territorial de! estado en Catalunya y como demarcaciones electorales, pero al

quitarle todas sus competencias negaba implícitamente su legitimidad como entes

autónomos de carácter territorial34S•

La norma se basaba, desde un punto de vista legal, sobre interpreta,ción particularmente
�� .

extensiva de la letra constitucional y estatutaria (art.5 y 9 EAC) y sobre e! precedente

legislativo de! Decreto 2115/1978, adoptado todavia en régimen pre-autonómico, que

había transferido a la Generalitat todas las competencias de las cuatro Diputaciones en

materia de redacción de Planes de Obras y Servicios.

E! texto había sido votado integralmente por CiU y PSC. E! PSUC había votado en contra

de algunos artículos, en la convicción de que se tuviera que otorgar al Parlament un mayor

protagonismo en e! proceso de traspaso de las competencias provinciales - e! texto

aprobado, en este sentido, preveía que fuera la Generalitat a ordenar e! traspaso de las

competencias - y, sobre todo que fuera imprescindible completar la tarea de organización
territorial y aprobar contextualmente una ley comarcal. ERC había votado en contra a la

totalidad de! proyecto por considerar que e! texto aprobado había resultado finalmente

demasiado tímido, puesto que, aunque sólo como demarcación territorial, las provincias

seguirían existiendo en Catalunya.346 Finalmente UCD-CC había votado en contra por

revisar en la ley caracteres de inconstitucionalidad.

Si se mira al conjunto de las fuerzas políticas catalanas, exceptuando UCD-CC, pese a las

significativas diferencias de matices respecto al abasto que e! texto legislativo hubiera

tenido que tener (que desembocaron, en e! caso de ERC, incluso en un voto contrario),
resulta claro que aquellas mismas fuerzas que habían sido protagonistas de la aprobación

34S En el preámbulo de la ley se puede leer: ''El manteniment de les funcions actuals de les Diputacions
provincials és un obstacle a la nova ordenaci6 tettitorial catalana que el Parlament de Camlunya bauri
d'establir tot basant-se en l'enfortiment de la vida municipal, la institucioealitaacié administrativa de
les comarques i l'establirnent d'entitats supracomarcals que s'adaptin millor que les províncies a les necessitats
de la societat catalana actual. Assolir aquest objectiu significara una transformaci6 profunda de
l'Administraci6 Local de Camlunya, l'etapa previa i necessiriarnent provisional de la qua! ba d'ésser,
evidentrnent, la transferencia a la Generalitat, por part de les Diputacions, de les competéncies i els serveis
que els s6n propis, fent-les desapareixer i prenent les disposicions necessáries perqué aixo no disminueixi
la participaci6 deis ens locals en les decisions administratives de la Generalitat.". Ley 6/1980, de 17 de

diciembre, preámbulo.
.... Véase, en ese sentido, las declaraciones de los dirigentes de Esquerra Republicana en AVUI, 6 de
diciembre de 1980.
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del Estatut el año anterior y que seguían siendo electoralmente mayoritarias en el país,
coincidían en reconocer que era necesario retomar lo más rápidamente posible la iniciativa

respecto a la "derrota" representada por la aprobación de los artículos 137, 141 Y 149.1.18
.

de la CE y por las mermas que, en esta materia, había subido el texto estatutario.

La L!Ji de Diputaciones, sin embargo, tuvo vida muy breve. Poco después de su aprobación el

gobierno central recurrió delante del Tribunal Constitucional'", y el 28 de julio de 1981

llegaba la sentencia que declaró inconstitucionales algunos de sus importantes artículos"'.

1, 2, 3 Y 9, así como las Disposición Transitoria 1 y la Disposición Final Il, La sentencia

invalidaba la norma sobre la base de dos argumentaciones.
En primer lugar, hacia referencia al art.l40 CE, que instituye.el principio de autonomía

local. Pese a que en el texto de la carta magna no existe una atribución de explicita de las

competencias a los entes locales, tal principio se tenía que considerar --en opinión del

máximo tribunal- como inherente y consustancial a la forma de estado, y que

consecuentemente, correspondía al estado y no a las comunidades la configuración de los

criterios generales básicos, válidos para todo el territorio, de aplicación de tal principio. En

otras palabras, la sentencia establecia que tendría que ser obligatoriamente una ley de rango
estatal a especificar las competencias mínimas otorgadas a los entes locales reconocidos en

la Constitución, esto es, el municipio y la provincia.349
y en segundo lugar, haciendo referencia al art,141 CE, pese a que la sentencia reconociera

que la potestad legislativa de la cual disponían algunas comunidades -y entre ellas,

Catalunya- podría legítimamente llevar a una diferenciación de la organización territorial

entre las diferentes zonas del estado, esta circunstancia no podía implicar la desaparición
del ente provincial3so•

347 En la decisión del Gobierno central de recurrir la Ley pesó decididamente la opinión del entonces ministro
de Administración Territorial Rodolfo Martín Villa, que meses más tarde fue uno de los principales
impulsores de los Pactos Autonómicos del verano de 1981. Véase AVV1 31 de julio de 1981 y R.MARTÍN
VILLA:Alsrrvirio d,1Edado Planeta, Barcelona: 1985 págs. 204 Y ss,

3<8 En concreto, los artículos 1,2,3 Y 9, así como las Disposición Transitoria 1 y la Disposición Final rr.
349 Según la letra de la sentencia: "Como titulares de un derecho a la autononúa constitucionalmente

gsrantizada, las comunidades locales no pueden ser dejadas en lo que toca a la definición de sus competencias
y la configuración de sus órgsnos de gobierno a la interpretación que cada Comunidad Autónoma pueda
hacer de este derecho (oo.). La garantía constitucional es de carácter general y configuradora de un modelo de

Estado, y ello conduce, como consecuencia obligada, a entender que corresponde al mismo la fijación de los

criterios básicos en materia de organización y competencia de general aplicación en todo el Estado". STC

32/1981, de 28 de julio.
350 Según la letra de la sentencia: "Estos procesos de cambio que la propia Constitución impone o posibilita y
que tnanifiestamente han de conducir a una estructura diferenciada, no pueden llevar, sin embargo, a menos
que la Constitución sea modificada, a una desaparición de la provincia como entidad dotada de autonomía

para la gestión de sus intereses". STC 32/1981, de 28 de julio.
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Entre la aprobación de la ley y la pronunciación del máximo tribunal habían pasado pocos

meses, pero se habían producido hechos de extraordinaria trascendencia, que habían

contribuido a cambiar bruscamente el clima político.
El 23 de febrero de 198i, un grupo de Guardias Civiles entró en las Cortes armas en puño,

poniendo en peligro la ya delicada salud del proceso de transformación democrática y

autonomista del estado español. La amenaza había estado neutralizada pero sus

consecuencias, sobre todo en materia autonómica, 0J eso se hará patente a partir de los

pactos autonómicos UCD-PSOE del verano de 1981), representaron un ulterior y más

decisivo freno a la transformación del estado, del cual la l..1J 1e Diputaciones había
,

representado un quizás menor pero significativo episodio.
Se había tratado de una ley forzosamente pero conscientemente redactada sobre el filo de la

inconstitucionalidad, que sólo hubiera podido prosperar en un contexto de consenso

político respecto a la necesidad de realizar una lectura amplía y autonomista de la

Constitución. Consecuentemente, en un momento de clara regresión autonómica, - cuyo

punto álgido fue representado pocos meses más tarde por la aprobación de la LOAPA-,

no tendría ninguna posibilidad de supervivencia.
El "alto" representado por la sentencia produjo, como es natural, sus consecuencias en la

actividad parlamentaria catalana respecto a este tema. Una ponencia unitaria, que en

febrero de 1981 había recibido el encargo de redactar un borrador para la discusión de una

ley de organización territorial, ya en verano del mismo año prácticamente había paralizado
sus trabajos.
Sólo un año más tarde la cuestión volvió a presentarse en aula, cuando en septiembre de

1982 en e! Parlament todos los grupos pidieron conocer las posiciones. del Consell

Executiu respecto a la organización territorial.

La petición de la Cámara fue satisfecha sólo en e! diciembre de! mismo año cuando el

Govern hizo público e! documento "Criteris Básica sobre la organització Comarcal de la

Genetalitat de Catalunya".351
La comarca, según e! ejecutivo catalán, no seria ya, como fue en época republicana, una

demarcación para la descentralización de la administración de la Generalitat sino un ente

local de segundo grado destinado a la prestación de algunos servicios de carácter

supramunicipal. Se rechazaba la hipótesis de la comarca como un ente local de

representación política directa con la función de hacer realidad los deseos y las instancias

genéricas de la población. En opinión del Govern, puesto que las Diputaciones seguitían
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existiendo, la creación de un nuevo ente local con una aspiración política "generalista"
hubiera podido crear una verdadera competición entre municipios, comarcas y diputaciones
con la consiguiente paralización de la administración catalana. Las comarcas serían regidas

por unas Juntas Comarcales, elegidas según una fórmula proporcional entre los concejales
municipales y la dirección administrativa de los nuevos entes iría a cargo de un gerente. En

el documento aparecía ya una primera lista de competencías que se asignarían a los nuevos

entes comarcales, divididas en dos grandes clases: exclusivas y compartidas (con los

municipios, con las Diputaciones y con la Generalitat).
Entre las exclusivas se podían encontrar la daboración, la aprobación y la gestión de los

, l

Planes de abasto supramunicipal; las infrastructuras de carácter supermunicipal y la policía
rural. Entre las compartidas figuraban competencias de carácter fundamentalmente

provincial como ferias y mercados; fomento del turismo y sobre todo asistencia económica

y jurídica a los municipios.
Finalmente, sobre la cuestión de la financiación, el documento ponía el dedo en la llaga al

afirmar que "sin una adecuada financiación no se puede pretender que una nueva unidad

administrativa responda a las esperanzas que se puedan haber depositado en ella, (oo.) Sin

medios financieros, los entes no superan la naturaleza de ornamentos del organigrama

público, no sólo inútiles sino incluso perjudiciales, porqué sin hacer nada, ocupan un

espacio y unas competencias que otros podrían gestionar con más eficacia. Dicho en otras

palabras: si no existe una voluntad política y una articulación legal para dotar las comarcas

de los recursos necesarios, más vale no crearlas y dejar las cosas como estaban,,'52.

El documento del Consell Executiu, parece interesar más por el valor reivindicativo en

mérito a las dificultades en que se encontraba el progreso de la nueva organización

territorial, que poi definir una concreta propuesta. Si bien es verdad que se adelantaban en

ello algunos ternas que resultarán centrales en la concepción de la coalición mayoritaria

respecto a la organización territorial en general y a la naturaleza del ente comarcal, éstos

parecen ser más una contribución a la reconstrucción de un debate, que una opción
definitiva.

"1 El documento es posible consultarlo en E. LLUCH y O. NEL 'LO: El tÚbat tÚ la diviJió...ob.cit. pp.1394-
1430.
", "Sense un aclequat finaneament no es pot pretendre que una nova unitat aclnúnisttativa respongui a les

esperances que s'hi puguio haver posat, Sense mitjans pressupostaris, les entitats no passen de ser mers

guamiments de l'organigrama públic, no soIs inútils sinó adhuc perjudicials, perqué, eense fer res, ocupen un
espai i unes competéncies que un! altres ens podrien gestionar amb Inés eficacia. Dit amb uns alttes mots: si
no hi ha una voluntat política i una articulació legal per dotar les comarques deis recursos necessaris, val més
no crear-les i deixar les coses com estaven". En: E. LLUCH y O. NEL ·LO: El tÚbat tÚ la di.isió... ob.cit.

p.1418.
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Después de la presentación del documento, la discusión se reemprendió en sede

parlamentaria en la ponencia conjunta, valiéndose también de un importante debate que en

la prensa y en sede académica no se había interrumpido.
Pero progresivamente el trabajo de la ponencia acabó transformándose en una especie de

ejercicio teórico, sin ninguna consecuencia política. Finalmente ésta se acabará disolviendo

en 1984 junto con la Cámara sin haber podido ni siquiera redactar un documento

definitivo.

Si a principio de los años '80, pese al choc que había representado la anulación de la L:Y de

Diputaciones, la cuestión de la organización territorial había parecido percibirse, no sólo por
, '

las fuerzas políticas sino también por amplios sectores de la opinión pública y académica,

todavía como una cuestión compartida y urgente, como en definitiva, la realización de una

parte imprescindible de la tarea unitaria realizada en sede estatutaria, sólo unos años más

tarde generaría conflictos insuperables.
La situación política de 1985, cuando después de la aprobación por parte del gobierno
central socialista de una nueva Ley de Bases de Régimen Local, el Parlament se dispuso a

reemprender la discusión sobre la organización territorial de Catalunya, ve actores y

relaciones de fuerzas totalmente distintas.

Entre 1980 y 1985 los tres grandes partidos protagonistas del esfuerzo unitario que había

llevado a la aprobación del estatuto y en buena medida a la aprobación de la Ley de

Diputaciones habían sufrido cambios profundos. El PSUC, había padecido las

consecuencias de la verdadera implosión representada por su V congreso, en 1981, y había

visto profundamente reducido su peso electoral y parlamentario.
CiU, rescindidos los vinculos que la habían ligado en una primera fase a PSC y PSUC en el

gobierno de muchas ciudades catalanas, se había desplazado hacia posiciones más

moderadas, había ganado los comicios autonómicos de 1984 con mayoría absoluta y

acabaría llevando a cabo una cierta política de identificación exclusiva entre la coalición y

sus dirigentes más destacados y las instituciones autonómicas y, en definitiva, el país.
El PSC, finalmente, había vivido (y seguiría viviendo durante muchos años) las secuelas de

su inhibición en la cuestión de la LOAPA cuando había demostrado una reducida

capacidad de actuación autónoma respecto al PSOE Y consecuentemente cambiado

sensiblemente en el imaginario colectivo del electorado su imagen de partido izquierdista y

nacional
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Los únicos resultados concretos que la primera legislatura catalana consiguió en materia de

ordenación territorial fueron las dos leyes de Política Territorial y de Alta Muntanyam,
ambas aprobadas en 1983 por amplia mayoría. La primera tema como objeto los

mecanismos que regulan los procesos de redacción y aprobación del Plan Territorial

General de Catalunya y de los planes sectoriales y adoptaba explícitamente en sus

disposiciones'f la división comarcal de 1936. Y la segunda creaba Consejos Comarcales

para las zonas del pirineo leridano. Las comarcas de montaña eran concebidas no como

estructuras periféricas de la administración de la Generalitat, sino como verdaderos entes

locales de segundo grado, integrados por varias poblaciones de una zona y diputados a la
. .

prestación de aquellos servicios que los municipios por si solos no eran en grado de

proporcionar. Si bien sobre todo la L1ei d'Alta Muntanya representó un precedente

importante en el debate que unos años más tarde se desatará sobre la naturaleza y las

funciones de las futuras comarcas, se trató en todo caso de una ley que abordaba un

problema especifico y limitado y que a aquel problema concreto proporcionaba una

solución. De hecho, ni en el momento de su aprobación se le consideró como un ensayo

geneta! de una próxima ordenación territorial

La sensible disminución de la tensión y de la atención de la opinión pública respecto a la

cuestión territorial (que se tiene que insertar en una más generalizada desafección ciudadana

respecto a la política), y la definitiva estabilización del cuadro político catalán sobre un

esquema substancia1mente bipartidista, caracterizado por una fricción constante entre la

sólida mayoría socialista en los grandes ayuntamientos y el creciente protagonismo de CiU

al frente de la administración autonómica, hizo que, progresivamente, la cuestión de la

organización territorial pasara a sermateria de confrontación partidista.
En enero de 1986, los diputados de CiU empezaron los trámites para una iniciativa

legislativa conjunta de todos los grupos parlamentarios para dar finalmente a Catalunya

después de seis años de vigencia del Estatuto de Autonomía su propia organización
territorial Pronto se vio que en tomo a esta cuestión se determinaría posiblemente la

fractura más profunda y todavía pendiente de sutura que se haya producido en la historia

del sistema político catalán del postfranquismo.

ID Llei 23/1983, de 21 de noviembre, de Polltica Tertitorial. DOGC núm. 385, de 30 de noviembre de 1983 y
Llei 2/1983, de 9 de marzo, d'A1ta Muntanya. DOGC núm. 312, de 16 de marzo de 1983.
3S4 Concretamente, la Disposición Transitoria.
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4.4 Las posiciones de los partidos respecto a la cuestión territorial La propuesta de

la Provincia Única.

Al momento de la segunda investidura del President Pujol en 1984, cinco años después de

la aprobación del estatuto de autononúa, la situación administrativa del territorio catalán

presentaba todavía un alto grado de fragmentación y precariedad.
A parte de la Generalitat de Catalunya, del Estado y de las instituciones comarcales creadas

por la LIei d'Alta Munta'!Ya, otras tres administraciones coexistían en el gobierno del

territorio catalán.

En primer lugar, las cuatro diputaciones provinciales que, despu�s de la STC del julio de

1981 habían acabado continuando a ejercer buena parte de sus competencias pre­

estatutarias.

En segundo lugar, los municipios, que veían todavía irresuelta la paradoja de haber

constituido ya a partir de 1979 la primera instancia democrática y prestadora de servicios a

la ciudadanía y, a la vez de carecer todavía de una normativa general en línea con los

preceptos democráticos de la Constitución de 1978, ya que seguía vígente la ley de Régimen
Local de 1955. La mayoria de los ayuntamientos catalanes, y en especial modo los de

grandes dimensiones, generalmente gobernados por fuerzas progresistas, habían

solucionado la paradoja "sobre la marcha" consolidando una práctica de fuerte intervención

orientada a la prestación de varios e importantes servicios públicos pero, pese a la

relevancia y a la extensión asumida por este fenómeno, pero no se podía hablar de un

fenómeno homogéneo, sino más bien del resultado, inevítablemente desigual, de una

voluntad política.
Y, finalmente, la Corporación Metropolitana de 'Barcelona, un ente que agrupaba el

Ayuntamiento de Barcelona y 27 municipios de su entomo metropolitano. La CMB, había

sido creada a finales del franquismo como un organismo mixto (Estado-ayuntamientos)
con el objetivo de proporcionar instrumentos para la regulación del crecimiento urbanistico

de la metrópolis barcelonesa. Después de las primeras elecciones municipales democráticas,

y paralelamente a la transformación vivida por los ayuntamientos, había cambiado

parcialmente su estructura y ampliado su esfera de actuación llegando a prestar
directamente toda una serie de importantes servicios a la ciudadanía.

Mirando los programas electorales para las elecciones autonótuicas de 1984 de todos los

partidos, la conciencia de que la situación de falta de seguridad normativa, fragmentación y
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superposición administrativa fuera intolerable parece extremadamente compartida355• Las

fuerzas políticas catalanas en su totalidad volvían a afirmar, cuatro años después de la

anulación de la Ley de Diputaciones, que era absolutamente necesario que el Parlament, así

como preveía el Estatut, aprobara un nuevo sistema de organización territorial para

Catalunya.
A principio de 1985, los certeros rumores de que el gobierno socialista aprobaría pronto

una nueva Ley de Bases de Régimen Local que sustituyera la del 1955 proporcionaron las

condiciones concretas para que el gobierno catalán, y con el todas las fuerzas políticas,
empezaran concretamente a reemprender la discusión.

Pese a que la coalición mayoritaria ya a partir del verano de 1984 había impulsado
conversaciones estables con los otros partidos respecto al tema, no fue el ejecutivo catalán

quien tomó la iniciativa.

El PSUC, a principio de 1985, retomando las líneas contenidas en su programa electoral

para las autonómicas de 1984, presentó públicamente'" toda una serie de propuestas,
encentradas sobre la idea constituir Catalunya como comunidad autónoma uniprovincial.
Esto - en opinión de los representantes comuuistas - habría permitido la definitiva

trasferencia de todas las competencias de las cuatro provincias a la administración de la

Generalitat, la desaparición de los gobernadores civiles y la confluencia de sus atribuciones

en una única figura para todo el territorio, el Delegado del Gobierno. Al mismo tiempo,
facilitaria una nueva división territorial libre de los condicionamientos impuestos por la

existencia del ente provincial. Respecto a las caracterlsticas de dicha división, el PSUC

planteaba la oportunidad de descentralizar y desconcentrar el futuro poder de una

Generalitat órgano de gobierno de una Catalunya uniprovincial, a través de la constitución

de siete regiones, o vegumes, en las cuales tendrían que ser representados todos los

departamentos de la administración autonómica. Cuanto a la cuestión comarcal, en opinión
de los comuuistas catalanes, las comarcas tendrían que representar un ente local

estrechamente relacionado con los municipios y al servicio de éstos, con la función de

racionalizar la administración primaria y de contribuir a solucionar el problema del

atomismo del mapa municipal catalán. El razonamiento del PSUC, que fue influido de

manera determinante por el trabajo llevado a cabo por un grupo de geógrafos encabezado

355 Véase PSUC: Programa tÚ go".", 1984; CiU: 1984-1988 1111 programajIIralfotur tÚ Catalll1!Ja; PSC: Programa d.
gob;,mo; ERC: Prof,IWJIa tÚ go""" tÚ Ef'illtrrrJ Rlpllblitana tÚ CataÚl1!Jtl y AP: LA protJmidad tÚ Cata/uña. Archivo

CEHI-PAVELLO DE LA REPÚBLICA, BARCELONA: catp.78.241, 78.223, 78.224, Y 73.3.
3S6 Véase TrrbaU, 23 de febrero de 1985.
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por Lluís Casassas a principio de los años '80357, descansaba sobre la constatación de que el

territorio podía ser interpretado como el conjunto de las unidades territoriales en que los

ciudadanos realizaban diariamente sus actividades y que comprendían a menudo más de un

municipio. Las nuevas comarcas, que redactarían y aprobarían unos estatutos en los cua!es

figurarían las competencias de las cuales dispondrían, se constituirían en tomo a un polo de

atracción urbano, y personificarían entonces el ente loca! diputado a representar

democráticamente y administrar dichas unidades. Pese a que en el citado estudio de

Casassas tomaban el nombre de "municipalíes" (a subrayar su carácter de srpermunicipios) el

PSUC adoptaba, reinterpretándolo, el nombre de comarcas para estas nuevas unidades
, '

administrativas. Respecto a la extensión y consecuentemente a! número de ellas, los

comunistas, pese a que en un segundo momento aceptarían la división comarca! de 1936,

descartaban de entrada la idea de una confección a Priori del mapa comarcal, en la

convicción que se tuviera que dejar en el proceso de "comarcalización" del territorio todo

el protagonismo a las instituciones municipales. Las nuevas comarcas, se constituirían, en

esta óptica, sobre la base de una explicita manifestación de voluntad de asociarse de los

ayuntamientos implicados.

Finaltnente, la propuesta del PSUC hacía una especial referencia a la cuestión

metropolitana de Barcelona. Pese a que en el documento se recomendara la supresión la

CMB, no se expresaban indicaciones concretas, sólo se apelaba a la necesidad de formular

propuestas que realizaran, dentro de la antigua Regió 1 un equilibrio entre las distintas

unidades y Barcelona. Por otra parte, el texto reclamaba una actualización de la

delimitación de la antigua Regió 1 y formulaba un ofrecimiento para un tratamiento especial
de las poblaciones que quedaban fuera del área metropolitana358•
Después de la anulación de la LOAPA en agosto de 1983 y en víspera de la aprobación de

la nueva Ley de Bases de Régimen Local, las propuestas comunistas representaron a la vez

un intento de abordar desde una perspectiva nueva la cuestión territorial en su conjunto y
también de reconstruir un terreno común para un debate colectivo de las fuerzas políticas
catalanas.

Por un lado, el PSUC introducía elementos significativos de debate, a! reivindicar la

viabilidad y la necesidad de la descentralización a través de las wgueries y a! plantear una
nueva propuesta comarca! que reinterpretara una reivindicación histórica según criterios de

funcionalidad y democracia. Y, por el otro, lanzando la propuesta de la Provincia Única y

357 Véase LL. CASASSAS i SIMÓ (et al): L'OtgatÜl:{fláó lmiIorial '" Cata/¡¡'!la Fundació Jaume Bofill,
Barcelona: 1981.
353 Véase T,.ball23 de febrero de 1985.
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demostrando una cierta determinación en quererla nevar adelante35', obligaba todos los

partidos a pronunciarse sobre la cuestión de la superación del ente provincial, que, como se

vio, había sido históricamente compartida por las fuerzas mayoritarias en el escenario

político catalán.

El PSUC retomaba el espíritu constif1!Jlente del principio de los años '80 tratando asumir las

nuevas circunstancias históricas y intentando conyugar ambición y realismo.

Puesto que la sentencia de julio de 1981 había definitivamente establecido la imposibilidad
de suprimir directamente el ente provincial y puesto que una ley. de régimen local catalana

hubiera tenido que tener en cuenta una ley marco estatal �ue \
estaba a punto de

promulgarse y no parecía ofrecer interpretaciones respecto .a la pervivencia del ente

provincial diferentes a las que había hecho el Tribunal Constitucional cuatro años antes, la

única solución que quedaba era la evitar el obstáculo representado por el pronunciamiento
de la alta corte. Esto es, transformar el conjunto de Catalunya en una única, grande

provincia de manera que sus estructuras coincidieran con las de la Generalitat. Esto habría

implicado la obtención de un enorme y dificil consenso en las Cortes en tomo a la

propuesta.

Las razones esgrimidas por el PSUC partían de la constatación que la mayoría de las

competencias todavía provinciales era ya de competencia de la Generalitat y la constitución

de una provincia única, a parte de dar satisfacción a la histórica aspiración catalana de

desaparición de las diputaciones provinciales y eliminación de los gobiernos civiles, hubiera

disminuido los costes y favorecido un proceso de transferencia ya previsto por la

Constitución y el Estatut.

La propuesta comunista, que pronto recibiría el consenso de ERC, ponía sobre la mesa la

posibilidad de volver a reemprender el discurso allí donde la sentencia del TC de julio de

1981 lo había interrumpido, es decir a partir del consenso sobre la superación del ente

provincial.
No se puede pensar que los dirigentes comunistas ignorasen la distancia política, además de

temporal, que separaba 1981 de 1985. Parece más verosímil pensar que fue una

concienzuda elección politica orientada a crear las condiciones para un debate en que CiU y

PSC se vieran casi forzadas, a menos de abjurar una reivindicación ttadicional de ambas

fuerzas políticas, a encontrar motivos de entendimientos.

35. El PSUC presentó una proposición de ley en ese sentido en el ParIament en marzo de 1985. BOPC

nÚtn.48,4 de marzo de 1985, págs 2141 Y ss.
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En realidad los dos mayores grupos políticos del país ya a partir de 1984 habían vuelto a

tener conversaciones más o menos formales sobre el tema de la organización territorial,

aunque éstas no habían dado resultados concretos.

El silencio oficial de PSC y CiU respecto a la cuestión, fue roto en el verano de 1985,

cuando el Conseller de Govemació Macia Alavedra, en ocasión de una intervención en la

Universitat Catalana d'Estiu de Prada anunciaba públicamente las convicciones del

ejecutivo catalán con respecto al terna.

El Govern hacía saber que apostaba para la aprobación de un solo texto que regulara

conjuntamente la ordenación territorial y la organización del gobierno local y que el futuro
, '

"texto único", sería discutido y aprobado por una ponencía conjunta en la cual serían

representados todos los grupos políticos360• Alavedra anticipaba también en aquella sede la

existencia de un borrador preparado por el ejecutivo que sería el documento sobre el cual la

futura ponencía trabajaría.
Los contenidos del borrador demostraban un cierto pragmatismo y parecían reflejar con

exactitud la conciencia, por parte de la coalición que gobernaba la Generalitat, de que se

volvía a hablar de organización territorial en una situación política radicalmente diferente

respecto a la de unos años antes.

El Govern reivindicaba la división comarcal de 1936, rechazaba la creación de las veguerías

(que en el programa electoral de CiU para las autonómicas de 1984 habían sido definidas

como "unidades básicas de la administración de la Generalitat'') y abogaba para una

profunda transformación de la CMB que redujera drásticamente su dimensión política y

permitiera a la Generalitat de ejecutar sobre ella un efectivo control Se confirmaban las

orientaciones expresadas en el documento presentado a finales de 19�2: las nuevas

comarcas, a diferencia de las del 1936, serían un segundo nivel de gobierno local de

marcado perfil funcional, elegidos en segundo grado - así como establecía el art.42.2 de la

LBRL - entre los miembros de los consistorios de los municipios que las integrarían, y en

las cuales sería centtalla figura de un gestor. Tendrlan algunas competencías propias y otras

transferidas por la Generalitat y por los municipios.
En mérito a la cuestión provincial, con extremo realismo, el borrador no se pronunciaba
directamente, sólo hacía referencia a la necesidad de que éstas últimas completaran el

traspaso de competencias hacía la Generalitat. Es decir, ignorando la propuesta del PSUC,

por lo menos en esta fase, el gobierno catalán planteaba implícitamente un modelo en que

seguían en pie, aunque drásticamente redimensionadas, las cuatro diputaciones.

300 Véase E/PaIs, 15 de agosto de 1985.
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Puntualizando las posiciones de la coalición mayoritaria respecto a la cuestión provincial,
en el debate de Prada el prestigioso exponente del ejecutivo había declarado que, pese a que

CiU no era contraria en principio a la provincia única, no era políticamente sostenible que

el Parlament aprobara sólo con los votos de CiU, PSUC y ERC (que por sí solos eran

numéricamente más que suficientes) una modificación de tal trascendencia. La propuesta

comunista, según Alavedra, tendría sentido sólo si el PSC se implicaba a fondo en la

cuestión, garantizando el consenso del PSOE en elmomento de presentarla a Madrid.

Si el PSUC no hesitaba a definir "tímida" la propuesta de Alav�dra'·', ERC, por boca de

A.AIay, incluso acusaba el Govern de "bajarse los pantalones"'"'y Ap, aceptando de mal
. ,

ganas la división comarcal de 1936, empezaba una poco ruidosa pero constante campaña
en contra de cualqnier hipótesis de desaparición del ente provincial.
Finalmente, UDC, aliado de gobierno de CDC, contradiciendo la sustancia del borrador al

que había hecho referencia Alavedra, se declaraba a favor de la provincia única y de la

constitución de siete IJegtleríel"'.
En la avalancha de declaraciones provocadas por las palabras pronunciadas en Prada, el

PSC, que de hecho hubiera tenido que ser el interlocutor de más peso del gobierno, parecía
haber sido tomado casi por sorpresa'''. Si al final de aquel mismo debate celebrado en

Prada, J. Nadal, socialista y alcalde de Gitona (también presente en el acto) había declarado

prosaicamente a la prensa que el borrador del gobierno evitaba pronunciarse sobre la

provincia única porqué había un interés tanto en su partido como en CDC en no modificar

las relaciones de fuerza existentes365; pocos días después Raimon Obiols, rechazando

diplomáticamente la propuesta comunista, se demostraba más trascendentalmente

preocupado porqué el estado no hubiera podido asumir los efectos de una discusión sobre

la división provincial''', y Antoni Dalmau, presidente socialista de la Diputación de

Barcelona, tildaba de "absurda,,367 la división provincial y ofrecía a CiU la disponibilidad a

. un acuerdo sobre la organización territorial

36' Véase ElPaú, 23 de agosto de 1985.
'" Véase EIPtri6diGO, 25 de agosto de 1985.
363 Véase EINolidllfTJ Umumal, 13 de septiembre de 1985 y El Como Catalán, 15 de septiembre de 1985.
3M De hecho, Lluís Armet, dirigente socialista declaró a la prensa que babla babido contactos y en"."ootros
Constantes entre CiU y PSC a lo largo del último año y que Maciá Alavedra poco antes de realizar sus

declaraciones en Prada habla interrompido bruscamente la negociación. VéaseEl Como Catalán, 29 de agosto
de 1985.
,., Véase ElPaú, 15 de agosto de 1985.
'''Véase ElPaú, 31 de agosto de 1985.
36' Véase La Vanguardia, 22 de septiembre de 1985.
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Sólo bien entrado el otoño el PSC pareció conseguir una cierta coordinación, dictada más

por la necesidad de insertarse en un debate que iba avanzando cada día más y que de

momento veía como protagonistas principales CiU y el PSUC.

La falta de coordinación en el PSC y la dificultad en perfilar, sostener y defender un

proyecto que fuera coherente con las posiciones que los socialistas catalanes habían

históricamente sostenido, es verosímilmente atribuible a las ataduras que el partido sufría

en abordar la cuestión territorial.

En 1985, el PSC, a diferencia de lo que había sucedido cinco años antes, no podía
decantarse por la provincia única ni por cualquier otra solución qu� <:af'lbiara el estatus quo

provincial. En parte por las razones "inconfesables" que Nadal había "confesado" en

Prada, y en parte también porqué resultaba objetivamente impensable para un PSC menos

fuerte y menos autónomo que en 1980 - sólo hace falta pensar en que a partir de 1982 los

diputados del PSC se habían integrado en el grupo parlamentario del PSOE en 1982 -,

arrastrar aquel mismo PSOE que había querido y votado la LOAPA y aprobado una Ley de

Bases de Régimen Local que reafirmaba la validez en todo el territorio del estado del

esquema municipio-provincia, en una operación de cambio del mapa provincial.

Además, dentro del partido de los socialistas catalanes ya se había empezado a crear una

fractura, que meses más tarde se demostró significativa y cargada de consecuencias, entre

los cuadros políticos y parlamentarios del partido, y los muchos dirigentes que ocupaban

cargos de responsabilidad en los entes territoriales (el sedor institucional) y que encontraron

una válvula de expresión política dentro de la Federació Catalana de Municipis.
El caso más evidente, aunque no el único, en que se demostró la importancia y la

profundidad de esta fractura fue representado por la substancial autonornia respecto a las

estructuras del partido con la cual Maragall y los alcaldes socialistas de los municipios que

pertenecían a la CMB actuaron impetuosamente en defensa del ente metropolitano.
De alguna forma, el PSC parecía tener el camino ya trazado de antemano, y sobre una

cuestión de importancia capital para el país, no podía hacer otra cosa que rellenar los pocos

espacios dejados en blanco por las circunstancias.

Las propuestas socialistas, hechas públicas, en esta fase, de manera fragmentarla a través de

varias declaraciones de sus dirigentes a la prensa, imaginaban un gobierno territorial

centrado en municipios y vegueríes, en el cual las comarcas, así como para los comunistas, se

constituirían sobre la base de una libre elección de los ayuntamientos. Pese a que las veg1lenes
tendrían como principal función la del asesoramiento legal y cooperación municipal,
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funciones notoriamente de competencia de las diputaciones provinciales, respecto al futuro

de éstas últimas, los socialistas no se pronunciaban directamente.

Lo único que el PSC a finales de 1985, bajo el impulso de su sector institucional, parecia a

ciencia cierta defender, era la supervivencia de la Corporación Metropolitana de Barcelona.

El debate de la segunda mitad de 1985 y de 1986, que encontró un eco espectacular en los

medios de comunicación, fue profundamente influido por la parálisis socialista.

Se vertieron ríos de tinta en los periódicos a lo largo de los meses, pero, en definitiva, las

posiciones habían quedado las mismas del verano.

Después de las declaraciones de Alavedra, se habia producido alguna tentación de respaldar
, .

la propuesta de la provincia única dentro de CDC sobre todo por parte del sector

soberanista y los jóvenes del partido"'. Pero todo se habia acabado 'poco después en una

sesión del consejo nacional del partido en que las tesis del ejecutivo habían ganado
fácilmente la batalla. Los exponentes de CDC del gobierno habían finalmente asumido en

su proyecto un empeño formal a una gradual transformación de Catalunya en provincia
única que habia, al menos aparentemente, puesto todos de acuerdo"".

El nudo de la cuestión, cuando se llegó a la constitución de la ponencia conjunta en enero

de 1986, era, pues, lo mismo de unos meses antes, es decir, la imposibilidad de construir un

terreno de diálogo entre las dos fuerzas mayoritarias en el país.
Hubo intentos por parte del PSUC de ejercer una función mediadora en ese sentido, corno

por ejemplo la disponibilidad a asumir la restauración del mapa comarcal del 1936

vinculándola a una amplia consulta municipal por realizarse en seis meses y a mecanismos

de facilitación de formación de nuevas comarcas por parte de municipios colindantes. El

paso dado por los comunistas, formalizado con la presentación de una proposición de ley
en el diciembre de 1985370, habia implicado el abandono de la primigenia propuesta del

PSUC sobre las comarcas (municipalles), y habia intentado armonizar el principio de

voluntariedad, defendido por PSUC y PSC y la necesidad de una puesta en marcha lo más

rápida posible de las comarcas, defendida por CiU.

Pero el esfuerzo unitario del PSUC pronto se vio frustrado, ya que la distancia entre PSC y

CiU ya era demasiado profunda.

,.. Véase EIPals, 14 de octubre de 1985 y EIPniódi"" 19 de octubre de 1985.
369 Véase La VanlJlartlia, 22 de octubre de 1985; El PniótÜRJ, 21 de octubre de 1985 y El Pals 21 de octubre de
1985.
370 Proposiá4 tÚ Iki Job,. otga1litzad4 tmitoriali divisi4 aJministrrJtiva tÚ CatalmrJaBOpe núm. 106,23 de diciembre
de 1985.
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4.5 Discusión y aprobación de las Lleis d'Organització Territorial de 1987

El borrador presentado por el gobierno como documento de trabajo'71 de la ponencia

conjunta constituida al amparo del art.l08 del Reglamento del Parlament de Catalunya en

enero de 1986, no dejaba ninguna duda respecto a la voluntad del gobierno de aprobar

rápida y integralmente las tesis de CiU en materia de organización territorial.

En efecto, se trataba de la trascripción fiel en 332 articulos,m cinco disposiciones

adicionales, siete transitorias y cuatro finales, de las propuestas avanzadas por el Govem en

el verano anterior a Prada.

No había en ello ninguna referencia a las vegueríes y si bien se planteaba la necesidad de

reducir las competencias provinciales al núcleo esencial previsto por la recién aprobada Ley
de Bases de Régimen Local (LBRL)373, no se contemplaba ni en un horizonte lejano la

posibilidad de la superación (a través de la provincia única o no) del ente provincial. No se

planteaba tampoco una reconsideración del mapa municipal catalán con el fin de reducir el

atomismo, sino que sólo se proporcionaban mecanismos para facilitar la agrupación
voluntaria.

Elemento central del documento era la introducción de las comarcas. Se adoptaba -

rechazando así el principio de voluntariedad y las nuevas concepciones sostenidas por la

izquierda - la división aprobada por la Generalitat en 1936 pero se preveían unos

mecanismos, entre ellos una consulta a realizar entre todos los municipios de Catalunya,

que facilitarían las modificaciones necesarías.

Las 38 comarcas serían entes locales determinados por la agrupación de municipios, con

personalidad jurídica propia y sus funciones serían las de prestar servicios de interés

supramunicipal y de asegurar la prestación de los servicios municipales en su territorio, en

los casos en que éstos no pudieran garantizarlos con sus recursos. En el borrador se

remarcaba el perfil técnico y funcional de los nuevos entes, y por esto se abogaba por una

organización institucional de estas instituciones relativamente simple.
La administración comarcal estaría regida por un Consejo Comarcal - con un presidente
que podía ser cualquier regidor de los municipios comprendidos en los términos de la

comarca - un gerente ejecutivo elegido por un el Consejo y una Comisión Especial de
Cuentas. El número de miembros de los Consejos Comarcal oscilaría entre 19,25,33 y 39

371 P"'jN>sidó di LIei tk I'organitzadó tmitorial i ,Ilf'..m local tk CatalJnrya. Inida/itKl parlam,nftiria GO'!iNnfa. BOPC
núm.110, 30 de enero de 1986.
372 En la redacción del texto había jugado un papel clave el joven profesor de derecho administrativo de 1.
Universidad Autónoma de Barcelona Antoni Bayona Rocamora, contratado como asesor del Conseller de
Govemació en el abril de 1985. Véase ElPaIs, 18 de enero de 1986.
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miembros según los habitantes de la comarca. El número de los consejeros representantes
de cada grupo se distribuirla de acuerdo con un procedimiento que sería proporcional al
número de votos y regidores de cada partido. Los nuevos entes tendrían las competencias

que les atribuirla el Parlamento a través de leyes sectoriales, en materias como la ordenación

del territorio, el urbanismo, la sanidad, los servicios sociales, la cultura, el deporte, la

enseñanza, la salubridad pública y el medio ambiente. Podrían también recibir, en su caso,

competencias delegadas de la Generalitat, de las diputaciones y de los municipios. Dichas

competencias tendrían que incluirse en unos planos de actuación comarcal en el cual se

determinarían los servicios que la administración comarcal tendría que prestar en
, ¡

sustitución de los municipios que no pudieran cumplir los servicios mínimos obligatorios,
los servicios supramunicipales y algunos servicios municipales establecidos por convenio.

Cuanto a la financiación, el proyecto preveía un sistema de ingresos diferenciados

(donativos, tasas para la prestación de los servicios, operaciones de crédito, subvenciones...)
centrado sobre la participación en el Fondo de Cooperación Local de Catalunya, pero
sobre todo en los recursos derivados de la transferencia de las competencias provinciales,
no siendo posible, según la letra de la LBRL una participación directa de estos entes en el

Fondo de Cooperación Local.

Finalmente, radicalizando todavía más las posiciones expresadas por Alavedra en el verano

de 1985, el documento preveía la supresión de la Corporación Metropolitana de Barcelona

y la distribución de sus competencias entre las comarcas del Barcelonés, Baix Uobregat,
Garraf, Maresme y Vallés Oriental y la Generalitat de Catalunya374•
El Govem de la Generalitat había hecho oídos sordos a todo el debate que se había

desarrollado en los últimos meses entre las fuerzas políticas. Aunque muchos de sus

dirigentes, y en primer lugar el mismo President Pujol375, siguieran declarando que la

elección de discutir el futuro de la organización catalana en una ponencia conjunta era una

clara muestra de la voluntad del ejecutivo de abordar el terna a través una perspectiva
unitaria, los contenidos del documento presentado en enero parecían desmentir claramente

tales declaraciones.

La voluntad de CiU de discutir y aprobar las normas de organización territorial haciendo

prevaler resolutivamente sus orientaciones encuentra una demostración gráfica al aplicar el

sistema de elección propuesto por la coalíción gubernamental para los Consejos

l73 Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. En concreto, el articulo relativo a

las competencias provinciales era el 36.
314 Disposición Adicional 1 Pruposició tÚ U,¡ tÚ I'o'l,anil:(pdó /mitorial j ,1 golJlflZ local d, CataÚl'!J<L lniriali.a
parlammtmia tOItjll1lta. BOpe nÚttl.ll0, 30 de enero de 1986.
375 Véase ElPair, 28 de enero de 1986.
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Comarcales. Según los resultados de las últimas elecciones municipales del mayo de 1983,

CiU, sola o en coalición con AP o ERC hubiera podido formar gobierno en 32 comarcas;

el PSC, solo o con el PSUC tendría mayoría en sólo cinco comarcas37'. CiU obtendría 3327

consejeros comarcales habiendo cosechado sólo 737774 votos contra los 1170585 de los

socialistas que obtendrían sólo 1722 "escaños" en los nuevos entes territoriales"'. Una tal

evidente infravaloración del elemento proporcional en el mecanismo de composición de los

consejos comarcales despertó no pocas criticas, tanto por parte de los grupos menos

consistentes electoralmente (como ERC y AP que se veían marginadas), como sobre todo

por parte de la izquierda que no hesitó en revisar en el sistema propue�to por el documento

del Govem un mecanismo impropio para imponer "comisarios políticos" en las ciudades

medias y grandes administradas por PSC y PSUC.

Las criticas de pse y psue se dirigían sobre todo contra las normas del texto que

establecían que no todos los alcaldes integrarían los consejos comarcales y que éstos

últimos podrían ser presididos por consejeros no alcaldes. Este sistema, en la opinión de las

fuerzas progresistas, a parte de ratificar la marginación de los municipios más pequeños,

podría dar origen al así llamado fenómeno del "anti-alcalde", o sea a que los consejos
comarcales fueran presididos por el jefe de la oposición municipal de CiU en las capitales
comarcales que en su mayoría eran gobernadas por la izquierda378, fenómeno que,

efectivamente, por lo menos en parte se verificó.

Cuando a finales de enero de 1986, después de sólo dos semanas de trabajo dentro de la

ponencia conjunta, el dirigente socialista Lluís Armet, declató la imposibilidad de llegar a

un acuerd037', pareció sólo la ratificación de una situación que era conocida por la totalidad

de la clase política y de la opinión pública catalana. Lo que probablemente 'tanto la opinión

pública, como la misma clase política ignoraba, fue la dureza con la cual se produciría una

discusión que se habia transformado ya en conflicto abierto.

El conflicto más duro, más cargado de consecuencias, y que acabó casi monopolizando
todo el debate dentro y fuera de la ponencia, fue representado por la propuesta de CiU de

supresión de la CMB, que, justamente por su importancia, será analizado en detalle en las

próximas páginas de este trabajo. Pero, en general, toda la discusión asumió tonos de una

dureza inusual para el sistema político catalán.

376 Véase La V""Utaniia, 6 marzo de 1986.
3n Véase ElPmódi'D, 2 de febrero de 1986.
378 Véase ElPtriódi'D, 2 de febrero de 1986.
379 Véase ElMÓ1f, 24 de enero de 1986.

232
--



En el verano de 1986 terminaba prácticamente el trabajo de la ponencia conjunta: el 11 de

julio el PSC presentaba en la ponencia un texto alternativo'"o.

El proyecto socialista, que abordaba conjuntamente la organización territorial y el gobierno
local, remarcaba la centralidad del municipio como ente fundamental no sólo de la

administración sino también de la participación democrática ciudadana. Al abordar el tema

de las comarcas, el PSC retomaba algunos de los criterios ya planteados en su día en la

propuesta comunista. El razonamiento socialista patria de una doble exigencia: reducir el

minifundismo municipal y institucionalizar los entes comarcales. Se insistía así en el

principio de la voluntariedad, y se dibujaban las nuevas co�cas\ como entes locales

complementarios a los municipios; elegidos indirectamente pero dotados de la misma

naturaleza y legitimidad de éstos. Yendo todavía más allá, en la exposición de motivos, se

recordaba que el objetivo último de las disposiciones que se presentaban respecto era que

municipios y comarcas constituyeran en futuro un solo nivel de representación política y de

gobierno, aunque mantuvieran niveles diferentes de articulación de la participaciórr'",
Por esta razón, la organización institucional de los nuevos entes recalcaba el esquema del

parlamentarismo clásico: un Consejo Comarcal, integrado por todos los alcaldes de los

municipios que la constituirían y por un regidor por cada municipio (con voto ponderado
con respecto a la población) elegiría un presidente y un Consejo de Gobierno que se

ocuparían directamente, y sin la medíación de una figura de. carácter técnico y exlropolítico
como la del gerente, de todos los asuntos de interés comarcal. Las competencias
comarcales serían, consecuentemente, de tipo fundamentalmente municipal, y reguladas

por unos estatutos aprobados por los consejos comarcales.

Las IJell'eriés, respecto a las propuestas filtradas a la prensa en los meses precedentes,
cobraban más cuerpo y se definían mejor: en un número de cinco a siete, serían a la vez

órganos de descentralización de las estructuras de la Generalitat y entes locales

representativos de los municipios comprendidos en su territorio. Recibitían las

competencias que las diputaciones provinciales itían progresivamente transfiriendo a la

administración autonómica y en ellas serían representados todos y cada uno de los

Departamentos de la Generalitat. Con todo, se recordaba que, aunque cuestionadas

públicamente, las diputaciones provinciales habían desarrollado un papel importante en

materia de cooperación y asistencia a los municipios y se reivindicaba para estos entes el

núcleo de competencias mínimas previstas por la LBRL.

380 PropoJición de 4J de Organizadón f4rritDrialy Gobimzo de Catabt'!Yapnsmtadapor ,1 Grupo Socialúla. Bope núm

146, de 23 de julio de 1986.
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Finalmente, se reconocía la necesidad del mantenimiento de un ente metropolitano
barcelonés y la oportunidad de crear otros entes semejantes (como en el caso de la

conurbación Tarragona-Reus). En la visión socialista, la eMB, que se quería reformada por

un proceso en que estuvieran implicados los municipios que la componían, tenía que ser un

ente plenamente territoríal, y no solo institucional En este marco sus estructuras tendrían

que ser democráticamente legitimadas y gozaría de la posibilidad de ejercer un gran número

de competencias de carácter municipal. En todo caso, el proyecto fijaba sólo unas

directrices mínimas respecto a la cuestión en la convicción que.una ley del Parlament de

Catalunya tuviera en futuro regular lamatería en su conjunto. \

El proyecto socialista presentado en verano, mostraba finalmente, después de los titubeos

de los dirigentes PSC en los últimos meses, una cierta coherencía interna pero marcaba al

mismo tiempo una dúplice ruptura.
En primer lugar, rompía definitivamente el compromiso que el PSC había defendido a lo

largo de la transición y de toda la primera legislatura, compartiéndolo con las otras fuerzas

políticas catalanas, respecto a la voluntad de superación del ente provincial Si bien en la

exposición de motivos de la proposición se aludía a dicha posibilidad, las referencias a la

utilidad del ente provincial eran mucho más decididas, tanto en la exposición, como en el

articulado.

En segundo lugar, el texto daba la medida de la enormidad de la distancía que separaba sus

posiciones de las de CiU, respecto a todos los elementos clave de la organización territorial.

No sólo los socialistas no aceptaban la división comarcal del 1936, abogando por el

principio de la comarcalización voluntaria, sino que rechazaban el carácter marcadamente

funcional que el partido de gobierno quería imprimir a las comarcas. El proyecto apostaba
decididamente por las IH!gumes entendidas como instrumentos de una descentralización y

desconcentración de la administración de la Generalitat y, en cuanto entes locales,

destinatarias últimas de las competencias transferidas por las diputaciones provinciales.
Y, finalmente defendía el perfil institucional de los entes metropolitanos (y, entre ellos,

evidentemente de la CMB), refutando cualquier hipótesis de redimensionamiento.

La presentación de la proposición del PSC en verano, y el despejo de cualquier duda sobre

la inexistencía de la posibilidad de llegar a un texto' consensuado, aceleró vertiginosamente
los tiempos de discusión y aprobación de la normativa.

En septiembre de 1986, los representantes de CiU presentaban un nuevo texto en que se

reafirmaban sustancíalmente las directrices ya expuestas por los representantes del Govern

381 De la Exposición de Motivos de la PmposiciólI tk L-!)' tk O>ganizat:ión tmif6rialy Gobimto tk CafamllJ4
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respecto a los temas clave del debate. Contextualrnente, la ponencia conjunta tomaba un

acuerdo, por mayoría, para fragmentar sus trabajos y redactar cuatro textos,

respectivamente sobre gobierno local, organización comarcal, atribuciones de las

diputaciones y CME.

La historía de los meses siguientes es la historia de un duro combate disputado en todos y

cada uno de los cuatro ámbitos, entre una CiU decidida a hacer prosperar integraltnente sus

planteamientos y un PSC que, conciente de su inferioridad numérica en el Parlatnent, se

esforzó fundamentalmente para salvar el salvable.

La opción comunista de la Provincia Única y su posible función de l?unto de partida para

un proyecto común quedó, en el corto espacio de pocos meses, más lejana y impracticable

que nunca.

En diciembre de 1986 la ponencia presentaba en el Parlatnent el texto final fruto de su

trabajo y empezaba la tramitación de las cuatro proposiciones de Ley.
Cuando fueron depositados los cuatro textos finales, habían estado introducidos muy

pocos cambios de sustancia respecto al borrador presentado en el momento de formación

de la ponencia en enero de 1986.

El más significativo, se refería a la ley que abordaba la transformación del ente provincial y
que había tomado el nombre de Ley de Régimen Provisional de las Diputaciones
Provinciales. El primer artículo del texto382, recogiendo el antiguo empeño tomado en sede

de Consell Nacional por parte de los dirigentes convergentes, presentaba el texto que se

discutiría a la cámara como un instrumento legislativo provisional que regulaba la materia

en vista de la transformación de Catalunya en Provincia Única y de su sucesiva

regionalización. De hecho, tanto el uno como el otro objetivo parecen ser todavía

pendientes y la ley ha regulado "provisionalmente" la materia durante más de quince años.

A finales de enero de 1987, después de más de un año y medio de discusión, cerrado el

plazo de presentación de las enmiendas, se contabilizaban casi 600 propuestas de

tnodificación parcial y 8 textos alternativos.

Los textos que contaban con el más alto numero de enmiendas eran la proposición de Ley
de Organización Comarcal de Catalunya y la proposición de Ley sobre las "Actuaciones

públicas especiales en la conurbación de Barcelona y en las comarcas comprendidas en su

P"mttadapor,IGntpo Soáa/Uta, BOPC núm. 146, de 23 de julio de 1986.
• . . .,., En la letra del art.1 de la norma: "Aquesta Llei té per objecte regular el Ie8'!" rroV1S1onal de les

Cotnpetencies de les diputacions provincials catalanes i l'exercici d'aquestes competencies, m�tr� no �
produeixin les condicions legals que facin possible que el govem i l'administració de les provínetes s'integrin
aa Generalitat, atnb la consegüent desaparició de la divisió de Catalunya en províncies.".
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zona de influencia directa", el complicado nombre con el cual finalmente se conoció el

texto legislativo que suprimiría la CMB.

El debate parlamentario fue relativamente rápido y carente de sorpresas. El 24 de marzo de

1987 llegaba en aula el texto sobre Régimen Provisional de las Diputaciones que sería

aprobado"" con los votos favorables de CiU, ERC y del Grupo Mixto y con los votos

contrarios de PSC, PSUC y AP"'"'.

El 27, se aprobaba la Ley de Organización Comarcal'8S con los votos de CiU, AP y de

ERC, que a cambio del voto favorable hizo aprobar por los diputados de la mayoría una

enmienda relativa al sistema electoral comarcal que mejoraba la representación de los
. .

grupos más pequeños. PSC y PSUC votaron en contra y presentaron textos alternativos.

Incluso, los diputados socialistas llegaron a abandonar el aula en señal de protesta.

El día 30 fue el tumo de la Ley sobre la CMB386, que vio la presentación de enmiendas

(separadas) a la totalidad de PSC y PSUC. La Ley fue aprobada también esta vez con el

concurso de CiU, ERC y Grupo Mixto y la abstención de AP, que descalificó todo el

debate por considerarlo "fruto de una lucha de poder,,387.
Y, finalmente, el2 de abril fue aprobada, con los votos contrarios de PSC y PSUC la Ley de

Régimen Local''', que de hecho representaba una trascripción más o menos fiel de la Ley
de Bases de régimen local aprobada por las Cortes dos años antes. No obstante había

resultado el texto menos conflictivo de los cuatro, la Federació de Municipis no tardó en

revisar en ello señales de intervensionismo por parte de la Generalitat en la vida municipal.
El Consell Executiu, en su día, se justificó alegando que el excesivo detallismo de la LBRL

había dejado un escaso margen legislativo al Parlamento Finalmente, en consecuencia de un

recurso presentado por el gobierno central en 1993, el Tribunal Constitucional'·> acabó

.83 Llei 5/1987, de 4 d'abril, del Regim provisional de les competencics de les Diputacions Provincials .

• 84 Véase La Vanguardia, 26 de marao de 1987.
38S Llei 6/1987, de 4 d'abril, de 1'0rgani12ació comarcal de Catalunya.
38. Llei 7/1987, de 4 d'abril, por la qua! s'establcixen i regulen actuacions públiques especials en la conurbació
de Barcelona i en les comarques compreses dins la seva zona d'influencia directa.
387 Véase Diari tú Bamlona, 28 de marzo de 1987.
'aa.uei 8/1987, de 15 d'abril, Municipal i deRegim Local de Catalunya.
3" Se trata de la STC 331/1993 según la letra de la cual ''Es justamente el cari.ctcr que reviste la participación
de las entidades locales en los tributos del Estado, en cuanto garantía de su autononúa, lo que convierte a

aquella participación en garante del funcionamiento de la Hacienda Local dentro del conjunto de la Hacienda
General y, en consecuencia, lo que la constituye en elemento básico de ésta. Por ello hemos declarado que es

precisamente al legislador estatal a quien incumbe dar efectividad a los principios de suficiencia de las
Haciendas Locales (art. 142 C.E.) y de solidaridad y equilibrio territorial (art. 138 C.E.), de alú que le

corresponda el señalatniento de los criterios para el reparto de la participación que se les conceda en los

ingresos estatales. (...) Así, pues, si, conforme a esta doctrina, la Comunidad Autónoma actúa como canal o
cauce de distribución de estos ingresos (STC 237/1992), nada se opone, por cuanto no constituye un

elemento básico de la Hacienda General, a que la ComunidadAutónoma de Cataluña instrumente ese reparto
a través de un Fondo de Cooperación Local, siempre que, al efectuarlo, respete los criterios de distribución
establecidos por el Estado en el ejercicio de una competencia que constitucionalmente le corresponde". La
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invalidando cinco articulos de la 8/1987 relativos a la posibilidad de la Generalitat de

controlar la distribución de los recursos económicos transferidos por el estado a los

municipios.
El proyecto convergente expresado por Alavedra en Prada en el verano de 1985 se había

transformado en ley, un año ymedio después, prácticamente sin modificaciones.

La elección del ejecutivo catalán había sido la de jugar la carta de la solidez de su mayoría
parlamentaria para dibujar un modelo de organización territorial que, de alguna forma,
resultaba ser como, anotó la prensa, "a su medida"'!lO. La incapacidad del PSC de salir de

una lógica defensiva y partidista, de librarse con coraje de las ataduras y recuperar su
,

.

autonomía para defender un proyecto ambicioso para la organización territorial de

Catalunya había completado el cuadro, condenando la discusión sobre la organización
territoríal a transformarse en una especie de violento diálogo entre sordos.

Terminaba el ciclo político iniciado a Sau rompiéndose el consenso histórico de las fuerzas

políticas catalanas respecto a los temas "constituyentes". Se abandonaba, por lo menos

transitoriamente, la reivindicación de la superación del ente provincial y se consolidaba un

esquema que verá, a lo largo de los años 90, convergentes y socialistas enfrentarse

duramente utilizando como cuarteles generales las instituciones que controlaban. Los

primeros en la Generalitat, en la mayoría de los consejos comarcales, en las diputaciones de

Tarragona, Lleida y Girona y enmuchas ciudades medianas y pequeñas; los segundos en el

Ayuntamiento y en la Diputación de Barcelona, en los muchos y poblados municipios del

área de la capital y en toda una serie de ciudades medianas y grandes, generalmente

capitales de comarca. Las consecuencias de esta situación la han acabado pagando la

capacidad de innovación, la eficacia, la racionalidad, la coherencia y las posibilidades de

desarrollo de un sistema de gobiemo local que, desde su constitución, en abril de 1987, no

ha dejado nunca de ser puesto en tela de juicio.

4.6 La supresión de la CMB, la guerra de las guerras

En el áspero debate que acompañó la aprobación del las cuatro Leyes de ordenación

Territoríal de Catalunya, un aspecto se había demostrado indudablemente más polémico
que otros: la propuesta de supresión de la Corporación Metropolitana de Barcelona.

orientación de la jurisprudencia constitucional en ese sentido fue recientem�te �da por la STC

233/1999 dictada en consecuencia de un recurso presentado por la Generalitat en mento a la Ley de

Haciendas Locales. La ley 8/1987 fue parcialmente modificada por la Ley 13/1998, de 19.de noviembre

(DOGC núm, 2777 _ 01/12/1998) que instituyó toda una serie de limitaciones para la creación de nuevos

tnunicipios.
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La existencia de una problemática de tipo metropolitano, como mínimo con referencia al

urbanismo, relativa a la capital catalana y a los municipios de su entorno, había sido

reconocida más de treinta años antes de la discusión sobre las leyes de organización
territorial por las autoridades franquistas.
EI3 de diciembre de 1953 fue aprobada la Ley de Ordenación Urbana de Barcelona y su

Comarca y consecuentemente se encargaba a la Diputación de Barcelona la confección de

un Plan de Ordenación que pusiera orden en el caos generado por el descompuesto
crecimiento que la ciudad y sus municipios circundantes habían vivido como consecuencia

de las olas inmigratorias. El Plan preveía una intervención en una zona comprendida entre
• •

el municipio de Barcelona y 26 poblaciones de su cinturón.

Pero la continuidad con la cual en las décadas de los 50 y de los 60 los inmigrantes

siguieron llegando atraídos por el significativo desarrollo económico experimentado por la

capital catalana en aquellos años, y una cierta permisividad de las autoridades municipales
en la concesión de licencias edilicias hicieron que Barcelona y los pueblos de su entorno se

transformaron a principio de los 70 en una enorme conurbación en la cual la mayoría de las

áreas de reciente (y relativamente reciente) población carecían completamente además que

de servicios, de cualquier criterio urbanístico.

Después de un segundo frustrado intento de racionalización urbanística llevado a cabo a

mitad de los años sesenta por la Comisión de Urbanismo de Barcelona .. un órgano mixto,

presidido por el gobernador civil y integrado por los representantes de los 27 municipios
individuados por el Plan de Ordenación de 1953 y una delegación de la administración

central .. 391, en 1974 las autoridades retomaban la iniciativa en ese sentido introduciendo

dos medidas.

En primer lugar, se encargaba a la Comisión de Urbanismo de Barcelona la redacción de un

nuevo Plan General Metropolitano. El PGM, aprobado finalmente en 1976, constituyó

seguramente un salto de calidad significativo en la ordenación del desordenado crecimiento

de la capital catalana y de su entorno, fruto de los fenómenos especulativos que la ciudad

había sufrido en los últimos veinte años. Detrás de esa iniciativa había profesionales
independientes y de talante progresista, como el ingeniero Albert Serratosa, director del

Plan, el arquitecto J.Antoni Solans, que luego será director de Urbanismo de la Generalitat

390 Véase Diari '" Barnmno, 27 de marzo de 1987.
39. En 1963 el gobierno central encargó a la Comisión de Urbanismo de Barcelona la confección de un Plan
Director del Área Metropolitana de Barcelona, que fue finalmente aprobado en 1966. El Plan diferenciaba
tres áreas: los 27 municipios de la "comarca" de 1953, 101 zonas de "acción inmediata" y 34 de "acción
diferida". No obstante el Plan Director no consiguió nunca ponerse en práctica, introdujo un nuevo ámbito
metropolitano, alIado del área ya reconocida y formada por los 27 municipios de 1953, que finalmente fue
denominsda Región Metropolitana. Véase: E.LLUCH y O. NEL ·LO: El"'ba/... cit ppXLIII-XLIV.
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de Catalunya, y Miquel Roca, que por aquel entonces curaba los aspectos jurídicos de la

iniciativa. En la elaboración del Plan trabajo también indirectamente un joven Pasqual
Maragall que, bajo la dirección de Ramón Trias Fargas,]oan Hortalá y Fabiá Estapé curó

los estudios económicos.

y en segundo lugar, con el decreto de 24 de agosto de 1974, se creaba la Entidad Municipal
Metropolitana de Barcelona. Esta nueva entidad, sería regida por la Corporación
Metropolitana de Barcelona, una nueva institución que, además de tener competencias
urbanísticas sobre el área de los 27 municipios, tendría la posibilidad de prestar todo un

grupo de importantes servicios.

En un primer momento, hasta la constitución de los primeros municipios democráticos, la

CMB, controlada y financiada directamente por el estado y presidida por un alto

funcionario nombrado directamente por el Consejo de Ministros del gobiemo central, no
había destacado ni positiva ni negativamente por su dinamismo político. Sus actuaciones

habían sido más bien escasas y en un momento de profunda movilización vecinal había

estado acusada de ser un último y ineficiente invento de un franquismo tecnocrático ya en

agonía'92.
La situación había cambiado sensiblemente a partir de 1979, cuando se constituyeron los

primeros municipios democráticos'93. Entre 1979 y 1982 la CMB, regida por una comisión

de gobierno integrada por representantes del PSC, del PSUC y de CiU (que en muchos

municipios metropolitanos gobernaban juntos en la coalición Pacte de Progrés), consolidó su

presencia en el territorio, y gracias al mantenimiento de un sistema de financiación especial
y directo por parte del estado, que garantía un considerable margen de maniobra, extendió

su ámbito de actuación y aumentó el número de servicios prestados.
Pero el verdadero salto de calidad se produjo a partir de 1982, cuando el socialista Narcís

Serta, alcalde de Barcelona, fue llamado por Felipe González para ocupar la cartera de

Defensa en el nuevo gobierno socialista. Serta dejaba la alcaldía, y con ella la presidencia de

la CMB, a Pasqual MaragaIl. Bajo la presidencia de éste último, la CMB experimentó
cambios importantes aumentando todavía más su presupuesto y sus competencias.

m Véase la ponencia presentada por lluls Cantallops en la sesión del vm¡ Ambif tkl Congt'ÍJ tk Cllltura
CaJalall4 celebrada en la Seu d'UrgeIl el 14 de novembre de 1976 y dedicada a la división territorial de

Catalunya. Cantallops, Ll. "Incidencia deis nous feto urbans i territorials en la divisió territorial del 1936" en:
P. RIERA (ed.): La nalN1 tlillisió fmikJrial.. cit págs. 27 Y ss.

.19l A partir de 1979, cambió el criterio de composición de los órganos de gobIerno de la C�. El ��nsell
MetIopolita, máximo órgano de gobierno del ente, seña integrado por representantes de la J?lputaClon de

Barcelona y de los municipios (10 por Barcelona, 2 por cada municipio con más de 100000 habitantes y 4 por
los demás municipios).
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El joven alcalde contribuyó a mutar profundamente la concepción de lo que era y de lo que

tendría que ser la CMB en el nuevo escenario político catalán, potenciando la vertiente

institucional del ente y haciéndolo salir definitivamente de su dimensión funcional, técnica.

Casi a la mitad de los años 80, la CMB no sólo proporcionaba un abanico de servicios

esenciales a más de la mitad de la población de Catalunya, sino que aspiraba también a

devenir integralmente una verdadera institución, que como tal, actuaba en representación
de los ciudadanos y en la cual estos últimos podían sentirse identificados.

Paralelamente, los nacionalistas, después de la ruptura de los 'podes de Progrés en 1983,

habían observado con un enorme recelo el poder de los socialistas en los grandes
• •

ayuntamientos catalanes. De hecho, habían empezado a considerarlo una amenaza para la

consolidación del poder de la Generalitat. L'autonornia todavía era frágil y acababa de

enfrentarse al serio riesgo que había representado para su desarrollo la aprobación de la

LOAPA. La desconfianza hacia los socialistas, y, de hecho, el principio de la ruptura

definitiva del consenso estatutario, se vio reforzada también en aquellos años por los

conocidos hechos relativos al caso de Banca Catalana.

El creciente protagonismo político de la CMB, que vio su momento álgido en la

organización de la Conferencia Mundíal de la Población en 1984, su reconocimiento

institucional por parte de las autoridades centtales, la promoción de proyectos de carácter

estratégico y la asunción de nuevos servicios - Pare Tecnológic del Vallés, Pla de Costes,

empresas de transporte público, Mercabarna - y la constante elaboración de propuestas que

superaban su inicia! ámbito competencia! (se llegó a proponer desde una red de emisoras

radiofónicas hasta la institución de una policía metropolitana), favorecieron en las filas de

CiU la sensación de que la CMB se estuviera convirtiendo en un peligroso contrapoder.
Estas consideraciones eran bien presentes a los miembros del ejecutivo catalán surgido
después de la victoria por mayoría absoluta de CiU, y fueron tenidas en cuenta en el

momento en que el Govem, después de la aprobación por parte del ejecutivo centtal de la

Ley de Bases de Régimen Local en abril de 1985, planteó la necesidad de la redacción de un

proyecto de Ley de Ordenación Territorial.

De hecho, también a los dirigentes socialistas, y al mismo alcalde Maragall estas

consideraciones eran bien presentes. Entre 1984 y 1985, ya se habían producido algunos
contactos directos entre el Conseller de Governació Alavedra y Maragall orientadas a

componer la voluntad del alcalde de mantener en vida la CMB y las intenciones del

gobierno de reducir drásticamente su poder y sus competencias.
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Las declaraciones pronunciadas por Alavedra en Prada en el agosto de 1985, ponían una

brusca fin a aquellos intentos de conciliación. Pocos meses más tarde en una entrevista

publicada a finales de noviembre'", el mismo President Pujol comunicaba a Maragall su
intención de modificar sensiblemente el ente metropolitano, reduciendo su zona de

influencia a la sola comarca del Barcelonés y recortando sensiblemente sus competencias.
Finalmente, al constituirse la ponencia conjunta, CiU, confirmaba y reforzaba su

orientación, solucionando el problema a través de una breve y escueta disposición
normativa: la CMB sería sencillamente suprimida y sus competencias divididas entre las

comarcas del Barcelonés, Baix Llobregat, Gattaf, Maresme J Vallés Oriental y la

Generalitat de Catalunya. En otras palabras, el gobierno cerraba sin más el diálogo y con

ello esperaba también alejar las preocupaciones que en los últimos dos o tres años la CMB

había representado.
Uno de los principales argumentos utilizados por CiU para justificar, en la fuerte polémica

que originó la presentación del documento, la dureza y la radicalidad de la deliberación del

ejecutivo, fue su presunta obsolescencia y su originario carácter no democrático. La

existencia de la CMB - sostenían los representantes nacionalistas - sancionaba la existencia .

de un modelo territorial macrocéfalo, que reducía la autonomía de los municipios del área

metropolitana en vez de exaltarla.

Como apuntó Lluís Uría395 unos años después, estas argumentaciones no contribuyeron a

rebajar los tonos de la polémica, al contrario. Los socialistas no hesitaron en comparar las

propuestas convergentes con las políticas que Margaret Thatcher pocos antes había

emprendido con relación a la disolución del Great London Council, un ente de gobierno
común al municipio de Londres y a los de su Axea Metropolitana, históricamente feudo de

los laboristas'96. Así como había hecho la primera Ministra Británica - argumentaba el PSC

- el gobierno de Jordi Pujol quería la disolución de la CMB por motivos puramente

partidistas, y no de eficacia 9dministrativa.

Los meses que transcurrieron desde la presentación del documento de la ponencia

conjunta, en enero de 1986, hasta la aprobación de la ley que finalmente suprimió la CMB,

en marzo de 1987, fueron meses de durísima polémica.

'" Véase La Vanguardia, 21 de noviembre de 1985.
,195 Véase: LL. URIA: "La batalla del territorio" en: AA.VV.: M,maria d, Calalll'!YaEl Pals Barcelona: 1997 pago

230.
'"� <;'reat London Council fue suprimido mediante la aprobaci6n del Lo_ralGo_,nIA:I! ':" 198�. � ley
supnrru6 el nivel suprarnunicipal en todas las áreas metropolitanas, devolviendo a los mumcipios (Dulrtas) la
Inayor parte de las competencias y constituyendo entidades de gesti6n especializadas (joinlAnthorities) para los
servicios que requieren una actuación coordinada
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Dejando al margen los muchos excesos verbales de los cuales fueron protagonistas todas

las partes implicadas y que la prensa relató a lo largo de los meses, lo que parece más

interesante observar es que, en general, en la medida en que a lo largo de los meses se hacía

patente la escasez de posibilidades de supervivencia del la CMB, su defensa será asumida

no tanto por el PSC en su globalidad, cuanto por los dirigentes del mismo ente y por los

alcaldes sociaIistas de los municipios metropolitanos.
En enero de 1986, el Consell Metropolit:l. de la CMB votaba, con el consenso de PSUC y

PSC y la abstención de los representantes de CiU, un documento en que se solicitaba al

Parlament "la articulación de un debate basado en el consenso �e todos los grupos

parlamentarios""" y la consultación, por parte del ejecutivo, de los 27 municipios que

integraban el ente.

En el abril de 1986, el congreso de la FMC celebrado a la Seu d'Urgell, hacia de la

construcción de un nuevo ente metropolitano que recogiera la herencia de la CMB uno de

los puntos centrales de su programa en materia de organización territorial.'
••

En el noviembre del mismo año, Pasqual Maragall solicitaba a Raimon Obiols la

presentación de una propuesta que preveía, en un intento desesperado de salvar el ente, la

inclusión de la Generalitat entre los organismos que participarían en el gobierno de una

reformada CMB, despertando unos cuantos interrogantes respecto a la legalidad de la

propuesta y no pocas polémicas dentro las mismas filas del PSC399•

Un mes después, Pasqual Maragall enviaba al Consell Executiu un informe en defensa de la

supervivencia de la CMB y al principio de enero la FMC anunciaba una campaña
reivindicativa que iba en el mismo sentido.

Las iniciativas emprendidas habían demostrado una gran capacidad moviIizadora de los

órganos de gobierno de la CMB y habían obtenido algún tímido, pero significativo
resultado: en otoño, la cúpula de CiU había mostrado su disponibilidad a discutir tanto la

posibilidad por un futuro ente metropolitano de mantener las competencias de urbanismo,

transportes públicos, servicios hidráulicos y gestión de los residuos400, como la de modificar

el mapa comarcal de 1936 de manera que la comarca del Barcelonés englobara el territorio

del área metropolitana 401.

Pero los espacios para una posible nueva negociación eran destinados a cerrarse

bruscamente. Con una misiva datada 13 de enero, el President Pujol comunicaba

397 Véase ElPaIs, 17 de enero de 1986.
39' Véase La Va1lgllarr/ia, 15 de abril de 1986.
399 Véase ElPaú, 15 de noviembre de 1986
400 Véase ElPa/s, 11 de octubre de 1986 .

.." Véase La Va1lggardia,23 de noviembre de 1986.
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oficialmente a Maragall que la decisión había estado tomada definitivamente y que el

Govem tenía la firme intención de suprimir el ente metropolitano. A la carta se adjuntaba
un informe, redactado por el President y aprobado por el Consell Executiu, que ofrecía una

última propuesta: la creación de dos entidades metropolitanas especializadas que

remplazaran la CMB. Una se ocuparía de la gestión del transporte público y sería integrada
por 33 municipios, y la otra de gestión de servicios hidráulicos y sería integrada por 18

municipios. El documento del líder nacionalista era claro respecto a las razones políticas

que motivaban aquella elección. La Generalitat se declaraba contraría a cualquier inicíativa

que implicara la fragmentación institucional y administrativa de Catalunya y argumentaba
, '

que "todo 10 que, sin mandato constitucional, incrementa dicha fragmentación, lógicamente
tiene que abolirse. y todavía más si se trata de instituciones que no son necesarías y pueden
caer en la tentación de ultrapasar el marco competencia! y el nivel técnico que le

corresponde'-.
Maragall, "ofendido, dolido y perplejo" respondía a la misiva del President con una carta

datada 10 de febrero en que retomaba los contenidos del documento presentado por la

Commissió de Govern al Parlament unos meses antes. Maragall era - según decía en la

misiva - sobre todo sorprendido, preocupado por la actitud del ejecutivo catalán que ponía
Barcelona y los otros municipios delante de la disyuntiva "de aceptar de pasar por un tubo

estrechísimo, inaceptable sin un gran demérito, o ser declarados contrapoderes de

Catalunya, partidarios de su fragmentación". La carta; después de solicitar la

reconsideración de la decisión, se acababa con una grave acusación: "todo el mundo ve

que la CMB es sólo el ejemplo más visible y espectacular de tu concepción de ordenación

[territorial] como sinónimo de subordinación''''''.

Restando los acentos polémicos, debidos a la situación de enorme crispación de aquellos

momentos, la correspondencia del principio de 1987 entre Pujol y Maragall ayuda a hacer

luz sobre la profunda significación política y ideológica que tuvo la cuestión de la supresión
de la CMB para el presente y el futuro de la política catalana.

Para los socialistas, mayoritarios en la CMB y que se quedaron sorprendentemente fuera del

gobiemo de la Generalitat en 1980, la 1JI1Itación genética de la CMB, de ente de perfil técnico a

ente institucional, representó seguramente un objetivo importante en términos de control y

presencia política, Y, en la óptica convergente, la posibilidad de barrer un peligroso

contrapoder, que prestaba servicios de carácter primario a más de la mitad de la población

..., Citado en: LL. URlA: "La batalla del territorio" en: AA.VV.: M"".tia tÚ CataÚIt!Ja El Palo Barcelona: 1997
pág. 231
4O.l Ibidem pág 232.
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catalana y acumulaba cuotas significativas de poder político real, no podía en algún modo y

a ningún precio ser desprestigiada.
En otras palabras, aquella tremenda polémica encuentra una explicación lógica y ajustada a

la realidad en un duro conflicto partidista.
Pero también, en aquel colosal, irresuelto conflicto que acompañó toda la discusión política
en el bienio 1985-1987, había probablemente algo más.

El proyecto político que Maragall (en contra también de una parte significativa de su

partido) quería para la CMB, se fundamentaba en una
. concepción fuertemente

municipalista - "anseática" como la definió el mismo Pujol -, que concebía el territorio
,

.

catalán como un enorme sistema urbano en que las ciudades representaban las mallas de

una red que vertebraba el espacio, dándole vida.

En esta concepción, es evidente que la fuerza y las energías de un gran Barcelona

políticamente poderosa hubiera podido desprender, determinarían en gran parte el éxito de

la estructuración del resto del territorio de Catalunya.
El proyecto político convergente, al contrario, imaginaba el territorio como un elemento

físico tangible de una nación que se pretendía reconstruir y representar políticamente a

partir de una sola institución: la Generalitat Pese a reconocer la importancia de la

autonomía municipal y las ventajas de una descentralización del poder hacia las instancias

más próximas a los ciudadanos, los nacionalistas consideraban que los municipios, y entre

ellos el municipio de Barcelona y los 27 municipios de su área metropolitana, tuvieran

necesariamente integrarse en el proyecto nacional del cual la Generalitat era el elemento

fundamental Si bien los convergentes no ignorasen la existencia de un importante hecho

urbano y metropolitano, éste último, en su concepción, no podía que ocupar una

dimensión técnica, administrativa, nunca política. Catalunya, era en definitiva, en la visión

nacionalista, sus ciudades, pero era también muchas otras cosas.

La contraposición de dos visiones muy diferentes no sólo respecto al futuro de la CMB

sino más en general respecto a que tipo de representación política y institucional se quería
para el territorio de Catalunya y, en definitiva, para la misma Catalunya, de la cual la

correspondencia Pujol-Maragall de enero de 1987 representa de alguna forma un resumen

revelador, se desarrollará a lo largo de todos los años 90 dando origen a. dos filones de

reflexión y elaboración política bien distintos que enlazarán con paralelas tendencias en el

ámbito continental Hay que destacar, en ese sentido, que tanto la reflexión nacionalista

llevada a cabo por la Generalitat de Catalunya, como la reflexión municipalista desarrollada

en tomo a la experiencia de la ciudad de Barcelona en aquellos años, constituirán elementos
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insustituibles a la hora de proporcionar contenidos, estrategias y experiencias al naciente

movimiento territorial europeo.

El intercambio epistolar había significado un giro decisivo en la disputa sobre la CMB. Si

todavía no hubieran quedado claras las intenciones de la mayoría en e! Parlament, la carta

de Pujol había zanjado definitivamente la cuestión: la CMB sería suprimida.
Los dos meses escasos que separan la dura carta del President de la Generalitat de la

aprobación de las LL.O.T son dos meses en que por un lado se asiste a una desesperada
actividad en defensa de la CMB por parte de su presidente y delos alcaldes socialistas de

los municipios metropolitanos, y, por e! otro, se agudiza cada vez más la fractura entre
, .

éstos últimos y la directiva del partido.
En febrero, más de 100 intelectuales de la asociación Cafalunya i Fllf1Ir, cercana al PSC

firmaban un "Manifiesto sobre la organización territorial de Catalunya y la realidad

metropolitana" en e! cual defendían la importancia de la existencia de! ente

metropolitano404. El PSUC, valorando positivamente la iniciativa de los intelectuales,
formuló un último intento de mediación. La propuesta, consistía en la suspensión de

cualquier decisión legislativa en merito a la CMB y a la formación de una comisión

patlamentaria que, en e! plazo de seis meses, estudiara las atribuciones y la extensión de una

nueva C:MB, de reducidos poderes y perfil político que comprendiera todos los 118

municipios de la antigua Regió 1.405 Siguiendo e! ejemplo comunista, e! PSC formuló una

propuesta similar que preveía más genéricamente la formación de una comisión que en e!

plazo de un año "revisara las atribuciones de la CMB".406

Pero la voluntad de CiU de llevar a cabo e! proyecto establecido no pareció ser interferida

ni por las movilizaciones en las cuales tuvo un pape! activo la FMC, ni por las iniciativas de

la Comisión de Gobierno de la CMB(que incluyeron una importante campaña publicitaria
en la prensa

407
y e! envío de folletos explicativos a todos los hogares de los municipios

metropolitanos), ni por e! alto numero de enmiendas presentadas al texto que suprimiría

... Finnaron la carta, entre otros; el ex alcalde]. M. Socias Humbert (presidente de la asociación), S. Deixeus,
R. Gubem, C. Bassiel, O. Bohigas, R. Bofill,]. A Gotysolo,]. Maragall, ]. Solé Tura,]. M Carandell, O.

Martorell,]. Borja,X Rubert de Ventós,].lJimona,]. M. Castellet. Véase ElPeri6dko 4 de febrero de 1987 .

.., Véase ElPeri4dko 4 de febrero de 1987.
"" Véase La Vanguarrlia, 4 de febrero de 1987.
407 El alcalde Maragall habIa anunciado también la posibilidad de comparecer en TV3 con el fin de defender
las razones de la CMB. Si bien fue desplegada una intensa campaña publicitaria por parte del.�te
metropolitano, el ex alcalde pidió sin conseguirlo una participación directa en el programa de la televisión

autonómica V.sIIJlIga. El President Pujol compareció en el mismo programa defendiendo las razones de la

supresión de la CMB el11 de marzo de 1987. Véase EIPerWdi"" 12 de marzo de 1987.
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finalmente la Corporación"", ni, finalmente por el hecho de que la coalición mayoritaria se

había quedado absolutamente sola en votar contra de todas las enmiendas propuestas.""
Todavía en plena batalla, MaragaIl y sus colaboradores, concientes de la derrota que

inevitablemente sufrirían, empezaron los trámites para la constitución de una

Mancomunitat, una asociación voluntaria de municipios, instrumento que si no remplazaba
del todo la CMB por lo menos ayudaba a paliar los efectos de su desaparición.

Tampoco la constitución de la Mancomunitat se demostró aliena a conflictos. Si los

representantes socialistas querían un tipo de ente que pudiera en un futuro próximo asumir

prácticamente todas las competencias de la CMB, los com�tas\ abogaban para una

Mancomunitat "de mínimos" y censuraban la actitud socialista declarando secamente que

se trataba una manera de burlar el Parlament y reconstituir el viejo ente de forma

encubierta.

En el conflicto abierto en el seno de la Cornisió de Govem de la CMB, en el cual se

escenificaba definitivamente la soledad en la cual, a aquellas alturas, habían quedado

MaragaIl y los otros alcaldes socialistas, el nudo de la cuestión era representado
fundamentalmente por las competencias en materia de urbanismo, que los representantes

del PSC querían irrenunciablemente para la nueva Mancomunitat y los del PSUC pensaban

que, en linea con las indicaciones estatutarias, tuvieran que devolverse a la Generalitat410

En marzo de 1987, en víspera del debate parlamentario sobre las cuatro leyes de

ordenación territorial de Catalunya, el Consell Metropoliti de la CMB, a la unanimidad,

daba vida a la Mancomunitat deis Municipis de rArea Metropolitana de Barrelona a la cual se

adhirieron finalmente 25 de los 27 municipios que integraban la CMB411• Se había impuesto
la tesis comunista: el nuevo ente recibiría competencias y prestaría servicios en materia de

obras de carácter metropolitano (vías interrnunicipales, parques metropolitanos,
infraestructuras municipales); promoción económica e industrial del área barcelonesa y

desarrollo y ordenación del litoral costero. Junto a estas, se preveían otras funciones de

carácter "menor", como la asistencia jurídica y técnica de los ayuntamientos; la realización

de encuestas y estudios estadísticos sobre el comportamiento de la población en el área

metropolitana; y la gestión de los mercados centrales. En todo caso, quedaban

.... A principio de febrero eran ya 164, la mayor parte encontradas sobre el art.5EAC: se argumentaba que sin
la CMB no se hubiera podido garantizar el principio de la "eficacia de la administración pública". Véase La
Vallgmurlia, 4 de febrero de 1987.
409 Véase ElPtriódico y ElPal.r, 5 de febrero de 1987.
410 Véase ElPal.r, 28 de febrero de 1987.
411 Los municipios de Tiana y Sant Climent, gobernados por cm se quedaron fuera.
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definitivamente fuera de las atribuciones del nuevo ente las competencias en materia de

urbanismo.

Pese a que los representantes de CiU en el Consell Metropolitá votaron en su día el número

y el tipo de competencias asignadas a la nueva Mancomunitat, la Generalitat de Catalunya
decidíó recurrir la decisión de la CMB de traspasar algunas competencias al nuevo ente,

pero el Tribunal Supremo desestimó finalmente el recurso en 1992.

Finalmente, la aprobación de la Ilei 7/1987, ponía legalmente fin a la existencia de la CMB,

pero no a la polémica que había generado y a los intentos de.mutar una situación que

estaba, de hecho, ya decidída.

Avalado por la fuerza derivada por el reciente triunfo en las elecciones municipales del

junio de 1987, Maragall y el sector instilllaonal del PSC decidieron dar un paso extremo y

recurrir la ley a través de las únicas vías posibles: el Defensor del Pueblo y el Presidente del

Gobiemo.

Una semana después de los comicios, la Commisió de Govern de la CMB solicitaba -

únicamente con los votos socialistas - la intervención del Defensor del Pueblo delante del

máximo tribunal Y, paralelamente, intentando convencer su partido de la necesidad de la

intervención del presidente del Gobierno, Maragall enlazaba contactos directos con Felipe
Gonzálea y obtenia su disponibilidad.
Pero la fractura entre la directiva del PSC y su sector instilllaonal, encabezado por Pasqual

Maragall se había agigantado definitivamente a lo largo de los meses.

De alguna forma, en una parte significativa del PSC se había empezado a pensar que si bien

la "cuestión metropolitana" tenía una importancia preeminente y incontrovertible, en su

nombre y, más concretamente en el nombre de la experiencia de la CMB de Pasqual

Maragall, se había sacrificado toda la estrategia socialista en mérito a la cuestión territorial y

que tal desequilibrio había influido negativamente sobre la actuación política del partido.
En una agitada reunión de la ejecutiva del PSC la noche del 2 de julio - ya en el término

máximo para la presentación del recurso - el secretario Raimon Obiols impuso la tesis de

la directiva y el partido decidió finalmente desestimar la propuesta. Cerrada la vía del

Presidente del Gobierno, pocos días después, el alcalde Barcelona pedía oficialmente al

Defensor del Pueblo de suspender la tramitación del recurso emprendido por la

Commissió de Govem de la CMB.
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Las posibilidades de ganar, en todo caso, parecían bien escasas. La Generalitat disponía de

diversos dictámenes, entre los cuales una sentencia del Tribunal Ccustítucíonal'" que

avalaba la plena constitucionalidad de una decisión autónoma del Parlament respecto al

destino último de la CMB, y poco antes de la presentación del recurso, que encentraba la

defensa del ente metropolitano en el principio de la autonomía local, un grupo de

importantes juristas dictaminaba (bajo petición del grupo parlamentario de CiU), que no

seria posible evocar el principio de autonomía local para defender un ente, la CMB, que
había sido creado imperativamente y sin consultar los municipios .que lo integraban"'.
De hecho, la 7/1987 hubiera podido ser atacada sólo porqué creaba dos entidades de

\ '

diferente extensión territorial como respuesta a un hecho metropolitano que la Ley de

Bases de Régimen Local y la Dei de Régim Municipal de Catalunya reconocían como

único. Pero a ciencia cierta no parece que esta irregularidad hubiera sido suficiente para

invalidar la ley y mantener en vida la CMB.

La CMB continuaría funcionando, en régimen transitorio, hasta el 8 de septiembre de 1988.

En el momento de su disolución tenía 450 funcionarios y trabajadores y un activo

patrimonial de 25000 millones de pesetas. Participaría todavía en algunos proyectos

importantes como la construcción de las rondas de circunvalación barcelonesas. Los 1400

millones comprometidos por la CMB para pagar parte de las expropiaciones necesarías

para la realización de la obra recayeron sobre las finanzas ya debilitadas al momento de

nacer del Consell Comarcal del Barcelonés.

Con la disolución de la CMB la Generalitat absorbió sus competencias urbanísticas,

precisamente en el momento en que Barcelona - designada sede de los Juegos Olímpicos
de 1992 - se aprestaba a llevar a cabo las mayores transformaciones urbanísticas desde la

construcción del Eixample.
Durante las negociaciones de las LL.O.T los intentos de mediación llevados a cabo por el

PSUC habían conseguido el compromiso formal de la Generalitat a devolver las

competencias urbanísticas a los municipios de más de 50000 habitantes, así como sucedía

en el resto del Estado, pero el compromiso fue substancialmente desatendido.

La dura polémica que acompañó la supresión de la CMB se inserta plenamente, en

definitiva, en el conflicto general que todo el mundo político catalán, en la variedad de sus

instituciones y en la variedad de sus fuerzas políticas había vivido acerca la organización
territorial. Pero seguramente había representado la más importante confrontación

•

412 Se trata de la STC de 19 de diciembre de 1985, sobre Ley de saneamiento y regulación de las haciendas
locales. Véase La Vangntzrt!ja, 14 de enero de 1986.
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partidista, política, ideológica y incluso simbólica a partir de la restauración de la

Generalitat Dejaba detrás de él un panorama desolador.

Había marcado, por los contenidos y las formas tan extremadas en que se había

desarrollado la polémica, no sólo el fin de un consenso de matriz estatutaría que parecía
más lejano que nunca, sino también un cambio profundo de la misma manera de

relacionarse de las fuerzas políticas catalanas que había llegado a contemplar irrevocables

rupturas de las negociaciones, secas decisiones unilaterales, utilización de las instituciones

como espacios partidistas y amenazas de recursos a instancias judiciales. Pero sobre todo

había mostrado claramente que las fracturas producidas dejarían,una. pesante herencia, la

primera de las cuales sería una larga serie de gtavísimas íneficacias a la hora de enfrentarse a

los problemas reales y concretos de la administración del área metropolitana de

Barcelona41 ••

El proyecto convergente no había sabido encontrar un encaje adecuado en el proceso de

construcción nacional que estaba llevando a cabo a las extraordinarias potencialidades que

la especificidad del área metropolitana de Barcelona llevaba consigo; y la fecunda

valorización del fenómeno barcelonés defendida por los socíalistas (que dará sus frutos en

los años siguientes) no había sido capaz de abrirse para ponerse al servicio de un horizonte

más amplio.
La polémica sobre la desaparición de la CMB había puesto en evidencia, en definitiva, que
las dos fuerzas mayoritarías del país (que seguirían siéndolo durante toda la década

siguiente) tenían para Catalunya horizontes de - futuro -al menos en el medio plazo­
decididamente divergentes.

4.7 La instauración de las comarcas y el mapa de los entes locales catalanes:

innovación, disfuncionalidades, competitividad-politica.

La aprobación de las LIeis d'Ordenació Territorial de CatolH'!Ya de 4 de abril de 1987 no marcó

el fin de las polémicas en tomo al sistema de organización territorial

,1) Los catedráticos consultados eran Rafael Entrena Cuesta, Eduardo Gatcía de Entenia, Rafael Gómez­
Ferro: Morant y José Ramón Parada Vázquez. Véase La Vangttarrlia, 3 de marzo de 1987.
<1. El ejemplo truís evidente de la ptofundidad de la fractura que dividió durante más de diez años cm y PSC
con respecto a la capital catalana quizás sea representado por la Carta Municipal de Barcelona. La Disposición
Transitoria primera de la LMRLC de 1987 preveía la aprobación de una ley especial que regulara la

o.tganización y las competencias del Ayuntamiento de Barcelona. De becho, la elaboración del texto habla
SIdo emprendida por el consistorio de la ciudad condal ya a principio de los años 80, pero sólo en 1998,
después de varias modificaciones fue aprobada por el Parlament de Catalunya. La Carta, que prevé una mayor
participación del Ayuntamiento en materia de urbanismo y postula la construcción de instrumentos

institucionales específicos para la colaboración del municipio de Barcelona y de los municipios
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No podía marcarlo porqué la normativa había sido aprobada por mayoría absoluta pero

con una oposición decidida de los dos mayores grupos de la oposición, pero sobre todo

porqué su aplicación y, en definitiva, la capacidad de funcionamiento de todo el sistema,

implicaría una colaboración (o por 10 menos la renuncia a una obstrucción frontal) de todas

aquellas instituciones locales gobernadas por las fuerzas que con más impulso se habían

opuesto a las nuevas normas.

Se produjo, al menos forma1mente, en un primer momento, algún intento de normalización

de la situación por parte del gobierno, que volvió a hablar de provincia única, en virtud de

10 afirmado en la exposición de motivos de la Ley de Régimen Provisional de las
, .

competencias de las Diputaciones Provinciales y de un intento de recuperar el diálogo por
10 menos con una parte de la izquierda. Pero todo se quedó en una serie de encuentros

entre CiU, ERC y PSUC y de declaraciones a los medios de comunicación que

evidenciaron por un lado una rebuscada poca determinación del un ejecutivo (que al

contrario se había demostrado determinado y efectivo a la hora de imponer a golpes de

mayoría absoluta sus planteamientos generales en materia de organización territorial), y por
el otro la incapacidad de los comunistas de atraer en el proyecto el PSC.

La situación que había dejado más de dos años de duras confrontación era una profunda
división tanto política como territorial y no tardó en hacerse patente a la hora de poner en

marcha el proceso de formación del nuevo mapa comarcal.

La 6/1987, de la Organización Comarcal de Catalunya (IL.O.C.C), si bien adoptaba el

mapa comarcal aprobado por la Generalitat en 1936, preveía la posibilidad para los

municipios, en un período de seis meses, de recurrir la adscripción a una comarca. En el

caso en que más de los dos quintos de los municipios de una comarca recurrieran su

adscripción, la formación de esta última quedaría sujeta a una aprobación del Parlament por

mayoría absoluta. La medida, que había sido estudiada para poder dar espacio a las posibles
y necesarías modificaciones del mapa republicano, evidenciaría fundamentalmente tres

elementos, En primer lugar, una moderada pero significativa reivindicación de la creación

de nuevas comarcas o de fusión de las antiguas.415 En segundo lugar la substancial

disconformidad expresada por los alcaldes SOcialistas416 sobre el carácter de los nuevos

consejos comarcales, sea en 10 referente a las competencias asignadas a los nuevos entes,

sea en los mecanismos de composición, y sea, finalmente, con respecto a la figura del

metropolitanos en el cuadro de una r:eotganización regional del tettitono catalán, está todavía pendiente de

aplicación.
415 Ya en septiembre de 1987, más de cien ayuntomientos hablan pedido la creación de 12 nuevas comarcas.

Véase ElPtriódko, 16 de septiembre de 1987.
<lO Véase ElP,riódk., 10 de enero de 1988.
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gerente. Y finalmente, la persistencia de una fractura política insanable entre las directrices

de la nueva normativa y la voluntad mayoritaria de los municipios del área de Barcelona 0t
del ayuntamiento de la capital), expresada a través de la presentación de recursos formales

que afectarán los procesos de formación de las comarcaS del Baix lJobregat, del Vallés

Occidental, del Garrafy, sobre todo, del Barcelonés:"

Al final del plazo concedido para la presentación de los recursos, el 15 de septiembre de

1987, se producía la esperada y paradójica situación de que si bien el 92% de los municipios
catalanes aceptaban el nuevo mapa comarcal y sólo 44 se habían declarado en contra, los

municipios disconformes representaban a más del 50% de la pobla?ó� total del país.
Las polémicas siguieron abiertas y, incluso, volvió a vivificarse la eterna confrontación

entre el ayuntamiento de la capital y la Generalitat. Las actas del 'recurso presentado por el
consistorio del ayuntamiento de Barcelona databan 16 de septiembre y la administración

autonómica se disponía, sobre la base del principio del silencio administrativo, a considerar

favorable la opinión del ayuntamiento de la ciudad condal respecto a su integración en la

comarca del Barcelonés, cuando la disconformidad del más grande y poblado municipio de

Catalunya había sido anuncíada oficialmente y con gran solemnidad.t'"

Finalmente, CiU volvió a utilizar plenamente el poder que le derivaba de su mayoría
absoluta en el parlamento y en diciembre aprobó definitivamente el nuevo mapa comarcal,
con la ayuda de los votos de ERC y AP y el voto en contra de PSC y de PSUC.

En un primer momento Catalunya adoptaría el mapa del 1936 y sería dividida en 38

comarcas, de las cuales 34 serían controladas por la coaliciónmayoritaría. La creación en un

segundo momento de las comarcas de Alta Ribagorca, Pla de l'Estany y Pla d'Urgell y las

modificaciones en los límites de 22 comarcas, no alterarían un cuadro de predominio de las

fuerzas nacionalistas en los consejos comarcales que se ha mantenido substancíaImente

intacto hasta nuestros días.

Con las modificaciones de los límites territoriales y la institución de las tres nuevas

comarcas en el mayo de 1988, quedaba definitivamente dibujado el nuevo mapa de los

entes locales catalanes.

De acuerdo con el nuevo cuadro normativo, los municipios y las comarcas resultan ser los

entes locales en que se organiza territoríaImente la Genetalitat de Catalunya, al tiempo que

es reconocida también la condición de ente local a la Provincia, a las Entidades Municipales
Descentralizadas (EMD), a las Entidades Metropolitanas (de transporte público y gestión

417 En el caso de la foanación de la Comarca del Barcelonés sólo el municipio de Santa Coloma se declaró

favorable al mapa propuesto por la IL.O.C.C..

41. Véase La VanJ!llardia, 16 de septiembre de 1987.
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de agua y residuos, que acabaron sustituyendo la CMB) y las Mancomunidades de

Municipios. Pero el municipio, la comarca y la provincia, a diferencia de los otros entes,

tienen naturaleza territorial, y gozan de autonomía para la gestión de sus intereses

respectivos.
El municipio es la entidad básica de la organización territorial y el elemento primario de

participación ciudadana en los asuntos públicos; goza de autonomía propia y su gobierno y

administración corresponden al ayuntamiento, integrado por el alcalde o "batlle", y los

concejales (regidors). Los concejales son elegidos por sufragio directo, y eligen

posteriormente, de entre ellos, al alcalde.

Servicios mínimos obligatorios

¡:_�,:-'. . .-\'r
.

'�.¡ .. ':' . -,

!

:éIIll\
(,r§j!�; '"(\1A, ';;"" .",.,.,.i"j;� '.",;�.'Pre'lertclon'Y"extJní:lIll'l;;de"ln()endlos •. """,," .,"

f¡�i�lii��i.�lt¡l(l¡¡i���
Fuente: Generalltat de Catalunya, Sistema d'lnfonnació d'Admlnlstració Local, 2002

A finales de los años noventa, había en Catalunya 946 municipios, Treinta de ellos no

superaban los 100 habitantes; 496 se encontraban entre los 100 y los 1.000 habitantes, 260

entre los 1.001 y los 5.000, 115 entre los 5.001 y los 20.000, 24 entre los 20.0001 y los

50.000, Y 21 por encima de los 50.000 habitantes: en cualquier caso, el 70% de la población
catalana vivía en los 45 municipios que superan los 20.000 habitantes.
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Ayuntamientos:
estructura de

ingresos y
gastos (1996)

Ingresos
!mpUflSOB d;eclos (35. 79%)

TSM.S IprecnlS
(17.57")

CréditOIJ (7,65�

Trans/9r9nciM
CO"rient� {27.8a}

Gastos

Bitlt'18B Y servicios
(23.64%)

Gutoa finsncieroa (9,21596)
., Olms (O.24%)

�YOIuci6n de crtJdkoa (!S.I)�)
. T,.."_¡exhí14 de c.¡Jllal (3.. 49%)

In ..,..", (l7,M%)

Fuente: GeneralHat de Catalunya, Sistema d'lnformació d'Admlnlstracló Local, 2002

Las entidades de población que, dentro de un municipio, constituyen núcleos separados,
pueden constituirse en Entidades Municipales Descentralizadas (EMD), regidas por una

junta vecinal, al frente de la cual hay un Presidente. A finales de los años 90 se

contabilizaban en Catalunya 54 EMD.

La comarca se constituye como una entidad local formada por la agrupación de municipios,
con personalidad jurídica propia y plena capacidad y autonomía para el cumplimiento de

sus fines. Su gobierno y administración corresponde al consejo comarcal, integrado por los

consejeros comarcales y el presidente del consejo.
Según el art.5 de la Ley 6/1987, De la organi2ación Comarcal de Catalunya, las comarcas

dispondrían finalmente de tres tipos de competencias.
En primer lugar, propias, en materia de ordenación del territorio y urbanismo, sanidad,
servicios sociales, cultura, deporte, enseñanza, medio ambiente y salubridad pública. Un
nutrido grupo de leyes sectoriales aprobadas por el Parlament de Catalunya entre 1988 y

1993 especificó el grado y el objeto específico de dichas competencias. En general se puede
decir que, a parte los casos del deporte, de los estudios estadísticos (en el marco de la

competencia general de ordenación del territorio) y de la gestión de residuos (en el marco

de la competencia general de medio ambiente), el parlamento catalán haya substancialmente

renunciado, a dotar los nuevos entes de poderes y instrumentos de intervención

significativos.
En segundo lugar, tenían competencias delegadas por la Generalitat de Catalunya. El

impulso de delegación por parte de la administración autonómica fue determinado y entre
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1988 Y 1991 se produjeron algunos importantes decretos en este sentido."'9pero muchas de

las competencias y de los servicios transferibles se encontraban, al momento de la

constitución de los consejos comarcales, todavía en las manos de las Diputaciones
Provinciales y pendientes de ser transferidos a la Generalitat. Así que el proceso fue mucho

más lento de lo que la administración autonómica esperaba. A lo largo de los años, muchas

de estas competencias (relativas sobre todo a servicios sociales, cultura, enseñanza y medio

ambiente) por lo que se refiere a las provincias de Girona, Tarragona y Lleida (las tres en

manos de CiU) han sido transferidas a la Generalitat y, sucesivamente, a los consejos
comarcales. Pero, por lo que se refiere a la Diputación de Barcelona, la duradera

. ,

confrontación política entre CiU y PSC impidió llevar a cabo el proceso de transferencia,
encontrándose todavía en nuestros días en sus fases iniciales.

En tercer lugar, finalmente, las comarcas podrían recibir competencias (en este caso, de

todo tipo) por parte de los municipios, según el principio de voluntariedad. Este tipo de

circunstancia se ha producido sobre todo en el caso de los municipios poco poblados, y ha

comportado incluso la delegación de competencias municipales individuadas como

exclusivas por el artículo 26 de la LBRL. En ese sentido hay que destacar que en dichos

casos la comarca se ha revelado una instancia de gobierno partícularmente eficaz .

.,. Ordenación del tettitorio y urbanismo: 6/1988,30 de marzo, forestal de Catalunya; 4/1990, 9 de =0,
d'ordenació de I'abastament d'aigua a I'área de Barcelona; 7/1993,30 de septiembre, de Carretcres; 14/1987,
9 de julio, d'activitat estadística de la Gcneralitat de Catalunya; 30/1991, 13 de septiembre, del Pla Estadlstic
de Catalunya. Sanidad: 3/1988,4 de marzo, de protecció de animals; 15/1990, de 9 de julio de ordenació
sanitaria. Servicios Sociales: 20/1990, 25 de noviembre, de protecció de la accesibilitat i supresió de las
barreras arquitectóniques; 37/199, 30 de diciembre, de mesures de protecció de menors. Cultura: 17/1990, 2
de noviembre, de museos; 38/1991, 30 de diciembre, de instalacions desrinades a activitats de infants y jovcs;
2/1993, 5 de marzo, de foment i protecció de la cultura popular i tradicional i del asociacionisme cultural;
4/1993,18 de marzo, del sistema bibliotecaei a Catalunya; 9/1993, 30 de septiembre, del patrimoni cultural
catalá. Deporte: 8/1988 de l'esport. Enseñanza: 3/1991, 18 de marzo, de formació d'adults. Medio ambiente

y salubridad pública: 2/1991, 18 de marzo, de mesures urgents per a la reducció i la gestió de residus
industrials; 19/1991, 7 de noviembre, de reforma de la Junta de Sanejament; 21/1991,25 de noviembre, de
ereació de l'Institut Catallí de Seguretat ViIíria; 6/1993, 15 de julio, reguladora de residus.
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C. Comarcales:
estructura de

ingresos y
gastos (1996)

Ingresos
T"' ....,.ncia. comientes (43,96%)

Trall8lerenciaB de

capllal (42,46%)

01"'0(13,59%)

Gastos financie",s (2, 52%)
• Transf.,.ncias COI7ien"'o (10,65%)

Gastos
Bieneo y ..,.,icioa (22,06%)

InV6Iaión (20,01%)

Personal (13,56%)
OI",s (O,02%)
D8volucí6n C/édi03
(8,80%)

Fuente: Generantat de Catalunya, Sistema d'lnfonnacló d'Admlnlstracl6 Local, 2002

La provincia es, según la letra de la 5/1987, una entidad local formada por la agrupación de

municipios, con personalidad jurídica propia y plena capacidad para el cumplimiento de sus

finalidades; su gobierno y administración corresponde a la Diputaciones Provinciales420•

Como se vio, la 5/1987, en la imposibilidad política y legal de supresión de los entes

provinciales optó por su profunda transformación, Manteniendo el carácter territorial

asegurado por la nonnativa estatal, las Diputaciones hubieran tenido que transferir a la

Generalitat (para que ésta hubiera podido delegarlas a las nuevas comarcas) la totalidad de

las competencias y de los recursos asociados a la prestación de servicios personales y

mantener, según el art.36 de la LBRL, sólo las competencias relativas a asesoramiento legal
y económico para los municipios. Como ya se dijo, este proceso fue muy lento y se produjo
prácticamente sólo en el caso de las provincias de Tarragona, Lleida y Girona.

':!OVésse el art.9.1 de la Ley 5/1987.
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Diputaciones:
estructura de

ingresos y
gastos (1996)

Gastos
genesy .. lVicios (10,M")

OIro.(1,81%J
o.volución d.
clÓdiI"" !8,3!l%}

Tran.sferenc{9B
c""ienl.. (73,15%J (mplJOsosdi'ect"" 19,78%)

Fuente: General�at de Catalunya, Sistema d'lnfonnac16 d'Adminlslrac16 Local, 2002

La resistencia opuesta a lo largo de los años por la Diputación de Barcelona a la

transferencia de competencia y recursos a la Generalitat, y consecuentemente a las muchas

comarcas que se encuentran en el territorio provincial, ha generado dos consecuencias

importantes't", Por un lado ha condenado las comarcas del área barcelonés a una endémica

crisis financiera que ha minado su capacidad de actuación (el Consell Comarcal del

Barcelonés estuvo a punto de declarar su quiebra en 1994); y, por el otro, la persistencia de

la Diputación Provincial de Barcelona como real y efectivo segundo nivel de gobierno ha

significado una debilitación significativa del referente comarcal para los municipios en los

cuales reside más de la mitad de la población catalana, condicionando significativamente el

desarrollo del sistema comarcal en su conjunto .

•2! La confrontación entre la Gencralitat de Catahmya y la Diputación de Barcelona en mérito a la

transferencia de servicios y recursos se ha desarrollado, a lo largo de los años, también en los tribunales. En

1988, la Diputación recurría al TSJC contra el Decreto 197/1988, de 1 de agosto que creaba la Comisión
Mixta de Traspaso de Servicios y Recursos de las Diputaciones. El TSJC emitió una sentencia en 1991 (STSJC
núm.365/1991), que substancialmente desestimaba el recurso y consideraba válido el decreto. La Diputación
decidió impugnar la sentencia del máximo tribunal catalán delante del Tribunal Supremo del Estado.

Finalmente, este último acabó resolviendo negatiVlllI1Cnte el recurso de apelación alegando las siguientes
motivaciones: "La financiación de las diputaciones provinciales está en relación con los servicios que gestiona,
de tal forma que su capacidad financiera será directamente proporcional a una mayor o menor amplitud de la

titularidad de los mismos y del numero de ellos, pues, como dice el articulo 142 de la Constitución "Las
haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la ley
atribuye a las corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de participación
en los del Estado y de las CCAA". Ello significa que sus recursos económicos serán los adécuados y sólo los

adecuados para llevar a buen término sus competencias, pues en los que exceden de éstas no pueden
pretender tales Corporaciones Locales garantía de ninguna clase frente al legislador, el cual, ya sea estatal o

autonómico, si tiene potestad, como aquí la tiene, para alterar o reducir el ámbito de competencias de las

Diputaciones Provinciales, como ha dicho el Tribunal Constitucional en su sentencia 32/1981, de 28 de julio,
(...) es lógico que pueda fijar el destino de sus recursos para afectarlos al ente al que las competencias van a ser

traspasadas". Sentencia del Tribunal Supremo de21 de abril de 1997.
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Los municipios, en ejercicio de su derecho a asociarse, pueden mancomunarse - a finales de

los años 90 había 85 Mancomunidades constituidas en Catalunya - o bien asociarse con

otras administraciones públicas o entidades privadas sin ánimo de lucro -dando origen a los

Consorcios, actualmente 136 -. En ambos casos los objetivos son concretos, y se trata de la

ejecución en común de alguna o algunas obras, o pam la gestión de servicios relacionados

con sus competencias,
Por último, pam la gestión de sus servicios, los entes locales pueden constitnir Entes de

Gestión, de los cuales existen en este momento 756: Organismos Autónomos, con

personalidad jurídica propia, de carácter administrativo o bien industrial, comercial,
. .

financiero o sitnilar. Cuando se trata de servicios de carácter económico, el ente local puede

gestionarlos directamente mediante una Sociedad Mercantil, . en régimen de empresa

privada, el capital de la cual ha de pertenecer íntegtamente al mencionado ente local, o

bien, indirectamente, por la creación de sociedades mercantiles o cooperativas de economía

mixta, o participación en otras ya existentes.
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Los Entes focales en Catalunya
Superlfde
PobIaci6n

31.895 Km'
6.261.999 h.

Munkipios
Comareas
Provincias

EIlfD

948
41
4

54

número población
<1.000 h. 523 205.075

1.001 ·10.000 h. 329 1.085.556
10.001 ·50.000 h. 73 1.445.927
50.001·300.000 h. 20 2.029.175

> 300.000 h. 1 1.400.268

Comarcas comarcas

de Catalunya
< 10.000 h. 4 26.570

10.001 • 50.000 h. 17 414.792

50.001 • 300.000 h. 15 1.673.279

> 3OQ.001 h. 5 4.147.358

Fuente: Generalita! de Catalunya, SIstema dlnfamacló dMnlnistradó Loc:aI, 2002

A más de quince años de su estreno, el nuevo sistema de organización territorial querido

por la mayoría de CiU, parece mostrar más de una señal de disfuncionalidad. Posiblemente

esto se deba a muchos factores, políticos, técnicos, legales.
El aspecto más vistoso del fracaso de aquel sistema parece ser la debilidad política (o como

mínimo la deshomogeneidad de su eficacia política en el territorio) del elemento que tenía

que representar su llave de vuelta, o sea, la comarca. Esta circunstancia parece atribuible

fundamentalmente a cuatro factores. En primer lugar a la falta de una apuesta política
decidida sobre los consejos comarcales como único y necesario segundo nivel de la

administración por parte de la coalición mayoritaria, reconocible en la poca trascendencia

de las competencias transferidas a través de las leyes sectoriales del quinquenio 1988-1993.

En segundo lugar, a las dificultades del despliegue comarcal en la región de Barcelona,

herencia de un conflicto sobre la CMB que proyectó sus consecuencias durante muchos

años y que, de hecho, dura hasta hoy y repropone la existencia de una cuestión

258



metropolitana que las leyes de ordenación territorial dejaron fundamentalmente irresuelta.

En tercer lugar, al mecanismo de formación de los consejos comarcales que, siendo de

segundo grado y no proporcionando la posibilidad a todos los municipios de ser

representados disminuye considerablemente en los ciudadanos la percepción del nivel

comarcal como un nivel administrativo de proximidad, exaltando su perfil técnico o de

arena política contrapuesta a la del ayuntamiento de la capital comarcal Y, finalmente a un

sistema de financiación de los nuevos entes que entorpece enormemente su capacidad de

actuación. Según las directrices de la LBRL de 1985 y de la lL.O.C.C (6/1987), las

comarcas, a diferencia de los municipios y de las provincias no reciben subvenciones
, 1

directas por parte del estado a través del Fondo de Cooperación Local, no tienen la

posibilidad ni de imponer tributos propios ni de participar en los tributos autonómicos y

municipales, y su financiación depende en gran parte de las transferencias obtenidas del

menguado Fondo de Cooperació Local de Catalunya y de las transferencias directas

(comentes y de capital) asociadas a la delegación de competencias y servicios por parte de

otros entes. Esta circunstancia ha provocado dos consecuencias fundamentales: por un

lado las comarcas no disponen de recursos suficientes (a finales de los años 90, el

porcentaje de gasto para los consejos comarcales no superaba el 1,5% del total del gasto

público local en Catalunya); y por el otro, los pocos recursos de los cuales disponen son en

todo caso vinculados a la realización de un servicio determinado, resultando así mermada la

capacidad de las comarcas de formular autónomarnente políticas de intervención.

Distribución multinivel del gasto público catalán (%)

Generalitat Diputaciones Consejos Ayuntamientos
Comarcales

1983 67,0 6,0 - 27.0
1986 63,0 7,0 - 30,0
1991 67,0 4,0 1,0 28,0
1995 70.0 3,0 1.0 26,0
1999 68,0 3.0 1.5 27,5

Fuente: AA.W. : Govsm Ipo/fllques pObf!ques 8 Calafunya (1980-2000) UB-UAB Barcelona: 2001, p.244

Distribución multinivel del gasto público local catalán (%)

Diputaciones Consejos Comarcales Ayuntamientos
1988 15,8 0,6 83,6
1995 10,7 4,3 85,0
1999 10,0 4,5 85,5

Fuente: AA.W. : Govem Ipofltiques pObliques a Calalunya (1980-2000) UB-UAB Barcelona: 2001, p.244
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El sistema imaginado por las leyes territoriales de 1987, y puesto en práctica en los quince
años sucesivos, ha seguramente representado, en definitiva un avance significativo en la

administración y en el gobierno del territorio catalán. Catalunya dispone hoy de un mapa

municipal y, en buena medida comarcal, basado sobre identidades fuertes, y el pluralismo
institucional ha ampliado enormemente el espacio para un más extenso pluralismo político.
Ha aumentado considerablemente el volumen competencia! de los municipios medianos y

grandes y las comarcas han sabido ejercer egtegiamente su función de suplencia y soporte

en el caso de los municipios menos poblados. La posibilidad de crear entidades
• o

especializadas a partir de una base territorial (como en el caso de las mancomunidades y de

los consorcios) ha podido dar respuestas ágiles a problemas concretos y, más en general, la

coexistencia de múltiples instancias administrativas ha posibilitado una programación de las

políticas de intervención planteada a partir de diferentes niveles.

Pero compartiendo un análisis de Subitats, Goma y Brugué422, se puede argumentar

también que la proliferación de las arenas políticas territoriales, si bien ha favorecido el

pluralismo político ha significado también a menudo una interpretación en clave partidista
de las relaciones interinstitucionales y la eficacia técnica demostrada por las comarcas en

algún caso no ha sido en grado de compensar el grave déficit democrático que estos entes

sufren y que, en buena parte, junto a la falta de una apuesta financiera suficiente y

descentralizadora, ha significado su substancia! ineficacia como instrumento de gobierno de

segundo nivel válido en todo el territorio. La complejidad del sistema fruto de la

multiplicación de las diferentes instancias, las duplicidades derivadas de la coexistencia de

comarcas y provincias, la casi nula efectividad del proceso de descentralización de la

administración de la Generalitat, la falta de verdaderos gobiernos estratégicos de área

(supramunicipales y sobre todo metropolitanos) que Integren o sustituyan una

administración comarcal que no parece apta para solucionar indistintamente los problemas
de todo tipo de territorio, completan el cuadro de una experiencia que destaca más por sus

aspectos negativos y por los problemas que sigue planteando, que por los resultados

positivos que también supo generar.

Las razones del fracaso del modelo, como se vio son varias y se tienen que atribuir a los

límites legales delante de los cuales el Parlament de Catalunya se encontró en el momento

de elaborar la normativa sobre la organización territorial, a los conflictos de poder que una

422 J. BRUGUÉ; R. GoMA y J.SUBlRATS: "Les polltiques supramunicipals a Catalunya: entre la

fragmentació i la innovació" en: AA.VV.: Go""" j poHliqtlu p1ÍbliqlllS a Calalu'!Ya (1980.2000) UB-UAB,
Barcelona: 2001, págs.239 Y ss.
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remodelación de las instancias democráticas locales acabó generando, a las complejas
relaciones que ligaban, en aquel momento histórico, el cuadro político catalán al estatal, y a

las diferencias objetivas entre los planteamientos de las diversas fuerzas políticas. Pero

sobre todo, las razones de aquel fracaso parece tenerse que buscar en una substancial

infravaloración, por parte de todas las fuerzas políticas (o, por lo menos de las dos mayores

fuerzas del país), respecto a cuanto pesaría en el conjunto del desarrollo de la autonomía

catalana una ruptura y un disenso tan profundo sobre un tema "constituyente" como el de

la organización territorial en términos de ineficacia y de cuestionamiento de las

instituciones catalanas.

La reivindicación de un cambio profundo del sistema fue reiterada a lo largo de los años, a

menudo con acentos polémicos, por los partidos de izquierda sin que se manifestaran

señales de disponibilidad al diálogo por parte de la coalición de gobierno.
Sólo a finales de los años noventa fue posible reemprender en el ámbito parlamentario una

discusión y un diálogo constructivo que ya había empezado años antes entre los

administradores locales de todos los partidos y en el ámbito académico.

Los frutos de este nuevo clirna han sido todavía escasos, fragmentarios pero significativos.
En 1998 el Parlament de Catalunya aprobó una modificación de la Ley Municipal y de

Régimen Local de Catalunya que restringe los requisitos para la formación de nuevos

municipios que podría representar el primer paso para retomar a dialogar a partir de una

revisión del mapa municipal. Y en abril de 2000 todos los grupos han coincidido en

respaldar la iniciativa del gobierno de nombrar una ponencia técnica (presidida por Miquel
Roca i Junyent) que redactara un informe sobre la revisión del modelo de organización
territorial de Catalunya. El informe fue publicado finalmente en diciembre del mismo

año423. Pese a que podría representar un instrumento enormemente útil para una nueva

regulación de la materia que muchos, en todas las fuerzas políticas, consideran ya como

inaplazable, a ello todavía no siguió ninguna iniciativa legislativa.

4.8 Los proyectos de reforma

El trabajo llevado a cabo por la ponencia presidida por Roca representa en estos momentos

posiblemente la contribución más valiosa (como mínimo por el hecho de que nace en

ámbito parlamentario) al debate sobre la revisión del modelo de organización territorial

pero no la única.

"3 AA.VV.: Inform. sobtr '" rruisió túlmodel d'organicytdó tmitorial tú Cakllm!Ja Barcelona, diciembre de 2000.
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Aliado de las muchas propuestas que a lo largo de los años se han formulado en el ámbito

acadérnico:24en el marzo del 2001 la Diputación de Barcelona publicó un informe

redactado por el grupo de geógrafos que se había formado en tomo al difunto Lluís

Casassas y que, en la intención de sus autores quería representar una "contribución al

debate parlamentario que se había abierto en e! 2000,,,,a; y que había llevado a la formación

de la ponencia presidida por e! antiguo dirigente de CDC.

Los dos informes, pese a que compartan un carácter técnico y científico común,

evidentemente, tienen una origen que los diferencia profundamente.
El primero nació de una iniciativa de! ejecutivo y es elaborado, pOf una ponencia cuya

composición fue consensuada con los otros grupos parlamentarios. El método de

elaboración de! informe ha sido marcado por e! origen de la ponencia que finalmente lo

redactó: e! primer paso de! grupo encabezado por Roca fue organizar encuentros formales

con todos los grupos parlamentarios y con las dos asociaciones de municipios. El objetivo
de! trabajo de la ponencia, pese a que su perfil fue eminentemente técnico, ha sido lo de

proporcionar, cumpliendo con e! cometido que e! gobierno y los grupos parlamentarios le

habían encomendado, una propuesta de modelo alternativo que pueda fácilmente ser

utilizada para la redacción de un nuevo texto normativo. De alguna forma se podría decir

que se configura como una iniciativa elaborada a partir de! Govern y de! Parlament y que

encuentra en estas dos instituciones su destinatario.

El estudio publicado por la Diputación de Barce!ona en 2001, en cambio, representa una

contribución externa a la iniciativa emprendida por la cámara catalana, procedente de una

institución territorial controlada por la mayor fuerza de oposición parlamentaría y que

históricamente ha disentido de! actual sistema de organización territorial hasta e! punto de

obstaculizar el despliegue de! sistema vigente en la parte demográficamente más importante
del país.
Rechazando fáciles y engañosos esquematismos pero a la vez teniendo siempre bien

presentes la procedencia, los métodos de elaboración y e! abasto de los dos informes, se

cree interesante, en todo caso, dar noticia de las propuestas contenidas en ambos.

En la lista de los objetivos que e! modelo propuesto por la Comisión Roca se proponía
alcanzar, se podía encontrar e! rastro de todas las debilidades de! modelo vigente. Respeto

424 Entre otras cabe destacar J. FONT y R. GoMA: ''Participación ciudadana en la política local" en AA.VV.:
biform, España 2000, 11M inl4tpntación tÚ SIl naJit/ad slKÍa� Fundación Encuentro Madtid: 2000;J. M. VALLÉS y
O. NEL i.O: "De ciutat a metrópoli", en: Bammna E"",ofIJÚI (1993), n. 18 págs. 9-20 Y J.BRUGUÉ; R.
GOMA Y J. SUBlRATS: "Les polítiques supramunicipals ...... ob. cito pág.242 y ss.

-IlS AA.VV.: Adminislradó lotaI i tnritmi a CataIN'!Ja. NON motúl d'otgallÍl:(flCÍÓ tmitorial Diputació de Barcelona,
Barcelona: 2001 p. 12
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de la autonomía municipal - a través de la aplicación del principio de subsidiariedad -;

mejora de la representatividad de los entes de segundo grado; recolocación de la comarca

en el marco de la colaboración intermunicipal; simplificación del esquema administrativo;

flexibilización las soluciones administrativas; racionalización del mapa municipal;
descentralización de la administración de la Generalitat; reducción de la conflictividad

interinstitucional: estos eran objetivos planteados por el documento.

La propuesta desarrollaba fundamentalmente cuatro temas: la actuación sobre el nivel

municipal y las políticas de reordenación municipal; la redefinición conceptual, institucional

y territorial de las comarcas; la introducción del nivel regional de ,la administración; y,

dentro de este último, una nueva consideración del hecho metropolitano.
Los criterios generales a los cnales se ceñía todo el proyecto, eran tres: gradualidad;
flexibilidad; realismo.

Por lo que se refiere a los municipios, la comisión hacía una elección cJara a favor de una

drástica racionalización del mapa municipal. Valorando positivamente los límites a la

creación de nuevos municipios establecidos por la Dei 13/1998 - un mínimo de 2000

habitantes _,426 el informe apostaba por tres medidas fundamentales.

En primer lugar planteaba una mayor democratización de las EMD, a fin de evitar la

segregación municipal. En segundo lugar preconizaba la facilitación de los mecanismos de

colaboración entre municipios inferiores amil habitantes, retomando cuanto previsto por la

Dei d'Alta Muntanya de 1983 en el caso de municipios inferiores a quinientos habitantes.

Y, finalmente el documento hacía una elección valiente en favor del principio de

simplificación del mapa de los municipios catalanes introduciendo mecanismos claros para

la agrupación o &rJlaboraciónforzosa entre estos últimos. La agrupación se realizaría gracias a la

aprobación por parte del Govem de unos Plans d'Agrupament Municipal (PAM). Estos

planes tendrían el cometido de planificar la asignación imperativa a las Mancomunidades, a

los Consorcios y a las Entidades de Gestión de todos aquellos servicios que los municipios
no fueran en grado de proporcionar. Sin embargo, la &rJoperación forzosa de los municipios

prevista por los PAM sería en todo caso siempre de carácter técnico, nunca político. En el

caso en que los instrumentos previstos por los PAM no fueran suficientes, se recurriría a la

comarcalización de los servicios. Las líneas de acción previstas por el informe se

desarrollarian en un lapso de tiempo de cómo mínimo diez años.

Ya se vio como en pasado la cuestión de la reducción del número de los municipios, y
también de los instrumentos imperativos orientados a su cooperación, fue
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substanciahnente eludida pese a que todas las fuerzas políticas indicaran en el

minifundismo municipal uno de los puntos débiles del sistema territorial catalán.

Quince años después la cuestión volvía en toda su actualidad y la opción elegida por la

comisión era la de una intervención decidida pero progresiva de la Generalitat. En este

sentido, en la óptica de los comisarios seria justamente la aplicación gradual de las nuevas

medidas a evitar los posibles conflictos.

Al abordar el tema comarcal, el informe partía de una valoración negativa de la experiencia
comarcal existente. Las comarcas - se argumentaba - han sido teatro de una profunda
confrontación partidista y viven, a más de diez años de su creación, todavía una profunda

,
.

crisis de identidad, no habiéndose delimitado con exactitud sus funciones y su marco de

actuación. Padecían, en opinión de la Comisión, un dúplice déficit. Un déficit institucional,

originado por la dificultad en la adaptación a un sistema municipal preexistente, por la

debilidad de su régimen competencia! y financiero, y por los experimentados defectos en

materia de organización institucional y sistema electoral Y un déficit territorial, porque las

modificaciones del mapa republicano llevadas a cabo en 1987 no habían resultado ser

suficientes para abarcar las transformaciones reales que el territorio ha vivido a lo largo de

los años. Estas consideraciones, la relevancia de las actuaciones propuestas con relación a

los entes municipales y la introducción del nivel regional, aconsejaban - en la opinión de

los ponentes - una profunda reforma de los entes comarcales, que tendría que tocar sus

aspectos competenciales y financieros, su organización institucional y, en menor medida,

los aspectos territoriales427.

Cuanto a los aspectos competencia!es, coherentemente con los resultados esperados de la

política de agrupación municipal y de la introducción del nivel regional, la comarca se

configurarla como una entidad con marcado carácter municipalista, que en definitiva,

encontraria un espacio político propio en la función de soporte a los ayuntamientos y de

gestión coordinada del territorio. El nuevo carácter municipalista de la comarca, hacia de

ella una instancia administrativa extremadamente flexible, que podría finalmente modular el

grado, la profundidad y las formas de sus actuaciones con relación a las multíplices
exigencias de los municipios que la integraran.
Esto no negaba - según los ponentes - la necesidad de atribuir a los entes comarcales un

núcleo de competencias propias, de contenido sustantivo. Dichas competencias serian

representadas por las políticas de servicios personales (que hasta hoy han ejercido por

42& Llei 13/1998, de 19 de novembre, de modificació de la Llei 8/1987, del 15 d'abril, municipal i de regiro
local de Catalunya, en relació amb els requisits exigits per constituir municipis nous.

4Z1 Véase AA.VV.: Informt SOM la rrvisió d./lllod./d'otganit'{ad4•.• ob.cit. pág.33.
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delegación), ordenación del territorio y urbanismo y promoción del desarrollo económico.

Finalmente, así como sucede actualmente, quedaría asignada a la comarca la obligación de

asumir la responsabilidadf" de la prestación de los servicios municipales obligatorios de

todos aquellos municipios que, por razones de población, no puedan ejercerlos.
Cuanto al sistema de financiación - que los ponentes indicaban como el verdadero

condicionante del éxito del modelo propuesto - el proyecto de la Comisión se revelaba

extremadamente franco. Al lado de la reivindicación de una mayor participación
incondicionada e el Fons de Cooperació Local de Catalunya, que aumentaría la capacidad

para los nuevos entes de planificar autónomamente sus políticas, la única posibilidad para
, '

mejorar sensiblemente la situación de las arcas comarcales era la participación en los

ingresos del estado a través del Fondo de Cooperación Local, y la posibilidad de establecer

tributos propios y recaxgos sobre impuestos municipales. Ambas posibilidades son ligadas,
todavía hoy en día, a la modifica de la LBRL de 1985, circunstancia que hace

imprescindible un consenso significativo en las Cortes madrileñas.

Cuanto a la cuestión institucional, en línea con su incrementado perfil municipalista, el

texto indicaba como prioridad el aumento de representatividad de los consejos comárcales.

Para alcanzar estos objetivos, el informe proponía la adopción de dos medidas. En primer

lugar, sería necesario operar un cambio profundo del sistema de composición de los

consejos: formarían parte de ello todos los alcaldes (o ngidors delegados) y un número de

consejeros asignados a las fuerzas políticas calculado a partir de la combinación de los

criterios de población y votos obtenidos por cada candidatura en el conjunto de la comarca.

y en segundo lugar, era necesaria la elección de un órgano ejecutivo de las instituciones

comarcales que facilitasen la tarea de del consejo y la ejecución de los acuerdos de su pleno.
Las dos nuevas medidas - se recordaba en el informe - están supeditadas a los cambios que

la política de agrupación pueda producir en el mapa comarcal, En concreto las nuevas

agrupaciones tendrían representación conjunta y compartida en el consejo comarcal,

Cuanto a los aspectos territoriales, pese a que la Comisión consideraba que la política de

agrupación municipal, la redefinición del papel de las comarcas y la creación de los entes

regionales aconsejaban una modificación del mapa de 1987-1988, aboga por el principio

general de no proponer la creación de más entes que 10 estrictamente necesario. No

obstante la división hecha por la LO.C.C. de 1987 hubiese demostrado más de un límite

no se podían desconocer un cierto arraigo, por lo menos en una parte del territorio, de

aquella división. Así que en vez de apostat por una redefinición del conjunto del mapa, la

'" Según el art.64 de la Ley 8/1987.
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Comisión proponían la creación de seis nuevas comarcas (Alta Segarra; Baix Llobregat

Nord; Moianés; Segre Mitjá; Selva Marítima; Val de Camprodon) y el cambio de

adscripción comarcal de 34 municipios,
En algún caso la nueva comarca se articularía en un ámbito territorial mínimo,

económicamente y socialmente muy cohesionado cuyo centro es representado por un

núcleo urbano consolidado, a menudo dotado de un alto potencial demográfico. En otros,

dispondría de un más amplio ámbito territorial y de un potencial demográfico mucho

inferior y respondería a una clara exigencia de reequilibrio territorial, En otros finalmente,

la creación de la nueva comarca constituiría la valorización de reivin<:J¡.caciones territoriales

que fueron desestimadas en 1987.

Respecto a la cuestión comarcal, la comisión Roca parecía querer aprovechar integralmente
las experiencias positivas y negativas de más de diez años de historia adrninístrativa y

proponía una transformación de este ente basada sobre dos ejes fundamentales.

En primer lugar, sobre la valorización de las estrechísimas relaciones que unen municipio y

comarca. Sin llegar a las antiguas formulaciones de cuño comunísta y socialista de comarca

como supermunicipio y manteniendo, en contraposición a aquella propuesta, la idea de la

adscripción forzosa y no voluntaria de los ayuntamientos, la nueva comarca se definía en el

informe de la Comisión Roca como ente de proximidad, dotado de una alta legitimación
democrática. En este cuadto su función primaria sería convertirse, de alguna manera, en el

motor del ambicioso proyecto de reorganízación municipal planteado en el informe.

Y, el segundo eje de transformación de los entes comarcales era, para la comisión, la

flexibilidad. El informe manifestaba así la convicción de los ponentes de que la comarca

sólo podría cumplir sus nuevas funciones si sería en grado de ser el elemento más dúctil del

sistema, la antena más sensible a las mutaciones y a las especificidades del territorio catalán.

MotÍa así la idea de una comarca únicamente determinada, dejando espacio a la coexistencia

de entes comarcales diferentes entre ellos: a veces orientados a la valorización de un

fenómeno urbano difuso en un área formada por más munícipios, a veces instrumento de

reequilibrio territorial, a veces, finalmente, red de protección de un territorio

demográficamente disgregado.
Pero la novedad más relevante del informe presentado a finales de 2000, era representada
por la introducción del nível regional. Los objetivos principales que quería conseguir la

comisión con la adopción de tal medida, eran fundamentalmente dos: simplificación de las

estructuras adtninistrativas y atención a la diversidad de las realidades.
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Haciendo hincapié en el principio de simplificación y valiéndose de las posibilidades legales
ofrecidas por la CE Y el Estatut,

42. la comisión avanzaba la propuesta de refundir el nivel

provincial y el nivel regional. Se crearían así seis vegueríos: de Barcelona; del Camp de

Girona; de la Catalunya Central; de Girona; de Ponent; de les Terres de l'Ebre.430 La

elección del ámbito territorial de las nuevas demarcaciones, recogia la existencia de

especificidades territoriales ya evidenciadas con la ley de Aprobación del Plan Territorial

General'". La creación de las seis vegueríes, que coincidirían en definitiva con las nuevas seis

provincias catalanas, planteaba la necesidad de una iniciativa legislativa por realizarse en las

Cortes, ya que implicaría la alteración del número, de los límites, de la denominación y de la
, .

capitalidad de las provincias actuales. Tal iniciativa - en opinión de la Comisión - tendría

que ser realizada por el Parlament de Catalunya en su conjunto. .

Las nuevas vegueríes, se configuraban como entes únicos de descentralización: sustituirían las

provincias, asumirían sus funciones en calidad de administración local y de demarcación

para la prestación de los servicios del estado, pero al mismo tiempo serían ámbitos para la

descentralización de la administración de la Generalitat Además, así como las provincias,

cumplirían con la función de ser circunscripción electoral para el Congreso y para el

Senado.

Cuanto al funcionamiento y a la organización interna, pese a que, en cumplimiento del

art141.2 CE, la propuesta de la ponencia abogaba por una elección de segundo grado
sobre base municipal, la misma ponencia dejaba explícitamente al Parlament una valoración

final sobre la conveniencia de emprender una iniciativa legislativa con el fin de cambiar

dicho artículo y introducir un método de elección directa.

Por lo que se refería a la denominación de los órganos de gobiemo y de administración, la

Comisión proponía mantener la denominación de Diputación ya ésta contaba con una larga
tradición histórica en la organización político-administrativa de Catalunya, y más en general
de toda la antigua Coro� de Aragón. V�ers y Diputats Loca/s eran las figuras de

representación territorial del Rey y de la Generalitat hasta 1714. Así se proponía recuperar

.,. En particular del art.141.2 CE que prevé la posibilidad de sustituir las diputaciones provinciales por otras
corporaciones reprosentativu, y del art.5.1 EAC que postbilita la creación de entes supracotnatcales .

•30 Veguetia de Barcelona: Alt Penedes; Baix Llobregat; Baix Llobregat Non!; Barcelonés; Garraf? Mares�;
Valles Occidental y Valles Oriental Veguetia del Camp de Tarragona: Alt Camp; Baix Camp; BaIX. Penedes;
Conca de Barbera; Priorat y Tarragonés. Veguetia de la Catalunya Cent:tal: Alta Segarra; Anola; Bages;
Bergueda; Cerdanya; Moianés; Osona y Solsonée. Veguetia de Girona: Alt Empordá; B� Empordá;
Garroaa; Jirones; Pla de l'Estany; Ripollés, Selva, Selva Marítima y Valide Camprodon. Veguena de Pon�:­
Alta Ribagor�a; Alt UrgelI; Garrigoes; Nogoera; Pallars Jussa; Pallars Sobiri>.; Pla d'Urgell; Segarra; Segre MitJa;
Segria; Urgell y Vall d'Aran. Vegueria de les Terres de I'Ebre: Baix Ebre; Montsia; Ribera d'Ebre y Terra Alta.
'31 Llei 1/1995, de Aprobació del Pla Territorial GenetaL
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la denominación de Veguer para la presidencia de la Diputación y de Diputats Locals para el

resto de los miembros de la corporación.
Valorizando el principio de la atención hacia la diversidad territorial, la propuesta de la

comisión dibujaba la veguería como un instrumento administrativo extremadamente

flexible, que podía (y en cierta medida, tenía que) dar como resultado un esquema

asimétrico. Era necesario prever - en opinión de los comisarios - que una veguería pudiera

desplegar funciones distintas en diferentes zonas de su territorio según se configuraran
dentro de ella áreas con dinámicas especificas. En estos casos la administración regional
tenía que ser capaz de articular respuestas especializadas, ya sea de.c�cter funcional ya sea

de carácter representativo.
El carácter flexible del ordenamiento interno de las regiones era útil, en la óptica de la

propuesta de la comisión Roca, para poder encajar cómodamente en el nuevo esquema

tanto los hechos especificas ya existentes como los que se podrán presentar a lo largo del

tiempo. En este cuadro, aunque se reconociera explícitamente la existencia tanto de una

hecho metropolitano barcelonés como de una especificidad de las zonas pirenaicas y se

vislumbraba la posibilidad de establecer instrumentos especiales ya sea de carácter

funcional ya sea de carácter representativo, no se formulaban directamente hipótesis en ese

sentido, sino que se dejaba al futuro nivel regional el cometido de elaborar las estrategias
necesarias.

Pese a que el informe resultara substancialmente tímido a la hora de definir en el detalle el

funcionamiento de los nuevos entes regionales (no proporcionaba indicaciones concreta ni

con referencia a la estructura institucional ni al sistema de composición de sus órganos), la

apuesta que la comisión hacía sobre las vell'mes era políticamente a la vez ambiciosa y

concreta.

Era concreta, porqué la asunción de las competencias provinciales por parte de las vegueríes

garantizaria una participación en el Fondo de Cooperación Local y la construcción de un

solo nivel intermedio que se configuraba como el elemento esencial de la presencia de la

administración pública (de toda la administración pública) en el territorio. De este modo,
las nuevas tJell'eries simplificarían de manera evidente el esquema administrativo y reducirían

significativamente la conflictividad interinstitucional.

y la propuesta era ambiciosa, porque la modifica del número y de las delimitaciones

provinciales comprometía todas las fuerzas catalanas en un esfuerzo compartido, en una

acción en que no podrá haber espacio para los conflictos partidistas.
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De alguna forma, la propuesta de los comisarios con respecto al nivel regional representa
un desafio para todo el sistema político catalán, un intento, concientemente concebido, de

reabrir una discusión sobre el nivel provincial que después de más de diez años de la

aprobación de la normativa de 1987, se definía todavía come absolutamente central,

proporcionando un proyecto verosimilmente compartible por la mayoría de las fuerzas

políticas catalanas. En este sentido, el objetivo de los comisarios ha sido hacer perder a la

modifica del mapa provincial la carga ideológica que había tenido en los primeros años de

la democracia, para desarrollar un proyecto de modificación en un plan más funcional­

racional que simbólico.

El proyecto de la Comisión Roca aparece en su conjunto como .una propuesta ambiciosa y

a la vez realista, que combina una clara voluntad de tener en cuenta las diferentes

posiciones de los partidos y de las asociaciones de los municipios para convertitse en una

propuesta políticamente víable a breve término con la reivindicación de la necesidad

urgente de operar cambios profundos, que deriva de una autónoma observación de la

experiencia administrativa de los últimos años.

E! sistema imaginado por el informe publicado por la Diputación de Barcelona en el marzo

de 2001 en cambio, recuperaba en parte algunas ideas que a principio de los años 80 se

habían hecho públicas a través del estudio de Unís Casassas432 y que en parte el PSUC y el

PSC habían adoptado para formular sus programas.
El sistema imaginado se desarrollaba sobre cuatro niveles: municipios; comarcas; tJell'enes;

regiones.
Por lo que se refiere a los municipios, apostaba por el mantenimiento de las competencias

actuales, aunque, en el caso de los municipios con más de 20000 habitantes se prevé la

asunción de mayores competencias en materia de urbanismo, servicios personales
enseñanza, circulación, consumo, ocupación, medio ambiente, seguridad ciudadana.

Las diferencias más grandes con el proyecto de la comisión Roca, se aprecian en relación

con las comarcas. Si bien la propuesta de la diputación también se ceñía a la idea de un

fortalecimiento de los vínculos entre comarcas y municipios, el impulso dado en este

sentido por los redactores del informe es decididamente más profundo.
En el estudio publicado por la diputación de Barcelona, las comarcas serían entes

institucionales (y non locales), complementarios respecto a los municipios. No dispondrían
de atribuciones propias sino sus competencias y los servicios que ejercerían, dependerían de

432u. CASASSAS i SIMÓ (et al.): L'Org� tmitorialde••••ob.cit.
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la voluntad de los municipios que la integren y de la capacidad de éstos últimos de ejercer
sus competencias.
Tendrían una extensión territorial extremadamente reducida (serían 114), siendo formulado

su mapa sobre la base de la individuación de las unidades territoriales de base diaria. Su

órgano de gobierno sería un consejo comarcal integrado por todos los alcaldes de la

comarca. Por lo que se refiere a la financiación, el estudio consideraba válido el sistema

vigente, y por lo tanto no postulaba una participación directa de dichos entes al Fondo de

Cooperación Local.

La comarca dibujada por el informe de la Diputación de Barcelo�, � una comarca con

un perfil exclusivamente funcional, que encontraba su razón de existencia sólo en su

carácter de soporte a la administración municipal En este sentido, con las únicas pero

significativas diferencia de la ausencia del principio de voluntariedad y de su configuración
como entes de carácter únicamente institucional, la propuesta recordaba los proyectos

formulados por la izquierda catalana a la mitad de los años 80.

A la veguerla (el nuevo nombre asumido por las provincias), que es, así como recitan los artt.

137 Y 141 CE un ente tanto institucional que local, correspondería el nivel superior de la

administración local Su función primordial sería la de dar soporte a la actuación de

comarcas y municipios, aunque estos entes serían también ámbitos de descentralización

para la presencia de la administración del estado y de la Generalitat en el territorio, además

que demarcaciones electorales. Se proponía la creación de cuatro vegueríes: Barcelona,

Tarragona, Girona, !leida. Las competencias, el sistema de financiación, los órganos de

gobierno y el sistema electoral también permanecerían invariados, adoptándose los vigentes

para las actuales diputaciones provinciales.
La verdadera novedad introducida por la propuesta formulada por la Diputación de

Barcelona, era, en cambio, representada por las regiones. Según la letra del informe, "la

región es el ente que se propone tratar las especificidades de los diferentes territorios, en el

marco de la correspondiente vegueríd'.433 El informe preconizaba la creación de tres

regiones: la región metropolitana de Barcelona; la región de les Terres de !'Ebre y la región
de !'Alt Pirineu. La primera tendría carácter de ente institucional local, las segundas sólo de

ente institucional

Según el estudio, la Región Metropolitana de Barcelona, integrada por 178 municipios,
tendría competencias en ámbito urbanístico (podría aprobar definitivamente los Plans

Generals d'Ordenació Urbana de los municipios que la integran y tendrá la iniciativa

433 AA.VV.:Administrar:i6 maL.. ob.cit. p. 62
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respecto al Pla Territorial Metropolitá); transportes, red de agua, recursos naturales y

promoción económica.

Cuanto a su financiación, al lado de las contribuciones especiales, a las aportaciones de los

municipios integrantes, a la participación en los impuestos del estado y de la Generalitat,
obtendria recursos de la participación directa en el Fondo de Cooperación Local.
Su órgano de gobierno seria un Consell Metropolitá, integrado por todos los alcaldes de los

municipios integrantes, y por los consejeros de la veguería representantes de los mismos

municipios.
Cuanto a las otras dos regiones, su naturaleza de entes sólo institucionales, hacia que sus

. .

competencias, así como sus recursos, fueran de alguna forma más reducidas. Las

competencias en materia de urbanismo y planificación territorial serían reducidas, pero se

caracterizarían como plenas en materia de gestión del espacio natural y promoción turística

y económica.

El proyecto presentado por la Diputación de Barcelona, resultaba así ser ligado a una

concepción municipalista del territorio que en Catalunya, y sobre todo en las fuerzas

políticas de la izquierda catalana, tiene raíces antiguas. La transformación profunda del ente

comarcal, con respecto a su misma naturaleza a las funciones que sería llamada a

desempeñar y incluso a su número, que el informe vislumbra, representada un cambio

radical en el mapa de los poderes territoriales catalanes. No tanto por las competencias y las

funciones asignadas a las comarcas sino por la negación del carácter local de est?s entes y

su supeditación a las instituciones municipales. La introducción del ente regional, en este

sentido, confirmaba esta orientación. Por un lado, representa un nuevo intento de abordar

la cuestión metropolitana otorgando al municipio de Barcelona y a los de· su amplio
entorno poder, recursos y autonomía. Por el otro, intenta imaginar un sistema en que

puedan encontrar una cómoda cabida los otros fenómenos específicos que de otra forma,
no encontrarían un sitio adecuado dentro de un esquema general que se quiere configurado
en torno a los tres elementos Generalitat, vegueríos-provincias y municipios y en el cual estos
últimos están destinados a aumentar (gracias a la nueva configuración del ente comarcal)

significativamente su poder.
Haciendo una sintética comparación entre las dos propuestas, se pueden hacer algunas

observaciones.

En primer lugar, se puede notar que los puntos de partida de ambas propuestas son los

mísmos. En otras palabras, destaca la existencia de una conciencia compartida de los

defectos y de las limitaciones que presenta el modelo vigente. Minifundismo municipal,
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indefinición del papel y de las funciones de las comarcas, necesidad de simplificación de los

niveles y de reducción de la conflictividad interinstitucional, valorización del nivel

provincial y necesidad de su asimilación al sistema de organización territorial catalán,

descentralización de la administración de la Generalitat todos y cada uno de estos aspectos

figuran en el diagnóstico que los dos grupos redactores hacen con respecto a la situación.

En segnndo lugar, las dos propuestas, aunque apelen constantemente a una necesidad de

pragmatismo y al realismo, contienen elementos importantes (aunque muy diferentes entre

ellos) de ruptura. La propuesta de la Comisión Roca, si bien mantiene una posición
substancialmente prudente y gradualista con respecto a much�s a�pectos, no elude la

puesta en discusión del elemento provincial y reivindica, sin titubeos, una iniciativa del

parlamento catalán que implicaría la aprobación de una ley orgánica y la modificación de la

tradicional cuadriparrición del territorio catalán. Y, el informe presentado por la Diputación
de Barcelona pone sobre la mesa una transformación del ente comarcal que significaría la

mayor mutación del concepto de comarca operada desde los tiempos de la II República.
En tercer lugar, aunque ambos proyectos de carácter general, hacen hincapié sobre

aspectos distintos. Si en el proyecto de la Comisión Roca se dedica una atención

significativa a las estrategias de agrupación municipal, y a la reforma del funcionamiento de

los consejos comarcales, y se dejan relativamente indefinidos aspectos como la

organización y la composición de las vegueríes, a estos últimos se dedica con más detalles la

propuesta formulada por la Diputación.
En cuarto lugar, con acentos y resultados diferentes ambos proyectos representan un

implícito reconocimiento de la importancia financiera, pero también política de las

Diputaciones Provinciales. Las dos propuestas intentan aprovechar el capital político y

económiCrJ representado por la administración provincial, buscando formas de asimilarlo a un

proyecto de desarrollo de las instituciones intermedias catalanas.

Y, finalmente en ambos proyectos se valoriza la flexibilidad como principio inspirador del

sistema. Esta circunstancia ha dado como resultado modelos muy diferentes pero indica la

conciencia comparrida de los daños que supuso al momento de redactar la normativa en

1987, el intento de uniformar en un esquema fijo una materia que por su naturaleza resulta

ser cambiante.

Como se dijo al principio, las dos propuestas tienen orígenes, destinatarios y funciones muy
diferentes entre ellas que condicionan profundamente las características y el alcance de los

modelos propuestos. Representan, al día de hoy, casi cinco años después de su
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presentación las contribuciones más significativas'" a un debate que ha sido confinado a

menudo a la confrontación partidista o a la especulación académica y que en cambio

representa posiblemente uno de los elementos centrales del desarrollo político y

institucional catalán.

4" Representan las únicas propuestas de conjunto. En realidad, algún aspecto parcial de la legislación de
ordenación territorial se ha empezado a tocar. En la primavera de 2003, un acuerdo entre PSC, IC, PP y ERC
ha permitido una parcial modificación de la Llei d'Organització Comarcal En concreto se modificó el sistema
para la elección de los Consejos comarcales y se introdujo una nueva estructura de gobierno: el Consell
d'A1caldes. El nuevo sistema invierte el criterio de elección (ahora el 66% sobre la base de los votos emitidos
ye133% sobre la base de los regidores) y la creación del Conse1l d'A1calde recoge una de las reivindicaciones
históricas de las fuerzas progresistas catalanas, la presencia de todos los alcaldes en los órganos de gobiemo
de las comarcas. La aprobación de estas medidas normativas ha sido duramente criticada por CiU. Véase
AVVI, 30 de abril de 2003.
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CAPITOLO QUINTO
LAS POLITICAS LINGUISTICAS y DE LOS MEDIOS DE

COMUNICACION

5.1 La lengua en la Constitución y en el Estatut

Para comprender a fondo el conjunto de la política de normalización lingüística seguida por
la Generalitat a lo largo de los últimos veinticinco años parece preciso realizar una breve

análisis del proceso de formación y del contenido de. las fuentes normativas

constitucionales y estatutarias en la cual se enmarca la legislación Yo la actuación de los

poderes públicos catalanes en este importante campo.

En general, se podría decir que, como ya se ha podido observar en otras ocasiones,

también en el campo de la regulación de los derechos lingüísticos la acción constituyente y
estatutaria ha sido influida fuertemente por una necesidad imperiosa de encontrar un

acuerdo de mínimos, que pudiera delegar a la legislación ordinaria (tanto estatal como

autonómica), a la implementación de las normativas por parte de los poderes públicos, y,
finalmente, a las sentencias del Tribunal Constitucional, la regulación concreta del conjunto
de la materia.

En Catalunya, la reivindicación de la recuperación de la lengua catalana como lengua del

país y de sus futuras instituciones democráticas había sido, a lo largo de los años de la

dictadura, una reivindicación poderosa, compartida por todas las fuerzas políticas, sociales

y civiles que' se habían opuesto al franquismo. Es más, había constituido uno de los

elementos esenciales, característicos y transversales que había contribuido de manera

determinante a la construcción de las plataformas unitarias de la oposición catalana.

En los primeros años de la transición, los partidos políticos catalanes, con la excepción de

AP y de VCD, habían substancialmente asumido y asimilado aquel importante capital de

consenso, construido sobre la base de dos postulados fundamentales: garantizar la

oficialidad y la recuperación de la lengua catalana y, a la vez, no dificultar la convivencia ni

dividir la sociedad catalana por motivos de lengua. Ciertamente, dentro del marco

ideológico compartido y definido por estos dos postulados existían diferencias importantes
entre las posiciones de los partidos nacionalistas (CDC, VDC y ERC) Y las fuerzas

izquierdistas vinculadas a partidos estatales, sobre todo en mérito a los medios a través se

tenían que alcanzar la normalización lingüística.
Esquematizando, si las fuerzas nacionalistas optaban por una regulación normativa lo más

posible detallada y que incluyera la exigibilidad de la competencia lingüística (tanto en el
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ámbito general como más en concreto para el acceso a determinadas profesiones o a la

función publica autonómica), las fuerzas de izquierda consideraban altamente peligroso

cualquier proceso de normalización que pudiera ser percibido como excluyente y remitían a

la acción de los poderes públicos catalanes el cometido de promover decididamente pero

progresivamente la competencia lingüística de los ciudadanos.

AP y UCD de Catalunya, a diferencia de todas las otras fuerzas catalanas, mientras

adoptaban una posición favorable a la oficialización de la lengua, se inclinaban por una

rigurosa regulación en el detalle de la materia con el fin de limitar lo más posible el espacio
concedido en este ámbito a unos futuros poderes públicos autonómicos que difícilmente

, '

controlarían. En concreto, Alianza Popular, que por aquel entonces en el Principado tenía

una fuerza electoral prácticamente testimonial, empezaba a erigirse como campeona de la

defensa de unos derechos de la población castellanohablante de Catalunya presuntamente

amenazados por el futuro proceso de normalización; papel que, con las debidas

modificaciones dictadas por el tiempo, el Partido Popular ha seguido ejerciendo en

Catalunya prácticamente hasta nuestros días.

Las diferencias de posición entre los partidos catalanes que se acaban de apuntar, sin

embargo, se evidenciaron sobre todo en la discusión previa a la elaboración del estatuto.

En el caso de la discusión constituyente, en cambio, si bien todos los grupos no

renunciaron a hacer valer sus posiciones, los partidos catalanes antifranquistas, optaron por
favorecer el mayor consenso posible entre todas las fuerzas favorables a un significativo
avance de la lengua catalana. En este sentido, el razonamiento de los diputados
nacionalistas y de la izquierda catalana era claro: de los espacios ganados en la Constitución

dependería cualquier proyecto de recuperación de la lengua catalana, independientemente
de los medios que se utilizarían. Y, los contenidos de la carta magna se negociatían sobre

todo con UCD, partido que - en el ámbito estatal mucho más que en el catalán - sostenía

concepciones fuertemente liniitativas del papel de las lenguas diferentes del castellano.
En el anteproyecto redactado por la ponencia constitucional y publicado en el Boletín de

las Cortes el S de enero de 1978, al art.3, relativo a la regulación del plurilingüísmo, se podía
leer:

"1.E! castellano es la lengua oficial del estado. Todos los españoles tienen el deber conocerlo y el derecho a

usarlo. 2. Las demás lenguas de España serán también oficiales en los Territorios Autónomos de acuerdo con
sus respectivos estatutos. 3. La riqueza de las distintas tnodalidades lingüísticas es un patcimonio cultural que
será objeto de especial respeto y protección"

El texto era el fruto de un compromiso entre las fuerzas de izquierda - y sobre todo el

PSOE, - Y UCD, y se había concretado en un reconocimiento pleno de la oficialidad de las

lenguas españolas no castellanas en los territorios no castellanohablantes y en el
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compromiso explicito de! estado en la salvaguarda de las diversidades lingüísticas a cambio

de un plus de oficialidad asignado al castellano. Esta última lengua, en efecto, no sólo se

configuraba como la única oficial en todo el territorio del estado (cuando la oficialidad de

los ottos idiomas declarados oficiales sufría una clara limitación territorial), sino que gozaba
de la garantía adicional derivada del precepto de la obligatoriedad de su conocimiento

(punto 1 j, precepto que; prácticamente en los mismos términos, era presente también en la

Constitución de la II República'".
Pese a que la estructura básica del acuerdo alcanzado con esta primera redacción se

mantuvo estable a lo largo de todo el proceso de aprobación de! artículo, esto no impidió,
. .

evidentemente, que fue considerable e! número de enmiendas presentadas sobre todo (por
razones opuestas) por las fuerzas nacionalistas catalanas y vascas y por los partidos
derechistas, aunque no faltaron proposiciones de modificaciones presentados por

diputados de ottos grupos (socialistas catalanes, aragoneses, comunistas y centristas).
Entrando en el detalle del proceso, éste se podría dividir en dos fases correspondientes a

los debates en e! Congreso de los Diputados y en el Senado.

En e! Congreso fueron presentadas un total de 21 enmiendas al texto propuesto por la

ponencia, de las cuales sólo 8 se llegaron a votar en el seno de la Comisión Asuntos

Constitucionales y Libertades Públicas de! Congresos de Diputados. Todas ellas fueron

rechazadas.

Laprimera que se votó fue la enmienda 106, presentada por el grupo Minoría Catalana y

defendida en la asamblea por Ramón Trías Fargas. Dicha enmienda, tenía como objeto el

segundo punto del artículo y pedía una nueva formulación en la cual se podía leer:

"1... demás lenguas de España serán también oficiales en los Territorios Autónomos deacuerdo con sus

respectivos estatutos. Todos los residentes en dichos territorios tienen el deber de conocer y el derecho a usar

aquelIas lenguas"".

La segunda enmienda, si bien desde una perspectiva diferente, también apuntaba al mismo

objetivo y fue presentada por el Grupo Vasco. Pretendía suprimir e! plus de oficialidad

constituido por e! precepto que establecia un explicito deber de conocimiento de la lengua

4J5 Se trata del punto 2 del artA la Constitución de la República Española de 1931, según el cual:" 1.E!
castellano es el idioma oficial de la República. 2. TodD 'paño/ti'"' obligación tk saberloy dm&ho tk marlo, sinptdNkW
¡J, los dm&hos '1u, las /'.JIs tk/Estado n<IJlt0'(fan a las /4ngaas tk lasprovincias ° n¡jonlf. 3. Salvo lo que se disponga en

leyes especiales, a nadie se le podrá exigir el conocimiento ni el uso de ninguna lengua regional" (la cursiva es

nuestra).

'" Citado enJ.ARGEI.AGUET: ParIits "'ngaa j ts&ola CIEMEN/Meditercinia, Barcelona: 1999, p.46
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castellana, deber que, en la opinión de los parlamentarios de Euskadi era consustancial a la

oficialidad y, por ende, referible también a los otros idiomas declarados oficiales.

Los diputados de AP presentaron sobre este punto dos enmiendas prácticamente idénticas

(la 2 Y la 35) orientadas a posibilitar la creación de diferentes niveles de oficialidad de las

lenguas. Proponian cambiar el "serán oficiales" del segundo punto del texto con un más

incierto y opcional "podrán ser", vinculando la declaración de oficialidad no directamente a

la Carta Magna sino a los distintos futuros estatutos.

El grupo comunista propuso, en una maniobra orientada a contrastar las propuestas

derechistas, la substitución del "también" del segundo punto por un decididamente menos
• •

ambiguo "igualmente".
En la discusión se abordaron también temas considerados menores, contenidos en el tercer

punto del texto propuesto por la ponencia, y relativos a la regulación de las "modalidades

lingüísticas". Se incluyen en esta definición tanto las distintas lenguas habladas por un

reducido numero de personas (como el caso del bable o de la variante del occitano hablada

en la Val! d'Aran), como las así llamadas islas lingüísticas, las zonas de población
mayoritariamente hablante de una lengua diferente del castellano reconocida como oficial,

pero insertadas en territorios de mayoría castellanoparlante, como es por ejemplo el caso

de la "franja" catalanohablante de Aragón.
El diputado socialista aragonés Gastón Sanz, con la enmienda 77, intentó proporcionar una

solución a la problemática presente en estas zonas intentando incluir en la carta magna la

posibilidad de decretar la oficialidad de una lengua a partir de ámbitos inferiores al del

estado y de las comunidades autónomas, y, en el caso especifico, a partir de los municipios.
Una segunda enmienda, presentada por el diputado centrista catalán Güell de Sentrnenat,

en contra de una parte de su propio partido, pretendía incluir entre los deberes de

protección debidos por el estado a las "modalidades lingüísticas" el de la enseñanza de

dichos idiomas, en el intento de garantizar una mínima concreción de los principios de

"respeto y protección" solemnemente enunciados en el tercer punto del texto presentado
por la ponencia.
Finalmente, ya en la fase final del debate, los socialistas catalanes, retomando un

planteamiento que, come se vio, habían ampliamente manifestado, y empujando hacia sus

posiciones los diputados del PSOE, presentaron una enmienda in VOCf que pretendía
explicitar y aumentar el deber de implicación de los poderes públicos en la obra de

extensión y garantía del uso público de las lenguas declaradas oficiales en las CA.
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El debate que se originó en el seno de la Comisión Constitucional del Congreso, se

reprodujo prácticamente en los mismos términos en el pleno. Las enmiendas presentadas
fueron prácticamente las mismas, y, así como se había producido en la Comisión, todas

fueron rechazadas, incluso la de los socíalistas catalanes después de dos votaciones que

dieron como resultado un empate técnico.

Votaciones de enmiendas al art.3 CE en el Pleno de los
Diputados. 5 de julio de 1978

Enmienda Grupo Votos A favor En contra Absten.
emitidos

592 Vasco 309 20 157 132
697 Comunista 311 154 156 1
35 De la Fuente 314 26 283 5

(A.P)
106 Min.Cat. 317 22 269 26

In voce Soco Cat. 1-313 156 156 1
Tres votac. 2-314 156 156 2

3-321 154 167 O
77 G.Sanz (soc. 309 30 260 19

AraQonés)
451 Güell 309 30 260 19

(Centristes de
Catalunva)

Fuente: J. ARGELAGUET: ParliJs, /IugIta; "",la, CIEMBN/Mediterdnia, Barcelona: 1999, pag.4S

El texto salido de los trabajos de la ponencía pasaba al-examen del Senado inmutado, ya

que los apartados 1 y 3 obtuvieron 313 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones, y el

segundo punto, afectado por la enmienda in voce presentada en el último momento por los

socíalistas catalanes, fue finalmente aprobado por 299 votos a favor, 3 en contra y 17

abstenciones.

Todos los partidos catalanes no habían renuncíado a expresar integralmente sus

planteamientos, convergentes y republicanos buscando y encontrando una colaboración

con los nacionalistas vascos, los socíalistas intentando subrayar el compromiso con la

recupetación de la lengua y su estrategia basada sobre la responsabilidad de los poderes

públicos, los comunistas finalmente interviniendo puntua1mente y con el objetivo

prioritario de bloquear, utilizando incluso recursos léxicos, cualquier intento de

diversificación de los niveles de oficialidad.

En la cámara alta, donde los equilibrios eran decididamente menos favorables a las tesis de

la izquierda y de los grupos nacionalistas, si bien finalmente el texto aprobado no resultó

ser muy diferente del que había salido del Congreso, la discusión ofreció mayor sorpresas.
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Entre las enmiendas presentadas en la Comisión, vale la pena destacar las presentadas por
los senadores Luca de Tena437 y Justino de Azcárate43• que pretendían incluir un inciso, ya

presente en el art.4la Constitución de la Republica de 1931, que establecía que "salvo /o que

se disponga en leyes especiales, a nadie se le podrá exigir el conocimientoy el liSO de ninguna lengua

regiona/,43•. Estas dos enmiendas, que recogían la estrategia ya ensayada por la derecha en el

Congreso, consistente en recuperar, en sentido restrictivo fragmentos de la constitución

republicana, finamente fueron retiradas pero provocaron un largo y áspero debate en que

en la delantera de la defensa del texto de la ponencia se pusieron sobre todo los comunistas

y las fuerzas nacionalistas vascas y catalanas.

Se repropusieron también algunas de las enmiendas derrotadas. en el Congreso, incluso la

que pedía que se incluyera un explícito deber de conocimiento de las lenguas oficiales

diferentes del castellano, presentada en la cámara alta por el senador Audet de ERC. Pero a

parte de una enmienda de tipo estrictamente sintáctico, propuesta por los senadores

socialistas y progresistas independientes y finalmente aprobada, el único cambio importante

que se produjo fue fruto de una serie de enmiendas orientadas a introducir el término

"español" para designar la lengua oficial del estado, en sustitución de "castellano".

La cuestión, que se solucionó por 10 menos provisionalmente gracias a una salomónica

enmienda in voce presentada por el senador real Camilo José Cela, respondía a un conflicto

antiguo, que ya se había producido durante la discusión de la constitución republicana.
La polémica, así como se había verificado en 1931440, trascendió los límites de las aulas

parlamentarias, y vio directamente implicada la Real Real Academia Española que ejerció
fuertes presiones para que el texto de la ponencia fuera modificado en el sentido de la

inclusión del término "español'
.... '.

437 Senador del grupo Independiente.
438 Senador de nombramiento Real, sucesiwmente pasado en las filas de UCD.
43. Como se vio, se trata del punto tercero del art.4 de la Constitución de la Republica Española de 1931.
440 En aqud caso la polémica, que también vio directamente implicada la Real Academia, se había solucionado
a favor de una clara negación de una equivalencia de los tétminos "castellano" y "español". ya que el primer
punto del art.4 de la Constitución de la Republica Española de 1931 declaraba lacónicamente que: ''El
castellano es el idioma oficial de la República".
441 De hecho la polémica había empezado ya unos meses antes, cuando trascendió a la prensa, publicado por
la revista ÚlI1tÚntMpara ,/Djáhgo en el noviembre de 1977 un ptimer borrador del texto constitucional. Por lo

que se refiere a la lengua, el 3rt. 4 del borrador estableda que ''El castellano es la lengua oficial del Estado.
Todos los españoles tienen el deber de conocerlo y el derecho a usarlo. Las restantes lenguas de España serán
también oficiales en el ámbito de las nacionalidades y regiones que las asuman como tales, en sus respectivos
regímenes autonómicos. España reconoce en la riqueza de las distintas modalidades lingüísticas del Estado un

pattimonio cultural que debe ser objeto de especial respeto y protección". A partir de esta filtración
empezaron las reacciones de distintos grupos de presión y en especial modo de la Real Academia Española
que, en d junio del año siguiente publicaba una carta en que se abogaba clatamente por la adopción en el

texto constitucional del término "español" para indicar el castellano, lengua oficial del estado. Véase C1Iadmto,
para,/Diálogo, 22 de noviembre de 1977.
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Finalmente el Pleno del Senado aprobaba el 26 de septiembre de 1978, el nuevo art.3 con

175 votos a favor, 23 en contra y 2 abstenciones. Según la versión aprobada por los

senadores:

"1.E! castellano o español es la lengua oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y
el derecho a usarla. 2. Las demás lenguas de España serán también oficiales en las respectivas Cornunidades
Autónornas de acuerdo con sus Estatutos. 3. La riqueza de las distintas rnodalidades lingüísticas de España es

un patrimonio cultural que será objeto de especial respeto y protección".

Votación de enmiendas al art.3 en el Pleno del Senado. 26
de septiembre de 1978.

Enmienda Grupo A favor En contra Absten.
983 Sen. Vascos 24 153 10
411 Audet (ERe) 3.1-9 171 9

3.2-3 174 22
3.3 -9 167 23

232 Carazo Ondeo.) 1 189 10
170 (madlf.) Gamboa(G.Mlx. ) 1 180 19

Fuente:). ARGELAGUET: Puttib. /111'1.";"""/4, CIEMEN/Mediteninia, B=elona: 1999. pago 51

La nueva versión aprobada por los senadores diferla bastante, sobre todo por lo que se

refiere al primer punto del artículo, del texto aprobado por los diputados. Será finalmente

en el seno de la Comisión mixta Congreso-Senado que se plasmará el texto que finalmente

fue integrado en la Constitución Española de 1978:

"1. El castellano es la lengua española oficial del estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla. 2 Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Cornunidades
Autónornas de acuerdo con sus Estatutos. 3. La riqueza de las distintas rnodalidades lingüísticas de España es

un patrimonio cultural que será objeto de especial respeto y protección"442.

El texto resultado del largo proceso de elaboración denota claramente su carácter de

compromiso, aunque, a diferencia de lo que se ha podido constatar en el caso de otros

importantes artículos, el compromiso al que se llegó en la ponencia constitucional parece

resistir, en sus rasgos fundamentales, hasta el final del proceso.
El acuerdo tiene su centro de gravedad en la declaración de oficialidad plena (pero
delimitada tertitorialmente) otorgado a las lenguas diferentes del castellano, a cambio del

plus de oficialidad representado por el deber explícito de conocimiento concedido a esta

última lengua.
En general, se podría decir que es un acuerdo que vio como actores principales UCD y

PSOE y que rechazó tanto las pretensiones derechistas de limitar el nivel de la oficialidad

de las lenguas no castellanas como las demandas nacionalistas de equiparar del todo la

281



situación de los idiomas, superando las limitaciones territoriales y haciendo de España un

estado definitivamente plurilingüe.
Se puede afirmar que el acuerdo alcanzado con la aprobación del art.3 representó un

moderado pero fume avance respecto a la constitución republicana en el camino del

reconocimiento de la diversidad lingüística del estado, sobre todo mirando al rechazo de la

enmienda que preconizaba la imposibilidad explicita de exigir el conocimiento de las

lenguas diferentes del castellano. De hecho, si tampoco no se aceptó ninguna de las

propuestas nacionalistas, la exigibilidad del conocimiento de las.otras lenguas oficiales no

quedó explícitamente vetada por la Constitución, y la decisión final sobre este tema se
, '

acababa aplazando a los estatutos, a las normas ordinarias. y reglamentarias que las

Comunidades Autónomas adoptarían, y, en última instancia, a las sentencias del Tribunal

Constitucional.

En el momento en que los parlamentarios catalanes se dispusieron a la redacción del

estatuto de autonomía, en el verano de 1978, el marco constitucional con respecto a la

materia ya estaba fijado y todos los partidos ya habían ampliamente demostrado sus

posiciones. Esta circunstancia, unida a aquel consenso acerca de la necesidad de garantizar
a la vez la recuperación de la lengua y el mantenimiento de la convivencia civil al cual se

hacia referencia poco antes, será crucial a la hora de proporcionar pragmatismo y voluntad

de acuerdo a las fuerzas políticas catalanas implicadas en los trabajos estatutarios.

En concreto, las grandes cuestiones en tomo de las cuales se clivi.di.eron las fuerzas políticas
catalanas a partir de la presentación del primer anteproyecto de Estatuto redactado por la

Comissió deis Vints en el septiembre de 1978, parecen ser fundamentalmente cuatro.

En primer lugar, la posibilidad de incluir una norma parecida a la que en el artículo 3 de la

Constitución Española establece un deber de conocimiento de la lengua por parte de todo

ciudadano, reclamada por las fuerzas nacionalistas y rechazada, con diferentes matices y por

diferentes razones, por las fuerzas de la izquierda y porAP y UCD.

En segundo lugar, la naturaleza de la oficialidad de la lengua catalana. Si bien ningún

partido con representación parlamentaria puso en ningún momento en discusión tal

condición, los partidos se dividieron entre los que hadan derivar la oficialidad de la lengua
catalana del ser la lengua propia de Catalunya, como los partidos nacionalistas y de

izquierda, otorgando así a la connotación de propiedad todo un conjunto de consecuencias

jurídicas, y AP y UCD, que, rechazando este planteamiento y poniendo en tela de juicio la

... , Arto 3 ConstilllriJn EspaíW/a tk 1978.
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validez jurídica del concepto de lengua propia, derivaban la oficialidad directa y

exclusivamente del dictado constitucional

En tercer lugar, el papel de la lengua en el sistema escolar, y más en concreto, la posibilidad
de incluir en la norma estatutaria un explícito derecho de elección de la lengua escolar,
defendido por AP y por UCD.

Y, finalmente la obligatoriedad del conocimiento de la lengua y de derecho propio catalán

para acceder a las plazas vacantes de magistrados y jueces en territorio catalán, defendida

por las fuerzas nacionalistas en la óptica de facilitar un precedente jurídico para la exigencia
del conocimiento de la lengua catalana para el acceso a la función pública en general,

. .

planteamiento rechazado rotundamente por UCD y AP. Sobre este punto, las fuerzas de

izquierdas, si bien se mostraban favorables a la exigencia del conocimiento del derecho

catalán, se mostraban contrarlos a aplicar los mismos criterios en materia de lengua y

optaban por considerar el requisito de la lengua como un mérito preferente pero no como

una condición necesaria para la obtención de la plaza.
El anteproyecto redactado por la Comissió dels Vint a Sau en el septiembre de 1978 había

abordado las cuatro cuestiones conflictivas y las había resuelto haciendo prevaler los

planteamientos de la izquierda, mayoritaria en la ponencia.
Así, con referencia a las dos primeras cuestiones, en el art. 3 se podía leer que:

"1. La Uengua propia de Catalunya és el catalá, 2. Els idiomes catali i casteDa són oficials a Catalunya i
tothom té dret d'usar-Ios 3. La Genetalitat garantici I'ús oficial del catali i del castellá, i prendri les mesures

aeceeeáries per assegurar el coneixement d'ambdues llengiies;443

Y, en mérito a la lengua vehicular de la enseñanza, el primer punto 'del art.14 se desentendía

de las pretensiones derechistas y declaraba lacónicamente que:

"Correspon a la Generalitat la competencia exclusiva en materia de ensenyament, en tots els seus niveUs i

eepecialitats, inclosa la formació professional, d'acord amb la Constitució i el present Estatut"4#

Finalmente, en mérito a la exigencia del conocimiento de la lengua para los magistrados,

jueces y funcionarios de la administración de justicia, el art. 26.1 establecía que:

"En els concursos i oposicions por a cobrir les places de magistral, jutges, secretaris judicials i altre personal al
servej de I'adrninistració de justicia vacants a Catalunya serao condicions preferents el coneixernent de la

.., J.sOBREQUÉS i CALLICÓ: L'EstaI1It d'ANlono",1a di CataÚlIIJa, voL II Edicions 62, Barcelona: 1982

p.226-227. En la primera versión no constaba ninguna referencia al reconocimiento y a la protección de la

lengua aranesa, referencia que fue posteriormente integrada en el articulo constituyendo así su cuarto punto:... Ibidern p. 230. Posteriormente, en la versión definitiva del proyecto aprobado por los parlamentanos
catalanes, la norma será incluida en el art.15. Véase J.SOBREQUÉS i CAillCÓ: L'Edahlt d�tonomla di

Cata/.lIJa, voL III Edicions 62, Barcelona 1982 p.1215.
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llengua catalana i l'especialització en dret catalá sense que en cap cas no pugui establir-se l'excepció de
naturalesa o veinatge"445.

El acuerdo entre las fuerzas nacionalistas y la izquierda había sentado las bases para un

aproche definitivo del testo estatutario con respecto a los temas del origen de la oficialidad

y del idioma escolar, confiando a una ley ordinaría del futuro parlamento catalán el

cometido de definit en toda libertad las coordenadas de la presencia de la lengua en el

sistema educativo, presencia que, por otra parte, ya había estado declarado obligatoría por

un Real Decreto a partir del año escolar 1978-1979446•

Quedaba un desacuerdo importante en mérito a la exigibilidad del conocimiento de la

lengua, tanto en términos generales - esto es, insertada en el art.3 y brientada a todos los

ciudadanos -, como con referencia al acceso a las plazas de jueces, y magistrados.
En mérito al artículo 3 (del cual dependía en definitiva la normativa relativa a los

funcionarios de justicia) la fractura había sido tan grave que había llevado CDC a oponerse

rotundamente a la versión que se iba definiendo como mayoritaria ya desde los primeros
encuentros de la Comissió del Vint y a presentar un texto alternativo que fue secundado

sólo por ERC.

De hecho, se habían concretizado las divergencias que ya, de forma menos dramáticas,

porqué diluidas en el marco de una confrontación diferente y más grande, se habían

manifestado en el debate constituyente.
Evidentemente la cuestión no se planteaba sólo en términos numéricos. La coincidencia de

los votos de AP y UCD y de PSC y PSUC en la aprobación del artículo conflictivo se había

mostrado más que suficiente para salir formalmente del empasse.
El problema era evidentemente de índole política porqué había mostrado la incapacidad
por parte de las tres grandes fuerzas catalanas antifranquistas (el "mícleo estatutario", CDC,
PSC y PSUC) de llegar a un acuerdo mínimo sobre el tema.

La discrepancia se mantuvo a lo largo de todos los meses en que trabajo la Comissió dels

Vint y en el momento de convocar la Asamblea de Parlamentarios, en el noviembre de

1978, todavía no se había llegado a un acuerdo satisfactorio. Al contrario, después de la

aprobación de los artículos 1 Y 2, la reiteración de la presentación de un voto particular de

CDC y su derrota (25 contrarios, 14 favorables, 1 abstención) obligó la Asamblea a congelar
la aprobación del artículo 3 para pasar a la aprobación de los otros artículos dejando así

espacio para una medíación fuera del marco del cónclave formal de los representantes

445 J.SOBREQUÉS i CALLICÓ: L'Estabit d�lItonrmtla tÚ Catal1l'!Ja, voL II Edicions 62, Barcelona 1982 p.233.
Pasará a ser en la versión definitiva del proyecto aprobado por los parlamentarios catalanes, el art.22 .

... La obligatoriedad de la enseñanza de la lengua catalana había sido introducida por el Real Decreto
2092/1978, de 23 de junio.
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catalanes. Circunstancias semejantes habían bloqueado también la aprobación de las

normas relativas a la exigibilidad de! conocimiento de la lengua para los funcionarios de

justicia..

Las razones profundas del conflicto, su importancia y su capitalidad se pueden apreciar en

e! intercambio dialéctico que se produjo en la sesión de la Asamblea del 30 de noviembre

de 1978, momentos antes que CDC vio derrotada su propuesta.

La argumentación convergente recuperaba en parte la argumentación genera! que los

nacionalistas vascos habían utilizado en e! debate constitucional en mérito al automatismo,

que CDC creía existir y quería explicitar, entre oficialidad y ob�toriedad. En otras
,

palabras, si bien aceptaban las limitaciones territoriales a la oficialidad impuestas por e! art.3

de la Constitución, los nacionalistas volvían a pedir la igualdad de trato de las dos lenguas
en el territorio catalán.

En las palabras de la senadora Rúbies:

"Quan es tracto, dones, de fer que 1'06cialitat del catala tingui exactament eIs mateixos dtets i les mateixes

característiques que l'oficialiesr del castelli, tenim por d'invocar la Constitució. Aleshores, aquesta raó que he
dit, el fet que el catala sigui oficial en un espai més restringit dins de la geogra6a espanyola (...) no vol dir que
hagi de sortir minvada la seva qualitat. Nosaltres acceptem per la Constitució i acceptem per l'Estatut que a

Catalunya coexistiesen dues Ilengües oficials, pero el que de cap manera podem adtnetre eIs catalana és que
una d'aquestes Ilengües tingui dins del mateix imbit territorial més atribucions que l'altra".447.

A continuación, la senadora convergente hacía referencia a la dura lucha que había

permitido la supervivencia de la lengua y de su enseñanza á lo largo de la dictadura y a los

protagonistas de esta resistencia y terminaba apelando a la conciencia de todos los

diputados y senadores presentes.
El primer tumo de palabra en contra de la enmienda fue protagonizado por e! senador de!
PSUC Solé i Barbera, que, apelando a! consenso, oponía a las tesis nacionalistas una

argumentación basada fundamentalmente en e! realismo:

"Die que estem parlant del problema de I'idioma de Catalunya, de I'idioma de la nostra nació, i l'hem de
tractar amb la cura necesaria per no ferir sensibilitats. Efectivament eIs arguments de la Senadora Rúbies són

argumenta molts importants, sóo arguments transcendents, i són arguments a tenir en compre a I'hora d'anar
a una plani6cació de I'ensenyament i a una planificadó adequada de les formes de defensa de la nostra

cultura. (...)Pero nosaltres no podem aceptar la formulació d'aquesta esmena a I'artiele 3 de I'Estatut porque
considerem que bi ha en contra arguments de fons i arguments que afecten la forma. Porque (...) pretendte
una igualtat de condicions entre el que passa a la resta d'Espanya i el que passa a Catalunya, és oblidar que a la
resta de l'Estat bi ha un idioma, al menys en el context central de l'Estat, al marge deis altres idiomes que en

�es diferents nacionalitats es puguin parlar. Quan la Constitució parla del castelli, en parla com a un

IllStrument vilid per a tot l'Estat espanyol, és a dir no bi ha dues comunitats compartint un idioma, cosa que
sí passa a Catalunya (...). Convertir en obligatori el catala en aquest moment a Catalunya quan som conscients,
quan és una realitat, que bi estem convivint dues cornunitats, ens sembla que és introduir un element

extraordinariament perillós en la dinámica del recobrament de les nostres llibertats. És ficil per un poble que

447 En J.SOBREQUÉS i CALLICÓ: L'Esfattlt d'Allton.mIa ti. CatabnrJa, vol. III Edicions 62, Barcelona 1982

1'.718.
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recupera la llibertat tenir vel ·leitats d'imposicié, que nosaltres entenem que Catalunya, al menys en aquest
moment no es poden pennetre"-I48.

El dirigente comunista, mientras discutía una norma fundamental como el estatuto ya tenía

la mirada puesta en los retos a los cuales que tendrán que enfrentarse los nuevos poderes

públicos catalanes y abogaba por una solución jurídica que alejara cualquier posibilidad de

que se encontraran a tener que operar, en un tema fundamental como el lingüístico, en una

solución de conflicto, sea éste con el poder central, o todavía peor, entre las comunidades

lingüísticas.
En un debate que se hacia cada vez más áspero, intervendría a favor de las tesis

\

nacionalistas también ERC, que, por boca de Heribert Barrera, puntualizaba que el sentido

del "deber de conocimiento,>#9 contenido en el art.3 de la CE Y referido al castellano, así

como el que la enmienda presentada por CDC pretendía introducir con referencia a la

lengua catalana se sustanciaba en un "deber moral", no estrictamente jurídico. En otras

palabras, sostenía que si era preciso incorporar la enmienda por su valor de declaración de

principio, su introducción no implicaría la posibilidad de prever sanciones para los

ciudadanos que no cumplieran con la norma.

y fue justamente con referencia a las posibles consecuencias legales de la introducción de la

obligación de conocimiento del catalán que los socialistas, en la persona de Raimon Obiols,

explicaban así su desacuerdo respecto a la enmienda convergente:

''Efectiv:unent hem escoltat les intervencions de la Senadora Maria Mbies i del diputat Heribert Barrera, que
ens han donat garanties verbals que una esmena d'aquest tipus, en el cas en que fos incorporada al text del

Estatut, no podria ser addtüda mai per justificar un tractament de pressió legal, un tractament de
discriminació lingüística exercit sobre els catalans d'adopció, homes i dones vinguts d'altres terres germanos
de l'Estat espanyol, que per la seva situació cultural, la seva situació vital, es troben avui impossibilitats
d'aprendre la llengua catalana. Pero nosaltres no tenim cap garantia que aquestes afirmacions verbals d'avui

puguin impedir que en el furor altres, que no són avui presents entre nosaltres, poguessin instrumentar aquest
text de l'Estatut por tractar d'exigir, d'una manera legal, el deuto de tots els ciutadans de Catalunya a conéixer,
a entendre, a parlar la llengua catalana".,..

La enmienda, como se vio, fue finalmente rechazada gracias a los votos conjuntos de AP,

UCD, PSC y PSUC .

... EnJ.SOBREQUÉS i CALLICÓ: L'EstaI1It d'Atltonomla tÚ CatalrntJa, voL 1lI Edicions 62, Barcelona 1982

p.720.
#9 Las convicciones de los republicanos en este sentido ya se habían hecho públicas en más de una ocasión a
lo largo de los trabajos estatutarios. En este sentido, los representantes de ERC habían separado claramente,
también a través de la presentación de enmiendas, un "deber moral" de conocimiento relativo a todos los
ciudadanos de un "deber" concreto y legalmente exigible a todos los funcionarios públicos que desarrollaran
su trabajo en Catalunya. Véase la intervención de Heribert Barrera en la sesión dela Asamblea de
Parlamentarios del 15 de diciembre de 1978, en J.SOBREQUÉS i CALLICÓ: L'Estal1lt d�onolllla tÚ

Cata"''!1a, vol. III Edicions 62, Barcelona 1982 p. 1050.

•soEn J.SOBREQUÉS i CALLICÓ: L 'Esta11lt d�lonomla tÚ Cata"''!1a, voL III Edicions 62, Barcelona 1982

p.722.
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La indignación nacionalista para cuanto había sucedido se manifestó, a parte que en la

prensa
451

en la intervención que, justo después del voto, pronunció Ramón Trías Fargas y

que señalaba la dúplice y profunda inquietud que, en su visión, el rechazo de la enmienda

habría tenido que sembrar en la mente de todos los diputados y senadores empeñados en la
redacción del estatuto:

"Comento la votació per demostrar coses dificils de comprendre. AP i UCD, per primera vegada, i

segurament no paseará gaire vegades, s'han posat d'acord amb el PSC i el PSUC per votar unes restriccions a

I'ús de la llengua catalana. Abcó és quelcom que provoca una primera preocupació d'entrada, un tema de
meditació. (...) No hi ha prou que un idioma sigui aprés, un idioma ha de poder viure, un idioma ha de ser

utilitzat a la vida norrnal després que s'hagi acabat I'etapa educativa. 1 per aixo nosaltres dernanem que
després, quant a l'oficialita!, quant a l'ús deis idiomes a la vida diaria el catalá sigui de coneixement obligatori
(...)1 ho dernanern perqué un idioma que no sur! de les escoles i que després no és obligatori, realment, no és
resU452•

Las preocupaciones dellider liberal eran fundamentalmente dos y atañían en primer lugar a

las esperanzas de supervivencia de la lengua catalana. Una lengua catalana no legalmente

protegida a suficiencia por la máxima norma del pueblo catalán y en continuo contacto con

una lengua castellana más fuerte por el número global de sus hablantes y por la protección

legal imperativa ofrecida por la Constitución, vería irremediablemente comprometida su

existencia como lengua "normal" del país, capaz de recuperar el terreno y los ámbitos

perdidos en cuarenta años de ausencia forzada de la vida pública.
Pero una preocupación quizás todavia más grande para el diputado liberal era representada
por la ruptura del "núcleo" estatutario, por la constatación de que la troika PSC, CDC,

PSUC (como se le llamó a lo largo de los debates estatutarios) se había dividido sobre un

tetna tan crucial para la reconstrucción del país. Al parecer dellider de CDC, el peligro de

una posible polarización construida en tomo al &leavage nacionalismo-estatalismo que había

episódicamente pero emblemáticamente producido aquel voto conjunto de los partidos de

izquierda con AP y UCD, posiblemente representara para todas las fuerzas anrlfranquistas
una señal de alarma digna de especial atención.
El desconcierto provocado por la profundidad de la división respecto a un tema tan

importante, aconsejó aplazar la aprobación del art. 3 para dejar espacio a una mediación

que posibilitara la adopción de una solución consensuada.

Para alcanzar un acuerdo definitivo sobre esta disputada cuestión se tuvo que esperar más

de un mes durante el cual fueron varios los intentos de llegar a un consenso.

451 Véase R. TRIAS FARGAS:"La igualdad en las cosas del alma" La VangHarrIia, 12 de noviembre de 1978.
452 En j.SOBREQUÉS i CALLlc6: L'Estalllt d�tonomla tú Cataún[¡a, voL III Edicions 62, Barcelona 1982

p.724.

287



Finalmente, en la sesión del 15 de diciembre de 1978, ya en víspera de la aprobación del

proyecto definitivo de estatuto, el acuerdo parecia todavía no haberse alcanzado. Las

posturas se habían acercado, pero COC llegaba a la reunión con un texto propio. En el

nuevo texto se recogían las preocupaciones relativas a las garantías para las personas que

todavía no conocieran la lengua y que, por razones de edad, de condición económica y vital

posiblemente nunca lo aprenderían, pero quedaba absolutamente vigente (salvo, como se

vio, unas concretas excepciones) la petición de la reciprocidad en deberes y derechos con

respecto al castellano, o sea, un deber explicito de conocimiento del catalán por parte de

todos los ciudadanos de Catalunya453.

El conflicto fue superado en extremir gracias a la presentación de una enmienda in IIO!:U

redactada por varios dirigentes de diferentes partidos reunidos en la sede barcelonesa del

PSUC y aceptada por todos los partidos, que pretendía refonnular el texto del art3 según
esta nueva versión:

"1. La lleegua propia de Catlllunya és el catala. 2. L'idioma catala és l'oficial a Catlllunya, aixl com també ho és
el castellá, oficial a tot l'Estat espanyoL 3. La Generalital garantiri l'ús normal i oficial de ambdós idicmes,
prendri les mesures necesaries pu assegurar llur coneixement i acara les condicions que permetin anibar a
llur igualtat plena quant als drets i els deures deis ciutadans de Catlllunya. 4. La parla aranesa Ser.l objecte
d'ensenyament i d'especial respecte i protección454,

Este texto fue el que finalmente fue aprobado con 54 votos a favor, ninguno en contra y

una abstención Qa del senador XirinaCS)45S. El texto alternativo de COC, así como una

enmienda que había sido presentada por el senador republicano Ferrer Gironés y que iba

en el mismo sentido de los planteamientos de los convergentes, fueron retiradas.

La introducción del último inciso del punto tercero había representado la llave de vuelta del

acuerdo. No se había aceptado la mención a una directa exigencia de conocimiento de la

lengua fonnulada en los mismos términos en que la CE exige el conocimiento del

castellano. Pero se aceptaba una referencia clara a un deber de competencia lingüística (en
las dos lenguas) por parte de los ciudadanos, cuyo control se encomendaba a la acción de la

Generalitat.

De hecho, con la introducción de este último inciso se sentaban las bases de la futura

política lingüística de los nuevos poderes autonómicos, una política que preveía, según el

nuevo redactado, pocos limites pero claros: la Generalitat podría desplegar una política de

453 Véase J.SOBREQUÉS i CALLICÓ: L'Estaftlt d�lIfo""mIa tÚ Catam'!1a, voL IIr Edicions 62, Barcelona
1982 p.l093-1094.
4S4 En J.SOBREQUÉS i CALLICÓ: L'Estatllf d'AIIlDnOlllÚJ tÚ CataÚII!Ja, vol. III Edicions 62, Barcelona 1982

p.l055.
455 El senador Xirinacs habla presentado incluso una enmienda que pedla la declaración de oficialidad para la

lengua aranesa, que fue rechazarla. Véase J .SOBREQUÉS i CALLICO: L'Estat/ll d�lIlDnomla tÚ CataÚII!Ja, vol.
III Edicions 62, Barcelona 1982 p.1056.
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normalización del catalán incisiva pero dicha política siempre tendría que tener como

objetivo último la plena igualdad entre los dos idiomas.

El desbloqueo de la discusión sobre el art.3 favorecería evidentemente también la

aprobación del arto 22.1, relativo a la competencia lingüística de los funcionarios de justicia,

que, finalmente, si bien excluía un deber de conocimiento explicito de la lengua, manteuía
lo de conocimiento del derecho propio.
El proyecto de estatuto había finalmente optado por combinar en partes iguales realismo y

ambición. Asumía plenamente la situación lingüística de la Catalunya del final de los años

70, garantizando los derechos de aquella gran parte de población catalana de nacimiento o
,

'

de adopción que no conocia la lengua catalana, pero al mismo tiempo dejaba un amplio

margen a la Generalitat para el desarrollo de una política de normalización de la lengua
incisiva y flexible, que tendría sus puntos de fuerza en la competencia exclusiva en matería

de enseñanza y en la posibilidad de constituir un sistema de medios de comunicación en

lengua catalana.

Pero sobre todo, el conflicto estatutario en materia lingüística se había superado con

dificultad pero con un consenso extraordinario que se revelaría la herramienta más

poderosa a la hora de defender las posiciones catalanas en el pasaje del proyecto por las

Cortes y más adelante construir una eficaz política de normalización.

En la larga y emotiva intervención de Marta Mata (pSC) en la sesión de la Asamblea de

Padamentarios del 15 de diciembre de 1978 se pueden encontrar algunos de los más

importantes elementos que hicieron posible aquel acuerdo in extnmis:

"Valla pena veuee en que estem d'acord objelÍvament, encara que !'emotivitat ens sepazi en molts matisos.
Eetem d'acord, primer, en el fet que la lleogua prOpia de Catalunya és el catala. Segon, en el fet que, en

ccnseqüéacia, el nostre Estatut estableixi que el catali és la lleogua oficial de Catalunya. Tercer, en el fet que
la lleogua catalana ha estat llargament postergada perseguida i que cal una dedicació especial a la seva

normalli:ació per aconseguir que la seva oficialitat sigui efectiva en tots els camps. Quart, en el fet que sóo
,

ciutadans de Catalunya els homes i les dones que, sense haver-hi nascut, viuen i Ireballen i hi exerceixen els
aeus drets poHtics pero parlen la lleogua del seu país de origen (...) i que no han pogut aprendre el catali per
moltes i diverses causes, entre elles la més important: la mateixa postergació del catal.. Cinqué, estem d'acord
en que volero arribar a viure en una comonitat en la qualla lleogua no separi, ano al contrari, continuí unint i
agetmanant el poble de Catalunya, com ho ha fet al llarg de tota la seva histOria. Sise, que és el suprem
organisme poHtic eatalá, la Generalitat que sorgiri de l'Estatut que estem configurant com a expres';ó de la
volontat del poble de Catalunya, qui ha de posar tots els mitjans que calen per aconseguir la normalizació i el
coneixement de la llengua catalana en tots els camps. Seto, finalment, tots nosaltres hem admes que la lleogua
castellana és oficial a Catalunya, diferent de l'oficial de Catalunya, com és oficial 'th' i 'a' l'Estat espanyol (...)
No es tracta de tancar superficialment la ferida de la lleogua amb una fOrmula jurídica; es tracta de guarir
definitivament una ferida que tots sabem quina és en el passat i quina podría ser en el futur: és la de la llengua
de una comunicar mig partida. 1 és dins de l'(¡ptica del futur de la comonitat catalana que s'ha de encaminar el
tractament de la llengua (...) on s'ha d'aconseguir la integració de tots el. ciutadans de Catalunya, dia a dio, en

.

un projecte comú. 1 mo és el nostre Estatut: un projecte comú"456

45. En j.SOBREQUÉS i CALLICÓ: L'Bs1al1dd�omIa th CatalJJttJa, vol. III Edicions 62, Barcelona 1982:
p.l059.
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El peso del consenso general alcanzado por parte de los representantes catalanes jugará un

papel decisivo en el momento en que se discutirán los articulas relativos a la lengua en las

sesiones de trabajo conjuntas de la Asamblea de Parlamentarios catalanes con la Comisión

Constitucional de las Cortes.

En general, se puede afirmar que los articulas relativos a la lengua no fueron objeto de

modificaciones. El art, 3 fue aprobado el 13 de agosto de 1978 en su versión original. Un

voto particular, presentado por el diputado andalucista Alejandro Rojas Marcos de la

Vieses que pedía la introducción de una norma que obligaba a la publicación simultánea

bilingüe de todos los actos administrativos, fue en la misma sesión d�rotado por 33 votos

en contra, uno a favor y una abstención457.

Sólo con respecto a dos cuestiones que atañen los derechos lingüísticos la negociación con

el gobierno central provocó cambios significativos del texto.

En primer lugar, el problema de la exigibilidad del conocimiento de la lengua y del derecho

propio catalán por parte de jueces y magistrados. Ya se vio corno la negociación en la

Asamblea de Parlamentarios había eliminado la posibilidad de configurar la competencia

lingüística como una condición necesaria para cubrir las plazas vacantes, circunscribiendo la

obligación al mero conocimiento del derecho propio catalán. La negociación con el

gobierno central rebajaría todavía más el significado autonomista de esta disposición,
eliminando el deber de conocimiento del derecho catalán (que mantenía pero el de

condición de merito preferente), y encuadrando la convocatoria de los concursos en el

marco de la legislación orgánica del estado en materia de poder judicial. Esto alejaría la

difusión de la lengua catalana en el ámbito de la justicia prácticamente hasta nuestros mas.

En segundo lugar, las competencias en materia de enseñanza. En otra parte de este mismo

trabajo se ha recordado que en las concitadas negociaciones de última hora previas a la

aprobación del estatuto y que vieron corno actores principales el Presidente Suárez y los

representantes catalanes, se obligó estos últimos a rebajar las competencias de la

Generalitat en materia de enseñanza de exclusivas a plenas. Se había tratado de un cambio

importante, que implicaba el sometimiento de la política educativa de la Generalitat a las

leyes marco que aprobarían, en esta materia, las Cortes de Madrid. Esta circunstancia podía
representar un serio obstáculo para la normalización lingüística en el terreno posiblemente
crucial para el futuro de la extensión del conocimiento de la lengua catalana. Fue

posiblemente por esta razón que todas las fuerzas políticas catalanas, al momento de

457 La defensa de la enmienda se puede encontrar en J.SOBREQUÉS i CALLICÓ: L 'Edafllt d'ANkmomla d,

CataÚl'!Ya, vol. IV Edicions 62, Barcelona: 1982 p.1433

290_



redactar la normativa que regularía la normaIización de la lengua, pusieron un particular

empeño para conseguir e! acuerdo más amplio posible y construir las condiciones de un

ingreso definitivo y consensuado de la lengua catalana en el sistema escolar tanto como

asignatura impartida, pero sobre todo como lengua vehicular.

El debate constitucional y estatutario babía sentado las bases de un modelo que si no

aceptaba plenamente e! pluralismo lingüístico del estado - las limitaciones territoriales

impuestas a las lenguas diferentes de! castellano y e!plus de oficialidad representado por e!

deber de conocimiento contenido en e! art.3 constituyen una prueba evidente de ello -,

dejaba un margen de actuación para las CA suficientemente amplio para que pudieran fijar
, .

los objetivos y las características de la normaIización en sus estatutos y en las leyes que

aprobarían los futuros parIamentos.
En e! caso de Catalunya e! consenso estatutario sobre la cuestión lingüística había sido

dificil de conseguir pero finalmente babía sido amplio y capaz de indicar con claridad los

límites y los objetivos que la política de normaIización de la lengua catalana seguiría.
En general, se podría decir que los principios sobre los cuales se fundaría dicha política
serian fundamentalmente tres.

En primer lugar, sobre el reconocimiento de que la lengua catalana es considerada la lengua

"propia" de Catalunya.
En segundo lugar que e! objetivo último de la política de normaIización seria la extensión

del uso de! catalán en todos los ámbitos en que hasta ahora babía sido proscrito y la

capacitación lingüística de los ciudadanos en ambas lenguas oficíales.

Y, en tercer lugar, que estos objetivos se tendrían que conseguir a partir de la acción de los

nuevos poderes públicos catalanes, a los cuales e! marco estatutario, en fijar sólo los

objetivos últimos y los límites máximos de la política de normaIización, dejaba un amplio

margen de actuación.

Se verá como, una vez celebradas las primeras elecciones autonómicas y constituido e!

primer gobierno de la Generalitat en 1980, e! ejecutivo aprovechru:á dicho margen para

desplegar normativamente y ejecutivamente los preceptos contenidos en e! estatuto.

5.2 Las primeras medidas de la Generalitat

Antes de abordar e! largo y profundo debate que se desarrolló en tomo a la redacción y a la

aprobación de la Ley de NormaIización Lingüística en Catalunya de 1983, vale la pena

hacer alguna referencia a las primeras actuaciones llevadas a cabo en materia lingüística por
la Generalitat surgida de las elecciones de 1980 y presidida porJordi PujoL
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Como se V10, aunque con escasa fortuna, los dos partidos que conformaban el nuevo

gobierno, CDC y UDC, habían abogado fuertemente en el debate constitucional y

estatutario por la normativización de la obligación del conocimiento del catalán y más en

general por una fuerte "recatalanización del país,,458. Por lo tanto uno de los objetivos
fundamentales del nuevo ejecutivo era potenciar los instrumentos normativos ya adoptados
en la etapa preautonómica y preparar el terreno para una rápida aprobación de una norma

de carácter básico que de alguna forma recuperara el terreno perdido en la negociación
constitucional y estatutaria y pudiera empezar un proceso de reconstrucción nacional que

encontraba en la política lingüística un punto de fuerza menunciable459•
, 1

En este marco, la labor de los nuevos poderes autonómicos se. orientó principalmente en

dos direcciones.

En primer lugar, entre la primavera y el verano de 1980 el Consell Executiu aprobó toda

una serie de decretos con el fin de dar una primera cobertura legal a las actuaciones que se

disponia a llevar a cabo. En este sentido, cabe destacar el decreto 90/1980460, que regulaba
el uso de la lengua en el seno de los órganos de la Generalitat, y los decretos 142 y 153 de

1980461, que, ampliando las medidas ya aprobadas durante la etapa preautonómica conferian

una primera regulación a la presencia del catalán en el sistema formativo no universitario462.

Con estas primeras normas, el Consell Executiu asentaba los fundamentos jurídicos de su

política de ncatalanización en dos ámbitos tradicionalmente clave de toda política lingüística

y nacionalizadora: la administración y la enseñanza no universitaria.

458 Programa Electoral de CiU de 1980 p.100. Archivo CEHI-PAVEILÓ DE LA REPÚBLICA,
BARCELONA.
459 La cuestión de la recuperación de la lengua ocupó W1a parte importante del discurso de investidura diJordi
PujoL En aquella sede, el President catalán afirmaba:"Actuarem fermarnent des d'aquest moment perque el
catal.. sigui a la practica - i no solament com una afirmació de l'Estatut - la llengua propia de Catalunya.
L'Administració, els serveis públics, els mitjants de comunicació, l'ensenyament, i en general tots els ilmbits de
l'ús lingülstic ho han de fer ev:ident. És a dir, cal W10 polltica de norma1ització lingülstica que evidentmeat, i
ho vull subratllar ha de ser respeetllosa i no gens discriminatoria per a la llengua castellana, pero que ha de ser

efica� i ha de ser de signe inequfvoc i ha de conduir a una revitalització irreversible del catala. 1 només

aconseguirem W10 la norma1ització de la llengua catalana si el seu ús esdevé predominant, tot convivint amb la

llengua de l'Estat, oficial també a Catalunfll, i, no ho hem d'oblidar, prOpia d'una bono part deis ciutadans de

Catalunya". Véase DSPC, núm.4, 22 de abril de 1980, p.22.
•

"'" DOGC núm,74, de 16 de julio de 1980. En el primer artículo de la norma se podía leer que los órganos de
la administración de la Generalitat de CatalW1fl1, los organismos autónomos y otras instituciones que de ella

dependan o a ella estén vinculados, uti1izarian la lengua catalana como velúculo "normal" de expresión en sus

documentos, actos públicos y en los de administración ordinaria.
46' DOGC núm.79,20 agosto de 1980.
462 La introducción del catalán como asignatura obligatoria en todos los ciclos formativos había sido
introducida a partir del ano escolar 1978-1979 sobre la base del Real Decreto 2092/1978. Las nuevas normas

extendían la obligatoriedad de la asignatura de catalán a todos los ciclos formativos y facilitaban los ttámites

para los centros que desearan utilizar el catalán como lengua vehicular. Si bien se mantenía la obligación de

pedir una autorización, ésta ahora tenía que ser otorgada por la Commissié Técnica del Depaetament
d'Ensenyament y no ya por la Comisión Mixta Departament d'Ensenyament-Ministerio de Educación y
Cultura.
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En segundo lugar, la sensibilidad del nuevo ejecutivo respecto a la cuestión lingüística y la

voluntad de abordar la cuestión 10 más rápidamente posible, llevaron la Generalitat a

dotarse de un instrumento que permitiera afrontar el reto de la normalización de la lengua
catalana desde una perspectiva global.
Nacía así el 23 de junio de 1980, mediante el decreto 115/1980, la Dirección General de

Política Lingüística (DGPL), adscrita al Departarnent de Cultura i Mitjans de Comunicació.

Esta estructura, dirigida por Aina Moll, sería desde el primer momento la vanguardia de la

política lingüística de la Generalitat, la unidad a partir de la cualse pretendia coordinar de

manera unitaria las actuaciones del conjunto de la administración en este campo.
,

.

Como la misma DGPL reconocería unos años más tarde, el intento de la nueva

administración era "prevenir el conflicte lingiiístic-social abans que ese produeixi" y "abolir

la re1ació llengua opressora/llengua oprimida sense invertir-ne e1s termes, sinó situant les

dues llengües en un pla d'igua!tat legal amb pie respecte deis drets individuals de tots els

ciutadans,>463.

Resulta evidente, en este sentido, la voluntad de seguir en el camino de consenso trazado

por el consenso estatutario, pero la misma constitución de la DGPL en los meses

inmediatamente siguientes a la constitución del ejecutivo, indica también una clara elección

a favor de un fuerte protagonismo de la nueva administración en matería lingüística.

Esquematizando, se podría decir que la estrategia de la Generalitat en esta primera fase giró
en tomo a dos ejes fundamentales: la voluntad de promover una acción decidida y firme en

el signo de un avance importante de la presencia de la lengua catalana en todos los ámbitos,

y la necesidad de tener en cuenta la situación lingüística real del país464•
En mérito a esta última cuestión, hay que fijar la atención en la situación en que se

encontró a operar la nueva administración autonómica.

Un estudio llevado a cabo por la misma DGPL a principio de los años 80465, intentaba

fotografiar la situación 1ingiiística del Principat utilizando tres grandes variables: el grado de

conocimiento, el uso y la actitud de la población respecto a la lengua catalana .

..., Véase DEPARTAMENT DE CULTURA: Llibrr BIa", th la Dirrrtio Gmmz' th Polilka Linl/lÚtica Generalitat
de Catalunya, Barcelona: 1983 pág.7 .

... Los criterios básicos del proyecto de normalización fueron ampliamente divulgados por la misma directora
de la DGPL en artículos de prensa a finales del verano de 1980 y se podrían resumir en tres principios: el
catalán es la lengua propia de Catalunya; no es posible ser catalán y rechazar la lengua de Catalunya; la

aceptación de los dos principios anteriores no implica en ningún momento la renuncia a la lengua de cada
uno. En los mismos artículos también se proponían unos criterios de conducta lingüística: el uso del catalán

por parte de todos los catalanohablantes en toda situación, la práctica del bilingüismo pasivo, la flexibilidad, el
esfuerzo personal en la mejora de la competencia lingüística en catalán y la asunción de responsabilidad
personal en el proceso de normalización. Véase La Vanll'anIia, 31 de agosto Y 2 de septiembre de 1980.
465 DEPARTAMENT DE CULTURA: Llibrr BJan, th la Dirrmo Gmmz' th Politi,. Un!Jlislica Gcneralitat de

Catalunya, Barcelona: 1983
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En primer lugar, por lo que se refiere al grado de conocimiento de la lengua, el estudio

concluía que de cada cien personas, 59 sabían hablar catalán, más de 80 podían entenderlo

pero sólo 48 lo utilizaban como lengua familiar. Se trataba además de unos datos

fuertemente deshomogéneos desde un punto de vista geográfico. En las zonas de fuerte

inmigración (Barcelonés, Baix Ilobregat y Vallés Occidental) e! porcentaje de personas que

sabían hablar catalán descendía sensiblemente, evidenciando la estrecha relación entre

inmigración y grado de conocimiento de la lengua. En estas zonas, además, se podía
observar una cierta incidencia del fenómeno de la "deserción lingüística", consistente en la

tendencia por parte de un sector de la población catalanohablante, sobre todo joven,
.

.

residente en las ciudades crecidas a desmesura como consecuencia de la inmigración, al

abandono de la lengua materna en consecuencia de la necesidad de desarrollar sus

relaciones (personales, laborales ...) en un entomo que se caracterizaba por ser a menudo

monolingüe castellano.

El estudio evidenciaba también que en las zonas de baja inmigración se podía apreciar un

alto grado de integración lingilistica, no obstante la ausencia del catalán en muchos ámbitos

cruciales durante cuarenta años (en primer lugar en la escuela y en los medios de

comunicación). La misma deshomogeneidad geográfica se podía apreciar también en lo

referente al grado de comprensión de la lengua. Si en e! Baix Llobregat entendía e! catalán

una persona de cada seis, la proporción cambiaba radicalmente en las zonas de la Catal1l1!Ja

profonda: e! estudio estimaba que en e! Bergueda y en Osona más de dos personas cada tres

entendian sin problemas la lengua. Finalmente, en e! ámbito de! conocimiento de la lengua

escrita, sin ofrecer porcentajes, el estudio concluía que la situación recalcaba la situación de

postergación que el catalán había vivido en e! sistema escolar en los últimos cuarenta años y

evidenciaba que sólo las generaciones más jóvenes y los ancianos podian escribir en catalán

con una cierta corrección, mientras que la población comprendida entre los 25 y los 50

años, incluso catalanohablante, excepto algunos y determinados casos de alta

concienciación lingilistica, aparecía como casi analfabeta en su propia lengua.
En segundo lugar, e! estudio analizaba e! grado de uso de la lengua catalana. Si bien, como

se vio, se estimaba que un 48% de la población utilizaba la lengua catalana como medio de

expresión en la esfera familiar, la todavía escasa presencia de los nuevos poderes
autonómicos, los timidos avances en la introducción de la lengua en la escuela

experimentados en la etapa preautonómica y la casi absoluta marginación de la lengua en

los medios de comunicación, llevaban la DGPL a afirmar que "fora potser dels ámbits

294_



folklórics [no podem parlar] de cap ámbit on el catalá ocupi el!loc que li correspon com a

!lengua propia de Catalunya".'66
Si bien se registtaba el aumento de la presencia de! catalán en los congresos, reuniones y

asambleas, se alertaba también sobre la existencia de una cierta resistencia y animadversión

por parte de algunos sectores de la población con respecto a este fenómeno.

El estudio indicaba dos grandes problemas a los cuales se tenía que enfrentar la penettación
del uso de! catalán (sobre todo en su forma escrita): uno de carácter propiamente

lingüístico, que se refería a la falta de competencia lingüística por, parte de aquella parte de!

personal de la administtación estatal que había sido integrado en las nuevas esttucturas
. .

autonómicas; y otto de carácter más político, que atañía a una cierta resistencia por parte de

los organismos oficiales (sobre todo, pero no exclusivamente, de la administtación del

estado) operantes en Catalunya a cambiar de actitud.

Finalmente e! estudio se detenía a analizar las actitudes de la población con respecto a la

lengua catalana y tipificaba dos actitudes mayoritarias, correspondientes a los dos grandes

grupos lingüísticos. La población no catalanohablante no quería que e! catalán fuera

impuesto, ni que su uso fuera obligatorio. Este sector de la población - argumentaba e!

estudio - no quería ser discriminado por razones de lengua. En general creía que e! catalán

podía ser una ventaja para la vida profesional y por esta razón estaba mayoritariamente a

favor de que las nuevas generaciones aprendieran la lengua, pero desconocía la historia de!

país Y consideraba la situación lingüística vivida por Catalunya como una situación normal.

Aunque a menudo tenía un cierto conocimiento de la lengua, decidía de no hablar catalán

por miedo a suscitar e! ridículo, pero aceptaba sin problemas e! derecho de los catalanes a

expresarse libremente en su lengua.
La población catalanohablante - según e! estudio de la DGPL - tenía un gran respeto para

los nuevos catalanes y quería evitar a toda costa la acusación de racismo. Por esta razónpasaba
fácilmente de! catalán al castellano en conversaciones con castellanohablantes aunque

supieta que e! interlocutor entendía perfectamente su lengua. Normalmente en las

relaciones comerciales utilizaba e! castellano para facilitar al máximo la comprensión y

todavía se resistía a exigir, por vergüenza o inercia, e! uso de! catalán en los ttámites

oficiales. Tenía conciencia de escribir incorrectamente y de hablar utilizando barbarismos

pero a menudo no cumplía muchos esfuerzos para mejorar su competencia. Vetía

favorablemente un aumento decidido de la presencia de! catalán en todos los ámbitos pero

no adoptaba posiciones rigidas o reivindicarlvas por miedo a generar incidentes .

.... DEPARTAJ\¡lENT DE CULTURA: Llibrr BIanc tÚ la Din«iD Gnural tÚ Politica UngiilsticQ Generalitat de
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El estudio de la DGPL no se presentaba como exhaustivo pero mostraba una firme

voluntad de la recién nacida administración catalana de acercarse al problema lingüístico
desde una perspectiva de conjunto.
Estableciendo una lista de esferas de intervención, la DGPL individuaba en los organismos

oficiales, los medios de comunicación, el sistema educativo, las actividades cultutales, el

mundo comercial, profesional y laboral y finalmente el uso social no oficial, los ámbitos en

los cuales la acción de la Generalitat se tendría que desarrollar prioritariamente.
Con el fin de poder incidir rápidamente, con eficacia y con la perspectiva de conjunto a la

que se hacia referencia, en los meses posteriores a su creación, la,DGPL adoptaba su
, .

organización interna creando tres estructuras.

Con el decreto 220/1980467, se creaba el Servei d'Assesorament Lingüístic, dirigido por

Isidor Mari. Esta nueva estructura tendría como objetivo el de coordinar las actuaciones de

la administración en materia de asesoramiento lingüístico orientado tanto a los entes

públicos, como a los privados y más en general a la ciudadanía. El Servei d'Assesorament

Lingüístic organizaría los cursos de catalán para adultos, en solitario o en colaboración con

los ayuntamientos
468

y encuadraría en su estructura los cursos ya existentes organizados por
la SEDEC469, optando por una estrategia de maximización y coordinación de los recursos

existentes. La nueva estructura se ocuparía también de organizar el,,JIistema de evaluación
"".\

.

oficial de la competencia lingüística de los ciudadanos a través de la creación de la Junta
Permanent del CataIa y se configuraría como referente, conjuntamente con las

universidades catalanas y el Institut d'Estudis Catalans, en materia de terminología.
Finalmente se ocuparía también de la revisión de los libros de texto escolares, de la

actualización del lenguaje administrativo y de la difusión de la normativa y de la gramática
aranesa.

Catalunya, Barcelona 1983 pag,12.
467 DOGC núm.95, de 19 de noviembre de 1980,
468 Sólo en el año académico 1981-1982 fueron organizados un total de 875 cursos, de los cuales 393 para no
catalanohablantes y 482 para catalanohablantes. 671 cursos fueton organizados por los servicios territoriales
de Barcelona, 55 por los de Girona, 50 por los de LIeida, 80 por los de Tatragona y 19 por los de Tortosa.
Véase DEPARTAMENT DE CULTURA: Ubrr blanc di la Dirraió Gnural di PoUti"" Lingiiísti&a, GeneraIitat de
Catalunya, Barcelona: 1983 p. 33.
469 El Servei de l'Ensenyarnent del Catala (SEDEe) fue creado a través del Decreto del 22 de mayo de 1978

por la GeneraIitat de Catalunya. Esta estructura tenía (y todavía tiene) la finalidad de promover la lengua
catalana en el ámbito de la enseñanza. En los primeros años de la transición, se ocupó principalmente de la

organización de cursos de reciclaje de catalán para el profesorado, Cabe destacar que el SEDEC habla
recogido la experiencia y los cuadros que en los años de la dictadura se habían formado dentro de grupos
como la Delegació d'Ensenyarnent de Ómnium Cultural. Su primer responsable fue Joaquim Arenas, que
durante muchos años habla sido responsable de la DEC de Ómnium Cultural. Véase J. ARENAS i
SAl\<IPERE: Absht<Ía i rratperatió '" la /lengua ""/afana, Llar del libre, Barcelona: 1988.
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Con el mismo decreto se creaba también el Servei de Normalització de I'Ús Oficial, que
sería dirigido, en esta primera etapa, por Miquel Strubell i Trueta. Esta estructura tendría

tres objetivos fundamentales.

En primer lugar, impulsar la normalización de la lengua en el uso público, tanto por lo que

se refiere a la administración pública (Generalitat, ayuntamientos, servicios públicos ... etc.)
como más en general en el mundo del comercio, del trabajo y de las profesiones
(publicidad, rotulación, gremios, asociaciones, banca, informática, hostelería ... etc). La labor
del Servei de Normalització de I'Ús Oficial se concretó en la introducción del catalán en los

letreros de los edificios oficiales y en los impresos administrativos, en la concesión de
,

.

subvenciones y ayudas pata los comercios que quisieran cambiar. la lengua de la rotulación y

pata la publicidad comercial en lengua catalana.

En segundo lugar, realizaría campañas de sensibilización y información. En este sentido la

experiencia probablemente más significativa fue representada por la campaña de

sensibilización de La Normi70, dirigida por Josep Caminal y Joan Granados que llegó en

menos de dos años (entre 1981 y 1982) a implicar el 98% de los municipios catalanes?'. Y,

finalmente desplegaría una intensa actividad de divulgación, que se concretó en la

producción de material audiovisual, en la organización de conferencias y en la publicación
de artículos en la prensa.

Poco tiempo después, a través del decreto 296/1980472, la estructutación interna de la

DGPL se completaba con la creación del Institut de Sociolingüística Catalana, dirigido por

...., Emblema de la campaña desarrollada por la Generalitat entre 1981 y 1982 era "La Norma", una niña de
diez años interesada en el proceso de normalización del uso de la lengua. No ostante el empeño organizativo
demostrado por la DGPL en este campo (se editaron y repartieron caso dos millones y medio de pegatinas,
más de medio millón de ttlpticos explicativos, se instalaron casi cuatromil figuras de cartrón de La Norma en
oficinas públicas, bancos, y centros escolares, se imprimieron más de doscientosmil carteles, se emitieron
varios anuncios en la prensa, en la radio y en la televisión, además de publicarse un cómic especialmente
diseñado para la campaña) vale la pena destacar como en sede parlamentaria, tanto el PSC como el PSUc,
subrayaron críticamente la falta de recursos que la Generalitat habla puesto a disposición de la campaña y
sobre todo el hecho de que la campaña hubiera sido lanzada antes de la aprobación de la ley de normalización
lingüística. Véase el debate parlamentario en el marco de la S,SW" InJorma/itla Job,. la Campaña '" NOT1Jlali'ífltión
Ungiiístka celebrada en la Comisión de Polltica Cultural del Parlament de Catalunya, DSPC, núm.21. sene C.
18 de marzo de 1982 págs.303 Y ss. A La Norma siguieron dos otras campañas de sensibilización de carácter

general "El catali, cosa de tots" en 1983 y ''El catali, depén de vasté" en 1984. que pudo contar también con

los medios de comunicación audiovisuales. ya empezadas las emisiones de TV3. A partir de 1985, las

campañas de sensibilización de la DGPL se sectorializaron, orientándose hacia el mundo del trabajo. del
deporte y del comercio, y se concretaron a través de diferentes proyectos pilotos. En este cuadro. ocupa un
lugar destacado la campaña ''El catalA, eina de feina" realizada juntamente a sindicatos y asociaciones

empresariales entre 1988 y 1990. Véase M. STRUBEIJ.. i TRUETA: "Les campanyes de normalització

lingülstica de la Generalitat de Catalunya (1980-1990)" en: RIvista '" Iknglla ; finl (1992) nÚln.18.
'71 A partir de la segunda mitad de 1982 la campaña se realizarla en colaboración con los municipios, a través
de la firma de acuerdos sobre la base de los cuales se repartirlan los gastos. Los conveoios permitirlan una

coordinación entre la DGPL Y las Comisiones de Normalización que se habían ido creando en el ámbito

municipal a partir de las primeras elecciones administrativas de 1979 y que. a partir de aquella fecha, habían
desarrollado una importante labor de normalización.
'12 DOGC núm.l05. de 7 de enero de 1981.
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J.M. Ramon Oliver y que, a partir de 1982, dispondría también de un prestigioso consejo
asesor473• A diferencia de las otras dos estructuras, el Institut desarrollaría una labor menos

pública, pero por esto no menos importante. Se dotaría de un importante fondo

documental, y, además de ser un centro de recogida de material de investigación sobre la

lengua catalana producido fuera de la administración, organizaría también significativos

proyectos de análisis de campo que se revelarían indispensables a la hora de evaluar los

efectos de la política lingüística adoptada.
En verano de 1980, al momento de iniciar los primeros contactos entre las fuerzas políticas

Para la redacción de una ley de nonnalización de la lengua, el ConselLExecutiu, a través de
,

.

la adopción de algunas medidas reglamentarias y sobre todo de la creación de la DGPL,

había ya empezado a trazar un camino de actuación enmateria lingüística demostrando una

decidida voluntad de protagonismo de las nuevas instituciones.

5.3 El debate y la aprobación de la LNLC

Como recuerda su primera directora, Aina Moll474, fue a partir de una iniciativa de la DGPL

que se iniciaron los trámites para la redacción de una ley del catalán en la primavera de 1980,

incluso antes que se aprobaran las normas que regulaban el funcionamiento de la recién

nacida cámara catalana. Los contactos activados por la administración se desarrollaron en

dos direcciones. Por un lado la DGPL contactó con personalidades del mundo de la cultura

y por el otro se empezaron las negociaciones con los grupos parlamentarios"5.
El resultado de estas consultas y de estas reuniones confluyó en un primer articulado,
elaborado por la Conselleria de Cultura. El texto, mecanografiado sobre papel oficial del

Departament de Cultura, fue filtrado a la prensa y publicado en el verano de 1980.

473 Con la Orden de 12 de julio de 1982, se nombraban los integrantes de la estructura: Antoni Macia Badia i

Margorit, L1uls OlivelIa i Cunill, Modest Reixach i Pla, Miguel Siguan i Soler y Frances Vallverdú i Canes. El
lnstitut seda presidido por Aína Moll en calidad de máximo ditigente de la DGPL.
474 A. MOLL i MARQUÉS: "El. tri1nits preliminars de la redacció de la LNLC" en: RnJista IÚ llenll'Q i dnl
(1984) núm. 3 págs.4-7.
475 La directora de la DGPL describe minuciosamente los trámites seguidos en esta fase preliminar. En la

primera reunión, celebtada el 9 de junio de 1980 intervinieron lamisma AinaMoll, Max Cahner (ConselIer de
Cultuta), S. Blasi (Director General de Enseñanza Primaria), A. Manent (Director General de Actividades
Artísticas y Literarias),]. M. Ainaud de Lasarte, A. M. Badia i Margorit, A. Bassols, M. Boix,]. Colomines, A.
Comas i Pujo!, P. Cuxart,]. Molas,]. Nadal, B. Pe11icer, G. Puig,]. M. Puig Salellas, M. Reizach, l. Riera, S.
Serrano, M. Strubell i Trueta,]. Triadú, F. Vallverdú, R. Vergés,]. M. Vil.seca y M. Vilar. Con esta reunión se

confirmó la necesidad de redactar una ley de norma1ización lingüIstica. Después se crearon dos grupos de

trabajo: uno integrado por sociolingüJstas (como A. Moll, AtaciI, Badia i Margorit, Vallverdú, Puig) yel otro
por juristas. la vez que se empezaron contactos directos con los grupos parlamentatios. Véase A. MOLL i

MARQUÉS: "Bis tri1nits preliminars de la redacció de la LNLC" en: Rlvilla IÚ Ulnll'Q i dnl (1984) núm. 3
págs.4-7.
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El hecho de que se presentara en un papel oficial dio lugar a diferentes interpretaciones
sobre su naturaleza: ¿se trataba de un documento de trabajo preliminar o constituía el texto

del anteproyecto de ley que el Consell Executiu iba a presentar al Par1ament para su

aprobación?
En merito a esta cuestión evidentemente ha habido, según la orientación de las distintas

fuerzas políticas, opiniones bien diferentes. Los socialistas, que negaban el carácter unitario

de la propuesta, lo consideraron un golpe de mano de la Conselleria de Cultura que "en

l'eufória inicial. del govern Pujol" había tomado la iniciativa de redactar un anteproyecto

con la colaboración de algunos sociolingüístas y juristas y que ''va ser explicat en línes molt
, ,

generals als grups polítics i que, per aixó, considerava 'unitari",.476

Por parte de la Conselleria y de la DGPL se remarcaba al contrario el carácter unitario pero

en todo caso preliminar del texto redactado, que constituía de hecho un documento de

trabajo susceptible de sermodificadot".

Dejando de lado un dificil cuanto infructuoso intento de reconstrucción de las intenciones

de cada una de las partes implicadas en aquella polémica, resulta más interesante centrar la

atención sobre los efectos de aquella confrontación dialéctica.

La primera y más evidente consecuencia del conflicto que se abrió en tomo al articulado

redactado en el verano de 1980 fue la decisión por parte de la ejecutiva del PSC de

decantarse por la necesidad de participar activamente en la redacción de la nueva ley,
cuando hasta aquel momento los socialistas catalanes se habían demostrado más bien

convencidos de la inutilidad de confiar a un instrumento legal básico del par1amento catalán

la implementación del art.3 EAC y, en cambio, partidarios de la conveniencia de realizar el

proceso de normalización a partir de normas de carácter reglamentarios.
y el segundo efecto fue la decisión, por parte del Consell Executiu de tramitar la nueva ley
buscando no sólo el consenso sino también la participación activa de la mayoria de las

fuerzas políticas en el Parlamento El nuevo reglamento de la cámara catalana, aprobado en

julio de 1980, ofrecía los instrumentos adecuados para conseguir este fin. El art.108,

establecía que por las leyes consideradas básicas - esto es, de desarrollo del mandato

estatutario -, la Junta de Portavoces, a iniciativa de dos grupos parlamentarios (o de una

quinta parte de los diputados) podía decidir que una iniciativa legislativa fuera llevada a

'" Véase las declaraciones de Marta Mata en PSC: Bit sodalirús i la ¡¡'nll'0' PSC Barcelona:1984, p.59
ID A propósito de la cuestión, unos años más tarde Aina Moll afirmaba: "el text fou trames a principio de
setembre als representantsdels grups parlamentaris, senyors Colomines, Ainaud, Ribó, Armet, Casanovas y
Carreras de Nada!, amb la proposta d'un canvi d'impressions finals; i també, amb carácter confidencia!, a tots
els qui bavien pres part a la reunió del dia 9 de juny, i als qui havien participat, de manera permanent o

esporádica, en els grups de treball, por tal que tots poguessin aportar-hi lIurs sugeriments". Véase A. MOLL i
MARQUÉS: "Els tramits preliminars de la redacció de la LNLC» en: Rnista '" ¡¡'nll'0 i dnt (1984) núm. 3 p.7.
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cabo por el conjunto de los grupos parlamentarios. Además, una ley tramitada según este

proceso, para ser aprobada hubiera tenido que ser aprobada por la mayoría absoluta de los

diputados.
Una ley que tuviera como objeto desarrollar el art.3 del Estatuto evidentemente cumplía
con los requisitos pedidos por el art.108 y en septiembre de 1980 se procedía al

nomhramiento de la Comisión de Política Cultural, integrada por representantes de todos

los grupos. Este fue finalmente el órgano que tuvo el cometido de redactar el nuevo texto

legislativo.
Los trámites que llevaron a la aprobación de la Ley de Normaliza�ón Lingüística fueron los

más largos de la historla parlamentarla reciente del país. Pero el carácter compartido que

asumiría el proceso de aprobación de la nueva ley constituiría también el instrumento más

válido para que la Generalitat pudiera poner en marcha un proceso de normalización

incisivo.

Poco después se pudo apreciar concretamente la validez de la elección de los

parlamentarios catalanes, cuando el intento de golpe de estado del febrero de 1981, las

primeras fases de la concertación autonómica y las primeras señales de una cierta

resistencia al proceso de normalización que se habían empezado a cristalizar en iniciativas

como elManifiesto de Jos 2JOa178, reafirmaron la necesidad de construir en tomo al terna de la

lengua un consenso lo más sólido posible.
La Comisión de Cultura del Parlament de Catalunya, empezaría sus trabajos en octubre de

1980 y, constituida una Ponencia479, ésta trabajaría hasta el 23 de junio de 1981, día en que

remitió a la mesa un texto articulado titulado Proposidó de Uei de Normalizació LJngiiística en

CataÚi'!)a4l!lJ. Junto a la Proposidó, remitirla también los votos particulares formulados por los

partidos, que en el caso del PSC, como se verá, constituyeron un verdadero texto

alternativo.

478 Poco menos de un mes después del intento de golpe de estado del 23-F, el periódico Diario 16 publicaba
un manifiesto titulado "Por la igualdad de los derechos lingüísticos en Cataluña" con el cual, un supuesto
grupo de 2300 profesionales y intelectuales residentes en Catalunya alertaba la población sobre los peligros de

postergación de la lengua castellana en el Principat. Véase Diario 16, 12 de nuu:zo de 1981 .

..." La Ponencia de la Comisión de Polltica Cultural fue nombrada el 16 de octubre de 1980 y era integrada
por J. M. Ainaud de Lasarte y Joan Colomines i Puig (CiU);J.González Navas y M.A. Mata i Garriga (pSC):
T.E. Calzada i Isem y Xavier Folch i Recasens (pSUC): A. Planasdemunt i Gubert i A.Cañellas i Balcells
(Centristes de Catalunya): M.Casanovas i Guen:i y F. Vicens i Giralt (ERC) y F. Hidalgo Gómez (andalucista,
no adscrito) .

.... BOPC núm.39, 6 de julio de 1981.
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Entre el otoño de 1980 y el junio de 1981, todas las fuerzas políticas habían presentado
como material de trabajo diversos documentos que evidenciaron los puntos de partida de

cada grupo al abordar la cuestión lingüística48'.

En general, se puede decir que las opciones presentadas por los partidos se podrían dividir

en tres grandes bloques, correspondientes a las propuestas presentadas por los tres mayores

partidos, entorno a los cuales se dislocarían a 10 largo del proceso de redacción las restantes

fuerzas políticas.
En primer lugar, CiU asumiendo como propio el texto preparado por la Consellería en la

primavera de 1980 (conocido en la prensa con el nombre di Esborraf!Y"""), abogaba por un
, .

modelo inspirado en la "Carta de la lengua francesa" aprobada en Québec en 1977, aunque
convenientemente adoptado a las circunstancias jurídico-constitucionales del estado

español El modelo propuesto por la coalición nacionalista y aceptado en sus líneas

generales por ERC, si bien respetaba escrupulosamente los derechos de todos los

ciudadanos de Catalunya a optar por una de las dos lenguas oficiales en las relaciones con la

administración pública, primaba una cierta aplicación del principio de territorialidad y

situaba claramente el catalán en posición predominante en todos los ámbitos de la vida

pública. En la óptica de profunda y rápida "recatalanización" del país que informaba todo

el programa de gobierno del ejecutivo encabezado por Jordi Pujo!, el borrador presentado

preveía unos planes de actuación incisivos en distintos ámbitos y que en ningún caso

superaban los cinco años de duración. Finalmente, el texto incluía un capitulo dedicado a

las sanciones por incumplimiento de la ley, que se desarrollarían a partir de normas

reglamentarias. La previsión de la posibilidad de imponer sanciones, que diferenciaba

profundamente el modelo defendido por CiU de todos los otros, denotaba una clara

voluntad por parte nacionalista de reemprender las reivindicaciones que estas fuerzas

habían sostenido y finalmente abandonado a 10 largo de la discusión constituyente y

estatutaria. En este sentido, la vuelta a los planteamientos que habían parecido
definitivamente derrotados con la aprobación del Estatut se tiene evidentemente que

relacionar con la situación política de 1980, en que las fuerzas nacionalistas podian contar

48' En la primavera de 1980 aparecía el Esbomz1!Y de la Consellería de Cultuta, rápidamente adoptado como

texto por el grupo parlamentario de CiU; en julio el PSUC presentaba ala prensa su documento "Criteris pe<
a un Estatut de la llengua catalana"; en otoño aparecían los dos documentos socialistas "Principie respecte a la

lengua a Catalunya" y "Projecte de llei sobre I'ús del cátala"; en noviembre el Grupo Andalucista aportaba ala
Ponencia su proyecto de "Ley del uso lingülsrico en Cataluña"; en diciembre ERC presentaba un articulado
titulado "Llei de normalització de I'ús del catalá"; en febrero de 1981 el Grupo de Centristes de Catalunya
presentaba el texto de su ''Proposició de llei sobre I'ús lingülsric a Catalunya". Archivo personal Joan
Colomines i Puig, Barcelona.

301



no sólo con un mayor número de votos sino que sobre todo con el control de la principal
administración del país.
En segundo lugar, el PSUC aportaba a la Comisión un documento titulado Criterisper a un

Estatut de la lengua catalana. El documento, cuyo máximo inspirador fue el sociolingüísta
Francesc Vallverdú y que fue presentado a la prensa en julio de 1980:"' abogaba por un

modelo basado en un principio de "territorialidad atenuada". Mientras se garantizaban

integralmente los derechos individuales en ámbito lingüístico de todos los ciudadanos, se

afirmaba que el eje en tomo al cual tenía que girar la política de; normalización lingüística
tenía que ser el segundo punto del art.3, que al establecer que "el idioma catalán es el oficial

, .

en Catalunya", confería a la lengua catalana una "prioridad oficial especifica'-.
Dos elementos entre otros parecen caracterizar claramente la propuesta comunista. Por un

lado la idea que el objetivo último del proceso de normalización sería la asunción del

catalán como lengua común de toda la población. y por el otro, que, mirando a la situación

sociolingüística del país, este objetivo sería alcanzable sólo a través de un compromiso total

y absoluto por parte de la administración pública. La propuesta comunista, si bien tenía

varios puntos en común con el texto del Esborrany, sobre todo en mérito a los objetivos
últimos del proceso de normalización (una preeminencia clara de la lengua catalana), difería

sensiblemente de éste en mérito a los medios para alcanzarlos. Si bien se preveían, así como

en el documento nacionalista, unos plazos para la catalanización (sobre todo con referencia

a la administración), se rechazaba rotundamente la posibilidad de imponer sanciones. En

cambio, se abogaba firmemente por la voluntariedad del proceso de catalanización,
rechazando cualquier medida coercitiva y apostando por el hecho de que los poderes

públicos crearan las condiciones porqué el conocimiento del catalán fuera una "obligación
libremente asumida" por parte de los ciudadanos del país.
La posición socialista, fiualmente, en esta primera fase fue definida por diferentes

documentos, que, como se verá, confluirán en julio de 1981 en el voto particular a la

totalidad presentado a la ProposicW de LIei de Normalizació IJngiiíslica en Catam1!}a, que

constituye un verdadero texto alternativo al trabajo de la Ponencia.

482 Es posible consultar el texto completo del Esborra'!Y tú Proposidó tú L/Ii sobn l'lis lingiilslir a Catafmr¡apr<parat
p.,.,1 D.partament tú CNItNm tú la Gentrtllitat tú CataÚt'!Ya en: Qllfldmz d'Allibrrumnt (1984) núm.8-9, págs. 177-
187.
483E1 documento, era fruto del trabajo de un amplio grupo de militantes y parlamentarios del PSUC
encabezado por Rafael Ribó Y X. Folch y coordenado por el mismo Francesc Vallverdú, fue presentado en

una rueda de prensa el 17 de julio de 1980. Es posible consultar el texto en: NolIS Horitzyttts (1980) núm. 65
pág. 37-42 .

..... "Criteris por a un Estatllt de la llengua catalana", Preámbulo. En: NolISHoritzyltls (1980) núm. 65 p.38.
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El primer documento, titulado Projecte de Uei sobre IVs del Catala (y más conocido con el

nombre de "Llei de la Lengua") fue redactado por el mismo grupo parlamentario a partir
de las aportaciones de los juristas Ventura Pellicer, Tomás Pou y Antoni Milián, y remitido

a la Comisión de Política Cultural al empezar los trámites de redacción de la Ley. La

posición socialista se completaría posteriormente con un preámbulo fruto de un

documento más general, titulado Principis respecte a la Uengua catalana y de los acuerdos

tomados en sede de Consejo Nacional en abril de 1981 que dieron vida al documento Bases

per a unapolítica lingiiística485•
Pero otro texto que contribuye en manera determinante a definiJ; la posición socialista en

materia de política lingüística es representado por la Proposición no de � sobre el tratamiento de

la lengua en la enseñanza no universitaria, presentada en el marzo de 1981 y sucesivamente

rechazada486 por la cámara catalana.

Analizando el conjunto de las propuestas del PSC, dos elementos parecen particularmente
interesantes.

En primer lugar la tendencia a querer una ley de normalización substancialmente genérica,

que mientras regulaba detalladamente los derechos lingüísticos personales, y de hecho se

configuraba como una normativa de protección de los derechos lingüísticos individuales,

dejaba deliberadamente muchos aspectos por concretar (la rotulación, los usos lingüísticos
en las relaciones laborales y en los servicios públicos ...) en la convicción que el instrumento

reglamentario fuera más adecuado, por eficacia y versatilidad, para incidir sobre una

realidad diversa y dinámica como la lingüística.
En segundo lugar, si bien los objetivos explícitos de la normativa propuesta eran el

fomento· del uso del catalán por parte de todos los ciudadanos, la efectividad de la

presencia de la lengua en la administración pública, la normalización del catalán en los

medios de comunicación y la extensión de la competencia lingüística de los ciudadanos,
éstos objetivos se concebían como insertados en un marco más general, delimitado y

condicionado en todo momento por la exigencia de que el proceso de normalización se

desarrollara con todas las garantías de que no se llegara a producir ningún conflicto por

.... Los primeros dos se pueden consultar en el An:hivo personal Joan Colomines i Puig, Barcelona y en PSC:
BIr socialista i la 'ftnglla Barcelona: 1984 pág. 47-52. El tercero es posible consultarlo en PSC: BIr sodalis¡<s i la

IImglla Barcelona: 1984 pág. 3-6 .

.... BOPC nútn.24, 14 de marzo de 1981. Por las enmiendas presentadas por los demás grupos parlamentarios
véase: BOPC núm.28, 13 de abril de 1981, y por el debate y el rechazo DSPC núm.55, 14 de mayo de 1981.
La propuesta fue rechazada gracias a los votos conjuntos de ERC, Ciu y Centtistes de Catalunya. El PSUC
había votado a favor después que el PSC babia aceptado algunas enmiendas, la más importante de las cuales
se refetía a la posibilidad de crear agrupaciones puntnales o grupos clases separados por razones de lengua
con el fin de asegurar las mejores condiciones para el progreso lingüístico de todos los infantes, posibilidad
que el docurnento inicial presentado por el PSC excluía.
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razones de lengua. En este cuadro se ha de insertar la constante preocupación socialista por

los usos lingüísticos en el campo de la enseñanza. El PSC se declaraba así rotundamente

contrario a la creación de dos redes escolares separadas por razones de lengua,

argumentando que provocaría una fractura social irreparable.
La posición socialista, verosímilmente derivaba de una tendencia a valorar más la situación

sociolingüística del país que la conveniencia política y la efectividad de establecer una

normativa que fijara objetivos definidos de catalanización a breve o a medio término.

Esquematizando, se podria decir que eran cuatro las cuestiones claves en tomo a las cuales

parecian dividirse o encontrarse las tres grandes fuerzas políticas. CiU y el PSC muchas
, '

veces en posiciones contrapuestas, encontrándose el PSUC. de a1guna forma en una

posición intermedia.

En primer lugar, como ya se apuntó anteriormente, el primer elemento conflictivo era

representado por la misma concepción de la lengua. Si para el Esb01Tl11!Y la lengua era el

"símbol i salvaguarda de una comunitat i constitueix un deis vincles més ímportants d'unió

entre eIs seus membres, i el signe més visible de identitat",487 para el PSC el catalán había

sido la lengua de formación de Catalunya y que debía ser "insttument d'unificació del poble
treballador de Catalunya,,488. El texto del PSUC aceptaba en parte las tesis del EsbofT0'!Y al

afirmar que a través de la lengua se establecía la identidad nacional y se expresaba la

pertenencia a una cultura diferenciada, pero ratificaba de manera indirecta el valor

funcional del idioma en el momento en que afirmaba que "preocupar-se per la sort de la

llengua (...) és tant com interessar-se per un deis components principals del que

modernament es coneix per 'qualitat de vida,,,.489

En segundo lugar, otro elemento de discrepancia era representado por el juicio en tomo a

la situación de la lengua catalana. Respecto a este tema las posiciones de partida

convergentes y socialistas parecen desvelar un aproche analítico totalmente diferente. En el

Esborr0'!Y, se subrayaba como el catalán había sido la lengua oficial en Catalunya a partir de

su formación y que había dejado de serlo en 1714 como consecuencia de la aplicación del

derecho de conquista. La precariedad de la situación del catalán se agravó definitivamente

en 1939 "amb l'imposició de l'oficialitat única del castellá i el bandejament del catalá de

l'escola i de tot ús públic,,:90A causa de esta situación, el pueblo catalán que "s'ha

487 Preámbulo de!''Esborrany de proposició de llei sobre !'ús lingüístic a Catalunya", en QIIOIÚrn d�libranJmt

(1984) núm. 8-9 p.177
488 Véase "Bases .. '' cit. en: PSC: Bis IOdalisks i la Ikngllo Barcdona: 1984 p.6.
489 Véase"Criteris por a un Estatut de la Uengua catalana". En: NOlIs HoriP.¡plttJ (1980) núm, 65 p.38.
490 Véase "Esboaany de proposició de Ilei sobre !'ús lingüístic a Catalunya". Preámbulo. En: Qllatkrn
d?AlJibram",t (1984) núm. 8-9 p.177.
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mantingut fidel a la seva llengua, que ha restat l'instrument únic de comunicació reconegut

com a propi a nivell familiar i de relació no oficial":" no ha podido aprender el catalán y
no ha podido ofrecer el conocimiento de la lengua a los inmigrantes que han visto así

dificultada su integración.
La análisis socialista, en cambio, mutaba totalmente el punto de partida de la reflexión en

tomo a este tema, centrándose en la situación actual de la lengua, que definía como

precaria, caracterizada principalmente por su ausencia de los ámbitos de uso público, en la

escuela, en los medios de comunicación social492• A la hora de definir las causas de la

situación de la lengua de los primeros años 80, el análisis del PSC se demostraba más
. ,

sistemático y complejo que el conducido por los nacionalistas. Cinco eran, en opinión de

los socialistas catalanes, las causas principales de la dificil situación lingüística vivida por el

país. En primera instancia, y coincidiendo con el análisis nacionalista, la pérdida de las

libertades nacionales en 1714 y el establecimiento de la dictadura franquista en 1939. En

segunda instancia, la introducción del sistema escolar obligatorio, totalmente en lengua
castellana, en el siglo XIX. En tercera instancia, la llegada de una fuerte corriente migratoria
a lo largo de todo el siglo XX y la imposibilidad, a causa de la dictadura, de ofrecer

estructuras que hicieran posible una adecuada "incorporación y aportación" a la sociedad

catalana de los recién llegados. En cuarta instancia, el decidido aumento de la presencia en

Catalunya de un alto numero de funcionarios castellanohablantes durante el franquismo. Y,

finalmente, la incontenible irrupción de los medios de comunicación de masas,

integralmente en castellanO.493

Así, si bien los dos grupos políticos más numerosos parecían coincidir en indicar algunas de

las causas de la situación lingüística del país (pérdida de las libertades nacionales, falta de

estructuras políticas, sociales y culturales para enfrentarse a la gran inmigración) lo que

cambiaba era sustancialmente el orden de importancia y la relevancia atribuidas a cada una

de ella. Mientras para los nacionalistas las causas de la situación lingüística del país parecían
tenerse que buscar en un pasado lejano, los socialistas se decantaban por dar centralidad en

su razonamiento a las causas más cercanas en el tiempo, de alguna forma todavía presentes

y operantes en la sociedad catalana.

En tercer lugar, otro elemento de disensión era representado por los objetivos de la

normalización. Respecto a este tema, el análisis de CiU y el del PSUC parecían
substancialmente coincidir. Evidentemente había diferencias significativas entre las dos

49' Ibitklll
'" Véase "Bases .. " cito en: PSC: EIs sodalistu i la Ikngtta Barcelona: 1984 pA-5.
'" Ibitkm
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propuestas: el modelo nacionalista se basaba sobre un principio de territorialidad casi

absoluta (a la "quebequesa''), y el proyecto comunista se centraba explícitamente sobre una

territorialidad "atenuada", que contemplaba la persistencia de un bilingüismo derivado no

solo del imperativo constitucional y estatutario sino también de la situación lingüistica real

de! país. Pero ambos coincidían en la idea que e! objetivo último de la normalización sería

una catalanización494 - más o menos profunda, más o menos rápida -libremente asumida

por la sociedad. El esquema final al cual llegaban los dos proyectos era prácticamente e!

mismo: e! catalán lengua oficial, preeminente y común de los catalanes

(independientemente de su origen), y e! castellano segunda lerwm ;de los ciudadanos y

lengua de comunicación con los órganos del estado495.

Las propuestas del PSC, en cambio parecían partir de otros presupuestos. Renunciando ya

de entrada a fijar objetivos de catalanización (y con ellos plazos, y, evidentemente

posibilidad de establecer sanciones) indicaban genéricamente en el hecho de que "la lengua
catalana torni a ser insttument de reconsttucció nacional" e! objetivo a alcanzar:!16 En esta

óptica, la ley y, con ella el conjunto de! proceso de normalización, tendría que ceñirse

estrictamente al dictado estatutario y configurarse como un instrumento para alcanzar "la

igualtat plena de les llengües catalana i castellana quant als drets i deures deis ciutadans de

Catalunya,>497
y finalmente, el último punto de desacuerdo entre tres mayores partidos catalanes era

representado por la estrategia de la normalización. Respecto a este último tema se pueden

apreciar diferencias importantes entre los tres proyectos presentados. El Bsborra'!Y, no

obstante reconociera en más de un caso una cierta flexibilidad, concebía la ley como un

instrumento en cierta medida imperativo para la catalanización, incluyendo plazos

494 En el texto del preámbulo del Esbotra'!J preparado por el Departament de eultura de la Genralitat de

Catalunya se puede leer: ''En !'ctua! situació de fet de Catalunya, amb un ús públic del castella absolutament

majoritari i un nombre molt considerable de ciutadans castcllanoparlants, es fa necesari un procés de

catalani2ació, lliurement asumit pOI la comunitat catalana, orientat pOI una legislació que, tot assenyalant com
a objetiu ineludible que el cataJa arribi a ésser la llengua comuna deis ciutadans de Catalunya
independentement de llur origen, asseguri el respecte de les altres llengües que hi són parlades, especialment
del castellá, que pel seu caricter de llengua oficial de tot I'Estat i de llengua materna d'una bona part deis
actuals ciutadans del país, es constitueix en segona llengua de Catalunya; i aixl mateix que determini un ritme
de progrés adequat a les clrcunstincies socioculturals", Véase "Esbotrany de proposició de llei sobre I'ús

lingüístic a Catalunya". Preámbulo. En:QIImkrn d�bftUJJ."t (1984) nÚln. 8-9 p.178.
4.5 En este sentido el documento comunista parece coincidir de manera evidente con los planteamientos
nacionalistas: ''El reconocimiento de estos derechos lingüísticos [los derechos lingüísticos personales N .dR],
Y su garantía no pueden entrar en contradicción con el hecho de que, de acuerdo con los objetivos de la

catalanización, los ciudadanos de Catalunya, sea cual sea su origen étnico o eultural, sea cual sea su lengua
habitual, lleguen a poderse expresar en catalán, participen plenamente en una sociedad catalana y admitan el

catalán como lengua comuna". Véase: "Criteris per.a W1 Estatut de la llengua catalana". En: NolIS Hori/�nt.r
(1980) núm. 65 p.39.
496 Véase "Principis respecte a la llengua a Catalunya", base 1. Archivo Personal Joan Colomines i Puig,
Barcelona.
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determinados para la capacitación lingüística de los funcionarios y incluso imaginando
sanciones para los infractores de la Ley"·. El texto del PSUC, si bien aceptaba la idea de

que la ley fuera un instrumento válido y utilizable para la catalanización, y se pronunciaba
directamente sobre la posibilidad de fijar plazos a cumplir por la administración, rechazaba

rotundamente la idea de poder imponer, por vía legal o reglamentaria cualquier tipo de

sanción. El PSC, yendo todavía más allá, y tratando directa y polémicamente el tema de las

sanciones subrayaba como el problema de la lengua a lo largo de la historia "s'ha resolt per

la fors:a bruta, o la forca de l'ínércia, o la forca de la técnica o la forca del nombre, pero
forca sempre" y que "no és dones per la vía de les sancions punitives sinó per la vía de la

sanció popular de la acció de la Generalitat' que sería posible cumplir con el histórico

compromiso de la recuperación de la lengua499.

Después de unos primeros meses de intenso trabajo,SOOen los cuales se confrontaron

dialécticamente las diferentes propuestas de las fuerzas políticas, la Ponencia presentaba,

junto a los votos particulares sostenidos por los partidos, un primer texto oficial de

Proposición de Ley de Normalización Lingüistica en CataÚl'!Ja.
SOl Era el 23 de junio de 1981.

Este documento, en 5 títulos 37 articulos y 5 disposiciones transitorias, representaba una

primera síntesis de las propuestas de los diferentes partidos. En línea general, se puede
.

afirmar que confirmara una cierta orientación territorialista, propia - en sus diferentes

versiones - de los planteamientos nacionalistas y comunistas, aunque más contenida por la

necesidad de un acercamiento a las posturas del PSC. Mientras se incorporaban plenamente
el planteamiento socialista en mérito a las causas de la situación de la lengua catalana y se

garantizaban plenamente los derechos lingüísticos individuales, se seguia apostando
claramente por una predominancia del catalán en el conjunto de las relaciones sociales. Con

respecto a los primigenios textos aportados por el PSUC y CiU, se reducían los ámbitos en

los cuales se regulaban imperativamente los usos lingüísticos (desaparecían las referencias a

la lengua en las relaciones laborales, en las asociaciones civiles ...) y sobre todo desaparecia

4'11 Véase "Projecte de lIei sobre l'ús del camli" art.1.1. Archivo PersonalJoan Colomines i Puig, Barcelona.
49. En concreto, se trata del Capítulo V del texto, formado por los artículos 22 y 23. Según el art.22 "lo

L'organ competent del Govern de la Geoeralitat, de ofici o en virtut de denUncia, obriri l'espedient que
correspongui, en ocasió d'aetes que infringeixin aquesta lIei i la normativa que la desenvolupi i complementi.
2. La responsabilitat podri exigir-se tant pels actes positius conttatis als preceptes vigents, com pOI les

omissions, quan la lIei obligui a tenir una actuació determinada". Y, según el art. 23: "Mentre el Parlament de

Catalunya no legisli sobre la materia, la incoacció, instrucció, i resolució del espedient, i la sanció disciplinaria
que se'n derivi, s'ajustara subsidiariament al que estableix la normativa legal vigent". Véase "Esborrany de

proposició de lIei sobre l'ús lingülstic a Catalunya" en;QuatÚm d�lIibratmnt(1984) nÚln. 8-9 p.187.
49' Véase "Principis respecte a la lIengua a Catalunya", base 6, cit.
lOO Entre el noviembre y el julio de 1981,la Ponencia celebró 27 reuniones.
501 BOPC nÚln. 39,6 de julio de 1981.
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por completo el capítulo, en un primer momento querido por CiU, dedicado a las

infracciones.

Vale la pena recordar que no obstante siguieran en pié algunos importantes motivos de

desacuerdo entre las fuerzas políticas, el texto de la Ponencia nació en un clima bien

diferente respecto al que había caracterizado las polémicas del verano de 1980 y las

primeras reuniones de la Comísión.

La experiencia del 23-F, Y el miedo a una involución autoritaria y antiautonómica hizo que

todos los partidos, si bien no renunciaran a la defensa (a veces incluso intransigente) de sus

convicciones,S02 encararan la discusión con un espíritu de consenso, en la convicción que
, .

polémicas demasiado duras acabarían perjudicando el futuro de la lengua catalana en su

conjunto, independientemente del modelo de normalización que finalmente se adoptaria.
En este contexto, se puede afirmar que el 23-F, Y la presentación delManifiesto d4 los 2300

representen una cesura clara con respecto a los mismos métodos de actuación de la

Ponencia.

En un primer momento, juntamente a la presentación del texto de la Proposició, fueron

presentados un total de 17 votos particulares.
En este contexto, destaca el voto particular del PSC, que de hecho representaba un

verdadero texto alternativo. Sobre los contenidos del texto ya se ha dado noticia al analizar

las propuestas socialistas, aunque con respecto a los primeros documentos presentados por
el PSC se aprecia una cierta voluntad de salir de la lógica de la ley de protección para

lanzarse en un proyecto más estructurado y complejo en el cual los objetivos positivos de

extensión del uso y de la competencia lingüística ocupaban un lugar más destacado, y se

configuraban como alcanzables a partir de un compromiso intenso y integral de la

administración. Parece interesante apuntar que, no obstante el texto de la Ponencia

recogiera algunas de las reivindicaciones expresadas por los socialistas a lo largo de los

debates (reformulación del preámbulo con referencia a las causas, algunas matizaciones con

referencia a la enseñanza, la· exigencia de una planificación lingüística por parte de la

administración autonómíca, la participación de los municipios en las tareas de

normalización...), estos últimos consideraron la aproximación a sus posiciones
substancialmente insuficiente y fueron el único partido que tomó la decisión de confiar sus

reivindicaciones no a unas enmiendas parciales sino a un texto alternativo, manifestando

SO> El caso del conflicto en mérito a los usos Iingülslicos en la enseñanza no universitaria que nevó a la

presentación de la Proposidón no ,¡, I!J 101m ,llrofatnÍ4nf8 ,¡, la "nglla lO la 'ltIIñanza no llnivmitaria, presentada en el
marzo de 1981 por el PSC es la pruebamás evidente de ello.
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una divergencia significativa con respecto al propio planteamiento de fondo hecho por el

texto de la Ponencia.

De los otros 16 votos particulares, nueve fueron presentados por el diputado andalucista

Francisco Hidalgo, y se referían a varios artículos de la Proposició relativos a los objetivos
generales de la Ley, a los usos lingüísticos en la administración y en las empresas de carácter

público, y a la enseñanza. En general, se puede decir que las propuestas de modificación

presentadas por el diputado andalucista tendían a rebajar al máximo el potencial
programático de la ley en cuanto instrumento de transformación, de la situación lingüística
del país para convertirlo en un instrumento meramente regulador de los derechos

� .

lingüísticos individuales.

Las otras siete enmiendas, en su enorme mayoria503, se referían al art.17, que dictaba los

principios generales en mérito a la presencia de las dos lenguas en el sistema formativo no

universitario. Ya se vio como, a lo largo de la primavera de 1981504, el tema había sido

posiblemente el elemento más conflictivo y había llevado el PSC a activar trámites

parlamentarios con el objetivo de provocar un posicionamiento claro de todos los grupos.

La Proposició establecía en este sentido cinco principios básicos.

En primer lugar, establecía que la lengua catalana era la lengua propia de la enseñanza no

universitaria, aunque quedaba garantizada para todos los niños la posibilidad de recibir la

primera enseñanza en su lengua habitual. La administración, además, se comprometía
formalmente a poner los medios para que todos los alumnos pudieran adquirir una

competencia suficiente, en lengua catalana, que les permitiera utilizarla, en el futuro, como

vehículo de aprendizaje.
En segundo lugar establecía que, atendiendo a la voluntad de los padres o de los tutores, y

la situación sociolingüística de las distintas realidades, era posible realizar una excepción al

primer principio.
En tercer lugar afirmaba que, tanto la lengua catalana, como la lengua castellana serían en

todo caso asignaturas obligatorias en todos los ciclos formativos pre-universitarios.
En cuarto lugar el texto obligaba a que todos los infantes, al finalizar los estudios básicos,

pudieran utilizar normalmente y correctamente ambas lenguas.
Y, finalmente, establecía que la Administración tendría que evitar que los alumnos fueran

separados en centros diferentes por razones de lengua.

"" Cuatro presentadas por cm, una por ERC y 2 por el PSUC. Todas, menos dos de CiU, se referían al
art 17 de la Proposidó, relativo a los usos lingüísticos en la enseñanza no universitaria. .

S04 La polémica superó ampliamente los llmites del aula parlamentaria y se desarrolló también en los medios
de comunicación. Véase M. MATA: "Una escola o dues escoles?" en AVUI 20 de mayo de 1981 y F.
vrCENS: "Una escola, pero caralana" enAVUI, 22 de mayo de 1981.
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El resultado del trabajo de la ponencia había sido un compromiso que había intentado

armonizar el principio de catalanización de la enseñanza, el respeto de los derechos

lingüísticos de los alumnos en la primera educación y la existencia - aunque configurada
como excepción - de un explicito derecho de opción de la lengua vehicular por parte de los

padres, lo cual siguificaba indirectamente la posibilidad de construir una doble red escolar.

Pero la solución encontrada, a pesar de que había costado casi un año de difíciles

negociaciones, parecía haber satisfecho finalmente sólo ERC y Centristes de Catalunyasos.
CiU, defendiendo su opción para un modelo de separación. lingüística, reclamaba la

supresión de las normas relativas al deber de la administración de garantizar para todos los
, '

alumnos los medios para poder utilizar el catalán como lenguade aprendizaje, y, en línea

con el mismo razonamiento, de la norma que comprometía la Generalitat a evitar una

separación del alumnado por centros.506

El PSUC, en cambio, pedía la desaparición de la norma que permitía la excepción al

principio según el cual el catalán era la lengua propia de la enseñanza no universitaria, y,

consecuentemente la posibilidad de crear un sistema escolar integtalmente en castellano.

Además, pedía la introducción de un nuevo párrafo que comprometiera la administración a

la creación de condiciones para una progresiva y generalizada extensión del uso del catalán

como lengua vehi�7, El PSC, yendo todavía más allá, no sólo secundaba en el mérito

las críticas comunistas al texto, sino que pedía un compromiso explícito para evitar la

separación de los alumnos incluso en aulas diferentes (modalidad que, indirectamente, el

PSUC aceptaba)508.
Del primer fVund parlamentario, la Proposició salía fundamentalmente dejando dos graves

problemas irresueltos.

En primer lugar, como se vio, dejaba abierto un conflicto siguificativo en mérito a un tema

central como el modelo lingüístico escolar. CiU, ERCS09 y Centristes de Catalunya,

propugnaban un sistema de separación lingüística y PSUC y PSC, aunque con algunas
diferencias siguificativas entre ellos, abogaban por un sistema de conjunción lingüística y

sos Lo. ponentes centristas no presentaron ningún voto particular al título relativo a la enseñanza y los

republicanos presentaron un único voto particular relativo al art.17.2, de carácter substanciahnente sintáctico.
S06 Véase BOPC núm. 39, 6 de julio de 1981 p.1151
507 Ibidem p.1152.
S08 El art.17.5 establecía lacónicamente que ''L'administtació ha de mirar d'evirar que els alumnes siguin
separats en centres diferents per motius de llengua". BOPC núm. 39, 6 de julio de 1981.
S09 Si bien en el primer proyecto presentado por ERC la posibilidad de realizar la enseñanza en castellano (y,
consecuentemente, la creación de dos redes eacolares) figuraba como una medida explícitamente provisional y
por esto encuadrada en una disposición transitoria, vólida mientras subsistiera "la actual situació
sociolingüística", finahnente los ponentes republicano. optaron por dar apoyo al redactado propuesto por
Ciu. Véase ERC:"Llei de Normalització de l'ús del catalá", diciembre 1980, Disposición Transitorio Tercera.
Archivo personal Joan Colomines i Puig, Barcelona.
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por la construcción de una única red escolar. La confrontación con respecto a este tema ya

se había manifestado en marzo de 1981, cuando el grupo socialista había presentado su

Proposición no de Iry sobre el tratamiento de la lengua en la enseñanza no universitaria. Después de

cuatro meses de intenso trabajo dentro de la Ponencia, las posiciones de los dos bandos

parecían todavía muy lejanas.
Y, en segundo lugar, la existencia de una enmienda a la totalidad presentada por el primer y
más importante grupo de la oposición, hacia imposible la perspectiva de una aprobación
significativamente consensuada del texto elaborado por la Ponencia, y que, como se verá,

obligará a una profunda modificación de la norma en el sentido de una progresiva
,

.

disminución de los ámbitos de intervención de la ley y eliminación de los plazos de

catalanización inicialmente establecidos.

El texto pasaba ahora da la Ponencia a la Comisión para que todos los grupos políticos

pudieran presentar sus enmiendas, y la Comisión pudiera redactar un Informe en que

constaran los acuerdos tomados en aquella sede, en vista de la redacción de un segundo.
texto.

En esta fase, fueron presentadas un total de 241 enmiendas, una de las cuales, presentada

por el PSC, era una enmienda a la totalidad. En general, se puede decir que todos los

grupos parlamentarios participaron activamente en esta fase, siendo las enmiendas

presentadas equitativamente repartidas entre los diferentes grupos, con la excepción de

ERC, que manteniéndose firme en las orientaciones expresadas en el primer texto, sólo

presentó un único voto particular.
SIO

Analizando el texto del Informe, presentado en el junio de 1982511 es posible hacer dos

consideraciones.

En primer lugar, que los acuerdos, prácticamente en todos los articulos, se realizaron por

mayoría y no por unanimidad y que las recomendaciones relativas a cada uno de los

articulos fueron fruto de mayorías siempre cambiantes, resultando difícil individuar ejes de

actuación estables. En este sentido, la relativa cercanía de las posiciones expresadas por
algunos partidos en la fase preliminar de la redacción, dejó espacio a una actuación

orientada a la construcción del consenso con respecto a cada cuestión concreta.

En segundo lugar, que los acuerdos tomados y reflejados en el Informe anticiparon una

profunda mutación del texto originariamente presentado por la Ponencia. En este sentido,

cabe destacar como la discusión y la publicación del Informe representó posiblemente la

510 Se trata del voto particular núm.120, relativo al art.17, ya presentado juntamente al texto de la

proposición.
511 nosc núm.87, 14 de junio de 1982.
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etapa más significativa en términos de construcción del consenso, que permitió, en la etapa

inmediatamente sucesiva el abandono por parte del PSC de su enmienda a la totalidad y su

definitivo compromiso con el texto fruto del trabajo colectivo.

Los acuerdos tomados como resultado de la larga fase de discusión de las enmiendas

realizada en el seno de la Comisión de Política Cultural, llevaron a la presentación en el

noviembre de 1982 de un Dictamen. Este texto ha sido definido críticamente el

"naufragio"S12 de la catalanización, ya que parece abandonar casi por completo el enfoque
territorialista (aunque atenuado) del texto presentado en junio de 1981 por la Ponencia y

incluso resultando menos incisivo, con referencia a la iniciativa normalizadora, que el texto
, .

presentado por el PSC.

El texto, significativamente más corto del precedente, si bien mantenía el preámbulo del

texto de la Ponencia, establecía lacónicamente que el objetivo final de! proceso de

normalización era extender e! conocimiento del catalán y conseguir la igualdad plena de las

dos lenguas oficiales en Catalunya, volviendo así a los objetivos generales contenidos en el

art.3 del EAC.

Desaparecía casi por completo el concepto de prioridad oficial, y se imaginaba una

regulación de los usos lingüísticos basada, a parte que en algunos ámbitos muy concretos,

en la cooficialidad más estricta. Desaparecían también los artículos que enumeraban los

derechos lingüísticos de los catalanohablantes, que hasta el final fueron defendidos por los

parlamentarios del PSUCS13.

A subrayar el giro personalista realizado por e! nuevo texto, contribuyó también la

significativa y ulterior reducción de la presencia de plazos y términos de catalanización para

la administración pública que, según e! nuevo texto, se configuraban ahora como aplicables
(en el lapso temporal de dos años) sólo a la administración de la Generalitat y a la

administración local, de ella dependiente. Fina1mente, con respecto al tema más

controvertido, el de la enseñanza, parecían haber triunfado los planteamientos de las

fuerzas partidarias del modelo de conjunción 1ingüística. En establecer que el catalán,

siendo I�ngua propia de Catalunya lo sería también de la enseñanza en todos sus niveles, si

512 J. Ferrer expresa, en este sentido un duro juicio afittnando que "el text de la Proposici6 de L1ei que resulti
deis debats de la Comissi6 de Política Cultural i que aquesta elevi com Dictamen per ésser debatut pel PIe del
Patlament significa el trencament prácticament totsl del plantejatnent territorialista elaborar primmiradament
pels projectes de I'any 1980 i que en el text de la Ponencia encata s'havia aguantat mlnimament", y
concluyendo que "el resultat de tota aquesta desfeta és un text que institucionalitza el bilingüisme en quasi
tots eIs imbits públics del úso 1ingüístic a Catslunya". Véase J.FERREIC "Una primera experiencia legislativa
per al readrecament Iingüístic: la llei del Pat!ament de Catslunya del 1983" en: QlIodlrn d'AllibTll111.nj (1984)
núm, 8-9 p.154 Y p.158.
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bien se mantenía el derecho de los infantes a recibir la primera enseñanza en su lengua
habitual, se eliminaba por completo la posibilidad de establecer excepciones, y por

consiguiente la posibilidad de construcción de dos redes escolares. Además, una norma

específica.t'" comprometía imperativamente la Generalitat a tomar las medidas necesarias

para evitar que los alumnos fueran separados en centros diferentes por razones de lengua y
para hacer que la lengua catalana fuera progresivamente utilizada como lengua vehicular.
Si bien, como se vio, el nuevo texto fue el resultado de un compromiso que vio

involucradas todas las fuerzas políticas, si se analiza con respecto .al texto de la Ponencia, es

notable el impacto representado por la irrupción de los planteamientos contenidos en el
, .

antiguo voto particular del PSC, sobre todo por lo que se refiere a la remisión de la

regulación de los usos lingüísticos en muchos ámbitos a la acción reglamentaria del

ejecutivo y al incremento de obligaciones para la administración en cuanto garante y

promotora del proceso de normalización lingüística.
El nuevo texto representó un avance muy significativo por lo que se refiere al consenso:

fueron presentadas sólo un total de 59 enmiendas. Éstas pueden dividirse en dos grupos

bien distintos.

Un primer grupo, representado por las enmiendas de los Centristes de Catalunya y del

diputado Francisco Hidalgo, eran orientadas a un .reconocimiento de un bilingüísmo
imperativo en todos los ámbitos y a la reducción del abasto (ya redimensionado) del

principio de prioridad oficial específica del catalán. En este contexto, vale la pena también

mencionar la persistencia de un voto particular del diputado andalucista que pedía una

reformulación del art.15 (antiguo art.17), que garantizara un derecho explícito y

genera1izado de opción de la lengua vehicular de la enseñanza.

Un segundo grupo de enmiendas es representado po.r las propuestas de modificación

presentadas por PSUC y ERC, y que en su enorme mayoría tenían como objeto el

mantenimiento de las antiguas disposiciones contenidas en el texto de la Ponencia, sobre

todo con referencia al uso oficial, a los medios de comunicación, a los plazos de

cata!anización de la administración pública y en parte a los usos lingüísticos en los centros

educativos.

Las once propuestas de modificación de los socialistas, en este contexto, no se pueden
adscribir ni a uno ni a otro de los dos grupos, ya que si por un lado parecen coincidir con

algunas de las propuestas centristas (como por ejemplo la petición de supresión de los

513 La mención expresa de los derechos lingüísticos de los ca!lllanohablantes fue defendida por los

parlatnentatios del PSUC hasta el debate final de aprobación de la ley en el Pleno. Véase la intervención de R.
Ribó en DSPC, núrn.130, serie P, pág. 4007.
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plazos de catalanización de la administración pública), en otros casos coinciden con algunas
de las enmiendas defendidas por el PSUC (como en el caso de la introducción del derecho

de la Generalitat de actuar de oficio en defensa de los derechos lingüísticos de los

ciudadanos).
La coalición de gobierno, en este cuadro, optó, de manera aparentemente sorprendente -

si se comparan las posiciones inicialmente expresadas por los nacionalistas y los contenidos

finales del Dictamen - por no presentar ninguna propuesta de modificación.

En este sentido, parece verosímil pensar que los parlamentarios de CiU consideraran, ya a

partir del desenlace de los debates que llevaron a la publicación �el Informe, virtualmente
perdida una batalla para una vuelta a un texto de cuño genuinamente territorialista y la

adopción de un modelo escolar basado sobre la separación lingüística y, sobre la base de

esta reflexión, valoraran por encima de todo la importancia de llegar cuanto antes a la

aprobación consensuada de una norma definitiva, confiando a un eventual apoyo a las

enmiendas de ERC y del PSUC la posibilidad de recuperar parte del terreno perdido.
Una vez presentado el Dictamen y antes de llegar en el pleno para discusión y aprobación
de la ley, a finales de noviembre de 1982, la Comisión enviaba el texto al Consell Consultiu

de manera que éste se pudiera pronunciar preventivamente sobre la constitucionalidad y la

adecuación a la letra estatutaria del articulado que la cámara se disponía a examinar.

E! Dictamen, redactado por los tres juristas Robert Vergés, Unís Roca Sastre y J. A.

González Casanova fue remitido a la Comisión a final de año y publicado a principios de

enero de 1983S1S•

Las conclusiones eran substancialmente positivas: si bien se revisaban posibles elementos

de inconstitucionalidad en 12 articulos del Dictamen,'t6 el planteamiento general del texto

era plenamente constitucional y la presentación de algunas pequeñas modificaciones sobre

todo terminológicas sugeridas por el mismo Consell Consultiu, pondrían a salvo, en

opinión de este último, la nueva ley de cualqnier serio peligro de declaración de

inconstitucionalidad.

Las recomendaciones del Consell Consultiu fueron rápidamente acatadas por los grupos

parlamentarios: en marzo se publicaban las enmiendas definitivas que los grupos

defenderian en el debate de aprobación de la ley y, a las 59 ya presentadas en comisión se

añadían 70 nuevas propuestas de modificación fruto de las recomendaciones del órgano

5.4 Se trata del arto 15.5 del Dictamen, BOpe núm.105, 17 de noviembre de 1982.
515 BOpe núm.112, 17 de enero de 1983.
Sl6 Se trataba de los artículos: 1.2 letra b); 2.1; 3; 4; 7.2; 7.3; 8.1; 10.2; 24 letra e); 29.2, 29.3; Disposición
Ttansitoria Primera. Véase BOpe núm.112, 17 de enero de 1983
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consultivo de la Generalitar'". Finalmente el texto llegaba en aula a principio de abril de

1983.

Pero el texto finalmente ratificado por la cámara catalana difería finalmente de manera

sensible del texto del Dictamen. Una serie de enmiendas transaccionales propuestas sobre

todo por el PSUC y ERC - y sostenidas, en diferentes casos, por CiU, por el PSC o incluso

adoptadas por unanimidad - consiguieron reintroducir algunos de los planteamientos
territorialistas iniciales. Las modificaciones más importantes eran fundamentalmente seis.

En primer lugar se reintrodujo, recuperándolo del antiguo texto de la Ponencia, aunque de

manera indirecta yen el preámbulo, la noción de "deber de conocimiento lingüísticO".51.
, .

En secundo lugar, se aprobó - gracias a una enmienda del PSl.,JC y del PSC - una norma

que preveía la posibilidad para la Generalitat de actuar de oficio en defensa de los derechos

lingüísticos de los ciudadanos catalanes, que, por otra parte, tres años más tarde sería

declarada inconstitucíonaf'".

En tercer lugar, gracias a una enmienda presentada por el PSUC y finalmente adoptada a la

unanimidad, se aprobaba una norma que preveía que en caso de versión dudosa de una

norma, la versión válida sería la catalana. Esta norma también fue declarada

inconstitucionals",.

En cuarto lugar, reabriendo parcialmente la discusión sobre el tema que posiblemente había

sido más conflictivo a lo largo de toda la negociación se establecía que "els centres de

ensenyament han de fer de la llengua catalana vehicle de expressió normal, tant en les

activitats internes, incloent-hi les de carácter administratius, com en les de projecció
externa,,521. En este contexto cabe destacar la presentación y la defensa de una enmienda

socialista que vetaba la separación de los alumnos incluso por aulas y que fue finalmente

derrotada.

En quinto lugar, en la disposición transitoria I1, se reinttoducían tértninos breves y

imperativos de catalanización en lo referente a la rotulación pública.522

517 Es posible consultar el texto de todas las enmiendas en: BOPCnúm.125, 17 de marzo de 1983.
518 Se trata de la frase: "El restabliment del catsla en e1l1oc que Ji correspon com lIengua propia de Catalunya
Os un dret i un deuto ittenunciables del poble catsla" Llei de nonnalització lingüística a Catalunya, BOPC
núm.131, 14 de abril de 1983. Preámbulo.
51' Se trata del punto 2 del art.4 de la u.; tú nOT'lllalil'(flci4lingiihtita a CafaJmrya, BOPC núm.131, 14 de abril de

1983. Esta norma fue declarada inconstitucional por la STC 83/1986, 23 de junio.
S20 Se trata de un pequeño inciso del art. 6.1. Fue declarado inconstitucional por la STC 83/1986, 23 de junio.
521 Se trata del art.20 de la LNLC.
52:! Según la norma:"Tots eIs retols indicadors a que fa referencia l'article 12 i que no són escrits en catala o ho

són incorrectament han d'ésser escrits cottectament en catala en el termini m8xim de dos años. Aixa no

obstant, en el cas de la toponlmia urbana, al costat deis nous indieadors escrits en catalá, es poden conservar

els indicadors anties si aquests tenen una llarga tradició o un disseny artistic. 2. Les corporacions i les.entitats
afectades per aquesta Disposició Transitoria han d'informar l'organisme corresponent de la Generalitat deis
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Finalmente, y también después de un largo debate,s23gracias a una enmienda presentada por
el PSUC se establecia que, mientras la Generalitat no dispusiera de medios de

comunicación propios, el Consell Executiu tomaría las medidas necesarias para garantizar la

existencia como mínimo de una programación televisiva y de un centro emisor de radio que

cubrieran todo el territorio catalán y que se expresaran normalmente en catalán.

La Ley de Normalización Lingüística en Catalunya, compuesta finalmente por 6 títulos, 28

artículos 1 disposición adicional, 5 disposiciones transitorias y 2 finales, fue finalmente

aprobada con 105 votos favorables, ningún contrario y la abstención del diputado no

adscrito Besa el 6 de abril de 1983.

Haciendo una especie deuáftco del consenso, a partir de los contenidos de diferentes textos

y de las propuestas de modificación, se podrla afirmar que desde una situación inicial en

que cada una de las fuerzas defendía sus planteamientos y se podían individuar tres

modelos lingüísticos bien distintos (dos de ellos, el del PSC y de los nacionalistas, muy
distantes y casi antagónicos), después del 23-F se pasó a una situación de intensas

negociaciones que producirán como fruto el texto de la Ponencia presentado en el julio de

1981.

Pese a que la desaparición definitiva del capítulo de sanciones querido por CiU hizo posible
una significativa extensión del capital de consenso, este texto todavía no consiguió del todo

un acercamiento definitivo de las posturas. Seguía en pie la enmienda a la totalidad

presentada por el PSC, y, las divergencias en mérito al modelo lingüístico-escolar
dificultaban un apoyo completo por parte del PSUC. El tránsito del texto en Comisión

marcará, como se vio, un rebajamiento de las exigencias territorialistas, y al mismo tiempo
la definitiva opción por un modelo lingüístico-escolar de conjunción, circunstancias que

permitieron la retirada del texto alternativo del PSC y su definitivo compromiso con el

texto en discusión.

terminis del seu compliment i d'atenclte les instruccions que en rehin". LIIi di IIDf'IIIalitt.adQ lingülstica a

CataÚtt!Ja, BOPC núm.131, 14 de abril de 1983, Disposición Transitoria Segunda.
523 La Disposición Transitoria Cuarta del texto de la PropoJidQ di LIIi di IIDf'IIIalitt.adQ lingii!sti,a a CataÚtt!!"
establecía que, mientras la Generalitat no dispusiera de medios de comunicación propios, ésta impulsarla la
cteación de un centro emisor de televisión y uno de radiodifusión que transmitieran en lengua catalana y
cubrieran todo el territorio. El PSC se habIa opuesto a esta disposición considerándola improcedente y habIa

presentado una enmienda de supresión. CiU habla intentado una mediación proponiendo la sustitución de

esta norma por otta que establecía que la Generalitat continuarla impulsando la normalización de la lengua
catalana en todas las emisiones de RTVE en Catalunya hasta que no se bubiera conseguido una presencia
adecuada en este medio de comunicación. El texto del Dictamen habla asumido la enmienda de CiU
cambiando sólo unos aspectos sintácticos ("tendrá que impulsar" en vez que "continuará impulsando''). ERC
habIa decidido reproponer en el pleno el texto primigenio de la PrrIposició Y el PSUC presentaba una enmienda
prácticamente idéntica a la de los republicanos, con la única diferencia que en vez de un centro emisor de
televisión se preconizaba la existencia de una "programación de televisión". Finalmente la enmienda de ERC
fue rechazada (47 si, 50 no, 2 abstenciones) pero la propuesta comunista fue aceptada (46 si, O no, 54

abstenciones) y acabó constituyendo laDisposición Transitotia Cuarta de la LNLC.
-
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Finalmente, el texto de la LNLC fue el resultado de la recuperación de una parte de los

planteamientos territorialistas (algunos de los cuales, como se vio, serán anulados por el

Tribunal Constitucional tres años más tarde) gracias a un renovado consenso que

involucró, en su construcción, las cuatro mayores fuerzas del país y hizo posible una

aprobación inmensamente consensuada de la norma final.

Parece complejo establecer a cuál de los tres modelos antes analizados se acerque más el

proceso de normalización finalmente aprobado con la LNLC. Ciertamente se encuentra

lejos de los primeros planteamientos "a la quebequesa" avanzados por e! antiguo EsboTTa'!Y,
pero tampoco se podría afirmar que e! progresivo rebajamiento de los planteamientos

, .

territorialistas coloque e! texto final en e! espacio definido por e! modelo defendido por e!

PSC.

Parece más bien ser e! resultado de un consenso complejo, en que todos los actores

participaron activamente, y en que todos en mayor o menor medida, tuvieron que

abandonar en parte sus posiciones, para poder conseguir los dos objetivos ineludibles con

que la ley tenía obligatoriamente que cumplir: una aprobación ampliamente consensuada y

la constitucionalidad de sus preceptos.

En cuanto al primer objetivo, e! examen fue plenamente superado, ya que, como se vio,
finalmente la norma fue aprobada por unanimidad, Y, por lo que se refiere al segundo,
también es posible decir se consiguió, ya que e! Tribunal Constitucional, tres años después,
se limitó a anular poco más de un artículo, sin poner en la más mínjma discusión e!

planteamiento general de la ley'24.
En este cuadro resulta interesante, retomando y matizando una observación de Jordi

Argelaguet"', notar como el proceso de aprobación de la LNLC se pueda interpretar como

una confrontación dialéctica entre dos lógicas substancialmente distintas, y dados los dos

vínculos que se acaba de apuntar, destinadas a entenderse forzosamente.

Por un lado una lógica de rontenido, representada por las tesis nacionalistas, centrada en los

objetivos finales de! proceso de catalanización. Y por e! otro, una lógica de proceso,

representada por la postura socialista, centrada sobre e! cómo se alcanzarían los objetivos
finales. El debate de la LNLC, ha consistido, en este cuadro, en e! acercamiento de las dos

lógicas, hecho indispensable por los vínculos existentes y desdramatizado por la mediación

(de contenido y de proceso) realizada por la labor del PSUC. El resultado ha sido la

521 Se trata de la STe 83/1986, de 23 de junio. El tribuaal se pronunció sobre la base de un recurso

presentado por el abogado del estado.
525 J. ARGELAGUET: Partitl, 'knflllL•• cito p.79
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construcción de un terreno común, que marcaba unos principios incuestionables de cara al

futuro.

En este sentido, la LNLC se configura como un instrumento más programático que de

regulación de la materia, un compromiso de principios básicos cuyo valor más significativo

parece ser representado por elmismo consenso que presidió su nacimiento.

5.4 El desarrollo del proceso de normalización (1980-1998): enseñanza;
administración; medios de comunicación

5.4.1 Enseñanza

La cuestión de la normalización de la lengua catalana en la enseñanza no universitaria526 y,

en especial modo, en la escuela obligatoria representó, sin duda alguna, uno de los temas

más debatidos por los partidos catalanes. Como se vio, había constimido el obstáculo más

duro por superar en la construcción del consenso en tomo a la LNLC.

La introducción de la lengua catalana como asignatura obligatoria en todos los ciclos

formativos básicos había sido objeto de una de las primeras medidas adoptadas poco

después del restablecimiento de la Generalitat preautonómica.
ID

La intervención en este campo se había hecho más incisiva y concreta a partit de la elección

del primer Parlament, de la entrada en funciones del ejecutivo de Jordi Pujol y de la

consecuente constitución del nuevo del Departament d'Ensenyament.
Los primeros pasos dados por la nueva administración apuntaron en primer lugar a dar

cobertura financiera a las medidas ya adoptadas a partit del curso escolar 1978-1979: con

los decretos 142/1980528 y 153/1980, no sólo se proporcionaban los recursos para la

extensión de la enseñanza obligatoria de la lengua catalana en todos los centros (se extendía

a todos los centros de EGB y FP), sino que se facilitaban enormemente los trámites pata

hacer posible la utilización del catalán como lengua vehicular.

Con las mismas normas se empezaban a delinear también unas primeras líneas de actuación

con referencia al modelo lingüístico-escolar: los decretos preveían para los centros (y
indirectamente para los padres), el derecho a escolarizar integralmente los alumnos (con el

su El art.14 de la LNLC, relativo a la regulación de los usos lingüísticos en la enseñanza se refería sólo a la
enseñanza no universitaria. Sólo el art 16.2 hada finaltnente hace una referencia al mundo universitario
estableciendo que ''Les universitats catalanes han d'ofetir cursos i altres mitjans adients per a assegurar la

comprensió de la lengua catalana als alwnnes i als profesor que no l'entenen".
527 Real Decreto 2092/1978, 23 de junio.
SU DOCG nÚIn.79, 20 de agosto de 1980.
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único límite de la obligación de la enseñanza obligatoria de ambas lenguas oficiales) en la

lengua que consideraban más oportuna.

La elección inicial del ejecutivo se orientó hacia dos direcciones: por un lado favorecer al

máximo la introducción del catalán como asignatura obligatoria, y por el otro crear espacios
normativos seguros para fomentar y sostener la adopción del catalán como lengua
vebicular.

El traspaso de las competencias en materia de enseñanza del estado a la Gene.talitat en

otoño de 1980529, reforzó los medios a disposición de la nueva administración autonómica.

La adopción de estas previsiones reglamentarias y su rápida aplicación, en víspera de la
. ,

discusión sobre la LNLC, marcaría profundamente la postura de CiU en mérito al modelo

lingüístico-escolar, planteando la necesidad de garantizar en 'la nueva norma las tres

exigencias fundamentales planteadas por los decretos aprobados: el conocimiento

obligatorio del catalán por parte del profesorado, la separación de los concursos públicos

para la asignación de plaza de profesores para aquellas escuelas que realizarían

preferentemente (o totalmente) sus actividades en lengua catalana y la posibilidad de

mantener un derecho de opción a la lengua vebicular de la enseñanza.

La adopción de estas orientaciones, evidentemente, provocó toda una serie de reacciones.

En primer lugar, empezará aquí un largo contencioso legal promovido por una parte

minoritaria de profesorado que recurrió los decretos aprobados delante de los tribunales.

En términos generales, la resistencia de estos sectores se prolongará hasta la década de los

90, cuando una sentencia del más alto Tribunal de 1991 S30 declaró la constitucionalidad de

la exigencia lingüística por parte de estos funcionarios, primando así los derechos de los

alumnos catalanohablantes a recibir enseñanza en su propia lengua.
En segundo lugar, como ya se vio anteriormente, se asistió a una cierta movilización de

algunos sectores que se demostraban preocupados para la supervivencia del castellano en

Catalunya, y que encontró en el Mantftesto de /os 2300 su manifestación más evidente. Los

firmantes del manifiesto, si bien, paradójicamente, coincidieran con la elección a favor del

separatismo lingüístico hecha pOI la Gene.talitat, no hesitaron a sostener vivamente las

tazones de los funcionarios, denunciando el supuesto "malestar" que las medidas

aprobadas estaban generando en el colectivo docente.

y finalmente, la reacción más profunda y más importante, por las consecuencias que

tendría en el proceso de redacción de la LNLC, provino de las filas del PSC ('y, en parte,

"" Real Decreto 2809/1980, de 3 de octubre, sobre traspaso de servicios del Estado a la Generalidad de

Cataluña en materia de enseñanza.
S30 Se trata de la STC %/1991.
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como se vio, del PSUC), que ya en más de una ocasión había declarado, por boca de sus

diputados, la total contrariedad de los socialistas catalanes a la creación de dos redes

escolares separadas por razones de lengua, en la convicción que el modelo de separación

lingüística consolidaría la existencia de dos comunidades separadas.
Si a principio de los años 80, en víspera de la discusión de la LNLC el objetivo general de

hacer del catalán la lengua "normal" de la enseñanza parecía compartido por todas las tres

mayores fuerzas políticas del país, lo que cambíaba profundamente era la estrategia a través

de la cual se quería llegar a este objetivo. Para CiU los pasos a seguir eran, como ya

demuestran los decretos aprobados en 1980 y el título del Esborra1!Y relativo a la enseñanza,
, '

profundizar al máximo en la catalanización de la enseñanza en el menor tiempo posible, al

coste también de crear, por lo menos temporalmente, dos redes escolares separadas, para
en un segundo momento amplíat la ''base'' de las escuelas catalanizadas y completar el
modelo.

El PSC, en cambio optaba por el camino inverso: ampliar - aunque esto comportara

tiempos más largos - la introducción del catalán a todas las escuelas y en un segundo

momento, cuando ya los primeros frutos de la política de normalización se hubieran

producido, profundizar y completar el modelo. Estas convicciones llevarían los socialistas a

forzar el debate en el seno de la Ponencia que estaba redactando la LNLC y a presentar, en

la primavera de 1981 la famosa Proposició no de /Jej sobre el traclament de la Ikngua en el

ense1!Yament no universitar?t.

La posición del PSUC, definida de manera clara y inequívoca a través de las enmiendas532

presentadas a la Proposición socialista ahora citada, aquí también se configuraba como

intermedia con respecto a las posiciones de nacionalistas y socialistas. La vísión comunista

descansaba sobre la idea de la necesidad de diferenciar los aspectos políticos de los

pedagógicos y fijar algunos objetivos básicos, que pudieran ser compartidos por todas las

fuerzas políticas.
En primer lugar, en opinión de los diputados del PSUC, se debía garantizar el derecho a

aprender a leer y escribir para todos los niños en la lengua familiar, matema o, en todo caso

en la primera lengua del alumno.

En segundo lugar, era preciso garantizar la enseñanza de las dos lenguas para todos los

alumnos, independientemente de cual fuera su primera lengua.
En tercer lugar, era imprescindible evitar la separación de los niños en centros diferentes

por razones de lengua.

531 Bope núm. 24, 14 de marso de 1981.
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Y, finalmente, los comunistas abogaban por el uso de ambas lenguas como lenguas
vehiculares de la enseñanza y por un compromiso claro por parte de las instituciones

autonómicas de tender hacia un avance progresivo del uso del catalán como lengua normal,

tanto en las actividades propiamente pedagógicas como en todas las otras que se realizaran

en los centros escolares.

Haciendo una especie de mapas de las orientaciones de las distintas fuerzas políticas a lo

largo de la discusión de la LNLC con respecto al modelo lingüístico-escolar, se podrá
constatar una dislocación de las fuerzas substancialmente inédita, que evidencia

convergencias nada tradicionales con respecto a las posiciones que, a jo largo del conjunto
,

de la tramitación de la ley, se ha habido manera de evidenciar.

CiU y ERC convergían con las posiciones de UCD-UCC y del PSA en la defensa del

modelo de separación lingüística, evidentemente con motivaciones y objetivos diferentes. Si

para las fuerzas nacionalistas la separación de los alumnos era un instrumento eficaz para

realizar una catalanización rápida y eficaz de la enseñanza (o por lo menos de una parte de

ella), para UCD-UCC y también por el PSA, la existencia de un derecho de opción a la

lengua de enseñanza claro y inequívoco garantizaría la posibilidad de mantener, a lado de

una escola catalana en lengua y contenidos, una estructura educativa totalmente en castellano,

que contemplara la lengua catalana como asignatura obligatoria pero no como lengua
vehicular.

El PSC y el PSUC, al contrario, optaban por un modelo de conjunción lingüística, que en el

momento en que garantizaba para todos los alumnos la posibilidad de realizar el primer
contacto con el medio escolar en su lengua familiar, negaba la existencia de un derecho

explícito de elección de la lengua vehicular de la enseñanza, decantándose por la adopción
del catalán como lengua normal del medio formativo.

Las diferencias entre las posiciones socialista y comunista eran fundamentalmente de ritmo

y de profundidad Si el PSC no estaba dispuesto a aceptar ningún tipo de separación de los

alumnos por razones de lengua, el PSUC, suav:izaba esta condición limitándola a la

separación por centros y admitiendo la creación de lineas separadas hasta que todos los

alumnos estuvieran en grado de comprender plenamente la lengua catalana. Si el PSC

aceptaba y defendía el principio del uso del catalán como lengua vehicular de la enseñanza,

no compartía la idea que se introdujera una norma, defendida por los comunistas, que

532aorc núm. 28, 13 de abril de 1981.
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declaraba específicamente que el catalán era lengua normal de la escuela en todos sus

ámbitosó33•

La diferencia en el ritmo de aplicación del modelo y en su profundidad, transcendian una

mera cuestión temporal. No sólo diferenciaban en concreto los escenarios resultantes de la

aplicación de las dos propuestas con referencia al grado y la efectividad de la extensión del

uso de la lengua catalana en la enseñanza no universitaria, sino que también y sobre todo

posicionaban las dos propuestas de manera totalmente diferente con respecto a una

negociación con los defensores del modelo de separación lingüística y en especial modo,
conCiU.

Será justamente la mayorprofondidad del conjunto de las propuestas comunistas a propiciar
el desbloqueo de una negociación entre los partidos que había encontrado su obstáculo

más insuperables justamente en la cuestión de la separación de los alumnos por razones de

lenguas.
El acuerdo finalmente alcanzado con el título II de la LNLC, fue la concreción de un pacto

construido utilizando como punto de partida el articulado y las enmiendas sostenidas por el

PSUC, que, con respecto a los puntos de mayor fricción, consiguió ofrecer un espacio de

encuentro posible entre las posiciones enfrentadas de PSC y CiU (y ERC).
Como se dijo anteriormente, la aprobación de la ley por unanimidad fue probablemente
uno de los éxitos del sistema político catalán en su conjunto. Todos los partidos se

demostraron capaces de encontrar un acuerdo satisfactorio en mérito a un tema de

importancia trascendental, aguantando un proceso de negociación de más de dos años y

rechazando cualquier tentación de utilizar el conflicto político en términos partidistas, en la

convicción que una subida de los tonos de la polémica o una esclerotización instrumental

de las posiciones hubiera podido provocar divisiones peligrosas presentes y futuras en el

mismo tejido de la sociedad catalana.

Pero el precio de un acuerdo tan ampliamente consensuado había sido la decisión de

aprobar una ley de mínimos, que no dibujaba claramente un determinado modelo

lingüístico-escolar sino que fijaba unos objetivos básicos, unas pautas y unos límites claros

pero esenciales que dejaba un amplio margen de actuación a los poderes autonómicos

ó33 Se trata de la previsión normativa que acabó constituyendo e! art.20 de la LNLC, fruto de una enmienda
presentada por e! PSUC. En e! debate de aprobación de la LNLC, la diputada socialista Marta Mata explicó
que su grupo votarla en contra de la norma no por estar en contra de! principio de que la lengua catalana
fuera utilizada en todas las actividades de las escuelas, sino que dicho principio fuera recogido en una ley. En
palabras de la diputada socialista:"(..) estero obligant no pas que la gent que passi pe! carrer parli en catalá

pero que la gent que passi per l'escola parli en cataIa. Aixó és e! que diu aquesta disposició, afegida, a més a

més, a tot alió que ja diu la LId i amb la qua! cosa estero totalment d'acord, Jo pregunto si s'ha pensat en allo
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encargados de aplicarla. Sólo hace falta pensar que, por ejemplo, sin salirse de! marco de la

Ley, la Generalitat hubiera podido optar por perpetuar el sistema de separación de los

alumnos por aulas, forjando un modelo encubierto de doble red escolar.

Parece evidente pero que, más allá de lo que efectivamente se llegó a establecer en el

articulado de la ley, la experiencia de la larga negociación, y la propia historia de los pasos

que llevaron a su resolución, constituyó un vinculo no legal pero sí político, que hizo que la

implementación de la ley en el campo de la enseñanza no universitaria se llevara a cabo por

parte de la Generalitat sin ataduras pero con extterna flexibilidad y atención a todos los

problemas que en la negociación de la ley se habían planteado.
La aprobación de! título II de la LNLC, y, más en general todo e! debate que se había

desarrollado a lo largo de! bienio 1981-82 en tomo a la presencia, de las lenguas oficiales en

la escuela, acabaría condicionando profundamente la actividad reglamentaria de! Govem,

que de hecho, había continuado a lo largo de todo e! proceso de redacción.

Con la aprobación de! decreto 270/1982534 se había eliminado la obligación de pedir la

autorización a la Comisión Técnica para desarrollar las clases en lengua catalana y se habían

establecido un mínimo de una asignatura por realizar en cada una de las dos lenguas (a
parte de las asignaturas de lengua castellana y de lengua catalana, ambas obligatorias). La

norma, además, había establecido que la obligación de impartir cómo mínimo un área o

una asignatura en cada una de las dos lenguas oficiales podía ser desatendida siempre que

los centtos demosttaran la voluntad mayoritaria de la comunidad escolar de realizar la

enseñanza en uno solo de los idiomas oficiales.

La normativa aprobada en el verano de 1982 todavía parece profundamente influida por las

convicciones nacionalistas a favor de un mode!o de separación lingüística ya que según la

letta de! decreto podrían coexistir escuelas totalmente bilingües, bilingües en proporciones

desiguales, y incluso de! todo monolingüe. En este sentido, se puede decir que siga todavía

los principios afirmados en e! primer texto presentado por la Ponencia en julio de 1981: si

bien e! catalán se iba afirmando como lengua noma/ de la escuela, se preveía la posibilidad
de realizar excepciones a este principio, y indirectamente se seguía amparando legalmente la

persistencia de dos redes escolares.

El decreto despertó no pocas críticas, sobre todo por parte de! PSC, que llegó a presentar
una interpelación5J5 al Govem en febrero de 1983 pidiendo cuál sería la política que e!

qu� es diu llibertat d'expressió, llibertat d'ensenysment, que hi ha gent que demana, ai?". DSPC, núm.130,
sene P, 6 de abril de 1983, p.4020.
'" Del 5 de agosto, DOCG núm. 248, llagosto de 1982, desplegado por la Ordre 25 de agosto y por la
Resolució de 2 de novembre.
53SBOPC núm.117, del 14 de febrero de 1983.
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ejecutivo seguiría en este campo mientras todavía siguiera pendiente la aprobación de la

LNLC. La interpelación fue seguida por una moción, presentada el mes sucesivo en la cual

se pedía la modificación del decreto 270/1982 "de tal manera que no es propicii l'existéncia

de diverses xarxes escolars - catalana, castellana, i mixta - sinó que s'orienti toda la xarxa

escolar a: garantir el primer ensenyament en la llengua habitual del nen, assegurar l'ús

progressiu de la llengua catalana en totes les escoles, í garantir que no siguin separats els

nens per raons de llengua".536 La moción finalmente fue rechazada,5J7 pero como se vio, el

último tramo de la negociación (que llevó a la presentación del Dictamen de la Ponencia en

noviembre de 1982) llevó al prevalecer de una orientación mayori�, asumida finalmente

también por la coalición de gobierno, contraria a una hipótesis. de separación lingüística y

favorable a la construcción de una única red escolar.

Después de la aprobación de la LNLC, la Generalitat, pese a que hubiera podido mantener

de forma encubierta el modelo de separación lingüística, tendría en cuenta esta orientación

a la hora de aprobar los primeros decretos de implementación de la ley en materia de

enseñanza no universitaria y ya en agosto se disponía a aprobar la nueva normativa. El

decreto 362/1983538 marcó el definitivo abandono por parte de CiU del modelo de

separación lingüística y, en efecto, la asunción como objetivo principal de su política la

construcción de una sola red escolar en la cual el catalán, menos que por los primeros años

de escolarización, era la única lengua docente. En el detalle, si bien se establecían unos

mínimos de asignaturas o áreas por impartir en catalán, éstos no eran previstos por el

castdlano. Esto, unido a la desaparición de la posibilidad de cada centro de pronunciarse a

favor de la enseñanzamonolingüe en castellano, de hecho reducia el modelo escolar catalán

a dos variantes: bilingüe (paritario o desigual, según la elección de cada centro) y

monolingüe catalán. La política de la administración en esta fase fue la de favorecer lo más

posible la extensión del uso de la lengua catalana en cuantas más áreas posibles y el

fomento de las experiencias de docenciamonolingüe catalán.

En otras palabras, si bien la Generalitat aceptaba y defendía el derecho de los

castellanohablantes a recibir la primera enseñanza en su lengua y asumía como propio el

objetivo de que todos los infantes salieran de la escuda con suficientes conocimientos de

ambas lenguas - así como establecía el Estatut y la LNLC -, la presencia de la enseñanza

bilingüe era interpretada como limitada y, en definitiva, transitoria, destinada a desaparecer

536 BOPC núm.125, del 17 de tnal:ZO de 1983.
537 El Parlament de Catalunya rechazó la tnoción el 25 de marzo de 1983 por 36 votos favorables, 46
contrarios y ninguna abstención. Véase BOPC núm. 127, 28 de tnarzo de 1983
S38 DOGC núm. 359, 31 de agosto de 1983.
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progresivamente para dejar espacio a un sistema basado sobre el catalán como lengua
docente y el castellano como asignatura obligatoria.
En la práctica, el decreto no llegó nunca a aplicarse ya que el Gobierno central de Felipe
González instó rápidamente la Generalitat a cambiarlo. En concreto, el nuevo decreto

576/1983539cambiaba el art.9 del precedente estableciendo que además de la lengua
castellana se tendria que impartir, por lo menos, otra asignatura o área en este idioma.

En fijar unos mínimos de uso del castellano como lengua docente, el nuevo decreto reducia

a uno los modelos lingüístico-escolares: Catalunya tendria finalmente una única red escolar

bilingüe, paritaria o desigual en función del proyecto lingüístico aprobado por cada centro.
, '

Con la entrada en vigor del decreto 576/1983, que de hecho cerró imperativamente el

modelo, la política lingüístico-escolar de la Generalitat entró en una larga fase caracterizada

por la progresiva extensión del catalán como lengua docente hasta los máximos previstos

por la normativa.

La situación normativa volverá a cambiar sólo después de la aprobación de la Ley
Ordenación General del Sistema Educativo, en 1990.SIO

La nueva regulación obligó los poderes autonómicos a aprobar una nueva normativa de

actuación que adaptara la política lingüístico-escolar de la Generalitat a las directrices

contenidas en la LOGSE. El decreto 75/1992,541 si bien no cambiaba la sustancia de la

política adoptada hasta entonces, en el sentido que permanecian los mínimos establecidos

por el decreto de 1983, representaba un giro importante cuanto a la implementación del

modelo dibujado nueve años antes. Si hasta 1992 habían sido fundamentalmente los

centros - respetando los mínimos determinados por la norma -, a establecer el grado de

catalanización de cada escuela, modulando la intensidad y la modalidad de la presencia de las

dos lenguas según el entorno sociolingüístico y la adopción de un determinado proyecto

educativo, el decreto de 1992 en reiterar que "El cataIa, com a llengua propia de Catalunya,
ho es també de l'ensenyament" y en establecer imperativamente que "S'utilitzará

normalment com a llengua vehicular i d'aprenentatge de l'educació infantil, de l'educació

primaria i de l'educació secundaria obligatoria",542 colocaba en gran parteS43 la modulación

de la presencia de las lenguas mayoritariamente en manos de la Administración, limitando

así drásticamente la posibilidad de elegir por parte de los padres un centro u otro en

'" Del 6 diciembre. DOCG núm.415, del 4 de septiembre de 1983.
S40 LOGSE 1/1990, del 3 de octubre.
541 DOGC núm. 1578, del 3 de abril de 1992.
542 Art.3.1 del Deeret 75/1992, DOGC nÚln. 1578, del 3 de abril de 1992.
S43 La Resolució de 30 de junio de 1992 establecía que los centros dispondrían de un cierto margen para
adecuar sus proyectos lingüísticos a la nueva normativa, aunque siempre dentro de las directrices contenidas
en el 75/1992.
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función de su grado de cata!anización. Además, el 75/1992, si bien seguía afirmando y

defendiendo el derecho de todos los infantes a recibir la primera enseñanza en su lengua
habitual, cambiaba radicalmente la manera en que se garantizaría este derecho en el

momento en que su normativa de despliegue establecía que en los casos en que los padres
solicitaran explícitamente para sus hijos la primera enseñanza en lengua castellana, ésta se

impartiría en forma de "atención individual". Paralelamente, la misma normativa establecía

que los profesores se organizarían para proporcionar esta atención, de manera que fuera

compatible la pertenencía al grupo-clase del alumno con. la especificidad de su

aprendizajeS44•
Se reforzaba así la orientación a favor de una única red escolar, y al mismo tiempo, se

apostaba por una generalización del uso del catalán como lengua docente configurando la

enseñanza en castellano como una medida de salvaguarda de los derechos lingüísticos

personales, que como tal, se tendría que aplicar de manera individualizada.

El decreto 75/1992, definía todavía mejor el modelo lingüístico-escolar catalán: se trataba

de una red escolar única, bilingüe, en la cual la proporción del uso de los idiomas se

establecía finalmente a partir de una decisión de los centros pero en el marco de unas

directrices generales fijadas imperativamente por la administración y orientadas a hacer de

la lengua catalana la lengua predominante en la docencía y única en todas las otras

actividades desarrolladas en las escuelas. En otras palabras, a partir de 1992, como ha

subrayado Francesc Xavier Vila Moreno, el sistema educativo catalán optaba por un

modelo lingüístico de escuela en régimen de "conjunción lingüística no paritaria".545
La adopción de la nueva normativa no tardó en producir polémicas. Como es sabido, ya a

partir del año escolar 1993-1994 algunas asociaciones de padres contestaron la introducción

de la "atención individualizada" y denunciaron delante de la opinión pública lo que era, en

su juicio, un intento de marginalización de la lengua castellana y una infracción flagrante de

uno de los objetivos fundamentales de la LNLC, o sea que todos los alumnos catalanes

llegaran a conocer de manera satisfactoria, al final de la escuela obligatoria, ambas lenguas
oficiales.

Se ha especulado mucho sobre la dimensión, las razones y el origen de aquel conflicto y, a

menudo, se ha individuado en la adopción del decreto 75/1992 la causa determinante de

aquella confrontaciónS4<5.

S44 Resolució 27 de junio de 1993.
545 X.VILA MORENO: "Les polltiques lingüIstiques als sistemes educatius deis tenitoris dellengua catalana"
en Rlvista tÚ u,ngutl j Dre: (2000) núm.34 p.169.
S4<5 Por una detallada crónica de toda la polémica véase E. VOLTAS: LA guerra tÚ la UlRgUtl Empúries,
Barcelona: 1996.
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En realidad, si bien es cierto que la adopción del decreto de 1992 representó un momento

decisivo en el desarrollo del modelo lingüístico-escolar catalán, parece menos cierto poder
individuar en aquella nortnativa el detonante de un supuesto conflicto lingüístico y

atribuirle la responsabilidad de una supuesta ruptura del consenso establecido en tomo a la

LNLC.

Si bien algunas de las reivindicaciones llevadas adelante por los sectores que se movilizaron

evidenciaron la existencia de un cierto malestar real en una parte minoritaria de la sociedad

catalana, la dureza, la dimensión y la difusión de aquélla situación conflictiva pareció
deberse más a la coyuntura política general de aquel momento que a una real presencia de

, .

motivos de desacuerdos reales entte la mayoría de los actores políticos y sociales

implicados en la aplicación de la norma.

En primer lugar, como es sabido, la polémica estalló a principio de año escolar 1993-1994,
cuando un grupo de padres de un colegio público de Salou (farragona) empezaron a

protestar por la aplicación de la normativa que inttoducía la atención individual y se

extendió, hasta alcanzar una cierta resonancia en los medios de comunicación catalanes y

españoles, gracias a la intervención de algunas organizaciones de profesores, de

funcionarios y, más en general, de defensa de los derechos de los castellanohablantes

(algunas de las cuales provenían directamente de experiencias análogas de principio de los

años 80)547.
Pero, en general se puede decir que las movilizaciones de los primeros años 90 interesaron

un colectivo numéricamente reducido, políticamente aislado y geográficamente
detertninado. Aunque se quisieran poner en tela de juicio los datos proporcionados por los

dirigentes del Departament d'Ensenyament, según el cual las quejas por razones de lengua
durante el período más intenso de las movilizaciones fueron cuantitativamente marginales,

queda el hecho de que ninguna de las grandes asociaciones representativas de los padres
manifestó en su momento apoyo a las reivindicaciones presentadas548• Y, desde un punto

de vista político, con la excepción del PP de Catalunya, ninguna partido catalán decidió

asumir las reivindicaciones de aquel movimiento. Hubo, por parte algún miembro de rc y

sobre todo del PSCS49contactos y incluso colaboraciones con los representantes de las

distintas asociaciones implicadas en las movilizaciones, pero no hubo ninguna declaración

;17 Se trata de asociaciones de padres, como en el caso de la asociación Coordenadora de Afectados en

Defensa del Castellano (CADECA), o de docentes, como la asociación Profesores pata el Bilingüismo o de

asociaciones más orientadas a la "'fimo del castellano en general como en el caso de la Asociación pata la

Tolerancia o la Asociación Cultural Miguel de Cervantes, ésta última integrada por personajes que hablan

participado a la redacción delManiftuto '" 1M 2300 en 1981. Véase: E. VOLTAS: Lagttemz... cit. págs,41-109.
548 Véase las declaraciones del Conseller J.M. Pujals en: E. VOLTAS: Lagtt"",- ••cit. págs 82-83.
54. Es el caso de Julio Villacorta yJosé Antonio Robles del PSC y de Alfred Clemente de IC.
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oficial que pusiera realmente y claramente en discusión la política Iingilistico-educativa

emprendida por el gobierno a raíz del decreto 75/1992. Finalmente, desde un punto de

vista geográfico, el movimiento de contestación apareció fuertemente enraizado en la

provincia de Tarragona, zona que, por las caracterlsticas de su econonúa acoge

tradicionalmente una buena cantidad de trabajadores temporales procedentes de otras parte

de la península, que poco o ningún interés tenían a que sus hijos fueran escolarizados en

catalán. Poca y en todo caso limitada difusión tuvo el movimiento en las zonas

tradicionales de la inmigración, como por ejemplo, las grandes. ciudades del cinturón de

Barcelona.
\

En segundo lugar, cabe valorar las circunstancias políticas globales en que se produjo el

conflicto, que veían un gobierno central del PSOE en profunda dificultad y cada vez más

orientado a intentar salvar, - como después efectivamente se verificó - la continuidad de su

liderazgo mediante la construcción de un pacto político con el grupo parlamentario de CiU.

En este cuadro, el PP, que en Catalunya no había participado a la redacción de la LNLC

por no tener representantes en la primera legislatura autonómica, asumió la representación

política de aquella movilización, extendiéndola, y promocionando en el ámbito estatal las

razones de los opositores de la política Iingilistico-escolar de la Generalitat gracias a la

ayuda de su entorno mediático, en un intento de dinamitar un posible acuerdo CiU-PSOE.

Si a estos elementos se une la circunstancia de que justamente a principio de 1994 el

Tribunal Supremo, al final de una atormentada peripecia judicial empezada a raíz de un

recurso contencioso-administrativo presentado en contra de las disposiciones del antiguo (y
sucesivamente modificado) decreto 362/1983, reenviaba algunos artículos de la LNLCsso

relativos a la enseñanza al Tribunal Constitucional, es fácil comprender cómo de la protesta

de algunos padres de una escuela se llegó a un conflicto político-jurídico capaz de poner en

tela de juicio no sólo toda la política Iingilistico-escolar seguida por la Generalitat hasta

entonces, sino también los mismos principios que habían hecho posible el amplísimo
acuerdo conseguido con la aprobación de la LNLC.

El conflicto llegó a su punto álgido entre 1993 y 1994, cuando por un lado se profundizó,
por parte de algunos órganos de prensass., la crítica al proceso de normalización, y por el

otro, concretamente en la primavera de 1994, el movimiento de protesta empezado a Salou

5SO Las normas contestadas eran el inciso primero del art.15; los art.14.2 y 14.4 Y el art.20.
5S1 El caso posiblemente más famoso, en ese sentido, es representado por la portada del diario ABC del 12 de

septiembre de 1993 que titulaba: "Igual que Franco pero al revés: persecución del castellano en Catalunya". El
mismo diario, entre el septiembre 1993 y el enero de 1995 dedicó una "atención" extraordinaria a la cuestión
del uso de las lenguas oficiales en el sistema educativo catalán. Véase ABe 22 de octubre de 1993; 31 de

enero de 1994; 2 de marzo de 1994; 10 de marzo de 1994; 22 de mayo de 1994; 19 de enero 1995; 19 de

febrero de 1995.
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hacía un significativo salto de calidad incorporando nuevas entidades552 y redactaba un

manifiesto empezando así una campaña por la recogida de firmas55J•

Así que cuando el Tribunal Constitucional a finales de 1994554 promulgó una sentencia que

consideraba perfectamente acordes con los preceptos de la Carta Magna todos los artículos

de la LNLC contestados por el Supremo, zanjó una cuestión, que independientemente de

su real consistencia, por las circunstancias políticas que se acaban de apuntar, se había

transformado en una seria amenaza capaz de poner en peligro uno de los pilares
fundamentales del consenso político-institucional catalán.

La guerra de la lengua, como fue definida años después por Eduard Voltas5S5, había marcado
. .

el momento de peligro potencialmente más profundo pOI la. convivencia lingüística en

Catalunya, pero a la vez, había demostrado toda su fuerza.

Había demostrado una vez más, que, pese a las diferentes interpretaciones que las distintas

fuerzas políticas y los distintos actores sociales hubieran podido hacer de las medidas de

implementación de la LNLC, el consenso en mérito a la sustancia de los objetivos que

aquella ley perseguía y, en definitiva, también a los métodos que se habían elegido para

alcanzarlos, seguía substancialmente vivo a más de diez años de la promulgación de la ley.
En línea general, hasta 1992 la política de la Generalitat se había basado, como apuntaba la

ley, y como había reconocido ser plenamente constitucional el TC, en una progresiva
extensión del uso del catalán como lengua docente. Este esfuerzo se había sustanciado en

un constante impulso y disponibilidad institucional.
En este cuadro, hasta 1992 la administración autonómica, a través del decreto 576/1983,

fijados unos mínimos de asignaturas obligatorias en cada lengua, había dejado un extremo

protagonismo a los centros escolares a la hora de modular en nivel de presencia de la

lengua catalana como lengua vehicular, reservando para si dos importantes tareas, que

habían empezado ya antes de la aprobación de la LNLC pero que, con la definitiva fijación
del marco normativo, cobraron un peso siempre creciente.

S52 Corno por ejemplo laAsoriadónpam la Lmgpa E¡paiiola In laAdministradón tUJtntlda.
55l Es posible consultar el manifiesto, titulado "En castellano también, por favor' en E.VOLTAS: La lI'ltTa
¿'... cito págs.239-248. El manifiesto, según sus promotores, consiguió reunir un total de 50000 firmas de

apoyo, suficientes para la presentación de una iniciativa legislativa popular. Según cuenta Julio Villacorta,
miembro del Conscll Nacional del PSC y uno de los más activos dirigentes de la movilización, no se

transformó el Manifiesto en proyecto de ley de iniciativa popular porque las firmas recogidas caredan - por
una inexperiencia de los que las recogieron _ de la dirección del firmante y, por tanto no tenIan eficacia legal.
Véase: E. VOLTAS: LalI"TT'Q tU... cito pág.l01.'" Se trata de la STC 337/1994, de 23 de diciembre.
S5S E. VOLTAS: LagulfTlZ. •• cito
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Una, de alguna forma de coerción y orientada al colectivo docente, se substanció en el

establecimiento de un marco normativo que permitiera exigir a los que optaran para una

cátedra de profesor o maestro en Catalunya un adecuado conocimiento de la lengua.
y otra, de impulso y orientada a todos los actores del sistema formativo, que se había

concretado básicamente en la organización de cursos de reciclaje para el profesorado, en la

organización de campañas de concienciación lingüística entre los operadores del mundo de

la escuela, en la inclusión, a través del instrumento de la concertación, de centros privados

que realizaban todas las actividades en catalán en la red pública de enseñanza y en el

fomento de las experiencias de inmersión lingüística.
Con relación a la primera tarea, es posible analizar el compromiso de la administración

autonómica examinando las normas que han regulado a lo largo de los años los concursos

para acceder a la función pública docente.

En este cuadro, se pueden individuar tres fases bien distintas. Una primera fase, que

engloba las convocatorias del cuadrienio 1981-1985, en general es caracterizada por la

existencia de una prueba específica de lengua y cultura catalana para acceder a una plaza de

profesor en Catalunya. Sin embargo, la eliminatoriedad de la prueba era concebida todavía

como temporal ya que los opositores que habían superado todas las pruebas excepto la de

lengua entraban en el cuerpo de profesores y podian optar entre realizar un proceso de

reciclaje en el término de dos años al término de los cuales podian volver a repetir la prueba

específica o solicitar una plaza fuera de Catalunya.
La segunda fase, que ocupa los años entre 1986 y 1988 es caracterizada por un general
rebajamiento de las exigencias de conocimiento de la lengua. Según las convocatorias de

1986, 1987 Y 1988 el término para adquirir una competencia suficiente en lengua y cultura

catalana para los aspirantes que no habían superado la prueba se ampliaba a cuatro años y,

en todo caso, la falta de conocimiento no impedía la ocupación definitiva de una plaza en

Catalunya, sólo impedía la posibilidad para los afectados de presentarse a sucesivos

concursos de traslado convocados en Catalunya. El cambio de la normativa, había tenido

su origen en el conflicto jurídico iniciado por un grupo de profesores de EGB a finales de

1985, llegado, en un segundo momento, directamente al Tribunal Supremo. El TS dictó

sentencia favorable a los docentes y la Generalitat se vio obligada a cambiar la normativa.556

556 El proceso tuvo su origen en un recurso de reposición presentado por el abogado Esteban Gómez Revira
en contra de una Orden del 18 de diciembre de 1985, relativa a concursos de traslado en la cual se introducía
la exigencia de superar una prueba específica de lengua y cultura catalanas. La STS, del 16 de diciembre de

1985, se puede encontrar reproducida en: fuuista dt /lmg1lll i Vrr¡ (1986) núm,7, pág.205-207.
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Una tercera y última fase empezó con la publicación de la Orden Ministerial del 14 de abril

de 1989557, a través de la cual se convocaban, con carácter general, concursos-oposiciones al

cuerpo de funcionarios docentes de EGB, Enseñanza Media, Artística y Musical. La Orden

establecia finalmente que "en las convocatorias específicas que incluyan plazas situadas en

CCAA de lengua propia que tenga carácter oficial, podrán establecerse los procedimientos
adecuados para acreditar e! conocimiento de la lengua correspondiente" y seguia afirmando

que "estos procedimientos no tendrán carácter obligatorio, salvo en los casos en los cuales, por el

hecho de tratarse de plazas en las cuales la enseñanza se tiene que impartir en la lengua proPia de la

Comunidad .AHtónoma, se pueda prescribir el GOnocimiento de la lengua citada, de acuerdo GOn las
, '

competencias establecidasy lajurisprudencia GOnstitucional'.SS8

Esta orientación fue después confirmada indirectamente en e! momento en que e! Tribunal

Constitucional pronunció la sentencia 46/1991 que declaraba plenamente constitucionales

la exigencia de! conocimiento de la lengua para todos los funcionarios autonómicos.P"

La STC cambiaba e! marco jurídico general y ponía las bases para una resolución definitiva

de esta controvertida materia. Por un lado, e! estado publicaba una norma según la cual "en

las convocatorias que incluyan plazas situadas en comunidades autónomas cuya lengua

propia tenga carácter oficial podrán establecerse los procedimientos adecuados para

acreditar e! conocimiento de la lengua cottespondiente"SOO y por e! otro, poco después, la

Generalitat publicaba e! decreto 224/1991561 con e! cual se generalizaba la exigencia de

conocimiento de la lengua a los concursos para todas las plazas de funcionario docente no

universitario, extendiendo así la eliminatoriedad de la prueba también a la enseñanza

secundarias62•

Con relación a la segunda tarea, parece importante destacar dos actuaciones fundamentales:

los cursos de reciclaje de! profesorado y las experiencias de inmersión lingüística.
Cuanto al primer aspecto, ya mucho antes de la aprobación de la LNLC, en la etapa

preautonómica, la Generalitat había empezado a organizar, gracias a una orden

SS7B.O.E núm. 90, 15 de abril de 1990.
SS8 Texto reproducido en: RmJta ti. IImgmz ; 1),.t (1990), nÚln.14, pág. 378-379. El texto en cursiva es el
añadido con respecto a las convocatorias anteriores.
SS9 La STC 46/1991, publicada en el B.O.E nÚln.74, de 27 de marzo, se referIa al art.34 de la Ley catalana

17/1985, de 23 de julio, de función pública de la GeneraIitat de Catalunya. Es posible consultar el texto en:

Rmna ti. Umgua i D"t (1992), nÚln.17. Para un comentario jurídico sobre la sentencia, véase J.VERNET i
LLOBET: ''El Tribunal Constitucional avala l'exigencia de la capacitació lingüística per accedir a la funció

pública de les comunitats autOnomes amb dues Uengues oficials, Comentari a la STC 46/1991, de 28 de
febrer" en: Rwi.rta ti. Iknglla ;D"t (1992), nÚln.17 pp.87-98.
S<o RD 574/1991, de 22 de abril.
561 DOCG nÚln.1524, de 29 de noviembre de 1991.
56Z Hasta entonces la prueba eliminatoria para profesores de secundaria había sido sólo de comprensión. Para
la descripción de la nueva prueba, véase Rlvirta ti. Ikngmz j Dm (1992), nÚln.17 pág. 229-230.
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ministerial;63 unos cursos que habían permitido formar personal suficiente a cubrir las

necesidades generadas por la aplicación del RD 2092/1978 que, como se vio, declaraba el

catalán asignatura obligatoria en todos los ciclos formativos. Pero fue con la asunción de las

competencias en materia de enseñanza por parte de la Generalitat en 1980, que los cursos

que asumieron una dimensión masiva, sobre todo a principio de la década.

En general, se puede decir que el impacto de la política de reciclaje, no obstante su carácter

voluntario, haya sido considerable sobre todo si se examina con relación a las normas de

exigencia que se acaban de apuntar. Por un lado la existencia de normas imperativas de

exigencia ha garantizado una participación relevante, por el otro, a la hora de la evaluación,
, .

los cursos se han revelados instrumentos válidos para que los aspirantes pudieran superar la

prueba obligatoria.

Reciclaje del profesorado en Catalunya
Curso Catalanohablantes Castellanohablantes Matriculados Numero de Numero de

Cursos Localidades

1978-79 5830 (75,8%) 1860 (24,2%) noo 387 47

1979-80 7494 (78,4%) 2070 (21,6%) 9564 535 58

1980-81 9434 (66,3%) 4804 (33,7%) 14238 739 64

1981-82 11076 (61%) 7074 (39%) 18150 923 83

1982-83 9870 (66,6%) 4938 (33,4%) 14808 920 76

1983-84 11165 (73,3%) 4088 (26,7%) 15233 784 65

1984-85 9776 (75,2%) 3524 (24,8%) 13000 711 59

1985-86 10313 (77,3%) 2817 (22,7%) 13346 689 54

Fuente: elab.propia. partir deJ. ARGELAGUET: Pmtik Ilmtpa; "",hCiemcn/Mcditeainia, Ban:clona: 1999 p.141

Cuanto a la inmersión lingüística, parece preciso ante todo hacer una premisa, ya que a

menudo se ha hablado erróneamente del modelo lingüístico-escolar adoptado por la

Generalitat a partir del decreto 75/1992, como un modelo de generalización de la

inmersión lingüística. Con la expresión inmersión lingüística se indica un determinado

proyecto educativo libremente adoptado por la comunidad escolar que participa en ello (es

decir, es imposible sin el explícito consentimiento de los padres), norma1mente utilizado en

ó63 Se trata de la Orden Ministerial de 14 diciembre de 1978. En realidad los cursos de reciclaje bablan

empezado ya a partir de 1975, organizados por los Instituts de Ciencies de l'Educació, vinculados a las
Universidades catalanas. Fue pero sólo a partir del curso 1978/1979 que, organizados por el SEDEe,
adquirieron carácter oficial. .
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situaciones de convivencia de dos idiomas en el mismo territorio y basado sobre el

principio según el cual alumnos monolingües de una de las dos lenguas realizan desde los

primeros contactos con el medio educativo todas las actividades en la otra lengua, con el

objetivo de mejorar sensiblemente la capacitación en la lengua que no es propia de su

entorno familiar, Se trata de una modalidad que implica un método pedagógico bien

determinado (se aplica a lo largo de cuatro años escolares, de los tres hasta los siete años de

edad) y que supone la adopción de una metodologia especifica que se propone conseguir
unos determinados objetivos lingüísticos. En Catalunya, se habian realizado experiencias de

inmersión lingüística ya antes de la promulgación del decreto 2092/1978, bajo el impulso
.

.

de varios movimientos de renovación pedagógica'", sobre todo en las amplias zonas

castellanohablante del cinturón industrial de Barcelona. Después de la constitución del

SEDEC, en 1978, esta estructura se responsabilizó de integrar las experiencias ya existentes

en la red pública y de fomentar la extensión de estos proyectos formativos. El trabajo del

SEDEC ha sido cuantitativamente espectacular: en 1992 eran 800 los centros que

realizaban Programas de Inmersión Lingüística, con el resultado que cada año 55000 niños

empezaban su escolarización totalmente en catalán. Y desde un punto de vista cualitativo,

los estudios publicados, con diferentes matices, coinciden en que los niños

castellanohablantes que participan de los Programas de Inmersión acaban teniendo un

dominio sólo ligeramente inferior a los niños catalanohablantes que realizan los estudios

en su lengua, pero que en todo caso el rendimiento escolar de los primeros en todas las

asignaturas en los ciclos sucesivos (incluso, evidentemente la de lengua castellana) es del

todo similar al de los otros alumnos procedentes de otras modalidades formativass6S•

La combinación de los preceptos normativos establecidos a partir de 1983, de las distintas

actuaciones de la Generalitat, y de las opciones de los consejos escolares, hizo que entre

1983 y 1992, coexistieran en el panorama catalán tres tipos de escuelas, diferenciadas entre

si por la mayor o menor implicación en el proceso de catalanización.

Retomando una clasificación sobre la base del grado de presencia de la lengua catalana,

sugerida por ArtigalS66 se podría hablar en el decenio 1983-1992 de la presencia de escuelas

a catalanización, mínima, mediana y máxima

'" Sobre todo por parte de la DEC de Ómnium Cultural. Véase J. ARENAS Y E. SABATER: D,I tatala a

I�!rola a I'I/rola tatalana La Magrana, Barcelona: 1982 págs.I11-155.
56S Véase1.M. SERRA BONET: I_mió lingüística, mrdimmt atadimit i tlam !oria/Horsori, Barcelona: 1997; G.
LAURENT: Il11l11mioll, bilingNÍnll, " ittlmz«Íon ", clam Didier, Paris: 2001; 1. ARENAS: LkngNa í ,dlleació a la

CataÚII!Ya d'aVNi IJar del libre, Barcelona: 1990; 1M. ARTIGAL Y C. LAURÉN: 1111l11mion, linguirtica p". una
follml Europa Alpha&Beta, Merano:1996.
"'l.M. ARTIGAL (ed.) EIsJ>togramu d'imntmió als tmitoriu# IiIngua catalana,Jaume Bofill Barcelona 1995 p. 26
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En las primeras, generalmente se utilizaba el castellano como lengua de aprendizaje y

relación, incluida la lectoscriptura, se utilizaban materiales didácticos editados en español y
se impartían en catalán sólo las asignaturas establecidas por la ley (lengua catalana en razón

de cuatro horas semanales, más una o dos áreas según el ciclo formativo).
Las segundas, iniciaban normalmente la escolarización en castellano, introducian el catalán

como lengua de relación progresivamente hasta llegar a hacer un uso equitativo de las dos

lenguas. Utilizaban catalán y castellano en más de un área y utilizaban material editado

indistintamente en una u otra lengua.
Finalmente, las terceras, utilizaban el catalán como lenzua docente y. de relación desde el

e-r-
"

primer momento, realizaban la lectoscriptura en este idioma y impartían en castellano sólo

la asignatura de lengua más otra, según los mínimos establecidos en el decreto 576/1983.

Utilizaban, salvo el material relativo a las dos asignaturas ahora mencionadas, material

exclusivamente en catalán.

Evolución de los tipos de escuela según el uso
de la lengua catalana en la enseñanza (%)

Nivel de 1984- 1986- 1989-
catalan/zación 1985 1987 1990

Máxima Escuelas 45,1 62,8 75,1
Alumnos 23,3 42,2 56,4

Mediana Escuelas - 35,0 23,6
Alumnos - 33,0 33,6

Mlnima Escuelas - 2,0 1,1
Alumnos - 24,5 9,9

Fuente: ebb.propia a partir de J.ARGELAGUET: PartiIs II1II11";""" Ciemen/Medit=Dnia, Ban:elona: 1999 p. 153

Analizando estos datos se pueden avanzar unas cuantas consideraciones sobre la evolución

cualitativa y cuantitativa del modelo lingüístico-escolar catalán en la primera década de

vigencia de la LNLC.

En primer lugar, resultan evidentes los resultados del esfuerzo de persuasión llevado a cabo

por la administración. Si se tienen en cuenta los datos relativos a las escuelas a GOfalanización

máxima, se verá como desde un punto de vista porcentual el número de centros supera, a

lo largo de todo el período considerado, de más de veinte puntos el número de alumnos

que efectivamente se acogen a esta modalidad formativa. Por un lado esta circunstancia

parece ser el resultado de una catalanización más rápida y eficaz de las zonas más dispersas

y menos pobladas del país, donde en general el número de centros por alumno siempre
había sido mayor que en las zonas urbanas y metropolitanas y donde el grado de

conocimiento y uso de la lengua catalana era mayor.
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Pero por el otro, parece ser atribuible al esfuerzo llevado a cabo por parte de la

administración, tanto hacia el profesorado como hacia los padres, que dio como resultado

la aprobación, en una proporción siempre creciente de centros, de proyectos lingüísticos
fuertemente orientados a la adopción del catalán como única lengua vehicular. En general
esto parece haber sido válido también por contextos de tradicional inmigración, donde
incluso muy numerosas han sido las experiencias de inmersión lingüística en catalán.

En segundo lugar, evidencian la presencia de un porcentaje de alumnos que se acogen a la

modalidad mediana que se mantiene constante pese a la disminución del número de los

centros que ofrecen este tipo de educación substancialmente bilingüe. En este contexto, la
. .

modalidad a cataJanización mediana, se configura como modalidad "puente", que garantiza un

pasaje progresivo al catalán por parte de los alumnos procedente de contextos monolingües
castellanos.

Y, finalmente, los datos evidencian un alto grado de dinamismo del sistema, ciertamente

inducido por la acción institucional pero aceptado substancialmente de manera positiva y
activa por parte de padres, profesores y alumnos. En 1990, sólo el 1,1% de los centros y el

9,9% de los alumnos mantienen la modalidad a catalanización mlnima, que de hecho, a parte
los minimos establecidos por el decreto 576/1983, reproducia el tradicional modelo

lingüístico-escolar tradicional basado sobre el castellano como lengua docente.

Impacto cuantitativo de la aprobación del decreto 75/1992 sobre el nivel
de cata/anización de las escuelas (%)

Nivel de catalanización 1989-1990 1992-1993

Máxima Escuelas 75,1 88,8
Alumnos 56,4 72,9

Mediana Escuelas 23,6 10,2
Alumnos 33,6 23,6

Mínima Escuelas 1,1 0,9
Alumnos 9,9 3,4

Fuente: elab.propia a partir deJ. ARGELAGUET: P_1/uJ¡¡I4 ¡"",la Ciemea/Mcditemnia, Ban:e1ona: 1999 p. 153

Aceptando el esquema interpretativo sugerido por Artigal y comparando los datos relativos

al año escolar 1989-1990 con los del año escolar 1992-1993, se podría decir que el modelo

que se afirmó a partir de la aprobación del decreto 75/1992, y que a menudo se ha indicado

como el detonante de un supuesto conflicto que pareció hacer temblar el conjunto de la
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política lingüística de la Generalitat de Catalunya, de hecho pareció recoger la tendencia de

una dinámica de progresiva ca talanización del mundo educativo no universitario que ya se

había afirmado a lo largo de la década precedente. En otras palabras, se podría afirmar que,

sin quitar la importancia que tuvo, el decreto 75/1992 "sigue el ritmo" de la expansión del

catalán como lengua docente que había estado marcado a lo largo de la década anterior por

el impulso externo de la administración y por la elección de los consejos escolares.

El 75/1992, si bien introducía el principio de la "atención individualizada" y remarcaba el

carácter de lengua propia de la enseñanza del catalán, decantando definitivamente el

modelo una "conjunción lingüística no paritaria", al mismo tiemp? dejaba a los centros un

cierto margen de maniobra a la hora de adaptar la nueva normativa a las realidades

concretas de cada escuela. Será justamente esta previsión la que permitirá, en plena guerra de

la lengua, limitar la penetración de los argumentos de los opositores de la política Iingüístico­
escolar de la Generalitat en el mundo de la educación catalana y aplicar la normativa sin

generar conflictos reales de una cierta significación.
De hecho, el substancial consenso en tomo no sólo a la nueva norma, sino también a los

mecanismos de implementación que a ella siguieron, queda reflejado en los programas

electorales para las elecciones autonómicas de 1995.

CiU, defendiendo evidentemente el modelo hasta entonces aplicado, en 1995, en valorar

positivamente los avances de la competencia lingüística de los alumnos y de los profesores

abogaba por un avance en la catalanización de los contenidos educativos que permitiera "el

coneixement i l'adhesió a la identitat nacional de Catalunya".
S67 CiU, retomando la visión de

la ,scola catalana en lengua y en contenidos propia de la tradición nacionalista, entendía que

el decreto 75/1992 y la posterior ratificación de la política lingüístico escolar de la

Generalitat por parte del Tribunal Constitucional, abría una nueva etapa en la cual se

llegarla a la "culminació del procés de normalizació lingüística a l'ensenyament, tant pel que
fa referencia a l'ensenyament en catara, com a llengua propia de Catalunya, com al domini

equilibrat de les dues llengües oficials per part de tot Palumnat',.S68

El PSC también, a pesar de que, como se vio, hubo algunos sus miembros de una cierta

significación implicados directa o indirectamente en las movilizaciones de la etapa 1993-

1994, no sólo se mostraba partidario del modelo seguido hasta entonces, sino que

subrayaba como éste fuera el modelo lingüístico que los ciudadanos y las ciudadanas de

Catalunya se habían libremente dado durante la transición democrática, reivindicando así

una participación determinante en la construcción del modelo, y señalaba como, a lo largo

S61CiU: Port,m CataÚlt!fa mis Jb¡'!Y, Barcelona: 1995 p.316. Archivo CEffi-Pavelló de la República.
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de los años, la opción hecha por los catalanes se había transformado en un referente en el

ámbito europeos., ya que se basaba "no només en la promoció de la llengua propia del país,
sinó també, i al mateix nivell, en el respecte i en la garantía deIs drets lingüístics de les

persones".570 Así retomaba también los principios que habían guiado la actuación de los

socialistas a lo largo del debate de la LNLC, mencionando la importancia de la preservación
de la unidad civil del país, y opinando, en definitiva, que el modelo hasta ahora seguido
había sido capaz de mantenerla. Finalmente, reiteraba la negativa a cualquier hipótesis de

doble red escolar en cuanto elemento generador de división social y conflicto.

Iniciativa per Catalunya, en dar un juicio positivo con respecto a las directrices de la política
, ,

lingüístico-escolar hasta entonces secundadas, centraba su atención en formular toda una

serie de propuestas orientadas a mejorar la capacidad de intervención de la administración,
como por ejemplo una mejora sustancial del reciclaje del profesorado, la construcción de

soportes didácticos en lengua catalana, la formación continuada, en la convicción que los

problemas que se habían podido generar en la aplicación del modelo inaugurado con la

aprobación de la LNLC y con la normativa de despliegue de la ley, dependían en definitiva

más de las dificultades materiales con las cuales se habían encontrado a menudo los

centros, que de una equivocación en la fijación de objetivos'",
ERC también en valorar positivamente los efectos de la política lingüístico-escolar de la

Generalitat, centra su atención en la necesidad por parte de los poderes públicos de

garantizar una aplicación estricta de las normas aprobadas. En definitiva, si bien

individuaba como objetivo último y necesario "la presencia i l'ús normal de la llengua
catalana a la totalitat dels centres" (objetivo que, gtacias a la previsión de la posibilidad por
cada centro de elegir el "ritmo" de su catalanización todavía no había sido alcanzado), en

no criticar la actuación de los poderes autonómicos, indirectamente consideraba que los

instrumentos ofrecidos por la normativa vigente podían ser válidos para alcanzarloS72•

El único partido que desplegó un ataque frontal a la sustancia del modelo de normalización

lingüística en la escuela experimentado en los primeros doce años de vigencia de la LNLC,

fue, como era previsible, el Partido Popular. A diferencia de lo que había ocutrido

nortnalmente en víspera de otras consultaciones autonómicas, en las cuales la cuestión de la

lengua en la escuela había ocupado una parte mínjma de los progtamas electorales de los

populares catalanes y se había centrado en la reivindicación, tan tradicional cuanto confusa,

S68 Ibid,m p.335.
s.. PSC: Programa tk Go..rs, Barcelona 1995: p.63. Archivo CEHI-Pavelló de la República.
570 Ibidem
571 lC-V: 1ara.1 toca a bI Barcelona: 1995 p.63. Archivo CEHI-Pavelló de la República.
572 ERC: Forra! Cap a la Intkpl1ldinda Barcelona: 1995 p.57 Archivo CEHl-Pavelló de la República..
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del derecho de los padres a elegir la lengua de escolarización para sus hijos,573 en 1995, el

modelo lingüístico escolar parece cobrar una importancia destacada en el conjunto de las

propuestas populares. Precedido por unas actuaciones parlamentarias significativamente

polémicas, en víspera de las elecciones de 1995, el PP presentaba un verdadero modelo

lingüístico escolar alternativo al modelo vigente.
El PP, declaraba abogar por una "postura més racional i generosa, d'una lleiatat

constitucional i estatutiria" para "una Catalunya sense discriminacions".574 En este

contexto, el PP reiteraba su compromiso para el bilingüismo, que en el campo de la

enseñanza, se traducia en un modelo de "doble inmersión lingüística", que implicaba la
,

.

oferta de dos opciones escolares según la lengua. Una preveia el catalán como lengua
vehicular y el catalán como asignatura obligatoria en la etapa de la enseñanza primaria (de 3

a 7 años). Esta opción imaginaba la introducción progresiva del castellano en determinadas

áreas hasta alcanzar un equilibrio con el catalán en el segundo ciclo (de 7 a 12 años).
Finalmente, entre los 12 y los 16 años, se preconizaba un uso del todo paritario de las dos

lenguas como lenguas docentes. La segunda opción se presentaba como especular a la otra,
con la diferencia que la lengua de partida seria el castellano y se procedería a la introducción

progresiva del catalán según las pautas establecidas por el castellano en la opción anterior.

El modelo del PP se acababa de perfilar a través de un renovado protagonismo atribuido a

la alta Inspección del Estado, que, en opinión de los populares catalanes, tenía el cometido

de controlar que los contenidos de los mannales de las áreas de lengua y ciencias sociales

presentaran "adecuadamente" la realidad bilingüe de Catalunya.
Es posible vislumbrar del análisis de los distintos programas electorales de 1995, cuando un

tramo importante del proceso de normalización lingüística en la enseñanza no obligatoria

inaugurado con la LNLC ya había sido llevado a cabo, que el pacto lingüístico sellado en

1983 todavía permanecía perfectamente válido para todos los que participaron en ello.

Sólo el PP se quedó fuera del consenso, y no tanto por no haber participado, en su

momento, a la redacción de ley. En repetidas declaraciones los dirigentes del PP habían

manifestado, que, al haber estado presentes sus representantes en la primera legislatura
autonómica, sin duda alguna habrían votado favorablemente al texto de la LNLC, y que en

todo caso el partido asumía como válidas las directrices de la norma.

573 Véase AP-PDP-UL: Prognzma •.M'fon1Id11984 págs. 11, 15, 85 Y 92; AP: Prognzma e.M.roral de 1988 págs 29 Y
32; AP: Prognzma EI•.rora1 de 1992 págs.13-14. Archivo CEHI-Pavelló de la República.
574 PP: Prognzma dI GOVIrI' CalaIN'!Ja 1995, Barcelona: 1995 p. 91. Archivo CEHI-Pavelló de la República.
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El PP se quedó fuera del consenso lingüístico por no haber participado de un pacto más

amplio del cual la letra de la LNLC, como se vio, representó la parte fundamental pero no

la única.

Un pacto basado sobre la idea, compartida por todas las fuerzas catalanas antiftanquistas,
que, bien asumiendo como ineludibles las condiciones del respeto de los derechos

lingüísticos de los infantes y de la competencia plena de todos los alumnos en ambas

lenguas oficiales, el catalán se convirtiera en la lengua normal de la enseñanza en la óptica
de una profunda transformación de la situación lingüística del país.
La LNLC, como se vio, no había podido establecer claramente la estrategia y los ritmos

con los cuales estos objetivos se alcanzarían finalmente, ya que con respecto a este punto el

debate había sido duro y las distintas posiciones lejanas lo bastante como para perjudicar
una aprobación ampliamente consensuada de la ley. Pero el profundo debate que había

llevado a la aprobación del título segundo de la LNLC y el consenso de fondo en mérito a

los objetivos fundamentales, era destinado a producir sus frutos mucho más allá de la

unanimidad con la cual se aprobó la norma.

De aquel profundo debate surgiría en los años siguientes todo un estilo con el cual. todas

(o casi todas) las fuerzas políticas catalanas se acostumbrarían a tratar los temas relativos a

la lengua en la enseñanza, Un estilo significativamente lejano de la provocación y de la

demagogia, que llevó la administración a actuar de manera incisiva pero prudente y los

partidos de oposición a ejercer un control estricto pero leal.

La prueba más evidente de un funcionamiento substancialmente correcto de todo el

sistema político con respecto al modelo lingüístico-escolar se encuentra no sólo en la

escasez de conflictos reales o por lo menos significativos, sino también en los resultados en

término de competencia lingüística del conjunto de los ciudadanos.

Evolución del conocimiento del catalán (1984-1995)

1984 1988 1992 1995
lo habla y lo 27,7 34,0 41,7 48,4
escribe

Lo entiende y lo 37,6 36,0 28,8 30,0
habla

Lo entiende pero 28,0 25,8 24,1 19,2
no lo habla

No lo entiende 6.2 4.1 3.9 2.4
NC 0.5 0.1 1.6 -

Total 100,0 100,0 100,0 100,0
(48521 (2984) _(2489) (1588)

Fuente: e1ab.propia • partir deJ. ARGELAGUET: partiJt /lm¡¡m i"..'" Ciemen/Meditemlaia, Barcelona: 1999 p.207.
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Los datos señalan que el proceso de extensión del conocimiento del catalán se hizo sin

retroceder y con una alta progresión: cada cuatro años, el porcentaje de los ciudadanos que

hablan y escriben en catalán subió en tomo a un 7% en cada periodo considerado. Aún así,

hay que tener presente siempre que el conocimiento de una lengua no implica
necesariamente su uso, y que por eso el crecimiento de la competencia lingüística de los

ciudadanos catalanes no implica automáticamente un crecimiento de su uso.

Pero dejando de lado la eterna polémica sobre las diferencias entre el uso y el

conocimiento, y teniendo en cuenta que los objetivos generales de la política lingüística de

la Generalitat tenían como primer objetivo la extensión de la competencia lingüística de la
. .

población en lengua catalana y su equiparación con el nivel de conocimiento del castellano,

se puede afirmar que los primeros doce años de aplicación de la LNLC marquen en este

sentido un éxito notable del cual la política lingüístico-escolar parece haber sido la llave de

vuelta: de 1984 a 1995 aumentó incesantemente el porcentaje de catalanes que afirmaban

poder escribir y hablar en catalán.

5.4.2 Administración

La variedad de las administraciones presentes y operantes en el territorio catalán, su diversa

titularidad y la complejidad de las normas que las rigen, hicieron que la introducción de la

lengua catalana en todos los ámbitos de lo que comúnmente se denomina administración

pública, fue fuertemente deshomogénea.
En este sentido, se puede afirmar que la catalanización de la administración haya seguido
ritmos y caminos diferentes según se haya tratado de la administración de la Generalitat, de

la administración local, o de la administración periférica del estado (y, en particular modo,
de la administración de justicia).
En el caso de la administración de la Generalitat, ya en 1980, como se vio, se había

promulgado un decreto que establecía que la lengua normalmente utilizada por la

administración autonómica y por todo organismo de ella dependiente sería el catalán, sin

perjuicio del derecho del ciudadano a ser correspondido y atendido en la lengua que

deseara.575 Esta disposición había llevado a un intenso trabajo de reciclaje lingüístico del

personal procedente de la administración del estado (por aquel entonces la mayoría) que

había sido transferido a la nueva administración autonómica y a un constante esfuerzo

575 Se trata del Decret 90/1980, DOGC núm.74,.de 16 de julio de 1980.
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llevado a cabo por el Servei de Normalització del Ús Oficia! de la DGPL Y de la renacida

Escola de Administració Pública de Catalunya576•
La administración local, a pesar de que no existiera una normativa específica en este campo,

en esta fase había asumido un fuerte impulso en el camino de la adopción del catalán como

vehículo de expresión normal. Como se produjo con relación a otros importantes temas, la

mayoría de los municipios suplieron la falta de referencias legislativas específicas con

acuerdos municipales orientados a incrementar el uso del catalán no sólo en las

manifestaciones externas de las corporaciones (atención al ,público, bandos, avisos,

rotulación ...) sino también en su funcionamiento interno, tanto por lo que se refiere a la
,

'

lengua empleada en los plenos y en los trabajos del consistorio, como en el trabajo
administrativo diario.

En esta primera fase, a! contrario, la administración periférica del estado pareció no seguir
la tendencia expresada por las otras dos administraciones, ya que, como se verá, será sólo a

partir de la década de los 90 que se apreciará una cierta ruptura del monolingüismo de la

administración estatal.

Un primer giro importante a la situación será representado por la aprobación de la LNLC.

A través del Título 1 de esta ley5n, se retomaban las indicaciones genéricas contenidas en el

EAC y se establecían dos importantes principios.
En primer lugar que el catalán, siendo legua propia de Catalunya (art.3 EAC), lo sería

también de todas las administraciones dependientes de la Generalitat, incluida la local.

Y, en segundo lugar, que en el ámbito territorial de Catalunya cualquier ciudadano tendría

el derecho de relacionarse con la Generalitat, con la administración civil del estado (incluida
la administración de justicia), con la administración loca! y con las otras entidades públicas
en la lengua oficial que elegiría.578
Esta previsión normativa establecía pues dos niveles de compromiso por parte de las

diferentes administraciones. Por un lado, a la administración de la Generalitat y a la

administración local, se les exigía que el catalán fuera la lengua normal en todas sus

576 La necesidad de disponer de una escuela pública de funcionarios habla sido señalada por primera vez por
Enrie Prat de la Riba en 1910. La escuela se constituyó fin2lmente en julio de 1912, convirtiéndose en la

segunda experiencia del género en Europa _ después de la francesa - e inició sus actividades en 1914, una vez
coo,tituida la Mancomunitat. En marzo de 1924 fue clausurada por orden de Primo de Rivera y reabrió sus

puertas en julio de 1931, extendiendo sus funciones, que pudo ejercer normalmente hasta linales de verano de
1936. Cerrada definitivamente con la entrada de las tropas franquistas, será restablecida por la Generalitat

provisional en 1979. Sobre la primera etapa de la EAPC, véase J. SARRIÓN i GUALDA: La Estulla '"

Admillistradó" Públi&a '" CataItma: 1912-19J9 Publicaciones de la Universitad Autónoma de Barcelona,
BeIlaterra: 1982.
577 En particular gracias a los artículos 5, 7, 8, 9, 10 Y 11. Ley 7/1983, de 18 de abril, BOPC núm.131, 14 de

�de1e '

57, Art.8 Ley 7/1983, de 18 de abril, BOPC núm.131, 14 de abril de 1983.
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actividades, circunstancia que, indirectamente, requería la competencia lingüística de la

totalidad de los funcionarios adscritos a las dos administraciones. Y, por el otro, se pedía
indirectamente a la administración del estado que procurara que en su globalidad poseyera

los recursos humanos y materiales para atender al ciudadano en las dos lenguas, de manera

de poder hacer efectivo el derecho a relacionarse con los poderes públicos en la lengua que

eligieran. Cuanto establecido por la LNLC, posiblemente se traducirla en la previsión de

algunas plazas determinadas (por ejemplo las destinadas a tareas de atención al público)

para acceder a las cuales seria imprescindible el conocimiento de ambas lenguas, y en la

producción de material administrativo (impresos, formularios, documentación...) tanto en
, ¡

castellano como en catalán.579

Pero las previsiones normativas de la LNLC tuvieron consecuencias legislativas y materiales

a medio plazo sólo y únicamente en el caso de la administración de la Generalitat.

En julio de 1985, después de más de un año de trabajo en ponencia conjunta, el Parlament

de Catalunya aprobaba por unanimidad la Ley 17/1985, de la Función Pública de la

Administración de la Generalitat. La negociación había sido larga, dificil pero finalmente

exitosaSllO•

Las cuestiones que se hablan demostrado más conflictivas y que hablan enfrentado a lo

largo de los trabajos de la ponencia CiU, ERC y PSUC por un lado y el PSC y CP por el

otro habían sido fundamentalmente dos.

En primer lugar, el abasto de la nueva normativa. Por nacionalistas, comunistas y

republicanos la nueva ley tendría que aplicarse a los funcionarios de la Generalitat pero

también a la administración local, así como, aunque de manera indirecta, había establecido

la LNLC. Socialistas y populares, en cambio, estimaban que el Parlament de Catalunya tenia

necesariamente que tener en cuenta la reserva de competencia que, en ámbito de regulación
de bases de régimen local, la Constitución y el Estatuto asignaban al estado y,

consecuentemente, abstenerse de dictar normas a este respecto.581
De hecho, el conflicto en mérito a esta cuestión se había manifestado ya indirectamente en

ocasión del recurso presentado por el Govem y el Parlament de la Generalitat (y también

579 En 1984 las Cortes aprobaban una ley de refoIma de la función pública que bada referencia a la necesidad
de disponer de personal debidamente preparado en el caso de la administración periférica del estado situada
en comunidades con más de una lengua oficial. En el detalle, se trataba de la Ley 30/1984, del 2 de agosto, de
Medidas para la Reforma de la Función Pública, B.O.E. de 5 de agosto de 1984. En su artículo 19.1 se puede
leer:"(...) En las convocatorias para el acceso a la función pública, las administraciones públicas en el

respectivo ámbito de competencias tendrán que prever la selección de personal debidamente capacitado para
cubrir las plazas en las comunidades que gozan de dos lenguas oficiales". Esta disposición será actuada sólo
seis años más tarde a través de la Orden de 20 de julio de 1990.
580 Ley 17/1985, de 23 de julio, de la función pública de la Administración de la Generalitat.
581 Se trata del art 149.1.1 CE y del art9.8 EAC
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por el Parlamento y la Xunta de Galicia) con respecto a la Ley de Bases de Régimen Local

aprobada por las Cortes en el abril de 1985582•

Las instituciones autonómicas catalanas y gallegas, en aquella ocasión, impugnaron delante

del máximo tribunal, la constitucionalidad del excesivo detallismo con el cual el legislador
estatal había regulado aspectos como el proceso de selección del personal al servicio de las

administraciones locales.

En la opinión de los representantes gallegos y catalanes, el estado había excedido

ampliamente su competencia legislativa básica poniendo en tela de juicio la "especificidad"
de las CA dotadas de competencias en materia de administración local y mermando

,
.

significativamente la potestad legislativa de desarrollo que la misma constitución asignaba a

dichas comunidades autónomas. Esta circunstancia, en el caso de comunidades dotadas de

doble oficialidad lingüística - según los representantes de la Xunta y de la Generalitat - se

traducía en un peligro para el principio de eficacia de la administración pública y en la

imposibilidad de garantizar correctamente al ciudadano su derecho a relacionarse con la

administración en su conjunto en cualquiera de las dos lenguas oficiales.

El tribunal Constitucional se pronunciarla en mérito a la cuestión sólo cuatro años más

tarde y lo haría a favor de la normativa estatal.583 Pero en el momento de la discusión sobre

la ley de la función pública, en Catalunya el debate quedaba todavía abierto y las

posibilidades de una sentencia favorable a las razones del recurso, empujarían, por lo

menos en una primera fase, las fuerzas que apoyaban el Govern de la Generalitat, y, en

buena medida también el PSUC, a reivindicar, de entrada, una normativa que de alguna
forma ayudara a recuperar el terreno perdido con la aprobación de la LBRL Y consolidar las

previsiones de la LNLC.

CP Y PSC, por otra parte, se habían declarado contrarios a extender la aplicación de la

normativa catalana a los funcionarios de la administración local. Los primeros lo hicieron

directamente y sin vacilaciones, rechazando cualquier hipótesis de STlmisión de las más

generales prerrogativas estatales en materia de fijación de criterios para el acceso a la

función pública. El PSC, en cambio, no obstante habia sido uno de los responsables más

importantes de la redacción de la LNLC y en muchos casos, a través de las

S82 Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local, B.O.E. de 3 de abril de 1985.
581 Se trata de la STC 214/1989, de 21 de diciembre. La sentencia estableda e! principio según e! cual, en e!

caso de los funcionarios de nombramiento estatal (como e! caso de los secretarios municipales) era e! estado

quien tenía la potestad de fijar los criterios de acceso, y en e! caso de los otros trabajadores al servicio de �
ccrpcraciones locales, serían éstas quien dispondrlan de dicha potestad: En otras palabras, .la sentencia

rechazaba un derecho de "intromisión" de las administraciones autonótn1cas con lengua prop1a que era la

base argumental de! recurso presentado por las instituciones gallegas y catalanas. Véase: N . PAroS i
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administraciones locales que controlaba, había sido a la práctica un actor fundamental de la

introducción de la lengua catalana en los ayuntamientos, se veía políticamente

imposibilitado, ante la falta de un pronunciamiento claro del máximo tribunal en merito al

recurso planteado en contra de la LBRL, a apoyar una propuesta que, materialmente,

pondría en entredicho cuanto afirmado por una norma querida y aprobada en las Cortes

por la mayoría gubernamental que ellos mismos integraban.
El otro escollo que se había presentado en la negociación que había llevado a la aprobación
de la Ley de Función Pública de la Administración de la Generalitat, había sido la

obligatoriedad del conocimiento de la lengua catalana en su forma, oral y escrita como
, .

requisito obligatorio para el acceso al cuerpo de funcionarios, obligatoriedad que

nacionalistas, comunistas y republicanos mantenían como imprescindible. Populares y

socialistas, con respecto a esta exigencia se mostraban mucho más reticentes. La cuestión,

en efecto, conllevaba por estas dos fuerzas políticas un dúplice problema. Por una parte, la

aceptación de esta condición por parte del PSC dependía del acuerdo en mérito al ámbito

de aplicación de la futura norma: si finalmente se excluían de la normativa los funcionarios

de las corporaciones locales, nada impediría a los socialistas catalanes de levantar sus

reservas. Y, por otra parte, subsistía el problema del personal de la administración estatal

que se iba progresivamente transfiriendo a la Generalitat en consecuencia de la asunción de

competencias del gobiemo autonómico. En este sentido, si CiU, ERC y PSUC defendían la

absoluta necesidad de la introducción de una norma imperativa que obligara todo aspirante
a entrar en la administración autonómica a demostrar un conocimiento suficiente de la

lengua catalana. En cambio, por parte del gobierno estatal, y también de AP, subsistían

serios recelos a la introducción de semejante previsión normativa ya que - se argumentaba
- esto hubiera podido mermar los derechos adquiridos de los funcionarios en proceso de

transferencia.

En este cuadro el PSC (y en cierta forma también CP)S84 se encontró en una posición muy

dificil, ya que, si bien defendía conjuntamente a CiU, PSUC y ERC la necesidad de adoptar
medidas drásticas para mejorar el uso del catalán en el ámbito de la administración, no

podía no tener en cuenta las presiones procedentes de una parte de los sectores

DOMENECH: La ronjlirtivitat comp.ú1«Íal NormaPtzadó Pngiiútira lEAlGeneralitat de Catalunya, Barcelona:
1994p.124.
584 Los populares catalanes oponiéndose a la norma propuesta habrlan acatado las orientaciones expresadas
por la directiva del partido en el ámbito estatal y dado "cobertura" a los intereses de un sector

tradicionalmente cercano a sus posiciones como el de los funcionarios, pero al mismo tiempo habrían
perpetuado su vistosa y significativa marginación del "consenso lingüístico" protagonizado por todas las
fuerzas políticas catalanas que había tenido su momento álgido en la aprobación de la LNLC.
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gubernamentales del PSOE Y se encontraba investido de la responsabilidad de hacer

prevalecer una solución que consiguiera mediar entre las dos posiciones enfrentadas.

Después de varios meses de contactos formales y informales entre las fuerzas políticas, el
acuerdo en mérito a las dos cuestiones conflictivas parecia haber sido alcanzado de manera

más que satisfactoria y el Parlament de Catalunya aprobaba finalmente la ley por

unanimidad.

Con respecto a la cuestión del ámbito de aplicación, la falta de un pronunciamiento del TC

en mérito al recurso presentado en contra de la LBRL había finalmente aconsejado
comunistas, republicanos y socialistas a desistir de una aplicación extensiva de la normativa.

. .

Según el texto final del art.2 de la 17/1985, la normativa se aplicaria a todo el personal

dependiente de la Generalitat de Catalunya, de la Sindicatura de Comptes y del Consell

Consultiu, pero quedaba expresamente excluido el personal dependiente del Parlament de

Catalunya, del Sindic de Greuges, del TSJC y, sobre todo, de todas las corporaciones
locales.585

y con referencia a la segunda cuestión, una vez eliminado el problema del ámbito de

aplicación de la norma, PSC y CP accedieron a la inclusión de una medida (en concreto el

art.34) que obligaba los aspirantes funcionarios a demostrar su conocimiento oral y escrito

de la lengua catalana, a cambio de la inclusión de otra (el art.35) que suavizaba la

obligatoriedad del precepto anterior garantizando para todo funcionario la posibilidad de

adquirir dicho conocimiento de manera gradual gracias a la formación lingüística

proporcionada por la Escola d'Administració Pública de Catalunya.
El acuerdo, saludado con extrema satisfacción por todas las fuerzas políticas catalanas, y

escenificado por una comparecencia conjunta del Conseller de Governació y del dirigente
socialista Lluís Armet delante la prensaS86 en la cual subrayaron el inmenso valor del

consenso establecido en tomo a este importante y dificil tema, se había fundamentado en

una actitud firme pero extremadamente prudente por parte de las fuerzas que sostenían el

Govem y del PSUC y en la capacidad de mediación, en la constanciay la flexibilidad de

unos negociadores socialistas que habían tenido que actuar en todo momento bajo la doble

presión representada por un lado por los sectores más centralistas del gobierno de Madrid,

respaldados por el mayor partido de oposición en el ámbito estatal, y por el otro, por una

actuación conjunta de CiU, ERC y PSUC que había vislumbrado el riesgo por el PSC de

verse totalmente asimilado a las posiciones de AP.

585Att .2.3, ley 17/1985 de la Función Pública de la Administración de la Gener.ilitat
", Véase La Vonll'ardia 9 de julio de 1985.
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Pero, con la sorpresa de todos los partidos catalanes, e! Consejo de Ministros recurriría

poco después la ley delante del TC. El precepto contestado por el gobierno central fue e!

tan discutido art.34, relativo a los requisitos necesarios para e! acceso al cuerpo de

funcionarios de la Generalitat, allí donde la norma establecía la obligatoriedad del

conocimiento de la lengua catalana en su forma oral y escrita.

El Consejo de Ministros presidido por Felipe González, si bien admitía que la relación de

subordinación especial en la cual se encontraban los funcionarios públicos que

desarrollaban su trabajo en comunidad dotadas de doble oficialidad lingüística justificaba la

posibilidad de exigir un conocimiento de las dos lenguas oficiales, mantenía que esta
,

exigencia quedaba supeditada a un criterio general de racionalidad y proporcionalidad.
Sobre la base de esta argumentación, entonces, una norma que estableciera un deber de

conocimiento generalizado y aplicable a todas las figuras profesionales encuadradas en la

administración autonómica, sin que dicho deber de conocimiento se modulara con relación

a las características de los puestos de trabajo por cubrir, vulneraba e! principio de igualdad
de todos los españoles con respecto a la posibilidad de acceso a la administración pública,

y, en concreto, vulneraba los artículos 14,23.2 y 139.1 de la carta magna.S87
La sorprendente decisión de! ejecutivo central, que la mayoría de medios de comunicación

del Principado no hesitó en definir "grave"S88, generó consecuencias profundas, tanto en el

orden político como en e! orden legislativo y práctico,
En e! orden político, representó un duro golpe que empeoraba sensiblemente las relaciones

entre las instituciones autonómicas catalanas y las instituciones centrales, ya que desde

Madrid se arremetía en contra de una ley que había sido votada por la totalidad de las

fuerzas políticas catalanas. Y más en lo específico, se consumaba una de las mayores

desautorizaciones de los socialistas catalanes por parte de sus compañeros en e! ámbito

estatal y quedaba en entredicho el real peso político de una formación, e! PSC, que

proporcionaba, al momento de producirse e! recurso, tres ministros al gobierno central La

situación pareció agravarse todavía más en el momento en que, por un lado, los dirigentes
de! PSC en Barce!ona seguían defendiendo la validez y la total constitucionalidad de todos y

SB7 En palabras del abogado del Estado:"(...) De manera que, tanto su exigencia para la realización de un

cometido técnico y sin relación directa con los administtados, como su exigencia para todas y cada una de las

plazas de un determinado tipo de función pública, o para toda ella, cuando un determinado número de plazas
atendidas por funcionarios bilingües la Administtación cumplimenta el deber de la Administración d�
conocimiento de la lengua coolicial, infringen los artículos 14,23.2, Y 139.1 CE". Recogido en: N. PARlS 1

DOMENECH: LA ronjlktivifat rompllm<ial N011llalitzadó lingiilstica IEA/Generalitat de Catalunya,
Barcelona:1994 p.75.
S88 Véase AVUI, 25 de octubre de 1985; LA VanglJlll"liia, 25 de octubre de 1985; El Como Catalán, 25 de

octubre de 1985; ElPunt, 20 de noviembre de 1985.
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cada uno los preceptos contenidos en la ley,58' y, por e! otro, los ministros catalanes venían

a rendir cuentas al partido en el Principat y declaraban que no se habían podido oponer a la

decisión del recurso porqué, sencillamente, no habían sido cocsultados.t"

Pero al lado de las consecuencias políticas, e! recurso produciría consecuencias de orden

legal que afectarían profundamente la extensión de! conocimiento y de! uso de la lengua
catalana en la administración pública en Catalunya.
Hasta 1991, año en que finalmente e! TC falló a favor de la constitucionalidad de la ley
aprobada en 1985 por e! Parlament de Catalunya, en los concursos y oposiciones para e!

acceso al cuerpo de funcionarios autonómicos, e! requisito de! conocimiento de la lengua
, .

catalana no se pudo exigir directamente como oblígatorio?".
El intento del legislador autonómico de garantizar una entrada sólida y inequívoca de!

catalán en la administración pública quedaba así aplazado durante unos cuantos años.

La previsión establecida por la LNLC que e! catalán fuera finalmente la lengua nottna! de la

administración, había, dos años después, perdido e! instrumento posiblemente más efectivo

para poder cumplirse, eso es, la obligación para los funcionatios de conocer la lengua

propia y "nottna!" de las administraciones a las cuales estaban adscritos.

En e! caso de la administración local, como se vio, la utilización de! instrumento imperativo
no se había finalmente ni siquiera llegado a plantear, por toda una serie de razones de

oportunidad política. Y, en e! caso de la administración de la Generalitat, si bien la

obligatoriedad del conocimiento se había llegado a plasmar en e! texto legislativo, ésta había

quedado bloqueada a causa de la intervención de! gobierno central

La suspensión de! art.34 de la 17/1985 había reducido drásticamente las posibilidades para
la Generalitat de ejercer un control exhaustivo sobre la competencia lingüística de sus

funcionarios "en origen" y le había obligado a adoptar una estrategia centrada en las

posibilidades de formación de los funcionarios una vez que éstos ya habían ingresado en las

filas de la administración. Así, e! decreto 107/1987,592 en establecer que e! catalán era

definitivamente la lengua de expresión nottna! de la administración autonómica en todas

sus actividades, encomendaba explícitamente a la Escola d'Adminirtradó Pública e! cometido

589 Lluls Armet, e! dirigente que habla encabezado la delegaci6n socialista en la negociaci6n para la redacci6n

y la aprohaci6n de la ley, declaraba e! día siguiente a la presentaci6n del recurso:"Nosotros, por supuesto,
seguimos suscribiendo e! texto de la ley, Y e! contenido de! artículo que ha sido recurrido" . Véase El Como

Catalán, 25 de octubre de 1985.
590 Véase ElPaÍJ, 29 de octubre de 1985.
591 Véase: J. VERNET i LLOBET: "El Tribunal Constitucional avola l'exigencia de la capacitaci6 lingüística
pOI accedir a la funci6 pública de les comunitats autónomes amb dues llengües oficials. Comentan a la

STC46/1991, de 28 de febrer" en: Revista tÚ L/mgl/4 jDnt(1992) n.17 p. 97.
592 Decreto 107/1987, de 13 de marzo, DOGC nÚln.827, de 10 de abril de 1987, parcia1mentemodificado por
el decreto 254/1987, de 4 de agosto, DOGC núm. 885, de 2 de septiembre de 1987.
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de realizar cursos intensivos de reciclaje para todos los funcionarios que se incorporaran a

la administración autonómica por traslado o por transferencia.

La estrategia de la Generalitat había sido en este caso la de la reducción del daño, puesto

que, a la falta de eficacia de una norma que regulara imperativamente la materia, se

apostaba por potenciar al máximo los instrumentos de intervención positiva en mano de la

administración.

En el caso de las corporaciones locales, la actuación del ejecutivo autonómico fue en alguna
medida similar, aunque en este caso, puesto que los municipiosy las diputaciones habían

quedado explícitamente excluidas de la normativa de 1985, no se contempló ni siquiera una
, .

actuación de carácter reglamentario y se apostó por explorar las posibilidades de acuerdo

político.
En este contexto, en 1989, se creaba el Con.rorci per o la Normolitzoció Lingiiístico, un

organismo dependiente de la administración autonómica, formado en su origen por la

Generalitat y 19 ayuntamientos para fomentar el conocimiento y el uso de la lengua
catalana en el territorio a través de la cooperación de la administración local y de la

administración autonómica.

El nacimiento del CPNL, no obstante fue recibido con críticas de una cierta significación;93
marcó un paso importante en la historia de las políticas lingüísticas en el ámbito de la

administración catalana entendida en su amplia acepción. Pronto se fueron incorporando
cada vez más municipios al CPNL y finalmente, a partir de 1992, se integrarían a ella

también casi la totalidad de los consejos comarcales y de las diputaciones provinciales'". El
CPNL se encargaría de ofrecer soporte técnico-lingüístico a los municipios, cursos de

lengua (presenciales y a distancia) para los trabajadores de las administraciones locales y

sobre todo representaría una estructura capaz de sintetizar y coordinar los servicios

lingüísticos orientados a la administración y a la población en general ya existentes en los

municipios. En este sentido, una importante iniciativa de este organismo ha sido la

redacción de reglamentos lingüísticos-tipo que, a lo largo de los años, varios ayuntamientos
han presentado y aprobado en sus plenos.

593 La creación del CPNL y sus primeras actuaciones no fueron mancas de polémica. Por parte de la directiva
del PSC, en efecto, más de una vez se subrayó cdticamente el =esivo protagonismo que desempeñarla la

DGPL en cuanto representante de la Generalitat en los órganos dirigentes de la nueva estructura. No
obstante esta circunstancia, cabe decir que en el ámbito local, la rnayoda de los municipios,
independientemente de las fuerzas políticas que los gobernaban se sumaron finalmente a las iniciativas
impulsadas por el CPNL.
50< En 2002 integraban el CPNL 82 municipios, 37 consejos comarcales y las diputaciones provinciales de

Girona, Tarragona y Ueida. Cfr. CPNLM.mona 2002Barcelona: 2002 p.S.
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La forzada renuncia a la posibilidad de una reglamentación global y imperativa de los usos

lingüísticos de la administración local llevó a la necesidad de sellar un pacto político entre

los diferentes actores administrativos catalanes. Esta circunstancia, favoreció un proficuo
intercambio de experiencias y la valorización del importante papel normalizador que, como
se vio, la mayoría de los municipios catalanes habían estado ejerciendo a partir de 1979.

En este cuadro, parece interesante hacer dos observaciones.

La primera hace referencia a la estructura territorial que finalmente acabó adoptando el

CPNL. Los centros y las oficinas del Consorci no son ordenadamente distribuidos en el

territorio catalán. Al contrario, su presencia irregular en el. ter?torio (mucho más

consistente en las zonas donde la población es mayoritariamente castellanohablante),
denota la capacidad de Generalitat y ayuntamientos de construir una colaboración basada

sobre la idea de que más que ser una nueva estructura burocrática, el CPNL tendría que ser

una estructura flexible, que supiera adaptarse a las necesidades reales de los municipios que

pretendía asesorar.

Y, la segunda tiene como objeto los reglamentos de uso lingüístico-tipo que el CPNL, ya a

partir de 1991, propuso a los municipios. Puede resultar interesante observar, en este

sentido, que éstos fueron en su enorme mayoría aprobados por unanimidad por los plenos
municipales, circunstancia que evidencia una cierta voluntad de la mayoría de las

administraciones locales de avanzar juntas en materia de política lingüística, y que, salvo

poco significativas excepciones, la introducción sólida y definitiva del catalán como lengua
de expresión normal de los municipios, fue asumida por la extrema mayoría de los grupos

políticos (como mínimo en el ámbito local) como una exigencia significativa y ampliamente

compartida.

Después de la parálisis originada por el recurso presentado por el consejo de ministros en

1985 en contra de la� de Funcionarios, la situación para el conjunto de las administraciones

operantes en Catalunya, empezó parcialmente a modificarse a principio de la década de los

90.

En julio de 1990, el gobierno catalán aprobaba finalmente un Jiecret0595 sobre el

Reglamento del Personal al Servicio de la Administración Local. El articulo 67 de la nueva

norma, establecía que en los procesos de selección del personal se contemplaría una prueba
de lengua catalana.596

50' Decreto 214/1990, de 30 de julio. DOGC núm.1348, de 28 de septiembre y DOGC núm.I402, de 4 de

febrero de 1991.
'06 La nonnativa se aplicarla a todos los funcionarios salvo los pertenecientes a cuerpos de habilitación estatal,
como los secretarios municipales.
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La dificultad de la prueba se modularía sobre la base del tipo de funciones que el futuro

funcionario tendría que desarrollar y podia ser eliminatoria sólo en el caso en que, de

acuerdo con la naturaleza de las funciones de las plazas objeto de la convocatoria, la

exigencia del conocimiento fuera necesaria para garantizar los derechos de los

administrados contenidos en la LNLC.

En otras palabras, si la Generalitat parecía acatar las directrices expresadas por el Tribunal

Constitucional en mérito a la necesidad de tener en cuenta los criterios de proporcionalidad

y racionalidad a la hora de establecer una norma que exigiera el conocimiento de la lengua

por parte de los funcionarios, por otra parte introducía explíci�ent� el concepto que tal

exigencia se hacía obligatoria y imprescindible para garantizar los derechos lingüísticos de

los ciudadanos imperativamente garantizados por la LNLC.

Y, en el mismo mes, la administración del estado también cumplía sus primeros pasos para

la introducción del catalán en sus estructuras. Con una orden del 20 de julio de 1990, se

daba finalmente cumplimiento a las previsiones normativas establecidas seis años antes a

través del ya citado art.19.1 de la Ley 30/1984, de Medidas para la Reforma de la Función

Pública.

Como ya se vio, este artículo obligaba la administración periférica del estado operante en

territorios de doble oficialidad lingüística, a dotarse de personal debidamente capacitado en

las dos lenguas.
La Orden establecía en este sentido dos obligaciones fundamentales para las

administraciones periféricas del estado: la redacción de un informe anual sobre la situación

lingüística de sus estructuras; y la confección de listas anuales en que constaran el número y

las características de las plazas para las cuales se requería el conocimiento de las dos

lenguas.
Pero el verdadero salto de calidad, sería representado por la promulgación de la STC

46/1991, que resolvía el recurso presentado por el consejo de ministros en contra del art.34

de la ley de la función pública catalana de 1985597•

El máximo tribunal finalmente fallaba a favor de la constitucionalidad del precepto

impugnado, declarando perfectamente constitucional la exigencia de una prueba de lengua

obligatoria para todo aspirante a entrar en el cuerpo de funcionarios de la Generalitat

La sentencia tendría consecuencias inmediatas sobre las convocatorias de plazas de

funcionarios de la administración autonómica, pero sin duda, sin llegar a tener el "efecto

597 Una extensiva y detallada análisis de la Sentencia es posible encontrarla en ].VERNET i LLOBET: ''El
Tribunal Constitucional axala l'exigencia de la capacitació lingüística por accedir a la funció pública de les
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multiplicador" que algunos estudiosos preconizabarr'", seria destinada a influir

indirectamente en toda la legislación en materia de lengua y función pública.
En 1992, las Cortes aprobarían finalmente la Ley de Régimen Jurídico de las

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.S99

El artículo 35 de la norma. establecía finalmente que los ciudadanos de comunidades

dotadas de doble oficialidad lingüística, tendrían el derecho de utilizar en sus relaciones con

todo tipo de administración pública la lengua que eligieran, mientras las relaciones se

verificaran dentro del territorio de dichas comunidades.

Esta previsión normativa establecía indirectatuente el principio de la primacía de los
,

derechos lingüísticos de los ciudadanos con respecto a los "derechos lingüísticos" de las

administraciones. En otras palabras, fijaba el criterio según el cual, a partir de entonces,

serían las administraciones que tendrían que trabajar en la lengua de los administrados.

La aprobación de la Ley de 1992, parece tener una vinculación directa con la sentencia del

tribunal constitucional de 1991. A partir de aquel pronunciamiento, y independientemente
de la implementación concreta de las normas dictadas a partir de entonces, lo que parece

haber cambíado es la misma interpretación jurisprudencia! en materia de derechos

lingüísticos.
Si hasta 1991 se había reconocido genéricamente la necesidad de que las administraciones

en su conjunto poseyeran los recursos humanos y materiales para atender la población en

cualquiera de las lenguas oficiales, a partir de 1991, la atención se concentró más

específicamente en los ciudadanos y en la plenitud de sus derechos lingüísticos. Siguiendo
esta interpretación, la exigencia del conocimiento de la lengua propía de la comunidad no

se configuraba ya como un obstáculo a la igualdad de todos los españoles en el acceso a la

función pública, sino como un medio imprescindible para garantizar los derechos de los

ciudadanos y la eficacia de la administración.

Con todo, el cambio ideológico y jurisprudencia! anticipado por las medidas de 1990,

explicitado por la sentencia del TC de 1991 y consagrado por la aprobación de la normativa

de 1992, si llegará a producir efectos normativos de una cierta siguificación relativamente

tápidos, se tendrán que esperar todavía algunos años fJ de hecho tatupoco se puede hablar
de un progreso lineal) para que la implementación de las nuevas norma repercutiera en la

realidad de las relaciones entre administración y administrados.

cotnunitats autóaomes amb dues llengües oficials. Ccmentari a la STC 46/1991, de 28 de febrer" en R4uista '"

Ikhgtla i drtt (1992) nÚtn.17 págs. 87-98.
�. Véase J. VERNET i LLOBET: ''El Tribunal Constitucional avala ¡'exigencia de la capacitació
lingüística.r cit p.90.599 Se trata de la Ley 20/1992, de 26 de noviembre. B.O.E. núm.285, de 27 de noviembre de 1992.
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Otra vez será imprescindible volver a analizar la situación diferenciando claramente entre

las diferentes administraciones.

En abril de 1993, las Cortes aprobaban finalmente una modificación de la Ley de Bases de

Régimen Local600 que iba en el sentido indicado por e! antiguo recurso presentado ocho

años antes por las instituciones gallegas y catalanas: a partir de entonces se establecia que e!

conocimiento de la lengua propia constituirla un mérito específico por valorarse dentro de

la normativa establecida en la comunidad autónoma.'o! Iba cayendo así poco a poco la

última reserva y se recomponía la unidad lingüística de la administración pública catalana

individuada diez años antes por la LNLC. El camino había sido 1aJ;go, Ileno de obstáculos y

había obligado la Generalitat a una estrategia que había combinado recursos al máximo

tribunal, fragmentación normativa y acuerdo político.
y en 1994, el Parlament de Catalunya aprobaba finalmente una nueva Lry de FHncionarios,

que recogía los grandes cambios normativos y jurisprudenciales ocurridos a partir de 1985 y

finalmente ensanchaba su ámbito de aplicación a la administración 10cal602, así como los

promotores de la ley de nueve años antes habían querido y las circunstancia políticas de

entonces habían impedido.
Así que en e! caso de la administración local y autonómica, se puede decir que a la mitad de

los años noventa ya se encontraban substancialmente definidos (y incluso rarificados por e!

TC) los fundamentos normativos que garantizaban una presencia sólida de! catalán, sea por
lo que atañía los usos lingüísticos internos y externos de las distintas corporaciones, sea,
como se vio, por lo referente a los mecanismos de selección y formación del personal
Además, no se tiene que olvidar que la administración autonómica y, en gran parte,

también local (si se exceptúa e! caso de los secretarios municipales de habilitación estatal) se

componía fundamentalmente de ciudadanos catalanes que, así como e! conjunto de la

población catalana, ostentaban una cada vez mayor competencia lingüística en catalán.

En síntesis, por un lado e! ingente trabajo de formación lingüística llevado a' cabo por la

EAPC y por organismos como e! CPNL con respecto a los funcionarios transferidos de la

administración central a la Generalitat o procedente de la administración local de! régimen

... Ley 10/1993, de 21 de abril, de modificación del Régimen de Puestos de Trabajo reservados a

funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter general. B.O.E del 22 de abril. En

concreto, se trata de la modificación del art.99.
601 La Generalitat dará cwnplimiento a la ley 10/1993 a través del Decreto 14/1994, de 8 de febrero. DOGC
núm.1859, del 11 de febrero, que establecía además el derecho por la Genemtat a emprender acciones
administrativas en contra de las cotporaciones municipales que no incluyeran la exigencia de conocimiento de
la lengua en sus convocatorias. La normativa será definitivamente perfeccionada a través del Decreto

161/2002 (de 11 de junio) que modificaba en parte el anterior especificando la exigencia del certificado de

suficiencia (Nivel e de la Junta Permanent de Cátala) para los concursantes.
602 Llei 9/1994, de 29 de juny, de R4.forma tk la kgis/adó n/ativa a Ia.ftmdóPdbli&a tk la Genuolitat tk Cataml1Ya.
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franquista, y, por el otro, las expectativas en mérito al personal de nueva adquisición

dibujaban, a la mitad de los años 90, un horizonte que hacía esperar un sólido y continuado

aumento de la presencia efectiva de la lengua catalana en la administración local y

autonómica.

Una situación diferente se configuraba por la administración periférica del estado ya que si

bien, como se vio, a partir de 1990 se habían cumplido avances significativos, sobre todo

en términos generales, todavía no existía una regulación específica más allá de las dos

obligaciones que la normativa de 1992 había impuesto: la previsión de algunas plazas para
las cuales se contemplaba el conocimiento de la lengua catalana (como requisito o como

. .

mérito) y la redacción de un informe anual sobre el grado de implementación del uso de la

lengua propia de la comunidad.

Si se mira a los datos que la misma administración periférica del estado proporcionaba a

través de sus informes anuales, se puede afirmar que la falta de una regulación específica y
el retraso con el cual se empezó a introducir medidas para romper con el monolingüismo
de la administración periférica del estado hacía muy dificil traducir en realidad el criterio,

solemnemente afirmado a partir de 1992, según el cual sería la administración que trabajaría
en la lengua de los administrados.

En 1995, sólo un 15,7% de los empleados públicos al servicio de la administración

periférica del estado entendía, leía y podía escribir en catalán, un 9% declaraba poderlo
hablar y entender con seguridad y mientras que un 7,7% lo entendía con dificultad y un

4,9% declaraba no entenderlo.

Y, pasando de la situación de los recursos humanos a la situación de los recursos

materiales, la situación no varíaba mucho: el 50,7% de la rotulación era bilingüe, frente a un

41,8% en castellano y sólo un 7% en catalán; el 67% de los impresos eran en castellano,

frente a un 25,7% bilingüe y a un 6,9% en catalán; el 73,8% de los documentos

informatizados eran en castellano frente a un 26,8% en catalán""'.

Estas cifras delataban el gran retraso que había comportado una cierta política

obstruccio�ta que había inspirado el famoso recurso en contra de la normativa de 1985 Y

que se había prolongado como mínimo hasta el principio de los años 90.

Mientras los efectos de las políticas lingüísticas de la Generalitat empezaban a producir los

primeros frutos, registrando un avance generalizado del conocimiento (que no

necesariamente del uso) de la lengua catalana entre la población y una progresiva

"" DELEGACIÓN DEL GOBIERNO EN CATALUlSlA: AdHacionu parrz la implantación tk la ""g1la ofldal
PtopÚl en la Administrarión PtrijlriGa tklEs/atJ. en CataÚlña. Año 1995. Barcelona: 1996 p.2. Archivo del Centre de

Sociolingüística, Barcelona.
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aceptación masiva de! catalán como lengua normal de los poderes y de los servicios

públicos, la administración del estado no disponía de los recursos humanos y materiales

para enfrentarse a la nueva situación. Es más, se podía apreciar, por parte de los

funcionarios estatales radicados en Catalunya una cierta actitud negativa a considerar el

conocimiento de la lengua como un requisito para ejercer la profesión; al contrario se le

valoraba positivamente sólo en la medida en que se configurara como un mérito entre

otros.604

El retraso de la administración central se sustanciaba entonces, a Ia mitad de los años 90, en

un retraso material, como demostrado por las cifras que la mis� ,dministración hacia

públicas, pero sobre todo en un retraso político, debido a la falta de voluntad de romper

dinámicas y inercias que si en e! plan legal con las normas aprobadas entre 1990 y 1994 se

habían empezado a contrastar, en la práctica, mostraban todavía toda su fuerza.

Será posiblemente esta circunstancia la que hará que los esfuerzos realizados por la

administración periférica de! estado en Catalunya, que en algún caso fueron considerables

(como en e! caso de la formación de los funcionarios),60s perdieran buena parte de su

eficacia potencial, configurándose como actuaciones aisladas, sin un proyecto político de

amplio respiro capaz de valorizarlas.

En este cuadro, vale la pena hacer una breve referencia al proceso de introducción de la

lengua catalana en la administración de la justicia.
Como ya se ha evidenciado en otra parte de este trabajo, e! problema de la competencia

lingüística de los funcionarios de justicia, de los jueces y de los magistrados que prestaban y

prestan su servicio en territorio catalán fue largamente discutido en los trámites que

llevaron a la aprobación de! estatuto de autonomía. Finalmente, en el texto definitivo de!

estatuto, e! conocimiento de la lengua, a diferencia de la especialización en derecho propio
catalán, no fue contemplado ni siquiera como merito preferente en e! acceso a las plazas de

juez ymagistrado en Catalunya.606
La LNLC había indirectamente abierto otra vez la cuestión al establecer explícitamente e!

derecho de los ciudadanos de relacionarse con la administración de justicia en cualquiera de

las dos lenguas oficiales. en

... DELEGACiÓN DEL GOBIERNO EN CATALUJ51A: AdlladonlS para la implantadó1I d. la "nguo oficial
propia In la Administradón.•• Ibid.
60S Entre 1990 y 1995, la Delegación del Gobierno ea Cataluña organizó, en colaboración con la Escala
d'Aclministració Pública de la Generalitat de Catalunya, un total de 455 cursos para los funcionarios estatales
radicados en el Principal. Véase DELEGACIÓN DEL GOBIERNO EN CATALUJ5IA: AdNatio1lls paro la

implantación d, la ""gua oficialpropia In la Administración•••cit. p.3.
606 Véase art.23 Estatut d'Autonomia de Catalunya de 1979.
WI Véase art.9 J.j,¡ tÚ nOf11lalitzadó lingiiútica a Catalutga, BOPC núm.131, 14 de abril de 1983.
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Esta circunstancia creaba una cierta contradicción, ya que si por un lado se afirmaba el

derecho de los ciudadanos a expresarse en las dos lenguas oficiales en los trámites

judiciales, por el otro, no existían, en la normativa estatal, disposiciones orientadas a hacer

efectivo este derecho.

La Ley Orgánica del Poder Judicial aprobada en 1985608, no acabarla de resolver del todo

esta contradicción, sino que al contrario, provocarla un recurso de inconstitucionalidad

presentado por las máximas instituciones gallegas, vascas y catalanas.

La situación empezarla a cambiar, aunque casi imperceptiblemente, después de 1990,

cuando el Tribunal Constitucional dictó sentencia.609

Las instituciones autonómicas habían considerado inconstitucionales un gran número de

artículos y mantenían que la normativa consagraba el castellano como única lengua oficial

de los procedimientos judiciales, relegando las lenguas propias a una oficialidad marginal y

que atribuía a la administración del estado la facultad de decidir el peso de la competencia

lingüística en los concursos de acceso a plazas de juez, magistrado, y funcionario de justicia
en las Comunidades autónomas con lengua propia, considerando además que la ley
resultaba finalmente lesiva de sus competencias en materia de administración de justicia'IO.
La sentencia, por lo menos en parte, dio la razón a los recurrentes y abrió el camino a una

reforma de la ley que fue aprobada cuatro años después'" y introducía substancialmente

dos novedades.

En primer lugar, el conocimiento de la lengua y del derecho catalán constituiría

definitivamente un mérito (entre otros) para la provisión de todas las plazas en la

administración de justicia, incluidas las plazas de juez y magistrad06l2•
Y, en segundo lugar, si bien según el art.231 el castellano seguía siendo la lengua oficial de

la justicia, a la cual se tenía que recorrer obligatoriamente en el momento en que una de las

dos partes manifestara esta exigencia, se establecía el principio según el cual toda

documentación presentada en la lengua cooficial con el castellano tendría plena validez y se

establecía que las traducciones necesarias se realizarían de oficio'I'.

""Ley Orgánica 6/1985, de 1de julio, del PoderJudicial. B.O.E. nÚln 157, de 2 de julio de 1985 .

." Se trata de la STC 56/1990, de 29 de marzo, en particular del FJ 46°. B.O.E núm.107, de 4 de mayo de
1990.
610 Los artículos recurridos eran más de 80.
611 Se trata de la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre, de Reforma de la LOPJ. B.O.E. nÚln 268, de 9 de

noviembre de 1994.
61' Art.313.2.g) Y 431.2.1) de la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre, de Reforma de la LOPJ. B.O.E.
nÚtn 268, de 9 de noviembre de 1994.
61' Art.231.4 de la Ley Orgánica 16/1994, de 8 de noviembre, de Reforma de la LOPJ. B.O.E. núm 268, de 9
de noviembre de 1994.
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De hecho, ya antes de la promulgación de la reforma de la LOPJ, justo después de la

sentencia de 1990, la Generalitat había vuelto a tomar la iniciativa y en abril de 1991 había

signado un acuerdo de cooperación'Vcon el Consejo General del Poder Judicial en el cual

se empeñaba a proporcionar toda una serie de servicios de asesoramiento lingüístico para

facilitar el uso de la lengua catalana en los trámites judiciales. El acuerdo llevó a la dotación

de cinco equipos de "dinam.izadores lingüísticos" que realizaron su trabajo en varios

tribunales obteniendo resultados relativamente satisfactorios".

Así que incluso después de la aprobación de la reforma de la LOPJ, los avances hacia la

ruptura del monolingüísmo en la administración de justicia resultaban haber sido lentos y

de menor significación.

Resumiendo, después de los primeros quince años de vigencia del estatuto de autonomía la

administración local y la administración autonómica disponían de los instrumentos legales y
materiales para poder garantizar plenamente el uso de ambas lenguas en las relaciones con

los administrados. Al contrario, la administración periférica del estado y, todavía más, la

administración de justicia movían - y en buena parte se puede decir que todavía muevan -,

sus primeros pequeños pasos hacia esta dirección.

Se verá corno, al momento de iniciar los trámites para la redacción de una norma que

sustituyera la LNLC, los partidos catalanes y la Generalitat, intentarán retornar la iniciativa

con relación a esta importante asignatura pendiente.

5.4.3 Medios de Comunicación

En las sociedades contemporáneas, la importancia de los medios de comunicación de

masas - y en particular de la televisión - cotuo instrumentos de normalización lingüística, es

incuestionable. Junto a la enseñanza, los medios desatrollan una importante función de

divulgación y estandardización de la lengua.
Esta consideración es todavía más válida en un caso corno el catalán, donde la proscripción
del uso público de la lengua durante largos periodos ha determinado un doble fenómeno:

por un lado una cierta falta de conocimiento de la lengua del país, sufrida tanto por los

ciudadanos procedentes de otras zonas de la península corno por los mismos autóctonos

614 ProfMtJlo '" Bampa", A""mIos '" Cooptrarión In maI4ria '" Administradón '" J1ISIida mtrl ,1 Consifo G",,,,,I "'1
PotkrJlldkialy lo G",mzlitaf '" CataIu'!Y0' 16 de abril de 1991. Archivo de! Centre de Sociolingüística, Barcelona.
6t5 La experiencia de la integración de- "dinamizadores lingüísticos" se realizó, a lo largo de 1992, en ocho

juzgados de! territorio catalán. Según datos de la DGPL, en los juzgados interesados por e! programa piloto,
e! porcentaje de actos realizados en lengua catalana ascendió al 78%. Véase la intervención de Miquel Reniu,
director general de la DGPL en e! marco de la S"Mn InJof11lativa "'" ,1 Consg". '" c"hlltrl som ,1 balan" lit
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(sobre todo con referencia a la lengua escrita), y, por el otro, la imposibilidad de disponer
de un modelo lingüístico estandardizado y actualizado fuera de los ámbitos de alta cultura,
al abasto de la mayoría de la población.
La instauración de la dictadura franquista había significado la práctica desaparición de la

lengua catalana de los medios de comunicación en una coyuntura histórica en que éstos

últimos, sobre todo a partir del coruienzo de las eruisiones televisivas a finales de los años

50, habían empezado a convertirse en un fenómeno cada vez más masivo y penetrante.

Por lo que se refiere a la prensa legal o tolerada - dejando al.margen las publicaciones
clandestinas y las revistas de carácter político-cultural -, será sólo a partir de los años

,
'

sesenta que la lengua catalana reaparecerá timidamente en las páginas de algunas revistas,

normalmente de carácter comarcal"'. Después de la aprobación de la Ley de Prensa, en

1966:17 que abolía la censura preventiva, estos tipos de iniciativas incrementaron su

presencia en paralelo con las crecientes reivindicaciones lingüísticas y democráticas de la

sociedad. Pero a pesar de la incuestionable importancia de algunas de estas publicaciones, y
después de la discutida y breve operación econóruico-editorial de Tele/Estel a finales de los

años 60"., se tendrá que esperar hasta 1976 para ver el nacimiento de un diario

integralmente en lengua catalana, el AVUI, que hoy en día sigue representando la

propuesta editorial diaria en catalán más longeva de los últimos cincuenta años.

Por lo que se refiere a la radio, después de la instauración del régimen se tendrá que esperar

muchísimos años para poder escuchar otra vez una programación en catalán. Y fue

también por la iniciativa de algunas realidades locales, que, a partir de los años '60 fue

posible el nacimiento de pequeñas eruisoras de carácter municipal y comarcal El

fenómeno, a lo largo de los años setenta experimentó un crecimiento espectacular,
substancia1mente inédito en el resto del territorio del estado.

El caso de la televisión finalmente, merece una mención particular. Las escasas eruisiones

en catalán de la cadena estatal habían empezado en 1964, cuando después de la

construcción de los nuevos estudios de TVE en Prado del Rey en Madrid, la gran parte de

la producción televisiva orientada a todo el estado habia vuelto a producirse en la capital
española después de unos primeros años en .que el complejo barcelonés de TVE de

Miramar habia proporcionado varias producciones para la red estatal La centralización que

apliea¿ún '" la LNLC, ,/ "',arroUo '.foctit!o '" la l..o!J '" M1I14osy laJm!J'cci6n txterior'" la "nguay '" la C1IItmrt <tttalana,
DSPC nÚJn.64, serie e, 11 de marzo de 1993, p.1462 Y ss.

'lO Véase AA.VV.: Tt"/Esf4�Amll, Orij1anta, Cani§1 j Pns'ncia. ane futJism cafalan.unlrr la dicfad«ro j la transi¿ó

Diputació De Barcelona, Barcelona: 1989.
617 Ley 14/1966, más conocida come Ley Fraga.
'" Véase]. FAUÚ: "Tele/Estel (1966-1970). História d'una frustració" en: AA.VV.: T,I,/Esf41, Am»,
Oriflama, Canigó•••cit págs. 9-32.
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había comportado la construcción de Prado del Rey había relegado en un segundo término

la importancia de Miramar y había comportado el desplazamiento de sus producciones en

la segunda cadena y la creación de un minicircuito catalano-balear en el cual se empezarán a

introducir, de manera residual y en horarios de poca audiencia algunos programas en lengua
catalana.

De hecho, se trataba de una presencia absolutamente minoritaria (hasta 1972 se emitieron

una mediana de dos horas mensuales en catalán), pero la construcción de este minicircuito

favoreció, sobre todo en los primeros años de la transición una cierta especialización de

TVE Barcelona en la producción de programas en catalán, que en la etapa 1973-1978
, .

llegaron hasta las 12 horas semanales, contando también con la emisión diaria de un

noticiario en lengua catalana y constituyendo de hecho una especie de minipogramación. Los

años de mayor esplendor del minicirruilo fueron también los años de mayor tensión

reivindicativa (en la sociedad en general y también en los operadores del mundo de la

comunicación) a favor de la construcción de un espacio comunicativo en catalán. En esta

fase, la experiencia de Miramar en los años setenta representó, en alguna medida, el

instrumento más valioso para la extensión del uso de la lengua catalana en los grandes
medios de comunicación"'".

Al principio de la transición, entonces, si bien se habían .hecho
.
algunos pasos significativos

por el aumento de la oferta de informaciones en lengua catalana, fruto de la determinación

y de la voluntad de algunos sujetos privados y de la capacidad y concienciación lingüística
de algunos dirigentes y de los trabajadores de TVE Catalunya, la presencia de la lengua
catalana en los medios de comunicación de masas era enormemente reducida y la

reivindicación de su incremento fue asumida profundamente en primer lugar por las

instancias unitarias de la oposición catalana (en las cuales, con respecto a estos ternas

jugaron un papel determinante las organizaciones de los periodistas) y en un segundo
momento por las fuerzas políticas.
La Constitución Española de 1978, dedicaba finalmente dos artículos a los medios de

comunicación: el 20, a través del cual se regula el derecho de expresión; y el 149.1.27 que

atribuye las competencias legislativas básicas en materia de medios de comunicación al

estado.

Según el art.20, el estado español reconoce el derecho a genérico a "expresar y difundir

libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier
otro medio de reproducción" y en su punto tercero establece que "la ley regulará la

.,. Sobre este punto, véase x.GIRÓ: ConJlims IÚ úkvid6 a CataIN'!JII, Diputació de Barcelona, Barcelona:1991.
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organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social dependientes
del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los

grupos sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las

diversas lenguas de España":" Con el arto 149.1.27 el estado se reservaba la competencia
exclusiva de establecer las "normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en

general, de todos los medios de comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en

su desarrollo y ejecución correspondan a las Comunidades Autónomas"·2I.

El dictado constitucional dibujaba un cuadro normativo en un cierto modo construido en

tres niveles. En primer lugar, el estado asumía la exigencia del pluralismo tanto político
, .

como lingüístico en los medios de comunicación de él dependientes. En segundo lugar, a

través de la expresión "cualquier ente público" contenida en el art.20.3, vislumbraba la

posibilidad de la construcción de medios de comunicación públicos pero no

necesariamente estatales, abriendo toda una serie de posibilidades para los entes territoriales

y, en especial modo, para las comunidades autónomas. Y, en tercer lugar, se atribuía una

competencia legislativa básica en la regulación de todos los medios de comunicación, tanto

privados como públicos, que de hecho posponía cualquier iniciativa de los futuros poderes
autonómicos a la aprobación de una normativa estatal de carácter general.
En el momento de redactar el estatuto de autonomia, éstos eran los condicionantes con los

cuales se encontraron los parlamentarios catalanes a la. hora de abordar el tema de los

medios de comunicación. En general, no obstante se verificaron en un segundo momento

algunas diferencias de matices entre las fuerzas políticas, se puede afirmar que el criterio

general y compartido de los parlamentarios reunidos a Sau fue lo de intentar aprovechar al

máximo los espacios concedidos por el dictado constitucional.

Así el art.16 del Estatuto, en tres párrafos, establecía que correspondía a la Generalitat el

desarrollo legislativo de las normas básicas del Estado con referencia a todos los medios de

comunicación y que el nuevo poder autonómico podía "regular, crear i mantenir la seva

propia televisió, radio i prernsa i, en general, tots eIs mitjans de comunicació social per a

I'acompliment deis seus fins".622 En el caso de la televisión pero, tal facultad se reducía,

mediante lo dispuesto en la disposición transitoria octava, a la posibilidad de concesión de

un tercer canal de titularidad estatal, y, en todo caso, así como dispuesto por el art.16.1,

según unas normas generales de un futuro Estatuto de la Radio y de la Televisión aprobado

por las Cortes. Pero, por otra parte, mientras no se cumplieran todos los pasos legislativos

'"' Art.20 Constil1Jr:i6n Española th 1978.
621 Art.149.1.27 Constil1Jr:ión Española th 1978.
'" Estatut d'Autonotnia de Catalunya, art.16
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para la puesta en marcha del nuevo canal autonómico, la norma transitoria establecía que

RTVE se comprometería a articular a través de su organización en Catalunya un régimen
transitorio de programación específica paxa el territorio catalán, que la televisión del estado

emitiría a través de la segunda cadena.

No es evidentemente una casualidad que las normas relativas al medio televisivo revelaran

un grado de concreción más elevado con respecto a las relativas a los otros medios de

comunicación. La importancia y la potencia de la televisión como medio estratégico no sólo

para la normalización lingüística, sino también como instrumento. de transmisión cultural y,

en el caso catalán, de transmisión de una cultuta diferenciada, unida a la constatación de las
. .

naturales limitaciones de los espacios disponibles en el éter, llevaron a una laxga y compleja

negociación. Ésta finalmente desembocó en un acuerdo construido sobre la aceptación por

parte de los representantes catalanes de la titularidad estatal del nuevo canal autonómico a

cambio de un compromiso formal por parte del estado a garantizar una programación

específica en sus cadenas en el período de transición, hasta que se dieran las condiciones

para el nacimiento de la televisión autonómica y a una aprobación rápida de las normas

generales en materia de radiotelevisión.

Pocos meses después de la aprobación del Estatut, en enero de 1980, las Cortes aprobaban
finalmente el nuevo Estatuto de la Radio y de la Televisión. La nueva ley establecía que ''la

radiodifusión y la televisión son servicios públicos esenciales cuya titularidad corresponde
al Estado""', pero que "el Gobierno podrá conceder a las Comunidades Autónomas,

previa autorización por Ley de las Cortes Generales, la gestión directa de un canal de

televisión de titularidad estatal que se cree específicamente para el ámbito territorial de cada

Comunidad Autónoma'''''. Además establecía que un nuevo organismo, creado con ley
autonómica, del todo similar al nuevo Ente Público RTVE seria responsable de este nuevo

canal

La nueva normativa, no sólo introducía la posibilidad de la construcción de un tercer canal

y ordenaba importantes cambios en el sentido de la incorporación de los principios
constitucionales a los medios de comunicación - entre ellos, el respeto y la protección de la

pluralidad lingüística del Estado -, sino que mutaba sensiblemente la estructuta funcional

del ente radiotelevisivo público estatal

Desde el final de la guerra civil hasta el principio de los años setenta la radio y

sucesivamente la televisión española habían sido un servicio público directamente

controlado por la administración del estado. Hasta 1951, la Dirección General de

62l Ley 4/1980, de 10 de enero, art.l.2
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Radiodifusión había dependido del Ministerio de Gobernación y, a partir de 1952, ésta

había pasado a depender del recién creado Ministerio de Información y Turismo. La década

de los 60 y la introducción del servicio de televisión cambiaría parcialmente la situación. Un

decreto de 1960625 creaba la Dirección Genera! de Radiodifusión y Televisión, y de hecho,
favorecia una especialización de funciones que, aunque de manera casi imperceptible,
limitaba los poderes del ministro.626 Pero fue en 1973 cuando se produjeron los cambios

más significativos. En el octubre de aquel año se aprobaba un decreto que establecía la

creación de un servicio público centralizado denominado Radiotelevisión Española

(RTVE) a! cual venía encomendada toda la gestión del servicio, de .radiodífusión y que,

finalmente, podía contar con una cierta autonomía financiera y administrativa.

El camino hacía una autonomía cada vez mayor de la radio y de la televisión con respecto a

las estructuras de la administración central, sufrirá una aceleración decisiva en 1977, cuando

la supresión a finales de año del Ministerio de Información y Turismo y el pasaje de las

competencias de Radio y Televisión a! Ministerio de Cultura obligaron el gobierno estatal a

una nueva estructuración funcional del ente radiotelevisivo. RTVE se convertía

definitivamente en un organismo autónomo de carácter comercial, adscrito pero no

encuadrado en el Ministerio de Cultura. Contemporáneamente, un decreto del noviembre

de 1977 convocaba la constitución de un Consejo Rector Provisional de RTVE, formado

por 36 miembros, la mitad de los cuales nombrados por el gobierno y la otra mitad

designados por los diferentes grupos políticos que tenía el cometido de redactar y presentar
en las Cortes un nuevo Estatuto Jurldico de la Radio y de la Televisión.

La normativa de 1980 declaraba finalmente RTVE entidad de derecho público, con

personalidad jurídica propia, y le atribuía las competencias del estado sobre radiodifusión y

televisión. Cambíaba también sensiblemente la estructura dirigente y"administrativa del ente

radio televisivo estatal, que pasaba a regirse sobre la base de tres órganos: el Director

General, máximo exponente del ente; el Consejo de Administración y un Consejo Asesor

para cada una de las tres sociedades que gestionaban los servicios públicos de radio y

televisión, o sea RNE, RCE yTVE.

ElDirector General se configuraba como el órgano ejecutivo del ente a! cual correspondían
las funciones de dirección y funcionamiento del mismo y también de las sociedades que lo

componían. Además éste supervisaría la programación y sería responsable de la redacción

de los presupuestos anuales. El cargo sería nombrado por el gobierno, después de escuchar

'" Ibid. art.2.2
'" Decreto 2460/1960, de 29 de diciembre.
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la opinión del Consejo de Administración, con un mandato de cuatro años y con la

posibilidad de ser cesado sólo por imposibilidad física, incompetencia o delito doloso.627 En

definitiva, el poder del Director General, de hecho, era limitado, según la ley, sólo por las

atribuciones del Consejo de Administración.

Este nuevo órgano seria integrado por el Director General del ente y 12 miembros

nombrados por una legislatura, la mitad por el Congreso y la mitad por el Senado, por

mayoria cualificada. La presidencia seria rotatoria y entre sus funciones destacaban la

emisión de una opinión formal preventiva sobre el nombramiento del Director General, la

recepción de la notificación previa de nombramiento y cesación de los directores de las tres

sociedades, la aprobación del plan y de la memoria de actividades anual, la redacción del

anteproyecto de presupuesto del ente, la redacción de las normas que regularían la emisión

de publicidad y la fijación del porcentaje de emisión de producción propia.
Los consejos Asesores de RNE, RCE y TVE representarian el tercer órgano mediante el

cual se estructuraba el nuevo ente RTVE. El Consejo Asesor de cada sociedad tendría una

función consultiva y estaría integrado por veinte miembros nombrados en partes iguales

por el gobierno, las comunidades autónomas, el Instituto de España, y los trabajadores del

ente.

Pero la nueva normativa preveía también - y quizás esta sea la novedad de más calado - la

estructuración territorial de RTVE. Según el art.14, en cada comunidad autónoma, el mayor

responsable de RTVE seria un delegado territorial nombrado por el Director General

después de haber escuchado la opinión de unos Consejos Asesores nombrados por los

futuros parlamentos autonómicos.

La aprobación del Estatuto de la Radio y de la Televisión trasladaba entonces, al menos en

parte, la iniciativa a los legisladores autonómicos. La reacción catalana no se hizo esperar y,

en junio de 1981, el Parlament aprobaba por unanimidad la ley reguladora del Consejo
Asesor de RTVE en Catalunya.
La celeridad y el consenso con el cual el sistema político catalán había cumplido el primer

paso para la estructuración de una programación catalana de RTVE que asegurara un

aumento considerable de la lengua Y de la cultura autóctonas en la programación
radiotelevisiva en el inevitable periodo de transición en vista de la construcción del tercer

canal, se vio sólo tímidamente correspondida por la acción del gobierno central y de los

nuevos dirigentes de RTVE. Mientras un recurso de inconstitucionalidad presentado por el

626 Sobre este punto, véase M.COROMINES y M.ILlNÉS: La flllvidó a CataINl[Ya Els llibres de la Frontera,

S.Cugat del Valles: 1988, p.55
6-"Ley 4/1980, de 10 de enero, art:.12.
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gobierno central en contra de la Ley Reguladora del Consejo Asesor de RTVE en

Catalunya628 paralizaria su constitución durante más de un año, una vez dictada la sentencia

y modificada la ley, todavía se tuvo que espetar años para el nombramiento del delegado
territorial de RTVE en Catalunya. Y, sobre todo, si bien seguian aumentando el número de

horas emitidas por RTVE en catalán, llegando, entre 1981 y 1982, a las 19 horas semanales,
de hecho no se dieron señales de una voluntad clara de estructurat la "programación
específica" solemnemente anunciada en la Disposición Transitoria Octava del Estatut. El

inmovilismo demostrado por la dirección de RTVE produjo, en este sentido, una cierta

reacción de los mismos periodistas y trabajadores de RTVE-Cata!-unxa que presentaron, a

finales de 1980 un documento reivindicativo titulado Informe par a una felevisió nacional

cataÚlna.629

En el caso de la radio, la actitud de RTVE había sido más disponible ya que RNE a partir
de finales de 1980, había empezado a través de su emisora Radi0-4 una programación para

el Principado, integralmente en catalán.

Así, con una cierta preocupación con respecto a la disponibilidad de RTVE a ampliar la
autonomía de su delegación catalana, preocupación destinada a aumentar en el momento

en que, en octubre de 1982 los socialistas se harían con el gobierno estatal y José Maria

Calmo fue nombrado director general del ente público, la Generalitat optó por forzar los

tiempos y empezar los trámites legislativos y técnicos para el nacimiento del ente

radiotdevisivo autonómico.

A finales de 1981, el Parlament de Catalunya ya había aprobado por unanimidad el texto de

una proposición de ley sobre el tercer canal por presentar a las Cortes Generales. El texto,

mientras proporcionaba criterios de abasto general sobre el funcionamiento de las cadenas

autonómicas y en mérito a sus relaciones con RTVE, contenia una disposición específica

que autorizaba la Generalitat a crear la infraestructura técnica de un canal de televisión de

titularidad estatal, gestionado por el gobierno autonómico. Se preveía también la creación

'" El abogado de! Estado estimó reenviar al control de! Tribunal Constitucional los artIculos 1.2; 2, 3, 4, 5, 6,
9, 10 Y 11, prácticamente todos los artIculos de la ley aduciendo que se producían, en e! texto aprobado por e!
Parlament de Catalunya, entre otras cosas, demasiadas reiteraciones y que las competencias perfiladas por e!
Consell Asesor por e! texto invadían competencias de! estado (como en e! caso de la "propuesta" y no ya e!

simple pape! consultivo en la determinsción de la programación). Además se contestaba la explicitación de la

promoción de la lengua y de la cultura catalana entre los objetivos de! nuevo órgano, aduciendo que dichos

objetivos ya eran contemplados por la Constitución, e! Estatut y e! Estatuto de la Radio y de la Televisión.
Finalmente el tribunal detectó elementos de inconstitucionalidad en los artIculos 2, 3 c), e) y D; y 6.1. De

hecho, en la nueva ley aprobada por unanimidad por el Parlament en abril de 1982 e! único cambio sustancial
con respecto al texto anterior fue la vuelta de la promoción de la lengua Y de la cultura catalana en los

preceptos generales, derivados por la Constitución, e! Estatut y el Estatuto de la Radio y de la Televisión.
Véase STC 10/1982, de 23 de marzo de 1982, B.O.E núm.95, de 21 de abril de 1982, y Llei 5/1982, de 6 de

lnayo, de Reforma de la Llei reguladora del Consell Assessor de RTVE a Catalunya.
." Véase M. COROMINES y M. LLINÉS: La lt/nJiJió••.cit p.75.
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de una Comisión Mixta formada por miembros de la administración autonómica y estatal

para determinar la dotación económica necesaria a la financiación del proyecto (así como,

por otra parte había sido dispuesto por la Disposición Transitoria octava del EAC), la

atribución de la frecuencia para la cobertura de todo el territorio, la posibilidad de

establecer convenios con RTVE para la interconexión, el sistema de utilización y

mantenimiento de la infraestructura de la red de enlaces y las condiciones para la recepción
de las noticias y de las imágenes procedentes del circuito internacional.

El proyecto no fue discutido hasta el final de la legislatura y llegarla a la atención de las

Cortes sólo en el momento en que, en 1983, el gobierno socialista presentó su proyecto de
. .

ley para la regulación de los terceros canales.

Pero paralelamente a la iniciativa del Parlament, en enero de 1982 el Departament de

Cultura, dirigido por Max Cahner, encomendaba a la Dirección General de Medios de

Comunicación, bajo la responsabilidad de Agustí Fané, un estudio de factibilidad de una

nueva cadena de televisión. El trabajo de la DG de Medios de Comunicación, llevado a

cabo gracias también a la colaboración de la empresa de ingeniería de las

telecomunicaciones CAST, terminó en el abril de 1982. Poco después el Departament
comisionaba un verdadero anteproyecto de tercer canal y meses más tarde, siguiendo el

ejemplo de la experiencia de la autonomía vasca, la responsabilidad de concretar el

proyecto pasaba del Departament de Cultura al de Presidencia, a través de la constitución

de Dirección General de Régimen Jurídico de Radio y Televisión.

La nueva dirección General, regida por Jaume Casajoana, nombró Alfons Quintá,

prestigioso y discutido630 corresponsal de El Pafs, responsable del proyecto del tercer canal

... Alfons Quinta, en los años en que había ejercido de corresponsal de ElPaú en Barcelona, había destacado

por demostrarse extremadamente critico con la figura de Jordi Pujo!, sobre todo en mérito a! caso de Banca
Catalana. Fue por esta circunstancia que su nombramiento despertó no pocas sotpresas, al punto que incluso
hubo voces que insinuaron que la elección de la CCRTV se debió a la voluntad de "desactivar" las amenazas

representadas por informaciones comprometedoras supuestamente en manos de! periodista. Sin embargo,
parece haber sido unánime entre los dirigentes políticos y de la CCRTV e! juicio sobre Quinta. Si bien se le ha
reconocido un enorme mérito en la misma concepción y en el éxito inicia! de la televisión catalana, al mismo
tiempo se ha subrayado e! carácter fuertemente polémico de su figura. En 1984, sólo un año después de!
nacimiento de TV3 Quinta abandonó e! cargo después de un largo conflicto con varios dirigentes de la
CCRTV (y en particular modo con Pere Cuxart). La acusación para Quinta era la de ejercer un extremado
protagonismo y de sobrepasar las atribuciones de su competencia. En este contexto, el 19 de enero de 1984 se

produjeron las dimisiones de Cuxart y el nombramiento de un nuevo director General, Josep Caminal,
después que, a lo largo del verano y del otoño de 1983 habían dimitido otros profesionales que hablan estado
fundamentales en la estructuración de la Te!evisió de Catalunya, como Enric Bañeres, Manue! de Sebra, y
Rosa Maria Calaf. Quince días después de la primera victoria por mayoría absoluta de CiU, a principio de

mayo de 1984, que hablan representado un éxito notable en términos de audiencia por TV3 (y por
consiguiente, por su director), Camina! dimitía a causa de unas fuertes discrepancias con Quinta en mérito a

un programa de reestructuración de TV3 que e! nuevo director general quería nevar a cabo. En esta fase

muchos periódicos abonaron la hipótesis que Quinti se transformaría en e! nuevo director general pero e!

ConseU Executiu prefirió finalmente nombrar Joan Granados. Pocos días después se produda e! definitivo
abandono de Quinta. Véase ElPaú 12 de agosto de 1983; ElPaú 5 de noviembre de 1983; ElPmMim 25 de
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de televisión, mientras que, al mismo tiempo la nueva Dirección General empezaba a

estudiar las medidas para poner orden en el congestionado mundo de las radios catalanas y

para la construcción, contextual a la de la televisión, de unas emisoras dependientes de la

Generalitat

En el otoño del mismo año, con el fin de tener cuanto antes posible todos los instrumentos

legislativos necesarios para la concreción del proyecto, el Consell Executiu de la Generalitat

presentaba en parlamento el texto de una ley de creación de la Corporació Catalana de

Radio i Televisiói", el ente radiotelevisvo público catalán.

Las iniciativas de la Dirección General de Régimen Jurídico de Radio y Televisión fueron
, .

ilustradas por sus mayores responsables en el octubre de 1982 delante de la Comisión de

Política Cultural del Parlament de Catalunya632•
Así como explicaba el Director General Casajoana en aquella sede, existía una diferencia

sustancial entre los vínculos que el Estatuto de la Radio y de la Televisión ponía para la

puesta en marcha de los dos medios. Por lo que se refiere a la radio, una vez constituido el

ente público catalán, el único trámite por realizar a Madrid - y, sin embargo se trataría de un

trámite casi formal -, era lo de la atribución de las frecuencias. El responsable del Proyecto
de Empresa Públic de Producció i Emissió de Radio, en comunicar las líneas principales del

proyecto - que preveían dos emisoras, una de carácter generalista y una más orientada a la

cultura y, en particular, a la música - anunciaba que las emisiones, salvo impedimentos de

última hora, empezarían antes del abril de 1983. Una situación totalmente diferente, en

cambio, se perfilaba para la televisión.

En primer lugar a causa de los condicionamientos políticos y normativos. Una vez

constituida la CCRTV, haría falta una ley de las Cortes que autorizara las emisiones y

sucesivamente un procedimiento administrativo del gobierno central que efectivamente

otorgara la gestión del canal. Se trataba de un trámite más largo y complejo, que implicaba
los tiempos y las dificultades propias de la superación de un íter parlamentario y no sólo

una decisión de la administración central.

noviembre de 1983; EIPaú 21 de enero de 1984; La Vanguardia 13 de tnayo de 1984; ElPaú 21 de junio de

1984; La Vanguardia 21 de junio de 1984; El Paú 26 de junio de 1984 Y x.GIRÓ: Conjlims tk ullllisió a

CalaI"'!Ya, Diputació de Barcelona, Barcelona:1991 págs.61-66 y AA.VV: 1VJ, 10 IlI!Ys CCRTV/Generalitat
de Catalunya, Barcelona: 1993 pág.20.
631 Corno vinieron a explicar en parlamento poco después los mismos responsables del proyecto, la elección
del nombre Corporació Catalana de Radio i Televisió, se debió a su similitud con el de la Britisb Broatkasting
C'rporation, más conocida como BBC. Véase: Comparrixln;a tklDin_ G'IIIfrlI tk Rigim Jmidi, tk Rtldio·T./nJisió

p.r a injoT11Jar sobrr 111 ftm&ions i fu dinrlrim tI'aqlllSfa DirntM Gtlllfrll DSPC, núm, 43, serie C, 14 d'octubre de
1982.
"" C.mparrixtnfa tkl Dirr&fIJr G.1IIfrlI tk Rigim J1I1itIk tk Rtldi...T,/wisióp.r a injoT11Jar 10m lis fondon.r i fu dinrlrim

tI'aqJlISfaDinaió GtnmdDSPC, núm. 43, sene C, 14 d'octubre de 1982.
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Y, en segundo lugar, las dificultades de tipo técnico-legales. Una interpretación restrictiva

del Estatuto de la Radio y de la Televisión,"" podia originar la convicción que tuviera que

ser necesariamente Radio Televisión Española a proporcionar la red a través de la cual

emitiría el futuro tercer canal, cuando resultaría mucho más rápido y funcional, aunque más

costoso, construir una red de emisores propia. La decisión de compartir las instalaciones

con RTVE, abriría un largo contencioso para la conclusión de unos acuerdos de

colaboración que se unirían al ya dilatado tiempo necesario a cubrir todas las fases relativas

a la automación.

No obstante las dificultades fueran bien presentes a los ojos de los responsables del
, '

proyecto y de todos los diputados, esta circunstancia no impediría una fuerte determinación

por parte de la Generalitat, un consenso explicito por parte de la mayoría de los diputados

y, en general, un cierto clima de entusiasmo en tomo al proyecto. Se puede afirmar que la

nota característica de los dos proyectos presentados en octubre de 1982 fuera la inequívoca
ambición de construir medios de comunicación modernos, capaces de aprovechar los

avances tecnológicos que justo en aquel momento se estaban produciendo en el mundo de

las telecomuaicaciones'", La radio y la televisión de Catalunya, serían, en las intenciones de

los responsables de la Direcció General de Régimjueídic de Radio i Televisió, universales y

no folklóricas, competitivas y no complementarias a la programación de las cadenas y de las

emisoras de ámbito estatal, y, sobre todo, se expresarían exclusivamente en catalán.

Sintetizando y parafraseando uno de los artífices de aquel proyecto, el intento era el de

633 En concreto se trata de la Disposición Adicional Cuarta, según la letra de la cual "En lo que respecta a

televisión, RTVE en un principio articulará en la fonna prevista en este Estatuto la programación especifica
deacinada a cada nacionalidad o región de fonna complementaria a la programación nacional que se emita por
las dos cadenas existentes. Posteriormente, extendida la cobertura técnica de ambas cadenas a todo el

territorio español, el Gobierno, en los términos previstos en el artículo 2 del presente estatuto autorizari a
RTVE a tomar las medidas necesarias par la puesta en funcionamiento de un tercer canal regional para el

ámbito temtotial de cada Comunidad Autónoma".

634 En este sentido parece emblemático el detalle con el cual ya en aquella primera presentación delante de los

diputados, y también en conferencias posteriores, los responsables del proyecto explicaron las nuev2S técnicas

y a los nuevos matetialea que se entendlan utilizar, así corno las numerosas referencias a los contactos tenidos
con entes radiotelevisivos extranjeros, sobre todo norteamericanos y franceses. En este marco, y con

referencia al caso de la televisión, uno de los elementos que pareda más importante para los responsables del

proyecto, casi una verdadera obsesión, fue la incorpo.mción de las ,i«tnJ1IÍt ",." l"llHriwg (ENG), unidades
ligeras que permitían la confección de un reportaje completo de imágenes gracias al trabajo de sólo dos

periodistas que se podrían desplazar fácihnente en un coche alll donde se produjera un hecho de interés. Las

ENG, que justo en aquel momento se estaban empezando a extender en las cadenas norteamericanas,
franceses y británicas, constituyeron el instrumento fundamental a través del cual se estructurarían los

informativos de TV3, y en buena medida, se puede afirmar que fueron la clave de su éxito. Si bien en un

primer momento el alto coste de la adquisición de los sparatos despertó algunas criticas, la adopción de esta

nueva técnica permitía rebajar notablemente los costes de personal (para producir un reportaje para un

telediario hasta entonces se había necesitado de cinco o seis trabajadores como mínimo), y sobre todo ganar
increíblemente en ténninos de velocidad de confección y transmisión de reportajes informativos.
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construir una radio y una televisión pioneras, que captaran amplias cuotas de audiencia, no

obstante e! catalán. 635

Modernidad, competitividad, universalidad y lengua catalana, estos parecen haber sido los

ingredientes fundamentales de unos de los proyectos perseguidos con más determinación

por la administración catalana.

Y, las fuerzas políticas catalanas - pese a algunas discrepancias menores - dieron un apoyo

consistente a las acciones del ejecutivo.
Así e! 30 de mayo de 1983 e! Parlament aprobaba, con la única oposición de! diputado de!

PCC, la LIei de Crea&Íó de, Ens PtíbJic CGRTII"'6. La CCRTV sería � ep.te público regulado,
en sus principios generales, por la ley que presidía su nacimiento, o sea por fuentes de

derecho público, y, por lo que se refiere a su gestión y sus relaciones externas, por el

derecho privado, al par de las otras empresas.?"
La elección del legislador catalán había sido la de garantizar la titularidad pública del ente

(se especificaba que la totalidad del capital de la CCRTV y de sus empresas filiales

procedería al 100% de la Generalitat de Catalunya) y su dependencia de! gobierno y de!

63' En mérito a la televisión, en la referida sesión informativa delante de los diputados catalanes en octubre de
1982, A1fons Quinta afirmaba:" (.. )Hi ha un tema del qua) em sembla que el Parlament ha d'estar informat
amb molt de detall. És el terna d'una televisió alternativa (...) d'una televisió que no sigui una televisié
nostrada en I'accepció dolenta de la paraula: ha de ser una televisió nostra - aixO és evident -; no ha de ser una

televioió folklerica, no ha de ser una televisió una televisió que vagi amb una sabata i una espardenya. És a dir

que ha de ser una teleeisié que parli deis problernes que interessen el conjunt de la ciutadania de Catalunya, és
a dir una televisió que parli del LIban, que parli del terrorismo internacional, que parli de les crisis mundials,
que parli deis canvis gubernamentals a A1emanya, que parli de les e1ecciono que bi va haver fa poc a Suecia

(...). No cal fer una enquesta per a saber que bi ha una visió catalana del món, i que aquesta vioió catalana s'ha
de mantenir, i que la televisió ha de jugar un paper cabdal en aquesta visió catalana del món, no solament en
la vioió catalana de nosaltres mateixos, Que vol dir, aixe? No té res d'esoterlc, no té res de fora deIloc. Aixe
vol dir que nosaltres hern de tenir accés a Eurovisió, hem de tenir accés al material filmat al qua) té accés
Radio-televisió Espanyola cada dia, Aixe, jo cree que és una idea de la qual, a tots nivells, des de el poder
exc:cutiu de la Generalitat, bi ha una convicció absolutament forma". Dos meses más tarde, en una

conferencia pronunciada en el Ateneu Barcelonés concretaba todavía más afirmando: " . .a Catalunya no pot
haver-bi reconstrucció nacional, recuperació plena i total de la nostra identitat cultural i lingüística sense una

televisió institucional d'a1t grau de profesionalizació, de altura de mires quant a plantejaments i de fort

audiencia(...). Si té audiencia, a1tres mancances podran ésser arreglades". y hablando de audiencia y
refiriéndose al tema de la inmigración condula: ''Es tracta de com tractar la problemitica d'aquestes persones
que han contribuít a crear amb el seu treball el que hi ha de bo a Catalunya. Persones que no sóo botxins sinó
victimes. Quant a contingut ha de tenir en compte I'aquí i I'ara, el que és realitat en la qua) es vol incidir.
Precioem encara més: hem de fer programes de rock i de flamenc, hem de parlar de les diJicultats de trobar el

primer treball(...). El que és impossible és catalanizar 1es joves generacions oferint-Ios un contingut de lo més

tradicional de la nostra cultura. Ausi.. March, Ramon Muntaner, Bernat Desclot poden ésser fins ú1tims de

culturalitaacié, no mitjans operatius per la nostra catalanizació". Véase: Companix"'fa tÚl Dincror G""ral tÚ

RJ.¡imJtnidk tÚ Radio-T,/4visióp,r a informar som Infonáons i lis di"drim d'aquuta Di",dó GmlTalDSPC, núm. 43,
sene e, 14 d'octubre de 1982 p.623 Y X.GIRÓ: Crmjlirles tÚ teltvisió a CataÚi'!la, Diputació de Barcelona,
Barcelona:1991 págs.51-52.
'" Llei 10/1983, de 30 de maig, D, mad4 tÚ fltllSptlbk CCRTV i tÚ "gula<ió tÚls strWis tÚ rrzdkJdifusió i tellvisió tÚ
laGtntra/itat tÚ CataÚi'!la. DOGC, nO 337, de 14 de junio de 1983.
63' Llei 10/1983, de 30 de maig, D, mad4 tÚ f.1ISptlbk CCRTV i tÚ ngulatM tÚls stmis tÚ radiodifosió i tellvisió tÚ
laGwra/itat tÚ CataÚit!Ja. DOGC, nO 337, de 14 de junio de 1983, art.11.
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parlamento catalán, pero de orientar su gestión según los principios propios del mercado en

la convicción que esto aumentaría su dinamismo.

Entre los principios generales que informarían la programación de sus empresas filiales, al

lado del respeto por los principios constitucionales y estatutarios, la veracidad y la

objetividad de la información y una regulación detallada del derecho a la rectificación,

aparecía sin equivocaciones el fomento de la lengua y de la cultura catalanas"".

En el ámbito organizativo, se seguia el modelo ya adoptado en el ámbito estatal con el

Estatuto de la Radio y de la Televisión. En el seno de la CCRTV se constituyeron, así como

establecía la norma marco estatal, un Consejo de Administración, un Consejo Asesor y un
, .

Director General.

El Consejo de Administración, integrado por doce miembros elegidos por el parlamento

por mayoría cualificada entre personalidades con méritos profesionales reconocidos, tenía

competencias similares a las de su homólogo en el ámbito estatal: garantizar la aplicación de

la ley en la programación, recibir notificación previa del nombramiento y del cese del

Director General y de las empresas fi1iales, aprobar las lineas generales de la memoria y del

presupuesto anual, dictar normas en materia de publicidad, fijar el porcentaje de

producción propia por incluir en la programación, determinar cada seis meses el porcentaje
de emisión destinado a los grupos políticos y sociales significativos etc ..

E! Consejo Asesor, único para todas las empresas fi1iales (a diferencia de RTVE, que tenía

un consejo asesor por cada empresa), tenía una función consultiva y era, como su

homólogo estatal, de composición mixta, formado por nueve miembros elegidos en igual
proporción por el Institut d'Estudis Catalans, la administración de la Generalltat y los

trabajadores del ente.

La figura del Director General de la CCRTV también tenía una cierta correspondencia con

la del de RTVE. Según la ley, su nombramiento correspondía al Consell Executiu "previa
consulta con el Consejo de Administración" y su mandato era y es de cuatro años, o por el

tiempo que durara la legislatura. Tenía una función ejecutiva: podía nombrar los directivos

de la CCRTV, redactar el anteproyecto de presupuesto, de la memoria anual y del plan de

actividades, organizar los pagos y los gastos, ordenar la programación de acuerdo con los

principios básicos aprobados por el Consejo de Administración.

Por parte catalana, con la constitución de la CCRTV, el nombramiento de Pere Cuxart

como primer director del ente, de Alfons Quinta como director de TV3 y de J. Costa como

director de Catalunya Radio, se habían cumplido todos los pasos legales necesarios. Y, en el
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ámbito organizativo y técnico se había empezado la estructuración de las empresas filiales

TV3, Catalunya Radio y Radio Associació619•

Por lo que se refiere a la televisión, se había optado finalmente por forzar los tiempos.
Empezaba así el proceso de compra del material necesario a las emisiones y, sobre todo,

después de una infructuosa reunión con el neo-director genera! de RTVE Calviño en el

diciembre de 1982, la CCRTV empezaba también la construcción de una red de emisores

propios, mientras que al mismo tiempo se sellaban contractos para la compra de programas

y seriales de procedencia extranjera y se abría una negociación con el FC Barcelona para la

compra de los derechos televisivos de los partidos.
En definitiva, se puede decir que entre la primavera y el verano de 1983, aunque entre

muchas dificultades de orden político, legal y técnico, todo estaba listo para empezar las

emisiones.

Catalunya Radio, la emisora de la CCRTV, empezaría sus transmisiones con todas las

garantías legales, el 16 de julio de 1983 y se consolidaría pronto como un punto de

referencia obligado en el panorama radiofónico del país.
Pero si la puesta en marcha de Catalunya Radio fue relativamente rápida y manca de

problemas, el nacimiento de la televisión catalana y sus primeros años de vida, al contrario,

serían marcados por unos conflictos más que ásperos.
EllO de septiembre de 1983, en víspera de la díada nacional de Catalunya, TV3 realizaba su

emisión inaugural, transmitiendo a partit de las 15.30 horas pequeñas entrevistas con

personajes de la cultura y de la política catalana, un noticiario, un episodio de la famosísima

serie estadounidense Dalias, dos películas (una deJacques Tati y otra de Douglas Hitchock),
unos reportajes sobre el Onze de Setembre y unos insertos publicitarios de la programación
futura. Y, para acabar, un partido del FC Barcelona.

Analizando los contenidos de la emisión inaugural de TV3, se confirman las orientaciones

expresadas por los responsables del proyecto en la cámara catalana unos meses antes.

Vocación universalista, programas de audiencia - el caso de Dalias es emblemático, así

como los partidos del FC Barcelona -, orientación genera1ista, leugua catalana. En otras

palabras todos los elementos para evidenciar como TV3 estaba empeñada en ofrecer la

posibilidad de poder disfrutar de una televisión completamente competitiva, que aspiraba a

captar la audiencia de oyentes no necesariamente motivados por una cuestión lingüística.

63.
Dei 10/1983, de 30 de maig, D. maciA di 1'.111públi, CCRTV i di rrgulaciA dlls s.,..,u di radiodifmió i t.kvisi61k

la Generalitat di Cataln'!1a. DOGC, nO 337, de 14 de junio de 1983, art. 14. e).
". Rádio Associació habcla tenido que ser una emisora de onda corta orientada al público exterior. De hecho,
recupetaba el nombre de un proyecto que habla estado desarrollado por la Generalitat, sin haber podido
nunca ser puesto en prácrica, duranre la República.
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Las reacciones de la prensa, después de la emisión inaugural, fueron como minimo de

entusiasmo'i'", Un estudio del periódico El País estimaba que la audiencia mediana de aquel

primer dia de TV3 había sido de medio millón de personas y declaraciones posteriores del

director general Pere Cuxart, aumentaban la estimación hablando de un millón y medio de

catalanes sintonizados en aquel sábado de septiembre. Se realizaron nuevas emisiones de

prueba en el noviembre y en el diciembre de 1983, y el16 de enero de 1984 empezaron las

emisiones diarias.

En pocos meses, TV3 se reveló una televisión plenamente exitosa. El buen resultado del

primer año fue subrayado por los datos del Estudio General de Medios y por una encuesta
, '

elaborada a instancia de TV3: en el periodo comprendido entre febrero y octubre de 1984,

el numero de telespectadores de TVE-1 había bajado del 86% al 76%, el de los

telespectadores de TVE-2 se había mantenido estable en un 33% y el de los de TV3 había

subido de un tirón del 23% al 40%.641

No obstante el éxito de TV3 durante su primer año había sido incuestionable, se habían

producido en el mismo periodo toda un serie de conflictos que habían puesto en discusión

la misma posibilidad de existencia de la nueva cadena catalana.

En el diciembre de 1983, después de un largo debate en que fue finalmente arrinconada la

propuesta votada por el parlamento catalán en 1981, se aprobaba finalmente en Madrid el

proyecto socialista de Ley del tercer canal642• El texto finalmente aprobado acabaría

limitando en el conjunto las posibilidades y la autonomía acordada a los futuros terceros

canales, consolidando el predominio de RTVE. Entre otras cosas, por ejemplo, se

establecía el principio según el cual tanto la adquisición de material informativo de

procedencia internacional, como el mismo acceso a las organizaciones radiotelevisivas

internacionales como la UER (Eurovisión) por parte de los nuevos canales se realizaría

imperativamente a través de TVE. Pero una serie de enmiendas transaccionales pactadas
por el PSOE Y Minoría Catalana suavizarían los vinculos impuestos a las televisiones

autonómicas en el caso de las comunidades con lengua propia. Los artículos 15 y 16, en

establecer que era reservado a RTVE el derecho de compra y emisión de programas en

exclusiva y la prioridad para la retransmisión de eventos o competiciones deportivas de

ámbito internacional, fijaban una excepción para las televisiones autonómicas de territorios

640 El PniódW titulaba (en catalán) "Diada ttiomfant de TV3", La VangtlarrJia "En un clima de máxima

expectación, TV3 emitió con éxito sus primeros programas"; elAVVI "ÉXit de l'emissió inagw:al, en la cual

Pujol demana justicia a Madrid" y finalmente ElPaíJ ''TV3 emitió ayer durante diez horas su primer programa
piloto, con éxito de audiencia y corrección técnica".
641 Véase M.COROMINAS i Mll.INÉS: La flúuisió a CaJafmr¡a Els Uibres de la frontera, Sant Cug>lt:1988
p.124.
64' Ley 46/1983, de 26 de diciembre, B.O.E. núm.4, de 5 de enero de 1984.
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dotados de lengua propia cooficial. En estos casos, dichas cadenas poclian comprar todo

tipo de programación y emitir todo tipo de competición deportiva siempre que lo hicieran

exclusivamente en la lengua propia de la comunidad. Además, la ley establecia finalmente

que los entes televisivos autonómicos gozarían del mismo tratamiento fiscal y arancelario

acordado a RTVE, reivindicación que los representantes catalanes habían defendido con

extremo vigor ya que la falta de esta disposición, en los meses anteriores, había condenado

la CCRTV a la compra del material necesario para las emisiones a precios muy altos.

Finalmente, la ley establecia la creación de una comisión mixta. RTVE-ente gestor de la

televisión autonómica643

y anunciaba en el plazo de seis meses la redacción de un Plan

Nacional de Cobertura644que de alguna forma se configuraba. como vinculante para la

puesta en marcha de los nuevos medios de comunicación.

Pero la aprobación de la Ley no significaba la definitiva legalización de TV3, ya que, según
la letra del texto aprobado por las Cortes, todavía faltaba un Real Decreto que

materialmente asignara la gestión del tercer canal a la Generalitat de Catalunya, que se

consideraba indispensable para el comienzo de las emisiones.

Así las cosas, desde el 16 de enero de 1984, cuando empezaron las emisiones diarias de

TV3, hasta el 26 de diciembre de 1984, fecha en que fue finalmente publicado el Real

Decreto de concesión, la televisión catalana había emitido en una situación de práctica a­

legalidad. No se trataba ciertamente de ilegalidad absoluta. Tanto el Estatuto de Autonomía

- que era y es una ley orgánica -, como el Estatuto de la Radio y de la Televisión y, más

tarde, la 46/1983, daban una cierta cobertura a las iniciativas de la CCRTV. Pero para

completar los requisitos legales necesarios para la emisión, todavía faltaban la comisión

mixta (que se constituirá solo a finales del año siguiente por la reiterada negativa de RTVE

al nombramiento de sus representantes), el plan nacional de cobertura y, sobre todo, el

decreto que perfeccionaba las previsiones normativas a partir de las cuales TV3 había traído

su posibilidad de existencia.

Esta situación constituyó el telón de fondo de un primer año de emisiones seguramente

exitoso desde un punto de vista de la audiencia pero marcado por continuos conflictos

entre TV3 y TVE.

Sobre la base de la a-legalidad de TV3, RTVE se había negado repetidamente a facilitar los

enlaces estatales de TVE y las imágenes de procedencia internacional, circunstancia que

hizo mucho más dificil, durante los primeros meses, la confección de varios programas, y,

"" Ley 46/1983, de 26 de diciembre,B.O.E. nÚ1n.4, de 5 de enero de 1984, Disposición Transitoria Primera .

... Ley 46/1983, de 26 de diciembre, B.O.E. núm.4, de 5 de enero de 1984, ar1.3.
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en primer lugar, de los telediarios. Además, sobre la base del mismo supuesto de a-legalidad,
RTVE bloqueaba cualquier intento de aproximación de TV3 a la VER.

Los dirigentes de TV3 decidieron entonces evitar el obstáculo y ya a finales de 1983

signaban un acuerdo con Teledifllsion Francaise (IDF) sobre la base del cual la cadena

catalana recibiría imágenes internacionales fuera de los circuitos de la VER hasta Perpiñán,

y, desde allí eran transportadas en coche hasta Barcelona para su emisión. En abril de 1984,

la televisión catalana llegó a un acuerdo con Telefónica para enviar imágenes vía satélite

desde París a los estudios de TV3. Durante una época se llegó incluso a conectar la red

francesa de Pie de Neulus (perpiñán) con la red de TV3 a través el repetidor de la red
, o

catalana de Rocagorba (Gitona), abriendo así una nueva vía alternativa al costoso sistema

satelital.

TV3 resistía Y no se dejaba detener por las dificultades burocráticas o políticas que se

interponían, incluso ampliaba su cobertura llegando a la totalidad del territorio del

Principado, a las Islas Baleares (gracias a la construcción de repetidores financiados por la

Obra Cultural Balear), en la Catalunya Nord a través del repetidor de Rocagorba y en parte

incluso en la Comunidad Valenciana.1545

No obstante la dureza del conflicto con RTVE llevó en algún caso a poner en tela de juicio
la misma posibilidad de emisión de TV3, una impresión parecia inequívocamente afirmarse:

la audiencia, así como habían vaticinado en su día los responsables del proyecto de

televisión catalana, había recibido el nacimiento de la nueva cadena con absoluto favor.

Esta sensación se hizo patente sobre todo en los continuos conflictos generados en ocasión

de las retransmisiones de partidos internacionales de fútbol del FC Barcelona cuando las

polémicas sobre la mancada concesión de las imágenes por parte de TVE desataron airadas

protestas entre los telespectadores y la polémica llegó a implicar la prensa, -la población y el

mismo parlamento autonómico, en el cual, incluso el PSC no hesitó en censurar la actitud

de la directiva de RTVE, que, en definitiva, había sido nombrada por el gobierno que el

mismo partido de los socialistas catalanes integraban.646

1545 Los ciudadanos de algunas zonas de la Comunidad Valendana podían recibir la señal de TV3 gracias a una

serie de repetidores instalados por grupos de particulares. Estas iniciativas fueron a menudo contrastadas por
los mismos cuerpos de seguridad del estado, que aducían el carácter abusivo de las instalaciones. En el medio
de una cierta crispación, algunos de ellos, COlnO en el caso del repetidor de Suéca, llegaron a ser precintados
por la Guardia Civil.
... En este sentido, el caso posiblemente más emblemático es representado por la polémica en tomo a la
retransmisión del partido Metz - FC Barcelona, en septiembre de 1984. En aquella ocasión, as! como había

pasado ya otras veces, los dirigentes de TV3 se disponían a firmar un acuerdo con TDF para la cesión de su

red de enlaces as! de permitir la retransmisión en directo del partido. En el momento de cerrar el acuerdo, el

presidente de TDF declaraba, con la sorpresa de los negociadores catalanes, de no poder ceder la red de
enlaces ya que el Ministerio de Comunicaciones francés había recibido, a través de su embajada en Madrid,
una petición formal del gobierno español en este sentido. El Consejo de Administración de CCRTV, reunido

372 _



Las malas relaciones entre TV3 y la RTVE de]. M. Calviño, que tocaron su momento de

mayor intensidad en 1984, habían empezado desde el principio de 1983 como consecuencia

de unas declaraciones del director general del ente público estatal a la prensa en que,

hablando del proyecto de la televisión autonómica catalana, había sugerido que TV3 tendría

que ser una televisión "antropológica". Años después, Calviño volvió a hablar de aquellas
declaraciones't" negando el carácter despectivo de la fórmula que había empleado.
Restando importancia a la personalización de aquel conflicto, parece verosímil pensar en

una cierta resistencia por parte de RTVE a asumir plenamente la práctica ruptura del

monopolio radiotelevisivo que iniciativas como la de la CCRTV y del ente radiotelevisivo
. .

vasco representaban. Y, en todo caso, dejando de lado un imposible cuanto inútil intento

de llevar a cabo un análisis del verdadero significado de las declaraciones de Calviño, lo que

puede ser más interesante es observar las consecuencias que aquellas declaraciones

provocaron.

Jordi Pujol se pronunciaba directamente sobre el argumento declarando a los periódicos,

después de una reunión del Consell Executiu, que "nosotros tenemos que hacer una

televisión en el sentido completo de la palabra''''' y un mes más tarde un grupo de más de

ochenta intelectuales dirigía al director de RTVE un escrito público de protesta.'"
En los momentos más ásperos del conflicto TV3-TVE, lo que parece destacar es la

existencia de un consenso general que involucró intelectuales, políticos y población en

tomo al proyecto de la televisión y de la radio autonómicas que hizo posible que los

en sesión extraordinaria, envió un telegrama al presidente del gobierno español pidiendo su intervención y el

gabinete de la presidencia contestó que no tenia ninguna responsabilidad en el asunto y, que por lo tanto, no

podía intervenir. Finalmente, los telespectadores de TV3 vieron igualt:n<nte el partido, aunque en diferida. La
telcvisióo catalana, en efecto, había enviado especialmente un equipo propio encargado de grabar las

imágenes. Éstas habían llegado al aeropuerto del Prat a bordo de un avión alquilado y hablan sido entregadas
en los estudios de TV3 por un coche de Mossos d'Esquadra con sirena puesta y finalmente habíao sido
emitidas dos horas después que se había acabado el partido. Pocos días después, en una rueda de prensa
Calviño volvia sobre el argumento para declarar que: ''las autoridades francesas han reconsiderado su acuerdo
en darse cuenta que si lo hubieran cumplido habóan violado la legislación española y la legislación europea.
Nosotros no conocernos este contrato que firmaron las dos partes sin consultar TVE, pero el problema no

consiste sólo en pedir permiso. TV3 ha adoptado una postura victimista, que no reconoce que hay un

convenio que se debe respetar, llevando la cuestión en un terreno político y incitando incluso a la
movilización social". En el medio de una fuerte polémica que llegó a involucrar amplios sectores de la
sociedad catalana, todas las fuerzas políticas catalanas, incluido el PSC respaldaron la posición de TV3. El
mismo día en que aparedan las declaraciones de Calviño, Higini Clotas, socialista y presidente de la Comisión
de Control de la CCRTV declaraba a la prensa que si los motivo de la mancada cesión de las imágenes del
partido dependían de problemas organizativos en el seno de la UER, éstos "se tendóan que solucionar de
forma urgente y satisfactoria para TV3" y que si en cambio, eran ciertos los rumores según la cual RTVE
había ejercitado presiones para que se negaran los medios que hicieran posible la retransmisión en directo del

partido por TV3 lo considerarla "inadmisible, y todavia más cuando TVE hubiera podido atribuirse el
derecho de prioridad para la retransmisión y no lo había hecho". Véase El Paú y La Vanguardia, 20 de

septiembre de 1984.
6" En una entrevista concedida en 1991 y recogida enx.GIRÓ: Cotrjlirl#,.••cit.p.59
... ElPais, 17 de enero de 1983 .

... VéaseAVUI, 17 de febrero de 1983.
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dirigentes de la CCRTV se sintieran suficientemente arropados por poder desafiar los

obstáculos políticos y también legales que se manifestaron en aquella primera fase.

y los resultados fueron sorprendentes: entre el 1984 y el 1986, en los años más duros de la

confrontación TV3-TVE, aumentó del 23,2 al 46,9 su porcentaje de audiencia y en el

mismo período se invirtieron las proporciones de los porcentajes de financiación

procedentes de las subvenciones de la Generalitat y de los recursos generados por la

publicidad y por la venta de programas propios al punto que ya en 1988 los ingresos por

recursos propios superaron el presupuesto de funcionamiento de .la cadena.

Cuadro económico TV31984-1988. En millones de ptas.

Año Presupuesto TV3 Recursos propios Subvenciones de la Horas de emisión
Generalitat

1984 5223 1319 3893 1760
1985 6441 3213 3519 3064
1986 7028 4411 2742 3542
1987 8100 6454 2734 4320
1988 9066 9278 2934 4735

Fuente: X. GIRÓ: Conjlictu di ,./el/isió a CalaÚl'!Jll (19$9-1990) Diputació de Barcelona, 1991: p.73

La etapa de dura confrontación política y legal con TVE se cerró en 1986, cuando Joan
Granados, director de la CCRTV y Pilar Miró, nueva directora de RTVE, signaron un

acuerdo a través del cual el ente radiotelevisivo estatal se empeñaba a proporcionar el uso

regular de las redes informativas de TVE y las imágenes que la televisión estatal recibía a

través del circuito VER. La distensión de las relaciones entre los dos entes públicos,
verosímilmente debida en parte a una evolución de la estrategía del gobierno socialista

inducida por la demostración del sólido éxito de TV3 y en parte a la necesidad por parte de

todas las televisiones públicas de hacer un frente común6SO
en vista de la próxima entrada

en el mercado televisivo de las cadenas privadas, marcó la definitiva consolidación de la

televisión autonómica. En efecto, ésta se configuraba, a finales de los años 80, como

plenamente competitiva.

oso Pilar Miró, en una entevista concedida años después recordaba que su intención era la de facilitar la

expansión de RTVE y colaborar con el resto de televisiones, incluso las privadas. Sin embargo, recordaba que
en su opinión habla cosas (compras de Liítbol ...) en que era lógico que los medios de comunicaciones públicos
fueran juntos. En sus palabras:" No tenía sentido mita. a quien podias hacer la vida imposible. Hay espacio
para todos, no hace falta pelearse". Entrevista recogida en x.GIRO: Conjlictu•••cit p.60.
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Porcentajes de audiencia en Catalunya (1984-1989).

1984 1985 1986 1987 1988
TVE-1 85.6 81.5 84.4 81.6 76.7
TVE-2 32.9 28.1 29.4 30.4 30.8
TV3 23.2 40.5 46.9 53.4 51.4

Fuente: X. Giró: Co1lj7kús tú t,kvisió a CataÚl1!Ja (1959-1990) Diputació de Barcelona, 1991: p.73

Esta competitividad pareció resistir también a lo largo de los años 90, cuando entraron en

la escena las tres mayores cadenas privadas de ámbito estatal El pos�ble impacto sobre la

audiencia que generarla la liberalización del mercado televisivo prevista para el 1990, había

profundamente preocupado el ejecutivo catalán y había llevado la Generalitat y la CCRTV

a estudiar la posibilidad de construir una segunda cadena televisiva autonómica.

Finalmente, en 1989 Televisió de Catalunya creaba su segunda cadena, Canal 33. Serviría

para una diversificación de la oferta televisiva en catalán, para la absorción de un excedente

de programación de TV3, para recaudar más publicidad en vista de un aumento de los

competidores pero, sobre todo, por motivos lingüísticos, ya que todas las cadenas privadas

que se presentaban en el mercado serían de ámbito estatal y, por consiguiente, se

expresarían en castellano.

Impacto de la liberalización del mercado televisivo sobre la

audiencia en Catalunya. % de la cuota de mercado.

Año TVE-1 TVE-2 TV3 C33 AN3 TL5 CN+ CANAL
NOU651

1989 56.7 12.2 29.5 1.6 . . . .

1990 39.4 13.1 26.0 1.7 6.3 12.6 0.5 0.5
1991 34.2 12.0 22.8 4.3 9.8 15.4 0.7 0.5
1992 28.0 11.8 21.5 6.7 13.5 18.5 1.4 0.6
1993 24.1 8.6 19.5 5.6 21.0 19.2 1.2 0.6
1994 21.5 8.2 22.5 5.1 23.0 17.1 1.7 0.5
1995 21.7 7.6 21.5 4.3 24.0 17.9 2.3 0.2
1996 21.0 7.1 19.1 6.9 22.6 20.2 2.4 0.1

Fuente: Elaborac. propia a partir de datos de TV3.

'SI Canal Nou es el canal autonómico de laComunidad Valenciana, que es posible recibir en algunas zonas del
territorio catalán.
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La idea de construir un segundo canal autonómico se había hecho pública por primera vez

a finales de noviembre de 1987, después que el año anterior había empezado emitir la

segunda cadena de la televisión pública vasca, sin ninguna autorización.

El precedente de Euskadi había dado alas a los proyectos del gobierno nacionalista catalán,

y el secretario general de CDC, Miquel Roca anunciaba en una reunión de cuadros del

partido de gobierno en Calafell652 la próxima creación de un segundo canal autonómico.

Poco después la reivindicación se integraba al programa electoral de CiU de cara a las

elecciones autonómicas de 1988 y paulatinamente los otros partidos se adhirieron a la

propuesta nacionalista aunque con importantes diferencias de matices. Si por CDC y por
, .

Unió Democrática el nuevo canal debía ser una segunda cadena de TV3, de marcado

.
carácter cultural y deportivo, para PSC y lC, la nueva TV4 - como se llamó en la prensa de

aquella época - sería el canal de salida de las muchas y variegadas experiencias de las

televisiones de ámbito municipal y local.

Canal 33 emitió por primera vez en prueba ellO de septiembre de 1988, exactamente cinco

años después de TV3. El día siguiente, TVE interfirió las emisiones por orden del gobiemo

central,6S3 alegando que la CCRTV había ocupado una frecuencia no regularmente asignada.
A la mitad de noviembre, después que otras transmisiones de prueba emitidas en una

frecuencia diferente habían sido repetidamente interferidas por TVE, el ministro de

Transportes y Comunicaciones, José Barrlonuevo y Miquel Roca se reunían para discutir

del asunto y llegaban a un acuerdo según el cual el Canal 33 suspendería las emisiones

durante el tiempo en cual el gobierno central controlaría el espacio radioeléctrico y

concedería las autorizaciones necesarias.6S4

Finalmente el Canal 33 empezaria sus emisiones regulares el 23 de abril de 1989. Su

primera programación se componía de cultura, deporte y programas de cultura popular:
había triunfado la hipótesis convergente y Canal 33 sería la segunda cadena de TV3.

Todavía más respecto al caso de TV3, la política de la Generalitat y, por consiguiente, de la

CCRTV, había sido la de los hechos consumidos, además porqué si en el primer caso

existían normas legales específicas que preveían la construcción de un tercer canal - y,

además, de máximo rango como la disposición transitoria octava del Estatut -, en el caso

del Canal 33 sólo existía un precedente de hecho constituido por la experiencia del segundo
canal vasco. Si bien en un primer momento el contraste había asumido tonos y formas muy

duras - sólo hace falta pensar que durante las emisiones de prueba del Canal 33 los Mossos

6S2 Véase EIPaís, 31 de noviembre de 1987.
653 Véase ElPtriódk. 12 de octubre de 1988.
os.¡ Véase ElPtriódiro 11 de noviembre de 1988.
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d'Esquadra fueron enviados a defender las antenas a través de las cuales se transmitía -,

finalmente la resolución del conflicto había sido relativamente rápida y sin consecuencias

en el largo período.
En este sentido, hay que considerar el diferente clima político en el cual se produjeron los

dos conflictos. Por todo un conjunto de razones, que iban desde las consecuencias de lo

que había representado el conflicto sobre la LOAPA hasta las polémicas político judiciales
asociadas al caso de Banca Catalana, entre 1983 y 1984, las relaciones entre el PSOE Y CiU

- y, consecuentemente, entre RTVE y TV3 - eran como mínimo frías. Además, no

obstante en 1982 ya había nacido Euskal Telebista, TV3 iba a representar la más
, ;

importante ruptura del monopolio televisivo estatal en términos. de audiencia potencial. En

1988, en cambio, las relaciones entre nacionalistas y socialistas aparecían más distendidas y

sobre todo existía una práctica de consolidada colaboración entre TVE y TV3 que no se

había interrumpido desde 1986, año del acuerdo entre Pilar Miró y Joan Granados. Pero

sobre todo, lo que pareció fundamental en la determinación de un desenlace positivo del

conflicto fue la propia historia de la televisión catalana que, en general, datos de la

audiencia a la mano, había sabido demostrar una capacidad de éxito notable y una

popularidad considerable. Esta circunstancia ponía, a la práctica, los negociadores de TV3 en

una posición de relativa fuerza. En definitiva, como reconoció lacónicamente el mismo ex

director de la CCRTV años después, "Canal 33 fue el fruto de un hecho consumido, [pero]

yo ditía con una cierta aquiescencia del Gobiemo [central N.d.R]".655
Así que los años 90 el panorama radiotelevisivo catalán se configutaba como

completamente diferente respecto al de diez años antes. De la miniprogramación de Miramar

se había pasado a la existencia de dos cadenas autonómicas, que, a finales de los años 90

emitían semanalmente un total de 336 horas en catalán656 y a las cuales se tenían que añadir

un buen numero de televisiones municipales que emitían casi en su totalidad en catalán.

655 Citado en AA.VV.: M,moria tÚ Calaln'!l" El País, Barcelona:1997 p.233.
656 DGPL: Injorm,lfJbrrpolltiat lingüística. A1!J 2001 Generalitat de Catalunya, Barcelona: 2002 p.75.
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Horas de emisión de las cadenas de la CCRTV (1984-1996)
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Fuente: Elaborac, Propia a partir de datos de la CCRlV

Y, en el panorama radiofónico, aliado de la existencia de numerosas emisoras municipales

y locales - que todavía buscaban una definitiva acomodación legal, puesta la endémica falta

de frecuencias disponibles - se añaditían toda una serie de emisoras comerciales que

elegirán el catalán como vehículo de expresión y, sobre todo, las emisoras de la CCRTV,

encabezadas por una Catalunya Radio que verá cada vez más consolidarse su papel central.

A la vigilia de la discusión de la nueva ley de política lingüística, en 1997, el camino

recorrido por la administración catalana en el campo de los medios de comunicación había

sido largo y, sobre todo en una primera fase, profundamente accidentado. Pero, en

definitiva, y dentro de los límites legales y presupuestarios existentes, decididamente

exitoso.

Por un lado se habían constrnido emisoras y cadenas televisivas que transmitían

exclusivamente en catalán de indudable competitividad y calidad, y por el otro, la misma

existencia de estas experiencias consolidadas había lentamente pero significativamente

impulsado otras realidades empresariales y de carácter local a la construcción de medios de

comunicación radiotelevisivos en catalán.

La intervención de la administración catalana había sido, en este sentido, doble: en primer

lugar, de proposición de un modelo de radio y de televisión moderno, universal, de calidad

y en catalán y, en segundo lugar, de estimulo para la creación de un espacio comunicacional
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en catalán que hiciera que otros sujetos interesados a la comunicación en Catalunya dejaran
de considerar la lengua como un obstáculo para el desarrollo de sus actividades.

Queda por hacer una mención a las caracteristicas de la lengua empleada por los medios de

comunicación dependientes de la Generalitat, y en particular por TV3, ya que si el grado de

corrección y del lenguaje utilizado por Catalunya Rádio no fue prácticamente nunca puesto

en discusión, en el caso de la televisión, la falta de corrección (sobre todo por lo que se

refiere a los programas de producción propia y a las retransmisiones deportivas) había

llegado a ser más veces objeto de duros debates en la prensa y incluso en la Comisión

Parlamentaria de Control sobre la CCRTV.

La contribución más completa a la definición de un modelo de lengua utilizable para los

profesionales de la comunicación es representada por un famoso ensayo del sociolingüísta
Francesc Vallverdú publicado a la mitad de los años 80657•

Pero ya en una primera fase, meses antes de las emisiones, el problema de la falta de unas

normas lingüísticas prácticas había sido objeto de la reflexión de los responsables del

proyecto de la nueva cadena. En este contexto Ferran Toutain, responsable de los servicios

lingüísticos del nuevo proyecto de TV3, en la primavera de 1983 hizo toda una serie de

propuestas lingüísticas para la nueva Televisión de Catalunya.
Las propuestas de Toutain apostaban por una ''lengua estándar", entendida, en definición

del mismo autor, como lengua "neutra, és a dir, homogénea i comú a la majoria deIs

parlants"·58. Se insistía en que el estándar no podía ser una forma cerrada y que los niveles y

los registros no se solían presentar en estado puro, con lo cual un nivel de lenguaje
predominante no anulaba los otros niveles o registros. En definitiva, la primera regulación

lingüística interna de la nueva televisión catalana abogaba por una concepción funcional,

flexible, que rechazara tanto los castellanismos más difundidos como los arcaísmos y los

formalismos innecesarios para dar espacio a un lenguaje habitual, de alguna forma natural,

que podía siempre ser "escoltat i pronunciat',os9.
En concreto, estas primeras recomendaciones se traducían en un modelo de lengua que

según el contexto, utilizara un grado u otro de formalización.660 Resulta verosímil, en este

sentido una clara apuesta para que, dentro de unos límites mínimos de corrección exigidos,
la lengua no representara en ningún momento un obstáculo para que cada vez más

telespectadores se acercaran a la nueva cadena.

057 F.VIILAYERDú: E"""tM i orloh¡ja (atalan" (pera rJ¡ d, """1m'" rdtlioy Illevisió) Jone, Barcelona:1986.
658M.BASSOLS(et. al.): La "'"gua'" TVJ Empúries 1997 p.7
659 Ibidem
... j.MESPINÁS enAVU1, 2 de octubre de 1983
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En una segunda fase, después que se manifestaran en diversos ámbitos criticas para el nivel

de la lengua de varios programas, TV3 se decantó por centralizar los servicios de revisión

lingüística de los diversos programas y crear la Comissió de Normalització Lingiiística, órgano

que, bajo la dirección de Vallverdú, se ocuparía a lo largo de más de diez años de

proporcionar asesoramiento lingüístico a los programas, y, más en general, de ofrecer, a

través de publicaciones internas y recomendaciones, criterios lingüísticos de abasto más

general.
Una tercera fase empezaría en 1995 con la publicación del Ubre d'Estil de TV3, un

"prontuario destinado a los profesionales de la información de TYC,,66!. Marcaba una
, .

doble elección: por un lado TV3 se decantaba al máximo por dar atención al catalán

estándar en detrimento del catalán coloqnial, y por el otro, específicamente elegía el catalán

central como modalidad preferente. El Ubre d'Esti4 fruto del trabajo de la CNL, representa
el punto de llegada de más de diez años de experiencia lingüística en los medios de

comunicación, y, en este sentido, pese a que tampoco fue acogido sin criticas, representa un

punto de referencia obligado cuya utilidad va mucho más allá de su estricta funcionalidad

como manual para los profesionales de TV3, sino que representa un instrumento

insustituible para todo profesional de la comunicación que quiera expresarse en catalán.

Una última fase, finalmente es caracterizada por la introducción paulatina y dentro del

marco fo.rma1 del Ubre dEsti], de otras modalidades lingüísticas propias de varías zonas del

dominio lingüístico catalán. Esta nueva orientación se debe posiblemente a la expansión, en
términos de audiencia (y también en términos geográficos) de la televisión de Catalunya,

que, una vez consolidado un lenguaje estandardizado tiene más seguridad a la hora de dar

cabida en sus programas a las diferentes variantes lingüísticas.

Esquematizando, se podria decir que la lengua de TV3 siga una evolución paralela a la del

medio: a un primer momento en que lo más importante es conseguir audiencia, sigue un

segundo momento de perfeccionamiento y desarrollo que culmina, en una tercera fase con

la redacción del Ubre dEdil que representa la consolidación definitiva; finalmente en una

última fase, la televisión catalana se ha encontrado en una posición de relativa fuerza que le

ha permitido diversificar la oferta y arriesgarse en nuevos proyectos.
Si la acción de los poderes autonómicos en el campo de los medos de comunicación

radiotelevisivos ha sido, hasta finales de los años noventa, decidida y exitosa, lo mismo no

se puede decir por la prensa, y más en particular con relación a los diarios.

66!M.BASSOLS(et. al): La It.nl,lIIl tÚ TVJ Empúries 1997
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La previsión estatuaria en mérito a la posibilidad de construcción de medios de

comunicación autonómicos ha sido aprovechada al máximo en el caso de la radio y de la

televisión, pero en el caso de la prensa, si se exceptúan las publicaciones periódicas internas
a la administración, e! compromiso en esta dirección parece haber sido, como minimo, más

indirecto.

La elección, confirmada años después por e! texto de la LNLC, había sido más bien la del

fomento de las experiencías editoriales ya presentes en e! mercado a través de un sistema de

subvenciones. Esta elección respondía verosímilmente a la constatación de que, en e!

abanico de los medios de comunicación existentes, la radio y sobre todo la televisión,
, .

habían asumido una difusión masiva mucho más amplia que la de la prensa, y, por ende, se

revelarían instrumentos mucho más valiosos en la óptica de la normalización lingüística.
Además, construir una radio y una televisión de nivel europeo que pudieran realmente

ponerse come objetivo e! de contender la audiencía a las emisoras y a las cadenas estatales

implicaba una inversión de recursos considerable que redujo materialmente y sensiblemente

la capacidad de inversión de la Generalitat en e! campo de la prensa escrita.

y finalmente, Catalunya salía de un momento histórico en que la reivindicación de la

prensa en catalán había sido mayoritaria y en que se había asistido a una proliferación de

publicaciones de vario género en lengua catalana, sobre todo en e! ámbito local y, por lo

tanto, no se empezaba desde cero y esta situación parecía justificar un grado y un nivel de

implicación de la administración autonómica inferior.

En realidad, si la política de subvención inaugurada con la LNLC se ha revelado exitosa en

e! campo de las publicaciones de carácter político, cultural y sobre todo de carácter local,
no consiguió aquella consolidación de un espacio periodístico en catalán que animara los

grupos empresariales autóctonos a lanzarse en proyectos editoriales de amplio respiro. De

hecho, a parte algunas breves y poco afortunadas experiencias editoriales, hasta finales de

los años 90 e! diarioAVUI será e! único periódico en catalán de difusión nacional.

Resumiendo, en la primera fase de! proceso de normalización lingüística hasta la

aprobación de la LPL en 1998, la política de la Generalitat en mérito a los medios de

comunicación parece haber sido marcada profundamente por una apuesta decidida hacía

los medios radiote!evisivos en lengua catalana y menos incisiva por lo que se refiere a todos

los otros medios de comunicación.

A pesar de que sin duda, entre 1980 y 1997 se cumplieron avances posiblemente

inimaginables en e! camino de la construcción de un espacio comunicacional en catalán que

encontraba en la radiote!evisión su punto de fuerza, este objetivo, en víspera de la discusión
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sobre la nueva un de política Lingüística en 1998, parecía todavía lejos de ser alcanzado

completamente. Por un lado la aparición de siempre nuevos y complejos sistema de

transmisión de las informaciones imponía la necesidad de nuevos instrumentos legislativos

para poder enfrentarse a la nueva situación; y, por el otro, la progresiva liberalización de la

economía (y, por ende, también del sistema de los medios de comunicación) había llevado a

la multiplicación de la oferta informativa, generalmente producida por grupos empresariales
de ámbito estatal y, por esto, en castellano. En este cuadro, se verá como, a partir de la Ud

de Política Lingüística, la Generalitat intentará retomar la iniciativa.

5.5 Los intentos de reforma de la LNLC

Si bien la LNLC había sido indiscutiblemente un paso decisivo y histórico para el inicio del

proceso de normalización de la lengua catalana, la opinión de que ese texto legal había

dejado abiertas y pendientes de resolución muchas cuestiones, se hizo manifiesta entre

algunos sectores políticos y sociales catalanes ya a partir de la mitad de los años 80.

En este sentido, la primera y probablemente más contundente critica a la normativa

aprobada por unanimidad por el parlamento catalán en abril de 1983, provino en 1986, de

las conclusiones del 11 Congrés Internacional de la Llengua Catalana.662

La iniciativa, organizada y patrocinada por la Generalitat de Catalunya y en la cual

participaron representantes del mundo cultural, político y juridico de todas las tierras de

habla catalana, se proponía llevar a cabo una reflexión sobre el estado de salud de la lengua.
Las conclusiones del ámbito juridico del Congrés663 marcaron un posicionamiento claro por

parte de un sector de la doctrina juridica catalana a favor de una modificación profunda de

laLNLC.

Los juristas que habían participado a los trabajos de Congrés, reconocían la importancia
que había tenido la LNLC por haber representado a la vez un punto de encuentro positivo
entre todas las fuerzas políticas y un decisivo instrumento de intervención para la

normalización lingüística. Sin embargo, tres años después de su aprobación señalaban la

necesidad de modificar algunos aspectos de aquella norma que, justamente por haber sido

consensuada con todas las fuerzas políticas, dotaba la Generalitat de instrumentos juzgados
insuficientes para garantizar un proceso de normalización de la lengua catalana plenamente

662 El primero habla sido convocado en 1906 impulsado fundamentalmente por el religioso y Iingülsta
maIloquín mossén Alcover. Véase: J. CASASSAS i YMBERT (coord.): Bis inül'¡',lrIals i ,1podlr a CataÚl'!YQ
(1808-1975) Portie, Barcelona: 1999 pp.230-231 .

... Se pueden consultar en AA.VV.: Slgón Congris Inflrnai:WnaI di la u.ngna Catalana vol.I Gcneralitat de

Catalunya, Barcelona: 1987 pp.103-114.
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satisfactorio. Los aspectos tomados en consideración por las conclusiones d�l Congrés eran

fundamentalmente tres.

En primer lugar, los juristas afirmaban que e! texto de 1983 en su redacción no distinguía
correctamente los caracteres de oficialidad y propiedad que se desprendían del mismo texto

del art.3 del EAC. En otras palabras, apreciaban la falta de unos contenidos jurídicos claros

asociados al concepto de propiedad de la lengua enunciado en la letra estatutaria, y alegaban

que, de hecho, la ley acababa por dar a la lengua catalana e! mismo contenido jurídico que

la Constitución atribuia a las lenguas oficiales. A partir de esta constatación, sugerían una

primera definición de los contenidos jurídicos del concepto de propiedad, según e! cual la
, '

lengua catalana, en cuanto lengua propia del país, seria lengua prioritaria. De esta forma, si

bien se respectarían en todo momento los inviolables derechos lingüísticos personales,
todas las instituciones radicadas en Catalunya tendrían que tener e! catalán como única

lengua de expresión oral y escrita. Esta concepción chocaba con las disposiciones derivadas

de la LNLC en e! momento en que éstas habían optado por regular los usos lingüísticos
sólo con referencia a la administración directamente dependiente de la Generalitat.664

En segundo lugar, y estrechamente ligado al primer aspecto, los jurístas catalanes

evidenciaban como si bien el texto de 1983 había proclamado solemnemente e! derecho de

los ciudadanos a expresarse en todo ámbito en ambas lenguas oficiales, no había perfilado
claramente un derecho de elección IinlJiística, que implícitamente obligarla a instaurar, por

paralelismo, un verdadero deber de conocimiento de la lengua catalana, por lo menos .en e!

ámbito de las administraciones, fueron ellas autonómicas, locales, del estado y incluso de

justicia. En otras palabras, en e! razonamiento de los juristas encabezados por e! notario

Puig i Salellas, resultaba ser totalmente vacío de contenido jurídico substancial aquel
derecho a expresarse en las dos lenguas en las relaciones con las administraciones radicadas

en Catalunya, si todas ellas, menos la de la Generalitat, podían alegar legalmente un

desconocimiento de la lengua catalana.

Y, finalmente, en las conclusiones de! Congrés, se afirmaba que la ley de 1983 no había

acabado de explotar todas las posibilidades que la misma Constitución y e! Estatuto habían

otorgado a los poderes catalanes en e! sentido de instaurar un régimen de doble oficialidad

lingüística, y no, como entendían que se había hecho, de bilingüísmo. En otras palabras, la

plena oficialidad de! castellano y de! catalán y la posibilidad de utilizar por parte de los

ciudadanos ambas lenguas sin algún tipo de limitaciones, no implicaba que se tuvieran que

6M Si bien, como se vio, la LNLC habla declarado solemnemente la lengua catalana (art.5) cotno lengua propia
de las adtninistraciones autonómicas y locales, en 1985, al tnotnento de redactar la nortnativa relativa a los
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utilizar necesariamente ambas lenguas simultáneamente. Así, se criticaban las numerosas

referencias que el texto de 1983 hacía en este sentido, como en el caso de la publicación

bilingüe de las normas aprobadas por el Parlament de Catalunya.
Los planteamientos formulados en el seno del II Congrés Intemacional de la Uengua
Catalana fueron en un segundo momento reafirmados por varios artículos aparecidos en

revistas especializadas.'" Algunos de los autores que trataron el tema, habían corroborado

su discurso a partir de los recientes pronunciamientos del TC a favor de una competencia
exclusiva de las CA en la regulación de los usos lingüísticos666: Así habían desarrollado

todavía más las conclusiones del Congrés y habían planteado claramente la necesidad de
\ i

incluir en una futura reforma de la LNLC la posibilidad de. establecer sanciones por

incumplimiento, como corolario necesario a una nueva y más incisiva política de

normalización lingüística.667
Pero fue sólo en el mayo de 1990 que la cuestión de una posible modificación de la LNLC

llegó en el Parlamento Lo hizo gracias a la presentación por parte del grupo parlamentario
de ERC de una moción sobre la política lingüística, finalmente aprobada por unanimidad

por la cámara catalana. El texto de la moción, que había finalmente incorporado enmiendas

procedentes de los grupos parlamentarios de CiU y del PSC, no sólo instaba al ejecutivo
catalán a continuar impulsando el proceso de normalización empezado con la LNLC, sino

también autorizaba el gobiemo a poner en marcha los estudios jurídicos pertinentes sobre

la factibilidad de una reforma de la LNLC ....

El estudio, encargado a Josep María Puig Salellas fue entregado a finales de año, y,

pronunciándose rotundamente a favor de viabilidad jurídica de la reforma, retomaba en

gran parte las orientaciones expresadas cuatro años antes por las conclusiones del Congrés

y por el debate académico de los últimos años.

En 1991, la cuestión volvería a presentarse en la cámara de manera tangencial, cuando una

interpelación al Consell Executiu presentada por el PSC para obtener explicaciones sobre

una discutida circular sobre usos lingüísticos emanada por el Conseller Comas, reabrió la

funcionarios (Ley 17/1985), ellegis1ador call1lán habla optado por excluir de la normativa a los funcionarios
locales.
665 Véase sobre todo A.MIRAMB� "La necessitat de modi!icació de la llei 7/1983. de 18 d'abril, de
nonnalització lingüística a Catalunya" en Rloida di Umflla ; D"t (1987) n.9 pp.117-131 y J.VERNET i
LLOBET:"La necesaria rnodificació de la llei de normalització lingüística" en RltJida di CatalN'!'Ja (1991) n.56
pp.37-50. Este últirno artículo se basa sobre las conclusiones de un informe juridico encargado al autor por
parte de la DGPL en 1989 .

... STC 83/1986 FJ 4, 5 Y 6.
667 Este es el caso de J .VERNET iLLOBET:"La necesaria rnodificació de la 1Iei. .." cito
... Véase DSPC núm.62, serie P, 16 de mayo de 1990 p.3001-3009.
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discusión sobre la aplicación de la LNLc.669 En la respuesta a la interpelación, el Conseller
de Cultura loan Guitart, en la defensa de los métodos que había adoptado el Govem en la

aplicación de la ley, hablaba abiertamente de la necesidad de una revisión de la misma ley.
y unos meses más tarde, en noviembre de 1991, ERC volvia a la carga presentando una

nueva interpelación sobre la política lingüística seguida por el Govem que de hecho

representaba un verdadero ataque frontal dirigido a una supuesta tibieza y dejadez
demostrada por el Consell Executiu en el desarrollo del proceso de notma1ización.

Llamado a contestar otra vez el Conseller Guitart, éste, defendiendo la actuación

gubemamental, finalmente afirmaba que el Govem disponía de los "elementos positivos,,67o
, .

para emprender la actualización de la Ley.
La cuestión de la insuficiencia de la LNLC y, consecuentemente, de la necesidad de una

reforma - o, mejor dicho, como se desprende de la terminología utilizada en la prensa y en

el lenguaje parlamentario de la época .. de una actualización de la normativa vigente, nació
en ámbitos académicos en la segunda mitad de los años 80, y llegó al Parlament de manera

directa o tangencial a principio de los años 90.

En este contexto, los dirigentes de CiU, si bien oficialmente ni el Govem ni la coalición

había planteado claramente una reforma de la LNLC, aceptaron y hicieron suya una

reivindicación que amplios sectores nacionalistas tanto en el gobiemo (sobre todo la

DGPL), como en los dos partidos, sostenían desde hace tiempo.
Así que, a principios de los años 90, a pesar de la inviolabilidad garantizada a la LNLC por

el hecho de haber regulado con éxito una materia de tanta envergadura a través de un

consenso extraordinario, si bien con acentos extremadamente prudentes, la cuestión de una

posible modificación de la ley se iba configurando como uno de los ternas de una cierta

relevancia de la agenda política catalana.

'" Se trataba de una circular en que, reiterando la voluntad del Govern que las comunicaciones intemas y
externas de los departamentos siempre se realizaran en catalán, el conseller Comás afirmaba: ''Rciteradament
hem assenyalat que, a! ciutadi, ca! que se l'atengui sempre en cátala i que en el si de la Generalitat de

Catalunya no hi ha a!tra llengua que el cataIa. És voluntat del Govern que ruxo es cpmpleixi de forma
absoluta. De vegades, observo que algunes persones del Dcparament que saben parlar el catali - perqué amb
mi el parlen - enmonen entre elles en castelli. Ca! que advertiu, per mitji deis mecanismes jerárquica que
considereu oportuns, que aquest és un costum a desterrar. A partir de la present nota, tots els casos que jo
observi, els abordaré directament; recriminant l'actitud de les persones que no s'hi adaptin i advertiot els

superiors dels quals dcpenguin". La nota produjo una viva polémica, a! punto que el mismo President de la
Genetalitat intervino públicamente para desautorizar su contenido. La intervención de Jordi Pujol en el

asunto, en todo caso, no pudo evitar la presentación de una interpelación por parte del grupo parlamentario
socialista. Véase DSPC núm.89, serie P, 13 de febrero de 1991, Págs ..4418 Y ss.
670

Véase DSPC núm.110, serie P, 14 de noviembre de 1991. p.5555.
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Así lo reflejan, si bien con una cierta comprensible diferencia de matices, los programas

electorales de los partidos catalanes para las elecciones autonómicas de 1992, con

excepción del PP.

Sin ningún lugar a duda, y como era previsible, ERC será el partido que pondría más

énfasis en la propuesta y le concederá más espacio. En su programa electoral se hablaba

claramente de la necesidad de modificar la LNLC, alegando que era imprescindible adaptar
el texto a las nuevas necesidades y cubrir los ámbitos no regulados por ninguna normativa

normalizadora, con especial referencia al mundo socio-laboral, económico, industrial,

comercial, militar, deportivo y olímpico. En cambio, si bien se hablaba de un PIa de
, .

Catalanitzaaó deis Funaonarir como medida de normalización aplicable a todos los

funcionarios autonómicos, no destacaba un requerimiento explícito de competencia

lingüística para los funcionarios de la administración local y periférica del estado.
671

El programa electoral de CiU, en cambio, dedicaba pocas pero significativas líneas a la

"actuaIización" de la LNLC. Las motivaciones que alegaba eran de diferente carácter. En

primer lugar, legales, ya que se afirmaba la necesidad de integrar en la ley la jurisprudencia

dictada, en materia língüística por el Tribunal Constitucional e los casi diez años de vigencia
de la LNLC. Más imprecisa aparecia la indicación con respecto a los ámbitos de aplicación
de la normativa lingüística, ya que sólo se hablaba de una adecuación a la nueva "situación

sociolingüística" del país. Finalmente, se recogían de manera general los argumentos
evidenciados por una parte de la doctrina juridica catalana en los últimos años, al afirmar

que el objetivo último de la modificación de la ley era hacer posible que la lengua catalana,

en cuanto lengua propia, finalmente fuera ''usual y preeminente" en todos los ámbitos.672

Iniciativa per Catalunya también se pronunciaba directamente sobre la posible modificación

de la LNLC. Coherentemente con la actuación política y parlamentaria desarrollada hasta

entonces, la coalición ecosocialista hacía en primer lugar hincapié en la falta de medios y de

eficacia de las políticas lingüísticas hasta entonces seguidas por la coalición nacionalista, y

abogaba por una más incisiva política de fomento y impulso de la lengua. En concreto,

refiriéndose al debate sobre la reforma de la LNLC, si bien alertaba de los riesgos que

comportaría un debate demasiado instrumental y artificioso sobre el tema, declaraba hacer

suyos los planteamientos expresados por Puig i Salellas, sobre todo en temas como los

registros públicos y los mecanismos sancionadores.673
.

671 ERe: Forra! Cap a la Intkp,ntknda. Programa EltdorrJ/1992, p.77. Archivo eEID-Pavelló de la República.
672 eiU: Un nON impllll per CataIn'!Ya. Programa d4 !!'""n 1992-1996, p.266. Archivo eEHI-Pavelló de la

Repúblic�
.

•

'" le: PIr 11M CataÚl'!'Ja 11111'frontnrs. Programa EIt(/()",� 1992 [s.p.]. Archivo eEHI-Pavelló de la República.

386



El PSC finalmente, aunque en más de una ocasión había hecho pública su convicción de

que más que hablar de una "actualización" de la ley vigente, lo que parecía más urgente y

necesario era explotar en el ámbito reglamentario todas las posibilidades ofrecidas por la

LNLC, también mencionaba en su programa, aunque indirectamente, la necesidad de una

revisión del marco jurídico de la lengua en Catalunya.07•
En el marzo de 1992, CiU conquistaba otra vez la mayoría absoluta en el Parlamento de

Catalunya, y el nuevo conseller de Cultura Joan Guitart asumiría la refonna del marco legal
de la lengua como una de las prioridades de su Departament,
Los primeros frutos del nuevo impulso gubernarnental no tardarían a manifestarse: en

, .

marzo de 1993, el Parlament aprobaba el Estaml del Consumidor.ó15 La nueva nonna recogería
buena parte de los argumentos evidenciados por la doctrina jurídica a partir del II Congrés
Internacional de Ilengua Catalana de 1986, sobre todo con referencia al derecho de elección

lingiiística aplicado en el campo de las relaciones comerciales y económicas. En lo específico,
se establecía el derecho de cualquier parte interesada en la estipulación de un contrato a

exigir la redacción del mismo en catalán,"o y, sobre todo se instituía la obligación para toda

empresa o establecimiento comercial que desarrollara su actividad en Catalunya - que fuera

catalán o no - de encontrarse en condición de poder atender los consumidores en

cualquiera de las dos lenguas oficiales.677

Pero sobre todo, por primera vez en un texto legal que regulaba aspectos lingüísticos, se

establecían sanciones para quien infringiera los derechos lingüísticos solemnemente

enunciados en la ley.678
La nonnativa sobre los derechos de los consumidores, de hecho había representado una

primera prueba de la viabilidad de una refonna de la nonnativa general que había sido

superada con éxito. Así, pocos días después de la aprobación del Estatut del Consumidor,

ellO de marzo de 1993, Guitart comparecia delante de la Comisión de Política Cultural y

anunciaba la decidida voluntad del ejecutivo de llevar adelante en el menor tiempo posible
una profunda refonna de la LNLC.679

Las razones esgrimidas por el representante del ejecutivo catalán en aquella sede,

retomaban las consideraciones que una parte de las fuerzas políticas y del mundo

académico catalán habían estado sosteniendo a partir de la segunda mitad de los años 80.

67. PSC: Programa de GOIItnt. Ek,cWns 1992, p.75. Archivo CEHI-Pavelló de la República.
675 Uei3/1993, de 5 de�de !'Estatut del Consumidor, DOGC núm. 179, de 12 de marzo de 1993.
67, Llei 3/1993, de 5 de� de !'Estatutdel Consumidor, DOGC núm. 179, de 12 de marzo de 1993, art.26.
677 Llei 3/1993, de 5 de rnar<;:, de !'Estatut del Consumidor, DOGC núm. 179, de 12 de marzo de 1993, art.27.
'" Llei3/1993, de 5 de� de !'Estatutdel Consumidor, DOGC núm. 179, de 12 de marzo de 1993, art.29,
letra f).
67, Véase DSPC núm.64, serie C, 11 de marzo de 1993, pp. 1452 e ss.
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Por una parte, según Guitart, se hacia indispensable integrar en la normativa lingüística
catalana la jurisprudencía constitucional de los últimos años, y, en particular la sentencía

que había considerado finalmente constitucional la obligación para los aspirantes
funcionarios y trabajadores de la administración autonóruica de superar una prueba

obligatoria de lengua catalana680•

Y, por otra parte, en términos más generales, se consideraba llegado el momento de abrir

una segunda fase del proceso de normalización empezado con la LNLC diez años atrás. Si

la primera fase había tenido como objetivo prioritario la extensión del conocimiento de la

lengua catalana, la segunda tendria como finalidad última la de promover su uso social en
. .

todos los ámbitos, garantizando el cumpliruiento de los derechos lingüísticos de los

ciudadanos en sus relaciones con organismos públicos y privados;
681

Pero el paso decisivo para la puesta en marcha de la reforma se consumió durante el debate

de política general, celebrado en la cámara a catalana a principio de noviembre, durante el

cual CiU empezó una discreta pero continua consultación con el PSC.

El cuadro general de las relaciones entre los dos partidos mayoritarios en Catalunya era, a

finales de 1993, relativamente positivo. A una practica consolidada de colaboración en

temas de política lingüística, se añadía, en aquel momento histórico, también la

circunstancía de que en el ámbito estatal, después de las elecciones legislativas de junio de

1993, CiU proporcionaba los votos necesarios al partido de Felipe González para gobernar.
De hecho, el clima de enlente cardiale entre el nacionalismo catalán mayoritario y los

socialistas se había revalidado justo en ocasión del debate en la cámara catalana, cuando

ambas fuerzas políticas se habían explícitamente demostrado dispuestas a abrir un diálogo
sobre los presupuestos para el 1994, sobre la posibilidad de encabezar una inicíativa

conjunta para revisar el sistema de financíación, y finalmente, sobre las grandes lineas de la

política lingüística.
Las conversaciones entre CiU y PSC, que habían tenido su momento simbólico más alto en

una visita que había realizado el mismo President de la Generalitat al secretario socialista

Raimon Obiols en la sede del grupo parlamentario socialista en el Parlament, produjeron

680 Se trata de la STC 46/1991, de 28 de febrero que resolvía el recurso presentado por el consejo de
ministros en contra del art.34 de la ley de la función pública catalans de 1985.
681 Miquel Reniu, entonces director general de la DGPL explieaba así las intenciones del ejecutivo: "L'objectiu
de la difusió del coneixernent del catali no completa el mandat que ens fa I'Estatut d'igualar en drets i deures
les dues llengües oficials. Evidentement, per igualar en drets i deures cal que el catal. esdevingui una llengua
disponible en tots els usos públics deis ciutadans de Caealunya, i per tant cal fer posible que les institucions
radicades en Catalucye, les ernpreses, els mitjans de comunicació, les industries culturals, i tots aquells que Can

un ús públic de la llengua incorporin el catal. en su funcionament de manera que el ciutad. pugui veure
cumplert el seu dret de ser ares en catali quan aixl ho desitgi. És el que en diern l'extensió del ús social del

388



como primer resultado el envío de un texto de reforma de la LNLC elaborado por la

DGPL a la sede del PSc. El texto sería estudiado por los expertos socialistas, que le

aportarían las modificaciones y las sugerencias que creerían necesarias, entrando así en los

contenidos de la negociación. Paralelamente el texto fue envíado también a ERC.682

El borrador preparado por la DGPL preveía la modificación de once artículos de la

LNLC:" la introducción de un nuevo título, de cuatro nuevas disposiciones transitorías y

una final y la modificación de tres artículos de la Llei 8/1987, de 15 d'abril, Municipal i de

Régim Local de Catalunya.G84

Las propuestas formuladas confirmaban las orientaciones expresadas por el Conseller
, '

Guitart en la primavera del mismo año. La nueva codificación de algunos artículos del

Título preliminar y del Título 1 (del uso oficial), intentaban definir y dar contenido jurídico
al concepto de lengua propia referido a la lengua catalana. Así la lengua catalana debía ser la

lengua de uso normal de todas las administraciones públicas de Catalunya y de la enseñanza

(mcorporando así el texto el decreto 75/1992) y también de todas las entidades públicas o

privadas que se ditigieran al público. En la misma línea, una nueva formulación explícita de

los derechos lingüísticos de los ciudadanos establecía la posibilidad por éstos últimos de

relacionarse con todo tipo de administración radicada en el territorio catalán en las dos

lenguas oficiales. Pero posiblemente las dos novedades más importantes del texto

estribaban por un lado en la inserción de GIIOtas de emisión en lengua catalana obligatorias
para los medios de televisión y radiodifusión, y, por el otro, en las sanciones que se

establecían por la víolación de las mismas.

El artículado presentado por el gobierno intentaba así incidir en los campos que habían

quedado fuera de la regulación de la LNLC, como en el caso de las empresas privadas que

dirigían su actividad al público y, de una manera más indirecta - en forma de defensa de un

derecho lingüístico individual- en el caso de las administraciones públicas no autonómicas.

Además, y justo en el medio de la polémica sobre el modelo lingüístico-escolar
desencadenada en 1993, el gobierno elegía intentar poner a salvo las directrices seguidas

catala, que no té res a veure amb obligar les persones a parlar en catali". Citado en E. VOLTAS: LAgNtmI "
la IfIngllo, Empúries, Barcelona:1996 p.156.
1582 Resulta interesante, en este contexto, dar noticia de la polémica que se gener6 dentro de la coalición CiU,
ya que el Consell Executiu no envió en esta fase una copia del borrador a Unió Democrática, que conoció los

contenidos de la propuesta de la prensa. El dirigente democristiano Duran i Lleida criticó duramente la

actitud de sus socios de gobierno, afittnando que el incidente había demostrado una vez más la falta de

considetacióo hacía su formación poHtica. En la polémica intervino directamente el President Pujol, que,
quitando importancia a lo sucedido, afirmaha que, puesto que el borrador había sido fruto del trabajo del

ejecutivo, Unió Democrática ya hubiera tenido que tener conocimiento de sus contenidos gracias a los

tnietnbros del partido presentes en el gobierno. VéaseAVVI 11 y 13 de noviembre de 1993.
'" Se trataba de los articulos 2, 3,5,8.1,9.1,11,14,15,16,18,18,21 Y 23.3.
684 Se trataba de los artículos 5,294.2 Y 3102.
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con la aprobación del decreto 75/1992 e insertar en la propuesta de reforma de la LNLC el

modelo de "conjunción lingüística no paritaria" que el decreto había configurado.

Finalmente, después de 10 años, CiU volvia a propugnar mecanismos sancionadores que

garantizaran la aplicación de la ley. Más de diez años atrás, se vio como la situación política
del momento había aconsejado una pronta rectificación de las propuestas convergentes en

este sentido. Ahora la cuestión volvia en el debate político gracias al respaldo objetivo

representado por el precedente de la aprobación del Estatut del Consumidor.

Pero antes que se llegara a cualquier tipo de acuerdo entre las dos fuerzas mayoritarías, el

texto había sido filtrado a la prensa.685 La filtración, que se produjo en un momento en que,
. .

como ya se ha recordado, la política lingüística de la Generalitat de Catalunya (y en

particular modo la política lingüístico-escolar) era el blanco de una campaña dirigidas por

algunos medios de comunicación, creó un cierto embarazo en las filas del PSC, mientras

que ERC y lC - ésta última con algunos matices - siguieron respaldando el texto

presentado por el gobierno.
Pero pasados los primeros clamores, la negociación PSC-CiU iría adelante, aunque ya con

tiempos y objetivos parcialmente diferentes. Los socialistas, en este contexto, si bien no se­

negaban a hablar del proyecto de reforma presentado por el ejecutivo, pedían ahora una

discusión más de conjunto sobre las políticas lingüísticas. De este nuevo enfoque, nacerían

tres comisiones bilaterales Generalitat-PSC que tendrían como objeto respectivamente la

reforma del Consom de Normalización Lingiiística, la aprobación del Pla de Normalización

Lingüística y finalmente una posible modifica de la LNLC.

Cuanto a la primera cuestión, los socialistas reclamaban una profunda reforma del CNL

que finalmente concediera más espacio de decisión para los entes locales en ella

representados y que participaban financieramente en su funcionamiento, reduciendo así el

control que sobre el organismo ejercía la DGPL.

Cuanto a la segunda cuestión, se trataba de una antigua reivindicación de la izquierda
catalana. La confección de un plano de actuación general que guiara la acción

normalizadora de la Generalitat, era una medida ya prevista en la LNLC,686 que pero

todavia diez años después de su aprobación, no había sido desarrollada687•

Y, finalmente con referencia a la reforma, si bien los socialistas compartían la necesidad de

ensanchar los ámbitos de aplicación de la ley, intentando finalmente incidir sobre el uso

social, en esta fase se demostraban convencidos de la oportunidad de obrar los cambios

68S Véase ElPair, 10 de noviembre de 1993 .

... Se trata del art.27 de laLid de Nottnalització Lingülslica a Catalunya.
687 El primer PIa WIMI7JI tÚ NomtalitzatM I.iIIgiiirti&a fue linahnente aprobado el 7 de marzo de 1995.

390



necesanos a través de disposiciones reglamentarias para evitar de poner en peligro el

enorme capital de consenso qua había presidido el nacimiento de la LNLC. En todo caso,

bien defendiendo esta posición de partida, no se sustraían a mantener una negociación
abierta sobre este punto.

Resumiendo, a finales de diciembre de 1993, una vez que se había hecho público el texto

preparado por la DGPL, si se mira al conjunto de las posiciones de las fuerzas políticas
catalanas, se puede decit que la suerte de la reforma se encontraba en una situación

totalmente abierta.

Si Cil.l evidentemente se declaraba plenamente de acuerdo con la necesidad de llevar a cabo
, .

la reforma y con los contenidos propuestos por el Govern, ERe iba todavía más allá y

declaraba que no sólo era imprescindible cambiar el marco legal de la lengua en eatalunya,
sino que el nuevo texto tendría que incidit todavía más e incluir normas referentes al

mundo socio-económico, como en el caso del etiquetaje.
le, si bien no se declaraba convencida del todo que una reforma de la LNLe fuera el

instrumento más idóneo para conseguir una extensión del uso de la lengua que también

consideraba necesario, no cerraba la puerta a un posible apoyo a la reforma cuando esta

entrara finalmente mente en parlamento para ser discutida.

El pse, como se vio, se resistía más a la idea de un cambio de orden legislativo, pero

igualmente, como mínimo, parecía substancialmente dispuesto a integrarse plenamente en

el proceso de negociación.
Sólo el PP, después de unas controvertidas declaraciones de su secretario, Aleix Vida!

Quadras688 se había arrojado en contra de la hipótesis de modificar la LNLC. Los populares
catalanes afirmaban que el texto propuesto era inaceptable por contener elementos que

consideraban conculcadores de la libertad personal, se declaraban en contra de cualquier
medida sancionadora y, en línea con lo que habían estado sosteniendo a lo largo de toda la

polémica sobre el modelo lingüístico-escolar, rechazaban el modelo de "conjunción

lingüística no paritaria" que ahora se quería incluir en la ley.
En todo caso, no obstante la oposición del PP, el proceso parecía haberse puesto en

marcha. Si bien la aspiración del Govem había sido explícitamente en todo momento la de

realizar una reforma contando con la contribución d todas las fuerzas políticas, intentando

... Según el relato que hace de aquel momento Eduard Voltas, basado en parte sobre una entrevista con el
director de la DGPL de entonces Miquel R.eniu, en un primer momento el PP se había declarado plenamente
favorable a! proyecto de reforma. Pocas horas después del encuentro que Guitart y Reniu habían tenido con

Aleix Vida! Quadras en el cual éste último había confirmado la conformidad de su grupo parlamentario con el
texto propuesto, una nota de prensa del mismo Partido Popular rectificaba punto por punto las declaraciones
hechas en un primer momento por Vida! Quadras y declaraba la absoluta contrariedad del partido. Véase

E.VOLTAS: LaglJI1Trl dt.••cit.p.161-162.
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reproducir aquella unanimidad que había sido la clave posiblemente decisiva del éxito de la

LNLC, al principio de 1994 los populares catalanes sólo contaban con siete diputados en el

Parlament (alrededor del 5% de los votos). Además no habían participado en 1983 en la

aprobación de la LNLC y en el bienio 1992-1993 se habían distinguido, en solitario, por ser

los más duros hostigadores de la política lingüística de la Generalitat, que, de hecho, todos

los otros partidos habían substancialmente respaldado. Por todas estas circunstancias, no

parecía un obstáculo insuperable la falta de apoyo del PP para sacar adelante el proceso de

discusión de la reforma.

Lo que sí resultó ser un obstáculo tanto imprevisto cuanto paralizante, fue la noticia, a

finales de enero de 1994, de queel Tribunal Supremo remitía cuatro artículos de la LNLC

(relativos a la enseñanza)68. al examen del Tribunal Constitucional en consecuencia de un

antiguo recurso administrativo presentado en contra de unas disposiciones reglamentarias
de desarrollo de la LNLC.

Como ya se vio en otra parte de este trabajo, .el conflicto constitucional posiblemente más

duro y potencialmente más cargado de consecuencias de toda la historia catalana del

postfranquismo, se concluyó sin efectos de envergadura en diciembre de 1994, cuando

finalmente el TC declaró plenamente constitucionales todos y cada uno de los cuatro

artículos recurridos....

Pero el efecto inmediato sobre la posibilidad de una reforma de la LNLC fue devastador.

Aunque todavía en febrero el Conseller GuitaIt afirmaba en el Parlament que la reforma

seguiría ad.elanté9l, ya en julio el mismo Conseller hacía público que el ejecutivo
consideraba necesario aplazar cualquier hipótesis de reforma hasta después del

pronunciamiento del alto tribunal"...

Justo después de la sentencia, no obstante hubo a1gún exponente del ejecutivo que se

pronunció a favor de reanudar los contactos y retomar la iniciativa reformadora, la mayoría
de los exponentes políticos, tanto del gobierno como de las oposiciones, consideraron

inoportuno empezar a abordar un trámite parlamentario de tanta envergadura a pocos

meses de las elecciones autonómicas previstas para el noviembre de 1995.

689 Las normas contestadas eran el inciso primero del art.15; los art.14.2 y 14.4 Y el art.20 .

... STC 337/1994,23 de diciembre.
69' Véase DSPC,núm.143, serie C, 17 de febrero de 1994.
692 Miquel Reniu, director de la DGPL, describe aslla decisión del ejecutivo de aplazar la reforma:"L'acte del

Suprern ens va fer reflexionar a toto sobre la oportunitat del moment, Es feia molt dificil actualizar una llei

que estava recorreguda al Constitucional, i ens va semblar que no era procedent continuar amb el projecte de

reforma, malgrat que bi bavia un consens prou g=eralitzat que encara que el PP no bi estigués d'acord ho
titaríern endavant igualment. L'acte va provocar, a toé" que es revifés la campanya d'alguns mi�ans de
comunicació de Madrid contra la llengua. i aixO ens va acabar de decidir a deiaar-ho per més endavant". En
E.VOLTAS: La ¡¡"mllk..• cit. p.163.
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El intento de reforma de la LNLC de 1993, había nacido de una iniciativa del gobierno
catalán, que había recogido las sugerencias y las reflexiones que un importante parte del

mundo académico y político habían llevado adelante a partir de la segunda mitad de los

años 80.

La relativa distensión de las relaciones con el mayor partido de la oposición en Barcelona

había aconsejado a los exponentes de la coalición nacionalista a adoptar, a diferencia de lo

que había pasado en el caso de la LNLC, una estrategia que preveía buscar un pacto directo

con el PSC que constituyera el núcleo de un acuerdo, al cual se sumarían la mayor parte de

las fuerzas políticas catalanas.

No es posible saber si el acuerdo finalmente se hubiera conseguido. Lo que parece cierto es

que, aquella primera experiencia ya marcó algunas tendencias generales que se explicitarán
tres años más tarde en ocasión del debate que llevó a la aprobación de la LPL como la

búsqueda, por parte de CiU, de un pacto extraparlamentario con el PSC al cual se sumarían

en un segundo momento otras fuerzas políticas, un método que - en opinión de la

coalición nacionalista - garantizaría un trámite parlamentario relativamente rápido y seguro

de la reforma.

CiU, así como ERC y, con matices, rc volverán a incluir en sus programas electorales para

las elecciones autonómicas de 1995 la necesidad de una reforma de la LNLC en el sentido

de aumentar su efectividad como instrumento de potenciación del uso social del catalán.6..

Se volverá a abordar la cuestión, en una sitnación política totalmente diferente, sólo más de

un año después, a principio de 1997.

5.6 La LId de Politice Llingüfstiea de 1998

Como se vio, CiU, ERC y rc habían vuelto a incluir la propuesta de una reforma de la

LNLC en sus programas electorales para las autonómicas de 1995.

No obstante el contencioso jurídico-constitucional en merito al modelo lingüístico-escolar
se había cenado con éxito a finales de 1994, la propuesta de la reforma volvería a tomar

definitivamente cuerpo sólo a partir del verano de 1996.

Las razones de este considerable retraso, probablemente se tengan que buscar en las nuevas

correlaciones de fuerzas dibujadas por las dos consultaciones electorales autonómicas de

noviembre de 1995 y legislativas del marzo del año siguiente.

69' Véase CiU:Porlem CatabnrJa mis /!¡¡'!Y. Progmmtl di Gtwmt, 1995 p.354; ERe: Fo'ftl/ Cap ti la Indlptltdindtl.
Prol'/'tlflltl Ek<foml, 1995 pp.56-59; re: Am.1 fqm ti hI. Pmgmmtl Ek¡;tqml, 1995 pp.58-64. Archivo eEHr-Pavelló
de la República.
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Las elecciones catalanas de 1995, habían marcado una sensible mutación del sistema

político del Principado. Si bien CiU por quinta vez consecutiva se confirmaba el partido
más votado, no conseguía repetir la mayoría absoluta de las dos consultaciones

precedentes. La falta de posibilidad de formar mayorías alternativas obligaba así la coalición

nacionalista a formar un gobierno de minoría que se sustentaría gracias a acuerdos

puntuales con ottas fuerzas políticas. Por otra parte, ERC, que también había apostado
decididamente por la reforma de la LNLC, no había conseguido resultados satisfactorios y

con 13 diputados bajaba a ser la cuarta fuerza política del país.
Pero la gran novedad salida de las urnas catalanas en 1995 había sido el relativamente

, '

espectacular resultado del PP de Aleix Vidal Quadras, que. con 17 diputados en el

Parlament se consagraba como tercera fuerza del país y cosechaba el mejor resultado nunca

conseguido por esta fuerza política en unas elecciones autonómicas catalanas.

El éxito del partido de Vidal Quadras, se debió posiblemente a todo un conjunto de

factores, entte ellos, evidentemente, la profunda crisis que vivía el socialismo español en

aquellos momentos y la paralela y generalizada tendencia al alza del partido liderado por

José María Azoar. Pero no parecen ajenas a tal resultado electoral las duras posiciones que

había mantenido en solítario el PP catalán en contra del modelo lingüístico-escolar de la

Generalitat a partir de 1993 y durante toda la lI'errtJ de la /enll'a. Posiblemente, como algunos
comentaristas subrayaron, la deciaión del partido de Aleix Vidal Quadras de erigirse como

el campeón de unos derechos presuntamente amenazados de la población
castellanobablante babía facilitado un cierto transvase de votos desde otras fuerzas (y, en

particular, el PSC) al pp694•

Sea como fuera, a finales de 1995, con un PP extremadamente más fuerte y con las

incertidumbres propias de la práctica de los pactos puntuales, el gobierno en minoría de

CiU, otra vez presidido por Jordi Pujol, no consideró oportuno abrir negociaciones para la

reforma de la LNLC, considerando además que el PSC no sólo no había incluido en su

programa esta reivindicación, sino que mostraba incluso más resistencias que dos años

antes a emprender similar trámite.

La situación de inmovilismo generada por el complejo mapa electoral surgido de las

elecciones autonómicas de 1995 volvió a cambiar unos meses después, cuando el PP ganó
las elecciones generales de marzo sin obtener mayoría absoluta, necesitando así el apoyo de

los parlamentarios de CiU a Madrid para gobernar.

... En concreto, el PP mejoraba de 9 puntos percentuales sus prestaciones en la provincia de Tarragona,
verdadero epicentro de la que se definió la g1ltml '" la ""gua.Véase: "El PP aprueba su asignatura pendiente"
en: La Vang1lanlia, 20 de noviembre de 1995, p 19.
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El pacto de gobernabilidad, sellado en el barcelonés hotel Majestic entre CiU y PP, produjo
consecuencias no sólo por 10 que se refiere a la política española, sino que también volvió a

alterar los equilibrios políticos de la vida política catalana.

Después de unos años en que el partido conservador español y su entorno mediático se

había distinguido por ser el más duro crítico del nacionalismo mayoritario catalán, y en

particular modo de su política lingüístico-escolar, la dirección general del PP decidia apostar

por las mejores relaciones posibles con CiU, tanto a Madrid como a Barcelona. El resultado

más evidente de este cambio de actitud, fue la decisión tomada por la directiva del partido
de Madrid de sustituir el polémico secretario del partido en Catalunya,Aleix Vidal Quadras
con el más dialogante Alberto Femández Díaz, decisión que sólo parece posible explicar en
el cuadto de las relaciones parlamentarias de Madrid entre CiU y PP, puesto que el

dirigente sustituido había obtenido resultados electorales más que sarisfactorios.

La conciencia de la indispensabilidad de los diputados nacionalistas en Madrid y la

neutralización del PP a Barcelona crearon las condiciones propicias para que CiU volviera a

poner en marcha las negociaciones bruscamente interrumpidas a finales de 1993 y que

propusiera no ya la "actualización" de la LNLC sino un verdadero nuevo texto que de

hecho superara la normativa de 1983.

En verano de 1996 se producían cambios significativos en la composición del ejecutivo
catalán: Pujol nombraba Josep María Pujals como Conseller de Cultura y Uuís Jau como

director de la DGPL Y a estas dos figuras encargaba la conducción de la negociación con

las otras fuerzas políticas.
Así las cosas, a principios de febrero del año 'siguiente empezaban los primeros contactos

entre el ejecutivo y los grupos políticos. ERC y el recién nacido Partit per la Independencia

(surgido de una escisión del grupo republicano) que eran las fuerzas que con más vigor
defendían la necesidad de llevar a cabo la redacción de un nuevo texto, fueron los primeros
en ser consultados. IC manifestaba también, ahora con más vigor que cuatro años antes, la

convicción de que fuese necesario completar y profundizar el proceso de normalización,

pero coherentemente con lo que había estado sosteniendo hasta aquel momento, reclamaba

que el proceso de redacción se llevara a cabo contando con la participación no sólo de las

fuerzas políticas parlamentarias sino también con el concurso de las fuerzas sociales y de la

sociedad civil

El PSC se mantenía más o menos en la misma linea de cuatro años antes: convencido de la

posibilidad de profundizar en el proceso de normalización a través de medidas

reglamentarias y no legislativas, no se cerraba en todo caso a la negociación. Sin embargo,

395



ponia una condición clara: la intervención legislativa, en e! caso en que prosperase, se

limitaría a una modificación (o más bien a una integración) de LNLC, que los socialistas

catalanes consideraban que tendría seguir vigente.
El PP, a pesar de que la situación política general había generado una moderación en los

tonos empleados por esta fuerza política con referencia a la política lingüística de la

Generalitat, se manifestó desde el principio en contra de una nueva normativa que incidiera

sobre una mayor extensión de! uso social de! catalán. Pero en todo caso, no descartaba de

entrada la posibilidad de una negociación, en la cual pudiera, c�mo mínimo, expresar sus

convicciones.

Por lo tanto, se podría decir que a principio de 1997, en e! momento en que e! Conseller

Pujals empezaba la ronda de consultaciones con los partidos catalanes, como mínimo se

registraba una situación en la cual todas las fuerzas se declaraban favorables a abrir una

discusión sobre un cambio de! marco legislativo de las lenguas en Catalunya, si bien a partir
de diferentes perspectivas. La disponibilidad de todos los grupos a abrir una discusión se

escenificó en una reunión celebrada e! 7 de febrero en e! Parlament, en la cual se acordó

empezar e! trámite legislativo y nombrar una ponencia conjunta en la cual tuvieran

representación todos los grupos parlamentarios695•
La reunión había servido también para intentar solventar a través de una iniciativa unitaria,

ya desde el principio, las más significativas reticencias que algunas fuerzas habían

manifestado en las consultaciones de los días anteriores. Por esta circunstancia, en la

reunión se acordó también que la misma ponencia llevaría a cabo un estudio preliminar
sobre la situación legislativa y sociolingüística que abordaría también e! conjunto de la

política lingüística y no sólo la normativa general, dando así satisfacción a las perplejidades
expresadas por el PSC. Por otra parte, así como solicitado por Iniciativa per Catalunya se

establecería ya de entrada un calendario y una fórmula para la participación de amplios
sectores de la sociedad civil en e! proceso legislativo que se iba a comenzar.

E! 18 de febrero e! ejecutivo presentaba un documento que constituía la primera
contribución concreta al debate. Los Criteris del Govem per l'elaboració d'lIna Dei d'esos de ks

IIengiles oficials de Catalll1!Ya constituían un proyecto general, que retomaba en gran parte los

contenidos de la propuesta avanzada cuatro años antes.6!1<5 Con tonos prudentes pero

decididos, motivaba la necesidad de proceder a una revisión profunda de la normativa

lingüística, que llevara a la redacción de un nuevo texto que incorporara la legislación más

695 Pata los comentarios de los distintos grupos políticos con respecto a la reunión, véase El Ptriódk. 8 de
febrero de 1997.
696 El documento es integrahneote reptoducido ea La VtI1f!/«'Tflia, 19 de febrero de 1997.
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reciente y la jurisprudencia del Tribunal Constitucional en materia de función pública,
defensa del consumidor y programación audiovisual por cable.'97 La aprobación de una

nueva norma además seria acompañada de la modifica de algunos artículos de la Ley de

Bases de Régimen Local de Catalunya, referentes a los mecanismos de selección del

personal.698
La estrategia del Govem se había construido, en este contexto, alrededor de dos ejes
fundamentales. Por un lado, el ejecutivo había ofrecido el máximo del espacio posible a las

perplejidades y a las reivindicaciones de los grupos que más tibiamente habían recibido la

iniciativa gubernamental, garantizando una gestión institucional f!rmcrmente unitaria de la

iniciativa. Pero, por el otro, con la presentación del documento, el ejecutivo catalán había

querido manifestar la voluntad de orientar el debate hacía una solución determinada y había

expresado sin reservas su convicción de que tuviera que ser la coalición nacionalista a

liderar el proceso de reforma del marco juridico de las lenguas en Catalunya.
Pero la estrategia del ejecutivo catalán, de concertación y liderazgo del proceso, tuvo que

enfrentarse ya pocos días después de la publicación del documento con toda una serie de

inconvenientes, algunos de ellos seguramente previsibles, pero otros más bien imprevistos.
El primer golpe a la estrategia gubernamental, paradójicamente provino de las mismas filas

de unos de los dos partidos que integran la coalición nacionalista. Unió Democrática, a

través de declaraciones a la prensa de su secretario Josep Antoni Duran Lleida, restaba

importancia al documento presentado por el ejecutivo catalán, afirmando que lo que

realmente era importante eran las deliberaciones que finalmente tomaria la ponencia que

estaba a punto de formarse.699 Sin embargo, las declaraciones del líder democristiano - y la

durísimas reacciones que provocó por parte del mismo President de la Generalitat,700 - se

tienen que enmarcar en la continua pugna de baja intensidad que UDC y UDC entretenían

por el reparto de poder dentro del ejecutivo y por las perspectivas políticas de la coalición,

pugna que, en aquel momento, veía contraponerse la moderación de los sectores

democristianos y las argumentación soberanistas de algunos sectores de CDe .

.., En lo especifico, el documento declaraba querer integrar en la nueva normativa lingüística, algunos de los

ptincipios contenidos en la ley catalana 17/1985 de la Función Pública de la Administración de la Gencralitat

(en particular, el principio de exigencia del conocimiento de la lengua catalana por parte de los aspirantes
funcionarios, definitivamente admitido por la STC 46/1991), en la Ley catalana 3/1993 del Estatuto del

Consunúdor, y finalmente de la Ley catalana 8/1996 de regulación de la programación audiovisual por cable.
,.. Los articulo s de la LMBRLC (8/1987) posiblemente objeto de modificación serian el 294.2 yel310.2.
'" Véase ElP"'¡ódito, 23 de febrero de 1997 yElPaú, 26 de febrero de 1997.
lOO Jordi Pujol declaró en aquellos momentos a la prensa que crela que las discrepancias de UDC con respecto
al documento del ejecutivo podrían ser interpretadas como una "falta de solidaridad" y consideraba que fuera

"muy grave" que UDC "se desmarcara" de las posiciones de la coalición en relación a un tema tan

ltasccndcnte. VéaseElP"'¡ódim, 23 de febrero de 1997.
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El segundo golpe, este sí, más previsible, fue la decisión del PP catalán de dificultar la

formación de la ponencia, retrasando el nombramiento de sus representantes hasta que no

cesaran las discrepancias entre CDC y UDC.701

Parece verosímil, en este sentido, que la querelle entre los dos socios de la coalición

mayoritaria resultó extremadamente útil a los populares catalanes para tomar tiempo. En el

momento en que empezaba a tramitarse la reforma, el PP de Catalunya vivia todavia las

secuelas de la decisión de desplazar Aleix Vidal Quadras de la secretaria del partido. La

demora en el nombramiento de los representantes populares parecía responder entonces a

la dificultad con la cual la nueva dirección, más disponible a dialogar (aunque no por eso
, .

más proclive a una reforma de la LNLC) finalmente consiguió imponerse en las relaciones

de fuerza internas. Se verá como la pugna para el control de la dirección del PP afectará el

comportamiento de los representantes populares a lo largo de todos los meses de trabajo
de la ponencia.
Finalmente la ponencia acabó constituyéndose el 27 de febrero, aunque se tuvo que esperar

hasta la semana siguiente para que los representantes populares Josep Curto y M. Dolors

Nadal se incorporaran definitivamente.702 Todos los grupos nombraron sus respectivos

portavoces como ponentes, subrayando así la importancia del trámite parlamentario que

estaba a punto de empezar.

No obstante el gobierno había establecido un calendario para la aprobación de la ley, la

Ponencia optó por fijar autónomamente su calendario703• Así como habían pedido los

representantes de IC-V - y había sido posteriormente aceptado por los otros partidos
políticos - el programa de trabajo incluía unas sesiones (que se realizaron entre la segunda
mitad de abril y el principio de mayo) en que se escucharían las propuestas de una larga lista

de entidades de la sociedad civil y la posibilidad, por ciudadanos y entidades de hacer llegar
a la Ponencia documentos y sugerencias.
Al principio de los trabajos de la ponencia todos los partidos presentaron documentos y

borradores para la discusión. CiU aportaba a los trabajos el texto aprobado por el ejecutivo
al principio de febrero, acompañado por un informe jurídico que justificaba Iá necesidad de

una reforma con el objetivo explicito de que fuera asumido por los otros partidos como

701 Véase ElPaís, 26 de febrero de 1997.
702 La ponencia estaba integrada por Ramon Camp i Batalla (CiU);Joaquim Nada! i Farreras yAntoni Dalmau
i Ribalta (pSC); Josep Curto i Casadó y Maria Dolors Nadal i Aymerich (PP); Rafael Ribó i Massó y Ignasi
Riera i Gassiot (lC-V); Josep Lluís Carod Rom (ERC); .Angd Colom i Colom y Xavier Bosch i Garcia

(Grupo lvIixto). Asistió a las sesiones de trabajo liuís Jou iMirabent (Director General de laDGPL).
703 Entre febrero y septiembre de 1997, celebró un total de 19 reuniones (6 y 20 de marzo; 3,8, 17, 18 Y 22 de

abril; 6, 13 Y 27 de mayo; 3, 17 Y 27 de junio; 1, 8, 15 Y 23 de julio; 29 y 30 de septiembre).
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basa para empezar la negociación. En concreto, el documento del Consell Executiu ponia
sobre la mesa de la Ponencia toda una serie de cuestiones fundamentales.Í'"

En primer lugar, puntualizaba la voluntad de aprobar una nueva norma y no ya una

"actualización" de la LNLC (de la cual el nuevo texto en todo caso seguiría adoptando
algunos principios).
En segundo lugar, introducia la noción de "disponibilidad lingüística", que se traducía en la

implantación de medidas orientadas a garantizar el derecho de todo ciudadano a ser

atendido y correspondido en la lengua oficial que empleara .en las relaciones con la

administración (inclnida la periférica del estado, local y la de justicia) y,en las relaciones con
•

las empresas que ofrecian servicios públicos y en general a las empresas que ofrecian

servicios al público.
En tercer lugar, establecía que el catalán seria la lengua propia y normal (en las

manifestaciones externas y internas) de todas las administraciones públicas catalanas,

incluyendo la administración local y también de todas las empresas concesionarias de

servicios que dependieran de estas administraciones.

En cuarto lugar, perseguia regular el uso de las lenguas en los medios de comunicación

dependientes de la Generalitat y de la administración local y también en los medios

privados de ámbito autonómico. Por los medios públicos, CiU proponia la obligación de

que la lengua normalmente utilizada fuera el catalán. y por lo que se refiere a los medios

privados - y ya se verá como este aspecto se demostró particularmente polémico - se

establecian unas determinadas cuotas de programación propia que obligatoriamente tendrian

que ofrecer en catalán, que alcanzaban el 50% del total. En el caso de las emisoras

radiofónicas privadas, además, dicho porcentaje se extendia al total de las emisiones.

En quinto lugar proponia incorporar las previsiones de la 17/1985 relarivas a la exigencía
de conocimiento de la lengua catalana para los funcionarios autonómicos, extendiéndola a

los funcionarios de la administración local.

En sexto lugar proponia incorporar los preceptos del decreto 75/1992, relativos a la

enseñanza obligatoria, ratificados por la STC 337/1994, consolidando así el sistema de

"conjunción lingüística no paritaria".
En séptimo lugar planteaba incidir en la regulación de los usos lingüísticos en el ámbito

socio-económico, estableciendo la obligación de incluir las dos lenguas oficiales en todos

los datos obligatorios de las etiquetas de los productos alimenticios envasados así como de

los productos tóxicos y venenosos. Además, en el caso de los productos artesanales y con

"101 Por un detallado análisis del contenido del documento del Govern, véase 1.ARGELAGUET: Elprocés
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denominación de origen catalana, el Govem proponía que el etiquetaje de dichos

productos se tendría que realizar "a! menos" en lengua catalana, estableciendo así

implícitamente que se podría prescindir de la lengua castellana.

Finalmente, el documento proponía unas "garantías de cumplimiento", es decir, la

posibilidad de sancionar los infractores de la ley. Las sanciones no se establecerían

directamente en el texto sino que en la norma figurarían referencias a las medidas

sancionadoras previstas en las normativas relativas a la función pública, a los derechos de

los consumidores y a las asociaciones profesionales.
La propuesta presentada por CiU en la Ponencia apostaba por hacer de los Criterir del

, .

Consell Executiu el eje en tomo a! cual se realizarían las negociaciones, obligando así los

partidos y, en buena parte también a la opinión pública, a tomar una posición a! respecto.

Y, en efecto, fueron en primer lugar los ciudadanos a través de un sondeo que se

pronunciaron en mérito a las propuestas avanzadas por la coalición de gobierno.
A finales de marzo de 1997, en plena fase inicial de la negociación, La Vangtlardia publicaba
un sondeo según el cual sólo el 31,3% de los encuestados manifestaba creer necesaria la

redacción de una nueva normativa para profundizar más en el uso de la lengua catalana. Y,

refiriéndose a las propuestas concretas que el Govern acababa de poner encima de la mesa

de la ponencia, sólo un 48% de los encuestados creía conveniente exigir a las empresas que

dispusiera de persona! capacitado para atender el público en catalán, sólo un 33,8% creía

conveniente establecer un sístema de cuotas para la presencia de la lengua catalana en los

medios de comunicación y sólo un 18,5% se declaraba favorable a establecer sanciones

para incumplimiento de la ley. Finalmente además, la encuesta desvelaba que un 23% de los

ciudadanos creían que la lengua constituyese un problema para la convivencia, lo cual

suponía un aumento de casi diez puntos con respecto a la misma pregunta formulada un

año antes, cuando sólo el 12,3% de los encuestados había manifestado dicha opinión70S•
El sondeo de La Vangtlardia, como todos los sondeos, representaba nada más que una

instantánea, que no conseguía (y, seguramente, no fuera éste su propósito) proporcionar
todos los matices necesarios para comprender realmente cual fuese la opinión real de los

ciudadanos catalanes con respecto a! tema. Es harto 'sabido que, por muy científico y

riguroso que sea el método de la investigación, más de una vez lo que los ciudadanos

declaran a! ser preguntados en un sondeo no se corresponde exactamente con lo que

realmente piensan y, por otra parte, las preguntas cerradas que caracterizan este tipo de

investigaciones no permiten apreciar las razones profundas que motivan a un encuestado a

d',lahorrzrió di laLki di Po/ítiraUngiiútira Medit:errini2, Barcelona 1999 pp.48-52.
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contestar en una determinada manera. Pero en todo caso, los sondeos, y todavía más los

que aparecen en los medios de comunicación de masas, tienen seguramente una doble

consecuencia. Por un lado, por muy imprecisa e incompleta que sea, proporcionan una

información, sobre todo a las fuerzas políticas, sobre unas tendencias de opinión de la

población con respecto a un tema determinado. Y, por el otro, "crean" opinión, en el

sentido de que influencian las convicciones de los partidos políticos y de la población en

general con respecto a un tema determinado.

Así que el sondeo publicado por La Van!!'(/f'dia en un momento de continuas y intensas

negociaciones, obtuvo un impacto considerable sobre la manera de los, partidos políticos de
,

encarar las mismas, con la consecuencia de debilitar el papel de borrador que el Govern

había pretendido imprimir al documento presentado por CiU en la Ponencia.

La comparecencia de varías entidades de la sociedad civil - sindicatos, asociaciones de

empresarios, entidades culturales y regionales ... _7fJ6 empezada en segunda mitad de abril, y
la presentación de varios documentos procedentes de entidades sociales y culturales muy

diferentes entre ellas a la Ponencia, acabó de alejar la discusión del esquema concebido

inicialmente por CiU.

La mayoría de las entidades consultadas no se oponían a un cambio del marco legal de

lengua en Catalunya, al contrario creían que fuese necesario, y sólo la Federación de Casas

Regionales y Provinciales de Cataluña y la Confederación de Entidades Culturales

Regionales en Cataluña habían mostrado abiertamente su oposición.
Pero el amplio respaldo manifestado por las entidades de la sociedad civil consultadas, que
habían sustancialmente avalado la necesidad de operar cambios en la legislación lingüística,
no se había traducido, ni en el debate en la ponencia ni en los medios de comunicación, en

un apoyo claro y inequívoco a las' tesis propugnadas por el Govem. Al contrario, las

765 La Vanguatrlia, 20 de marzo de 1997.
706 Las entidades que comparecieron delante de la Ponencis fueron: el Institut d'Estudis Catalans; el Consell
Social de la Llengua Catalana; el Consell Escolar de Catalunya; el Institut Joan Lluls Vives (que agrupa las
universidades catalanas); la Federació de Municipio de Catalunya; la Associsció Catalana de Municipio; el
Conscll de Cambres de Comete de Catalunya; el Foment del Treball; la Fimec; la Sefes; la Confederació del

Com� de Catalunya; el Agrupament de Botiguers i Comercisnts; la Associsció de Defensa del Etiquetatge
en Catala; la Comissió Obrera Nacional de Catalunya; la Unió General deis TrebaIladors; la Unió de Pagesos;
la Unió Sindical Obrera, la USTEC, la CATAC; la Organització de Consumidors i Usuaris; la Confederació
d'Associscions de Veins, el Col.legi de Metges; el Co).)egi d'Advocats; el Collegi de Periodistes; el Col.legi de
Notaris; la Associsció d'Editors en Catala; la Associsció de Caotants i Interpreta en Catali; la Associació de
Publicacions en Catala; la Associsció d'Actors i Directors professionals; Ómnium Cultural; la Federació
Intemacional d'Entitats Catalanes; la Associsció Intemacional de Llcngua i Literatura Catalanes; la Federación
de Casas Regionales y Provinciales de Cataluña; la Confederación de Entidades Culturales Regionales en

Cataluña y el Sindicat de Periodistes. Asocisciones como Profesores por el Bilingüismo y Asociación por la

Tolerancia, que hablan sido protagonistas de las movilizaciones del bienio 1993-94, no fueron admitidas por
la Ponencia. Como señal de protesta, crearon la Mesa de las Entidades de la Lengua Española (MELEC).
VéaseABC, 3 de abril de 1997 Y La Vangllanlia4 de abril de 1997.
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diferentes y plurales manifestaciones de la sociedad civil organizada habían contribuido al

fortalecimiento de las diferentes posiciones ya expresadas por los partidos políticos,
entrelazándose con ellas. El cuadro, pues, se presentaba complejo: un cierto territorialismo

de ERe y en parte del PI, apoyados por toda una serie de plataformas de defensa de la

lengua y de la cultuta catalana; la negativa rotunda del PP y de las organizaciones culturales

regionales y provinciales presentes en Catalunya a aceptar las directrices del texto

nacionalista; un pse que, aceptando con matices a1gunas de las previsiones del documento,

se declaraba convencido de la necesidad de partir de la estructuta del texto del 1983 Y

finalmente le, que en los criterios dispares manifestados por las entidades consultadas
, .

había visto una confirmación a sus preocupaciones por la necesidad de que la reforma

finalmente pudiera contar con el máximo del consenso político y social.

El trabajo de la ponencia entraba así, empujado por la fuerza de un debate público que se

había demostrado presente y muy vivo, en una nueva fase. Los ponentes de eiU

abandonaban la idea de marcar la discusión a partir del documento del Govem y aceptaban
la petición, partida del pse pero respaldada por todos los otros partidos, de tomar como

único texto base para le redacción de una nueva norma, el texto de la Llei de Normalizació

Lingüística de 1983, siendo éste el único plenamente compartido por todos los grupos

políticos.707
La elección de los dirigentes de CiU se demostró ser posiblemente la más políticamente

prudente, ya que pocos días después de la decisión de la Ponencia, la discusión sobre la

nueva ley volvía a adoptar, en los medios de comunicación, el tono de la polémica.
A finales de abril, el Foro Babe4 un grupo de un centenar de intelectuales en algún caso

cercanos al pse y a le, publicó un documento708 en el cual se subrayaba una cierta

inquietud por el peligro que podría representar para la convivencia la aprobación de una

normativa que - en su opinión - podía atentar a los derechos individuales y a la

convivencia. Al mismo tiempo, un grupo de otras 350 personalidades firmaba otro·

documento en el cual, al contrario, se propugnaba, siempre en el respeto de los derechos

individuales, que la nueva normativa que se encontraba en discusión tuviera como principio
fundamental el de la territorialidad y facilitara "que totes les manifestacions de la vida

catalana se expressin en llengua catalana".7C9

7f1I Véase ElPaIJ, 23 de abril de 1997.
708 El documento, titulado DOl:1lmm/o sob,. ,llISo " lar Itngutl! afoialu " Catalmia, se puede consultar en ElPaIs
del 30 de abril de 1997.
709 El documento, titulado Per a 1111 nollEdalllt Sodal" la LkngllfJ ratalana, se puede consultar en El Valltut, 9
de mayo de 1997.
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Estos dos manifiestos, si bien fueron los dos que tuvieron más impacto en la prensa, no

fueron los únicos. Entre abril y mayo de 1997 cogieron la ocasión para manifestar

públicamente su opinión también otros colectivos: eclesiásticos, representantes de las casas

regionales, rectores de las universidades catalanas, entidades culturales y muchos otros.7IO

Delante del poderoso debate generado en tomo a la Ponencia, que había de alguna forma

roto la previsión de un trámite parlamentario relativamente lineal y sin tensiones, los

ponentes, y en particular modo los de CiU, optaron por intentar recomponer una unidad

de intenciones a partir de los principios que más parecían compartidos por el mayor

número de fuerzas políticas y sociales. Así, a principio de mayo, empezaba la discusión
, .

relativa al título de la enseñanza.

Es en este contexto que se visualizó toda la distancia que separaba el PP de todas las otras

fuerzas políticas catalanas en materia lingüística. Como ya se ha recordado en otra parte de

este trabajo, el establecimíento de normas relativas a 105 usos lingüísticos en la enseñanza

(sobre todo no universitaria) había sido posiblemente el aspecto más problemático y

polémico a 10 largo de todo el proceso de redacción y discusión de la LNLC en 1983. Pero

el consenso finalmente consegnido en aquella sede, no sólo se había reconfirmado en el

momento del desarrollo reglamentario por parte del gobierno, sino que había resistido a la

polémica política y sobre todo periodística desencadenada a partir de la adopción del

modelo de "conjunción lingüística no paritaria" por parte del Govern en 1992. Más

recientemente había superado con creces la dura prueba representada por conflicto jutídico
que se había cerrado con la STC 337/1994, en el cnal todos los partidos catalanes, con

excepción del PP, habían respaldado explícitamente el gobierno autonómico.

Ahora la cuestión volvía a poner en evidencia la soledad del PP, amplificada por el hecho

de que, si bien las discrepancias entre los diferentes partidos en mérito a otros ámbitos de

la política lingüística habían demostrado ser más que significativas, en este crucial tema,

710 A finales de abril de 1997 la polémica se trasladó también en el seno de la iglesia, cuando el editodal del
Full Dominical de las diócesis de Vic, Tarragona, Solsona y Gitana reclamaba a todos los ciudadanos_de
superar ''la crisis de identidad que muchos catalanes sufren como una enfertncdad crónica" y exigIa a los

castellanohablantes de aprender el catalán. El documento provocó cdticas por parte de los obispos de

Tarragona, Barcelona y Vic. Por otra parte, en lo. mismo. ellas la Confederación de Entidades Culturales
Regionales en Catalunya (CECREC), redactaba un manifiesto en 12 puntos en que se posicionaba en contra
del borrador en discusión en la ponencia y en particular en contra del documento aportado por el Gavem,
considerando que ''la integración real del conjunto de los ciudadanos catalanes" no se tenla que forzar a

través de "trabas legales y menos aún con sanciones". Finalmente, un grupo de 140 ",,:tidades, entre las o;uaIes
figuraba Arrió Catalana, liderada por el ex conseller de cultura Max Cahner, enviaba a la Ponencia un

documento a favor de la superación de "es situacions de desigualtat i �cdminació que encara pateix la

llengua propia de Catalunya", en el cual se afirmaba la voluntad de convertir finalmente la �engua catalana enla lengua común de todos los ciudadanos del Principat y se pedía al Gavera de la Generalitat y al Parlament
de velar por la unidad cultural y lingüística de todas las tierras de habla catalana. Véase ElP"¡ódir:o, 30 de abril
de 1997.
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todos los grupos deponían los tonos polénúcos que habían caracterizado su actuación hasta

el momento y daban prueba de un sólido consenso fruto no de la coyuntura política del

momento sino de unos trabados principios comunes.

El 1 S de mayo la ponencia aprobaba la inclusión del modelo lingüístico-escolar de

"conjunción no paritaria" en el nuevo texto legislativo y su extensión hasta los 16 años,

dando así relevancia legislativa al decreto aprobado cinco años antes. De hecho, el

representante del PP, Josep Curto, bien manifestando sus reservas con referencia al

conjunto del articulo, había finalmente votado a favor del inciso de la norma que establecia

que los niños en ningún caso serían separados en centros, en aulas o en grupos clase por
. .

razones de lengua, contradiciendo así la línea oficial del partido, .expresada en la prensa por

otros dirigentes PoplllanS en los días anteriores a la votación711. El inesperado voto del

ponente popular tuvo como consecuencia la decisíón de la dirección del PP de Catalunya
de nombrar un dirigente del sector "vidalquadrista" del partido, Josep María Francas, para

que acompañara Curto en los trabajos de la Ponencia.m

La actuación prácticamente unitaria de los ponentes con referencia al título de la enseñanza,

había representado un paso adelante para la aceleración de los trabajos que el Consell

Executiu fuertemente deseaba. Pero el acuerdo sobre un tema tan importante como el

modelo lingüístico-escolar no había conseguido eliminar las discrepancias que seguían

existiendo, fundamentalmente entre ERC, CiU, PI y por un lado y el PSC (y IC-V, aunque
con importantes matices) por el otro, en temas como las GIIotas en los medios de

comunicación, el principio de disponibilidad ling¡ilstica, el etiquetaje y, finalmente, las

sanciones.

Cuando a finales de mayo la Ponencia llegó a discutir el título relativo a los medios de

comunicación y abordó el tema de las GIIOtas la discrepancia del PSC quedó manifiesta. De

hecho, los socialístas catalanes no se oponían al principio de la obligatoriedad de un cierto

grado de presencia de la lengua catalana en los medios de comunicación privados. Pero se

declaraban en contra de insertar unos porcentajes fijos en el texto de la ley, convencidos

que la regulación concreta de la materia tuviera que tener en cuenta las características y el

ámbito de difusión de cada medio concreto y, por ende, se tuviera que realizar por vía

reglamentaria.
La perplejidad demostrada por el PSC y la conciencia de que el episodio de las GIIOtas

representaría sólo el prólogo de una posíble larga lista de desencuentros, llevó

definitivamente a los dirigentes de CiU a querer repetir la estrategia practicada cuatro años

711 Véase EIPni6di", 14 de mayo de 1997.
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antes y a buscar en primer lugar un acuerdo directo entre las dos fuerzas políticas, abriendo
así una nueva fase en el proceso de construcción del consenso.

El16 de junio ]ordi Pujol y Narcís Serra se encontraban, acompañados por Ramon Camp y
]oaquim Nadal. La reunión, como dijo posteriormente la prensa, fue fundamentalmente de

713 dui uld •.

d
.

dla
..

tanteo y no pro uJo res ta os concretos en términos e acercamiento e s posIcIones.

Si bien CiU se había demostrado disponible a una relativa limitación del concepto de

disponibilidad, formulando una propuesta según la cual serían eximidos de la obligación de

contar con personal capacitado a atender en lengua catalana las empresas de menos de

cinco trabajadores, los motivos de desacuerdo en este punto, en el tema de las cuotas y sobre
,

'

todo de las sanciones seguían plenamente vigentes. La reunión pero había abierto una vía

importante de diálogo entre las dos mayores fuerzas del país, y sobre todo había establecido

un precedente: la celebración de reuniones bilaterales PSC-CiU será, a partir de ese

momento una constante a lo largo de todos los meses precedentes a la aprobación de la ley.
Sin embargo, los demás partidos presentes en la Ponencia quedaron desplazados por la

iniciativa socialista y convergente. Si por un lado, el PP ya a partir de finales de junio
hablaba abiertamente de la imposibilidad de la construcción de un consenso que viera

implicados a sus ponentes y parlamentarios714, empezando así una campaña de ataques al

PSC, culpable - según los populans - de haber traicionado los intereses de sus votantes

castellanohablantes, por el otro ERC empezaba a cuestionar la actitud "débil" y

exageradamente conciliatoria que CiU había demostrado en los contactos con el PSC y

alertaba la coalición nacionalista del peligro de un rebajamiento de los planteamientos

originarios de la reforma.

Mientras tanto, el 18 de junio, los socialistas hacían públicasnssus convicciones en un

documento, que representarla, de hecho, el esquema del cual partirían los negociadores del

PSC en las signientes reuniones con CiU. El documento, que no era un articulado

completo, sino una propuesta de modificación de trece artículos de la LNLC, hacía

hincapié en seis puntos fundamentales.

En primer lugar, los socialistas respaldaban la idea del fortalecimiento del catalán en los

usos lingüísticos de la administración, reivindicando que esta lengua fuera la

112 Véase La Vanguardia 16 de mayo de 1997.
"'Véase La VangNardia, 17 de junio de 1997.
114 Alberto Femández Díaz denunciaba la "totpeza" y la ''miopía social" de CiU en haber querido plantear
una reforma del marco legal de las lenguas en Catalunya y acusaba al PSC de "entreguismo lingülstico". No

obstante confinnaba la presencia poPlllar en la ponencia "desde la discrepancia, para intentar apurar el

COnsenso, aunque parece ya imposible". Véase ''El PP descarta el consenso lingüístico" en ElP"¡ódico, 24 de

junio de 1997.
115 Véase La VNnguardia, 19 de junio de 1997.

405



preferentemente utilizada por todas las administraciones presentes en Catalunya, incluida la

administración de justicia y la periférica del estado.

En segundo lugar, el PSC propugnaba que toda la documentación y los contratos de las

empresas de servicios operantes en territorio catalán fueran disponibles en las dos lenguas
oficiales. En tercer lugar, el documento indicaba que los funcionarios de cualquiera de las

administraciones públicas presentes en Catalunya tuviera que tener obligatoriamente un

conocimiento de las dos lenguas oficiales proporcional al tipo de tarea que iban a realizar,

incorporando así la sentencia del Tribunal Constitucional de 1991 en mérito a la � de los

foncionarios y extendiéndola a los funcionarios de todas las administraciones.
. \

En cuarto lugar, el PSC reclamaba la inserción en la nueva ley de un nuevo sistema de

funcionamiento del Consomper a la Normalització Lingiiística, reivindicación tradicional de la

primera fuerza de la oposición.
En quinto lugar, proponían la posibilidad para las universidades catalanas de expedir
certificados oficiales de conocimiento del catalán, reduciendo así el papel de la Junta
Permanent del CataIa. En sexto lugar, el PSC proponía regular los usos lingüísticos en el

etiquetaje, estableciendo que los datos obligatorios de los productos envasados y de los

productos tóxicos se redactarían "al menos" en ambas lenguas oficiales.

Y, finalmente, con referencia a los medios de comunicación, avalaban la viabilidad del

sistema de las motas, reduciendo pero su porcentaje al 25% y sólo con referencia a la música

cantada emitida por las emisoras radiofónicas.

El documento socialista insistía en las medidas imperativas para aumentar el uso de la

lengua catalana en todos los ámbitos públicos y, en cambio, dejaba de lado la posibilidad de

incidir sustancialmente en los usos lingüísticos en el ámbito socioeconómico, cuestión que

había sido uno de los motivos fundamentales alegados por los partidarios de la nueva ley y,
en primer lugar, por CiU.

La decisión de presentar un documento de "actualización' de la LNLC y no un nuevo

texto, la total ausencia en ello del concepto de "disponibilidad lingüística" y de las

"garantías de cumplimiento", puntos clave de las discrepancias entre socialistas y

nacionalistas, daban una buena muestra de la voluntad del PSC de querer fOlZar los

nacionalistas a rebajar drásticamente sus planteamientos iniciales.

Y a finales del mes, LA Van!l'ardia publicaba un nuevo sondeo sobre la norma que la

ponencia estaba redactando. La encuesta registraba un sensible aumento de los ciudadanos

que manifestaban creer necesaria una reforma del marco jurídico de la ley, que ahora eran

el 40,5% de los entrevistados, pero paralelamente (aunque en menor medida) aumentaba el
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número de ciudadanos que percibían la lengua como un factor problemático para la

convivencia, llegando éstos a representar un 24,7% de los entrevistados. Más en lo

especifico, si bien aumentaba el número de los ciudadanos convencidos de la bondad de

instaurar un sistema de "cuotas" en los medios de comunicación (que pasaban de un 33,8%

a un 42,3% con respecto al marzo del mismo año), disminuía, incluso entre los votantes de

CiU, el número de ciudadanos favorables a una aplicación extensiva del principio de la

disponibilidad lingüística (que pasaban de un 48,8% a un 46,2% con respecto al marzo) y
sobre todo disminuía todavía más el consenso en mérito al establecimiento de sanciones

por incumplimiento de ley, llegando los contrarios a esta medida al 77% de los
¡

enerevistados.?"

Ya se hizo referencia más arriba al valor que puedan tener unos sondeos, y se ha puesto la

atención sobre su carácter indicativo, de revelador de tendencias, reales o presuntas, de la

opinión de los ciudadanos. Pero las consideraciones hechas en tomo a los efectos - estos

sí, seguramente reales - en cuanto creadores y no sólo reveladores de opinión, parecen

poderse aplicar también en este caso. El sondeo de La VanlJlardia había evidenciado como

los temas más complejos en la negociación entre los dos grandes partidos - disponibilidad

lingüística, G1IOtas y, sobre todo, sanciones - parecían ser los que más dividían a la sociedad

catalana, y que en cierto modo, incluso entre los encuestados que se declaraban votantes de

CiU, parecía afirmarse una posición más cercana a la prudencia del PSC que a los

planteamientos iniciales de la coalición de gobiemo.
Es en este contexto que se celebró a principio de julio una segunda reunión entre PSC y

cm717 en la cual, finalmente, los negociadores de la coalición de gobierno decidieron

abandonar definitivamente sus planteamientos sobre la disponibilidad lingüística en aras de

un consenso con los socialistas que pudiera propiciar un acuerdo definitivo en mérito a

todo el texto de la ley.
E! acuerdo entre las dos mayores fuerzas del país preveía limitar el concepto de

disponibilidad lingüística a cuanto ya afirmado por el articulo 27 del Estatuto del

Consumidor, según el cual todas las empresas y los comercios tenían que encontrarse en

condición de poder atender a los consumidores en la lengua oficial que estos escojan,

renuncíando así a introducir una norma que obligara los trabajadores encargados de atender

el público a hacerlo en la lengua elegida por el ciudadano. El texto finalmente consensuado

por el PSC y CiU, provocó fuertes críticas por parte del PI y de ERC71• - que acusó CiU de

", La VanguarrJja. 28 de junio de 1997.
711 Véase La VangNarrIia, ElPaúy EIP"¡ódico de 9 de julio de 1997
718 Omnium Cultural también criticó CiU por el acuerdo.VéaseAVVI. 11 de julio de 1997.
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"bajarse los pantalones,,7I· - por un lado, y del PP por el otro, mientras que IC-V se

declaraba substancialmente satisfecha con la propuesta y se disponía a asumirla.

Pero el acuerdo alcanzado sobre la disponibilidad lingüística, y el rebajamiento de los

planteamientos nacionalistas explícitamente reivindicado como útil y necesario por el

mismo President Pujo!,
72D marcó un substancial giro en las negociaciones para la nueva ley.

Así, a finales de julio, después de una intensa negociación que llevó CiU nuevamente a

abandonar sus planteamientos iniciales, con el acuerdo de todos los partidos menos el PP,

la Ponencia acordaba el texto del nuevo preámbulo de la ley, ,que recuperaria parte del

preámbulo de la ley del 1983.721 I

El debate y las negociaciones no se interrumpieron ni siquiera durante las vacaciones

parlarnentarias. No obstante con la sesión que había visto la aprobación del texto del

preámbulo se había cerrado el primer texto de la ponencia, éste no fue publicado en el

BOPC ya que todavía quedaban pendientes de resolución algonas discrepancias que se

intentarían solucionar a lo largo del verano.

y durante el verano siguieron los posicionamientos públicos. Por un lado entraban en la

discusión las asociaciones empresariales, aIgonas de ellas con tonos decididamente duros,

censurando las "pretensiones" del texto en discusión en el seno de la ponencia de querer

obligar estos actores económicos a aumentar considerablemente sus gastos al incluirse en la

norma previsiones sobre el etiquetaje y las lenguas de los prospectos informativos de

algunos productos722• Y, por el otro, las casas regionales, que en un primer momento se

habían demostrado las entidades más unívocamente reacias al cambio normativo,

protagonizaban una dura polémica en la prensa entre sus dirigentes, entre los que

719 Véase ElPniódk. 10 de julio de 1997.
no Véase ElPalll0 de julio de 1997.
721 La redacción del preámbulo de la nueva nonna fue caracterizada por tensiones y polémicas. En un primer
momento, el Departament de Cultura presentó un borrador en el cual no se hada referencia a la persecución
política como una de las causas determinantes de la situación precaria de la lengua catalana pero al mismo

tiempo, figuraban entre estas causas los flujos migratorios recibidos a 10 1argo del siglo XX por el país. El
texto fue duramente criticado por el PSC por considerar discriminatoria la fórmula con la cual se había citado
a la inmigración, por IC-V, que proponía una explícita alusión a las responsabilidades detivadas de la
deserción lingüística de la burguesía catalana en el siglo xx, y por ERC, que consideraba imprescindible una

referencia a la persecución política suftida por la leogua catalana. Finalmente la ponencia aprobó UD texto en

el cual se hada constar que la precariedad de la situación de la lengua catalana se debla a diferentes factores,
entre ellos la persecución política, la imposición lego! del castellano durante más de dos siglos y medio, los

flujos migratorios sucesivos y el carácter de leogua de ámbito restringido del catalán. VéaseAVUI, 24 de julio
de 1997.
722 En particular, enviaron cartas de protesta formal a la Generalitat la Confederación de Industrias
Agroalimentarias de la Unión Europea (CIAA) y la Asociación Española de Anunciantes. Véase El Pniódic.,
11 de agosto de 1997.
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mantenían una posición de firme contrariedad y los que se declaraban más disponibles al

cambio normativo.1"-3

A principio de octubre, finalmente la ponencia presentó oficialmente su primer texto. En

general, se podr:ía decir que todavia no había recogido del todo los contenidos de los

primeros acuerdos entre CiU y PSC. Si bien Jordi Pujol y Narcís Serra se habían

encontrado justo el dia anterior a la publicación del texto en el BOPC y habían reanudado

las negociaciones en tomo a los ternas considerados mayormente conflictivos, el encuentro

había representado sólo una etapa en la construcción del consenso entre las dos mayores

fuerzas del país que marcó la recta final de la elaboración y aprobación de la nueva ley.
,

.

El texto, compuesto por siete capítulos, treinta nueve artículos, seis disposiciones
adicionales, tres transitorias, una disposición derogatoria y dos finales, se configuraba
plenamente como un texto provisorio, fruto de un parcial abandono de los planteamientos
nacionalistas iniciales y de un acuerdo con el PSC todavia en un estado embrionario.

Si con referencia al preámbulo, al uso institucional,724 a la onomástica,725 a la enseñanza,
726

a

las políticas de impulso institucional,727 y, en parte, a la "disponibilidad língüística,,728 se

había plasmado un texto que podía cómodamente contar con el consenso de CiU y del

PSC, quedaban todavia muchos motivos de desacuerdo.

723 Manuel López Pasea, presidente de la Casa de Andaluda de Tarragona, en valorar positivamente el
borrador de la ley en discusión, atacaba con estas palabras los' dirigentes de la CECREC, que hablan
manifestado su total disconformidad con el texto de la ponencia:"¿Esas ""'!fod4rodoms y ftdlT'lJrioms a cuantos

representan? Quiero - por escrito, que las palabras vuelan - numero, nombres y apellidos, debidamente
justificados, no cifras que se hinchan como globos para engatusar a incautos jefes de escuadrón que corren en

pos de la captación de hipotéticos votos. (...)Como no quisieta que mi argumento se perdiese en la
confundidora nebulosa de pomposos nombres - las siglas impresionan mucho -, fijaré de nuevo, aunque es

sobradamente conocido, el terreno de juego de las casas regionales, cuya razón de ser, según advertía el

diputado Ignasi Riera (de IC-V, N.tl.IfJ, es recordar el origen de sus gentes. Yo añado, además -y en esa labor

estoy desde hace tantos años, los mismos que llevo aquí en Catalunya - el derecho a difundir raíces, usos y
costumbres, provengan de donde proveogan, para que sean reconocidos aquí y donde sea. El empeño, por
respetable, exige respeto y obliga a respetar otras culturas que pretenden - conHo que sin ánimo de atropello
- recuperar planos de igualdad jurídica. En ese sentido se mueve la ley del catalán". Véase M. LÓPEZ
PESCA:"Los camuflados y la ley del catalán" en: ElPrriótJj"", 30 de septiembre de 1997.
'124 Capítulo 1 de la Pruposirió '" lIIi sob" la mrouad4 "'11II1m kgal'" la Imglla a CataIm!Ja. Too ,laboralpw la Pon)nria
'" la COlllntissió '" Po/í/iGa Clllhlral VoapartiGtl/ar¡ sostinglltrptlspomna. BOPC núm.208, 9 de octubre de 1997.
723 Capítulo II de la Pruposirió '" lIIi som la nnouad4 "'11IIan' kgal '" la Imglla a Catalm!Ja. Text ,laboralplt' la
PO"inria "'...cit,
'126 La norma finalmente incluía los contenidos del decrete 75/1992. Véase art.21 de la Proposidó'" lIIi som la

frll0uad4 "'1111_ kgal'" la k"gua a Catalm!Ja. Too ,labomtpw la Ponhtria "'...cit.
ID Capítulo VI de la la Proposidó '" lIIi som la mrouad4 "'Im_ kgal'" la Imgua a CataÚl'!'la. Too ,labomtpw la

Ponlnria "'...cit
128 Según el art.32.1 del texto de la Ponencia, "Les empreses i els establiments dedicats a la venda de

productes o a la prestació de serveis que desenvolupen la sevo activitat a Catalunya han d'estar en condicions
de poder aundn els consumidors i les consumidores quan s'expressin en qualsevol de les llengiies oficials a

Catalunya" [la cursiva es nuestra]. El texto habia sí rebajado los planteamientos iniciales de CiU, que preveían
la obligación de at..dn i rormjlondn, pero finalmente no había diferenciado los plazos y las modalidades de

aplicación del precepto en relación con las dimensiones de las empresas afectadas. Véase Proposirió '" /k¡ ¡ob,.,
la frIIOvarió "'111I1m kgal'" la IIngllO a CataIm!Ja. Too ,labomtpw la Pon)nria '" la COllll1Jissió '" Po/ílka Clllhlral
BOPC núm.208, 9 de octubre de 1997.
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En particular, en el voto particular formulado por los ponentes socialistas, se empezaba por
cuestionar la disposición derogatoria, a efectos de la cual, con la nueva ley, dejaba de tener

vigencia la LNLC. Motivos de desacuerdo también eran las cuotas, que el texto fijaba en un

50% y extendía a todos los medios de comunicación y los socialistas defendían sólo y

únicamente con referencia a la música cantada emitida por radio.7"..9 Finalmente, los

socialistas volvían a arremeter en contra de las "garantías de cumplimento" que, si bien

habían sido suavizadas con respecto a los planteamientos nacionalistas iniciales, seguían
siendo consideradas por los ponentes socialistas como innecesarias y contraproducentes.
Los votos particulares de los otros ponentes también delataban el momento de paso en que

\ '

se encontraban las negociaciones.P'
El PP formulaba un duro juicio con respecto a la totalidad del proyecto presentado,
rechazando todos los efectos jurídicos derivados de la proclamación del catalán como

lengua propia del país y rechazando prácticamente la totalidad de las novedades que

aportaba el texto con respecto a la LNLC (disponibilidad lingüística, cuotas para los medios

de comunicación, garantías de cumplimiento, normativización del modelo lingüístico­
escolar vigente ... ).
ERC, por otra parte, ya empezaba a mostrar sus reservas con respecto al texto presentado,
censurando los cambios que se habían hecho en relación con los planteamientos iniciales y
considerando que en definitiva, la proposición presentada no cumplía con su función de

instrumento válido para un incremento sensible del uso de la lengua.
Los ponentes del PI también mantenían una posición crítica, aunque en tonos menores,

reivindicando la falta en el texto de un explícito deber de conocimiento de la lengua por

parte de los ciudadanos, y una serie de medidas más concretas, que anticipaban ya el

contenido de algunas de las enmiendas presentadas sucesivamente por este grupo

parlamentario, como la reivindicación de una regulación lingüística de los anuncios

publicitarios emitidos por los medios de comunicación, una modulación de los términos de

adaptación de las empresas al principio de disponibilidad lingüística en función de su

tamaño o una mayor profundización de la norma en materia de etiquetaje.
Finalmente, el único grupo (a parte de CiU, que eligió no presentar ningún voto particular)
que se declaró moderadamente satisfecho del texto fruto del trabajo de la ponencia, fue IC­

V. Sin embargo, la coalición ecosocialista aceptaba parcialmente las posiciones del PSC con

referencia a las garantías de cumplimiento introduciendo la idea que éstas sólo se hubieran

no Art.26 PropDskió tk ¡¡,¡ sob" la rrnDIJad4 tk/1IItttr "gal d, la ""fila a CataJm:¡a. Too ,labD1'Qtptr la P0l1l11<Ía tk la
C01IIminiI tk...cit.
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tenido que imponer a través de los mecanismos ya previstos por el Estatut del Consumidor.

Pero con esta única excepción, el voto particular de IC-V se centraba más en la labor de

proposición de nuevas medidas que a las criticas de las que habían sido incluidas en el

texto. AsÍ, los ecosocialistas pedían, en consonancia con una de las reivindicaciones

históricas de esta formación política (y también del PSUC, su progenitor) una enunciación

detallada de los derechos lingüísticos de los ciudadanos - y, en particular, de los

trabajadores -, un aumento de las medidas de fomento de la lengua y el compromiso
político de todas las fuerzas parlamentarias catalanas para un. cambio profundo en la

legislación estatal en materia de lenguas.
Mirando al tono y al contenido de los votos particulares emitidos por los ponentes, se

puede decir que la dinámica de dislocación de las fuerzas políticas, aparecia ya en este

momento cada vez más clara. El PP se encontraba ya totalmente alejado del consenso

lingüístico; ERC si bien mantenía un pequeño espacio para un futuro diálogo, percibía ya

una inevitable mayor presencia de las posiciones del PSC, circunstancia que haría

finalmente el texto inaceptable para la formación republicana. El PI Y IC-V mantenían sus

posiciones criticas en mérito a aspectos determinados de la ley, pero en general se

demostraban dispuestas a continuar contribuyendo a la construcción de un consenso que si

ya no podía ser unánime sería almenos ampliamente mayoritario.
En este cuadro, CiD, que había decidido hacer completamente suyo el texto de la ponencia,
se encontraba en la situación de tener que negociar los muchos y trascendentes puntos que

los socialistas habían considerado - incluso con un tono exageradamente duro en relación

con el clima relativamente cordial que había caracterizado los encuentro de las dos fuerzas

políticas antes de la presentación del texto - inaceptables.
La estrategia nacionalista fue, en esta fase, la de profundizar al máximo los contactos y las

negociaciones con el PSC con el objetivo de construir un consenso al cual

presumiblemente se sumarían en un segundo momento también IC-V y el PI,

considerando ya imposible una participación del PP Y altamente improbable una

participación de ERC.

Así al principio de noviembre de 1997 se fraguó el acuerdo definitivo entre el PSC y CiD,

finalmente escenificado por un encuentro formal entre Jordi Pujol y Narcís Serra el 8 de

noviembre. El acuerdo permitiría finalmente superar los dos obstáculos más importantes:
las sanciones y las cuotas.

730p",poskM d. U.¡ sob" la "nouaci4 mIman I.golm la kngNII o Catalu'!Y'" Ttxf .laboral}>lr la Ponindo m la Commissió

"p.Hlira Cllltnral Vouporlk1l1ars sostinguupisponlnu. BOPC núm.208, 9 de octubre de 1997, pp.15856-15859.
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Con relación al primer aspecto, finalmente el PSC aceptaba la inclusión de un apartado
relativo a las "garantías de cumplimiento" en el nuevo texto, a cambio de una nueva

formulación de las mismas que excluía en todo caso sanciones a personas fisicas.

Con relación al segundo aspecto, finalmente las cuotas pata radios y televisiones quedarían
situadas en un 50%, petO para las radios de concesión de la Genetalitat se establecía que el

porcentaje se podría modulat teniendo en cuenta las "características de su audiencia".

El pacto sellado por Pujol y Sexta a ptincipio de noviembre preveía además otras

importantes cláusulas, como la eIiminación de la disposición derogatoria de la LNLC (que

quedaba así formalmente en vigor), el titulo de la nueva ley (que sería finalmente Ley de
, .

Política Lingüística), el compromiso de aumenta! del 10% las dotaciones econótnicas del

CNL y de promovet acciones conjuntas pata la modifica de varias leyes estatales que

afectaban las normativas catalanas en materia de notmalización lingüística.
Pero el aspecto posiblemente más significativo del acuerdo era representado por la decisión

de presenta! propuestas de modificación coincidentes y de acepta! enmiendas de otros

partidos sólo en el caso en que ambas fuersas fueran de acuerdo,

Con esta decisión, por un lado se blindaba el íter patlamentario de la ley, puesto que los

diputados de CiU y del PSC representaban altededor del 70% del total de los diputados, y,
por el otro, se perfilaba una nueva estrategia de ampliación del consenso del cual el núcleo

CiU-PSC representaba el eje portante.
Las reacciones al acuerdo fueron las previsibles teniendo en cuenta los votos particulares de

los partidos presentados elmes anterior.

Si el PP reafirmaba una vez más su incomodidad con respecto al acuerdo alcanzado por los

dos grandes partidos del país y anticipaba todas sus reservas, ERC, de maneta más directa,

declataba no quetet dar apoyo a un texto que, después del pacto Pujol-Serra, se diluirla a tal

punto que - en opinión de sus dirigentes - no alcanzarla ni tan solo las cuotas de

efectividad de la ley de 1983.731

Finalmente fueron presentadas un total de 288 enmiendas al texto presentado por la

ponencia 732.

En formular su informe final,733 la Ponencia recomendó, por mayotÍa, la totalidad de las

enmiendas coincidentes presentadas por Ct'U y PSC (31, más 5 sólo de CiU) y algunas otras

731 Véase las declaraciones de Josep Lluís Carod Revira, recogidas en El Peri6t!ko del 10 de noviembre de
1997.
732 BOPC nÚln. 225, 21 de noviembre de 1997.
ID BOPC nÚln. 225, 21 de noviembre de 1997.
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enmiendas transaccionales presentadas a partir de propuestas de modificación propuestas

por IC-V (9) y el PI (4).73<
La estrategia del ensanchamiento del pacto sellado por socialistas y nacionalistas al PI Y a

IC-V se había plasmado finalmente, después de varios contactos previos a la presentación
del informe de la ponencia, en la realidad parlamentaria.
De hecho, a diferencia de cuanto se produjo en el caso del debate de la LNLC, en el cual

varias cuestiones, incluso de elevada trascendencia, se llegaron a discutir en el pleno el

mismo día de la votación final, en el caso de la LPL ya con la presentación del Dictamen de

la Comissió de Política Cultural a finales de noviembre, la suerte p,ru:l.afnentaria de la ley, ya
estaba echada735.

La no-aceptación de ninguna de las 56 enmiendas presentadas por el PP y de las 99

presentadas por ERC,7.16 marcaron ya una anticipación de la mayoría parlamentaría que se

había ido componiendo a lo largo de todo el trámite parlamentario y que finalmente

acabaría apoyando la ley.

Después de la presentación del Dictamen de la Comissió de Política Cultural llegaban vivas

al pleno un total de 196 enmiendas: 99 de ERC, 53 del PP, 23 del PI Y 21 de IC-V.

Pero antes de llegar a la discusión final el texto pasaba al control del Consell Consultiu para
su control de constitucionalidad y de adecuación a las normas estatutarias.

El Consell Consultiu nominaría como ponentes Robert Vergés i Cadanet, J. A. González
Casanova y Joaquim Bottell i Mestres, que emitirían finalmente su Dictamen el 18 de

diciembre de 1997.737

Los letrados, después de un larguísimo examen concluían que el texto se ajustaba en su

conjunto a las directrices marcadas por la carta constitucional y el Estatut de Autonomía y

presentaba indicios de inconstitucionalidad sólo en referencia a ocho preceptos contenidos

734 Un extretnadamente útil cuadro de conjunto de las enmiendas presentadas es posible encontrarlo en

].AR.GELAGUET iARGEMf: E/pmls d'.labom<i4 tÚ la J..j,¡ tÚ PoNIi", Lin¡,iilJticaMeditemlnia, Barcdona: 1999
p.63.
735 Proposi<i4 tÚ //# sobrr,1s lISOS lingí/Istia" Cata"''!JfI. Didmntn tÚ la eomissió tÚ PolIJk" e,,/tumI. BOPC nÚln. 228

bis, 26 de noviembre de 1997.
736 ERC republicana hizo público un documento con las diez condiciones necesarias para que sus

parlamentarios aprobaran la ley: uruversali2ación de lo. derechos y los deberes lingüísticos de los ciudadanos;
bonificaciones y desgravaciones fiscales para acciones de norlUlllización lingüística; medidas para el desarrollo
del uso de la lengua catalana en el mundo del ttabajo; "cuota" de un 50% en catalán para la oferta d.
formación no reglada (titulaciones náuticas, autoescudas...); "cuota" de un mlnimo del 25% d. cinema

doblado en catalán; implicación directa de la Generalitat en e subministro de productos informáticos básicos
en catalán; aumento de la información en catalán para los conswnidores; ampliación de las medidas relativas
al etiquetaje y fijación de términos de cumplimiento de 1. norma; mayor presencia del catalán en los actos

públicos internacionales realizados en Catalunya; potenciación del Consorci de Normalizatció Lingüística.
VéaseAVUI, 18 de noviembre de 1997.
737 Proposició tÚ Uei sobrr ,Is mos fingí/fslia " Cata"''!Jtl. Didmntn tÚ/ eolU,u eOJmlltin. BOPC núm.240, 22 de

diciembre de 1997.
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en ella. En general se trataba de cuestiones de reducida significación, en algún caso

meramente terminológicas738.

Las únicas dos cuestiones que presentaban un poco más de sustancia, se referían a una

norma que establecía la primacía de la lengua catalana en la administración periférica del

estado739
y sobre dos partes de la disposición dedicada a las garantías de cumplimento que

especificaban, así como habían querido los negocíadores socialistas, que la ley no

sancionaba en ningún caso los individuos y que, en todo caso para garantizar una aplicación

equitativa de la norma, las sanciones no se aplicarían hasta que la Generalitat no llevara a

cabo una notificación previa a las empresas infractoras.

Por lo que se refiere a la primera cuestión el Consell observaba. que una norma de tal tipo
invadiría las competencias del estado en materia de organización de su propia

administración, y puntualizaba que los mecanismos de control de los usos lingüísticos
internos a la administración estatal corresponderían únicamente a la propia administración

del estado.

y por lo que se refiere a la segunda, los letrados aconsejaban la eliminación de la entradilla

"aquesta llei no preveu sancions per als ciutadans,,740 ya que las sanciones finalmente

aceptadas por el Dictamen de la Comisión, aunque fueran sólo las derivadas por normas ya

vigentes, en algún caso (como por ejemplo, los funcionarios) afectarían individuos

concreros, por lo cual el inciso en cuestión resultaba ser contradictorio. Además, el Consell

Consultiu aconsejaba también la eliminación de la disposición que preveia la notificación

previa ya que este concepto resultaba confuso y podía potencialmente vulnerar el principio
de seguridad jurídica.741 Sin embargo, los letrados del Consell, a pesar de considerar

positivamente la cautela con la cual finalmente se habia plasmado normativamente el

precepto relativo a las sanciones, hacían constar como en todo caso que, desde un punto de

vista jurídico, era perfectamente legítimo incluir en una norma unos mecanismos

sancionadores.

738 Se trataba de los articulas 22 b); 17.2; 30.2; 31; 32.3; 34.2; 36.2; Disposición Adicional Quinta.
739 Se trata de un inciso del articulo 2.2 b), según el cual "[El catali, com a llengua propia és] La llengua
preferentement emprsdaJi" fAdministrrzti4 tÚ 1'E.rtaI a CataItt'!1a, por les altres institucions i, en general per les
empreses y les entitats que oforeixen serveis al públic". El inciso juzgado potencialmente aotieonstitucional y
antiestastutario es el evidenciado en cursiw. PrupoJidó tÚ un .mm Iú mos lingiiútics a CataÚl'!1a. DidanUn "1
CfI1UlUConstlhill. BOpe núm.240, 22 de diciembre de 1997 pago 18130.
740 DiJposidó Adidonal Cinqlllna Prop0sid4 " un$Om IÚ lISOS fittgiilstirs a CataÚI'!Ja. Didamtn tÚ la COmUsió " PoPtira
ClllturalBOPe núm 228 bis, 26 de noviembre de 1997.
741 Se trata del punto 4 de la disposición adicional quinta según el cual: "Per tal de facilitar la aplleació
equitativa d'aquesta disposici6, no s'iniciaci. cap actuació administrativa com a conseqüCncia del que
s'estableix en els apartats 2 i 3 sense que l'administració eompetent bagi realitzat una eomunieació previa a les

empreses i entitats que en siguin responsables, por tal de for-los conéixer la legislació vigent". Pmposidó " un
$Ob,. IÚ IlSOI lingiiistkl a CataÚl'!Ya. Dictamlll " la Comi.ui4 " Pol/tita Cahural BOpe núm. 228 bis, 26 de
noviembre de 1997
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A diferencia de cuanto había ocurrido en el caso del Dictamen del Consell Consultiu

relativo a la LNLC, en el caso de la nueva norma se había producido la circunstancia de que

unos letrados de esta institución pronunciaran votos particulares. La circunstancia parecia
todavía más relevante porqué uno de los dos votos particulares presentados - el otro había

sido de Agustí Bassols i Parés y se referia a cuestiones relativamente menores742_ fue

presentado por Francesc de Carreras i Serra, letrado del Consell y uno de los más

destacados impulsores del Foro Babe4 la plataforma contraria a la reforma de la LNLC que

había desarrollado sus actividades a lo largo de todo el 1997. Ahora sublevaba excepciones
de constitucionalidad con referencia a uno de los pilares co�celi'tua!es de la nueva

normativa: la prioridad específica de la lengua catalana resultante del desarrollo jurídico del

concepto de lengua propia consagrado en el Estatut.

En concreto, la argumentación del letrado se refería sobre todo a! significado del término

"normalmente" que aparecía junto a la expresión "uso de la lengua catalana" en varias

partes de la norma, y sobre todo las relativas a los usos lingüísticos de las administraciones.

La interpretación de Carreras entendía que en estos casos la expresión "normalmente"

equivalía a la expresión "siempre" y de esta manera vulneraba el principio de doble

oficialidad consagrado en el estatuto y la real posibilidad de los ciudadanos de utilizar

plenamente, y sin distinción, ambas leguas oficiales. Sobre la base de este razonamiento

entonces, Francesc de Carreras reivindicaba la inconstitucionalidad de toda una serie de

artículos, en general referidos a! uso institucional y a la rotulación.743

El dictamen del Consell Consultiu llevó a la presentación de un total de 10 enmiendas,
consensuadas previamente por los cuatro grupos parlamentarios que finalmente decidieron

apoyar la ley.744 En este punto también se registró 'una diferencia significativa con respecto

a! proceso que había llevado a la aprobación de la LNLC más de catorce años antes: en

aquel caso, después de pronunciamiento del Consell habían sido presentadas un total de

7!2 En concreto, se refería al artículo 17.2, relativo a la lengua de los asentmnientos en los registros públicos.
Según el texto de la proposición, éstos se deblan que realizar en la lengua oficial en que era redactado el

documento por registrar. El Consell Consultiu habla considerado la norma, en el FJ VI de su Dictamen,
potencialmente contraria al artículo 36 del Reglamento del Registro Mercantil (RO 1784/1996,19 de julio)
que exigía que los asentmnientos en dicho registro se realilaran en lengua castellana. E1lettado Agustl Bassols
discrepaba de la opinión del Consell Consultiu alegando la supremacla de la competencia lingüística propia
de las Comunidades Autónomas incluso en los ámbitos de las competencias materiales estatales. Véase

PrupMdó '" /ki SOM ,Is lISOS lingiilstks a CatalNl!Ja. Dirl4l11m "'1 Cons,U ConstIltiN. Volparlicrllar "'1 COItSlIkrAgRstI
M. Bassols i París BOPC núm.240, 22 de diciembre de 1997 pago. 18132-18134.
7<3 En concreto, Francesc de Carreras cuestionaba la constitucionalidad de los artículos 9.1; 10.1; 32.3 Y 36.4
de la proposición de ley. Véase Proposidó '" U,i SOM ,Is lISOS ¡¡.giiIstks a Catabtl!Ja. Dirl4l11,. dtl ConseU COnsllltill.
Vol partiCllIar "'1 Cons,lkr FTrlnas dt Camras i Smo BOPC núm.240, 22 de diciembre de 1997 pags. 18130-

18132.
t.. P"'posició dt /ki SOM ,Is lISOS lingiilstks a CatalNl!Ja. Emu." SllSelftmts al Dittam,. "'1 ConseU COIUIlItiIl. BOPC

nÚR1.241 bis, 29 de diciembre de 1997.
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setenta enmiendas. Pero como se recordará, en aquel caso, el elevado número de

modificaciones consecuentes al Dictamen del Consell Consultiu no se debió a un

significativo grado de inconstitucionalidad de aquella norma. Más bien fue el resultado de

una acción más dispersa de los grupos parlamentarios que presentaron en muchísimos

casos enmiendas prácticamente idénticas.

Finalmente, el 30 de diciembre de 1997" el texto llegaba en aula para su discusión y

aprobación.I"
El largo proceso que había llevado a la formación de una mayoría sólida integrada por CiU,

PSC, IC-V y PI garantizaría finalmente un pasaje :rápido y manco de accidentes del texto
, 1

presentado. En concreto, el PI retiraba las veintitrés enmiendas que había mantenido vivas

para el pleno y IC-V, retiraba veinte de sus veintiunas propuestas de modificación,

sometiendo a votación - finalmente perdida - sólo una enmienda relativa al preámbulo a

través de la cual se quena hacer constar la deserción lingüística de la burguesía catalana a lo

largo del siglo XX como uno de los factores determinantes de la situación de precariedad
de la lengua catalana.'46

Por lo demás, a lo largo del debate parlamentario, sólo dos de las 53 enmiendas populares y
ocho de las 99 enmiendas republicanas fueron finalmente aceptadas. En todo caso, se

trataba de cuestiones relativamente menores, que no alteraron los contenidos generales del

texto presentado.
La norma fue finalmente aprobada por 102 votos favorables (CiU, PSC, IC-V, PI), 25

contrarios (ERC y Pp) y 1 abstención.747

El texto que se convertiría en la Ley de Política Lingüística constaba finalmente de 39

artículos, 8 disposiciones adicionales, 3 transitorias y 3 finales, divididos en siete capítulos y

precedidos por un preámbulo.''''
Las novedades más importantes que en definitiva aportaba el nuevo texto con respecto al

de la LNLC, se concentrarían sobre todo en tres ámbitos: el uso institucional - como

consecuencia del desarrollo legislativo del concepto de lengua propia -, la enseñanza y los

medios de comunicación.

'45 DSPC núm.66, serie P, 30 de diciembre de 1997, pp.4461-4513.
746 Se trataba de la enmienda numero 180, de adición, según la cual:" Aquesta situació [de precariedad N.d.R.]
és deguda a diversos factors, com són la persecució política del cátala i la imposició legal del castellá durant
més de dos segles i mig; a la mpolllabilitat i tkft«i6 d'algrms_ sodaIs dirig.nIJ tklpo!s '" .1 tranS&IITS tk la histOria;
les condicions polítiques...". El texto que se quería añadir es en cursiva. La enmienda fue finalmente derrotada
con 23 votos a favor, 104 en contra y ninguna abstención. DSPC núm. 66, serie P, 30 de diciembre de 1997

pag.4482.
7<7 Se trataba del diputado Fidel Lora del Grupo Mixto. Elegido en las listas de IC-V, habIa pasado a formar
del grupo mixto cuando el PCC habla salido de la coalición ccosocialista.
748U,i 1/1998, tk Po/itica Ungüístka, BOPC núm.. 244, 2 de enero de 1998.
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Cuanto al primer ámbito el articulo 2 establecía que, siendo el catalán la lengua propia de

Catalunya, sería "la llengua de totes les institucions de Catalunya, i en especíal de

l'Administració de la Generalitat, de l'Administració local, de les corporacions públiques, de
les empreses i els serveis públics, dels mitjans de comunicació institucionals, de

l'ensenyament i de la toponimia" pero también "llengua preferentment emprada per

l'Administració de l'Estat a Catalunya" en la forma - como sugirió el Dictamen del Consell

Consultiu - que ella misma determinaría, "per las altres institucions i, en general, per les

empreses i entitats que ofereixen serveis al públic".
Se superaban así las ambigüedades que habían caracterizado la normativa de desarrollo de

, '

la LNLC y, con referencia a la capacitación lingüística de los funcionarios que habían

llevado a repetidos conflictos constitucionales se incorporaba y ampliaba la interpretación
llevada a cabo por el Tribunal Constitucional con la STC 46/1991. Así, se establecía

finaltnente que "en el procés de selecció per a accedir a places de personal de

l'Administració de la Generalitat, de l'Administració local i de l'administració i els serveis de

les universitats, inclós el personal laboral, s'ha d'acreditar el coneixement de la llengua
catalana, tant en l'expressió oral com en l'escrita, en el grau adequat a les funcions própies
de les places de que es tracti, en els termes establerts en la legislació de la funció pública"749.
Con referencia al segundo ámbito - y en particular a la enseñanza no universitaria -, la ley

procedía a la integración normativa del decreto 75/1992 estableciendo que el catalán debía

utilizarse "normalment com a llengua vehicular i d'aprenentatge en l'ensenyament no

universitari" y que si bien se configuraba para la Generalitat la obligación de proporcionar
los medios adecuados para que los niños - O los padres, en su representación - pudieran

ejercer plenamente su derecho a recibir la primera enseñanza en cualquiera de las dos

lenguas oficiales, la norma establecía imperativamente que en todo caso ''l'alumnat no ha

d" .

cla �!J' • d la 11 h bitual" 750
esser separat en centres ro en gtups sse diterents per rao e seva engua al.

Se trataba del triunfo definitivo de aquel modelo de conjunción lingüística con dificultades

inaugurado con la LNLC en 1983 y perfeccionado, con el substancial consenso de todas las

fuerzas políticas catalanas (excepto el PP), en los catorce años siguientes. Un modelo que

no obstante la grave crisis jurisdiccional viyida en el bienio 92-93 y finalmente solucionada

por la STC 337/1994, había demostrado de ser capaz de alcanzar sus dos objetivos

fundamentales: extender sensiblemente el conocimiento de la lengua Y evitar conflictos

lingüísticos reales que potencialmente hubieran podido dividir la sociedad catalana.

749
Art. Llde la Lki 1/1998, d. Política Lingiiútka, BOpe núm, 244, 2 de enero de 1998.

710 Art. 21.1 Y 21.5 de la LIt¡ 1/1998, tk Poll/ica Lingiiístira, BOPCnúm. 244, 2 de enero de 1998.
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Y, finalmente, por lo que atañe a los medios de comunicación, la nueva norma establecia

dos principios fundamentales. En primer lugar, se afirmaba que todos los medios de

comunicación públicos (tanto radiofónicos como televisivos) dependientes de la

Generalitat y de las administtaciones locales tenían que utilizar normalmente la lengua
catalana7St• Y, en segundo lugar se establecia que los medios de comunicación de concesión

(ya sea las radios privadas ya sea las televisiones por cable que tuvieran como ámbito de

emisión el territorio catalán) tendrían que garantizar un cincuenta por ciento de la

producción propia en lengua catalana.7S2 Además, por primera vez en un texto normativo

se abordaba la temática de los productos informáticos en lengua catalana estableciendo el
, .

compromiso para la Genetalitat de favorecer y estimular la producción de todo tipo de

productos informáticos, digitales y software en lengua catalana.753.

Al contrario, parecían haber sido finalmente de entidad más bien modesta las novedades

introducidas con respecto a la regulación de los usos lingüísticos en las actividades

socioeconórnicas y a los mecanismos sancionadores, que habían sido, entre otros, dos de

los mayores motivos alegados por los partidarios de la redacción de una nueva norma.

En relación con la primera cuestión, el alcance del principio de disponibilidad lingiiística, en
linea con cuanto acordado por Pujol y Serra en su encuentro del ocho de noviembre de

1997, había sido fuertemente redimensionado con respecto a los planteamientos
nacionalistas iniciales.

El articulo 32 establecía lacónicamente que ''les empreses i els establiments dedicats a la

venda de productes o a la prestació de serveis que desenvolupen llur activitat a Catalunya
han d'estar en condicions de poder atendre els consumidors i consumidores quan

s'expressin en qualsevol de les llengües oficials a Catalunya". Quedaba así definitivamente

excluida la obligación de "corresponder" en la lengua elegida por el ciudadano y sólo se

hacia referencía al etiquetaje exclusivo en catalán en el caso de los productos catalanes

artesanales con denominación de origen.'54
Más incisiva había sido la regulación en el caso de la empresas públicas dependientes de la

Generalitat y de las administtaciones locales, y también de las empresas concesionarias de

servicios públicos (ttansportes, suministros ...). Por estos casos, la norma establecía que el

catalán fuera la lengua norma! en todas las actuaciones internas y externas, en la rotulación,

en el etiquetaje de sus productos y en las comunicaciones con el público (salvo el derecho

751 Art.25 de la LI4i 1/1998, tÚ Política Lingiildi<a, BOpe núm.. 244, 2 de enero de 1998.
751 Art.26 de la LI4i 1/1998, tÚ PoUticaLingiilstira, BOpe núm.244, 2 de enero de 1998.
753 Art.29 de la LI4i 1/1998, tÚ PoUtica Lingiiútica, BOpe núm.244, 2 de enero de 1998.
754 Art.34.2 de la LI4i 1/1998, tÚ PoUtical..ittgiiística, BOpe núm.244, 2 de enero de 1998.
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para todo ciudadano de recibir todas las informaciones en castellano siempre que lo

pidiera).755
Con relación a las garantías de cumplimiento, contenidas en una escueta Disposición
Adicional Quinta, el texto final finalmente mantenia la entradilla "Aquesta llei no estableix

sancions per als ciutadans i ciutadanes" que había sido considerado contrario al principio
de seguridad jurídica por el Consell Consultiu en su Dictamen. Se eliminaban las referencias

a las posibles sanciones por incumplimiento para los funcionarios y quedaban como únicas

sanciones las ya previstas por otros textos legales en materia de defensa del consumidor y

de medios de comunicación.

Haciendo un balance final de los contenidos de la nueva ley, con respecto a los tres

objetivos fundamentales que habían animado a su redacción - el desarrollo del concepto de

Ienll'apropia, la inclusión de la legislación y de la doctrina del Tribunal Constitucional de los
últimos quince años, y la introducción de instrumentos para el aumento del uso de la

lengua catalana - se podría decir que la Ley de Política Lingüística proporcionaba
finalmente respuestas para los primeros dos, quedando el último substancialmente

incumplido.
El desarrollo legislativo del concepto de lengua propía había llevado a la adopción de

normas que consagraban la ''prioridad específica" del catalán. en el conjunto de las

instituciones radicadas en Catalunya y en todos los ,ámbitos directa o indirectamente

dependientes de los poderes públicos catalanes (empresas de servicio público, medios de

comunicaciones de la Generalitat y de las corporaciones locales ... etc.).
Las normas relativas a la administración de la Generalitat y a las corporaciones locales y el

título relativo a la enseñanza habían supuesto la definitiva codificación de las experiencias

reglamentarias, normativas y jurisprudenciales de los últimos años, incluyendo en la nueva

norma y poniendo a salvo de posibles cuestionarnientos, algunos principios esenciales de la

política de normalización lingüística hasta entonces llevada a cabo por la administración

autonómica, como la obligatoriedad del conocimiento de la lengua para los funcionarios de

todas las administraciones catalanas y el modelo lingüístico-escolar de "conjunción no

paritaria".
Pero con respecto a las premisas iniciales, el texto final de la LPL mostraba finalmente poca

capacidad de incidir en todos los ámbitos no directamente relacionados con la

administración autonómica y local Con la única, y, como se vio, parcial excepción de los

medios de comunicación, la posibilidad de intervención por parte de la Generalitat sobre

7S5 Artt. 30 Y 31 de la Lki 1/1998, tk P.líti", Lür,giiútim, BOpe núm.244, 2 de enero de 1998.
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los usos lingüísticos en los ámbitos social y económico resultaba ser francamente reducida.

Por otra parte, resultaba haber sido fuertemente mermada la potestad sancionadora así

como, después de las indicaciones del Consell Consultiu, había quedado descartada la

posibilidad de establecer normas para garantizar la presencia del catalán en la

adnúnistración periférica del Estado.

Quedaban así vigentes - y de hecho todavía quedan tales - algunas de las preocupaciones

que habían movido desde la segunda mitad de los años 80 una parte del mundo político y

jurídico catalán a pedir un nuevo marco legal para la lengua. catalana que estableciera

medidas efectivas para estimular un uso social del catalán que, hoy por hoy, algunos
. .

expertos juzgan en significativo retroceso.756 Tales preocupaciones se vieron escenificadas

por las declaraciones de Ramón Camp, portavoz del grupo parlamentario de CiU en la

misma sesión de aprobación de la nueva ley, cuando afirmaba que, con toda certeza, la Ley
de Política Lingüística no sería la última� del catalán.757

Pero sin minusvalorar la importancia de las circunstancias políticas - y de aritmética

parlamentaria - que condicionaron finalmente los contenidos de la nueva norma, que

acabaron limitando drásticamente la intervención en los ámbitos social, económico y de la

adnúnistración periférica del Estado, más allá de las mayorías parlamentarias que hubieran

podido redactar y aprobar la ley, el debate sobre la LPL había evidenciado los límites

objetivos de cualquier política de normalización de la administración autonómica con

referencia a estos campos. En otras palabras, se había hecho patente que la posibilidad de

pasar finalmente a una fase de normalización lingüística que abarcara todos los ámbitos de

la vida social, civil y económica del país que hiciera posible finalmente para los ciudadanos

756 Gran parte de la doctrina socio1ingüfstica coincide en reconocer la dificultad de disponer de indicadores
fiables y consensuados por la comwúdad científica para medir con cierta exactitud el grade de uso de una

lengua en el conjunto de una sociedad. Esta circunstancia no impide, evidentemente, que hayan estudios

sectoriales, orientados a analizar el comportamiento de los distintos grupos sociales. En el caso que aquí se
analiza, parece particularmente significativo señalar los datos relativos a los usos 1ingüfsticos de los jóvenes
catalanes (15-29 años), procedentes de una investigación llevada a cabo por la empresa Gabise para la
Generalitat de Caralunya en 1990 y 1998. En 1990 el 50,7% de los entrevistados manifestaba expresarse
preferentemente en catalán, en contra de un 44,2% de ocho años después. Si se comparan estos datos con

los relativos a la evolución del conocimiento de la lengua proporcionados por los censos 1ingüfsticos de 1991

y 1996 - que señalan que en 1991 un 63,5% de los jóvenes sabIa hablar, leer y escribir en caralán y este

porcentaje ascendla a un 81,4% sólo cinco años después - le puede afirmar que el aumento de la competencia
1iogülstica es acompañado, en el mismo grupo social, y prácticamente en el mismo lapso temporal, por una
progresiva disminución del uso social de la lengua. Véase jsoiá 1 CAMARDONS: COllljJlllnao i MS lin,giilstia
111m lisjo",s a CataÚl1!Ja. E../¡¡ció iptrsj>cdivu tÚfill1l1: Fundació Caixa Sabadell, Sabadell: 1999 pp.81-87.
7'7 Ramón Camp afirmaba: "S'ha de poder viure també en catali a Caralunya. Aixo comportari, ral com
disposa l'spartar tercer de l'article 3 del Estatut, que es doni un progressiu deure de coneixement de la llengus
caralana per ral d'artibar ala igualtat plena quant als drets i als deutos 1ingülstics. 1 pOI aixo aquesta no sera
l'ultima llei del cata1i, porque, com hem dit abans, en un país en que la seva llengua propia esta en procés de

normalització, no hi pot haver una concepció legal estitic.. i més quan hern d'esperar que desaparegui de l.
normativa del Estat el tractament restringít que es fa del cata1i, i que no és admissible per • una llengua que
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catalanes "vivir en catalán" en todos las esferas en que se desarrolla su vida, sería preciso
un cambio normativo que superara las competencias legislativas del Parlament de

Catalunya. La cuestión había sido sublevada a lo largo de los trabajos de la ponencia por

IC-V, que había vinculado su adhesión a la nueva ley a la presentación de una iniciativa

formal del Parlament con el objetivo de impulsar un cambio substancial de diversas normas

estatales que obligaban, en los más diversos campos, al uso del catalán. Y, por otra parte, el

diputado de ERC Francesc Ferrer i Gironés había presentado, en el marzo de 1997 un

compendio de las más de 150 disposiciones estatales que consagraban la supremacia del

castellano.758

Finalmente, y contextualmente a la aprobación de la LPL, el Parlament de Catalunya
ratificaba, con los votos de todos los grupos parlamentarios y la abstención del PP una

proposición de no de ley sobre la presentación de propuestas de modificación de

normativas estatales en materia lingüística que abarcaban diversos campos.75' La iniciativa

de los parlamentarios catalanes no ha obtenido todavía los resultados perseguidos.

en el seu territori és oficial i, albora, és la propia del país". Véase DSPC núrn, 66, serie P, 30 de diciembre de
1997 pago 4503.
758 El "compendio" realizado por Francesc Ferrer i Gironés es posible consultarlo enAVUI, 5 de marzo de
1997 y en u..gtla iT,.ball, abril 1997
159 La proposición, presentada conjuntamente por Ciu, PSC, PI y IC-V, hacía referencia, entre otras, a las
normas estatales relativas a los usos Iingülsticos en la Administración del Estado, en los registros públicos, en
la justicia, en el Tribunal Constitucional, en el sistema radiotdevisivo, en la cinematograffa, en las indicaciones
a consumidores y usuarios. ERC presentó una enmienda que preveía hacer una mención explícita a la

necesidad de modificar en primer lugar cuanto dispuesto en el artículo 3 de la Constitución Española,
alegando que gran parte de los "desequilibrios" Iingülsticos presentes en las varias nonnalÍvas estatales habían
sido posibles gracias al citado enunciado constitucional, que limita ten:itorialmente la oficialidad del catalán y
obliga al conocimiento del castellano. La enmienda fue finalmente derrotada, pero puede ser interesante notar
corno la argumentación republicana con respecto a este punto haya sido, al menos en parte, asumida en los
últimos años por todos lo. grupos pollticos catalanes, con la excepción del PP. Véase DSPC núm. 66, serie P,
30 de diciembre de 1997.
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CAPITULO SEXTO
LAS POLITICAS SANITARIAS

6.1 La situación de la sanidad en Catalunya a finales de los años 70 y el mapa
sanitario de 1979.

El objeto de estas páginas será el análisis de las políticas sanitarias seguidas por la

Generalitat entre 1980 y 2003.

Pero para poder aproximarse correctamente a las líneas de actua�ón y los resultados de una

política que por importancia presupuestaria y repercusiones sobre la vida diaria de los
, .

catalanes ocupa un sitio de relevancia indudable, se considera necesario reconstruir la

situación de partida en la cual se encontraron a operar los poderes autonómicos a partir de
1980 y las actuaciones que llevó a cabo la Generalitat preautonómica en sus escasos dos

años ymedio de existencia.

Estos dos elementos - la situación de partida y la respuesta que en su momento dio la

Generalitat presidida por Tarradellas - parecen a todas luces haber condicionado tanto la

actuación legislativa del parlamento autonómico constituido a partir de 1980, como la

acción de los ejecutivos formados por la coalición nacionalista que ostentó

ininterrumpidamente el poder durante más de veinte años.

Como es sabido, después de algunos intentos embrionarios llevados a cabo en los años de

la República760 - y con la excepción de las actuaciones llevadas a cabo por los entes locales

- el estado español empezaría sólo a la mitad de los años 40 una intervención para la

construcción de una red de prestación sanitarias públicas. Nacia sí, en 1944, el Seguro

Obligatorio de Enfermedad, que se configuraba como una red de centros sanitarios

(dispensarios, ambulatorios, centros de urgencias, hospitales etc.) de titularidad y gestión
directa por parte del estado, financiados a través de las cotizaciones de los trabajadores a la

Seguridad Social
La elección por un sistema de financiación estrictamente contributivo había marcado una

pritnera importante limitación a la universalización de las prestaciones sanitarias.

Pero desde un punto de vista territorial y centrando la atención en Catalunya, cabe destacar

como a lo largo de los años, el sistema no había sido capaz de las mutaciones demográficas
vividas por el país. Así, en una Catalunya que, entre los años 50 y los años 70 había

prácticamente doblado el número de sus habitantes se registraba una endémica falta de

inversión por parte de la Segutidad Social, del Estado y de las administraciones locales en
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materia sanitaria, circunstancias que hacian que no sólo fuese minoritario el porcentaje de

población cubierta por la Seguridad Social por razones contributivas, sino que también las

estructuras sanitarias de tirularidad pública fueran totalmente insuficientes.

Si en 1975 el 69,3% de las camas de hospital en el conjunto de España eran de titularidad

pública - de la aclministración central, de la local o de la Seguridad Social -, éste porcentaje
descendía bruscamente al 40,6% en el caso de Catalunya. El resto de la oferta hospitalaria
en Catalunya era cubierta por la iniciativa privada, siendo particularmente remarcable la

presencia (en tomo a un 20% del total de las camas existentes) de centros sanitarios

dependientes de entidades privadas pero sin ánimo de lucro, cOl?o la Iglesia, varias

fundaciones benéfico-asistenciales y la Cruz Roja.

Distribución de los centros y de las camas hospitalarias según
titularidad en Catalunya (1975)

Hospitales Camas

Propiedad N° % N° %
Total Público 52 22.2 13679 40.6

Seguridad 10 4.3 4705 14.0
Social
Adm. Municipal 27 11.5 2187 6.5
Adm. Provincial 9 3.8 3447 10.2
Otros 6 2.6 3340 9.9
Total Privados 183 77.8 19995 59.4
Fund. Benéfica 32 13.6 3282 9.7
Cruz Roja 4 1.7 594 1.8
Otros 147 62.5 16119 47.9
Total 235 100 33674 100

Fuente: GENERALITAT DE CATALUNYA DEPARTAMENT DE SANITAT i ASSISTENCIA
SOCIAL: LA Sattitat a Últalllt!YtL AnJlisi iproposks tklDtjJtltfII1IImI tk Sanilat i AssislJntia Soda/, Barcelona: 1980,
p.118.

La complejidad y la pluralidad de la oferta sanitaria en Catalunya se manifestaban también

en las otras modalidades de la atención sanitaria. Si el 87% de los ambulatorios y el 90% de

los consultorios eran de titularidad pública, el 73% de los dispensarios y el 58% de las Casas

de SOCOTTO (algo parecido a una guardia médica de primera necesidad, integrada en su

rnayotía por personal no tirulado) eran de titularidad privada, y igualmente pertenecían a

empresas privadas el 72% del total de las ambulancias operantes en territorio catalán761•

760 En 1931, la Generalitat republicana habla creado la Xru:xa Pública d'Hospitals de Catalunya. Véase: E.
SARRIAS RAMIS: Elmanag' ,a,. IIt,1sistema sattifarimlalaTesis Doctoral UB 2000, p.l02.

.

761 GENERALITAT DE CATALUNYA DEPARTAMENT DE SANITAT i ASISTENCIA SOCIAL: LA
Sanifaf a CatalxI!JtL Anatisi ipropostes tklDtpartamlllf tk Sattilaf iAssistJntia Sotia� Barcelona: 1980, pp.124-129

423



Igualmente compleja se mostraba la distribución de los servicios sanitarios en el territorio:

cinco comarcas no disponian de camas hospitalarias y en general, no obstante la ratio de

camas hospitalarias por mil habitantes en Catalunya era ligeramente superior a la del

conjunto del Estado, ésta no sólo superaba de poco a la mitad de la mediana de los países

europeos''", sino que además escandia una distribución extremadamente desigual con

respecto al tipo de hospital considerado. Una de las consecuencias de esta desordenada

distribución era, por ejemplo, que muchas zonas disponian de camas dedicadas a la cura de

enfermos crónicos pero carecian de estructuras adecuadas para la cura de enfermos agudos
o de niños.

Los datos a los que ahora se hacia una rápida referencia, diseñaban un cuadro

extremadamente complejo de la situación y subrayaban fundamentalmente tres cuestiones.

En primer lugar, que no obstante existía una presencia importante de estructuras sanitarias,
incluso por encima de la media de las existentes en el resto del estado, la sanidad en

Catalunya distaba todavía años luz del poder ser comparable con los standard: de los otros

países europeos.

En segundo lugar, que las estructuras sanitarias presentes en territorio catalán, su

distribución en el territorio y sus características habían sido el fruto de la yuxtaposición de

una escasa y desordenada inversión del estado y de las instituciones locales y de la vitalidad

de toda una serie de entidades privadas que habían sabido sustituirse con éxito (y con

muchas deudas) a la iniciativa pública y que a finales de los años 70 representaban una parte

prácticamente imprescindible del conjunto del dispositivo sanitario, como mínimo en el

sector hospitalario.
y en tercer lugar, como consecuencia de las primeras dos consideraciones, que cualqnier

política sanitaria para Catalunya tenia obligatoriamente que pasar por un estudio

pormenorizado de la situación existente, por una imprescindible potenciación de la oferta

sanitaria de cobertura pública y sobre todo por una ordenación y distribución racional y

equitativa de las estructuras.

Estas consideraciones en realidad eran bien presentes a varios sectores de profesionales ya

a partir de la mitad de los años 60. En 1964 se creaba así en Barcelona el Centre reCRie

d'Esllldis Hospitalaris, animado por los doctores Aragó, Ramis, y Beltrán Florea. El grupo se

dedicó al estudio de la situación sanitaria de varias ciudades catalanas y llegó a publicar

7152 AsJ, la tasa de camas por mil habitantes era en Catalunya de 5,9, contra el 5,3 de España. En el mismo

momento pero las tasas de Francia, Italia y Gran Bretaña eran de 10,2, 10,5 Y 9, respectivamente.
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planes concretos de intervención para la ciudad de Sabadell y de L'Hospitalet de

Llobregat.763
A finales de los años 60 algunos profesionales conseguían hacer experiencia en el exterior y

intentaban introducir en Catalunya las tendencias más avanzadas en materia de Salud

Pública. Lejos de ser una mera cuestión de vocabulario, la introducción del concepto de

Salud Publica, entendido como gestión integral de los recursos sanitarios, valorización de

la atención primaria y de la medicina preventiva en contraposición a una concepción
meramente hospitalaria de la sanidad, tendrá una repercusión posiblemente decisiva en la

formación de los dirigentes políticos y de los profesionales que años después contribuirán a
, .

la construcción del modelo sanitario catalán. Fruto de la experiencia de estos jóvenes

profesionales (Aragó, Soler Durrall, Artigas y Muntaner Pascual, entre otros) nacerá en

1969 el Plan de Regionalización Hospitalaria de la 5' Región (Catalunya y Baleares) finalmente

publicado gracias a la Caja de Ahorros de la Diputación de Barcelona.764

y bien entrados los años 70, en una vertiente ya más politico-programática que técnica,

otro grupo de profesionales - entre los cuales destaca la presencia del que será

sucesivamente Conseller de Sanitat de la Generalitat preautonómica, el doctor y miembro

del PSUC, Ramón Espasa i 0liver - publicaba una importante propuesta de creación de un

Servei Nacional de Sallit de Catalul!Ja, basado sobre una división en regiones sanitarias del

territorio, la potenciación y desarrollo de la atención primaria y de la medicina preventiva y
en la individuación de cuatro diferentes niveles hospitalarios, debidamente repartidos según
criterios geográficos y demográficos en el territoriO.765

Estas nuevas tendencias encontraron ya una primera síntesis de carácter político en el

marco del Congrés de Cultura Catalana, en cuyas resoluciones finales se reafirmaba la

primacía de un proyecto político global con respecto a una visión meramente tecnicista en

la configuración de un nuevo sistema sanitario nacional.7156

Pero el verdadero punto de partida de una política sanitaria catalana autónoma, todavía en

época de la Generalitat provisional presidida por Josep Tarradellas, posiblemente sea

763 Véase: GENERALITAT DE CATALUNYA DEPARTAMENT DE SANITAT i ASISTENCIA
SOCIAL: La Sanital a CataÚl1!Ja. AttiJ/isj jpropoms tú/ Dtpartamml tú Sanitat j Arsistintia Sotia4 Barcelona: 1980,
p.16.
7.. Ibidem
765 Véase N. ACARÍN TUSELL, M. CAMPO, R. ESPASA, J. VERGÉS: La SaÚltl, txigmtia popular Laia,
Barcelona: 1976.
7156 Así en la S" resolución fina1 del Congrés se puede leer: "rota organització sanitaria esta condicionada pe<
una política sanitaria i aquesta per la política general del paIs. La saaitat, pues, és primer un problema polític i
social i després un problema técnico Un canvi sanitari radical presuposa, pues, un canvi en el terreny polític,
económic j social". Véase CONGRÉS DE CULTURA CATALANA 1976-1977: Congrú tú Cultura Catalana
VoL II, Curial, Barcelona: 1978.
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representado por el Mapa Sanitan de CatalUl!ya presentado por el Departament de Sanitat i

Assisténcia Social encabezado por Ramon Espasa.767
El encargo de confeccionar una propuesta de organización territorial de los servicios

sanitarios fue realizado en el enero de 1979 por el Consell Executiu.768

Un año más tarde el Departament remitía no sólo una propuesta concreta de organización
territorial de los equipamientos sanitarios,7.' sino también el estudio posiblemente más

exhaustivo y global sobre la sanidad catalana realizado hasta aquella fecha.

En este sentido, es fácil reconocer en ello la presencia de aquella concepción de Salud

Pública a la cual se hacía referencia poco antes.770

la reflexión del grupo encabezado por Espasa partía de la definición de salud emanada por

la Organización Mundial de la Sanidad en 1956, según la cual la salud se define como "el

estado de completo bienestar físico, mental y social, y no sólo la ausencia de enfermedad".

Partir de esta premisa significaba para el recién constituido Departament de Sanitat i

Asistencia Social de la Generalitat de Catalunya, decantar de manera evidente - en la fase

analítica incluso antes que en la misma propuesta - la perspectiva hacía una visión integrada
y no simplemente asistencial.

Así en el estudio no sólo se procedía a una análisis detallada del estado de los recursos

sanitarios destinados ,a la curación de los ciudadanos, como los hospitales y los centros de

atención primaria, sino que se introducían en el espectro de los elementos considerados

también el estado de la sanidad veterinaria, de la higiene pública, de la sanidad farmacéutica

y sobre todo de los aspectos sanitarios ligados a la situación medioambiental del país.

7� Los resultados del estudio preparado por la Consellcria están recogidos en: GENERALITAT DE
CATALUNYA DEPARTAMENT DE SANITAT i ASISTENCIA SOCIAL: LA Samta! a CataÚU!Ja. AnJlisi j
propoms túlDIj>aTfaI1I,nf tú SfI1IÍIa! j.Assimnda Soda/, Barcelona: 1980
70& Decreto 15 de enero de 1979
769 Decreto 7 de enero de 1980.
770 En palabras del mismo Conseller Espasa:"A mesura que aVll1l9avem en el eoncixement de les dades

basiques de la situaci6 sanimria, se'ns feia més evidenr la neeessitat d'un eanvi general en la eoneepci6 i en el
funcionament dele serveia sanitario per al futuro Els matcixos dcficits que ens anaven apareixcnt ens

assenyalavcn, per molt que de manera imprecisa, no només les mancanees de l'aetual model sanitari, sin6 els
canvis que faria mancada introduir si no volíem veure'ls reprodults i ampliats en el eas que ens plantegéssim
sitnplemcnt el desenvolupamcnt del sistema actual. Per aquesta ra6, vam considerar la neeessitat de superar la

simple, encara que no poe important, proposta de territorializaci6 dels equipamcnts sanitaris. La matcixa
eleccié dels equipaments que era necessari territorializar (si hospitals o centres de salut), la forma amb la qua!
s'havia de rca1itzar (de manera eentralitzada o deseentralitzada) i l'aeeent que volíem donar-li (Cmfasi en la
prevenció en 110e de la curaci6), ja duia el germen d'una eoneepci6 d'uns serveis sanitaris integrats, deeantats
més cap a la salut que cap a la malaltia. En aquest eontext, la neccssitat d'una reflexi6 més amplia que
per110ngués i danés pIe sentir a la proposta de territorializaci6 dels equipaments sanitario, ens va fer veure la
neeessitat d'explicitar aquesta eoncepci6 global". Véase GENERALITAT DE CATALUNYA

DEPARTAMENT DE SANlTAT i ASISTENCIA SOCIAL: LA Samia! a Catab''!Ya Servei General de

Publieacions de la Generalitat de Catalunya, Departament de la Presidencia, Barcelona: 1980, Pr6logo.
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Las conclusiones de la parte analítica del estudio dibujaban un sistema sanitario

insuficiente, caótico, inútilmente caro, territorialmente desequilibrado y decantado

peligrosamente hacía una hospitalización excesiva.

A todo ello, el Departamento oponía una verdadera revolución en la misma concepción
sanitaria, un sistema que pasara a poner en el centro de su atención el concepto de salud

pública. Se trataba de una propuesta basada sobre seis grandes ejes conceptuales.
En primer lugar, se basaba sobre la idea que el sujeto que debía recibir la tutela del sistema

sanitario no era un enfermo aislado sino un ciudadano integrado c:n la comunidad.

En segundo lugar, la propuesta hacía hincapié en la idea que el objetivo último del sistema
, .

sanitario era no sólo el diagnóstico y la curación de las enfermedades, sino la prevención

primaria, el diagnostico precoz y la rehabilitación.

En tercer lugar, el Departament estimaba que fuera extremadamente necesario proceder a

una de-hospitalización de los servicios sanitarios, defendiendo la utilidad de un

desplazamiento de una parte de los dispositivos sanitarios en los lugares de trabajo y en las

residencias de los ciudadanos.

En cuarto lugar, el grupo encabezado por Espasa reafirmaba la constatación - que se

apoyaba en el estudio comparativo de otros sistemas sanitarios, sobre todo el británico - de

la mayor operatividad de los equipos médicos, en contraposición a la actuación individual

de los profesionales.
En quinto lugar, el Departament se inclinaba por la corresponsabilización de la población
en el mantenimiento de un servicio sanitario eficiente y socialmente sostenible, a través de

mecanismos de participación popular en la gestión de los servicios sanitarios.

Y, finalmente introducía la idea que el grado de eficacia del sistema se debería medir con

arreglo al nivel de salud general de la población, y no, como se había hecho hasta el

momento, con arreglo a la cantidad de las personas atendidas.

Ciertamente, como el mismo estudio en parte reconocía, estos seis grandes ejes se hubieran

podido considerar "utópicos" considerando la situación de la sanidad catalana a finales de

los años 70, pero representaban quizás el elemento más importante de una propuesta que,

además de contener una análisis detallada de la situación y una no menos detallada

propuesta de organización territorial del sistema sanitario, pretendía explícitamente
formalizar y sistematizar las inquietudes de toda una generación de políticos y profesionales
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de la sanidad y constituir así una base válida y compartida para la formulación de las

políticas sanitarias de las nuevas instituciones autonómicas771.

y en parte, se verá con cuales características, así fue. Independientemente de los diferentes

proyectos que las fuerzas políticas catalanas expresaron en materia de sanidad a partir de las

transferencias de las competencias en materia en 1981, los grandes ejes conceptuales
apuntados por el trabajo del Departament encabezado por Espasa, no fueron jamás
cuestionados, sino que al contrario pasaron a ser un punto de partida común para la

enorme mayoría de los partidos catalanes.

Por lo que se refiere más concretamente a los contenidos técnicos de la propuesta hecha en
, '

1980, ésta abarcaba por un lado el funcionamiento institucional y administrativo del sistema

y, por el otro, formulaba un mapa que individuaba los ámbitos de descentralización

administrativa de los servicios sanitarios,

Centro de todo el sistema imaginado por el equipo de Espasa era la Arco de Solut, que se

definía como "la unitat de gestió i prograrnació de la administració sanitaria de Catalunya",
delimitada teniendo en cuenta los factores históricos, demográficos, geográficos,

climatológicos, sociales, económicos y laborales que, por tener características comunes,

condicionan la morbilidad de una zona determinada y son origen de problemas sanitario­

ambientales similaresm. El Arco de Solut debía ser regida por un órgano de dirección

político administrativo dependiente del Departament de Sanitat i Asistencia Social, llamado

Direcció de Solllt y debía ser asesorado por otro órgano con funciones consultivas, de

vigilancia y control- el ConseO de Solut.- formado por representantes de los ciudadanos

residentes en los municipios comprendidos en el ámbito del P.xea.

Las funciones de cada Axeas serían entonces fundamentalmente cinco.

En primer lugar, se ocuparían de la redacción y la aprobación de un PIa de Solllt del Áxea,
debidamente coordinado con el plan general redactado por el Departament de Sanitat i

Asistencia Social

En segundo lugar, desempeñarían funciones de v.igilancia y control de la situación medio­

ambiental de la parte de territorio bajo su controL

En tercer lugar, se encargarían de la prestación de la atención sanitaria primaria. Ésta se

realizaría a través de varios Centres de Solut, dependientes administrativamente del Áxea. Los

nt Así, el Conseller Espasa afirmaba en la presentación del estudio:" Aquestes caracterIstiques o principis
generala poden scmblar tenyits d'un certo utopisme, pero el seu no reconeixement ba portat fins ara al

progressiu distanciamient entre eficácia sanitiria i costos económica deis serveis", Véase: GENERAUTAT
DE CATALUNYA DEPARTAMENT DE SANITAT i ASISTENCIA SOCIAL: La SallÍfat a Catalu'!Ja
Servci General de Publicacions de la Generalitat de Catalunya, Departament de la Presidencia, Barcelona:
1980, Prólogo.
7l2Idetn. p. 171.
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Centres de Sallll representarían la unidad de contacto entre el sistema sanitario y la población

y desplegarian actividad de prevención (tanto general como orientada a los colectivos más

sensibles) y de sanidad de urgencias, contribuyendo así a descongestionar las urgencias

hospitalarias.
En cuarto lugar, las Arees de Salut serian responsables de la asistencia hospitalaria presente

en su zona de influencia. En este sentido, el estudio sugeria una clasificación basada en tres

niveles de complejidad de las estructuras hospitalarias773
y preconizaba la existencia en cada

Area cómo minimo de hospitales de primer y de segundo nivel.
.

y finalmente, el Area tenía también el doble cometido de facilitar la información sanitaria a
, '

los ciudadanos, a través de la organización de cursos de educación a la salud, y de recaudar

información detallada y actuaIizada sobre el estado de salud de la población comprendida
en su zona de influencia. Sólo de este modo, se subrayaba en la propuesta, seria posible

garantizar la posibilidad, para del Departarnent de Sanidad, de tomar decisiones rápidas y

eficaces.

La propuesta daba además indicaciones concretas con referencia a la distribución de los

recursos sanitarios, teniendo en cuenta las características demográficas y geográficas de los

distintos territorios. Así, por ejemplo, hablando de los Centres de SaJut - el nivel de contacto

más cercano entre la administración sanitaria y los ciudadanos - se indicaba en un centro

por cada 4000 habitantes en las zonas rurales y en un centro por cada 25000 habitantes en

las zonas altamente urbanizadas la ratio óptima de recursos por población, apostando
también por una racionalización que considerara las estructuras hospitalarias también como

centros de atención primaria en las zonas de sumás inmediata influencia.

El trabajo del Departament de Sanitat i Assistencia social presentado en 1980, finalmente,

se completaba con una propuesta concreta de división territorial y administrativa a fines

sanitarios. Así, siguiendo los criterios enunciado en la parte programática del estudio, se

sugería la creación de 12 Arees de Salut (pirineu; lleida; del Ebre; Tattagona-Reus; Penedés

-Anoia; Manresa; Vall Alta del Ter; Girona; Baix llobregat; Vallés; Maresme; Barcelona

Ciutat). Se trataba de ÁIeas demográficamente no homogéneas, ya que si el área de

m Lo. hospitales de primer nivel tendrían que contar obligatoriamente con lo••ervicios básicos de medicina,
cirugía, obstetricia, pediatría y psiquiatría; lo. de segundo nivel unirían a las especialidades ahora mencionadas
también toda una serie de prestaciones analíticas especializadas (endcsccpía .... ete.) y finalmente los

hospitales de tercer nivel además de contar con toda. las prestaciones ofrecidas por los niveles anteriores,
contarlan también con las prestaciones más sofisticadas y más tecnológicamente avanzadas y serian para todas
las especialidades lo. ''hospitales de referencias". Esta clasificación representaba una importante
simplificación operativa ya que, al momento de redactarse el informe lo. servicio. administrativos y de

planificación de la Seguridad Social utilizaban una clasificación construida sobre veintiún nivele. de

complejidad. Véase GENERAUTAT DE CATALUNYA DEPARTAMENT DE SANITAT i
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Barcelona Ciudad extendería su influencia sobre un conjunto de 1.800.000 ciudadanos, la
del Pirineo sólo proporcionaría sus servicios a un total de poco más de 60000 ciudadanos.

Pero el esquema ideológico en que se sustentaba toda la propuesta, que tendia a cruzar

multíplices variables (desde los aspectos socio-económicos, a los de los transportes, a los

medioambientales ... etc.) en la búsqueda de un dispositivo capaz de enfrentarse al problema
sanitario en su globalidad, parecía justificar esta elección.

El mapa sanitario presentaba así a la vez una división en Arees de So/ut y una propuesta de

distribución de los recursos sanitarios construida sobre la base de una escrupulosa análisis

de la realidad de la sanidad catalana del final de los años 70, que constituiría, como minimo
, 1

por lo que se refiere a la metodología empleada, un precioso .instrumento puesto en las

manos de quienes, a partir de 1980, tendrían el cometido de dirigir la política sanitaria de la

administración autonómica.

Y, posiblemente por su voluntad de ser un instrumento ideológico y técnico eficaz y a la

vez compartido, el documento remitido a la presidencia de la Generalitat en enero de 1980,
si bien explícitamente hacia referencia a la necesidad de cambiar los criterios de

financiación del sistema sanitario - de contributivo a fiscal - y al objetivo de una sanidad

gratuita y universal, optaba por no decantarse en favor de ninguna elección concreta a la

hora de definir el carácter de la titularidad y de la gestión - pública, privada o mixta - del

nuevo sistema sanitario catalán.

La posición del equipo encabezado por Espasa parecía en este sentido comprensible, ya

que por un lado todavía faltaba una nueva legislación básica estatal en matería sanitaria, y

por el otro, evidentemente, cualquier decisión legislativa o ejecutiva en este sentido, en el

ámbito catalán, correspondería a sus legítimos representantes, o sea, a los diputados del

Parlament de Catalunya que estaba a punto de elegirse y al gobierno de la Generalitat que

se constituiría después de las elecciones.

Y se verá sobre este punto, a partir de 1980, como y cuanto se empezarían a notar las

diferencias entre las distintas fuerzas políticas.

ASISTENCIA SOCIAL: La Sanitat a Catalu'!Ja Servei General de Publicacions de la GeneraIitat de Catalunya,
Departament de la Presidencia, Barcelona: 1980 pp.181-186.
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6.2 La construcción del modelo sanitario catalán a lo largo de los años 80

El estatuto de autonomía de Catalunya, en su art.17, define las competencias de la

Generalitat en materia de sanidad como competencias legislativas de ejecución de una

normativa básica del estado.

Si bien la normativa básica fue aprobada sólo en 1986, ya cinco años antes el Estado había

transferido a la Generalitat de Catalunya el control sobre la sanidad pública dependiente de

la Seguridad Social. Esta circunstancia, unida a un extremado dinamismo demostrado por el

gobierno autonómico, contribuyó a que, a diferencia de lo ocurrido con otras importantes

políticas llevadas a cabo por la administración autonómica catalana, la gestación y el

desarrollo de la política sanitaria en Catalunya y la construcción de lo que con razón se ha

llamado el modelo sanitario catalán, no tomó su origen de un texto legislativo de carácter

general aprobado por el Parlatnent, sino que se fue poco a poco configurando a lo largo de

toda la década de los 80 gracias a intervenciones legislativas de carácter parcial y sobre todo

a una acción constante y incisiva de los ejecutivos presididos porJordi PujoL
En este sentido, la aprobación de la norma general que desarrolla la Ley General de

Sanidad de 1986 y que regula todo el sistema, la LIei d'Ordenació Sanitaria de Cataúl1!Ja

aprobada en 1990, aparece más como una norma de ratificación y institucionalización

definitiva de una realidad ya existente que como una norma realmente dispositiva y

programática.
En realidad, en un primer momento, la política sanitaria no pareció ser una de las

prioridades de la coalición nacionalista ganadora de los comicios autonómicos de=0 de

1980. Solo hace falta pensar, en este sentido, que en el discurso de investidura del hombre

que sería durante más de dos décadas President de la Generalitat, prácticamente no había

ninguna mención a las que serían las líneas de gobierno en materia de política sanitaria.

Pero esta circunstancia no impidió que el gabinete formado por Pujo!, ya en las semanas

siguientes a su formación emprendiera unas importantes negociaciones con el gobierno
central para la transferencía de todasn·las competencias enmateria sanitaria.

Así, en julio de 1981, Catalunya - primera entre todas las Comunidades autónomas - recibía

las competencias en materia de servicios sanitarios y asistenciales de la Seguridad Social775

774 El estado había traspasado a la Generalitat preautonómica ya una pequeña parte de las competencias en

materia sanitaria. Es el caso del control sobre las actividades insalubres, sobre las aguas Y la producción
alimentaria, de los programas de promoción de la salud y la recaudación de datos sobre la situación sanitaria
del país. Véase Real Decreto 2115/1978, 26 de julio, DOGC núm.7, 2 de octubre de 1978 y Real Decreto
núm. 2210/1979, 7 de septiembre, DOGC núm.29, 10 de octubre de 1979.
77S Real Decreto 1517/1981, 8 de junio, sobre traspaso tk IIf7IidOJ tk la Segtnitlad Sodal a la la Glnlf'tJfitot di

Catolll'!1a en matma tk seguridad sodaI (INSALUD.J INSERSO) DOGe núm. 145, de 24 de julio de 1981,
B.O.E. núm 176, 24 de julio de 1981.
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La negociación con el gobierno centrista de Calvo Sotelo había sido discreta y sobre todo

relativamente rápida. A la rapidez de estas negociaciones, unos años más adelante, se

achacarían los muchos problemas de financiación que sufrió la sanidad catalana.

El decreto del verano de 1981 preveía que la Generalitat recibiera el control de todas las

estructuras sanitarias y de la asistencia social de titularidad pública (centros INSALUD y

INSERSO). Si se tienen en cuenta los datos proporcionados por el mapa sanitario de 1979,

la transferencia de las estructuras de titularidad pública, significaba la posibilidad de gestión
directa de sólo una parte minoritaria de las estructuras sanitarias presentes en Catalunya:

aproximadamente un 40% de las camas hospitalarias y una red de atención primaria escasa
. .

y mal repartida en el territorio. En otras palabras, se abría para la Generalitat, a falta de una

normativa básica estatal que tardaría todavía cinco años en ser aprobada, un problema que

iba mucho más allá de una simple mejora de la gestión de los centros transferidos.

De hecho, si después de 1981 la Generalitat se había convertido finalmente en la institución

pública que, a la práctica, debía garantizar el derecho constitucional a la salud, el primer

problema al cual debía enfrentarse era cómo extender este derecho a la totalidad de la

población.

Esquematizando, delante del nuevo ejecutivo autonómico, a principio de los años 80, se

abrían fundamentalmente dos caminos: extender y perfeccionar el modelo de provisión

pública directa heredado de la Seguridad Social, o, en cambio, confinar la provisión y la

gestión pública directa a los centros concretamente transferidos del INSALUD y buscar

una vía de integración de las estructuras alienas a la Seguridad Social en la red pública según
un esquema de cobertura integralmente pública pero de provisión y gestiónmixta.

La primera hipótesis, en realidad no fue ni siquiera considerada por el ejecutivo presidido

por Jordi PujoL Y incluso entre las fuerzas políticas de oposición, más allá de las

comprensibles divisiones ideológicas, todas las fuerzas del espectro político tuvieron en

cuenta en sus valoraciones la enorme dificultad económica y organizativa que representaba,

por ejemplo, la construcción y la gestión de aquel 60% de camas hospitalarias que en aquel
momento no eran de titularidad y gestión pública. Además, en realidad sólo un 14% de

aquel 40% de camas públicas era en realidad patrimonio de la Seguridad Social, siendo un

16% fruto de convenios que esta última institución había firmado con hospitales públicos
de propiedad de otras administraciones.

Así, en el momento de las transferencias en 1981, si bien había quien, sobre todo en las

filas socialistas y comunistas se decantaba por una progresiva nacionalización de la sanidad

catalana a través de una verdadera compra por parte de la administración autonómica de las
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diferentes estructuras hospitalarias, todas las fuerzas políticas - y, naturalmente, la coalición

nacionalista en el gobierno
776

- coincidian en la necesidad de aprovechar en el breve

periodo todos los recursos existentes, tanto públicos como privados?".
Como era de esperarse, e! ejecutivo se decantó rápida y claramente por la segunda

hipótesis. Esta elección, como se vio, dependió en parte de la misma situación en la cual se

encontraba el panorama sanitario y que, a nivel económico y organizativo, indicaba el

sistema de provisión mixta como e! único viable.

Pero por otra parte, en opinión de los dirigentes nacionalistas, apostar por un sistema de

cobertura pública pero de provisión mixta significaba también, marcar unas claras

prioridades políticas, más allá de las urgencias económicas.

En primer lugar, significaba la valorización de toda una serie de estructuras que se

consideraban fruto de la iniciativa de la sociedad civil del país, y que tradicionalmente

habían representado un punto de referencia importante para los ciudadanos.

En segundo lugar, significaba orientar los esfuerzos hacia la construcción de virtuosas

complicidades con los actores (profesionales médicos, empresarios de la sanidad,

organizaciones sin ánimo de lucro propietarias de estructuras sanitarias) que en aquel
momento ya operaban en el sector. Estas complicidades parecían para el ejecutivo

particularmente importantes en los casos de las estructuras sanitarias dependientes de las

administraciones locales, ya que en la enorme mayoría de los casos (y sobre todo en e! caso

importantes estructuras sanitarias municipales de las ciudades más pobladas del país) los

ayuntamientos eran regidos por las dos más importantes fuerzas políticas de oposición, e!

PSC y el PSUC. Comprometer en la política sanitaria del gobierno a estas estructuras

significaba implícitamente garantizar un respaldo, parlamentario pero sobre todo social, a

una política que los nacionalistas creían que pudiera y debiera superar los límites de la

precaria y heterogénea mayoría parlamentaria que sostenía el primer gabinete de Jordi

PujoL

776 CiU en su programa electoral para las elecciones autonómicas de 1980, reivindicando su naturaleza de

"partit catalá, possibilista i pragmitic" preconizaba la construcción de un Servei CataIa de Sanitat como
instrumento de para la aplicación de las medidas de política sanitaria adoptadas por el Parlamento y el Consell
Executiu, formado por "el sector públic, el sector de assesegurances lIiures i el sector privar'. Véase CDC:

Aixequcm Catalunyall La Sanitadl Programa de gavera de Convergencia i Unia Barcelona: 1980 Archivo
CEHI, Pavelló de la República, Barcelona
m Así, en el programa electoral socialista para los comicios autonómicos de 1980 se podia leer entre las líneas
de actuación propuestas en materia sanitaria: "Atesa la situació real a Catalunya del sector públic, establir una
política de concerts amb el sector benéfic-privat, controlant els aspectes económica i funcionals de la atonció
prestada". Por otra parte, el PSUC en su programa electoral, sin plantear directamente una opción para uno u

otro modelo en particular, sólo remarcaba la necesidad de la creación de un Servicio Nacional de Salud que
asegurara "a todos los ciudadanos una asistencia sanitaria completa, pública, gratuita y descentralizada". Véase
PSC: Programa tU GOIItrIIper a la Cataltt'!Ya no"" Barcelona: 1980 p.203 Y PSUC: En ,/ Parlamento ,/p".b'" ha tU 1"

mayorfay gobemar. Ptogrrzma ."doro/Barcelona: 1980 p.B. Arclúvo CEHI, Pavelló de la República, Barcelona.
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y finalmente, apostar por un sistema de provisión mixta significaba también consolidar la

autoridad de las instituciones catalanas, ya que éstas, bien antes de la discusión y de la

aprobación de una normativa a nivel estatal, fijarían las características de un modelo que

sería novedoso, realista, razonablemente compartido por las fuerzas políticas, y sobre todo

ideológicamente autónomo con respecto a la líneas de política sanitaria del gobierno
central. En otras palabras, por necesidad y por convicción, se apostaba por un modelo

sanitario integralmente propio.
Sobre la base de estas consideraciones, pocos meses después de recibir las competencias, el

Departament de Sanitat se disponia a aprobar dos medidas que marcru¡ían profundamente y
de manera duradera la orientación de las políticas sanitarias en Catalunya.
Por un lado se empezaba la redacción de un nuevo mapa sanitario, que, finalmente

terminado en 1984, ampliaria y definiría las indicaciones contenidas del mapa del 1979 y

fijarla claramente las necesidades sanitarias del territorio. Y, por el otro, se promulgaba una

orden que regulaba los criterios de amditoción de las estructuras sanitarias ajenas a las de la

Seguridad Social778

De este modo, el ejecutivo fijaba unos criterios de funcionamiento que las estructuras -

sobre todo hospitalarias - de titularidad de las administraciones locales y de las entidades

privadas sin fines lucrativos tenian que cumplir para realizar conciertos con la

administración autonómica,779 a la vez que promovia un lento y difícil proceso de

modernización y potenciación de los hospitales del INSALUD y de los centros de atención

primaria.
A lo largo de todo 1981 yen parte durante 1982, el Consell Executiu, priorizó una rápida y
dinámica acción ejecutiva dejando para un segundo momento el confronto parlamentario y
la redacción de medidas legislativas que abordaran la problemática en su conjunto y fijaran
criterios generales.
El confronto en el Parlament sobre cuanto ya se había hecho entre 1981 y 1982 y, sobre

todo, sobre en que dirección se iba a continuar, se produjo a principio de 1982 en ocasión

de la discusión sobre el Projecte de LIei deAdministrodó In.rtil1lcionol de la Sanitot i de la .Asistencia

Social.7fIJJ

778 Se trata de la Ordn d'Amditadó bis SmMis Sattitaris i .AJsimndals, de 21 de noviembre de 1981, DOCG
núm.21. Diciembre 1981.1'.1792.
"'Los criterios contenidos en la Orden eran notablemente más duros de los criterios que en el pasado habla
utilizado la Seguridad Social para la concertación de estructw:as saoitarias. Sólo hace falta pensar que con la

nueva normativa bajaba de 143 a 68 el número de los hospitales susceptibles de ser concertados por la

administración pública Véase E. SARRIAS RAMIS: E111Ianag. rmr ",.1 sisIIma stntitari ratakl Tesi Doctoral UB

20001'.114.
". BOPC, núm.66. 15 de febrero de 1982.
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A lo largo de 1981, las actuaciones emprendidas por el Consell Executiu habían sido

muchas. Todas ellas habían sido fruto de normativas de rango reglamentario y algunas de

ellas habían tenido una trascendencia fundamental. Sólo hace falta pensar, por ejemplo, en

la orden de acreditación, que de hecho había marcado una elección decidida en pro del

sistema de provisión mixto. Ahora la presentación del proyecto de ley se configuraba como

un espacio de discusión y de control importante sobre las líneas de política sanitaria que el

gobierno había emprendido con tanto dinamismo en los últimos meses y, a la vez, como el

momento en que se intentaba, por parte del ejecutivo, dar. relevancia y concreción

legislativa al camino emprendido a partir de las transferencias.

Una primera prueba de ello era representada por el hecho de que el texto que se llevaba al

examen de los representantes del pueblo catalán, era un proyecto de ley y no una

proposición de ley. Aquí estribaba una primera e importante línea de discontinuidad con

respecto a la mayoría de las leyes más importantes aprobadas a lo largo de la primera

legislatura.
La mayoría de las leyes de carácter ''básico'' - esto es, de primer desarrollo del mandato

estatutario - se habían redactado utilizando el proceso previsto en el art.108 del reglamento
de la cámara catalana que, para este tipo de normativa, preveía que la redacción de la ley se

hiciera a través de una ponencia conjunta en la cual estuviera presentes todos y cada uno de

los grupos parlamentarios.
El texto presentado en el Parlament a principio de 1982 y finalmente discutido y aprobado
en el verano de 1983,en cambio, era un proyecto de ley, es decit, una propuesta legislativa
procedente de las filas del gobierno.
En concreto, el texto había como objeto la regulación conjunta del sistema sanitario y de

los servicios sanitarios según criterios - rezaba la exposición de motivos - de

descentralízación, racionalización y simplíficación del aparato administrativo y participación
democrática781. Como es fácil notar, estos criterios generales se inscribían perfectamente en

la línea de la filosofía que había inspirado la redacción del mapa sanitario de 1979.

El proyecto de ley presentado por el ejecutivo preveía la creación de dos institutos - el

Inmt1lt Cata/a de la Sa/¡¡t (lCS) y el Institut Cata/a d'Assistinda i Servei.r SocialJ (lCASS) - que

se configurarían como entidades gestoras de la Seguridad Social en Catalunya.
Por lo que se refiere al lCS, éste gestionaría directamente los servicios y las prestaciones
sanitarias transferidas del INSALUD, los servicios eventualmente creados por la

Generalitat y sobre todo promovería acuerdos y convenios con estructuras públicas y
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privadas al fin de garantizar una cobertura sanitaria pública eficiente en todo el territorio

catalán. Funciones similares, pero desarrolladas en el campo de los Servicios Sociales, eran

encomendadas por el texto al ICASS.

Así quedaba legalmente reconocida la opción, que ya desde 1981 los poderes autonómicos

habían claramente emprendido, hacia un sistema de cobertura pública pero de provisión
mixta, en e! cual jugaban un pape! destacado las estructuras - sobre todo hospitalarias _

ajenas a la Seguridad Social.

y en general, las actuaciones que e! ejecutivo había desarrollado antes de la presentación de

la ley, aunque habían sido criticadas en más de una ocasión por los grupos de oposición,
, .

habían dado sus frutos en términos de consenso: tanto e! PSC como sobre todo e! PSUC

habían presentado un buen numero de enmiendas al texto, pero ninguna de ellas ponía en

discusión e! principio según e! cual la sanidad pública en Catalunya debía que contar con los

recursos de una parte de la sanidad privada presente y operante en e! país (especialmente de

la perteneciente a entidades sin ánimo de lucro)782,

Más bien, las críticas - que en el caso de! PSUC habían llevado a la presentación de un

texto alternativo783 - se habían centrado en e! sistema de financiación y de tratamiento

presupuestario de las dos nuevas entidades creadas y en los mecanismos de participación

que la ley tímidamente introducía.

Cuanto a la primera cuestión, lejos de ser un problema meramente técnico, e! texto preveía

que los presupuestos de las dos nuevas entidades gestoras se incluyeran en los presupuestos

generales de la Generalitat de Catalunya, aunque debidamente separadas del resto.784
Ahora bien, en 1983, los servicios sanitarios y de asistencia social pertenecientes a la

Seguridad Social, todavía se financiaban mayoritariamente de forma contributiva (en un

porcentaje aproximadamente de! 75%). En opinión de los partidos de izquierda, mientras

no se abandonara la financiación por la vía contributiva, incluir los presupuestos de las

entidades gestoras de la Seguridad Social en los presupuestos generales de la administración

vulneraba las competencias estatales en materia y e! principio de unidad de caja de la

Seguridad Social. Por otra parte, sobre todo e! PSUC no consideraba las previsiones de

181 Véase ProJ.m rJ. un d'aiÚ!li1listrtld4 ÜlJlifNm,1I41 rJ. la sl11lÍlt1l i rJ. fassirtinda i ,It sfflltÍl sodalt rJ. Catafmr¡a.
Exposición de Motivos BOPC, núm.66, 15 de febrero de 1982
'" Todas las enmiendas pt:esentadas al proyecto de ley que finalmente se reservaron por el pleno, se pueden
consultar en el BOPC núm.143, 20 de junio de 1983. En concreto, se IIataba de 110 propuestas de

tnocJificación, 21 de ellas subsiguientes al Dictamen del Consell Consultiu; 57 presentadas por el PSC; 30 por
el PSUC (más un texto alternativo); 6 de ERC; 6 de Centristes de CataIunys; 11 de Convergencia i Unió.
783 Eomena a la totaIitat amb amb text alternatiu de retoro al Proj,m rJ. Iki d'AtlmittistradJ InstifNm,1I4I rJ. la

Sanitat, Assistinda i StI7IIÍS Sodalt rJ. CataÚl'!'Jl', 18 de tnal:ZO de 1982 Atxiu del Parlament de Catalunya,
Barcelona.
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separación de presupuesto contenidas en la ley, garantías suficientes para evitar de cualquier
forma que algún día los fondos procedentes de las cotizaciones no serian legalmente

empleados por la administración autonómica para hacer frente a otras eXIgenCIaS

presupuestarias.
Delante de este problema, el PSC proponia una solución de compromiso: el rcs y el

rCASS no serian entidades gestoras de la Seguridad Social sino organismos autónomos

dependientes de la Generalitat y sus presupuestos serian incluidos, en un apartado

especifico, reconocible, y de alguna forma intocable dentro de los presupuestos generales.
Este cambio de denominación habria garantizado la definitiva sumisión del rcs y del

. .

rCASS al régimen de derecho público y la posibilidad de un mayor control por parte del

parlamento sobre su presupuesto.m
El PSUC tenia sobre este punto, al contrario, una posición más drástica y radical. El partido
de los comunistas catalanes apelaba a la inconstitucionalidad de la norma que preveía la

inclusión del presupuesto de las dos nuevas entidades en el presupuesto general de la

Generalitat. En opinión del ex Conseller Espasa - que en parlatnento defendió las

enmiendas del PSUC - el texto presentado por el gobierno vulneraba la normativa estatal

en materia de Seguridad Social y además contradecía claramente la práctica ya consolidada

en el ámbito de administración estatal, según la cual los presupuestos de la Seguridad Social

sólo se adjuntaban y no se incluían de ninguna forma en los presupuestos generales. Así el

PSUC proponia una clara separación funcional y presupuestaria entre el ICS y el rCASS por

un lado, que serian entidades gestoras de la seguridad Social en Catalunya; y los servicios

sanitarios y asistenciales que podía crear y gestionar la Generalitat de Catalunya, cuyos

presupuestos podian y debían ser incluidos en los presupuestos generales de la

Generalitat786•

784 Art. 9 del Prrj,m tú Iki d'Adminimrldó Inditlldonal tú la Sa1lilat, AIsistJltda i SIf7Itis Sodolr tú CataIJI1¡ya, BOPC
núm.l08, 6 de diciembre de 1982.
785 Véase la intervención del diputado socialista Garc!a en el debate de aprobación de la ley. En: DSPC-P,
núms. 72 y 73.1, 29 de junio de 1983, pp.4330-4331.
786 En palabras del mismo ex-consellor Espasa: "La nostra posició parteix de la preoeupació que, per aquesta
via, s'estigui avanl'ant en la deslaboralització de la Seguretat Social, s'estigui obrint alguna porta,
voluntDriament o involuntiria ( ) a la posible deslaboralització, dessindicalització de la Seguretat Social i, per
tant de la soya privatització ( ). Nosaltres estem i hern estat por un sistema universal de Seguretat Social,
sobretot en els aspectos sanitaris (...) pero abeo només es podrá fer boa fet quan, préviament, els recursos de la

Seguretat Social siguin no d'origen social, és a dir, no de cotitzacions de treballadors i impresario, sinó
d'origen fiscal. Mentre no es produeixi aquest canvi fonamental i qualitatiu, mesclar els recursos de la

Seguretat Social amb els recursos fiscals, és, d'alguna manera, (...) contribuir que aquests recursos puguin
desafectar-se dels seus originals i legítims detentera i controladors, les parta socials que contribueixen a la
formació d'aquests recursos, tteballadors i empresario". En: DSPC-P, núms. 72 y 73.1, 29 de junio de 1983,
p.4353.
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El segundo punto de desacuerdo entre las fuerzas políticas era representado por los

mecanismos de participación. Si bien el arto 7 del texto presentado hacía referencia a la

participación democrática de trabajadores y empresarios en la gestión de los servicios

sanitarios catalanes - así como, por otra parte preveía e! arto 17.5 de! estatuto de

autonomía7•7 -, la norma no iba mucho más allá de una simple mención de principios.
Aquí también tanto el PSC como el PSUC y incluso ERC presentaron propuestas de

modificación. Si e! PSC se conformaba con la mención explícita de la igualdad cuantitativa

de los representantes de los sindicatos, de los empresarios y de los representantes de la

administración (allí donde la ley omitía cualquier referencia cuantitativa) y ERC proponía la
, .

inclusión orgánica en los mecanismos de participación de los representantes de los colegios
profesionales, e! PSUC iba mucho más allá y articulaba una propuesta completa y detallada.

En este sentido, los comunistas catalanes proponían la creación de unos Consejos
Generales de! leS y de! lCASS ambos presididos por e! Conseller de Sanitat i Asistencia

Social y integrados por 12 representantes sindicales, 12 miembros designados por las

organizaciones empresariales y finalmente 11 representantes de la administración pública

(que serían 12 con el Conseller). Los Consejos tendrían función de control y vigilancia
sobre la gestión de las dos entidades gestoras creadas por la ley.

Finalmente, sobre e! primer punto de desacuerdo - naturaleza de las dos entidades creadas

y tratamiento presupuestario - aunque acabó ocupando gran parte de! debate en aula, no

se produjeron modificaciones. El lCS y e! lCASS serían finalmente entidades gestoras de la

Seguridad Social en Catalunya y sus presupuestos, aunque de manera reconocible, serían

incluidos en los presupuestos generales788• Esto, en opinión de! gobierno, no sólo no

vulneraba la normativa estatal sino que al contrario representaría un paso decisivo hacía la

necesaria "autonomización" de la Seguridad Social ya que ésta, por lo referente a los

servicios transferidos, pasaba a depender claramente de las instituciones autonómicas.7•O

Cuanto al segundo punto de desacuerdo, e! debate en parlamento permitió la introducción

de una regulación clara y detallada de los mecanismos de participación que como se vio, era

absente en e! texto de partida. Así se creaban los Consejos Generales de! lCS y de! lCASS,

integrados por 13 representantes por cada parte implicada (sindicatos, organizaciones de

7'" Según e! art, 17.5 del Estatuto de AutonolnÍa: ''La Generalitat de Catalunya ajustará l'exercici de les

cotnperencies que asswneixi enmateria de sanitat i de seguretat social a criteris de patticipació democrática de
tots els interessats, aix! com deis sindicats de treba1Iadors i associacions empresatials eo els termes que la llei

establiri".
788 Art.9 Llei 12/1983, de 14 de julio!, tftu!mittis1rati4 ittJti/lldolll1/ tÚ la sattitat, i tÚ fassütñtda i.1s slflllis mdals tÚ

CatalN'fla.
", Véase la intervención de! diputado convergente Joan Colomines i Puig en e! debate de aprobación de la

ley. En: DSPC-P, núms. 72 y 73.1, 29 de junio de 1983, p.4330-4331.
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empresarios y administración pública) que no sólo cumplirían con funciones de control y

vigilancia de los dos institutos sino que además tendrian un papel centrar en la elaboración

de los criterios de actuación de las dos entidades y incluso en la formulación de los

presupuestos anuales. Además, la ley creaba también las ComisJions Exetutives Terriionals;

órganos más reducidos de participación que vigilarían la aplicación de los acuerdos

tomados en sede de Consells Generals en los distintos ámbitos territoriales790•

Substancialmente, si se hace excepción por la implementación de los mecanismos de

participación, la ley elaborada por e! ConselI Executiu, no obstante hubiera tardado más de

un año y medio para cumplir con su íter parlamentario, había llegado a su aprobación
, .

prácticamente inmutada.

En realidad, analizando e! planteamiento general y los contenidos concretos de la ley, se

había tratado de una medida legislativa de carácter más funcional que programático,
orientada únicamente a proporcionar unos mecanismos legales que ampararan las líneas

políticas y de gestión que e! ejecutivo había ya emprendido a partir de 1981791• Un

instrumento que ratificaba apos/eríorí las tendencias ya fijadas a partir de la promulgación de

la orden de acreditación de 1981. Sin embargo este planteamiento se debiera en parte al

hecho de que todavía faltaba fJ faltará hasta 1986) una normativa básica de nivel estatal en

materia sanitaria. Por otra parte pero, en la elección de remitir al parlamento un texto que

sólo y únicamente tocaba los aspectos organizativos considerados indispensables, se podía
entrever una cierta voluntad por parte de! ejecutivo catalán de dejar para la acción ejecutiva
un amplio margen de maniobra que permitiera actuar con rapidez, fleXibilidad y autonomía.

Esta será la razón por la cual, por ejemplo, en la ley aprobada en e! verano de 1983, no se

hará mención de la estructura territorial de la administración sanitaria.

La división será realizada por parte de! Consell Executiu, por vía reglamentaria, a finales de

1983792, utilizando en buena parte793 los criterios analiticos introducidos por e! Mapa de

790 AA7 Lle.i 12/1983, de 14 de julio), d'adminirtmdi itufitua.1Il11 tÚ la st11lila� i tÚ !asmll"Gia i,1s s"",u sodals tÚ

Ca1tÚln!Ya.
79t Así lo declaraba explicitamente e! diput:ulo de CiUJoan Colomines i Puig al BnaI de! debate de aprobación
de la ley: "Caralunya, que sempre ha estat avan�ada en la previsié, reculll'esperit del que representa o ha de

representar aquest bé social �a sanidad N.d.R] que, en definitiva, ja é. una conquesta, i que no solament no

podem peedee, sinó que hcm de fer més efica� 1 I'única manera de ser-he és organizant-nos, que é. el que fa

aquesta Ilei, tot simplement, no fa a1tta cosa: organitzat-nos. No canvia modcls, pero és ben possible que
només amb una organizació adequada i sota e! control de la Generalitat tot sembli diferent, és a dir, tot
canvú". En: DSPC-P, núms. 72 y 73.1, 29 de junio de 1983, p. 4355.
792 Decreto 572/1983, 15 de diciembre de 1983.
793 As!, por ejemplo los tres niveles de complejidad individuados por e! Mapa Sanitario de 1979, pasaban a ser

cuatro.
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1979 pero reduciendo de 12 a 8 las unidades que el documento de 1979 había llamado Arces

de Sa/ut, que pasarían a denominarseArees de Gestió del res.794

En la primavera de 1985, también a través de un decreto se iniciaría la reforma de los

centros de atención primaría, que, como se vio, habían sido hasta la fecha en su enorme

mayoría de titularidad y gestión directa de la Seguridad Social y, por lo tanto, habían sido

traspasados al res.

La intención del ejecutivo era, en este importante campo, intentar incidir sobre dos

aspectos fundamentales. En primer lugar, el ejecutivo se comprometía a aumentar la

eficacia, la dotación financiera y de capital humano de estos. ce�tros, valorizando la

adopción de nuevas y más modernas técnicas de organización del trabajo y de estructura

administrativa. Y, en segundo lugar, la Generalitat empezaba aquí la larga, dura y costosa

batalla para la extensión de la cobertura de estos centros a la totalidad de la población
catalana, a través de la potenciación y la reorganización de los centros existentes y la

creación de nuevos centros.
70S

Pero aliado de la preocupación para la reorganización de la atención primaria, el Govern
tomaría medidas también en el campo de la dotación hospitalaría. Así, en julio de 1985,

creaba - también por decreto796 - la Xarxa Hospitalaria de Utilització Pública (XHUp), la red

que integraría en una sola estructura funcional la totalidad de los hospitales gestionados
directamente por el res y los hospitales municipales, provinciales y privados que, dentro de

.,.. Las Áreas serlan 6nalmente: Lleida, Tarragona, Terres de l'Ebre, Girona, Costa de Ponent, Barcelonés
Nord iMaresme, Centre y Barcelona Ciutat.
195 Ls Reforma'" la Aúltdó PtimiJria (RAP), empezada con el decreto 84/1985, del 21 de marzo, constituyó
una de los más ambiciosos proyectos puestos en marcha por la administración catalana de la sanidad y se

basaba sobre cinco principios básicos: equidad y igualdad en el acceso a la sanidad; prevención por delante de

curación; participación ciudadana; cooperación multisectorial; centralidad de las estructuras de atención

ptimaria. Ls reforma preveía una reestructuración de la misma organización del trabajo de los profesionales
médicos, que, agrupados en Equipos de Atención Primaria estables, deberlan dedicarse a lempo completo a

esta modalidad asistencial, en vez de poder compaginar el trabajo hospitalario con las horas de consulta en

ambulatorio. El decreto preveía que la incotporación a los centros de atención primaria nflJ1711adospor parte de
los profesionales médicos fuera voluntaria. Esta circunstancia hizo que a finales de los años noventa sólo un

poco más de la tuitad de los centros de atención primaria existentes hubiesen adoptado los criterios previstos
por la reforma. Véase: E. SARRIAS RAMIS: ElmlJltal,l ratr '" ,llÜú1IIa sanitari (Q/a!a Tesis Doctoral UB 2000,
pp.137-142 (hnp:/fwww.tdcat.cesca.esfIDCAT-0411102-100917D
1% Decreto 202/1985, de 15 de julio de 1985. El decreto preveía unas condiciones núnimas con las cuales las
estructuras hospitalarias tenían obligatoriamente que cumplir para poder integrarse en la XHUP. Estas eran:

estar previstos en el mapa sanitario; haber obtenido la acreditación para ser concertado; firmar un convenio
con el lCS; comprometerse a adaptar el plan de compras y el sistema de contabilidad a un estándar fijado por
el DSSS; suministrar los datos relativos a la gestión pedidos por el DSSS; facilitar la transmisión de los datos
de las personas atendidas a la autoridad sanitaria; desarrollar una unidad de control interna de la calidad según
las indicaciones proporcionadas por la autoridad sanitaria; facilitar la realización de una auditoria anual según
!as directrices fijadas por el Departament d'Economis; presentar un plan de actividad cada tres años que
lncluyera previsiones detalladas en materia de recursos humanos e inversiones. Véase E. SARRIAS RAMlS:

Bimana!,. ratr... ob.cit p.120.
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las líneas fijadas en el Pla de Saml, entretenían relaciones estables de concierto con el

Departarnent de Sanitat y completarían la oferta hospitalaria pública.

Hospitales Integrados en la XHUP en el momento de su

constitución según titularidad. (1985)

ICS Munic. Dipul Privo Benéfico/Parl Iglesia Cruz Min. Privo Tot
S/Iucro Roja Educa. e/lucro

y
Ciencia

Area1 1 1 1 2 5
Lleida
Area2 1 1 1 1 . 4
Tarra!lona
Area3
Tortosa
Area4 1 1 1 4 1 7
Glrona

I Area 5 1 1 4 2 1 1 10
Costa de
Ponent
Area6 1 2 1 2 6
Barcelonés
Nord I
Maresme
Area7 1 6 5 2 14
Centre
Area8 2 2 1 1 5 1 1 13
Barcelona
Clutat

Fuente: E. SARRIAS RAMIS: Elmanau can 111,1simma lattiftlli ratakl Tesi Doctoral UB 2000, p.121-123

Paralelamente, el gobierno empezaría un largo proceso de reconversión de los hospitales en

el cual participarían, a través de la constitución de numerosos consorcios, la mayoría de las

instituciones locales catalanas. El proceso de reconversión interesaría todos los hospitales
integrados en la XHUP independientemente de su titularidad, y tendría como objetivo

principal la distribución equitativa de los recursos hospitalarios en las nuevas 8 áreas de

gestión del ICS797•

7'11 El compromiso de la administración autonómica con la consolidación de la XHUP y su viabilidad
económica queda reflejado en el porcentaje creciente del presupuesto de la autoridad sanitaria dedicado a los
contractos con proveedores diferentes del rcs: en 1985, la autoridad sanitaria dedicaba un 21% de su

presupuesto total a la contratación de proveedores hospitalarios diferentes del rcs, en 1995, el porcentaje
ascenderá al 33,5%. Sin embargo, el incremento de la financiación a estos centros no se traducirá en un

aumento de la actividad y de los recursos físicos y h1llIW10S de estas estructuras, que, más o menos se

mantendrán constante a lo largo de los años. Posiblemente, como subraya R. Gallego, la inyección financiera
realizada a partir de 1985 en favor de las estructuras hospitalarias no pertenecientes al rcs pero si
encuadradas en laXHUP, constituyó una forma de paliar la subfinanciación sufrida por estos hospitales - que
en épocas anteriores en su mayoña hablan sido contratados por la Seguridad Social - para favorecer su

integración en un plan de igualdad en la red pública. Véase R. GALLEGO:"La política sanitaria catalana: l.
construcció d'un sistema universal de provisió plura1ista" en J. SUBrRATS y R. GOMA: GOIIII7I i po/lJiq'"1
ptlbliqll4l a Catam'!Ya (1980-2000), UB-UAB, Barcelona: 2001 p.152.
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La creación de la XHUP, en definitiva, habia representado la sanción reglamentaría de una

realidad ya existente. Con este instrumento se institucionalizaba y se daba coherencia y

seguridad normativa al modelo de provisión hospitalaria mixta que se había afirmado en los

años anteriores.

Como se vio, no obstante se fuera todavía a la espera de una normativa básica de carácter

estatal, entre 1981 y 1986 ya se habían sentado de manera inequívoca las características de

lo que el gobierno quería que fuera el modelo sanitario catalán.

Las actuaciones más importantes se habían llevado a cabo a través de medidas

reglamentarías y cuando la discusión habia llegado en parIamento - como en el caso de la
, .

ley de 1983 -la oposición aunque había manifestado su contrariedad con respecto a más de

una cuestión, no se había opuesto al gobierno de manera frontal, o, como minimo no lo

habia hecho en los aspectos centrales que definían el modelo. Por un lado la implicación de

los dos mayores partidos de oposición en las políticas sanitarías del gobierno a través de la

integración de las estructuras sanitarías municipales y provinciales y de las asociaciones de

profesionales ligados a las fuerzas de oposición,79. y, por el otro, la constatación compartida

por todas las fuerzas políticas de que la elección del sistema de provisión mixta era de

alguna manera una elección obligada dada la situación sanitaría del país, habían permitido al

gobierno mostrar en materia sanitaría un dinamismo y una iniciativa prácticamente
ilimitada.

Ciertamente el camino recorrido por parte de la administración catalana en campo sanitario

se encontraba ahora, a finales de 1985 delante de dos posibles obstáculos difíciles de

superar.

Por un lado un impiadoso déficit de la administración sanitaría catalana, que ponía
seriamente en peligro la víabilidad de los proyectos de reformas iniciados.

798 Las dos organizaciones en las cuales se agrupan la mayoría de proveedores hospitalarios no pertenecientes
al lCS, son la Unió CataImta tÚ Hospitals Y el CotuatdHorpitalari tÚ CatalNtga. La primera, fue creada a la mitad
de los años 70 por los gestores hospitalarios privados. Inicialmente sus objetivos eran la coordinación de
esfuezaos para la negociación de los conciertos con la Seguridad Social. De hecho, en esta ptimera fase la
UCH asumió plenamente la función de patronal, llegando a finnar acuerdos con los sindicatos, la
administración sanitaria y las otras asociaciones del sector. En un segundo momento, amplió sus funciones a

la tutela y conservación del patrimonio hospitalario y a la experimentación de nuevas formas de gestión. A
partir de 1985, con una parte de sus afiliados integrados en la XHUP comenzó a representar uno de los más

importantes interlocutores del Departament de Sanitat. El CfJ1Uom Hospitalari tÚ CatalNtga, en cambio, nació
en 1983 de la asociación de los gestores de las estructuras sanitatias públicas y semipúblicas dependientes de
las administraciones locales. Comprometido con la ides de una profunda descentralización de los servicios

hospitalarios, el CHC ha sido históricamente cercano a las posiciones del PSC, el partido que históricamente
ha ostentado un claro predominio en el mapa electoral municipal de Catalunya y sobre todo ha gobemado y
gobierna las mayores ciudades catalanas. Con todos sus miembros integrados en la XHUP fue, a partir de
1985, un interlocutor imprescindible del Departament de Sanitat. Véase R GALLEGO:"La poHtica sanitaria

catalana: la construcció d'un sistema universal de provisió pluralista" en]. SUBlRATS y R GOMA: G.lllm j
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Y, por el otro, el anuncio, por parte del gobierno socialista de la voluntad de redactar una

nueva ley básica de la sanidad, que hubiera podido ser contradictoria con cuanto hasta el

momento se había realizado en este campo en Catalunya.
Cuanto a primera cuestión, si bien tanto el gobierno central, como la Generalitat, como

finalmente la oposición socialista catalana se mostraban de acuerdo en reconocer la

existencia de un déficit heredado de la deficiente financiación y inversión en el campo

sanitario del Estado en Catalunya que se remontaba prácticamente almomento de la misma

institución de la Seguridad Social en la posguerra, no todos los actores implicados parecían
estar de acuerdo sobre la entidad del déficit en cuestión, sobre las, razones que habían

, .

llevado a su drástico empeoramiento en el trienio 1981-1983, y sobre todo sobre la cantidad

que el estado podía y debía abonar a fin de poder poner remedio a la situación.

Sobre la entidad exacta del déficit - en concreto sobre al que se había generado a lo largo
de los últimos tres años - prácticamente, a lo largo de los varios meses en que duró la

polémica no hubo manera de concretar una cifra, que, según las declaraciones de las

diferentes partes, oscilaba entre los 11000 y los 55000 millones de pesetas.

Sobre las razones que habían llevado al empeoramiento drástico de la situación financiera

de la sanidad catalana entre 1980 y 1985 tampoco, como es por otra parte comprensible,
hubo similitudes de juicio. Si por el gobiemo central se trataba del resultado de una

negociación conducida a la beya por parte del gobierno autonómico con el gobierno central

de UCD en el momento de recibir las transferencias en 1981, por el gobierno de Pujol se

trataba de la natural y comprensible consecuencia de un agravio histórico complicado por

las muchas y necesarias reformas e inversiones que el ejecutivo autonómico había

emprendido en los últimos años, que había comportado, entre otras cosas, la asunción por

parte de la administración del grave déficit de los hospitales privadas Integrados en la red

de utilización pública. Finalmente, por la oposición del PSC, se trataba del fruto de la falta

de una política sanitaria clara y coherente y de la mala gestión - sobre todo en referencia a la

firma de conciertos con las estructuras privadas, considerados caros y ineficientes - del

Conseller de Sanitat J. Laporte799.

poUtiqllIIptíbliqllII Q CataIN'!YQ (1980·2000), UB-UAB, Barcelona: 2001 pp.142-145 Y E. SARRIAS RAMIS: El

11Ianag' san '" ,1 mU11Ia. cit, p. 123.
m El Conseller de Economía i Finances Josep Maña Cullell cifraba el déficit en 11000 de ptas, y el Conseller
de Sanitat Josep Laporte alegaba como causa el hecho de que "hay poco dinero y está mal repartido" y que
existía una "mala infraestructura de la sanidad pública, puesto que, históricamente, la Administración Central
ha invertido poco y mal en Catalunya". El diputado del PSC Lluls Armet situaba la cantidad en tomo los

39000 millones de pesetas, fruto - en su opinión - sólo en un 10% de la falta de financiación den los últimos

años, y, en su mayoría, de la falta de un modelo sanitario coherente y económicamente sostenible. Finalmente,
el Ministro Emest Lluch elevaba la cifra a los 55000 y advertía que cualquier acuerdo entre la Generalitat y el

gobierno central no solucionada los problemas de déficit y que la administración autonómica debía plantearse
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Después de una polémica política durada meses que ocupó a menudo las páginas de los

periódicos durante buena parte de 1985, en febrero de 1986, el ejecutivo autonómico llegó
a un acuerdo con e! ministro de Sanidad Emest Lluch que preveía una financiación de

20000 millones de pesetas destinados a hacer frente a las necesidades más inmediatas de la

sanidad catalana (sobre todo se trataba de los pagos atrasados a proveedores). El acuerdo

contemplaba también los criterios de financiación para e! año en curso. En 1986 la

Generalitat recibiría el equivalente al 16,2% de! presupuesto anual de la Seguridad Social,

un 0,6% más de! porcentaje de población catalana con respecto a la española, que se

situaba, por aquellas fechas, en tomo al 15,6%. No obstante los representantes de la
, .

Generalitat habían inicialmente pedido un 17,1% - como compensación para e! déficit

acumulado pero también para poder financiar e! sutplus de actividad de varias estructuras

sanitarias catalanas que recibían pacientes procedentes de todo e! estado -, finalmente

aceptaron la oferta de! gobiemo al cual reconocían la voluntad de superación de! agravio
histórico de financiación sanitaria sufrido por Catalunya.800
Cuanto a la segunda cuestión - la redacción de la normativa estatal básica en materia

sanitaria - si bien e! proyecto llegó en aula en la primavera de 1985, tardó más de un año en

aprobarse. Los puntos posiblemente más conflictivos de la ley fueron justamente los

relativos a los aspectos autonómicos (e! papel de la alta inspección, e! alcance de la

planificación sanitaria procedente de! ejecutivo central, la reglamentación relativa a los

conciertos ...).
Los diputados nacionalistas vascos y catalanes en un primer momento presentaron
enmiendas a la totalidad y se mostraton extremadamente críticos con e! proyecto, que

incluso, por parte de algún diputado catalán, fue bautizado como "LOAPA sanitaria,,801.

Pero pese al rechazo inicial, a lo largo de los meses e! gobiemo central consiguió rebajar e!

tono de las críticas nacionalistas introduciendo algunas modificaciones de una cierta

importancia y favoreciendo e! acuerdo más que con los grupos parlamentarios de CiU y de!

PNV, con los propios ejecutivos autonómicos vasco y catalán.

seriamente la emisión de nueva deuda pública o el establecimiento de nuevos impuestos. Véase La
V111IguanJia, 1 de julio de 1985 yElComo Catalán 24 de octubre de 1985. •

.., La Gencralitat consideró el acuerdo como una demostración de la validez de sus argumentos. As!, el
Conscller Laporte declaraba a la prensa que la transferencia babía sido muy importante "porqué demuestra

que no es cierto que los problemas de la sanidad catalana se deban a la mala gestión o a la mala

administración de su Gobierno, sino a la falta de una financiación suficiente por parte de la Administración
central, como yo siempre be sostenido". Véase ElPrJIs, 22 de febrero de 1986.
80' El Conscller Laporte declaraba al respecto, en víspera del primer debate sobre sanidad en la cámara

catalana:"Si [la ley N .d.R] no sale muy modificada de las Cortes, el próximo debate sanitario del ParJament,
será el primero y el último que baremos, porqué la Generalitat se habrá quedado prácticamente sin

competencias en sanidad" y añadIa sarcásticamente "con un poco de suerte, nos quedarla la posibilidad de

decidir sobre el color de los zapatos de las enfermeras". Véase La Vanguanlia, 2 de octubre de 1985.
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Finalmente, con la Ley General de Sanidad (LEGSA)'''12, se creaba en el ámbito estatal un

nuevo modelo sanitario que adoptaba las características de un Sistema Nacional de Salud,
formado por los servicios sanitarios de todas las comunidades autónomas, los ya

constituidos como en el caso de Catalunya, y los que la misma ley emplazaba a constituir.

La LEGSA adoptaba el compromiso de la universalización de la cobertura sanitaria y de la

abolición progresiva de la financiación contributiva del sistema sanitario, optando
definitivamente por la financiación a cargo de los presupuestos generales del estado,

medida que finalmente se empezó a aplicar a partir de 1988.

, \

Fuentes de financiación del sistema sanitario en el estado

español 1986-1997. En %

1986 1987 1988 1989 1990 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1991
Transferencias 23.77 24.72 25.15 70.07 68.77 67.80 69.04 68.75 70.23 77.25 82.82 91.85

Cotizaciones 74.27 69.93 69.60 27.22 27.21 27.22 27.22 27.96 27.12 20.43 15.11 5.98

CODaao 0.00 0.00 0.00 2.04 2.67 2.48 2.47 2.16 1.65 1.92 1.76 1.93

Otros 1.96 5.35 5.25 0.67 1.35 2.50 1.27 1.13 1.00 0.40 0.31 0.24

Total 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0

Fuente: M. MENEGUZZO et al: "La regionalizzazione dei sistemi .anitari: l'analisi del caso spagnolo" en: La
sattittl Ira staIo , mmalo. Con",!."o NfJ!(jona¡'AJES, Padova: 2000.

Por otra parte, desde un punto de vista organizativo, se optaba por la expansión de la red'

sanitaria de titularidad y provisión pública favoreciendo la absorción por parte del

INSALUD de los centros sanitarios públicos pertenecientes a las administraciones locales y

reservando para la concertación con estructuras privadas un papel absolutamente residual,

complementario y sujeto a controles y condiciones extremadamente concretas.

Finalmente, la ley preveía un drástico programa de refuerzo de la atención primaria,
considerada a partir de entonces como la puerta de entrada a todo el sistema sanitario. En

este cuadro las estructuras sanitarias - tanto hospitalarias como de atención primaria -,

serían organizadas en el territorio según unidades de intervención y asistencia integrada
llamadas ATeas de Salud y los centros no gozarían de personalidad jurídica propia sino que

estarían jerárquicamente integrados en la administración sanitaria, de la cual iban a

constituir unidades de gasto.

Pero la negociación par1amentaria, en la cual los diputados de Minoria Catalana jugaron un

papel de primera relevancia, había conseguido que la ley contemplara algunas excepciones
importantes y explícitas. Si se seguían considerando como básicas y aplicables a todas las

comunidades las normas relativas a los objetivos generales, se consideraban finalmente

802 Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad.
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supletorias todas las normas que regulaban los aspectos funcionales de! sistema en el caso

en que éstos hubieran sido regulados por normativas aprobadas por las comunidades que

ya habían recibido las competencias en materia de sanidad (Catalunya en 1981, y Andalucia,
en 1984). En concreto, si se consideraba básico el principio de organización en Areas de

Salud, la ley eximía las comunidades que ya hubiesen adoptado normativa en materia de

organización sanitaria de la aplicación de las detalladas normas contenidas en la LEGSA

que concretamente regulaban e! funcionamiento de estas estructuras descentradas.

La misma excepción se aplicaba a las normas relativas a la regulación de los convenios con

estructuras privadas y en parte también a los poderes de inspección atribuidos al estado.'03
. .

Así, mientras la Generalitat asumía plenamente los objetivos de universalización, gratuitad
de las prestaciones, y potenciación y reforma de la asistencia primaria, se encontraba en la

posición de poder mantener intacta su diversidad con respecto a la dimensión organizativa
de los servicios.

y si en e! momento en que se aprobó la ley en las Cortes siguieron las criticas nacionalistas

a las "amenazas" a las competencias autonómicas representadas por alguno que otro

aspecto de la ley, en realidad, ésta, en la forma en que había sido finalmente aprobada,
había comportado la superación del obstáculo posiblemente más grande que hubiera

podido eventualmente poner en peligro la consolidación definitiva de! modelo sanitario

construido en Catalunya a partir de 1980. La aprobación de la LEGSA en 1986, en otras

palabras, representaba e! fin de aquel vacío jurídico que mientras había permitido e!

desarrollo en plena autonomía de un modelo diferenciado hubiera podido también

repentinamente llevar a su desaparición.
Así, entre 1987 y 1988, la Conselleria de Sanidad preparaba un primer borrador para un

proyecto de ley que diera finalmente, por lo que se refería al ámbito catalán, desarrollo

legislativo a la LEGSA. El texto, que provocó varias polémicas, no se llegó ni a discutir en

ese momento, y e! Conseller Laporte dimitiría para dejar espacio en e! cargo a Xavier Trias,

dirigente que históricamente había tenido mejores relaciones con la oposición.

1103 Según el art.2.2 de la LEGSA: "Esta Ley tendtá la condición de norma básica en el sentido previsto en el

artículo 149.1.16 de la Constitución y será de aplicación a todo el territorio del Estado, excepto los artIculos

31, apartado 1, letras b) y e), y 57 a 69, que constituirán derecho supletorio en aquellas Comunidades

Autónomas que hayan dictado normas aplicables a la materia que en dichos preceptos se regula". Cuanto al

artículo 31.1 b) y e), este se refeda a la potestad, por parte de la administración sanitaria estatal de "proceder a
las pruebas, investigaciones o exámenes necesarios para comprobar el cumplimiento de esta Ley y de las

normas que se dicten para su desarrollo" y de "tomar o sacar muestras, en orden a la comprobación del

cumplimiento de lo previsto en esta Ley y en las disposiciones para su desarrollo". Cuanto a los artículos 57-

69, éstos tenían como objeto la estructura y las funciones de las Areas de Salud y las normas relativas a los

convenios con las estructuras sanitarias priVlldas. Ley 14/1986, de 25 de abril, Gnuml tú Sanidad.
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En este caso, los episodios de mayor fricción entre gobierno y oposición se habían

registrado con el PSC, que, fuerte del modelo organizativo que se había finalmente

aprobado en el ámbito estatal, conducía una verdadera batalla para introducir también en

Catalunya algunos elementos - como por ejemplo una reducción y un mayor control de los

conciertos con estructuras privadas y un papel más relevantes de los ayuntamientos en la

los mecanismos de decisión de las beas de Salud - que constituían el núcleo del modelo

que el PSOE había plasmado con la LEGSA.

Si los contrastes existentes fundamentalmente entre las dos fuerzas mayoritarias del pais
habían paralizado una iniciativa legislativa que a más de dos años de la aprobación de la

, .

LEGSA aparecía ahora como indispensable,8Il4en la vertiente ejecutiva el gobierno
autonómico no había renunciado a desarrollar una acción incisiva. Es más, parecía querer

dar un paso más, también en este caso por la vía reglamentaria, en el desarrollo de un

modelo sanitario todavía más diferente y autónomo. Se creaba así en 1989 la Direcció General

de Re&1l1'SOS Economics de la Sell'retal SociaJ (DGRESS). La nueva estructura centralizaría las

funciones financieras del Departament de Sanitat y se configuraría como el único

organismo deputado a obtener, administrar y gastar e dinero público destinado a la sanidad,

Paralelamente se iniciaba también una profunda reorganización del ICS, que potenciaría

progresivamente su perfil de mero proveedor de servicios sanitarios en detrimento de su

perfil administrativo.

Empezaba así aquel proceso de separación entre financiación y provisión de servicios que

caracterizará el futuro desarrollo del modelo sanitario catalán y que, en buena parte, se

había ido paulatinamente gestando desde 1981.

Así, un único financiador y comprador público, representado por la DGRESS, adquiriría
servicios sanitarios tanto de titularidad pública (es decir, prestados por el ICS) como

privados - sólo hace falta pensar, en este sentido, a los conciertos con los hospitales de la

XHUP-.

Lejos de ser una mera reestructuración burocrática, la creación de la DGRESS y la lenta

pero profunda transformación del ICS - de gestor a productor de servicios, al par de los

otros, de diferente procedencia, integrados de una u de otra forma en la red pública -,

representaba a la práctica el inicio de una verdadera transformación en la misma

concepción del papel de la administración en la gestión y sobre todo en la prestación de

servicios públicos básicos. La administración pasaba, en esta nueva concepción (que más

804 La necesidad de la discusión y de la aprobación de una nonnativa general en materia era reconocida por
todos los grupos políticos y incluso el PSC llegó a presentar una proposición de ley en abril de 1989, que fue
rechazada con los votos en contra de CiU.
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tarde recibirá el nombre científico de "nueva gestión pública'')'''l5 definitivamente a ser

financiadora, controladora y garante de la universalización de los servicios sanitarios pero

dejaría a las dinámicas autónomas de un mercado mixto de competencia regulada y

planificada el cometido de proporcionar prácticamente los servicios a los ciudadanos.

La apuesta de la Generalitat había sido otra vez atrevida y realizada con rapidez y

autonomía. Ahora, a través de la presentación de un nuevo proyecto de Ley de Ordenación

Sanitaría - que justo en el otoño de 1989 entraba en la cámara catalana para ser discutido -

el Consell Executiu hacía el paso decisivo para intentar institucionalizar definitivamente el

modelo sanitario que había conseguido construir a lo largo de toda la década anterior. Se
. .

verá como y cuanto, en aquella sede, las distintas fuerzas políticas serán capaces de

modificar, integrar o limitar la iniciativa emprendida por el ejecutivo encabezado por Jordi

Pujol

6.3 La institucionalización del modelo: el debate y la aprobación de la Lid
d'Ordeneciá SanitBria de CataJunya.

Así como había ocurrido en el caso de la Ley de Administración Institucional de la Sanidad,

aprobada en 1983, en el caso de la LJei d'Oráenaaó Sanitilria de Cafabt'!Ya, fue el ejecutivo

quien redactó el texto del proyecto de ley que llegaba en parlamento en el verano de

1989806•

El proyecto, concebido como una consecuencia natural de la aprobación de la LEGSA

cuatro años antes, hacía hincapié fundamentalmente en dos aspectos fundamentales: la

cristalización definitiva del modelo de provisión mixta como instrumento de

universalización de la cobertura sanitaria, y la reorganización territorial y institucional de los

servicios sanitarios catalanes.

105 La comunidad académica ha definido como Nueva Gestión Pública (NGP) las reformas del sector público
llevadas a cabo entre finales de los años 80 y la mitad de los años 90 en la msyoría de los países europeos
occidentales. La NGP se caracteIizó por una nueva concepción del papel de la administración pública en la

prestación y en la gestión de los servicios públicos a la ciudsdanla Una de las más importantes características
de la NGP es la separación entre los roles de comprador y proveedor en el sector público y la consecuente

introducción del instrumento del contrato. Mientras que en el modelo tradicional estos dos roles son

asignados en la misms organización, la NGP postula la reconfiguración de las estructuras institucionales en

función de una neta separación de las funciones. La función de financiación quedsría en manos de la
administración pública, mientras que se liberalizaría la función de provisión. En este cuadro, proveedores
públicos y privados competirían para la consecución del contrato de provisión en un mercado regulado por la
administración pública. R. GAILEGO:"la polltica sanitiria catalana: la construcció d'un sistems universal de

provisió plura!ista" en J. SUBlRATS y R. GOMA: G...,." j poU/iqtles príbliljlles tl CataIu'!Yfl (1980-2000), UB­
DAB, Barcelona: 2001 p.137 y, más en general, B. orlAs de LIMA: La NIIIIIKJ Gestión Príblka Prentice Hall,
Madrid: 2001.
... BOpe nÚln-78, 5 de junio de 1989.
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Cuanto al primer aspecto, la solución elegida por el ejecutivo catalán, preveía la creación del

Servei Cata/a de la Sa/ut, un organismo que constituiría el ente de planificación, financiación,
evaluación y compras de los servicios sanitarios. El SCS, adscrito al Departament de

Sanitat, era concebido como un ente público, integrado por todos los centros sanitarios

públicos y de cobertura pública - es decir, concertados establemente - operantes en

Catalunya.
La utilización de la fórmula "ente público", por parte del proyecto nacionalista, en vez de la

fórmula "organismo autónomo", no era evidentemente una casualidad. Como se vio ya en

ocasión de la discusión de la ley de 1983, un organismo autónomo. quedaba sujeto a la
, .

rigidez funcional- y, todo sea dicho, también a los controles - derivada de los mecanismos

propios del derecho administrativo, Al contrario, un "ente publico", por su configutación

jurídica, se podría regir por las normas del derecho privado y tendría la posibilidad de

implementar fórmulas de gestión múltiples. Así, el SCS podía legalmente gestionar
directamente, indirectamente o de forma compartida los servicios sanitarios bajo su

control, facilitando la introducción de criterios de gestión empresarial en la administración

de la sanidad pública.
El proyecto contemplaba no sólo que el SCS pudiera realizar conciertos con estructuras

privadas, sino que la misma configuración del SCS como ente público posibilitaba ya

orgánicamente aquella separación entre administración y gestión que la cteación de la

DGRESS y la transformación del lCS en 1989 habían sólo contribuido a empezar.

Finalmente, siguiendo la tradición ya inaugurada con la ley de 1983, el SCS, contaría con un

órgano de participación, el Conseo Cataf¿¡ de la Salut, integrado por representantes de la

administración, de las corporaciones locales, de los sindicatos y de los empresarios

operantes en el mundo sanitario, a los cuales se añadian - único caso en todo el territorio

del estado español - representantes también de los consumidores y usuarios y de los

profesionales médicos. El Conseo Catalii tk la Sa/llt desarrollaría funciones de vigilancia,
control y avaluación.

Cuanto a la cuestión de la reorganización territorial y funcional del sistema, siguiendo los

principios básicos de descentralización que la LEGSA había instituido para el conjunto de

la administración sanitaria, el proyecto creaba siete fugions Sanitiiries que, a la práctica
desarrollarían las funciones que la LEGSA había diseñado para las .fu:eas de Salud.

Cada fugió Sanitaria contaría con un Conseo de Direc&Íó - integrado por representantes de la

administración autonómica y, en menor medida, de la administración local - un gestor y

con órganos de participación construidos de manera similar al Conseo Catalá de la Salut.
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El íter legislativo de! proyecto presentado por e! gobierno nacionalista, como ya se ha

avanzado, fue todo menos que rápido y falto de obstáculos.

En diciembre de 1989 finalizaba e! plazo de presentación de enmiendas: de los seis grupos

parlamentarios presentes en la cámara catalana, cinco - excepto, evidentemente, e! grupo
de Cil.I - presentaban enmiendas a la totalidad y pedían el retiro del proyecto. Además,
pse y IC acompañaban su petición de retiro con sendos textos alternativos.f"

Los puntos más conflictivos, sobre todo con relación a las posiciones expresadas por los
dos mayores partidos de izquierda, eran fundamentalmente cuatro.

En primer lugar, la misma concepción de la ley, que, sobre todo los socialistas, querían
, '

fuera una verdadera Ley de Salud y no sólo una Ley de Ordenación Sanitaria. Lejos de ser

una mera cuestión semántica, detrás de la dura oposición de! PSC se podía entrever una

cierta critica no sólo o al proyecto en discusión, sino a toda la manera en que, a lo largo de

los años, e! ejecutivo había planteado la política sanitaria. Según los representantes

socialistas, la elección de reducir e! momento legislativo de la política sanitaria a una mera

medida de ordenación, constituía una manera grave de desaprovechar las posibilidades que

el estatuto - y la LEGSA - dejaban en manos de las instituciones autonómicas y, en

particular, a aquellas que representaban la globalidad de los intereses de los ciudadanos

catalanes, o sea, e! Parlament808•

En segundo lugar, la naturaleza de! ses, es decir, si e! nuevo órgano sería un organismo
autónomo de la Generalitat, como pedían en sus textos alternativos tanto e! PSC como

Iniciativa per Catalunya, o al contrario, como sostenía el gobierno, éste debería ser un ente

público. La diferencia, como ya se vio, atañía al tipo de trataruiento jurídico asignado a las

dos figuras. En el caso de! organismo autónomo éste debería estar sometido a las normas

de derecho administrativo, ruientras que en e! caso en que e! ses fuera definitivamente un

ente público, éste podría estar sometido a las normas de! derecho privado. En opinión de!

gobierno, la segunda fórmula se configuraba como más propia de! desarrollo que había

tenido e! sistema sanitario catalán. Históricamente, sin dejar nunca de tener como objetivo

prioritario la cobertura sanitaria universal y gratuita, e! sistema inaugurado en 1981 y

perfeccionado a lo largo de los años, había sido caracterizado por una cierta pluralidad en

las formas de gestión que sólo era posible mantener y desarrollar si la forma jurídica elegida

para e! máximo órgano de gobierno y planificación de la sanidad catalana podía legalmente

incorporar criterios de gestión propios de la cultura empresarial.

807Los textos de las enmiendas se pueden consultar eodBOPC nÚttl.115,4de diciembre de 1989.
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En cambio, sobre este punto, tanto el PSC como los ecosocialistas veían en la elección

hecha por el gobierno a través del texto que había presentado, un verdadero error de

planteamiento. Si bien históricamente Catalunya había tenido obligatoriamente que contar

con fórmulas de gestión múltiples y más ágiles dada la situación objetiva en la cual se

encontraba la sanidad catalana al momento de su traspaso a las instituciones autonómicas,

esta circunstancia no justificaba la peligrosa desprotección jurídica que representaba la

sumisión del SCS al derecho privado con respecto a una posible progresiva privatización de

la sanidad catalana.

En tercer lugar, y en evidente conexión con el punto anterior, �o que cuestionaban
,

duramente los dos grupos de la izquierda parlamentaria era el papel de la sanidad privada
en el sistema sanitario catalán y, en particular las normas que regulaban la posibilidad de

realizar conciertos con estructuras privadas. El proyecto del gobierno en este sentido era

extremadamente coherente con las últimas actuaciones que el ejecutivo había llevado a

cabo con la creación de la DGRESS y la transformación del lCS en 1989. En la visión del

ejecutivo de Jordi Pujo!, era central la idea de una separación absoluta de las funciones de

compra y garantía universal de los servicios sanitarios de la función práctica de provisión de

los mismos servicios. En esta óptica, resultaba absolutamente coherente una cierta

liberalización del mercado de los proveedores sanitarios y, al mismo tiempo una substancial

equiparación entre proveedores de titularidad pública y proveedores de titularidad privada

que de hecho - y, como se vio, legalmente - ignoraba la complementariedad que la LEGSA

había reservado para el sector privado.
El texto socialista, como es comprensible, hacía en cambio de esta complementariedad un

requisito indispensable para que la administración entablara relaciones - que se

consideraban posibles y incluso necesarias - con la sanidad privada y fijaba unas normas

que obligaban claramente a privilegiar la potenciación de las estructuras públicas809•
y el texto presentado por Iniciativa per Catalunya, mientras fijaba unos criterios muy

concretos para la posible inclusión en la red pública de las estructuras sanitarias privadas,810

808 En este sentido, es interesante notar como el texto socialista se titulaba Proj.dI tÚ L/ej tÚ Stmitat y tenía un
título dedicado a los principios básicos de una acción sanitatia global y integrada. Véase BOpe núm.115, 4 de
diciembre de 1989 p.7391.
... Así en el art.45.2 del proyecto socialista se establecía que, en todo caso, antes de disponerse a la firma de
un convenio con estructuras sanitarias privadas, la administración pública debía tener en cuenta la utilización
óptima de sus estructuras. Véase BOpe núm.115, 4 de diciembre de 1989 p.74{)4.
810 Según el art.29 del Prr!Y.m tÚIS""; Catald tÚ la Salat, presentado por le, los conciertos deberían tener una
durada máxima de tres años, contener una especificación de los servicios prestados, comportar la cesión de
uso de los medios inmobiliarios y técnicos de la estructura concertada al ses durante la durada de los

conciertos y aceptación de la congelación de las contrapartidas económicas en el caso en que la estructura

concertada no cumpliera con sus compromisos económicos con el personal de la estructura o con la

administración pública. Véase BOpe núm.115, 4 de diciembre de 1989 p.7385.
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insinuaba la posibilidad de que los posibles conciertos fueran un paso prevIO para la

asunción de la titularidad de estos centros por parte de la administración.""

Y, finalmente el último punto que separaba las tesis del ejecutivo de las de los grupos de la

izquierda, era representado por la organización territorial y funcional del SCS. Ya se vio

como la LEGSA había eximido a las comunidades que ya habían asumido competencias
sanitarias y hubieran aprobado leyes de organización en materia, de la obligación de adoptar
el modelo sanitario contenido en la ley, con la única excepción de la obligada existencia de

las Áreas de Salud. El gobierno catalán había acotado las disposiciones legales
preconizando la creación de siete Regions Sonitanes que, a la práctica, desarrollarian las

. .

funciones que la LEGSA había encomendado a las Areas de Salud. Junto a las regiones, la

propuesta nacionalista había preconizado la existencia de unas Arees BOsiqlles de Solllt que se

configurarían como las unidades más pequeñas y más cercanas al ciudadano y que hubieran

tenido que constituir la puerta de ingreso al sistema sanitario.

Sobre este punto, tanto el PSC como lC habían expresado fuertes críticas sobre todo en

mérito a la excesiva dimensión de las regiones sanitarias que, por la enorme extensión de

sus confines y la cantidad de población que hubieran tenido que atender, no constituían

una estructura eficiente de descentralización. La organización preconizada por el ejecutivo
- en opinión de las dos fuerzas de izquierda - en contra dd principio de descentralización

solemnemente enunciado en el proyecto, acabaría produciendo una centralización excesiva

del grueso de las decisiones, que, a la práctica reacerían todas en mano del Departament de

Sanitat.

Así, el PSC proponía la constitución de un número más alto de Arees de SO/lit (se retomaba,
en el proyecto socialista, la terminología empleada por la LEGSA), que serían más

pequeñas, con más poderes y en grado de mantener una conexión más eficaz con las áreas

básicas de salud.

Iniciativa per Catalunya, en cambio, aceptaba la división en regiones sanitarias - aunque

aconsejaba su aumento hasta llegar a las 9 unidades - y pretendía solucionar la posible falta

de conexión con las áreas básicas de salud a través de la creación del Sector Sonitari, una

811 As! se podía leer en la Exposici6n de Motivos del texto de IC:"Cal tenir present, pero, que la diversificació

patcitnonial actual del conjunt de les prestacions sanitiries i socials a Catalunya, la present Uei ha de preveure
també el finan<;arnent dela ,erveis assistencials que pertanyen a Patronats o Serveis Públics com eIs de

diversos municipis de Catalunya i institucions o entitats d'interes públic i sense Onim de lucre en la seva

activitat quan aL"" es demostri de manera objectiva i tal com preveu la propia Uei. Per aquest motiu, la Uei

pennetrá que dins dela Pressupostos de la Generalitat aprovats pel Parlament de Catalunya i fins els !ímits

pressupuostaris es puguin finanyar tots aquests servéis abans esmentats com previ pas per l'assumpció de la

titularitat deis mateixos, si aixó és adient i possible, dins el sistema públic de prestacions sanitiries" • Véase

BOFC núm.115, 4 de diciembre de 1989,p.7378.
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unidad intermedia que tendría el cometido de poner en comunicación las Árees de Salut y

las Arees Bitsiques.
Por otra parte, los dos grupos de la izquierda parlamentaria consideraban la

descentralización imaginada por el proyecto del gobierno como insuficiente también desde

el punto de vista de las competencias asignadas a las unidades descentradas. Así, acusaban

el Consell Executiu de haber concebido un sistema substancialmente piramidal en el cual el

Departamento de Sanitat y, en definitiva el gobierno, era la única instancia habilitada a

tomar decisiones.

A parte de estos cuatro grandes puntos de conflictos, había también otras cuestiones de
, I

relevancia quizás menos significativa, en parte por la más reducida distancia entre las

diferentes posiciones, en parte porqué los motivos de desacuerdo procedían de grupos de

menor fuerza parlamentaria.
Es el caso por ejemplo de la posibilidad de elección del médico por parte del paciente y de

la aplicación del principio de autonomía funcional para todas las estructuras hospitalarias,
ambas reivindicaciones apoyadas por el Partido Popular. O por ejemplo de la

reivindicación socialista de un mayor papel por los ayuntamientos en los órganos de

dirección de las Regions Sanitdries, o también finalmente de la parificación de las condiciones

laborales de los trabajadores de las estructuras sanitarias públicas y privadas que integraban
el SCS, fuertemente reivindicada por lC.

Como se vio, los motivos de desacuerdo que a finales de 1988 habían aconsejado la

Conselleria de Sanitat a no presentar el proyecto, un año después seguían totalmente vivos.

En este sentido, sólo hace falta pensar que a lo largo de la tramitación de la ley, a parte de

las enmiendas a la totalidad a las cuales ya se hizo referencia, fueron presentadas más de mil

quinientas enmiendas.

Una parte de ellas fueron retiradas a lo largo de la discusión del texto realizada en el ámbito

de la Comisión de Política Social. En aquella circunstancia, el gobierno llegaba a un

importante acuerdo con el grupo parlamentario de Iniciativa per Catalunya y limaba, por lo

menos en algunos aspectos, las diferencias de opinión con el grupo socialista.

Así, si la concepción global de la ley no cambiaba y se seguiria hablando de una Ley de

Ordenación Sanitaria, el Servei Catalá de la SO/lit pasaba de mero "ente público" a "ente

público institucional", a subrayar el compromiso del gobierno de mantener establemente el

carácter público del servicio. Aumentaba la presencia y la importancia de los representantes
de las administraciones locales en los órganos de dirección de las regiones sanitarias y se
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definían mejor los criterios y los límites de los conciertos con las es tructuras sanitarias

privadas.
Pero quizás la modificación más importante afectaría a la incorporación - así como estaba

previsto por el texto alternativo presentado por le - de los Sectors Sanitaris como nivel

intermedio de coordinación y intervención de la administración sanitaria en el territorio.

Esta modificación, unida a la introducción de una norma que preveía el compromiso del

gobierno de extender finalmente la cobertura pública al 100% de la población en el lapso
temporal de seis meses,"12 y a otra que preveía la eqniparación total de las condiciones

laborales de los trabajadores del sector en un término de tres años,"" fue la base del
, .

acuerdo entre Cil.I y re que posibilitó el retiro del texto alternativo de los ecosocialistas -

que mantendrían igualmente toda una serie de enmiendas parciales - y de un cierto cambio

de actitud por parte del pse que consideraba la introducción de los Sectors Sanitaris como

una demostración de buena voluntad del ejecutivo en querer reconocer la necesidad de una

mayor proximidad de la estructura administrativa de la sanidad.

El debate en parlamento - al cual llegaron vivas un total de casi mil trescientas

enmiendasf" - si bien fue largo y en algunos momentos muy duro, de hecho no hizo que

confirmar las posiciones y los acuerdos fraguados en sede de comisión.

La oposición más dura en aula fue protagonizada por los representantes socialistas que

reiteraron todos y cada uno de sus motivos de disconformidad y alertaron sobre el hecho

de que la "confusión" que el texto hacía entre lo público y lo privado en materia de sanidad

permitía "lanzarse por la pendiente de la privatización".
815

812 El compromiso fue finahncnte recogido en la Disposición AdiciOnal Novena del texto definitivo. Véase
Llei 15/1990, 9 de julio, d'Ortlmad4 Sattitaria tÚ CataÚlt!fa. DOeG núm.1324, 30 de julio de 1990.
'13 El compromiso fue finalmente recogido en el tercer párrafo de la Disposición Transitoria Quinta del texto

definitivo, según el cual: " El Consell Executiu ha de tendir progressivament a I'equiparació de les
condiciono laborals i professionals del personal que fottna part del Servei eatala de la Salut i d'aquells que
treballen en do centres de la Xarxa Hospitalaria d'Utilització Pública, en un termini de tres anys,
comptats a partir de I'entrada en vigor d'aquesta Llei". Véase Llei 15/1990, 9 de julio, d'OrtÚnadd Stmitaria tÚ

CotaiN'!Ya. DOeG núm.1324, 30 de julio de 1990. Es interesante notar como, cinco años después en ocasión
del debate sobre la ley de modificación de la LOSe, tanto los representantes socialistas como los de le,
señalaran d substancial incumplimiento de la norma,
814 En concreto, 1289, de las cuales 20 de ERe, 93 dd CDS, 34 de le, 122 del GrupoMixto, 60 del PP y 960
del PSc. Se pueden consultar en BOpe núm.177, 8 de junio de 1990.
815 Así exponía sus perplejidades el diputado socialista Font "Peeó hcm de dir, també que la llei, des de

I'optica nostra, obviament planteja aspectes conBictius que cm és dificil compartir. Per exemple s'establcix
una naturalesa jurídica [del ses, N.d.R] que marca una frontera imprecisa entre el que és públic i d que es

privat, la qual cosa (...l en mans d'un govcm que s'ha caracteritzat relativament per una certa confusió

respecte a la delimitació del que és públic en relació amb el que és privat, cm genera, a nosaltres, una certa

inquietud, (..l i hcm de dir palesament que no estem en contra del sector privat, i també que ningú posa en

dubte avui en d món sanitari, que les institucions privades és bo que treballin per compte del sector públic en

un regim de complcmentarietat i en un régim de concertació ttansparent (...l. Ara bé, la Llei ens obliga a

ressucitar la pol.mica pel simple fet que estableix una naturalesa jurldica pensada erninentment per a una

regulació del Servei eatala de la Salut via dret privat o via dret mercantil, i aixo no ho compartim (...l i ens
eembla que, a nosalttes, que comporta un doble capítol de riscos (..l. D'un costat la posibilitat de privatitzar
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Al contrario, Iniciativa per Catalunya si bien advertía de la existencia de importantes
desacuerdos relativos a los criterios a través de los cuales el texto regulaba los conciertos -

recuérdese, en este sentido, que IC proponía una progresiva asimilación de los centros

concertados por parte del sistema público -, y también a la manera en que la ley concebía la

atención primaria - que IC quería más integrada con la dotación de servicios sociales -, los

representantes ecosocialistas tenian una posición más posibilistas y valoraban abiertamente

de manera positiva los avances que la negociación parlamentaria había comportado.l'"
El grupo mixto y el CDS - aunque mantuvieron sus enmiendas. a la totalidad y acabaron

votando en contra del proyecto - retiraron una buena parte de sus enmiendas a favor de las
, .

transacciones parlamentarias y mantuvieron una actitud critica pero decididamente

participativa. Sólo el Grupo Popular, que siguió en su defensa de un modelo centrado

sobre la libre elección del médico y la autonomía de gestión de los centros, se quedó al

margen de las transacciones parlamentarías y no consiguió hacer prosperar ni una de sus

propuestas de modificación817.

La ley acabaría finalmente aprobándose el 14 de junio de 1990 con 55 votos a favor, 21 en

contra y 8 abstenciones.

La ley tenia finalmente como objeto ''l'ordenació del sistema sanitari públic de Catalunya,
d' acord amb els principis d'universalització, d'integració de serveis, de simplificació,
racionalització, eficacia i eficiencia de l'organització saniciria, concepció integral de la salut,

descenttalització i desconcentració de la gestió, sectorització de l'atenció sanitaria i

participació comunitaria.".818 Aquí también volvían muchos de los principios informadores

enunciados en su momento por el Mapa Sanitario de 1979 y ya tradicionales de la política
sanitaria catalana.

de manera creixent aquells serveis que s6n rendtbl.. o susceptibles de fer beneficis (..). r tatnbé un altre

capítol de possiblitats, la possibilitat d'un regim de subsidiadetat del sector públic respecte a les iniciatives

privades que entren en crisis. (...). Hem de clir nosaltres que el Departatnent de Sanitat ens ha assegurat que
no es lIen9ara pel pendent de la privatització de la sanitat i dels regims de subsidiacietat, ens ho han dit, i
nosaltres do responem que ens do creiem (...) pero inmediatatnent, amb la mteixa rotunditat, hem de dir que
aquesta lIei ho permet ámpliamect; ho posibilita i obre les portes porque qualsevol altre equip pogués anar en
aquesta vis". Vésse DSPC-P, nÚln 68, 13 de junio de 1990, p. 3261.
816 Véase la intervención de la diputada ecosocislista Fabián en: DSPC-P, núm 68, 13 de junio de 1990,
pp.3257-3258.
817 Como es comprensible, el Grupo Popular se declaraba en contra del proyecto por motivos diametralmente
opuestos con respecto a las críticas procedentes del PSC y de rc. Así, el PP acusaba CiU de haber
substancialmente reproducido el modelo propio de la LEGSA, incluso en las partes declaradas no básicas de
la ley Y de contribuir a crear un sistema burocratizado, contrario a la iniciativa privada y a la autonomía de las
estructuras sanitarias y substancialmente antiliberal. Así el diputado popular Aleix Vida! Quadras preguntaba
irónicamente a los miembros de la cámara Y del ejecutivo: "Vostes creuen, de veritat, que el col1ectivisme
grupal del anomenats 'equlps d'atenció primaria' és una formula apropriada i moderna per aconseguir la
millora del sistema assistencial?". Véase DSPC-P, núm 68, 13 de junio de 1990, pp.3254.
818 Llei 15/1990, 9 de julio!, d'Onitnaci4 SlZItitaria tU Cata!z¡'!Ya, Exposición de Motivos. DOCG núm.1324, 30
de julio de 1990.
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Punto central del texto era la creación del Senei Ca/ala de la Sa/ul concebido como "ens

públic","'9 dotado de personalidad jurídica propia y configurado "per tots els centres, els

serveis i els establiments sanitaris públics i de cobertura pública"."'''
La originalidad de modelo sanitario catalán, ya esbozada en la definición del SCS, venía

ratificada definitivamente a través del muy discutido art.7.2, referente a las funciones de

este último ente. Según este artículo, el SCS podia cumplir sus funciones de gestión y

administración de la sanidad pública a través de la gestión directa de los establecimientos

sanitarios, a través de la estipulación de conciertos y acuerdos. de gestión integrada con

otras entidades públicas o privadas, a través de la construcción de consorcios de naturaleza
. .

pública con entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro y finalmente - norma que fue

duramente contestada por la oposición de izquierda - a través de' la participación y creación

de "qualsevol altres entitats admeses en dret" cuando "així convingui" para el

cumplimiento de sus finalidades82l•

La apuesta para el modelo mixto, así no sólo venía reafirmada como válida y eficaz en el

articulado sino que de alguna forma se erigía como una verdadera elección ideológica y

programática en la exposición de motivos, donde se podía leer que uno de los aspectos más

novedoso de la ley, que la diferenciaba de análogas iniciativas legislativas de otras

comunidades autónomas era la diversidad de fórmulas de gestión que el SCS podia utilizar

a la hora de cumplir con las funciones de gestión y administración de la sanidad pública
que le eran encomendada y se hacía referencia a la "incorporación de mecanismos de

gestión empresarial" que el servicio sanitario público podría realizar a partir de la

aprobación de la ley y que mejorarían sensiblemente el nivel de las prestaciones.822
Cuanto a los mecanismos de funcionamiento del SCS, éste sería presidido por el Conseller

de Sanitat y contaría con un Director (nombrado por el Consell Executiu), UÍl ConseD de

Direcció formado por 17 miembros- representativos de la administración autonómica, de las

RegionsSani/iJries, de las administraciones locales, y de los agentes sociales -. El SCS contaría

también con un organismo de participación Jlamado ConseD Catala de la SaJul que además de

los actores presentes en el Consell de Direcció, incorporaría también - caso único en todo

el territorio del estado - con vocales representantes de las entidades científicas, de las

uuiversidades y, sobre todo, de las organizaciones de los usuarios.

'19Art.4 Ud 15/1990, 9 de julio!, d'Ortlmadó Sanitaria tÚ CataÚl1!Ja. DOCG núm.1324, 30 de julio de 1990.
820 Ud 15/1990, 9 de julio!, d'Ortknadó Sanitaria tÚ Cata"''!lo, Exposició de Modus. DOCG núm.1324, 30 de

julio de 1990.
821 Cuarto párrafo dd art. 7.2 de la Ud 15/1990, 9 de julio!, d'Ortlma&ió Sanitaria tÚ CataÚl1!Ja. DOCG
nÚIn.1324, 30 de julio de 1990.
B2:l Ud 15/1990, 9 de julio!, d'Ortkaa&ió Sanitaria tÚ CataÚl1!Ja, Exposició de Modus. DOCG núm.1324, 30 de

julio de 1990.
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Desde un punto de vista de la organización funcional y territorial del sistema sanitario

catalán, la ley establecía finalmente una descentralización en tres niveles: Regió Sanitaria

(Área de Salud prevista en la LEGSA); SectorSanitariyArea Banca de Samt.

Las Regions Sanitdries y los Seaors Sanitans contarían con una estructura funcional similar a la

del SCS (Gerente - con funciones de Director-, Consell de Direcció y Consell de Salut). En

cambio, las Arees Bt'isiques de SamI tendrían un perfil más técnico, en el cual jugarían un

papel destacado los equipos de atención primaria.
La ley además institucionalizaba la XHUP, fijando mediante. la ley los requisitos de

admisión para las estructuras hospitalarias privadas en la red y los. efectos de la misma
. '

admisión sobre los mecanismos de funcionamiento de los centros823•

Finalmente el texto establecía que todas las actuaciones sanitarias serían llevadas a cabo con

arreglo a un PIa de Samt aprobado cada tres años por el Consell Executiu. Es interesante

notar como, si bien la responsabilidad última de aprobación del Pla de Salut recayera en el

ejecutivo, éste se configuraba como una integración y síntesis de los diferentes planos

parciales aprobados por las Regi01lS Sa1litaries.824

En este sentido se puede hablar de un cierto mecanismo bidereccio1lal en el proceso de

redacción de los planes: si bien las regiones estarían obligadas al cumplimiento del plan

general éste no podría configurarse sin la contribución representadas por los planes

regionales.
Resumiendo, el modelo finalmente diseñado por la LOSC era en buena parte una

evolución coherente - aunque influida en más de un punto por las tesis defendidas por

Iniciativa per Catalunya - del modelo construido por CiU a lo largo de todos los años 80.

Sin embargo, no parece representar una extrañeza el hecho de que la oposición más dura

proviniera del PSC y, no como podría parecer lógico utilizando unos esquemas ideológicos
convencionales, por parte de IC.

La razón posiblemente estribe en el hecho de que el PSC había llegado a la discusión sobre

la LOSC proponiendo - con las debidas modificaciones impuestas por las mismas

condiciones del mundo sanitario catalán - el modelo que el PSOE había diseñado por todo

el estado. Un modelo basado sobre la valorización de las estructuras públicas y la

complementariedad de los conciertos que - como implícitamente reconocía -Ia misma

LEGSA al eximir Catalunya de la obligación de aplicar parte de sus preceptos - era un

modelo diferente de lo que se había gestado y construido en Catalunya a lo largo de los

823 Véase Capítulo IV de la Llei 15/1990, 9 de julio!, d'Orrhnadó Sanitaria tú CataÚl'!Ja. DOCG núm.1324, 30
de julio de 1990.
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últimos diez años y que ahora con la aprobación de la LOSC se quería definitivamente

institucionalizar.

Iniciativa per CataIunya al contrario, si bien había mantenido (al menos formalmente) hasta
el final su reivindicación de la absorción progresiva del sector concertado por el sector

público, había reconocido la imposibilidad de un cambio radical en los mismos

presupuestos ideológicos de un modelo que - más o menos justo, más o menos eficaz -

representaba en todo caso ya una realidad que el gobierno no estaba bajo ningún concepto

dispuesto a cambiar.

En este sentido, resulta natural que para CiU fuera más fácil dialogar y pactar con IC
, .

incluso sobre temas de relevancia extremadamente significativa como la rápida y imperativa
universalización de la asistencia o la equiparación de las condiciones laborales de los

trabajadores del sector o, incluso, sobre la misma organización territorial de la

administración sanitaria porqué todas estas instancias representaban concesiones y

modificaciones importantes pero que no alteraban las características centrales - provisión
mixta y pluralidad de las fórmulas de gestión - de aquel modelo sanitario catalán que el

ejecutivo nacionalista había construido a lo largo de la década precedente.
El PSC criticó en duramente en su momento la actuación de los ecosocialistas que con su

actitud habían contribuido a desaprovechar la ocasión de "discutir a fondo" el modelo

sanitario construido por el ejecutivo nacionalista, paramejorarlo y consensuarlof",

Pero pese a la dureza inicial mostrada por la oposición socialista, se puede decir que en los

años siguientes el nivel de las críticas procedentes del PSC al modelo sanitario catalán

menguara sensiblemente.

La razón posiblemente
-

se tenga que buscar fuera de las aulas parlamentarias y

fundamentalmente se pueda encontrar en las buenas relaciones que el Departament de

Sanitat consiguió construir con la mayoría de las administraciones locales, y, entre ellas, con

las administraciones locales controladas por el PSC - y, en menor medida, por lC - y con

las organizaciones corporativas de los gestores sanitarios en la aplicación de las previsiones
contenidas en la ley.
Una prueba evidente de ello es representada por el hecho de que la fórmula de los

consorcios entre administraciones públicas - y fundamentalmente entre la administración

autonómica y la local - que el texto de la LOSC definitivamente institucionalizaba, fue

posiblemente la fórmula de gestión más utilizada a partir de 1990 para la reorganización de

'" Véase art.64.4 de la Llei 15/1990, 9 de julio!, d'Orrll1ladó Sanitaria tk CataÚI'!Ja. DOCG nÚln.1324, 30 de

julio de 1990.
l2S Véase La Vangtlarrlia 14 de junio de 1990.
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los servicios sanitarios en el territorio y contribuyó de manera determinante a consolidar y

ampliar las bases de consenso político, pero también social, con el cual podía contar el

sistema sanitario catalán. Unas bases de consenso que acabaron superando ampliamente los

límites de la mayoría parlamentaria que en su día votó la ley y que acabaron por

comprometer con el modelo la mayoría de los actores involucrados.

En definitiva, en 1990 la gran discusión en los medios de comunicación y en el parlamento
con relación a la ley sanitaria había sido un debate que había visto enfrentarse

fundamentalmente dos modelos sanitarios diferentes.

Uno, el socialista, caracterizado por la centralidad de la titularidad y de la gestión pública, si
, .

bien podía contar con un gran potencial ideológico constituido por el miedo a una

progresiva privatización de la sanidad y a una práctica restricción de los derechos sociales,

habría representado un cambio sustancial de ·planteamiento con respecto a la política
sanitaria hasta entonces aplicada.
El otro, el nacionalista, caracterizado por una pluralidad de formas de gestión, si bien

padecía de una cierta indefinición sobre su capacidad futura de seguir manteniendo un

carácter público, representaba la lógica culminación de unas políticas sanitarias que habían

sabido - con más o menos éxito - alcanzar dos objetivos fundamentales: dar respuestas

concretas a las demandas ciudadanas y imaginar un modelo original que fuera

estrechamente ligado a la situación y a la tradición sanitaria del país.
Fueron posiblemente estas dos circunstancías, más allá de la aritmética parlamentaria, que
habían marcado el claro éxito del modelo nacionalista en el debate de la LOSC y le habían

reforzado enormemente a partir de 1990.

En 1995, cuando se abrirá la discusión sobre la reforma de la ley, ya no se tratará de un

debate sobre las grandes líneas de las políticas sanitarias sino de una confrontación -

incluso de una cierta dureza - pero entre propuestas que todas se colocaban plenamente en

lo que finalmente se acabó denominando ya no "modelo sanitario nacionalista", sino

sencillamente "modelo sanitario catalán".

6.4 Las modificaciones introducidas con la reforma de 1995 y la culminación del
modelo

A diferencía de lo que pasó en 1990, cinco años después, en el momento en que el

Conseller de Sanitat empezó a hablar abiertamente de la necesidad de una ulterior

separación de las funciones de financíación y gestión y de una cierta liberalización del

mercado de los proveedores sanitarios, hasta la aprobación de un texto normativo que

modificaba la LOSC en este sentido, pasaron muy pocos meses.
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Sin embargo, las razones de la rapidez con la cual se llevó a cabo este ulterior y significativo

paso hacía la implementación de un modelo sanitario autónomo y todavía más diferente del

modelo socialista imaginado con la LEGSA parecen muchas y de distinto orden.

En primer lugar, parece haber razones de orden meramente técnico-jurídico. No obstante,
como se verá, las modificaciones serán de alcance más que significativo, a la práctica éstas

interesarían un total de poco más de una decena de disposiciones, que substituían

preceptos ya existentes en la LOSC y que se añadirían al texto. Se trató por lo tanto de un

volumen de trabajo parlamentario más acotado cuantitativamente que permitió una

tramitación más ágil y rápida.
En segundo lugar, parece haber habido claramente razones de tipo político y electoral. A

principio de 1995, el gobierno de Pujol se encontraba a vivir una coyuntura muy

complicada. Desde 1993 los diputados nacionalistas en Madrid se habían comprometido a

apoyar el último gobiemo socialista presidido por Felipe González garantizando así su

existencia. La continua filtración de noticias relativas a casos de corrupción que afectaban

los miembros del ejecutivo central, y la explosión definitiva a principio de 1995 del caso

GAL, ponían cada vez más en evidencia que el pacto de legislatura firmado en 1993 con el

PSOE podía resultar perjudicial para los intereses electorales nacionalistas tanto a Madrid

como a Barcelona. Por otra parte, paralelamente, rumores y casos de corrupción y mala

gestión salidos a la luz a finales de 1994 que afectaban algunos consellers del Govern

habían obligado Pujol a realizar varias reestructuraciones de su gabinete826• Las dos

circunstancias indicaban claramente la posibilidad de un adelanto de las elecciones

autonómicas previstas para 1996. Así las cosas, resultaba central para el Consell Executiu

poder presentar y aprobar en la cámara catalana las modificaciones de la LOSC que se

1126 Una cierta crisis en el gabinete de Pujol habIa empezado en el otoño de 1994, oficialmente por las
desevenenciae que varios miembro. del ejecutivo - y en particular en C01lSeIler de Medi Ambient Jaume
Villalta - habían tenido con las organizaciones de lo. industriales. En realidad, el malestar y la crisis se hablan

generado a partir de la difusión por parte de algunos medios de comunicación de noticias que implicaban el
Conseller de Política Territorial i Obres Públiques Josep María Cullell en un caso de tráfico de influencias

para la recalificación de algunos terrenos situados en el municipio de Sant Pete de Torelló. El escándalo habIa
llevado a las dimisiones Cullell, que, por otra parte, seña definitivamente exculpado por la comisión de

investigación que se creó ad hor en la cámara catalana pocos meses después. Cullell seña substituido el 21
noviembre de 1994 por Jaume Roma, ex director del área de Recursos Económicos del Servei Catala de la
Salut. Pero poco más de seis meses después de haber asumido el cargo, Roma fue objeto de uoa denuncia por
parte de una empresa constructora y acusado de adjudicar obras a cambio de favores en su etapa de director
del área de Recursos Económicos del Servei Catala de la Salut . En junio de 1995 Roma dimitiría y Artur Mas
se haría cargo del Departament de Política Territorial i Obres Públiques. En 2001 Roma fue definitiVlllIlente

exculpado por los tribunales. Pero los cambios al frente del DPTOP no fueron los únicos realizados en el
mismo periodo. Las acusaciones de mala gestión vertidas por la oposición eo contra de otros dos

departamentos, el de Govemació y el de Justicia, llevaron, en febrero de 1995, a la sustitución de los
ccnsellers María Eugénia Cuenca (GoIJII7III&iJ) y Antoni Isac Ousticia) respectivamente por Xavier Pornés y
Nútia de Gispert. Un interesante relato de esta dificil fase de la vida del ejecutivo liderado por Jordi Pujol es
posible encontrarla en F. M. .ALVARO:Ant Ji qtlt .....a! Edicions 62, Barcelona: 2003 pp.148-151.
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creían convenientes antes de la disolución del Patlament ya que todos los comentaristas y

políticos consideraban imposible para CiU- como después, efectivamente, se verificó -

mantener la mayoría absoluta que ostentaba en el Parlamento

Y, finalmente, una de las circunstancias fundamentales que permitió que la reforma se

aprobara tan rápidamente fue la diferente actitud - con respecto a la oposición llevada a

cabo en 1990 - mostrada a lo largo de todo el proceso por el PSC.

Por un lado, este cambio, como es comprensible, se debía a una evidente razón partidista.
A principio de 1995 las relaciones entre el PSC y CiU se encontraban posiblemente y

inevitablemente en uno de sus momentos más "dulces" ya que el pacto de legislatura que
\ .

permitía a Felipe GonzáIez seguir gobernando, había obligado el PSC a rebajar el tono de

sus críticas al ejecutivo nacionalista. Del nuevo clima de entendimiento, habían surgido
toda una serie de iniciativas comunes y de señales de concordia, como por ejemplo la

negociación sobre la cesión del 15% del IRPF entre 1993 y 1994, Y la aportación
constructiva que habían realizado los diputados socialistas en la cámara catalana en ocasión

de la aprobación de los presupuestos autonómicos de 1994y 1995.

Pero por el otro, el cambio de postura socialista con respecto a la política sanitaria del

gobierno se debía a consideraciones de tipo estrictamente político, relacionados con una

cierta asunción profunda que en los últimos años los socialistas, tanto catalanes como

españoles habían hecho de los postulados contenidos en la LOSC.

En 1990, como se vio, los socialistas habían encarado la discusión sobre la

institucionalización del modelo sanitario construido por los nacionalistas con el claro y

evidente objetivo de cambiarlo desde las fundamenta para substituirlo con el modelo que,

en el ámbito estatal, el PSOE - Y en buena medida el mismo PSC, puesto que el ministro

de Sanidad que se había hecho responsable de la LEGSA había sido Emest Uuch - había

diseñado para todo el estado.

El pulso había sido duro - como la durada de la tramitación de la ley y la cantidad y la

profundidad de las enmiendas presentadas habían revelado - y el PSC había salido

francamente derrotado.

Pero ya a partir de los primeros años 90 empezaron a ser muchas las voces del universo

socialista - tanto español como catalán - que abiertamente empezaron a cuestionar varios

aspectos de la LEGSA y en particular aquellos relacionados con una cierta rigidez de las

fórmulas de gestión de la sanidad pública que la ley aprobada en 1986 había establecido.

Las perplejidades sobre la eficacia de la LEGSA y en general sobre la situación del sistema

sanitario público en el estado español tuvieron finalmente una cierta expresión
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parlamentaria: en 1991, el gobierno central creaba una comisión, presidida por el antiguo
vicepresidente del gobierno centrista Fernando Abril Martorell, que tenia el cometido de

avanzar propuestas para la mejora de la sanidad pública.
La comisión remetía a las Cortes en julio de 1991 un informe - conocido por la prensa con

el nombre de InformeAbril -, que apuntaba claramente hacía las soluciones que el ejecutivo
catalán había individuado con la LOSC y ponia al centro de las posibles reformas del

sistema justamente aquella separación neta entre financiación y gestión que en Catalunya se

había progresivamente realizado.

El informe fue objeto de numerosas críticas827 y muchos - sobre todo entre los
, .

sindicatos828- hablaron de la amenaza de una encubierta y progresiva privatización de la

sanidad pública. Las críticas fueron tantas y tan duras que finalmente el informe final

redactado por la comisión no se llegó a discutir en las Cortes. Pero aunque no hubo

pronunciamientos parlamentarios al respecto, varios e importantes representantes

socialistas, tanto de la Cortes e del gobierno corno autonómicos, acabaron respaldando más

o menos abiertamente las tesis contenidas en el informe, convencidos que éstas pudieran
ser útiles para cumplir con aquel objetivo de reducción del gasto y aumento de la eficacia de

la sanidad pública que buena parte de la clase política consideraba ya como imprescindible
alcanzar para garantizar la misma supervivencia del sisterna829•

Así resultaba comprensible que el PSC, después de la derrota política sufrida en ocasión del

debate de la LOSC y de la asunción más o menos explícita por parte de los socialistas de la

validez de las líneas contenidas en aquella ley, se dispusiera a abandonar del todo la idea de

cuestionar las líneas fundamentales del modelo sanitario así como se había construido en

Catalunya a lo largo de los años 80 y consolidado norrnarlvarnente en 1990.

En cambio, en los primeros años 90, los ayuntamientos gobernados por el PSC jugaron un

papel fundamental en la rápida y profunda implementación de la ley, sobre todo por lo que

827 Al centro de las crlticas estaban sobre todo algunas medidss de contención del gasto que el infoane

sugería, como por ejemplo el ticket modctador (que representaba una forma de topago), la exclusión de la

cobertura sanitaria de una parte de las prestaciones, o el abono del 40% del coste de los medicamentos por
parte de los pensionistas .

.,. Criticas durísimas se escucharon tanto por parte de ccaa, que de UGT pero el juicio posiblemente más
duro procedía del sindicato de los enfermeros SATSE que definía el informe como "bochornoso,
impresentable, tercermundista, insolidario y reaccionatio, que va a beneficiar los traficantes de salud y a

perjudicar las capas más bajas". Véase 1.4 ..z deAstmiat, 30 de julio de 1991.
'" Es este el caso, por ejemplo de los consejeros de sanidad de las distintas autononúas, y entre ellos los

consejeros socialistas, reunidos a finales de julio con el Ministro Julián Garda Valverde para valorar las

propuestas contenidss en el informe. Véase 1.4 tIOZdeAstmiat, 30 de julio de 1991.
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se refería a la construcción de consorcios sanitarios y, más en general, a la diversificación de

proveedores830.

Todas estas circunstancias hicieron que en 1995, cuando se llegó a la discusión sobre la

modificación de la LOSC, los dos mayores partidos del espectro político catalán - que

recogían más del 70% de los sufragios - compartieran, como mínimo en sus premisas

generales, una visión común de lo que tenía que ser la sanidad pública en Catalunya.
Así las cosas, en febrero de 1995 la Consellería de Sanitat hacía público un documento en el

cual se expresaban las razones por la cual el gobierno consideraba oportuno proceder a una

modificación de la normativa.

A la base del razonamiento hecho por el documento de la consellería, había

consideraciones de dos tipos.
Por un lado se retomaban las consideraciones que en su día había hecho la comisión

redactora del InflJT'll1e Abril: delante de las crecientes gasto sanitario - originado por el

alargamiento de la esperanza de vida y las mejoras �ecnológicas - el imperativo era reducir

los costes para garantizar la continuidad del sistema.

Por el otro, el ejecutivo quería finalmente completar aquella obra de separación de las

funciones de la financiación y de la provisión que en 1990 había encontrado una de sus

etapas fundamentales.

Estos dos objetivos - en opinión del ejecutivo autonómico - en Catalunya no necesitaban

la redacción desde cero de una nueva normativa sino que se podrían alcanzar a través de la

modificación de algunas normas clave de la LOSC, en particular aquellas que constituían un

obstáculo para la implantación generalizada de una gestión de tipo empresarial de la

sanidad pública.
En concreto, las novedades más relevantes aportadas por el documento presentado por el

Conseller Trias en el febrero eran fundamentalmente tres.

En primer lugar, se proponía una verdaderamutación en la naturaleza jurídica del SCS que

pasaría a ser de "ente público institucional" a "entidad autónoma que hace operaciones y

presta servicios de carácter principalmente comercial, industrial y financiero". En otras

palabras, se intentaba realizar del todo y para siempre la separación entre financíación y

prestación ya prevista por la ley del 90 aunque en este caso la completa y absoluta sumisión

B30 En este sentido, no sólo los municipios gobernados por los socialistas hablan participado ampliamente en

la constirución de consorcios sino que las dos únicas nuevas sociedades anónimas que en los primeros años
90 se habían encargado de la prestación de servicios sanitarios de atención primaria, habían surgido de la
"órbita" del PSC. Se trataba de la empresa SEGESA, que gestionaba varios centros en la zona de Reus y del
Instituto Municipal de Asistencia Sanitaria (!MAS) que, gracias a una concesión obtenida por el ses, había
contratado a una asociación de médicos la gestión del CAP del barrio barcelonés de la Barceloneta. Véase El
Pals, 14 de febrero de 1995.
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del nuevo SCS a criterios jurídicos exclusivamente procedentes del derecho privado
implicaría el levantamiento de cualquier limitación en materia de fórmulas de gestión.
En segundo lugar, en la ruisma óptica de diversificación del mercado de los proveedores
sauitarios se postulaba la posibilidad explícita para el SCS de constituir empresas para la

gestión de los servicios sanitarios.

y finalmente - y quizás sea ésta la modificación de mayor calado - se proponía la

posibilidad para los profesionales médicos - así como habían estado pidiendo durante

mucho tiempo algunos colegios profesionales'" - de constituir empresas y sociedades

anónimas para la gestión de los centros de atención primaria, que en su enorme mayoría,
, '

hasta elmomento habían sido directamente gestionados por el rcs.

El proyecto presentado por el gobierno nacionalista recibió en su momento muchísimas

críticas, las más duras de las cuales procedieron del ámbito sindical. Así, Joan Coscubiela -

representante de la CONC en el Consell del Servei CataltJ de la Salut - comentando la

propuesta, advertía de la situación de balcallizaciólI en la cual ya se encontraba la sauidad

catalana y subrayaba como la pluralidad Y la multiplicación de las fórmulas de gestión que

se había introducido a partir de la LOSC hacía sumamente dificil realizar un control

efectivo sobre la calidad de los servicios832• En este sentido - para el hombre que unos años

después sería secretario general del sindicato mayoritario en Catalunya - el proyecto

presentado por el Consell Executiu constitnía una verdadera amenaza para los ciudadanos

catalanes, La adopción del texto preparado por la Consellería - subrayaba Coscubiela -

comportaría en primer lugar una ulteriormultiplicación de los sujetos gestores de la sauidad

pública, y, por otra parte, la definitiva sujeción al derecho privado de todo el sistema -

aunque se continuara financiando públicamente - no permitiría ningún tipo de control

sobre la efectiva publicidad y cobertura universal del sistema833.

Junto a los sindicatos, todos los partidos - menos CiU, evidentemente - expresaron su

perplejidad (y, en el caso de IC, su total oposición) con respecto a propuesta formulada.

Las críticas recibidas aconsejaron el gobierno a esperar antes de presentar un texto en el

par1amento y a buscar antes de la tramitación en la cámara los apoyos suficientes para que

ésta pudiera ser rápida y segura.

831 Es este el caso, por ejemplo, del Co/-kgi ik Media ik B_/o1lll (COMB). La propuesta habla sido hecha

pública y reiterada a lo largo de una serie de conferencias organizadas por el DSSS entre 1990 y 1994. As!,
justo después de la presentación del proyecto por parte del Consell Executiu, Jaume Aubia, vicepresidente
del COMB declaraba a la prensa en mérito: "Hace más de tres años que venimos trabajando en esta dirección.
Nos alegramos de que por !in se recojan nuestras aspiraciones". Véase E/PaIs, 14 de febrero de 1995.
'" Véase E/PaIs, 14 de febrero de 1995.
83l Ibídem
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y fue en este cuadro que a finales de febrero empezó una negociación bilateral entre la

conselleria de sanidad y el PSc. La negociación - como los mismos protagonistas después
reconocieron públicamente

834
_ fue rápida y conducida en un clima de absoluta

disponibilidad y entendimiento. Así, el gobierno aceptaba algunas de las condiciones

mínimas exigidas por los socialistas para dar luz verde al proyecto.

En primer lugar eiU renunciaba parcialmente a cambiar la naturaleza jurídica del ses, que

configuraba ahora como "ente de naturaleza pública" y los socialistas aceptaban una

mención explícita al hecho de que fuera sujeto al derecho privado en sus relaciones

externas.

En segundo lugar el gobierno aceptaba una mención explícita a los criterios de publicidad y
libre concurrencia en los procedimientos de selección de empresas para los contractos de

gestión de los servicios sanitarios.

y finalmente, el ejecutivo aceptaba la inclusión de una norma que preveía que las funciones

de la Regió Sanitaria de Barcelona Cíutat serian asumidas por el Consorci Sanitari de

Barcelona,83S cuya Junta Directiva estaba integrada en un 49% por miembros designados por
el ayuntamiento de Barcelona.

La rapidez del acuerdo entre los dos mayores grupos parlamentarios catalanes hizo que el

texto, finalmente estructurado en diez artículos y modificado después de la negociación con

los socialistas, llegaba en la cámara catalana en la primavera de 1995. Todos los grupos

parlamentarios - con excepción del pse y de eiU, evidentemente - presentaron enmiendas

a la totalidad y de devolución y un total de 55 enmiendas parciales.
No obstante en sede de comisión se aceptaron algunas propuestas de modificación, los

grupos mantuvieron sus enmiendas a la totalidad hasta el debate en el pleno.
Pero a diferencia de lo que había ocurrido cinco años antes en ocasión del debate sobre la

LOSe, con la excepción de le, los otros grupos que pedían la devolución del proyecto no

ponían en discusión la concepción global de la nueva ley.
Si ERe pedía más normas que garantizaran explícitamente y mejor el control público de

todo el sistema, al contrario el pp criticaba la timidez con la cual se había encarado un

... Concretamente, el ConseIler de Sanitat Xavier Trias y el diputado socialista Font en el ámbito del debate
de aprobación de la ley. Véase DSPC-P, núm.128, 20 de septiembre de 1995, p.7163 Y p.7173.
83' El 28 de diciembre de 1987 gracias a un acuerdo entre el Ajuntament de Barcelona y la Generalitat de

Catalunya, se creaba el ConlOrri d'Hotpitall di Barrelona, un ente que tenla la funci6n de coordinar las estructuras

hospitalarias presentes en la capital catalana. Con la aprobaci6n de la LOSC, el nuevo ente pasarla a adoptar la
nueva denominación de COlUom Sanitari di Bamlona y a incorporar entre sus funciones también la

coordinaci6n de los centros de atención primaria, socio-sanitaria y psiquiátrica de la ciudad, asumiendo el
control de los organismos autónomos municipales que todavia se encargaban de la prestación de servicios
sanitarios por cuenta del ayuntamiento y transformándose así, de hecho, en el referente único de la sanidad
pública de Barcelona.
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necesario proceso de privatización de la sanidad. Pero tanto el PP como ERe habían

mantenido sus enmiendas a la totalidad - que después a lo largo del debate en aula

retiraron - fundamentalmente por la manera con las cuales se había llevado a cabo el

proceso de redacción de la norma. Ambas fuerzas habían considerado precipitada la

decisión de forzar el debate y la aprobación de un texto legislativo relativo a una materia de

tanta importancia en tan pocos meses y al final de una legislatura y habían censurado a

través de la presentación de las enmiendas a la totalidad la voluntad del gobierno de

supeditar la acción del parlamento a las exigencias del calendario electoral.

Otro caso, completamente distinto, fue representado por la enmienda a la totalidad
1 •

presentada por Iniciativa per Catalunya, y que a diferencia de las otras, se mantuvo hasta al

final.

La oposición de los ecosocialistas, que se manifestó también en los medios de

comunicación, en parte recuperaba las críticas que en su día habían formulado las fuerzas

sindicales y fundamentalmente se centraba en cuatro aspectos.

En primer lugar, los ecosocialistas hacían constar que - en su opinión - la experiencia de

los últimos cinco años, en la cual se había avanzado enormemente hacia la separación entre

la financiación y la provisión de servicios había dado, resultados desastrosos en términos de

eficacia de gestión y incluso de transparencia.
En segundo lugar, le sostenía que las modificaciones propuestas apostaban por una

verdadera liberalización del mercado de los proveedores, liberalización que favorecería

claramente los proveedores privados en menoscabo de los públicos que habían visto

disminuir claramente en los últimos años su financiación y que presumiblemente se

quedarían como estructuras residuales del sistema.

En tercer lugar, le se declaraba rotundamente contraria a la posibilidad de asignar la

gestión de los centros de atención primaria a empresas y sociedades anónimas constituidas

por profesionales médicos procedentes de las estructuras públicas. Esta medida, a parte de

representar una amenaza para el empobrecimiento de las estructuras sanitarias públicas en

términos de capital humano, constituía - en opinión de los ecosocialistas - una verdadera

distorsión en la misma concepción de la función de la atención primaria. Si los centros de

atención primaria, según la tradición empezada con el Mapa Sanitario de 1979 y

prácticamente nunca puesta en discusión, debían constituir la puerta de acceso al sistema,

su gestión por parte de empresas que podían libremente acoger contemporáneamente

pacientes procedentes de mutuas y aseguradoras privadas podría favorecer un elemento de

fuerte distorsión en la igualdad de trato por parte del más elemental e indispensable escalón
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del sistema sanitario. En otras palabras, se podrían verificar - así como argumentaban que

se estaba verificando en Gran Bretaña después de la adopción de medidas similares por

parte de los gobiernos de Margaret Thatcher - casos en que si un mismo centro acogía

pacientes de díferente procedencia, éste acabara por priorizar los procedentes del sistema

de aseguradoras privadas, que garantizaban un pago de la prestación más alto y, sobre todo,

más rápido.

Y, finalmente, los representantes de le criticaban la excesiva apertura del mercado de los

proveedores y su extensión también a los centros de atención primaria por los efectos que

ésta podía tener en las condíciones laborales de los trabajadores del sector sanitario. Si
,

'

finalmente la administración limitaba su actuación a la función de financiación, se

argumentaba, dejando todos los demás aspectos a las reglas del mercado y a los preceptos

del derecho privado, legalmente no existiría ninguna norma que impedíria las desigualdades
de salario y de condíción de trabajo entre trabajadores del mismo sector y que, a todos los

efectos, desarrollaban la misma labor.83•

Entre 1990 y 1995, los dos mayores partidos de la izquierda no nacionalistas, el pse y le,

parecian de alguna forma haberse intercambiado los papeles.
En 1990, le aunque en su programa propugnaba un modelo totalmente diferente del

modelo construido a lo largo de los años 80 por los ejecutivos encabezados porJordi Pujol,
había optado por el realismo y había substancialmente aceptado la idea de refrendar el

modelo sanitario construido por los nacionalistas a cambio de toda una serie de garantías
sobre el mantenimiento de la publicidad y universalidad del sistema y de la presencia de

órganos de participación. Ahora, en 1995, considetaba que las garantías -los "frenos",

como hubo a declarar su representante en aula en el debate de aprobación - que había

conseguido establecer cinco años antes habían saltado completamente y que las

modíficaciones propuestas por el Consell Executiu representaban un peligroso cheque en

blanco para que progresivamente se llegara a la privatización del sistema.

En cambio, el pse, que en 1990 había mantenido hasta el final la necesidad de un

significativo cambio de ruta con respecto a las líneas según las cuales se había gestionado la

836 En gran parte, rc argumentaba su oposición ...dical con respecto a este punto, basándose sobre la

experiencia de la mancada equipatación de las condiciones laborales de los ll:abajadores del sector

hospitalario. Como se vio, esta cuestión había ocupado una parte importante de las negociaciones que hablan
llevado al retiro del texto alternativo de rc en 1990. El segundo párrafo de la disposición ll:ansitoria quinta de

la LOSC habla establecido finalmente que el Consell Executiu tuviera la obligación de "tender

progresivamente a la equiparación" de las condiciones profesionales y salariales de los trabajadores del ses y
de los que ejercían sus tareas en los centros pertenecientes a la XHUP. En opinión de los representantes de

Iuiciativa per Catalunya esta norma, a cinco años de su aprobación, no habla producido ningún efecto ya que
seguían existiendo diferencias significativas de condiciones entre los ll:abajadores del sector hospitalario
público y de los otros centros pertenecientes a la XHUP.
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política sanitaria hasta entonces, en 1995 parecia haber definitivamente no sólo aceptado
sino asimilado el modelo construido en los quince años anteriores. En este caso también,
como había pasado en 1990 con lC, el PSC había pedido unas garantías mínimas para

construir un acuerdo con el Govern, garantías que, en su conjunto, no alteraban la

concepción general de la propuesta, y por esto habían sido aceptadas.
En general, tanto en 1990, como todavía más en 1995, lo que pareció prevaler - en los

votos del parlamento pero también en las posturas de las mayores fuerzas de oposición y

en su disposición a pactar con el gobierno - fue la existencia de un modelo sanitario

definido, reconocible y, sobre todo, ya operante. Un modelo ima�do y desarrollado a

partir de la iniciativa de un liderazgo político que había sido constante a lo largo del tiempo
pero que había sabido construir una red de consensos y complicidades que involucraban la

enorme mayoría de los profesionales del sector y de sus organizaciones. Un consenso y una

complicidad que había acabado incluyendo también a los partidos políticos de la oposición
de izquierda que, a la práctica, habían participado activamente, a través de las corporaciones
locales y de la galaxia de los actores sanitarios locales a ellos vinculados, al desarrollo del

modelo.837

Así que tanto en 1990, como sobre todo en 1995, la discusión en parlamento había sido

substancialmente una discusión apos/mon, en la cual- no obstante las declaraciones más o

menos altisonantes realizadas en aula - los partidos de oposición habían ido a ratificar un

modelo que ellos mismos, con más o menos convicción, habían contribuido a crear y que, a

la práctica, cada día se encontraban a gestionar.
Esta ultima consideración podría parecer banal y descontada dada la continuidad en el

poder "de � 'sola fuerza política y la fuerza parlamentaria que los nacionalistas tuvieron a

lo largo de más de quince años. Pero no resulta baladí si se considera que en otros

importantes campos, como por ejemplo el caso de la política lingüística, de educación, y

incluso de relación financiera con el estado, la fuerza de atracción ejercitada por la acción

ejecutiva llevada a cabo y la posibilidad de imponerse para la mayoría parlamentaria que

apoyaba el Govem ha sido enormemente inferior. Incluso, en algunos casos - como por

ejemplo en la difícil elección de un modelo lingüístico-escolar de conjunción - la atracción

ha sido inversa: fue el ejecutivo que adoptó y hizo propias concepciones procedentes de

otras fuerzas políticas.

"' En este sentido, el Consom Hospitafati tk CataÚl'!J", organismo que integraba los gestores de los h�spitales
dependientes de las entidades locales - en su mayotIa controladas por el PSC - se habla comprometido muy
activamente con las políticas llevadas a cabo por la administración autonómica ya a partir de la constitución

delaXHUPen 1985.
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Sea como fuera, si ya en 1990 resultaba dificil poner en discusión el modelo sanitario

querido y construido por el ejecutivo nacionalista, en 1995, la tarea resultó prácticamente

imposible.
Durante el debate, ERC y PP retiraban sus enmiendas a la totalidad y el acuerdo CiD-PSC

que había precedido la tramitación del texto, dejó en la más completa soledad la oposición
manifestada por IC.

Finalmente el texto de la reforma sería aprobado a finales de septiembre de 1995, con los

únicos votos contrarios de lnicíativa per Catalunya.
Se confirmaban las líneas del texto pactado por el Consell Executiu y el PSC en la

,
o

primavera y que finalmente había llegado en aula. La LOSC sería modificada en cinco

aspectos fundamentales.

En primer lugar, el SCS se definía como un "ens públic de natutalesa institucional" que se

regiría en sus relaciones exteriores, por el derecho privado, aunque quedaría sujeto al

derecho público en sus relaciones con el DSSS, en el régimen financiero y presupuestario y

en las relaciones con los ciudadanos que gozaran del derecho a la asistencía sanitaria

pública·3 ••
En segundo lugar, se establecía la capacidad por parte Consell Executiu de crear cualquiera
de las entidades admitidas en derecho - o de participar en ellas a través del SCS -, y, en

particular las empresas públicasBl9•
En tercer lugar, se abría la vía de la concertación de centros de atención primaria

gestionados por "entidades de base asocíativa" (que podían ser cooperativas, pero también

empresas o sociedades anónimas) constituidas totalmente o parcialmente por profesionales
sanitarios. Tendrían prioridad, en este caso, las entidades constituidas por profesionales
procedentes de centros públicos, que tendrían un plazo de tres años para decidir si

continuar con la experiencía de gestión emprendida o volver en las filas de la

administración sanitaría pública"".
En cuarto lugar - así como se había establecido en la negocíación entre PSC i CiD-, se

fijaba una norma que obligaría el Consell Executiu a adoptar por decreto un reglamento

838 Art.l de la Ley 11/1995, de 29 de septiembre, tú modifoadónpo;.¡a¡ tú la 1!J 15/1990, tú orthnad4tt lanitaria tú

CataIN'!Ja. DOGC nWn.2116, 18 de octubre de 1995 .

•" Art.2 de la Ley 11/1995, de 29 de septiembre, tú lIIodifoaciónparriaI tú la 1!J 15/1990, tú ortÚnación lanitaria tú

CatalN1!Ja. DOGC núm.2116, 18 de octubre de 1995 .

..., Art.7 de la Ley 11/1995, de 29 de septiembre, tú modifoaciónparcial tú la 1!J 15/1990, tú ortÚ1Iación lanitaria tú

CataIN'!Ja. DOGC nWn.2116, 18 de octubre de 1995.
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para la evaluación de los conciertos existentes y unas normas para la contratación de

nuevos centros, basada sobre los principios de publicidad y libre concurrencía'".
y finalmente, se establecía que el Consorci Sanitari de Barcelona se encargaría de las funciones

antiguamente desarrolladas por la Regió Sanitaria de Barcelona CiutatM2• Como algunos
estudios hicieron notarM3, la introducción de esta norma representa una prueba tangible de

aquella colaboración a la construcción del modelo prestada por los partidos de oposición a

la cual se hacía referencia y, en buena medida también de losprecios pagados por la coalición

en el gobierno para la obtención de esta colaboración. El C�B - que era una entidad

controlada por el ayuntamiento de Barcelona, gobernado por los partidos de izquierdas -

, .

sería, en contra del criterio de separación de funciones que estaba a la base de la reforma,

no sólo el mayor proveedor sanitario de la ciudad de Barcelona sino también el ente

destinado a la financiación y gestión de los servicios sanitarios de la capital catalana.

El modelo sanitario catalán así, después de la reforma de 1995, hacía un paso más allá hacia

su alejamiento del modelo general construido por la IEGSA, y se acercaba a las tendencias

de reforma que, en los mismos años estaban experimentando otros países europeos,

erigiéndose a modelo de referencia también para la gestión de la sanidad en los otros

territorios del estado.

6.5 Balance, límites y perspectivas del sistema

La historia de la construcción del sistema sanitario catalán, ha sido en gran parte la historia

de la iniciativa política de una clase política estable en el gobierno y de su capacidad en

comprometer los otros actores, políticos pero también sociales y económicos en la

construcción de un modelo sanitario realista, autónomo, y substancialmente avanzado con

respecto a los tiempos.
Quizás sean justamente estos tres términos los que puedan definir brevemente la

experiencia de las políticas sanitarias de la Generalitat de Catalunya entre 1980 y 2003:

realismo, autonomía, innovación.

"'! Art.8 y 9 de la Ley 11/1995, de 29 de septiembre, tk lIIot1iJi=i61l pardal tk la I!J 15/1990, tk orrilnadón

sanitaria tk CataÚl'!Ya. DOGC nÚln.2116, 18 de octubre de 1995.
'42 Art.12 de la Ley 11/1995, de 29 de septiembre, tklllOdifoar:iátt pardal tkla I!J 15/1990, tk orriInad61l sanitaria
" CataÚl'!Ya. DOGC núm.2116, 18 de octubre de 1995. La norma sería finalmente aplicada a través del Decret

74/1997, de 18 de tnaIZO; DOGC 2357, de 24 de marzo de 1997 Y de la Resolución de 21 de octubre de

1997, de tklegación tk tklmltinatlas fondonts a foPOr tkl Co1UOf<i Sanitari tk Barnlona. DOGC núm. 2522, 20 de

noviembre de 1997.
"'3 Véase R. GAllEGO:"La política sanitaria catalan.... ob.cit. p.156.
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En efecto, como se vio, la política sanitaria inaugurada con la orden de acreditación en

1981, representaba en alguna medida un acto debido a la situación sanitaria con la cual se

encontró la recién constituida administración autonómica. La radiografía hecha por el

estudio contenido en e! Mapa Sanitario de 1979 devolvía una imagen de la situación

sanitaria del país extremadamente compleja y desequilibrada. Asi, en e! momento de recibir

las transferencias en 1981, la opción de avanzar en la dirección de una valorización de las

estructuras existentes en vez de abogar directamente por una reconstrucción desde las

fundamentas de! conjunto del sistema sanitario pareció representar la única vía posible para

que la Generalitat se pudiera hacer cargo de unas de las políticas �úb�cas más importantes
tanto en términos presupuestarios como de referencia para los ciudadanos.

Pero por otra parte, la elección hecha a favor de un sistema de provisión mixto

representaba al mismo tiempo fundamentalmente un acto de autonomía.

Autonomía con respecto al poder central - Catalunya fue la primera Comunidad

Autónoma que pidió y consiguió las competencias en materia sanitaria - ya que las líneas

fundamentales de la política sanitaria fueron fijadas por la Generalitat bien antes de que

existiera una normativa básica a nivel estatal. Y autonomía también de! ejecutivo con

respecto a las fuerzas políticas de la oposición. El gobierno de la Generalitat, en este

sentido, como se vio, diseñó la política sanitaria a partir de normativas de carácter

reglamentario y de reservó al parlamento una función legislativa substancialmente a

pos/moti. Esta estrategia, - que marcaba una línea de discontinuidad con respecto a las

políticas seguidas por e! ejecutivo en otros importantes sectores, muy especialmente
durante la primera legislatura -, se basaba sobre e! razonamiento según e! cual e! objetivo
más importante era comprometer a los sectores implicados antes que a las fuerzas políticas
de la oposición en la construcción de un dispositivo capaz de dar respuestas concretas. De

esta manera, e! gobierno facilitó la construcción de redes de complicidades y de consenso

entre las organizaciones de! sector, consenso que acabó revirtiéndose de manera evidente

sobre las convicciones y la disposición a pactar con e! ejecutivo de las fuerzas políticas de la

oposición. El resultado último de esta estrategia fue que éstas acabaron asumiendo - con

más o menos entusiasmo según los casos - como válido e! marco general fijado por e!

ejecutivo.

Finalmente, sin lugar a dudas, las soluciones adoptadas por e! ejecutivo de ]ordi Pujol ya a

partir de la mitad de los años 80, anticiparon de manera evidente todas una serie de

concepciones con respecto al pape! de la administración pública en la prestación de los

servicios sanitarios que, bien entrados los años 90 se generalizarían al conjunto de los países
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europeos occidentales en el momento en que éstos últimos abordaron la necesidad de una

reforma del estado del bienestar. En este sentido, las concepciones propias de lo que ha

sido definido la Nueva Gestión Pública y sobre las cuales se ha basado a lo largo de los años

80 la construcción del modelo sanitario catalán, ejercitarán una influencia destacada en la

reforma del sistema sanitario del conjunto del estado español"".
Sin embargo, estos elementos, que constituyen un activo determinante a la hora de valorar

el conjunto de las políticas sanitarias realizadas por la administración autonómica, conviven

hoy en día con otros elementos que contribuyen a dibujar un cuadro inevitablemente más

complejo.
En primer lugar, así como ha subrayado algún estudíosot", se tienen que tener en cuenta

algunas importantes divergencias entre el contenido de las normativas que finalmente han

contribuido a definir el modelo y la realidad de su aplicación, divergencias que en algunos
casos ponen en tela de juicio el mismo perfil y la misma coherencia interna de las políticas

seguidas por el Consell Executiu a lo largo de las últimas dos décadas.

Sin ir más lejos, por ejemplo hay que recordar que la novedad más importante introducida

por la reforma de 1995, representada por la liberalización de la atención primaria, tuvo una

implementación significativa pero no abrumadora. En 2003, se habían constituido una

... A lo largo de los años 90, antes en la última etapa del gobierno Gonzál.. y sucesivamente con los

gobiernos del Partido Popular, se empezó una itnportante modi!icación del sistema sanitario público en el

conjunto del estado. As!, siguiendo las lineas contenidas en el IfIjo"'" Abril, el principio de separación de
funciones acabó extendiéndose al conjunto de las comunidades autónomas y a aquella parte de territorio en el
cual todavía los setvicios sanitarios eran gestionados directamente por el INSALUD. Ya en 1992 el ministerio
de Sanidad habla introducido la figuza del contrato-programa, que había reducido aquel principio de

complementariedad de la sanidad privada que en la LEGSA habla parecido prevaler. Y en 1997, ya siendo

presidente del gobierno José Maña Amar, se aprobarla primero un decreto (Real Decreto-ley 10/1996, de 17
de junio, sobre habilitación de nuevas formas de gestión del Insalud) Y después una ley de reforma parcial de
la LEGSA que permitía la habilitación de nuevas formas de gestión en el Sistema Sanitario Nacional (Ley
15/1997, de 25 de abril, sobre habilitación de nuevas formas de gestión del Sistema Nacional de Salud). Un
año más tarde el gobierno central presentaba, juntamente a la ley presupuestaria para 1999 una norma que
creaba la figura de las fundaciones públicas sanitarias que, a la práctica, abIlan la posibilidad que los hospitales
del INSALUD se convírtieran en fundaciones públicas o cooperativas, adquiriendo as! personalidad jurídica
propia y capacidad de elección de la forma de gestión. Por otra parte, a la mitad de los años 90, también las
comunidades que ya tenían transferidas las competencias sanitarias, vivían también un profundo proceso de
transformación de sus setvicios sanitarios, apostando también por la separación entre funciones y la
diversificación de los proveedores. As!, las autoridades sanitarias de Andalucla, Euskadi, Comunidad

Valenciana, Canarias y Galicia procedían a la creación y a la redefinición jurídica de sus proveedores
sanitarios, que ahora incluían sujetos jurldicos tan diversos como fundaciones, sociedades mercantiles,
empresas públicas, sociedades públicas de derecho privados, sociedades anónimas públicas o concesiones.

As!, si no se puede hablar de una tafll/a�6n mili mm del sistema sanitario español, es cierto que las
soluciones individuadas por el ejecutivo nacionalista encahezado por Jordi Pujol y implementadas a lo largo
de las décadas de los 80 y de los 90 constituyeron un punto de referencia importante en la reformulación de
las pollticas sanitarias en el ámbito del estado. Véase R. GALLEGO: "La política sanitaria catalana: la
cODStrucció d'un sistema universal de provisió pluralista" en J. SUBIRATS y R. GOMA: GOlllm i poHtiq1l<S
ptÍblUjlltl a CafllÚi'!YQ (1980-2000), UB-UAB, Barcelona: 2001 p.155-156.
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treintena de "entidades de base asociativa" que gestionaban Centros de Atención Primaria

en todo el territorio catalán, pero en conjunto, a casi diez años de la reforma, todavía un

80% de los CAP catalanes todavía son gestionados por el rcs. De la misma manera, se ha

de valorar el hecho de que la transformación del SCS en mero comprador de servicios - o,

según la expresión utilizada en los últimos años por la misma administración, en

"aseguradora pública" -, que debería actuar según la lógica de la mejor oferta, parece no

haberse llevado a cabo hasta sus extremas consecuencias. Así el SCS, teniendo

participaciones importantes - y miembros en los consejos de administración - en la gran

mayoría de los proveedores no públicos del sistema, no garantiza aquella separación entre
, .

proveedor y comprador que había sido a la base de la reforma.

Por otra parte, la reforma del rcs iniciada en 1989 y culminada con la reforma de la LOSC

en 1995, en la óptica de su completa transformación en un proveedor más del sistema que

debería funcionar según criterios estrictamente empresariales, parece todavía no haberse

llevado a cabo del todo. Al contrario, a normativa de implementación de la reforma de

1995 prevé la firma de contratos-programa entre las estructuras dependientes del rcs y el

SCS, pero prevé también que estos contratos no impliquen una asunción de riesgos
financieros reales por parte de las estructuras contratadas. Así, dichos contratos constituyen
una forma encubierta de financiación, que traduce en términos contractuales las antiguas

asignaciones presupuestarias con el único objetivo de concienciar los profesionales y los

gestores de los costes de los servicios y de los riesgos financieros que correrían en el caso

en que los contratos fueran vinculantes. Por otra parte, si bien los contratos con

proveedores diversos del rcs implican riesgos financieros, la existencia de mecanismos de

financiación adicional, en la mayoría de los casos de naturaleza extracontractual, cuestiona

de manera evidente la eficacia práctica del contrato como instrumento de optimización de

la gestión del sistema.

Y, finalmente, al contrario de cuanto la LOSC había afirmado y la reforma de 1995 había

ratificado, se ha asistido en los últimos años a una creciente estabilización de los conciertos

con hospitales no pertenecientes a la XHUP, cuya existencia ha acabado dependiendo
únicamente de la firma de contratos con el ses. Así que la administración autonómica, en

vez de aprovecharse de la posibilidad de poder elegir libremente la opción más ventajosa en

términos de eficacia y contención del gasto que el mercado tendría teóricamente que

ofrecer, ha acabado, a la práctica, asumiendo el déficit de estas estructuras.

OIS R. GALLEGO: "La política sanitiria catlllana: la construcció d'un sistema universal de provisió pluralista"
en J. SUBlRATS y R. GOMA: Go"",, jpolilü¡1IUPtíbliqllll a Cata"''!Ya (1980·2000), UB-UAB, Barcelona: 2001
p.158.
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Todos estos elementos parecen derivar en parte de los problemas endémicos que la sanidad

catalana arrastra desde finales de los años 70 pero en parte también de la necesidad de

ofrecer respuestas a los intereses de la ga1axia de los multíplices actores - políticos, pero
también sociales y económicos - que han hecho posible la construcción y la

implementación del modelo. En otras palabras, la elección del ejecutivo de descartar la

construcción de un acuerdo político general y compartido a priori, y, en cambio, de optar

por conquistar el consenso de las otras fuerzas políticas a partir de una política de hechos

consumidos y de mediación progresiva con las organizaciones. del sector, parece haber

tenido como ventaja la viabilidad política de un sistema innovador y autónomo, pero como
. .

precio una cierta necesidad de desdibujar los términos del modelo inicial para poder
progresivamente sumar consensos a las iniciativas emprendidas. Así, por ejemplo, las

supuestas ventajas económicas que un casi-mercado de los proveedores tenía que aportar,

quedan hoy dramáticamente en entredicho.

y en segundo lugar, si desde un punto de vista de la satisfacción ciudadana con el modelo,
la actuación de los poderes autonómicos parece haber dado resultados significativos846, es
desde la vertiente de la sostenibilidad financiera que se están poniendo en discusión las

mismas posibilidades de supervivencia del sistema así como se ha ido consolidando en las

últimas dos décadas.

Las razones del tremendo déficit que en estos momentos arrastra la sanidad catalana - sólo

con referencia al 2003 el Conseller Castells habla de 1200 millones de euros _847,
evidentemente parecen muchas y de distinto origen. Seguramente, en parte la desastrosa

situación económica de la sanidad catalana se inscribe en la más general crisis de los

sistemas sanitarios públicos de la mayoría de los países europeos occidentales, en los cuales

el pronunciado aumento de la vida media, el extraordinario desarrollo de la tecnología, la

disminución del volumen de la población activa y la afirmación de políticas de signo

... Según un estudio realizado en 1998 pm: el Departatnent de Sanitat i Seguretat Social, un 75,4% de los
catalanes se declaraba satisfecho con el sistema sanitario y un 12,5% incluso se declaraba muy satisfecho,
contra un 9,6% que se declaraba insatisfecho, un 1,7% que se declaraba muy insatisfecho y finalmente un

8,8% de ciudadaoos que no contestaba. la pregunta. En un estudio reciente publicado por el BBV en el cual
Se ponían a confronto los niveles de satisfacción de los diferentes sistemas sanitarins del conjunto del estado,
se concluía que: "se puede afinnar que en general la evaluación hecha por los catalanes se asemeja bastante a

la de los ciudadanos del tertitorio Insalud: el trato humano se sitúa entre los aspectos mejor valorados en

todos los niveles asistenciales, junto al que se sitúan también la cercanía de los centros en primaria, el número
de especialidades a las que se tiene acceso y la hostelerla hospitalaria. Entre los aspectos peor valorados está el

tiempo de espera en todos los niveles asistenciales, los trámites para acceder y conseguir cita en cuanto • l.
atención especializada y, de nuevo, los trámites de ingreso en la atención hospitalaria". Véase
GENERALITAT DE CATALUNYA DEPARTAMENT DE SANITAT i SEGURETAT SOCIAL:

CataÚIf!Ya 1111 mod.lptra la StJllitatptíblka, Servei C.taIa de la Salut, Barcelona: 1998 y G. LÓPEZ CASANOVA;
A. RICO GÓMEZ (coord.): Evalnari4n dt las poUIi= dt StrIJicios sattitatios m .llStado dt las t1IJtonomlas Vol.II
Fundación BBV, Madrid: 2001 p.415.
'" VéaseAVVI, 1 de agosto de .2004.

474



marcadamente neoliberal han hecho contemporáneamente aumentar los costes globales del

sistema y disminuir la recaudación fiscal, y, por ende, e! esfuerzo presupuestario orientado a

la financiación de los servicios sociales.

Por otra parte, en concreto, los sucesivos acuerdos de financiación suscritos entre la

Generalitat y el gobierno central a lo largo de los últimos veinte años, si bien han permitido

garantizar la supervivencia de! sistema hasta hoy - aunque fuera a cuesta de un

endeudamiento cada vez más alto -, no han sabido colmar e! déficit histórico, se diría que

e.rlnlctJlral, que la sanidad catalana había heredado del franquismo.
Y, finalmente, no obstante, por lo menos en sus premisas teóricas� e! modelo sanitario

catalán parecía ser e! más idóneo - así como parecían confirmar las conclusiones de! Informe
Abril y las consecuentes .reformas de! Sistema Sanitario Nacional - para la optimización de

los .recursos, a la p.ráctica, éste no parece haber p.ropo.rcionado, en este sentido, los

.resultados esperados. Ya sea po.r sus debilidades endémicas, ya sea po.rqué las necesidades

de gestión de un sistema necesariamente complejo y diversificado han literalmente minado

la capacidad de un control riguroso de! gasto, hoy la viabilidad e! sistema sanitario catalán

se ve seriamente puesta en tela de juicio. La amenaza ha parecido tan grave que ya desde

varias posiciones políticas - no sólo cercanas al nacionalismo moderado, que había hecho

veladamente alusión a esta posibilidad en alguna ocasión, sino también a la izquierda no

nacionalista - se está reclamando una revisión de! sistema de financíación de la sanidad y

planteando la posibilidad de implementar fórmulas de &rJjJago de los servicios po.r parte de

los ciudadanos. Estas fórmulas equivaldrían a romper con una de las líneas que,

independientemente de las diversas posiciones que los partidos catalanes han ido

asumiendo a lo largo de los años en materia de política sanitaria, hasta hoy ninguna fuerza

política había puesto explícitamente en discusión: la total gratuidad de las prestaciones
sanitarias.
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CAPITULO SEPTIMO
LAS POLITICAS EDUCATIVAS

7.1 El mundo de la escuela en Catalunya durante la transición: carencias
estructurales, resistencia cultural e innovación pedagógica.

La educación, por la importancia estratégica que ha adquirido a lo largo delXIX y XX siglo
en cuanto vehiculo de transmisión de masa de todo un conjunto de valores, ha constituido

en general en la historia contemporánea del estado español un motivo de profundas
divisiones ideológicas.
El franquismo en sus primeras décadas, había solucionado la cuestión apostando por una

concepción absolutamente subsidiaria del papel del estado .

en la educación de los

ciudadanos, favoreciendo un protagonismo central y absoluto de las instituciones privadas
- y, sobre todo religiosas - en la provisión educativa. La contraprestación exigida por parte
del poder político franquista había sido la de cumplir con las funciones de control social e

ideológico y adoctrinamiento que el régituen les había encotuendado.

A partir de los años 60, el desarrollo econótuico y el parcial cambio de equilibrios internos

al régituen, con el protagonismo de las nuevas elites tecnocráticas, la necesidad de

reproducción de clases dirigentes aptas para gestionar en el futuro el nuevo sistema

capitalista español y una cierta exigencia de legitimación internacional por parte de la

dictadura, había comportado la necesidad de un cambio de estrategias con el objetivo
formal de acercar y homologar el sistema educativo español a lo de los países occidentales

europeos. Es en este contexto que nacía la Ley General de Enseñanza, aprobada por las

Cortes franquistas en 1970. La ley modificaba la estructura del. sistema educativo hasta

entonces vigente, introduciendo la obligatoriedad y la gratuidad de la escolaridad hasta los

14 años, la creación de la Educación General Básica, la unificación del bachillerato, la

creación de la Formación Profesional, la coeducación y la liberalización del acceso a la

universidad.

Sin embargo, las medidas contenidas en la "ambiciosa y utópica'''''7 nueva normativa, que

había intentado dar una salida a la retórica franquista de aquellos años sobre la ignaldad de

oportunidades y atender la real creciente demanda de escolarización por parte de la

población, eran destinadas a permanecer en gran parte letra muerta.

847 Véase X. BONAL: ''La polltica educativa: dimensiones de un proceso de transfonnación (1976-1996)" en:
R. G?MÁ y]. SUBIRATS: PoUti<tZJ plÍbli<tZJ In Espaíüz Artel Barcelona: 1998, p. 153 Y M. de PUELLES

BENlTEZ: La OTÚntatiópoUtka rkl sis/lm. ,riII,.1Üi Ispo'!YoIUOC Barcelona: 1997.
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Por un lado, un impuesto destinado a las empresas, que debía ser el medio a través de! cual

se hubiera tenido que financiar la reforma no se llevó a aplicar nunca, con lo cual se

remarcaba la incapacidad - o la falta de voluntad - de! Estado en querer implantar una

efectiva universalización de la educación básica y responder a la creciente demanda

educativa post-obligatoria y universitaria. Por e! otro, las resistencias de un sector educativo

privado - tanto mercantil como católico - acostumbrado a una histórica subsidiariedad del

estado en e! campo educativo y poco dispuesto a perder su posición de privilegio,
dificultaron enormemente ya desde e! principio la posibilidad de desplegar
consecuentemente la ley.
Antes las dificultades representadas por la infradotación económica y las resistencias de!

sector privado, al cual se añadían cada vez más las movilizaciones estudiantiles y de!

profesorado, e! gobierno franquista acabó adoptando medidas de desarrollo totalmente

contradictorias con e! espíritu de la ley. En 1971, e! gobierno establecía la posibilidad de

fijar numertls claNSl/S y pruebas de selectividad para e! acceso a la universidad, circunstancia

que generó una verdadera ola de protesta generalizada protagonizada en primer lugar por
los estudiantes pero también secundada por los padres y los profesores y que llevó en 1973

a la dimisión de! ministro Juan Villar y a su sustitución por Julio Rodríguez. Pero el cambio

a la cabeza del dicasterio no significó un cambio de ruta con respecto a la política anterior.

Bien al contrario, e! nuevo ministro pareció querer avanzar todavía más en lo que se ha

denominado la contrarreforma educativa.848 Así, bajo e! mandato de Rodríguez se confirmaba la

política de discriminación con respecto a la escuela pública. Las subvenciones a la

enseñanza privada pasaban en un año de 750 millones a 4595, y, a la práctica se hacían

desaparecer todos los criterios objetivos y programáticos que la LGE había fijado para la

obtención de las subvenciones (como, por ejemplo, la misma gramidad de la prestación
para las familias), con e! resultado de una escasísima incidencia en la extensión efectiva de

la escolarización obligatoria gramita, de un fortalecimiento de los privilegios de las grandes
patronales escolares y, sobre todo, del agravamiento del endémico déficit de plazas
escolares públicas que, por aquellas fechas se situaba en una cifra de un más de un

millón84'.

El fracaso de la LGE, como ha indicado algún estudios08S0, había seguido la parábola de la

crisis más general del último franquismo. El incumplimiento de una ley nacida con e!

propósito - real o ficticio - de subsanar desde las fundamentas la profunda crisis de

.... Véase J. CALERO y X. BaNAL: PoHtir:a 'tÚI,ativay gtUio púbJi""1I ,tÚlr:adólI Pomares-Corredor, Barcelona:
1999,p.68
..., Véase J. CALERO y X. BaNAL: Polítir:a ,tÚI<atiua. •• cit p.72.
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legitimidad del régimen franquista, había dado paso a la extensión de la crisis política
general al mundo educativo y había propiciado la agudización del conflicto y a la

articulación de movimientos transversales criticas, que, en el momento en que

reivindicaban una escuela más democrática minaban los mismos presupuestos ideológicos
del régimen.
La crisis educativa empezada con la promulgación de la LGE -y que, de hecho, de

prolongará con puntas de más o menos intensidad a 10 largo de toda la década-, en

Catalunya tuvo posiblemente una profundidad mayor que en el resto del estado pero al

mismo tiempo tuvo también un carácter, unas temáticas y unos actores decididamente
, .

propios y diferenciados.

Algunos elementos parecen poder explicar, al menos en parte, las razones de esta mayor

intensidad de la crisis y su carácter propio.
En primer lugar, la existencia de un déficit de plazas escolares públicas muy superior a la

media del estado, determinado por agravios históricos y sobre todo por el enorme

crecimiento demográfico experimentado en Catalunya entre 1950 y 1970, cuando la

población catalana pasaba de las 3.218.596 a las 5.660.393 unidades. El boom demográfico
entre el principio de los años sesenta y la mitad de los años 70 fue sencillamente

espectacular: en 1972, una cuarta parte de la población catalana era en edad de

escolarización obligatoria.

Comparación de los efectivos de la escuela obligatoria en Catalunya entre 1969 y 1975

Curso 1969-70 Curso 1974-1975 Incremento
Numero de niños 521.598 795.926 526%

Fuente: F. PEORÓ GARCÍA: VDrilntadópoUti&a di'sm.lJla ,t/¡¡,tJIÜI a CataÚIt!Ja Ediuoc, Bru:celona: 1997 p.11

Las políticas educativas de los últimos gobiemos franquistas, continuadas por los ejecutivos
centristas y construidas sobre la idea de la subsidiariedad del papel del estado en la

educación, no pudieron ni quisieron atacar el enorme aumento de la demanda educativa

catalana, y los centros privados - incluso después que a partir de la LGE recibieron

importantísimas cuotas de financiación por parte del estado - no fueron capaces de

aumentar de manera adecuada la amplitud de su oferta. Estos dos elementos combinados

generaron a lo largo de los años setenta una verdadera calamidad escolar en Catalunya. En

este sentido un dato parece emblemático: todavía a finales de los años 70, las plazas

850 Íbidem
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escolares de enseñanza básica públicas disponibles en la provincia de Barcelona

representaban sólo aproximadamente un 30% del total85l•

En segundo lugar, evidentemente, la existencia de una fuerte reivindicación en favor de una

escuela catalana. En este sentido, la cuestión no era representada sólo por el hecho de que

cada vez más y con más fuerza a lo largo de los años habían aumentado las movilizaciones

a favor de la introducción de la enseñanza de la lengua catalana, sino también por la

existencia de un fuerte movimiento en favor de una escuela moderna y participativa que

entroncaba con la tradición de renovación pedagógica empezada con la Mancomunitat a

principio de siglo y que en los años treinta y bajo los auspicios de la Generalitat republicana
, .

había tenido SU momento álgido852• Así, desde finales de los años sesenta habían surgido
movimientos de renovación pedagógica formados por profesores encuadrados en la escuela

pública y también toda una serie de centros educativos de titularidad privada en su mayoría
de propiedad de cooperativas de padres y profesores y de entidades sin ánimo de lucro.

Estos centros a la vez que ayudaban a paliar el ingente déficit de plazas escolares, habían

utilizado los márgenes de maniobra que a partir de 1970 el estado había concedido a los

centros privados, y habían empezado a plantear -de forma más o menos explícita- un

modelo de enseñanza radicalmente distinto del oficial, basado sobre los principios de la

escuela comprensiva, de la coeducación, de la a-confesionalidad de la enseñanza, de los

métodos participativos y, que, en muchos casos, habían introducido el uso del catalán

como lengua vehicular. Como se verá, este colectivo de escuelas privadas "atípicas", era .

bastante diverso. Bien compartiendo elmarco ideológico de los principios ahora indicados,

había escuelas con vocación de devenir públicas, que entonces eran privadas sólo por la

imposibilidad -dadas las condiciones políticas generales- de trasladar al sistema público SU

bagaje pedagógico, al lado de centros que consideraban la dicotomía escuela

pública/escuela privada como engañosa y que si bien reivindicaban la gratuidad de la

enseñanza (a través de un sistema de subvenciones) no se planteaban, ni siqniera en un

diverso escenario político, alterar el carácter de su titularidad.

En tercer lugar, el carácter peculiar de una parte de la iglesia católica catalana. Aunque a

menudo se ha querido magnificar quizás más de lo debido la poca alineación de la iglesia
católica catalana con la Conferencia Episcopal Española a finales del franquismo, es

851 Véase DEPARTAMENT D'ENSENYAMENT: Situa&i4 ipmp,rliva tÚ rlltSl1!Ytl11IIItt a CataÚl'!Jfl Genralitat
de Catalunya, Barcelona: 1986 pp.187-188.
852 Véase]. GONZÁLEZ AGÁPITO: L'EscolaNolNl CataImra 1900-1939 Eumo Vico 1992; M. MATA: Angll,
Garriga, la uva ISCOIa, la Slva gnzmKió tÚ mutm Fundació ÁngeIs Gattiga Saifores: 1998; en particular, sobre las
iniciativas de la Generalitat en campo educativo durante la guerra civil, véase E. FONTQUERNI y M.
RIBALTA: L 'Ens"!Yam,nt a CafaÚl'!1a dIIrrznt laguerra ¿vil ElCENU Barcanova, Barcelona: 1982.
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indudable que el impacto del Concilio Vaticano II fue posiblemente más extenso sobre el

conjunto del mundo católico catalán que sobre el español. Este elemento, unido a una

cierta catalanidad tradicional de una parte de la iglesia catalana, acabó revirtiéndose también

en el mundo de la enseñanza. Así, si bien una parte importante de las escuelas dependientes
de los órdenes religiosos catalanes siguieron cumpliendo con su función de correa

ideológica del régimen, a partir del final de los años 60, a diferencia de lo que ocurría en el

resto del estado, no se podía hablar ya de una coincidencia absoluta entre los valores

vehiculados por la totalidad de la escuela confesional catalana y los valores del régimen,
sino que en más de un caso las fronteras se hicieron más difusas y .se asistió a un cierto

, .

distanciamiento de la escuela confesional, que reivindicaba en alguna medida una cierta

autonomía ideológica.

Y, finalmente, la existencia de un tejido más fuerte, complejo e interconectado de

movimientos sociales, que encontraba su momento de máxima síntesis en los organismos
unitarios, y en primer lugar en la Assemblea de Catalunya. Así, a diferencia de cuanto se

produjo en el resto del estado, la lucha de los barrios más pobres para conseguir escuelas, la

de los profesores en favor de las mejoras salariales, la de las organizaciones de la sociedad

civil para la construcción de una escuela catalana en lengua y contenidos, la de los padres y
de los ciudadanos en general para una escuela democrática, participativa y de calidad, no se

configuraban como batallas aisladas y corporativas, sino que iban a constituir una parte

imprescindible de una lucha más global para la conquista de la democracia y para el

reconocimiento de las libertades nacionales. Una lucha en la cual participaban, dentro de

los organismos unitarios, partidos, sindicatos, asociaciones de vecinos y de padres,
entidades culturales, organizaciones de profesores y incluso de titulares de centros escolares

privados.
La fotografia de la situación del mundo de la enseñanza en Catalunya a finales del

franquiamo y a principio de la transición, en el pleno de la que se denominó lI'etra escolar,

devuelve pues una imagen compleja, no interpretable sólo a partir de los clásicos

antagonismos entre escuela pública y escuela privada o .laicismo y confesionalidad de la

enseñanza. Otros factores, como la reivindicación nacional, la infradotación de plazas

escolares, el carácter parcialmente peculiar de la iglesia catalana y la colocación de las

movilizaciones del mundo de la enseñanza en un contexto reivindicativo más amplio,
crearon un cuadro más diversificado, poblado de actores portadores de intereses y

proyectos políticos y educativos diferentes pero que encontraban su convergencia en la

distancia de la concepción autoritaria de la enseñanza franquista.
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Así, muerto Franco, después de cinco años de vigencia de la LGE Y en el pleno de la

contrarreforma educativa y de la guerra escolar, si se analizan las características de las diferentes

asociaciones de los actores del sistema educativo en Catalunya, se encontrará un panorama

da ti el -1853que poco o na a tiene que ver con panorama espano .

Por lo que se refiere a las asociaciones de titulares de centros de enseñanza, aliado de la

Federació Catalana de Centres d'Ensenyament (PCCE), ligada a la Confederación Española
de Centros de Enseñanza (CECE) y al Fomento del Trabajo, expresión de los intereses más

clásicos de la patronal escolar - y, en definitiva del régimen -, se encontraban también el Grup
d'Acció Escolar Catalana (GAEC), asociación que recogía la actividad de unos cuantos

, .

centros de iniciativa privada pero que se consideraban de interés público y que tenía la

particularidad de querer representar no sólo a los titulares de los centros sino también a los

padres, profesores y alumnos. Las escuelas del GAEC, todas de titularidad privada, eran,
desde un punto de vista jurídico, muy diferentes entre ellas, recogiendo centros surgidos del

impulso cooperativo de padres y profesores, sociedades anónimas, fundaciones, y

iniciativas particulares. Todos los centros pero compartían pero dos características

comunes: ser empiesas sin ánimo de lucro y querer impulsar la promoción pedagógica y
cultural de una escuela catalana en el marco de una sociedad pluralista.
La tercera asociación más importante era representada por el Col1ectiu per .a l'Escola

Pública Catalana (CEPEPC), que reunía mayoritariamente los centros creados a partir de la

iniciativa cooperativa de padres y alumnos. El CEPEPC, surgido de la confluencia en 1976

de dos diferentes organizaciones - la Unió Territorial de Cooperatives de Ensenyamentde

Catalunya y Coordenació Escolar - aglutinaba centros presentes tanto en los más distintos

barrios de Barcelona, como en las otras provincias y en el ámbito rural. Se trataba de

centros caracterizados por el principio de participación, la voluntad de poner al abasto de

toda la población (independientemente de su nivel socioeconórnico) una enseñanza

moderna, catalana -y en catalán- y de calidad. Pero ciertamente, el elemento más destacado

de estos centros era la voluntad de integrarse, cuando las condiciones políticas lo

permitieran, en una red pública dependiente de un poder autónomo catalán. En este

sentido, sin ser una paradoja, el CEPEPC --a todos los efectos una organización surgida
para defender los intereses de unos centros de titularidad privada- fue, a lo largo de toda la

transición, el mayor impulsor de las movilizaciones a favor de una escuela democrática,

participativa, catalana y, sobre todo, pública.

&53 Una excelente síntesis sobre la historia, la representatividad, las funciones y la colocación ideológica de las

organhaciones más importantes del mundo escolar catalán, se puede encontrar en el libro de M. BOIX: Cmps
d'intms ¡pon/ira ,dNtaúl1tt a CataiJl'!la Edicions 62, Barcelona: 1992.
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Finahnente, entre las organizaciones de los titulares de los centros docentes, se tiene que

mencionar obligatoriamente el Secretatiat de I'Escola Cristiana, organismo dependiente de

Consell Diocesá de la Escola Cristiana, y, en definitiva, de los obispados catalanes. Nacido

formahnente en 1978, su origen se tiene que remontar a diferentes iniciativas organizadas a

lo largo de los años setenta por varios centros católicos en defensa del papel desempeñado

por las escuelas confesionales en la sociedad. Siendo acérrimo defensor del derecho de los

padres de elegir una formación religiosa para sus hijos, en más de una ocasión se separó de

las posiciones de la Conferencia Episcopal Española, decidiendo no adoptar posiciones
beligerantes con respecto a la enseñanza laica y defendiendo, en linea con las posturas de

. .

una parte de la iglesia catalana, la catalanización de la enseñanza.

Por lo que se refiere a las asociaciones de profesores, al lado, evidentemente, de la

presencia de los sindicatos - tanto de clase, como UGT y la CONC, como de corte más

corporativo, como organizaciones más pequeñas - una de las características más destacada

del asociacionismo de los profesionales de la enseñanza era representada por los

movimientos de renovación pedagógica (MRP).
Estas organizaciones recogian la tradición histórica empezada en Catalunya a finales del

siglo XIX y que pretendia adaptar a la realidad catalana las corrientes de renovación

procedentes del pensamiento pedagógico europeo. Este impulso encontró sus primeras
realizaciones a través de las Escoles d'Estiu organizadas bajo los auspicios de la

Mancomunitat de Catalunya entre 1914 y 1923 y finalmente, de una forma más incisiva y

coherente gracias a la acción de la Generalitat republicana y al maestrazgo de la pedagoga
catalana Rosa Sensat854• La instauración y la consolidación de la dictadura había durante casi

treinta años interrumpido esta tradición, que pero fue recuperada a partir de finales de los

años sesenta por de maestros y profesores operantes tanto en la escuela pública como en

una parte de la escuela privada, que reclamaban unos métodos educativos modernos

basados sobre las teorías de la "escuela activa". El objetivo principal de estos movimientos

era conseguir una escuela participativa, de calidad, conectada al medio en que se

encontraba, catalana en lengua y en contenidos, y, sobre todo, pública. La principal
actividad de los MRP fue la reanudación de la tradición de las Escoles d'Esliu a finales de los

años 60 y que, a lo largo de la década siguiente se transformaron en verdaderos

laboratorios pedagógicos. Las Escoles d'Estiu, de hecho fueron la sede en el cual los

diferentes movimientos intercambiaron sus experiencias pero también indudablemente

constituyeron importantes momentos de elaboración genuinamente política. Así, en las
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ediciones de 1975 y de 1976 se aprobaban dos manifiestos a favor de una escuela pública
catalana en los cuales no sólo se fijaban las directrices pedagógicas de lo que se quería que

fuera la nueva escuela pública sino que también se indicaba detalladamente el camino que

las escuelas privadas tendrían que cumplir para integrarse, en un futuro democrático ya no

lejano, en el sistema público855•
La incidencia a nivel político del trabajo de los MRP a lo largo de la última mitad de los

años setenta fue sin embargo destacada. Su conexión explícita con la Assemblea de

Catalunya desde los primeros momentos de la transición, y su participación en los trabajos

del Congrés de Cultura Catalana contribuyeron a que muchas del sus reivindicaciones
,

acabaron integrándose a pleno título en las reivindicaciones más generales de los

organismos unitarios. En un segundo momento, ya restaurada la Generalitat provisional y
constituidos los primeros ayuntamientos democráticos, participaron activamente en la

concepción y en la aplicación de las políticas educativas de las nuevas instituciones.

Finalmente, por lo que se refiere a las asociaciones de padres, quizás fuera este el ámbito en

que la situación catalana se parecía más a la situación del resto del estado español, aunque

aquí también con algunas importantes diferencias.

Las dos organizaciones más representativas eran la Confederació Cristiana d'Associacions

de Pares d'Alumnes de Catalunya (CCAPAC), representante de los intereses de los padres
de alumnos de escuelas. confesionales y la Federación de Asociaciones de Padres de

Catalunya (FAPAC), integrada por asociaciones de padres de alumnos procedentes de la

escuela pública y de aquellas escuelas privadas pero de interés público a las cuales ya se hizo

referencia.

La primera, heredera de la Federacions Diocesanes de Pares de Familia i Pares d'Alumnes

constituida en 1964, se constituyó formalmente en 1977 y, según sus estatutos, tenía como

objetivos la defensa de la educación religiosa pero también la promoción de una

distribución justa de los bienes cultutales sin privilegio para ningún grupo o clase social

La segunda, nacida de una coordinadora de varias organizaciones de padres creada en 1975

y formalmente constituida en federación en 1978, tenía como objetivo la consecución de

un sistema de enseñanza pública, catalana, gratuita y de calidad en la cual los padres

pudieran jugar un papel participativo importante. Con respecto a la enseñanza privada,

lejos de adoptar posturas ideológicas rigidas, la FAPAC se mostraba extremadamente

realista a la hora de valorar la importancía de los centros privados en la paliación del déficit

854 Sobre la vicia de Rosa Sensat (1873-1961), véase J. GONzALEZ AGÁPITO: Rosa Smsa! i Vi/d,fer di la
lIitIa "rola Edicions 62 Barcelona: 1989.
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de puestos escolares que sufría el país, aunque reclamaba una rápida y urgente

racionalización de todo el sistema que tuviera como prioridad clara la escuela pública.
Así que, por lo que se refiere a las asociaciones de padres, en buena parte la similitud con el

caso español prácticamente se refería a la diferente procedencia de los miembros de las dos

grandes asociaciones. En realidad pero, la contraposición - de intereses y también

ideológica - tan dura que existió a lo largo de los años setenta entre las organizaciones de

padres de las escuelas católicas y de las escuelas laicas del escenario escolar español, no se

produjo con la misma virulencia en Catalunya.
En general, pues, el mundo de la enseñanza en Catalunya durante. la transición parece

. .

mostrar fundamentalmente dos características.

Por un lado, la poca visibilidad y el poco dinamismo - que no quiere decir bajo ningún

concepto poca fuerza real- de los intereses más ligados a una concepción privatistica,
autoritaria y nacionalcatólica de la enseñanza.

Y, por el otro, la existencia de un tejido asociativo importante y combativo, claramente

insertado en el conjunto de los movimientos sociales y políticos antifranquistas, que

abarcaba colectivos con intereses y posiciones ideológicas a menudo diferentes pero que

compartían algunas ideas básicas: la democratización de la enseñanza y la construcción de

un sistema educativo autónomo, moderno, bien conectado con la realidad del país y que

volviera definitiva y integralmente a abrir sus puertas a la lengua y a la cultura catalana.

Estas dos ideas se traducirán primero en las reivindicaciones del movimiento unitario, y,
más tarde serán a la base de las partes de los programas electorales de los partidos

antifranquistas dedicadas a la enseñanza para las primeras elecciones democráticas.

Uno de los primeros resultados de estas circunstancias será, a partir de la restauración de la

Generalitat provisional, una estrecha colaboración entre el recién nacido Departament de

Ensenyament i Cultura (del cual será Director General J. Guitart, futuro Conseller

d'Ensenyament), dirigido por el liberal Pete Pi i Sunyer - y muchas de las organizaciones

que se han mencionado a través de un órgano consultivo, llamado Consell Assessor

d'Ensenyament i Cultura, creado en 1979.

Asimismo, como ya se ha recordado, después de la constitución de los primeros

ayuntamientos democráticos, la mayoría de estas asociaciones, sobre todo las más cercanas

a los partidos de izquierda, como los Movimientos de Renovación Pedagógica y la FAPAC,

participaron en la definición de las políticas municipales en materia de enseñanza.

855 Los dos manifiestos esmn recogidos en el volumen ESCOLA D'ESTIU DE ROSA SENSAT: Per una

NDVa &(010 PJÍb/ita Catalana, Poblieacions de Rosa Sonsat Barcelona: 1976.
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Pero quizás el momento de síntesis más importantes entre las reivindicaciones compartidas

por las organizaciones escolares catalanes - democratización y autonomía del sistema

escolar catalán - y los representantes políticos encargados de dibujar el horizonte

ínstitucional en el cual se desarrollarían las políticas escolares en Catalunya, haya sido

representado por la discusión estatutaria, cuando la práctica totalidad de ellas, junto a los

partidos catalanes antifranquistas, reivindicaron - sín éxito, como se verá -, que las

competencias en materia de enseñanza destinadas a la Generalitat fueran de carácter

exclusivo.

En este sentido, y no obstante la unidad reivindicativa demostrada .a lo largo del bienio
, .

1977-1978, ya el devenir del debate constitucional había evidenciado las dificultades

existentes para que las decisiones sobre el modelo escolar se pudieran realizar

autónomarnente en el ámbito catalán.

En la gran discusión constitucional sobre la institucionalización del derecho a la educación,

evidentemente, los términos del debate fueron fuertemente ínfluidos por la dura

'confrontación ideológica que se vivía en el ámbito estatal entre una derecha recelosa a

admitir un papel más activo del estado en la educación, la laicidad de la enseñanza y el

recorte de privilegios y autonomía a los centros privados y una izquierda comunista y

socialista deseosa de favorecer la igualdad en el acceso a los bienes culturales y de fijar una

formulación del principio de la libertad de enseñanza que no fuera únicamente instrumental

a las razones de la grande patronal escolar, sobre todo católica.

El artículo 27, a través del cual la carta constitucional regulaba finalmente el derecho a la

educación, apareció como un verdadero ejercicio de equilibrio jurídico y síntáctico,

construido con el objetivo de componer visones y intereses duramente enfrentados. Así si

se establecía un derecho universal a la educación que comprendía también la obligatoriedad
y gratuidad de los estudios básicos - ya garantizadas, al menos formalmente, por la LGE -,

a la vez se admitía la libertad absoluta para toda persona fisica y jurídica de crear centros

docentes. Por otra parte, si la derecha había admitido finalmente un cierto papel de control
del estado sobre los centros privados (a través de la inspección y de la homologación de los

títulos) y incluso había aceptado el principio de participación en la gestión para todos los

centros sostenidos con dinero público, la izquierda aceptaba la institucionalización del

derecho de elección de centros para los padres y la garantía para estos últimos de poder
exigir una formación religiosa y moral en la escuela para sus hijos de acuerdo con SUS

principios·5<5 .

.,6 Según el art27 de la Constitución Española de 1978: "1. Todos tienen el derecho a la educación. Se
.....
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Sea como fuere, tanto el acuerdo firmado unos meses antes de la aprobación y insertado en

los pactos de la Moncloa, según el cual el estado se comprometía a la reducción drástica del

déficit de plazas escolares públicas857, como el compromiso representado por el articulo 27,

no consiguieron rebajar el clima de choque ideológico en tomo al terna de la enseñanza. Al

contrario, se verá como la indeterminación y la objetiva ambigüedad de la cual sufría el

redactado final de la norma constimcional, había dejado a la merced de interpretaciones
totalmente antagónicas el derecho a la educación consagrado en el texto, dependiendo
totalmente del gobierno eventualmente en el cargo una interpretación fuertemente

decantada hacia la "libertad de enseñanza" - que favorecería el se�tor, privado y religioso -

o, alternativamente hacia la igualdad en el acceso - favoreciendo así los fautores de un

sector público fuerte y de un sector privado absolutamente subsidiario-,

Pero además, por lo que se refiere a las autonomías, y en particular a Catalunya, el saldo del

acuerdo constitucional sobre el derecho a la educación se había demostrado, al menos

parcialrnente, negativo. La necesidad expresada por la izquíerda, y en este sentido, en parte
también por la izquíerda catalana, de limitar las pretensiones de una derecha portadora de

los intereses de unos poderes fácticos poco dispuestos a abandonar sus privilegios, había

tenido corno resultado que los mecanismos de control público sobre los centros que

consiguió finalrnente introducir el dispositivo institucional fueran referibles prácticamente
en su totalidad al estado central

Así, si bien el art.27 hablaba genéricamente de "poderes públicos" encargados de

proporcionar una "programación general de la enseñanza" y de "inspeccionar" y

''homologar'' el sistema educativo para garantizar el cumplimiento de la ley, la carta

constitucional había finalrnente acabado por consagrar corno competencia exclusiva del

estado la "regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de los

títulos académicos y profesionales" y la facultad de "dictar normas básicas para el

reconoce la libertad de enseñanza. 2. La educación tendrá por objeto e! pleno desarrollo de la personalidad
hwnana en e! respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades
fundarnenlliles. 3. Los poderes públicos garantizan e! derecho que asiste a los padres para que sus hijos
reciban la fonnación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 4. La enseñanza
básica es obligatoria y gratuita. 5. Los poderes públicos garantizan e! derecho de todos a la educación,
mediante una programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todo. lo. sectores

afectados y la creación de centros docentes. 6. Se reconoce a las personas flsicas y jurldicas la libertad de

creación de centros docentes, dentro de! respeto a los principios constitucionales.7. Los profesores, los
padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en e! control y gestión de todos los centros sostenidos por la

Adtninistración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca. 8. Los poderes públicos
inspeccionarán y homologarán e! sistema educativo para garantizar e! cumplimiento de las leyes. 9. Los

poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca. 10. Se
reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca".
8S7 Según e! programa de nuevos puestos escolares inclnido en la letra de los Pacto. de la Moncloa, se preveía
la creación de 800.000 puestos de EGB, 400.000 de preescolar, y 200.000 de BUP. Véase R. GOMA y J.
SUBlRATS: PolilktIJplÍblktIJ '" España Acle!, Barcelona: 1998 p.158.
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desarrollo del art.27,,858. Quedaban así legalmente reducidas al mínímo las esperanzas para

las nuevas instituciones autonómicas de poder encargarse por completo de la definición de

las lineas generales del nuevo sistema escolar catalán, tanto por lo que atañía a la

programación como a los controles.

Pero no obstante los escasos márgenes ofrecidos por la solución constitucional, sólo unos

meses después, a lo largo del debate estatutario, la reivindicación de unas competencias
exclusivas en materia de enseñanza para la Generalitat quedó viva y acabó plasmándose en

el proyecto de estatuto que finalmente llegó al examen de las Cortes.

Finalmente, el debate en el parlamento español y sobre todo la, intervención directa del

presidente Suárez en las fases más duras de la negociación estatutaria tuvieron, como

resultado que en el texto finalmente aprobado las competencias pasaran de "exclusivas" a

"plenas", se reconociera explícitamente, a través de una mención al art.140.1.30 CE las

competencias del estado en materia no sólo de homologación y expedición de títulos, y
también se incluyera una competencia para el estado enmateria de "alta inspección"859.
Así que en definitiva, la reivindicación compartida tanto por los actores sociales del mundo

de la escuela como por los partidos políticos, de reservar el debate sobre el modelo escolar

a un escenario parlamentario exclusivamente catalán, había casi por completo fracasado ya

que sería finalmente una ley estatal a definir en buena medida hacia donde - si hacia la

libertad de enseñanza o hacia la igualdad en el acceso a la educación -:: se decantaría la

interpretación del artículo 27 de la Constitución.

En este sentido, finalmente, la responsabilidad de recuperar, en la medida de lo posible, los

espacios de autonomía que los textos constitucional y estatutario habían negado al

parlamento y a la sociedad catalana, pasaría a la acción de gobierno del nuevo ejecutivo
autonómico y no ya al conjunto de las fuerzas políticas y sociales catalanas.

y el nuevo gobierno nacionalista encabezado a partir de la primavera de 1980 por Jordi
Pujol, intentará cumplir con su función a través de una doble acción.

Por un lado, a través de los diputados de CiU en las Cortes, se dispondrá a participar
activamente en la redacción de las normativas estatales que finalmente darán actuación a los

preceptos constitucionales.

858 Art. 149.1.30 de la Constitución Española de 1978.

859 Así según el art.15 del texto final del Estatuto de Autonomía de 1979: "És de competencia plena de la
Gencralitat la regulació i administració de l'ensenymnent en rota la seva extensió, nivells i sr'US, modalitats i
especialitats, en l'ámbit de les seves competencies. sens perjudici d'alló que disposen l'article 27 de la
Constitució i Lleis Organiques que, conforme a l'.partat primer de l'article 81 d'aquel1a, el desenvolupin, de
les facultats que attibueix a l'Estat el número 30 de l'apartat 1 de l'article 149 de la Constitució i th falla

insp.«Íó n.C4sstlriaperalll1l (()mplimi.nI igmrmlia "(la cursiva es nuestra).
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y por el otro, paralelamente, exigirá rápidamente la transferencia de todas las competencias
en materia de enseñanza de manera de poder transformarse desde el principio en aquellos
"poderes públicos" a los cuales hacia referencia el texto constitucional, velando porqué
finalmente la intervención del estado central en la gestión del sistema se limitara

estrictamente a los supuestos de programación general, control y inspección.
El nuevo contexto resultante de la redacción final de la Constitución y del Estatuto pues,

había representado un cierto cambio con respecto a las perspectivas imaginadas en un

primer momento por los partidos y las organizaciones del mundo escolar de Catalunya. A

partir de 1979, la discusión sobre el modelo escolar se saldría obligatoriamente de aquella
, .

lógica unitaria - Y en las previsiones, parlamentaria -que había presidido los años anteriores,

para recolocarse en un nuevo ámbito en que la acción del ejecutivo - tanto en la aplicación.
de las normas estatales como en la negociación para las transferencias - representarían el

elemento determinante.

Pero se verá como, no obstante la nueva situación generaría la necesidad de una

recolocación de todos los actores y de un diferente planteamiento de todo el debate, la

experiencia de las movilizaciones que habían caracterizado los primeros años de la

transición y el consenso que a lo largo de aquellos años se había construido en tomo a

algunos valores básicos, jugarán un papel decisivo a la hora de hacer posiblemente menos

dificil y conflictiva la delicada composición de intereses que representó la construcción del

nuevo sistema escolar catalán.

7.2 La aprobación de la LOEeE, las transferencias y las primeras
actuaciones de la Generalitat.

Ya se ha recordado como el art.27 de la Constitución constituyó fundamentalmente un

compromiso enunciativo. En el texto de la norma aparecían prácticamente en igual medida

disposiciones procedentes tanto de la concepción derechista y católica, que ponía el énfasis

sobre la libertad de enseñanza - entendida fundamentalmente como libertad de empresa - y

el papel de subsidiariedad del estado, como de la que hacia hincapié, al contrario, en la

asunción por parte del estado del cometido de hacer realidad la igualdad en el acceso a los

bienes culturales, y, por ende postulaba la necesidad de reforzar el sector público, propia de

izquierda.
En este contexto jurídico, ambiguo y polivalente, sería finalmente la decisión del gobierno
de tumo - según ttasladara a la legislación básica con más o menos vigor una parte u otra
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del precepto - a determinar los presupuestos ideológicos del nuevo sistema escolar. La

omnicomprensividad del precepto constitucional, y la falta en ello de una conceptualización de

síntesis que superara, conyugándolas, las dos contrapuestas visiones, hacía de ello una

previsión legislativa poco eficaz a la hora de delimitar claramente las características del

modelo de escuela que se quería construir después de la dictadura. En otras palabras, en la

previsión del art.27 cabían un modelo centrado en una escuela pública predomínante y casi

única, así como un modelo fuertemente privatístico en el cual el estado tuviera una función

decididamente marginal y casi caritativa.

y los riesgos de una interpretación desigual, sesgada, y por esto potencialmente conflictiva,
, '

no tardaron a materializarse. En la primavera de 1980, las Cortes aprobarian la Ley

Orgánica de Estatutos de Centros Escolares86lJ, según un texto presentado por el ministro

centrista Otero Novas.

La norma, destinada claramente a perpetuar el papel subsidiario del estado en la educación,

desató una de las fases posiblemente más tensas y conflictivas de la guerra escolar que

caracterizó - y, en parte todavía caracteriza - la vida política española. Tres parecían sus

elementos más destacados y conflictivos.

En primer lugar, el íntento de codificar - respaldándose en la Constitución - una acepción
de la libertad de enseñanza decididamente orientada a favorecer los intereses ideológicos y
económicos de la gran patronal escolar española. Así, no sólo se garantizaba a toda persona

física y jurídica - con contadas y concretas excepciones - el derecho de implantar centros

escolares861 sino que sobre todo se garantizaba, para los titulares de los centros privados, la

posibilidad de establecer un "ideario propio" de los centros862, del cual tendrían que tener

cuenta tanto los alumnos y los padres - que veían sacralizado su derecho a la elección de los

centros863 -, como sobre todo los profesores864• Tal supuesto, a la pníctica, comprimiría de

860 Ley Orgánica 5/1980, de 19 de junio de 1980, de Estatutos de Centros Escolares.
861 Según el art.7.1 de la norma: "Toda petsona flsica o jurldica pública o privada, de nacionalidad española,
tiene libertad para establecer y dirigit centros escolares, dentro del respeto a la Constitución y a las leyes". Ley
Orgánica 5/1980, de 19 de junio de 1980, de Estatutos de Centros Escolares.
862 Según el arto 34.1 de la norma: "Se reconoce a los titulares de los centros privados a establecer un ideario
educativo propio dentro del respeto a los principios y declaraciones de la Constitución. Asimismo podrán
contratar el personal del centro y ejercitar los derechos y deberes dimanantes de es.. relaciones contractuales
con el personal, asumir la gestión económica del centro y la responsabilidsd del funcionamiento del mismo
delante de la Administración". Ley Orgánica 5/1980, de 19 de junio de 1980, de Estatutos de Centros
Escolares.
863 Según el art.5.1 de la ley: "Los padres y tutores tienen el derecho a elegir el tipo de educación que deseen

para sus hijos o pupilos y a que éstos reciban, dentro del sistema educativo, la educación y la enseñanza
conforme a sus convicciones filosóficas y religiosas, a cuyo efecto podrán escoger el centro docente que
mejor se acomode a esas convicciones". Ley Orgánica 5/1980, de 19 de junio de 1980, de Estatutos de
Centros Escolares .

.... En este sentido, el art.15 de la LOECE, establecía que:''Los profesores, dentro del respeto a la

Constitución, a las leyes, al reglamento de régimen interior,J, lit ltI taSO al itúario ,tbicativopropio túl mitro, tienen
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manera evidente la libertad de cátedra que la misma constitución garantizaba a los

profesionales de la enseñanza.

En segundo lugar, la LOECE hacía una interpretación de la gratuidad de la enseñanza

obligatoria restrictiva y intencionalmente poco detallada. Si bien se proclamaba la

obligatoriedad y la gratuidad de la enseñanza de los 6 a los 14 años, la fórmula a través de la

cual esta se garantizaría se reducía a una mención de una Ley de Financíación de la

Enseñanza Obligatoria que nunca se llegó a aprobar865• En un primer momento, el

gobierno pensó en la introducción de los cheques escolares, per,? tramontada rápidamente
esta hipótesis, la gratuidad se sustancíaría en la prolongación del sistema de subvenciones

. '

utilizado a partir de 1970 y que en los últimos años de gobierno centrista llegaron a cotas

realmente sorprendentes.

Subvenciones a la enseñanza privada 1973-1982. En millones de pesetas.

Año Ministro Cantidad

1973 J. L. Villar Palas! 750
1974 Julio Rodr!guez 4.595
1975 Cruz Mart!nez 6.806
1976 C. Robles Piquer 8.988
1977 Aurelio Meléndez 13.186
1978 lñigo Cavero 14.149
1979 lñigo Cavero 13.728

1980 J. M. Otero Novas 15.472

1981 J. A. Ortega Díaz 14.965
1982 F. Mayor Zaraqoza 16.800

Fuente: Elaboración propia a partir de J. CALERO Y X. BONAL: PoNIi", ,dN<ali",J gasto ptíbliro '" ,dN<a<ió1l

Potnares-Corredor, Barcelona: 1999, p. 71

Pero en este sentido, quizás el elemento más importante sea representado por la absoluta

falta de criterios legales explicitos que regularan requisitos necesarios para que un centro

pudiera ser subvencionado, con el resultado de una financíación indiscriminada, arbitraría,

extremadamente gravosa desde un punto de vista económico y, a la postre, ineficaz.

Y, finalmente, la LOECE tergiversaba el principio de participación de la comunidad escolar

en la gestión de los centros que el articulo 27 había enuncíado. Así, según el texto centrista,

dicha participación se limitaba - y sólo en los casos de los centros públicos o sostenidos

garantizada la libertad de enseñanza. El ejercicio de tal libertad deberá orientarse a promover, dentro del

cwnpIimiento de su especlfica función docente, una formación integtal de lo. alumnos, adecuada a su edad,
que contribuya a educar su conciencia moral y clvica, en forma respetuosa con la libertad y dignidad
personales de lo. mismos", La cursiva es nuestra. Ley Orgánica 5/1980, de 19 de junio de 1980, de Estatuto.
de Centro. Escolares,
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con fondos públicos - a una vaga función de control de la gestión económica, sin que

padres, profesores y alumnos pudieran intervenir en la fijación de las lineas ideológicas y

pedagógicas del centro866. Esta función, en el caso de los centros privados - incluso de los

subvencionados con dinero público - recaía en el titular y en los cargos de su confianza.

En definitiva, la LOECE reproducía el modelo privatístico heredado de la última etapa del

franquismo. Ni alteraba e! régimen de privilegios económicos y ideológicos del que hasta

entonces habían disfrutado los centros privados, ni constituía un instrumento válido para

reorganizar eficazmente las ofertas de puestos escolares gratuitos, ni solucionaba las

demandas de los sindicatos de los profesores - el Estatuto de los Trabajadores, aprobado
,

.

en 1980 se aplicó a los trabajadores de la administración educativa sólo en 1982 -, ni daba

unos cauces de expresión adecuados a las instancias de participación de las diferentes

componentes escolares.

Pero no obstante la política educativa de los centristas, y más en concreto la aprobación de

la LOECE desató la fase posiblemente más dura de la guerra escolar, y no obstante los

dirigentes nacionalistas catalanes habían advertido en más de una ocasión sobre los riesgos
de una politización excesiva y dañina de la cuestión escolar, el grupo parlamentario de

Minoría Catalana fue e! único a respaldar e! texto presentado por e! gobierno.
Las razones de un apoyo parlamentario en cierta medida sorprendente -CDC, socio de

mayoría de la coalición, sin dejar de abogar por el derecho de elección de los padres, se

había encontrado en más de una vez junto con los partidos catalanes de izquierda en las

campañas a favor de la escuela pública-, se tengan posiblemente que buscar en parte en el

contexto general en que se produjo e! voto y en las relaciones que por aquel entonces

ligaban los nacionalistas catalanes a la UCD tanto a Barcelona como a Madrid, en parte a

una cierta evolución de los mismos presupuestos ideológicos de CiU, y en parte,

finalmente, en una concreta estrategia de gobierno llevada a. cabo por la fuerza política.
encabezada por Jordi PujoL
En el momento en que se produjo el voto sobre la LOECE, las relaciones entre la UCD y

CiU eran extremadamente y forzosamente estrechas. A Madrid, los diputados de Minoría

Catalana garantizaban la existencia del gobierno Suárez, pero a Barcelona los diputados

86S Era prevista por el art. 5.2 de la Ley Orgánica 5/1980, de 19 de junio de 1980, de Estatutos de Centros
Escolares.
8M As!, el art.16 de la ley establec!a escuetamente que: "Los profesores,los padres, el personal no docente y,
en su caso, los alumnos intervenc:lcin en el control y en la gestión de todos los centros sostenidos por la
Administración con fondos públicos en los términos establecidos por la presente ley". En concreto, el are 18,
establec!a que la participación de los padres sólo era prevista a través de una asociación única por cada centro,

y que en todo caso ésta tenía que operar "respetando el reglamento de régimen interior, y, cuando lo hubiese,
el ideario del centro". Ley Orgánica 5/1980, de 19 de junio de 1980, de Estatutos de Centros Escolares.
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centristas eran una pieza clave de la compleja mayoría que permitía a Pujol de gobernar con
menos del 30% de los sufragios. Así que en cierta medida, las escasas "contrapartidas
autonómicas" obtenidas como resultado de la negociación conducidas por los diputados
nacionalistas - se trataba de la posibilidad para las autonomías que hubiesen recibido

competencias en materia de enseñanza de modificar los criterios establecidos en matería de

centros experimentales, composición y funciones de los órganos de dirección y gestión de

los centros públicos - se demostraron rápida y forzosamente suficientes para cerrar un

acuerdo"'.

Por otra parte, había una cierta motivación ideológica en aquel solitario y discutido - por
, .

parte sobre todo de las fuerzas políticas catalanas de izquierdas - apoyo a las políticas
centristas. La estrategia seguida por el movimiento ·de Jordi Pujol para ganar, de manera

inesperada, las consultaciones autonómicas de 1980, había sido abandonar para siempre las

sugestiones socialdemócratas que habían caracterizado el movimiento nacionalista de la

primera hora. Las voces a favor de un perfil más progresista del nacionalismo de CDC y, en

lo específico, a favor de la escuela pública no desaparecieron dentro del partido. Pero el

acuerdo electoral firmado en 1978 con Unió Democrática y el decidido asalto al espacio
electoral que había sido en 1977 terreno de UDC, unidos a la inversión que una parte

importante del empresarlado y de la patronal catalana habían hecho en la coalición

nacionalista para evitar la perspectiva de una Generalitat "marxista", había movido el

nacionalismo mayoritario catalán a situarse - táctica y estratégicamente - en una órbita

política si no conservadora, en todo caso más genuinamente central en el espectro político
catalán. Y como la estrategia se había demostrado finalmente ganadora, aquellas voces más

progresistas, tenían ahora, en 1980, menos peso que sólo dos años antes.

Pero finalmente, la razón que parece tener más peso - sin ser la úníca, como se vio - en el

voto favorable de Minoria Catalana a la LOECE, es que el apoyo se inscribía en una precisa

y consecuente estrategia de gobierno. En este sentido, para el gobierno de la Generalitat y

para la coalición que lo integraba, la prioridad era que existiera una ley a partir de la cual

poder empezar a actnar ejecutivamente. Por un lado el hecho de que en definitiva la

LOECE fuera una ley poco detallista, más ideológica que funcional, que regulaba poco - y

todavía menos en el caso de los centros públicos de las comunidades que aspiraban a

867 Se trata del punto 3° de la Disposición adicional, según el cual ''Los art.21; 24, apartados 2 y 3; 25, 3 Y 4;
26; 27; 28, 1 Y 2; 29; 30; 31 Y 37 de la presente Ley, sin perjuicio de su carácter general podrán ser sustituidos

y modificados por las Comunidades Autónomos en el ámbito de sus facultades y competencias determinadas

por sus respectivos Estatutos de Autonomía". Ley Orgánica 5/1980, de 19 de junio de 1980, de Estatutos de
Centros Escolares.
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gestionar las competencias en materia de enseñanza - y la necesidad del gobierno de la

Generalitat de no encontrarse en una posición enfrentada con respecto al ejecutivo central

-que era en definitiva quien debía prácticamente proceder a la transferencia de las

competencias- constituyeron elementos de peso que hicieron decantar los nacionalistas a

apoyar la política escolar de UCD.

En otras palabras, dado el contexto competencia! resultante de la Constitución y del

estatuto, los parámetros sobre la base de los cuales el gobierno de Jordi Pujol y CiU

juzgaron la LOECE no eran relativos tanto al conflicto entre; libertad de enseñanza y

igualdad de acceso, entre escuela pública y escuela privada, sino más bien a los márgenes de
. .

maniobra, legales, pero sobre todo políticos y temporales, que la ley dejaría en manos de los

gobiernos autonóruicos, y, en lo específico, a la Generalitat de Catalunya.
Una cierta confirmación de ello quizás sea representada por la rapidez con la cual

finalmente fueron transferidas las competencias en materia de enseñanza. Así, en el octubre

del ruismo 1980868, se procedía a la transferencia de las competencias del Estado a la

Generalitat en un importantísimo grupo de servicios. Pasaban a mano de la Generalitat

todas las funciones hasta entonces desempeñadas por las Delegaciones provincia!es del

Ministerio de Educación; la inspección ordinaria - la alta inspección, por mandato

estatutario, quedaba competencia del Estado -; la titularidad de todos los centros de grado
no universitario; la creación, la supresión y la clasificación de los centros educativos; la

elaboración de los planes y de los progratnas de estudio que desarrollaran los programas

mínimos fijados por el Ministerio; la aprobación de los libros de texto; la elaboración y la

aprobación de los programas de inversión en materia de equiparuientos y construcciones

escolares; la traruitación de las solicitudes de autorización para los centros privados; la

traruitación y la concesión de las subvenciones a la gratuidad; y, finalmente, el

nombraruiento, el traslado, y la promoción de todo el personal transferido.

Esta última competencia, sobre todo por lo que se referia al nombraruiento y al traslado de

los profesores, quizás fue la que creó más conflictos con la administración central, no

obstante el voto favorable de los nacionalistas a la LOECE.

Para el gobierno nacionalista, junto a la redacción de los programas de estudio y a la

aprobación de los libros de texto, el control sobre el acceso a la función pública docente

representaba un elemento imprescinchble en la política de catalanización de la escuela que el

gobierno de Pujol quería explícitamente llevar a cabo. Es evidente, en este sentido, que en

una situación de partida en que buena parte del profesorado funcionario presente en
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Catalunya no era autóctono y desconocia la lengua catalana, la posibilidad de dibujar una

política autónoma de asignación de plazas y de formación permanente - lo que más tarde

se llamó "reciclaje" - tenía una importancia absolutamente crucial.

Para e! gobierno de! Estado, al contrario, a' parte de una cierta evidente resistencia

ideológica, la descentralización de la política de acceso a la función pública docente

representaba añadir mayores dificultades al ya complejo problema funcionarial, que, por
aquellas fechas representaba una verdadera fuente de conflictos sindicales y corporativos.
Pero no obstante los conflictos de competencias que, con respecto a este último punto se

verificaron en abundancia y que, en su enorme mayoría, desembocaron en toda una serie
, '

de recursos interpuestos delante del Tribunal Constitucional; e! decreto de 1980 había

representado, en la óptica del gobierno nacionalista una contrapartida juzgada razonable

por e! apoyo dado en las Cortes a la LOECE.

La administración autonómica salía fortalecida tanto en su dimensión institucional - la

enseñanza junto a la sanidad sea quizás la política de más impacto sobre los ciudadanos -

como presupuestaria ya que e! Departament d'Ensenyament pasaba a representar, entre

1980 y 1982, de un 2,0% a un 27,6% de unos presupuestos de la Generalitat de Catalunya

que, en e! mismo lapso temporal, habían pasado de los 6.971 a los 246.150 millones de

pesetas. Podía así comenzar plenamente su andadura en un campo que, con razón, se había

considerado, desde los primeros momentos de la transición, como central para la

reconstrucción democrática y nacional.

Como ya se ha recordado, la situación con la cual se encontrarla e! nuevo Departament

de'Ensenyament, dibujaba un panorama escolar complejo, caractérizado por un alto déficit

de plazas públicas y por una alta movilización de algunas organizaciones' escolares y de los

sindicatos, que poco ymal había digerido e! apoyo de los nacionalistas a la LOECE y que le

acusaban de haber traicionado los valores que, en los últimos años de la resistencia en

contra de! franquismo habían acomunado los nacionalistas catalanes de Convergencia -

más que de Unió - al resto de las organizaciones políticas y sindicales antifranquistas.
Delante de las críticas cada vez más duras de los partidos de la izquierda parlamentaria y

después de la presentación por parte de! PSOE (con e! apoyo de los otros partidos de

izquierda tanto catalanes como españoles), en e! mismo octubre de 1980 de un recurso de

inconstitucionalidad en contra de la LOECE869, e! gobierno de la Generalitat se disponía a

dar señales de disponibilidad y de diálogo a la oposición .

... Se trataba del Real Decreto 2809/1980, de 3 de octubre, sobre transferencia de servicio del Estado a la

Generalitat de Catalunya enmateria de enseñanza.
... En concreto, hablan sido recurridos los artículos 15, 18 Y 34.
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Era en este cuadro que surgían las Comisions de Participació, órganos consultivos constituidos

en el Departament de Ensenyament, en las cuales la administración invitaba a participar las

organizaciones más representativas del mundo escolar. De hecho, aunque fuera sólo desde

un punto de vista formal, la constitución de las comisiones representaba un intento de

poner una cierta distancia entre la impostación y los postulados contenidos en la LOECE y

la posición y, sobre todo la imagen de la gestión que CiU quería transmitir. Delante de una

ley que concebía la participación sólo como un hecho limitado y reducido, e! gobierno de la

Generalitat intentaba reconstruir puentes con las organizaciones que se habían demostrado

criticas a través de un instrumento que, aunque fuera sólo consultivo;retornaba uno de los

postulados que había sido básico y compartido por la mayoría, de las fuerzas políticas: la

participación de las componentes escolares en la programación general.
Pocos meses más tarde, en e! febrero de 1981, e! TC hacia pública su sentencia en mérito a

la LOECE·70• Finalmente se habían declarado inconstitucionales dos de los tres artículos

recurridos·7!, más aquella reserva "autonómica" que, como se vio, había en parte motivado

e! apoyo de CiU al texto.

En concreto, e! alto tribunal había considerado en primer lugar contrarios a la constitución

los preceptos relativos a la partícipación de los padres en la gestión de los centros. Según la

ley, podrían ostentar la representación sólo los padres constituidos en asociación y, además,

la forma de la representación se establecería por vía reglamentaria. Ahora la sentencia

precisaba que exigir como reqnisito la existencia de una asociación vendría a limitar e!

derecho constitucionalmente garantizado de participación de los padres. Asimismo, por la

relevancia constitucional de este derecho, e! alto tribunal afirmaba que las formas de

representación deberían ser fijadas obligatoriamente por ley.
En segundo lugar, e! tribunal anulaba dos normas relativas a los criterios de partícipación
de las componentes escolares en la gestión de los centros privados, puntualizando que, en

e! caso en que se tratara de centros sostenidos con fondo públicos, éstos no podían, así
como planteaba confusamente la ley hablando genéricamente de "centros privados", ser

fijados ni por fuentes legislativas inferiores a la ley ordinaria ni, todavía menos, como

pretendía la LOECE, a través de un reglamento interno de! centro.

Finalmente, por lo que se refiere a la disposición adicional tercera, e! tribunal establecía que

las reservas establecidas a favor de las comunidades autónomas iban a contradecir e!

principio de jerarquía de las fuentes normativas, puesto que implícitamente permitían la

870 STC 5/1981, de 19 de febrero.
871 El tribunal consideró inconstitucionales el art. 34 (en sus letras b) y d) y en su punto 2), el art.18.1, además
del punto 3° la DisposiciónAdiciorud.
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supremacía de una ley ordinaria aprobada por una comunidad autónoma sobre una ley
orgánica.
La sentencia se habia centrado fundamentalmente, en su parte dispositiva, en la anulación

de unos preceptos que se consideraban limitativos de los principios de participación de la

comunidad escolar en el conjunto de la gestión de los centros escolares, puntualizando que

estos principios se consideraban siempre vinculantes cuando el estado participaba de la

financiación de los mismos, fueron los centros públicos o privados. Quedaban así

derrotadas las pretensiones de autosuficiencia organizativa de los titulares de los centros

privados, de las cuales la derecha se había hecho tradicionalmente l'0r1¡adora.
Por otra parte, la anulación de las "reservas autonómicas",. en definitiva, también se

colocaba en la misma línea argumentativa: los criterios de participación de las componentes

y las funciones de cada una de ellas así como la composición y las funciones de los órganos
de dirección y gestión en el caso de los centros públicos, eran juzgados por el Te como un

terreno propio de una ley orgánica, no modificable por una ley autonómica.

Pero quizás la parte más significativa de la sentencia se encontrara en su parte

interpretativa. Una parte del recurso - en concreto, la relativa art.15 - había tendido a

poner en discusión la posibilidad por parte del titular de establecer autónomamente un

ideario específico del centro, que fuera vinculante tanto por los profesores como para los

alumnos. El tribunal, si bien no anulaba el precepto, utilizaría la disertación sobre ello para

fijar una interpretación del principio de libertad de enseñanza que precisaría tanto su

contenido como su ámbito de actuación. Así, proclamando como válida y inherente a la

misma libertad de enseñanza la libertad de creación de centros docentes y de fijación de un

"ideario propio", precisaba que dicha libertad podía encontrar su límite natural únicamente

en los preceptos constitucionales872• Asimismo, y tocando el punto central de la cuestión,

fijaba los límites relativos a la libertad de cátedra, afirmando que - de acuerdo con los

niveles educativos, a cuanto más nivel, más libertad - ésta debería ser entendida como total

y absoluta en el caso tanto de los centros públicos como de los centros privados, al menos

en aquellos sostenidos con fondos públicos. Es interesante notar como en la sentencia,

estas últimas matizaciones sobre el alcance de la libertad de cátedra, se hicieran derivar

872 En concreto, la Corte puntualizaba: "La existencia de un ideario, conocida por el profesor al incorporarse
libremente el centro o libremente aceprada cuando el centro se dota de tal ideario después de esa

incorporación no le obliga, como es evidente, ni a convertirse en apologista del mismo, ni a transformar su
enseñanza en propaganda o adoctrinamiento, ni a subordinar a ese ideario las exigencias que el rigor científico
impone a su labor. El profesor es libre como profesor, en el ejercicio de su actividad especifica". STC 5/1981,
de 19 de febrero, FJ 2°.
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entre otras fuentes, de los debates constitucionales que en su día se produjeron en las

Cortes873•

Con la Sentencia de 1981, quedaría tocada de muerte una política educativa centrista que,

en su último tramo, había seguido la parábola de crisis seguida por el conjunto de la acción

de gobierno y que había querido perpetuar un sistema heredado por un régimen autoritario

y comprometido con los grandes intereses de la patronal escolar católica.

La promulgación de la sentencia, en Catalunya, fue acogida con satisfacción por los

partidos de izquierdas, las organizaciones sindicales y todas las organizaciones que habían

luchado y luchaban por un fortalecimiento de la escuela pública, y, evidentemente con
, .

decepción y incluso con inclignación por las asociaciones del empresaríado escolar y por las

jerarquías eclesiásticas.

El gobierno de la Generalitat, en cambio, no se demostró excesivamente influido por las

consecuencias de la sentencia. Tomó ciertamente buena nota de la posibilidad de unos

cambios profundos en el mismo planteamiento ideológico de las políticas educativas

estatales, que, tanto el pronunciamiento del Tribunal Constitucional como la visible crisis

de VCD y la posibilidad de un cambio de gobierno, parecían anunciar. Pero parecía más

empeñado en defender sus espacios de autonomía y en evitar, a través de sus acciones, que

el profundo y durísimo choque ideológico que la situación política española parecía perfilar,
no arrastrara el conjunto de los actores políticos y sociales catalanes.

ll7> En ese sentido, la sentencia afinnaba que:
D

AWlque tradicionalmente por libertad de cátedra se ha
entendido 1m3 libertad propia sólo de los docentes en la enseñanza superior o, quizás más precisamente, de
los titulares de puestos docentes denominados precisamente «cátedras» y todavía hoy en la doctrina alemana
se entiende, en un sentido análogo, que tal libertad es predicable sólo respecto de aquellos profesores cuya
docencia es proyección de la propia labor investigadora, resulta evidente, a la vista de los debates

parlamentarios, que son un importante elemento de interpretación, aunque no la determinen, que el

constituyente de 1978 ha querido atribuir esta libertad a todos los docentes, sea cual fuere el nivel de
enseñanza en el que actúan y la relación que media entre su docencia y su propia labor investigadora.
Se trata, sin embargo, como enprincipio ocurre respecto de los demás derechos y libertades garantizados por
la Constitución, de 1m3 libertad frente al Estado o, más generalmente, frente a los poderes públicos, y cuyo
contenido se ve necesariamente modulado por las características propias del puesto docente o cátedra cuya
ocupación titula para el ejercicio de esa libertad. Tales caractedsticas vienen determinadas, fundamentalmente,
por la acción combinada de dos factores: la naturaleza pública o privada del centro docente en primer
término, y el nivel o grado educativo al que tal puesto docente corresponde, en segundo lugar.
En los centros públicos de cualquier grado o nivel la libertad de cátedra tiene un contenido negativo
uniforme en cuanto que habilita al docente para resistir cualquier mandato de dar a su enseñanza una

orientación ideológica determinada, es decir, cualquier orientación que implique un determinado enfoque de
la realidad natutal, histórica o social dentro de los que el amplio marco de los principios constitucionales hace

posible". STC 5/1981, de 19 de febrero, FJ 2".
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7.3 La apuesta definitiva para un sistema mixto: la ley del CEPEPC y el
decreto CEDIP

La descomposición progresiva de UCD entre 1981 y 1982 Y sobre todo la estrepitosa
victoria socialista en las elecciones legislativas del octubre de 1982 acabarian dando la razón

a quienes dentro de la coalición nacionalista esperaban un giro decidido en las' políticas
educativas del gobierno central y, consecuentemente, a la vuelta a un debate aspro y

profundo sobre las grandes líneas del modelo escolar.

Pero todavía antes que se produjeran las elecciones del cambio, cuando la discusión sobre la

educación volvió con toda su fuerza con las vicisitudes que acompañarán la discusión y la
. .

aprobación de la Ley Orgánica del Derecho de Educación (LODE) querida por el nuevo
ministro socialista José Maria Maravall, el gobierno de la Generalitat ya se había dispuesto a

dar nuevo impulso a los ejes de su política educativa y a evitar que la guerra escolar que se

iba perfilando cada vez más en e! ámbito español, no acabara por extenderse también en

Catalunya.
Fue en esta óptica que entre 1983 y 1984, en la primera fase del gran debate español sobre

la LODE, e! gobierno catalán decidió conducir su política en dos líneas aparentemente

opuestas. Por un lado intentó, presentando un proyecto de ley en parlamento, un

ensanchamiento del sistema público; y, por el otro, a través de un decreto, procedió a la

concertación de un buen número de centros privados".
Por lo que se refiere a la primera línea de actuación, en el septiembre de 1982, e! Consell

Executiu presentaba un anteproyecto deUi reguladora delprocés d'integració a la xarxa de Clntres

doClntspúblic.r de diverses escolesprivade!,4. La ley, pensada fundamentalmente para e! colectivo

de centros representados por el CEPEPC, tuvo una tramitación larga y dificil.

Como se vio, la aspiración de estas escuelas privadas de transformarse en escuelas públicas
había sido la razón de su propia fundación a la mitad de los años setenta. Políticamente

ligadas sobre todo a los partidos de izquierdas, pero en parte también a sectores del

nacionalismo mayoritario, las escuelas de! CEPEPC habían pedido con insistencia su

transformación en centros públicos desde el mismo momento en que, en 1980, la

Generalitat había recibido las competencias enmateria de enseñanza.

La falta de iniciativa por parte de! gobierno autonómico entre finales de 1980 y 1982 en

este sentido, se había debido a varios factores. Algunos eran de tipo estructura), relativos a

los mecanismos de' transmisión patrimonial, de financiación y de transformación del

874 El texto del anteproyecto fue aprobado por el Consell Executiu el 28 de septiembre de 1982 y fue

presentado oficialmente en el parlamento para su tramitación en enero del año siguiente. Véase BOPC

nÚtn.112, 17 de enero de 1983.
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personal docente de contratado a funcionario. Y otros, de carácter más estratégico y

ideológico, se debían a la situación política de 1980, en que prevalecía claramente a nivel de

estado una visión contraria a una dilatación del sistema público que Minoría Catalana, a

través de su apoyo a la LOECE, si bien con matices, había respaldado.
Dos años más tarde, en plena crisis del centrismo y de su política educativa, y a las puertas

de una anunciada nueva guerra escolar se darian las circunstancias políticas para que fraguara

por parte de la Generalitat la voluntad de diferenciarse de las políticas educativas centristas

y recuperar - al menos en parte- aquella unidad entre los grandes partidos catalanes

antifranquistas que según el PSUC y el PSC los nacionalistas hab�n contribuido a romper

con el apoyo a la LOECE y con la falta de inversión en el sector público que los dos

primeros años de autonomía habían significado.
El texto de la Ud del CEPEPC - como se conoció tanto en la prensa como en los mismos

debates parlamentarios -llegaría en aula en enero de 1983.

En una primera fase, la gran discusión, de la cual fueron protagonistas fundamentalmente

el Govem y el PSC, vertió sobre la oportunidad de instituir, así como había existido en

época republicana, un Patronal Escolar de la Generalitat que habría tenido que agrupar y dirigir
las escuelas públicas dependientes de la administración autonómica. La idea de instituir el

Patronal, así como querían los socialistas en contra de las tesis del ejecutivo, tenía una doble

vertiente simbólica y funcional. Por un lado, pues significaría entroncar incluso

nominalmente con la tradición de la Generalitat republicana a cuya tradición pedagógica las

escuelas del CEPEPC se inspiraban explícitamente, pero por el otro, la creación de un

órgano específico adscrito pero diferente del Departament d'Ensenyament significaría
reducir el poder de decisión del ejecutivo. La propuesta socialista fue finalmente rechazada

en sede de ponencia, argumentando los representantes de CiU que la creación del nuevo

organismo representaría una nueva complicación burocrática y que añadiría, a lado de la

división ya existente entre público y privado un ulterior elemento de fragmentación del

sistema. Arrinconada ya la hipótesis del Patronal, en general, los desacuerdos de los otros

partidos, fueron de entidad menor, y se fueron reduciendo considerablemente a lo largo de

la tramitación.

Las únicas enmiendas que finalmente llegaron en aula el día del debate de aprobación - en

concreto, 11, un número más bien modesto - atañían fundamentalmente a tres aspectos
concretos87S•

875 El texto de las enmiendas finalmente presentadas en el pleno se puede consultar en: BOFe núm. 144, de
23 de junio de 1983.
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En primer lugar, y quizás fuera éste el elemento de más relieve, tanto el PSC como el PSUC

reclamaban la constitución de una Comisión integrada por los centros, la administración

autonómica y los municipios afectados, que fuera la única responsable de fijar los criterios

generales que presidirían la efectiva inclusión de los centros privados que lo solicitaran en la

red pública. Esta competencia, en el proyecto que llegaba al examen del aula era, como era

comprensible, de titularidad del Departament d'Ensenyament
En segundo lugar, una enmienda socialista, mantenida viva hasta la discusión en aula y

sostenida también por el PSUC, reclamaba la mención explícita del CEPEPC no sólo en la

exposición de motivos donde ya aparecía, sino también en el articulado. La insistencia
, '

socialista y comunista sobre este punto adquiría una dimensión sobre todo simbólica,
orientada a evidenciar la voluntad, por parte de los partidos' de izquierdas, de querer

convertirse en los garantes parlamentarios del reconocimiento explícito que las

instituciones catalanas harían de la importantísima tarea llevada a cabo por los centros del

CEPEPC y los movimientos de renovación pedagógica durante los últimos años de la

dictadura y durante la transición876• En este sentido, sólo hace falta pensar que la ponente

socialista en la lIei del CEPEPC era Marta Mata, pedagoga y una de las más importantes
figuras de los movimientos de renovación pedagógica.
Y, finalmente, el último aspecto que se demostró conflictivo hasta el día de la aprobación
en aula de la ley, atañía a la creación de una

.

comisión interna al Departament

d'Ensenyament que pudiera capitalizar el trabajo pedagógico llevado a cabo por las escuelas

del CEPEPC. Reclamada por comunistas y socialistas, para el grupo de la mayoIÍa
_& ... ,.

__

representaba sólo una forma de intromisión en el esquema organizativo -propió"·de-h.,,__,_
.

, (f��.,
administración autonómica. � u' ","ti}!,

t.lVEt<srrq· ;" .

'. , t· nI'>"',
�;<;..�'¿"

• I ·�'.·ltL( ',';,l

� ¡.:�Il<':"1 el'

��;.:�-�',:�,r:",".:_.: ... :,'_1',._
876 As! argumentaba la propuesta la diputada socialista Marta Mata:"Sen..Jl.m""t, el que demanem és que .,-�._-_

sigui esmentat el CEPEPC a I'articulat de la lid. Ho és ja en el preimbul, pero considerem que aquest és el
tnínim reconeixement moral degut, i que és en el articuIat, amb la seva validesa lego), on cal fee-ne esment, por
tal que assoleixi tota la fOI? política i el reconeixement, que també cal, d'una rrajectOria col iectiva que aura

marcar la historia de I'escola a Cataluoya. Reconeixement d'una histOria que té un passat, que té un present i
que té un futuro (...). Un passat que comen� aIs anys cinquanta, amb la fundació esporádica de les primeres
escoles (...), que continua eIs anys seixanta amb una primera coordinació (...); un passat que no va passor mai
de res que atanyés I'ensenyament, i que aixó ens ho mosrra en la contribució institucionl de les escoles del

CEPEPC a la definició de la nova escola pública catalana, a les escoles d'estiu eIs anys 75 i 76. Un present
potser una mica massa lIarg, i, preclsament por aixó, més indefugible, el present del treball por aconseguir
aquesta LIei. U'; _ recordem-ho _ demanada pel CEPEPC i per ningú més;U'; que, vulguis o no vulguis, ha
estat dissenyacla sobre les peticions del CEPEPC(...). El futur d'aquesta 11'; s'orienta, no cap a salvar escoles
en criai, sinó cap a incorporar el valor d'uoa tasca escolar que no va poder ser feta públicament, d'uos mestres
i d'uoes institucions que van contribuir a dibuixar-Ia i a preparar-la, la nova escola pública catalana". En:

DSPC-p núm139, p,4366.
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Finahnente ninguna de las 11 enmiendas que llegaron vivas al debate consiguió prosperar,

pero en definitiva e! texto finalmente aprobado fue un texto de amplísimo consenso puesto

que no obtuvo ni un solo voto en contra.

En 11 artículos, una disposición adicional y una final se dibujaba e! mecanismo a través de!

cual los 70 centros escolares de! CEPEPC, más los que reunieran en su caso los requisitos
necesarios, se convertirían finalmente en centros públicos.
Los criterios fijados por la ley preveían un proceso largo y gradual, que preveía garantías
tanto para la administración (sobre todo en materia de transmisión de la propiedad de los

edificios), como para los trabajadores y los docentes - se manten� los mismos equipos

pedagógicos y los docentes tendrían un plazo de cinco años para opositar - en e! cual e!

Departament d'Ensenyament seria quien, en definitiva, controlarla todas las fases.

La ley aprobada, si bien atañía un colectivo muy concretos de centros - no obstante e!

CEPEPC finalmente no constó en e! articulado, de hecho siempre fue la JIei del CEPEPC -

y representarla en las previsiones un esfuerzo presupuestario relativamente contenido (la

mayoria de los centros interesados por la nonnativa disfrutaban ya de subvenciones totales

o parciales) era, por encima de todo, un intento político de la administración de reconstruir

puentes con sectores políticos y sociales que habían manifestado toda su contrariedad por

e! apoyo - más o menos entusiasta - que los nacionalistas habían proporcionado a la

política educativa centrista.

La misma elección de tramitar una ley para solucionar un asunto que se hubiera podido
rápida y fácilmente solucionar a través de la promulgación de un decreto respondía
verosímilmente a la voluntad de volver, al menos formalmente, a aquella unidad en materia

educativa que había caracterizado en los primeros años de la transición la mayorla de las

fuerzas políticas catalanas. Pero de ninguna fonna representó - como algunos dirigentes
socialistas y comunistas habían querido esperar - e! primer paso hacia una expansión
decidida de! sector escolar público en Catalunya. En cambio, se constatará claramente en

los años siguientes que no sólo será más largo Y complicado de! previsto e! proceso de

integración de los centros de! CEPEPC en la red pública - los primeros centros serán

integrados sólo en 1985 - sino que el gobierno de la Generalitat apostarla claramente por

un sistema mixto en e! cual los centros públicos no serian subsidiarios pero tampoco

representarían e! centro de! sistema educativo.

Una primera prueba de este planteamiento será representada por un decreto aprobado en e!

septiembre de 1984877_ ya bien iniciado e! largo Y tumultuoso proceso de discusión y

B77 Decret 20/1984, de 20 de setembre,mM n,gu/a&i4 tkls Cm/mE!Golart d'Intms P1Íb/k (CEDIP).
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aprobación de la LODE - que tendía a extender la calificación de algunos centros privados
como Centres de Interés Príblic (CEDIP).
Estos centros mantendrían su "carácter propio", limitado sólo por los principios
constitucionales, los pactos internacionales y los derechos que la constitución reconocía a

las componentes escolares, incluido un no bien identificado derecho de participación.
Se empeñarían a cumplir con toda una serie de requisitos mínimos (gratuidad, control
económico por parte de la administración, falta de ánimo de lucro etc.) y a cambio

recibirían una subvención estable y continuada por parte de la administración y su

consideración a todos los efectos como "element del conjunt escolar que respon a les
, .

necessitats educatives del país" insertándose así a pleno título en los planes escolares de la

administración878•

El decreto, que en un primer momento fue meramente simbólico -la partida asignada a tal

efecto en los presupuestos para el año 1985 sólo era de un millón de pesetas - interesaría

en los años siguientes cada vez más centros, la mayoría de ellos católicos.

El decreto de los centros de interés público - decreto CEDIP, como se conoció por la

prensa - respondía, en definitiva, al mismo imperativo político que había presidido la

aprobación de la 'rJ del CEPEPC. Como aquella norma, en este sentido representaba una

especie de guiño a algunos sectores sociales desconcertados por la actuación legislativa del

año anterior y por una posible expansión del sector público a costa del privado.
Se verá como, a diferencia de la lIei del CEPEPC, la posterior política de la administración

autonómica será más cercana al sistema mixto y a la filosofía que inspiraba el decreto

aprobado en 1984 que a aquella que sustentaba la ley aprobada un año antes.

Pero la promoción de ambas medidas entre 1983 y 1984 - que al momento de su

aprobación representaban poco más de gestos simbólicos - respondían a la exigencia por

parte de la Generalitat de demostrar un dinamismo eqHilibrante que pusiera las premisas para

que el tremendo debate que en aquellos años acompañó la aprobación de la LODE no

tuviera en Catalunya elmismo carácter de guerra ideológica que tuvo en el resto del estado.

Otra vez más, el gobierno de la Generalitat volvía a utilizar los canales que la Constitución

y el Estatuto le habían dejado enmateria de política educativa.

Por un lado, a través de actos legislativos y reglamentarios - como la IIei del CEPEPC y el

decreto CEDIP - había mostrado de no querer empeñarse en una batalla ideológica que

consideraba en gran parte extraña a la propia configuración de la sociedad catalana y a los

87B Art.4.2 del Decret 20/1984, de 20 de setemltte,lOm trgtIfad4 iÚls Cmtm E.r",/ars d'IntmsPllblk (CEDIP).
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intereses expresados por los actores políticos y sociales en materia educativa y de ser capaz,

en este sentido, de llevar a cabo una política autónoma.

Y, por el otro, a través de los representantes nacionalistas en las Cortes, intentaría influir lo

más posible con sus autónomas posiciones en el durísimo debate ideológico que toda la

política y la sociedad española viviría a partir de la presentación del proyecto socialista de

Ley Orgánica del Derecho a la Educación en el verano de 1983.

Se verá como y cuanto, en aquella sede, los representantes nacionalistas serán capaces de

hacer valer sus convicciones.

7.4 El debate sobre la Ley Orgánica del Derecho a la Educación en CataIunya y la
actuación de Minoría Catalana

No obstante la granítica mayoría parlamentaria que los comicios del octubre de 1982

habían otorgado al PSOE, los trámites que llevaron a la aprobación y a la entrada en vigor
de la Ley Orgánica del Derecho a la Educación (LODE) fueron posiblemente unos de los

más largos y conflictivos de toda la historia democrática reciente del estado español
Entre la fecha de la aprobación del proyecto de ley por parte del nuevo gobierno socialista

encabezado por Felipe González en el verano de 1983 y la efectiva entrada en vigor de la

ley mediaron justo dos años.

En el lapso temporal entre las dos fechas, el conjunto del sistema político y de la sociedad

española vivió la inevitable vuelta a la escena de divisiones ideológicas seculares que se

manifestaron en el parlamento y incluso en la calle y que provocaron incluso la

intervención del Tribunal Constitucional

Como algún estudioso en su dia ya observó, los antecedentes de la ley se tendrían que

remontar incluso al octubre de 1980, cuando un grupo de 64 senadores socialistas

encabezados por Tomás de la Quadra Salcedo presentaba el recurso de

inconstitucionalidad en contra de la LOECE819• Fue en aquella circunstancia, en las

argumentaciones alegadas al recurso que, a la práctica, el PSOE hacía públicas sus

convicciones en torno al modelo escolar que consideraba válido para reconstruir el mundo

de la educación después de cuatro décadas de dictadura.

Fundamentalmente, se trataba de cuatro principios básicos, que representarían los pilares
sobre los cuales unos años más tarde se iría edificando el proyecto de la LODE.

..,. M. BOIX i NAVARRO y J. A. GARCÍA suÁREZ: La LODE. Antilisi i trJm",taris t1ntk Catalm!Ja a I/nallti
QJlltrowrlida Publicacions de la UB, Barcelona: 1985 p.9.
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En primer lugar, la consideración de la enseñanza como un servicio básico, que el estado

era llamado a proporcionar. De la aplicación de este simple principio, que en la mayoría de

los países europeos occidentales a partir del siglo XX y en especial modo después de la

segunda guerra mundial no había sido puesto en discusión ni siquiera por la derecha más

recalcitrante, se producirla un giro total y absoluto en la política educativa hasta entonces

seguida en el estado español La subsidiariedad del estado en la provisión educativa había

sido, a lo largo de la dictadura, la moneda con la cual el régimen había pagado los servicios

de una iglesia dispuesta a fungir de correa ideológica del franquismo. Más tarde, ya

empezada la transición, y cambiado el marco político y instituci<::maJ, los centristas - por

convicción y por ser garantes de intereses concretos - habían decidido no cambiar

substancialmente las relaciones entre público y privado en la educación, y se habían

empeñado en mantener los privilegios de la iglesia y de la patronal escolar en el sistema

educativo, limitándose a aumentar año tras año la partida presupuestaria dedicada a la

subvención a los centros privados. La falta además de una normativa que garantizara
efectivamente la gratuidad de la enseñanza en los centros subvencionados había hecho que

durante la etapa centrista se acentuara todavía más la división entre una enseñanza pública
escasa, poco y mal equipada orientada a las capas más populares y una enseñanza privada

que se dividía en centros de calidad, accesibles sólo a las clases con más poder adquisitivo -

se trataba en ese sentido de centros a menudo religiosos - y todo un entramado de centros

privados de carácter mercantil que subsistían gracias a las subvenciones y que se

aprovechaban de la existencia de una enorme demanda de educación que el estado no había

sabido y querido satisfacer. Ahora los socialistas miraban de romper con el pasado

planteando la centralidad del papel del estado en la satisfacción de las demandas educativas,

como medida de igualdad de acceso a los bienes culturales. En el razonamiento socialista -

que en un segundo momento el ministro José Maria Maravall teorizará en un famoso

libro880 -la política educativa no debía tender a la eliminación de un sector privado que,

por convicción o por realismo, se consideraba ya imprescindible sino de una inversión en el

equilibrio entre sector público y sector privado. Si hasta entonces había sido el estado el

que había jugado un papel subsidiario, ahora se reclamaba que este papel correspondiera al

sector privado, que en el momento en que accediera a la financiación pública, debía aceptar
las condiciones de gratuidad real, libertad de acceso y de control que correspondieran a su

función de servicio público
881

•

... J.M. lY1ARAVALI.: La ".forma tú la tltltÍÍll11:(fl Laia Barcelona: 1984.

.., Véase: J .M. &!ARAVALI.: La nfo1'11la dlla.•• cito pp.29-35.
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y aquí se llegaba al segundo grande eje ya anticipado en la argumentación presentada en

alegación al recurso de 1980 y que encontrará plasmación legislativa en la LODE: la

posibilidad de establecer, en el caso de los centros privados, un ideario propio que

caracterizara explícitamente una estructura educativa. En este sentido, bien respectando el

principio constitucionalmente garantizado de la libertad de empresa en el campo educativo,

el PSOE, entendía esta libertad como absoluta en el caso de los centros "libres", pero

limitada en el caso de los centros que fueran financiados por parte del estado. Este último

extremo comportaría dos consecuencias fundamentales. Por un lado, la posibilidad por

parte de cuantos acudieran - por razones de proximidad o �e otro tipo - a centros

religiosos sustentados por parte del estado de eximirse del recibir enseñanza religiosa, con

una consecuente de-confesionalización de una parte de estos centros. Y por el otro, en el

caso de un posible conflicto entre el ideario del centro y la libertad de cátedra, la substancial

preeminencia de esta última sobre la primera882.

La tercera gran idea fuerza socialista en mérito a la enseñanza se refería a los criterios de

gestión de los centros y a la participación en ella de las distintas componentes escolares.

Como se vio, la LOECE había tratado somera y escuetamente la cuestión, limitando

substancialmente la intervención de los actores escolares en el caso de los centros públicos

y reduciéndola casi a la nada en el caso de los centros privados, en los cuales la figura
dominante seguiría siendo el titular. El PSOE, al contrarlo, concebía la participación de los

actores escolares como una pieza imprescindible del nuevo modelo, con funciones reales

de orientación, gestión, control y fiscalización. Pero lo que era más "ambicioso" y, por lo

tanto, posiblemente conflictivo, era que en opinión de los socialistas, esta participación se

tuviera que producir tanto en el caso de los centros públicos como también en el caso de

los privados sostenidos por el estado, llegando así a limitar de manera evidente las antiguas

prerrogativas de los titulares"".

Y, finalmente, el PSOE abogaba por una cierta centralización de las grandes decisiones en

materia de enseñanza como garantía de democratización y de ígualdad de condiciones de

todo el sistema. Así que si bien, como se vio, los socialistas hacían hincapié en la

posibilidad para los centros de prever autónomamente al desarrollo de sus tareas, y

reconocían las competencias de las comunidades autónomas en materia de gestión,
rechazaban la idea de conceder "reservas autonómicas" con respecto a las grandes líneas

que dibujaban el modelo escolar y atribuían al Ministerio toda una serie de prerrogativas de

control y de orientación que tenían el cometido de garantizar su unidad.

1182 Véase: J. M. MARAVAIL: La rrfoT1110 tÚ h... cito pp.35-39.
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Estas cuatro grandes ideas ya esbozadas en el recurso presentado contro la LOEeE....
en

1980, encontraron su plasmación en el proyecto que el ministro socialista Maravall

presentaría en el consejo de ministros el6 de julio de 1983.

Sin querer examinar detalladamente el texto que pocos días después empezaba su trámite

parlamentario'85, se podría decir que los cuatro principios ahora analizados encontraban su

concreción en un sistema constituido fundamentalmente sobre tres elementos.

En primer lugar, se exigían a todos los centros unos requisitos mínimos fijados por la

administración, válidos para todos los centros tanto públicos como privados"'. Así, si bien
se reconocía la posibilidad por parte de toda persona física o jurídica de establecer un

centro docente, se fijaban claramente los límites entre los cuales esta libertad se podría
desarrollar.

En segundo lugar, y quizás sea este el elemento más novedoso y significativo de la norma,

se introducía la figura del centro docente privado concertado por la administración887• El

instrumento de la concertación, representaba la superación definitiva del sistema de las

subvenciones hasta entonces utilizado. A través del concierto, el estado se comprometía a

una financiación estable y continuada del centro para que este pudiera ofrecer servicios

educativos en régimen de gratuidad, pero a la vez comportaba para las estructuras que se

acogieran a esta modalidad, toda una serie de límitaciones y de controles muy concretos

cuya infracción comportaría la rescisión del concierto. Así, los centros concertados no

podrían de ninguna forma percibir contribuciones por parte de las familias para sus

servicios educativos, deberian gestionar sus normas de acceso a partir de los mismos

criterios fijados por la administración para los centros públicos, podían prestar enseñanza

religiosa sólo y únicamente con carácter voluntario y sobre todo sus docentes serian

pagados por la Administración mediante un pago delegado en nombre del titular.

Y, finalmente, el texto introducía toda una serie de órganos de participación888• En este

sentido, la intervención de las componentes escolares y de la administración, se

883 Véase: J .M. MARAVALL: La ".forma tÚ h. .. cito pp.3942.
'84 Es posible encontrar un interesante análisis de los contenidos del recurso en: M. BOIX i NAVARRO y J.
A. GARCÍA suÁREZ: La LODE. AnJIiJi i t:rJ1II,ntaris tÚstÚ CatalturJa a lI1ta un mnlrolllrlida Publicacions de la

UB, Barcelona: 1985 pp.10-11.
8a5 El texto fue admitido por la mesa del Congreso el 12 de julio de 1983 Y publicado pocos dlas después.
VéaseBOCG de 18 de julio de 1983.
B86 Art.14 del Proyecto de Ley Orgánica Reguladora del Derecho a la Educación. BOCG de 18 de julio de

1983.
887 Título IV artt.47-63 del Proyecto de Ley Orgánica Reguladora del Derecho a la Educación. BOCG de 18
de julio de 1983 .

... Títulos II y I1I, artt.2746 del Proyecto de Ley Orgánica Reguladora del Derecho a la Educación. BOCG
de 18 de julio de 1983.

506



estructuraba en dos niveles. Por un lado, pues el texto introducía la figura del Consejo
Escolar del Estado, inregrado por representantes de los sindicatos, de los profesores, de los

padres, de los alumnos, de las organizaciones de la patronal escolar y de la administración

central y autonómica. El Consejo Escolar del Estado, sería el órgano de orientación

máximo a través del cual todas las partes interesadas podrían contribuir a perfi.lar los ejes de

la programación general de la enseñanza. Tendría la obligación de redactar informes

periódicos sobre la situación de la enseñanza y debería ser consultado preceptivamente por
el gobierno sobre todas las iniciativas relativas a la enseñanza. Por el otro, la ley regulaba los

instrumentos de participación a nivel de centro. Si en el caso d� los centros privados, el

texto sólo aludía a la posibilidad que estos últimos previeran reglamentariamente formas de

participación, el proyecto LODE establecía detalladamente los órganos a través de los

cuales ésta se desarrollaría y las funciones de cada uno de ellos tanto en el caso de los

centros públicos y como de los concertados. Así, a lado del reconocimiento de las

prerrogativas pedagógicas del Claustro de los Profesores, se creaba la figura del Consejo
Escolar de Centro, formado por todas las componentes escolares, más una representación
de la administración local y, en el caso de los concertados, también de los titulares. El

Consejo Escolar del Centro se convertiría así, a la práctica, e! verdadero órgano de

gobierno de los centros. La novedad era sobre todo por los centros concertados, en que e!

Consejo sería e! responsable de determinar las lineas pedagógicas, elaborar la progtamación
anual, garantizar e! cumplimiento de las normas relativas al acceso y sobre todo - si bien en

acuerdo con e! titular - nombrar y cesar e! director, intervenir en la selección y en el

despido de los docentes, aprobar e! presupuesto anual y e! reglamento interno. La

introducción de la figura del Consejo Escolar en los centros concertados representaba una

merma importante de las prerrogativas de las que habían sido hasta entonces depositarios
los titulares y respondía al principio de equiparación efectiva entre los centros públicos y
los privados que decidieran prestar su actividad como servicios públicos. En otras palabras,
los socialistas planteaban la necesidad de que no sólo era urgente y imprescindible limitar la

sobrefinancíación de los centros privados sino que sobre todo se tenía que incidir sobre su

indiscriminación y descontrol

El proyecto presentado en e! julio de 1983, en definitiva, a pesar de partir de un

reconocimiento realista y pragmático de la pluralidad de! mundo educativo del estado

español, suponía una traducción estricta y real del principio de la garantía de! derecho a la

educación por parte de los poderes públicos que la Constitución había enunciado y que,

durante la etapa centrista se había decidido aplazar. Así, además de querer garantizar
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indistintamente la educación paxa todos los ciudadanos, el proyecto presentado pretendia ir
más allá y superar la "inhibición histórica"··' del estado con respecto a la educación

mediante una regulación minuciosa y ambiciosa de las condiciones de escolarización que, si

bien reconocia el principio de la libertad de enseñanza, establecia claramente los limites y

las posibilidades de la misma, insertándola en una política orientada a la democratización y

a la equidad de la enseñanza.

Como era previsible, a la envergadura de la ambición del proyecto socialista, correspondería

ya desde las primeras fases de la tramitación de la ley, una oposición de igual o mayor

fuerza procedente de los partidos conservadores españoles.
Así, el texto pasarla su primera prueba de fuego justo al llegar ,en parlamento: en sede de

Comisión de Educación del Congreso este recibirla un total de 457 enmiendas. De éstas, 3

eran a la totalidad y con petición de devolución del proyecto al ejecutivo (UCD, AP y

PNV) y otra, también procedente de las filas populares, proponía un texto altemativo·90•

Sin duda alguna, en un primer momento, la práctica totalidad de los grupos - con una

parcial excepción de los comunistas - se demostró crítica con el proyecto, pero en grados

muy diferentes como demostraba la procedencia de las restantes 557 enmiendas parciales
admitidas por la comisión: 300 eran firmadas por el grupo popular.
En esta fase, Minoría Catalana, como quedó patente en la sesión en que se discutieron las

enmiendas a la totalidad, expresó un duro juicio sobre el texto, considerando que en su

.conjunto se trataba de una interpretación tendenciosa y meramente socialista de los

preceptos contenidos en el art.27 de la Constitución, además de ser un proyecto que se

caracterizaba por un centralismo que desconocia casi por completo la realidad del nuevo

estado de las autonomías.

Pero la elección de los diputados nacionalistas catalanes fue la de no oponerse frontalmente

al proyecto sino de optar por constituirse como un tercer polo, intermedio entre los dos

bandos enfrentados, que, a la vez que intentaba introducir una lectura más autonomista del

derecho a la educación, pudiera en la medida de lo posible, de-ideologizar el debate.
y fue con este espíritu que los diputados capitaneados porMiquel Roca presentaron "sólo"
64 enmiendas, centradas en su mayoría a mejorar el peso del papel que las comunidades

autónomas jugarían en la definición de la programación de la enseñanza, y en

redimensionar algunos aspectos juzgados lesivos de la libertad y de la autonomía de los

... Véase J. CALERO y X. BONAL: PoUtira ,dttratilllJ.J gtJJIO p1Íblko '" ,dttra&Íón Pomares-Corredor, Barcelona:
1999,p.80. •

... Véase M. BOIX i NAVARRO y J. A. GARCIA sUÁREZ: Lo LODE.Antllisi ; &tJmtnlaris tUs'" Cataln'!Jl1 a
_Iki r:onlroWrliáa Publicacions de la UB, Barcelona: 1985 pp.14-15.
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centros privados y de sus titulares. Las enmiendas, en su mayoría, fueron aceptadas por el

PSOE'9I.

En primer lugar, por lo que se refiere a las reivindicaciones autonómicas, los diputados
catalanes contestaban la absoluta reserva de competencias que el texto atribuía al estado en

materia de planificación económica general y pedían que a ésta participaran las

comunidades autónomas en pie de igualdad, con la argumentación de que una mayor

descentralización de esta función podría no sólo responder mejor a las necesidades

educativas de cada territorio sino que también reduciría de manera evidente los posibles
conflictos de competencia. Por otra parte, los diputados de �,?ría Catalana habían

expresado sus perplejidades en mérito al rango, a la composición y a las funciones que el

proyecto socialista atribuía al Consejo Escolar del Estado. De las negociaciones en tomo a

este punto surgirá un acuerdo que preveía la definición del CEE como "órgano de ámbito

estatal" - y no "superior", como constaba en el proyecto inicial - y la creación de la

Conferencia de los Consejeros de Educación de las Comunidades Autónomas.

Por otra parte, el PSOE aceptaba una reserva de competencias autonómicas con respecto a

los Consejos de Educación de las diferentes autonomías, que en el proyecto inicial debían

obligatoriamente seguir el esquema propio del Consejo Escolar del Estado y cuya

composición y funciones, después de la negociación pasaba a ser materia exclusiva de los

parlamentos autonómicos.

Otras propuestas de modificación de carácter atltonomizador, avanzadas por los diputados
nacionalistas catalanes concernían el papel que jugarían las administraciones educativas

autonómicas en materia de ejecución de los preceptos enunciados por la norma y, más en

general, de gestión del sistema. Así, los diputados de CiU reclamaban para las comunidades

autónomas la potestad de formalizar los conciertos y de establecer un registro en el cual

obligatoriamente constaran los centros existentes, ambas competencias que en el proyecto

socialista correspondían alMinisterio"'.

En segundo lugar, Minoría Catalana, proponía toda una serie de propuestas de

modificación de carácter general, orientadas a reducir el papel regulador del estado en

materia educativa y en salvaguardar las prerrogativas de los centros privados. Así, los

diputados catalanes abogaban por fortalecer el principio de la libertad de elección del

centro con respecto a los criterios formalizados que regulaban el acceso a los centros (la
cercanía del centro, la situación socioeconómica de las familias, la disponibilidad de plazas ...

89' ídem pp.33-35.
892 Véase M. BOIX i NAVARRO y J. A. GARCÍA suÁREZ: La LODE. Analisi i (1)/1I<ntaris dmil Cataill'!Y0 a

11M Iki rontroflf11id4 Publicacioas de la UB, Barcelona: 1985 pp. 35-37
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etc.). Y por otra parte se defendían la introducción de matices importantes en algunas de las

normas enunciativas de carácter general. Como efecto de la negociación entre los

nacionalistas y el PSOE, se explicitaba mejor el derecho de los titulares a fijar el "carácter

propio" del centro y se establecia que la participación no era ya -como había preconizado
el proyecto socialista- el principio "rector" de la enseñanza sino sólo su principio
"inspirador"893.
Como ya se ha recordado, la mayoría de los principios evidenciados por las enmiendas

nacionalistas, serían finalmente incorporados al texto a lo largo de la tramitación.

Sin embargo, para los socialistas, las exigencias nacionalistas habían resultado ser, en el
, ,

tenso contexto en que se iba desarrollando el trámite parlamentario, razonablemente

aceptables. El PSOE había finalmente accedido a incorporar las propuestas de CiU tanto

por su contenido -sólo tocaban uno de los ejes de la discusión, el de

centralismo/autonomía, pero dejaban intacto el más importante, el de público/privado­
como sobre todo porqué habían permitido al gobierno de establecer una negociación.
La discusión en sede de comisión y después de ponencia, había visto el literal abandono de

UCD, PNV y AP de los trabajos parlamentarios. En el caso de los populares, incluso se

había asistido a la definitiva emersión de una estrategia orientada al más clásico saboteo del

proceso legislativo. Así que para el PSOE, la negociación con Minoría Catalana, más allá de

la aritmética parlamentaría - los socialistas disponían de una mayoría más que cómoda -

significaba atenuar el clima de crispación y ponerse a salvo de la acusación de querer

imponer una ley que la derecha tildaba de liberticida.

Para los diputados catalanes, en cambio, el acuerdo con los socialistas había significado la

posibilidad de aumentar 'sensiblemente, con respecto a la legislación precedente, el espacio
de maniobra a disposición de la Generalitat y al mismo tiempo a estabilizarlo. La LODE

fijaría una línea divisoría clara entre las competencias estatales y las autonómicas que, a la

práctica, llegará hasta nuestros días. Por otra parte, había sígnificado también una ocasión

de proyección política importante para el nacionalismo catalán moderado y, indirectamente,

también para la Generalitat. CiU había sabido interpretar con mucha más fuerza política de

la que le concedian los números en las Cortes, un papel moderador importante. Sin

renunciar a su especificidad como fuerza nacionalista, había sabido hacer un planteamiento

pragmático y poco ideológico del problema, erigiéndose, a la práctica, como un punto de

referencia válido en el escenario de la política española y absolutamente central para la

política catalana.

89' Véase M. BOIX j NAVARRO y J. A. GARCÍA suÁREZ: LaLODE.kil/úi i "",,,ntaris rlmR Cota"''!l0 a
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El texto de la LODE, modificado por algunas enmiendas presentadas por Minoría Catalana

en sede de Comisión de Educación, sería licenciado por el Congreso a finales de diciembre

de 1983 y por el Senado - después de varios días consecutivos de discusión y de la

inclusión de una larga exposición de motivos - a principio de marzo de 1984. El pleno del

Congreso acabaría votando el texto final el 15 de marzo de 1984 y poco después éste sería

publicado·".
Había sido un trámite largo, tenso, en el cual la oposición conservadora y los nacionalistas

vascos se habían autoexcluido en varías fases del procesoB95• Sobre todo Alianza Popular no
había escatimado esfuerzos para llegar a paralizar la actividad legisla)'iva, practicando una

intensa actividad obstruccionista.

Pero la amplia mayoría de la cual gozaba el PSOE en las Cortes y el acuerdo con los

diputados de Minoría Catalana - que, desde un punto de vista político, había

cualitativamente aumentado el consenso con el cual el proyecto había empezado su

andadura parlamentaría - había llevado a la aprobación definitiva de la ley.
Perdída la batalla parlamentaría, la derecha española tomaría la decisión de trasladar a otro

contexto su oposición a la ley, presentando un recurso previo de inconstitucionalidad que,

de momento, paralizaría la aplicación de la nueva normativa. Pero la acción judícial no fue

la única escogida por los conservadores españoles para dar batalla en contra de la política
educativa socialista: AP impulsaría una dura campaña de opinión que contaría con el apoyo

de la patronal escolar y de las asociaciones escolares ligadas a la iglesía católica.

La decisión de presentar el recurso y de organizar una amplia campaña de protesta, en

realidad había sido tomada ya antes de la aprobación definitiva del texto, durante la

discusión en Senado a primeros de marzo de 1984, cuando, todavía en el pleno de la

discusión, los senadores populares se habían ausentado en masas de hemiciclo en señal de

protesta por la repartición de los tiempos de intervención establecida por el presidente de la

cátnara896•

II1IllIki rontrrJtMrtida Publicacions de la UB, Barcelona: 1985 pp. 38-39.
894 BOCG de 26 de nw:zo de 1984.
89S Sólo hace falta pensar que al proyecto de la LODE fueron presentadas un total de 4373 enmiendas, 4160
de ellas del grupo pOplllar. En concreto el grupo centrista y el nacionalista V3SCO habían abandonado
temporáneamente los trabajos en sede de Comisión de Educación del Congreso. Véase: La Van!,llarrlia, 11 de
maIZO de 1984 .

•96
Así como había acaecido en el primer Pleno del Congreso, los senadores de AP habían intentado alargar el

tiempo de los debates para superar los plazos consentido para la aprobación de la ley, llegando a pedir la
votación nominal. Cuando la presidencia del Sensdo hizo pública la decisión de reducir a un minuto el tiempo
dedicado a la defensa de cada enmienda, los senadores populates habían llegado a plantear un recurso al

Tribunal Constitucional por presunta violación del Reglamento de la cámara, que finalmente no prosperó.
Después de más de una semana de debates en el pleno del Senado, el 10 de maIZO, dia en que se tendrían que
discutir las enmiendas de AP, los senadores conservadores abandonaron el aula en señal de protesta. Véase
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Aquel gesto evidente de los senadores conservadores, había marcado el final de una fase -

la parlamentaria - y el comienzo de otra - la judicíal y de agitación social - posiblemente
todavia más tensa y conflictiva de la precedente.
Así, sólo cuarenta y ocho después que el plano del Congreso aprobara definitivamente el

texto de la ley, un comisionado de cincuenta y tres diputados populares presentaba el

recurso a! Tribuna! Constitucional. La petición de los diputados de AP fue admitida a

trámite poco más de un mes después, pero el Tribuna! acabaría pronunciándose sólo a

finales de junio de 1985.

En los trece meses que separaron la presentación del recurso de la promulgación de la
• •

sentencia, fueron posiblemente los meses en que más se movilizó la derecha - y en

particular la derecha católica - española en toda la historia de la democracía postfranquista.
Artífices de las movilizaciones fueron todas las grandes organizaciones escolares católicas

españolas. La patrona! escolar, Confederación Española de Centros de Enseñanza- del cua!

hacía parte la Federación Española de Religiosos de Enseñanza (FERE) - y la

Confederación Católica de Padres (CONCAPA), siempre apoyados por la jerarquía
eclesiástica y por Alianza Popular, fueron los actores más visibles de las campañas de

aquellos meses. Manifiestos, recogidas de firmas, intervenciones en los medios de

comunicación, movilización en los centros escolares, manifestaciones en la calle, fueron los

instrumentos elegidos por estos actores para hacer patente su total y absoluta

disconformidad con la política educativa del gobierno socíalista.

Para estas organizaciones - no sin un exceso de evidente demagogia - la LODE suponía
un ataque a la ''libertad de la enseñanza" y a la ''libertad religiosa" del pueblo español y

que, a la práctica representaba la ruptura de aquel "pacto escolar" que - sostenían - había

sido virtualmente firmado con el acuerdo en tomo a! art.27 de la Constitución y que ahora

necesitaba ser restaurado.

La oposición a la LODE manifestada por estas organizaciones se configuraba entonces

como una oposición de carácter genuinamente ideológico, volviendo a abrir uno de los

contenciosos tradicionales de la historia del estado español.

.

No obstante ya desde el verano de 1984 el gobierno socialista hubiera empezado una

negocíación con la Conferencía Episcopa!897, el 18 de noviembre de 1984 se celebraría

La Vangtlardia 11 denw:zode 1984yM. BOIX i NAVARRO y l. A. GARCÍA SUÁREZ:LaLODE.Ana4a"
i rnmmtarit m!m C"talll'!J"" lI1tQ lIIi rontrotmtiJa Publicacions de la UB, Barcelona: 1985 p.28.
897 Los contactos entre la Conferencia Episcopal y el gobierno socialista, empezaron ya en el verano de 1984 y
siguieron con regularidad a lo largo de los meses de la polémica. Después de la sentencia que ratificaría la

validez de la LODE y de su definitiva promulgación, en 1985, la Conferencia Episcopal intensificó sus

relaciones con el Ministerio de Educación para estudiat los términos de la actuación de la ley con especto a

los centros privados religiosos. Una consecuencia de esta negociación fue el aumento del conflicto interno a
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finalmente la prueba de fuerza: la CONCAPA y las otras entidades·'" - con el apoyo de una

parte de la iglesia·" y el respaldo político de AP y de otros partidos derechistas -

convocaron una manifestación de protesta estatal en contra de la LODE.

Los datos sobre los participantes a la movilización, como siempre, son dispares según se

tome en consideración las declaraciones de la policia o de los organizadores. Según el

Gobierno Civil de Madrid, los congregados en Madrid en aquel lluvioso domingo de

noviembre eran 250000, según la Guardia Civil el número ascendia a 400000, finalmente,

según los promotores, a más de un millón. Más allá de las cifras, se trató posiblemente de la

movilización callejera promovida por la derecha española más. imponente de toda la

historia de la democracia.

Pero sin embargo, pocos fueron los catalanes que viajaron a la capital del estado en aquella
ocasión. Y, más en general, los trece meses de polémica desenfrenada y de crispación
vividos en el ámbito español no tuvieron una traducción directa en el escenario catalán.

A parte de la Federació Catalana de Centres d'Ensenyament (FCCE) adherida a la CECE,

que participó a todas las movilizaciones - incluso la de Madrid -, la mayoría de las otras

organizaciones escolares, no se involucraron completamente en la polémica, o en todo

caso, en su enorme mayoría, no lo hicieron alineándose con las organizaciones españolas.
La FAPAC, haciendo una valoración moderadamente positiva del proyecto socialista

pronunciaba sus reservas con respecto a una participación de los padres que consideraba

todavía insuficiente, y hacia públicas sus perplejidades sobre la falta de un compromiso
claro en la nueva ley en favor de una clara mejora de las dotaciones presupuestarias para los

centros públicos900•

la C.E.C.E entre representantes de centros religiosos y seculares que llevará, en 1988 a la separación formal de
la F.E.R.E. de la C.E.C.E.
89. La manifestación fue convocada inicialmente a principio de noviembre por la CONCAPA, pero acto

seguido se sumaron a la convocatoria la C.E.C.E, la F.E.R.E. Y la Federación de Sindicatos Independientes de
Enseñanza del Estado Español (FSIE) .

... Durante la manifestación, a través de un sofisticado sistema de megafonía colocado por las calles del
recortido de la manifestación, fueron emitidos continuamente fragmentos de un discurso pronunciado por el

Papa durante su estancia en el estado español en 1982 Por lo que se recoge de los periódicos de los días

siguientes, no es posible saber si la iniciativa fue obra de las organizaciones promotoras del acto ni si las
autoridades eclesiásticas estaban en conocimiento de la iniciativa. No queda constancia pero, que emitieran

ninguna nota de reprobación por la utilización de las palabras del pontífice en el acto. Véase La Vtt1Igtlardia,
19 de noviembre de 1984 Y ElPaú, 19 de noviembre de 1984.
900 Así explicaba la FAPAC sus preocupacinnes en mérito en un documento aprobado a finales de 1983:

"Seguint el criteri de que en els Centres Concertats s'assumeixi la gratultat de l'ensenyament, és d'esperar que
la partida pressuposclria dedicada a aquestos, superara la xifra de les actuals subvendons; per altre coscar no

veiem en la LODE cap element que obligui a una majar atenció pressupostiria als Centres públics. Havent-hi
com hi ba un únic pressupost per a l'ensenyament, si augmenta la partida pelo centres privats, és de temer la
disminució de l'assignació pressupostiria pels Centres públics, amb les conseqüéncies negatives que aixó

comportaría per a aquest sector". FAPAC: ''Valoració del projecte de la Llei OrgMica del Dret a l'Educació.
Desembre 1983" en: M. BOIX i NAVARRO y J. A. GARCÍA su.ÁREZ: La LODE. AmlliIi ; ",,,,,,,fans tlm¡'
CataÚll!1" a HIIIlI"; tonfrovntitla Publicacions de la 00, Barcelona: 1985 p.411.
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Los movimientos de renovación pedagógica - que habían impulsado desde Catalunya una

toma de posición en el ámbito estatal -, aunque reconocieran elementos positivos en el

texto socialista, censuraban los métodos a través del cual éste había sido redactado - que

había visto una marginación de los actores sociales operantes en el mundo de la escuela -,

reivindicaban un mayor peso para las comunidades autónomas, denunciaban la falta en el

texto de la regulación del nivel preescolar y consideraban excesivas las prerrogativas que el

texto finalmente otorgaba a los titulares de los centros concertados'?'.

Las escuelas del CEPEPC en cambio, a lo largo de los meses de la polémica, se habían

mostrado más preocupadas por la promulgación del decreto CEDIP, por los retrasos con
. '

el cual se estaba dando actuación a la ley de 1983, y, más en general, por la situación de la

escuela pública en Catalunya que pendientes de cuanto estuviera sucediendo entre las calles

de Madrid y las salas del Tribunal Constitucional902• y los centros del GAEC, por su

diversidad interna y por el tipo de orientación ideológica habían evitado pronunciarse
directamente sobre la LODE, sólo habían pedido que en el desarrollo reglamentario de la

ley el gobierno central no redujera las prerrogativas autonómicas sobre todo en materia de

lengua y de programación específica"".
Pero quizás lo más emblemático de la distancia que separaba en aquellos momentos el

clima político de Barcelona del de Madrid, fue la posición que, a lo largo de todo el

proceso, mantuvo el Secretariat de la Escola Cristiana. Inicialmente contrario al proyecto

"'En este cuadro se habla celebrado a Barcelona, en diciembre de 1983, el Primer Congreso Estatal de
Movimientos de Renovación Pedagógica del cual saldtla un documento valorativo sobre la LODE que, en
forma de carta seria en'Viado al ministto Maravall. En ello, entre otras cosas , se podla J.eer:''No podemos decir
que esta Ley amplie las competencias de las Comunidades Autónomas sino que mantiene la misma estructura
de delegación periférica administrativa". Finalmente el documento se cerraba con una valoración global sobre
el texto en el cual los fumantes afumaban:"(...l si bien queremos dejar clat:a nuestra voluntad de defender los

aspectos positivos del proyecto de ley, nos vernos obligados a considetatlo globalmente insuficiente, ya que
no satisface las necesidades de catnbio del sistema educativo y no avanza en el camino de la Escuela Pública

patticipativa y de calidad que propugnamos". En: M. BOIX i NAVARRO Y J. A. GARCÍA su.ÁREZ: La
LODE. Amllisi i tolllmtariJ tÚStÚ CataÚIt!Ya a llna u,; tfJttItrJwrlida Publicacions de la UB, Barcelona: 1985 p.425-
426.
902 As!, entre 1984 el CEPEPC habla sido promotor, juntamente a la FAPAC, ala FETE-UGT, ala Federació

d'Ensenyament de la CONe, a la USTEC a los MRP de Catalunya y a la Associació Joves Estudiants de

Catalunya de la campaña "Defensem l'ensenyament públic i la seva qualitat", que pedía a la Generalitat un

compromiso polItico y presupuestario claro a favor de la enseñanza pública y la derogación del decreto
CEDIP.
903 En estos términos se expresaba Robert Vergés i Canadet, presidente del GAEC durante la polémica sobre
la LODE:"Jo el que cree en primer lloc és que el problema de la LODE és diferent a Catalunya que ala resta

d'Espanya. Quan es parla d'escola privada a la resta d'Espanya ens referim prácticament a la religiosa, amb
excepció de Madrid i d'alguns centres importants. A Catalunya en canvi, no és aixf, ja que bi ha una quantitat
d'iniciatives de tot tipus, seglats i Jaiques, que no són ni publiques ni religioses. L'Església a Catalunya també
é. diferent a la resta d'Espanya, i ho ha estar histOricament. S'hs de proclamar que a l'Església hi va haver

reductes importants d'una lluita por la democracia (...l. Catalunya té en materia d'ensenyament competencia
plena. Aixo vol dir que només tinchi potestat reglamentaria amb un margo d'actuació en aspectes
administtatius i económics. Catalunya té, pero cnmperencis en el camp de la llengua i deis continguts catalana,
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socialista, había optado por descartar una alineación con la posición intransigente de la

FERE y había adoptado una actitud substancialmente dialogante'?', en línea con cuanto

había sostenido en las aulas parlamentarias Convergencia i Unió. Hubo quien en aquel
momento habló de un verdadero pacto entre el Secretariat y los nacionalistas catalanes

según el cual el gobierno de la Generalitat se empeñaría a garantizar el futuro de las

escuelas re1igiosas en Catalunya - cuyo fruto más inmediato hubiera tenido que ser el

decreto CEDIP - a cambio de una actitud del Secretariat que apoyara la actuación

parlamentaría de los nacionalistas y no se opusiera al texto final_ de la ley. Pero en efecto,

más allá de la existencia de un pacto real o presunto entre los nacionalistas y el Secretariat,
, .

quizás seria más correcto hablar de una coincidencia de intereses90S• En realidad, incluso

antes de la promulgación del famoso decreto, la actuación de la patronal escolar católica

catalana en contra de la LODE habia sido como mínimo prudente y, en todo cado de un

talante totalmente diferente con respecto a las actuaciones realizadas por las organizaciones
católicas del resto del estado. Ni el Secretariat destacó por una presencia constante en los

medios de comunicación en contra de la LODE, ni, sobre todo, participó a la

manifestación del noviembre.

y por lo que se refiere a la Generalitat, si bien se decantará definitivamente en los años

siguientes en favor de un sistema mixto que favorecerá, a la práctica, los centros privados,
no seria correcto tampoco hablar a todas luces de una alineación total con los intereses de

la patronal católica. Más bien, se trató del progresivo imponerse de unas posiciones en

favor del sistema mixto que ya existían dentro de la coalición de gobierno y que, en los

primeros años 80 todavía se disputaban la hegemonía con otras orientaciones más proclives
al fortalecimiento de la escuela pública.
Sea como fuere, los tonos, la dureza,-Ios temas y los actores del episodio más duro de la

guerra escolar que habia atravesado el estado español a lo largo de todo el 1984, no llegaron a

instalarse en el mundo escolar y en la sociedad catalana.

Cal veure si sabra aprofitar-ho". En: M. BOIX i NAVARRO y J. A. GARCÍA suÁREZ: La LODE. Andlisi
i _mtariJ tÚsde Catalu'!Ya a tma u.; _1nnmfitIa Publicacions de laUB, Barcelona: 1985 p.192 Y p.204 .

.... Interpelado sobre las movilizaciones anti-LODE, Francesc Ríu Rovira, sacerdote y secretario general del
Secretariat de l'Escola Cristiana declarnba:"Jo cree que hi ha motius per manifestar el desacord, pero aquest
desacord es pot manifestar de molteo maneres, Qui opta per fer una manifestació al carrer em sembla que esa
en tot el seu dret, igual que qui opta por manifestar el seu desacord d'una altra manera". En: M. BOIX i
NAVARRO y J. A. GARCÍA SUAREZ: La LODE. Andlisi i ro"""tariJ tÚStÚ CataÚII!Ja a lI1la Un rontrouertida
Publicacions de la UB, Barcelona: 1985 p.142.
905 El mismo Rovira, hablaudo de la poHtica llevada a cabo por la Consellería de Ensenyament de la
Generalitat afinnaba: ':Jo cree que el govern actual de la Generalitat, com qualsevol altre govern ha de ser

fidel a aquells principia que determiuen la política educativa que defensa el partit, i sempre han dit, tarrt
Convergencia Democrática de Catalunya com Unió Democrática, que ells entenen el semi d'ensenyament
del país com un semi fruit de l'aportaeié mixta d'escoles de titularitat pública i escoles de titularitat privada".
ídemp.l44.
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Las razones, como siempre, parecen varias y de distinto orden.

En primer lugar, hay que destacar la poca implantación electoral de la derecha

nacionalcatólica tradicional. Si se toma como referencia la composición de la cámara

autonómica en la legislatura 1980-1984, se constatará que Alianza Popular no tenía

representación y la UCD - que tampoco se podía adscribir integralmente en Catalunya a la

misma área ideológica y cultural de la UCD estatal- tenía apenas 18 representantes. Y si se

toma como punto de referencia la legislatura siguiente, cuando ya se ha producido del todo

la desaparición política del centrismo, el número de los representantes populares sólo

ascendió sólo a 11. Lo cual ciertamente no significó que las posiciones católicas y a favor
, .

de la enseñanza religiosa no fueran significativas, sino que éstas, en general habían optado

por no confundirse con la derecha "españolista" y por encontrar sus cauces de

representación a través del nacionalismo moderado y, en particular, de Unió Democrática,

Esta circunstancia había comportado, ya de entrada, tener una actitud menos intransigente
con respecto a las posiciones del gobierno socialista.

En segundo lugar, el mapa de los actores escolares en Catalunya era diferente y

significativamente más complejo que en el resto de España, como ya se ha recordado en las

páginas precedentes. Los debates y incluso las prácticas que atravesaban el mundo escolar

catalán se escapaban en su gran parte al tradicional deavage de cuño español

público/privado. Esto había permitido la existencia de unos valores transversales - el más

importante de ellos, evidentemente, había sido la lengua y la cultura catalana - que habían

impedido una polarización extrema de las distintas posiciones.
Y, finalmente, se tiene que destacar la actuación de los nacionalistas, tanto en el gobierno
de la Generalitat, como sobre todo en las Cortes. La nelltralidad activa de la posición
nacionalista a lo largo de todas las fases del conflicto había sido ciertamente fruto de su

propia orientación política y de la convivencia dentro de la coalición de distintas

concepciones sociales, ideológicas, e incluso morales. Pero por otra parte, la posibilidad por

parte del gobierno y de los diputados nacionalistas de poner en práctica esta orientación, en

cierta medida omnicomprensiva - que había llevado CiU en las Cortes a aprobar la LOECE y

después la LODE en las Cortes y el Gobierno de la Generalitat en Catalunya a adoptar
medidas tan aparentemente antagónicas como la JIei del CEPEPC y el decreto CEDIP -, había

de alguna forma tenido el efecto de presentarse al país como una garantía para los más

distintos intereses.

Pero volviendo a los trece meses de la gran guerra escolar del bienio 1984/1985, se puede
afirmar que tanto las fuerzas políticas del Principado como, sobre todo, la sociedad catalana
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habían sido capaces de rechazar una fractura ideológica que todavía divide de manera

profunda la sociedad y la política española
Así que la promulgación por parte del Tribunal Constitucional de su sentencia sobre la

LODE, en julio de 1985, no provocó en Catalunya demasiada sensación.

En concreto, la alta corte había considerado contrarias a la constitución sólo dos de las

diecisiete disposiciones recurridas906• Los dos artículos se referían a la necesidad por los

titulares de centros privados no concertados, de someter a una autorización prevía la

adopción de su carácter propio. Si bien la anulación de estos dos artículos había

representado una minúscula victoria para los recurrentes, en conjunto, el TC avalaba
, .

plenamente todo el planearniento ideológico de la I�, decretando la plena
constitucionalidad de la interpretación que la LODE había hecho del art.27 de la

Constitución.

Para la derecha española, la sentencia significatía el fin de las esperanzas de volver a aquella
subsidiariedad del estado en la educación que había caracterizado la historia de la sociedad

española a partir de la consolidación de la dictadura y que se había prolongado, ya en

democracia, bajo los mandatos centristas.

Para el gobierno de Felipe González, el pronunciamiento del Tribunal Constitucional había

representado posiblemente una de las victorias más importantes de sus primeros años de

gobierno. La LODE, con todas sus imperfecciones, había constituido una pieza importante
en la política de renovación anunciada por los socialistas en 1982, un cambio de

planteamiento con respecto a la enseñanza, a su significado y a su papel en la sociedad

española, que, sin lugar a duda, se caracterizaría como histórico y característico de una

nueva etapa política.
Para los nacionalistas catalanes, había representado también un éxito en términos de

proyección y prestigio político. Pero sobre todo, la definitiva ratificación de la LODE por

parte del Tribunal Constitucional había representado la definición de un marco estable en

el cual finalmente se delimitaban los ámbitos de competencias de cada una de las

administraciones implicadas en la política educativa. Los propios contenidos de la LODE y

el mero hecho que se disiparan finalmente las dudas sobre su validez, la convertirían en un

instrumento importante del cual partir para intentar el desarrollo de una política educativa

autónoma.

906 Hablan sido recurridos los artlcuIos 20.2; 53; 22.1-2; 47.1; 49.3; 51.2; 47.2; DT III.2; 57; 59; 60; 62; 21.2;
48.3; DA III; DA IV. Finalmente el tribunal declaró inconstitucionales s610 el artículo 22.2 y la Disposici6n
Adicional IV.
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7.5 El desarrollo de la LODE en Catalunya y el fortalecimiento de una politica
educativa autónoma.

La aprobación de la LODE había significado, como se vio, un momento decisivo en la

formulación de las políticas educativas en el estado español, el intento de superar la

concepción heredada por el franquismo centrada en la subsidiariedad del estado en la

provisión educativa. En concreto, para el conjunto del estado, la nueva ley constituiría el

arranque definitivo de una conspicua, aunque quizás no resolutiva expansión del sector

público y de una profunda reglamentación de la enseñanza privada. Sin embargo, marcarla
también la afirmación de un nuevo modelo de escuela participativa y experimental centrada

en un intento de revisión profunda de los contenidos educativos. Este segundo paso - el de

la revisión de los contenidos - finalmente encontró su plasmación con la aprobación de la

Ley Ordenación General del Sistema Educativo en 1990 (LOGSE)901 y que respondió
fundamentalmente, entrado el estado español en la CEE en enero de 1986, a la exigencia de

dotar al país de un modelo escolar comparable con lo de los modernos países europeos

occidentales.

Pero en Catalunya, el desarrollo legislativo de la LODE - que también los partidos en el

gobierno en la Generalitat habían votado en su día en las Cortes -, no tuvo las mismas

consecuencias palingenésicas que tuvo en el resto del estado, y no se caracterizó por lo tanto

por las mismas consecuencias.

Por otra parte, que las razones y las sugestiones políticas y culturales por las cuales los

diputados nacionalistas habían votado la ley fueran profundamente diferentes de las que

habían llevado el PSOE a presentar el proyecto, era y es un elemento bien conocido.

Una mayor relevancia para las comunidades autónomas en la programación general de la

enseñanza y un margen suficientemente amplio para la iniciativa privada en la provisión

educativa, habían sido las dos grandes reivindicaciones de los diputados capitaneados por

Miquel Roca a lo largo de todo el trámite legislativo.
En otras palabras, la LODE para la administración catalana había significado la fijación de

un marco estable que debía ser respetado, pero que en la sustancia no cambiaba los ejes

fundamentales que habían caracterizado la política educativa de la Generalitat. Al contrario,
la labor de fijación del espacio político real concedido a la administración autonómica - que

gracias a la intervención parlamentaria de los diputados de CiU se había demostrado

907 Ley Orgánica 1/1990 de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo. BOE nO 238 de 4 de

octubre.
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posiblemente más amplio de lo esperado -, había animado el ejecutivo de Jordi Pujol a

relanzar con fuerza su propia y autónoma iniciativa.

En realidad, las únicas consecuencias obligadas, inducidas por la letra de la LODE, habían

sido la constitución de los organismos de participación y la aprobación de una normativa

que otorgaba aquella autonomía de gestión financiera de los centros que el articulo 42 del

texto implícitamente mencionaba!108.

Cuanto a la primera cuestión, en noviembre de 1985 se aprobaría la Lki de Consells Escolars,

después de un atormentado trámite parlamentario empezado polémicamente con la

presentación de una proposición de ley por el PSC, seguida p,?r Ja, presentación de un

proyecto por parte del Departament d'Ensenyament en el abril de 1985.909

La actuación socialista había querido subrayar la falta de iniciativa del gobierno con

respecto a la cuestión de la participación de los sectores afectados en la programación

general de la enseñanza. Después de la presentación del proyecto de ley por parte del

gobierno, la proposición se transformaría en una enmienda a la totalidad, y a ella se añadiría

una segunda enmienda de la misma naturaleza presentada por el PSUC. Tanto el PSC

como el PSUC manifestaban su desacuerdo con respecto a una propuesta del gobierno

que, si bien detallaba las funciones y la composición de lo que sería el Consell Escolar de

Catalunya, dejaba en una peligrosa indefinición los órganos tetritoriales de participación

previstos, los Consells Tetritorials y los Consells Municipals. La preocupación de los

partidos de izquierda, en este sentido, se centraba específicamente en la sospecha de que

una reglamentación por decreto de estos órganos se traduciría en una minoración de sus

funciones y, a la práctica, en un predominio del Departament d'Ensenyament.
Pero las negociaciones empezadas a principio de mayo entre los grupos políticos con

respecto al texto presentado por el ejecutivo, dieron pronto sus frutos. Tanto el PSUC

como el PSC retiraban sus enmiendas a la totalidad, y ambas fuerzas políticas se disponían
a traducir sus motivos de desacuerdo más importantes en enmiendas pardales.
Por parte del gobierno y del grupo parlamentario nacionalista, se empezaron a apreciat
también señales de disposición al diálogo en sede ponencia. Finalmente, en comisión, se

acabarían acercando las posiciones y reduciendo al mínimo las fricciones y los motivos de

contraste entre los partidos.
El grupo de la mayoría aceptaba la regulación detallada de la composición y de las

funciones de todos los órganos de participación integrando buena parte de las enmiendas

!lOS En concreto, se trataba del art.42.1, letra e), según el cual correspondía al Consejo Escolar del centro

aprobar el proyecto de presupuesto del centro.
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presentadas por los partidos de izquierdas, y el PSC y el PSUC llegarían al pleno
manteniendo menos de la mitad de sus propuestas de modificación y retirando una buena

parte de ellas a 10 largo del debate de aprobación.
El texto final de la ley"" - que acabó siendo ampliamente consensuado - preveía la creación

de tres niveles de participación: autonómico, territoríal y municipal.
Así se creaba el Consell Escolar de Catalunya, que se configuraba como el "máxim organisme
consultiu en materia d'ensenyament no universitati dins l'ámbit territoríal de Catalunya" y
como "organisme de representació superior deis sectors afectats". Sus actuaciones se

referirían a "aspectes globals, vinculats directament a la política general educativa" y

tendrían repercusión en todo el país°ll• Presidido por el Conseller d'Ensenyament y
formado por un amplísimo abanico de componentes - administración educativa,

profesores, alumnos, padres, personal de administración y servicios, sindicatos, patronales,
titulares de centros privadoso12, representantes de los consejos territoríales -, el Consell

Escolar de Catalunya tendría fundamentalmente la función de asesorar a la administración

educativa y debía ser preceptivamente consultado por el gobierno en el caso de adopción
de cualquier medida legislativa o reglamentaria general en ámbito educativo. Más en 10

específico, estaba llamado a expresar siempre su opinión sobre todas las disposiciones -

fueran ellas proyectos de ley o simplemente acciones reglamentarias - en materia de

programación general, de creación y distribución de los centros educativos en el territorio,

de construcciones escolares, de renovación y calidad educativa, de becas, y, finalmente, de

criterios generales relativos a la concertación de centros privados"3.
Al lado del Consell Escolar de Catalunya, se crearía también la figura del ConselJ Escolar

Territoria� entendido como órgano de participación de las distintas áreas territoríales Qa

provincia) en el cual se dividía la administración educativa. Su composición, menos amplia

que la del Consell Escolar de Catalunya, recogía la naturaleza territoríal del nuevo órgano:
seria integrado por representantes de todas las componentes escolares (profesores, padres,

alumnos, PAS), de las partes sociales (sindicatos y patronal), de la administración educativa,

pero también de las instituciones municipales y de los centros escolares de la zona afectada.

La composición de estos órganos, como se vio, había sido unos de los motivos de fricción

!lO!> PrupoJidó tú 1fI¡ túlr Com,1Is Esco/ars, BOPC nÚln. 57, 19 de abril de 1985 y Prr¡y.¡;f4 tú ¡¡,¡ tú C,.arió tú COIIJ,1Is

Em>/ars. BOPC núm, 58, 29 de abril de 1985.
010 Llei 25/1985, de 10 de desembre, deis Consells Escolar.o. DOCG nÚln.627, de 18 de desembre,
911 Exposición de Motivos. Llei 25/1985, de 10 de desembrc, deis Consells Escalan. DOCG nÚln.627, de 18
de desembre.
012 La presencia de los titulares de los centros privados en el Consell Escolar de Catalunya fue duramente

criticada por parte del PSUC, que maotuvo, en este sentido, una enmienda hasta el mismo día del debate

parlamentario final.
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a lo largo de la tramitación parlamentaria. Finalmente, si bien el texto no indicaba

directamente el peso numérico de cada una de las componentes, sí especificaba que el

número de los representantes de las componentes escolares no podía ser inferior a un

tercio del total. Cuanto a las funciones de los Consells Terrltorials, éstas serían - si bien con

un perfil más funcional - similares a las del Consell Escolar de Catalunya, pero

evidentemente referidas a su ámbito de actuación"".

y finalmente se creaba también la figura de los Consells BscolarsMlInicipals. Éstos, presididos
por el alcalde, serían integrados por representantes de todas las componentes escolares más

una representación de los titulares de centros públicos y una de los
\
centros privados del

,

municipioi", También sería un órgano consultivo, aunque quizás con respecto a los otros

dos órganos de participación, su tarea de asesoramiento se desarrollaría en mérito a

cuestiones más logísticas y organizativas (emplazamiento de los centros, servicios

extraescolares, concertación con centros privados, políticas de plazas esco1ares ...).
La aprobación de la nueva norma, había demostrado, a los pocos meses de la gran

polémica vivida en tomo a la LODE, la capacidad del sistema político catalán de

enfrentarse a las problemáticas relativas a la enseñanza con una buena dosis de

pragmatismo y consenso. Sin embargo, la funcionalidad y la eficacia de los nuevos órganos
de participación se reveló pronto limitada, fundamentalmente por sus escasas atribuciones

ya que, según la LODE, sólo los Consejos Escolares de Centro tenían poderes de decisión

reales. En todo caso, constituyeron importantes foros de debates y contribuyeron a

simplificar el complicado mapa de los actores escolares en Catalunya.
Al lado de la reglamentación de los órganos de participación, la segunda consecuencia

obligada de la LODE, como se vio, sería para las instituciones catalanas la aprobación de

una normativa relativa a la gestión financiera de los centros. Así, en 1988, el Parlament de

Catalunya aprobaría la IJei nguladora de fautonomia degestió econo111Íca deis r:enms dor:entsptíb/ics no

IIniversitaris de la Genera/itat de Catalu1!Ja.916 Esta normativa, al contrario de cuanto había

sucedido inicialmente con la ley de los Consells Escolars, no generó grandes polémicas y su

trámite duró tan sólo poco más de un par de meses. De hecho, se trataba de una medida

orientada sólo a la individuación de las competencias de cada componente escolar

(fundamentalmente el director, el secretario-administrador y el Consell Escolar de Centre

913 Art.9Uei 25/1985, de 10 de desembre, deis Consells Escolars. DOCG núm.627, de 18 de desercbre.
914Art.13.1llei 25/1985, de 10 de desembre, deis Consells Escolars. DOCG núm.627, de 18 de desembre.
91S Sobre la composición de los Consejos Escolares Municipales, los partidos de izquierda hablan conducido
una dura batalla, finalmente perdida, para que en estos órganos fueran incluidos también representantes de las
asociaciones de vecinos.
9'"Uei 4/1988, de 28 de tl1lIt<;, reguladora de l'autonomia de gestió económica deis centres docents públics no
universilllris de la Generalitat de Catalunya.
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en su conjunto) en la gestión económica de los centros públicos, y al establecimiento de las

medidas de control del gasto descentralizado por parte de la administración educativa.

En definitiva, los vínculos representados por la Constitución, e! Estatuto, y una normativa

tan detallada como la LODE, no habían conseguido marcar las prioridades del gobierno
catalán en materia educativa, que continuaban siendo, así como lo habían sido antes de

1985, fundamentalmente tres: la introducción de! catalán (como asignatura y como lengua
vehicular) y de contenidos curriculares propios, e! mantenimiento de una red escolar mixta,

y finalmente la valorización de! trabajo de innovación pedagógica que se realizaba en los

centros escolares catalanes, tanto públicos, como privados.
En cambio, lo que sí produjo la estabilización debida a la aprobación de la LODE fue la

posibilidad, por parte del gobierno catalán, por un lado de recoger los frutos de las

iniciativas llevadas a cabo en los años anteriores, y por e! otro de profundizar todavía más

en estos tres ejes estratégicos.
Sobre la primera cuestión - definida por parte de los mismos representantes de! gobierno

genéricamente como f(1tahnització de l'ense'!Yament - en buena parte ya se ha dado suficiente

noticia en otra parte de este trabajo, por lo menos por lo que se refiere más específicamente
a la lengua. Sólo huelga decir aquí que será justo en la segunda mitad de los años 80 que, a

través de la autonomía que la misma LODE garantizaba a los centros en la aprobación de

sus proyectos formativos, que la administración conseguirá que cada vez más centros,

además de incorporar la lengua catalana como lengua vehicular, empezaran también -

primero en pocos y contados casos, más delante de forma más sistemática - a incorporar,
sobre todo en los ámbitos de geografIa, historia y ciencias sociales, contenidos más

relacionados con una visión singularizada de Catalunya como país.
En cuanto al mantenimiento de un sistema escolar fundamentalmente mixto, la Generalitat

volverá a la estrategia ya ensayada a principios de los años 80 con la aprobación casi

simultánea de la lIei del CEPEPC y de! Decreto CEDIP. Si por un lado se embarcó en una

decidida política de concertación - que interesó la práctica totalidad de los centros antes

subvencionados -, por e! otro empezó una ambiciosa política de construcciones escolares

que sería destinada a paliar la herencia de una infrainversión histórica de! estado en

Catalunya enmateria educativa. Así, poco a poco iban desapareciendo los barracones en los

cuales durante mucho tiempo se habían alojado varios centros públicos y se substituían por

modernos y funcionales edificios y se creaban nuevos centros públicos, sobre todo de

secundaria. Por otra parte, en 1989, se completaría e! largo proceso iniciado con la llei del

CEPEPCy los 71 centros agrupados en esta organización serían definitivamente integrados
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en la red pública. El resultado de estas actuaciones fue un avance moderado del conjunto
de la red pública que ahora superaba - en número de alumnos escolarizados - la red

privada en todos los ciclos formativos, incluida la Formación Profesional.

Pero la afirmación del sector público sobre el privado fue ciertamente más contenida con

respecto a cuanto sucedió en el resto del territorio del estado, y en particular en el

"territorio MEC", al punto que el porcentaje de alumnado escolarizado en centros privados
- en todos los niveles y las modalidades formativas - en 1989 superaba con creces el

40%917.

La razón de una tan alta presencia de la enseñanza privada, posil;>le�ente estribe en parte

en la situación de partida, por la cual históricamente en Catalunya era menos presente la red

pública, y en parte en una explícita voluntad de mantener un equilibrio entre los dos

sectores. Como" ya se recordó, en la misma coalición nacionalista existían culturas y

sensibilidades diferentes con respecto al tema. Así que, más que centrarse en la titularidad

del centro, el Gobierno de la Generalitat pareció priorizar el aumento global de oferta

formativa y su colocación - ya sea por la vía del control directo, ya sea por la vía de la

concertación - en la órbita del Departament d'Ensenyament. Esta política hizo que, á.

finales de los años 80 los centros privados no concertados - y por lo tanto menos afectados

directa o indirectamente por las decisiones de la administración - representaran una minoría

muy reducida de la oferta formativa global
y finalmente, por lo que se refería a las políticas orientadas a la salvaguarda y al desarrollo

de las experiencias de renovación pedagógica, cabe decir que el gobierno autonómico había

empezado a tomar medidas bien antes de la aprobación de la LODE. Una normativa

aprobada en 1983918, con la participación de la enorme mayoría de las fuerzas políticas, ya
había permitido la tipificación y, consecuentemente, el fortalecimiento de toda una serie de

experiencias de renovación y experimentación surgidas de la efervescencia pedagógica que

había caracterizado el mundo escolar catalán a finales del franquismo y durante la

transición. Fue en estos centros, que a finales de los años 80 representaban un punto de

referencia muy sólido incluso en el ámbito estatal, que se empezaron las primeras
experiencias de ordenación curricular alternativa. Por otra parte, el Departament

'"d'Ensenyament, orientó también su atención hacia la necesidad de cambiar las modalidades

de escolarización de los infantes con necesidades educativas especiales, que, según la

normativa vigente en el estado, todavía eran escolarizados en centros especiales, separados.

917 J. LAPORTE SALAS: Política .dN",ti/1(l a CataflnryaGeneralitat de Catalunya Barcelona: 1990 pp.32-34.
018 Llei 8/1983, de 18 d'abriJ, de centres docents experimentals, DOGC nÚln. 322, de 22 d'abril.
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Gracias a un decreto aprobado en 1984'19, la Generalitat habia empezado un ambicioso

programa de integración de estos alumnos en el sistema escolar ordinario, procediendo a la

supresión de un gran número de centros de educación especial, sobre todo privados. Se

trataba de un programa difícil de realizar que necesitaba de un amplio abanico de recursos

humanos y materiales, pero hizo posible el desarrollo de todo un conjunto de experiencias
profesionales que se situaban decididamente al nivel de los más avanzados países europeos.
La atención para las experiencias de renovación pedagógica y la inversión decidida que la

administración autonómica decidió realizar en este campo constituirán un elemento

importantísimo en el momento en que, ya en el umbral de los años 90, el gobierno español
,

.

se predisponía a completar el proyecto de renovación del mundo escolar empezado con la

LODE a principio de su mandato.

Más en general, a las puertas del debate sobre la LOGSE, era el conjunto de la

administración educativa catalana que se presentaba al nuevo debate estatal sobre la

enseñanza - y más en concreto sobre los contenidos y las finalidades de la enseñanza -

llevando consigo la experiencia de un modelo que se había ido gestando y desarrollando

intencionalmente al margen de la estridente polémica que había históricamente

acompañado el debate educativo en el conjunto del estado español, y que, no obstante

todas sus deficiencias, había representado un intento de interpretar autónornamente el

deseo de superar, de una vez por todas, el modelo escolar heredado de la dictadura.

7.6 Las políticas educativas de la Generalitat en los años 90: aplicación de la
reforma escolar, desarrollo de las universidades catalanas y liberalización del
sistema educativo.

La labor de transformación profunda que los gobiernos socialistas habían empezado a

partir de 1982 - y que como se vio, los nacionalistas catalanes habían respaldado y en parte

contribuido a configurar -, había tenido como primera etapa la entrada en vigor de la

LODE en 1985.

Pero aquella contestada normativa, no obstante el profundo y a veces violento debate que

había generado, había constitnido en definitiva "sólo" la fijación de un marco jurídico que

garantizaba - al menos formalmente - la eqnidad en el acceso al sistema educativo.

Quedaba así pendiente para el ejecutivo central todavía la tarea de modernización de los

contenidos educativos, de reforma de los ciclos y de las modalidades formativas que,

91. Decret 117/1984, de 17 d'abciI.
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todavía a finales de los años 80, seguían rigiéndose por los preceptos contenidos en la Ley
General de Enseñanza aprobada por la Cortes franquistas en 1970.

No obstante finalmente la Ley Orgánica General de! Sistema Educativo (LOGSE) - la

"reforma" por antonomasia - se acabó aprobando sólo a finales de 1990, su incubación fue

extremadamente larga y e! proceso que llevó a su redacción fue en parte atípico con

respecto a cuanto había sucedido hasta entonces en e! caso de las otras leyes estatales en

materia de enseñanza.

La diferencia, posiblemente se tenga que atribuir a la existencia, en la segunda mitad de los

años 80, no sólo de los órganos de participación que había insti�do la LODE, sino sobre

todo de una pluralidad de administraciones educativas que, cada una en su ámbito, había

empezado a llevar a cabo un razonamiento propio con respecto a como se debía reformar

el conjunto de! sistema escolar de! estado y que en e! momento de definir las líneas

generales de la reforma era capaz de aportar no sólo contribuciones teóricas sino también

importantes experiencias prácticas. Así que si se analiza e! proceso que llevó a la aprobación
de la LOGSE se tendrá que tener en cuenta que éste llegó a su madurez en gran parte fuera

de las aulas parlamentarias y que sus mayores artífices serán no tanto los partidos políticos
cuanto las distintas administraciones educativas.

En e! caso de Catalunya, como se vio, la Generalitat ya desde e! principio de los años 80

había fomentado y desarrollado varios programas experimentales con e! objetivo de

acumular experiencias significativas que pudieran ser utilizadas provechosamente en la

redacción de la nueva norma.

Así que ya desde que e! gobierno socialista en 1987 había empezado a hablar de la

necesidad de una normativa que completara la labor emprendida con la LODE, los

contactos y las conversaciones entre e! ministerio y la Generalitat - y también entre e!

ministerio y las otras comunidades dotadas de competencias educativas - se habían hecho

más frecuentes.

En febrero de 1989, finalmente en una conferencia general de los consejeros de educación

de las autonomías dotadas de competencias en materia de enseñanza y e! ministro de

educación, se escenificaría el clima de colaboración que había caracterizado los últimos

años 80. En aquella sede se fijarían las líneas maestras de un acuerdo general sobre la

reforma, que preveía la redacción de una normativa general basada en e! aumento de la

escolaridad obligatoria hasta los 16 años, en la eliminación de la doble titulación (de

graduado y de certificado escolar) al final de la etapa obligatoria, en la profunda
reestructuración de los curricula de la enseñanza secundaria - orientada a favorecer la
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igualdad de oportunidades y el respeto de las inclinaciones y de los intereses del alumno -,

pero sobre todo en el respeto riguroso de la autonornia de las diferentes administraciones

educativas.

Pero el clima de entendimiento estaría destinado a peligrar seriamente sólo poco después.
Así, en la primavera de 1989, mientras la Generalitat ponía en marcha un ambicioso

programa de formación permanente del profesorado según las lineas que sólo pocas

semanas antes habían sido consensuadas con el Ministerio de Educación, el mismo

ministerio procedía a la publicación de un Libro Blanco para la Reforma Educativa920•

Más allá de los contenidos del libro, que en gran parte retomaban. los argumentos que

habían sido objeto de las conversaciones de los últimos años entre la administración central

y el Departament d'Ensenyament, lo que más se censuraba por parte de la administración

catalana era en definitiva la misma elección de dar a la luz un documento de tal envergadura
sin que hubieran sido ni siquiera consultadas las administraciones educativas de las CCAA,

despreciando - en opinión del ejecutivo catalán - toda una práctica de colaboración que se

había consolidado a lo largo de los últimos años.

Las críticas, por parte de la administración catalana, se harían más duras y contundentes en

el momento en que, ya a principio de 1990, se conoció el texto del anteproyecto que el

gobierno socialista estaba a punto de aprobar y llevar a las Cortes, que, lejos de respetar las

lineas anunciadas en el febrero de 1989, se decantaba por un elevado detallismo y por

severa reafirmación de las competencias estatales en la fijación de los nuevos contenidos

curriculares92l•

Así que cuando finalmente el proyecto llegó en el Congreso en el junio de 1990, los

diputados nacionalistas, sin llegar a manifestar nunca una total oposición, expresaron

.,. La propuesta fue presentada a finales de abril de 1989 por el ministro Solana y posteriormente publicada
en forma de hbro. Véase: El PaIs, 23 de abril de 1989 y MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CIENCIA:
libro BIatmJparrt la fui_a tÚlSistrma EtiNGtIfitNJMinisterio de Educación y Ciencia, Madrid: 1989.
921 As! expresaba, en una conferencia en el Col icgi de Pcriodistes de Barcelona en la primavera de 1990, el
desconcierto de la Gencralitat con respecto a como babía planteado la reforma el gobierno de Felipe
Ganzález: "El mes de febrer de I'any passat hi va baver-hi a Madrid una conferencia de consellers en la qua!
es va arribar a una solució de consens sobre aquesta reforma pactada, en el sentit que, naturalment, el
Ministeri d'acord amb les competencies que Ii dona la Constitució, bavia de tracar les grans Ilnes d'aquesta
reforma educativa, de tal manera que Cada ComunitatAutónoma, especialment les que tenen Ilengua i cultura
peópies, pogués, dintre d'aquest gran mate. Elaborar el propi i peculiar disseny del sistema educatiu. I mo

esperávem, i aixó esperem, amb unes cortes pors o amb unes cortes reticéncies, si voleu, pero mo esporem.
De que venen les poro? Le poro vénen porque després d'aquell acord el Ministeri va publicar el 'hbro blanco'
sobre la reforma educativa, por compte seu i sense consens amb les Ccmunitats Autónomes amb

competéncies, I les poro venen del fet que el primer redactat de l'avantprojacte de 'Ley de Ordenación
Genetal del Sistema Educativo', també sense consens i del qua! nosaltres vam ser informats quan ja estava

prácticament sobre la taula del Consell de Ministres, té, al meu entendre, greu defectes". En: J. LAPORTE
SALAS: Políli<a ,tiNmtil/lJ ti CataIH'iYtIGencralitat de Catalunya Barcelona: 1990, pp.26-27.
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algunas reservas con respecto al texto presentado922• Pero no obstante las dificultades

objetivas que habían representado la presentación de! Libro Blanco y del proyecto inicial,

empezarían pronto unas negociaciones entre e! ministerio y la Generalitat destinadas a dar

buenos frutos.

Los objetos de la negociación serían fundamentalmente cuatro: el concepto de enseñanza

mínima en e! ciclo secundario, las competencias de! nuevo Instituto Nacional de Calidad, la

Formación Profesional y, finalmente, los recursos necesarios para desplegar la reforma.

Cuanto al primer punto, finalmente se llegó a un acuerdo que establecía una diferenciación

importante entre los porcentajes de enseñanzas mínimas que se ,tra4ucirían en horas y en

ternarios concretos - que debería fijar la administración estatal en e! caso de las

comunidades dotadas de lengua propia y de las comunidades monolingües. Finalmente, en

e! caso de Catalunya, Euskadi y Galicia, e! Estado podría determinar los contenidos

minimos de las asignaturas sólo en un 55%, frente a un 65% de las otras comunidades. No

obstante, hubo quien en las filas nacionalistas siguió considerando este porcentaje como

insuficiente, finalmente la Generalitat - y, por consiguiente, los diputados catalanes -

consideraron e! acuerdo idóneo para seguir en aquella labor de introducción de contenidos

propios que había empezado - de manera todavía marginal - a lo largo de! año escolar

1988-1989,

Cuanto al papel de! Instituto Nacional de Calidad - e! órgano que la ley creaba para la

evaluación de! sistema educativo - éste finalmente tendría competencias limitadas a la

evaluación de! sistema en su conjunto. Las comunidades autónomas, en este sentido, no

sólo participarían de su configuración sino que también podrían crear sus propios sistemas

de evaluación923•

Cuanto a la formación profesional, la reivindicación de la Generalitat había sido la de poder
contar con amplísimas competencias en la regulación de los contenidos de las enseñanzas

mínimas de esta modalidad formativa. La Administración autonómica alegaba que, en la

óptica de un real fortalecimiento de la FP y de su mayor conexión con la realidad

productiva, serían las comunidades autónomas quienes mejor poclian modular los

922 Presentaron enmiendas a la totalidad el PP, el Grupo Andalucista, la Unión Valenclsna y el partido
Aragonés Regionalista. El pleno en el cual se discutieron las enmiendas a la totalidad recordó en cierta medida
el clima de enfrentamiento parlamentario que se habla vivido más de cinco años antes en ocasión de l.
discusión de la LODE. Los representantes populares fueron sin duda los más crlticos con el proyecto, y su
representante Enrique Fernández Miranda llegó a declarar que la LOGSE "castiga la libertad" porque "hará
más difIcil que los padres puedan elegir el tipo de educación que quieran para sus hijos". Finalmente, acabó su

intervención preguntando polérnicarnente al ministro "por qué tiene miedo a la libertad", y acusando al

gobierno de tener los españoles sometidos "a esa libertad vigilada a la que someten a sus hijos algunos padres
viejos". Véase E/Pair, 10 de junio de 1990.
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contenidos de las asignaturas para armonizarlos con las exigencias del medio concreto en

que se impartían. En este sentido, si bien el gobierno central había defendido hasta el final

la unidad del sistema, finalmente había accedido a la posibilidad de regular separadamente,
previa consulta con las CCAA - y teniendo en cuenta las condiciones de cada territorio -,

los títulos correspondientes y las enseñanzas mínimas de cada uno de ellos.m

Y, finalmente, cuanto a la dotación presupuestaria necesaria a la financiación de la reforma,

se verá como será uno de los puntos flacos del ambicioso proyecto socialista, que llegará
no sólo a ralentizar patológicamente su implantación sioo que iocluso acabará

distorsionando gravemente su sentido. Pero en el momento c;n que se realizaron las

negociaciones para la aprobación de la ley, finalmente se llegó aun acuerdo que preveía un
aumento de las transferencias globales destinadas a las admioistraciones educativas de las

distintas comunidades autónomas. En Catalunya, el acuerdo se tradujo, un año después, en
un moderado aumento de las retribuciones de los docentes empeñados en la aplicación de

la reforma92S.

Así que, a lo largo de la tramitación había sido posible recomponer las disensiones que en

un primer momento habían hecho tambalear el trámite parlamentario de una ley que el

conjunto del mundo escolar del estado español había estado esperando desde los primeros
momentos de la transición.

Los nacionalistas catalanes, así como habían hecho con la LODE, finalmente votaron a

favor, así como lo hicieron los nacionalistas vascos y IU. Sólo el Partido Popular se había

quedado al margen de un consenso que finalmente había ioteresado - con más o menos

entusiasmo -la enorme mayorla de los grupos presentes en las Cortes.

Para el conjunto del estado español, la LOGSE significaría - al menos desde un punto de

vista legal - el definitivo abandono del modelo escolar heredado del franquismo y la

implantación de un nuevo modelo que, mientras elevaba la obligatoriedad de la enseñanza a

los 16 años - en lioea con los otros países europeos - planteaba un modelo escolar basado

!123 Art.62 Ley Orgánica 1/1990 de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo. BOE nO 238
de 4 de octubre
924 AsI según el art.35: "El Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, establecerá los títulos

correspondientes a los estudios de formación profesional, así como las enseñanzas núnimas de cada uno de
ellos. Dichas enseñanzas núnimas permitirán la adecuación de estos estudios a las características
socioeconómicas de las diferentes Comunidades Autónomas". Ley Orgánica 1/1990 de 3 de octubre, de

Ordenación General del Sistema Educativo. BOE nO 238 de 4 de octubre.
•

.25 En 1991, la Generalitat llegaría a un importante acuerdo con los sindicatos que preveía un aumento de las

retribuciones como compensación del esfuerzo hecho por este colectivo en la aplicación de la refonna. En

este sentido es interesante notar como, en total contratendencia con cuanto estaba sucediendo y - sobre todo,
sucedería en los años siguientes - el porcentaje dedicado al presupuesto del Departament d'Ensenyament
repuntaría, entre 1991 y 1992 un 0,3%, pasando del 23,1% al 23,4% del total.
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sobre la comprensividad, la integración, la flexibilidad curricular y la igualdad de

oportunidades.
Para Catalunya la LOGSE significarla la consolidación un marco estable que permitiría una

extensión definitiva de la lengua catalana como lengua vehicular en todos los niveles y

ciclos de la enseñanza y la definitiva afirmación de un planteamiento curricular que tuviera

en consideración unos contenidos propios, especialmente en las disciplinas de las ciencias

sociales"'..6. Por otta parte, también significó un renovado dinamismo de la administración

educativa catalana en la gestión de conjunto del sistema, puesto que seria ésta la encargada
de extender y aplicar la reforma en todo el territorio. En ottas p;Uab,ras, después de unos

años en que la gestión se había situado al centro de las preocupaciones de la

administtación, la LOGSE - y el mandato de aplicarla que derivaba para la Generalitat -

inducían forzosamente esta última a volver a un planteamiento más general, y en definitiva

más político, Será sobre la base de este elemento que el Departamento empezará la ingente
tarea de redacción del Mapa Escolar de Catalunya (aprobado finalmente en 1995), y

promovió un ambicioso nuevo plan de inversiones escolares que empeñarla la

administración hasta finales de los años 90.

Pero sobre todo, así como se había ya producido con la LODE, la aprobación de la

LOGSE y la corresponsabilización de la Generalitat en su redacción y aplicación obtuvo

como resultado político quizás no inmediatamente evidente pero no por esto menos

importante, una ulterior consolidación de la administtación educativa catalana tanto con

respecto a la administración central, como sobre todo con respecto a los ciudadanos.m

y probablemente fue justo gracias a esta renovada consolidación que la Generalitat se lanzó

en una profunda remodelación y fortalecimiento de su mapa universitario.

La ttansformación de la universidad franquista, centtalizada y jerárquica en una universidad

moderna, descenttalizada, con vocación de servicio público y sobre todo autónoma, habla

sido también uno de los objetivos con el cual el PSOE se habla presentado en 1982 delante

de los electores. Después de unos intentos de reforma fallidos a principio de los años 80

por parte de los gobiernos centristas y en el medio de una situación altamente conflictiva,

'26 La LOGSE, en detallar las asignaturas obligatorias de cada ciclo, hablaba genéricamente por ejemplo de
"Historia" y "Geograffa", sin especificar si de historia y geograffa de Catalunya o de España se tratara. Esta
indefinición permitió a la Generalítat de generalizar los programas de historia y geograffa de Catahinya que se

habían empezado a introducir en algunos centros a partit de 1988.
927 Así según una encuesta realizada por el Departament d'Ensenyament en 1993, el 69,9% de la población
catalana en general y el 78% de la población con hijos en edad escolar no dudaba en reconocer que era

competencia de la Gener.ilitat la gestión pública de la enseñanza en Catalunya, frente a un 5,8% de la

población general y un 4,8% de la población con hijos en edad escolar que seguía convencida que la

enseñanza fuera competencia estatal. Véase DEPARTAMENT D'ENSENYAMENT: L'upini6 pzlbli«t i
1'''''''!JfI111",t a CataÚJ'!JII Gener.ilitat de Catalunya, Barcelona: 1994 p.9.
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generada entre otras cosas por la existencia de un altísimo número de personal docente en

situación precaria, en 1983 las Cortes aprobaban finalmente una reforma universitaria que,

mientras había facilitado una modernización y una democratización de los ateneos

españoles, había decretado finalmente su autonomía928•

Pero no obstante el artículo 15 del estatuto de autonomía, como se vio, había decretado la

competencia plena de la Generalitat en la enseñanza en todos sus niveles y grados -

incluyendo así también la enseñanza universitaria - no sería hasta 1985 que se realizaron las

transferencias relativas a esta importante materia"".

Durante los primeros años en que fueron transferidas las tres universidades entonces

existentes en el territorio catalán -la Universitat de Barcelona, la Universitat Autonóma de

Barcelona y la Universitat Politécnica de Catalunya - el esfuerzo de la administración se

había orientado fundamentalmente en el fortalecimiento de estas tres estructuras, con el

objetivo de hacer posible el completo desarrollo de la reforma de 1983 y preparar las

universidades catalanas a recibir el importante aumento de matriculaciones previsto como

consecuencia del boom demográfico registrado en Catalunya entre la mitad de los años 60 y

la mitad de la década siguiente. Pero ya después de la aprobación de la LOGSE y del

progresivo fortalecimiento de la administración educativa catalana, los planes de la

Generalitat se hicieron muchos más ambiciosos y se optó para una multiplicación de las

instituciones universitarias. Así, gracias a un plan de inversiones cuadrienal de más de

25000 millones de pesetas - financiado en su mayoría a través de emisión de débito -, entre

1990 y 1992, se creaban cuatro nuevas universidades públicas (pompeu Fabra930, Girona93t,
Lieida",2 y Rovira i Virgili, en Tarragona"'1 y se reconocía la universidad privada Ramón

Liull934, pasando así el "parque universitario" catalán de tres a ocho ateneos. Detrás de la

decisión del gobierno Pujo]' había evidentemente razones de tipo práctico, como la

necesidad imperiosa de aumentar de manera consistente la oferta de plazas universitarias,

pero también había razones de tipo estrictamente político93S•

"... Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Refottna Universitaria.
'" Real Decreto 305/1985, de 6 de febrero, sobre traspaso de servicios de la Administración del Estsdo a la

Generalitat en materia de Univetsidades.
"'" Llci 11/1990, del 18 de juny, de la Univetsitat Pompeu Fabla, DOGC aúm, 1308,22 de juny de 1990.
9" Llei 35/1991, del 30 de desembre, de creació de laUnivetsitat de Girona, DOGC, nÚttl. 1541, 15 de gener
de 1992.
932 Llei 34/1991, del 30 de desembre, de creació de la Universitat de Lleida, DOGC núm. 1541,15 de gener
de 1992.
933 Llei 36/1991, del 30 de desembre, de creació de la Univetsitat Rovira i VtrgiIi, DOGC, núm, 1541, 15 de

gener de 1992.
9" Llei 12/1991, del 10 de maig, de reconeixement de la Universitat Ramon LluII, DOGC núm. 1445,22 de

rnaig de 1991.
9" Una buena muestra de la importancia estratégica atribuida por la Generalitat, y por su su President,
otorgaban a la política de expansión de aquellos años fue la inclusión del Commisiionat per a la Recerca - el
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Por un lado, en la óptica de CiU, era extremadamente importante romper la dinámica

tradicional que había visto Barcelona ser el único y indiscutido centro neurálgico de la

cultura y de la investigación realizada en el país, y, por el otro, el nacimiento de numerosas

y nuevas universidades representaba un punto irrenuncíable en el proyecto de

modernización que tenía como ambición la de situar Catalunya a la vanguardia de las

comunidades autónomas del estado y en linea con las regiones europeas más desarrolladas

en el terreno de la formación superior.
Pero al lado del desarrollo de la reforma escolar y del fuerte impulso a las políticas de

reestructuración universitaria, la primera mitad de los años 90
\
es caracterizada en

,

Catalunya, así como en el conjunto del estado, por una progresiva liberalización del modelo

escolar. Esta nueva tendencía encontró un momento decisivo con la aprobación en las

Cortes de la Ley Orgánica de Participación y Evaluación de los Centros Docentes

(LOPEG)936.
La nueva normativa tenía como objeto el desarrollo de todos los aspectos contenidos en la

LOGSE relativos a la evaluación, la participación y la calidad de la enseñanza. Sin cambiar

el esquema general de participación y gobierno de los centros establecida por las

normativas anteriores, la nueva ley pretendía favorecer la flexibilización de los mecanismos

de gestión económica y pedagógica de los centros docentes, al tiempo que introducía

modificaciones relativas a las atribuciones de la dirección de los centros.

Así la LOPEG especificaba y regulaba detalladamente toda una serie de aspectos sólo

genéricamente enuncíados en la LOGSE, aumentando considerablemente la autonomía de

los centros en la definición de sus normas de funcionamiento interno, de estructuración de

sus proyectos educativos y curriculares.

Asimismo, la autonomía se extendía también a la gestión económica, que finalmente se

transformaba en un terreno en el cual los centros tendrán amplísimos espacios de

maniobra937.

Para reequilibrar el sistema, que de otra manera resultaría excesivamente decantado hacía la

autonomía de los centros, la nueva normativa hacía hincapié en un riguroso sistema de

órgano de programación y control de la política universitaria - en las estructuras del Departament de
Presidencia.
'3' Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, de Participación, Evaluación y Gobierno de los Centros
Docentes.
937 Así, según el art7.2 ''Las Administraciones educativas podrán delegar en los órganos de gobierno de los
centros públicos la adquisición de bienes, la contratación de obras, servicios y subministros, con los llrnites
que en la nonnativa correspondiente se establezcan. El ejercicio de la autonomía de los centros para
administrar estos recursos estará sometido a las disposiciones que regulan el proceso de contratación y de
realización y justificación del gasto para las Administraciones educativas". Ley Orgánica de la Participación, la
Evaluación y el gobierno de los Centros, B.O.E de 21 de noviembre de 1995.
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controles y evaluación continuada de la labor de los centros, indicado como el instrumento

más eficaz para garantizar la calidad de la enseñanza. Retomando las indicaciones ya

contenidas en el texto de la LOGSE, los controles y los mecanismos de evaluación se

imaginaban organizados básicamente en tres niveles: general, a través del Instituto Nacional

de Calidad; autonómico, a través de los planes y programas de cada administración

educativa; de centro, según criterios también establecidos a partir de normas de las

diferentes administraciones educativas.

Finalmente, la LOPEG también incidiría sobre la figura del Director Escolar. Si bien no

mutarían de maneta substancial las atribuciones que la LODE había otorgado a los
, .

Consejos Escolares, en una óptica de mayor autonomía de los centros, la nueva ley se

decantaba por un modelo en el cual la supuesta funcionalidad mayor de un órgano

unipersonal se impusiera a la lógica, quizás más democrática, pero inevitablemente más

compleja de un órgano colegiado como el Consejo Escolar.

La LOPEG, presentada por el gobierno socialista en la primavera de 1995 fue aprobada en

el noviembre del mismo año por una mayoría substancíalmente atípica si se tiene en cuenta

la historia parlamentaría de las normativas estatales en matería de enseñanza. Si como era

razonable pensar, el PSOE Y CiU siguieron votando juntos en la linea de los acuerdos que

habían hecho posible la aprobación primero de la LODE y después de la LOGSE, ahora se

añadía al consenso también el PP y se quedaba en contra de la nueva normativa - por

primera vez en el caso de leyes educativas promovidas por los gobiernos socialistas -

prácticamente en solitario, la coalición izquierdista IU.

Detrás de un cambio tan radical de mayoría evidentemente hay toda una serie de razones

de vario orden y naturaleza.

Una parte de ellas, se tienen que buscar inevitablemente en las dificultades con las cuales se

estaba encontrando el desarrollo de la reforma de la enseñanza aprobada sólo cinco años

antes. La LOGSE, con su ambiciosa reestructuración de la organización cutricular, el

aumento de la escolaridad obligatoría hasta los 16 años, y más en general, con el verdadero

cambio sustantivo que ambicionaba a provocar en la misma concepción de la enseñanza,

necesitaba una inversión - política y también económica - que un estado español victima

de la recesión de los primeros años 90 y un gobierno socialista en evidente crisis de

proyecto y de credibilidad, posiblemente no habían sido capaces de proporcionar.
Así la reforma se había empezado a extender de manera increíblemente lenta, con una

aceptación por parte del cuerpo docente extremadamente desigual, que a momentos había

generado verdaderas crisis de desconcierto entre una parte de los actores de la enseñanza.
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Así, la LOPEG se había configurado - no obstante se tratase objetivamente de una

normativa que tenía el cometido de desarrollar la misma LOGSE - como una medida que

ínterpretaba la reforma de cínco años antes según unos criterios parcialmente diferentes

con respecto a los tradicionales de la política educativa socialista, más orientados a un

desempeño de la administración pública y a la valorización del papel de los actores

operantes en el mundo de la escuela.

Por otra parte, la filosofia que finalmente había ínspirado la LOPEG delataba una

verdadera mutación profunda en la cultura política socialista. Abandonados los ímpetus
transformadores de los ínícios, el PSOE se había situado ya en el campo de una izquierda

, .

reformísta de tipo europeo occidental que había hecho suya toda una serie de principios y
de prácticas de gobierno típicamente liberales.

La confluencia de estos elementos, unidos a un íntento por parte del Partido Popular de

deshacerse de su imagen de partido derechista ligado a remíniscencias claramente

franquistas con el objetivo de presentarse claramente como partido de gobierno, había

producido la coíncidencia - nunca vista hasta entonces - de los dos grandes partidos
estatales en el voto sobre una medida relativa a la política educativa.

En este cuadro, CiU parecía, en 1995, el gran ganador de la tremenda batalla ideológica que

había atravesado el sistema político español desde la transición. En el fondo, la confluencia

sobre un modelo ni claramente estatalista, ni, al contrario, decantado a la derecha, hacia los

íntereses tradicionales de la gran patronal escolar, había sido el eje constante de su

actuación desde los primeros años 80 y, en parte, había sido también la clave de su éxito.

7.7 Los años de colaboración con el Partido Popular. ¿Hacia un nuevo modelo
escolar?

Como es noto, después de 14 años consecutivos de gobierno, el PSOE perdería las

elecciones generales de 1996. El Partido Popular de José MaríaAmar ganaba las elecciones

pero sín poder ostentar una mayoría absoluta y se veía forzado a buscar un acuerdo de

gobernabilidad con el PNV y CiU.

Los térmínos y las consecuencias generales de lo que se llamó en su día el Pacto delMajestte­
del nombre del hotel barcelonés en el cual se había firmado el acuerdo entre el pp y CiU -

ha sido ya analizado ampliamente en otra parte de este trabajo.
Pero por lo que se refiere a las políticas educativas, si bien no existiera en la letra del pacto

una referencia explícita, las ínfluencias del acuerdo entre el partido conservador español y
los nacionalistas catalanes empezaron a verse en primer lugar dentro de los equilibrios
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internos a la coalición nacionalista en el momento en que Pujol, justo después de los

comicios estatales, procedía a una remodelación de su gabinete.
Así, un miembro de Unió Democrática de Catalunya, Josep Xavier Hemández Moreno, se
hacía cargo del Departament de Ensenyament, un terreno que siempre el socio de mayoría
de la coalición, CDC, había querido reservar para cargos de absoluta confianza del

President.

El nombramiento del exponente democratacristiano, más allá de unas razones políticas de

reequilibrio de poder - puesto que uno de los resultados de .la remodelación se había

suprimido la Consellería de Comerc, Consum i Turisme, ocupada por el también
, .

democratacristíano Lluís Alegre - delataba en todo caso un cierto intento de aproximarse a

las tesis y a los intereses de referencíapoplllarrs, sobretodo enmateria de enseñanza católica.

Ya se ha recordado que, dentro de la coalición nacionalista en tema de políticas educativas

existían sensibilidades y opciones diferentes, que habían encontrado su punto de equilibrio
en la construcción de un sistema mixto en el cual la catalanización de la enseñanza había

jugado un papel de catalizador y síntesis de las diferentes tendencias.

Ahora, en 1996, y después del giro liberal de la política educativa a nivel estatal ya empezado

por los socialistas - cuyo indícador más fiable había sido la atipicidad de la mayoría que

había hecho posible la aprobación de la LOPEG -, la llegada a! poder del Partido Popular y
el control por parte de Unió Democrática de Catalunya del Departament d'Ensenyament
anuncíaban una cierta profundización en un planteamiento más conservador de las políticas
educativas, tanto en Barcelona como enMadrid.

En realidad, a lo largo de la primera legislatura en que gobernó el Partido Popular, los

cambios introducidos - aunque fueran el algunos casos muy significativos - se realizaron

por vía reglamentaría y, de alguna forma, discreta. La falta de una mayoría clara y una cierta

dosis de prudencía debida a la necesidad de afianzarse en el poder con una imagen
substancíalmente moderada, aconsejó a! primer gabinete de José María Aznar no intentar

abordar la cuestión educativa a través de una nueva normativa de carácter genetal que,
inevitablemente reabriría una discusión profunda que habría sido muy dificil de ganar para

un gobierno recién llegado a! poder y falto de mayoría absoluta.

Pero igualmente, movimientos tácticos en el sentido de volver a decantar la política
educativa estatal hacía el extremo de la libertad de enseñanza y, más concretamente hacía los

intereses de la patrona! escolar, sobre todo católica, se realizaron y tuvieron consecuencías

profundas.
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Quizás las medidas más significativas en este sentido en la primera parte del primer
mandato popular, fueron dos, una de carácter político y puntual; y la otra, de carácter

económico, más diluida en e! tiempo.
En primer lugar, en la primavera de 1997, e! gobierno central aprobaba un decreto que

volvia a regular e! régimen de elección de los centros educativos en e! "territorio MEe", y

que a la práctica cambiarla de manera substancial los criterios de admisión del alumnado en

los centros concertados que en su día había establecido la LODE938• Así, según e! nuevo

decreto, se ampliaban las "zonas de influencia" de los centros, se jncluían entre los criterios

válidos para la admisión la proximidad de! centro no sólo al do�ci)io de la familia sino

también al lugar de trabajo de los padres y, paralelamente se reducía e! peso de la renta

familiar en favor de la presencía de un hermano en un centro. Pero, sobre todo, e! nuevo

decreto introducía la posibilidad que los centros pudieran establecer autónomamente

criterios complementarios de admisión de los alumnos, alterando así las condiciones de

elección de la demanda, y permitiendo, a la práctica, una política de selección autónoma,

incluso en los centros sostenidos con fondos públicos:
Por otra parte, por lo que respetaba más en general los regímenes de concierto, e! PP no se

dispuso a introducir nuevas medidas de carácter regulador, sino - como ha señalado

recientemente algún estudioso - optó por "alterar cuantitativa y cualitativamente" las

transferencias al sector privado.939
Así, no obstante la segunda mitad de los años 90 fue caracterizada por una importante
caída demográfica de la población en edad escolar, sobre todo por lo que se refería a los

niveles obligatorios, los recursos destinados a los centros privados por e! Ministerio e

Educación y Cultura no pararon de crecer a lo largo de todos los años de la primera

legislatura de! gobierno pujJHJaI4". Además, y aquí se registraba una primera e importante
diferencia con cuanto había sucedido durante los mandatos socia1istas, se llegaron a

subvencionar centros que hasta entonces se regían a través de financiación totalmente

privada.
El gobierno de la Generalitat acogió este nuevo rumbo de las políticas educativas estatales

de manera discreta pero favorable. Así, mientras se promulgaba e! decreto estatal sobre los

criterios de admisión en los centros concertados, e! ejecutivo autonómico promulgaba un

decreto que no sólo iba en e! mismo sentido, sino que además lo hacía todavia con más

938 Se trata del Res! Decreto 366/1997, de 14 de marzo .

... J. CALERO y X. BaNAL: Polítiro ,dmatillOy garm prlbliro In la .t/¡¡GI1dón Pomares - Corredor, Barcelona:
1999,p.90.
940 El cambio de tendencia se notó pronto: en el primer año de legislatura pOp1l1ar, se procedió a la supresión
de aulas públicas y a la creación de nuevas aulas privadas. Véase ElPaú, 3 de junio de 1997.
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fuerza, convirtiéndose Catalunya en la comunidad autónoma - después de Navarra - en la

cual los criterios libremente establecidos por los centros pesaban más en la admisión del

alumno'·'.

Criterios de admisión de alumnos en los centros sostenidos con fondos
públicos. Puntuaciones del MEC y de las Comunidades Autónomas (1997)

Infantil y Bachillerato y Cal. Eus. Nav. Gal. Como Can. And.
Primaria Ciclos Val.
(MEC) Profesionales

(MEC)
Renta anual

referida al salario , ,

Mlnimo
<Y. 2 2 2 2 1,5 2 2 2 2

Entre Y. y Yz 2 2 2 2 1,5 2 2 2 1
Más de Y. 2 2 2 2 1,5 2 2 2 O
Igual 2 2 2 2 1,5 2 2 2 O

hasta el doble 1 1 2 2 0,5 2 1 1,5 O
> del doble O O O 1 O 1 O 1 O

> del cuádruolo O O O O O O O 0,5 O
Proximidad al
domicilio
Zona de 4 3 5 5 5 5 5 5 6
Influencia

Zona lim [trote 2 2 2 2 2 2 2 3 3
Mismo municioio O O 1 O O 1 O 2 O

Existencia de un

hermano en el
centro

I hermano 4 3 5 5 3 3 3 3 3
11 Hermano 3 1 O 1.5 1 1 1 I 1 1
Criterios

comolernenteríos
Familia 1,5 1,5 3

numerosa

Propios de los 1 1 2 1 3 - . 1 .

centros

Fuente: X. BaNAL y x. RAMBLA: "La política educativa a Catalunya: univetsalització, fragmentacló i
reproduccié d. les desigualtats" en: J. SUBlRATS y R GOMA: G•."." jp.UtiqlllS p,¡bliqlles 4 CataÚl'!74 VB­
VAB, Barcelona: 2001 p.119.

Pero el decreto de 1997 y la inicial colaboración entre los ejecutivos estatales y

autonómicos no significarla una aceptación total por parte de CiU de todos los postulados
del PP. Si el acuerdo pudo construirse en tomo a una más condescendiente relación entre

los poderes públicos y la patronal escolar, este extremo representaba sólo una fase de un

ambicioso proyecto popular orientado a deshacer literalmente el camino recorrido bajo los

mandatos socialistas. Por lo tanto, a una primera fase en la cual se intentaría

94' Se trata del Decreto 53/1997, de 4 de marso.
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substanciaImente despablicizar - a través de medidas desreguladoras - la enseñanza, seguirla
en la más clásica tradición de la derecha española, un intento de volver a una fuerte

centralización de la gestión de la máquina educativa y sobre todo de uniformización de los

contenidos.

Y, como era previsible fue en este último punto que los ejecutivos español y catalán eran

destinados a enfrentarse.

En la primavera de 1997, el gobierno popular anunciaría de la voluntad de aprobar un

decreto sobre la enseñanza de las humanidades que situaba al gobierno central como

protagonista indiscutido en la fijación de los contenidos de mate�s � sensibles como la

literatura, la historia o la geografía. A tal fin, la ministra Esperanza Aguirre decidió de

instituir una comisión que estudiara el proyecto. La Comisión terminó sus trabajos en la

primavera de 1998, pero el sólo anuncio de la decisión de adoptar un decreto en este

sentido, hizo tambalear desde las fundamentas el pacto de legislatura firmado con los

nacionalistas catalanes en la primavera de 1996942• Así el PP retiraría momentáneamente el

proyecto y el dictamen de la comisión acabó en un cajón del Ministerio de Educación.

Pero fue a partir de la segunda legislatura del Partido Popular, después que este partido en

los comicios de abril de 2000 conquistara una apabullante mayoria absoluta, que el giro que

los conservadores españoles querían imprimir a las políticas educativas se manifestó en

toda su envergadura.

Así, a los pocos días de haberse formado el nuevo gobierno presidido por José María

Aznar, la ministra Pilar del Castillo en una comparecencia delante del Congreso presentaba
las líneas de una nueva ley del sistema educativo que, con el objetivo al menos formal de

conseguir una mayor calidad del sistema educativo, a la práctica cuestionaba de manera

radical los preceptos contenidos en la LOGSE.

El anteproyecto de la reforma, finalmente, se acabaría presentando sólo en el marzo de

2002, después de un larguísimo proceso de consultación con las componentes escolares

que, en su mayoría, mostraron toda su contrariedad al proyecto.
Pero igualmente, la fuerza derivada de la mayoría absoluta empujaría al gobierno a no

retroceder de sus planes. Así, a finales de 2000, mientras la gran parte de las asociaciones

escolares, de los partidos de la oposición y de los sindicatos todavía hacían sentir su voz en

contra de la revisión de la LOGSE anunciada por la ministra, el gobierno había aprobado

.... Conocido el borrador del decreto, en otoño de 1997, el Conseller Xavier Hernándea habla hecho saber

que, de ser aprobado el texto, la Gener.ilitat, simplemente se abstendrla de aplicarlo. y Jordi Pujol llegó a

comparar los contenidos del borrador del decreto con los libros franquistas del bachillerato español de los

años cuarenta. Véase La Vonl,Jlorrlia, 30 de octubre de 1997.
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definitivamente aquel Decreto de Humanidades'Y que tres años antes había sido

arrinconado gracias a las presiones de los partidos nacionalistas que apoyaban al gobierno.
La reacción de CiU fue evidentemente muy dura, pero los equilibrios políticos - que veían

ahora CiU depender del PP en Barcelona y e! PP completamente autosuficiente en Madrid

- no dejaron a los nacionalistas catalanes margen de maniobra suficiente para intervenir.

Y, en marzo de 2002 finalmente e! ministerio hacia público e! texto del anteproyecto de

aquella� de Calidad que sería destinada a sustituir la LOGSE.

El proyecto finalmente daría la medida de hasta a que punto e! ejecutivo de José María

Aznar estaba dispuesto a barrer casi por completo la experiencia 4e la, política educativa de

la etapa socialista.

Esquematizando, e! proyecto hacia hincapié en tres elementos fundamentales.

En primer lugar, se reestructuraría.' e! bachillerato introduciendo itinerarios formativos

separados a partir del tercer año de ESO. Asimismo se preveía la posibilidad de una

interrupción de la escolarización obligatoria a los 15 años en los casos en que se creyera

conveniente "dar una salida" a los alumnos que no qnisieran continuar con los estudios.

Estas medidas contradecían así de pleno la orientación comprensiva y individualizada que

la LOGSE había querido imprimir a la educación secundaría.

En segundo lugar, se instituía una "prueba general de bacbillerato" que se añadía así, para
los estudiantes que desearan entrar a la universidad, a las pruebas de selectividad y a los

exámenes de admisión de las distintas facultades universitarías. Aquí también, el gobierno

popular intentaba invalidar uno de los grandes principios que se habían afirmado con la

LOGSE: la evaluación continuada.

Y finalmente la ley propiciaba una amplia reestructuración curricular, que preveía una

menor capacidad para las administraciones educativas de establecer los contenidos mínimos

de cada asignatura y la reintroducción, como asignatura evaluable, de la religión, en su

modalidad confesional (como religión católica) O en su modalidad "filosófica" (como
''hecho religioso").
La dureza de la polémica con la cual se acogió la presentación del proyecto, de hecho

volvió a abrir otro capítulo de la guerra lSt/o/ar en e! estado español.
Las movilizaciones del profesorado, de! alumnado y de la comunidad académica fueron

posiblemente las más numerosas de los últimos años, tanto en Catalunya como en e! resto

de! estado y los partidos de izquierdas volvieron hablar de contrarreforma educativa.

943 Real Decreto 3474/2000, de 29 de diciembre, B. O. E. nÚln 14, de 16 enero 2001.

538



y posiblemente fue en este momento que se empezaron a deteriorar definitivamente las

relaciones entre los populares y los nacionalistas catalanes. Si sobre las medidas liberalizadoras

que el PP había adoptado hasta entonces - sobre todo en la legislatura 1996-2000 - en

materia educativa los nacionalistas catalanes habían mostrado su disponibilidad, el proyecto
de la LOCE significaba ahora un claro intento de imponer un nuevo modelo drásticamente

decantado hacía los intereses de la derecha no ya liberal, sino más tradicionalmente

españolista. Ya el decreto de humanidades había representado un primer motivo de

desacuerdo, ahora la filosofía que había informado aquella previsión reglamentaria se

generalizaba y hacía imposible un apoyo por parte de CiU, que pr�se�taría una enmienda a

la totalidad al proyecto de ley.
La Ley de Calidad se acabaría aprobando en diciembre de 2002944 con los únicos votos

favorables del PP y de Coalición Canaria y el gobierno de la Generalitat anunciaba un

recurso de inconstitucionalidad.

La actuación de CiU - que todavía a finales de 2002 ostentaba el gobierno de la Generalitat

- había roto con su tradicional postura de dar apoyo a las medidas legislativas que se

aprobaran en ámbito estatal. Las razones de este cambio de postura se tienen que buscar

evidentemente en los contenidos de la LOCE, que se habían demostrado inaceptables para

los nacionalistas catalanes y también en la inexistente disponibilidad de la mayoría

parlamentaria popular a negociar unas modificaciones que no fueran meramente sintácticas

del texto. Pero sobre todo, la oposición de CiU a la LOCE - incluso en un contexto
.

político en que CiU dependía del PP en Barcelona - se debió fundamentalmente a su

naturaleza de partido nacionalista. Si bien CiU en 2002 era a objetivamente una fuerza

considerablemente más GOlIservadora de lo que había sido en pasado- el apoyo a las medidas

de 1997 lo había demostrado -, lo que no había podido avalar era por un lado el recorte

objetivo que la ley representaría para las prerrogativas autonómicas, y, por el otro, la

adopción de un modelo demasiado decantado hacia el sector privado. De haber aceptado,
CiU habría dejado totalmente desprotegido un sector público que en Catalunya, sin ser

mayoritario, era en todo caso imprescindible en el modelo escolar constrnido por los

nacionalistas catalanes a lo largo de más de veinte años.

Finalmente, quedan por hacer algunas breves consideraciones finales sobre el desarrollo del

sistema educativo catalán y las políticas segnidas en este campo por la Generalitat.

Como ya se ha recordado al inicio de estas páginas, la valoración no puede limitarse a los

resultados de las políticas de la Generalitat en cuanto administración educativa, sino que se

... Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, d. Calidad de la Educación.
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tiene que tener en cuenta también la intervención de los diputados catalanes de CiU en el

Congreso en los grandes debates sobre el modelo educativo a nivel estatal.

La configuración competencial establecida por la Constitución y por el estatuto - que

otorga al momento legislativo estatal un papel absolutamente determinante - y el hecho de

que a lo largo de veinte y tres años fueron los nacionalistas moderados a ostentar sin

solución de continuidad el poder en la Generalitat, aconseja y permite este doble análisis.

Así, por lo que se refiere a la actuación de CiU en las Cortes, se podría afirmar que ésta
,

haya sido, en los diferentes períodos considerados, substancialmente exitosa, por el papel
de moderación que ha jugado con respecto a culturas y intereses fuertemente enfrentados.

. .

Pero sería un análisis quizás manco de una dimensión fundamental el que considerara este

papel de moderación sólo con referencia al c/eavage escuela pública/escuela privada o, en

otras palabras izquierda/derecha. La colocación t:entral de CiU en el debate escolar a nivel

de estado no dependió únicamente de su naturaleza de fuerza moderada, sino

fundamentalmente de su intento de constituirse - con o sin razón - en representación
institucional de los catalanes en Madrid, y, por lo tanto de los diferentes y a veces

contrapuestos intereses que enervaban la sociedad catalana. Una sociedad en la cual,

históricamente, las contraposiciones no se resolvían únicamente en tomo a la divergencia

público/privado, sino que abarcaban otros elementos.

y por lo que se refiere más concretamente a los reSllltados de las políticas educativas de la

Generalitat, si bien se pueden ciertamente señalar como activos de la administración un

aumento generalizado de la escolaridad, el progreso de la competencia lingüística en catalán

de la población y la existencia de un conflicto escolar substancialmente menos significativo

que en el resto de estado, quedan serias dudas sobre el cuanto el sistema haya sido capaz

de fomentar la movilidad social en las últimas dos décadas y sobre todo sobre su capacidad
de enfrentarse a los retos que plantean las modificaciones demográficas que se están

produciendo gracias a la reciente inmigración.
La ambivalencia de las políticas escolares de la Generalitat - y, en buena parte su originalidad
con respecto a las políticas que se siguieron a nivel estatal -, había respondido a la voluntad

explícita de conyugar positivamente las dos instancias de querer construir una escuela

comprensiva (es decir, accesible a todos los grupos sociales) y de respeto de la libertad de

elección de los centros. Si se tienen en cuenta los datos relativos a la procedencia del

alumnado de las escuelas privadas, se observará corno, a la práctica, el sistema haya sido

substancialmente incapaz de evitar una contradicción entre las dos instancias. La elección

por una presencia equilibrada del sector público y del sector privado y por una cierta
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neutralidad del poder público, en este sentido, ha acabado minando los mismos

presupuestos de la escuela comprensiva, ya que los grupos sociales se han ido distribuyendo
de manera profundamente desigual entre los dos sectores. Como ha señalado algún
estudioso, en la medida en que los grupos sociales ocupan posiciones desiguales en

diferentes ámbitos, su segregación escolar refuerza la reproducción de las desigualdades en

el sistema educativo."

Porcentajes de matriculación en la escuela privada según clase
social de la familia de pertenencia (1991)*.

Catalunya Territorio MEC
Total 39,4 30

Capitalistas 48,7 31,0
Clase media patrimonial 33,5 26,8

Profesionales 55,0 42,1
Empleados 35,4 39,0
Obreros 32,5 23,9

%profesionales -% +23 +18,2
obreros

Fuente: X. BaNAL y x. RAMBLA: "La poHtica educativa a Catalunya: universalització, fragtnentació y

reproducció de les desigualtats" en: J. SUBlRATS y R. GOMA: Go""" i poHtiqlllSptíbliqlllS a CalaÚI'!Ja (1980-
2000) VoaUB-UAB, Barcelona: 2001 p.120
* La clasificación se debe a J. A. TORRES MORA: "DemograHa educativa de los años ochenta: el
nacimiento una meritocracia bastarda" en: EtÚ«a<Íólly 'M,dad (1991), vol. VIn, pp.25-58.

A pesar de que la incapacidad del sistema de superar sus contradicciones implícitas se ha

manifestado a lo largo de las últimas dos décadas de manera visible, ésta no parece haber

tenido importantes consecuencias perjudicia1es para la movilidad social. Pero el giro
conservador y privatistico impulsado en los últimos años por los gobiernos pOplllares y
apoyado en cierta medida por el gobiemo catalán - en este sentido el decreto de 1997 sobre

los criterios de admisión en los centros concertados es una prueba evidente - unido al

increíble aumento de la población inmigrada, pone hoy sobre la mesa todas las incógnitas
relativas a la capacidad del sistema escolar catalán de garantizar la cohesión y la movilidad

social en los próximos años.

Actua1mente, la enorme mayoria de los hijos de la población inmigrada se concentra en la

escuela pública, en porcentajes que superan el 90%. Las dificultades de integración que se

plantean para estos colectivos, se ven gravemente aumentadas en la medida en que amplios
sectores de la población autóctona, gracias a las posibilidades de selección del alumnado

94' Véase X. BaNAL y X. RAMBLA: "La poHtica educativa a Catalunya: universalitsació, fragtnentació y
reproducció de les desigualtats" en: J. SUBlRATS y R. GOMA: G.""" ipoHtiq"ISptibúqlllS a Cata"''!Y'' (1980-
2000) voa UB-UAB, Barcelona: 2001 p.120.
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ofrecidas por el sistema a los centros concertados, evita de compartir con los inmigrados
un espacio básico para la construcción de la convivencia como es la escuela.

El problema se ha planteado en toda su actualidad en las últimas elecciones autonómicas de

2003, el resultado de las cuales ha puesto fin a 23 años consecutivos de gobierno de

Convergencia i Unió. Por parte de la nueva coalición en el gobierno - formada por PSC,
ERC y Iniciativa per Catalunya - se ha puesto al orden del día una profunda revisión del

modelo de gestión de la enseñanza llevado a cabo en los últimos años por la coalición

nacionalista. Por un lado se ha hablado de una amplia revisión de los conciertos existentes,

puesto que en muchos casos, y por explícita admisión del ex President Pujo!, se ''hizo

trampa,,946 tanto con respecto a la gtatuidad efectiva947 de la enseñanza en los centros

concertados como con respecto a los tipos de centros subvencionados, a menudo "escuelas

de élite". y por el otro, de manera más específica, se ha hablado de la necesidad de

establecer mecanismos legales para una efectiva "admisión de responsabilidad" de los

centros concertados en la escolarización de los hijos de la población inmigtante. Ambas

propuestas, si bien han conseguido levantar las protestas de las organizaciones de la

patronal escolar catalana, en el momento de escribir estas líneas no han generado todavia

iniciativas normativas y reglamentarias concretas en este sentido .

... Las declaraciones de Pujo!, hechas durante la campaña electoral para las elecciones autonómicas de 2003
llevaron incluso a una demanda judicial delaute del Tribunal Superior de Justícia de Catalunya por "presunta
malversación de fondos públicos" por parte del sindicato USTEC. Este procedimiento judicial no fue el
único que interesó la gestión de los conciertos por parte de la admirtisttación autonómica: a finales de 2003
existían tres investigaciones (en Olot, en el Vallés y en Premia de Dalt) sobre presuntos cobros irregulares por
parte de centros concertados. La posible presencia de irreguIaridsdes habla sido registrada incluso por la
misma administración. Un informe de la Inspección del Departament d'Ensenyament, en novientbre de 2002,
habla señalado que del total de 739 escuelas privados que hay en Catalunya, 435 "entiten recibos y perciben
cantidades por conceptos que podrían suponer una presunta irregularidad". Véase ElPals, 7 de noviembre de

2003, sección Cataluña, p. 6.
947 La obligatoriedsd de ofrecer enseñanza obligatoria en condiciones de gratuidad, a la práctica, no ha sido

cumplids por muchos centros concertados, que han utilizados diferentes estrategias contables - la más
frecuente de las cuales es la constitución de fundaciones - para disfrazar el cobro de cuotas por parte de las
fatnilias. Véase A. VILLAROYA y J. CALERO: "Principales caracter!sticas del sistema de ayudas públicas a la

enseñanza privada no universitaria en España", en: AA.VV.: .Adar tk 1m VIIJornadas tk laAEDE Universidsd
de Cantabria-AEDE, Santander: 1998 pp.343-352
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CAPÍTULO OCTAVO
LAS POLÍTICAS DE PROYECCIÓN EXTERIOR

8.1 Entre autoorganización y instrumentos de
cursos europeos al Patronat CataJii Pro Europa.

intervención institucional: de los

•

Como es sabido, el estado español entró en la Comunidad Europea como miembro de

pleno derecho sólo a partir del 1 de enero de 1986.

Pero la Genera1itat de Catalunya, ya pocos meses después de las primeras elecciones
\

autonómicas y de la investidura de Jordi Pujol como presidente; empezó a considerar la

política exterior - y en primer lugar la política de acercamiento a Europa - como uno de

los pilares fundamentales de su actuación de gobierno.
Desde un punto de vista jurídico, simplemente, las instituciones de rango autonómico no

podian desarrollar ninguna acción de política exterior. Según la Constitución Española - y

en particular según su articulo 149.1.3 - las políticas en materia de relaciones

internacionales eran (y todavía son) competencia exclusiva de la administración central.

El europeísmo en Catalunya era un valor fuertemente arraigado en la práctica totalidad de

las fuerzas políticas catalanas'47, y de manera muy especial en el mismo nacionalismo

mayoritario, que veía en el acercamiento a las instituciones comunitarias la vía

posiblemente más rápida y segura de modernización del Estado español y de consolidación

democrática, y, a la vez, el escenario en el cual finalmente las reivindicaciones nacionales

catalanas, en un marco caracterizado por el intento de superar el clásico esquema de los

estados-naciones, tendrían finalmente posibilidad de expresarse.

Esta doble conciencia, madurada por la mayotÍa de los dirigentes de las fuerzas políticas
catalanas y, en particular modo por el mismo Jordi Pujol en los años de la resistencia

antifranquista948, era destinada a tener sus repercusiones prácticas en el momento en que

finalmente, se constituirían los poderes autónomos.

Sin embargo, las limitaciones legales impuestas por la Constitución constituían un

obstáculo que inevitablemente se tendría que tener en cuenta. Pero, por otra parte el

ejecutivo catalán, en este campo, podia contar con una determinación política
enormemente firme .

..t Por una panorámica sobre el europeísmo catalán durante la dictadura véase P. DE PEDRO Y Q. sOLÉ:
30 fI1!Yl d�uropeisnu ¡;afata Meditemlnia Barcelona: 1999 .

... En ese sentido es particularmente interesante la conferencia "Europa, endavant amb la regionalització",
pronunciada por Pujol en Kellamey - Irlands - el 20 de junio de 1975 y recogida en j. PUlOL; Una ¡mlítita]m'
CaflÚln[Ja Nova Terra, Barcelona: 1976, pp.67-76.
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La estrategia seguida en este sentido por el primer gabinete de Jordi Pujol fue tríplice.
En primer lugar, se optaba por una profunda acción de sensibilización de la opinión

pública sobre los ternas ligados a la próxima y probable entrada del Estado español - y

consecuentemente, de Catalunya - en la CEE.

En segundo lugar, aunque de manera embrionaria, se proceclia a la construcción de una

suerte de burocracia europea catalana - una pselldodiplomacia fuertemente ligada a la figura
del President - que pudiera especializarse y ocuparse establemente de los temas

relacionados con Europa.
Y, finalmente, a través de diferentes instrumentos, empezaba una tarea de exportación de la

, '

realidad política y cultural catalana al exterior, de construcción de instrumentos

institucionales y de cooperación orientados a situar finalmente Catalunya en el mapa

europeo.

El denominador cotuún de esta ambiciosa estrategia era representado básicamente por el

factor tiempo. En la mente de los dirigentes nacionalistas, en efecto, cuanto más

rápidamente se cumpliría con los tres objetivos fijados, más margen de maniobra quedaría

para las instituciones catalanas para desarrollar algún tipo de política europea autónoma en

elmomento en que finalmente España entraría en la Comunidad Europea.
Así, ya en el verano de 1980 la administración comisionaba a un grupo de prestigiosos
académicos un Libro Blanco sobre el impacto que comportaría para la economía catalana la

entrada en el mercado común....

Y un año después, durante la primavera-verano de 1981, se inauguraba el primer Curs sobre

Ies C0111llnitats Ellropees, organizado conjuntamente por la Generalltat de Catalunya, el

Ministerio de Asuntos Exteriores de España y la Cambra de Comerc; de Barcelona. Se

trataba de un curso general de corte esencia1mente económico que comprometió, en

calidad de docentes, a funcionarios de las varias instituciones de las Comunidades Europeas
- sobre todo de la Comisión -, a personalidades de la vida política, económica y social de

los países miembros de la Comunidad y a expertos en ternas comunitarios sobre todo

catalanes, procedentes de la administración central, de las universidades y del mundo

productivo'so.
Aliado del objetivo puramente formativo y divulgativo - el éxito de la iniciativa empujó a

los organizadores a repetirla en los años siguientes -, que también había sido una de las

razones por las cuales había sido organizado, había otro, quizás menos evidente pero

"". AAvv.: Llib,. Blanr sob,. CataIll'!Ya i la CEE GeneraJitat de Catalunya, Barcelona: 1982
sso La experiencia del primer curso está recogida en el volumen AA.VV.: Cafalu'!Ya i /es C0111l1nifa/s Enrupees,
Generalitat de Catalunya, Barcelona: 1981.
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destinado a tener consecuencias mucho más importantes a largo plazo. Los· cursos, en

efecto, habían dado la posibilidad de comprometer con la recién nacida administración

autonómica, todo un grupo de personas capaz y cualificado para guiar los esfuerzos de la

Generalitat en su tarea de acercamiento de Catalunya a las instituciones europeas.

Nacía así de esta experiencia, en junio de 1982 el Patronat Catalá Pro Europa (PCPE), un

organismo que tenía la doble función de representación institucional itiformal de la

Generalitat ante las CEE - aunque en los estrictos limites concedidos por la Constitución

en materia de política exterior - y, a la vez, de vector de informaciones procedentes de

Bruxelles en Catalunya.
La estructura del Patronat retomaba de alguna forma la filosofía que había informado la

publicación del Libro Blanco y la organización de los cursos europeos del año anterior.

Presidido por el President de la Generalitat, desde un punto de vista jurídico se trataba de

un consorcio público, integrado, además que por la Generalitat también por las

universidades catalanas, las más importantes cajas de ahorros del país y la Cámara de

Comercio de Barcelona.

El compromiso de la administración con esta embajada mi generi.r a Bruxelles se revelaría

sólido y constante desde su fundación. Dos elementos más que otros parecen revelarlo en

toda su envergadura.
Por un lado, el esfuerzo presupuestario realizado por. la Generalitat en favor del proyecto

desde su comienzo: de 1983 a 1985 las subvenciones proporcionadas por la administración
se multiplican prácticamente por seis pasando rápidamente de diez a sesenta millones de

pesetas y en 1986, año de entrada del Estado español en la CEE, experimentaban una

ulterior y consistente subida superando ampliamente los ciento veinte millones'",

Subvenciones al Patronat Catala Pro Europa procedentes del
Departament de Presidencia de la Generalitat de Catalunya (1983-1986).

En ptas.

1983 10.270.000
1984 15.971.000
1985 59.780.000
1986 122.000.000

Fuente: Departament d'Economia i Finances : Prtmpost tk la Gnteralitat tk C""'''''fla i lIS """ IntitatJ amoRom..

1983,1984,1985 i 1986 .

•" Generalitat de Catalunya: PmS1ljxJlf41 tÚ la Glneralitat i tÚ fu 1...1 entitatJ autOnomu, Barcelona: 1983, 1985
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Y, por el otro, el hecho de que tanto su financiación, como los funcionarios que realizaban

la tarea de conexión entre el Patronat y la administración autonómica, dependían del

Departamento de Presidencia, y, en definitiva, del mismo ]ordi Pujol.
Si bien es verdad que en el momento de su fundación resultaba objetivamente difícil

encontrar una colocación diferente en el organigrama administrativo de esta pequeña

vanguardia encargada de colaborar a la construcción de una política exterior de la

Generalítat, también es verdad que el Patronat continuará a recibir toda su financiación del

Departamento de Presidencia prácticamente hasta veinte años después. Éste último

extremo, parece sugerir que aunque a lo largo de los años fueron c�da }Tez más las empresas
y las realidades más díversas que se integraron en PCPE, nunca por parte de la Generalitat

se quiso ni perder el control político directo y a las más altas esferas - las presidenciales -

ni cambiar el carácter intrinsecamente político y institucional con el cual había nacido.

La fórmula escogida para la constitución del Patronat en 1983 presentaba como mínimo

tres ventajas.
En primer lugar, el hecho de que el instrumento legal escogido fuera finalmente un

consorcio había permitido una constitución increíblemente rápida de una representación
catalana en Bruselas.

En segundo lugar, su carácter no directamente institucional, ponía a salvo la Generalitat de

las posibles acusaciones, por parte del gobierno central, de haber querido practicar - al

menos abiertamente - una política exterior autónoma que le era vedada por la misma carta

constitucional.

Y, finalmente, la heterogeneidad de las instituciones que integraban el PCPE, contribuía a

preservar su agilidad de actuación y a comprometer sectores sociales, académicos y

económicos importantes de la sociedad catalana en la aventura europea de la

administración.

Por otra parte, al lado de la organización de los cursos europeos y de la construcción del

Patronat, la primera legislatura autonómica fue marcada por una intensa actividad de

promoción de las nuevas instituciones catalanas en el ámbito internacional y por la

búsqueda de contactos y complicidades con otras realidades infraestatales de los países
europeos.

Así, entre 1980 y 1984, la administración catalana - en la persona del President o en la

forma de la delegación parlamentaria -llevó a cabo más de quince viajes oficiales y recibió,
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a lo largo del mismo periodo, un igual número de visitas por parte de instituciones

infraestatales de otros países del continentef",
Los contactos más frecuentes fueron con los entes territoriales de las regiones pirenaicas,
con la Lombardia italiana, con los lánder alemanes de Baden Wuttemberg y de Westfalia

del Norte.

Los viajes y las visitas no serán actos de mera cortesía. Además de representar una

verdadera presentación en sociedad de la nueva Catalunya autónoma en el escenario continental,
los frutos serán de carácter estrictamente político.
Ya en 1982 Catalunya entraba en la ARPE, la asociación de las re�on�s fronterizas, y en el

mismo año también se agregaba a la Comunidad de las Regiones Periféricas Maritimas

(CRPM). El año siguiente, juntamente a Euskadi, Navarra, Aragón, Andorra, y a las

regiones francesas de Aquitania, Midi-Pirenées y Lenguadoc-Rousseillón y bajo el amparo

del Consejo de Europa, promovia la creación de la Comunidad de Trabajo de los Pirineos

(CTP).
La participación a estas organizaciones interregionales - aunque se trataba de organismos
temáticos, nacidos para dar respuestas concretas a problemáticas concretas - había

contribuido bien antes de la formal entrada del estado español en la CEE, a situar

Catalunya en una posición decididamente relevante en el cuadro de las entidades

infraestatales europeas.

Y lo había hecho, además, justo en el momento en que en el ámbito comunitario, el

problema de una representación política de este tipo de entidades se estaba empezando a

poner como una cuestión ya ineludible.

En este sentido, quizás valga la pena hacer una pequeña digresión y recordar que hasta

finales de los años sesenta, a diferencia de cuanto había hecho el Consejo de Europa953, la

.52 Un interesante anecdolllrio de las visitas oficiales del President Pujol es constituido por el volumen de R.
PEDRÓS: La ../la al IIIÚII _b Jn P,gol Planeta, Barcelona: 2003. Pero la actividad de los encuentros

internacionales fue desarrollada además que por el President de la Geaeralitat también por el Parlament de

Catalunya. Entre 1980 y 1984, la cámara catalana recibió las visitas oficiales de delegaciones del Parlamento

europeo, del Consejo Regional de la Vane d'Aoslll, del parlarnento delland de Westfalia del Norte (en dos

ocasiones), del Consejo Regional de Lombardía, del parlamento de Baden Wuttemberg (en dos ocasiones),
de la Asamblea Regional de Sicilia, del Senado de Bélgica, de la Comisión Asuntos Exteriores del parlamento
holandés, entre otros. En el mismo período, delegaciones del Parlarnent de Catalunya realizaron visitas
oficiales al Parlamento Europeo, al parlamento de Renania -Wesfalia del Norte, a la Asamblea Regional de
Sicilia, al parlarnento de Baden Wuttemberg. al Consejo Regional de Piamonte (en el marco de la iniciativa
"La Catalogna in Piernonte", organizada conjuntamente por las dos instituciones en Tw:ín, del 19 al 27 de

noviembre de 1982), al Consejo Regional de Midi-Pyrenées y al Consejo Regional de Veneto. Véase

PARLAMENT DE CATALUNYA: Legislatura 1980-1984 Vol n Publicacions del Parlament de Catalunya,
Barcelona: 1986, pp.899-900.
'J53 Ya ea noviembre de 1951, Jacques Cheban Delmas,miembro de la Asamblea del Consejo de Europa babía

solicitado la construcción de una Comisión Asuntos Regionales y Municipales, que se acabó efectivamente

constituyendo el 27 de septiembre de 1952. En octubre de 1955, la Asamblea Parlamentaria del Consejo de
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Comunidad se había resistido a considerar las políticas regionales como políticas propías.
El primer documento oficíal de la Comisión Europea relativo a las políticas regionales se

titula Notas sobro las políticas rogionales de la CEE y fue emitido en 1969. El documento,
redactado por la recién constituida Dirección General de Política Regional de las CCEE,

aunque no indicaba todavía claramente los contenidos y los instrumentos de una política

regional común de los estados miembros, fijaba dos ideas clave que condicionarían de

manera evidente las orientaciones comunitarias en los años siguientes: la necesidad de

buscar fórmulas de coordinación de las políticas regionales,. y la necesidad de crear

instrumentos financieros y políticos comunitarios para favore�er \e! desarrollo de las

regiones menos favorecidas.

Tres años más tarde, e! Comité Económico y Socíal de la CEE creaba una sección dedicada

al "desarrollo regional" y en 1973 e! Parlamento Europeo también daba entrada a la

problemática regional creando la Comisión de Política Regional y Gestión de! Territorio.

Pero fue a partir de 1975 que las instituciones comunitarias experimentaron un primer giro

regionalista: con e! reglamento de! 18 de marzo, la CEE creaba e! Comité de Política

Regional (CPR) y e! Fondo Europeo de Desarrollo Regional (PEDER).
Con estos dos organismos, las instituciones europeas no sólo empezaban a trazar las líneas

de una política regional común sino que proporcionaban materialmente los medios para su

futuro desarrollo.

No obstante, como se verá, la verdadera revolución regional de la Comunidad Europea se

producirá con la aprobación de la Acta Única y la introducción de los Fondos de Cohesión

en 1986, entre finales de los años setenta y principio de los años ochenta la dimensión de la

"cuestión regional" europea había hecho su pública y cada vez más presente aparición en la

agenda política comunitaria.

En este cuadro, los que serían, después de la transición, los dirigentes políticos
nacionalistas, habían sido capaces de seguir e! proceso que se había desarrollado a nivel

Europa, decidía convocar anualmente una conferencia de representantes de las otganizaciones municipales de
los países miembros. Nacla de esta iniciativa en 1957 la Conferencia Europea de los Poderes Locales (CEPL).
En 1975 entraron en la otganizacián también representantes de los entes regionales y el antiguo organismo
pasó a denominarse Conferencia Europea de los Poderes Locales y Regionales (CPLRE). Entre 1992 y 1993 Y
bajo la presidencia de Pasqual MaragaIlla CPLRE revolucionaba su estructura separando sus trabajos en dos
cámaras separadas, una de las regiones y otra de los municipios. En 1994 el organismo cambió otra vez de

nombre, denominándose finalmente Congreso de los Poderes Locales y Regionales. En todo caso, no

obstante los representantes de los entes regionales bablan entrado en el organismo desde 1975, en la CPLRE
todavía hoy en día sigue siendo fuertemente hegemo0i2ada por las organizaciones de los municipios, y, entre
ellas por el Comité de las Regiones y los Municipios de Europa (CMRE), que, a pesar del nombre, es una

organización municipalista. Para una panorámica sobre la historia, las funciones y las relaciones entre el
CPLRE el Consejo de Europa y la CEE, véase A. CLOlET i MIRÓ: La toojJlradón internadonal tk los 1/IIIIÚripiOf
Generalitat de Catalunya/Ayuntamiento de Mantesa, Manresa: 1991 y A. ROJO SALGADO: La IXigenda tk
participadón rrgional en la Unw" Europea CEC-BOE, Madrid: 1996, pp.194-200.
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continental entre los años 70 y los años 80 y, llegados al gobierno de la Generalitat, en e!

momento en que la cuestión regional parecía reservar importantes espacios de maniobra

para e! futuro, habían sabido colocar rápidamente a Catalunya en el nuevo escenario

político'";
La rapidez con la cual los poderes autonómicos catalanes habían intentado - como se vio,
con diferentes actuaciones paralelas - prepararse a los cambios que la Comunidad Europea
estaba destinada a experimentar, daría pronto sus frutos.

Así que cuando e! Parlamento Europeo convocó en Bruselas en. enero de 1984 la primera
Conferencia de las Regiones, a la cual fueron invitadas también las comunidades

. .

autónomas del estado español y las entidades infraestatales portuguesas, Catalunya ya

parecia poder ostentar una buena integración en e! frente' regionalista que se iba

construyendo en tomo al impuso de los !ander alemanes y a las regiones y comunidades

belgas.
En la Conferencia se discutieron los retos que las regiones y de la Comunidad tendrían que

afrontar en vista de la aprobación de la Acta Única prevista para 1986. Según e! proyecto

de! nuevo tratado, presentado en aquella sede a las regiones convocadas, en efecto, no sólo

se confirmaban las orientaciones expresadas con la creación de la CPR y de los fondos

FEDER sino que se iba mucho más allá introduciendo e! principio de la cohesión. El texto

de! tratado daba base jurídica sólida a este principio en su artículo 130 A al afirmar que "La

comunidad se compromete a la reducción de las diferencias entre los grados de desarrollo

de las regiones" y confería a ello también una base económica concreta al instituir los

Fondos de Estructurales de Desarrollo y Cohesión. En la presentación que hicieron los

parlamentarios europeos de! nuevo tratado se vislumbraba ya claramente, como después se

verificó, que los Fondos de Cohesión representarían la apuesta financiera más importante

para la Comunidad después de la agtÍcola.

'54 En este sentido, resulta extremadameote interesante recordar WlOS ft.gmentos de la ya citada conferencia

pronunciada por Pujol en 1975, en donde ya aparece buena parte de la que será la estrategia europea de la
Generalitat después de 1980. Pujol afirmaba: "Potser podri semblar paradoxal que, en aques1> temps de
tendéncies supranacioruUs, el regionalisme torni a apareixer amb WlO fo.,a i WlO vitalitat insospitades. (Oo.). 1
no solament aixo, sinó que avui assistim a una nova presa de consciencia i a una renovada vindicació
d'autonomia per part d'aquests grups hurnans que són les regions. lla base d'aquest moviment no són

arguments tradicionalistes ni del passat, com eren eIs deis regionalistes romántics, sinó argumenta de futur i
de democrácia política, social i económica. (Oo.) Aquesta és WlO tasca atractiva, un auténtic desafiament,
perqué, com he dit abans, només les regions amb WlO voluntat real de ser i progressar assoliran una promocié
económica i social, i la conscienciació política i cultural deis seus habitants, Aquestes regions contribuiran,
amb for� a la unitat i a la demoeratitració profunda d'Europa". En: J. PUJOL: Una ¡wlílka per Catalll'!Ja
Nova Terra, Barcelona: 1976, pp.68 Y 76.
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Las presiones de los representantes regionales presentes en aquella primera conferencia - y,

entre ellos, de manera destacada, de los representantes catalanes-, consiguieron introducir

en las conclusiones de la misma además de un juicio positivo sobre las novedades en el

ámbito económico que el nuevo tratado se aprestaba a introducir, una mención explícita a

la falta de canales representativos oficiales que permitieran a las regiones participar
democráticamente en esta nueva fase de la construcción europea.

La fuerza potencial que el naciente movimiento territorial era destinado a ejercer sobre el

debate de la construcción europea tuvo una primera confirmación indirecta poco después
de la Conferencia: en marzo de 1984 el parlamento europeo aprobaba una resolución que

,
.

demostraba un posicionamiento altamente favorable a una participación estrictamente

política de las regiones en la construcción de Europa.
En el documento aprobado por la máxima cámara continental, en efecto, se podía leer que

''las autoridades regionales en la CEE no han sido suficientemente consultadas" y que las

poblaciones objeto de las intervenciones comunitarias - y, por tanto, en perspectiva, las

regiones destinatarias de los Fondos de Cohesión - tenían todo el derecho de poder

participar en la decisión de dichas intervenciones a través de sus representantes

democráticamente elegidos. Este derecho de participación - seguía rezando el documento

del Parlamento - tenia que llevar por un lado las instituciones comunitarias y las regionales
a establecer contactos institucionales estables, y por el otro tenía que empujar las

instituciones comunitarias a presionar los estados miembros centralizados para que

favorecieran su regionalización, de manera que las instituciones comunitarias pudieran

contar, en la nueva fase que se abría, con "interlocutores autorizados, habilitados como

representantes de los intereses de las colectividades regionales y locales"'».

La eficacia con la cual las reivindicaciones de los entes regionales congregados a Bruselas

habían calado entre los representantes del Parlamento, tuvo como primera consecuencia la

búsqueda, por parte de los dirigentes regionales, de una plataforma política que fuera capaz

de aglutinar cuantas más fuerzas posibles para encarar la nueva fase política.
Finalmente, la plataforma se circunscribió a dos elementos simples pero ambiciosos. En

primer lugar - así como por otra parte había empezado a hacer Catalunya con la creación

del Patronat Catalá Pro Europa - se preconizaba la posibilidad, por parte de todos los

entes regionales, de contar con oficinas estables que tuvieran relaciones continuas y

institucionales con los órganos de gobierno de la Comunidad. Y, en segundo lugar,
centrando la atención en la propia arquitectura institucional de la Comunidad, los

'SS lOCE nO C127, 14 de mayo de 1984.

550



representantes de las regiones reclamaban la necesidad de un órgano de representación
colectivo de los entes regionales que pudiera representar los intereses de lo que ya por

aquel entonces se empezaba a denominar el tercer nivel - al lado de los estados y de la

Comunidad - de poder político presente en Europa.
Lo que faltaba a la plataforma planteada por las regiones, era finalmente un instrumento

organizado a través del cual conducir su batalla política en un escenario que parecia
finalmente poder dispensar a los entes regionales europeos espacios políticos hasta

entonces ni siquiera imaginados. En la construcción de este instrumento organizado, la

Generalitat quiso y supo jugar un papel destacado.
Ya a finales de 1984, las instituciones catalanas se ofrecían para hospedar, en la primavera
del año siguiente, una primera reunión preparatoria de la que 'seria la Asociación de las

Regiones de Europa, el lobby regional más influyente que nunca tuvo relaciones con la

Comunidad Europea.
Sin embargo, las actividades de política exterior de los primeros gobiernos de Jordi Pujol en

la primera mitad de los años ochenta, no fueron exentas de polémicas con el gobierno
central. Al contrario, como es sabido, sobre todo después de la victoria socialista de 1982,

fueron frecuentes los conflictos - sobre todo de carácter simbólico, además que

organizativols• - con los ejecutivos de Felipe González.

Pero la estrategia inaugurada con los Cursos Europeos y la construcción del PCPE y

culminada con la participación catalana en la Conferencia de 1984 era ambiciosa,

pragmática y, sobre todo concebida a largo plazo. En la óptica del gobierno nacionalista, se

trataba no de una elección coyuntural sino de algo que en buena parte determinaba

profundamente el mismo sentido de su acción y de su proyecto político: acercar política y
económicamente Catalunya a Europa; fomentar el europeismo en Catalunya; promocionar
en el continente cuanto más fuera posible su carácter nacional; y, finalmente, reivindicar un

cierto poder político real en las instituciones comunitarias.

Para los tres primeros objetivos, la Generalitat había podido, a través de una constante

actividad y a la rapidez con la cual había querido enfrentarse a la cuestión, avanzar de

manera significativa contando sólo con sus fuerzas. Lo continuaría haciendo sin pausa a lo

largo de los años siguientes, al punto que la actividad "europeista" de los ejecutivos

nacionalistas catalanes se transformó en uno de las señas distintivas de la actividad de

gobierno.

... Sobre los conflictos entre el gobierno central - sobre todo con los gabinetes presididos por Felipe
González _ y el ejecutivo catalán a causa de su actividad diplomálka, véase J. ANTICH: El vimy Planeta,
Barcdona: 1994 pp.257-273.

551



Para alcanzar el último objetivo, posiblemente el más ambicioso, el razonamiento de los

dirigentes nacionalistas había sido, en un primer momento, el de analizar detenidamente las

posibilidades que potencialmente se abrían, sobre todo en virtud de cuanto prometía la

próxima adopción del Acta Única. La conclusión a la cual habían llegado era que las

posibilidades de una participación política real y autónoma de Catalunya en la formación de

la voluntad comunitaria se encontraban estrechamente ligadas a su capacidad de insertarse

en un frente más amplio, incluso si esto comportaba tener como compañeros de viaje a

representantes de territorios que desde un punto de vista político, competencia! y sobre

todo identitario tenian poco o nada que ver con Catalunya. Fue sobre la base de esta
,

.

consideración que la Generalitat de Catalunya, gobernada por una coalición nacionalista, se

transfotrnaría en uno de los actores más destacados de un movimiento regionalista europeo

que movia sus primeros pasos. Como sintetizó recientemente R.E.Roller, los gobiernos de

Convergencia i Unió apostaban finalmente por una "estrategia regionalista para unos

objetivos nacionalistas"9S7.

8.2 Atando cabos: Catalunya y la formación de las organizaciones del movimiento
territorial.

Los buenos resultados de la Conferencia de Bruselas de 1984 llevaron los representantes de

los entes regionales a intentar hacer un salto de calidad en la búsqueda de un instrumento

que pudiera finalmente coordinar sus esfuerzos en la exigencia de una participación política
directa de los entes infraestatales en los asuntos europeos.

Así, en marzo de 1985, un comité promotor de la Asamblea de las Regiones de Europa, se

reunía en Barcelona. La reunión, en la preparación de la cual jugó un papel fundamental la

administración catalana y el mismo President Pujol, tenía como cometido el de redactar los

anteproyectos de estatuto de una nueva organización que tendría que agrupar todos los

representantes de los entes regionales europeos con voluntad de participar activamente en

la política comunitaria.

La asamblea fundacional de la nueva organización se celebró pocos meses después, en

junio de 1985, en la ciudad belga de Lovaina.

Las cuestiones más discutidas en aquella sede fueron fundamentalmente dos: el modelo de

participación institucional que las regiones reclamarían a la Comunidad; y la definición del

concepto de región que la nueva organización aceptatía como válido.

9S7 R.E. ROUER: Catalonia and lhe E1IrOjJIlIIl inttgraWII.· a "li01lll1ist tfrakg¡jor 1IIlW"aIist 0o/,di"". Tesis de PHD
de la LSE: 1999. Inédito.
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En mérito a la primera cuestión, la posición catalana fue clara desde el principio. La idea de

los representantes de la Generalitat presentes en la asamblea, era la de configurar como
reivindicación fundamental de la nueva organización la existencia de un verdadero Senado

de las Regiones. La nueva cámara se debía constituir - en la mente de los dirigentes
nacionalistas catalanes - como una cámara territorial, integrada por los representantes

elegidos por los distintos pueblos y regiones de los estados miembros de la Comunidad

Europea. En un primer momento, tendría un carácter meramente consultivo y se

constituiría a partir de la misma Asamblea de las Regiones que estaba a punto de nacer.

La propuesta catalana, apoyada por los lánder alemanes, encontró la, oposición frontal de

las comunidades españolas de Madrid y de Aragón, que se embarcaron en una verdadera

batalla para la eliminación de la palabra "Senado" del documento presentado a la asamblea

por los representantes de la Generalitat. La discusión, como ha notado algún estudioso/",
se nutría, al menos en parte, de las contemporáneas - y recurrentes - polémicas internas al

estado español entre los representantes políticos y institucionales de las nacionalidades

históricas y los de las otras comunidades, en la batalla para la transformación del Senado

del estado español en una verdadera cámara de representación territorial. Pero más allá de

los conflictos domésticos contingentes, lo que parecía cada vez más claro era que dentro de la

organización que se iba a crear coexistían orientaciones más inclines a reivindicar un

verdadero reconocimiento institucional colectivo - aunque fuera a largo termino - para las

regiones europeas, y otras más prudentes y ligadas a una concepción según la cual la

Comunidad Europea siempre sería un asunto de estados, en la cual las regiones podian

jugar ciertamente un papel más activo del que habían jugado hasta entonces, pero en que

igualmente el centro de decisión última segniría residiendo en los consejos de los ministros

estatales.

Finalmente la cuestión se resolvería gracias a la mediación de Edgar Faure, presidente del

Franco Contado, veterano y apreciado político francés y presidente del comité promotor de

la nueva organización. La ARE - o, mejor dicho el Consejo de las Regiones de Europa

(CRE), denominación que mantuvo hasta 1987 - lucharía, según sus estatutos "en la

perspectiva de una representación regional institucionalizada en el marco europeo,,959.
En otras palabras, si finalmente se aceptaba la sustancia de la reivindicación de la parte más

dinámica y ambiciosa de la organización - de la cual Catalunya se había querido hacer

intérprete con su propuesta -, no sólo se evitaba mencionar el polémico término de

9S8 S.BELTRÁN i GARCÍA: VAs_búa '" fu fugions d'EtIfOjJa Generalitat de Call1lunya/Escola
d'Administtació Pública, Barcelona: 1996, p.40
959 Art.2.2 Estatuto de la Asamblea de las Regiones de Europa.
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"senado"; SIDO que además se pospotÚa una discusión de fondo sobre el carácter, las

. funciones y los poderes de aquella "representación regional institucionalizada" que
•

solemnemente se reivindicaba.

Cuanto a la segunda cuestión, relativa a la definición del concepto de región, podría parecer

un problema meramente terminológico pero así no es. Incluso hoy en día, pero todavía más

en 1985, se denominaban "regiones" experiencias muy diferentes, tanto desde un punto de

vista político y administrativo como identitario. En el nuevo frente regional que se estaba

paulatinamente formando, habían convergido experiencias tan
. lejanas como las todavía

embrionarias regiones francesas, las comunidades autónomas del �staqo español, los lsnder

alemanes o las regiones italianas. Y aliado de todas ellas también habían acudido a la cita de

Lovaina verdaderas naciones sin estado, como Catalunya o Flandes que evidentemente

presentaban problemáticas diferentes de tudas las otras.

Pata la Genetalitat de Catalunya, pues, a sólo cinco años de su existencia estatutaria, era

una oportunidad histórica la de poderse insertar plenamente en un frente regionalista que

por ambición de sus objetivos y calidad Y cantidad de las fuerzas comprometidas, parecía

capaz de poder ser un instrumento políticamente útil a la hora de vertebrar una

participación política de los entes infraestatales. y todavía más importante era poderlo
hacer en un momento en que, a la víspera de la aprobación del Acta Única Europea, los

entes infraestatales parecían poder aspirar a jugar un papel relevante.

Pero por otra parte, pata los dirigentes nacionalistas, parecía al mismo tiempo irrenunciable

intentar liderar este frente pata evitar que, dada la variedad - política, identitaria y de

ambición - de sus integrantes, el nuevo movimiento regionalista que veía a la luz en la

primavera de 1985 no consiguiera ser suficientemente incisivo y no pudiera aspirar a

contener unos intereses y unas aspiraciones catalanas que eran y se quedan plenamente
nacionales.

El President Pujol había explicado justo pocos días antes del congreso de Lovaina sus

convicciones al respecto, declarando que:

"Hi ha tres menes de regionalisme i d'autonomisme. El que es fonamenta en la reclamació del reconeixement
d'una identitat col -lectiva; és aqueot component el que ha animat sobretot l'autonomisme catali. El que es

fonamenta en l'aprofundiment de la democracia, és a dir, en l'apropament deis organs de decisió a la base i en
el seu desplaeament a la perif'etia política i, per tanto amb una participació popular més gran en la vida política
i social. 1, finalment, el que es fonamenta en la voluntat d'alliberar el mixim d'energies individuals i
col -lectives. Tots tres componen" son Wlids i necessaris en un grau més o menys gran segans do casos.

Perqué lapersonalitat de les regioos europees és molt diversa. 1 tots tres es relacionen i és complementen".960

060J.PUJOL: ''L'aportació i el paper de les regions en la construcció d'Europa. Conferencia pronunciada peI
M.H. Sr Jordi Pujo!, president de la Generalitat de Cataluaya, el 3 de juny de 1985, a l'lnstitut Royal des
Relations lnternationales de Brussd 'les", en: PnuarEIIfrIj>a Generalitat de Catalunys, Barcdona: 1993, p.25.

554



En estas palabras del President está buena parte de la concepción y del criterio que dirigió
la acción de los representantes catalanes en el congreso de Lovaina: la conciencia clara de

las enormes diversidades que existían entre los sujetos que, a la mitad de los años 80 habían

decidido comprometerse en la construcción del movimiento regionalista europeo, pero al

mismo tiempo la conciencia de que el proyecto sería viable sólo en la medida en que

consiguiera ser unitario.

El debate sobre la definición del concepto de región, que determinaría no sólo la propia
naturaleza de la nueva organización sino también el criterio a seguir para la admisión de los

posibles nuevos miembros, vio contraposiciones similares a las que se'habían producido en

el caso de la discusión sobre los objetivos de la organización.
Si todos los participantes se declaraban favorable a la idea de una definición que fuera

suficientemente amplia para poder permitir la entrada de mayor numero de entidades

regionales y suficientemente cerrada para poder excluir a los entes de representación local

(condados, provincias, municipios ... etc.), la polémica se produjo en tomo al uso del

término "nación". Otra vez, los representantes de la comunidad autónoma de Madrid

destacaron en querer defender una redacción que definía la región como "aquella
colectividad territorial que se encuentra justo por debajo de una nación". Si se hubiera

aceptado esta definición, se habrían definitivamente echado a perder todos los esfuerzos de

aquellas colectividades como la catalana, pero también la vasca o la flamenca, que aunque

podían ser consideradas "administrativamente" como regiones, reivindicaban su carácter

nacional

Finalmente, gracias a la mediación de los representantes alemanes, se adoptó una solución

de compromiso que garantizaba la posibilidad de adherirse a la nueva organización a un

gran número de instituciones territoriales con características genéricamente comunes. Así,

el art.3 del estatuto aprobado definía como región aquel "ente situado inmediatamente por

debajo del nivel del estado central, dotado de representatividad política, garantizada por la

existencia de un Consejo Regional electivo, o, a falta de este último, por una asociación o

organismo integrado en el ámbito regional, por las colectividades de nivel inmediatamente

inferiOr',9tSI.

La definición, que fue modificada sólo parcialmente por los estados generales de la

organización de Manheim en 1992, cumpliría con las exigencias de inclusividad que el

desarrollo del debate había evidenciado. Podían integrarse en el CRE no sólo todas las

organizaciones regionales europeas de cooperación, sino también todas las regiones -

555



individuadas según la definición aprobada - de los estados miembros de la CEE, del

Consejo de Europa, o en su falta, todas las organizaciones de representación de intereses

regionales así como - en calidad de observadoras - todas las regiones de los estados que

reunieran las condiciones mínimas para pertenecer al Consejo de Europa.
Pero además, la definición finalmente aprobada guardaba una alta correspondencia con la

aceptada oficialmente por la DG de Política Regional de la Comunidad Europea y por la

Conferencia de los Poderes Regionales y Locales (CPRL) del Consejo de Europa. Esta

circunstancia favoreceria enormemente la acreditación del CRE, - y sucesivamente de la

ARE - como interlocutor privilegiado de la CEE y del Consejo de,Ell1¡opa.
En definitiva, el CRE, después de Lovaina, se disponia a. transformarse en el más

importante lobby regional en el ámbito europeo.

y la Generalitat de Catalunya, aunque no dejara en ningún momento de seguir actuando en

otros campos, eligió, al menos hasta la firma del tratado de Maastricht en 1992, de utilizar

la ARE como plataforma privilegiada para sus relaciones con las instituciones europeas.

Con este fin, se disponia a trabajar duramente para ocupar posiciones de cada vez más

prestigio dentro de la organización hasta convertirse en uno de sus miembros alás

destacados.

Ya pocos meses después de la asamblea de Lovaina, en los primeros estados generales del

entonces CRE en Lille, los representantes catalanes volvieron a presentar su propuesta

sobre el Senado de las Regiones. El prestigio asumido por los representantes catalanes en

los pocos meses que separaban el encuentro de Lovaina del de Lille y su capacidad de

comprometer a otros miembros en tomo a sus tesis, hicieron que la propuesta no

encontrara la dura oposición de sólo unos meses atrás. Aunque la asamblea no ratificaba

totalmente la propuesta catalana, acordaba proceder a la creación de un grupo de estudio

interno que tenia el cometido de "analizar los problemas puestos por la evolución de las

instituciones europeas y, en particular, las condiciones jurídicas necesarias para la creación

de una Cámara o Senado de las Regiones,,9Q
La "estrategia regionalista para los objetivos nacionalistas" desplegada por los

representantes de la Generalitat, que presuponia un compromiso claro por parte del CRE

en la reivindicación de un órgano de representación política colectivo y institucionalizado,

había podido contar con el apoyo de los numerosos y influyentes lánder alemanes y de las

comunidades y nacionalidades belgas. Saldría así derrotada la tesis contraria que imaginaba
un futuro órgano de representación de los entes infraestatales como un mero instrumento

.. , S.BELTRÁN i GARCÍA: L'Ammbúa de•••cit p.42
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técnico de apoyo - o de simple gestión de los Fondos de Cohesión - que otros sectores

habían propugnado.
Pero más allá de los resultados concretos que pudiera alcanzar el trabajo del grupo de

estudio que se había formado, lo que se estaba definitivamente imponiendo dentro el CRE

- gracias a un eje que comprometía en un mismo proyecto las realidades nacionales y a las

regionales con más poder político en sus respectivos estados -, era la idea de una Europa de

las Regiones, que en el momento en que reivindicaba poderes genuinamente políticos,
ponía en discusión la misma arquitectura institucional de la Comunidad Europea.
El giro político que se había producido en Lille, estaría destinado; a dar pronto sus frutos.

Después de la aprobación y de la entrada en vigor de la Acta Única Europea en 1986, el

año siguiente el CRE obtenía el estatuto de observador por parte del Consejo de Europa y
así empezaría a participar en los trabajos desarrollados por la Conferencía de los Poderes

Regionales y Locales (CPLRE)963.
Pero una prueba todavía más evidente del prestigio y de la influencía que la Asamblea de las

Regiones de Europa - denominación que asumiría el CRE a partir de 1987 - conquistaría
rápidamente ya desde el final de los años ochenta, quizás sea representada por la

constitución del Consejo Consultivo de las Colectividades Regionales y Locales de la

Comisión Europea.
Este órgano, creado en junio de 1988, justamente por las presiones lobbysticas tanto del

ARE como de la CLPRE, debía coadyuvar la Comisión en todo lo referente a las políticas
regionales y de gestión del territorio, de tal manera que ésta pudiera garantizar
correctamente la aplicación del principio de cohesión enuncíado.

El Consejo Consultivo estaba integrado por 42 miembros, representantes - en partes

iguales - de las colectividades regionales y locales de los estados miembros de la

Comunidad. No tenía ni el derecho a convocarse autónornamente, ni los dictámenes que

emitiría tendría ningún valor vinculante con respecto a las decisiones tomadas por la

Comisión.

Pero, 0.0 obstante las limitaciones objetivas con las cuales había nacido, representaba un

paso importantísimo para el recién nacido movimiento regionalista del cual la Generalitat

había sido una de las fuerzas impulsoras más destacadas.

En primer lugar, representaba un avance importante su misma creación. Se trataba, en

efecto del primer órgano que ejercía una representación institucionalizada de los intereses

territoriales delante de las instituciones comunitarias. A la postre, su constitución se

'" S.BELTRÁN i GARCÍA: L'.AJJl11Ib"" iÚ /U•• cito p.63.
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configuraba como una clara señal de la imposibilidad, por parte de las instituciones

europeas de desconocer la existencia de una cuestión territorial que tenía, inevitablemente,
un carácter genuinamente político.
En segundo lugar, no obstante los miembros del Consejo Consultivo serían formalmente

nombrados por la Comisión, serían la ARE y el Consejo de los Municipios de Europa

(CMRE), a detener materialmente el poder de indicarlos. Por lo tanto, no obstante el

CMRE tuviera más historía964 y, hasta aquel momento, más relevancia institucional, la ARE

se postulaba ya claramente, a sólo tres años de su fundación, como un referente

imprescindible en el cuadro de las organizaciones del movimiento �erri,torial.
Y, finalmente, el Consejo Consultivo será una plataforma privilegiada desde la cual la ARE

podía intentar mucho más allá y volver a plantear la necesidad de nuevos y más

significativos instrumentos de participación. Es más, la escasa eficacia del Consejo
Consultivo - debida tanto a la coexistencia de instituciones locales y regionales en el mismo

foro como, sobre todo, a los escasos poderes y a la poca autonomía de la cual podía

disponer - serán para la ARE una baza formidable en el momento en que, ya en plena

negociación para el tratado de Maastricht, se empezará a hablar de la creación de un nuevo

órgano de representación para las instituciones territoriales.

La inversión política que la Generalitat había hecho, entre 1985 y 1989, en la construcción

de la ARE, había dado sus frutos y situado Catalunya en una posición destacada en un

movimiento regionalista que parecía tener cada vez más opciones de hacer valer su voz en

el futuro europeo. Pero sin embargo, el empeño en la ARE de la administración catalana no

agotaría todas las vertientes de aquella estrategia de política exterior - y, en primer lugar,
de política europea - de largo término que había sido inaugurada menos de una década

antes.

En esos mismos años, la Generalitat, no descuidó la promoción de actividades orientadas a

estrechar las relaciones de cooperación económica y política entre Catalunya y las regiones
más dinámicas de Europa. Este es el caso, por ejemplo, del proyecto de los Cuatro Motores o

del proyecto Euroregio.

'" Sobre la CPLRE, véase nota 5, supra.
.... El CMRE, surgido a la mitad de los años 70, tiene sus antecedentes directos en el Comité de los

Municipios de Europa (CME), fundado en Ginebra en 1951 y presente en la CPLRE desde su fundación. En
realidad ya existía otra organización internacional - no sólo europea - de lo. municipios, la lULA, que había
sido fundada en Bélgica en 1913 y que después de la segunda guerra muodial empezó a ser reconocida por
todas las grandes agencias internacionales del sistema de las Naciones Unidas (ONU, UNESCO, OMS ...etc.).
El CMRE en 1991 se fusionará con la IULA pasando a desarrollar la función de su sección europea y
aglutinando a más de cien mil realidades locales del continente. Véase AICCRE: Br... storia tkl COIuigPo tki
Commti , d.IM &gioni d'El/1T}pa, Pro Edit Salemi: 1995 y O.GASPARI: "Las redes europeas territoriales y
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El primero, tuvo su origen en la firma de un protocolo de cooperación a finales de 1988

entre Baden Wuttemberg, Rhóne Alpes, Lombardia y Catalunya. Los objetivos de la

cooperación eran substancialmente dos. En primer lugar se querían poner en común las

experiencias de cuatro de las regiones más desarrolladas del continente con el fin de

poderlas ofrecer al resto de las entidades infraestatales europeas. Y, en segundo lugar, el

proyecto debía servir para construir una plataforma común orientada a adquirir tecnologias
y competencias que las integrantes del proyecto no eran capaces de garantizarse sólo con

sus fuerzas. En realidad, el Cuatro Motores nunca funcionó como un proyecto de

cooperación en el verdadero sentido de la palabra, sino que acabó. siendo una plataforma
,

'

para una importante profundización de la cooperación bilateral entre las entidades

integrantes965 •

El proyecto Euroregio, que se concretó. formalmente sólo en 1991, al contrario, tenía como

objetivo el de comprometer regiones geográficamente cercanas en la construcción de un

espacio homogéneo de desarrollo económico y tecnoló.gico. Además de Catalunya,
firmaron el protocolo de cooperación también las regiones francesas de Lenguadoc­
Rousseillon y Midi Pyrenées. Característica principal de este proyecto era que no sólo

participaban en ello las instituciones representativas de los territorios implicados sino

también otros sujetos de la sociedad civil y del mundo productivo, como por ejemplo

algunas importantes empresas o las universidades.

Por lo tanto, el camino recorrido por la Generalltat a lo largo de todos los años ochenta en

materia de política exterior - y, más en particular en materia de política europea - había

sido duro, a veces tortuoso pero seguramente largo. En el espacio de menos de diez años,

las instituciones catalanas habían pasado del enfrentarse a los problemas de reconstrucción

de un tejido administrativo propios de unas instituciones nacientes a ser de las pocas

entidades infraestatales a disponer de una "antena regional" a Bruselas, a tener relaciones

con las regiones más dinámicas del continente y finalmente a ocupar un lugar bien

destacado en unmovimiento regionalista.

temáticas y el movimiento municipalista europeo", en P.MARAGALL: Bmupa, n¡fonlS y dudad4, UPC
Barcelona: 1998 pp.199 e ss,
965 Vale la pena señalar que, no obstante en su momento el PSC fue especialmente crítico con el proyecto,
hoy en día sus destacados dirigentes, actualmente al frente del gobierno de la Generalitat, han cambiado

radicalmente su postura llegando a considerar los Cuatro Motores todo un éxito de la participación catalana
en las políticas internacionales. Es este el caso, por ejemplo, de Margarita Obiols, actualmente Secretaria de

Relacions lnternacionals de la Generalitat de Catalunya, que en un articulo publicado recientemente en la

prensa afirmaba:" EJa Quatre Motors per a Europa seguiran sent uns a1iats en la nostra estrategia
internacional, un nucli dur de regions amb vocació de Iideratge eccnómic, que treballar.l per una Europa més

competitiva. Seran també un soeis bilaterals ptivilegiats de Catalunya. 1 no deixaran de ser un motor d'idees i

propostes por al moviment regionalista a Europa". Véase M. OBIOLS i LLANDRICH: "EJa Quatre Motors

per a Europa, un pas endavant" en:AVUI, 3 de enero de 2005.

559



y será justo la solidez de la posición alcanzada por Catalunya que llevará a los dirigentes de

CiU a formular una doctrina formal de! regionalismo europeo y a intentar, sobre la base de

ésta, de conquistar definitivamente el liderazgo dentro del ARE para poder gestionar, desde

una posición privilegiada todas y cada una de las fases que llevarán a la aprobación de!

tratado de Maastricht, en 1992. Así Pujol mismo afirmaba en un encuentro organizado por
la ARE en Madeira en noviembre de 1988:

''La base de la CE són els estats. Les regions no pretenen suplantar-los. Pero dins deIs estats hi ha fets
col lectius dotats d'identitat, de creativitat i de capacitat d'iniciativa, que són fruit de la seva propia realitat, no
artificials ni producte del Bot.Ú1I Ofoia/ rk/ EDaIh. Sense negar, ho repeteixo, el valor deis es tats, la seva

capacitat per les grano iniciatives polltiques, per la fixació de les llnies básiques d'accló económica, etc. pot, en
canvi, afirmar-se que no són capaces d'integrar tota la realitat social i hwnana i mobilitzar les energles que en

ells existeixen. Els estats són l'esquelet del ces d'Europa, i no hi ha cos sense esqueleto No se sosté, no és
viable. Pero un esquelet sense carn i sense ossos no té vida. Omplir de vida el cos d'Europa i deis seus estata

és la tasca de les regions966•

El regionalismo europeo preconizado por e! máximo dirigente nacionalista catalán era una

mezcla de ambición y de realismo, que mientras reconocía la importancía de los estados

como piezas institucionales clave del proyecto europeo reivindicaba para las regiones e!

papel de sustanciar y vivificar aquel mismo proyecto. En el fondo, según e! dirigente

nacionalista, las regiones habían ya empezado a asumir este papel. El vertiginoso
crecimiento de las relaciones entre los entes regionales europeos, su capacidad de

cooperación y de innovación institucional- como había sido, en definitiva, e! crecimiento y
la consolidación de! ARE - no eran más que pruebas de la existencia de una Europa de las

Regiones, más moderna y más integrada de la misma Brmpa tificia/ de los estados.

y fue con estas bazas ideológicas que Pujol intentó - sin fortuna -, en 1988, después de la

muerte de Edgar Faure y de la convocación de unos estados generales extraordinarios de la

ARE, su asalto a la presidencia de la organización.
Finalmente sería presidente de la ARE e! democratacristiano italiano Carlo Bemini,

presidente de la Región Lombardia. Las razones de la derrota de Pujo!, verosímilmente se

tengan que buscar en dos distintos órdenes de factores.

En primer lugar, quizás todavía no se había de! todo afianzado como clara vencedora la

postura de los sectores más audaces de la organización. Las perspectivas de constitución

de! Consejo Consultivo de las Colectividades Regionales y Locales de la Comisión Europea

quizás habían enfriado los entusiasmos reivindicativos de una parte de la organización y en

particular los representantes de los entes con menos competencias en sus estados .

... J. PUJOL: ''Estrategia del desenvolupament regional. El paper de les regions i les actuacions de l'Are.
Madeira, 28 i 29 de novembre de 1988" en: P",sarEuropa...cit. p.1l8.
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Y, en segundo lugar, todavía en 1988, dentro del movimiento regionalista - y en buena

medida a causa de su corta vida - parecía primar la pertenencia partidista de sus miembros

por encima de su postura con respecto a la necesidad de abrir espacios de participación
nuevos y más amplios para los entes regionales en Europa. Si se analiza la procedencia de

los votos que permitieron la elección de Bemini, se puede comprobar que la enorme

mayoría de ellos proceden - independientemente del poder que cada uno de los entes

regionales tenían en sus estados y de su posición con respecto a las reivindicaciones

regionalistas - del grupo democratacristiano europeo. No sólo C;DC no pertenecia al PPE

- a diferencia de Unió Democrática, que era uno de sus integrantes más veteranos - sino
, .

que en concreto, el voto poplllar a Bemini de 1988 se pueda. leer como una suerte de

sanción simbólica conminada a Pujol por parte del grupo democratacristiano como

reproche por la ambigüedad de éste en el referéndum sobre la OTAN celebrado en 1986, o

sea como algo que poco o nada tenía que ver con la actuación de Pujol en el seno de la

ARE.

Más todavía parece convencer esta explicación si se tiene en cuenta que igualmente Pujol
no salió del conclave completamente derrotado. Al contrario, pasaría a ocupar uno de los

cargos más importantes de la organización, siendo elegido responsable de las relaciones

entre la ARE y la CEE.

Así, desde aquel cargo no sólo volvía a hablar de la propuesta del Senado de las Regiones,
sino que introduciría toda una serie de reivindicaciones que marcarán profundamente las

actuaciones del movimiento regionalista antes, durante y después de la negociación para el

tratado de Maastticht la necesidad de potenciar el Consejo Consultivo creado en 1988 y de

separar claramente las regiones de los entes locales, la posibilidad por parte de las regiones
de recurrir las decisiones comunitarias delante del Tribunal de Justicia, la extensión a las

regiones del principio de subsidiariedad, la circunscripción regional para las elecciones al

Parlamento, la posibilidad para los representantes de las instituciones regionales de

participar al Consejo de Ministros cuando se tratatan asuntos de competencia regional967•
El peso político y el prestigio de la Generalitat de Catalunya crecieron, dentro de la ARE en

los años de la negociación para el tratado de Maastticbt, de manera espectacular.
Será en efecto bajo el mandato de Pujol como representante de la ARE para los asuntos

europeos que esta organización encarará la discusión en la Conferencia Intergubernamental

(CIG) de Roma en 1990, la primera grande cita para la discusión del tratado que finalmente

-alumbraría el nacimiento de la Unión Europea.

'67 Véase La Vanguardia, 7 de septiembre de 1990.
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Por aquellas fechas, y no obstante el revés electoral interno que Pujol había vivido en 1988,

la ARE parecía estar muy lejos de los encarnizados debates vivido sólo pocos años antes,

cuando una parte de la recién constituida organización había sabido y podido frenar las

instancias reivindicativas catalanas y de la parte más dinámica del movimiento regionalista.
Al contrario, la propuesta, originariamente catalana, de la constitución de una Cámara de

las Regiones, sería la propuesta oficial con la cual la organización llegaría a la discusión en la

capital italiana.

Esta circunstancia constituía por sí sola para la Generalitat de Catalunya -

independientemente de las decisiones que finalmente se adoptarían en la ciudad eterna -

una importante y tríplice victoria.

En primer lugar constituía una victoria en clave interna a la organización porque

representaba el fin de las divisiones internas en tomo a un tema de tanta envergadura como

la modalidad de la representación de los intereses regionales en las instituciones

comunitarias. De alguna manera, Pujol había sido capaz, en los años en que había ejercido
como uno de los máximos representantes de la organización, de "convencer" a la parte

más tímida del movimiento regionalista de la importancia de exigir mucho más de cuanto

las instituciones comunitarias habían sido capaces de ofrecer con la constitución del

Consejo Consultivo creado en 1988.

En segundo lugar, la gestión de Pujol había tenido una grande proyección fuera de la

organización, con respecto tanto a los gobiernos de los estados miembros, como a la

misma Comisión. No obstante ningún gobierno estatal estaba dispuesto a dejar mucho

espacio a la actuación de la ARE como actor relevante en el proceso de negociación, la

presión que ésta había sabido ejercer - gracias sobre todo a la valorización de las posiciones
de los entes territoriales fuertes dentro de la organización - había sabido modificar la misma

agenda política de los gobiernos reunidos en Roma968• Así la cuestión de la representación

... De hecho, al acercarse las fechas de la CIG, Pujol favoreció la organización de toda una serie de iniciativas
re!.mdicativas llevadas a cabo por las entidades másJiurtu de la organización, con el objetivo de favorecer un

giro político sustancial en vista de la discusión del tratado, As! Caralunya seda protagonista, juntamente a los
liinder alemanes, a las regiones belgas y austriacas, a las italianas con estatuto especial y a las comunidades
autónomas de Galicia y Euskadi, de la organización de tres Confmndtu solm la EtmJpo '" las RlgionlS (celebradas
respectivamente en Munich, en octubre de 1989; en Bruselas en mayo de 1990 Y en Riva del Garda, en

octubre del mismo año). Los documentos finales de las conferencias reflejaban las ambiciones de una parte -

no mayoritaria desde un punto de vista cuantitativo -pero políticamente decisiva del movimiento regionalista
europeo que pedía ''la necesidad de conservación de la diversidad europea", la "observancia del principio de

subsidiaziedad", "el reconocimiento de la potestad de participación de los Liinder, Comunidades Autónomas
y Regiones en la elaboración de las resoluciones comunitarias así como el reconocimiento de su legitimación
activa ante el Tribunal de Justicia cuando se vulneren sus derechos". En el documento final de la III

Conferencia, finalmente se subrayaba la importancia de una "divisién federal" para la UE y se hablaba de un

Consejo Regional, que si bien seda consultivo, seda dotado de amplio poderes. Así, se reivindicaba para el
nuevo órgano la posibilidad de emitir dicclmenes siempre que lo estimara necesario, la legitimación activa

para el recurso al1JCE y, sobre todo, la facultad de iniciativa normativa sobre cuestiones de interés esencial
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de las instancias territoriales se presentaba con claridad como uno de los temas ineludibles

de la reunión. Sobre todo, finalmente, la gestión de Pujol había propiciado que la cuestión

regional entrara en e! marco de un debate general sobre una transformación institucional

del conjunto de la Comunidad.

y finalmente, el hecho de que la Cámara de las Regiones fuera la propuesta oficial con la

cual la ARE acudía a la cita de Roma, significaba, implícitamente, que e! liderazgo ejercido
por Pujol en los años 1988-1990 había hecho evolucionar el movimiento regionalista hacia

cotas de autonomía política absolutamente inéditas. Prueba de ello era e! hecho de que los

entes regionales que integraban la ARE apoyaban una propuesta que en la mayoría de los
, '

casos no se correspondía con las propuestas de los gobiernos de los estados a los cuales

pertenecían.

Y, en efecto, aliado de la propuesta de la Cámara de las Regiones presentada por la ARE,
tanto los distintos gobiernos como la misma Comisión presentaron sus propuestas y e!

debate fue largo y complejo. Los gobiernos de estados federales - O federalizantes - como

Alemania, Austria y Bélgica, empujados por la fuerza política de sus propios entes

infraestatales fueron los más decididos en apoyar una participación real de las regiones en

los procesos de formación de la voluntad comunitaria ya fuera a través de la creación de

una cámara consultiva de las regiones ya fuera a través de mecanismos directos, como la

participación de mandatarios regionales a los trabajos de! Consejo de Ministros. Buena

parte de los gobiernos de los estados centralizados - y en especial Francia y Portugal- ni

siquiera se avenían a la necesidad de discutir y declaraban solucionada la cuestión gracias al

ya existente Consejo Consultivo. La Comisión y e! Parlamento en cambio - las dos

instituciones que históricamente. habían tenido más contacto con los entes locales y

regionales - pedían un fortalecimiento de!- antiguo Consejo Consultivo hasta transformarlo

en un verdadero órgano representativo. Otros gobiernos, como el italíano, proponían una

apertura del Consejo Económico y Social (CES) a los intereses regionales, mientras que

también la CMRE - representante de los intereses de las ciudades - pedía una forma de

representación en e! nuevo edificio institucional europeo969• El gobierno español,

finalmente, en contratendencia con los otros estados descentralizado se declaraba contrario

a aceptar e! principio de una representación directa - colectiva o menos - de los entes

para las regiones. Véase: L HUlCl SANCHO:ElComitl di !tu�:.t1Ifond6n 1n,1j>ro<esQ di inugratión '-j>Ia
Publicacions de laUB/lEA Barcelona: 2003 pp.48-50.

... Sobre el debate en la Conferencia Intergubernamental de Roma véase A. CALONGE VELÁ.SQUEZ y 1.

SANZ RUBIALES: ElCotnitldi !tu &tgion" ¿análim di finajidtIrrJ instiIfId6n?Comares Gtanada: 2000 pp.27 Y ss,

y L. HUlC! SANCHO: El Cotnitl di !tu Rtgion,,.. SIl fond4n In ,1pmmo di inngrrzdón '_PIO Publicacions de la

UB/lEA Barcelona: 2003 pp.57-61.
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regionales, aunque se había demostrado moderadamente favorable a la búsqueda de algún
mecanismo de participación de las instancias infraestatales/'",

La solución finalmente adoptada fue, como no podía ser de otra manera, una fórmula de

compromiso entre las diferentes posiciones. El nuevo tratado preveía así la creación del

Comité de las Regiones de Europa (CdR).
Se trataría de un nuevo organismo comunitario - y no de una institución, como el

movimiento regionalista hubiera querido - que pero, a diferencia de cuanto había sucedido

hasta la fecha en materia de políticas regionales de la Comunidad - ahora ya UE -

encontrarla sus fuentes normativas en un tratado oficial y no en \
una decisión de las

,

instituciones de gobierno de la Comunidad.

El CdR tendría como función principal la de emitir dictámenes obligatorios en tomo a las

decisiones comunitarias adoptadas - con respecto a algunas materias - por la Comisión y el

Consejo de Mínisteos'?'.

A diferencia de su directo predecesor - el Consejo Consultivo creado en 1988 -, tendría el

poder de autoconvocarse y emitir dictámenes en mérito a cualquier cuestión, aunque éstos

nunca serían vinculantes. Las dotaciones económicas del nuevo organismo seríán.
compartidas con el CES, con el cual el CdR compartiría también toda una serie de servicios

y prestaciones. El CdR sería integrado por 189 miembros (y suplentes) "representantes de

los entes locales y regionales" nombrados a la unanimidad por el Consejo de Ministros

sobre la base de una propuesta de los estados miembros de la Unión, y permanecerían en el

cargo durante cuatro años. La distribución de escaños por estado, fijada imperativamente

por la letra del art. 198 A del tratado, sería proporcional a la población de los estados

miembros.

970 As! Felipe G0112ález explicaba poco después en las Cortes la posición del gobierno español justo después
del Consejo de Luxemburgo, el 1 de julio de 1991: "(...) la acusación de hiperestatalismo en la concepción,
tampoco tiene fundamento; porque se dice que nosotros no aceplllmos o no hemos aceptado las propuestas
sobre la participación regional en el nuevo diseño de la construcción europea. No es cierto. No hemos
rechazado ninguna de esas propuestas, en ningún órg=o colegiado en el que hayamos estado ( ) es verdad

que no estamos de acuerdo con que se cree una tercera cámara o una cámara de las regiones ( ). Es verdad
que no estamos de acuerdo con que se cree un vinculo directo de responsabilidad entre cada región europea y
la Comisión; es verdad. Pero en eso (...) coincidimos con once estados miembros. Por consiguiente, no es que
estemos en contra de algunos que quieren ir más lejos en la participación regional que nosotros, es que
estarnos más allá de lo que otros quieren que sea la participación regional" DSCD, núm. 125, 1 de julio de

1991 p.60S0.
971 Inicialmente, según la letra del tratado de Maastticht sedan cinco los ámbitos de consulta obligatoria:
cohesión económica y social, redes de transporte, energía y telecomunicaciones, salud, educación y juventud,
y cultura. Posteriormente, después de la aprobación del Tratado de Amsterdam en 1997, se añadirían: empleo,
política social, medio ambiente, formación profesional y transporte.
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Composición del CdR (1992)

ESTADO MIEMBROS
Bélaica 12

Dinamarca 9
Alemania 24
Grecia 12
España 21
Francia 24
Irlanda 9
Italia 24

Luxemburao 6
Países Baios 12
Portuaal 12

Reino Unido 24 , .

Fuente: Tratado de Roma. V parte. Instituciones de la Comunidad, 1992.

Sin embargo, las circunstancias en que había nacido el CdR - como resultado de las

presiones de las organizaciones del movimiento territorial - y el hecho de que éste fuera

fina1mente un organismo oficial de la Comunidad, habían marcado un salto de calidad

importante en la actitud de las instituciones europeas con respecto a la cuestión regional

Aunque de manera todavía tímida, ésta había pasado de ser objeto de una de las políticas
comunitarias entre muchas otras, a tener un reconocimiento formal como parte integrante
del edificio institucional comunitario. Por 10 tanto, se trataba sin duda de una victoria del

movimiento territorial europeo, y en particular del movimiento regionalista.
Pero a la vez, la necesidad de componer diferentes intereses había llevado a un acuerdo de

mínimos que había comportado una inevitable posposición del establecimiento de las

normas relativas a su funcionamiento interno y a su estructura.

Parafraseando un análisis del estudioso italiano Marco Mascia, el CdR recién nacido se

encontraba en la situación de tener que alcanzar tres tipos de equilibrios para poder
empezar a funcionar correcramente972•

En primer lugar, hacía falta encontrar un "equilibrio democrático". El art.198 del tratado, al

mencionar los integrantes del nuevo organismo, sólo hacía confusamente referencia a

"representantes de los entes locales y regionales". La falta de precisión no se debió

ciertamente a una casualidad. En el debate previo a la aprobación del articulo mencionado,

las diferencias de criterios entre los diferentes estados miembros, las organizaciones del

movimiento territorial y la Comisión habían sido muchas y significativas. Finalmente se

dejó a los estados la facultad de decidir qué tipo de instituciones se integrarían al CdR, si

'72 M. J:lJIASCIA: 1/ CIII1Iitato deO. &groni 11'/ sisttma "'HUmoll' EIITf1jmI Cedam, Padova: 1996 p.36.
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instituciones locales y regionales democráticas - y en muchos casos con poderes legislativos
- o más técnicas y ejecutivas.
En segundo lugar, la falta de precisión de la letra del tratado dejaba sin solución el

problema del "equilibrio territorial" interno al CdR. ¿Cómo se repartirían los escaños entre

las regiones y las ciudades? Y, además, ¿trabajarlan juntos los representantes de

colectividades con intereses tan diferentes como los de una pequeña ciudad del norte de

Francia y, por ejemplo, de un land alemán? La cuestión, como se vio, se había demostrado

problemática también en 1988, cuando se había creado el Consejo Consultivo. En aquel

caso, se había optado por una presencia paritaria de las regiones y,de las ciudades. En este

caso el tratado decidía omitir cualqnier referencia y dejar a los estados miembros el

cometido de decidir cuales instituciones tendrían derecho a participar en el nuevo órgano.

Finalmente, exis1flID incógnitas importantes con respecto al futuro "equilibrio político" que

necesitarla el CdR. Ya se vio como poco a poco dentro del movimiento regionalista, la

fidelidad de partito había dejado espacio en más de una ocasión a alianzas construidas

sobre la base de la radicalidad de las reivindicaciones de poder para las instituciones

regionales. Ahora no sólo se tendrían que volver a replantear las alianzas en un contexto

más formal - y por lo tanto más sujeto a las presiones de los grandes grupos políticos

europeos - sino que también se tendrían que tener en cuenta los intereses de las ciudades.

Éstas también, en la historia de sus organizaciones corporativas habían experimentado la

construcción de alianzas estratégicas que poco o nada tenían que ver con el color político
de sus eqnipos de gobierno, sino que se habían fonnado sobre la base de coincidencias de

intereses y de reivindicaciones. Por lo tanto, la cuestión de qnién, cómo y con cuáles

objetivos gobernaría el CclR, era una cuestión más abierta que nunca.

A principio de los años 90, en efecto, para la Generalitat de Catalunya, y para el

movimiento regionalista que aspiraba a liderar, se abrían incógnitas y posibilidades
importantes. La primera de ella era, sin duda alguna, la puesta enmarcha del CdR.

8.3 A la cabeza del movimiento territorial europeo

Como se vio, la carrera de promoción europea de la Generalitat de Catalunya había sido

prácticamente fulminante, En diez años, la determinación y la constancia de los sucesivos

gobiernos nacionalistas habían transformado una institución recién nacida y con enormes

dificultades objetivas de consolidación, en una realidad internacionalmente reconocida, con

sólidas conexiones con las instituciones europeas y con las instituciones infraestatales de
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más tradición y dinamismo. Es más, se puede afirmar que la Generalitat de Catalunya fuera,

ya a finales de los años 80 una de las piezas clave de un movimiento territorial que se había

asentado como uno de los actores políticos que aspiraba a la transformación de las

instituciones comunitarias.

Esta situación se había visualizado claramente durante las negociaciones para el tratado de

Maastricht, cuando, bajo el liderazgo europeo de Jordi Pujo!, la ARE había sabido.iaunque
con armas decididamente inferiores a las de los distintos estados y de las propias
instituciones de la Comunidad, insertar en la agenda política europea el problema de una

resolución de una cuestión territorial que no podía ya ser obviada.

Así, justo después de la firma del tratado de Maastricht, en plena, negociación para la puesta
en marcha del nuevo Comité de las Regiones y, en vispera de la renovación de los órganos
de dirección de la ARE en 1992, muchos esperaban que la Generalitat, y con ella su

presidente, intentaran finalmente la escalada final a la cumbre de la organización.
Pero para la sorpresa de muchos, tanto comentaristas como dirigentes políticos, en un

primer momentoJordi Pujol decidía no presentar su candidatura.

La posición inicial del President de la Generalitat, se debía en buena medida al recuerdo de

cuanto se había producido en 1988, cuando la disciplina de partido había mermado las

esperanzas de un Pujol irreprensible en su perfil de político regionalista pero finalmente

sancionado por el PPE por sus posiciones consideradas ambiguas en tema de atlantismo.

Pujol elegía tácticamente la prudencia y esperaba la dislocación de las fuerzas en campo.

Desde la conciencia de su propia fuerza y prestigio regionalista, se disponia a comprobar
cuanto y como su influencia como responsable europeo de la organización, el propio
desarrollo del movimiento regionalista y los espacios abiertos con la creación del CdR

llevarían la ARE ahora, en 1992, a decidir su presidente a partir de sus ambiciones

regionalistas y no ya a partir de las fidelidades a los grupos políticos europeos.
Pero el período de espera de Pujol sería finalmente muy corto.
En mayo de 1992, Manuel Fraga Iribarne, fundador de Alianza Popular, ex ministro en los

gobiernos de Franco y presidente de la Xunta de Galicia, presentaba su candidatura a la

presidencia del ARE. Fraga podía contar, al menos teóricamente, con la fidelidad y los

votos del grupo popular europeo, que por aquellas fechas tenia la mayoria dentro de la

organización, aunque los representantes de Unió Democrática y del PNV - socios del club

democratacristiano desde hace mucho más tiempo y que se habían opuesto duramente a la

entrada el PP - ya anunciaban una dura batalla en contra del anciano político gallego.
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Por otra parte, Fraga pensaba también de poder contar con el voto favorable de los

socialistas españoles ya que poco antes el PP había prestado sus votos para la entrada en el

bllreau de la organización de Manuel Chaves, presidente socialista de la Junta de

Andalucía973.

Pero ya el día después del anuncio de la candidatura de Manuel Fraga, los representantes

de las regiones belgas y de los lander alemanes de todos los partidos hacian constar su

oposición a la candidatura del anciano político gallego974• En otras palabras, la fidelidad de

partido, al menos en parte, en un momento tan decisivo como el que la organización vivía

justo después de la aprobación del nuevo tratado y de la constituci?n del CdR, había dejado

espacio a una valoración más directamente política, relativa a la orientación que la ARE

tendría que adoptar en el nuevo y importante escenario que se abría.

Pocos días después Jotdi Pujol presentaba su candidatura.

La historia de la campaña electoral de 1992 para la presidencia de la ARE es una historia

compleja en la cual pareció finalmente jugar un papel mucho más relevante la solvencia

regionalista y la determinación en querer un salto de calidad en el perfil y en las ambiciones

de la organización que las fidelidades de partido.
Los tonos y los argumentos utilizados por los dos candidatos en los meses que separaron la

presentación de las candidaturas - en mayo de 1992 - y la asamblea de Santiago de

Compostela - en julio del mismo año - fueron muy diferentes.

Manuel Fraga, que procedía de una cultura política fuertemente centralista y que sólo en los

últimos años, desde que había accedido a la presidencia de la Xunta, había empezado a

valorizar de manera consistente la importancia política de las comunidades autónomas,

intentó promocionar con todos los medios su credibilidad regionalista. Su baza principal,
jugada sobre todo en el ámbito interno, era representada por la propuesta de

"administración única". Así, un ex ministro de Franco, ponente constitucional que en 1977

se había demostrado fuertemente cótico con el mismo concepto de Estado de las

Autonomías, ahora reivindicaba para las CCAA la mayoría de competencias estatales antes

del 2000. El esfuerzo regionalista del anciano político gallego había sido tan atrevido - J,

por otra parte, apresurado - que encontró una cierta oposición entre sus propios
correligionarios.

Jordi Pujo!, al contrario, haciendo muestra de una prudencia propia de quien se siente

seguro de sus fuerzas, formulaba y aplicaba una estrategia bien concreta y meditada.

973 Véase E/Paú, 6 de mayo de 1992.
974 Véase E/Paú, 8 de mayo de 1992
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Así promovía su candidatura hablando a la parte más dinámíca y reivindicativa de la

organización de la necesidad de separar los entes locales de los entes regionales dentro del

CclR, de derecho para las regiones de recurrir al Tribunal de Justicia de la Unión, de

extensión a los entes regionales del principio de subsidiariedad. Y se presentaba a los

miembros representantes de instituciones regionales de países con más tradición centralista,
hablando de la doctrina - por otra parte ya formalizada en los años en que Pujol había

ocupado el cargo de representante de la ARE delante de la CEE - de no-competencia entre

la Europa de los Estados y Europa de las Regiones. De paso, recordaba a los presidentes
de las comunidades autónomas españolas gobernadas por el PSO? la.relativa debilidad del

gobierno de Felipe González, sobre todo en vísta de unas probables elecciones en la

primavera de 1993, después de las cuales los votos de los diputados nacionalistas en las

Cortes podrían resultar útiles para barrar el paso a un PP cada vez más agresivo97S•
Con esta diferencia no sólo de historia política personal y de posición dentro de la

organización sino sobre todo de actitud con respecto a la contienda, se celebraba en verano

de 1992 la asamblea de Santiago de Compostela.
A la hora de la cuenta, se confirmaría en toda su envergadura lo temerario que había sido el

intento de Fraga. Jordi Pujol sería elegido en primera votación con 104 votos, mientras que

Fraga sólo obtendria 31 y M.Christine Blandine, presidenta de Nord Pas de Calais - la

candidatura de la cual todos, dentro y fuera de la organización habían ya desde el principio
de la contienda definido como testimonial- sólo obtenía 5916•

Haciendo un análisis de la procedencia partítica de los 104 votos que auparon

definitivamente Pujol a la cumbre del movimiento regionalista europeo, es interesante notar

como el President había sido elegido gracias a los votos procedentes de entes regionales

gobernados tanto por los populares como por los socialistas y los liberales. En concreto,

los socialistas españoles se habían ido decantando lentamente a lo largo de toda la campaña
electoral por la candidatura catalana.

Después del voto, Fraga no había querido comentar cuanto había sucedido, pero otros

representantes de su partido - entre otros, JuanJosé Lucas y Isabel Tocino - habían llegado
a atribuir la victoria del político catalán a la existencia de un pacto secreto entre OU y el

PSOE que había llevado el propio gobiemo de González a ejercer presiones sobre los otros

países europeos para que sus entidades regionales encuadradas en la ARE respaldaran la

candidatura catalana. En realidad, pero, en los días siguíentes, no obstante la totalidad de

los dirigentes populares españoles no dudaron en culpar al PSOE de una ya anunciada

'75 Véase E/País, 23 de mayo de 1992; LA Valf!,llllTrlia, 13 de junio de 1992 YAVUI, 19 de julio de 1992.
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derrota del presidente gallego, puertas adentro el fracaso de la candidatura del antiguo
ministro de Franco fue recibido sin ningún escándalo. Al contrario, sin declararlo nunca

directamente, más de un dirigente de la calle Génova insinuó que la derrota europea de

Fraga sería provechosa para poder reducir el poder fáctico que éste todavía ejercía en el

partido, promocionar los sectores más centristas y liberales del partido y consolidar el

liderazgo de José María Aznar·77•

Conjeturas a parte, en realidad tres elementos parecían haber decantado la balanza en favor

de la candidatura del President de la Generalitat el pasado franquista de Fraga, la campaña
subterránea del PNV y de Unió Democrática a favor de Pujol dentr� de! PPE, y, sobre todo,

el mayor y indiscutido prestigio regionalista del político catalán construido en los años en

que éste había ejercido como representante de la ARE delante de'la CEE.

La elección de Pujol, pues, además de certificar definitivamente el liderazgo de la

Generalitat en el marco del movimiento regionalista europeo, había marcado una victoria

todavía más significativa de la propia línea política defendida por las instituciones catalanas

a lo largo de toda su experiencia política en Europa. Si se analiza la procedencia estatal de la

mayoría construida en tomo a la figura de Jordi Pujol, se puede observar como éste había

conseguido atraer la práctica totalidad de los votos emitidos por los entes regionales
"fuertes" (lánder alemanes, regiones belgas ...) y la enorme mayoría de los consensos

procedentes de los miembros de los estados con una tradición de descentralización

acentuada Qas regiones italianas y las mismas comunidades autónomas del estado español,
por ejemplo). A la hora de la verdad, sólo habían optado para la candidatura de Fraga las

regiones británicas, algunas regiones francesas y portuguesas y las comunidades autónomas

del estado español gobernadas por el PP.
En otras palabras, no sólo se afianzaba el liderazgo catalán, sino que su propuesta política
de la reivindicación de un mayor y más genuino poder político en Europa para las regiones
había conseguido convencer a la enorme mayoría de las instituciones regionales
representadas en la ARE. Por lo tanto, el mandato de Pujol al frente de la ARE sería claro:

llenar de contenidos y de poder político el nuevo Comité de las Regiones.
Y, sin embargo, a principio de los años 90 y en plena consolidación definitiva de la

Generalitat de Catalunya como líder del movimiento regionalista europeo, y a las puertas
de la constitución efectiva del Comité de la Regiones, otro importante representante de la

vida política catalana intervendría directamente en la política europea: Pasqual Maragall,

9" Véase La Van!,llanlia,4 de julio de 1992.
977 Dirigentes PUPlltaTlS que quisieron peananecer en el anonimato, comentando la derrota de Fraga declaraban
escuetamente a la prensa: "no hay mal que por bien no venga". Véase La Vangllartlia, 12 de julio de 1992.
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alcalde socialista de Barcelona, en diciembre de 1991 había sido elegido presidente del

CMRE.

La acción internacional del ayuntamiento de Barcelona había sido significativa ya desde la

mitad de los años 80. Como ente más importante de la antigua Corporación Metropolitana
de Barcelona, el ayuntamiento de la capital catalana, bajo el mandato de Maragall había sido

el organizador de la Conferencia Mundial de la Población de la ONU en 1984. Aquella
ocasión había sido un primer importante escaparate internacional para una ciudad que sólo

cinco años antes había recuperado sus instituciones democráticas. Pero fue a partir de la

designación de Barcelona como sede de los juegos olimpicos en 1986 que las actividades de
, .

proyección exterior de la ciudad tomaron su arranque definitivo, fundamentalmente en dos

ámbitos: la integración en las organizaciones internacionales de los entes locales; y el

impulso de proyectos de cooperación entre las ciudades europeas.

Cuanto al primer ámbito, Barcelona se había integrado en la Conferencia de los Poderes

Locales del Consejo de Europa y paralelamente había empezado su lenta pero firme

escalada a la cumbre del CMRE.

y cuanto al segundo ámbito, entre las muchas iniciativas emprendidas por el ayuntamiento
encabezado por el acaMe olímpico, cabe destacar sin duda alguna el proyecto Eurocities,

lanzado en 1986. Se trataba de una red de grades ciudades europeas!>78 que tenía entre sus

objetivos fundamentales el de "participar activamente en la construcción de la Europa
comunitaria y consolidar el sistema europeo de las ciudades,,979 .

La iniciativa, en cuya segunda conferencia celebrada en Barcelona en 1989, participó el

mismo presidente de la Comisión Jacques Delors - por otra parte, entusiasta defensor del

proyecto - otorgó no sólo un nuevo impulso a un movimiento de las ciudades que parecía
haberse contentado durante demasiado tiempo de un papel relativamente secundario en la

reivindicación de poder político en Europa, sino que además constituyó un trampolín
formidable para llevar Maragall al frente del CMRE, como efectivamente sucedió dos años

más tarde.

978 Eurocities, fundada en 1986 y con sede peananente a Bruxelles, es una asociación que agrupa ciudades

europeas con más de 250000 habitantes. Actualmente las ciudades que la integtan rondan el centenar, y

proceden de 22 países europeos. Las condiciones requeridas a las ciudades para integrarse en el proyecto son

dos: tener un gobierno municipal democráticamente elegido y "testimoniar" una dimensión internacional. Son
objetivos de Eurocities el intercambio de informaciones y experiencias entre las ciudades y la creación de una

red de cooperación permanente con el fin de presentar proyectos a la Unión Europea. Una iniciativa de

particular relevancia llevada a cabo por Eurocities ha sido T,flr:i1Ü!, una red creada para favorecer el desarrollo

y el uso de los sistemas informáticos y telemáticos en ámbito urbano. Véase AA.VV.: "Le autonornie: un

ruolo crescente nella governance europea. Lo scenario" en: AA.VV.: AlltonolllÍ, GOn /'Ellropa. CitttJ. fuioni ","o

/'inúgra'(jollt ''''''p'a Franco Angeli, Milano: 1998, p.95.
979AJUNTAJ.I,IENT DE BARCELONA: ''Declaració Final de Eurociutats" en AJUNTAMENT DE

BARCELONA: Bamlona almÓIf, 1994.
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La idea maragalliana de Europa, manifestada públicamente justo en su intervención en la

conferencia de Eurocities de 1989, se basaba fundamentalmente en dos principios, uno

relativo al papel que las ciudades desarrollan en el mundo contemporáneo, y el otro a la

relación de éstas últimas con los ciudadanos.

En primer lugar Maragall subrayaba el hecho de que SlO la contribución política,

tecnológica y económica de las ciudades, la Europa de hoy sencillamente no existiría. Esta

contribución se concretizaba en forma de sistema, de red de comunicación. Se asistía así a

un doble fenómeno: por un lado las ciudades habían demostrado toda su capacidad de

poner en comunicación sujetos diferentes, públicos y privado� pa,ra gestionar de una

manera novedosa los asuntos de su competencia; y, por el otro, ya en el ámbito

internacional, las ciudades habían demostrado con creces' su capacidad de poder
intercambiar ágilmente recursos, competencias y informaciones.

En segundo lugar, en opinión del entonces alcalde de Barcelona, en el momento en que el

poder supraestatal de la Unión se hacía cada vez más efectivo, era necesario y urgente

encontrar canales que devolvieran el poder - o sea la administración, fuera ella europea,

estatal y incluso regional- en el lugar más cercano al ciudadano para garantizar un efectivo

derecho de participación de éste a la cosa pública.
Las preocupaciones de Maragall eran pues de dos órdenes, uno "funcionalista" - o sea de

buena gestión - y el otro democrático. En las palabras del mismo Maragall:

"Europa no existirla sin las ciudades. Sin éstas, la economía, la sociedad, nuestra cultura no podrla
desarrollarse (...). A pesar del avance de las telecomunicaciones, la mayor parte de las innovaciones tienen

lugar en las ciudades: la investigación, el debate, la evolución social e intelectual. Europa es, esencialmente, en
muchos aspectos, un sistema de ciudades. A pesar de que las ciudades no participaron inicialmente a la
construcción de la Europa comunitaria, ésta no podtfa desarrollar.se y consolidarse sin la participación activa
de las ciudadesu•980

Las tesis de Maragall tuvieron un indiscutible éxito porqué supieron interpretar una buena

parte de las inquietudes de un movimiento municipalista que durante mucho tiempo habla

padecido su poca vertebración y movilización y que había asistido atónito al vertiginoso
desarrollo de un movimiento regionalista - encarnado sobre todo por la ARE - que habla

demostrado tener ambición, capacidad organizativa y un proyecto político concreto. Ahora,

en el momento en que se empezaban a abrir nuevos espacios de participación en la UE, el

dinamismo, la capacidad de codificación de toda una reflexión política colectiva y sobre

todo su determinación en querer recuperar el terreno perdido, hacían de Maragall el líder

indiscutido de un nuevo, más fuerte y más político muncipalismo europeo .

... Citado en F. MORATA: La UnMn ElIfOJIItI. PtrJUS01, t1d8ruypO/ítirl1S. Atiel, Barcelona: 1998, p.264.
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Así, justo después de la firma del tratado de Maastricht y en plena negociación para la

puesta en marcha del Comité de las Regiones, Catalunya ostentaba, en la variedad de sus

instituciones más importantes y de sus posiciones políticas, e! liderazgo del conjunto del

movimiento territorial europeo.

Para completar e! cuadro, a la mitad de enero de 1992 Antoni Gutiérrez Díaz, histórico

militante antifranquista de! PSUC, máximo dirigente de la Asamblea de Catalunya y ahora

parlamentario europeo de Iniciativa per Catalunya, era nombrado presidente de la

Comisión de Política Territorial de! Palamento Europeo.
Como muchos comentaristas de la época subrayaron en aquel momento, se daba la

, .

paradoja de que Catalunya había conseguido exportar en Europa buena parte de las

sensibilidades y de los temas propios de su sistema político, incluida la tradicional rivalidad

que caracterizaba los dos lados de la plaza Sant Jaume9ll1.
Paradojas a parte, e! conflicto de! cual fueron protagonistas las dos figuras políticas más

importantes del panorama político catalán en sede europea tuvo como principal objeto la

procedencia de los miembros del futuro CdR. Si Pujol no hesitaba en definir sencillamente

"ilógica"982 la presencia de los representantes de las instituciones locales y municipales en e!

nuevo órgano comunitario, Maragall en un primer momento se manifestó rotundamente a

favor de una estricta paridad entre los representantes de los ayuntamientos y de las

instituciones regionales. La cuestión, en definitiva, se sustanciaba en un pulso cuyo objetivo
final era la capacidad de influenciar las decisiones de los estados con respecto al tema,

siendo estos últimos los únicos sujetos legalmente acreditados para elegir la procedencia de

los miembros.

El conflicto definía dos puntos fundamentales de! problema de la representación política y
institucional de las colectividades territoriales dentro de la UE: la convivencia de

instituciones locales y instituciones regionales en e! mismo órgano de representación y la

falta de una previsión clara en e! criterio de designación de los miembros.

La falta de acuerdo sobre estos dos puntos entre Pujol y Maragall- y, consecuentemente

también de los Iobbies territoriales que encabezaban - llegó a poner en tela de juicio incluso

la misma posibilidad de la puesta enmarcha del nuevo órgano comunitario.

Finalmente e! conflicto se solucionó, no sin dificultades, entre e! otoño de 1992 y la

primavera de! año siguiente gracias a la mediación constante de Gutiérrez Díaz y a la

diaponibilidad demostrada por e! movimiento municipalista en ocasión de la reforma de la

981 Véase Diari tú Girona, 3 de noviembre de 1992; La Vangnardia, 8 de noviembre de 1992; El Periódiro, 9 de

noviembre de 1992; EIPaís, 3 de febrero de 1993; La Vangnardia, 3 de febrero de 1993.
'8Z VéaseAvur, 22 de septiembre de 1992.
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CPLRE98J• El veterano órgano consultivo del Consejo de Europa, en el cual, como se vio,

era aplastante la mayoría de las instituciones locales agrupadas en el CMRE del cual

Maragall era presidente, decidía a finales de 1992 de cambiar profundamente su estructura.

Elemento fundamental de toda la reforma era la división de la CLPRE en dos cámaras

separadas, una para las instituciones locales y otra para las instituciones regionales. La

misma medida había sido reivindicada insistentemente para el futuro CdR a lo largo de los

últimos meses por Pujo!. Indirectamente así, Maragall, y con él todo el movimiento

municipalista, si bien no se alineaba con las posiciones sostenidas por el President de la

Generalitat daba una clara y inequívoca muestra de su voluntad de ,negpciación.
La oferta de diálogo de Maragall no caería en un saco roto y en la primavera de 1993

empezarían las negociaciones definitivas para la construcción del nuevo CdR.

Pujol y Maragall, y con ellos la ARE y el CMRE, declaraban aceptar el CdR de Maastricht

como primer resultado provisional y se comprometían a trabajar conjuntamente en el

período 93-96 (que ambos definían de "diálogo constituyente'')'" para su profunda
reforma. Las bases mínimas desde las cuales partían eran las que se habían establecido

gracias a la mediación de Gutiérrez Díaz: el carácter provisional de la normativa vigente
relativa al CdR., la reivindicación de la autonomía financiera para el nuevo órgano, la

reivindicación de la separación de ciudades y regiones y, sobre todo, la necesidad de que

todos sus miembros fueran expresión de unmandato democrático9&5.

8.4 El primer Comité de las Regiones de Europa y el intento de reforma

Los primeros resultados del acuerdo que más o menos abiertamente habían sellado Pujol y

Maragall en la primavera de 1993 se hicieron visibles sobre todo con respecto a la

aceleración que recibieron las negociaciones para la puesta en marcha efectiva del Comité

de las Regiones.

Así, a finales de 1993 se sentaban las bases para la redacción del reglamento interno del

nuevo órgano. Según el texto, finalmente aprobado a principio de 1994, el CdR finalmente

organizaría su funcionamiento en tomo a cinco elementos fundamentales9".

En primer lugar, una asamblea plenaria en la cual cada miembro disponía de un voto. Tenía

la función de elegir un Presidente y un Gabinete de Presidencia y de pronunciar

983 Véase E/Ohr"""""" 2 de octubre de 1992; La Vngtmrrlia, 17 de marzo de 1993.
984 Véase LA VanglltlftÜa, 15 de febrero de 1993.
"'Ibid=
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oficialmente los dictámenes. De hecho, durante los pruneros años de vida del nuevo

órgano, la asamblea tuvo también la función de conectar políticamente no sólo el CdR y las

instituciones comunitarias sino también de facilitar las relaciones entre los miembros del

mismo Comité.

En segundo lugar, un Presidente, que era el máximo representante del CdR y que tenía la

función de convocar la asamblea plenaria, nombrar los vicepresidentes y las comisiones

encargadas de redactar los dictámenes.

En tercer lugar, un Gabinete de Presidencia, que tenía una importancia práctica
determinante para e! conjunto de! trabajo de! CdR. Según e! art. 22 de! reglamento

, .

interno987, tenía la función de "preparar las decisiones que se presentarían a la asamblea

plenaria". Según la letra de! mismo artículo e! gabinete "prepara, organiza y coordina e!

trabajo de la asamblea plenaria y de las comisiones". Era integrado por 29 miembros más e!

presidente y los estados con más población contarían con tres miembros, y los menos

poblados con dos.

En cuarto lugar, una Secretaria General, con funciones burocráticas, cuya tarea más

importante era la gestión de los recursos financieros.

Y, finalmente, las comisiones permanentes - que serían 9 - que, de hecho constituirian las

unidades básicas a partir de las cuales se estructurarla todo e! trabajo de redacción de los

dictámenes. Ocho de ellas se ocuparian de las competencias consultivas que e! tratado

atribnía al CdR (desarrollo regional; gestión de! espacio, caza, pesca, bosques, mar y

montañas; transportes y redes de comunicación; política urbana; territorio, ambiente y

energia; educación y fonnación; políticas ciudadanas, investigación, cultura, juventud y

consumidores; políticas social sanidad y cohesión económicas). Una última comisión

permanente, la de Asuntos Institucionales, abordaría - así como se había acordado en las

negociaciones prevías a la redacción de! reglamento - las propuestas de refonna de los

poderes y de! funcionamiento de nuevo órgano comunitario.

El CdR de Maastricht, según su reglamento, era autorizado a pronunciar tres tipos de

dictámenes: obligatorio, con respecto a las materias enunciadas en e! tratado; facultativo, si

consultado sobre cualquiermateria por e! Consejo o la Comisión, o cuando, consultado por
las instituciones comunitarias e! CES ó al menos 32 miembros de! CdR estimaban que

.. , Para una panorámica sobre el funcionamiento y la historia CdR hasta el tratado de Amsterdam, véase M.
MASCIA: 11 Comitalo tú'" fugioni 1111SÜflllla tú//'Union, ElITDpta Cedam, Padova: 1996.
98' El reglamento interno fue aprobado por el CdR en su tercera sesión plenaria, celebrada el 17-18 de-mayo
de 1994 y ratificado por el Consejo de la Unión Europea en su 1759' reunión, el 2S de mayo de 1994. Es

interesante notar que el borrador del reglamento finaltnente aprobado fue redactado conjuntamente por el

GIRE y la ARE. Véase M. MASCIA: 11 Com;fafa túlll lUgioni n,1 SÜflma túIlVn;on, Europta Cedatn, Padova:

1996p.42.
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fueran en juego intereses regionales específicos; y, finalmente, de iniciativa, cuando un igual
número de miembros estimaba fuera oportuno con respecto a materias de su competencia
o con respecto a materias de interés general.
La aprobación del reglamento definió el marco legal y práctico de funcionamiento del

nuevo órgano pero para la definitiva puesta en marcha todavía faltaria un verdadero

acuerdo político.
En este sentido, otra vez se volverian a sobreponer intereses partidistas y diferencias entre

entes más o menos lanzados políticamente. A estos dos niveles de conflictividad, ahora

además se añadirla posiblemente un tercero, derivado de las obje�as, diferencias entre los

intereses de los entes municipales y los entes regionales.
El acuerdo finalmente alcanzado pues, no sin una cierta dificultad con una fórmula

decididamente imaginativa, intentaba dar respuesta a los tres niveles de conflictividad.

Así, no obstante formalmente el reglamento no hacía ninguna referencia a la formación de

los grupos políticos organizados y a su papel dentro del CdR., las dQS grandes familias

políticas europeas, el PPE Y el PSE llegaban a un acuerdo según el cual compartirlan -

según un esquema rotatorio - la presidencia y la vicepresidencia a lo largo de los cuatro

años de mandato reglamentario. Como resultado del acuerdo, en 1994 el CdR elegirla como

su primer presidente al liberal y presidente de la región francesa del Lenguadoc Rousseilon

Jacques Blanc - apoyado por el PPE - Y como vicepresidente al socialista y alcalde de

Barcelona Pasqual Maragall. A la mitad del mandato, en 1996, los dos dirigentes se

intercambiarían los cargos: Maragall accederla a la presidencia del CdR y Blanc se

convertirla en vicepresidente.
Por otra parte, el acuerdo no sólo era orientado a garantizar la alternancia partidista sino

también la territorial: Blanc era un destacado miembro del ARE y Maragall era el máximo

dirigente del CMRE.

Como ya se ha anticipado, el equilibrio partidista y la "coexistencia pacífica" entre los

representantes regionales y locales no eran las únicas variables a tener en cuenta en la

delicada negociación para la puesta en marcha definitiva del CdR.

Una parte del movimiento regionalista, sobre todo en su experiencia política más reciente -

piénsese en la mayoña que había hecho posible la elección de Pujol al frente de la

presidencia de la ARE en 1992 -, se había caracterizado por una autonomía y un

dinamismo político sin precedentes. A pesar de que había aceptado en su momento la

creación del CdR., se había mostrado desde el principio muy critico con la debilidad

intrínseca a la cual condenaba el tratado de Maastricht el nuevo órgano.
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La solución finalmente encontrada - anticipada por la negociación a tres bandas entre

Pujo!, Maragall y Gutiérrez Díaz entre 1992 y 1993 - preveía la elección del President de la

Genera1itat como presidente de la Comisión Asuntos Institucionales del CdR.

De este modo, la parte más ambiciosa del movimiento regionalista se comprometería con el

nuevo órgano a pacto de poder liderar, desde aquella importante instancia institucional, una
reforma del CdR que pudiera ensanchar significativamente sus prerrogativas y hacerse

atractivo para las realidades regionales más dinámicas.
Sobre la base de estos delicados equilibrios empezaba, en la primavera de 1994 la andadura

del Comité de las Regiones de la Unión Europea.
Analizando más a fondo la actividad de los primeros tres años de vida del CdR - hasta

1997, año de la aprobación del tratado de Amsterdam - se puede afirmar que se trataba de

una estructura que, aunque había nacido, como se vio, al filo de multíplices y delicados

equilibrios, mostraba una vitalidad significativa. Entre 1994 y 1997, en efecto, presentó un

total de 193 dictámenes, de los cuales 117 de iniciativa, 43 requeridos por la Comisión, 31

por el Consejo y 2 conjuntamente por Comisión y Consejo.

Dictámenes del Comité de las Regiones (1994-1997).

Iniciativa Comisión Consejo Comisión y TOTAL
Conseio

1994 11 5 16 - 32
1995 29 10 6 - 45
1996 22 16 6 2 46

1997 55 12 3 - 70
TOTAL 117 43 31 2 193

Fuente: Genenlitat de Catalunya- Direcci6 de Relacions Exteriors, 2001.

Por lo que se refiere a los ternas objeto de los dictámenes, en el periodo considerado fue el

desarrollo regional que ocupó mayoritariamente el trabajo del CdR (32 dictámenes),

seguido por la ordenación del territorio, medioambiente y energía (28 dictámenes) y por
todas las otras materias de consulta previstas por el tratado.
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Numero de dictámenes por Comisión (1994-1997)

COMISION DICTAMENES
Desarrollo Reaional v económico 32

Agricultura, caza, pesca, bosques 23
mares v montañas

Transportes y redes de comunicación 30
Politica Urbana 10

Ordenación del territorio, ambiente y 28
enerqla

Educación V formación 17

Europa de los Ciudadanos, 25

investigación, cultura, juventud y
. \

consumidores
Política social, sanidad y cohesión 28

económica
Asuntos Institucionales 2

Fuente: Gencralitat de Catolunya- Ditecció de Relacions Exteriors, 2001.

y si se tienen en cuenta los contenidos de los dictámenes, se puede afumar que en el

amplio abanico de valores afirmados por el CdR figuraban referencias de tipo más universal
- como la justicia económica y social, la participación ciudadana, la igualdad de género, el

respeto del medioambiente - y también referencias más propias de un órgano de

representación de los entes territoriales, como la valorización de la autonomia funcional y

territo:cial, la importancia de la colaboración entre instituciones de diferente nivel y, sobre

todo, la subsidiariedad'88.

Sin embargo, no obstante la Generalitat de Catalunya había sido uno de los actores más

relevantes en la construcción del CdR, su actividad durante la primera "legislatura" se

concentró única y exclusivamente en los objetivos que habían motivado su adhesión

definitiva al nuevo órgano comunitario, es decir, su reforma.

Tomando como meta la CIG que se celebraría en Turin en 1996, ya desde el verano de

1994, los representantes catalanes empezarían un largo y duro trabajo dentro de la

Comisión Asuntos Institucionales para la presentación de un dictamen que pudiera
constituir un verdadero proyecto de reforma de conjunto del CdR.

El centro de la propuesta inicialmente presentada por los representantes catalanes, era la

división del CdR en dos cámaras separadas, una de las entidades locales y otra de las

regiones. La distinción respondía evidentemente a criterios funcionales y políticos: si el

CdR quería ser realmente - aunque con todas las limitaciones del caso - una cámara de

representación de los intereses territoriales, su organización interna no podía desconocer
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un cierto criterio de separación que ordenara a los entes según su similitud desde un punto
de vista de las funciones y de los poderes de los cuales disponían en sus respectivos
estados.

Fue sobre esta cuestión que se empezó a vislumbrar una primera fractura de aquella
mayoría en el movimiento regionalista que había primero encumbrado Pujol al frente del

ARE Y después presionado para la creación del CdR. La propuesta de división en dos

cámaras de hecho había sido descartada en sede de Comisión AA.!!. del CdR gracias a la

oposición de los representantes municipales y a la poca convicción de una buena parte de

las entidades regionales, quedándose en su defensa prácticament� sólo los representantes
vascos989•

¿Cómo había sido posible que entidades inicialmente tan comprometidas con un CdR

"fuerte" como los !ander alemanes o las regiones y las Comunidades belgas hubieran

decidido dejar de defender una de las reivindicaciones que más habían sostenido a lo largo
de los últimos afios? La respuesta, paradójicamente, se tiene buscar en el mismo tratado de

Maastricht que había creado el CdR y que ahora éste proponía modificar. El art. 146 del

Tratado, en efecto, había introducido la posibilidad para los estados miembros de delegar a

ministros O equivalentes regionales la representación de sus respectivos estados cuando el

tipo de negociación y los intereses lo requirieran. La norma, ya en los meses

inmediatamente posteriores a la entrada en vigor del tratado había sido aplicada por

Austria, Alemania y Bélgica990• Resultaba así más provechoso y menos políticamente

IiOmprometedor para las entidades regionales de estos estados utilizar los canales de

representación ofrecido por el art. 146 - que conectaban con el verdadero centro de

decisión política de la Unión, el Consejo de Ministros - que confiar en los que podía
ofrecer un CdR que, por mucho que renovado y fortalecido, quedaría en todo caso un

órgano consultivo de escasos y confusos poderes.
Sin embargo, no obstante la verdadera decepción que había representado por los

representantes catalanes la discusión en el seno de la Comisión AA ..II., éstos no

abandonarían el proyecto aunque éste estuviera ya fuertemente comprometido .

... Véase M. MASCIA: 1/ C.mitafIJ deO. F.4joni 111/simnta deU'UttÚJn, EtITUjI,a Cedam, Padova: 1996 pp.82-94 .

... Así recuerda aquellos momentos Joaquim Llimona, responsable de las políticas exteriores de la Generalitat
de Catalunya en el momento de la redacción y votación del dictamenPujo!:" Els primera que van boicotejar el
dictamen Pujol van ser els mateixos mernbres del CdR i la gran decepció del President amb el Comité va ser

en aquell momento El dictamen que finalment es va aprovat, no deia el que voliern dir nosaltres, por res. Hi
havia aspectos molt importants pero n'hi havia un de més important que era establir una estructura

bicarnenral, era, per ser molt grifics, la maro deis OUS. (•••) Hi va haver una votació pero només vam tenir el

suport nostre i del País Vasc". Entrevista a Joaquim Llimona i Balcells, 27 de enero de 2005 .

... Después de 1997 fue aplicada también por Gran Bretaña.
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El texto definitivo del dictamen sobre la reforma del Tratado de Maastricht redactado por

el CdR fue aprobado finalmente por su asamblea plenaria en la primavera de 1995991• Iba

acompañado por un dictamen complementario específico sobre subsidiariedad y contenía

dos niveles de reivindicación.

Por un lado había reivindicaciones de carácter "político-técnico", relativas a la organización
interna del CdR, la más importante de las cuales era la separación burocrática y financiera

del CES.

Y, por el otro, había reivindicaciones de carácter estrictamente político. _

En primer lugar el CclR pedía una interpretación del principi? d� subsidiariedad que

finalmente considerara las regiones al mismo nivel de estados y Unión.

En segundo lugar, en el dictamen se podían encontrar medidas que atañían directamente al

CdR: la necesidad que sus miembros fueran responsables delante de una asamblea electiva,

la definición de institución (y no de órgano) comunitaria; la obligación por parte de las

instituciones que pedían los dictámenes de explicar los motivos e caso de discrepancia con

los mismos; la posibilidad de asesorar a la Comisión en su función de iniciativa en los casos

en que se trataran temas de interés regional; la posibilidad de ser consultado por el

Parlamento Europeo y una ampliación generalizada de las materias objeto de consultación

preceptiva. Y finalmente, el CclR pedía poder disponer, así como la Comisión y el Consejo,
de la legitimidad activa para recurrir al Tribunal de Justicia, en la convicción de que este

derecho constituía un efectivo instrumento de salvaguarda de los principios fundamentales

de la Unión y, en primer lugar del principio de subsidiariedad solemnemente afirmado por

el Tratado de Maastricht.

Los representantes catalanes, no obstante habían tenido que renunciar a la más importante
de sus reivindicaciones - la separación de entes locales y regionales - habían finalmente

sabido favorecer la aprobación de un proyecto consecuente y consensuado. Fuerte de un

principio fundamental de ra Unión como el de la subsidiariedad, el proyecto postulaba una

interpretación que extendía este último a regiones y entes locales y que, implícitamente
hacía imperativo un fortalecimiento substancial del órgano depositarlo de la representación
de sus legitimos intereses. Pero un fortalecimiento institucional del CclR habría

consecuentemente hecho imposible continuar considerarlo sólo un órgano de la Unión y

llevado natutalmente a su inclusión entre las instituciones comunitarias. Esto, a su vez, le

habría automáticamente otorgado la legitimidad para recurrir al Tribunal deJusticia .

.., Se trata del dictamen "Opinión sobre la revisión del Tratado de la Unión y del Tratado que instituye la
Comunidad Europea" Cdr 136/1995, de 21 de abril de 1995.
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Por otra parte, la definición del CdR como institución comunitaria a todos los efectos, no

podría traicionar los objetivos de transformación democrática que la revisión del Tratado

de Maastricht se había propuesto: en este cuadro la eaigencia para sus miembros de ser

cargos elegidos y responsables delante de una asamblea, sería un corolario estrictamente

necesario, y, de paso, garantizaría una limitación importante del poder de los estados en el

proceso de selección de los mismos.

Además, en el marco de reorganización de los procedimientos de adopción de las

decisiones postulados por la Conferencia Intergubernamental, el CdR llegaba por un lado

con la petición más general de un fortalecimiento de su papel político y representativo, y,

por el otro, en una perspectiva más realista - puesto que la función del CdR era y sería

meramente consultiva - con la petición de la obligatoriedad de la explicación de los

motivos de discrepancia. En otras palabras, pedía la existencia de un mecanismo formal de

control sobre la consideración y el impacto de los dictámenes sobre el conjunto de las

instituciones comunitarias.

Pero quizás el acierto más significativo del planteamiento contenido en el dictamen

136/1995 estaría en el hecho de que, a pesar de que fuera un proyecto orgánico dotado de

una innegable coherencia interna, éste podía ser aceptado en bloque o también

parcialmente y, por lo tanto constituía en todo caso una válida base de negociación.
Ya en las reuniones preparatorias en vista del Consejo Europeo que se celebraría en Madrid

en el otoño de 1995 se vislumbraron las duras resistencias que iba a encontrar el proyecto
reformador presentado por el CdR cuya máxima impulsora había sido la administración

autonómica catalana. En estas reuniones, en las cuales el proyecto ya había sido presentado,

por boca de presidentes y ministros se hacía saber que el Consejo tomaría en consideración

sólo las propuestas menos ambiciosas y, sobre todo, se puntualizaba que sería

sencillamente imposible imaginar, en el medio periodo, la posibilidad por el CdR - o para

algunos de sus miembros -la posibilidad de recurrir al Tribunal deJusticiam.
El documento final del Consejo europeo celebrado en Madrid en el octubre de 1995, no

hacía que confinnar las previsiones. No obstante en ello se remarcara la importante función

de representación de los intereses locales y regionales que el CdR llevaba a cabo, se

consideraba oportuno dejar más tiempo a éste para demostrar su eficacia y proceder a un

aumento de sus competencias. Sobre la base de esta consideración el documento declaraba

la disponibilidad del Consejo a considerar una reforma parcial que tuviera en cuenta sólo y

exclusivamente elementos de carácter técnico, como la separación funcional y burocrática

992Véase F. MORATA: La Unión Europa. Pmasos,-ypoUtitas. Afiel, Barcelona: 1998, p.278.
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del CES o la inclusión del Parlamento Europeo en la lista de las instituciones que tenían la

obligación de consultar al CdR993•

El CdR, encajando las resistencias del Consejo de Madrid, volvía a plantear la validez de sus

propuestas buscando apoyos en el Parlamento Europeo, y intentando así insertar sus

reivindicaciones en la batalla tuás general que la cámara europea estaba librando en aquellos
meses para la reducción del déficit democrático dentro de la Unión en vista de la CIG y de

la revisión del tratado de Maastricbt

El intento tuvo una esperanzadora respuesta por parte del Par1amento Europeo: el 1 de

octubre de 1996 se inauguraba a Bruxelles la Primera Conferencia,del.Parlamento Europeo
con los Entes Territoriales de la UE, organizada conjuntamente.por la cámara europea y el

CdR994• Participaron en la Conferencia los tuás altos representantes de las dos instancias y

durante dos días par1amentarios y miembros del CdR se confrontaron sobre los temas de la

democracia y de la representación de las comunidades locales y regionales dentro de la

.

Unión, del desarrollo y de la cohesión económica. El documento final de la Conferencia

recogía en veintisiete puntos las numerosas convergencias expresadas durante los debates.

En concreto, en el punto 14 del texto, el Parlamento hacía buena muestra de querer aceptar
algunas de las reivindicaciones contenidas en el ya famoso dictamen presentado por Pujol
el año anterior: el reconocimiento de la autonomía organizativa y financiera del CdR; la

necesidad para los miembros del CdR de ser cargos electivos; la inclusión del Parlamento

entre las instituciones que debían consultar al CdR; la ampliación de las competencias
consultivas; la prohibición de ser parlamentario europeo y miembro del CdR al mismo

tiempo y, sobre todo, la posibilidad, para el CdR - o para a1guna de las instituciones en él

representadas - de recurrir al Tribunal de Justicia para la tutela de sus prerrogativas.
El Par1amento Europeo no había aceptado la totalidad del proyecto reformador del CdR,

pero sin embargo se había demostrado dispuesto a apoyar todas aquellas propuestas que

insistían en la necesidad de una mayor representatividad directa del conjunto del edificio

institucional europeo.

Pero la CIG que se había inaugurado a finales de marzo de 1996 en la capital piamontesa
de Turín y que continuó sus trabajos hasta la firma del Tratado de Amsterdam en el verano

del año siguiente, volvió sin tuás a las posiciones expresadas por el Consejo Europeo de

Madrid de 1995, mostrando así como los estados hicieran caso omiso no sólo las

reivindicaciones inicialmente formuladas por los entes territoriales, sino también el hecho

m Ibidem.
"... Las actas de la Conferencia se pueden consultar en: AA.VV.: Aufonomi, mil 1'E1IrOjJa. CiItO , Region; tJrrto
fintegrrz'{jon, Franco Angeli, Milano: 1998.
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de que algunas de ellas - y se diría que las de más trascendencia política - habían sido

finalmente respaldadas formal.mente por el Parlamento Europeo. Así, no obstante se

aceptaba la inclusión de la propuesta de reforma del CdR en el orden del dia de los

trabajos, el Consejo declaraba de forma clara y contundente que la revisión del Tratado que

se aprestaban a llevar a cabo excluiría tanto una interpretación del principio de

subsidiariedad extensible a ciudades y regiones, como la posibilidad para el CdR, o para sus

miembros, al Tribunal de Justicia"'.
El proyecto reformador impulsado por los dirigentes catalanes, modificado ala baja por la

Comisión Asuntos Institucionales del CdR, asumido finalmente por la asamblea de éste y,
,

'

en buena parte también por la misma cámara europea, pues, parecia haber salido

totalmente derrotado en los dos pasajes principales antes de la revisión del Tratado.

En un intento casi desesperado de salvar al menos una parte de sus reivindicaciones a la

víspera del Consejo Europeo de Amsterdam, el CdR convocaba una ClII11bre ElIrOpea de las

fugionesy de las Ciudades que se celebró en mayo de 1997 en el marco de las reuniones

semestrales organizadas por el país que ostentaba la presidencia. Puede ser interesante

notar como en la cumbre participaron también un buen número de parlamentarios

europeos.

La declaración final de la cumbre insistla en la necesidad de fortalecer la función consultiva

del CdR, volvía a subrayar la necesidad de que éste último tuviera finalmente autonomia

financiera, planteaba la necesidad de hacer coincidir temporalmente el mandato del

Parlamento Europeo con el del CdR, formulaba una nueva y más amplia lista de las

competencias consultivas de éste últimos y seguía reivindicando la potestad para este

órgano de recurrir al Tribunal de Justicia, aunque admitiendo que esta posibilidad fuera

sólo para las regiones que disponían de poder legislativo en sus respectivos estados"'.

De hecho, se trataba de un importante rebajamiento de las reivindicaciones iniciales de los

representantes municipales y regionales, que había acabado por desactivar y dejar sin efecto

todo el potencial del proyecto político contenido en el dictamen 136/1995.

El Consejo de Amsterdam de junio de 1997, rompió todo tipo de esperanzas de mejorar
sensiblemente la posición política del CdR en la VE. Las únicas novedades que el nuevo

tratado preveía para este órgano, eran de tipo casi exclusivamente técnico. Se trataba de la

incompatibilidad de los cargos de parlamentario y de miembro del CdR, de la separación
del CES en lo referente a la financiación y a la organización, de la posibilidad de ser

consultado por el Parlamento, de la potestad de aprobar autónomamente - es decir, sin la

995 Véase F. MORATA: La UnMn EIIfflj>ItL Prowos, adotrJypolífi=. Arie), Barcdona: 1998, p.279.
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necesaria aprobación del Consejo - el reglamento interior. Y aunque el Consejo acabaria

redactando y adjuntando a! nuevo tratado un protocolo específico que insistia en la

importancia del principio de subsidiariedad, éste no hacía referencias concretas a! hecho de

que las regiones y las ciudades pudieran ser actores decisivos en la aplicación de dicho y tan

solemnemente afirmado principio991•
Finalmente se habian aceptado las propuestas de tipo técnico y, entre las políticas, las

menos ambiciosas. Esto se traduciría sí en una mayor autonomía organizativa para el CdR

pero no en aquel, aunque ya modesto, aumento de peso político real que los redactores del

ya famoso dictamen habian imaginado. Ni el CdR se transform� e� una institución de la

Unión a! par de las otras, ni sus miembros tendrian facultad de poder acudir un Tribunal de

Justicia que defendiera sus competencias, ni, finalmente se establecería un mecanismo claro

de selección de los miembros del CdR fundado sobre el principio de representatividad,
manteniéndose así aquella incertidumbre que había desde el principio obstaculizado su

pleno reconocimiento como un órgano que quería ser representativo, a todos los efectos,

de la voluntad popular.
y sin embargo, la rotunda negativa de los estados a aceptar que el CdRmejorara la cantidad

y sobre todo el nivel de sus competencias políticas contribuyó enormemente a una

mutación profunda de su composición, del clima político en su interior y, sobre todo de sus

mismas perspectivas.
El CdR, a finales de los años 90, por cantidad de sus dictámenes de iniciativa seguía siendo

un órgano plenamente vital.

Dictámenes del CdR por tipo. 1998-2000.

Iniciativa Comisión Consejo Comisión y TOTAL
Conseio

1998 17 16 15 1 49
1999 37 21 19 1 78
2000 26 14 18 - 58
TOTAL 80 51 52 2 185

Fuente: GeneraIitat de Catalunya. Direcció de Rdacions Exteriors, 2001.

Aceptaba y asumía el reto del aumento de las materias sobre la cuales debía ser consultado

y se demostraba plenamente capaz de llevar a cabo su tarea con tempestividad y creciente

autoridad. Pero si se tienen en cuenta las características y el tipo de entes que lo integraban

... AA.VV.: AntOROmü mR 1'E1I1UjJa... cito p.251-259.
997 Sobre las posiciones expresadas por los diferentes estados en mérito • la reforma del CdR en el marco de
la CIG de 1996 resulta especialmente interesante el informe publicado al respecto por el mismo CdR. Véase
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y su procedencia estatal, es bien evidente como disminuia relativamente la presencia y la

actividad de los entes que a lo largo de todos los años 80 y 90 se habían significado por su
dinamismo y aumentaba el protagonismo de los entes de más reciente formación y de

incipiente afirmación en el ámbito europeo.

Dictámenes del edRo Procedencia estatal de los relatores 1998-2000.

Pertenencia estatal del Relator Número Dictámenes
Alemania 21
Austria 5
Bélqlca . 6.

Dinamarca 13
España 17
Finlandia 16
Francia 14
Grecia 7
Irlanda 10
Italia 12

Luxemburao 3
Paises Bajos 6
Portucal 3

Reino Unido 35
Suecia 17
TOTAL 185

Fuente: Generalitat de Catlllunya. Direcci6 de Relacions Exteriors,2001.

En otras palabras, cuanto había sucedido entre 1995 y 1997, había marcado un verdadero

divorcio de! CdR de las colectividades más ambiciosas y concientes políticamente que le

condenaba finalmente a transformarse en una clase de "cámara de entrenamiento" para las

instituciones territoriales menos expertas.

Y, más en concreto, para la Generalitat de Catalunya, que había en gran parte liderado e!

desarrollo de aquel movimiento regionalista que había sabido primero establecer las

condiciones para que se creara e! CdR y después había llevado la iniciativa para su profunda

reforma, la imposibilidad de convertirlo en un órgano dotado de un cierto poder político
real había marcado claramente un antes y un después de todo un planteamiento de política
de proyección exterior.

Tramontaría para siempre aquella estrategia que tan sorprendentes resultados había sabido

proporcionar a lo largo de todos los años 80 Y 90, basada sobre la construcción de un

amplio movimiento de las realidades territoriales europeas para la consecución de un

CdR: Tbe Commitll. of tIn ngio1lJ: tbt "'". lIDia of Io<al and "gional t1IItborilÜ! al tbt Inf'gotl8T'l1l11t11tal Co'!fmnrr
(1996), Bruxelles: 1997.
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verdadero órgano de representación colectivo de todas y cada una de estas realidades en el

ámbito comunitario.

Después del fracaso del bienio 1995-97, la Generalitat seguiría en la ARE y en el CdR pero

reduciría de forma ostensible la inversión política realizada en estos dos ámbitos de

actuación. )ordi Pujol dejaria en 1996 la presidencia de una ARE, y ésta entraría, a partir de

finales de los años 90, en una profunda crisis. Los representantes catalanes en el CdR -

siguiendo la tónica de los demás entes regionales "fuertes" - no destacaron precisamente

por su iniciativa proponiendo la adopción, entre 1997 y 2000, deun único dictamen.

La estrategia que había llevado al liderazgo del ARE y a la constru�ció¡n del CdR había sido

fruto de una determinación política inquebrantable por parte de la administración catalana

y de una lectura de la posible evolución del edificio institucional comunitario - lectura por

otra parte compartida por la mayoría de los políticos y de los estudiosos europeos del

momento9!J8 - que indicaba una próxima y irreversible debilitación del poder de los estados

en favor de unos poderes comunitarios y territoríales juzgados como seguramente

emergentes"'. En este cuadro, la apuesta "regionalista" y integradora del nacionalismo

catalán moderado - que había creído en la acumulación de una masa crítica territorialista

ingente, por mucho que heterogénea y a veces políticamente inexperta - para la creación de

una cámara territoríal europea, había resultado, por lo menos hasta el tratado de Maastricht,

no sólo viable, sino prácticamente indiscutida.

Pero la generalizada voluntad de reafirmación de los estados como sujetos principales de la

construcción europea anunciada en Maastricht y confirmada definitivamente en

Amsterdarn, y una cierta "desvinculación" con el proyecto regionalista de los entes

9!J8 Véase, entre otros, J. ZABALA OTEGUI: "La participación regional en el proceso de integración
europea" en: Rlvista Vasra tú.Atimittimrzri4. Ptlblira (1993), n1lttL35, pp.167-222 J. ASTOLA MADARIAGA
''Las regiones en la Unión Europea" m: RIvista Española tú D""bo C.nnihu:ional (1995) núm. 45 pp.95-131; L.
HOOGHE y G. MARKS: "Europe with!he regions" en: PMblim. TIn J.1Ir1IIIIofF,timtIimJ (1996) n1lttL1 pp.73-
92; P. LE GALÉS: ''La nuova political economy di citli e regioni" en: Stato , Mmato (1998) pp.53-91; C.
JEFFERY: Rlgi.1!IIÚ diml1lJÜJn oflh, EmuptQ1l Union Frank Lass, London &Portland: 1997; M. KEATING y P.
LE GALÉS: RIgi.1II In Eurr;p. Roudedge, London: 1997; A.ROJO SALGADO: La IXigmtÍa tú partitipadón
ngi.1!IIÚ In la U1Iiin EII1TJjJ,a CEC-BOE Madrid: 1996; P. WAGSTAFF: RIgi.nalistn in tht EII1TJjJ,Q1I Uni.n
Intellect, Exeter: 1999; M. KEATING: "Asymetrical government multinational states in an integrating
Europe" P"blim. TInJ'1I1'IIIl1ofF,túmlistn (1999) num.1 pp.71-86 .

... Una buena demostración de basta que punto esta fuera la convicción de los dirigentes nacionalistas se

puede encontrar en las palabras de Caries Gasólíba, jefe de lista de cm a las elecciones europeas de 1994:
"Gracies als esfor�os de Convergencia i U0i6, Cabllunya s'ha vist reconeguda des de les institucions europees.
Amb la creacié del COlIÚté de les Regions, institució que sera de consulta obligada per totes aquelles
polltiqueo de la U0i6 que incideixin sobre les regions, s'obre la vis per a una construcció d'Europa més
descentralitzada i amb major presencia de les regions i de les comunitats aumnomes. (...) El principi de
subsidiarietat - respectar l'adnúnistració que és més a la vora del ciutadi - també juga a favor deis órgans
locals autónoms europeus. Aqueot fel, juntament a la desaparició de les fronteres deis estats, permet el disseny
de polítiques regionals fetes des de les própies regions. En tot aquest ámbit Cabllunya juga i ha jugat un paper
molt important" . Véase CiU: Ambfo'F" a Europa. Ekm.ns alParIam.ntEUro}II', Barcelona: 1994 p.7-8. Archivo
CEHI-Pavelló de laRepública.
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territoriales que más habían acompañado Catalunya en su batalla y que habían finalmente

optado por participar a la política europea a través de las estructuras de sus respectivos
estados, habían mínado irreversiblemente las posibilidades de éxito de la estrategia catalana,
desbaratando en dos años unas líneas de actuación de la administración de la Generalitat en

materia de política europea que parecían consolidadas y destinadas a obtener resultados

políticos a breve plazo.
La decepción que había generado el fallido intento de reforma del CdR y el verdadero

desastre de Amsterdam habían finalmente llevado consigo para Catalunya no sólo un

chasco en términos de resultados concretos, sino también la necesidad de rediseñar una
. .

estrategia que se adaptara a las nuevas circunstancias.

Así, por un lado, la Generalitat decidía - fuerte también de una sentencia del TC que

finalmente despejaba cualquier duda sobre la legitimidad de las "antenas" autonómicas a

Bruselas1000_ de potenciar al máximo la labor y las attibuciones del Patronat CataJa Pro

Europa, duplicando, entre 1996 y 2000 sus recursos económícos'P",

y por el otro, reducia sus responsabilidad dentro del ARE y concentraba sus esfuerzos en

la intensificación de las relaciones con las otras "regiones fuertes" de la Unión, en la

convicción de que en la nueva fase sería más eficaz un lobby regional menos amplio pero

más homogéneo en cuanto a sus necesidades y reivindicaciones. El esfuerzo de la

administración catalana en esta dirección se vería finalmente recompensado en el otoño de

2000 cuando en Barcelona se reuniría la primeta Conferencia de las Regiones con Poder

Legislativo de la UE (REG-LEG), un forurn informal que además de reivindicar para este

tipo de entes territoriales un estatus diferenciado dentro de la Unión, volvía a retornar para

1000 Se trata de la STC 165/1994, de 26 de ""'yo. La sentencia resolvIa un contencioso abierto por un recurso

presentado por el Abogado General del Estado en 1988 en contra del ejecutivo vasco, que babía establecido
una oficina de representación en Bruselas. Como consecuencia de la presentación del recurso, la oficina fue
cerrada y en su lugar se creó ItrUrlJas/e, un consorcio privado que agrupaba los intereses. de las ""'yores
empresas - sobre todo industriales - del pals. La sentencia de 1994 establecía finalmente que "no cabe
excluir que las Comunidades Autónomas puedan llevar a actividades que supongan una conexión o relación
con entidades públicas exteriores al Estado en tanto que tales conexiones o relaciones no incidan en la reserva
estatal prevista en el arto 149.1.3 o perturben el ejercicio de las actividades que la integran". El

pronunciamiento del alto tribunal venia a delimitar con más precisión el alcance de la expresión "relaciones
internacionales" de las cuales la Constitución atribula el monopolio al estado. Si quedaba vetada para las

Comunidades Autónomas la posibilidad de estipular convenios internacionales y de establecer

representaciones institucionales p=entes y reconocidas en los organismos internacionales, se establecía
en cambio que no todas las actividades de proyección exteriores desarrolladas por las CA debían considerarse

lesivas de la reserva constitucional, y que, por lo tanto, podían disponer de un organismo encargado de

coordinar dichas actividades. Lo cual, indirectamente, ratificaba la legitimidad de las "antenas" autonómicas

establecidas en Bruselas. Como consecuencia de la sentencia el estado no sólo reconoció la legitimidad de las

""bajadas autonómicas, sino que en 1995 creó el Reper, un organismo oficial encargado de coordinarlas y
asesorarlas.
1001 Las subvenciones otorgadas, por el Departament de Presidencia de la Generslitat de Catalunya, al

Patronat Catala Pro Europa pasaron de 242.882.492 de ptas en 1996 a 458.266.000 de ptas en 2000. En 2003
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sus integrantes la petición de legitimación para recurrir al Tribunal de Justicia en defensa de

sus competencias.
Pero sin embargo, la situación que se había visualizado en el bienio 1995-1997 tendría

como consecuencia más significativa la necesidad imperiosa, por parte de la Generalitat, de

orientar su acción hacia un campo que hasta aquel momento había permanecido
substancialmente - por voluntad o por falta de espacio político - inexplorado por los

estrategas de las políticas de proyección europea de la Generalitat: la participación a la

política continental a través de las estructuras del estado españoL.
Si hasta el momento el zrueso de la acción de la administración catalana se había centrado

"'-- , '

en recorrer lo más rápida y directamente posible los kilómetros que separan Barcelona de la

capital comunitaria, ahora, en la segunda mitad de los años noventa, parecia imponerse un

itinerario más largo y quizás más tortuoso: Bruselas vía Madrid.

8.5 ¿Bruselas via Madrid?

La historia de las políticas europeas de la Generalitat, había sido fundamentalmente hasta la

mitad de los años 90 orientada a intentar construir instrumentos directos de colaboración y

de representación, no mediados por las estructuras del estado central

Había implicado la construcción, desde cero y con grandes riesgos de provocar conflictos

con el ejecutivo central- conflictos que, por otra parte se verificaron -, de una burocracia

europea autónoma, erigida gracias una voluntad política que se había tenido que medir con

escasez de medios y de competencias. También había implicado una hiperactividad en la

construcción de alianzas y de contactos internacionales para superar lo más rápidamente

posible todo lo que había implicado para Catalunya el aislamiento derivado del pertenecer a

un estado que hasta finales de los años 70 había sido dictatorial, políticamente aislado y

ferozmente empeñado en negar la misma existencia de una realidad política, económica,
social y cultural diferenciada.

y finalmente, también había implicado - después de la entrada de España en la CEE en

1986 - un esfuerzo de innovación política y institucional, a través de la participación y del

impulso al movimiento regionalista europeo, que había acabado por tener éxitos

indiscutibles quizás más allá de lo que sus mismos protagonistas habían esperado.
Aquella "estrategia regionalista para objetivos nacionalistas", que se había concretizado en

un intento de creación de instrumentos de relación directa entre Catalunya y Europa y

llegaron finalmente a los 3929640,00€ (653.735.000 de ptas). DEPARTAMENT D'ECONOMIA i
FINANCES: PmslIj>OIt tÚ la Gmemlitat tÚ CttlaÚl'!Ja i 1" 1Itl1S entitats ardOIIOIIIIS, Barcelona: 1996, 2000 Y 2003.
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había desembocado en la creación de un protagonismo regional inédito en Europa
liderado, en definitiva, desde Catalunya, había tenido en parte una razón de tipo
fundamentalmente ideológico, derivado de la íntima convicción del nacionalismo catalán

moderado de que Catalunya pudiera y debiera disponer de un espacio político autónomo en

el escenario europeo.

En realidad, pues, hasta la verdadera desilusión que había representado la mancada reforma

del CdR, el gobierno catalán había invertido de manera substancialmente parca desde un

punto de vista político en los cauces que el estado español había destinado a las autonomías

para su participación en los asuntos europeos.

Sin embargo, también cabe decir que dichos cauces - al menos con respecto a los otros

países dotados de estructuras políticas descentralizadas - habían sido extremadamente

reducidos y habían aparecido en la escena política con mucho retraso.

Vale la pena recordar, en este sentido, que fue sólo a partir de 1994 que el estado español
se dispuso a abrir un canal formal de participación para las comunidades autónomas en la

formación de las decisiones gubernamentales sobre asuntos europeos, a través de la

europeización de aquellos ínstrurnentos más generales de cooperación entre la administración

central y las autonómicas representados por las Conferencias Sectoriales.

Éstas, preconizadas por la LPA de 19831002, inauguradas en 1988, y finalmente reguladas en

firme en 1992 - después de haberse "completado" el mapa autonómico -, eran órganos de

coordinación, cuya función principal era la de ofrecer un foro institucionalizado para que la

administración estatal y las administraciones autonómicas pudieran "intercambiar puntos

de vista, examinar en común los problemas de cada sector y las medidas proyectadas para

afrontarlos o resolverlos"UX)3.

Se trataba de órganos de discusión técnica, constituidos por los responsables de los

dicasterios estatales y sus homólogos en el ámbito autonómico que "podían" ser

convocados por la administración central Si bien existía una dedicada a los asuntos

europeos (Comisión Asuntos Relacionados con la Comunidad Europea, CARCE), desde

1988, las Conferencias Sectoriales habían funcionado como cámaras de compensación de

1002 Se trata de la Ley 12/1983, de 14 de octubre, del Proceso Autonómico. La norma era constituida por lo

que quedaba de la LOAPA después de la declaración de inconstitucionalidad de vario. artículo. y de la

pérdida -por sentencia del TC- de su caricter orgánico.
1003 Art.5 Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común. En 1999 la ley fue modificada sensiblemente, Por lo que atañe a las

Conferencias sectoriales, éstas pasaban a tener fisonomia propia y se definían finalmente como "órgano. para
la cooperación" entre las administraciones estatal y autonómicas "de composición bilateral o multilateral de
ámbito general o de ámbito sectorial, en aquellas materias en que exista interrelación competencial, y con

funcione. de coordinsción o cooperación según los caso.... Véase Ley 4/1999, de 13 de enero, de
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los distintos intereses autonómicos y estatales y como foro de concertación previa en la

óptica de evitar posibles conflictos competenciales delante del Tribunal Constitucional.

Pero como no podía ser de otra manera, puesto que las Conferencias se ocupaban de la

coordinación de las políticas relativas a todos los sectores, incluso de los en que la

legislación comunitaria tenía una importancia predominante y que, en el estado español
eran de competencia exclusiva de las comunidades autónomas, pronto se vio que era

necesario imaginar unos instrumentos que permitieran poner en comunicación no ya sólo

el nivel estatal y el autonómico, sino también el comunitario.

Sobre la base de esta constatación, el último gobierno socialista de Felipe González -

, '

solicitado por la presión parlamentaria de los diputados de CiU en las Cortes, que, de

hecho, posibilitaban la supervivencia del gabinete -se disponía a aprobar un acuerdo con las

comunidades autónomas en este sentidolOO4• Así, por un lado se empezaba el proceso de

institucionalización de la CARCElOOS- que culminará, tres años después, con su

consolidación de conferenciaprimus ínterp_s con respecto a las otraslOO6 - y, por el otro, se

establecía un esquema de coincidencia entre las materias de las Conferencias Sectoriales y

las materias objeto de legislación comunitaria y se establecían unos mecanismos de

participación y control por parte de las CCAA sobre la formación de la voluntad

comunitaria del estado y sobre la aplicación de las directivas europeas"107.

modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurldico de laa administtacioncs Públicas y
del Procedimiento Administtativo Común, art.l.
1004 Acuerdo de 30 de noviembre de 1994. Euskadi decidió no sumarse a! acuerdo.
1005 En realidad, el proceso de institucionalización de la CARCE había empezado antes, con un acuerdo

Bnnado, como corolario de los pactos autonómicos entre PP y PSOE, a finales de 1992. En esa ocasión, en
seña! de protesta en contra del pacto entre los dos grandes partidos estatales, Catalunya y Euskadi hablan
decidido no incorporarse. Véase F. MORATA: L4 Unión..•cit. p.398.
1006 Ley 2/1997, de 13 de marzo, por la cual se regula la Confmndapam .A.rtmtos RlladlJ1l8áos &Off las COl1lllnitladls
ElIrO}Ios.
1007 La tabla de correspondencia entre laa materias de laa conferencias y laa materias objeto de la legislación
comunitaria fue fijada a ttavés de laResolución de 10 de marzo de 1995.

590



PARTICIPACiÓN A TRAVÉS DE LAS CONFERENCIAS
SECTORIALES

l. FASE ASCENDENTE
Participación de las CA en la formación de la voluntad comunitaria del estado

COMPETENCIA CONTENIDO DE LA PROCESO DE
AFECTADA PARTICIPACiÓN NEGOCIACiÓN

Competencias exclusivas La Administración del En caso de valoración
del estado Estado informará las CA substancial durante el

proceso de negociación, el
Estado deberá informar las
CA para facilitar una nueva

posfción común y un

acuerdo con la posición del
Estado

Competencia legislativa El Estado deberá tener en
exclusiva de las CCAA cuenta de manera

determinante la posición
común de las CA para fijar
la posición negociadora

inicial

Competencia compartida o El acuerdo entre la posición
concurrente común de las CA y la

posición de la
Administración del Estado
será determinante para fijar
la posición negociadora

inicial
Falta de posición común de La Administración del

lasCCAA Estado deberá tomar en
consideración los

argumentos expresados
para lasCA

JI. FASE DISCENDENTE

Participación de las CA en la aplicación del derecho comunitario y en los
actos de las Instituciones

APLICACiÓN DE NORMAS

SITUACION COMPROMISO

Aprobación de normas (directivas o Intercambio de los textos
realamentos)

Coincidencia de las Administraciones en Elaborar en el órgano especializado de
dar un contenido similar o equivalente al la CS una propuesta que se elevará

proceso normativo interno para su acuerdo en el Pleno
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EXECUCIÓN DE ACTUACiÓN ADMINISTRATIVAS

SITUACION COMPROMISO
Actuación administrativas en proyecto o Información constante a través de las
en curso que se deriven de la aplicación Conferencias Sectoriales

del derecho comunitario
Coincidencia de las Administraciones en Elaborar en el órgano especializado de
dar un contenido similar o equivalente al la CS una propuesta que se elevará
proceso de ejecución administrativa para su acuerdo en el Pleno

PROGRAMAS COMUNITARIOS

SITUACION COMPROMISO

Programas comunitarios gestionados Información constante a través de las
por la Administración del Estado Conferencias Sectoriales

Participación de las CA en programas Las CA informarán regularmente a la
coordenados por la Administración del Administración del Estado

Estado

Fuente: www.gencatnet

Sin embargo, se trataba de mecanismos de participación complejos y a la vez poco incisivos

ya que su eficacia dependía en todo momento de la posibilidad de establecer un acuerdo

político entre el gobierno central y la totalidad de las diecisiete autonomías. Así, en la fase

ascendente existía para el estado la obligación de "tener en cuenta de manera determinante"

las recomendaciones de las CCAA y, en su caso, de "negociar". Pero toda negociación se

haría a partir de una única posición común de las CA resultante de un no mejor

especificado proceso de "agregación y concertación" de las posturas de las diferentes

autonomías1008• Y por 10 que afectaba a la fase descendiente -la de aplicación de las normas

y de los proyectos comunitarios - el contenido del acuerdo sólo hacía referencia a un

intercambio de informaciones entre las administraciones autonómica y la estatal a través de

la respectiva Conferencia Sectorial, pero no imaginaba ningún mecanismo de concertación

concreta para los casos en que, en tomo a los métodos de aplicación de una norma o de

una iniciativa comunitaria, existiera disparidad de criterios entre los distintos niveles

administrativos.

1008 Véase el cuarto principio del AatmIo tÚ la eonfomráa para AnmIos Rlladonodos {(}11 las eom1lnidadu EII1TJj>los
som lapartidpadón intmla tÚ las eolll1lnidaduANtónomos '" las lU1iIIIos <OI1I1Initarios l1IfYJj>Io, a lralJÚ tÚ las eo'!fmndos
S«totialu, insertado en la RIsolstdón tÚ 10 tÚ mtm(! tÚ 199$ tÚ la S",.tarfa tÚ Etta® para Adminitlradonet
Tmitoriak, '111, p1lblka ,/ AatmIo tÚ la CARCE tÚ JO tÚ 1IIJ1J;'11Im tÚ 19!)4 ,om la partitipadón inúma tÚ las
eolll1lnidatk, A1Itónomos In "', atllnlot &11f1111nitariot ",rop.os a travI, tÚ las Co'!fmndat Sldorialu. BOE n" 69, de 22 de

I1IllI:ZO, p. 9037 Y n" 78, de 1 de abril, p.l0045. El acuerdo dice textualmente: "A los efectos del procedimiento
de participación, se entiende por posición común de las Comunidades Autónomas el resultado alcanzado, tras
agrrgarY eonemar sus respectivas posturas, por aquellas comunidades autónomas cuyas competencias estén
afectadas por el asunto comunitario en cuestión y que se hubieran pronunciado de forma e."Presa sobre su

contenido". La cursiva es nuestra.
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El acuerdo que regula la europeización de las Conferencias Sectoriales se produjo a finales

de 1994, en el momento álgido de la colaboración parlamentaria entre el PSOE y CiU.

Como se vio, por convicción ideológica y por condiciones políticas objetivas - en los años

de mayoría absoluta del PSOE no había habido ninguna señal de disponibilidad en ese

sentido -

, la participación catalana en Europa a través de las estructuras del estado español
había sido una posibilidad poco explorada por los sucesivos ejecutivos de Jordi Pujol.
Ahora, en el bienio 1994-1995 y gracias a la condición de privilegio parlamentario que las

elecciones legislativas de 1993 habían otorgado al nacionalismo catalán mayoritario, se

empezaba a hacer los primeros pasos en ese sentido.

Pero el mismo bienio 1994-1995 también había sido el momento en que más el ejecutivo
de Jordi Pujol había investido políticamente en su apuesta por elmovimiento regionalista y

por el Comité de las Regiones. Solo hace falta pensar en que en el momento en que el

gobierno central publicaba el acuerdo relativo a las Conferencias Sectoriales, el ejecutivo
autonómico catalán estaba profundamente empeñado en la batalla interna a la Comisión'

AA.II del CdR para la redacción del famoso y malogrado dictamen sobre la reforma del

Tratado de Mastricht. En el texto final del dictamen, no obstante el rebajamiento de los

planteamientos iniciales expresados por la Generalitat, se seguiría pidiendo la trasformación

del CdR en una institución europea, mecanismos de control sobre la consideración de los

dictámenes emitidos por el mismo y, sobre todo, la posibilidad, para sus integrantes, de

recurrir al Tribunal de Justicia, todas reivindicaciones de corte político que distaban años

luz de la tímida y incipiente oferta de participación representada por las Conferencias

Sectoriales.

En este cuadro, al menos en una primera fase, los instrumentos de participación
introducidos por el acuerdo del noviembre de 1994 habían representado sólo un inicio, el

resultado de las demandas de una fuerza política que en aquel momento histórico

consideraba la participación de las autonomías en Europa a través de las estructuras del

estado como algo necesario y útil pero no imprescindible para el proyecto político que en

esos momentos estaba prioritariamente persiguiendo. En otras palabras, sin dejar de ser

qnien más había presionado por la ermJjJeizoción de las Conferencias Sectoriales, CiU - y con

ella, la Generalitat - había claramente empleado el grueso de su peso y de sus recursos

políticos en una estrategia que no preveía necesidad de colaboración con el estado español

y que pivotaba esencialmente sobre las posibilidades de reforma del CdR.
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Cuanto se había finalmente producido en Amsterdam obligó evidentemente los dirigentes
nacionalistas a volver a plantearse la importancia - al menos relativa - del espacio politico

que tímidamente se había abierto con el acuerdo de 1994.

La victoria sin mayoría absoluta del PP y el acuerdo firmado en la primavera de 1996 entre

los conservadores españoles y los nacionalistas catalanes ofreció las condiciones propicias

para que se volviera a plantear la cuestión. Así, la mejora de los instrumentos de

participación introducidos con el acuerdo de 1994 acabó constituyendo uno de los

capítulos importantes de lo que la prensa denominó el Pacto del Majestic y que selló el

inicio de una colaboración parlamentaría entre el PP y CiU destinada. a durar a lo largo de
, '

toda la legislatura1("'.

Más allá de cuanto finalmente acabó integrando la letra del pacto, en concreto, a lo largo de

toda la primera legislatura Poplllar las reivindicaciones nacionalistas con respecto a la

participación autonómica a la politica europea del estado fueron substancialmente tres.

En primer lugar la profundización y la institucionalización del trabajo de las Conferencias

Sectoriales y su mayor acoplamiento con las estructuras de trabajo de las instituciones de la

Unión Europea.
En segundo lugar, la construcción de instrumentos de colaboración específicos y bilaterales

Estado-Generalitat, en la óptica de poder abordar desde una perspectiva específica la

totalidad de los asuntos que implicaban los intereses catalanes en su dimensión europea.

Y, finalmente, la posibilidad de aplicación del art.146 del Tratado de Maastricht - así como

por otra parte habían empezado a hacer Bélgica, Alemania y Austria -, según el cual

representantes de gobiernos infraestatales podían participar como miembros de las

delegaciones estatales en el Consejo de Ministros, cuando la naturaleza de la negociación

implicaba una discusión sobre aspectos directamente concernientes materias de su

competencia.
Cuanto a la primera reivindicación, la respuesta del gobierno central fue relativamente

rápida y positiva. Así, pocos meses después de las elecciones, la CARCE adoptaba un

acuerdo para institucionalizar unos mecanismos que garantizaran la participación en los

Comités de la Comisión Europealolo•

tOO9 Las reivindicaciones explícitamente presentes en el documento que sellaba el acuerdo entre CiU y pp
eran: participación de las comunidades en las reuniones previas de los consejos de ministros de la UE que
afecten a sus competencias (fundamentalmente agricultura); cteación de la figuta de agregado autonómico del

Repcr (el organismo de cooperación de las ""bajadas autonómicas en Bruselas); presencia de las CA en las

delegaciones estatales en los grupos de trabajo de la Comisión. Véase La Vangllardia, 27 de abril de 1996.
lOtO Acuerdo de 12 de junio de 1996.
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Los Comités de la Comisión Europea, eran organismos integrados por miembros

nombrados por los distintos gobiemos estatales que tenían el cometido de emitir

dictámenes en mérito a las iniciativas ejecutivas de la Comisión. En otras palabras, puesto
que el nuevo tratado establecia que la Comisión era la sola institución europea deputada a

adoptar decisiones ejecutivas, la fórmula de la creación de los comités y de la obligatoriedad
de sus dictámenes era la forma a través la cual los gobiernos estatales podian seguir
"tutelando" las decisiones de la Comisión.

Ahora bien, la reforma promovida por el gobierno popular preveía la presencia de un

representante autonómico que acompañara el representante del estado en la negociación
, '

dentro de los distintos comités. Además, puesto que el representante autonómico sería

único portador de la voluntad de las comunidades en su conjunto, se creaba también la

figura de los representantes sectoriales. Éstos, uno por cada autonomía y. por cada comité

no participarían a las reuniones de los comités peto desarrollarían la función de expresar la

posición de cada autonomía con respecto a una negociación determinada y así participarían
en la fijación de la posición común que debía defender el representante autonómico.

Como primer resultado de la reforma, se "distribuyeton" entre las diecisiete comunidades

autónomas unos 55 comités que, por la natutaleza de los temas que trataban, resultaban Set

de interés para las instituciones autonómicas. Paulatinamente el número de comités se fue

ampliando, hasta tocar, para el trienio 2003-2006, el número de 161.

PARTICIPACiÓN AUTONÓMICA EN LOS COMITÉS DE LA COMISiÓN EUROPEA 2003-
2006. RESUMEN POR COMUNIDADES AUTÓNOMAS.

Comunidad 2003-2004 2005-2006 Total
ANDALUC'" 9 6 15
ARAGON 2 2 4
ASTURIAS 4 1 5
BALEARES 2 2 4
CANARIAS 4 3 7
CANTABRIA 2 2 4
CASTILLA LA 3 2 5
MANCHA

CASTILLA y LEoN 2 6 8
CATALUNYA 9 10 19

EXTREMADURA 6 7 13
GALlCIA 7 13 20
LARIOJA 4 3 7
MADRID 6 5 11
MURCIA 4 4 8
NAVARRA

PAISVASCO 8 11 19
COMUNIDAD 7 5 12
VALENCIANA

TOTAL 79 82 161
. . ..

Fuente: EIab. Propia a partir de datos del Ministeno de Administraciones Públicas, 2005.
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El paso dado por el recién nacido gobierno Aznar en 1996, sin embargo, no solucionaba

desde las raíces el problema, porqué volvía a imaginar mecanismos de participación en los

cuales pesaría siempre por igual la voluntad de los representantes de todas las comunidades,

independientemente de las particularidades competenciales de cada una de ellas. Para poner

un ejemplo, en la definición de la posición autonómica en el comité de la comisión

dedicado a la pesca, pesaría por igual la posición expresada por el representante de La Rioja

que el de Galicia, comunidad en la cual las decisiones comunitarias con respecto a esta

materia eran - y son - infinitamente más relevantes.

Y, además, en más de un punto de la letra pequeña del acuerdo - as\ como por otra parte
,

había pasado con la primera ellrOpeización de las Conferencias Sectoriales - volvía a

imponerse aquella asimetría de poder y de responsabilidades que había estado a la base de

las demandas nacionalistas: no sólo el representante autonómico debía expresar una

posición común de todas las autonomías extremadamente dificil de consensuar, sino que

además sólo el representante de la administración general del estado estaba autorizado para

actuar como portavoz de la delegación española y podría emitir voto.

Cuanto a la segunda reivindicación - la construcción de instrumentos de colaboración

bilaterales entre el ejecutivo catalán y central en los asuntos europeos - las reticencias del

gobierno central fueron mucho más tenaces y decididas. Sólo después de varias y largas

polémicas y bajo la amenaza por parte de los nacionalistas vascos y catalanes de romper el

pacto de legislatura que mantenía en vida el primer gobierno del PP, en la primavera de

1998 éste accedió a la creación de sendas y separatas comisiones bilaterales.

En el caso de la comisión bilateral Estado-Generalitat, ésta estaría integrada de manera

paritaria por miembros de alto y mediano rango de la administración central y autonómica,

aunque en la parte catalana participarian también el director ejecutivo del Patronat CataIa

Pro Europa y personal de confianza del gobierno autonómicolOl1• Tendría la función de

tratar todos los asuntos de la política europea relacionados exclusivamente con Catalunya.
La consecución del acuerdo había tenido como protagonistas principales por parte del

Partido Popular el entonces Ministro de Administraciones Públicas Mariano Rajoy y, por

parte de CiU, el secretario dernocristiano Josep AntoniDuran i Ileida.

,.11 Integraban la Comisión por parte de la Gen.".]jtat el Conseller de Presidencia, el Secretad General de
Presidencia, el Secretari del Govem i de Relacions amb el Parlatnent de Catolunya, el Secretari de Relacions
Exteeiore, el Asesor del President para los asuntos europeos, el director ejecutivo del Patronat Catoli Pro

Europa, y, por parte de la aclrninistración estatal el Ministro de Administración Pública, el secretario de
Estado de Política Exterior y para la UE, el secretario de Estado para las Administraciones Territoriales, el
director General de Cooperación Autonómica, el delegado del Gobierno en Catolunya y el Director del
Gabinete del Secretario de Estado de Política Exterior y para la UE.
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Sin embargo, al menos aparentemente, la constitución de la Comisión representaba una

victoria política importante para la Generalitat porqué marcaba un reconocimiento explícito
de un canal directo y preferencial de participación. Pero así como había sucedido algunos
meses antes, cuando el gobierno central había reconocido finalmente -después de años de

desconfianza y de reproches y existiendo incluso una sentencia del tribunal constitucional­

la legitimidad de las antenas regionales a Bruselas, también el acuerdo que había llevado a la

creación de la Comisión resultó ser dictado más por una exigencia de supervivencia

parlamentaria a corto plazo del primer gobierno Aznar que poruna convicción profunda
en mérito a su utilidad. De hecho, no obstante Rajoy había bendecido el nacimiento de la

, ,

Comisión afirmando que sería un instrumento imprescindible "para mejorar la

colaboración entre el estado y la Generalitat" el entonces Conseller de Presidencia Xavier

Trias había enfriado los entusiasmos declarando que si bien no se podía negar que fuera un

buen instrumento, éste funcionaría sólo gracias a ''la voluntad de las personas,,1012, Sin

duda, los temores vislumbrados por el futuro alcaldable de Barcelona de CiU se acabaron

cumpliendo ya que en los años que separan la creación de las dos comisiones bilaterales a

nuestros días, la labor de estos nuevos organismos fue decididamente marginal, y

prácticamente inexistente después de la victoria por mayoría absoluta del PP en los

comicios generales de 2000. En otras palabras, acabada la urgencia parlamentaria, para el

nuevo gobierno conservador se acabó también -más allá de las declaraciones de principio­
la importancia de las Comisiones Bilaterales.

Finalmente, por lo que atañe a la tercera reivindicación -la aplicación del art.146 dd tratado

de la UE- el acuerdo entre la Generalitat y los gobiernos populares fue imposible de

alcanzar tanto en la etapa de colaboración parlamentaria entre el PP y CiU, como -y todavía
•

d 1 bi d 1 1013
mas- urante os go iemos conserva ores monoco ores ,

En este sentido la reivindicación nacionalista ha sido constante y decidida a lo largo de los

años, fundamentada también en el hecho de que la práctica totalidad de los países
descentralizados miembros de la Unión ya utilizaban este mecanismo de participación de

los entes infraestatales.

Sin embargo, el poco desarrollo de los instrumentos de participación ofrecidos por el

estado español se debe a múltiples factores, de herencia histórica -no obstante la

Constitución de 1978 abría importantes posibilidades de descentralización efectiva, el

proceso de transformación de las estructuras administrativas ha sido extremadamente

1012 Véase, La Vangtlardia, 10 de junio de 1998.
1013 Como se vio, los países pioneros en la aplicación de este artículo hablan sido Alemania, Austria y Bélgica.
A partir de 1997 fue aplicado también por Gran Bretaña.

597



lento-, de índole política -la tradicional resistencia de los dos grandes partidos estatales a

reconocer el carácter plurinacional del estado-, de ínexperiencia -no se tiene que olvidar

que el estado español entró en la Comunidad Europea sólo a la mitad de los años ochenta.

En el caso de Catalunya, como se vio, la política de proyección europea había ocupado un

lugar extremadamente destacado en el conjunto de las políticas de la administración. Pero

en la visión política de los dirigentes nacionalistas que la habían diseñada, ésta -al menos en

su mayor parte- se había caracterizado por la voluntad de superar políticamente los límites

impuestos por las estructuras del estado español Había sido. una estrategia compleja,
ambiciosa y determinada, que había sabido ínteligentemente jugar )a c¡p:ta de la anticipación

y, en un segundo momento, había priorizado la capacidad de Catalunya de ínsertarse y

finalmente liderar un movimiento amplio y diverso que había parecido literalmente poder
cambiar las suertes de la evolución ínstitucional europea. No se había tratado de la idea de

hacer una competencia al estado en un campo en que, por marco legal, recursos políticos,
administrativos y económicos éste tenía evidentemente una supremacia índiscutible, síno de

buscar vías alternativas de participación al proyecto europeo que .incluso tuvieran la

posibilidad de cambiar significativamente la misma estructura .institucional de la

Comunidad utilizando como palanca aquel principio de subsidiariedad que parecia haberse

transformado, entre los años 80 y los años 90, en el valor más importante del proyecto

político continental Había sido una estrategia efectiva tanto por sus resultados .internos -

Catalunya era, y con gran diferencia, la comunidad autónoma que más lazos económicos,

políticos y.incluso sentimentales tenía con Europa-, como por sus resultados externos ya que,

Catalunya había literalmente dominado durante casi una década aquel escenario político
continental reservado a las realidades infraestatales que ella misma había contribuido a crear

y fortalecer. Sin embargo, sobre todo, había sido una estrategia política'nacionalista y

pragmática. Nacionalista, porqué su objetivo final, más allá de cnalquier otra cosa había

sido la proyección y el encaje europeo de Catalunya en su dimensión íntegralmente
nacional, con sus símbolos, su lengua, su cultura, su especificidad económica y de modelo

social y sobre todo su soberanía política. Y pragmática, porqué después de un análisis de la

situación de partida -caracterizada por el re/raso con el cnal España había accedido a la

CEE- había .intentado utilizar al máximo los espacios que podían ocuparse, ensancharse y

moldearse para la consecución de su objetivo.
Sín embargo, y pese a los éxitos que había sabido cosechar hasta la mitad de los años

noventa, aquella estrategia seguida por los gobiernos de CiU había demostrado tener un
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límite importante: ser una estrategia demasiado ligada a los avatares políticos contingentes -

internos y continentales- y falta de un marco legal adecuado para sustentarse.

En otras palabras, los responsables de las políticas europeas de la Generalitat no habian

podido y sabido prever la posibilidad de que aquella euforia europea que había

caracterizado sobre todo los años de la presidencia de Jacques De!ors y que había

preconizado un avance irreversible de! poder de las instituciones europeas -y,

paralelamente de las instituciones regionales - algún día desapareciera para dejar espacio a un

retomo decidido de la importancia de! poder de los estados-.Por eso e! nacionalismo

catalán mayoritario después de Amsterdatn se había encontrado substancialmente
\

\

desprevenido, desprovisto de instrumentos eficaces para adaptarse a una nueva situación en

la cual lo más importante había sido la capacidad de influencia para descentralizar las

políticas europeas de! estado y forzar una corresponsabilización real de las autonomías.

Lo había intentado desde su posición de socio parlamentario imprescindible de! gobierno
central, pero tanto en e! caso de la colaboración con e! PSOE, como con e! PP, los avances

habian sido modestos y, sobre todo, tremendatnente ligados a circunstancias contingentes.
Cuanto había ocurrido en la segunda mitad de los años noventa ha movido en los últimos

años todas las fuerzas políticas catalanas a hacer una reflexión sobre la necesidad de una

importante diversificación y institucionalí2ación de las políticas europeas de la Generalítat.

Así, se ha puesto de manifiesto la exigencia de poder contar con un nuevo marco

normativo que garantice una creciente capacidad de actuar "en solitario" en Europa -

buscando instrumentos de relación directos con las instituciones comunitarias- y que, a la

vez, ponga a salvo de las fluctuaciones de! escenario político estatal una participación

conspicua de Catalunya y de sus instituciones en las políticas europeas de! estado1014• En

esta dirección todos los partidos parlamentarios catalanes están trabajando en e! seno de la

ponencia encargada de redactar e! nuevo estatuto.

tot4 En este sentido, en los últimos años, todos los grupos parlamentarios catalanes, con excepción del PP,
han presentado en la cánw:a catalana, en solitario o conjuntamente, propuestas para impulsar la participación
de las CA en Europa y para establecer un nuevo marco normativo de la participación catalana en la UE.

Véase Propo.rta til Rmlriáóper la fj1Iall'tuortla tilptrll1ll4r a la IIIl1a till Congríl tills Diplllafl la Proposi&ió tillln til

partidpaáó til Catalm!Ja a/u instifll&iolll tilla Unió EII1Uj>Ia, presentada por ERC, BOPC núm. 39, de 3 de abril

de 2000; Propo.rta til &IOÚláóper la fj1Iall'atorrla tilptrmtara la IIIl1a tillCongris tills Diplllafl la Proposi&ió tillln10m
la participtuió tillu COlllll1lifafl AlllOmomu m lat-aáó til la posidó lIJ>a'!}'ola m afirs tilla URió ElI17lj>Ia, presentada
por el grupo de Iniciativa per Catalunya Verds, BOPC núm.69, de 13 de junio de 2000 y Proposla til RIIoÚláó
per la 'lllall'acorrla til ptrm,lar a la IIIl1a till Congríl tills Diplllafl la Propolidó til lkiper a garantir la p_nda til

CataÚl'!}'a alu instifllaolll comuniklTÜt, presentada por PSC-CpC, CiU, ERC y lC-V, BOPC núm.94, de 26 de

septiembre de 2000.
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8.6 La excepción que confirma la norma: el Centre Unesco de Catalunya

No obstante se ha querido titular este último capítulo "las políticas exteriores", si se ha

llegado hasta aquí, se ha podido comprobar que en su enorme mayoría -si se dejan de lado

experiencias de acuerdos bilaterales de relativa significación política con regiones y incluso

estados extraeuropeos construidas sobre todo en los últimos años 1015_, el esfuerzo de la

administración autonómica desde los primeros años 80 se ha orientado básicamente hacia

el continente y las instituciones europeos.

Ya fuera a través de la construcción de instrumentos de contacto directo con las

instituciones europeas -como el Patronat CataIa Pro Europa-, ya fuera a través de

acuerdos bilaterales con otras "regiones" del continente o de un protagonismo destacado

en la construcción del movimiento territorial europeo y en el primer CdR, ya fuera

finalmente - en época más reciente - a través de la participación de Catalunya en la política
- .

europea del estado español, la prioridad constante de los gobiernos encabezados por Jordi

Pujol ha sido indiscutiblemente Europa. A lo largo de los años se ha quizás podido asistir a

cambios en intensidad, en la elección de los instrumentos, en reorientaciones tácticas de la

acción de gobierno, pero nunca a una puesta en tela de juicio del horizonte geográfico y

político del grueso de las políticas exteriores de la Generalltat.

Las razones que ayudan a explicar esta circunstancia son varias, de carácter ideológico y

también de carácter más sencillamente práctico.
Entre las ideológicas destaca sin duda alguna la propia concepción nacionalista de la

coalición que durante más de veinte años tuvo las riendas del poder autonómico en

Catalunya. Para la mayoria de los dirigentes tanto de Convergencia como de Unió

Democrática, Europa -su fortalecimiento, su definitiva vertebración política además que

económica- representaría la vía más rápida, segura y sobre todo natural para que Catalunya

1015 Es el caso, por ejemplo, de los acuerdos bilate1ares firmados en el marzo de 1999 con la provincia coreana

de Gyeonggi y con la provincia china de Guandong, con la CUl1! el último gobierno de Ciu fumó un acuerdo
en el otoño de 2003. En ambos casos, no obstante exista una parte del acuerdo relativo a la cooperación
cultural, el objetivo más importante de la iniciativa es favorecer la expansión de las empresas catalanas en los
mercados asiáticos. La cooperación económica centra también los acuerdos firmados por la Generalitat y la

República de Chile en febrero de 2001, aWl<¡UC, a partir del Memorandum firmado inicialmente, la

cooperación se ha extendido a lo latgo de los años a los campos culturales y universitarios. Un caso a parte
representan finalmente las relaciones que la Generalitat mantiene con Québec, tanto por su antigüedad como
por su relevancia política. El fenómeno quebequés ha ejercido una fascinación profunda sobre la práctica
totalidad de las fuerzas políticas catalanas - y, en particular sobre el naclgnaIismo mayoritario -, sobre todo

por las similitudes políticas, sociales, culturales y económicas entre las dos realidades. Esta circunstancia dio

lugar al florecer de toda una serie de contactos políticos, académicos y económicos ya a lo largo de los años
80. Pero fue sólo en 1996 que la GeneraIitat fumó un Acuerdo de Cooperación con las autoridades
quebequesas. El acuerdo de 1996 establece una cooperación en los campos de la lengua, la administración
pública, la sanidad, la energía y la economía y tiene como objetivo el intercambio de informaciones y la
estructuración de políticas comunes. Participao en ello no sólo las dos administraciones sino también otras

entidades públicas y privadas.
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pudiera superar de una manera progresiva y no rupturista las limitaciones en el

reconocimiento de poder político y de identidad que las estructuras del estado español
después de la transición habían consagrado. Es más, para la mayoría de estos dirigentes
sólo era posible un nacionalismo catalán viable a finales del siglo XX si éste era anclado

más en el futuro que en el pasado, más en la modernidad que en la tradición, más en su

capacidad de promocionar sin complejos una identidad catalana en un mundo cada vez más

amplio interdependiente. Y futuro, modernidad, interdipendencia y apertura, a lo largo de

los años 80 Y 90 se podían resumir en una sola palabra: Europa.
Además, como ya se ha recordado, el momento histórico en el cual la Generalitat se

" .

empezaba a afirmar en la escena intemacional era un momento .histórico caracterizado por

un cierto particular optimismo europeísta. A partir de la segunda mitad de los años ochenta

y, después, a principio de los años 90 con la creación de la Unión Europea, fueron muchos

-no sólo dirigentes políticos sino también estudiosos y comentaristas- los que auguraron

una progresiva y irreversible debilitación del poder de los estados a favor de las

instituciones europeas y, como corolario necesario --puesto que la Unión sería un poder
demasíado lejano de los ciudadanos- un fortalecimiento político de las instituciones

"regionales". En este cuadro, como se vio, la Generalitat había tenido un juego
relativamente fácil en querer insertar sus reivindicaciones en las de un frente regional más

amplio, del cual finalmente había conseguido asumir rápidamente el liderazgo.
Por convicción pues, y también por la perspectiva de obtener resultados relativamente

concretos en el breve término, la prioridad había sido intentar conseguir un reconocimiento

de Catalunya en el escenario europeo.

Pero la identificación de las políticas de proyección exterior de la Generalitat con las

políticas de proyección europea sería destinada a tener una única pero relevante excepción:
la construcción, por parte de Catalunya -ya se verá con que presupuestos y con cuales

caracteristicas-, de relaciones estables con la UNESCO, la agencia de las Naciones Unidas

para la Educación, la Ciencia y la Cultura.

Como ya se ha recordado en otras partes de este trabajo, la atención a la recuperación de la

lengua y de la cultura catalana había sido uno de los elementos centrales de toda la

propuesta política de la coalición liderada por Jordi PujoL Evidentemente, la parte más

ingente del trabajo del gobiemo en este sentido estaba por realizar dentro del país, sobre

todo con relación al impulso de la producción cultural y de normalización lingüística. Pero,

igualmente, según aquella convicción bien enraizada en la cultura política del nacionalismo

moderado acerca de la imposibilidad de la cultura catalana de recuperarse, mantenerse viva
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y progresar sino en un contexto de apertura y diálogo con las otras culturas, era necesario

buscar vías de proyección de la lengua y de la cultura fuera de las fronteras catalanas.

Sin embargo, la historia de la única política de proyección exterior de la Generalítat

orientada a un ámbito no continental guardará diferencias importantes con el resto de todas

las otras actuaciones examinadas hasta ahora y no sólo por su envergadura, por los

obstáculos que se encontrará por delante y por los instrumentos que decidirá utilizar, sino

por los mismos actores que la llevarán a cabo.

La aspiración de que la cultura catalana tuviera un "derecho de ciudadanía" al par de todas

las otras dentro de la UNESCO, había sido una aspiración compartida por amplios sectores

de la sociedad civil incluso durante la dictadura, aunque - como no podía ser de otra

manera - las actividades llevadas a cabo en este sentido se habían configurado más por su

carácter reivindicativo y simbólico que por una función política de representación con la

cual evidentemente no podían cumplirl016•
Después de la constitución y de una primera consolidación de los poderes autonómicos la

cuestión volvió en toda su actualidad de la mano de todo un grupo de fundaciones y

asocíaciones que presentaron al President de la Generalitat un proyecto para la constitución

de una organización de carácter técnico que a la vez que centralizara la labor de difusión de

los valores de la Unesco en el Principat tuviera también el cometido de establecer contactos

lo más posibles directos entre Catalunya y la prestigiosa agencía de la ONU.

La propuesta, presentada en nombre de las fundaciones proponentes por parte .de Félix

Martí1017, verdadera ánima del proyecto, obtuvo pronto el respaldo de la Presidencía de la

Generalitat, que se comprometió a dotar el nuevo organismo de una financíación suficiente

para desarrollar sus tareas.

Nacía así, en el otoño de 1984, gracias al impulso de la Fundación Enciclopedía Catalana,

de la Fundación Congrés de Cultura Catalana, de la Funció per la Pan, de la Fundació Roca

101. Los primeros C/¡¡bs Un_, asociaciones de particulares dedicados a la difusión de los principios de la

organización en Call1iunya, empezaron a dcsanollane ya desde los primeros años 60 ostentando una primada
importante con respecto a iniciativas similares e el resto de la península, En concreto, el primero - el Club
d'Amics Unesco de Barcelona - se fundó en 1960 con el objetivo de defender las libertades y la cultura
catalana durante el franquismo. Fue promotor de la Federació Call1iana d'Associacions i Clubs Unesco

(FCACU) así como de la Federación Mundial de Asociaciones y Oubs Unesco (FMACU).
1017 Félix MartI, nació en Barcelona en 1938. De extracción católica, licenciado en lilosofia y teología, fue
director de la Fundació Jaume Bofill de 1969 a 1971 y colaborador del Centre d'Estudis Pastorals - el

organismo encargado de aplicar en Call1iunya las directrices del Concilio·Vaticano II - de 1972 a 1980.
Encarcelado y torturado por su actividad antifranquista en 1971, fue condenado por el Tribunal de Orden
Público por un delito de propaganda ilegal y amnistiado en 1977. En 1974 entró en el grupo promotor del
Partit Socialista de Call1iunya-Reagrupament y hasta 1977 fue colaborador de Josep Pallach, En 1975 fue

elegido presidente del Movimento Intemacional. de Intelectuales Católicos (pax Romana), cargo que ocupó
hasta 1983. Desde 1984 hasta 2002 fue director del Centre Unesco de Call1iunya. A partir de 2003 ocupa el

cargo de presidente honorario.
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Galés, de la Fundació Jaume Bofill y de la Fundació Joan Miró, el Centre Unesco de

Catalunya, dirigido por Félix Martí.
Desde un punto de vista legal se trataría de una ONG. Esta fórmula respondía a dos

exigencias fundamentales. En primer lugar respondía a la exigencia de prevenir posibles
conflictos con la administración central. No obstante la Comisión Nacional Española de

Cooperación con la Unesco y la representación diplomática del estado en la organización­
los dos órganos fundamentales de la presencia española en la Unesco- habían visto en su

momento con favor la creación del Centre Unesco de Catalunya esto no quería decir que

no podrían producirse en un futuro conflictos más o menos. latentes, Determinados

sectores de la administración estatal veían con extremado recelo cualquier intento - directo

o indirecto- por parte de la Generalitat de desplegar políticas de alcance internacional La

elección por una fórmula poco institucional-como el mismo nombre indica, se trataba de

una organización "no gubernamental"- pondria a salvo de cualquier acusación en este

sentido, a la vez que la entrada de Félix Martí en la Comisión Nacional Española de

Cooperación en 1985 se encargarla de reforzar el clima de entendimiento mutuol018•

Y, en segundo lugar, había una exigencia de preservación de una cierta independencia por

parte de los promotores del Centre Unesco. La elección por una ONG garantizaría cierta

libertad de maniobra con respecto al poder de la Generalitat. Esto permitiría entablar

relaciones con personalidades políticas de todo el arco político catalán y haría posible una

cierta agilidad organizativa que permitirá de alcanzar cotas de actividad, de competencia y

prestigio que serán pronto reconocidas por la misma dirección general de la Unesco.

Y seria justamente este afán por realizar actividades, multiplicar los contactos, ganarse la

confianza de todos los actores -españoles e internacionales- que marcará los primeros
años de vida de la organización.
Si se analizan, en efecto, las memorias de los primeros años de vida de la organización, lo

que más salta a la vista es la capacidad, por parte de un equipo reducido de personas y con

un presupuesto realmente modesto, de afianzarse como un centro de actividades vital y

bien conectado con la organización de París. Empezando por la visita a Barcelona del

entonces secretario de la Unesco M'Bow en ocasión del nacimiento del Centrel019 y

1018 Félix Martl entró en la Comisión Nacional Española de Cooperación con la Unesco en 1985 como vocal

de libre designación.
1019 La visita de M'Bow se produjo en julio de 1985, en ocasión de la inauguración de la sede del Centre

Unesco de Catalunya. Fueron presentes en el acto, además del secretario general, el President de la

GeneralitatJordi Pujo!, el entonces alcalde de Barcelona Pasqual Maragall, el director del Centre Félix Martl Y
el secretario de la Federació Catalana de Clubs Unesco Lluís Martlnez de Foix. Véase AVUI, 10 de julio de

1985.
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continuando con la organización de diferentes e importantes encuentros internacionales''?',
de la realización en Catalunya de todos los más importantes proyectos de la Unesco -

como las escuelas y las bibliotecas Unesco '021_ hasta llegar a la publicación en lengua
catalana de varias revistas y documentación oficial de la organización,022 y a la traducción en

inglés y la difusión internacional de la producción cultural catalana '023.

Sin embargo, a juzgar por la poca presencia en la prensa de la época, se trató de una labor

de consolidación constante pero discreta, qnizás más orientada a construir espacios de

colaboración entre la Unesco y la sociedad civil catalana y a reforzar e! prestigio de! centro

con respecto a las estructuras centrales de París que a una afirmación más estrictamente
, .

política 11)24.

Pero e! verdadero giro en la suerte de esta peculiar y cada vez más importante organización,
se viviría a partir de finales de 1987, cuando Federico Mayor Zaragoza relevaría e! polémico
M'Bow al frente de la Secretaría General

El prestigioso profesor catalán, ex rector de la Universidad de Granada, ex subsecretario de

Educación y Ciencia de! Gobiemo español, ex diputado de UCD en la legislatura

constituyente, ex consejero de! Presidente Suárez, ex ministro de Educación en e! gobierno
de Calvo Sote!o, había entrado en la Unesco como Director General Adjunto en 1978, en

la etapa de la secretaría de M'Bow. Su condición de europeo occidental, su profundo
conocimiento de la organización y sus posiciones menos entusiasta con respecto a M'Bow

con relación a los polémicos informes emitidos por la organización a principio de los

'0211 Es el caso, por ejemplo, de la Semana de la Juventud de la Unesco, celebrada en Barcelona en el verano
de 1985.
'm' Ya a finales de los años 80, y todavía en la actualidad, más de la mitad de las bibliotecas y de las escuelas
afiliadas a la Unesco en todo el estado español se encontraban en Catalunya. Otros ejemplos de proyectos de
la Unesco que el Centre consiguió poner en marcha en el principado fueron Linguapax, sobre diversidad

lingüística o la Universidad Internacional de la paz, a los cuales el Centre se sumó a partir de 1988.
'022 Ya desde su fundación el Centre Unesco destacó por su labor de traducción en lengua catalana y difusión
de una gran cantidad de revistas y documentación producida o auspiciada por la Unesco. Ejemplos de ello
son la revista TotJ, publicación de educación ambiental y sobre todo L'utaJ dlllllóll, versión catalana del

prestigioso anuatio del World Watcb Institute. Vale la pena notar, en este sentido, que el Centre Unesco ha
sido capaz, a lo largo de los años - único caso en el mundo - de ofrecer la versión catalana del anuatio el
mismo día de publicación de la versión inglesa. Por otra parte, a partir de 1989, juntamente a la Comisión
Nacional Española, el Centre se ha hecho reaponsable de la publicación de la RnisI4 Infmla&iottallÚ CUndas
Sot:ialu, que - en lengua castellana - representa la contribución "editorial" más importante hecha por el estado
español en ámbito Unesca.
'023 Es el caso, por ejemplo, del volumen Catalan I..iJmnyAditJiti4!, publicado por el Centre en 1985.
'm. Sin embargo, la discreción con la cual el Centre nevó a cabo sus actividades no impidió que, en el
momento en que éstas implicaran directamente la presencia activa de la Generalitat, hubiera tensiones
importantes con el ejecutivo español que no tardaron en trascender a la prensa. Es el caso, por ejemplo, del
proyecto de la construcción de un Centro de Método Numérico, que se debía activar, según los acuerdos
sellados por el Centre y la Secretaría General de la Unesco a finales de 1986, en la Universitat Politécnica de

Catalunya. El acuerdo preveía también la firma de un protocolo formal entre la Unesco y la Generalitat de

Catalunya, Finalmente, la intervención del gobierno español a través de su embajada permanente hizo que el
Secretario General M'Bow retirara parcialmente su apoyo a la iniciativa y se negara a firmar no ya un

protocolo sino solamente una declaración de intenciones. Véase ElPaúy ElPtriódiC1J, 10 de febrero de 1987.
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ochenta sobre la libertad de prensa - que habían provocado el abandono de EE.UU y de

Gran Bretaña - habían hecho de él un candidato perfecto para ocupar la máxima jefatura de

una organización que se encontraba dividida, falta de inicíativa y económicamente en

crisis 1025.

Pero más allá de la vocación más occidental del prestigioso catedrático catalán -que, en todo

caso, no se verá recompensada con un retomo de los EE.UU durante su largo
mandato11)26_ lo que pareció más significativo fue su capacidad de dar a la organización un

nuevo impulso.
Sobre la base de dos ejes temáticos fundamentales en tomo � lo¡; cuales organizó el

"programa político" de su mandato -la diversidad y la paz- Mayor conseguía sacudir la

Unesco de las polémicas que habían caracterizado los últimos años de la secretaría de

M'Bow y la organización empezaba una frenética actividad que se sustanció en la puesta en

marcha de numerosos e importantes proyectos, en una incansable labor de difusión de sus

valores constitutivos, en un proceso de ensanchamiento de sus bases y, finalmente, en una

constante recuperación de aquel prestigio que -con o sin razón- las polémicas de los

últimos años habían puesto en tela de juicio.
Como es comprensible, para el Centre Unesco de Catalunya, la elección de Mayor al frente

de la secretaría general representó una oportunidad sin precedentes, por muchas y distintas

razones.

En primer lugar, por los ejes temáticos elegidos por Mayor para el relanzarniento de la

organización. La cultura de la paz y la defensa de la diversidad -sobre todo lingüística y
cultural- habían sido desde siempre ámbitos de actuación "naturales" para una entidad

como el Centre Unesco de Catalunya. Por un lado, en efecto, Catalunya -y con ella su

sociedad civil, que había sido, en última instancía quien había permitido el nacimiento del

1025 La salida de EEUU, en 1984 y de Gran Bretaña en 1985 fue ocasionada oficiahnente por la presentación
del Informe Me Bride, que acusaba las grandes multinacionales de ejercer un control efectivo sobre la

producción de noticias, y, consecuentemente, de limitar de manera objetiva la libertad de prensa. Del informe

surgió la iniciativa - auspiciada por los países en vía de desarrollo y apoyada por d secretario M'Bow - de la

creación de un NII... Mllndo di la InfOT1lladó.J la CDlIIII1tkadón (NWIC). El proyecto finalmente no llegó a

concretizarse pero igualmente desató las itas de estadounidenses y británicos que llegaron a acusar la Unesco
de ser una organización tercermundista, antioccidental y sumisa a los intereses soviéticos, Así la embajadora
permanente de EEUU, Jean Broward SberIin, llegaba a definir los últimos posicionamientos de la Unesco

como "cruzada antioccidental" y d subsecretario de estado, GregoryJ.Newell, en anunciar la salida de su país
de la organización, declaraba que los EEUU no podían permanecer en una "situación masoquista que hace de

los EUA los primeros contribuyentes del sistema de las Naciones Unidas y, a la vez, de chivo expiatorio
universal". En efecto, la salida de EEUU y Bran Bretaña, significó un golpe no sólo político sino también

financiero para la Unesco: los dos estados hablan estado financiando, con sus contribuciones, un 30% del

presupuesto general de la organización. Véase La VangtlllTriia, 11 de noviembre de 1985 y El Paú, 6 <le
diciembre de 1985.
1026 Gran Bretaña regresó en la UNESCO en 1997 pero Estados Unidos volvieron en la organización sólo el
1° de octubre de 2003. Véase la Resolución General de la Unesco 32C/62 Corr,
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Centre- había sido a lo largo de todos los años 80 uno de los países europeos donde más

había habido una movilización constante y difundida a favor de la paz. Sólo hace falta

pensar, en este sentido, en lo que significó en el Principat el debate sobre la pertenencia de

España a la NATO o a la movilización ciudadana en contra de la leva militar. Y, por el otro

- como no podía ser de otra manera -la defensa de la diversidad cultural y la dignificación
en el ámbito internacional de las culturas y de las lenguas llamadas minoritarias había sido

uno de las razones fundamentales del mismo nacimiento del Centre. En ambos ámbitos, el

Centre Unesco había trabajado en profundidad en los años anteriores. Esto garantizaría no

sólo excelentes relaciones entre Barcelona y París, sino que permitiría al centro afianzarse
, .

como experiencia de vanguardía -por lo tanto dotada de un prestigio y de una proyección
considerable- en los nuevos campos en el cual la Unesco trabajaría en los años siguientes.
En segundo lugar, la elección de Mayor será decisiva para el Centre Unesco por el nuevo

"estilo" que el nuevo secretario general había querido imprimir a la organización. La

Unesco -según su tratado constitutivo-- era y permanecería una organización de estados,

similar, en su funcionamiento, a las Naciones Unidas. Pero si en etapas precedentes esta

condición se había traducido en una burocratización excesiva y casi paralizante, ahora el­

nuevo secretario potenciaría y formalizaría las relaciones de la organización con todos

aquellos sujetos no gubernamentales --como era de hecho el Centre Unesco de Catalunya-,
que en los distintos países ya actuaban en los ámbitos definidos por los objetivos últimos

de la Unesco. Esta nueva actitud se traduciría en 10 práctico en un poderoso aumento de la

capacidad de actuación de la organización, pero además comportaría un progresivo
reconocimiento formal de la colaboración de las organizaciones no gubernamentales.
Y, finalmente, la condición de catalán de Mayor, su relación preexistente con Félix Martí y

su equipo, sería un elemento que haría desaparecer por completo cualquier dificultad de

comprensión, por parte de las más altas instancias de la organización, de las razones de ser,

de los objetivos y de las aspiraciones del Centre Unesco de Catalunya.
Los primeros años noventa, pues, fueron para el Centre Unesco de Catalunya años

cruciales. Mientras que no menguaba, sino que al contrario aumentaba cada vez más el

volumen de las actividades desarrolladas por la entidad, en 1991 la 26' Conferencia General

de la Unesco'027 aprobaba una pequeña modificación de su tratado constitutivo que

cambiará para siempre la suerte del Centre Unesco de Catalunya. Así, se introducían unas

''Normas referentes a las relaciones de la Unesco con las Fundaciones y otras Instituciones

10.."7 La 26' Conferencia General se celebró en París del 15 de octubre al7 de noviembre de 1991.
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similares",028. Si bien no se trataba ni lejanamente de una puesta en discusión del carácter

interestatal de la organización, las nuevas normas preveían la posibilidad de reconocer

formalmente las entidades y fundaciones que - por la labor que llevaban a cabo -

entretenían relaciones continuativas y concretas con la Unesco. El reconocimiento se

otorgaría sobre la base del cumplimiento de condiciones muy específicas y detalladas'029 y

no sería indefinido en el tiempo, sino que se renovaría cada seis años, dependiendo del

mantenimiento del cumplimiento de las condiciones.

La norma, evidentemente, estaba pensada para todas aquellas entidades -ONG,

fundaciones, asociaciones... etc. - que en muchos casos dentro de los estados miembros,
, .

habían materialmente participado en la realización de los proyectos Unesco y estaba

orientada a ofrecerles un cauce estable y directo de participación independientemente de las

relaciones entre la sede general de París y las distintas comisiones de cooperación estatales.

Se trataba, pues, de la normativización de aquella política de ensanchamiento de las bases

de la organización y de desbllrocratización que Mayor había preconizado ya desde el principio
de su mandato y que tan buenos resultados había empezado a dar.

Pero para el Centre Unesco de Catalunya -que a todos los efectos era una ONG-, aquellas
"Normas" representarían la gran oportunidad para obtener finalmente un reconocimiento

fortnal y directo, aunque parcial y sometido a revisión periódica, de la labor de promoción
de la cultura catalana en ámbito internacional y de difusión en Catalunya de los valores de la

Unesco que estaba realizado ya hace más de un lustro. En otras palabras, representaba la

posibilidad de una presencia autónoma y fortnal de la cultura catalana en la agencia
internacional dedicada a la cultura más importante del planeta.
Y, efectivamente, poco más de un año después de la introducción de las "Normas", en

marzo de 1993, el Centre recibiría el reconocimiento formal, pudiendo así sus

representantes -no ya dentro de la delegación del estado español, sino como miembros del

Centro Unesco de Catalunya- participar como invitados en todas las instancias de gobierno
de la organización.
Cuanto había sucedido en 1993 -y sería destinado a repetirse en 1999-, tuvo como primer
efecto una consolidación definitiva del prestigio del Centre Unesco en el ámbito

internacional, pero además proporcionó las condiciones necesarias para que las

1028 Irían a integrar el párrafo 4 del arto XI de la Constitución de la Unesco.
1029 Entre ellas destacaban: "mantener informado al Director General de sus actividades relacionadas con el

programa de la Unesco; contribuir a la ejecución de determinadas actividades del programa de la Unesco;
invitar a la Unesco a enviar representantes a sus reuniones y a participar en sus actividades relacionadas con el

programa de la Organización; presentar al Director General informes periódicos sobre sus actividades, así
como sobre el concurso que hayan prestado a la acción de la Unesco". Párrafo 4 del arto XI de la
Constitución de la Unesco.
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instituciones autonómicas empezaran, aunque fuera tímidamente, a abrir un debate

genuinamente político sobre el carácter de la representación de Catalunya en la Unesco.

Así, justo después del reconocimiento del Centre Unesco, J. Vallvé, comisionado para las

actuaciones exteriores de la Generalitat de Catalunya afirmaba en la cámara catalana que

"las relaciones exteriores ya no son monopolio del Estado,,'030 y, acto seguido, planteaba
formalmente la necesidad de una reforma de la estructura de la Comisión Nacional

Española de Cooperación con la Unesco que garantizara la presencia de representantes del

ejecutivo autonómico. La salida pública de Vallvé había marcado una diferencia notable

con respecto a la tradicional dismaón con la cual la Generalitat se había aproximado a todo
, ,

10 que hacia referencia al Centre Unesco. Si, como se vio, la Generalitat había sido desde el

principio uno de los valedores principales del proyecto de Marti y de su equipo y había

contribuido financieramente a su desarrollo, la naturaleza de oficina técnica independiente
reivindicada por el Centre, el hecho de que la prioridad absoluta en materia de política
exterior había sido y continuaba siendo Europa, y finalmente un cierto consciente o

inconsciente escepticismo con respecto a los márgenes de maniobra que el estado estaría

dispuesto a conceder a Catalunya en un ámbito como el de las relaciones con las agencias"
del sistema de las Naciones Unidas, habían hecho que las cuestiones relativas al Centre

Unesco habían sido escasas veces objeto de posicionamientos formales por parte de la

administración.

Ahora, la puerta que se habia tímidamente y quizás sorprendentemente abierto con las

''Normas'' de 1993 había al menos parcialmente cambiado las condiciones de partida y casi

obligado la Generalitat a tomar cartas en el asunto.

Por otra parte, fueron también las condiciones políticas generales y las relaciones de fuerza

existentes las que contribuyeron a que fuera justo en 1993 que por primera vez la

Generalitat avanzara propuestas más o menos formales en mérito a la presencia de

Catalunya a la Unesco. Los resultados de las elecciones generales del junio de 1993 habían

marcado la pérdida de la mayoria absoluta por parte del PSOE y la apertura de un proceso

de negociaciones con CiU (y también con el PNV) para la construcción de un pacto de

legislatura, y por 10 tanto habían abierto para la Generalitat toda una serie de posibilidades
hasta entonces consideradas inviables. Todas estas circunstancias, unida al hecho de que ya

a finales de 1991 se había creado Centro Unesco en Euskadi'03' -en buena parte auspiciado

1030 VéaseAVW, 29 de abril de 1993.
1031 UNESCO Etxea - Centro UNESCO del País Vasco era y es - así como el Centre Unesco de Catalunya­
una Organización No Gubernamental creada en 1991 con el objetivo de divulgar en el ámbito vasco los

principios, programas y líneas de acción de la UNESCO. Entre sus objetivos últimos destaca el fomento del
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por el Centre Unesco de Catalunya- que también aspirarla con razón a un reconocimiento

formal, forzó el gobierno central a abrir un debate sobre la reforma de la Comisión

Nacional Española de Cooperación con la Unesco.

Pero la reforma finalmente aprobada por el ejecutivo de González en 19941032, se había

quedado decididamente lejos de las aspiraciones catalanas.

La reforma había establecido la entrada en Pleno de la Comisión de un vocal por cada

autonorníalO", pero permitía la presencia de sólo tres representantes autonómicos -

elegidos cada dos años por el conjunto de los vocales autonómicos 1034
- en el Consejo

Ejecutivo de la Comisión, que era, en definitiva el verdadero órgano de decisión.
. .

La diferencia de planteamientos había resultado ser absoluta: mientras desde Catalunya se

había pedido que el gobierno español repensara de manera profunda los mismos

presupuestos de sus relaciones con la Unesco, asumiendo finalmente y permanentemente la

pluriculturalidad del estado, el ejecutivo central había apostado por una solución poco

ambiciosa, confusa, ambigua y centrada sobre la voluntad de dar una respuesta

"preventiva" a las posibles demandas corporativas de las diferentes adminístraciones

autonómicas.

Los límites de la reforma -incluso por lo que afectaba su supuesta capacidad de generar

consenso entre las autonomías- se dejaron ver muy pronto: una larga y tensa discusión

impidió, durante más de cuatro años, que fraguara un acuerdo para la elección de las

primeras tres administraciones representadas. Sólo en 1998, representantes de las

administraciones autonómicas de Andalucía, Aragón y Galicia pudieron tomar parte de los

trabajos del Consejo Ejecutivol035•
Para el Centre Unesco de Catalunya, pues, la reforma de 1994 se había demostrado un

verdadero chasco. Sin embargo, esta circunstancia no comportó un cambio de actitud con

respecto a la demanda de una presencia formal de la cultura catalana a la Unesco, fuera ella

en los cauces de la representación española o de forma autónoma.

El único cambio inmediato que se pudo apreciar, en este sentido, fue relativo al hecho de

que, almenos momentáneamente, la Generalitat volvería a su tradicional discreción y que el

intercambio de infonnación, documentación y experiencias, principalmente de ámbito intemacional, con
otras organizaciones gubernamentales y no gubernamentales.
1032 Real Decreto 972/1994, 13 de mayo, BOE nÚln. 141, de 14 de junio de 1994.
1033 Art.3.3 RO 972/1994, de 13 de mayo, BOE nÚttl.141, de 14 de junio de 1994.
1034 ArtA.3 RO 972/1994, de 13 de mayo, BOE nÚln.141, de 14 de junio de 1994.
1035 Finalmente, uno de los eriterios establecidos para la elección de los representantes autonómicos fue el que
siempre figurara entre las tres Comunidades Autónomas representadas una que tuviera lengua coolicia!. Véase
COMISIÓN NACIONAL ESPM"JOLA DE COOPERACIÓN CON LA UNESCO: Memoria tk Adividatús

1998,Madrid: 1999,p.4.
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peso - ahora sí - integralmente político, de la reivindicación y su más completa
estructuración, recaería más directamente sobre el Centre Unesco.

Así, en ocasión de una ceremonia para el cincuentenario de la aprobación del tratado

fundacional de la Unesco celebrada al Palau de la Generalitat en noviembre de 1995, Félix

Martí denunciaba la marginación de los miembros catalanes en la Comisión Nacional

Española y en la Delegación Permanente y reivindicaba contundentemente una solución

política para que Catalunya y sus instituciones pudieran ser presentes en la Unesco'036•

Pero a diferencia de cuanto había ocurrido hasta entonces, cuando la reivindicación había

sido casi subterránea - y en las veces en que había salido a la luz, fragmentaria - ahora Martí
, '

ponía encima de la mesa, públicamente, tres hipótesis que constituitían a partir de entonces

una verdadera plataforma política definida, que se ofrecía no sólo a la coalición de gobierno
sino más en general a todas las fuerzas políticas catalanas.

En primer lugar, Martí planteaba la posibilidad de una reforma "a la belga" de la Comisión

Nacional Española de Cooperación con la Unesco, que pasaría a ser integrada por cuatro

subcomisiones, representativas de las cuatro lenguas y culturas del estado.

En segundo lugar, Martí proponía la posibilidad de constituir Catalunya como "Miembro

Asociado" de la Unesco. La figura de miembro asociado, había nacido gracias a una

modificación en la constitución introducida en 1951 según la cual podían afiliarse a la

Unesco - y tener así todos los derechos otorgados a las delegaciones de los estados -

"territorios o grupos de territorios que no asuman por si mismos la responsabilidad de la

dirección de sus relaciones exteriores",037. La norma, evidentemente, había sido pensada

para todos aquellos territorios coloniales y ex coloniales que gozaban - y en muchos casos

todavía gozan - de una soberanía limitada que no incluye las relaciones exteriores. Pero

siguiendo la letra de la norma, Catalunya hubiera podido legítimamente aspirar a esta

condición de asociación. Sin embargo, otra norma prescribía que en todo caso el territorio

que deseara contar con el estatus de "miembro asociado" habría de contar con el consenso

de la autoridad - o del estado - que gestionara su política exterior.

Y, finalmente la última propuesta hacía referencia a la posibilidad de construir instrumentos

de colaboración con la delegación de Andorra. Sin duda representaba la propuesta más

1036 VéaseAVUI, 15 de noviembre de 1995.
1037 Art. II.3 de la Constitución de la Unesco, según el cua!:"Los territorios o grupos de territorios que no

asuman por sí mismos la responsabilidad de la dirección de sus relaciones exteriores podrán ser admitidos en

calidad de Miembros Asociados por la Conferencia General, por mayona de los tercios de los miembros
presentes y votantes, si esa admisión ha sido solicitada, por cuenta de cada uno de esos territorios o grupo de
territorios, por d Estado Miembro o por cualquier autoridad que asuma la responsabilidad de la dirección de
sus relaciones exteriores. La naturaleza y el alcance de los derechos y de las obligaciones de los Miembros
Asociados serán determinados por la Conferencia General".
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arriesgada y menos políticamente viable sobre todo por qué necesitaba una alta

disponibilidad y un compromiso firme por parte del gobierno andorrano cuya existencia -

más allá de declaraciones genéricas de buenas intenciones- no se podía asegurar. Sin

embargo, de llevarse a cabo representaría un instrumento de presión de cierta envergadura
sobre el estado español en ámbito internacional, ya que habría comportado para éste la

necesidad de justificar el por qué la cultura y la lengua minoritaria más importante - desde

un punto de vista como minimo demográfico - presente en sus fronteras necesitara pedir

cobijo a otro gobierno estatal para ser presente en ámbito internacional.

Dos de las tres propuestas -la reforma de la Comisión Nacional Española y la obtención,
, .

para Catalunya, del estatus de miembro asociado - hacian hincapié en la reivindicación de

un cambio de postura importante del gobierno español, aunque en grados diferentes. Si la

reforma "a la belga", aunque finalmente descartada, había sido uno de los elementos

presentes en el debate sobre la reforma de 1994, la reivindicación de Catalunya como

miembro asociado representaba una absoluta novedad y, en todo caso,· planteaba una

voluntad de reconocimiento de la pluriculturalídad del estado que parecía por aquel
entonces sencillamente impensable.
La tercera era la propuesta más provocativa y a la vez más extrema, porque no obstante su

objetivo final era igualmente el de ejercer una presión sobre el estado español para un

cambio de postura, la presión se ejercitaría en este caso desde fuera. Esta circunstancia, si

podía tener una ventaja evidente en términos de rentabilidad política a corto plazo, podría

provocar serios problemas diplomáticos. y un posible accidente diplomático, hubiera

podido provocar un enfriamiento del entusiasmo demostrado hacia el Centre Unesco de

Catalunya por parte de la Secretaría General y ser, en definitiva, perjudicial para el objetivo
final. Por lo tanto, no obstante la propuesta permanecerá enciroa de la mesa prácticamente
hasta nuestros días, ésta parece deberse leer como más como una provocación simbólica

que como propuesta concreta.

Las tres propuestas, sin embargo, no obstante sus diferencias - de alcance y de tono -,

tenían un demento central en común: la necesidad de abrir una segunda etapa en la historia

de la reivindicación de la presencia de la cultura catalana en la Unesco.

La primera fase había sido caracterizada por la construcción de los instrumentos técnicos

necesarios para relacionarse con la Unesco y por la consolidación de un cierto prestigio
internacional de la experiencia catalana, y había desembocado en el máximo de las

relaciones formales que se habían podido conseguir a partir de una voluntad política del

Centre y de la organización de París. La segunda fase presupondría un compromiso más
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activo por parte de la Generalitat y sobre todo del estado español con tal de superar el

artificio técnico-legal representado por la constitución del Centre Unesco en ONG y

avanzar hacía la construcción de instrumentos de representación y participación más

institucionales.

Sin embargo, la respuesta del gobierno central, aunque fuera de manera indirecta, no se

hizo esperar. No sólo no se volvió a reabrir el debate sobre la composición de la Comisión

Nacional Española, sino que, significativamente, no hubo ningún tipo de autocrítica por el

hecho de que en la delegación enviada por el estado español a la 28" conferencía general a

finales de 1995, no figuraban ni un catalán, ni un vasco ni un galle&o. I

y por lo que hacía referencía a la Generalitat, no obstante más de 200 intelectuales

catalanes hubieran pedido con un manifiesto que Catalunya fuera admitida como miembro

asocíado a la Unescol0J8, su apoyo había vuelto a la discreción tradicional, no

pronunciándose directamente ninguno de los representantes del Govem.

Por lo tanto, el salto cualitativo propuesto por Martí en su intervención del cincuentenario

no pareció tener efectos inmediatos sobre el mundo de la política, ni catalana ni tampoco

española.
Sin embargo pero había representado el primer intento de evidenciar de manera clara y

pública la necesidad de que, más allá de la actividad que diariamente a lo largo de los años

el Centre Unesco había realizado, quedaba una cuestión política importante y pendiente de

resolución que la organización encabezada por Martí no podía solucionar sólo con sus

fuerzas.

Así, después del clamor que habían provocado las declaraciones de su director, entre 1995

y 1996, el Centre Unesco volvía a sus actividades. Mientras se consolidaba la experiencía de

las escuelas y de las cátedras Unesco y se desarrollaban en Catalunya la práctica totalidad de

los proyectos que la organización había planteado a nivel internacional, uno de los

colaboradores más jóvenes y destacados del Centre - el actual parlamentario europeo de

Inicíativa per Catalunya Raül Romeva - sería elegido por la Unesco para integrar la

delegación que esta organización enviaba en Bosnia. Por las mismas fechas, Félix Martí

destacaba por su labor de impulsor dentro de la organización del programa Linguapax que,

poco después, se formalizaría como Comité Consultivo de las Lenguas de la Unesco,

IIl38 El manifiesto, que pedía la condición de miembros asociados t:atnhién para Euskadi y Galicia, fue
enviado, en fonna de carta, aJavier Solana. Véase AVUI, 3 de diciembre de 1995.

_
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consiguiendo así llevar a trabajar el conjunto de la organización sobre un tema que desde

siempre había sido uno de los más tratados por la entidad catalana1039.

Las elecciones de 1996 y el acuerdo de legislatura entre CiU y el PP, volvieron a plantear las
condiciones para que desde la Generalitat volviera a retomar la iniciativa para una

modificación del marco institucional y normativo de la representación de Catalunya - y de

las otras nacionalidades históricas - en la Comisión Nacional Española de Cooperación con

la Unesco y en la delegaciones que, en nombre del estado, participaban a todas las

actividades deliberativas de la organización'04O•
En concreto, a principio de 1998, sería justamente el President Pujol que discutiría con

,
'

Mariano Rajoy la cuestión, en el marco de una de las reuniones de seguimiento del

pacto'''''.
Las respuestas del ejecutivo popular fueron primero evasivas, después genéricas, y,

finalmente, substancialmente negativas. El gobierno central se empeñaría en "representar a
las autonomías delante de la Unesco" pero se opondría a que éstas pudieran designar

representantes para integrar a las delegaciones estatales'042• La prueba definitiva de la poca

receptividad del ejecutivo de José María Aznar con respecto al terna -no obstante todavía

se tratara de un ejecutivo que dependía de los votos de CiU- se manifestó pocos meses

después, cuando la mayoría popular votó en contra de una propuesta fortual de los

nacionalistas catalanes que preconizaba una profunda reforma de la presencia de las

autonomías en la Comisión Nacional de Cooperación'043•
Pero quizás el episodio conflictivo más grave vivido por el centre Unesco y la Generalitat

por un lado y el ejecutivo de Aznar por el otro ocurrió en la primavera de 1999, cuando

Félix Martí tuvo que recurrir al respaldo de la delegación finlandés para poder integrarse en

aquel Comité Consultivo de las Lenguas que él mismo había propiciado y que ahora recibía

los crismas de la oficialidad por parte de la organización'044•

103!I Entre las iniciati..... internacionales nevadas a cabo por el Centre en este campo, destacan el ''Seminari
Internacional dels drcts cultUIals dcls Pobles Europcus", celebrado en Girona en 1991 y el "Seminari dcls
drets culturals dcls pobles en les estructures europees", celebrado en Mantesa dos años más tarde.
1040 De hecho, la reivindicaci6n - aunque de manera genérica y en cierto modo, tangencial - ya aparecía en el

programa electoral de Ciu, en el cual se afumaba: "En el ámbito cultural Ciu continuará apoyando la Europa
de las culturas, poniendo especial atención en todo lo que se refiere a la difusión de la cultura y a los medios
de comunicación. CiU promoverá la presencia de representantes catalanes, vascos y gallegos en la

UNESCO". Véase CiU: Para fJ1" Catalti'!Y" na </avr. Programa dt lf'bimto 1996-2000, Barcelona: 1996 p.339.
Archivo CEHI-Pavelló de la República.
1041 VéaseAVUI, 2 de febrero de 1998.

I042VéaseAVUI, 9 de marzo 1998.
1043 Véase EIP"¡ódi<o, 17 de septiembre de 1998.
1014 En el proceso de elección de cualquier miembro de los cliferentes comités y consejos que componen la

estructura ejecutiva de la Unesco, las candidaturas tienen que ser avanzadas por los estados miembros. El

estado español, no obstante Martí fuera ciudadano español y presidente del Comité de Lenguas en su etapa
informa1, decidió no presentar la candidatura para su inclusión en el nuevo órgano. Por toda respuesta Martí
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En Catalunya, la indignación por la falta de respaldo del gobierno español, fue amplia y

compartida no sólo por la práctica totalidad de las fuerzas políticas sino también por una

buena parte de la opinión pública.
Las cuestiones relativas al Centre Unesco, a su director y, más en general, a la presencia de

Catalunya en la prestigiosa agencia de las Naciones Unidas, ocuparon durante algunos dias

las primeras páginas y los titulares de importantes diarios del paíslO4S• y a la indignación

aparecida en los medios de comunicación siguieron dos iniciativas concretas y paralelas.
En primer lugar, varias organizaciones de la sociedad civil catalana - y, entre ellas el Centre

Unesco - auspiciaron primero una campaña de protesta en contra, delMinistro de Asuntos

Exteriores del gobierno popular, Abel MatuteslO46, y después redactaron un manifiesto para

reclamar la presencia de Catalunya a la Unesco, que fue firmado por más de 600

personalidades de la vida, social, cultural y económica del paíslO47• Las dos campañas
culminaron en un acto celebrado en el Paraninfo de la Universitat de Barcelona a finales de

septiembre y tuvieron como resultado la creación de una Comissió Catalana de fulacions amb la

Uneseo, integrada por 54 intelectualeslO48• La Cotnissió, aunque evidentemente no podía
tener ninguna atribución oficial, tuvo como objetivos mantener alta la movilización de un'

sector de la opinión pública catalana en tomo al problema y constituirse como elemento de

presión con respecto a los organismos Unesco del estado españoL
En segundo lugar, también la Generalitat intervendrá en la polémica. Aunque no respaldó
de manera directa las campañas de los intelectuales y del Centre Unesco, por un lado

intentó hacer saber toda su desaprobación al gobierno por cuanto había sucedido con el afer
MarIi recordando que CiU tenía, en esos momentos, las llaves de la governabilidad en

España1049; y, por el otro, el mismo Pujol tomó la decisión de establecer contactos directos

con Mayor ZaragozalOSO• La plataforma de reivindicaciones con la cual el President llegaría a

París a principio de julio de 1999, era substancialmente la misma que el centre Unesco

había indicado a partir de 1995 y que, de manera indirecta, la coalición nacionalista había

activó sus contactos personales con la delegaci6n islandesa y llegó un acuerdo según el cual seda Islandia a

presentar su candidatura. Esta circunstancia hizo posible su elección. En septiembre MartI sena elegido
finahnente, a la unanimidad, presidente del Comité Consultivo de Lenguas de la Unesco. Entrevista a Félix
Martí, 21 de diciembre de 2004yAVVI, 15 de septiembre de 1999.
lOO Véase, en especial, el articulo de l. Clara Sim6 ''Espanya veta Catalunya" y el editorial "Exclusió"

aparecidos en AVVI, 30 de marzo de 1999.
lOO La campaña se snbstanció en el envío masivo de postales reimdicativas: el ministro recibió en menos de
dos meses más de 50000 postales. VéaseAVVI, 14 de mayo de 1999.
Ion Las listas de adhesi6n fueron pnblicadas por los mayores diarios del país. Véase La Vanguarrlia,ElPniódito
Y AVUI de 20 de septiembre de 1999. Resulta interesante destacar que sólo figuran tres nombres de pollticos
en la larga lista: Xavier Trias yJordi XucIa de CiU y Jordi Guillot, de IC-V.
I043VéaseAVVI,23 de septiembre de 1999.
lOO Véase ElPaís, 4 de julio de 1999.
lOSO VéaseAVVI, 4 Y 6 de julio de 1999.
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ido asumiendo: colaboración con Andorra; subdelegación Catalana o Catalunya miembro

asociado. A las ya famosas tres hipótesis avanzadas por Martí cuatro años antes, ahora el

President añadiría también una cuarta: la posibilidad de establecer una cuota fija de

representantes catalanes - nombrados por la Generalitat - en las delegaciones estatales.

Mayor Zaragoza se demostró altamente receptivo a las propuestas catalanas y así lo

declaraba a la prensa interrogado sobre los contenidos de la entrevista que había tenido con

PujoL Sin embargo, pero, hacia saber también que no obstante la dirección general de la

Unesco veía con buenos ojos una presencia autónoma de Catalunya en la organización, la

cuestión sólo se podía solucionar a partir de un acuerdo entre los. ejecutivos español y
. ,

catalán ya que, - desde un punto de vista legal- incluso en el caso en que Catalunya quisiera
constituirse como miembro asociado, debía tener el respaldo del estado español,
Pero en lo que quedaba de legislatura, el pacto entre la Generalitat y el ejecutivo popular no
se produjo. Y si después de la victoria por mayoria absoluta del PP en el marzo de 2000

hubo alguna conversación al respecto entre el entonces ministro Piqué y representantes de

CiUI051, la progresiva radicalización del ejecutivo de José María Aznar, hizo que la cuestión

- al menos desde un punto de vista político - quedara prácticamente congelada durante más

de cuatro años.

Los escenarios abiertos con la inesperada victoria socialista el 14 de marzo de 2004 son

evidentemente demasiado recientes para poder hacer un análisis. Lo que quizás vale la pena

subrayar aquí es el hecho de que el grupo parlamentario de ERC en las Cortes ha incluido

la búsqueda de vías de representación de Catalunya - y de sus instituciones - en la Unesco

entre las condiciones para negociar un pacto que permita a los socialistas españoles de

gobernar sin sobresaltos hasta el final de actual legislatura.
Pero si la vertiente genuinamente política, partidista e institucional de la cuestión sufrió

entre 2000 y 2004 un retraso" generalizado, lo mismo no se puede afirmar en cuanto al

dinamismo demostrado en el periodo considerado por el Centre Unesco.

Coorganizador crítico del Fórum de les Cultures de Barcelona 2004 y finalmente

responsable de todas las iniciativas del Fórurn dedicadas al diálogo interreligioso, en 2002

el Centre unía a sus ya numerosos reconocimientos internacionales la entrada como

miembro con estatuto consultivo en el ECOSOC, el consejo económico y social de las

Naciones Unidas. Actualmente, además, está llevando a cabo una nueva campaña para el

reconocimiento de Catalunya como miembro asociado a la Unesco.

IOSI VéaseElPerMdko, 22 de junio de 2000.
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Concluyendo y intentando hacer un primer balance, se puede decir que la política de

relaciones con la Unesco, guarda diferencias más que significativas con respecto a todas las

otras políticas de proyección exterior que la Generalitat presidida por Jordi Pujol ha

desarrollado a lo largo de los 23 años de gobierno nacionalista.

La primera diferencia - por otra parte ya ampliamente recordada - es relativa al ámbito de

actuación: el respaldo de la Generalitat que permite la creación y la supervivencia del

Centre Unesco de Catalunya, es - con la única excepción de algún acuerdo bilateral - el

único compromiso político y presupuestario constante adquirido por el ejecutivo
autonómico en materia de política exterior fuera de las fronteras continentales.

. .

Pero quizás la diferencia más importante ataña al hecho de que las políticas de relación con

la Unesco fueron en todo momento políticas indirectas ya que, como se vio, la iniciativa de

la creación del Centre Unesco no partió de la administración sino que fue el resultado del

compromiso de varios sectores de la sociedad civil catalana. Esta circunstancia llevó

consigo consecuencias importantes, las más significativas de las cuales quizás sean la falta

de un marco normativo que institucionalice el Centre Unesco y el menor compromiso

político y financiero de las instituciones autonómicas

Subvenciones de la Generalltat de Catalunya (Departament de Presidencia) al Patronat
Catala Pro Europa y al Centre UNESCO de Catalunya (1986-2003). En pesetas y euros.

Año Patronat Catala Pro Centre Unesco de
Europa Catalunva

1986 122.000.000 25.000.000
1987 122.000.000 25.000.000
1988 122.000.000 30.000.000
1989 140.000.000 50.000.000
1990 210.651.236 50.000.000
1991 252.723.333 60.000.000
1992 320.000.000 63.000.000
1993 345.000.000 63.000.000
1994 276.000.000 50.400.000
1995 242.882.492 44.352.000
1996 242.882.492 90.352.000
1997 347.800.000 80.000.000
1998 337.366.000 94.500.000
1999 342.266.000 94.500.000
2000 458.266.000 94.500.000 ._.

2001 458.266.000 94.500.000
2002 3645726,29€ 631062,71€

(606.503.0251 (104.983.600l
2003 3929640.00€ 1653.735.0001 631063,00€ (105.000.000l

Fuente: Departament d'Economia i Finances: Pnntipost ti. la GlIIlTtllitat ti. Ca/al1l'!Ya i ks "VIS '1I1Í1ats autOn.o/lS
1986-2003.

1052 A partir del año 2001, las subvenciones al Centre UNESCO de Catalunya figuraron en el presupuesto del

Departament de Govemació, Secretaria General

616



Esto --como ya se ha recordado- posiblemente se debió a una cuestión de prioridades
políticas y a una cierta poca confianza por parte de sectores importantes de la

administración en mérito a la viabilidad de un experimento político y organizativo como el

Centre Unesco. En otras palabras, la disparidad de tratamiento dispensada por la

Generalitat al PCPE y al Centre Unesco, tuvo sus raíces en una falta de convicción de una

parte del ejecutivo en mérito a las posibilidades que una ONG pudiera realmente ser la

plataforma de partida de una presencia catalana en una agencia de las Naciones Unidas. Sin

embargo, el menor entusiasmo presupuestario posiblemente tenga también una justificación
'. .

más directamente política: para la administración quizás resultaba menos rentable destinar

cantidades importantes de subvenciones a un organismo que en ·definitiva no había nacido

de una decisión del ejecutivo, y por lo tanto, era políticamente poco controlable. Sin querer

entrar a fondo en una medición de la rentabilidad y del control que sería en todo caso

engañosa, quizás valga la pena destacar que si bien los conflictos políticos entre el equipo
directivo del Centre Unesco y el ejecutivo autonómico fueron prácticamente inexistentes,

éste, por la diversidad de la procedencia política de sus integrantes, no podía ser adscrito en

su totalidad -ni siquiera informalmente- a las posiciones de la coalición nacionalista.

Pero por otra parte, la independencia política con la cual el Centre Unesco ha podido
contar -por elección o por necesidad- ha sido posiblemente la clave de su éxito. Las

relaciones políticas laxas -o, si se quiere, meramente fiduciarias1053_ con el poder político, le

han permitido mantener y desarrollar a lo largo de los años una estructura ágil y dinámica,
unos profesionales entregados, competentes y reconocidos y una capacidad de adaptación
extremadamente más dificil de encontrar en una estructura administrativa que responde a

precisos intereses de un ejecutivo determinado. Es más, hizo posible que la apuesta para

una presencia catalana en la Unesco por construir a partir de la experiencia del Centre

creado en 1984 sea, hoy por hoy, una reivindicación compartida por un amplio y

transversal abanico de personalidades y de fuerzas políticas.

1053 En este sentido, resultan significativas las palabras pronunciadas por Félix Martí en un pasaje de su

discurso de despedida, elS de febrero de 2003:"{...)També bem pogut gaudir d'un entom polltic i social molt
favorable. Han cregut en la importancia del Centre Uneseo de Catalunya la Generalitat, el seu President i els
succesius secretaris generala, aixi com el conjunt de les f�es polltiques catalanes".TlXt tk la in_dó tk Fllix
Martí .n fa'" tk ,.",nnx.ment organilzat, ./5 tk ftbrrr tk/2003, _b 1II0til/ tk la sevajl/biladó "'10 a di,._ tk/ C,nm

UNESCO tk Cataln'!Ja. Archivo Centre Uneseo de Catalunya, Barcelona.
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Conclusiones

El análisis llevado a cabo a 10 largo de las páginas que preceden sugiere una respuesta

aparentemente simple a la pregunta fundamental que se planteaba al final de la

introducción: la coalición nacionalista Convergencia i Unió ha sido la fuerza política
hegemónica y determinante en el proceso de desarrollo del autogobierno catalán después
del franquismo porque ha conseguido ser, al menos en una parte importante de su largo
mandato, y al menos para una parte significativa de los ciudadanos cata1anes, una fuerza

política nacional, antes que nacionalista.

La distinción s:_mántica entre partido nacional y partido nacionalista -'palabra que, por otra

parte, nunca los dirigentes de CiU quisieron que se incorporara a sus siglas-, por muy breve

que sea la desinencia que distingue los dos calificativos, reviste para el caso que aquí se está

considerando una importancia fundamental.

Por fuerza política nacional, en este marco, se entiende una opción política capaz de

imponerse electoralmente con una cierta continuidad y de liderar y sintetizar, en su acción

de gobierno, los distintos intereses presentes en la sociedad, más allá de las divisiones

ideológicas tradicionales. De constituirse, en las relaciones políticas externas, como

representación autorizada de los intereses generales de los ciudadanos. De modular

espacios y modelos de gestión de la cosa pública substancialmente autónomos,

diferenciados y compartidos por los distintos sectores sociales. Incluso, de ctear formas y

prácticas de visualización de la identidad nacional-tanto con respecto a la propia sociedad

como con respecto al exterior- substancialmente inéditas en el campo de las relaciones

políticas e institucionales. En otras palabras, de consolidar y desarrollar a partir de una

acción de gobierno, una concreción social y políticamente viable de la identidad nacional

catalana a finales del sigloXX fuera de los marcos tradicionales en los cuales las naciones se

expresan políticamente, o sea los estados.

Sin embargo, como se ha intentado exponer en esta tesis, la condición de partido nacional

de CiU no ha sido inmutable a lo latgo de los años, sino el resultado de la acción

combinada en el tiempo de la voluntad política demostrada por sus dirigentes, de la acción

de los otros grupos políticos catalanes y de los procesos vividos en el período considerado

por la sociedad y por el sistetna político catalán, español y europeo.

Así, el análisis sugiere una propuesta de periodización que evidencia tres fases bien distintas

en las vicisitudes políticas y electorales del nacionalismo moderado de CiU, que

corresponden a tres fases distintas del desarrollo del autogobiemo hasta prácticamente
nuestros días,
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Una primera fase abarcaría los tres primeros años de gobierno nacionalista y concluiría con

la polémica asociada a la discusión, a la aprobación y a la definitiva anulación de la Ley

Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico (LOAPA). Sintéticamente, se podría
definir corno la etapa de la primera consolidación del autogobierno, en la cual un ejecutivo
nacionalista substancialmente débil desde un punto de vista parlarnentario, compagina en

su acción un acusado dinamismo y una destacada disponibilidad a la concertación con las

otras fuerzas políticas. Se trata, en este sentido, por encima de todo, de una fase todavía

impregnada de la lógica unitaria propia del proceso constituyente y estatutario. En esta

etapa, la coalición nacionalista, mientras define las prioridades políticas del proceso de
, .

reconstrucción nacional e institucional (la reclarnación de las competencias, la

consolidación de la Generalitat, la construcción de la administración y la recuperación de la

lengua especialrnente), consigue valorizar y capitalizar amplios espacios de decisión

compartidos. Esta actitud ambiciosa pero a la vez realista del primer ejecutivo de ]ordi

Pujol, unida a procesos de modificación importantes tanto en el cuadro político español
corno catalán, sentarla las bases para la definitiva afirmación política y electoral del

nacionalismo moderado.

Algunas consideraciones de fondo, basadas en el análisis llevado a cabo a lo largo de las

páginas que preceden, ayudan a explicar los pasajes fundamentales de este proceso. En este

sentido, quizás haga falta hacer un paso atrás y recordar, corno se ha intentado evidenciar

en el primer capítulo de esta tesis, que el nacionalismo catalán que después conflnirá en la

coalición CiU era, a finales de los años 70, la tercera fuerza política catalana, por detrás de

socialistas y comunistas. Su participación en la definición de los presupuestos legales que

definirían el marco dentro del cual sería posible reconstrnir el autogobiemo fue

evidentemente significativa pero sin llegar a ser nunca hegemónica. y si en el caso del

proceso constituyente los diputados encabezados por]ordi Pujol pudieron contar con la

presencia en la ponencia redactora de la nueva Carta Magna de uno de sus representantes
más destacados, Miquel Roca, en el caso de la discusión estatutaria, la mayoría izquierdista
de la Asamblea de Parlamentarios -a la cual en algún caso se habían añadido los votos

centristas- había derrotado en más de una votación los planteamientos nacionalistas.
Corno se vio, fue así en temas de importancia destacada, corno en el caso del sistema de

financiación -los representantes nacionalistas habían planteado reiteradamente sus

preferencias por un sistema de concierto económico- o, por ejemplo, en el caso de algunos
ternas relativos a la lengua, cuando, sin fortuna, los representantes nacionalistas
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propugnaron la inclusión de una norma que estableciera un deber generalizado de

conocimiento de la lengua catalana.

Sin embargo, contra todos los pronósticos, menos de un año después de unas elecciones

generales de 1979 que confirmaron esencialmente las tendencias manifestadas a lo largo de

las consultas anteriores -tanto legislativas como municipales-, los ciudadanos catalanes

confiaron a la coalición encabezada por Jordi Pujol el cometido de hacer realidad las

aspiraciones de autogobierno cristalizadas sólo poco meses antes en el estatuto de

autonomía.

Las razones de esa victoria parecen muchas y de distinto orden, como ya se dijo a lo largo
, .

del segundo capítulo de este trabajo. La baja participación de una parte del electorado de

procedencia inmigrante y de simpatía socialista, las indecisiones del PSC con respecto a las

alianzas, la campaña antimarxista de los poderes fácticos, entre otros, parecen factores de

relevancia destacada. Pero, sobre todo, en la base de aquella victoria parece estar la

capacidad demostrada por CiU de hacer calar en una parte importante del electorado el

mensaje de que la coalición nacionalista sería la fuerza posiblemente más adecuada para

liderar la reconstrucción nacional de Catalunya después de la dictadura. Para decirlo de una

manera gráfica, CiU fue capaz de hacer valer delante de una parte significativa de aquel
electorado que hasta entonces le había considerado una entre las muchas opciones
nacionales, aquella famosa equivalencia que, en los primeros años sesenta, después de los

ftts delPalay, había aparecido en los muros de los pueblos catalanes: ''Pujol=Catalunya''. O,
en otras palabras, "CiU=partido de Catalunya".
En la campaña de las elecciones de 1980, en la mente de los dirigentes nacionalistas el

objetivo de transformarse en una fuerza central, imprescindible para cualquier proyecto de

gobierno en el tablero político catalán -el famosopoi depalkr- aparece ya con una claridad

meridiana. De la misma manera, después de la victoria, parece evidente la conciencia de los

límites del margen de maniobra que los resultados -y una situación política en la cual todos

los grandes partidos catalanes habían hecho de la reconstrucción nacional un eje

privilegiado de su acción-, habían asignado a aqudla primera experiencia de gobierno. Aquí
estriba uno de los primeros aciertos políticos de la coalición nacionalista en su estrategia

para transformarse en el partido determinante, inseparable del mismo proceso de

reconstrucción del autogobierno: la capacidad de comprender que, dadas las circunstancias

políticas y parlamentarias, la primera legislatura inicial sólo podía ser una legislatura

extraordinaria, de alguna forma palingenésica y, por lo tanto, necesitada de importantes

espacios de actuación compartida.
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En este cuadro se tiene que leer la oferta de participación en el nuevo gobierno hecha justo

después de las elecciones al PSc. La negativa de los socialistas catalanes, derivada

justamente -como después sus mismos dirigentes declararon-, de la incapacidad de captar

el carácter constituyente de aquella primera experiencia de gobierno, produjo una primera
aceleración en la progresiva consolidación de CiU como eje principal de todo el sistema

político catalán. Sin embargo, pese a que la elección del PSC dejó a la fuerza política
liderada por Jardí Pujol un espacio político significativamente mayor que la fuerza electoral

y parlamentaria de la que CiU disponía, ésta circunstancia no. cambió el planteamiento

general con el cual los nacionalistas encararon esta primera fase: iniciativa en todo lo que
. .

atañía a la dimensión ejecutiva, con todo lo que esto conllevaría en términos de fijación de

la agenda política, y concertación en los temas centrales de la construcción del

autogobierno.
La prueba más fehaciente de lo que aquí se afirma quizás esté representada por el debate

sobre la Vei de Normalització IJngiiistica a Catablnya. La decisión de atacar lo más

rápidamente posible, en contra del parecer del mayor partido de la oposición, el problema
de la recuperación de la lengua catalana a través de una normativa de carácter general .:

piénsese en que los trámites para la redacción de la ley empezaron incluso antes de que se

aprobara el reglamento del Parlament- responde sin duda alguna a una determinación clara

del nuevo ejecutivo de demostrar, no obstante su debilidad parlamentaria, querer y saber

ejercer hasta el final su función de impulso político. Pero pese a que CiU se presentaría a la

discusión con un texto propio -que recogía, por ejemplo, la elección en favor de una doble

red escolar y el establecimiento de sanciones para los infractores de la ley-, a lo largo del

debate el gobierno acabó por abandonar del todo sus postulados iniciales ante la evidencia

de que éstos eran insuficientes para la creación de un consenso amplio. Finalmente, el

modelo de normalización lingüística inaugurado a partir de la ley de 1983 -yen particular el
modelo lingüístico escolar de red única- debe sus ejes fundamentales a los planteamientos
de las fuerzas de izquierdas, y en particular del PSUC. Si bien la mediación se debió

evidentemente en su momento a motivos de aritmética parlamentaria, el modelo resultante

de aquella mediación, unánimemente consensuado, fue adoptado sin reservas por la

coalición nacionalista con la convicción de que en un tema de tanta envergadura para el

propio futuro de un país que aspiraba a reconstruirse, la fuerza que aspiraba a consolidarse

como mayoritaria, intérprete de los intereses globales del país, no podia y sobre todo no

debía prescindir de un consenso político cuantitativamente y, más aún, cualitativamente

amplio. A la misma lógica se deben imputar las actuaciones iniciales en materia sanitaria.
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Las primeras medidas adoptadas por el gabinete recién constituido, si bien ya apuntaban a

una voluntad decidida por parte del ejecutivo de liderar la construcción de un modelo de

sanidad pública original y diferenciado, al mismo tiempo recogían el trabajo hecho durante

la etapa preautonómica por el gobierno unitario y, en particular por el Conseller de Sanitat,
el comunista Ramón Espasa,
Esta orientación de impulso y concertación de la coalición de gobierno obtuvo pronto sus

frutos: entre 1980 y 1982, el ejecutivo se pudo beneficiar de una estabilidad política mucho

más sólida de cuanto su precaria y contradictoria mayoría parlamentaria podia garantizarle

y, sobre todo, de la posibilidad de capitalizar políticamente un esfuerzo que a todas luces
.

.

era fruto del concurso de todas las fuerzas políticas y, en más de un caso, especialmente de

aquellas que se situaban en la oposición. En este sentido, basta con pensar en la fuerza con

la cual el ejecutivo se presentó a las negociaciones con el gobierno central para las

transferencias, derivada del hecho de que las votaciones de la parte catalana de la romissió

mixta tuvieron todas resultado unánime y favorable. O en el margen de maniobra con el

cual, en 1982, e! ejecutivo pudo poner en marcha el proyecto de los medios de

comunicación autonómicos. Aunque representara en su momento una iniciativa como

mínimo a-legal, ésta pudo contar, para su financiación, con el respaldo unánime de todos

los grupos parlamentarios.
Sin embargo, en e! camino que la llevaria a ostentar una hegemonía política, cultural y.
electoral sin precedentes, destinada a marcar profundamente los propios fundamentos de la

realidad política y institucional de la Catalunya actual, la coalición nacionalista se benefició

de una serie de factores independientes de su voluntad y de su acción, que tienen que ver

con las profundas mutaciones que entre 1982 y 1984 vive e! conjunto del sistema político
catalán y español
En este sentido, si la implosión que a partir de 1981 sufrió el partido de los comunistas

catalanes y la progresiva debilitación de una ERC sin un proyecto político propio -que cada

vez más parecía subsidiaria del proyecto nacionalista mayoritario- ya habían ensanchado

virtualmente las posibilidades de expansión de éste último, fue sin duda el trauma

representado por los efectos de! 23-F Y de la LOAPA e! que marcó un cambio de fase

definitivo.

Con las primeras señales de lo que serían los pactos autonómicos sellados en julio de 1981

pOI e! PSOE Y el gobierno de UCD, empezaba e! verdadero drama político de un PSC que

por voluntad o por omisión, cambiarla a tal punto su perfil y sus prioridades políticas
iniciales que acabaría por redibujar completamente el escenario político catalán.
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Los hechos, en este sentido, son notorios: la presentación de! proyecto de ley de la LOAPA

en otoño de 1981, la sufrida decisión de la ejecutiva de! PSC de presentar pocas pero

significativas enmiendas, la negativa de importantes dirigentes parlarnentarios de este

partido de presentarlas en aula, las presiones del PSOE, los peligros reales o presuntos de

escisiones, finalmente, la decisión de retirar las enmiendas y la ausencia de los

representantes socialistas en las movilizaciones anti-LOAPA que ocuparon gran parte de la

agenda política catalana a lo largo de todo el 1982.

La abdicación catalanista que e! PSC había protagonizado a lo )argo de 1982 -y que se

consolidó definitivamente con la pérdida del grupo parlamentario prqpio en Madrid que el
•

PSOE no supo, o no quiso, evitar- había dejado a CiU un enorme espacio político libre.

No se trataba precisamente, o únicamente, de un espacio nacionalista. Más sencillamente,

se trataba de un espacio nacional. En concreto, de aque! espacio de desarrollo nacional que

había encontrado su concreción jurídica en la Constitución y en e! Estatuto de Autonomía.

La LOAPA -como después demostró la Sentencia del Tribunal Constitucional que la

anuló- había representado un intento encubierto de modificar la Constitución y los

estatutos de autonomías como resultado de las presiones, directas o indirectas, de los

sectores más conttarios a la democracia y al reconocimiento de la pluralidad nacional del

estado españoL Había sido el intento de socavar aquellas normas de! juego que -en e! caso

de Catalunya- habían sido el fruto de! trabajo de todas las fuerzas políticas y en primer

lugar -en tanto que partido catalán con más representación en las Cortes- de los mismos

socialistas catalanes. Por esta razón la inhibición socialista fue vivida como una verdadera

traición, como una omisión de socorro injustificable en un momento en que lo que estaba

en juego no era ya la elección entre diferentes tipos de desarrollo del autogobierno, sino la

misma posibilidad de la existencia de una concreción política de la identidad colectiva

catalana tal y como -con e! acuerdo también del PSC- había quedado recogido en la

Constitución y en e! Estatut sólo pocos meses antes.

Las elecciones legislativas de octubre de 1982 habían significado un resultado positivo sin

precedentes de! PSC y habían permitido el acceso de representantes del socialismo catalán a

importantes carteras ministeriales. Pero justo en aquellos mismos meses, la inhibición

demostrada por el PSC a lo largo de la polémica acerca de la LOAPA había puesto de

manifiesto, en hechos, la ausencia de un proyecto socialista creíble no sólo para el

desarrollo del autogobierno sino incluso para la defensa de sus propios presupuestos

políticos y legales.
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Es en este marco de ausencias -no se entrará aquí a valorar si justificadas o no- que la

presencia firme de los nacionalistas catalanes en la defensa de las instituciones autonómicas,
unida a la debilitación del PSUC y de ERC, se transformará progresivamente en una

hegemonía, hasta revertir de manera sonora y inapelable en la mayoría absoluta conquistada
por CiU en 1984.

A partir de entonces se entraría en una segunda fase, que se prolongaría a lo largo de toda

la década siguiente y que se caracterizaría por la fortaleza electoral y parlamentaria -tanto
en Barcelona como en Madrid- de la coalición nacionalista. En Barcelona esto significó el

desarrollo de una acción de gobierno dinámica y determinada, orienta?a a hacer una lectura
,

ambiciosa y sin complejos del estatuto de 1979. En Madrid, especialmente después del

fracaso de la operación reformista y del paralelo éxito nacionalista en las elecciones

legislativas de 1986 -que significó la imposibilidad de organizar, desde Catalunya, un

espacio político centrista y autonomista, a nivel estatal, capaz de romper una preeminencia
socialista que parecia inquebrantable- se tradujo en un esquema de intervención en la

política estatal en el cual los diputados nacionalistas en las Cortes se encargaron de asumir

buena parte de la representación de los intereses catalanes en las relaciones políticas y

parlamentarias con el gobierno central.

Con las elecciones de 1984 y de 1986 se había perfeccionado aritméticamente aquella

aspiración de los nacionalistas catalanes de ser, por encima de todo, el "partido de

Catalunya".
Sin embargo, en la situación política de mediados de los años 80 aumentaría también

drásticamente la responsabilidad de CiU corno garante político de la construcción del

autogobierno en sus fases más delicadas, cuando -pese a la derogación de la LOAPA- se

hizo cada vez más evidente que la construcción del autogobierno necesitaría, más allá de la

lerra: del Estatuto y de la Constitución, una extremada fortaleza y capacidad de iniciativa en

Barcelona y una habilidad destacada en saber sortear y aprovechar con inteligencia los

equilibrios de fuerza en Madrid.

En otras palabras, la falta de alternativas políticas creíbles en el escenario político
autonómico -y, por lo tanto, nacional-, así corno la circunstancia de que en Madrid CiU

sería el único grupo político catalán que explícitamente asumía corno elemento

fundamental de su actuación la defensa de los intereses catalanes, a la vez que dejaba a la

coalición liderada por Jordi Pujol un enorme espacio de maniobra, le cargaba la

responsabilidad de conseguir hacer una síntesis viable entre las prioridades propias de una

parte política -por muy mayoritaria que fuera-, las aspiraciones generales de la sociedad
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catalana en toda su complejidad, y los vínculos y los límites impuestos por las

circunstancias políticas generales.
Y, en este sentido, la responsabilidad fue asumida por la coalición nacionalista en toda su

envergadura. Se puede afirmar que el papel central de iniciativa que las circunstancias

políticas habían confiado al nacionalismo de CiU -tanto en Barcelona como en Madrid-,

seria interpretado de manera substancialmente exitosa, siempre que se mantuviera fiel a su

orientación comprensiva.
El análisis llevado a cabo a lo largo de las páginas que preceden, aunque con una excepción

importante y grávida de consecuencias, parece sustentar dicha afirmación. En el campo
, ¡

quizás más espinoso y a la vez más importante, el de la normalización lingüística, los

hechos analizados dan cuenta de una incansable, meticulosa y ambiciosa iniciativa del

ejecutivo en querer priorizar una acción lo más incisiva posible en favor de la recuperación
de la lengua. Pero al mismo tiempo, dan noticia de una capacidad más que notable de hacer

una interpretación ejecutiva de las bases legales establecidas con el consenso de todo el

parlamento extremadamente atenta a la necesidad de poder contar con un compromiso real

no sólo de las otras fuerzas políticas, sino de los más diversos sectores sociales. Se tuvo una­

prueba elocuente de ello, así como se ha intentado evidenciar en el quinto capítulo de esta

tesis, durante el desarrollo de la polémica sobre el modelo lingüístico escolar vivida entre

1993 y 1994. En ese caso concreto, lo que se estaba poniendo en discusión por parte de la

derecha española y de su entorno mediático no era ya los contenidos de una normativa que

había sido aprobada por unanimidad, sino la interpretación y la aplicación que de aquella
normativa habían hecho los sucesivos gobiernos de Jordi PujoL La falta de una

movilización real entre los profesionales de la escuela y de las asociaciones representativas
de las componentes escolares, así como la defensa cerrada de aquel modelo y de aquella

aplicación que hicieron todas las fuerzas políticas -con la excepción del PP Y de algún
miembro aislado de PSC y de IC- da la medida de cómo, en este campo, la acción de

gobierno había tenido un respaldo que iba decididamente más allá de la mayorla electoral y

social que explícitamente había dado y daba su apoyo al ejecutivo nacionalista.
Por otra parte, las mismas consideraciones son válidas a la hora de hacer referencia a las

políticas llevadas a cabo en materia sanitaria, posiblemente con algunos matices adicionales.

Si en el caso de las políticas lingüísticas el gobierno había tenido, querido y podido contar

con el colchón que representaba la existencia de una normativa aprobada por unanimidad,
en este caso la propia definición de las líneas generales de las políticas sanitarias en

Catalunya procedería de una actuación ejecutiva del gobierno que se prolongó a lo largo de
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todos los años 80. Y, en este sentido, la acción del gobierno se orientó hacia la

construcción de un sistema sanitario realista, ambicioso, compartido por los diferentes

sectores del mundo de la sanidad y, sobre todo, diferenciado con respecto al estatal. La

opción de un modelo de oferta rigurosamente pública pero de provisión mixta -piénsese
en este sentido en la creación de la Xarxa d'Hospitals d'Utilització Pública (XHUP) en

1985- responde claramente, además que a una elección dictada por el pragmatismo, a una

voluntad de implementar formas de gestión y administración de la sanidad pública basadas

en la peculiaridad de la oferta sanitaria catalana. Y, pese a que en el momento en que, en

1990, se dio finalmente concreción normativa al sistema con la Lki ,d'Ordenació Sanitaria a
. .

CataÚl1!Ya se verificó un importante desencuentro con el primer partido de la oposición -

que consideraba el modelo demasiado vulnerable a los intereses privados-,
contextualmente la iniciativa del gobierno recibió el apoyo parlamentario de Iniciativa per

Catalunya, grupo heredero del PSUC y situado a la extrema izquierda de la cámara. En los

años sucesivos, el PSC -e incluso el PSOE, en buena medida- irá progresivamente
asumiendo el modelo, haciéndolo suyo y respaldando cinco años después unas

modificaciones del texto de la ley que, con el objetivo de mejorar la sostenibilidad

económica del sistema, acrecentaban todavía más el papel de los proveedores privados y

remarcaban el perlil substancialmente arbitral de la administración. En esta segunda

ocasión, había sido finalmente lC quien se opuso al texto, pero el gradualismo y la

prudencia con la cual finalmente las nuevas medidas serían implementadas -limitando de

manera significativa los presuntos beneficios económicos del sistema- acabaron por

desactivar, a la práctica, el potencial de ruptura del consenso que aquella batalla

patlatnentaria había parecido vislumbrar. En definitiva, pese a que el respaldo a las políticas
del gobiemo había sido en este caso escalonado en el tiempo, variable, y quizás ...ru menos

en términos patlatnentarios-menos pronunciado que en otros casos, la idea y la práctica de

un modelo diferente y propio se había finalmente impuesto. Esto se debió principalmente a

la cura con la cual el ejecutivo había sabido valorizar las experiencias existentes en el país y
construir puentes con los diversos actores del mundo de la sanidad. Así fue a principio de

los años 80, cuando al constituirse el Institut CataIa de la Salut -el proveedor público que

tomaría el puesto del antiguo lNSALUD- se habían previsto mecanismos de participación
de las asociaciones representativas de los trabajadores de la sanidad; así fue cuando en

1985, al constituirse la XHUP, el ejecutivo supo comprometer con su acción a las

estructuras hospitalarias privadas y también a los entes locales, puesto que la mayoría de los

hospitales públicos dependían de ayuntamientos y diputaciones provinciales. Las
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disensiones parlamentarias, en este sentido, tanto en 1990 como en 1995, a pesar de su

dureza dialéctica, parecieron representar la manifestación de una oposición puntual,
destinada a diluirse en el consenso substancial manifestado por aquellos sectores y intereses

que tanto el PSC como lC representaban.
y si se observa el campo de las políticas educativas, la voluntad de CiU de connotarse

como fuerza política comprensiva, aspirante a representar un conjunto de intereses

globales, todavía parece más evidente. En este sentido, basta con pensar en la decidida y

temprana opción a favor de un sistema mixto, de convivencia entre enseñanza pública y

enseñanza privada, y sobre todo en la actuación llevada a cabo �or \os parlamentarios de

CiU a lo largo de toda la polémica sobre la Ley Orgánica del Derecho a la Educación, que
convulsionó profundamente a la sociedad y a la política española pero que apenas tuvo

penetración en Catalunya. La apuesta de los diputados nacionalistas por un diálogo con el

gobierno central que a la vez que remarcaba el substancial respaldo a la política educativa

socialista permitía limar los contenidos de la ley que más podían dañar los intereses de la

patronal escolar y reservar un amplio margen de maniobra pam las instituciones educativas

autonómicas, obtuvo como resultado un aumento considerable del prestigio de la­

Generalitat con respecto a los muchos -y a veces enfrentados- intereses de los diversos

actores del mundo educativo catalán.

Finalmente, la excepción, como es notorio, está representada por las políticas de

ordenación territorial. Éstas habían sido abordadas inicialmente por el Parlament de

Catalunya a finales de 1980, cuando una ley aprobada por amplia mayoría sentó los

presupuestos legales pam la desaparición de las diputaciones provinciales, reivindicación
tradicional de todos los gmndes partidos catalanes anrlfranquistas. Sin embargo, la ley fue

recurrida por el gobierno central y declarada inconstitucional un año después, sin llegar
nunca a entrar en vigor. Los cambios en los equilibrios de fuerza que tuvieron lugar en el

mapa municipal en las elecciones de 1983 -que comportaron la conquista de las

diputaciones provinciales de Tarragona, Lleida y Girona y de los municipios menos

poblados por parte de CiU-, así como la supeditación del PSC a un PSOE dotado de una

extraordinaria mayoría absoluta y poco dispuesto a abrir un debate sobre una modificación

del mapa provincial, aplazaron la resolución de la cuestión durante unos años. El ejecutivo
nacionalista decidió afrontar nuevamente la cuestión territorial entre 1986 y 1987, en el

momento de su más amplia fortaleza política y parlamentaria, con un proyecto poco

ambicioso y orientado fundamentalmente a salvaguardar sus intereses en el territorio, que

representó, pese a la relativa rapidez con la cual se llevó a cabo su plasmación legislativa, el
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gran fracaso político de la actuación de la coalición nacionalista como garante y responsable
del desarrollo del autogobiemo en Catalunya.
La ordenación territorial ha sido y es todavía el único aspecto del desarrollo institucional de

la autonomía constantemente e irremediablemente puesto en tela de juicio por todas las

fuerzas políticas. La aprobación, con la oposición frontal tanto del PSC como del PSUC -

fuerzas absolutamente determinantes en el mapa municipal catalán- de los cuatro textos

que creaban los entes comarcales, que recogían la normativa estatal en relación a los entes

locales y, hacian desaparecer de un plumazo la Corporación Metropolitana de Barcelona,

demostraron la determinación política y parlamentaria de la coalición nacionalista, pero al
.

. ,

mismo tiempo los límites de la efectividad de su actuación. En el momento en que -por

miopía o por interés partidista-, CiU había abdicado sin miramientos de aquel trabajo de

síntesis de los diferentes intereses que le había configurado como partido nacional y que

estaba en la base de su mismo éxito político y electoral, los resultados en términos de

consolidación del autogobiemo -piénsese en este sentido en la escasa funcionalidad y

popularidad de los entes comarcales como finalmente se concibieron- fueron más bien

desastrosos. Sin embargo, aunque la fractura vívida con respecto a la organización
territorial acabó constituyendo una losa, un patio trasero del sistema en el cual ni los

nacionalistas ni la primera fuerza de la oposición han tenido finalmente interés en bajar y

poner orden, su rápida desactivación como problema presente en la agenda política -

auspiciada con la misma intensidad por todos los grandes partidos catalanes-- tuvo un éxito

notable que, pese a dejar un grave problema irresuelto, permitía seguir avanzando en la

consolidación del autogobiemo.
Por otra parte, la etapa comprendida entre 1984 y 1995 fue también el período durante el

cual, en línea con la plenitud de su condición de partido nacional, la coalición nacionalista

impulsó una profunda y novedosa acción orientada a la visualización de la identidad

catalana en ámbitos tanto inéditos como -ssí se revelarán a la postre-, estratégicos.
Los ejemplos más evidentes fueron las políticas asociadas a los medios de comunicación y,

en mayor grado todavía, las políticas de proyección exterior. Concebida fundamentalmente

como una parte esencial de las actuaciones relativas a la normalización de la lengua, la

creación de los medios de comunicación autonómicos acabó por representar, a la hora de la

verdad, un poderoso medio de normalización nacional en el más amplio sentido del término.

En una sociedad cada vez más marcada por la importancia de los medios de comunicación

de masas, la construcción y el desarrollo de una radio y una televisión modemas, de calidad,

universales, generalistas y no folklóricas - como se dijo en su momento, competitivas a pesar

628



del catalán -, actuó con respecto a la propia sociedad no sólo como velúculo formidable de

normalización lingüística sino como catalizador y a la vez creador de todo un imaginario
colectivo diferenciado. Sin embargo, quizás el ámbito donde más se dejó ver la

extraordinaria capacidad de promoción y visualización de la identidad catalana por parte de

los gobiernos de CiU, haya sido el ámbito de las políticas exteriores y, más concretamente,

de las políticas europeas. La colocación de Catalunya en el escenario político continental

fue desde siempre uno de los elementos definitorios de la propia identidad política del

nacionalismo moderado tanto de CDC como, sobre todo, de Unió Democrática, En este

sentido, la determinación europeísta mostrada por los gobiernos tta¡cionalistas ha tenido
,

fundamentalmente dos órdenes de razones de ser. Por una parte había razones de tipo
fundamentalmente ideológico, ligadas a la convicción profunda de que Catalunya -en la

medida de sus posibilidades, pero nunca renunciando a su naturaleza de entidad política
diferenciada- no podía quedarse al margen de los grandes procesos políticos continentales.

En otras palabras, en la mente de los dirigentes de CiU perder el tren de Europa significaba
minar la propia viabilidad de una reconstrucción nacional catalana a finales del siglo xx. Y,

por otra, la apuesta europea de los gobiernos encabezados por Jordi Pujol tenía una razón­

de ser estratégica. La participación de Catalunya en el desarrollo de las instituciones

europeas, con todo lo que significaría -al menos en las previsiones- en términos de pérdida
de soberanía para los estados nacionales permitiría ayudar a superar las dificultades de

visualización y de reconocimiento que Catalunya tenía dentro de las fronteras del estado

español En otras palabras, la existencia de Catalunya en Europa haría imposible y

embarazoso cualquier intento de negación y de infravaloración de la identidad y del espacio
de soberanía catalana por parte del gobierno central Sin embargo, las notas que más

destacan en la formulación de las políticas europeas de la Generalitat en la etapa que ahora

se está considerando, son un acusado pragmatismo y una evidente ambición. El

pragmatismo de entender que la única manera viable para existir en Europa sería insertarse

en el naciente debate sobre la cuestión regional en Europa, aunque esto significara actuar

de concierto con realidades que poco o nada tenían que ver con Catalunya tanto desde un

punto de vista político como identitario. Y la ambición no sólo de participar, ya desde los

primeros años 80, en las importantes dinámicas de cooperación institucional entre los entes

inftaestatales europeos, sino también y sobre todo de transformarlas en instancias políticas

y liderarlas con el objetivo de generar un debate sobre la necesidad de una representación
institucional y institucionalizada de los entes infraestatales en el edificio comunitario.
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La plenitud de CiU como partido nacional, así como su hegemonía política y parlamentaria
absoluta entró en crisis progresivamente a partir de la segunda mitad de los años 90. Sin

embargo, no se puede hablar de una pérdida de influencia ni total ni repentina. A pesar de

que a partir de 1995 el nacionalismo moderado no volvió a disfrutar de una mayoria
absoluta, continuó siendo -y es, al día de hoy- una fuerza determinante en el marco

político catalán. En este sentido, basta con pensar en el hecho de que incluso en 2003,
cuando finalmente tuvo que abandonar la responsabilidad de gobierno, en términos de

escaños CiU seguia siendo la primera formación política de Catalunya. Seria más adecuado

hablar de una progresiva debilitación de su capacidad de ser, a la vez, garante, gestora e
, ,

impulsora única del autogobierno.
Las razones de esta debilitación posiblemente se tengan que' buscar en una creciente

incapacidad de leer correctamente los cambios profundos vividos por la sociedad catalana y

sus mutadas perspectivas de realización política.
Las tendencias observables en la segunda mitad de los años 90 vendrian a certificar el fin de

un modelo de desarrollo institucional y de hegemonía política que moría, por así decirlo, de

éxito. Había culminado aquella fase de consolidación y desarrollo de las instituciones

catalanas que se había caracterizado por una determinación incansable a la hora de explotar
al máximo los recursos proporcionados por la carta de 1979, que había hecho de la

capacidad de influenciar a los sucesivos gobiernos centrales la vía privilegiada para el

fortalecimiento de un espacio político propio, y que había planteado formas novedosas y

autónomas de presencia en la DE al margen de las estructuras del estado. Progresivamente,
las nuevas fronteras del autogobierno catalán se ligaban a una preeminencia de nuevas

demandas sociales, y, sobre todo, a la búsqueda de un nuevo cuadro de relaciones

institucionales, financieras y fiscales con el estado que pusiera a salvo de las fluctuaciones

de los equilibrios políticos contingentes las conquistas alcanzadas, ofreciendo finalmente

espacios de realización política estables e irreversibles.

En este sentido, algunas señales de la necesidad de cambiar tanto las formas y prácticas de

gestión de las instituciones autonómicas como la relación institucional y política con el

gobierno central, y un cierto retraso por parte de CiU en captar esta exigencia, se habían

manifestado ya antes de la pérdida de la mayoría absoluta en Barcelona en 1995. En la

famosa polémica sobre la cesión del 15% del IRPF en los años 1992 Y 1993 --que significó,
al menos desde un punto de vista simbólico, un cambio importante en la propia

concepción de lo que debían ser las relaciones financieras entre el centro y las autonomías­

fueron todos los partidos catalanes quienes reclamaron un nivel de corresponsabilidad
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fiscal más alto y un sistema de financiación que superara la vieja concepción de las

transferencias. En esa ocasión, si bien el ejecutivo de]ordi Pujol supo finalmente liderar la

negociación y, a la postre, capitalizar el valor de aquel acuerdo, a la práctica se había

adherido a una reivindicación que procedía de un PSC que había demostrado poder contar

con una producción teórica sobre los temas de la corresponsabilidad fiscal decididamente

más sólida. Después de la propuesta nacionalista de concierto económico para Catalunya
durante la redacción del estatuto, en los años siguientes CiU había priorizado una actuación

orientada a obtener un aumento del volumen de recursos destinados a Catalunya en lugar
de abrir una batalla política por un cambio de sistema que aumentara, a la práctica, la

, l

responsabilidad fiscal de los ejecutivos autonómicos y, con ella, los posibles costes

electorales.

Por otra parte, el desarrollo de aquella polémica evidenció cómo, después de una larga

etapa de supeditación ideológica y política del PSC al PSOE en los temas autonómicos, el

partido de los socialistas catalanes volvía a tener un proyecto válido en un tema tan

importante para el fortalecimiento y el desarrollo del autogobierno. Ciertamente, la

reivindicación socialista había nacido con la vocación explícita de ser extensible al resto de
.

las comunidades autónomas -se diría, en la terminología socialista, que era parte de un

proyecto "federal"-, pero esta circunstancia no le quitaba un ápice de su naturaleza de

proyecto planteado a partir de las exigencias concretas y presentes del autogobierno catalán.

El desarrollo de la polémica no hizo más que confirmar este extremo: a lo largo del

contencioso en tomo a la cesión del 15% del IRPF, el PSC demostró una cohesión y una

coherencia que contrastaba de manera clara con las laceraciones, las divisiones y las

inlubiciones vividas una década atrás. En otras palabras, respecto a un tema de relevancia

nacional -como lo era la posibilidad de evolucionar hacia un sistema fiscal que permitiera
aumentar el peso político de las instituciones autonómicas- el PSC, con todos sus límites

había sido capaz de mostrar, incluso con más determinación que el nacionalismo

moderado, una clara visión de futuro.

Esta circunstancia, evidentemente, no significó un cambio repentino y automático de los

equilibrios políticos en Catalunya. Al conttarlo, el PSC obtuvo en 1995 uno de sus peores

resultados. Pero cuanto se había manifestado entre 1992 y 1993 apuntaba algunas
tendencias que en los años sucesivos se manifestaron más claramente, evidenciando un

cierto agotamiento del modelo que había caracterizado la experiencia institucional catalana

desde la Transición, tanto a nivel institucional como de práctica política. Basta con pensar

que en el campo de la política lingüística, entre 1997 y 1998, a la hora de dar vida a una
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normativa nueva y más ambiciosa que pretendía completar el proceso de normalización

para fomentar el uso de la lengua y extenderlo a los ámbitos sociales, cultutales y laborales,
las fuerzas políticas catalanas babían topado con la evidencia -así reconocida en el

parlamento por todos los grupos menos el PP a través de una proposición no de ley- de

que poco sería posible hacer en este sentido sin un cambio profundo de la misma

legislación estatal.

A su vez, la progresiva emergencia de nuevos y decisivos desafios sociales -el caso de la

nueva inmigración, especialmente, pero también la viabilidad del estado del bienestar­

había demostrado que las competencias de las cuales disponía la "Generalitat en estos
,

campos empezaban a ser dramáticamente insuficientes, por cantidad y estabilidad.

De la misma manera, en un campo tan central para el proyecto político del nacionalismo

moderado como era el de las relaciones con Europa, el substancial fracaso de la experiencia
del Comité de las Regiones y el decidido ímponerse de un proyecto político continental

basado fundamentalmente en el elemento estatal, babía puesto de manifiesto la necesidad

ímperiosa de construir unos mecanismos eficaces de representación de las autonomías

dentro de las estructuras del estado que basta la fecha ;>or ímposibilidad o por haberlos

considerados secundarios- eran prácticamente inexistentes.

En otras palabras, ya en la segunda mítad de los años 90, se empezaban a sentar las bases

de los que serían, sólo pocos años después, los contenidos y las razones de fondo de la

reivindicación de un nuevo estatuto de autonomía. En este marco, la coalición nacionalista

se demostró esencialmente incapaz de captar el cambio de escenario político que de ahí a

poco caracterizaría el centro del debate político en Catalunya. Como consecuencia de ello,

acabaría protagonizando una tercera y última fase de su experiencia de gobierno al frente de

la Generalitat cada vez más incierta, en la cual, por primera vez en más de quince años,

otras fuerzas políticas empezaron seriamente a poner en peligro un liderazgo que babía

parecido hasta entonces inexpugoable.
Por incapacidad o por un exceso de confianza en sus posibilidades, CiU optó finalmente

por desestimar las señales que le ofrecía la realidad y seguir actuando en la misma línea que

babía caracterizado su acción en la fase anterior, con el handicap de tener que contar, a partir
de 1995, con una fuerza y una autonomía parlamentaria inferior en Catalunya. Fue este

retraso en la comprensión de la nueva fase política que se anunciaba, lo que hizo de un

pacto inicialmente y aparentemente ventajoso con los conservadores españoles en 1996 -

piénsese en las "contrapartidas" autonómícas en su día juzgadas, con o sin razón,
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insuperables- un impedimento progresivamente insalvable para recuperar la hegemonía

perdida y seguir siendo, a la práctica, el "partido de Catalunya".
En este sentido, a diferencia de cuanto argumentaron en su momento los dirigentes
nacionalistas, el acuerdo con el PP guardaba importantes diferencias con la experiencia de

colaboración mantenida en 1993-1995 entre el CiU y el PSOE. En primer lugar, la

colaboración que había ligado el nacionalismo moderado catalán al último gobietno de

Felipe González había tenido lugar en un momento en el que todavía la coalición gozaba
de una mayoría absoluta que le proporcionaba un amplio margende maniobra. En segundo

lugar, el pacto con el PSOE llegaba al final de una larga trayectpría de colaboración
, .

parlamentaría entre ambas fuerzas y no era formal, sino que tenia un carácter puntual y no

programático. En tercer lugar, la colaboración con el PSOE revertió, en Catalunya, en una

distensión significativa de las relaciones entre el gobierno de la Generalitat y un primer

partido de la oposición, que -pese a todos sus límites- representaba, por votos y por

cultura política, una parte importantísima del país. En cambio, el pacto con el PP era una

alianza que pretendía ser duradera y programática entre dos fuerzas que no tenían ninguna
tradición de colaboración, y cuyas culturas políticas habían sido tradicionalmente lejanas - .

sino antagónicas-, que había nacido después de dos años de durísimos ataques de la

derecha española al gobierno de la Generalitat, y que se firmó en un momento en que los

votos del PP en Catalunya resultaban necesarios para que CiU siguiera gobetnando. Pero,

por encima de todo, era un pacto basado no ya en una redefinición de los elementos

estructurales de las relaciones entre Catalunya y España -y a través de ésta última, también

de Europa -, sino en la capacidad contingente de obtener avances patciales. Por tanto, ya
poco después de su firma se demostraría esencialmente insuficiente y, a la postre, incluso

perjudicial para el país. Y no únicamente por las características ideológicas del PP -que

también, inevitablemente, influyeron- sino principalmente porque constituía un

instrumento que ya no era capaz de garantizar las necesidades y las ambiciones de un país
que había superado una fase política y estaba buscando una forma de abrir otra, que dejara
atrás las incertidumbres y los vínculos que habían caracterizado la precedente. Basta con

pensar, por ejemplo, en la firma del acuerdo para la constitución de una comisión bilateral

Estado-Generalitat para los asuntos europeos en 1998. Si en teoría la nueva comisión debía

representar la superación de los problemas asociados al fracaso del Comité de las Regiones

y permitir una representación estable y singularizada de Catalunya en la política europea del

estado, su eficacia fue nula. Creada por el gobierno central como respuesta a un momento

de particular tensión parlamentaría entre el primer gabinete de Aznar y los diputados
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nacionalistas en las Cortes, había representado una medida altisonante cuanto hueca porque

había obviado enfrentarse a la cuestión más general de la apertura -tal y como permitía el

tratado de Ámsterdam y muchos países ya estaban experimentandO"'- de las delegaciones
estatales en los consejos de ministros europeos a los representantes de los gobiernos
infraestatales.

Por otra parte, la progresiva decantación del nacionalismo moderado hacía posiciones más

marcadamente conservadoras, en parte ya inicíada en los años precedentes, en parte

inducida por la colaboración con el PP, y sobre todo un cierto exceso de confianza en sus

propias posibilidades, acabaría por reforzar la distancía entre CiU y� parte cada vez más

importante del país, desdibujando, en la imagen y en la práctica, política, aquella capacidad
de ser referente institucional y garante de los intereses de todos; Piénsese, en este sentido,

·en la adopción del decreto de 1997, que aumentaba-de manera consistente el peso de los

criterios libres de admisión en las escuelas concertadas y que a la práctica rompía, en favor

de la patronal escolar, el tradicional equilibrio mantenido en este campo por el gobierno
autonómico. 0, en el mismo campo, en las reconocidas "trampas" que la administración

hizo en favor de las escuelas de élite. 0, todavía más en la polémica vivida acerca del así

llamado Pacto Fiscal a lo largo de todo el 1998 y 1999, cuando torpezas e imprudencías de

los dirigentes nacionalistas habían desperdicíado la oportunidad de abrir y liderar un debate

colectivo -de país, se diría en la tertninología nacionalista- sobre un tema de tanta

envergadura en el campo de los propios elementos definitorios del autogobiemo como lo

era un nuevo sistema de financíación, relegando éste -edemás, inútilmente- a la condición

de mera baza electoral

Las elecciones autonómicas de 1999 marcaron un importante y clarificador test de cuánto y
cómo habían cambíado necesidades y horizontes de realización política de Catalunya, y, a la

vez, del cuánto y cómo CID había manifestado un profundo retraso en conseguir hacer una

lectura fidedigna de estos cambios. CiU ya no conseguía ocupar, como lo había hecho

anteriormente -con intensidad diferente a lo largo del tiempo, claro está- todo el espacio
de la representación nacional en Catalunya ni por votos ni, por encima de todo, por

proyecto político. El horizonte político del país empezaba a no ser ya el de la defensa, de la

reconstrucción y de la gestión de las posibilidades de desarrollo nacional procedentes de la

Transición, sino un horizonte más sólido y más amplio, que había asumido la experiencía
de los años anteriores y que ahora planteaba la necesidad de un cambio en el propio
modelo de relaciones políticas entre Catalunya y España.
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El gtto federalista protagonizado por el PSC, la emergencIa de la nueva propuesta

soberanista e izquierdista de ERC y la progresiva consolidación de un espacio ecosocialista

claramente comprometido con una concepción plurinacional del estado, habían

demostrado que CiU se había transformado en una más -ni tan sólo la más ambiciosa ni

ocurrente- entre las diferentes opciones que aspiraban a influir e incluso liderar la nueva

etapa del autogobierne que se estaba lentamente abriendo. Esta sensación se agudizó
cuando a la hora de formar su último gobierno, los nacionalistas moderados optaron, frente

a un posible pacto con ERC, por refugiarse en un pacto con el PP en Catalunya, alejando
así cualquier hipótesis de un posible cambio institucional. Había sido una azarosa y a la vez

, o

conciente apuesta de continuidad tanto gubernamental como de modelo de actuación, que
había eludido por completo las señales de fondo que se manifestaron en la legislatura

precedente. Una apuesta que, si ya había demostrado tener presupuestos frágiles, a partir de

2000 -con la victoria por mayorla absoluta del PP- acabaría mermando toda posibilidad del

gobierno de enfrentarse de manera ambiciosa a los retos planteados por la situación política
del país.
CiU desperdiciaría definitivamente la posibilidad de recuperar el terreno perdido al decidir '

sus dirigentes continuar prestando su apoyo parlamentario -por otra parte innecesario- al

segundo gabinete presidido por José María Aznar, incluso en la fase más aguda de su

involución democrática y autonómica. Mientras tanto, las tendencias observadas en los

años precedentes en Catalunya acabarán cristalizando en una petición formal por parte de

los partidos de la oposición de un nuevo estatuto, a la cual CiU sólo se añadiní tardíamente.

En definitiva, si se observa todo el proceso, se puede afirmar que CiU ha sabido orientar,

gestionar y aprovechar al máximo, a lo largo de gran parte de su mandato, las posibilidades
ofrecidas por elmarco político y legal en el cual le tocó actuar. Lo hizo con determinación,

pragmatismo, innovación, ductilidad y sobre todo una destacada capacidad de integrar en

su actuación de gobierno impulsos e intereses enmuchos casos ajenos a sus planteamientos
iniciales y a su bloque social de referencia. En este sentido, fue para muchos, durante

mucho tiempo, "el partido de Catalunya", la fuerza política imprescindible para la

construcción de una realidad nacional sólida, socialmente incluyente y políticamente viable.

Pero, paradójicamente, incapaz de entender en toda su envergadura los resultados en

términos de normalización nacional y fortalecimiento del autogobierno que su propia
actuación había generado tanto con respecto a la sociedad catalana como a sus

representantes. Catalunya es, a principio del siglo XXI, a la vez por las virtudes y por los
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límites de quienes han dominado la escena política e institucional catalana durante más de

veinte años, un país más ambicioso en cuanto a sus horizontes de realización política pero

también un país sin hegemonías de partido destacadas. Un mosaico en el cual todas las

fuerzas políticas -cada una con su proyecto- aspiran a hacer valer legítimamente sus

planteamientos en la nueva fase que se acaba de abrir.
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